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Nos  hemos  propuesto  reducir  á un  pequeño  libro  la  doctnna  conteni- 
da en  las  sentencias  dictadas  por  el  Tribunal  Supremo  de  Jiislicia  en  los 
recursos  de  casación  y competencias  sobre  materia  criminal;  y aunque  la 
tarea  sea  harto  trabajosa  y dificily  si  ha  de  hacerse  con  el  dete7nmiento 
debido  y con  la  escrtiptdosidad  que  exige  la  importaticia  del  asmilo^  sin 
olcidar  los  puntos  mas  esenciales  y huyendo  en  cuanto  es  dable  de  enojo- 
sas y estériles  repeticiones^  parécenos  haber  logrado  en  gran  giarte  nues- 
tro objeto  por  el  sisíe^na  que  hemos  adoptado. 

En  la  exposición  de  las  dociruias  conlenulas  en  los  fallos  no  hemos 


querido  limitarnos  á simples  re-extractos,  porque  éstos  no  alcaíizanan  á 
satisfacer  las  exigencias  de  los  que  necesitan  consultarlos,  íu*  menos  la 
nuestra.  Tampoco  nos  era  posible  dar  las  sentencias  á la  letra,  asi  po7 
su  inmenso  número,  coino  por  haber  algunas  de  grande  extensión,  abun- 
dantes en  hechos,  que  por  sus  accidentes  no  vienen  á resolver  duda  alguna 
de  las  que  son  tan  frecuentes  en  la  práctica  del  foro,  ó que  versan  sobre 
puntos  reiteradamente  decididos.  Nuestro  plan  es  dar  á la  leíia,  oniilun- 


do  de  la  cabeza  y pié  lo  que  sea  innecesario , aquellos  fallos  que  lo  re 
quieran  por  su  importancia,  por  la  cuestión  que  resuelven  ó por  la  abun- 


dante  doctrina  que  contengan;  dar  en  otros  casos  textualmente  los  consi- 
de  randas,  precedidos  de  un  breve  resiimen  de  los  hechos,  y,  como  siempre 
del  punto  de  doctrina  que  establecen;  y en  otros,  por  último,  resumir  con 
la  concisión  y la  clai'idad  convenientes  lo  queéasta  para  conocer  la  letra 

y el  espiritii  de  la  decisión. 

Ordenado  asi  nuestro  Diccionario  de  la  .IciusfRUDENCiA  penal,  con 


el  esmero  que  hemos  procurado  en  la  combinación,  con  las  citas,  las  re 
ferencias,  el  examen  filosdfioo’juridíco  de  los  puntos  mas  fundamentales , 
y la  aplicación  de  las  doctrinas  de  jurisprudencia  á las  tablas  sinópticas 
de  todas  las  penas  fraccionadas  y compuestas  que  emplea  el  Código  y á 
las  escalas  graduales  de  las  mismas,  creemos  que  7iueslro  trabajo  que  7io 
hemos  escaseado,  ha  de  ser  útil  y provechoso  á las  ilustradas  clases  á- 
quienes  está  dedicado* 


Repertorio  alfabético  de  la  jurisprudencia  establecida  por  los  fallos  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  decidiendo  recursos  de  casación  y com- 
petencias en  materia  criminal. 


ABONO  DE  LA  PRISION  SUFRIDA.  I Es- 
tando taxativamente  señalados  por  la  ley 
los  casos  en  qne  es  procedente ^ el  recurso 
de  casación j no  Jiá  luyar  al  inierpuesio 
contra  sentencia  que  no  aplica  el  aboiio 
de  la  mitad  del  tiempo  de  la  prisión  su- 
frida, con  arref/lo  ai  Real  decreto  de  9 

de  octubre  1853. 

La  Auilienda  de  Zaragoza  condenó  á 
Juan  A.  Ondívieia  por  los  tres  delitos  de 
homicidio  frustrado  y lesiones  menos 
graves  causadas  á tres  sugetos  con  el  dis- 
paro de  arma  de  fuego  dirigido  contra 
uno  de  ellos.  Interpuesto  por  el  procesa- 
do recurso  de  casación,  en  razón  á que 
no  se  le  aplicó  el  beneíicio  que  respecto 
á la  prisión  sufrida  concede  el  Real  de- 
creto de  9 de  octubre  de  1853  f'l),  se  de- 


clara no  haber  luífar  á él  en  los  términos 


siguientes: 


(1)  Este  (.lecreto  csiií  inserto  en  la  pág.  209 
del  tomo  llí,  Diccionario,  ptículo  Codigo  pe- 
NAL.  En  el  preámbulo  dccia  el  Ministro  a la 
Keina,  quo  la  antigua  práctica  de  tener  en 
cuenta  el  tiempo  de  prisión  sufrida,  debía  res- 
tablecerse como  medio  do  tcyi planea  de  la  se- 
veridad de  los  principios  científicos  bajo  la 
forma  de  Real  gracia,  y miioam&nU  hasta  tanto 
guG  nn  buen  Código  de  procedimimlo  criminat 
haga  desaparecer  el  grave  mal  que  se  lavic^ila 
por  Ío.í  vías  legales  ordinarias. ■<> 

PublÍcó.so  dos  años  hace  la  ley  provisional  de 
Enjuiciamiento  criminal,  pero  ésta  nada  ba  es- 
tablecido sobre  lo  que  es  objeto  del  decreto  del 
señor  marqués  de  Gerona,  y estando  todavía 
por  resolver  la  cuestión  de  si  ba  llenado  el  va- 
cío que  se  dejaba  sentir,  y siendo  además  pro- 

JUR.  PeN. 


1 


visional  y no  rigiendo,  sino  muy  limitadamen- 
te, para  ios  delitos  de  pen.as  correccionales, 
creemos  que  el  decreto  está  vigente: 

Dice  así: 

«Arl.  I."  A los  reos  que  en  lo  sucesivo  fue- 
ren sentenciados  á penas  correccionales  se  les 
abonará  para  el  cumplimiento  de  sus  condenas 
la  mitad  del  tiempo  que  hubiesen  permanecido 
presos,  quedando  á su  favor  cuaiquíera  frac- 
ción de  dias  que  resulté  en  la  rebaja. 

Este  beneficio  será  extensivo  á los  sentencia- 
dos á prisión  por  vía  do  sustitución  y apremio 

para  el  pago  de  multas. 

Art.  2.°  No  podrán  gozar  de  la  Real  gracia 

otorgada  por  este  decreto:  ^ , 

1. “  Los  reincidentes  en  la  misma  especie  de 

delito.  , . j I 

2. “  Los  que  por  cualquiera  otro  delito  hayan 

sido  condenados  á pena  igual  ó superior  á la 
que  nuevamente  so  les  imponga.  ^ 

3. “  Los  reos  ausentes  que,  llamado»  en  le- 

gal  Vorma,  no  se  bubiesen  presentado  volunta- 
riamente. . . 

4. *’  Los  reos  de  robo,  hurto  y estafa  que  ex- 
ceda de  cinco  duros. 

5. "  Los  reos  de  robo,  hurto  y estafa  que  no 
exceda  de  cinco  duros,  en  quienes^  concurran 
circunstancias  notables  de  agravación. 

Art  3.“  Los  Tribunales  liaran  aplicación  (le 
las  anteriores  disposiciones  al 
tencias  que  habrán  de  dictar  con  ^ 

drán'’prLentes  para  exponer  lo  quo  convenga 

en  SV15  conslií^í^s*  ^ i t ^ 

Dado  en  Palacio  á 9 de  octubre  de  18b3.-- 

Fstá  rubricado  de  la  Real  mano.-  E!  Ministro 

de  Gracia  y Justicia,  José  de  Castro  y Orozco.. 

1 


2 ABSOLUCION...  ACCION...  [Jurisp,  penai). 


«Considerando  que  el  presente  recurso  de 
casación  se  funda  únicamente  en  Jiaberse  in- 
fringido en  la  parte  dispositiva  de  la  senten- 
cia recurrida  lo.s  arlícuios  d.®  y 3.“  del  Real 
decreto  de  9 de  octubre  de  1853,  que  debió 
aplicar  y no  lia  aplicado  la  Sala  sentenciado- 
ra, en  Jos  cuales  se  dispone  con  las  limitacio- 
nes allí  establecidas  el  abono  de  la  mitad  del 
tiempo  de  prisión  sufrida  á los  procesados 
que  fueren  condenados  á penas  correccio- 
nales: 

Considerando  que  para  quesea  procedente 
el  recurso  de  casación  en  e)  fondo,  es  preci- 
so que  por  el  recurrente  se  baya  alegado  al- 
guna de  las^  infracciones  de  ley  que  taxaU- 
Yamenle  señala  la  provisional  de  18  de  junio 
de  1870,  que  los  ha  establecido  en  los  juicios 
criminales: 

Considerando  que  no  pertenece  á esa  clase 
la  infracción  alegada  por  el  procesado  Juan 
Antonio  Ondivíela,  de  que  ya  se  lia  liecho 
referencia;  puesto  que  no  se  baila  compren- 
dida en  ninguno  de  Jos  cinco  casos  del  ar- 
tículo 4.“  de  la  precitada  ley  de  casación  cri- 
minal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lagar  al  recurso  que  contra 
la  sentencia  pronunciada  en  12  de  marzo  úl- 
timo por  la  Sala  de  lo  crimina!  de  la  Audien- 
cia de  Zaragoza,  ha  Interpuesto  el  procesado 
Juan  Antonio  Ondiviefa,  á quien  condena- 
mos en  las  costas;  expídase  á dicha  Sala  por 
el  conducto  debido  Ja  correspondiente  certi- 
ficación , y Jo  acordado.»  (Sciit,  26  no- 
viembre 1872.) 

_ lí.  Excepciones  del  abono  de  la  pri~- 
sio»  sufrida.  El_  abono  de  la  mitad  del 
tiempo  de  la  prisión  sufrida  no  tiene  lu- 
gar en  los  casos  exceptuados  por  el  ar- 
tículo 2.®  del  Real  decreto  de  Ü de  octu- 
bre de  1853.  (Doctrina  de  las  sentencias 

de  22  Je  mayo  de  1871  y 2i  de  setiembre 
de  1872.) 

ABSOLUCION  DE  LA  INSTANCIA.  La  ley 

provisional  de  Enjuiciamiento  criminal 
en  su  art.  89  establece  que  la  ahsolucio7i 
se  eíitcíiderú  libre  en  todos  los  casos. 

Queda  por  tanto  abolida  la  absolución 
de  la  instancia  para  todas  las  causas,  no 
debiendo  ya  tener  lugar,  ni  aun  en  las 
reservadas  al  conocimiento  de  los  Tribu- 
nales de  partido,  puesto  que  diclio  ar- 
ticulo está  comprendido  en  el  cap.  VI  del 
titulo  preliminar,  que  debe  observarse 
en  cuanto  sea  aplicable,  según  ia  re- 
gla 4.  del  Real  decreto  de  22  de  diciem- 


bre de  1872  (1).  Y.  Costas:  SE^’TENcl.^ 

DEFINITIVA;  SOBRESEIMIENTO. 

ABUSO  DE  SUPERIORIDAD.  Esta  cir- 
cunstancia agravante  se  baila  embebida 
en  la  de  alevosía  y es  inherente  á esta 
misma.  Y.  Asesinato:  Circxjnstancias 
agravantes:  Robo. 

ABUSOS  DE  AUTORIDAD.  V.  Deten- 
ción arbitrabia:  Delitos  electorales. 

ACCION  PENAL.  Aunq  ue  el  querellan- 
te pueda  en  segunda  instancia  modificar 
su  acción,  de  ningún  modo  alterarla. 
Ver  el  considerando  4.*^  de  la  sentencia 
de  29  de  octubre  de  1872,  inserta  en 
Calumnia,  núm.  I,  y consúltense  tam- 
bién los  artículos  Acusación,  Injuria, 
Prescripción,  Querella, 

ACCION  Y OMISION  VOLUNTARIAS.  To- 
das las  acciones  y omisiones  penadas  poi' 
la  ley  se  repulan  voluntarias.^  á no  ser 
que  conste  lo  contrario.,  excepción  que 
incumbe  al  ocMSodo  justificar  debida- 
mente. 

Sin  perjuicio  de  consultar  los  casos  de 
jurisprudencia  contenidos  en  Circuns- 
tancias eximentes  de  responsarilidad 
criminal  y en  Imprudencia  temeraria, 
conviene  advertir  aquí  que  e!  principio 
legal  consignado  en  el  art.  1.^’  del  Códi- 
go penal  está  esencialmente  subordinado 
al  establecido  en  el  581  sobre  impruden- 
cia: que  la  imprudencia  supone  un  acto 
voluntario,  pero  no  malicia,  y el  art.  l.“ 
supone  acto  voluntario  y malicia.  Hó 

aquí  consignada  esta  doctrina  en  el  si- 
guiente caso: 

(íEq  la  Urdo  del  20  de  agosto  de  1870  Jo- 
sé  Navarro  y José  Rodrignez  entraron  en  el 
taller  de  carpintería  de  í^ran cisco  de  léanla 
Aznar,  á quien  Rodriguez  preguntó  si  liabia 
echado  ¡a  caja  ó su  escopelíi;  y sentándose 
Iranqiiilamente  Navarro  en  el  poríal,  mien- 
tras que  Rodríguez  se  situaba  en  la  puerta 
mirando  á la  plaza,  Aznar  se  di.''igiú  al  inle- 
nor,  y como  Navarro  observase  que  éste 
volvía  crm  un  retaco  y io  extrañase,  le  pre- 
giintó  adonde  iba  con  aquella  arma,  aconse- 
jándole que  la  llevase  á su  sitio,  en  cuyo  ins- 
tante, ya  fuese  por  querer  colocarla  el  Aznar 


jiqÍL  R1  fiea  decreto  de  22  de  diciembre  de 
0/.Í  Clin  la  J.ey  de  Jítijuiciamicnto  criminal 
anotai  a se  bailan  insertos  en  el  UoUíin  de  i872, 
pags.  4/0  a ü/6. 


ACCION,..  (Jurisp.  penal.) 


sobre  un  banco,  ya  por  alguna  indiscreción 
del  inismo,  ya  por  oLra  causa  cnie  no  cons- 
ta, se  disparó  el  repelido  reUico,  hiriendo 
gravemente  á Navarro,  y entonces  el  Rodrí- 
guez volviendo  la  cabeza  vió  que  Aznar  te- 
nia ei^  retaco  en  la  mano  y éste  le  dijo  que 
fuesen  llamar  á la  mujer  de1  lierido. 

Reconocido  éste  por  facullativn.s  se  le  ha- 
lló una  herida  en  la  parle  anterior  central 
del  cuello,  que  fué  calificada  de  muy  grave, 
produciéndole  la  muerto  al  dia  siguiente;  é 
inquirido  el  procesado  confesó  ser  el  autor 
del  disparo,  atribuyéndolo  á un  acto  impen- 
sado é involuntario,  !o  que  la  Sala  sentencia- 
dora calificó  de  afirmación  verosímil,  fundán- 
dolo en  )a  buena  amistad  que,  según  decla- 
ración del  mismo  ofendido,  mediodía  entre 
ambos,  ademas  de  otros  datos  dei  sumario 
que  no  expresa  en  su  sentencia. 

Seguida  la  causa  por  lodos  .sus  trámites, 
siendo  parte  en  ella  Ana  Sabiote,  el  juez  de 
primera  instancia,  de  conformidad  con  el 
promotor,  pronunció  sentencia  que  fué  con- 
firmada por  la  referida  Sala,  de  ucuenio  con 
el  fiscal  de  S.  M.,  declarando  que  los  he- 
chos prohiiiios  constituyen  el  delito  do  homi- 
cidio por  inipriüiencia  temeraria  v que  su 
autor  es  Francisco  de  Paula  Aznar,  conde- 
nándole á 10  meses  de  prisión  correccional, 
con  suspensión  por  igual  tiempo  de  todo 
cargo  público  y del  derecho  de  sufragio,  al 
abono  de  1.000  pesetas  por  vía  do  indemni- 
zación á la  precitada  viuda,  y al  pago  de  to- 
das las  costas,  sufriendo  por  insolvencia  de 
aquella  la  prisión  subsidiaria  correspondiente. 

Contra  esta  sentencia  Ana  Sabiote  propuso 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
que. no  conceptuaron  procedente  los  tres  le- 
trados nombrados  de  oficio  para  su  defensa; 
pero  que  el  Ministerio  fiscal  interpuso  en  be- 
neficio de  aquella,  fundándolo  en  los  casos 
3.“  y 4.*^  del  art.  4/'  de  la  ley  que  establece 
dicho  rorAirso,  cilando  como  infringidos  los 
artículos  l.“  y 418,  en  su  número  I.”,  del 
Código  reformado,  supuesto  que  no  existe  en 
los  resuilandos  de  la  sentencia  dato  ninguno 
que  autorice  la  apreciación  hecha  por  la 
Sala,  y por  el  contrarío  todo  revela  que  la 
muerto  fué  consecuencia  de  un  hecho  inleu- 
cional  V voluntario. 

Admitido  el  recurso  y pedi*lo  á la  Sala 
sentenciadora  suplemento  de  sentencia  para 
que  adicionase  y aclara.se  lov;  otros  datos  á 
que  genéricamente  se  referia  y que  no  ex- 
presaba, en  el  suplemento  se  declaran  pro- 
bados Ío.s  hechos  expuestos  en  la  misma,  ex- 
cepto los  de  que  el  difunto  Navarro  hubiese 
dudo  un  empujón  al  proce.sado  y éste  ame- 
DazaJo  ú aquel  con  sacar  el  retaco  y dispa- 


rarle un  tiro,  añadiendo  ser  cierto  que  o* 
arma  expresada  estaba  in.servible. 

R1  Tribunal  Supremo  declara  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  ca. ‘dación: 

^ «Consiilenuido  que  según  el  art.  i°  del 
Código  penal,  quesirvede  rundamenlo  al  re- 
curso interpuesto,  es  delito  toda  acción  vo- 
1 un  tari  II  penada  por  la  ley;  y que  esta  acción 
así  penada  se  reputa  siempre  voluntaria  á no 
ser  que  conste  lo  contrario: 

Considerando  que  este  principio,  sin  em- 
bargo, se  halla  esencialrnenle  subordinado  al 
que  establece  el  art.  581  del  mismo  Código, 
que  haciendo  una  distinción  fundamental  do 
la  voluntariedad  de  la  acción  cuando  es  ma- 
liciosa y cuando  deje  de  serlo  por  impruden- 
cia temeraria  ó pnr  mera  negligencia  con 
infracción  de  los  reglamentos,  se  separa  en 
este  último  caso  de  las  reglas  y principios 
generales  penales,  y castiga  el  acto  temera- 
rio de  una  manera  excepcional: 

Considerando  que,  según  la  sentencia  y el 
suplemento  de  la  misma,  es  evidente  que  el 
orocesado  cogió  voluntariamente  un  arma  de 
‘u(*go  que  io  constaba  era  inservible  por  lo 
insegura,  y que  dirigiéndose  con  ella  á la  ha- 
bitación eu  que  se  hallaban  inofensivo.s Na- 
varro y Rodriguez,  no  hizo  caso  de  la  adver- 
tencia ilel  primero  para  que  retirase  el  arma, 
saliendo  enlónces  el  tiro  que  puso  fin  á la 
existencia  del  mismo  Navarro,  sin  que  apa- 
rezca dato  ninguno  justificativo  de  que  el 
procesado  huiuese  apuntado  directamente 
con  ella,  ni  hiciese  otro  ademan  que  indicase 
su  intención  maliciosa  de  causare!  mal  pro- 
ducido, tanto  más  improbable  cuanto  que 
entre  ambos  mediaban  relaciones  anteriores 
de  buena  y leal  amistad  : 

Con.siderando  que  tales  actos  demuestran 
la  imprudencia  leinoraria  de  Aznar,  teniendo 
pre.sentc  que  ociió  mano  sin  necesidad  de  un 
arma  de  (uegn,  con  lo  cual  se  expnnia,  aten- 
dido su  mal  estado,  al  inminente  peligro  de 
causaron  mal  presentándose  cou  ella  en  el 
sitio  en  que  estaban  dos  personas  inermes  y 
amigas,  desoyendo  ios  con.seios  de  una  de 
ellas;  y que  por  consecuencia,  no  iiabiendo 
existido  malicia  en  la  acción  ejecutada,  no 
puede  tener  aplicación  el  art.  de!  Código, 
y menos  el  4I8  en  su  número  que  se  re- 
fiere á la  alavosin,  cíe  la  cual  no  existe  cora- 
prribada  ninguna  de  las  circun.^laiicias  refe- 
ridas eu  el  núm.  2.“  del  art.  10,  que  define 
dicha  alevo.sía, 

Y considerando,  por  todo  lo  expuesto, 
que  la  Sala  sentenciadora,  haciendo  aplica- 
ción del  art.  581,  no  ha  cometido  error  de 
derecho,  ni  en  la  calificación  del  delito,  ni 
en  la  designación  de  la  pena,  no  habiendo  ín- 
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frÍDgido  los  ropelífíns  arlíciilos  1.*  y 4iS  que 
sírvoti  ílerniulíiinríiio !il  recurrente.  (Scuícn- 
cia  25  setiembre  JST'i.J 

Además  de  los  arlículos  al  principio 
citados,  can.'últensfc  también  Delitos 
electorales:  ExPHorJAciotíi  Embriaguez. 

ACEPTACIOH  D£  LOS  HECHOS.  I.  En  los 

recursos  de  casación  por  infracción  de 
ley  el  Tribunal  Supremo  ha  de  aceptar 
los  hechos  como  vengan  consignados  y 
declarados  probados  en  la  sentencia,  en 
conformidad  á lo  dispuesto  en  el  art.  7.” 
de  la  ley  de  iS  de  junio  de  1870  (1) 
(Sent.  11  marzo  1873.) 

II.  Es  por  tanto  necesario  que  los  mo- 
tivos ó circunstancias  que  se  alegan  co- 
mo fundamento  del  recurso,  aunque 
estén  comprendidos  en  los  casos  que 
laxativamente  enumera  el  art.  4.*'  de  la 
referida  ley  de  1870,  se  desprendan  de 
los  hecliOs  tales  romo  se  han  dado  por 
probados  por  e!  Tribunal  sentenciador. 
(Sent.  14  marzo  1873.)  V.  Recurso 

DE  CASACION  PCR  lAE'U.At  CLON  DE  LEY. 

ACUSACION  Ó DENUNCIA  FALSA  (Bes- 
ponsabilidad:  actos  que  la  consti- 
tuyen), 1.  Et  Iradado  oficial  á juez 
de  una  conumicacion  rjne  se  ha  dirigido 
á un  alcalde  por  creer ta  éste  incuriosa, 
no  es  denuncia,  y se  cornete  error  de  de- 
recho dando  d dicho  traslado  el  carácter 
de  delación  privada  con  infracción  del 


(1)  Son  innumoniLlos  las  sentencias  de  la 
^ala  segunda  del  Ttiltnnal  Supremo  en  que  se 
lia  denegado  ia  adniision  del  recur.so  de  casa- 
ción, porque  al  ¡turrponerlos  no  se  lia  icnído 
en  cuerna  qtie  es  iii.j  resrindible  partir  de  los 
liechos  según  lia  van  ."idu  cnn.xignados  y estima- 
uos  corno  pruhados  ¡n-r  et  Tribunal  sentencia- 
uor.  La  iey  provi.sií  nal  de  bnjuictamiento  cri- 
mina], en  sus  ai!s  7‘)7al  802,  establecen  \as 
mismos  precepto.^  qne  ei  4."  y 7.“  de  ia  de  1870 
(Je  modo  que  la  juri-prudencia  establecida  con 
arrcgdo  a ios  arts.  4 *’  y 7."ile  esta  ley,  es  igual- 
men le  aplicable  a los  arts  798  al  802  de  la  vi- 

K' é-i*''  ío  dispuesto 

en  el  que  establece  que  los  tribunales  apre- 

stí  con-'i.-ncia  las  pruebas  pr-ictí- 

V > ^ ^ recordar  que 

do  el  decreto  Ji-  10  de  setiembre  de  4873 


art.  5 ),  estos  recursos  se  rigen  por  la  íev'^rle 

5eT8''a'o7úr.riK“'’  ^ 


párrafo  3.°  del  art,  l.°  del  Reglamento 
provisional. 

Para  imponer  pena  ó las  costas  al  au- 
tor de  una  denuncio,  es  preciso  comuni- 
carle opor/tí«aí7icn/<?  la  causa,  y no  basta 
que  no  se  haya  probado,  sino  que  es  in- 
dispensable que  se  declare  calumn  iosa  por 
sentencia  ejecutoria  con  arreylo  al  ar- 
tículo 248  del  Código  de  1850  (1 ). 

D.  José  Ramírez  de  Arellano,  nicalde 
de  Rincón  de  Solo,  dirigió  al  Juzgado  de 
Aífaro  en  22  de  marzo  de  1870  un  oficio 
en  que  acompañó  y denunció  otro  que  le 
había  mandado  et  regidor  D,  Manuel 
Llorecte,  evacuando  un  informe  que  se 
!e  había  pedido  por  la  Diputación  pro- 
vincial sobre  la  causa  que  tuviera  para 
negarse  á intervenir  un  libramiento  de 
una  cantidad  gastada  por  el  alcialde  en 
música  en  el  día  de  la  fiesta  del  patrón 
de  la  villa,  en  el  que  se  leen  las  frases 
siguientes:  nQue  ei  señor  alcalde  que- 
ría Meirse  dando  un  baile  en  su  casa  á 
toda  orquesta  sin  cosiarle  dinero;  que 
estaba  acostumbrado  á regirse  por  la  iey 
del  capricho,  y el  aceptar  la  propuesta  de 
ios  voluntarios  de  la  liberta  ti  de  inver- 
tir en  música  20  escuilos  que  el  Ayun- 
lamienta  les  había  presupuestado  para 
una  comida,  se  prestaba  a muchos  co- 


(t)  Acusación  ú ílonuncia  ful-sa,  .seguí)  el 
art.  á.iO  del  Cibligo  rcLirmado  es  un  delito  que 
se  comete  iminilando  fahavieiiU  ;i  alguna  per- 
sona liecbüs,  que  si  /uenni  uiertos,  eoM.stílui- 
rmn  deuto  de  los  que  dan  lugar  d procedimien- 
to de  oficta,  st  c^ta  imputación  se  hiciere  auto 
luncioimno  admuusirativo  ^judicial,  que  por 
razón  do  su  cargo  debiera  jirocedcr  á su  averi- 
guación ó castigo. 

lin  consonancia  este  ard'culo  con  el  482,  se  re- 
quiere sentencia  firme  ó auto  también  iiime  de 
sobreseimieiilo  para  proceder  contra  el  denun- 
ciador o acusíulur.  y cJ  mismo  Tribunal  nue 

jubicre  conocicü  del  delitú  mandará  ¡iroeedcr 
de  oficio  contra  ellos,  .siempre  quedo  la  causa 
principal  resultaren  méritos  bastantes  para 
abrir  el  nuevo  proceso.  ^ 

Como  se  vé  por  los  casos  de  íurisprudencii 
contenidos  en  esto  articulo,  de  acuerdo  con  la 
letra  ? ari.  ;¡/,n  ,[el  Cddtgo  penal, 

solo 


el  delito  de  acusación 'ó  dVnunria  falsa  se  come- 


te, no  solo  .■jorcuando  la  accíori  de  denuncia 

dn  jud [cíales,  ú i m pulan- 

rloi>  í^^'^biuicr  modo,  fal.samcnie,  á otro  un 

oficio,  ante  funcionario  judicial  6 administra- 

T Vi  P f t -I 
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'íiientarios  incalificables,  y que  se  babia 
valido  de  un  medio  poco  decoroso,  y que 
liacia  cosas  mucho  másgordas  y marcha- 
ba tranquilo,  confiando  siempre  en  que 
en  sus  naufragios,  que  no  son  pocos  y 
gordos,  encontrar  una  tabla  que  le  saque 
á puerto  seguro ;» 

Dirigido  el  procedimiento  de  oficio 
contra  D.  Manuel  Llórente,  sostuvo  éste 
en  su  indagatoria  sus  afirmaciones,  ex- 
plicando que  al  decir  que  el  alcalde  se 
regia  por  la  ley  del  capricho,  aludia  á la 
destitución  que  habia  hecho  del  alguacil 
Matías  Torres,  contra  el  acuerdo  del 
Ay  untamiento;  al  nombramiento  de  Ma- 
riano Magalion  y destitución  también  de 
éste,  y nuevo  noml)ramiento  de  Marcial 
Medranosin  intervención  de  la  corpora- 
ción municipal:  que  no  habia  cumplido 
un  acuerdo  de  ésta  levantando  arqueo  de 
los  fondos  cxisienles;  que  el  referido  al- 
calde dispuso  de  'ÜO escudos  que  el  Ayun- 
tamiento habia  acordado  invertir  en  una 
comida  á los  voluntarlos  déla  Libertad 
para  pagar  una  música  puramente  parti- 
cular, la  cual  estuvo  en  su  casa  dando  un 
baile  por  la  noclie,  sin  que  supiera  nada 
el  Ayunlamienio , ni  esisiiese  aquella  á 
ningún  acto  público,  de  lo  que  deducía 
que  el  alcalde  quería  lucirse  sin  coslarle 
dinero,  y que  en  el  supuesto  de  que  los 
voluntarios  Icliubiescn  cedido  para  músi- 
ca el  importe  de  la  comida  y o hubiese 
aceptado,  le  hacia  muy  poco  favor;  ex- 
plicando los  medios  poco  decorosos  de 
que  se  valió  el  alcalde  por  la  falla  de  cum- 
plimiento de  los  acuerdos  de  I Ay  unta- 
miento: que  respecto  á la  frase  de  que  ha- 
cia cosas  más  gordas  y seveia  en  naufra- 
gios, aludia  á no  haberse  tomado  medi- 
das por  las  corlas  do  leña  en  lasorillas  del 
Ehro  sin  la  competen  te  autorización,  !o 
cual  le  liabia  sido  denunciado  por  los  re- 
gidores en  sesión  de  dO  decnero  último; 
á que  había  exigido  multas  considera- 
bles en  dinero  á varios  vecinos,  condo- 
nándosela después  á uno,  á que  se  habia 
incautado  de  1.507  rs.  de  los  fondos  de 
Beneficencia  sin  auturizacion  y sin  dar 
cuenta  de  su  inversión,  y á que  habia 

impuesto  al  vecindario  como  carga  con- 

cegil  el  trabajo  de  veredas  con  yuntas  y 
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carros  parala  construcción  de  un  fuerte 
sin  acuerdo  del  Ayuntamiento. 

Seguida  la  causa  por  sus  trámites,  la 
Sala  primera  de  ia  Audiencia  de  Burgos 
con  revocación  del  definitivo  consultado 
por  el  que  se  imponia  á D,  Manuel  Lló- 
renle la  pena  de  21  meses  de  destierro 
de  la  villa  de  Hincón,  multa  de  100  du- 
ros, accesorias  y pago  de  costas,  aceptan- 
do los  hechos  consignados  por  el  juez  de 
primera  instancia  y estimando  que,  lejos 
de  haber  consignado  el  regidor  en  su  in- 
forme becbos  falsos  ó calumniosos,  habia 
asegurado  hechos  verdaderos  que  proba- 
ban que  el  alcalde  faltó  á los  deberes  de 
su  cargo,  sin  usar  tampoco  lenguaje  im- 
propio ni  ofensivo,  absolvió  libremente  á 
D.  Manuel  Llórente  por  no  constituir  de- 
lito el  hecho  que  se  le  imputaba,  y de- 
claró de  cuenta  de  D.  José  Ramírez  de 
Arellano  todas  las  costas  del  proceso: 

Por  parte  de  éste  se  interpuso  recurso 
de  casación  por  infrarcion  de  ley,  fun- 
dándolo en  los  casos  2.'^,  3,°  y del  ar- 
tículo 4."  de ‘la  ley  provisional  de  18  de 
junio  do  1870,  alegando  como  infria- 
gidos: 

1.°  El  art.  3.”  del  reglamento  provi- 
sional para  la  administración  de  justicia, 
y el  351  del  Código  penal  por  no  haber 
sido  parte  en  la  causa  el  denunciadorj  y 
deber  perseguirse  de  olicio  el  delito  que 
se  denunció  como  ofensas  a la  autoridad: 

El  ari.  370  del  Código  y el  380 
en  su  núm.  por  considerar  la  senten- 
cia que  no  hay  delito  en  las  imputacio- 
nes que  se  bflieen,  á pesar  de  admitir  la 
resultancia  establecida  en  el  fallo  del  in- 
ferior. 

3.°  El  art.  12  del  mismo  reglamento 
provisional,  porque  sin  citarle  ni  oirle, 
se  castiga  al  denunciador  del  delito  que 
no  ha  sido  parle  en  el  proceso  ni  incur- 
rido en  rebeldía. 

Personado  en  forma  D.  Manuel  Lló- 
rente, impugnó  la  admisión  del  recurso, 
alegando  principalmente,  en  las  notas 
que  presentó:  que  el  art.  3.°  del  regla- 
mento provisional  se  refería  tanto  al  acu- 
sador  privado  como  al  denunciador  de 

, un  delito;  que  la  simple  imposición  de 

costas  no  debía  considerarse  como  pena 
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para  los  efectos  de  la  casación;  que  no 
hay  infracción  del  citado  art.  por  no 
haber  sido  oido  Ramírez  Árellano,  pues- 
to que  e!  procesado  no  era  él;  que  tam- 
poco existe  la  de  los  arls.  37ü  y 380,  por- 
que el  regidor,  en  cumplimiento  de  su 
cargo,  expuso  iiechos  ciertos  para  negar- 
se á firmar  el  libramiento,  lo  cual  le  exi- 
me de  responsabilidad  en  lodo  caso,  con 
arreglo  al  art.  383;  y que  no  hay  en  el 
caso  actual  ninguna  de  las  infracciones 
que  el  an.  4,®  de  la  ley  señala: 

Admitido  el  recurso  y sustanciado  en 
forma,  previa  la  adición  de  los  funda- 
mentos ele  la  sentencia  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, se  declara  por  el  Tribuna! 
Supremo  haber  en  parte  lugar  al  recurso 
en  los  términos  siguientes: 

((Gonsidurandü  que  por  el  art.  3.°  cíe  la 
ley  de  casación  en  ios  juicío.s  criminales  pue- 
den interponer  esíe  recurso  los  que  sin  ha- 
ber sido  parle  en  cJ  juicio  criminal  ni  liaber 
incurrido  en  rebeldía  resulten  condenados;  y 
que  conforme  a las  referidas  prescripcione.s 
la  Sala  Segunda  de  este  Tribunal  Supremo  lia 
admitido  el  recurso  interpuesto  por  D.  José 
Ramírez  Arellano,  el  que  habiendo  sitio  par- 
te, sin  incurrir  en  rebeldía,  ha  .sido  no  obs- 
tante condeDado,  recurso  que  se  funda  en 
infracción  de  ley  y eu  Jos  casos  2.“,  3.®  y 4.^ 
del  art.  4."  de  la  provisional  de  casación: 

Considerando,  en  cuanto  á la  infracción  de 
los  arts.  379  y 380  de)  Código  penal  de  iSoO, 
vigente  al  principiarse  este  procedimiento, 
que  la  Sala  sentenciadora  no  lia  declarado  la 
mexislencia  del  delito  de  injurias,  sino  que 
calificándole  con  osle  carácter  absuelve  al 
procesado,  apreciando  que  iia  probado  los 
abusos  de  autoridad  que  imputa  al  alcalde 
Ramírez  Arellano,  y que  éste  consideró  co- 
mo ÍDjurio.sas,  siéndolo  también  por  confe- 
sión del  minino  procesado,  por  cuya  razón 
DO  se  encuentra  comprendido  el  recurso  cu 
los  Casos  2.“  y 3.°  de  la  ley  provisional  de 
casación  en  los  juicios  crimiüale.s; 

Considerando  que  tampoco  puede  citarse 
utilmente  en  lo  forma  en  que  se  hace  la 
infracción  del  art.  12  del  reglaineuto  provi- 
sional, por  haher  sido  condenado  el  recur- 
rente sin  citarle,  ni  uiric,  ni  ser  parteen  el 
proceso,  porque  estas  fallas  afeclarian  á la 
lorma  del  procedimiento,  y el  recurso  ha  si- 
do  loterpueato  por  infracción  de  ley  com- 
prendida en  los  casos  ya  referidos,  dentro 
do  Jo.s  cua  es  no  puede  tener  aplicación  la 
doctrina  otíl  citado  artículo  que  se  invoca 
como  infringido: 


Considerando  que  por  el  párrafo  tercero 
del  art.  l.°  del  reglamento  provisional  se 
previene  que,  aun  cuando  no  esté  en  la  clase 
de  pobre,  á todo  español  que  denuncie  ó 
acuso  criminal  mente  algún  atentado  que  se 
lia  ya  cometido  contra  su  persona,  honra  ó 
propiedad,  se  ie  deberá  administrar  toda  la 
justicia  que  el  caso  requiera  sin  exigirle  de- 
rechos, siempre  que  fuere  persona  conocida 
y suficientetuente  abonada,  6 que  diese  lian- 
za de  estar  á las  resultas  del  juicio;  pero  que 
todos  los  derechos  que  se  devengasen  serán 
pagados  después  del  juicio  por  medio  de  la 
condena  de  costas  que  se  imponga  al  reo  ó 
acusador,  ó al  denunciador,  el  cual  debe  .su- 
frirla siempre  que  aparezca  haberse  quejado 
sin  fuudamenlo: 

Considerando  que  conforme  al  art.  383  del 
Código  penal,  vigente  al  tiempo  de  la  comi- 
sión de  la  injuria,  no  so  admite  prueba  sobre 
la  verdad  de  las  imputaciones  sino  cuando 
estas  fueren  dirigidas  contra  empleados  pú- 
blicos sobre  iiechos  concernienLes  al  ejerci- 
cio de  sus  cargos; 

Considerando  que  si  bien  por  el  art,  391 
nadie  puede  ser  penado  por  calumnia  6 inju- 
ria, sino  á querella  de  la  parte  ofendida,'’ so 
exceptúa  de  esta  regla  genera!  la  ofensa  que 
se  dirija  contra  la  autoridad  pública,  corpo- 
raciones ó clases  determinadas  del  Estado: 

Considerando  que  O.  José  Ramírez  de  Are- 
llano,  alcalde  de  Rincón  de  Solo,  so  limitó  á 
denunciar  al  juez  de  primera  instancia  la  co- 
municación do  D.  .Manuel  Llórente,  que  él 
creia  injuriosa  á su  persona  como  autoridad, 
sobre  heclios  relativos  al  desempeño  de  ésta, 
sin  presentar  escrito  de  querella  ó acusación, 
y que  en  tal  concepto  el  juez  procedió  de  ofi- 
cio, con  arreglo  al  citado  art.  391  del  Código 
penal,  sin  intervención  ni  audiencia  del  Ra- 
mírez Arellano,  y sí  solo  con  la  del  promotor 
fiscal  del  Juzgado,  y admitió  pruebas  al  pro- 
cesado en  jn.stilicacion  de  sus  aserto.s;  y que 
nada  de  esto  hubiera  podido  hacerse^proce- 
diendo  por  querella  de  parte  no  constituida 
en  posición  oficial,  con  lo  que  se  demuestra 
el  error  que  se  comete  por  la  Sala  sentencia- 
dora, dando  el  carácter  de  delación  privada 
ai  de  una  autoridad  lujuriada,  ó que  denun- 
cia un  delito  á los  tribunales,  aplicando  las 
prescripciones  del  art.  l.%  párrafo  tercero 
del  regianiento  provisional,  diclmias  para  to- 
do español  que  denuncie  ofensas  ó hechos 
concernientes  á su  persona; 

Ciinsiderando  que  la  dechiracion  de  .ser  de 
cuenta  de  Ramírez  Arellano  todas  las  costas 
del  proceso  no  deja  de  .ser,  á pesar  de  Jas 
Irases  empleadas,  una  verdadera  condenacloii 
de  costas,  y esta  es  una  de  las  penas  acceso- 
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rías  del  art.  24  del  Códiji^o  pena!,  que  se  ha 
nipuesto  al  mismo  por  la  Sala  en  el  concepto 
de  detiimciador  que  se  ha  quejado  sin  l'unaa- 
rnento;  y que  de  cuanto  se  consigna  en  la 
seniencia  no  aparece  con  tal  carácter  de  de- 
nunciador, ni  con  él  se  le  ha  citado  ni  conm- 
nicado  las  diligencias,  ni  dado  audiencia; 

Considerando  que  aun  en  el  caso  de  ser 
denunciador  no  bastaba  el  que  lo  fuese,  y no 
hubiese  proliado  su  denuncia,  de  lo  que  no 
se  le  puede  hacer  cargo,  toda  vez  que  no  se 
consigna  que  se  le  baya  comunicado  la  cau- 
sa, sino  que  era  además  iudispeusable  que 
hubiese  sido  declarado  calumniosa  por  sen- 
tencia ejecutoria,  cu  la  forma  prevenida  por 
el  art.  248  del  Código  penal  de  iSoO,  y ni  el 
juez  de  primera  instancia  que  la  apreció,  im- 
poniendo pena  al  injuriante,  ni  la  Audiencia 
en  su  fallo  absolutorio  han  hecho  osla  decla- 
ración: _ 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ha 
cometido  error  de  derecho  calificando  á Don 
,Tosé  Ramírez  Arellano,  alcalde  de  Rincón  de 
Soto,  como  deuunciador,  atribuyéndole  y de- 
clarando una  participación  que  no  le  corres- 
ponde, según  el  arL  l.°,  párrafo  tercero  del 
reglamento  provisional,  ni  por  el  espíritu  y 
letra  del  art.  391,  que  han  sólo  intriugidos: 

Fallamos  que  debemOvS  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  José  Ramírez  de  Arellano 
contra  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de  ia 
Audiencia  de  Burgos  de  14  de  noviembre 
de  1870,  por  los  motivos  que  comprende  re- 
ferentes á los  casos  2.*^  y 3.°  del  art*  4.  de 
la  ley  provisional  de  casación  en  los  juicios 
criminales  v haber  lugar  á dicho  recurso  por 
los  fundame“ntos  alegados  y comprendidos  en 
el  caso  4-°  del  mismo,  en  virtud  del  cual  ca- 
samos y anulamos  la  expresada  sentencia,  y 4 
los  efectos  del  art.  41  de  la  ley,  reclámese  la 
causa  del  referido  Tribuna!  enla^l’^rma  ordi- 
naria, y lo  acordado.))  (Sciil*  1/  junio  1871.) 

El  fallid  anterior  resuelve  puntos  im- 
noriantísimos,  y debe  estudiarse  cuida- 
dosamente. Los  arts.  del  Código  penal 
de  1850  que  se  citan,  á saber,  el  3 i 9, 
380  383  y 391,  son  respectivamente 

el  4^1,  4“2,  47o  y 482  del  reformado. 

II.  Acusficion  y denunciu  falsas  'poi 

procesados  siendo  ellos  los  verdaderos  au- 
tores  del  delito:  Casación  por  error  de 
derecho  dejando  de  aplicar  el^  art.  340  al 
Código  reformado.— Bé  aquí  á la  letra 
p^tp  fallo  aue  tanto  puede  contribuir  a la 
recta  inteligencia  del  art.  340  del  Código. 
«Resultando  que  seguida  una  causa  contra 
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Santiago  Con  don  Perez,  Fernando  Cebrian 
Gi-i,  Juaquiu  Losada  Lúeas  y Miguel  Garza 
Pablo  por  robo  de  dinero  á D.  Miguel  Perez, 
del  pueblo  de  üre.sa,  recayó  sentencia  en  31 
de  m.ayo  del  aíio  ultimo,  en  la  que,  después 
de  condenarlos  á varías  penas,  se  inundó 
proceder  de  olicio  por  delito  de  acusación  y 
denuncia  tálsa,  á cuyo  efecto  se  sacó  el  testi- 
monio correspondiente; 

((Resultando  que  los  mencionados  sugetos 
acusaron  i José  y Joaquina  Usou  como  auto- 
res del  expresado  robo,  hasta  que  apremia- 
dos y compelí  dos  á decir  !a  verdad  mani- 
festaron que  ninguna  parto  habían  tenido  en 
61,  y que  si  los  acusaron  fué  por  atenuar 
algún  tanto  su  culpabilidad  ; 

((Resultando  que  la  Sala  declaró  que  el 
hecho  no  constituía  el  delito  penado  espe- 
cialmente en  el  art.  340  del  Código  vigente, 
y en  su  virtud  absolvió  á los  procesados  por 
ialta  de  prueba : 

«Resultando  que  e!  Ministerií)  fiscal  mter- 
luso  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ey  contra  esta  sentencia,  que  fundó  en  el 
caso  2,"  del  art.  4.°  de  la  de  13  de  junio  de 
4870  que  lo  autoriza,  alegando  como  infrin- 
gido el  mismo  art.  340,  en  el  que  en  su  sen- 
tir debe  estar  comprendido: 

«Resultando  que  admitido  el  recurso  por 
la  Sala  segunda  de  este  Tribunal  Supremo, 
se  pasó  á esta  tercera,  donde  ha  sido  sus- 
tanciado en  forma: 

Visto,  siendo  Pone  ule  el  Magistrado  D.  Al- 
berto Santías: 

Considerando  que  por  lo  que  aparece  del 
resultando  segundóse  halla  probado  que  San- 
tiago Coudonjy  Perez,  Fernando  Cebrian  Cid, 
Joaquín  Losada  Lúeas  y Miguel  Garza  Pablo, 
en  causa  sobre  robo  de  dinero  y en  la  que 
recayó  sentencia  ejecutoria,  licibian  designa- 
do como  autores  á José  y Joaquina  Uson, 
coníesuodo  después  en  la  misma  causa  que 
fallaron  á la  verdad’,  y que  si  los  acusaron 
en  ella,  fué  para  atenuaren  algún  tanto  su 
culpabilidad,  cometiendo  el  delito  de  acusa- 
ción y denuncia  falsa,  con  todos  los  caraclé- 
res  que  el  art.  340  del  Código  penal  vigente 
requiere  para  reputarlo  como  tal;  y que  al 
declarar  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audien- 
cia dn  Zaragoza  que  estos  hechos  no  justiü- 
cau  haber  cometido  acto  punible,  bu  m- 
currido  en  el  error  de  dereclio  que  señala  el 
caso  2.®  del  art.  4.°  de  la  ley  de  18  de  R'tuo 
da  1870,  infringiendo  el  citado  340  de  dicho 

Código;  , . , , 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal.))  {Sen- 
tencia 15  junio  1872.) 
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III.  Acusación  y denuiicia  falsas  por 
el  que  se  supone  agraviado:  art.  ¿Í40.  De- 
clarando haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Mateo  Kuiz  contra 
sentencia  que  le  condenó  á dos  años  de 
prisión  correccional  con  sus  accesorias  y 
pago  de  costas  por  falsa  denuncia  del  de- 
lito de  ijurto  de  varios  frutos  y patatas 
que  atribuía  á León  Carretero,  se  esta- 
blece la  siguiente  doctrina: 

«Considerando  que  la  falsa  imputación  á 
alguna  persona  de  hechos  que,  siendo  cier- 
tos, son  delitos  de  los  que  dan  lugar  á pro- 
cedimíecto  de  oíicio  que  se  hiciere  ante  la 
autoridad  judicial  y deba  procederse  á la 
averiguación  y castigo,  constituye  el  de  acu- 
sación ó falsa  denuncia,  según  el  art.  340 
del  Código  penal: 

Considerando  que  hallándose  consignado 
como  probado  en  la  sentencia  contra  Ja  que 
se  ha  recurrido  que  el  Ruiz  manifesld  ai  Juz- 
gado que  Carretero  le  había  llevado  de  Ja  era 
varios  frutos  y patatas  de  una  finca,  dando 
lugar  á im  procedimiento,  por  lo  que  se  su- 
puso hurto,  habiéndose  sobreseído,  mandan- 
do proceder  contra  el  primero  por  falsa  de- 
nuncia, es  evidente  que  se  lia  cometido  este 
deriio  y no  puede  aíirmarsc  que  no  !o  cons- 
tituyen los  hechos,  como  se  supone  por  ser 
fundamento  del  recurso: 

Considerando,  en  cuanto  <al  segundo  moti- 
vo, que  habiéndose  procedido  en  virtud  de 
los  hechos  y auto  de  sobreseimiento,  no  Jiav 
error  en  la  calificación  del  delito  de  fahsa  de* 
miDcia,  puesto  que  se  admite  como  probado 
también  que  el  recogimiento  de  algunos  fni- 
’tos  se  había  liecho  con  el  consentimiento  del 
procesado  e intervención  de  un  hijo  suyo  y 
el  de  las  patatas  por  su  abaudono  para  quien 
qui-siera  recogerlas.»  (Sent.  12  Icbr.  1873.) 

IV.  Infracción  del  art.  del  regla- 
viento  provisional:  No  t iene  el  carácter  de 
denuncíala  queja  fjvhernativa  que  no  se 
produce  ante  los  Tribunales:  Cuando  se 
obliga  a uno  á sostener  una  denuncia,  no 
puede  ser  responsable  como  denunciador. 

A consecuencia  de  haber  sido  nombra- 
do procurador  de  Arenys  de  Mar  D.  José 
^stape,  recurrieron  en  queja  á la  Sala  de 

n ? Audiencia  I).  José  Viñes, 

D Félix  Uhach  y D.  Pedro  Cobayé,  expo- 
niendo la  exirañeza  que  les  halda  causado 
dicho  nombramiento  por  haber  recaído  en 

ínZ-í  desempeño  de  su 

cometido,  cuya  determinación  debía  re- 
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conocer  por  causa  documentos  de  prác- 
tica y aptitud,  cuyo  contenido  no  debia 
ser  cierto.  Se  hizo  una  información  y se 
siguió  causa  i>or  providencia  de  la  Au- 
diencia, y dictado  por  fin  auto  de  sobre- 
seimiento, entendiéndose  de  cargo  de  los 
nombrados  denunciantes  ei  pago  de  las 
costas  de  acuerdo  con  e!  art.  3.“  del  re- 
glamoiuo  provisional,  intcrpu.sieron  los 
dichos  recurso  de  casación  fundado  en 
los  art^s.  1°,  o.°  y 4.“  de  la  ley  respecti- 
va y citando  como  infringidos  el  art.  3.'’ 
del  expresado  reglamento  y el  340  dei 
Código  penal,  porque  se  liabia  conside- 
rado acusación  ó denuncia  lo  que  no  lo 
era.  El  Tribunal  Supremo  estima  el  re- 
curso en  estos  términos: 

«Considerando  que  por  el  art.  3.®  dei  re- 
glanicntq  provisional  para  la  aclmiaÍ.stracion 
de  justicia  de  23  de  setiembre  de  Í835  se 
dispone  que,  aunq_ue  no  esté  en  la  clase  de 
pobre,  á todo  español  que  denuncie  ó acuse 
criminalmeule  algún  atentado  cometido  con- 
tra su  per.sona,  honra  ó propiedad,  se  le  de- 
berá administrar  eficazmente  toda  Ja  justicia 
que  el  caso  requiera,  sin  exigirle  para  ello 
derechos  algunos,  ni  por  los  jucce.s  inferio- 
res ni  por  ios  curiales,  siempre  que  fuese 
persona  conocida  y suficientemente  abonada, 
o que  diere  fianza  de  estar  á las  resultas  de! 
jujcioj  pero  que  todos  los  derechos  que  so 
devenguen  serán  pagados  después  dei  juicio, 
por  medio  de  la  condenación  de  costas  que 
se  un  ponga  a]  reo  ó al  acusador  ó dcnuncia- 
ciador,  el  cual  debe  .snJWrln  .siempre  que 
aparezca  haberíje  quejado  sin  fundamento; 

_ Considerando  que  en  Ja  queja  ó reclama- 
ción que  ha  dado  origen  á estos  procedíinien- 
tos  D José  Ahne.s,  D.  Pedro  Cabayé  y Don 
helix  Uhach  no  denunciaron  ni  acusaron  ex- 

.1  j 1 1 _ i*  I * . . ..  como  cierto  el 

delito  de  tabsificacion  de  documentos,  sino 

que  conüicionalmeule  expresaron  que  les 
causaba  extrañoza  ei  nombramiento  de  Don 
Jo.sé  Estape  para  procurador  del  Juzgado  de 
renys  de  Mar;  y que  si  se  debia  á los  docu- 
mentos de  práctica  y aptitud  del  agraciado 
no  eran  cierlo.s  en  cuanto  pudieran  referirse 

a cualquier  clase,  de  práctica  en  ej  oficio  de 
procurador: 

cid.  ante  los  tribunales  pidiendo  ó solicitan- 
do  lormacion  de  causa,  sino  que  fué  elevada 
álaJunla  de  gobrcnio,  que  había  liecho  el 
nombramiento;  y que  si  bien  ésta  debió  prac- 
ticar Iq  que  ven  (ico  que.  fue  ei  averiguar  st 
se  había  cometido  falsificación,  tales  dlligen- 
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cías  no  pnedi;n  considerarse  sino  como  ofi- 
ciales no  habiendo  verdadera  denuncia,  sino 
solo  la  manilestacion  de  im  hecho  condicio- 
nal que  podia  dar  lugar  á procediinienlo  de 
oficio: 

Considerando  que  practicadas  las  primeras 
diligencias,  el  único  denuncia  rile  que  se  ha- 
hia  personado  en  ollas  pidió  e!  sobreseimien- 
to, que  filó  acordado  por  el  juez;  pero  que  la 
Sala  de  lo  criminal,  dejando  sin  efecto  el  auto 
de  sobreseimiento,  obligó  á lo.s  que  solo  se 
liabiao  presentado  gubernativameulo  á pro- 
seguir el  asunto,  por  lo  que  no  puede  cul- 
párseles de  la  continuación  de  diclias  dili- 
gencias: 

Considerando,  por  lanío,  que  no  habiendo 
hecho  los  recurrentes  más  que  una  inanifes- 
lacion  condicional  á la  Junta  de  gobierno  de 
la  Audiencia,  y no  una  verdadera  denuncia  y 
acusación  ante  o!  Juzgado  competente;  y de- 
biéndose la  práctica  de  todas  las  diligencias, 
así  como  el  que  éstas  se  continuasen,  á la 
Obligación  en  que  están  los  Tribunales  de 
perseguir  por  sí  mismos  y aun  sin  excitación 
de  parle  agraviada  los  dcíítos  públicos  que  no 
sean  exclusivos  de  la  acción  privada,  no  de- 
ban ser  responsables  do  las  cosías  que  se  ha- 
yan cansado  sin  mediar  su  volunlad,  las  que 
.solo  pueden  Imponerse,  segiio  ei  an.  3.®  dcl 
citado  regtainenlo  provisional,  A la.s  que  de- 
nuncian 6 acusan  criiiiinalnienle,  siempre 
que  aparezca  que  se  lian  quejado  sin  funda- 
mento, por  liaber  dado  lugar  á que  se  causen 
indebidamente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y dcclara- 
ino.s  iialier  lugar  al  recurso  de  casación  que 
por  infracción  del  art.  3.^^  del  reglamento 
provisional  lian  interpuesto  D.  .losé  Yifies  y 
Llovet  Y D.  Félix  Uhach  y Vines,  etc,  (Sen- 
tencia 6 marzo  JS73.) 

V.  La  indicación  de  vn  hecho  cierto 
hecha  en  una  roe  posición  [lubernaliva^ 
puede  no  ser  cutpnhle  si  no  se  hacen  afir- 
naciones  de  deltucuenda. 

lín  otro  fallo  de  10  del  mismo  mes  de 
marzo,  se  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  un 
Jiro  motor  fiscal  contra  sentencia  que.  ab- 
solvía del  cargo  á los  procesados  á ins- 
tancia de  dicho  funcionario,  por  denun- 
cia calumniosa  que  so  decia  hecha  en 
nna  exposición  al  gobernador  contra  los 
abusos  de  cierto  alcalde,  y en  la  que  se 
indicaba  que  un  criado  de  éste  Jiabia 
conducido  en  hombros  un  cajón  de  pasas 
de  reoalo  al  pro7noto}\  indicando  de  si 
esto  s'eria  para  contar  con  la  protección 
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oficial.  El  fundamento  principal  de  este 
fallo  es  «que  los  firmantes  de  aquel  do- 
cumento, relatando  on  él  un  liecbo  cier- 
to, si  bien  inculpable  por  haberse  de- 
mostrado que  las  pasas  do  regalo  proce- 
dían de  encargo....,  no  denunciaban 
concretamenle  el  mencionado  hecho  co- 
mo delito,  ni  de  el  formaban  cargo  al 
promulor,  sino  que  únicamente  lo  refe- 
rian en  un  escrito  en  ot  quenada  pedían 
contra  el  mismo.»  (Sent.  10  mar- 
zo 1873.) 

VI.  La  denuncia  declarada  calum- 
niosa consíilitije  el  delito  previsto  y pena- 
do en  ios  ai'ts.  248  did  Código  de  IHoO  j/ 
iíi!  del  reformado.—  Se  declara  no  haber 
lugar  á la  casación,  y se  establece  mas 
doctrina  sobre  el  asunto  del  epígrafe,  en 
ei  siguiente  fallo: 

«En  la  villa  de  Madrid,  á 6 de  diciembre 
de  í87l,  en  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  que  anie  INos  pende,  inlcr- 
puesLo  por  D.  Francisco  líarber  y IVios,  pres- 
bítero, contra  la  sentencia  pronunciada  por 
I la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  A^a- 
j lencia  en  causa  .seguida  ai  mismo  en  el  Juz- 
gado de  primera  insUiiicia  del  distrito  de  Ser- 
ranos de  dicha  ciudad  por  denuncia  calum- 
niosa: 

Resultando  que  el  i t de  setiembre  do  -ISOD 
I Josefa  Bondía  citó  á juicio. verbal  al  expresa- 
do D.  Francisco  Barber,  reclamándole  varias 
ropas  de  su  Jiija  Rafaela  Saíahcrl,  retenidas 
iiiilebidamenle  por  aquel  con  muíívo  de  ha- 
ber estado  en  su  casa  de  pupila  mientras  lu 
madre  le  servia  de  ama;  y señalada  la  com- 
parecencia para  el  día  t3,  después  de  las 
pretensiones  y pruebas  presentadas  por  las 
partes,  el  1).  Fraucisco  prometió  abonar  460 
reales  en  pago  de  las  rnpa.s,  (leseando  se  con- 
signase que  por  un  error  creyó  le  liabian 
siistraido  fraiiduienlamenle  las  demandantes 
varias  ropas  y dinero  durante  la  permanen- 
cia en  la  casa,  cuyo  hecho  tenia  denunciadí); 
pero  que  mirando  bien  las  cosas,  no  era  así, 
lo  cual  hacia  presente  para  dejar  bien  senta- 
da la  reputación  de  aquellas,  e.staiuÍo  pronto 
á comparecer  en  el  Juzgado  á retirar  la  de- 

nuncia:  _ 

Resultando  que  el  13  de  setiembre  del  re- 
ferido ano  .se  persocó  en  el  Juzgado  D.  Frau- 
cisco Barber  denunciando  á las  citadas  Jose- 
fa y Rafaela  como  autoras  de  vnrius  robos, 
consistentes  en  2.000  rs.  en  dinero  y algunas 
’ ropas  que  se  babian  llevado  a!  despedirse  de 
su  casa;  y seguida  la  causa  tluranle  la  cual 
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sufrieron  las  acusadas  26  dias  de  prisión  sin 
que  se  presentara  e!  D.  Francisco  á cuiyiplir 
lo  convenido  en  el  juicio  verba),  antes  al  con- 
trario llamado  á declarar,  recordó  el  acto,  no 
el  convenio,  y reconocida  la  firma  expresó 
no  sabia  lo  que  lo  pasaba,  recayendo  senten- 
cia ejecutoría  por  la  que  se  absolvió  libre- 
mente i't  la  Josefa  y Rafaela,  mandando  se 
procediera  contra  et  Barber  por  denuncia  ca- 
lumniosa: 

Resultando  que  abierto  el  procedimiento  y 
recibida  la  iada^'atoria  al  procesado,  no  solo 
confiesa  ser  cierto  la  denuncia  y la  celebra- 
ción del  juicio  verbal,  sino  la  creencia  de  que 
se  le  liabia  sustraído  íraudulenlamente  lo  que 
dijo,  excepcionamioen  la  defensa  que  le  liabia 
obligado  al  convenio  atendido  su  carácter  sa- 
cerdotal, hasta  el  extremo  de  firmar  lo  que 
no  sabia,  si  bien  en  la  dilación  probatoria  á su 
instancia  se  acredilan  los  hechos  anteriores, 
y el  de  habérsele  leido  dos  y tres  veces  ei 
contenido  del  do  cu  mentó  que  reconoció  y 
suscribió  con  el  juez  de  paz,  el  secretario  y 
hombres  buenos. 

Resultando  que  conclusa  la  causa,  el  juez 
de  primera  insuiacia  del  distrito  de  Serranos 
pronunció  sentencia,  que  fuú  confirmada  por 
la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Va- 
lencia, la  que,  aceptando  los  hechos  y funda- 
mentos de  doreclio  en  ella  consignados,  de- 
claró que  los  probados  en  la  misma  constitu- 
yen el  delito  de  calumnia,  concurriendo  la 
circunstancia  atenuante  de  arrebato  y obce- 
cación sin  ninguna  agravante,  del  que  resulta 
autor  ci  procesado  í).'  Francisco  Barber,  con- 
denándole á 16  meses  de  prisión  correccio- 
nal, suspensión  de  lodo  cargo  y de  derecho 
político  durante  el  tiempo  de  la  condena,  á la 
indemnización  de  26  pesetas  en  favor  de 
cada  una  de  las  por  él  acusadas  por  los  dias 
de  cárcel  que  su  rieron  y al  pago  de  las  cos- 
tas, con  la  responsabilidad  personal  subsidia- 
ria correspondiente: 

Resuliíiiido  que  contra  esta  sentencia  in- 
terpuso D.  Francisco  Barber  en  tiempo  y 
forma  recurso  de  casación  por  infracción  de 
apoyándolo  en  los  casos  I.®  y 4.°  del 
art.  4.«  de  la  provisional  que  los  ha"  estable- 
cido, y citando  como  infringidos: 

1. °  Las  leyes  2.^  y 5.%  til.  Xlll,  Parli- 
da  3.  , supuesto  que  la  declaración  hecha 
por  el  procesaifo  cii  el  juicio  verbal  no  tiene 
los  requisitos  de  una  confesión  eu  juicio  con 
arreglo  á esas  leyes; 

2. ®  Los  arts.  341  y 82  de!  Código  penal 

reformad  o,  cuyas  disposiciones,  como  más 

benignas,  han  debido  aplicarse  al  imponer  la 

pena  y al  apreciar  las  circunstancias  atenuan- 
tes del  caso: 


penal). 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por  la 
Sala  segunda  de  este  Tribunal  Supremo  lia 
pasado  á esta  tercera,  donde  ha  sido  sustan- 
ciado en  forma: 

Visto,  siendo  ponente  el  magistrado  Don 
Pascual  Bayarri; 

Considerando  que  han  servido  de  funda- 
mento íí  la  interposición  del  presente  recur- 
so los  números  y 4.°  del  art.  4.°  de  la  ley 
jrovisional  de  18  de  junio  de  1870  que  lo  es- 
aideció  eu  los  juicios  criminales,  y se  refie- 
ren el  primero  al  caso  en  que  admitido.^ 
como  probados  los  lieclios  consignados  en  la 
sentencia  y en  la  forma  que  en  ella  se  rela- 
ten, se  califiquen  como  delito,  no  siéndolo 
por  su  propia  naturaleza  ó por  circunstancias 
posteriores  que  impidan  penarlo,  y el  segun- 
do de  ios  citados  números,  al  de  que  dados 
igualmente  como  probados  los  hechos  com- 
preudidüs  en  la  sentencia,-  la  pena  en  ella 
impuesta  no  sea  la  que  corresponda  con  ar- 
reglo á las  leyes; 

Considerando  que  según  el  art.  375  del 
Código  de  1850  y 407  del  reformado  es  ca- 
lumnia la  falsa  ¡mputacíou  de  un  delito  de 
los  que  dan  lugar  á procedimiento  de  oficio, 
y á esta  clase  pertenece  el  atribuido  por  el  re- 
currente D.  Francisco  Barber  á las  madre  é 
Iiija  Josefa  Bondía  y Rafaela  Salabert  en  la 
denuncia  que  en  13  de  setiembre  de  1S69 
dedujo  eu  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
la  ciudad  de  Valencia,  por  cuanto  consistía 
en  la  sustracción  de  varias  ropas  y 2.000  rea- 
les en  dinero,  durante  ei  tiempo  en  que 
aquellas  vivieron  en  su  propia  casaj  y que 
calificado  en  la  sentencia  contra  la  que  se  ha 
recurrido,  de  caiumnio.sa  dicha  denuncia, 
constituye  esta  el  delito  previsto  y penado  en 
los  arts,  248  y 341  de  los  citados  Códigos,  no 
habieodo  por  ello  incurrido  la  Sala  sentencia- 
dora en  el  error  de  derecho,  como  sustenta  el 
recurrente,  de  haber  caiificudo  como  delito 
lo  que  no  lo  es  por  su  propia  naturaleza,  que 
es  el  caso  l.o  de!  citado  art.  4."  de  la  ley  de 
casación  en  los  juicios  criminales: 


vallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  el  procesado  IL  Francisco  Barber,  etc.» 
(Sent.  Gdic,  1872.)  ' 

hI.  6’oííí/tuia  de  costas  al  acusador  ó 
u<?ui(íí/?í«f/o>’. — Cuando  puede  tener  lugar 
según  la  disposicio7i  del  art.  3.“  del  re- 
glamente provisional  de  justicia. 

¿Esíá  vigente  ó ha  sido  derogado  por 
el  Cüdigo  penal? 

Necesidad  de  que  se  cali  fique  de  temera- 
ria la  denuncia  para  imponer  las  cosías.». 


ACUSACION... 

Don  José  de  la  Rosa  y Salas  vecino  de 
Alcaudeie  denunció  al  Juzgado  de  Al^ 
caló  la  Real,  el  hecho  de  que  el  Alcalde 
constitucional  de  dicha  villa  D.  Antonio 
Torres  le  habia  seguido  un  apremio  para 
cobrarle  742  escudos  (¡ue  adeudaba  pro- 
cedentes de  obligaciones  escrituradas, 
en  las  que  por  falla  de  cumplimiento  se 
sometía  á la  jurisdicción  ordinaria,  por 
lo  cual  habla  ejercido  vejaciones  injus- 
tas y usurpado  el  conocimiento  del  ne- 
gocio á dicha  jurisdicción. 

Seguida  la  causa  en  la  que  luego  pidió 
ai  promotor  el  sobreseimiento  que  acor- 
dó el  juez,  y revocó  la  Sala,  después  de 
una  competencia  con  la  Administración 
que  se  declaró  mal  formada;  resultan- 
do de  la  causa  que  el  apremio  tuvo  por 
objeto  el  hacer  efeeiiva  una  obligación 
escriturada  de  fianza  de  remate  munici- 
pal, y haciéndose  igualmente  constar 
que  el  rema  la  me  habia  pagado  aunque 
no  á persona  legílinui,  por  lo  cual  no 
aparecía  dictio  pago  en  los  libros  muni- 
cipales, «la  Sala  declaró  que  el  hecho 
no  constituía  delito,  y en  su  consecuen- 
cia absolvió  libremente  al  procesado,  con 
reserva  de  su  dereclio  contra  quien  viere 
convenirle  é imposición  de  costas  al  de- 
nunciador.» 

Contra  este  fallo  interpuso  recurso  de 
casación  el  mismo  denunciador  citando 
como  infringidos  los  aris.  f)0(i  del  Códi- 
go de  1870  ó 020  del  reformado,  el  ^ 
24  y 26  del  mismo,  y el  del 
mentó  de  justicia.  Y se  estima  en  parle 
el  recurso  en  los  términos  siguientes. 

«Coasiderarido  que  ios  artículos  506  del 
Código  de  1850  y 026  del  refannado  no 
pueden  entenderse  como  derogatorios  de! 
reglamento  de  20  de  setiembre  de  l835,^por 
cuanto  diclias  disposiciones  se  refieren  á las 
leyes  penales  generales,  y no  es  de  esta  clase 
el  citado  reglamento,  no  habiéndose  por  ello 
infringido  en  la  sentencia,  bajo  este  concep- 
to, los  expresados  artículos  de  los  dos  Códi- 
gos como  ha  venido  sustentando  el  recur- 
rente (1). 


regia- 
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Considerando  (jue  segnn  lo  establecido  en 
el  arl,  3.‘  del  indicado  reglamento,  la  con- 
dena de  costas  en  el  juicio  criminal  debe 
imponerse  al  reo  ó al  acusador  ó denuncia- 
dor, el  Cual  debe  sufrirla,  siempre  que  apa- 
rezca haberse  quejado  sin  funda  mentó: 

Considerando  que  solo  calificáDilose  de 
temeraria  la  denuncia  y producida  para  cau- 
sar injustas  vejaciones  al  denunciado,  oca- 
sionando iudehidos  gastos  en  la  instrucción 
de  las  diligeucia.-í,  es  cuando  podría  tener 
aplicación  el  expre.sado  arl.  3.“  del  regla- 
mento, lo  cual  no  lia  sucedido  en  la  presen- 
te causa,  puesto  que  el  D.  José  de  la  Rosa 
limita  sus  gestiones  íi  poner  en  conocimiento 
de  la  autoridad  judicial  ios  hechos  ocurridos, 
en  la  creencia  de  que  constiluian  uno  de  los 
delitos  que  castiga  el  Código  penal,  sin  ha- 
ber sido  parle  en  el  piroced  i miento,  ni  prac- 
ticado acto  alguno  durante  su  instrucción, 
dejando  al  Juzgado  la  calificación  de  aquellos: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  no 
puede  ser  calificada  de  temeraria  la  denun- 
cia producida  ante  el  Juzgado,  y que  por  se- 
mejante supuesta  temeridad  puede  estimarse 
procedente  la  condena  de  costas  al  denun- 
ciador con  arreglo  á las  leyes,  toda  vez  que 
la  misma  Sala  que  la  dictó  habia  revocado  el 
auto  de  sobreseimiento  acordado  por  el  fuez 
de  primera  instancia,  á petición  del  Minis- 
terio público,  al  serhí  cousLiltado,  mandando 
devolver  la  causa  para  continuarla  con  ar- 
reglo á derecho;  y lal  proceder  supone  des- 
de  luego  (|ue  eu  su  sentir  existía  delito  en  eí 
liecho  denunciado,  ó cuando  menos  que  no 
se  hallaba  destituida  de  fundamento 
uuncia  después  de  instruido  el  sumario  ó ¡a 


tú 

cía 


este  fallo  se  nos  ocurre  preguntar  ¿es  ley  penal 
et  art.  3."  del  reglamento  provisional  de  1835? 
¿Lo  es  el  arl.  iló  de  la  Ley  provisional  de  En- 
juiciamiento criminal? 

Mas  que  ley  penal  el  reglamento  de  jusiicia 
de  1835  era  una  ley  orgánica  y de  procedimien- 
tos, pero  citado  su  arl.  3 " como  ley  penal  en 
este  y otros  recursos  y considerado  por  el  Tri- 
bunal Supremo  como  tal,  no  tiene  objetóla  dis- 
cusión sobre  este  punto.  Mas  toda  vez  que  lo 
dispuesto  en  el  citado  artículo  se  contiene  hoy 
en  el  119  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
¿podrá  citarse  este,  útilmenle  en  la  inierposi- 
r>inn  rl(‘  Ins  rcciirsos?  Crfiemos  eme  no  -conside- 


(i)  La  disposición  del  arl.  3."  dol  reglamen- 
provisional  para  la  administración  de  jusli- 
_.a,  en  cuanto  á la  imposición  de  costas  se 
contiene  boy  en  el  arl.  119  de  la  ley  provisio- 
nal de  Enjuiciamiento  criminal.  Y con  vista  de 


raudo  que  la  le¡/  sobre  reformas,  del  procedí 


-miento' criminal  no  es  {ey  penal-^  Y «con- 
. s ¿íle7^íiTtíio  las  tjne  tcnya^teslctaracter 

vpneden  citarse  útilmente  en  la  interposición 
.íZtí  ios  recursos  fie  esta  especie  (de  casación)  y 

por  consiguiente  que  es  valdia  é inidil  la  ci- 
ta etc.  {Corisideraiulús  de  ia  semencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  lo  de  abril  de  3872,  en  re- 
curso interpuesto  por  Eusebio  Gamallo.) 


parte  de  él  necesaria  para  formar  un  verda- 
dero juicio  sobre  este  punió,  siendo  tanto 
más  notable  el  proceder  de  la  Sala  senten- 
ciadora al  diclíir  su  dfíiniliva,  cuanto  que 
la  absolución  libre  dtd  fírocesmlo  y las  reser- 
vas de  ílerecbo  [tara  qoelas  ejercitara  cómo 
y dónde  viere  convenirle,  reconoce  por  fun- 
damento que  el  Ijecbo  denunciado  no  cons- 
tiluia  delito,  dedticiétid'fse  de  lo  expuesto  del 
primer  motivo  de  casncioo  alegado,  como 
comprendido  en  el  caso  del  art.  4.®  de 
la  ley,  que  la  ¡mpo>-.¡cion  de  cosías  ai  denun- 
ciador no  correspondía  según  las  leyes,  ha- 
biéndose infringido  por  lanío  en  la  sentencia 
el  art.  3.*  del  regianieulo  do  26  fie  setiembre 
de  1833,  que  le  ha  servido  de  fundamento: 

Considerando  que  no  e.s  afdicable  al  caso 
presente  el^  art.  2."  del  Cúdlgn  antiguo,  ni 
el  mismo  número  del  reformado  en  combi- 
nación con  e!  *24  y 26  de  uno  y otro  respec- 
tivamente, que  .se  alegan  también  como  in- 
fringidos, porque  no  .se  traía  de  un  hecho  ¡ 
no  castigado  por  la  lev,  ni  do  )a>:  penas  que  , 
pueden  impfMier.si‘  como  principales  y acce- 
sorias á los  acusados  de  un  delito: 

Considerando  que  cop.rorinc  á lo  dispues- 
to en  td  párrafo  primero  del  art.  3.®  de  la  ley 
de  casación  en  ios  juicio.s  criminales  soló 
puede  fiarse  lugar  al  recurso  cuando  .se  in- 
fringe alguna  ley  en  la  parte  dispositiva  de 
la  sentencia,  no  sioudo  alcudible  por  ello  la 
ujfraccioD  que  n'^Íjnísího  se  ha  a ogQclo  del 
principio  jurídico  universal  consignado  en 

la  sentencia  que  se  cita  de  este  Supremo  i 
Iribnnal; 

tallniíios  ffue  dobemo.?  declarar  y decía-  i 
ramos  Jialier  lugar  ut  recur.sü  interpuesto 

de  la  liosa  y Salas  por  liaberse 
luínngulo  en  la  sentencia  pronunciada  por  I 
la  Sala  de  lo  criiuinfd  de  la  Audiencia  de 
Cranadit  en  14  ile  setiembre  último  el  arlícii— 
lo  3.“  del  reglamento  provisional  para  la 
aarnimslracion  fie  justicia  de  20  de  setiem- 
bre ue  ISt^,  y que  no  luí  lugar  ú éi  respecto 
d Jos  oemas  inolivos  de  casación  alegados*  y 
cc  su  virtud  casamos  y anularnos  la  expresa- 
da sentencia,^  expldíémlose  cerlificacion  de 
.a  presente  á dicha  Sala  y ónien  para  que 
remita  la  cau.sa  a lo.s  efi'Cto.s  del  art.  41  de 
la  ley.»  (Sciií.  5 julio  1871.) 

Vílf.  Man  sobre  imposición  de  cosías 
al  acusador  ó denunciador. — hasla 
pora  imponer  las  cosías  ai  denunciador 
(lue  sea  übsneUo  el  acusado.,  íííio  que  es 
necesario  quQ  aquel  se  haya  ausiado  íiji 
fundamento. 

Declarando  haber  lugar  a!  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Felipe  Montes 


Pena  uno  de  los  denunciadores  en  causa 
sobre  exacciones  ilegales,  contra  senten- 
cia absolutoria  de  les  procesados  con 
imposición  de  costas  á los  denunciado- 
res, y en  cuyo  recurso  citaba  Montes 
como  infringido  el  art.  3.*^  del  reglamen- 
to provisional  de  lS35,  se  cslablece  la 
doctrina  del  epígiafe: 

((Considerando  que  aun  absolviendo  libre- 
mente ú los  procesados  ptu*  admitir  sus  des- 
cargos de  no  haber  leí. i. lo  ¡nteucion  de  co- 
meter ningún  delito  al  creer  que  obraban 
en  el  círculo  de  su.s  ¡iiribuciories,  es  contra- 
rio al  art.  3.“  de!  reglamento  provisional 
lara  la  administración  de  justicia  de  1835, 
a condenación  de  todas  las  costas,....  ¡í  ios 
acusadores,  que,  respecLíi  del  hecho  princi- 
pal de  la  causa  fd'jeio  de  la  casación,  no  se 

quejaron  sía  fundamento » (Sent.  15  de 

abrí!  1872  } 


ÍX.  Es  procedente  la  imposición  de 
costas  al  que  propone  denuncia  formal  y 
la  cowíi»ií«  .st  por  ninyuno  de  los  medios 
legales  prueba  su  íi/.*a.íííí'Í0H. 

En  causa  sobro  faísilicacion  de  un 
documento  instruida  por  denuncia  de 
parle,  al  tratar  de  ejecutarse  un  fallo 
del  Tribunal  Supremo  que  se  fundaba 
en  aquel  tlocumenio,  dictó  la  Sala  del 
crimen  de  la  Audiemua  de  Barcelona 
sentencia  absfílu loria  por  no  haberse 
probado  oldcdito,  imponiendo  las  costas 
á los  acusadore.H.  E'ios  interpusieron 
recurso  de  casación  alegando  la  infrac- 
ción del  ari.  3.°  del  reglamento  provisio- 
nal de  jusliciay  la  ley  8.,“  lít.  ^2,  Part.  3.% 
por  cuanto  según  estas  disposiciones  le- 
gales solo  deben  imponerse  las  costas  ai 
denunciador  que  se  quejare  sin  funda- 
mento, ó al  luigniue  temerario.  Y el 
Tribunal  Supremo  declara  no  haber  lu- 
gar al  recurso; 


((Considerando  rpie  liabiéHdnse  preseulado 
los  recurrentes  desil-Md  principio  do  la  cau- 
sa como  parles  lien  itiriuiluras,  manifestando 
por  un  acto  c.spruiiiiiieo  f|ue  preferian  pro- 
poner (tenuncia  foruial  y v’ontinuarla,  como 
lo  verificaron,  ba^la  l<i  tf-rmiiiacíon  del  jui- 
cio, contrajeron  la  rc.<poüsab¡lidnd  de  jusliíi- 
car  su  acusación;  tanto  rnás  grave,  cuanto 
que  se  dirigía  ;i  ib'jar  .sin  i'fecto  una  senten- 
cia lirme  fie  este  Tribomil  Supremo,  bajo  el 
supuesto  de  ser  .si  11111111110.“?  y falsos  los  docu- 
mentos que  la  sirvieron  de  fundamento: 
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firme  tío  sobrtisoiüiienlo  díctailo  por  el  Tri- 
bunal (¡ufi  liiibíero  conocitio  tiel  delito  impu- 
tado, el  cual^  mandará  procetler  contra  el  de* 
nunciador  ó acusadcr,  siempre  que  tie  la 

causa  princípai  resultaren  méritos  bastantes 
para 


Consil ieramio  nue  la  Sala  sentenciadora, 
atendidos  los  hetlms  consignados  en  los  re- 
sultandos de  su  lallu,  y declarando  que  los 
recurrentes  no  liahi.m  prijbado  por  ninguno 
de  ios  medios  legales  su  acusación,  imponién- 
doles por  ello  las  cestas  con  arreglo  al  ar- 
tículo 3.“  ticl  reglamento  provisional  de  la 
administración  tIe  josiicia,  no  lia  cometido 
ninguno  de  los  errores  do  derecho  compren- 
didos en  el  art.  4."  de  In  lev  de  casación 
criminal.»  (Sent.  8 octubre  1872.) 

X.  lüs  íambien  pnoceclcnle  la  iniposí^ 
cion  do  costas  cuando  se  declara  malicio- 
sa la  denuncia.  No  sonmotioos  do  casa- 
ción en  lo  cnminnl,  ni  la  jurisprudencia 
délos  Tribunales^  ni  las  leijes  de  Partida 
referentes  al  procediinientOf  ni  las  pena- 
les derogadas.  — Absolución  de  instancia. 

Así  so  establece  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Luis  Miguel  Serrano  acusador, 
en  causa  por  Ijomicidio  y lesiones,  en 
cuanto  á la  imposición  de  costas. 

«Considerando  en  cuanto  al motivo  de 

casación  alegado  y admitido  respecto  de  la 
infracción  de  la  iey  S.  ',  Lít.  22  de  laPart.  3/ 
y de  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  de 
no  condenar  en  costas  á los  acusadores, 
cuando  los  acusados  son  absueJtos  do  ia  ins- 
tancia y la  causa  so  ha  seguida  de  oficio,  que 
no  son  aplicables  al  caso  de  autos  porque  la 
Sala  sentenciadora  califica  de  maliciosa  la 
persecución  de  Serrano  contra  los  acusados, 
á quien  es  absuelve  libremente;  presciniliendo 
de  que  no  son  motivos  de  casación  legales 
en^  lo  criminal,  ni  in  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  ni  las  leyes  de  Partida  que  se 
refieren  al  procediinienio,  ni  las  penales  de- 
rogadas por  otras  posteriores.»  (Sent.  1*2  no- 
viembre 1872.) 

Xí.  Facultad  discrecional  de  la  Sala 
sentenciadora  para  abrir  elprocediniien- 
to  contra  el  acusador  que  no  prueba  su 
acusación  ó denuncia.  Jnicligencias  del 
art.  m)dcl  Código  de  1830,  í/ 3í0  y 
3í  1 del  reformado. 

«Considerando que  para  los  efectos 

penales  del  art,  do!  Cédigo  de  1850  es 
indispensable  requisito  (jue  la  acusación  ó 
denuncia  á que  el  mismo  se  refiere  linya  si- 
do declarada  calumniosa  previamente  por 
sentencia  ejucntoriada. 

»CoLisideraíJilt)  que  el  delito  de  acusación 
6 denuncia  falsa,  definido  en  el  art.  340  del 
Código  reformado,  solo  puede  ser  perseguido 
eu  virtud  de  sentencia  firme  ó auto  también 


nui'Vij  firoceso: 

sConsiderandti  íju  ■ 1,1  Sala  sentenciadora, 

al  absolver  íibremiuite  al  prncesaffo no 

encontrando  on  In  luois.i  méritos  suficientes 
a su  juicio  para  abeír  el  nuevo  proceilimiento 
contra  el  ac-usaditr,  se  abstuvo  de  hacerlo  en 
uso  de  ia  fácullad  díscreciiiual  (jue  á su  pru- 
dente arbitrio  le  conceilc  el  precitado  artícu- 
lo 3-iO,  y por  ello  un  infringió  esta  disposi- 
ción, ni  lamjjuco  id  .‘i ti  que  supone  la  exis- 
Icneia  dcclaratla  ile  la  f.dsedad  de  la  acusación 

y la  castiga  con  l;ts  poiias  cu  ei  mismo  seña- 
ladas.» 

(Conf¡derando.s  I 2.®  y 3.®  do  Sent.  de  9 
de  diciembre  de  1873,  en  causa  por  de- 
nuncia de  estiifis  011  tro  í).  ,Toaf|uin  Robledo 
y D.  Segundo  Cottn''naj‘os.J 

Consúltense,  ademas  les  artículos  Ansn- 

LUCiON;  CaLUM.N1,\:  USlITOS  KLECrORALES: 

Injurias  : QutHKi.iA:  Costas  prtQCESA- 

LLS  ETC. 

ADHESiCK  AL  RECUÍlSO  DE  CASACION, 

I.  La  laculi.id  de  ;ullierir.so  a!  recurso 
de  casación  iiiici  iuie.'io,  concedida  en  el 
párrafo  segundu  dei  art.  Iti  y en  el  pár- 
rafo 2.^  del  1 de  la  ley  sobre  casa- 
ción (I),  es  sulo  cuando  ¡os  motivos  de 
casación  alegad. is  fueren  aplicables  á 
la  parte  de  ^eí¡ (encía  que  so  refiera  a 
ellos,  y no  ha  luL^r  á la  admisión  cuan- 
do en  la  parte  i)iie  so  a d lucro  al  recurso 
no  mililan  lu-^  circunstancias  que  en  el 
que  se  lia  ínierpue.siu,  ni  se  a egan  los 
motivos  de  anaíi  gij,  conveniente  y ex- 
presamente nial  corresponde.  (Sont.  8 
octubre  1870.) 

f 

II.  Cuando  l.is  motivos  aleg-ados  por 
el  que  interpoiii’  (d  recurso,  son  perso- 
nales, y nada  (oieile  influir  su  admisión 
y su  resolución  f ivurable  respecto  a!  que 
se  adhiere  á él,  quedó  (irme  la  sentencia 
icr  el  trascurso  de  los  cinco  dias  sin  so- 
icitar  testimuoiu  pi'c  para  torio  del  recur- 
so, y no  lia  I ug-i  r á la  adhesión  (Sent.  10 
marzo  1871. 1 


(1)  (C’oHCíirtbjtJÍtJí  con  la  «uera  ley.)  Las 
disposíciotic’s  il.‘  i¡i  iey  do  IH  de  junio  de  1870, 
respecto  ú íuMiosíimi,  cuDlonidas  en  los  arls.  14, 
15,  ífi  y 10  .son  ij;ti;di‘s  :í  Lis  tic  los  arls.  818, 
819,  820,  S2(i,  8¿7  y 830, 
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ACUSACION...— ADULTERIO.  {Jurisp.  penal). 

pena  de  ocho  meses  de  prisión  correccional 


IH.  Minislerio  fiscal. — Guando  oí 
Ministerio  fiscal  se  adliiera  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  los  procesados^ 
alegando  para  ello  nuevos  motivos,  debe 
hacerlo  ante  la  Sala  de  admisión^  en  con- 
formidad de  lo  prevenido  en  los  arts.  16 
y 23  de  la  ley  de  casación;  y no  hacién- 
dolo así,  la  Sala  tercera  no  puede  esti- 
marlo, en  cumplimiento  de  lo  prevenido 
en  eJ  art.  33  de  dicha  ley. — (Sent.  12 
diciembre  1871.) 

— V.  Rscunso  DE  casacicv. 

ADMINISTRACION.  Cuando  invade  atri- 
buciones judiciales  no  procede  contienda 
de  competencia.  V.  Comiendvs  de  com- 
petencia. 

ADULTERIO.  L Delito  frustrado:  ten- 
tativa de  adulterio.  El  acto  de  sorpren- 
derun  marido  á siimuger  en  compañía 
de  un  hombre  en  su  propia  alrobn.  des- 
nudándosc  para  acoshirsc,  eren  endo 
aumente  d su  marido  que  kabia  f agido  un 
Viaje , debe  caracterizarse  como  leatativa 
y no  como  adulterio  frustrado  (l).  ' 

Asi  lo  establece  el  i . b.  en  ei  siguien- 
te caso  que  ülerairaenle  trascribimos: 

«Eli  la  vílU  de  M idrii],  ;í  8 de  mayo  de 
1871,60  e!  recurso  de  casación  por  iafrac- 
cion  de  ley  que  ante  Nos  pende,  interpuesto 
por  N.  Contra  la  sentencia  prounneiada  por 
la  Sala  segunda  déla  Au,liencia  (ie\.  en  cau- 
sa seguida  en  e!  Juzgad'»  de  primera  ia.sl;m- 
cia  de  á ¡nsUincf:!  <ie  N.,  contra  c!  expre- 
sado N.  y X.j  por  adullerii»: 

Resultando  que  linltiendo  tenido  algunas 
sospechas  sobre  !a  íid’didad  do  su  esposa,  en 
el  mes  (i e marzo  de  1870  supuso  N.  un  viaje 
a .Madrid,  y oculto  en  su  casa,  cuando  com- 
prendió que  su  mujer  iralaba  tie  recogerse 
la  sorprendió  en  su  ¡tlcolia  en  aeliliid  desdes- 
nudarse  en  compiuiia  de  N. 

Resultando  que  variiis  testigos  confirman 
el  hecho  de  haber  sido  .sorprenriidos  en  la  al- 
coba principai  de  la  casa  de  N.  los  dos  acu- 
sados, y estos  lo  reconuceu  así  en  su  decla- 
ración respectiva: 

Resultando  que  la  Sala  calificó  el  hedió  de 
adulterio  íruslrado,  é impuso  ¡\  N.  y á N*.  |a 


'Cometen  adulterio  l.i  tnu^'crcasati.a  ouc 
pee  con  v.aron  que  no  sea  su  marido  v el  aup 

yace  con  ell.a  sahietulo  íjiuí  os  rasada, ‘auruiuc 

i'lf, (Tr- 


con  sus  accesorias 

Resultando  que  contra  e.sla  .sentencia  in- 
terpuso N.  recurso  do  casación  por  infracción 

de  ley,  fundándose  en  los  casos  3.°  y í."  del 
art.  4.*  de  la  provisional  de  1870,  alegando 
como  infringidos: 

1/  Las  leyes  9 y 18,  tít.  16,  Part.  3.'' 
por  liaberse  aceptado  como  suficiente  el 
testimonio  de  tres  testigos  menores  de  veinte 
anos,  y ía  declaración  de  la  parle  ofendida 
que  no  puede  ser  íesiigo  en  causa  propia: 

2. ®  El  arl.  12,  núin,  6."  de  la  ley  de  18  de 
junio  último,  que  determina  las  condiciones 
de  la  prueba  de  iniiicio.s,  las  cuales  no  resul- 
tan en  el  Ca.so  fie  autos: 

3. “  El  art.  3.Mei  Código  penal  reformado, 
por  no  concurrir  las circuu.slii acias  que  exige 
lara  que  haya  delito  fruslraflo,  puesto  que 
os  culpables  no  practicaron  todos  los  actos 
de  ejecución  que  debieron  de  producir  como 
resultado  el  delito,  dejando  solo  de  producirlo 
por  causas  independíenles  de.su  voluntad: 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  este 
Tribunal  Supremo  admitió  ei  recurso  única- 
mente respecto  de  la  calificación  del  delito, 
y que  pasado  á esta  Sala  se  ha  sustanciado 
en  forma,  adhiriéndose  á él  in  voce  en  el 
acto  de  la  vista  el  Ministerio  fiscal : 

Visto,  siendo  Ponen  le  el  magistrado  D.  Mi- 
guel Zorrilla : 

Considerando  que  los  casos  3.°  y 4.®  del 
art.  4.“  de  la  ley  de  casación  en  los  juicios 
criminales  cilado.s  ]ior  el  recurrente  deter- 
minan que  hay  iniVaccioa  fie  ley  cuando 
dados  los  hechos  coo.signados  y admitidos  en 
la  sentencia  se  cómela  error  de  derecho  en 
la  calificación  del  ilelilo,  ó cuando  Ja  pena 

impuesta  do  fuere  ia  que  corresponde  según 
las  leyes: 

Considerando  que  según  el  art.  3.®  del  Có- 
digo penal  do  JS70  son  punibles  no  solo  el 
íltííito  consumatlo  sino  el  frustrado  y la  ten- 
tativa: que  hay  delito  frustrado  cuando  cl 
Culpable  practica  todos  losados  de  ejecución 
que  clehierao  producir  como  resultado  el  de- 
lito, y sin  embargo  no  lo  producen  por  cau- 
sas  independientes  de  lavolunlafl  del  agente: 
y que  Imy  tentativa  cuando  el  culpable  díí 
principio  á ia  ejecuciim  del  delito  fiirocta- 
mente  por  liechos  e.xMírinres,  y no  practica 
todos  los  actos  de  ej'-‘'ucion  ^|ua  dcliierau 
producir  e!  delito  por  cau.sa  ó accidente  que 
no  sea  su  propio  y voltmlarlo  ilesistimÍGDto: 

Gonsiderando  que  el  hedió  principal  pro- 
bado que  cousigna  la  sentencia  de  habersido 
sorprendidos  en  la  alcoba  de  !a  casa  del  N., 
lo.s  dos  acusados  y en  afiUtud  de  desnudarse 
su  mujer  es  un  principio  de  cjecuGÍ07i  del 
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adulterio,  sin  haberse  todavía  practicado 
íorf-os  los  actos  que  dehieran  producir  como 
resultado  el  delito  para  traspasar  el  límite  de- 
signado en  la  ley,  que  diferencia  !a  tentativa 
del  delito  frustrado: 

Considerando  que  en  su  virtud,  al  calificar 
la  Sala  sentenciadora  de  adulterio  frustrado 
el  delito  de  autos  imponiendo  !a  pena  arre- 
glada bajo  este  concepto  y no  de  tentativa, 
que  es  el  \erdadero  carácter  que  presenta  en 
los  hechos  como  vienen  consignados  en  la 
ejecutoria,  ha  cometido  error  do  derecho  in- 
fringiendo el  art.  3.”  dei  Código  penal  invo- 
cado, y siendo  motivo  de  casación  compren- 
dido en  el  caso  3 art,.  4."  de  la  ley  provi-  > 
sional  anteriormente  citada: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos liaber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  N.;  casamos  y anulamos  la 
sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  y líbrese  la  cor- 
respondiente certificación  para  que  se  remi- 
ta la  causa  á esta  Sala  del  Tribuna!  Supremo 
á ios  efectos  del  art.  4 i de  la  citada  ley  de 
casación  en  los  juicios  criminales.»  (Senten- 
cia S mayo 

Como  se  vé,  ba  prevalecido  y no  pe- 
dia menos  la  opinión  que  sostuvimos  en 
4830  contra  la  de  los  respetables  y emi- 
nentes jurisconsultos,  señores  Pacheco  y 
Alvarez,  D.  Cirilo,  de  que  eran  punibles 
la  tentativa  de  aborto,  de  adulterio  y de 
violación,  según  puedeverseen  el  artícu- 
lo Delito  frUsTRído,  tomo  \ , pág.  17  del 
Zticcionavio , 2.*^  edición.  Atendidos  al 
espíritu  y la  letra  de  nuestro  Código,  el 
Tribunal  Su  prerao  ha  tenido  que  calificar 
solamente  de  tentativa  lo  que  la  Audien- 
cia penaba  como  adulterio  frustrado,  y 
nos  ba  parecido  acertado,  porque  no 
¡labia  en  el  caso  del  fallo  sino  principio 
do  ejecución  por  iiechos  exteriores  ma- 
lí i Testad  o,  sin  llegar  á los  límites  nece- 
sarios para  constituir  el  delito  frustrado. 

11.  Sorprender  en  aditherio  el  mari- 
do á la  mnger. — Según  el  art.  438  del 
Código  penal,  el  marido  que  sorprendien- 
do en  adulterio  á su  muger  matare  en  el 
acto  á esta  ó al  adúltero  ó les  causare  al- 
guna da  las  lesiones  graves,  será  castiga- 
do con  la  pena  de  destierro,  quedando 
exento  de  pena  si  las  lesiones  hieren  de 
otra  clase.  Es  pues,  necesario  para  que 
tenga  aplicación  este  artículo,  que  haya 
sorpresa  de  adulterio  y que  el  homicidio 
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ó lesiones  se  causen  en  el  acto  de  la  sor- 
presa, y no  puede  en  otro  caso  invocarse 
como  infringido  el  citado  art.  438  (I). 
(Sent.  27  iiinio  1872,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
Vicente  Poveda.) 

AGENTES  DE  LA  AUTORIDAD.  V,  Aten- 

T.\DO  Y DESACATO. 

AGRESION.  Y.  Circunstancias  exi- 
mentes. 

ALCAIDE.  V.  Fuga:  Incomunicación. 

ALCALDES  Y REGIDORES.  (Causas  con- 
tra), 1,  Las  Audiencias  conocen  de  las 
cattsas  contra  alcaldes  y regidores  por 
delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  s^is 
cargos.  El  arí.  i 83  de  la  ley  municipal 
está  modificado  en  esta  parte  por  el  270 
de  la  ley  orgánica  judicial — Así  lo  esta- 
blece el  Tribunal  Supremo,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  fiscal  de  la  Audien- 
cia de  la  Cor  uña  en  causa  sobre  false- 
dad en  las  listas  electorales,  seguida  al 
alcalde  y regidores  de  Rivadavia  contra 
sentencia  de  la  Audiencia  que  se  declaró 
competente;  Hé  aquí  textualmente  este 
fallo: 

«En  la  villa  de  Madrid,  ó 22  de  marzo  de 
1873,  en  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Rivadavia  y en  la  Sala 
de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  la  Coruña 
por  fabsedad  en  las  listas  electorales  contra 
D.  Primo  González,  alcalde,  y contra  ios  in- 
dividuos de  aquel  Ayuntamiento,  la  cual 
pende  ante  Nos  á virtud  del  recurso  ile  casa- 
ción que  por  quebrauiamiento  de  forma  in- 
■ terpuso  el  Ministerio  fiscal  contra  la  senten- 
cia que  pronunció  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  José  Vidal  y D.  Juan 
Benito  Domiuguez,  propietarios  y vecinos 
empadronados  en  la  citada  villa,  elevaron 
exposición  al  gobernador  civil  de  la  provin- 
cia de  Orense  en  noviembre  de  '1871  mani- 
festando que  las  listas  electorales  respectivas 
á dicho  colegio  no  habían  sido  expuestas  en 
i a época  en  que  debieron  serlo,  con  arreglo 
á la  ley;  diciéndose  de  píihlico  que  habían 
sido  eliminados  mas  de  250  clectore.s  sin 
causa  justa  y por  solo  el  capricho  y conve- 


(1)  ¿Y  será  lo  mismo  si  la  sorpresa  tiene 
lu'^ar,  no  en  el  acto  de  consumarse  el  adulterio, 
sino  en  el  acto  do  la  leniailva , como  por  ejem- 
plo, en  el  caso  que  fué  objeto  del  fallo  anterior? 
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niencúi  de  los  que  las  habían  confeccionado 
y sus  satélites: 

Resultando  que  remitida  dicha  exposición 
a!  juez  de  primera  instancia  de  Rivadavia, 
por  mandato  de  este  comparecieron  D.  Juan 
Benito  Dorningucz  y D.  José  Vidalj  de  los 
cuales  el  primero  se  aíirmó  y ratificó  en  el 
contenido  de  Ja  exposición,  añailiendo  que 
el  dia  23  del  mencionado  mes,  cuando  pasó 
á la  Qisa  Consistorial  á informarse  de  las  lis- 
tas electorales,  acompariado  de  José  Vidal  y 
otros,  sin  entrar  en  la  Secretaría  del  Ayun- 
tamiento, como  no  viese  las  listas  expuestas 
se  retiró,  y que  corno  tenia  derecho  d ser 
elector  según  la  cédula  (alonaría  que  exhi- 
bió, y no  le  hubiesen  remitido  la  de  sufragio 
como  debían  liacerlo  en  tiempo  oportuno, 
se  convenció  de  que  lo  habían  eliminado,  así 
como  Itahiíi  oído  decir  lo  mismo  deJ  Farma- 
cénlico  0.  Ciislor  Sánchez  y de  otros  que 
citó;  y el  segundo  0.  José  Vidal  manifestó 
que,  sin  embargo  de  haher  firmado  la  soli- 
citud, no  se  ralih'caha  en  su  contenido,  por-  ¡ 
que  á poco  de  haberlo  hecho  se  le  entregó 
la  céduhi  de  sufragio,  con  lo  cual  se  demos- 
traba que  había  sido  incluido  en  las  listas 
electorales: 

Resultando  que  dada  parte  A la  Sala  res- 
mcliva  de  la  Audiencia  de  la  Coruna  do  la 
brmacion  del  sumario,  después  de  liaber 
mandailo  la  Sala  al  juez  que  continuase  pro- 
cediendo con  arreglo  á derecho,  y de  iiaher 
remitido  esto  varios  partes  de  adelanto;  á , 
consecuencia  del  enviado  en  l.*de  abril  de 
1872,  dictó  la  Sala  providencia,  por  la  que, 
sin  emliargo  de  lo  acordado  en  las  anterio- 
res, mandó  librar  certificación  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Rivadavia  para  que 
terminado  y completo  el  sumario,  remitiese 
la  causa  sin  mas  truinilos  á la  Superioridad  : 
á fin  de  acordar  en  su  vista  lo  que  corres- 
pondiese: 

Resullaniio  que  nolilicada  dicha  providen- 
cia al  Ministerio  fiscal,  manifestó  este  en  I “ 
de  mayo  siguiente  que  no  era  aplicable  aí caso 
actual  la  disposición  del  núm.  3.°  del  artícu- 
lo 276  de  la  ley  orgánica  de  Tribunales,  por- 
que no  habiéndose  establecido  aun  ei  juicio 
ora!  y publico  no  podía  darse  por  establecida 
tampoco  la  única  instancia,  y calificanilo  de 
1 ni p roced en  le  lo  acordado  en  la  providencia 
de  2 ó de  abrí!,  pidió  u Ja  Sala  que  la  dejase 
sin  electo,  y que  tuviese  por  liecha  en  otro 
caso  la  reclamación  oportuna: 

Resultando  que  por  providencia  de  7 del 
mismo  mes  determinó  la  Sida  no  haber  lugar 
a lo  solicitado  por  el  Ministerio  fiscal,  teníén- 
close  por  cousigada  la  reclamación  que  por 
el  mismo  se  hacia:  ^ 
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Resultando  que  remitido  el  sumario  por  el 
,’uez  de  primera  instancia,  y pasado  al  fiscal, 
fue  de  dictamen  en  19  de  octubre  del  mis- 
mo ano  que,  constituyendo  algunos  de  los 
hechos  deu'^nciados  contra  el  alcalde  é indi- 
viduos del  Ayuntamiento  de  Rivadavia  delito 
con  arreglo  á las  disposiciones  del  Código,  y 
habiendo  méritos  bastantes  para  considerar 
como  autores  do  ellos  á los  individuos  do  la 
i referida  corporación,  debía  declararse  haber 
lugar  á proceder  criminalmente  contra  Jos 
mismos: 

Resu  iban  do  que  la  Sala  por  sentencia  de  7 
do  noviembre  siguiente  declaró  que  los  he- 
chos denunciados,  atendidas  las  circunstan- 
cias que  en  los  mismos  concurrían,  no  eran 
Justiciables,  por  la  cual  sobreseyó  sin  ulterior 
progreso,  declarando  de  oficio  todas  las  cos- 
tas ocasionadas; 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  in- 
terpuso el  Ministerio  fiscal  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  deforma  é infrac- 
ción de  ley,  fundando  el  primero  en  el  ar- 
tículo o.%  mun.  7.®,  en  e!  6.°  y 42  de  la  ley 
de  18  de  junio  de  1870,  eu  virtud  á que  la 
Sala  do  lo  criminal  de  la  citada  Audiencia 
se  liabia  declarado  competente,  con  arreglo 
á la  disposición  3/  del  art.  27G  de  la  ley  or- 
gánica del  poder  judicial,  y avocó  á sí  el  co- 
nocimiento de  los  autos,  cuyo  articulo  no 
podía  tener  aun  una  aplicación  práctica  por 
no  li  diarse  establecida  la  única  instancia  en 
'uicío  oral  y publico;  y por  lo  tanto  no  esta- 
ban derogadas  Jas  determinaciones  anterio- 
res, que  iiacian  competente  al  ‘uez  de  pri- 
mera instancia  para  conocer  de  los  expresa- 
dos delitos; 

Resultado  que  admitido  el  recurso  por  la 

Sala  sentenciadora,  se  remitió  la  causa  á esta 

tercera  del  Tribunal  Supremo  donde  se  le 

ha  dado  la  sustanciacion  que  la  ley  deter- 
mina: 

Visto  siendo  ponente  el  magistrado  0.  An. 
Ionio  Valdcs:  ° 

Considerando  que  Cuando  en  las  leyes  hay 
contradicción  en  su  letra  ó espíritu,  auiinue 
no  sean  sustituidas  las  unas  por  otras,  se  en- 
tieode-Q  derogadas  las  anteriores  por  Jas  pos- 
teriores, porque  no  es  posible  la  observan- 
Cía  de  ámbos  A la  vez: 

Goafiderando  que,  aun  cuantío  en  cl  ar- 
ticulo 183  de  la  ley  municipai  de  20  de  agos- 
to fie  1870  se  determina  que  los  alcaldes  v 
regkiores  no  pueden  ser  destituidos  sino  por 
sentencia  ejecutoria  del  juez  ó Tribunal  coin- 
pelenle,  y que  lo  será  el  juez  de  primera 
instancia  del  partido  ó que  corresponda  el 
ilislnio  municipal,  hallándose  también  dis- 
puesto en  el  párrafo  quinto  del  núm.  3.“  del 
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arl.  576  do  ia  ley  do  orííanízacion  del  poder 
judicial  de  i 5 do  setiembre  del  auo  citado 
que  corresponde  conocer  á las  Salas  de  lo 
criminal  de  las  Audiencias  de  las  cansas  con* 
tra  runciniiariüs  dcl  ó rilen  administrativo, 
solo  de  estas  debe  entenderse  la  competen- 
cia por  los  delitos  comelidos  por  alcaldes  y 
regidores  en  el  ejercicio  de  sus  caraos,  por 
ser  posterior  y tlcrogaloria  tácitamenle  de  ia 
prifnera; 

Considerando  qnc,  no  obstante  que  en  el 
núm.  3-'  do  este  art.  276  .se  marca  el  cono- 
cimianto  en  única  instancia  y en  juicio  oral 
y público,  no  es  como  condición  .sin  la  que 
lio  puedan  conocer  las  Salas  de  lo  criminal, 
sino  como  trámite  del  procediiníonto  cuando 
pueda  cumplirse,  pues  traliiulose  en  el  ca- 
pítulo íí  qnc  corresponde  el  artículo  de  las 
alribuciones  de  las  Audieucias,  si  el  órdeu 
(le  proceder  fuera  obstáculo  para  conocer, 
no  tendrían  las  Salas  de  lo  criminal  jurisdic- 
ción en  primera  instancia  de  las  causas  por 
delitos  contra  jueces,  tribunales  de  partido, 
fiscales  y otros  funciouarios,  que  siempre 
lian  tenido,  y- la  nueva  ley  conlirma,  con 
sola  la  difereucia  de  variar  él  úrdeu  de  pro- 

cctlcr  * 

Considerando,  por  consiguiente,  que  iia- 
liiendo  conocido  la  Sala  de  lo  criminal  de  Ja 
Audiencia  de  la  Coruña  de  la  causa  contra  el 
alcalde  y regidores  del  Ayuntamiento  de 
Rivadíivia  por  falsedad  en  las  listas  electora- 
les Y otros  excesos,  no  lia  faltado  á las  for- 
mas en  el  procedimienlo  por  incompetencia, 
á que  se  refiere  el  caso  7.°  del  art.  5,°  de  la 
ley  sobre  casación  criminal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  por  quebran- 
tamiento de  lorma  interpuesto  por  el  Minis- 
terio lisca!  contra  ia  sentencia  de  la  Saja  de 
lo  criminal  de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  y 
condenamos  en  costas  al  recurrente;  y lia- 
hiéndose  también  interpuesto  el  recurso  por 
infracción  de  ley,  pásese  la  causa  con  todos 
los  antecedentes  á la  Sala  segunda  de  este 
Supremo  Tribunal  pf^ra  lo  que  proceda.» 
(Seat.  22  marzo  1873.) 

II.  CofíipctBnciíi  de  las  Audieucias 
p'at'u  conocer  enjuicio  oral  y público  de 
¡os  delitos  cometidos  por  alcaldes,  rey  ido- 
res y otros  funcionarios  administrativos 
en  el  ejercicio  de  sus  cargos:  Casación 
por  quebrantamiento  ds  las  formas  esen- 
ciales del  procedimiento:  Infracción  del 
articulo  27Gí/<í  la  ley  orgánica  judicial. 
—Procesado  por  el  .luzgado  de  La  Bisbal 
D.  Pedro  Caymó  alcalde  de  San  Felíú 

JüR.  PEN. 
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por  liaberso  negado  á autorizar  el  apre- 
mio contra  los  deudores  do  la  contribu- 
ción territorial,  cuando  se  elevó  la  causa 
á plenario,  so  negó  á nombrar  defensor, 
alegando  ijue  el  Juzgado  era  incompe- 
tente para  conocer  del  lieclio  con  arreglo 
al  art.  270  de  la  ley  orgánica  judicial. 
Considerándose  el  Juzgado  competente 
siguió  coriociondo,  y condonó  al  procesa- 
do por  el  delito  de  desobediencia  á once 
años  y un  día  de  inhabilitación,  cuya 
sentencia  con  (i  rmó  la  Audiencia.  Caimo 
interpuso  recurso  de  casación,  y sus  fun- 
damentos y los  de  la  casación  que  estima 
el  Tribunal  Supremo  son  lexlualmenle 
como  sigue; 

((Resultando  que  contra  esta  sentencia  in- 
terpuso el  procesado  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  y quebrantamiento  de  for- 
ma, fundando  este  en  el  caso  1°  del  art.  5;° 
de  la  ley  que  !o  ba  establecido,  por  liaber 
conociifo  dü  la  causa  un  juez  de  primera  ¡na- 
tancia,  cuyo  fallo  se  lia  elevado  eu  cónsul  La 
á la  Superioridad,  sieudo  así  que  debia  haber 
sido  objeto  de  una  instancia  única  y de  ju- 
risdicción y competencia  exclusiva  de  la 
Audiencia  del  territorio,  con  arrogó  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  276,  núm.  3.“,  párrafo  úl- 
timo de  la  ley  provisional,  sobre  organiza- 
ción del  poder  judicial,  incompetencia  que 
constituye  nu  defecto  de  forma,  cuya  subsa- 
uacion  había  reclamado  el  procesado  eo  el 
acto  de  ciarle  vista  del  escrito  de  calificación 
del  promotor  fiscal,  y notificársele  e!  auto 
por  el  que  se  elevaba  la  causa  á plenario,  y 
que  volviíS  á reelamar  ante  la  Audientlia,  la 
cual  declaró  no  haber  lugar  á la  pelÍ(iion, 
apartándose  de  lo  informado  por  el  .Ministe- 
rio fiscal: 

Resultando  que  admitido  por  la  Sala  sen- 
tenciadora el  recurso  por  quebrantamiento 
de  forma,  y remitida  ia  causa  á esta  tercera, 
se  ha  sustanciado  en  forma,  adhiriéndose  ^ 
él  in  voce  en  el  acto  de  la  vista  el  Ministerio 

OsCQi  I * 

Visto,  siendo  ponente  el  magistrado  don 
Manuel  María  de  Basualdo: 

Considerando  que  en  el  art.  276,  núm.  3, 
de  la  ley  provisional  sobre  organización  del 
loder  judicial,  se  declara  que  corresponde  a 
as  Salas  de  io  criminal  de  las  Audiencias 
conocer  en  única  instancia  y en  juicio  oral 
y público  de  las  causas  contra  ios  funciona- 
rios del  órden  administrativo  que  ejerzan 
autoridad  por  delitos  comelidos  en  el  ejerci- 
cio de  sus  cargos,  en  los  casos  en  que  no 
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esféa  atril)Liidos  por  dicha  ley  ó por  otra  aJ 
Tribunal  SupreríKt: 

Coosideraudo  que  í).  Pedro  Caymó  y Bar- 
cós  ha  sido  procesado  por  haberse  negado  á 
autorizar  el  apremio  contra  los  deudores  del 
tercer  trimestre  de  la  contribución  territorial 
é industrial,  delito  que  es  procedente  del 
ejercicio  de  su  cargo,  como  alcalde  que  era 
en  aquella  época  de  San  Feiiú  de  Guixols: 

Considerando  que  en  tal  concepto  y según 
el  referido  artículo  de  la  ley  sobre  organiza- 
ción del  poder  judicial,  correspondía  á ia 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona su  conocirníenlo: 

Considerando  que  no  puede  servir  de  obs- 
táculo ú la  ejecución  de  lo  prevenido  por  la 
ley  el  que  no  estuviesen  fijadas  las  reglas  del 
juicio  oral  y piibJico,  porque  esto  no  impide 
que  sea  un  principio  ia  jurisdicción  propia 
que  correspondo  á la  Audiencia,  y que  en 
mérito  de  tai  principio  no  se  puede  denegar 
al  iuteredado  el  dereclio  que  tiene  á las  ga- 
ma tías  especiales  de  ia  jurisdicción  estable- 
cida por  la  ley  como  propia  y privativa  (1): 

Considerando  que  el  art,  5.®  de  la  ley  de 
casación  en  los  juicios  criminales  establece 
en  su  núm.  7.°  que  se  entiende  quebranta- 
das las  forma.s  del  procedimiento  para  los 
electos  de  la  casación  por  incompetencia  de 
juriádíceion,  cuando  e-special mente  no  haya 
decidido  sobre  ella  el  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  corresponde  á las  Au- 
diencias la  admisión  de  lo.s  recursos  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  exa- 
rninniiilo  al  efecto  las  cuatro  circunstancias 
determinadas  en  el  art.  4 1 de  ia  ley  de  casa- 
ción referida,  y que  en  su  virtud  c¡  presente 
rf‘Cur.so  ha  sido  admitido  por  ia  Audiencia  de 
Barcelona: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  es 
procedente  el  recurso  comprendido  expre- 
sauuuile  eu  el  numero  7. del  art.  o. *^5  antes 

referí. los,  y haberse  cometido  la  falta  en  él 
delermifiada; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugir  al  recurso  de  casación  que 
por  quehrantHinicnto  de  In.s  formas  esencia- 
les del  procedimiciUít  ha  interpuesto  I).  Pe- 
dro Caymó  y Barco.-;  y devuélvase  esta  caus.a 
á la  Sala  de  lo  crimina!  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  para  que  reponiéndola  al  estado 
que  tenia  cuando  se  cometió  la  falta,  la  siis- 


(1)  La  ley  provisional  do  Fojuicianiieni 
criminal,  csUiliioce  ya  las  reglas  del  ¡uie; 
oral  aii  arls.  500  al  üo7.  Con.súUi  se  en  1 
üLEriN  de  1872,  así  corno  ul  ulí7  con  su  non 
paginas  t)i.J  y u30  de  dicho  A?ru(ií*ío. 


tan  cíe  y determine  con  arreglo  á dereclio  » 
(Sciit.*l*>  julio  IS73.) 

III.  Ejecución  de  acuerdos  municipa- 
les.— El  alcalde  que  ejecuta  un  acuerdo 
ejecutivo  del  Ayunta  miento  creyendo 
obrar  en  cumplimiento  de  un  deber  o en 
el  ejercicio  legitimo  de  un  dereclio,  auto- 
ridad, olicio  ó cargo  está  esento  de  res- 
ponsabilidad. (Sent.  25  octubre  1871.) 

— Y.  Atenta  DO  y Desac.ato:  Causas 
criminales;  Delitos  electorales:  Dene- 
gación DE  auxilio:  Empleado  público: 
Montes:  Usurpación  de  atuídüciones: 
Acusación  y denuncia:  Allanamiento  de 
morada;  Expropiación  de  bienes. 

ALCALDE  DE  BARRIO.  V.  Atentados 
número  V.  sent.  22  diciembre  1871. 

ALEVOSIA.  V.  Asesin.vto:  Circuns- 
tancias: HuMicimo:  LESiONts, 

. ALLANAMIENTO  DE  MORADA.  I.  Cons- 
tituye el  delito  de  allanamiento  de  mora- 
da, el  hecho  de  entrar  en  inorada  ajena 
contra  la  voluntad  de  su  morador.  (Ar- 
tículo áíí  del  Código  de  I80Ü  y uOi  del 
reformado .) 

lí.^  Siendo  funcionario  público,  no 
judicial,  el  que  entra  en  la  morada  age- 
na  sin  ei  consentimiento  de  su  morador, 
no  estando  en  suspenso  las  garantías 
constitucionales,  incurre  en  ei  delito  del 
artículo  215  del  Código  reformado  (299 
del  de  1850)  á no  ser  en  los  casos  y con 
los  requisitos  previstos  en  los  párrafos 
dei  art.  5. de  la  Constitución, 

m.  La  autoridad  judicial  solo  puede 
decretar  la  entrada  en  morada  agena  en 
auto  motivado,  ó con  las  formalidades 
establecidas  en  el  art.  S.**  do  la  Constitu- 
ción y en  los  artíeulos  428  y siguientes 
ül  408  de  la  ley  provisional  de  Enjuicia- 
miento  criminal.  Cuando  se  prescinde 
de  dicho  requisito,  ó cuando  los  motivos 
en  que  se  haya  fundado  se  declaren  en 
juicio  ilegítimos  ó noloriamenie  insuíi- 
cientes,  la  persona  cuyo  domicilio  hu- 
biere sillo  allanado  tiene  derecho  á re- 
clamar del  juez  que  haya  dicladoel  auto 
una  indumnizacion  qne  no  baje  de  500 

pesetas,  conforme  á lo  establecido  en 
dicho  art.  8.° 

I\ . Allanamiento  para  hacer  embaí'- 
Qo  de  bienes  con  el  fin  de  hacer  efeclioo 
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ülfjnn  debito  por  impuestos, — El-  ern- 
barpo  del  dineeOy  ulhajas,  frutos  y vme- 
bles  debe  preceder  al  de  hieres ^ raíces  y 
semooiertfes. 

Seguida  caiisn  por  deriuncia  de  don 
Antonio  Zornoza  contra  0.  Alannsio  Viz- 
caya, I).  Manuel  Vivanco  y D.  Maleo 
Martínez,  alcalde,  secretario  y alguacil 
de!  Ayuntamiento  de  Villa  verde  de  Tru- 
cios  sobre  allanamiento  de  morada,  de 
la  que  resulta  que  en  5 de  diciembre,  de 
IBüS  dicho  alcalde,  procediendo  ejecu- 
tivamente contra  Zornoza  por  débitos 
como  rem.atanle  de  consumos,  y habien- 
do sido  ya  inútiles  las  diligencias  de  em- 
bargo intentadas  por  su  tenaz  resistencia, 
mandó  franquear  á viva  fuerza  la  puerta 
de  la  casa  que  se  resistia  á abrir  bajo 
pretesto  de  que  fuera  tenia  bienes  bas- 
tantes para  hacer  efectiva  la  ejecución,  y 
que  se  llevó  á efecto  dicho  acto  ante  tes- 
tigos y una  pareja  de  la  guardia  civil, 
'dictó  sentencia  ia  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  Burgos  declarando  que 
los  hechos  ejecutados^por  los  procesados 
no  constituían  delito,  con  imposición  de 
las  costas  á Zornoza,  Este  interpuso  re- 
curso de  casación  fundado  en  el  caso  2.” 
del.art.  4.°  de  la  ley  de  casación,  citan- 
do como  infringidos  ios  artículos  2Ü9  y 
41(>,  m y dtú  del  Código  de  1830;  y se 
declara  que  no  ba  lugar  á dicho  recurso. 

«Considerando  que  los  hechos  consigna- 
dos en  la  ñüül encía  contra  la  que  se  ha  re- 
enrrídoj  de  qne  ei  alcalde  de  Vil  la  verde  de 
Trucío5i  D.  Alanasio  Vizcaya  acoiiipauado 
del  secretario  J).  Manuel  Vivanco  y alguacil 
1).  iMattíO  Mariiiiez,  hizo  franquear  la  casa  de 
D.  AnLouio  Zornoza  para  embargo  de  bie- 
nes, con  id  lin  de  hacer  pago  con  su  importe 
de  cmilidad  que  este  adeudaba  por  el  arren- 
dauiieiif.0  de  los  derechos  de  consumo  no 
constituyen  delito,  puesto  qne  ha  obrado  co- 
mo auL'jriilad  conipctenle  dentro  del  círculo 
de  sü.s  atribuciones,  sin  abuso  ni  vejación  in- 
justa contra  el  Zornoza  (I); 

Considerando  que  habiendo  sido  Zornoza 
arrendatario  de  los  derechos  de  consumo 


til  Con  posLerioridad  ai  bcclio  qne  motivó 
esUi  causa  se  ilici¿iron  la  ley  de  i9  de  julio  de 
iyeO  y la  instrucción  de  y de  liicie.mlire  del 
mismo  año  sobre  procedimiento  íidministralivu 
para  hacer  efectivos  los  débitos  á la  Hacienda. 
V.  Apuemios. 
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durante  el  tiempo  permitido  por  las  leyes, 
estaba  obligado  al  pago  tie  io  que  por  aque* 
mismo  correspondiese;  y babiendose  negado 
á ofectnarlo  y liquidar  el  importe,  fnó  nece- 
sario y justo  proceder  al  embargo  y venta  de 
bienes,  y hahiéndulo  ofecUiadn  eí  alcalde 
con  ios  auxiliares,  haciendo  franquear  la 
casa  del  Zornoza  que  éste  tenia  cerrada  y nc 
quiso  abrir,  no  ha  cometido  exceso  ni  delitc 
alguno,  puesto  que  no  deliió  iimitarse  á lo? 
bienes  raíces  y semovientes  que  aquel  supo- 
ne que  tenia  fuera  de  la  casa,  procediendo  á 
embargar  primero  el  dinero,  alhajas,  frutos 
y muebles: 

_ Considerando,  por  consiguiente,  que  ha- 
biendo la  Sala  sentenciadora  ab.uiailo  libre- 
mente á los  Vizcaya,  Vivanco  y Martínez  en 
su  sentencia  do  9 de  octubre  del  ano  próxi- 
mo pasado  no  ha  cometido  error  de  derecho 
á que  se  refiero  el  caso  2,"  del  art.  4."  de  la 
ley  sobre  casación  criminal  ni  infringido  los 
artíciilns  299,  300,  326  y 414  del  Código  ci- 
tado de  1350; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  huíar  al  recurso  interpues- 
to, etc.  (SeiU.  O julio  IS72,) 

V.  Tentativa  de  allanamiento:  Ame- 
naza de  derribar  una  puerta:  Error  en  la 
aplicación  del  art.  508  en  vez  del  504 
del  Código  penal. — Declarando  haber 
lugar  ai  recurso  de  casación  y haberse 
infringido  los  arts.  504  y 607  del  Códi- 
go pena!,  se  establece  que  los  lieclios  de 
intentar  penetrar  en  la  habitación  de 
otro,  dando  voces  descompuestas  y gol- 
pes ú la  puerta  con  insistencia,  amena- 
zando con  derribarla,  si  el  dueño  ñola 
abría,  d?  que  desistió  por  la  actitud  de 
defensa  que  este  ostentó,  constituyen 
por  su  naturaleza  una  verdadera  tentati- 
va de  allanamiento  de  morada,  por  cuan- 
to el  procesado  dio  principio  directa- 
mente á su  ejecución,  y no  desistió  has- 
ta que  se  persuadió  de  que  se  exponía  á 
todos  los  riesgos  de  una  resistencia  tenaz 
á mano  armada,  opuesta  por  ei  dueño 
de  la  habitación,  en  uso  de!  libre  dere- 
cho de  defensa  de  su  hogar  doméstico;  y 
la  Sala  sentenciadora  aplicando  al  cul- 
pable e!  art.  508  parte  del  error  de  que 
el  expuesto  hecho  solo  ha  sido  una  ame- 
naza de  un  mal  que  no  constituye  delito, 
y por  lo  mismo  infringió  los  artículos 
504  y 507  invocados  como  fiiudamenlo 
del  recurso.  (Seut.  20  febrero  1873,) 
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VI,  No  consiituye  el  delito  de  alia- 
oiamiento  de  monida  el  hecho  de  destniir 
ó (juitar  el  irjudú  de  mm  caseta,  donde 
habita  una  fnniiliu,  no  entrando  en  ella. 
— El  coniratisia  constructor  de  una  car- 
retera, hizo  una  caseta  ¡tara  sus  usos,  y 
habiendo  vendido  a!  Gn  el  desmonte  y 
materiales  en  precio  de  2U00  rs.  permitió 
al  comprador  que  la  liabitara,  mientras 
ver¡íical)a  ei  pago.  Estando  posesionado 
de  la  caseta  ei  comprador  de  su  desmon- 
te, el  vendedor  bajo  el  preleslo  de  que 
no  le  pagaba  su  precio,  mandó  destruir 
el  tejado  de  la  misma,  cuyo  beclio  dió 
lugar  á la  denuncia  de  allanamiento  y á 
la  formación  de  causa  que  terminó  cali- 
ficándole de  allanamiento  con  violencia. 
El  procesado  interpuso  recurso  de  casa- 
ción y el  T.  S.  le  estima,  y casa  y anula 
la  sentencia: 


«Considerando  que,  segiin  Jos  artículos 
Í14  de!  Código  penal  de  ISiiO  y el  504  del 
reformado,  el  que  entrase  en  morada  ajena 
contra  la  voliinlad  de  su  morador  será  cas- 
tigado con  el  arresto  inavor  y multa  respec- 
tivamente de  10  á too  ‘duros,  125  á 1,250 
pesetas; 

Considerando  que  D.  Justo  Martínez,  cons- 
tructor que  fuú  de!  camino  del  Soto  á Selava 
al  vender  a D.  Joaquín  Rebolledo  e!  desmon- 
te  y materiaJes  de  la  chabola  ó caseta  que  te- 
nia para  los  usos  de  la  conslrucion  no  le 
trasladó  el  dominio  ni  la  posesión  del  edifi- 
cio, por  mas  que  le  otorgara  el  permiso  de 

habitarla  mientras  pagaba  eJ  precio  de  la 
venta: 

Considerando  que  el  iieclío  por  que  se 
procede  en  la  causa  está  reducido  única- 
mente á haber  destruido  Martínez  ei  tejado 
de  la  expresada  caseta,  sin  que  se  indique 
siquiera  que  él  ó sus  trabajadores  entrasen 
en  ella,  con  ó sin  la  voluntad  de  Rebolledo 

que  al  parecer  la  tenia  ocupada  con  sus 
muebles: 


Considerando  que  sea  cualquiera  la  i 
portancia  de  este  hecho  y la  responsahili 
de  su  autor,  no  constituye  el  allanamie 
de  morada;  y que  la  Sala  sentenciadora 
declarar  haberse  cometido  este  delito  infr 
m el  citado  art.  414  del  Código  penal 
1850,  incurriendo  en  el  error  de  derecho  < 
señala  el  caso  3."  del  art.  4.*»  de  la  ley  de 
de  jumo  de  1870  sobre  establecimiento 
los  recursos  de  casación  en  los  juicios  crii 
nales;»  (Sent.  29  marzo  1871.) 


Til.  Allanamiento  por  la  autoridad 


* 
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municipal. — Cuando . Heno,  lufjar  sin 
to  judicial  se  cómele  el  delito  penado  eñ 
el  art.  2io,  no  en  el  del  art.  uOd.  Ley  de 
19  de  julio  de  1869  sobre  apremios  por 
contribuciones  etc.  Forn.alidades. 

Habiendo  sido  procesados,  por  de- 
nuncia D.  Jerónimo  del  Corral  y don- 
, Fra  iicisco  Pedregal  alcalde  de  Arohal, 
por  allanamiento  de  morada  y exaccio- 
nes ilegales,  realizando  las  cuotas  que 
correspondieron  d unos  vecinos  en  un 
repartimiento  vecinal  acordado  por  el 
Ayuntamiento,  la  Sala  del  crimen  déla 
Audiencia  de  Sevilla  «encontró  sclojus— 
nlilicüdo  al  allanamiento  de  morada,  con 
»la  circunstancia  agravante  de  abuso  de 
aauloridad  puesto  que  se  infringieron 
»los  arts.  5.°  y 9.®  de  la  Constitución 
j ídel  Estado,  no  observando  las  disposi- 
«ciones  legales  al  realizar  ios  embargos, 
»>é  introduciéndose  en  las  casas  contra  la 
Mvoluniüd  de  los  moradores,  apesar  de 
I »que  les  denegó  la  entrada  en  ellas  el 
»juez  municipal,  que  es  el  competente 
»para  ello  con  arreglo  á la  ley  de  19  de 
I »ju¡io  de  IbCll,»  condenando  á los  pro— 
cesados  en  cinco  meses  de  arresto  mayor 
V multa  de  100  pesetas  é indemnización 
de  los  daños  y perjuicios  causados  á los 
dueños  de  los  bienes,  cuya  venta  se  lleve, 
á efecto. 


Contra  esta  sentencia  se  interpuso  por 
los  procesados  recurso  de  casación  fun- 
dándolo en  los  casos  l.°y  3/  del  arU'cu- 

ílei&TOy  alegando  como 
infringidos  los  arts.  414  y 415  del  Có- 
digo antiguo  y 60i  del  moderno,  así 
como  los  casos  14  y 15  del  art.  50  v ca- 
.0  i."  del  78  de  \Í  ley  municipal.  Y el 
inbunal  supremo  estima  solo  en  parte 
6l  recurso  en  estos  términos: 


tjuu  JOS  ariicuios  414  del 
Códgo  penal  de  1850  y 504  del  reformado 
castigan  alpaMiciiiar  que  entrare  en  morada 
ajena  contra  la  voluntad  do  su  morador:  v ei 
299  del  primero  y 215,  párrafo  primero  del 
segundo,  imponen  penalidad  especial  al  em- 
pleado publico  que  abusando  de  su  oficio 
allanare  la  casa  de  cualquiera  persona,  áno 

r/n?  Torma  que  préscr”! 

nrt  ^ funcionario  púb  ico  que 

y noestaudo^en 
suspenso  Jas  garantías  constitucionales  en- 
trase en  el  domicilio  de  uu  español  ó ex- 


J IJ 
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trrínjGro  sin  su  consontiiTiiontOj  á do  sor  8n 
Joa  COSOS  y cop  los  roquisíLns  provislos  en 
los  párrafos  primero  y cuarto  del  art,  5.*  de 
la  Constitución; 

^C*  m s i i i L r a n d o c lie,  según  el  art.  331  del 
Co|jgo  penal  de  1830,  se  renuta  empleado 
todo  el  que  desempeñe  un  cargo  público, 
aunque  no  sea  de  Hea!  nombramiento  ni  re- 
ciba sueMo  d.d  Kstado;  y según  el  416  del 
retormado,  es  í.incicmario  púidíco  todo  el 
que  por  disposición  inmediata  de  la  ley  o por 
elección  popular  ó por  nombramiento  de  au- 
toridad competente  participo  del  ejercicio  de 
ÍLinciones  públicas;  y que  liallándose  en  estos 
casos  el  alcalde  y teniente  de  Araliiil,  al  ser 
perseguidos  corno  reos  ríe  allanamiento  de 
morada  en  al  ejercicio  de  sus  funciones,  ¡a 
bih  sentenciadora,  al  aplicarles  el  art.  414 
de  Código  anterior,  que  corresponde  al  304 
clel  refurmaiiú,  lia  cometjib)  infracción  lie  ley 
comprendiila  en  e!  art,  4.®  de  la  provisional 

que  estahiece  la  casacion  en  los  iuicins  cri- 
mínales; 


Considerando  que  en  ios  casos  1 i y 15  riel 
art,  30  y el  l.“  del  78  ikd  decreto- ley  muni- 
cipal de  21  de  octubre  de  1868,  vigenle.s  al 
ocurrir'  Jos  beclios  que  han  dado  lugar  á la 
formación  de  esta  causa,  que  citan  los  re- 
ciirreriteá  corno inlríngidns,  disponen  que  son 
minediiitaniepto  ejecutivos  lo.s  acuerdos  de 
iOS  -Ayuntamientos  sobro  los  repartiinieutos 
entre  los  contribuyentes  de  las  cantidades 
que  al  puefiío  ó distrito  municipal  deban 
pagar  para  gasio.s  generales,  provinciales  y 
municipales,  ó sobre  realización  por  ios  me- 
dios que  las  leyes  determinan  de  los  cupos 
que  á los  pueblos  so  señalen  para  el  reempla- 
zo del  ejército  y demás  cuerpo.s  de  la  fuerza 
pública,  correspondiendo  al  alcalde,  como 
jefe  de  .Administración  municipal,  publicar 
ejecutar  y Iiacer  cumplir  lo.s  acuerdos  del 
Ayunta inionto  cuando  fueren  pjeciitivos  y no 
mediare  causa  legal  para  su  suspensión,  pro- 
cediéndo.se  si  lucre  necesario  por  la  vía  de 
apremio  y pago,  é imponiendo  mullas  que  en 
uinguíi  caso  excedan  do  la.s  que  establece  el 
p<‘irrafo  tercero  del  art,  50,  y arresto  por 
insolvencia; 

Consiilcrando  que  no  so  lian  infringirlo  los 
artículo.s  expresarlos  de  la  ley  municipal, 
porque  supnesto.s  los  heclm.s  que  se  con.sig- 
Dan  como  prül)a(lo.sy  en  la  forma  que  reliere 
la  Sala  sen! enciai lora  en  uso  de  su  exclusiva 
competencia,  fja  sentado,  vistos  lüsartícu!o.s 

y 9.'’  lie  la  Con.HitticÍon,  que  existe  acre- 
ditado el  cargo  de  allanamieiilo  de  morada 
por  los  procesados,  en  cuanto  no  observaron 
ias  dispo-sicioues  legale.s  al  realizar  los  em- 
‘iíargos  que  acordaron,  introduciéndose  en 
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las  casas  de  los  denunciadores  contra  su  vo- 
luntad y contra  la  del  juez  de  paz,  que  era 
el  competente,  según  la  ley  de  Í9  de  julio  de 
1869,  para  autorizar  la  entrada,  que  Jiabién- 
dose  impetrado  denegó: 

Cunsi  leraiiiio  que,  con  arreglo  al  artículo 
4.”  de  es! a ley,  el  juez  de  paz  «ícrá  compe- 
»tcnte  para  decnHar  la  entrada  eu  el  dorai- 
»cilio  lie  un  español  ó extranjero  re.^idente 
»en  España  con  el  objeto  de  levar  á efecto 
alos  embargos  de  bienes  acordado.s  en  el  pro- 
acediinienlo  administrativo;))  y lo  será  igual- 
mente para  autorizar  la  «venta  de  bienes 
amuebles  ó inmuebles  en  i’l  mismo  procedi- 
ainiento,  cualquiera  q ic  sea  el  importe  del 
adébito,  no  pudienilo  autorizvr  dicho  ein- 
abargn  y venta  de  bienes  sinoícuaiulo  de  los 
aexpediüules  resultare  haberse  llenado  todos 
alos  requisitos  que  para  que  uno  y otro  sean 
aprocedentes  exigen  las  leyes  que  rigen  el 
aprocedimiento  administrativo  :a 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  Ingtor  al  recurso  de  casacion  que 
Inn  interpuesto  D.  Jerónimo  del  Corral  y 
D.  Francisco  Pedregal,  solo  en  cuanto  al 
primer  motivo  alegado  de  infracción  del  ar- 
tículo 4!  4 de!  Código  de  1850,  que  corres- 
ponde al  504  del  reformado:  casamos  y anu- 
larnos en  este  sentido  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  del  crimen  de  la  Audiencia  de 
Sevilla;  y espídase  órden  á ia  misma  Sala, 
por  el  conducto  corre.spon diente,  para  que 
remita  la  causa  origina!  á los  efectos  de!  ar- 
tículo 4f  de  la  ley  provisional  de  casacion  de 
18  de  junio  de  1870. » (Sent.  i4  Julio  1871.) 

Yííl.  Allanamienlo  introdaciendose 
en  casa  ajena  subrepticia  y fraudulen- 
tamente y con  violencia  ó ¿iHimidacion 
ya  en  las  cosas ^ ya  en  las  personas: — 
Atentado  d la  Autoridad. 

ProcoGíido  Fernando  Sánchez  por  el 
delito  de  Dllanannie.nlo  de  la  morada  de 
Paulino  Sanclif'z  v alentado  á bi  autori- 
dad  del  juez  municipal  que  fué  en  au- 
xilio del  Paulino,  vistos  los  arls.  263, 
circunstancia  3 10,  circunstancia 

22  y 50 't,  pár.  l.“  del  Código  penal,  la 
Audiencia  de  Cáccres  condenó  al  proce- 
sado por  el  allanamiento  á cuatro  meses 
y un  dia  de  arresto  mayor  y multa  de 
■Í2o  pesetas,  y ¡mr  el  alentado  á cuatro 
años,  dos  meses  y un  dia  de  prisión  cor- 
reccional, multa  de  500  pesetas  y en  las 
costas.  Interpuesto  recurso  de  casacion, 
fundado  en  los  números  1.'^  y 3.*^  del  ar. 

u'culo  4.°  de  la  ley  de  1870,  citando  como 


infringidos  los  aris.  26í  y oOi,  este  újü- 
mo  ponjne  la  entrada  en  cosa  de  Paulino 
no  fué  contra  su  voluntad,  sino  sin  su 
consentimiento,  el  Tribunal  Supremo  le 
desestima  en  estos  términos. 

1, '*  «Considerando  que  según  el  art.  50-t 
del  Código  penal,  la  ¡nlroduccion  subrepti- 
cia y fraudulenta  contra  la  voluntad  del  mo- 
rador en  su  domicilio  constituye  el  delito  de 
allaDamienlo  de  morada,  y cuvo  delito  tiene 
una  agravación  do  penalidad  si  al  perpetrar- 
lo se  hubiere  ejercidu  violencia  ó intimida- 
ción, ya  en  las  cosas  ó ya  en  las  personas: 

2. ®  Consiílerando  que  según  ei  art.  227 
se  repulan  autoridades  á ios  que  ejercen 
constantemente  jurisdicción  propia,  y las 
ofensas  de  hecho  y resistencia  grave  ú sus 
preceptos,  constituyen  el  delito  de  atenlailo 
comprendiiio  eii  el  203,  cuya  diversidad  de 
penas,  según  ios  casos  y circunstancias,  de- 
terminan el  204  y siguientes: 

^ 3.®  Consídeniudo,  con  íiplícacton  de  las 
citadas  disposiciones  legales  ú ios  hechos 
origen  del  presente  recurso,  que  el  recur- 
rente se  introdujo  snhrepLiciamonte  y de  no- 
che en  la  inorada  ajena,  violentándola  puer- 
ta de  en  Irada,  y que  al  acudir  la  autoridad 
consliluiila  desconoció  y resistió  sus  manda- 
tos, poriienilü  manos  en  su  persona,  iiifrac- 
cioD  determinada  en  el  núin.  3°  del  art.  204 
convenientemente  aplicado  por  la  Sala  sen- 
tenciadora, estando  por  consiguiente  desti- 
tuido de  todo  fu  u( lamen  lo  legal  el  recursoj 

Fallamos  que  delieiiios  declarar  y declara- 
mos no  Inher  lugar  ;í  Ifi  ailiiiidon  del  inter- 
puesto a nombre  de  l'ernan  lo  Sancliez,  con 
las  coslas  etc . (Seúl,  ti  julio  1S72.) 

AMEMAIAS.  I.  Se  comete  infracción 
de  ley  impunient/o  el  grado  medio  déla 
pena  ú lus  amenazas  eondicionales  he- 
chas por  vscrilo  ó por  medio  de  emisa- 
rio (!).— Amo  y Félix  Angel  Gon- 
zález fueron  procesados  e.i  c!  Juzgado  de 


(G  til  CúdÍt?o  ponal  cnnsiilerji  I^s  amena/. 

como  doiito»  contra  la  soguriéait  y liberta é; 
corno  fuitaá  cuuudu  [lor  su  niLMior  gravedad 
por  sus  circunstancias,  no  lleguen  á consltiu 
delito.  I.as  amenazas  i¡ue  ccmslitnyen  delito 
aeterminnri  en  ]u&  arls.  ."307  al  fiÜO.'Las  que  s 
lamente  conslituyeii  faltas,  son  objeto  déla 
tículo  liÜ4  en  sus  números  2.“,  3."  y 4.". 

Iliiy  otras  amenazas  que  consli lujen 
acato  0 que  se  [lenan  especialtiienle  (ui  tos 
liculos  174,  173,  ]7d,  ¡8  »,  2(i()  al  27(1.  v i 
las  dirigidas  á ios  liipuiajos  y senadores,! 
rostros,  auluridadfs,  funcionarios  públicos 
agentes  de  lu  autoridad,  con  las  circunstaiic 
^uo  en  uicliüs  artículos  se  determinan. 
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Sigüenza,  por  el  delito  de  haber  amena- 
zado de  muerte  á D.  Benito  Al  mazan, 
por  medio  de  una  carta,  si  no  les  entre- 
gaba FájOÜU  reales,  colocándolos  en  el  si- 
tio que  determinaban.  Colocó  Ai  mazan 
en  el  lugar  señalarlo  un  saco  t[uc  conie- 
I nia  pedazos  de  herradura  y clavos,  y re- 
cogido, y seguida  la  causa  contra  los  re- 
feridos Amo  y González,  la  Sala  de  lo 
criminal  de  la  Audiencia  de  Madrid  ca- 
liücando  el  liecho  d«  delito  de  amenazas 
por  escrito  do  un  tnal  que  seria  delito, 
exigiendo  la  cantidad  de  12,000  rs.  sin 
haber  conseguido  sn  propósito,  y decla- 
rando autores  á los  procesados,  los  con- 
donó á dos  años,  cuatro  meses  y un  dia  de 
¡ prisión  correccional , accesorias  y costas, 
interpuesto  recurso  de  casación  por  el 
Ministerio  fiscal,  es  estimado  en  los  tér- 
miaos  siguientes: 


oCousideratido  que  según  el  art.  507,  nú- 
mero i.“,  párrafo  segumlo  del  Código  penal 
reformado  que  se  cita  como  fundamerilo  del 
recurso,  la  pena  se  impondrá  en  su  grado 
inííjiimo  si  las  amenazas  se  hicieren  por  es- 
crito, 6 por  medio  de  emisario;  y apreciadas 
por  la  Sala  sen  Leo  cÍu»  lora  como  amenazas  de 
muerte  hechas  por  escrito  las  que  lian  sido 
objeto  de  la  cau-a,  ha  debido  aplicaren  sii 
grado  má.ximo  y uo  en  el  medio  la  peun  que 
corresponde  con  arreglo  á los  arts,  507,  nú- 
inoro  1 A,  en  combinación  con  el  419  que  se 
invoca  en  la  sentencia: 


cuatro  me.ses  y tui  dia  de  prisión  correccio- 
nal, en  lugar  de  cuatro  años  y un  dia  á seis 
años  iiue  comprende  el  másinio,  en  confor- 
midad á la  la  )la  demostrativa  del  art.  97  se 
lia  cometido  Ja  infracción  de  ley,  cinso  4.°, 
artículo  4.“  de  la  de  casación  que  se  ha  ale- 
gado eii  apoyo  del  nmurso; 

Fallamos  que  dehemos  declarar  y declara- 
mr>.s  haber  lugar  al  recurso  de  casación,  in- 
terpuesto pur  el  iniiiisterio  (¡srail:  casauios  y 
anulaunfs  etc.»  ^Sciit.  14  octubre  1872.) 

!í.  Distnilo  ranUlar  de  las  aííif7Ha- 
zns  que  son  simples  fallas:  amenazas  de 
WH  'liiül  (p.te  coiishlttifü  dehlo  ea  el  calor 

déla  ira  .. — A consecuencia  de  luia  dis- 
puta ocurrida  en  uno  laliíM'na  de!  pue— 
íilo  de  Viiiailesos  en  la  iMrdo  de  ü de  Sií— 
liembre  de  1S“0,  entre  ü.  Juan  Muya  y 
lomas  Coca,  sacó  td  [iri uvero  una  navaja 
para  acoiiiüler  al  segundo,  y como  éste 
fluyese  aseguró  Muya  que  habla  de  lua— 
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tarlfi:  por  ta  noche  se  dirigió  á casa  de 
Coca,  no  pediendo  conseguir  que  le 
abriesen  y repitió  su  amenaza  de  matar- 
lo, así  como  en  la  taberna  donde  ense- 
ñó su  re^volver,  y al  dia  siguiente  en 
casa  del  propio  Coca  y á presencia  de  su 
mujer.  La  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  Madrid  condenó  á Moya  como 
reo  del  delito  de  amenazas  no  condicio- 
nales (ari.  Íj07  de!  Código  penal),  con 
la  circunstancia  atenúame  de  arrebato 
y obcecación,  en  un  mes  y un  dia  de 
arresto  mayor,  mulla  de  l'íii  pesetas  y 
accesorias;  é interpuesto  recurso  de  ca- 
sación, citando  corno  infringido  el  nú- 
mero 3.*^  del  art.  íiOÍ  del  Código  penal, 
la  Sala  segunda  declara  f[ue  no  liá  lu- 
gar á su  admisión  (i). 


(i)  Esta  i tiad misión  óel  recurso  no  la  en- 
con Iranios  muy  jusiificacla,  y nos  lia  privado 
do  conocer  la  itUoligencia  que  el  mismo  Trilm- 
nal  Siiproino  hubiera  dado  a!  artículo  citado 
como  infringido,  en  el  que  creemos  que  haya 
errata,  pues  sin  ella  resulta  notoria  conlradic- 
cioii  en  sus  palabras.  Dice  así: 

«Serctn  caslirjLitio»  con  las  penas  dc-  nnoá 
cinco  di  as  do  arresto  6 multa  de  cinco  á oO 
pesetas id  Los  que  de  palabra  y cu  el  ca- 

lor lie  la  ira  amen  azaren  a otro  con  causarle 
un  nial  que  constituya  delito,  y por  sus  actos 
pusteriures  demostraren  que  peisislierou  en  la 
idea  que  significaron  con  su  amenaza,  siempre 
que  |)or  las  circunstancias  el  hecho  no  estuvie- 
re comprendido  cu  el  libro  2."  de  este  Código.» 

illay  ú no  errata,  en  la  redacción  dc  este  ar- 
tículo? ¿lia  querido  decir,  como  dice,  «f/i/e  per- 
ftish'eron  en  la  idea»  ó «r/ucuo  persisí ieron  en 
/a  ü'dca,. ..?•  ibira  nosotros  luiy  errata,  aunque 
no  la  eneonlramos  entre  las  muchas  que  recü- 
íicó  el  Decroto  de  1."  de  enero  de  1871;  y opi- 
namos asi',  porque  de  esta  manera  aparecerá 
mejorada  la  letra  del  antiguo  niiin.  12  ded  ar- 
tículo/i8b,  y porque  el  recto  y buen  sentido 
mora!  y jurídico  ri'chaz.'irian  sino  la  alteración 
hecha  en  el  mismo  articulo.  Hay,  pues,  errata, 
ó si  no  ci  núm.  3.“'  licl  art.  Güi  del  bodigo  pe- 
nal refor.'nado  sancionaría  un  absurdo. 

V esto  nos  lo  dice  el  caso  mismo  del  recurso. 
Si  después  del  momento  de  I.'t  riña  ó disputa 
ciUre  Moya  y Coca,  pasado  el  calor  de  la  ira,  el 
primero  no  bubiora  deriioslr.'ido  que  persi-slia 
en  la  id^’a  que  sigidlicú  con  su  amcnny.a,  gl  he- 
cbo  hubiera  sido  siniple  Calta;  y si  la  Audiencia 
le  cali lici'i  como  delito  y el  Triliunal  Supremo 
no  bal  tú  rniKlamonlo  alguno  que  autorizase,  la 
admisión  del  recurso  de  casación  do  dicha  sen- 
tencia ('cosa  qiio  nos  sorpi-ende  alomlido  ol  ar- 
tículo eilado  como  infringido,  que  es  ohj ‘¡.o 
dc.  estas  líneasL  preciso  es  convenir  en  queso 
tuvo  |ire.<enle  soianicnlL’e!  art.  .^iü7y  que  se  pres- 
cindió dol  üüi,  cuya  letra  tal  como  apaiecets 


1. *  «Considerando  que,  con  arreglo  al 
artículo  507,  núm,  2.®  del  Código  penal,  el 
(jue  amenaza  Á otro  con  causar  al  misino  ó 
a su  lamilla  en  sus  personas,  Iioiirn  ó pro- 
piedad un  mal  que  constituya  delito,  si  la 
amenaza  no  fuese  contlicional,  debe  ser  cas- 
tigado con  las  penas  de  arresto  mayor  y mul- 
ta de  125  á i ,250  pesetas: 

2. “  Considerando  que,  según  las  pruebas 
apreciadas  por  el  Tribunal  sentenciador,  el 
procesado,  uo  en  el  calor  dc  la  ira  y á raíz 
de  la  disputa,  sino  mas  tarde  y en  distintas 
lloras,  y hasta  en  el  dia  siguiente  en  la  mo- 
rada y á presencia  de  la  mujer  de  su  adver- 
sario, !e  amenazó  de  muerte  mostrando  el 
instrumento  de  su  venganza,  circuMSta acias 
todas  que  revisten  al  suceso  dc  delito,  y 
comprendido  por  lo  lanío  en  el  libro  2.",  y 
no  en  el  3.®  de  las  faltas  del  citado  Código, 
como  se  pretende  en  el  recurso.»  ^Sent.  23 
abril  1S72.) 

Como  c!  Tribunal  Supremo  dice  tan 
acortad  ámenle,  el  Itecho  reviste  todos  los 
caracteres  del  delito  que  pona  el  art.  507; 
pero  supuesta  la  errata  del  art.  604  que 
indicamos  en  la  ñola, 

II f.  Solo  puede  imponerse  el  destier- 
ro al  reo  de  amenasas  que  castigan  los 
arls.  507  y 508,  cuando  condenado  á 
dar  caución  7io  la  diere:  Casación, — Se 
declara  haber  lugar  al  recurso  do  casa- 
ción interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal 
conira  sentencia  de  la  Audiencia  de  Cá- 
ceres  en  causa  sobre  amenazas: 

«Considerando  que  el  arl.  ;íOf)  del  Código 
penal  vigente  faculta  á los  TribuualtíS  para 
que,  al  condenar  por  los  delitos  de  amena- 
zas previstos  en  los  arts.  ü07  y 508  que  le 
preceden,  puedan  hacerlo  lamhioD  ex’gtendo 
al  amonazíidor  caución  de  no  ofender  al 
amenazado  y en  su  delecto  á la  pena  de  des- 
tierro: . . 

Considerando  que  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Auiliciicia  de  Cáceres,  al  establecer  la  pe- 
nalidad correspondiente  a!  procesado  Uaíael 
Andrés  Alvarez,  como  responsable  de  tres 
delitos  dc  amenazas  do  muerte  veriíicadas 
lor  escrito,  exigiendo  una  cantidíiil  siu  ha- 
jcr  conseguido  su  propósito,  le  condena  ade- 
más de  la  pena  señalada  por  la  ley  á seis 


coiUracliclnria.  Concluyamos:  la  amenaza  de  un 
mal  qnc  cotislituya  dclilo,  liccha  de  palabra  y 
en  el  calor  de  ia  ira.  es  falta.,  si  desjuies  del 
calor  de  la  la  ira  no  se  porsisle  en  la  amouaza. 
Si  se  [lersiste  tlelie  ser  de  lile:  pero  no  dice  o^lo 
el  arl.  G04- 
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años  rJft  (Iñslítirro  por  cada  uno  da  los  rerarí- 
(los  dtilitO'í,  no  autoriz^thlolo  el  ort.  509  cita- 
cío  para  lincorJi)  desde  iucgo,  .sino  que  debió 
condenarle  á prestar  la  c.nicion  que  diclio 
artículo  dispone,  y solo  al  destierro  en  el 
caso  de  no  prest  arla; 

Consideran  íu  que  no  habiendo  dictado  su 
su  sentencia  do  2U  de  febrero  último  alem- 
perániíofc  .1  las  pre.scr[pciones  de  dicho  ar- 
lículo,  lo  fia  infringido,  incurriendo  en  el 
error  de  imponer  uua  pena  al  procesado  que 
no  ie  corresponde  en  la  manera  y forma  que 
lo  ha  hecho,  procetliendo  por  Ío  mismo  su 
casación,  conforme  al  caso  4.\iei  art.  i/ile 
)a  ley  que  la  establece  respecto  á los  juicios 
criminales; 

Falíiinms  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  ai  recurso  etc.  (Sent.  24 
setiembre  1S72j. 

Sobre  el  delito  de  amenazas  dcd)e  ad- 


vertirse que  alguna  vez  puedo  confundir- 
se con  la  tentativa  de  otro  delito,  la  ame- 
naza por  ejemplo,  do  tirar  una  puer- 
ta etc  , con  la  lenioliva  de  allanamiento. 
(V.  A m.AN^  MIENTO,  nú  ni.  V,  y la  amenaza 
de  muerto  con  la  tentativa  do  homicidio.) 
Ademas  consúltese  Aten  tato  y Desacato, 
en  cuanto  se  reliera  á amenazas  á ia  au- 
toridad ó sus  agentes, 

APREiVllOS  ILEGlTiMDS.  flef¡uwtos  pa- 
ra proceder  ailmi))isíniliramfl7}(e  eo^iíra 
los  f/í'ii//oco,s‘  fí  la  Ifiicienda',  Sin  haberse 
llenado  los  reqitisilos  cslablecidos  el  juez 
muuicifnU  no  puede  autorizar  la  entrada^ 
euibarejo  y venta  de  bienes^  y la  deticga- 
cioii  de  auxilio  en  este  caso  jío  constiluyc 
delito’,  (lasacion  por  error  de  derecho.— 
Htí  ar¡ ni  á la  letra  un  fallo  en  que  se  casa 
y anula  el  de  la  Audiencia  por  laherseco- 
mclidoíMiól  error  do  derecho,  califlcandc 
como  delito  la  denegiicion  de  auxilio  para 
un  apremio  en  que  no  se  cumplieron  las 
prescripciones  de  la  ley.  Dice  así: 

tdíii  la  villa  do  Madrid',  á 21  de  setiembre 
de  t872,  en  el  recurso  de  casación  por  ín- 
fraccmii  de  ley  que  ante  i\os  pende,  inter- 
puesto por  I).  Victoriano  Maleo  contra  la  sen- 
tencia pronuncinda  por  la  Sala  de  io  criminal 
de  la  Auiiiencia  de  Zaragoza  en  causa  segui- 
da id  niismo  por  dcnpg.icion  de  auxilio: 

^HesuiLando  q-m  en  21  de  noviembre  del 
ano  último  el  adiuiuistrador  económico  de  la 
provincia  impuso  á Ü.  Camilo  Torres  y o)ro.s 
el  apremio  de  ijriiuer  grado  por  no  haber  sa- 
tisleclio  ;i  su  tiempo  la  cuota  correspondien- 

aquel  año;  y que 


dos  dias  después  se  prescrild  el  referido  Tor- 
res á imeer  el  pago,  pretendiendo  efecluarlo 
sin  recargo,  fundailo  en  que  no  se  le  había 
Dotííicado  aun  la  oportuna  providencia,  á lo 
que  se  opuso  la  Adminísl ración: 

Resultando  que  posLeriormento  se  practicó 
la  Dolilicacíon;  y trascurriiln  el  término  le- 
gal, se  íictidin  al  juez  municipal  suplente  Roa 
Victoriano  .Maleo  para  que  decretara  el  em- 
bargo y venta  en  su  caso  de  los  bienes  del 
deudor  moroso,  autorizando  al  efecto  la  en- 
trada en  fu  domicilio,  á lo  cual  se  m-gó  di- 
cho juez  fundándose  en  que  el  apremio  no  es 
exígihie  antes  de  la  notificación,  y ef  liemlor 
se  habla  presentado  á hacer  el  pago  con  an- 
terioridad á que  se  le  hiciera  diclia  notifi- 


cación: 

Resall  an  lio  que  el  comisionado  ejecutor 
acudió  a!  jefe  cconó:nico,  quien  previo  infor- 
me del  Negociado  y oíicial  letrado  insistió  cu 
que  el  juez  autorizase  el  embargo  y entrada 
en  el  domicilio,  locua!  volvió  á denegar; 

UesnllaiKio  que  el  MiiiísLerio  liscal  denun- 
ció el  hecho’,  y en  su  virtud  se  instruyó  cau- 
sa contra  1).  Sh’cloriano  Mateo,  el  cual  con- 
fesó que  habia  denegado  lo  que  se  solicitaba 
fiinilándose  en  el  art.  4.'  de  la  ley  de  19  de 
, nlio  lie  1869,  y en  que  el  jefe  económico  no 
habia  hecho  en  la  forma  que  la  instrucción 
marca  la  declaración  de  inexistencia  de  de- 
l'eclo.s  en  el  expediente: 

Re.SLillando  que  la  Sala  declaró  que  el  he- 
cho probado  con.^tiUiia  delito  de  denegación 
de  auxilio,  con  la  circiinstancia  atenuante  del 
núm.  art,  9.°,  y en  su  consonancia  ¡in- 
|]u.so  al  procesado  un  me.s  y un  dia  do  sus- 
pensión y mulla  de  125  pesetas: 

Uesul tanda  que  contra  e.sLa  sonleucía  in- 
terpuso el  procesado  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  que  fundó  en  el  núm. 
del  art.  4.*^  de  la  provisional  sobre  su  esla- 
bleciinienlo,  fdeg;indo  como  infringidos  io.s 
artículos  i."  de  la  ley  de  19  de  julio  de  1869 
y 24  de  h instrucción  ile  3 de  t icieinbre  det 
niismo  uno,  el  art.  382  del  Código  y todos  ios 
citados  en  la  sentencia,  piie.slo  que  el  hecho 
de  que  so  trata  no  con.slituye  delito; 

l\esultando  que  admitido  ol  recurso  por  la 
Sala  .segiitida  de  este  Trilmnil  Supremo,  se 
¡lasó  ii  esta  tercera,  donde  ha  sido  sustancia- 
do en  forma,  habiéndose  adherido  á 61  in 
Doce  en  el  acto  de  la  vista  el  Ministerio  fiscal; 

Msto,  siendo  ponente  el  ¡naL'istrado  Don 
Antonio  VabJó.s: 

Considerando  que  solo  puede  procederse 
adminí.slratiyarnpnlñ  contra  ios  deudores  á la 
Hacienda  pública  después  de  expedidos  la 
relación  ó ccrtiticado  por  el  funcionario  di- 
rectamente encargado  de  la  cobranza,  y lia- 


cer  constar  haber  sido  i n vitado  al  pago  el 
deudor  con  la  antelación  y en  la  forma  que 
deleniiinan  las  disposiciones  administrativas, 
en  conformidad  a!  art.  2."  de  la  lev  de  i 9 ue 
julio  de  i 869: 

Considerando  que,  según  ios  artículos  19, 
20  y 21  do  la  inslniccion  sobre  el  modo  de 
proceder  para  cobro  de  débitos  á la  Hacioncia 
pública  de  3 de  diciembre  del  ano  dicho,  es 
necesario  que  recaiga  providencia  en  la  re- 
lación de  deudores  que  forme  el  cobrador 
por  el  ailminiátrador  econúmico  cuando  se 
trata  de  las  capitales  de  provincia  y de  parti- 
dos admínisl  ral  ivns,  ó por  los  alcaldes  res- 
pecto de  los  demás  pueblos,  señalando  el 
plazo  de  tres  dias  para  el  pago,  debiendo  lia- 
cerstí  la  notificación  de  la  misma  á cada  con- 
tribuyente por  medio  de  papeleta  linnada  por 
quien  la  hubiere  acordado:  y solo  produce 
efecto  después  de  liecím  á aquel  o cualquiera 
individuo  de  familia  ó servicio  inavorcs  de 
edad: 

Considerando  que  segiin  el  art.  de  la 
ley  antes  citada,  el  juez  municipal  no  puede 
autorizar  )u  entrada,  embargo  y venta  de  los 
bienes  de  los  deudores  á la  Ilacienda  sino 
cuando  resuite  de  los  expedientes  Jiaber.se 
llenado  todos  ¡os  requisitos  que  para  lo  uno 
y otro  corresponden  y se  exigen  perlas  leyes 
que  rigen  el  proccdiinieolo  administrativo: 

Considerando  que,  según  se  refiere  en  la 
sentencia  contra  la  que  .se  ha  recurrido,  el 
deudor  D.  Candió  Torres  ofreció  eí  pago  de 
su  cuota  y se  presentó  á efectuarlo  antes  de 
ser  nsfiíicíulo  de  la  providencia  de  aprendo, 
y no  le  íué  admitido  sin  e!  recargo  del  apre- 
mio del  primer  grado;  y en  este  caso  no  po- 
día tener  lugar  id  procedimiento  ni  el  juez 
immicipal  autorizarlo,  puesto  que  sin  él  se 
conseguía  e!  reintegro  á la  Hacienda  pública; 

Considerando  que  liabiéndose  catiücarlo 
ese  [jecho  por  Ja  Sala  sentenciadora  como 
delito  de  denegación  de  auxilio,  Jiu  cometido 
el  error  ccun prendido  en  el  caso  l.“  del  ar- 
tículo 4,°  de  la  ley  sobre  casación  en  lo.s  jui- 
cios criminales,  é iníriugido  Jos  artículos  ci- 
tados de  la  ley  é instrucción  de  19  de  julio  y 
3 de  diciembre  citados  y el  382  del  Código 
penal; 

Fallamos  que  debemo.s  declarar  y declara- 
mos liabcr  lugar  al  recurso  propue.sto  por 
13.  VicLonano  Mateo  contra  la  sentencia  de  la 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Zara- 
goza.- casanios  y anulamos  dicha  .sentencia;  y 
reclámese  de  la  mi.^ma  la  causa  original  á los 
decios  del  art.  4!  de  la  ley  do  casación  en  los 
juicios  criminales.»  (Sent.  21  set.  1872.) 

V.  Alcamuís,  sentencia  de  12  de  julio 
<le  1873:  ALT,.*ri.'vM'KNTO,  sentencia  de  9 
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de  julio  de  1872:  Expropiación  be  bie- 
nes, sentencia  de  1U  de  noviembre  de 
1872:  DiiNiiGAciüN  oe  auxilio,  sentencias 
de  2¡í  de  marzo  y 4 de  octubre  de  1873. 
ARMAS  PROHIBIDAS.  V.  CincuNSTArí- 


ciAS  AGR.WAiSTLS,  iifí Hci pálmente  el  nú- 
mero XXX  lí  I. 

ARRESTO  MAYOR.  Múlt iple aplicncio- 
de  esta  pena.  Modo  de  distyihnifda  cíí 
grados  según  sux  diferenles  combinarto- 
nes:  Cuadro  sinóptico. 

I.  El  arresto  mayor  es  una  de  las 
penas  establecidas  y acaso  la  más  pro- 
digada en  el  Código,  pues  .se  emplea  en 
lodos  los  títulos  del  libro  segundo  ó sea 
para  toda  clase  de  delitos,  (bm  la  pena 
de  arresto  mayor  se  íurman  además  muy 
variadas  coniljinacÍone.s,  ya  fraccionán- 
dola, ya  agregándola  á uno  ó más  grados 
de  la  de  prisión  correccional,  ó dei  pre- 
sidio correccional  ofreciendo  en  la  prác- 
tica dificultades,  para  su  distribución  en 
grados  ó para  ascender  ó deseen der  ú 
otra  pena,  que  en  inucbo  tiempo  no  lia 
de  poder  resolver  saiisfaclorianienle  la 
jurisprudencia. 

íí.  La  duración  del  arresto  mayores 
de.sde  un  mes  y un  dia  ó seis  meses,  ar- 
tículo 29;  lleva  consigo  la  suspensión  de 
todo  cargo  y del  dereclio  de  sufragio 
durante  el  tiempo  de  la  conilena,  art.  Ó2; 
y es  la  úliimn  de  las  [icuui'í  en  las  dos  es- 
calas graduales  del  art.  02;  de  modo  que 
su  inmediata  superior  es  unas  veces  la 
prisión  correc.cionalj  y otras  el  presidio 
correccional,  liabiendo  de  aplicarse  una 
ú otra  con  sujeción  á la  reg  a que  esta- 
blece el  último  párrafo  del  citado  art.  92. 

IIÍ.  El  arresto  mayor  se  sufre,  se- 
gún dispone  el  art.  ‘Íl8  en  la  casa  pú- 
blica destinada  á este  fin  en  las  cabezas 
de  partido,  no  puüiendo  los  penados 
salir  del  establee! miento  en  que  su- 
fren ia  pena  durante  el  tiempo  de  la 
condena,  y pudiendo  ocuparse  para  su 
propio  beneficio  en  trabajos  de  su  elec- 
ción, siempre  que  fueren  compatibles 
con  la  disciplina  reglamentaria.  Los  que 
no  tengan  oficio  ó modo  de  vivir  cono- 
cido y honesto,  y todos  basta  liacer  efec- 
tiva lo  responsabilidad  civil  provenienia 
del  delito  é indemnizar  a!  cslablecimien- 
to  Je  los  gastos  que  ocusionen  están,  si  a 
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embargo,  sujetos  á los  trabajos  del  es- 
tablecí míen  lo. 

IV.  Los  artículos  en  que  se  emplea 
el  arresto  mayor  simplemente  ó sin  com- 
binación ni  en  fracciones  son  por  lo 
menos  4IÍ  que  á nada  conduce  enumerar. 

y.  También  son  muchos  los  casos  en 
que  se  emplea  la  pena  fraccionada  y 
compuesta  con  la  de  prisión  ó presidio 
correccionales,  y esto  si  que  conduce  á 
nuestro  propósito.  Las  distintas  combi- 
naciones en  que  se  emplea  el  arresto  ma- 
yor y los  artículos  relativos  á cada  una 
son  1 7 á saber: 

Arresto  mavor  en  su  grado  mínimo. 
fArts.  274  pár.  oüS  pár.  2.^  3íi4, 
469  núra. 2.°,  474  y 5Í 1.) 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio,  (Ar- 
tículos 340  pár.  398  j 520,  370  y 
58  í párrafo  2.°) 

Arresto  mayor  en  5tí  grado  máximo. 
(Aris.  272  pár.  2.°,  409,  5o6  y 558.) 

Arresto  mayor  en  sus  grados  mhiimo 
y medio.  [Arts.  241,  334,  346,  359,  531 
número  4.^^,  547  iiúm.  1.”,  550,  551, 
552  y 581 .) 

Arresto  mayor  en  sus  grados  medio  y 
máximo.  (Arts.  288  pár.  2.°  346  párra- 
fo 2;’,  398,  399,  520,  554,  570, 581  pár- 
rafo 2.'^) 

Grado  máximo  de  arresto  mayor  en 
sus  grados  miniino  y medio.  (Art.  548 
párrafo  2.”  de  los  núms.  4.°  y 5.°) 

Arresto  mayor  d prisión  correccional 
en  su  nnulo  minmo.  (Art  254.) 

Arresto  mayor  á prísíoíi  correccional 
en  -sw  grado  máximo. 

_ Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á 
pi'ision  correccional  en  su  grado  míjiíwo. 
(Art.  271,  270.  ;363.  437.) 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á 
presidio  correccional  en  el  grado  minimo 
(Art.  524,  531  núm.  3.“,  547  núrn.  2.«) 

Arresto  maj'or  en  su  grado  máximo  á 
prisión  cnrrccrional  en  su  grado  mínimo. 
(Arls.  238,  267,  274,  3‘l3,  32!,  323 
343,  344,  353,  350,  357,  3Ü8,  364.  431 
número  4.^  455,  542,  574  y o8I .) 

Arre-slo  mayor  cu  su  grajo  máximo  ú 
presidio  correccional  en  su  grado  7nini~ 

mo.  (Art.  332  uúm.  S."*,  397,  405,  528, 

g49y570.) 
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Arresto  mayor  en  su  grado  ináximo  á 
yjrísíoíi  correccional  en  su  grado  medio, 
(Arts.  333,  578.) 

Arresto  mayor  c7X  su  grado  máximo  á 
presidio  correccional  en  sit  grado  medio. 

(Art.  35.) 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en 
su  grado  medio  á presidio  correccAonal 
en  su  grado  minimo.  (Art.  548  pár.  2.° 
del  núm.  4.°) 

Grado  minimo  del  arresto  mayor  en 
su  grado  Jtiáxiino  á prisión  correcciojiai 
en  stt  grado  xninimo.  (Art.  274  pár.  2.°] 
Grado  máximo  del  arresto  xnayor  en 
su  grado  máximo  á prisión  correccional 
sn  grado  íninimo.  (Art.  5í4  con  relación 
al  512  y 539.) 

VI.  Gomo  se  ve  la  combinación  es 
múltiple  y liasta  caprichosa  y ha  de  ofre- 
cer necesariamente  dificultades  de  apli- 
cación no  solo  en  su  ascenso  y descenso 
sino  también  en  su  división  en  grados, 
dificultades  que  ya  ban  ocurrido  en  la 
práctica  y que  han  sido  objeto  de  algu- 
nos recursos  de  casación  cuyos  fallos  es 
conveniente  conocer  (Ij.  Veamos: 

Víí.  (10  marzo  de  1871.)  Subdi-^ 
visión  en  tres  grados  de  la  pena  com^ 
puesta  de  arresto  mayor  en  su  grado 
máximo  á presidio  correccional  en  su 
grado  mimmo.—Lü  A mi  ¡en  cid  de  Ma- 
drid condenó  á .Jesús  Díaz  Luengo  por 
el  delito  de  estafa  en  cantidad  menor 
do  100  pesetas  con  la  circunstancia  agra- 
vante de  reincidencia,  á diez  y seis  meses 
de  presidio  correccional,  indemnización 
de  21  pesetas  y demás  accesorias.  Contra 
este  fallo  interpuso  el  procesado  recurso 
de  casación,  «fundándole  en  el  pár,  5.° 
»del  art.  4.^  do  la  ley  de  1870,  y citando 
»conio  infringidos  los  arts.  79,  549  y re- 
»gfa  L'"  del  82  ilel  Código  reformado- 
«pues  con  arreglo  ú estas  disposiciones’ 


(1)  Aquí  no  vamos  A indicar  las  dificuUades 
que  en  ia  práctica  no  pueden  iiieiio.s  de  ocurrir 
para  el  ascuoso  y descenso  de  las  penas  fraccio- 
nadas ó conipuesias  señaladíis  en  forma  no 
prevista  en  las  rejrias  del  art.  7G.  Ksto  ío  ileja- 
inos  p.Tracl  aitículo  Escalas  oraoualcs  donde 
damos  un  cirutlro  de  loila.s  las  (]w  tím- 

plea  el  (ajiligo  en  lodas  sn.8  foniias  y combina- 
Clones,  baciéii dones  cargo,  como  arjúí,  de  la 
jurisprudencia  eslaljlecida. 
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»ei  delito  debía  penarse  con  nueve  me- 
ases y diez  días  de  presidio  correccional 
»y  accesorias,  toda  vez  que  tomada  en 
«cuenta  [)or  la  ley  la  circunstancia  de 
«reincidencia,  el  delito  debia  conside- 
«rarse  como  otro  delito  simple,  y bajo 
»tal  supuesto,  siendo  la  pena  que  el  c¡- 
»tado  íut.  S'iÜ  impone  compuesta  Je  dos 
M grados,  máximo  del  arresto  mayor  y 
«mínimo  del  presidio  correccional,  debo 
«dividirse  en  tres  grados  para  su  aplica- 
«cion,  según  el  art.  83  (1).» 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  ha- 
ber lu(jiir  ai  recurso  de  casación 

«Considerando  que  al  apreciar  la  Sala  sen- 
tenciadora la  circunstancia  de  doble  reinci- 
dencia del  Díaz  Luengo  en  el  delito  de  es- 
tafa, ó imponer  la  pena  de  diez  y seis  meses 
de  presidio  correccional,  no  comete  error  de 
derecho,  puesto  que  aplica  la  que  correspon- 
de seg'm  el  art.  519,  con  referencia  al  nú- 
mero I del  547  del  Código  penal , sin  au- 
mentarla por  la  calificación  de  aquella  cir- 
cunstancia, que  está  expre.sa  y penada  en  el 
artículo  citado; 

Consitb.’rando  que,  según  el  art.  79  del 
Código  citado , no  producen  el  electo  de  au- 
mentar la  pénalas  circunstancias  agravantes 
que  por  .si  misnia.s  constituyeren  un  delito 
especialmente  penado  por  la  ley,  ó que  ésta 
liaya  expresado  al  describirlo  y penarlo;  y 
conforme  á la  regia  1.*  del  82,  cuando  no 
concurran  circunstancias  agravantes  ó ate- 
nuantes, como  .sucede  en  el  presente  caso, 
corresponde  imponer  la  pena  en  el  grado 
medio: 

Considorando  que  correspondiendo  al  de- 
lito que  se  persigue  en  la  presente  causa  la 
pena  de  arreslt»  mayor  en  su  grado  máximo 
y mínimo  de  pre.sidio  correccional,  y debien- 
do dividirse  el  li.tal  del  tiempo  de  ámbas  pe- 
na.s,  que  es  el  ile  troinla  meses  menos  un 
dia  (2J  en  tros  periodos  iguales  , so  halla  en 


tlj  Toilü  el  razomuiiionlo  es  conlraprodii- 
cenle,  pues  cotii prendiendo  el  grado  máximo 
del  arrc.slo  mayur  y míiumo  del  prcsulio  cor- 
reccÍon.al  desde  eunlro  meses  y un  dia  á dos 
anos  y einilro  meses,  corresponden  al  grado  mí- 
nimo de  ctiairo  inrsoá  y dia  á un  año;  al  medio 
de  un  año  y un  dia  n un  año  y ocho  meses;  y 
al  máximo,  de  un  año  ocho  iiieses  y un  día  á 
dos  años  y cuairo  meses. 

(2)  N.i  s iH  ireinla  tnese.s  menos  un  dia,  sino 
veintiuclio  nic,>e.s  justos  los  que  conqtrende  el 
tiempo  de  ambas  penas,  ó indiid.ildemenle  liay 
en  esta  aserción  del  consideratulu  una  errata  ó 
«quivücacíon  jiiaterial,  puesto  que  es  ternú- 
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el  grailo  medio  la  impunsla  en  la  sentencia 
recurrida; 

Y considerando,  por  lo  tanto  , que  en  la 
misma  no  se  ha  f.dtado  á lo  dispuesto  en  el 
caso  5.“  del  art.  -i.**  de  la  ley  antes  citada, 
ni  se  infringen  los  arls.  79  v 549  del  Código 
penal.»  (Sent.  JO  marzo  J87i), 

VIII.  (Otro  fallo  de  10  de  marzo 
de  1871.)  (La  7?ttsma  (íocO  tiiu  del  caso 
anterior  expuesta  con  nuis  claridad  tj 
exactitud  sin  cmtía.)— La  Audiencia  de 
Madrid  en  otra  causa  contra  el  mismo 
Jesús  Díaz  Imengo  declaró  por  su  sen- 
tencia ({uo  el  bocho  constiluia  el  dolilo 
de  estafa  en  cantidad  menor  de  lOU  pe- 
setas, y condenó  al  procesado  en  diez  y 
seis  meses  de  presidio  correccional  y sus 
accesorias.  Se  interpuso  por  el  procesado 
recurso  de  casación,  citando  como  in- 
fringidos el  art.  79,  la  regla  1.‘  del  82  y 
el  art.  83,  y se  declaró  que  no  bá  lugar 
al  recurso: 

! «Considerando  que  el  que  en  perjuicio  de 
otro  se  apropia  ó dislnie  dinero  Ó efectos  que 
bul-'iere  recibido  con  obligación  de  devolver- 
los incurre  en  la  pena  de  arresto  mayor  en 
su  grado  tniiiimo  y medio  si  la  defraudación 
no  excede  de  100  pesetas;  y qne  luí  ile  ser 
castigado  con  la  pena  superior  en  un  grado 
si  fuese  dos  ó más  veces  reincidciite  on  el 
ujisiijo  ó semejanlü  especie  de  delito,  con 
arreglo  al  art.  547,  nutrí.  5.%  del  54$  y 549 
del  Código  penal  vigente: 

Considerando  que  en  las  penas  divisildes 

! e!  período  legal  de  su  duración  se  entiende 
distribuido  en  tres  parles  qne  forman  los 
grados  mínimo,  tneiliu  y máximo,  según 
previene  el  art.  97  de  dicito  Código  y su  ta- 
bla demostrativa;  y que  cuando  la  pena  se- 
ñalada no  tenga  una  de  las  formas  previstas 
especialmente  en  el  libro  l de  dicho  Código, 
se  han  de  distribuir  los  grados  .ipücamJo  por 
analogía  las  regla.s  (liadas,  precepto  conte- 
nido én  el  piir.  2.*^  de!  art.  98: 

Considerando  que  lii  sentencia  de  que  so 
trata  iia  elevado  la  jiena  <ie  la  tercera  reinci- 
dencia en  el  delito  de  estafa,  que  es  el  hecho 
que  se  persigue,  at  máximo  del  arresto  mayor 
y mínimo  del  presidio  C'U’rcccional , e!  dial 
¡lega  hasta  veintiocho  meseá;  que  corres- 
ponde al  delito  el  grado  medio  de  la  pena 
conforme  á la  n^gla  I.*  del  art,  82  , Lotia  vez 
que  no  aparecen  circunstancias  aleiuiantes 


ríanla  la  tabla  drniastraliva  di'l  art.  97.  Poro  na 
intliiyu  la  errata  cu  la  justicia  del  fondo  de 
resolución. 
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ni  agravantes , y qnc  los  diez  y seis  meses 
impuestos  caben  dentro  de  aquel  límite: 

ConsiderandOj  por  lo  expuesto,  que  no  se 
ha  infringido  el  árt.  7í),  y que  la  Sala  senten- 
ciadora no  lia  cometido  error  de  derecho  en 
la  calificación  de  circunslaucias  agravantes  y 
alunnanlos,  ni  en  la  designación  de  la  pena.» 
{Sent.  10  marzo  1S7L) 

IX.  (27  de  octubre  de  1871)  La 
misma  doctrina  qxie  en  los  dos  fallos  an- 
teriores [jiero  también  con.  oira  errata.) — 
Se  dficbira  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Blas  de  Valles 
Cabezón  contra  sentencia  de  la  Audien- 
cia de  Yülladülíd  que  !e  impuso  como 
reo  de  lesiones  con  arreglo  al  núm.  L° 
del  ari.  431,  I*’  ¿e  cinco  meses  de 
arresto  mayor. 

«Considerando  que  dividida  la  pena  de  ar- 
resto inaynr  en  grado  máximo  á prisión  cor- 
reccioual  en  eJ  inínirno  en  tres  períodos 
Iguale.?,  calificándose  una  circunstancia  ale- 
üuanlii,  corresponde  aplicarla  en  e!  grado 
míuiino,  que  comprende  nueve  meses  y diez 
días  [1)  y principia  en  cuatro  v un  día,  y ha- 
biéndose impuesto  cinco  en  la  sentencia,  se 
halla  dentro  de  la  marcada  por  ia  lev,  (Sen- 
tencia '11  octubre  ÍS7L) 

X.  (15  de  marzo  de  1871.)  Sub- 

diüision  ¿ti  tres  grados  de  la  "pena  de  ar 
veslo  mayor  en  ííí  (¡vado  medio  á presidio 
correccional  en  sn  orado  mínimo.  ¿Qué 
reylü  es  aplicable,  la  del  art.  83  sobre 
la  base  del  97,  6 la  del  Esta  impor- 
tante cuestión  lia  sido  debatida  en  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Lo- 
renzo Boutujeira  contra  sentencia  de  la 
Audiencia  de  lo  Corunaque,  calificando 

JAA  eslnfit  en  cantiil.id  mayor  de 

1Ü0  pesetas  y menor  de  l.oOO,  impuso 
al  procesado  doce  meses  de  presidio  cor- 
reccional con  sus  accesorias,  restitución 
de  las  3áf|  pesetas  estafadas  y 25  por  in- 
demnización, costas  y gastos,  aplicando 

(luda  la  reglu  del  arl.  83,  ó sea  divi- 
diendo en  tres  períodos  iguales  el  tiempo 
e dos  mese.?  y un  dia  a dos  años  y cua- 
tro meses  qne  comprexulo  la  pena  de  ar- 


f'íuívocncion 

M P e coiiipuíaciün  {véa- 
tfrí  ,?  f''''  con  fjne  Lcrmiiia  esto  ar- 

inesf>«!  V?-.  “ comprende  de  cuatro 

meses  y un  día  a un  año. 
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resto  mayor  en  su  grado  medio  á presi- 
dio correccional  en  el  mínimo  señalada 
para  dicho  delito  en  el  párrafo  2.“  del 
art,  547. 

interpuesto  recurso  de  casación  ñor 
el  procesado  «con  arreglo  á los  artícu- 
los 1.°  y 3.°,  caso  i."  de  la  provisional 
de  18  de  junio  de  1870,»  y alegando  la 
infracción  del  arl.  547  del  Código  por 
suponer  que  debia  haberse  impuesto  el 
grado  medio  «esto  es  el  arresto  mayor 
en  e!  grado  máximo,»  el  Tribunal  Su- 
premo estima  que  la  división  de  la  pena 
debe  hacerse  conforme  á la  regla  del 
art.  Í)S,  y casa  y anula  la  sentencia  de  la 
Audiencia  en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  en  tanto  puede  inter- 
ponerse el  recurso  de  casación  en  materia 
criminal  por  los  que  sean  parte  en  la  causa, 
en  cu, auto  se  infrinja  alguna  ley  en  la  parte 
dispositiva  de  la  .sentencia,  conforme  á lo 
orescrilo  en  el  párnafo  primero  del  art.  3.°  de 
a provisional  de  tS  de  junio  ultimo,  que  ha 
establecido  e.sta  clase  de  recursos;  liailándo- 
.se  comprendido  el  presen  le  en  el  caso  4.“ 
del  art.  4.®,  puesto  que  se  funda  en  que  Ja 
pena  impuesta  por  ia  Sala  sentenciadora  al 
recurrente  no  es  la  que  corresponde  según 
las  leves: 

«I 

Considerando  que  comprendido  el  delito 
cometido  por  Lorenzo  BouUireira,  que  es  el 
de  csliifa  por  cantidad  de  320  pesetas  sin  cir- 
cunstancias de  atenuación  ni  agravación,  en 
el  párrafo  primero  del  art.  548  del  nuevo  Có- 
digo, debe  ser  Ctastigado , según  el  párrafo 
segundo  del  S con  la  pena  de  arresto  ma- 
yor  en  su  grado  medio  á pre.sidio  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo,  toda  vez  que,  ex- 
cediendo la  defraudación  de  100  pesetas,  no 
pasa  de  2.300; 

Considerando  que  no  teniendo  en  el  caso 
presente  la  pena  que  la  ley  señala  al  delito 
cometido  una  de  Jas  formas  previstas  en  el 
libro  1.  del  nuevo  Código,  deben  distribuir- 
se  lo.s  grados,  aplicando  por  analogía  las  re- 
glas íiiailas  en  el  mismo,  según  se  prescribe 
en  su  art.  f.8,  párrafu  segundo: 

Coii.sid erando  que  el  caso  do  mayor  ana- 
logía que  registra  el  Código  e.s  el  compren- 
dido en  el  ultimo  citado  artículo  y su  párrafo 
pr  mi  oro  al  determinar  que,  cuando  la  lev 
.seihUfi.se  una  pona  compuesta  de  tres  distin- 
ta.?, cada  una  de  estas  I’ormará  un  grado  de 
penalidad: 

Considerando  qne  al  imponer  la  Sala  sen- 
leucianora  al  procesado  la  pena  de  -12  meses 
de  pre.sidio  correccional  no  .se  ha  atempera,-* 


do  á lo  dispuesto  en  el  citado  art.  98,  según 
el  cual  la  penalidad  correspoudieuie  no  puede 
exceder  del  arresto  mayor  en  su  grado  máxi- 
mo, habiendo  por  tanto  infringido  los  ar- 
tículos 547  y 548  de'  Cddigo  vigente.»  (Sen- 
tencia i5  marzo  1S71.) 


Como  luego  veremos  en  el  Cuadro 
Sinóptico^  la  diferencia  entre  aplicar 
para  la  división  de  la  pena  compuesta  de 
que  se  trata,  la  regla  del  art.  83  ó la  del 
Ü8  es  bastante  notable,  y el  Tribunal 
Supremo  que  se  lia  inclinado  por  la 
aplicación  de  la  última,  deberá  haber 
pensado  mucho  las  razones  ó fundamen- 
tos de  su  fallo.  Nosotros,  sin  embargo 
del  alto  respeto  que  nos  merece  la  auto- 
rizada Opinión  del  Tribunal  Supremo  y 
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de  cada  uno  de  sus  dignos  é ilustrados 
ministros,  vamos  á permitirnos  indicar 
que  si  no  está  escrita  para  este  caso  la 
regla  del  ari.  83  (jue  puede  considerarse 
aplicable  de  lleno,  lo  seria  por  razón  de 
analogía  tanto  por  lo  menos  como  la  del 
98  que  habla  de  yen  a compuesta  de  tres 
distintas;  y enionce.s,  ensanchándose 
mas  los  límites  do  los  grados  mínimo  y 
medio,  no  habria  la  desproporción  que 
así  resulta  entre  estos  y el  máximo. 

Ya  tendremos  ocasión  de  hablar  mas 
de  este  asunto. 

Xí[.  Hé  aquí  para  facilitar  la  aplica- 
ción del  Código  en  la  parte  que  es  obje- 
to de  este  asunto  una 


I 


TABLA  SINOPTICA 

de  la  duraeioa  de  la  pena  de  arresto  mayor  en  todas  las  formas  y com- 
binaciones en  que  la  señala  el  Código  penal  reformado,  y de  la  duración 
de  cada  uno  de  sus  grados. 


PENAS.  1 

*9 

TIEMPO 
que  comprende 
leda  la  pdoa. 

TIEMPO 
qao  comprende 
el  grado  miaimo. 

TIEMPO 
que  cemprende 
el  grado  medio. 

TIEMPO 
que  compiüuile 
el  grado  amximo. 

Arresto  mayor .| 

De  UD  mes  y' 
un  día  á 6 
meses.  (1)  J 

De  1 á 2 me-J 

soSé  i 

De  2 meses  y 
un  día  a 4 
meses. 

De  4 meses  y 
UD  día  á 6 
meses.  ' 

Arresto  manar  en  su  arado\^^  ^ ^ ^ 

Airesto  mayor  en  su  graao\  ¿ 2 un  dia  á un,  11  d¡a.s  á un  21  días  á 2 

mtmmo í „ .ta.i:...  


•1 


meses. 


Arresto  mayor  en  su  grado 
medio 


mes  y 1 0 dias.  mes  y 20  días. 


meses. 


n rt  {De  2 meses  v 

i dia  á I 

“ ^ *1  Ineses  y 20 

dias. 


De  2 meses  y)n„  » „ 

íii  a:.^^  a o/De  3 meses  y 
21  días  a 3 ¿ | 

meses  y 10' 


dias. 


meses. 


% 


(1)  Ponemos  en  primer  término  la  división  en  grados  del  Arresto  mayor  en  toda  su  extensión 
tal  como  aparece  hecha  en  la  tabla  demoslrativa  dcl  art.  97  del  Código,  y la  tomamos  como  base 
en  todas  las  combinaciones  de  la  misma  pena,  por  más  que  no  esté  hecha  con  exactitud,  puesto 
que  abrazando  desde  un  mes  y un  dia  hasta  seis  meses,  la  parte  divisible  en  los  tres  grados,  mí- 
nimo, medio  y máximo,  son  los  cinco  meses  de  que  consta.  Dividida  con  exactitud  matemática, 
como  lo  están  todas  las  demás  penas,  obtendríamos  este  resultado:  Grado  ?nínímo,  desde  un  mes 
y un  dia  á dos  meses  y veinte  dias:  Grado  medio,  desde  dos  meses  y veintiún  dias  á cuatro  meses 
y diez  días:  Grado  máximo,  desde  cuatro  meses  y once  dias  á seis  meses.  ¿Por  qué  no  se  ha 
liechü  así  la  división?  ¿Qué  inconveniente  había  en  ello?  No  encontramos  ninguno,  y sí  los  hay 
de  no  haber  seguido  la  regla  de  igualdad  que  en  las  demás  penas,  aunque  mientras  no  se  refor- 
me el  ait.  97  ó su  tabla,  hay  que  aplicarle  como  está  escrito. 
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PENAS. 


TIEMPO 
que  co  DI  prende 
toda  la  pena. 


TIEMPO 
que  comprende 
el  grado  minímo, 


TIEMPO 
que  comprende 
ol  grado  medio 


, lOe  A meses  y 

Hií'  4 mfisfis  Vi  - ^ 

Arrcsio  mayor  en  su  gradoi  j:.,  ' / ■ ( iin  0**1  ^ 

• ÜíicaV  ‘ ) Preses  y 20 

l meses.  / 


maxtmo 


* * m m * * 


Arresto  mayor  en  sus  ^rarfosl^®  I 

mínimo  y medio | li°  ' 

' meses. 


TIEMPO 
Ciuft  comprendo 
ol  grado  máximo. 


De  4 meses  Vi«„  - 

21  «lias  á 6 Pf  ® I 

meses  y i0>  “ = •- 


(lias. 


Arresto  mayor  en  sus 
medio  y máximo , . 


De  un  mes  y 
un  dia  á 2 
mese.s. 

De  2 meses  y 


meses. 


De  2 meses  y 
uu  día  á 3 
meses. 


De  3 meses  y 
un  dia  á 4 
meses. 


.rW..|Da  2 meses  Y , 

un  dia  á ü “ 3 

I 1 meses  v 


un 
meses. 


meses  y 10 
dias. 


Grado  máximo  del  armIo\De  3 meses  y 
mayor  en  sus  grados  mf.-¡  un  dia  á 4 
nimo  y medio f meses. 


De  3 meses  / 

H dias  á 4 0“/' 
meses  y 20  " « 

dias.  f 


rVa  o TTijir-a'.  n ;De  3 RlCSeS  y/  rv  n 

De  3 m osea  y ..  ..  , -'(De  3 meses  y 

im  !?  Q (Tiú.  ! ^ * días  il  3/  n 1 j'  „ r , 


Arresto  mayor  á prisión  cor- 
rcccionaí  en  su  grado  mí- 
nimo  


un  día á 3 me-/ 

sesylOdias.í  Y 

di^s* 

.Ho  mi  ittpc  víR®  lOmesesy 
un  dia  á “?  ““ 


De  un  mes  y 


21  días  á 4 
meses. 


anos  y 4 me- 


ses. 


meses. 


i ano  y 7 me- 
' ses. 


Arresto 
reccional 

1 anos. 


De  un  año,  7 
meses  y un 
dia  á 2 años 
y 4 meses. 


! I ' 

o mayor  á prisión  cor- (De  un  mes  y P®  “ 2 años  y 21  ] 

\onal  en  su  grado  ma-  un  dia  á üí  “T  din?  .-í  a añrsc 


Arresto  mayor  en  su  g'racíoíDe  2 meses  y 
medio  á prisión  (ó  prest-)  un  dia  á 2 


anos 

dias. 


y 20 


dias  á 4 años  * “."f  y ‘ ^ 
y,  40  dias.  ) ® 


E!  arresto  ma- 
yor en  su 
grado  medio 


j.„\ ' . -Y-/''-»-  r uu  uiu.  a .t.  ^rauo  inetuo 

dio)  correccional cnsu graA  anos  y 4 me-  (De2  meses  y 
cío  mínimo  (2) ses.  1 j:  Í 


un  dia  á 4 
meses.) 


i4rresío  mayor  en  su  gradOiDo  4 meses  y 
máximo  á prisión  {ó  pre-\  un  dia  á 2p^  ^ meses  y 
sidio)  correccional  en  suí  años  y 4 me- } ^ 

grado  mínimo [ses.  ’ í 


El  arresto  ma 
y oren  su  gra- 
do máximo 
(De  4 moses^ 
y.  un  dia  á 0 
me.ses.) 

|De  un  año  y 
un  dia  á un 
año  y 8 me- 
ses. 


La  prisión  cor- 
reccional en 
su  grado  mí- 
nimo. (De  6 
meses  y un 
día  á 2 años 
y 4 meses.) 

De  un  año,  8 
meses  y un 
dia  á 2 años 
y 4 meses.' 
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PKXAS. 


TIEMPO 
que  fomprondo 
(üda  la  pona. 


TIEMPO 
qon  comprendo 
el  j;rado  minimo. 


TIEMPO 
qne  comprerujo 
el  grado  medio 


Arresto  mayor  en  su  grado  De  4 meses  y 
viáximo  á prisión  {ó presi-j  un  día  á 4 
dio)  correccional  en  $u  gra-¡  anos  y 2 me-' 
do  medio  (3) 


sos. 


El  arresto  prisión  cor 

vorensngra-i  ^*^^cionaI  en 

ílo  máximo.  “ 

(De  *t  meíesi 

y un  día  á 6 '¡5“/''  J 

meses.  I **  “ 

y 4 meses.)  ! 


Grado  máximo  del  arresto' 
mayor  en  su  grado  7nedi'o 
<1  presidio  correccional  en' 
el  minimo 


Grado  mínimo  del  arresto 
mayor  en  su  grado  rnáxi- 
mo  á ;)r¿síon  correccioiial 
en  su  grado  mínimo 


E!  presidio  cor- 
reccional en 
su  grado  mí- 
nimo. (De  6 
meses  y un 
dia  á dos  años 
y 4 meses.) 

De  4 meses  y 
un  dia  á un 
año. 


TIEMPO 
qoc  compreodo 
ol  grado  m.iximo. 


La  prisión  cor- 
reccional en 
su  grado  me- 
dio. (De  2 
años,  4 me- 
ses y un  dia  i 
4 años  y 2 
meses. 


De  6 meses  y 
un  dia  á uú 
año,  un  mes 
y 10  dias. 


un  año,  8 


De  un  año,  un  L. 

mes  y 1 1 diasr  ^ m 

á un  oño,  8 

meses  y áoí  * ^ ^ 

dias.  I y ^ meses. 


1 


Grado  máodmo  del  arresíov  ^ ® 

7nG.^or  en  su  grado  móíTí-l  y ^un 

mo  á prisión  cori'eccíonal]  ^ 
en  el  rnínimo..,, ( T ^ Ineses-. 


De  4 meses  y 
un  dia  á 6 
meses  y 20 
días. 

De  UD  año,  8 
meses  y un 
dia  á un  año, 
10  meses  y 20 

dia.s. 


De  G me.ses  v L„  -v  „ 

21  días  á 9 ”®  y 

meses  y lol  i ^ 

dias.  ^ 


De  un  año,  10,  í,  ~ 
meses  y 2ll^ ' 
dias  á 2 íujo.s,  \ 
un  mes  y lo)  ^ ^ ^ 

dias. 


Ya  dejamos  indicado  que  tan  variada 
y múltiple  combinación  de  la  pena  de 
arresto  oíreee,  en  cuanto  á su  ascenso  ó 
descenso  á otra  pena,  dificultades  mayo- 
res, si  se  quiere,  que  las  que  se  dejan 
sentir  en  su  división  en  grados;  pero 
esto  se  tratará  en  el  articulo  Escalas 
ghadu.ales  de  las  penas. 

ASESINATO.  I.  Lo  que  le  consiituye 
según  el  urt.  418  del  Código  penal.  Cdñ- 
currencia  de  dos  ó mus  de  las  có'CM?is/a7i- 
cias  que  le  califican. — aPara  constituir 
el  asesinato  basta  cualquiera  de  las  cir- 
cunstancias señaladas  en  el  art.  418,  y 
habiendo  concurrido  tres,  sirven  dos  de 
ellas  de  agravantes  ordinarias,  doctrina 


sentada  por  esta  Sala  (la  .3.“)  en  varias 
sentencias.»  (Sent.  5 febrero  1873.) 

II.  Bequisitos  para  que  haya  aleoo^ 
sia  que  califique  el  asesinato. — Se  co- 
mete error  de  derecho  iníringienilo  ios 
artículos  418  y 419  del  (Jó digo  penal, 
cuándo  se  califica  de  asesinato  el  homi- 
cidio con  la  circunstancia  do  alevosía, 
si  no  concurren,  C'.mo  es  de  absoluta 
necesidad  para  ello,  lodos  los  requi- 
sitos determinados  en  el  caso  S¡,°  del 
artículo  10;  de  modo  que  si  faltare  al- 
guno, no  podrá  castigarse  como  asesina- 
to la  muerte  violenta  ejecutada.  (Sen- 
tencia 12  abril  1373.) 

JÍL  Alevosía  y ahuso  do  5Ji;;í?ríor¿- 


(3)  Arresto  mayor  en  su  grado  mdxíjíio  á prisión  Cá  J3ra.9íííí0)  correeeionaf  en  su  grado  me- 
dio. La  división  de  esta  pena  la  hacemos  también  como  la  anterior,  sujetándonos  á la  doctrina 
del  Tribunal  Supremo.  Si  nos  arreglamos  al  art.  83  del  Código,  nos  dará  este  resultado;  Giado 
m-inimo,  de  cuatro  meses  y un  día,  á un  año  siete  meses  y diez  dias;  Grado  inetiio.  de  un  «ño 
siete  meses  y once  dia.s  á dos  años,  diez  meses  y veinte  dias:  Grado  máximo,  de  dos  años  diez 
meses  y veintiún  dias,  á cuatro  años  y dos  meses. 
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Calificado  un  delito  de  asciinato, 
por  haberiíe  apreciado  que  fue  cometido 
con  alevosía,  no  debe- tenerse  en  cuenta  el 
abuso  desiiperÍQi'ifl(idy  por  cuanto  estacir- 
cunsta  ociase  ha  lia  embebí  da  en  la  alevosía 

y es  inherente  á esta  misma.  (Sent.  14 
setiembre  1S71.)  V.  Gircltnstancí.\s 

AGRAVAN  res,  núms,  VI,  X,  Xí,  XI  lí, 
XIV,  XV,  XXI  y xvir. 

IV.  Errónea  apreciación  de  la  alevo- 
sía.— Cuando  ele  los  liechos  consignados 
por  la  Safa  sentenciadora  no  se  deduce 
que  el  procesado  tuviera  seguridad  de  su 
persona  por  !a  defensa  que  pudiera  ha- 
cer el  ofendido,  pues  era  posible  que  lle- 
vara armas  y se  defendiera,  causando 
daño  á su  agresor,  máxime  sí  había  otras 
personas  en  la  inmediación  que  podían 
auxiliarle  y lo  intentaron,  no  puede  sos- 
tenerse que  la  muerte  del  interfecto  se 
causase  aievosamenie,  cometiendo  error 
eu  la  calificación  del  delito  la  sentencia 
al  hacerlo  de  asesinato.  (Sent.  28  octu- 
bre 1871.) 

V.  Asesinato:  Su  diferencia  del  ho- 
micidio: Calificación  de  los  accidentes 
que  consliiuyen  la  circunstancia  de  ale- 
vosía: CüsncÍ07i  por  7io  haberla  api'ecia- 
do. — La  Audiencia  de  Madrid  en  causa 
contra  Francisco  Izquierdo  por  muerte 
dada  á Agueda  Sánchez,  con  las  circuns- 
tancias í]ue  luego  se  dicen  en  el  conside- 
rando 3.^  dicAó  sentencia  declarando  que 
los  hechos  constiluian  el  delito  de  homi- 
cidio con  la  circunstancia  agravante  de 
abuso  de  superioridad  y sin  atenuante  al- 
guna, y condenó  al  procesado  á diez  y ocho 
años  de  reclusión,  accesorias,  indemniza- 
ción y costas.  Contra  esta  sentencia  inter- 
puso recurso  de  casación  el  Ministerio  fis- 
cal por  infracción  de  ley,  que  fundó  en  el 
caso  3.°  dei  art,  4.°  de  la  provisional  que 
lo  establece,  citando  como  infringidos  los 
arts.  10  en  su  circunstancia  segunda, 
413  y 419  del  Código  penal,  porque 
habiendo  obrado  el  reo  con  alevosía,  de- 
bió ser  el  Iiecbo  calificado  de  asesinato. 
El  Tribunal  Supremo  declara  haber  lu- 
gar aó.  recurso,  y casa  y anula.¿la  senten- 
cia en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  qvie  es  reo  de  asesinato’ 
según  el  art.  418  del  Código  penal,  el  que 
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sin  estar  comprendido  en  el  417  mate  ¿í  algu- 
na persona,  ctuiciirriendo  la  circunstancia  de 
alevosía,  debiendo  ser  castigado  con  ja  pena 
de  cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á 
muerte: 

Considerando  que  el  art.  10  en  su  núin.  2,“ 
declara  que  hay  alevosía  cuando  el  culpahle 
emplea  medios,  modos  ó formas  en  la  ejecu- 
ción deí  hecho  que  tiendan  directa  y espe- 
cialmente á asegurarla  sin  riesgo  para  su 
persona  que  proceda  de  la  deíensa  que  pu- 
diera liacer  el  ofendido: 

Considerando  que  todas  estas  circunstan- 
cias, según  los  datos  admitiiios  en  la  senten- 
cia, se  han  verificado  y reunido  en  la  mueite 
causada  por  el  procesado  á la  joven  Agueda 
Sánchez,  puesto  que  sorprendido  por  esta  en 
el  acto  de  hallarse  aserrando  un  árbol  de  la 
pertenencia  del  ama  y tia  de  la  misma  Agüe- 
lla, que  le  reconvino  por  ello  llamándole  la- 
drón, fuéen  persecución  suya;  y como  la  ca- 
hailería  que  montaba,  más  ó menos  avispada, 
la  hubiese  arrojado  al  suelo  en  un  barranco 
próximo  al  camino,  se  abalanzó  á i a joven, 
que  privada  de  tocio  auxilio  no  podía  oponer- 
le ninguna  resistencia,  y la  acometió  á man- 
salva en  situación  tan  apurada  y en  paraje 
solitario  con  abuso  de  superioridad  de  fuerza, 
sin  riesgo  de  ninguna  especie;  la  dió  con 
una  piedra  de  mucíio  peso  repetidos  golpes 
en  la  cabeza,  dejándola  abandonada  á Ja  in- 
clemencia de  la  lluvia  después  de  baboríe 
causado  varias  heridas  que  produjeron  su 
muerte  á los  pocos  días;  todo  lo  cual  demues- 
txa  coa  evidencia  la  manera  completamente 
alevosa  con  quefué  ejecutado  el  crimen: 

Y con-siderando,  por  io  expuesto  que  la 
Sala  .sentenciadora  al  calificar  la  muerte  dada 
á Águeda  Sánchez  como  simple  homicidio, 
con  la  circunstancia  agravante  de  abuso  de 
superioridad,  ha  cometido  el  error  de  dere- 
cho expresado  en  el  caso  3.**  del  art.  4.‘  de 
la  ley  de  casación  criminal,  é infringido  los 
arts.  418  y 419  de!  Código,  en  que  of  Minis- 
terio fiscal  lia  fundado  su  recurso.»  (Sent.  24 
mayo  1873.) 

VI.  Otro  caso  de  concurrencia  de  la 
circunstancia  de  alevosía. — La  ?ala  de  la 
Audiencia  de  Gañeres  condenó  á muerte 
á Francisco  Morillo  como  reo  de  asesina- 
to, por  la  circunstancia  calificativa  de 
alevosía,  y sustanciado  el  recurso  de  ca- 
sación se  declaró  no  haber  lugar  á él  de- 
terminando la  concurrencia  de  la  alevo- 
sía en  el  siguiente; 

«Considerando  que  la  circunstancia  de  ale- 
vosía está  indudablemente  manifiesta  on  el 
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heclío  que  ejecutó  el  procesado,  por  acome- 
ter á una  persona  anciana  que  estaba  repo- 
sando en  su  lecho,  ajena  y desapercibida  de 
toda  agresión  por  no  tener  enemigos^  según 
resulta  del  procedimiento;  agresión  tanto 
niénos  l.einida  departe  del  procesado,  cuan- 
to que  los  lazos  del  parentesco  y el  habitar 
en  su  propia  morada  la  hacían  menos  espe- 
rar, sin  que  la  ofendida  pudiera  practicar 
género  alguno  de  defensa  contra  el  agresor, 
puesto  que  este  verificó  su  delito  compri- 
miéndola el  cartílago  teróideSj  vulg«»  l.i  nuez, 
por  lo  que  empleó  medios,  modos  y formas 
en  la  ejecución  del  hecho  que  tendia'n  direc- 
ta y especialmente  ú asegurarla  sin  riesgo  de 
su  persona  que  procediese  de  la  defensa  que 
pudiera  hacer  dtclia  anciana  en  posición  de 
reposo  contra  un  hombre  de  treinta  y tres 
años,  rcibiisto  y de  vigorosa  fuerza  muscular 
tan  pronunciarla,  que  pudo  producir  con  sus 
manos  la  asfixia  rápida  ysegura  por  medio  de 
la  compresión,  según  expresan  los  tucultati- 
vos.»  fScnl.  24  mayo  ISTií.) 

Vil.  Doble  aneshnío.  Dos  muertes 
causadas  por  un  solo  disparo  con  alevo- 
sía ^ son  dos  asesinatos;  auncjuc  debe  pe- 
narse uno  solo.  líay  alevosía  concurriendo 
la  circimstancla  2.“  del  art.  JO.  (arts.  1 

90  ^ 41 8 del  Código  penal). — José  Monto- 
sa, se  presentó  á las  ocho  de  la  noche  del 
3 de  febrero  el  el  87 1 en  el  estanco  de  Fran- 
ciscoOrtega  pidiéndole  tabaco  fiado,  que 
no  le  dio;  y á poco  tiempo  cuando  Orte- 
ga estaba  despachando  á Josefa  Franco, 
se  oyó  la  detonación  de  una  arma  de 
fuego,  y Francisco  y Josefa,  quedaron 
muertos  en  el  acto.  Procesado  Montosa 
como  autor  de  este  delito,  el  juez  de  pri- 
mera instancia  le  condenó  como  reo  de 
un  doblo  asesinato;  pero  la  Audien- 
cia de  Granada  calificó  el  hecho  como 
dos  homicidios,  siendo  uno  causado  por 
imprudencia.  El  Ministerio  fiscal  inter- 
puso contra  esta  sentencia  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  «fundán- 
dolo en  e caso  3.“  del  art.  4 “ de  la  pro- 
visional que  los  ha  establecido,  y citando 
corno  infringidos  los  arts.  419  y o8l  deí 
Código  penal  reformado,  pues  que, 
aceptando  los  hechos  tales  como  vienen 
consignados  en  la  sentencia , no  puede 
menos  de  considerarse  este  delito  com- 
prendido en  el  art.  418,  circunstancia 
primera,  y ha  dehido  hacerse  aplicación 
del  art.  90  por  haberse  causado  las  dos 

JUR.  PEN. 
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muertes  en  un  solo  hecho  y ser  insos- 
tenible la  calificación  de  imprudencia  te- 
meraria que  se  hace  respecto  á una  de 
ellas.» 

Y el  Tribunal  Supremo  casa  y anula 

la  sentencia  por  los  siguientes  funda- 
mentos: 

((Considerando  que  las  herida.?  que  oca- 
sionaron inslciDliÍDeamerjttí  la  muerte  de 
Don  Franci.sco  Ortega  López  y de  Josefa 
Franco  Martín  fueron  causadas  a un  tiempo 
por  el  disparo  del  tiro  que,  sin  hablar  una 
palabra  y apuntando  al  primero  de  aquellos, 
que  se  hal  aba  en  el  estanco  que  tenía  á su 
(ytrgo,  hizo  el  procesado  José  Montosa  López 
á la  distancia  como  de  tres  varas,  con  un 
fiihil  cargado  con  proyectil  cónico,  que  lle- 
vaba oculto debí)jo  de  ia  capa,  según  aparece 
clarameültí  de  los  hechos  que  como  proba- 
dos se  consignan  en  la  sentencia  recurrida: 

«Considerando  que  bajo  cualquier  aspecto 
que  se  miren  los  medios,  modos  ó formas 
empleados  por  el  José  Montosa  en  la  ejecu- 
ción del  hecho  de  autos,  se  deja  ver  muy 
claramente  en  ellos  una  tendencia  directa  y 
especial  á asegurarla  siu  riesgo  pura  su  per- 
sona, procedente  de  la  defensa  que  pudieran 
hacer  los  ofendidos;  siendo  por  lo  tanto  evi- 
dente que  hubo  alevosía,  puesto  que  ccncur- 
rieron  todos  lo.s  requisito.?  que  se  aiarcan  en 
la  circunstancia  2.%  art.  10  del  Código  re- 
furmado;  y por  consiguiente  que  las  referidas 
muertes,  como  comprendidas  en  el  art.  -í-18, 
circunstancia  i.*  del  misino  Código,  consti- 
tuyen dos  asesinatos; 

«Considerando  que  siendo  uno  solo  e!  he- 
cho de  autos  que  proyectó,  preparó  y llevó 
il  efecto  el  pro  cesa  ¡lo  José  Montosa,  y esti- 
mándose que  en  su  perpetración  obró  éste 
con  malicia,  para  calificar  de  delito,  corno 
con  razón  se  ha  calificado,  la  muerte  del 
Francisco  Ortega,  resultado  inmediate  de 
aquel  hecho,  no  cabe  ni  puede  suponerse  á 
la  vez  que  no  medió  ni  tuvo  en  el  mismo  esa 
malicia,  para  venir  así  á calificar  de  impru- 
dencia temeraria  la  muerte  de  Jusela  Franco, 
efecto  necesario  también  del  propio  hecho, 
toda  vez  que  sería  implicatoria  semejante 
apreciación,  envolviendo  en  sí  el  absurdo  de 
que  una  misma  cosa  sea  y no  sea  al  inísrao 
tiempo: 

«Consideraodo  que  aun  en  la  hipótesis  de 
que  el  Montosa  al  di.sparar  el  tiro  quisiera 
solíimatiLe  malar  al  D.  Francisco  Ortega,  y 
no  hubiera  entrado  en  .su  intención  ofender 
á la  Josefa  Franco,  suposición  que  no  tiene 
apoyo  alguno  en  los  hechos  admitidos  como 
probados  en  la  sentencia,  te  serian  sin  era- 
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bargo  cl(3  igual  ino'lo  itnpuíables  legalmenLe 
Jas  muertes  fie  uno  y de  otra,  puesto  que  ei 
que  comete  volurifariameufe  un  delito  ia- 
curre  eu  responsabilidad  criminal  aunque  el 
BKil  ejecutado  fuese  li  istia  lo  del  que  se  1 la- 
bia propuesto  ejecutar,  según  se  establece 
en  el  último  párrafo  del  art.  1.®  del  Código 
penal  rtífonnado; 

«Considerando  que  cuando  un  solo  hecho 
constituye  dos  ó más  delitos,  como  sucede 
en  el  presente  caso,  no  deben  penarse  estos 
separadamente,  sino  de  la  manora  y en  la 
forma  que  especialmente  proscribe  y deter- 
mina el  párrafo  úlümo  del  art.  90  del  expre- 
sado Código: 

V coiisídernndo,  por  lo  expuesto,  que  la 
Sala  sentenciadora,  al  calificar  de  honiícídío 
la  muerte  del  expresado  ü.  Francisco  Orte- 
ga y de  imprudencia  lemerarm  Ja  otra  de 
Josefa  Fniuco,  y al  penarlas  con  separación 
lia  infringido  los  arts.  4iS,  581  y 90  de)  pre- 
citada Código^  penal  ó incurrido  en  el  error 
de  dereclio  á que  se  refieren  los  casos  3.“ 
y 4.°  de  Ja  lev  de  casación.»  (Sent.  JS  iu- 
líio  1872.J 

Viíl.  Disparo  (le  arma  á persona  de-  < 
Íf?mííinr/t7.  ^4.st’smoío  frustrado.  Di/icul- 
tades  en  la  apreciación  de  este  delito  (1) 

— ílallándose  Juan  Manuel  Rodríguez 
scntaiio  en  la  cocina  de  la  casa  de  Pedro 
Rorja,  en  la  noche  del  29  de  octubre 
de  1Ó70,  hablando  con  este  de  una  perra 
Que  le  habían  susiraido;  y habiéndole 
pregil  rundo  por  las  señas  do  una  que  es- 
te dijo  haber  visto  á Rogelio  Fernandez, 
cuando  las  estaba  Borja  refiriendo  se 
presentó  Ro^llo  subí  lamente  en  dicha 
cocina  con  una  escopeta,  y sin  que  pre- 
cediese cuestión  alguna  apuntó  á Do- 
mi  nguez  y te  disparó  diciendo  al  mismo  ¡ 
tiempo  esta  e.s  la  pirra,  y le  causó  una 
lesión  en  la  parle  media  interna  del  an- 
tebrazo izquierdo,  por  donde  tuvo  la 
entrada  el  proyectil,  saliendo  por  la  tu- 

(i)  Si  difícil  es  la  calificacimi  del  hurto  cí 
robo  fruiirado  lo  es  dobliMtiente  la  de  homici- 
dio d la  de  asesínalo.  El  ijuc  dispara  un 
arma  de  fuego  (por  ejemplo)  y no  hiere  i3 
hiere  más  ó ménos  gravemente,  ¿es  reo  de 
simple  disparo  de  arma?  ¿Es  reo  de  tentativa 
do  homicidio?  ¿Loes  de  homicidio  frustrado? 
¿Lo  es  de  tentativa  ó delito  frustrado  de  ase- 
sínalo? Preciso  es  convenir  en  tiuc  es  de  difici- 
lísima apreciación  la  iníencion  del  culpable, 
y no  menos  ilificil  la  aceriuda  calificación  de 
las  circunstancias  que  influyen  en  que  sea  uno 
ú otro  el  delito  que  se  ha  de  penar. 


berosidfid  del  cubito  y radio,  que  según 
los  facultativos  debió  ser  causada  con  un 
balín,  la  cual  tardó  en  curarse  ÍJ9  dias 
pero  quedando  el  ofendido  inúlil  del  in- 
dicado brazo: 


Formada  causa,  en  la  cual  se  hizo 
constar  que  el  ofensor  liabia  sido  ánles 
penado  por  los  delitos  de  lesiones,  liiirto 


y estafa,  sustanciada  que  fue,  dictó  sen- 


tencia la  relerina  hn 


a oecinranuo 


que 


los  lieclios  probados  conslítuian  el  delito 
frustrado  do  asesinato,  sin  circunstan- 
cias atenuantes,  pero  con  la  agravante 
de  reincidencia;  y condenando,  como  su 
autor,  á Rogelio  Fernandez  Alvarez  á iC 
años  de  cadena,  accesorias,  indemniza- 


ción y costas.» 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  á 
nombre  lícl  proce.cado  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley.tjue  se  fundó 
ep  el  núm.  3.®  del  art.  4.^"  de  la  provi- 
sional que  lo  autoriza,  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  10,  circunstan- 
cia 2.^,  418  y 419  dei  Código  penal 
reformado,  en  razón  á que  no  habiendo 
existido  la  elevosía,  ni  estando  probada 
la  intención  de  malar,  no  debió  sor  ca- 
hfic.ai!o  el  liecho  de  asesinato  frustrado, 
\ el  Tribunal  Supremo  haciéndose  car- 
go de  !o  que  dispone  el  art,  418,  el  10 
en  su  núm,  el  3.®  que  define  el  deli- 
to frustrado,  y apreciando  la  manera  de 
presentarse  el  culpable  cuando  cometió 
el  delito,  sin  preceder  ¡a  mas  leve  dispu- 
ta y sorprendiendo  al  lesionado  y al 
otro  indefensos  y ajenos,  de  toda  ase- 
chanza, declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso. 


«Con.sideraiulo...  que  la  Sala  sentenciado- 
ra, calificando  e!  delito  como  nse.sinalo  frus- 
trado ejecutado  con  alevosía,  .se  ha  ajustado 
estrictamente  al  art.  418  y núm.  2.“  del  10, 
aplicando  á su  autor  la  pena  inferior  d la  se- 
ñalada por  la  ley  con  arreglo  ni  art,  6C;  y 
que  por  consecuencia  no  infringió  el  artícu- 
lo 418  ni  el  419,  ni  lia  conietiiio  el  error  de 
derecho  á que  se  refiere  el  caso  3."  del  ar- 
tículo 4.®  de  la  ley  de  casación  criminal.» 
(Sent.  19  diciembre  lcS72.} 

IX.  Asmíiíiío  frustrado.  Casación 
por  haber  s>do  calificado  de  homicidio 
frustrado. 418  y 419  del  Código 
penal). — Contra  senienciade  la  Audíen- 


asesinato.. 

•ci.!  de  A] bar-ele,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación ei  iMitiisLcrio  íiscal,  ñor  inrraei-íon 
de  ley  r]ue  fundó  en  lus  'yris.  -2  " y 3 " 
caso  tercero  del  /i.^y  lo  de  la  provisio- 
nal de  i8/ü,  alegando  como  infringidos 
los  arls.  418  en  su  párrafo  i.“  y el  419 
dcl  Código  penal,  por  haberse  calificado 
el  hecho  de  Ijnm  i idilio  fruslrnclo  cuantío 
debió  serlo  de  asesinato  frustrado.  El 
Tribunal  Supremo  oasa  y anula  la  sen- 
tencia  dü  !a  Audiencia  caliíicando  ol  de- 
lito  como  asesinato  por  los  motivos  que 

expresan  los  considerandos,  que  lextual- 
menle  dicen  asi : 

«Considerando  que,  conforme  al  art.  418 
lie!  Codígo  penal,  es  reo  de  asesiualoci  que 
matare  a alguna  persona,  concurríeado  al- 
giina  de  las  ciren  asta  acias  señalarlas  en  el 
mismo,  una  de  Jas  cuales  e.s  la  alevosía-  que 
según  el  número  2.“,  art.  1 0 de  dicho  Código, 
hayaievoíiia  cuando  el  culpaliie  coinetc  cual- 
qmera  de  los  deliLos  contra  las  personas,  orn- 
pleando  moilo.-^,  medios  ó formas  en  la  eje- 
cución f|ue  tiendan  ilirecla  y especialmenle 
a asegurarla,  sin  riesgo  para  su  pcr.snna,  que 

proceiia  de  la  defeo.sa  que  pudiera  liacer  el 
oienduio; 

^ Considerando  que,  según  los  hechos  con- 
signados y adinitiíjüs  en  la  sen  le  acia  recurri- 
da, los  (los  procesados  guarecidos  (lelrás  de 
un  árbol  dispararon  sus  armas  de  fuego  con- 
tra Pascual  Jfinenez  y José  Gómez  Sánchez, 
causandúles  Ja.s  lerione.s  que  respectiva- 
mente suín'eroii:  rjne  la  po.si.íion  elegida  por 
dichos  agresores  de  noche,  la  qne  Jos  oenl- 
taha  rle  la  vista  (lo  ios  acometidos,  les  pro- 
poroiomí  la  seguridad  de  dirigir  se  agresión 
en  los  moinento.s  y en  la  posición  que  mejor 
cuadrase  á su  m’iniinal  ]tropósito,  sin  qne 
nada  tuviesen  que  temer  para  sus  personas, 
como  que  las  vícf.imas  recorrían  despreveni- 
das el  Ierre  no,  linio  lo  cual  corisliluve  la  in- 
dicada alevosía  : 

Considerando,  pi'r  consecuencia,  que  con- 
currió cierlaniente  esta  circunstancia  eu  eí 
dtíiití)  por  que  se  jiroceiie;  que  éste  merece 
la  calificación  de  asesinato  írustrado,  coni- 
prendidn  en  el  (cilado  artículo  41 8j  y que  la 
í>aia  .sentenciadora,  al  haberlo  declarailo  ho- 
micidio írustrado,  ha  infringido  el  expre.Siiiio 
articulo  y el  19  en  que  se  pena  el  simple 
hoinicnliii,  ó incurrido  en  ol  error  de  dere- 
cho á (|ue  S(í  ndieren  los  casos  3.''  y 4.'’,  ar- 
ticulo 4."  de  la  ley  de  18  de  junio  de  1870.» 
(Sciit.  S mayo  1873.) 


X.  Asesinaio  frustrado^  sus  carde-’ 
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ieres  dlslinlos  del  delito  de  lesiones. — El 
hecho  de  hoher  sido  lesionada  un  hotn-* 
bre,  de  noche,  no  sedo  disparándole  un 
tiro  que  ie  produjo  una  herida  en  el  lado 
izquierdo  (M  pecho,  sino  otras  cinco  mas 
con  arma  blanca  en  la  cabeza  y tronco 
(Id  cuerpo,  no  pueiie  calificarse  ni  apre- 
ciarse solo  como  delito  de  lesiones  gra- 
ves,  ya  por  estar  interidas  todas  en  sitios 
que  mas  afectan  á la  vitalidad,  y ya  por 
la  alevosía  que  medió  en  el  acio/segun 
apreciarion  de  la  Sala  sentenciadora^ 
sino  que  tiene  el  carácter  de  delito  frus- 
trado de  asesinato;  y por  consecuencia, 
calificándote  dicha  Sala  como  meramen- 
te de  lesiones  graves,  comete  un  error 
(mn  infracción  de  los  artículos  3.“,  431 
y 418  del  Código  penal  últimamente  re- 
formado. (Sent.  10  julio  1872.) 

— V.  ClRCU.vSTANClAS:  ClRL-aNSTANCIAS 
AGR.WAríTES:  ClRCUNSTAKCIAS  ATENDAKTES: 

Disi'.^uo.  lloMiOiDio.  Lesiones. 
ASOCIACIONES  ILECAUS.  V.  Ueuníones. 
ATENTADOS.  DESACATOS.  AMEHAIAS 
CONTRA  LA  AUTORIDAD  Y SUS  AGENTES. 

— Injurias,  insultos  ó amenazas  álos 
mismos  agentes  y á los  demás  funciO' 
narios  públicos.  I.  Cuando  en  un  mis- 
mo acto  se  injuria  y se  lleya  ti  poner  ma- 
nos en  la  auloridad  o sus  agentes,  los  dos 
hechos  penados  en  los  artículos  270,  263 
y 26  í cansí  i luyen  un  solo  delito  ^ y se 
infringe  la  ley  penándolo  como  dos. 
— Condenado  José  Barreiro  como  reo 
de  atentado  aun  agente  de  la  autoridad 
y de  injurias  al  mismo,  en  las  penas  que 
establecen  el  parra fo  2.^  del  arl.  264  y 
el  270,  interpuso  recurso  de  casatiion  que 
ha  sido  estimado,  consignando  la  doctri- 
na de  arriba,  en  los  términos  siguientes: 

«Con,sidt;nindoqnG  según  los  casos  3,®  y 4.* 
cíela  ley  de  18  de  junio  de  1870,  sobre  ei 
estableciiniímlo  de  los  recursos  de  casación, 
luí  lugar  á é-ste,  cu  ando  dados  los  hechos 
consignados  y admitidos  eii  la  sentencia  se 
cómele  un  error  de  derecho  en  la  califica- 
ción del  delito,  y cuando  admitidos  como 
probados  los  referidos  hechos  Ja  pena  im- 
puesta uo  fuera  Ja  correspondiente  según  ias 
leye.s  ; 

Considerando  que  apareciendo  de  los  he- 
chos consignrtdo.s  y a(linit¡do.s  como  probados 
por  la  Sida  de  lo  criinmai  de  la  Audiencia  do 
Ja  Coruña,  que  José  Barreiro,  por  medio  da 


36 


ATENTADO  Y DESACATO.  {Jurisr:  penal). 


ÍDjurías  y amenazas  y cogiendo  por  el  cuello 
al  agente  Ramón  Ilévia,  quiso  impedir  que 
llevaran  detenido  á sn  sobrino  José  Benito 
Mosquera,  esLimularido  £Í  éste  para  que  ma- 
tara á «aquellos  ladrones,»  comelid  el  delito 
de  alentailfi  contra  los  agenles  de  la  autori- 
dad cuando  se  hallaban  ejerciendo  sus  car- 
gos, descrilo  y penado  en  los  artículos  2G3y 
26Í  del  Código  penal  vigente,  sin  que  por 
este  mismo  1 tedio  hayan  incurrido  además 
en  las  penas  queseñaia  el  arl.  270,  para  los 
que  sin  llegar  á cometer  alentado  contra  la 
autoritlad  ósua  agenlis  los  injurian,  ¡fláultan 
ó amenazan  de  hecho  ó de  palabra  : 

Considerando  quecuando  en  un  mismo  acto 
se  injuria  ó se  llega  á poner  manos  en  la  au- 
toridad ó sus  agentes  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos,  los  dos  liechos  constituyen  uti  solo 
delito;  porque  como  no  es  fácil  que  llegue  á 
consumarse  un  atentado  sin  llevar  consigo 
alguna  palabra  insultante  ó amenazadora 
por  parte  del  delincuente,  y que  al  caliíicar 
y penar  ía  Sala  sentenciadora  los  referidos 
dos  hechos  como  dos  distintos  delitos  ha  in- 
currido en  ios  errores  de  derecho  que  seím- 
lan  los  casos  3.'  y 4.*  del  art.  4.®  de  la  citada 
ley  de  18  do  junio  de  1870,  é infringido  los 
también  citados  artículos  2G3,  26 i y 270  del 
Código  del  mismo  año  f i). 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos liaher  lugar  at  recurso  que  contra  !a 
sentencia  díclaLla  por  la  referida  Sala  de  lo 
criminal  de  la  Audiencia  de  la  Cnruña  en  12 
de  febrero  de  este  mismo  año  interpuso  José 
Barreíro;  casamos  y anuíamos  dicita  senten- 
cia, y reclámese  la  causa  originní  á la  expre- 
sada Sala  por  el  conducto  ordinario  á ios 
efectos  del  art,  41  de  hi  rnencioriaila  lev  de 

48  de  junio  de  1870.  (Senl.  29  octubre 
1872.) 

II.  Desacato  á un  juez  municipal  en 
el  acto  de  una  subasta.  Casación  de  uji 
fallo  gue  declaró  no  /¡aíicríe.— Formada 
causa  á Joaquín  Olona,  porque  á presen- 
cia del  juez  municipal  del  pueblo  de  la 
Atmqlda,  en  el  día  9 de  enero  del  año 
próximo  pasado,  y en  el  acto  de  estarse 
vendiendo  por  esta  autoridad  unos  ca- 
britos que  le  liabian  sido  embargados 
por  orden  del  Ayuntamiento  para  el  pa- 
go de  la  contribución,  injurió  y aun  ca- 
lumnió á la  referida  Corporación,  dicien- 
do que  reclamaba  por  robo  dichos  cabri- 


(4)  Y se  infringen  estos  artículos  por  lo  dis- 
puesto en  el  90.  ^ 


tes,  y hasta  amenazó  añadiendo  que  ha- 
biati  de  coitar  caro.^,  lo  cual  constituye 
ei  delito  de  desacato,  futí  absuelio  por  la 
Audiencia,  declarando  que  el  hecho  no 
constituye  delito  n¡  falta.  Sostenido  ro*. 
curso  de  casación  por  c!  Ministerio  fis- 
cal, se  casa  y anula  diclia  sentencia  de- 
clarando que  la  Sala  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  señala  el  caso  2.” 
del  arl.  4.“  de  la  ley  de  18  de  junio  de 
•1870,  é infringido  el  art.  269  dol  Código 
pena!  vigente.  (Sent.  10  febrero  1873.) 

III.  Desacato  á un  alcalde.  Injurias 
á ¡os  funcionarios  públicos  ó a(}ento$  de 
la  í2iíÍ0J'íí/tií/.  Cuando  es  apUcalde  el  ar- 
ticulo  270  del  Código  penal  y ciíí¿?i¿/ú 
el  2(í().  — Inter  puesto  recurso  de  casa- 
ción por  Celedonio  Migue!  citando  como 
infringido  el  art.  270  ílel  Código  penal, 
suponiendo  que  éste  era  el  aplicable  y 
no  el  26ti  aplicado  en  la  sentencia,  se 
declara  no  haber  Jugar  á él: 

«Considerando  que  el  proce.sado  Celedo- 
nio Miguel  produjo  .sus  iusuJlos  contra  ei  al- 
calde fíe  Cervera  que  no  era  funcionario  pú- 
blico, ni  agente  de  la  autoridad,  sino  que 
era  la  autoridad  niisina  y la  priucipal  del 
putíbío,  por  lo  que  la  Sala  .seíilenciadora  no 
cometió  error  :il  no  aplicar  el  art.  27Ü  y sí 
ei  266  en  su  núru.  i que  se  refiere  á los 
que  injuriasen  ó insitlla.sen  do  liecho  ó de 
palabra  á la  iuiioridad  en  el  cjorcicio  de  sus 
Íuncíüueá.»  (Scjit,  11  marzo  ÍS73.) 

IV.  Desacato  á un  juez  municipal: 
Dt¡erencia  entre  el  desacato  á un  juez  ó 
autoridad  y el  insulto^  injuria  y a7nena~ 
zad  sus  agentes. — El  desacato  á un  juez 
municipal  como  á toda  autoridad,  está 
penado  cn^el  art.  2()(>  y 207  y no  es  apli- 
cable el  270,  que  liabla  de  sus  agentes  y 
de  los  funcionarios  púldicos. — Así  lo  es- 
tablece el  rribunal  Supremo  cii.’^anJo  y 
anulando  una  sentencia  de  la  Audiencia 
tic  Zaragoza  en  que  aplicó  el  art.  270  al 
delito  de  desacato  al  juez  municipal.  Hé 

aquí  los  considerandos  icxlualcs  de  este 
fallo. 

1 arreglo  a!  arl.  266 

ticl  Lfuligo  penal  rtínrmado,  coinelon  de.*!- 
acato  ios  que  hallíiudose  una  autoridad  en  el 
ejercicio  de  su.s  (unciones,  ó con  ocasión  de 
e.>tas,  la  amenazaren,  calumniaren,  injuria- 
ren ó iu.sültaren  de  hedió  ó do  palabra,  en 


3u  presencia  (5  en  escrito  que  ia  dirigieron: 

CoRSEderando  que  conforme  ¡i  lo  prescrito 
en  los  arts.  2/7  te)  mismo  Código,  para  los 
efeclos  de  los  artículos  comprendidos  en  los 
tres  capítulos  anteriores,  entre  ios  que  sella- 
da el  2(!(),  se  reputíirá  auloridad  al  que  por  si 
sólo  ó como  iudjvidiio  de  alguna  Corporación 
ó tribunal  ejerciera  juristliccion  propiaj  y por 
consiguiente,  eicrcioni;lola  en  su  distrito  un 
juez  iiiunicipal,  esindudabie  que  para  dichos 
efectos  tiene  el  carácter  de  autoridad: 

Considerando  que  según  aparece  de  los 
hechos  que  como  probados  se  consignan  en 
la  senleijcia  recujrida,  celebrándose  el  liíii  21 
de  octubre  (le  CSTl  ante  eljuez  municipal  del 
Mueblo  de  \al  de  Sun  Martín  un  juicio  vor- 
jal,  al  que  concurrió  como  demandado  el 
relorido  Tomás  Vicente,  ósie  y su  consorte 
-lósela  Jiménez,  que  sin  haber  sido  llamada 
se  pr(ísentó  tainljíen  en  aquel  acto  después 
de  haber  turbado  el  (3rdeii  y desobedecido 
repetidamente  los  mandatos  del  juez  con  sus 
ademanes,  actitudes  y palabras,  íc  insultarou 
ó injuria  ron: 

Considerando  que  esos  insultos  (í  injurias 
de  hecho  y de  palabra  inferidos  al  susodiolio 
jtiez  municipal,  en  su  presencia,  íialláudose 
ejerciendo  las  funciones  de  su  cargo  y con 
ocasión  de  éstas,  conslitiiyeu  evidenhniienle 
ei  delito  de  desacato  previsto  y penado  en  los 
art-S.  266  y 267  de!  referido  Código  penal, 
que  son  los  aplicables  a!  caso  concreto  de  que 
se  trata: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  hi  Sa- 
la senteiicindora,  al  estimar  que  los  liechos 
que  dieron  lugar  á la  formación  de  esla  cau- 
sa están  comprendidos  y castigados  en  el 
art.  270  de)  precitado  Córíi^'O  penal,  y al  im- 
poner a los  procesados  la  pena  señalada  en 
ei  mismo,  ha  incurrido  en  oí  error  de  dere- 
cho  á que  sendiere  el  caso  3.®  del  art.  4.® 
de  la  ley  (le  casación  criminal,  é infringido 
las  diójiúsiciones  legales  citadas  por  el  recur- 
rente; 

Fallamos  que  dehemos  declarar  y declara- 
mos Juiher  lugar  al  recurso  de  casación 

{Sent,  20  iiovionibrc  1872 ) 

Af enfado  á un  alcalde  de  barrio 
cansándole  la  íJiiítír/c.  — En  causa  contra 
Pascual  y Manuel  Valero  y otros,  por  ho- 
micidio  y atentado  contra  la  auloridad 
de  un  alcalde  de  barrio,  declaró  la  Sala 
en  su  sentencia  que  los  hechos  probados 
constituían  los  delitos  de  atentado  con- 
tra agentes  de  la  autoridad  y homicidio 
cometido  en  la  persona  del  alcalde  de 
-barrio,  v condenó  á las  referidos  Pas- 


cual y Manuel  en  diez  y ocho  años  de 
reclusión  á cada  uno,  etc.  Interpuesto 
recurso  de  casación  fundándolo  en  los 
casos  3.°  y 4.°  del  art.  de  la  ley  pro- 
visional, y citando  como  infringidos,  la 
regla  de  la  ley  provisional  y el  artícu- 
lo‘it)3,  párrafo  2."  del  Código  penal  vi- 
gente, se  declara  no  haber  lugar  á él: 

((Considerando  que  por  el  art.  00  del  C(5- 
íligo  penal  vigente  se  dispone  (¡ue  cuando 
un  solo  hecho  co:isuluya  dos  6 mas  delitos, 
ó cuando  ol  uno  do  ellos  sea  medio  necesa- 
rio para  cometer  el  otro,  solo  se  impondrá 
la  pena  C(jrrcspoudiente  al  delito  mas  grave, 
aplicándola  en  su  grado  máximo: 

Considerando  que  ajnslándíjse  la  Sala  de 
lo  criminal  de  la  Audiuncia  de  Valencia  á las 
prescripciones  de  dicho  artículo,  y existien- 
do do.s  hechos  punibles,  cometidos  por  los 
procesados  recurrenl.e.s,  castigó  el  de  homi- 
cidio del  alcalde  de  barrio  de  Valí  de  Uxó, 
corno  mas  grave,  imponiendo  la  pena  desig- 
nada para  este  delito  por  la  ley  en  su  grado 
máximo,  que  es  ia  (.¡uo  determina  el  referido 
arlículo: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no 
lia  infringido  la  regla  4;}  de  la  ley  provi.sioual 
para  la  aplicación  de!  Código  penal  de  íSoO, 
que  ci!()  y se  propuso  aplicar,  aunque  inde- 
hidatnenli!,  porque  iinpj.«o  á los  procesados 
la  penalidad  mínima  del  grado  máximo,  que 
es  la  señalada  expresa  y terminantemente 
por  la  ley  en  el  ca.sü  del  art.  90  de  concurrir 
dos  delitos,  sin  que  pudie.se  disminuirla  sin 
faltar  abierta  rúen  le  á lo  que  en  él  se  dispone: 

Con.siderando,  cu  cuanto  al  segundo  moti- 
vo fie  casación,  que  según  lo.s  datos  consig- 
nados en  ia  seiituncia  es  evidente  la  existen- 
cia del  alentado  contraía  autoridad  del  al- 
calde de  barrio,  en  el  que  se  impusiera  ma- 
nos hasta  ei  punto  de  causarle  la  muerte,  no 
impidiendo  á la  existencia  de  este  delito  el 
que  la  Sala  u.sasc  Ja  locución  de  que  era 
atentado  contra  los  agentes  de  la  autoridad, 
apreciando  sin  rhula  qne  este  carácter  luese 
el  único  que  lu viera  e!  alcalde  de  barrio,  y 
comprendiéndole  ec  cd  último  párralo  del  ar- 
tículo 264  del  Código  penal  vigente,  lo  que 
no  altera  el  fondo  de  lu  .senteucta  ni  la  pena- 
lidad impue.sLii; 

Considerando,  por  lo  mismo,  que  concur- 
riendo los  dos  delitos  qne  la  Sala  calibea,  no 
hay  inlracciori  de  ley  en  la  .sentencia  conde- 
natoria que  dictó  contra  los  procesados  re- 
currentes, ni  en  la  aplicación  de  la  pena  im- 
puesta. (Sent.  22  diciembre  1871.) 

VI.  Olro  caso  de  lesiones  ¡j  atentado 
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conlva  tni  alcalde  de  bacíw.  Pl  hecho  de 
atentai'  contra  un  agente  de  la  autoridad 
causándole  lesiones  conslituije  dos  delitos 
y debe  penarse  el  vía  por  con  el  grado 
maocitno, 

«Con^'ideranflo  que,  seguD  los  hechos  cou- 
signatlüs  y adiiiiliilos  eouio  pro  hados  por  la 
Sala  de  lo  criiníual  de  la  Atidieucia  da  esta 
capital,  Fraticisco  Bois  y Antón  acometió  por 
la  espalda,  y con  una  navaja  c;iusó  una  lie- 
rida  grave  al  alcalde  de  barrio  ü,  Pedro 
Beugoa,  de  la  que  curó  á los  42  dias: 

Considerando  que  osle  Iieclio  constituye 
dos  delitos,  el  de  lesiones  y el  de  alentado 
contra  la  autoridad  ó sus  agentes,  deliiiido 
en  el  art.  2Gd,  y penatio  en  el  264  con  pri- 
sión correccional  en  su  grado  medio  á pri- 
sión mayor  en  el  mínimo,  y multa  de  260  á 
2.500  pesetas,  siempre  que  la  agresión  se 
verificase  ú mano  armada,  y que  esta  pena 
debe  imponerse  en  el  grado  máxitno,  cou 
arreglo  á las  disposiciones  del  art.  90,  cuan- 
do en  un  inistno  acto  se  cometen  dos  delitos, 
dado  e!  caso  éIc  que  sea  mayor  que  la  desig- 
nada para  el  otro  como  sucede  en  el  pre- 
seuie: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  imponer  al  procesado  cuatro  años  de  pri- 
sión y 800  pesetas  de  multa,  y comprender 
el  delito  en  el  viiliíno  párrafo  del  artículo  ci- 
tado 264,  ha  infringido  el  expresado  artículo 
é incurrido  en  el  error  de  derecJio  que  se- 
ñalan los  casos  3.®  y 4.®  del  art.  4.“  de  la 

ley  de  casaciun.»  ^sént.  Ü diciembre  í-STd.J 

Vil.  ílequisilos  para  (jue  haya  des- 
acato conjorvie  al  arl.  ¿tií).  Palabras 
ofensivas  en  escrito  ó solicitud  (¡uberna— 
íiva. ^Si  con  arreglo  a!  art.  2ü(j  núme- 
ro i,"  (le!  Código  reformado  cometen 
desacato,  los  qut'  hallándose  una  autori- 
dad (ín  el  ejcrr.ieio  de  sus  funrione.s  ó con 
Ocasión^  de  L-llas,  la  calumniaren,  inju- 
riaren ó insultaren  do  lumlio  ó de  pala- 
bra en  su  presencia  6 en  escrito  que  les 
dirígieren  ó amenazaren,  no  puede  cati- 
íiearse  como  desacato  el  hecho  de  diri- 
gir una  persona  iníiancia  al  Ministerio 
de  la  Gohernacicn,  aizándoüe  del  acuer- 
j Je  la  pipulaeion  prcívincial  que  no 
le  adiuiiió  corno  difnitado  empleando 
palabras  ofensivas,  pues  bs  calumnias  é 

tnjuiias  que  contuviere  iliclin  solicitud 
no  eran  en  presencia  de  la  Diputación 
ni  en  e&cnio  que  se  la  dirigiere  con  ob- 
jeto uo  desacatarla,  aunque  se  eligiera 


su  conduelo  ordinario  pora  que  se  remi- 
tiera al  Gobierno,  Y ha  liéndulo  aprecia- 
do la  Audiencia  de  !a  Coruña  como  des- 
acato, se  declara  luiber  cometido  error  de 
derecho  en  la  calificación  del  delito, 
coso  li.®,  arl.  4.'^  de  la  ley  de  (‘asacion 
infringiendo  el  art.  ^íifí  del  Código  pe- 
nal. (Sent.  6 mayo  1871.) 

VIII.  Exj  iresion  injuriosa  d un  alad- 
dey  que  constituye  desacato.- — La  pala- 
bra indecente  dirigida  á un  alcalde  en 
ocasión  de  hallarse  esto  presidiendo 
como  tal  la  Junta  de  contribuyentes  reu- 
pida  para  objeto  de  iiueres  público,  es 
injuria,  como  que  expresa  descrédiioy 
menosprecio  hácia  la  persona  contra 
quien  se  pronunció,  y constituye  el  de- 
lito de  desacoto  del  arl.  lí);2  del  Código 
de  lísSO.  (Sent.  10  noviembre  1371.) 

IX.  Desacato  d un  juez  en  escrito 
que  se  le  diriye  empleando  palabras  inju- 
riosas.—declara  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Vicente  A he  ledo,  fundándolo  en  los  ca- 


sos  y 5.“  del  art.  4.°  clií  la  ley  de 
casación  y citando  como  infringidos  los 
artículos  26ü,  267,  471,  47ü  y "caso  7.° 
del  9.“  ^ 

«Considerando  (pie  admitidos  en  la  .sen- 
Lencia  los  í i 0c líos  p rollados  do  (joo  0I  [)roc0- 
sado  consignó  en  escrito  dirigido  a!  juez  de 
primera  ¡ustíincia  «que  procedían  de  su  auio- 
ndady  infringiendo  la  Consíiiiicion , Ais 
arbitrariedades  y atropellos  que  había  su- 
fridoi)  estas  palabras  son  ofensivas  porque 
suponen  faltas  reprensibles  que  desacredi- 
tan, perjudicando  el  buen  nomlirc  que  deben 
tener  lo.v  que  administran  justicia,  v consti- 
tuyen por  lo  tanto,  como  injurias,  el  íieíito 

de  desacato,  en  conformidad  al  art.  206  del 
Codigo  penal. 

Consideramlo  que  en  la  sentencia  recurri- 
da no  se  consignan  heclms  que  denuieslren 
que  el  Abuledo  huldera  obrado  por  estímu- 
los tan  poderosos  que  le  produjeran  arrebato 
y Obcecación,  ni  tampoco  consta  que  .se  le 
uenegase  prueba  procei lento j y aun.  en  el 
sup>..üslo  de  haber  sido  denegada,  no  .seria 
motivo  para  el  presente  recur.so; 

CoasiJtíiando,  por  cousiguieulo,  que  ha- 

Jiendo  apreciado  !a  Sala  sentenciadora  Io.s 
lechos  probados  por  delito  de  desacato,  sin 
concurrencia  de  a Circuu.slancia  atetiuante 
de  arrebato  y ohcecaciou  mi  que  se  funda  el 
recurso,  no  lia  incurrido  en  el  error  á que  se 


ATENTADO  Y DESACATO.  [Jurisp.  penal). 


30 


reHeren  ios  casos  1.®  y 5."  íkl  art.  4.”  de  !u 
ley  sobre  casación  criminal,  nt  inlVingido  los 
arlículos  20íí,  471,  47r}  y nriinero  7.*^ 

dei  9.°  dei  Código  penal.  ^Sciit.  13  marzo 


X.  Regnisito  para  que  haija  desaca- 
to.— El  proferir  en  público  expresiones 
injuriosas  contra  una  autoridad  no  basta 
para  calificar  el  lieclio  como  desacatOj 
cuando  falta  tu  circunstancia  mas  prin- 
cipal que  ta  ley  exige  de  ser  en  presen- 
cia de  la  autoridad,  para  que  proceda 
esta  calificación.  (Seiit.  25  mayo  1871.) 

XI.  Desacato  á juez  municipal.  Estos 
jueces  son  aulovidades  de  funciones  per- 
manentes. Las  aíTíont'i’íacfoíiííí  que  hacen 
como  particulares  no  obstan  á su  carác- 
ter. Aplicación  de  los  arls.  266  y W1 
del  Código  penal. — Declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
á notnbre  ile  Juan  José  Monsaya,  y que 
la  Sala  al  [lenarle  como  reo  de  desacato 
con  arreglo  á los  arts.  2fi()  y 2ti"  del  Có- 
digo penal  no  ha  infringido  estos  arlícu- 
los, se  establecen  ios  siguientes  funda- 
mentos. 

«Considerando  que  los  Jueces  municipales 
dentro  de  la  dernarcation  de  sus  distritos  son 
autoridades  de  funciones  permaneutes  para 
conocer  de  los  negocios,  asi  civiles  como 
criininalos,  que  les  atribuye  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  en  el  capítulo  2.*^  de  su  tí- 
tulo C.^*,  y que  una  de  esta.s  atribuciones  es 
la  de  instruir  preventivamente  las  primeras 
diligencias  sumarias  en  las  causas  sobre  deli- 
tos que  so  cometen  en  e!  territorio  du!  res- 
pectivo Municipio: 

Considerando  que  cuando  los  jueces  rnu- 
DÍc¡  >ales  entran  en  lo.s  cafés  y otros  edilicio.s 
públicos,  no  por  eso  abdican  de  sus  funcio- 
nes perniaiieiite.s,  ni  se  privan  del  ejercicio 
de  las  mLsmnS,  pues  que  se  hallan  encarga- 
dos en  todo  caso  y lugar  de  la  policía  pre- 
ventiva judicia!  con  el  iin  de  perseguir  cual- 
quier género  du  delitos  y faltas  soinetidos  á 
su  jurisdicción: 

Considerando  que,  según  el  art.  2ú(i  de! 
Código  penal,  son  reos  de  desacato  contra  la 
aul cridad  los  que  liaiíándose  ésta  en  el  ejer- 
cicio de  .sus  líiüciones,  la  infcullan,  injurian 
ó amenazan,  iucurriendo  por  ello,  según  los 
respectivos  casos  de  mayor  ó menor  grave- 
dad, en  las  penas  señaladas  en  el  art.  267: 

Considerando  que  los  hechos  consignado.? 
en  la  sentencia  demuestran  que,  ha  liándose 
el  juez  municipal  de  Arévalo  en  un  café  de 


esta  villa,  el  procesado,  en  rnedio  de  la  con- 
currencia numerosa  que  allí  hahia,  empezó 
á increpar  públicamente  á los  Tiihunules, 
llamándolos  injustos  y parciales,  con  alusio- 
nes directas  á cierta  sentencia  [ ronuncíada 
por  el  Juzgado  de  primera  ¡nlniicia  de  :u|Uid 
partido;  y como  el  juez  municipal  oyese  di- 
chas injurias,  amonestó  al  que  tas  proferia 
puraque  se  contuvie.se,  usando  de  las  pala- 
bras prudentes  y corteses  de  que  no  su  las 
decía  como  autoridad,  sino  con  el  fin  de 
evitarle  consecuencias  desagradables;  [>ero 
el  procesado,  manifestando  que  le  respetaba, 
no  lo  hizo  así,  y con  marcado  desprecio  le 
iusulló  y de.salió;  y saliendo  A la  calle,  conti- 
nuó en  sus  denuüslros  con  voces  destempla- 
das, asiendo  !a  ropa  del  juez  y amenazándole 
con  que  le  había  de  malar;  de  lodo  lo  cual 
so  deduce  que  el  recurrente  cometió  un  se- 
gundo y diverso  alentado  contra  laautnridnii, 
sin  que  pueda  exculparle  por  los  motivos 
expuestos  el  ffue  diclio  juez,  emno  particular, 
le  hubiese  amonestado  ai  principio  para  que 
se  reportase  y reprimiese  su  primer  exce.'to: 

Considerando,  por  consecuencia,  que  la 
Sala  sentenciadora  ai  declarar  ai  procesado 
reo  de  desacato,  y penarle  con  arreglo  á los 
artículos  266  y 267  del  Código  penal,  no  co- 
metió  el  error  de  dereclio  á que  .se  refieren 
ÍO.S  casos  t,®  V 3.°  del  art.  4.°  do  la  lev  de 

o iJ 

casación  crimiiiai,  ni  ifilringido  los  precitado.? 
artículo.?  en  que  se  apoya  el  recurrente.» 
(Scct.  21  marzo  1873.) 

XII.  No  importa  pues,  que  los  jueces 
municipales  no  estén  ejerciendo  alguna 
de  sus  funciones,  ó con  ocasión  de  ellas, 
para  que  los  insultos  y amenazas  que  se 
les  dirijan  consli luyan  desacato,  y de 
nuevo  se  establece  la  misma  doctrina, 
denegando  la  admisión  de  un  recurso  do 
casación  interpuesto  por  Jesé  Bernal 
Antunez. 

«Comsiderando  que  los  iueces  miuiicipa- 
lí-s,  según  el  art.  271  de  Ja  ley  orgánica  de 
Tribunales,  son  autoridades  judiciales  do 
funciones  permanentes  llamadas  en  todo 
tiempo  y lugar  en  su  distrito  re.spGClivo  á 
formar  !a.s  primera.?  diligencias  preventivas 
para  la  averiguación  de  los  delitos,  y que 
cuando  acuden  á apaciguar  una  reyerta^  con 
el  íln  de  separar  á los  que  se  díspoTteu  á re- 
ñir, teniendo  cuai([u¡era  clase  de  armas  ofen- 
sivas, están  en  el  pleno  ejercicio  de  sus 
atribuciones.  (Sent.  29  dick*mbrc  1873.) 

Xllf.  Penalidad  del  último  párrafo 
del  art,  26'l.  — El  grado  máximo  de  la 
pena  de  prisión  correccional  en  su  gra- 
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el  hedió  de  híiher  maltratado  un  coche- 
ro á los  agentes  de  la  autoridad  en  el 
acto  de  liallarse  ejerciendo  las  funciones 
de  su  cargo,  no  solo  de  palabra,  sino  de 
obra,  causándoles  lesiones  con  la  fusta 

que  llevalia,  iior  haberle  impedido  el 
_ ■ 1 ■ 


do  mínimo  al  medio,  que  señala  e!  ulti- 
mo párrafo  del  art.  2(Ji  para  los  que  hu- 
biesen puesto  manos  en  las  personas  í|ue 
acudiesen  en  auxilio  de  la  autoridad  ó 
en  sus  agentes,  ó en  los  funcionarios  pú- 
blicos, "com prende  de  treinta  y cinco 
meses  y once  dias  á cuatro  años  y dos 
meses.  (Sent.  20  abril  1871.) 

XI  Y.  Error  en  la  aplicación  del  pre- 
sidio en  vez  de  la  prisión  qae  señala  el 
articulo  2í)í. — Se  incurre  en  el  error  dé 
derecho  del  caso  4.*  del  art.  4.'*  de  la  ley 
de  casación,  cuando  con  infracción  dei 
del  arl.  204  del  Codtgo  penal  se  impone 
el  presidio  correccional  en  lugar  de  pri- 
sión correccional.  (Sent.  5 junio  1873.) 

XY.  No  todos  los  que  acompañan  á 
¡a  autoridad  son  agentes  suyo.s,  para  los 
efectos  del  art.  26d  y 204  del  Código  pe- 
nai — Se  incurre  en  el  error  de  derecho 
que  expresa  el  caso  3.‘  de!  art.  4.'*  de  la 
ley  de  casación  y se  infringen  los  artícu- 
los 203  y 204  del  Código  penal,  califican- 
do y penando  como  reo  ( e atentado  con- 
tra la  autoridad  ó sus  agentes  al  que 
aeoniele  y hiero  á otro,  ([ue  acompañaba 
á un  juez  municipal  á practicar  un  em- 
bargo, aunque  el  lesionado  fuese  regi- 
dor dei  Ayuntamiento,  siempre  que  este 
asistiese  al  acto  como  mero  testigo  sin 
carácter  de  autoridad  ni  de  agente  ni 
aun  de  persona  llamada  en  auxilio  de 
aquella.  (Sent.  3 julio  1873.) 

XVI.  Infracción  del  art.  204  en  la 
aplicación  de  la  pcnaíiVind.— Cuando  la 
Sala  sentenciadora  declara  que  los  he- 
chos de  una  causa  constituyen  el  delito 
de  atentado  contra  un  agente  de  la  auto- 
ridad, concurriendo  una  circunstancia 
atenuante,  y condena  al  procesado  á la 
nena  do  seis  meses  y un  dia  de  prisión 
correccional  y multa  de  loO  peseta.s  con 
su  accesoria,  infringe  el  art.  2(54  del  Có- 
digo penal  que  castiga  dicho  delito  con 
el  grado  medio  de  prisión  correccional  v 
mulla  de  ÍoOá  1.500  pesetas,  é incurre 
en  el  error  de  derecho  de  que  hace  mé- 
rito el  caso  4."  del  art.  4.*  de  la  ley  de 
casación.  (Sent.  18  noviembre  1873.) 

A VIL  Acto  de  resistencia  grave  d 
agentes  de  la  Áuloridad,  penado  en  el 
articulo  2Gd. — Admitido  como  probado 


ue 

el 


r 
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paso  de  su  carruaje  por  el  sitio  en  c 
tuvo  lugar  el  suceso,  cometió  aque 
delito  previsto  y penado  en  el  art. 
por  cuanto  medió  la  resistencia  grave 
que  prescribe  esta  disposición,  y no  la 
falta  que  castiga  el  párrafo  se.sto  del  ar- 
tículo 589.  (Sent.  21  marzo  1871.) 

XVIIL  Cnrdcter  de  los  hechos  que 
conslituyen  el  atentado. — Cuando  en  un 
mismo  acto  se  injuria  ose  llega  á poner 
manos  en  la  Autoridad  ó sus  agentes  en 
el  ejercicio  de  sus  cargos,  los  dos  hechos 
constituyen  un  solo  delito,  porque  no 
es  fácil  que  llegue  á consumarse  un 
alentado  sin  llevar  consigo  alguna  pala- 
bra insullanie  ó amenazadora  por  parte 
del  delincuente;  y por  tanto,  al  calificar 
y penar  la  Sala  sentenciadora  los  referi- 
dos bcclios  como  dos  distintos  delitos, 
incurre  en  los  errores  de  derecho  que 
señalan  los  casos  3.“  y 4.*'  del  art.  4.°  de 
la  ley  de  IB  de  junio  de  1870,  c infrin- 
ge los  arts.  2(53,  2C4  y 270  del  Código 
del  mismo  afio.  (Sent.  29  octubre 
1872.) 

XÍX.  Error  en  calificar  como  dos 
delilos  el  hecho  constiiiitivo  del  atentado. 
— El  atentado  contra  un  agente  déla  au- 
toridad consistente  en  babor  descargado 
sobre  el  el  procesado  dos  palos  que  !c  pro- 
dujeron lesión  en  la  cabeza  y contusión 
en  un  brazo  que  exigieron  la  asistencia 
facultativa  de  diez  dias,  constituye  con 
las  lesiones  un  solo  y mismo  hecho,  co- 
mo que  sin  ellas  el  alentado  no  hubiera 
existido.  Por  consecuencia  calificando  y 
y penando  dos  delitos  en  la  sentencia, 
de  alentado  uno,  de  lesiones  otro,  lia 
infringido  el  arl.  00  del  Código  penal  é 
incurrido  en  el  error  de  dereólio  á que 
se  lefiercn  lo.s  casos  3,®  y 4 ^ del  arlícu— 

lo  í.»  .lo  In  ley  ,Je  18  .l.ljonio  do  1870. 

(Sent.  8 octubre  1873.) 

XX.  Mas  sobre  el  mismo  error  del 
íí'úmn'o  anterior. — Constiln vendo  un  so- 
lo beciio  penal  de  alentado  las  lesiones 
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y los  amenazas  que  son  los  medios  de 
cometerle,  y sin  los  cuales  no  existiría 
aquel,  y habiéndose  de  imponer  la  pena- 
lidad que  corresponde  al  delito  más  gra- 
ve aplicándola  en  su  grado  máximo;  pe- 
nando á la  vez  la  Sala  separadamente  los 
delitos  de  lesiones  y amenazas,  comete 
error  de  derecho  en  la  calificación  del 
delito,  imponiendo  penas  que  no  cor- 
responden según  las  leyes,  {Sent.  4 oc- 
tubre 1871.) 

XXÍ.  Doble  delito  de  alentado  y le- 
siones.— Si  de  los  hechos  consignados 
en  la  sentencia  declarados  probados,  y 
que  el  recurrente  acepta,  aparece,  no 
solo  que  puso  manos  en  un  agente  de  la 
autoridad,  sino  que  le  causó  una  lesión, 
cuya  curación  exigió  asistencia  faculta- 
tiva por  más  de  90  dias,  el  hecho  consti- 
tuye dos  delitos  que  deben  penarse  con 
sujeción  á lo  dispuesto  en  el  art.  90  del 
Código  y regla  2/  del  82.  (Sent.  25 
mayo  1872.) 

Ténganse  presentes  los  dos  números 
anteriores. 


XX  lí.  Quien  tiene  carácter  de  autori- 
dadr — Por  el  art.  277  del  Código  penal 
vigente  se  previene  que  páralos  efectos 
de  ios  artículos  comprendidos  en  los  tres 
capítulos  precedentes,  entre  los  que  se 
encuentran  comprendidas  las  injurias  á 
la  autoridad,  se  reputará  tener  este  ca- 
rácter al  que  por  si  solo  ó como  indivi- 
duo de  alguna  corporación  ó Tribunal 
ejerciese  jurisdicción.  (Sent.  11  de  ju- 
lio 1872.) 

XX 1 1.1.  Elementos  constitutivos  del 
atentado  contra  la  autoridad. — No  ba- 
biendo  verdadera  agresión  armada,  fuer- 
za propiamente  diclia,  intimidación  ni 
resistencia  grave  á los  agentes  de  la  au- 
toridad, faltan  los  elementos  esenciales 
constitutivos  del  atentado,  según  los  ar- 
ticuios  283  y 2Ü4  del  Código  penal  re- 
formado. (Sent.  2 octubre  1871.) 

XXlY.  Error  en  la  calificación  de 
circunstancias. — El  art.  -10  de!  Código 
determina  taxativamente  las  circunstan- 
cias que  deben  calificarse  de  agravantes 
por  los  Tribunales,  no  pudiendo  esti- 
marse corno  lo],  por  no  hallarse  com- 
prendida en  dicho  artículo  la  de  haber- ! 


se  cemelido  el  atentado  causando  una 
lesión  al  agente  de  la  autoridad  como  in- 
dividuo del  cuerpo  do  vigilancia,  aparte 
de  ser  dicha  circunstancia  constitutiva 
del  delito,  según  queda  expresado.  (Sen- 
tencia 17  octubre  1871.) 

XXV.  Los  dependientes  de  arbi- 
: trios  municipales  son  ayentes  de  la  au- 
toridad.— Se  declara  que  no  existen 
fundamentos  legales  para  que  prospera 
un  recurso  de  casación  apoyado  en  el 
núm.  dei  art.  4." de  la  ley  y citando 
como  infringidos  los  arls.  2.“  y 203  del 
Código  penal,  bajo  el  supuesto  de  que 
los  guardas  de  puertas  no  tienen  el  ca- 
rácter de  agentes  de  la  autoridad, contra 
la  apreriacion  de  la  Audiencia  que  los 
califica  de  tales  agentes,  porque  consig- 
nando la  Audiencia  en  su  fallo  que  los 

' procesados  hicieron  resistencia  á ios  de- 
pendientes de  arbitrios  municipales  en 
el  ejercicio  de  las  funciones  de  su  cargo, 
en  tal  concepto  deben  ser  reputados 
como  agentes  de  la  autoridad, y por  con- 
siguiente sujetos  á la  penuiidad  del  ar- 
tículo 2ü5  que  lia  sido  aplicado.  (Sen- 
tencia 18  noviembre  1872.) 

XX VI.  Son  agentes  de  la  auloridad 
los  comisionados  de  apremio, — Declaran- 
do que  no  liá  lugar  á la  casación,  por 
no  haberse  infringido  los  arts.  264,  2ílo 
y 27(1  del  Código  penal,  se  establece 
«que  admitidos  los  hechos  de  que  los 
procesados  injuriaron,  golpearon  y abo- 
fetearon al  comisionado  de  aj)remÍo  y 
auxiliares  en  el  acto  de  practicar  dili- 
gencias en  cum[>fimÍenlo  de  su  cometi- 
do, es  evidente  que  se  ha  incurrido  en 
e!  delito  de  atentado, así  como  que  aquel 
era  agente  de  la  autoridad  administra- 
tiva. (Sent.  26  marzo  1873.) 

XX Vil.  Alentado  á lin  ejecutor  de 
apremios. — Siendo  el  ejecutor  para  ei 
pago  de  contribuciones  un  delegado  de 
a autoridad,  y estando  ejerciendo  sus 
funciones  cuando  fué  lesionado,  no  hay 
eí  menor  motivo  para  dudar  de  que  el 
caso  está  comprendido  en  el  art.  264, 
párrafo  último,  y no  en  el  433-  (Sen- 
tencia 18  marzo  1871.) 

XXYllI.  Ámenasas  á un  cabo  de 
serenos. — El  hecho  de  amenazar  á ua 
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Sereno  en  c)  ejercicio  de  sus  funciones, 
aunque  no  se  llegase  á golpearle,  cons- 
liluye  el  delito  cid  ort.  áüO  del  Gótligo 
penal,  y no  puede  de  ningún  modo  ser 
comprendido  en  el  núin.  (>.“  delart.  oSO, 
con  tanta  mas  razón  cuando  concurren 
las  circunstancias  \1  y 18  del  arl.  10. 
fSent.  29  octubre  1873.) 

XXIX.  Los  cabos  furrides  de  los  es- 
toblecimiento^  penaUs  y no  pueden 
dejar  de  ser  aycnles  de  la  ii>í/oríí/u<^  en  el 
ejercicio  de  su  cargo,  poniue  su  nom- 
Lraniienio  tiene  por  objclo  auxiliar  á ia 
del  comandante,  ejercer  por  delegación, 
y 'm  noniljre  de  éste,  las  funciones  que 
por  el  mismo  le.s  sean  encomendadas, 
cuidar  de  que  so  mantenga  el  orden  y 
ia  disciplina  en  sus  respectivas  sa- 
las etc,  Consiguientemente  los  alentados 
contra  ellos  en  el  ejercicio  de  su  cargo 
están  comprendidos  en  el  art.  2G3  y si- 
guientes del  Código  penal,  y si  en  los 
lo'chos  que  constituyen  el  atentado  liay 
dos  ó más  delitos,  debe  penarse  solo  el 
mayor  con  arreglo  al  art.  Í)(J  del  mismo 
Código.  — (Sent.  2 noviembre  1872), 
casando  ut  a .«enlencia  por  haber  penado 
solo  el  de  lesiones  í;;t usadas  en  el  alentado 
contra  un  cabo  furriel,  sin  considerar 
que  como  agente  de  la  auiondad  debió 
penarse  solo  el  de  alenlado  como  inavor. 

iOac.  2 enero  1873). 

XXX.  hl  aclo  de  poner  las  nianos  en 
Ivs  ny entes  de  la  auloTÍdad  constituye ^ 
no  la  resistencia  y desobediencia  que  pe- 
na el  art.  au/ío  el  aten  lado  del  últi- 
mo párrafo  del  art.  ÜUi. 


«(.Ofi.sidonuKlo  que,  según  los  íieclins  cc 
snuíatlos  en  la  seritanda,  al  conducir  el  a"c 
le  de  órden  ¡JÚblico  Francisco  filanco  y ol 
compañero  suyo  fí  .Antonio  Aivarez,  Andi 
y .losé  Perez,  al  primero  á la  casa  de  soco 
ro  por  lodlarse  herido,  y á Jos  otros  dos  á 
preveiicinn,  el  Alvarez  opuso  resistencia 
líianco,  {iíHiduIc  una  bofetada,  ejecutando 
niistiio  acto  contra  el  otro  agente  que  prete 
dia  rodncirlii  á !a  obidieocia:  que  estos  acl 
consUiuyen  e!  delito  lieatentadú  contra  age 
tes  de  la  autoridad  y son  penables  en  i 
leriuiQos  que  quedan  expuestos: 

Considerandü  que  la  Sala  sentenciadora, 
haberlos  cublicado  de  desobediencia  gravt 
Jos  agentes  de  la  autoridai!  ó imponer  á 
au  or  el  arresto  mayor,  coinprendiéudola 


el  art.  2fi3  del  Código  penal,  ita  infringido 
este  arfíciilo  y además  los  üG3  y 20-1  del  mis* 
mo  Código,  incurriendo  en  el  error  de  dere- 
cho á que  .se  re íi eren  los  casos  3.*  y .1.°,  ar- 
tículo ■í.‘'  de  la  ley  do  18  de  Jutiío  de  IStO.» 
(Sent.  17  enero  1874,  declaríindo  haber 
lugar  al  recurso  de  ca.sacíon  interpuesto  [tor 
el  Ministerio  público...)  {Gac.  (i  abril  1874.) 


XXXI.  Atentado  ú nn  ay  ente  de  la 
autoridad  poniendo  manos  en  el:  Divi- 
sión en  tres  yrados  de  la  pena  del  art.  2G4 
fíprision  correccional  en  sus  yrados  mí- 
nimo y medio.» — La  Audiencia  do  Ma- 
drid impuso  á Toribio  Delgado,  reo  de 
este  delito^  la  pena  de  dos  años,  cuatro 
meses  y un  dia  de  [irision  correccional, 
con  suspensión  de  todo  cargo  y del  dere- 
cho de  sufragio  durante  dicho  tiempo  y 
mulla  de  CÜO  pesetas,  debiendo  sufrir  la 
prisión  subsidiaria  consiguiente  caso  de 
insolvencia,  y en  las  costas  y gastos  del 
juicio.  El  Ministerio  fiscal  interpuso  con- 
tra esta  sentencia  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundándolo  en 
los  casos  4,°  y o.”  del  art.  4."  de  la  ley  de 
casación  y citando  como  infringidos  los 
artículos  83  y 2ÜÍ  en  su  párrafo  último. 
El  Iribuna!  buprenio  estima  el  recurso 
y casa  y anula  diciia  sentencia  en  virtud 
de  los  siguientes  fundamentos: 


«Cousiderandrt  que  el  art.  8.8  del  Código 
penal  vigente,  citado  como  fundamento  de! 
recurso,  dispone  que  en  los  casos  en  que  la 
pena  scíialail.i  por  fa  ley  no  se  componga  de 
les  grados,  los  Tribunales  aplicíirán  las  re- 
glas contenidas  en  el  artículo  anterior,  d¡v¡- 
menilo  en  tres  período.s  iguales  el  tiempo 
que  comprenda  la  pena  impuesta,  furi  liando 

; periodos;  y 

e ar  . ^61,  en  su  último  párrafo,  ímtione  en 
. u grado  máximo  la  pena  de  prisión  correc- 
cional  en  su  grado  mínimo  al  medio,  y multa 
I e loO  á I.50U  peseiiis  i los  culpables  c.im- 

do  hubieren  puesto  manos  en  ios  agentes  de 
la  autoridad; 


u T t b ‘’orecmr  la  .'bala  sen- 

ol  . « . ^ uii poniendo  después  ásu  autor 

pena  do  dos  iiños,  cuatro  me- 
ivro»  día,  le  ha  infringido,  porque  coin- 

^ rníuiino  y medio  de  la 
V ‘^o^^tícc!ona|  el  período  de  seis  meses 
^ ^ Cuatro  anos  y dos  meses,  según  la 

diviH-'  del  art.  97,  y habiendo  de 

dividirse  en  tres  períodos  iguales  para  apü- 
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carel  máximo,  lii  pena  que  lia  impueslo  se 
hulla  coinprerulida  en  el  gruiio  meílio; 

Considertiiuio,  en  su  virlud,  que  adiuilidos 
ios  inistiios  hechos  consipnados  en  la  sen- 
Itíücia,  la  pena  que  se  lia  impueato  no  es  la 
que  corresponde,  sepun  las  leyes,  coinelien- 
do  el  error  de  dereciio  que  consiíluye  la  in- 
fracción de  ley  del  caso  3.",  art,  4.*^  de  la 
de  casación  invocada  por  el  recurrente,  sin 
qtie  proceda  estimarse  el  caso  o.“  que  pura 
el  mismo  objeto  se  lia  citado.»  (Scnt.  18  no- 
viembre 1872.) 

Con  efecto,  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y medio, 
una  de  las  mas  prodigadas  en  el  Código, 
como  veremos  en  el  artículo  PnistoN  cor- 
reccional, dividida  en  tres  grados  da  el 
siguiente  resultado;  Grado  íLÍníwo,  de 
seis  meses  y un  día  á un  año,  ocho  me- 
ses y veinte  dias : Grado  medio^  de  un 
afio,  ocho  meses  y veintiún  dias  á dos 
años,  once  meses  y diez  dias:  Grado  í?uí* 
arímo,  de  dos  años,  once  meses  y once 
dias  á cuatro  años  y dos  meses. 


ATRIBUCIOHES.  V.  UsüUP.\C10N. 

AUTOR  DE  DELITO.  L La  ley  penal 
trata  de  distinguir  cuidadosamente  a!  au- 
tor del  delito  del  cómplice  y del  encubri- 
dor; pero  es  muy  difícil,  sin  embargo 
en  algunos  casos  acertar  con  la  verda- 
dera calificación  de  la  delincuencia,  y 
no  pueden  establecerse  reglas  mas  ler- 
niinantes  que  las  contenidas  en  los  ar- 
tículos 13  al  íü  ilel  Gódiíío  reformado. 
Dice  el  art.  Id:  «Se  consideran  autores; 

Los  que  loman  furte  direcin  en  la 
ejecución  del  hecho.  5.*^  Los  que  fuer- 
zan ü inducen  dlredamente  á otros  á 
ejecutarlo.  3.°  Los  que  cooperan  á la 
ejecución  del  hecho  fior  un  acto  sin  el 
cual  no  se  hubiere  efectuado. i \ dice 


el  IS:  «Son  cómplices  los  que,  no  hallán- 
dose comprendidos  en  el  art.  13,  coope- 
ran á la  ejecución  ded  hecho  por  actos 
anteriores  ó simultáneos. 


De  manera  que  lo  mismo  el  autor  que 
el  cómplice  cooperan  ó la  ejecución  del 
lieclio  por  actos  anteriores  ó simultá- 
neos; pero  la  cooperación  del  autor  es 
directa  y decisiva,  al  paso  ([ue  la  del 
cómplice  es  indirecta  y no  eseucird,  toda 
vez  que  sin  olla  pudo  eíecLuarse  el  he- 
cho criminal. 


Teniendo  en  cuenta  la  Ley  de  Casación 
de  1870  (art.  4.^^  núm.  4.“,  lo  mismo 
que  la  de  Enjuiciamiculo  criminal  (ar-. 
tícuto  708,  núm.  4.‘^),  la  posibilidad  y 
aun  facilidad  de  confundir  lo?  límites 
(¡ue  han  tratado  de  deslindar  diciios  ar- 
tículos, han  eslahlecido  como  motivo  de 
casación  por  infracción  de  ley  en  las 
sentencias  definitivas,  «r/  mor  de  dere- 
cho al  calificar  la  pariicijuirlon  de  ruda 
uno  de  los  procesados  en  los  hechos  que 
se  declaren  probados  en  la  sentencia. 

Si  en  una  sentencia  definitiva  se  califica 
como  autor  al  que  es  cómplice  ó encu- 
bridor, ó como  cómplice  ó encubridor  al 
que  es  autor,  ó vice-versa,  partiendo  de 
los  hechos  que  se  declaren  probados  en 
la  sentencia,  sin  impugnarlos  ni  contra- 
decirlos, es  procedente  el  recurso  de  ca- 
sación por  error  de  derecho  en  dicha  ca- 
lificación, fundándole  en  dicho  art.  7íi8, 
número  4.®,  y alegando  como  inlríngído 
el  art.  13  ó cualquiera  de  los  otros  si- 
guientes que  delenuinan  la  calificación 
de  los  responsables  criminalmente  de 
los  (Jelilos  y faltas.  Veamos  algunos  ca- 
sos de  jurisprudencia. 

J[  Es  autor  el  que  da  á otro  entrada 
y salida  por  su  casa  para  cometer  un  de~ 
lito  de  que  le  entel  ó y convino  en  ¿u 
parficipacton.  — Seguida  causa  conlia 
Matías  Perez  y Catalina  .fuaiui  Romero 
)or  el  delito  de  leiUaliva  de  robo  con 
lomicidio  consumado  de!  presliíieio 
D.  Pedro  Manuel  Sánchez,  la  Catalina 
interpuso  recurso  do  casación  contra  la 
sentencia  de  la  Sala  del  ciíuieu  de  Gra- 
nada fundándolo  eu  el  caso  .4."‘  del^ar- 
tículo  4.“  de  la  provisional  de  187(1  y 
citando  como  infringidos  el  arl.  13  de! 
Código  reformado  que  define  quiénes 
son  autores  de  delito,  y el  rü  de  la  ley 
provisional  sobre  reforma  en  el  procedi- 
miento; pero  ei  Tribunal  Supremo  de- 
clara lio  haber  luítar  al  recurso: 

«í.lonsiderando  que  para  que  li^aya  ín trac- 
ción de  ley,  con  arri^glo  al  art.  -i.*,  caso  4. 
de  la  provisional  sobre  el  estableeiiiiieulo  del 
recurso  de  casación  eu  lo,s  juicios  criiiiina- 
ies,  es  preciso  que,  adiniltdas  los  hechos 
consignados  en  la  sentencia,  iu  calificación 
íegal  de  la  participación  que  eu  ellos  se  atri- 
buya y declare  á cualquiera  de  lü.s  procesa- 
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dos  (5  la  peoa  impiiesla  no  fuere  la  que  cor- 


responda segnn  las  leyes; 

Considerando  que  e)  art.  13,  párrafo  ter- 
cero, del  Cddign  penal  reformado,  que  se 
cita  en  primer  lugar  como  infringido  para 
sostener  eJ  recurso,  califica  de  aulores  de  los 
delilos  .i  los  que  cooperan  á la  ejecución  del 
iieclio  por  un  acto  sin  el  cual  no  se  hubiese 
efectuado;  y rd  penar  la  Sala  sentenciadora 
á Calalina  Hninero  como  autora  de  la  tenta- 
tiva do  robo,  motivo  ú ocasión  de!  homici- 
dio, so  ajustó  A esta  disposición,  porque  riÍÓ 
entrada  y sahMa  por  su  casa  ásu  sobrino  Ma- 
tías para  cometer  e!  delilo,  ile  que  la  enteró 
y convino  en  su  participación,  cooperando 
á la  ejecución  por  este  acto,  sin  el  cual  no  se 
hulúera  efectuado; 

Considerando  que  es  lamíiicn  inadmisible 
el  segundo  motivo  de  casación  que  se  alega, 
fundado  en  cd  art.  12  de  la  ley  provisional 
sobre  reforma  en  el  procedimiento  para 
plantear  esle  recurso,  suponiéndole  infrin- 
gido por  biHar  los  medios  de  prueba  exigidos 
para  acreditar  lu  delincuencia,  porque  este 
Tribunal  Supremo  liene  que  aceptar  los  lic- 
cbos  como  vienen  consignados  en  la  ejecu- 
toria, siendo  de  ta  exclusiva  competencia  de 
la  Sala  sonli-uciadora  su  apreciación  para  la 
prueba,  y no  comprendiéndose  iiajo  esle 
coiict’plo  píi  ninguno  de  los  casos  fijados 
taxalivameiile  para  la  casación  en  el  art,  4.“ 
de  la  lev  de  jk  d»’  junio  último.»...  (Scií- 
tcncia  0 marzo  JSTí.) 

IlL  Giro  caso  de  calificación  de  an- 
ioi  en  loho^  escalamiento  snbievvdnco 

por  la  eitera  de  nna  rasa 
rralíibaso  ile  un  robo  (;on  escalamiento 
suliierráneo  enmetidn  en  la  casa  del  Du- 
que d<‘  trias,  lialiicndo  entrado  sus  au- 
toies  a l,a  a lean  tari  lia  por  la  cueva  del 
taller  u casa  particular  do  Leoncio  del 
Cano.  La  Audiencia  consideró  y peno 
á n.ste  como  autor,  é interpuesto  recurso 
de  CtiíOcion,  fioríjue  solo  procedía  penarle 

como  cómplice,  se  declaró  no  haber  lu- 
gar á él : 

^'Considerando  que,  según  el  art.  12,  pár- 
rafi)  tercero  d.d  Código  pena),  se  reputan 
autores  de  un  delito  los  que  sin  tomar  parte 
uiinediata  en  su  ejecucinn  ni  inducir  á otros 
diriicLaineuttí  A ella  cooperan  por  un  acto  .sin 
el  cual  no  se  biiliíera  realizado; 

^ Con.'íiderando  que  pcdiih  por  Angel  Gar- 
la y concedido  por  Leoncio  dcl  Cano  el  per- 

ÍIiu  la  cueva  acce.soria  del 

lailer  de  éste  mtuediala  á la  alcantarilla,  por 

la  que  era  absolutamente  preciso  pasar  al 


Cía 


Jugar  del  crimen , ómbos  proporcionaron 
con  su  mutuo  acuerdo  el  único  medio  de 
que  se  verificase  el  robo  del  modo  como 
aparece  liaberse  llevado  ú cabo;  y por  con- 
secuencia cooperaron  díreclaineníe  á su  eje- 
cución por  un  acto  necesario,  cual  se  requie- 
re por  el  precitaiio  artículo  para  reputarlos 
nutorc.s  del  delito.». . . (Sent.  21  de  noviem- 
bre IS70.J 

IV.  Coaníores  en  un  homicidio  sin 
resultar  de  entre  ellos  quienes  fueron  los 
que  le  cansaron,  pero  sí  que  tomaron  par- 
te directa  en  el  suceso. — En  11  do  se- 
lieníbre  de  1870,  celebrándose  feria  en 
Rarcarroia,  Antonio  Zafra  y otros,  ebrios, 
armados  de  navaja  y palo  y provocando 
cuestión  con  lodos,  tuvieron  una  con  un 
forasloro  á quien  persiguieron,  y re- 
trocediendo á los  puestos  de  la  feria,  se 
les  acercaron  los  hermanos  Antonio  y 
Manuel  Reyes,  y trataron  de  disuadirles 
con  buenas  razones  para  ( ue  no  riñeran 
con  nadie;  pero  lejos  de  e lo  les  cercaron 
y acometieron,  tirándoles  golpes,  persi- 
guiendo ai  Antonio,  ya  herido,  con  áni- 
mo de  rematarle,  como  en  efecto  espiró 
á poco,  observándole  des  lesiones  en  la 
cabeza  y otra  en  la  nalga  izquierda  que 
interesó  ía  arteria  iomorai  y produjo  la 
muerto;  é instruida  la  oportuna  causa  se 
produjeron  los  procesados  con  notable 
confusión  y divergencia,  atribuyéndose 
recíprocamente  haber  causado  las  lesio- 
nes que  ocasionaron  la  muerte  de  Zafra: 

La  Sala  de  lo  crimina]  de  la  Audiencia 
de  Cíiceres,  por  sentencia  de  17  de  abril 
de  1872,  entre  otras  cosas  declaró  que 
los  beclios  supuestos  constiluiaii  el  delito 
de  homicidio  con  !a  circunstancia  ate- 
nuante de  emln’iaguez,  habiendo  tomado 
en  oí  la  participación  de  aulores  los  cin- 
co recurrentes,  y en  su  virtud,  confor- 
me á los  artículos  419,  circunstancia  tí.” 
del  0.^,  regla  2.’  del  82  y otros  concor- 
dantes de!  Código  penal  vigente,  les  con- 
denó en  12  anos  y un  dia  de  reclusión  á 
cada  uno,  accesorio,  indemnización  por 
parles  iguales  de  l,2.u0  pesetas  á los  he- 
lederos  del  difunto  Reyes,  y en  cinco 
novenas  partes  de  costas: 

Contra  la  anterior  sentencia  y á nom— 
>rñ  de  Antonio  Zafra  y consortes  se  in- 
leipuso  recurso  de  casación,  apoyado 


en  les  casos  8.°  y í."  de  la  [ey  de  18  de 
junio  de  1870,  y alegando  como  infrin- 
gidos el  ari.  41ÍÍ  del  Código  penal  refor- 
mado, porque  co molido  el  homicidio  en 
ia  forma  que  resullaba,  debió  aplicarse 
el  420,  y además  en  cuanio  á ires  de  los 
procesados  por  haber  caliíicatSo  á lodos 
de  autores  del  del  i lo,  y comprendidos  en 
dicho  arí.  419  en  su  relación  con  el  14, 
siendo  así  (lue  recibiendo  lleves  dos  úiii- 

1 p * * 

cas  lesiones,  sólo  convenía  aquella  cali- 
ficación á dos  de  los  reos,  y á los  demás 
como  cómplices  era  íqillcable  el  art.  lo 
en  su  relación  con  el  08,  y la  circunstan- 
cia atenuante  apreciada: 

Y el  Tribunal  Supremo  declara  que 
no  há  lugar  á la  admisión  del  recurso: 
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CoG.sider.indo  que  según  ei  art.  13 
del  Código  penal  en  su  núm.  1.®,  sou  auto- 
res los  que  toman  parte  directa  en  la  ejecu- 
ción del  Iieclio: 

2. °  Considerando  que  de  los  consignados 
y admitidos  cuino  probados  en  la  sentencia, 
que  son  los  que  debe  aceptar  este  Tribunal 
Supremo,  resulta  que  los  recurrentes  cerca- 
ron, acomelieron  y dieron  golpes  con  las  ar- 
mas que  llevaban  a!  difLiiiLo  Reyes: 

3. ®  Considerando  que  atiiique  no  apa- 
rezca suficientemente  justificado  quiénes  fue- 
ron los  que  causaron  la  muerte,  según  los 
hechos  cousiguiulos  en  la  senLeucia,  sí  io  es- 
tá, por  ei  contrario,  que  todos  tomaron  par- 
te directa  en  ei  suceso,  siendo  por  lo  tanto 
coautores  en  el  delito  de  liomicidio  compren- 
dido en  el  art.  419  del  Código  p uial,  y no 
en  el  420,  puesto  que  no  mediaron  los  re- 
quisitos y circunstancias  prevenidos  en  el 
mismo: 


4o 

gado  23  el  mismo  Vilalta  que  dijo  iiaber 
recibido  de  un  siigetopara  venderlas.  De 
!a  causa  resulta  la  culpabilidad  de  ini 
Salvador  Colí  que  se  valió  de]  mi.smo  Vi- 
lalta para  buscar  una  casa  en  Pueblo 
Nuevo  donde  colocar  las  piezas  robadas, 
y que  tuvo  alguna  participación  en  ios 
efectos  robados,  pero  no  más;  y como  la 
Audiencia  ie  condenó  como  autor  en 
unión  con  Coll  y oiros,  interpuso  recur- 
so de  casación,  fundándose  en  que  debió 
haber  sido  calificado  de  encubridor  ó 
cuando  más  de  cómplice.  Y el  Tribunal 
Supremo  declara  haber  lugar  al  recurso: 

«Gon.sideranilü  que  Iny  infracción  de  ley 
páralos  eíéclo.s  del  recurso  de  casación,  con- 
forme el  caso  4."  dei  art.  4.°  de  ia  ley  que  lo 
ba  e.stablecido  en  los  juicios  criínifiales, 
cuando  admitidos  lo.s  iiechos  consignados  en 
la  sentencia,  la  calificación  legal  do  Ja  partí-! 
cipacíon  que  en  ellos  se  atribuya  y declare  é 
cualquiera  de  ios  procesado.?,  ó la  pena  iin- 
ímesla  no  fuese  la  que  corresponda  según 
as  leyes: 

Considerando  quo,  con  arreglo  A !o  pres-- 
crito  en  el  art.  13  dei  Código  pena]  reforma- 
do, sólo  puede  catiHcarse  de  autores  de  un 
delito  _á  los  que  toman  parto  directa  eu  su 
ejecución,  í'uerzau  ó inducen  direclainouto 
a otros  tí  ejocLitarlo,  ó cooperan  á su  ejecu- 
ción por  un  acto  siu  el  cual  no  se  hubiera 
efectuado: 

Considerando  que  do  los  iieclios  que  como 
probados  se  admiten  y consignan  en  la  sen- 
tencia recurrida  no  aparece  ni  puede  dedu- 
cirse legalmeute  de  ello.s,  que  el  procesado 
José  Vilalta  haya  tomado  parle  dirocLa  en  ia 
ejecución  del  delito  de  robo  que  ha  motivado 


Y 4.°  Considenmdo,  por  consiguiente, 
que  no  existen  méritos  li-ír:iliis  para  !;i  ad- 
misión del  recurso  iScnt.  L‘'  julio  IS72.) 

V.  No  es  an(or  de  delito  lodo  el  que 
en  él  toma  parle  si  no  es  direclu;  ó coope- 
ra á su  pjecudoii  si  no  es  de  alguno  de  los 
modos  (¡ue  laxalivamenie  esíableceel  ar- 
ticulo 13  del  Código  — Sustrai Jas 

de  un  almacén  de  Barcelona  274  piezas 
de  lela  de  algodón,  .losó  Vilalta  se  pre- 
sentó á un  pioriento  suyo  manifestándolo 
que  en  Pueblo  Nuevo  se  diligenciaba  por 
linos  sugelos  la  venta  de  más  de  200  pie- 
zas de  tejidos  de  algoilon  que  presumía 
fueren  robadas,  lo  cual  dió  ocasión  á 
que  se  descubriere  el  paradero  de  la  ma- 
yor parte  de  las  robadas,  habiendo  enire- 


Cíita  causa,  ni  cooperado  á ella  de  aigimo  do 
los  otros  modu.s  que  taxativatnonte  Qstableca 
el  art.  13  del  expre^adn  Código  penal; 

Consideríuido,  por  lo  tu  ti  Lo,  que  In  Sala 
senltíucíailora,  al  calificar,  por  Jus  rp^sultan- 
dos  que  aparecen,  de  autor  del  referido  deli- 
to íl  dicho  procesado  y penarlo  en  tul  con- 
cepto, lia  incurrido  en  el  error  Je  derecho 
que  señala  ei  caso  4.“  dei  art,  4.®  de  i a pre- 
citada ley  de  casación  criminal , é iulVinghlo 
el  artículo  13  de!  precitado  Código  ponai.x> 
(Sent.  8 noviembre  1872.) 

VI.  Dos  delitos  en  una  riña,  y des 
autores,  cada  uno  del  suyo.  En  una  ri- 
ña en  que  resulta  un  muerto  y un  heri- 
do, siendo  dos  los  procesados  y cada  une 
autor  de  un  delito,  hay  error  de  derecho 
en  considerar  á los  dos  autores  de  arabos 
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delitos.  Así  lo  establece  el  Tribunal  Su-  T al  cine  nbedocey  toma  parte  en  su  perpetra" 

preino  casando  y anulando  una  senlen-  cío'»,»  (Sent.  23  set.  Í872. 

cia  ilft  la  Aiiflifineia  de  Rúrffos*  en  causa  AUTORIDAD.  • Atentado  v Desaca- 


cia  de  la  Audiencia  de  Búrgos»  en  causa 
seguida  contra  Eugenio  y Salvador  Alta- 
ble  y Requejo. 

«Considerando  que,  conforme  al  art.  13 
fiel  Código  penal,  son  autores  Jos  que  toman 
parte  direcla  en  Ja  (¡jecucion  del  Jiecfio;  lo.s 
que  fuerza ¡1  ó inducen  directamente  á otros 
a ej‘!Cular(o,  ó los  que  cooperan  :í  la  ejecii  • 
cion  de  á\  jior  un  acto  sin  eJ  cual  no  se  hu- 
biera ejecutado; 

_ Con.sirleramlo  que,  .^egim  lo.s  lieclios  con- 
signades  y ndriiilidos  cu  Jr.  sentencia,  .son  dos 
los  delitos  por  que  .>;o  procede;  primero,  el 
de  lesinncs  grave.-i  á Ca.simiro  Carrascal,  que 
le  prndiijermi  ía  muerte:  segundo,  el  de  le- 
síontis  (i  Ignacio  Carrascal,  curadas  á Io.sci]a~ 
retí  la  y un  días:  que  cada  uno  de  esto.s  dos  ac- 


los  prnce.s:fdos,  como  que  losiní.smo.s  proce 
sados  declararon  qifa  el  Eugenio  Aliatde  in- 
/irni  á Casimiro  Carrascal  la  lierida  de  que 
j \ Si!víi(Íor  AUtiblfe  Cíiusó  \d.  dü  Isna- 

cío  Carrascal: 

(.oiisiderarulo  que,  dados  estos  anleccden- 
l.e?  cnnsignado.s  en  los  resultandos  de  la  sen- 
tenn.i,  no  hay  motivo  dciuro  do  ella  para 
calificar  a los  (Ío.s  procesados  como  autores 
de  los  dos  d ditos  qne  se  persígnen;  y que  la 
sentenciadora,  al  haberlos  calificado  v 
pena.10  coiim  irde.s,  ha  infringido  el  citado  ar‘- 
ti(;u.o  |3do(  Cfidígo  peua!  é incurrido  en  el 


AUTORIDAD,  . 

To:  Competencias;  Alcalde:  DexNeüacíon 

DE  AUXILIO,  etc. 

AÜTCRIIACION  PARA  PROCESAR.  No 

es  necesario  para  continuar  los  procedi- 
mientos cu  a mi  o se  proceda  á instancia 
de)  Gobierno  ó del  gobernador  de  la  pro- 
vincia, según  previene  el  ari,  '1711  de  la 
ley  municipal  de  21  octubre  de  IHÜ.S  (1), 
(Decís,  de  20  octultre  de  tSüRá  con- 
sulta del  Consejo  de  Estado). 

AYüHTAfiílEHTQS.  J.  Eí  Ayunlamion- 
lo  que  promueve  la  formación  de  un 
proceso  y sostiene  su  acusación,  se  so- 
mete como  cualquiera  acii.>ador  á las 
consecuencias  del  procedimiento,  según 

lí  M rfÉ  P 


tos  fué  cjecuf.-ido  al  parecer  por  uno  solo  de  í , . ‘ _ _ 

' * ■ • j que  pruebe  o no  su  .acción.  [Sont,  27 

SJ  t * * » A _ I 1 1 ' b 


junio  1871,  declarando  en  cau.sa  sobre 
calumnia  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Ayuntamien- 
to de  Piedraliila  contra  sentencia  que, 
absolviemlo  al  acusado,  impuso  ai  Ayun- 
tamiento la  mitad  de  la.s  costas;  no  resul- 
tando infringidos  los  aris.  líí,  18  y 121 
del  Código  penal  y el  3.“  dei  Reglamento 
provisional.) 

II.  liesponsahilidad  6 irreífponsahili- 


error  dp  4 ' "r | por  sus  acuerdos,  V.  Denegación 

arí  .1  vi^ífiiv  ^ auxilio:  Desobediencia. 

.o.'  :•  '•*  de  JUDIO  dtí  1870.»  ! 

(ííciit.  1/  iioviciiibrc  1873.)  i „ ; 

Vil.  Autnr  nn  -I  según  el  art.  ¡lO  de  la  Constitución 


uji  it2a:urso  üe  casación*  ^ ^ — i,  uumü  que  cinneuiíK  \ 

ííCfinsiHiiriruIn  nno  rí^rn*!  i ^ ^ sobre  esLo  to  que  decirnos  cu  el  artíc 

In  n finí  r r ^ ooíinida  en  el  ártica-  dcl  Diccionario^  á conLinuacinn 

condición  del  delincuen-  I '«*0  cumfintario  de  la  Heal  úrdvn  de  27  di 


.ir  . ' . ijct  UOIIUCUen-  > ue  1 

y lujo  L I carador  de  autor  de  todo  deüln  i do  1840,  tomo 
ev  ,a,,ala  y e-juipnra  asi  al  que  ¡«100  6 I , fííf . 
fuerza  .lirecla.naulc  í ejacuiar\quel,  rarao  I ¡!üg¡ 


Vil  i,  p.  GÜO. 
la  orden  de  11  de  junio 
el  fioícíiíi  del  mismo  año, 


vil'?nip''«r.n*  '“S  penasanicli- 

yioqiie  eslablece  el  Código  penal  v la 

perpclua  ó lempor;i.  ” ' 

!'?n'élua  lleva  consigo  el 

;o-3fepr;s;rsrere:ss: 

-io^does,aV^a":^n.1«!'1e^S: 


€ 


que  en  rigor  no  bay  penas  perpétuas 
ous  accesorias  son  en  iodo  caso  la  de- 
gradación y la  interdicción  civil.  Su  eie- 
cuoon  y cumplimiento  tiene  lugar  dón- 

y o se  establece  en  los  arts.  lOG 
a lü!}. 

La  cadena  temporal  dura  de  doce  años 
J un  dia  á veinio  anos;  lleva  consigo  la 
inierd’ceion  civil  de!  penado  durante  el 


CADENA. 

tiempo  de  la  condena,  y la  inhabilitación 
absoluta  perpetua.  Figura  la  o."  en  la  es- 
cala núm.  l.“  del  art.  9á,  y su  ejecución 
y cumplimiento  tiene  lugar  dónde  y se- 
gún se  establece  en  los  arts.  106  á 109. 

La  pena  de  cadena  se  señala  en  el  Có- 
digo, ó tal  corno  es  simplemente,  en  toda 
su  extensión,  ó fraccionada  la  temporal, 
ó compuesta  con  otras.  Se  emplea  sim- 
plemente en  ios  aris.  2S0,  28d,  301. 
dOü,  307,  3U,  403  núm.  L 408, 

490,  3:6  y 563. 

Se  emplea  fraccionada^  en  su  grado 
máximo,  para  el  robo  en  despoblado  y 
en  cuadri  la  á que  se  contrae  el  art.  5Í7 
en  su  relación  con  el  núm.  3.*^  del  ar- 
tículo anterior. 

Se  emplea  compuesta  en  diferentes 
combinaciones  con  el  presidio  mayor,  ó 
Ja  temporal  con  la  perpetua,  ó ambas 
con  la  pena  de  muerte.  Éstas  diferentes 
combinaciones  son; 
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Presidio  viaijor  en  su  grado  medio  4 
endemia  temporal  en  su  prado  niinimo; 
artículos  308,  516  núm.  4.“  y 321. 

Grado  máximo  del  presidio  miiijor  en. 
su  grado  medio  á cadena  temporal  en 
sagrado  7Tiínimo;  arts.  317  y 

Cadena  temporal  á cadena  perpetuar 
artículos  135,  562. 

Cadena  temporal  en  su  grado  medio  d 
cadena  perpetual  arts.  136,  143,  29.Í 

303  y 316  núm. 

Cadena  temporal  en  su  grado  máximo 
á cadena  perpetua;  arts.  332  núm.  l.°, 
50;L  3i9  y 361. 

Cadena  temporal  en  s»  grado  máximo 
á muerte;  art.  138. 

Cadena  perpetua  d muerte;  arts.  SI 

136,  137,  i42,  .417  y 316  núm.  l.« 

La  división  de  estas  penas  en  grados, 
con  sujeción  á las  reglas  del  art.  81,  del 
82,  83,  07  y 98,  se  demuestra  en  la  si- 
guiente 


TABLA  SINOPTICA  de  la  duración  do  la  pena  de  cadena  temporal  en 
sus  diferentes  combinaciones,  y de  su  división  en  grados. 


PENAS. 

TIKMPO 
quf)  comprende 
leda  la  p¿na. 

TIEMPO 
(]ua  comprende 
el  grado  minimo. 

TIEMPO 
que  c(>mpn'nde 
el  grado  luodiü, 

TIEMPO 
que  cora pi ende 
el  grado  máximo. 

Cadena  temporal .j 

|Ds  12  año.?  y^ 
un  (lia  tí  201 
años.  I 

,D,e  12  años  y 
un  din  á 14 
años  y 8 me- 
ses. 

Do  i 4 años,  8] 
meses  y uní 
dia  á 17  añosi 
4 meses.  - 

De  17  años,  4 
meses  y un 
dia  á 20  años. 

Presidio  mayor  en  su  grado 

á cadena  temporal 
en  i’ií  grado  minimo  (1). . 


De  8 años  y 
un  dia  A 14^ 
años  y 8 me- 


Grado  7?iíía;ímo  del  -presidio 
mayor  en  sw  grado  medio 
á cadena  temporal  en  su* 
grado  minirno  (2J 


De  12  años  y 
un  dia  á 14 
años  y 8 me- 
ses. ( Gradoj 
mínimo  de  Ja 
cadena  tem- 
poral. 


un  dia  á ló 
años.  (Grado 
medio  del 
presidio  ma- 
yor.J 

De  i 2 año.s  y 
un  dia  á 12 
años,  10  me- 
ses y 20  dias- 


11  n dia  á 12 
años.  (Grado 
[náxirrio  del 
presidio  ma- 
y^r.) 


un  día  á 14 
años  y 8 me- 
.ses.  í Grado 
in  i n i mo  de 
cadena.) 


De  i 2 año.SjlOj 'iños  9 
meses  y tm  i.J  anos,  9 

días  a 3 anos) 

nmesesyiO 

dias.  p S mases. 

I 


(1)  Ln  división  de  esta  pena  estú  arreglada  á lo  dispuesto  en. el  art.  98,  y ala  doctrina  de  ju- 
risprudencia consignada  en  los  fallos  del  Tribunal  Supremo,  priiici  palmen  le  en  el  de  l:i  de 
marzo  de  1871  (V.  Ai'reslo,  núm.  X,)-- Hecha  la  división  conforme  á la  regla  del  art.  83,  el  re- 
sultado viene  á ser  el  siguietJle:  Grado  mínimo^  ocho  años  y un  dia  á diez  años,  dos  meses  y 
veinte  días:  Grado  medio,  de  diez  año-s,  dos  me.ses  y veintiún  días  á doce  años,  cinco  meses  y 
diez  dias:  Grado  máximo,  de  doce  año.s,  cinco  meses  y once  iliasá  catorce  año.s  y ocho  meses. 

(2)  También  como  base  de  esta  pena  fijamos  el  grado  mínimo  de  la  cadena  temporal  confor- 
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PENAS. 


CADENA. 

, TIRMPO 
<jao  compre  oda 
toda  la  pcoa. 
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TIEMPO 
qun  comprenda 
et  grado  miuítno. 


TIEMPO 
qiia  comprende 
el  grado  medio. 


TIEMPO 
qao  comprendo 
el  grado  máximo. 


ÍDe  12  anos  y)|\  ~ J 

un  (lia  i'i  Cíi-)  .?n  d'a"á^l6 
(lena  perpé-|  - ‘ 

Uia.  ! 

El  grado  me- 

W ■■  4 


Do  16  años  yL^ , , 

un  día  á 25^,1®"“ 

I lua. 


anos. 


E!  grado  má- 
ximo de  la 


dio  'lie  la  ca-.  • , 

Cadena  temporal  en  sw  ,(7rc- cadena  tetn-io,  .r 

do  medio  á cadena  per pé-\  ^ í®  pnral.  (De 

/„«  ii\  ^ día  a cadena  1 ano.s,  8 me-f  \ tua. 

í perpélua.  f ses  y un  dia 

Á 1 7 años  y 4 

meses. 

De  17  años,  4 


años,  4 me 
ses  y un  dia 
á 20  años. 


Grado  máximo  de  cflí/cno!*^^ 

temporal  (5) -fn  í ^ ^ ^ ^ «n 

' t día  a20  anos./  2 meses  y 20 

I [ días. 

Cadena  tcm-' 


De  18  años,  2 L,  jn  ~ 
meses  y álP**  ®“7' 

dias  á i9) 
años,  un  mes 
y 10  dias. 


dias  á 2 0 
años. 


tua  (6) 


Cadena  temporal  en  sagra-  desde 

do  máiu'mo  á la  í)cr nc-  ^ 

I i''  \ meses  y un 

dia  á cadena 

perpétua. 

Desde  17  años. 

y 


De  17  años,  4 íq  qÍ 
meses  y un  ' iGadeLaperpe- 

dia  á 18  años  tua. 

y 8 meses.  ' día á 20 anos.) 

Cadena  tem- 
poral en  su 


4 mes  y uiij  "1'“  , a”,';  Cadena perpé-  .r  . 

diaá  lainuer-\  2^’  tua  (Muerte. 

) anos,  4 me  ' '■ 


Cadena  perpetua  á muer- 
te (8) 


tua. 


ses  y un  día 
á 20  años.) 

[Cadena  perpé-  Cadena  perpé- 
lua  (según  tua  ( seguuL- 
las  reglas  de]  las  regias  Jel' 
art.  8 i.)  I art.  sr.) 


¡vnf  de  la  anterior;  pero  si  la  anterior  la  dividiéramos  conforme  á la  re-la  del  ar- 

licttlo  83,  ésla  nos  daría  el  siguiente  resuliado:  Tiempo  que  comprende  toda  la  nena  de  dore 

anos,  emeo  meses  y once  días  i catorce  años  y ocho  meses:  Grkdo  mínimo  desdo  año? 

cinco  meses  y once  <iias  a Ircce  años,  dos  meses  y siete  dias:  Grado  medio,  deke  trL  añl? 

meses  y ocho  ilias  a lrece  anos,  once  mese.s  y cnatro  dias'  Grado  máximo,  desde  trece  aHos  oníS 
meíes  y cinco  días  a catorce  anos  y ocho  meses.  utsm,  irece  anos,  once 


ai,^.íiaLiví  ca  uiviLiii  ci  ¡itjriüuu  la  canen 
medio,  rlejandü  la  perpélua  para  el  máximo. 

(4)  Ñus  aleñemos  a la  misma  regla  de  la  pena  anmriür 
(li)  Hacomos  la  división  con  arreglo  al  arl.  83.  ijue'e-s  de  lleno  aplicable 
6 Veanse  las  notas  4.‘  y 8.*,  que  son  aplicables  á osla  pena. 

(/)  lisia  pena  se  com ¡roñe  de  tres:  cadena  temnoraí  í*n  en  m-nar. 
muerte,  y es  aplicable  de  lleno  el  arl.  98.  ^ ^ ^ nuximo,  cadena  perpétua  y 

(8j  Esta  pena  se  rige  por  las  disposiciones  del  arl.  8i. 
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CALUEViNIA.  1.  ISoltihle  diferencia  en- 
tre la  calumnia  y la  injuria  en  (a  natu- 
raleza y efectos  de  íiho  y otro  delito,  y 
en  el  ejercicio  de  la  acción  á que  dan  lu- 
qar.  Es  requisito  esencial  para  que  haya 
calumnia  que  se  concrete  el  hecho',  no 
bastando  una  denorninaGion  y enerica  y 
vaga  ()).  Eje,r citada  únicamente  la  ac- 
ción de  cabunnia,  la  sentencia  debe  limi- 
tarse d declarar  sobre  ella  y no  sobre  in- 
juria, aunque  el  actor  lo  pretenda  e7i  se- 
gunda instancia.  La  palabra  engaño 
tiene  en  el  tecnicismo  jurídico  diferentes 
acepciones. 

D.  Manuel  Queveilo  y D,  Pedro  del 
Rio  presentaron  querella  en  4 de  agosto 
de  1808  con  ira  D.  José  A.  de  Rábago,  en 
la  cual  decían,  que  según  escritura  pú- 
blica otorgada  en  Madrid  á 21  de  marzo 
de  'I8GS,  fueron  vendidas  ¿i  los  mismos 
por  el  apoderado  general  del  duque  de 
Osuna  todas  las  fincas  y derechos  reales 
que  dicha  casa  poseía  en  aquel  partido, 
y «{ue  después  de  haberse  dado  á cono- 
cer como  compradores,  el  demandado 
dirigió  á la  mayoría  de  los  secretarios  de 
Ayunto  miento  dot  mismo  partido  una 
carta,  en  la  cual,  entre  otras  cosas,  se  ex- 
presaba que  los  que  aparecían  comprado- 
res de  dichos  bienes  estaban  demandados 
por  la  casa  vendedora  cídíí  y criminal- 
mente por  habej'la  engañado,  y solicita- 
ron tjue  se  condenase  al  demandado,  co- 
mo autor  de  calumnia,  á la  pena  de  cuatro 
meses  de  arresto  mayor,  multa  de  300 
duros,  costas  y resarcimiento  de  los  da- 
ños causados. 

Formada  causa  y recibida  inquisitiva 
al  demandado,  se  reconoció  autor  de  la 
carta,  y añadió  que  no  le  constaba  que 
existiese  otro  procedimiento  contra  los 
actores  que  un  pleito  civil.  Fue  suslan- 
ciai'a  por  sus  trámites,  y la  Sala  de  lo 
criminal  de  la  Auiliencia  de  Burgos,  re- 
vocando el  fallo  del  juez  de  primera  ins- 


(1)  Hay  i|UB  tftncr  en  entíntala  difiírcncía 
cnln,!  la  calumnia  que  es  objeto  úa  los  artícu- 
los 4G7  al  470  y 4-76  al  4S2,  la  injurín  tfiie  se 
til- lino  en  los  arts.  47!  y signitínies  ai  483,  y la 
ticitsacion  ó do^uncia  falsa  jioiiadas  en  ios  ar- 
ticviluá34ü  y 341.  Consñllense  los  casos  du  jii- 
rispruduiictíi  conieni(]o.s  c-n  sus  respectivos  lu- 
gares. 


tancia  (¡ue  había  calificado  el  hecho  de 
injurias  graves,  dictó  seiuencin  absol- 
viendo libremente  á D,  José  Antonio  de 
Rábago,  por  no  exisiir  el  delito  de  ca- 
lumnia que  bahía  sillo  objeto  de  la  acu- 
sación privada,  condenando  en  todas  las 
costas  á los  actores. 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  á 
nombre  do  los  querellantes  rectirso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundán- 
dolo en  los  artículos  2.”,  núin.  I.*’;  5.^, 
núm.  1.“,  y 4.“,  núm.  ’*2‘’  de  la  provisio- 
nal que  lo  establece,  citando  como  infrin- 
gidos; 

1. '^  El  artículo  1.”  del  Código  penal 
de  'IBoO,  porque  se  deja  de  calificar  y 
penar  como  delito  una  acción  penada  por 
lü  ifiy* 

2. ^  Los  artículos  379,380  y 381  del 
mismo  Código,  relativos  á la  definición 
y penalidad  de  las  injurias  graves; 

Y El  art.  3S5,  en  razón  á que  las 
cartas  injuriosas  fueron  comunicadas  á 
más  de  10  personas. 

El  Tribunal  Supremo  estableciendo 
en  los  considerandos  la  doctrina  del  epí- 
grafe desestima  el  recurso  en  los  lérmi- 
nes  siguientes: 

«Considerando  que  el  art.  37o  del  Código 
penal  de  1850,  conforme  con  el  467  de  i re- 
formado, determina  que  es  eaiumnía  la  falsa 
imputación  de  un  delito  de  los  que  ilan  lu- 
gar ú procedimiento  de  oficio,  no  balando 
para  ello  que  se  use  de  una  denominación 
genérica  y vaga  del  delito  imputailoj  siendo 
preciso  que  .se  concrete  y especifique  el  he- 
dió que  debe  perseguirse  de  oficio,  como 
así  lo  tiene  declaraiio  este  Tribunal  eu  repe- 
tidas seulencia.s; 

Considerando  que  habiéndose  interpuesto 
por  los  recurrentes  una  querella  exclusiva- 
mente lie  calumnia,  fiuulada  en  las  palabras 
que  quedan  expresarlas  en  e!  primer  re.suí- 
tando,  y habiéndose  seguido  la  causa  en  pri- 
mera insta  ocia  bajo  el  ú nico  concepto  de 
ser  calumnioso  el  liecbo  imputado,  ja  sen- 
tencia debió  concretarse  á declarar  si  existía 
ó no  el  delito  de  calumnia,  base  única  del 
procedimiento  entaldado,  y de  ningún  modo 
extralimitarse  á calificar  el  hecho  como  de- 
lito de  injurias; 

Considerando  que  los  delito.s  de  calumnia 
é injuria  solo  pueden  perseguirse  á instancia 
de  la  parte  agraviada,  que  es  árbitra  de  per- 
donarlos; Y siendo  de  naturaleza  y efectos 
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diversos,  porcjue  íil  ociisíido  del  priiTiero  se  le 
adiniLe  prueba  del  fieclio  especial  imputado, 
pudieofo  publicársela  seoleucia  condenato- 
ria en  los  periuJíco.>  oficiales,  miénlras  que 
a!  acusado  de  ¡njnrííi  no  se  le  adinile  prueba 
de  su  certeza,  ni  se  publica  del  mismo  modo 
el  fallo  ejecutorio,  Se  sij^ue  como  consecuen* 
cia  forzosa  que  la  parle  agraviada,  ima  vez 
formulada  su  acusación  directa  y exclusiva 
sobre  calumnia  y aceptada  en  tal  concepto 
por  la  parle  acusadla,  no  puede  aquella  alte- 
rar su  acción,  ni  el  juez  variar  de  olicio  á su 
arbitrio  la  calilicacion  de  la  calumnia  cou- 
virliéndola  en  injuria: 

Considerando  que  aun  cuando  lo.s  que- 
rellantes en  la  segunda  instancia  hubiesen 
poíhdo  modilicar  so  acción,  bajo  el  as¡)ecLo 
de  aleuuar  la  pena  ú olroamllogn,  ile ningún 
modo  alterarla,  cambiando  en  injuria  la  que 
venia  propuesta  y .so.steoida  como  calumnia, 
la  Sala  .senfenciadora  circunscribiéndose  á In 
acusación  y declarando  que  no  existía  ca- 
lumnia en  la.s  frases  contenidas  en  las  cartas 
dirigidas  por  el  acusado  á varios  secretarios 
de  Ayuntamientos,  no  há  infringido  el  ar- 
tículo \ del  Código  penal,  que  se  cita  como 
primer  fundaincnLo  de!  recurso,  puesto  que 
evidente  y maniiieslo  es  que  el  afirmar  «que 
los  compradores  de  ciertos  bienes  á la  casa 
de  0.sima  esliiban  demandados  civil  y crimi- 
nalmente á petición  de  ella  por  haberla  en- 
gañado,u no  envuelve  hedió  ninguno  deter- 
minado y concreto  de  engaño  que  pueda  dar 
lugar  :í  prncedíinienlode  oücioj  y !a  alocución 
genérica  de  engaño  tiene  en  el  tecnicismo 
jurídico  de  la  jurisprudencia  civil  explica- 
ciones de  muy  distinto  órden,  independien- 
tes de  lodo  acto  criminal,  como  a lesión 
enorme  y cnnnnísima,  la  restitución  de  ios 
menores  de  edad  y otros  infinitos  casos: 

Considerandoffuela  Sala,  al  desentenderse 
de  calificar  id  mismo  hecho  como  injurioso, 
y declarar  absuelto  al  acusado  del  delito  de 
calumnia  ba.se  de  la  querella  y acusación 
propuestas,  se  he  ajustado  jí  los  princio.?  fun- 
damentales clel  ilerecho  penal,  y no  ha  co- 
metido et  error  ú que  se  refiere  el  caso  se- 
gundo del  ari.  4.®  de  la  ley  de  casación,  ni 
infringido  ningún  articulo  de  los  citados 
como  .segundo  motivo; 

Kallamo.s  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
en  nombre  de  D.  Manuel  Fernandez  Queve- 
do  y D.  Fedro  del  Hio,  a quienes  con  llena- 
mos en  las  costas,  y líbre.se  ele.  (Sent.  20  oc- 
tubre 1872.) 

II.  No  imputándose  delito  concreto 
de  los  que  dan  lugar  á procedimienío  de 


[Jiu'isp.  penal). 

oñeio.  no  exisie  Qiierellada 

una  persona  de  calumnia  coniia  otra 
porque  esta  le  babía  dicho  «que  no  po- 
Idia  hablar  en  ninguna  parte  por  ser 
uliijo  de  uno  de  los  ladrones  del  _J  de 
»seiiembre  do  l8Gb,»  se  dictó  sentencia 
absolviendo  libremente  al  pi ocesado, 
condenando  en  las  costas  al  (|uerelianie, 
con  reserva  de  la  acción  que  [ludiera 
corresponderle  para  utilizarla  según  le 
conviniere;  y se  fundaba  este  fallo  cu  que 
las  palabras  objeto  de  la  (juerella  no 
atribulan  delito  alguno  conevelo  de  los 
que  dan  iugará  procedimiento  de  oficio. 
Interpuestorecurso  de  casación  se  deses- 
tima su  admisión,  porque  de  los  hechos 
consignados  en  la  sentencia  se  dedúcela 
acertada  calificación  del  supuesto  de- 

liio,  y 

«Considerando  que  según  la  definición  ju- 
rídica  de  la  calmil iiia,  consignada  en  el  ar- 
tículo 467  del  Código  penal,  consiste  en  la 
falsa  imputación  de  un  delito  de  los  que  dan 
lugar  á procedimiento  de  oficio,  io  cual  pre- 
supone determinada  persona  res]>on.sable  de 
un  hecho  concreto  castigado  por  la  ley.» 
(Sent.  22  abril  1873.) 

m.  í/’í(/ííwí,nííi  encubierta  [ I). — El  ar- 
ticulo 386  del  Código  penal  de  18ñ0,  que 
castiga  como  reo  de  calumnia  ó injuria 
manifiesta  al  acusado  de  la  encubierta  ó 
equívoca  que  rehusase  dar  en  juicio  ex- 
plicación salisfacloriíi,  no  es  aplicable 
cuando  las  imputaciones  objeto  déla  cau- 
sa son  claras,  directas,  y no  contienen 
concepto  alguno  encubierto  ó equívoco 
que  necesite  explicarse,  ni  duda  de  la 
persona  á quien  se  dirijan,  segun  los  he- 
chos que  se  consignan  en  la  sentencia 
corno  probados,  {Sent.  14 marzo  1871.) 

IV.  Calumn  i a s qu  e p u c d en  p crs  eg  u i r- 
se  de  oficio.— íium\ue  nadie  pueiie  ser 
penado  por  calumnia  ó injuna  sino  á 
querella  de  la  parte  ofendida,  como  dis- 
pone el  a ri.  4.82  en  su  segundo  párrafo, 
se  esceptúan  de  esta  prescripción  las 
ofensas  que  se  dirijan  contra  ía  autori- 
dad pública,  corporacion(?s  ó clases  de- 
terminadas del  Estado.  (Considerando 
primero  de  la  Sent.  31  diciembro  1872, 


(1)  Véa.se  en  iNJuru.!  la  sunl.  de  21  de  enero 
de 
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de  las  penas  que  establece  el  art.  25  del 
Código  reformado,  se  encuentra  la  can- 
ción, que  solo  se  aplica  en  el  art.  509 
para  los  delitos  de  amenazas,  y eso  como 
discrecional  de  los  Tribunales,  aparte  de 
la  pena  principal  allí  señalada.  Consiste 
la  caución  según  el  art.  44  en  la  obÜga- 


«n  recurso  interpuesto  por  D.  Antonio 
Ferrer  y García.) 

V.  Pulahrns  ó manifefítaciones  ()ne 
constiiniien  calumnia. — Declarando  ba- 
bor lugar  al  recurso  de  casación,* se  esta- 
Idece  que  el  hecho  de  haber  manifestado 
una  persona  en  diversas  ocasiones  y ante 
distintas  ¡lersonas,  la  necesidad  en  que 
se  veia  de  despedir  á un  dependiente  de 
su  establecimiento  mercantil,  por  el  des- 
falco que  según  el  balance  que  liabia 
praclioado,  resultaba  en  el  estableci- 
miento, nc  puede  considerarse  como  in- 
ofensivo, y sí  por  el  contrario  dirigido  á 
expresar  que  el  desfalco  constituye  un 
delito,  por  lo  que  se  infringe  el  art,  4G7 
por  la  sentencia  que  declara  que  ios  he- 
ohos  probados  no  constituyen  el  delito  de 
calumnia.  (Seiit.  26  febrero  1873.) 

' VI.  La  falsa  imputación  de  violación 
no  conslihiije  el  delito  de.  calumnia. — No 
procede  la  acusación  de  calumnia,  sino 
la  de  injuria,  en  su  caso,  por  la  imputa- 
ción de  hechos  que  no  constituyen  de- 
lito que  dé  lugar  á proccdinúenlo  de 
oficio.  Esto  supuesto,  la  falsa  imputación 
de  violación , aunque  es  ofensiva  no 


puede  re 
para  que 


miarse  de  calumnia,  porque 
laya  calumniase  requiere  que 
el  delito  que  se  impute  sea  de  ios  que 
dan  hig*ar  a procedimiento  de  oficio,  y 
para  el  de  violación  se  requiere  denun- 
•cio,  conforme  al  arl.  463.  (Sent.  2l  di- 
ciembre 1372.) 

V.  Acusación:  Injuria. 

CAPíLL&ííES  CASTRENSES.  Delitos 
cometidos  por V.  Gumpktenci.a  nú- 

mero iV. 

CAR'iBlHERO.  Al  reclamar  un  cara-- 
binero  la  matrícula  del  subsidio  á rn 
tendero  amb libante  para  impedir  cual- 
quiera defraudación,  obra  en  el  ejercicio 
de  sus  atribuciones  como  agente  de  la 
autoridad  administrativa.  (Sent.  31  ju- 
lio 1871.) 

V.  Co.MCKTrKClA  EN  M ATERÍA  PENAR.;. 

CARACTER  MILITAR.  V.  Competencia 

EN  MATERIA  TEN  Al.... 

CASACION.  V.  Uecürsos  de  casación. 

CASAS  DE  JUESO.  V,  Juegos  prohi- 

CIDOS. 

CAUCION*  En  la  clasificación  general 


cion  de  presentar  un  fiador  abonailo  que 
baya  de  responder  de  que  el  penado  no 
ejecutará  el  mal  que  se  trata  de  preca- 
ver, obligándose  á satisfacer,  si  lo  causa- 
re, la  cantidad  que  hubiere  fijado  el  Tri- 
bunal en  su  sentencia. 

La  duración  de  la  fianza  la  determina 
el  Tribunal  á su  pnulcnie  arbitrio;  y si 
no  la  diere  el  penado  incurrirá  en  la  pe- 
na de  destierro;  pero  tengase  muy  pre- 
sente que  solo  puede  imponerse  el  des- 
tierro en  lugar  de  la  caución,  cuando  el 
penado  no  diere  esta,  según  lo  dicen  los 
artículos  4i  y bOÜ,  y lo  cnnlirma  el  Tri- 
bunal Supremo  en  su  sentencia  de  24 
de  setiembre  de  1872  que  está  inserta 
con  el  niim.  lU  en  Amenazas. 

CAUSAS  CRIMINALES.  Alcaldes.  Pri- 
meras diligencias.  Si  antes  del  nom- 
bramiento de  ios  jueces  municipales, 
con  arreglo  á la  ley  orgánico  del  poder 
judicial,  los  alcaldes  eran  los  competentes 
Gira  inslruir  las  primeras  diligenciasen 
as  causas  criminales,  como  autoridades 
administrativas,  pueden  en  lodo  tiempo, 
formar  las  primeras  urgentes  diligencias 
a!  tener  noticia  de  la  comisión  do  un 
delito,  pasando  aquellas  y los  detenidos 
al  Juzgado  dentro  de  las  veinticuatro 
horas. 

De  lodos  modos,  ratificadas  las  dili- 
gencias ante  el  juez  de  primera  instan- 
cia, es  temerario  promover  e-l  recurso  de 
casación  fundado  en  supuesta  incompe- 
tencia por  una  idea  de  nulidad  que,  aun 
en  la  hipótesis  de  haberse  cometido  se 
habió  subsanado  sin  conlr¿idiccion  ni 
falta  alguna.  (Sent.  5 julio  1872.) 

V.  Í'OMPETENCTA, 

CIRCUNSTANCIAS.  L Su  definición: 
Stís  clases:  ÍUglas  para  la  aplicación  de 
las  penas  en  consideración  á las  circuns- 
tancias alennnntes  y agravantes. — Cir- 
cunstancias son  los  accidentes  de  tiempo, 
lugar,  modo,  disposición  mora!,  estado. 
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condición,  ele.  fine  acompriílaii  y (alifi- 
can  las  accionos  y omisiones  eonslituli- 
vas  de  los  delitos. — ÍTny  circunstancias 
que  eximen  de  responsaliiliilari  criminal, 
y se  determinan  laxativamente  en  el  ar- 
iiculo  8.'^  de!  Código.  Hay  olrasalenuan- 
tes  de  la  responsabtíidinl  crimina!  que  se 
indican  en  el  arl.  9.®  Y las  liav  agravan- 

y CJ 

tos  eniimcradas  en  ei  art.  10.  De  todas 
trataremos  en  sus  respectivos  artículos. 

II.  ¿Í(í  apreciacio7i.  — Hablando  en 
general  de  todas  las  circunstancias,  di- 
remos {(ue  !a  ley  toma  en  cuenta  para  la 
aplicación  y graduación  de  la  pena,  la 
concurrencia,  ó no,  de  alguna  ó varias 
circunstancias,  su  número,  su  calidad, 
su  distinto  carácter;  y al  efecto  lia  esta- 

V I «I  f iHi  . %.  - .#-%  . á.  * M . m m 
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determinar  In  cuantía  de  la  pena  en  con- 
si  lie  ración  al  número  y entidad  de  bis 
circunstancias  agravantes  y atenúa  rites  v 
á la  mayor  ó menor  extensión  del  mal 
producido  por  el  Ueüto,  sin  someterse  á 
las  reglas  ile  aplicación  establecidas;  ar- 
bitrio digno  de  aplauso  que  se  reconoce 
terminantemente  en  las  reglas  o.”  y 7." 
del  art,  8á  y en  ei  87,  y ijue  Imlderamos 

querido  verle  mas  ampliado  en  lodo  el 

’ 1 ^ • 

rfi.  . i A ^ . J 3 • * M. 


uiuo,  sin  tras 


lasa  r 
o asi 


sistema  de  nuestro 

los  límites  de  la  prudencia,  evitar.r 

algunas  diliculladcs  y complicaciones  que 
un  inusitado  rigorismo  ha  venido  ú oca- 
sionar en  la  práctica,  y que  la  última  re- 
forma del  Código  bace  resaltar,  hasta  en 

. j >*“  V--',..  I el  abuso,  permíiasenos  llamarlo  así,  de 

blecido  (íirts.  78  a 98)  la  división  de  las  . establecer  corno  sistema  un  sin  número 

penas  en  tres  grado.s  'salvo  las  perpec- j de  penas  fraccionadas  o de  penas  capri- 
tuas  fine  son  indi  visibles)  v lia  fiiado  m-  chns,Trnftnt«  í'nm»  I 1 1 I ! I -l^.  f í i I j'Zi  'ñ  I i.  jTk.  /--I  i-l 


tuas  que  son  indivisibles)  y ha  fijado  re- 
regias fijas  y terminantes  para  dielia 
aplicación,  limitando  así  prudenlemenie 

I * a m 


ehosamente  com()iiesias,  que  no  obede- 
cen á ningún  principio  ni  á ninguna  re- 
; gla  y que  dislocan  completamente  la  sen- 

[ /‘liIflfT  itrtl  i-kir,  ^ _ 1 i 1*1  1 


: i ■ ^ * 1—  ! 1 , (MtjLM inuij Lt!  la  ben- 

el  arliitno  juilicial;  lie  manera  que  el  juz- ! ciüez  ilel  meeanismu  artíslieo  del  librol 

gadorlieno  que  aplicar  .i  cada  delito  la  | del  Código.  ¿Y  para  qué?  ¿Quiero  do- 
pena  que  la  Icyseñala.  y tionequcaplicar- ! cirsenos  ó que  conduce  el  aiiartaniiento 
la  en  el  grado  que  corresponda , aienili- i de  la  clasilicacion  filosórica  de  las  nenas 
daslascirour.5tanciasquec(incurr.an,de-j  y de  los  principios  que  determinan  su 
bidanienle  calificadas,  siendo  uno  do  los  naturaleza,  su  duración,  sus  efectos  v la 
moliyos  de  casación  m.is  frecuentes  so-,  manera  de  aplicar!as?;Ouiere  cxnlicárse- 
gun  la  ley  el  error  cometido  en  la  ealili-  i nos  qué  inc,onvcniem¿,; evitan  onc  ven- 
cacion  de  os  liecho.s  que  se  í/ec/arcii;ii-o- ! lajas  ofrecen  y qué  necesidad 'siilisfacon 
ia, los  en  la  sentencia,  en  concepto  de  i las  ochenta  y mas  penas  capricliosamen- 
circurislaiicuis  agravíinlPS,  atenuantes  oí  te  formadas  de  las  ^ 
eximeitles  (lo  responsabilidad  eiiminal,  ‘ ' 

ó el  cometido  en  la  designación  de!  gra- 
do de  la  pena  correspondiente,  según  la 


calificación  (|ue  so  haga  de  la.s  mismas 
circunstancias  (1). 

HI.  Arbitrio  judicial:  fnconvenientes 

_ 7 « _ 


, racciüiiesde  una  ó de 

distintas  penas  de  las  veintidós  principa- 
les, que  enumera  el  art.  '¿(í,  que  clasifi- 
ca en  escalas  graduales  el  92  y que  di- 
vide en  grados  el  97?  Esas  ochenta  y 
mas  penas,  no  cunijire [111141*15^  tales  como 

clasilicacion  general  de  las 

í p .1.^: ......  ,1.../  . 


de  las  penas  fraccionadas  y corñpuZlZid^^lno  P.l  'n  , í" 

o * para  1 dos  respectivos,  é implican  no  pocas  difi- 

(D  Están  confornie.s  en  esta  parle  crcaso  3 “ rK  manera  de  hacer  esta 

dci  are  4/’  de  In  ley  de  18  de  junio  de  VSo  v 1 y orden  de  ascenso  V 

et  art. /U/ y par.  3."  (lid  79S  de  la  ley  provisio-  ^?scenso  á Otras  penas  con  arreglo  ú las 
nal  do  h.ijuicinrmoniü  criminal.  Todos  Jos  re-  disposiciones  dei  Cú(li«m 
cursos  uü  (|ue  liaccmos  rnériLo  en  I l\r  i *1  ‘ 

cus  ExniENTiis,  CmcuxsTANciAs  atenuantes' Y Sr  ' s iicesi vamcnte  al 

UncüN>TANtíus  AGRAVANTÍÍS,  cun  uii  iniiienso  r distintos  delitos  y de  las 

arTírnilHdp  ZT\?^rí f " V'  que  este  sistema  de  frac- 

•te  dí  te  I ^'onamieato  de  bs  qno  el  Código  clasifi- 

indobidaapli-  ® SÍ  limita  mas  de  lo  justo 

.acón  Je  la  ,.„a  s„,ai.  ,a  calificación  hecha,  el  criterio  jujiciol  y su  prudente  arbitrio! 
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no  da  en  cambio  resuii'uloá  pn'iciicos, 
y ofrece  como  dcj-jmos  liicho  dilicuUades 
(le  aplicación,  á que  es  preciso  poner  re- 
medio cuando  se  intente  otra  reforma. 

Hedías  estas  breves  indicaciones,  he 
aquí  algunos  cosos  de  jurisprudencia  re- 
lativamente á las  disposiciones  sobre  cir- 
cunstancias en  general,  ósea  sobre  apli- 
cación de  las  penas  según  las  circuns- 
toncdas  que  concurran. 

V.  Las  circunstancias  agravantes 
constitutivas  del  delito  no  exclitgen  la  ad- 
misión de  otras  agravantes  gene’ricas^  y 
aun  de  las  mismas  (jiie  sean  constitutivas 
cuando  abunden,  constituido  gue  sea  con 
o iros  el  delito.  Infracción  del  art,  713  y 
del  4 18  f/e/  Código  'penal. — La  Audiencia 
de  Granada  condenó  á Pancracio  de  la 
Cruz  ala  pena  de  muerte  como  reo  de 
asesinato  con  !a  circunstancia  específica 
lie  alevosía  y las  genéricas  agravantes  de 
jiremeJ ilación  conocida  y reincidencia. 

Remiiida  la  cansa  al  Trib.  Snp.  á conse- 
cuencia d(do  dispuesto  en  la  ley,  y entre- 
gada á los  defensores  que  se  nombraron  de 
oficio,  expusieron  existir  motivos  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  designados 
en  el  caso  4.°  del  art.  4.“  de  la  ley  de 
casación,  citando  la  infracción  del  artícu- 
lo 418  en  relación  con  la  primera  parte 
del  70,  al  considerar  como  circunstancia 
agravante  genérica  la  premeditación  co- 
nocida que  es  especial  y cuaüficaliva  del 
delito  deasesimato.  Y el  Trib.  Sup. 


ra  no  haber  lugar  al  recurso: 

C(Con sideral] do,  ...que  por  el  art. -i  18  del 
Código  penal  vigenle  se  califica  como  reo  do 
a.sesinato  ai  quein.Uare  alguna  persona,  con- 
curriendo alguna  de  las  cinco  circunstancias 
que  en  él  se  especifican,  bastando  la  concur- 
rencia de  una  sola  para  que  se  le  conside- 
re como  tal  reo  de  asesinato,  sin  que  se  exi- 
ja la  de  toda.s  ellas  á un  mismo  tiempo  y con- 
juntamenle: 

Considerando  que  la  base  de  toda  penali- 
dad os  castigar  y corregir  á los  delincuentes 
según  la  mayor  perversidad  y gravedad  de 
sus  actos,  é indudablemente  existe  esta  en 
un  órdcn  superior  cuando,  además  de  verifi- 
carse el  lieciio  con  una  sola  de  las  circuns- 
tancias constilnlivas  que  sea  bastante  por  sí 
sola  para  calificar  el  delito,  concurren  ade- 
más otras  de  la  misma  índole  que  esten  coin- 


{>3 

milidas  por  c!  Código  penal,  y que  deben  ser 
también* apreciadas  en  lodos  ios  casos: 

Considerando  que  la  disposición  de!  art.  70 
de  diclio  Código  penal,  que  se  invoca,  no 
excluye  !a  admisión  de  las  circunstancias 
agravantes  genéricas,  sino  que  por  un  crite- 
rio justo  establecen  que  las  circun^ancias 
agravantes  conslitulivas  del  delito  no  pueden 
producir  dos  efectos,  porque  esto  seria  duro 
y contrario  á la  recta  razón;  pero  cuando, 
como  sucede  en  el  presente  caso,  calificado 
una  vez  el  delito  pnr  una  sola  circunstancia 
constitiUutiva,  indudablemente  no  se  aplica 
e.sta  circunstancia  constitutiva  como  agravan- 
te, sino  que  se  admiten  otras  diferentes  ge- 
néricas distintas  de  aquella  que  se  aprecia 
para’lii  califjcacion.de!  delito:  (Scnt.  29  agos- 
to 1872.) 

AM.  Circunstancia  í?í/ííuyíi/í?  al  delito 
de  hurto,  según  el  art.  71). — Se  comete 
el  error  de  derecho  á que  se  contrae  el 
caso  íi.®  del  arl.  4.°  de  la  ley  de  casación, 
y se  infringe  el  art.  79  del  Código  penal 
aceptando  el  uso  de  nombre  supuesto 
como  circunstancia  agravante  en  el  de- 
lito de  hurto;  porque  aun  suponiendo 
que  este  cambio  hubiese  tenido  lugar 
con  anterioridad  al  delito  de  hurto  co- 
metido por  el  procesado,  no  formaría  el 
fraude,  astucia  ó disfraz  en  que  consiste 
la  circunstancia  8.%  art.  10,  sino  que 
seria  inherente  al  liurio  mismo,  (jue  se 
ejecuta  ordinariamente  con  sagacidad  ó 
astucia,  á diferencia  de!  robo  que  exige 
el  empico  de  la  fuerza,  y también  porque 
el  uso  público  de  nombre  supuesto  cons- 
liluye  un  delito  cspecialmeiiie  penado 
por  la  ley  (por  el  art.  340  dol  Código  pe- 
nal)- (Sent.  2.iulio  1372  ) 

VI 1.  Otras  circiinstancii 
al  delito  de  lesiones,  según  el  arí.  71). — 
No  comete  error  de  derecho  ni  so  infrin- 
ge ei  art  10  en  sus  circunstancias  9.*^  y 
íáO,  dejando  de  apreciar  como  ciicuns- 
la ocias  agravantes  en  el  delito  de  le- 
siones ú homicidio  el  liecdio  de  herir  un 
hombre  á una  mujer  con  una  navaja, 
«porque  el  uso  de  dicha  amia  fue  el  me- 
»dio  necesario  de  que  se  valió  para  he- 
«rirla,  tan  inherente  al  hecha  ejecutado, 
»que  sin  él  no  hubiera  podido  comeler- 
»se;  y qt'c  por  tanto  la  circunstancia  de 
»quo  fuese  mujer  la  lesionada  y bom- 


iiicib  UlldÍJ  CLÜ  Id  IfIIMíIhI  ILIUUíL-  uno  VjMiíi  i i 

prendiilas  entro  las  agravantes  genéricas  ad-  • »bre  el  otensor,  no  es  poi  si  sola  su  - 


54 

>cienle  por  naturaleza  para  califitaria  de 

• agravante,  ponjue  tampoco  lo  seria  en 

• el  caso  contrario  de  que  una  mujer  ar- 
»mada  de  navaja  hiriese  í\  un  liombre 
«que  no  la  tuviese  (Ij.»  (Seiit.  25  oc- 
tubre 1872.) 

VÍIÍ.  Aplicación  délas  penan  en  con- 
sideración ti  /ff5  eHTíí?i5Ííineí(75  con- 
sisíeu  en  la  disposición  moral  del  delin- 
cuente ó en  oira  coma  personal:  arls.  80 
y 82,  regla  7.^— Se  casa  y anula  una 
sentencia  de  la  Sala  del  crimen  de  la 
Audiencia  de  Cáceres, 

«Cousideran.iu  que  siendo  dos  Jos  proce- 
sados, respecto  á uno  de  los  cuales  exisleu 
dos  circiuis  tan  cías  agravante.',  Ja  de  reinci- 
dencia y la  de  haber  ojecutiulo  el  liecito  en 
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inmediata  y en  estado  de  embriaguez  no 
babítual,  á diez  anos  de  prisión  mayor 
(la  inmediata  inferior  á la  señalada  en 
el  art.  4Iií).  Costa  interpuso  recurso  de 
casación,  a[>üyado  en  los  arts.  3.'^  y 
raíos  4.^  y o.^  del  4.'^  de  la  ley  do  casa- 
ción, alegando  la  infracción  del  nüm.  4.° 
del  art.  8.°  y del  87  del  Código,  puesto 
que  habiéndose  ejecutado  el  delito  en  le- 
gitima y necesaria  defensa,  sino  concur- 
rieron lodos  los  requisitos  para  la  exen- 
ción de  responsabilidad  criminal,  sí  en 
su  mayor  parte,  por  lo  (jue  la  pona  debió 
rebajarse  al  menos  en  dos  grados  y no  en 
uno  solo;  y que  aun  en  la  !ii[tüiesis  de 
ser  procedente  la  apreciación  de  la  Sala, 
debía  haber  aplicado  la  pena  en  el  grado 
’ medio.  El  Tribunal 


despoblado,  no  concurriendo  más  que  esta  i apiirau 

última  contra  el  recurrente,  ai  imponer  la  ! y no  en  ei 

1^1/  I _É_  1 1 ^ f 1 t íV^£k  f I n I o 1'  1 
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Sala  á ambos  catorce  años  de  cadena  ha  tn- 
fringido  la  regla  7.*^  del  art.  Sá  del  Código 
reformado,  coiilorme  con  el  74  del  antiguo, 
lor  los  cuales  se  prescribe  que  dentro  de  los 
imites  de  caila  grado  ios  Tribunales  deter- 
minarán la  cunnlia  de  la  pena  en  relación 
con  las  circunstancias  agravantes  que  con- 
curran, y que  por  todo  ello  la  referida  Sala 
ha  incurrido  en  el  errar  de  derecho  previsto 
en  el  caso  o.''  de!  arl.  4.®  de  la  ley  de  casa- 
ción criminal.  (Itecorso  inlorpue.slo  por  el 
Ministerio  íiscal  en  favor  de  Vicetile  Serrano; 
tScnl.  18  abril  JS72,) 

Aunque  no  se  citaba  en  este  recurso 
por  el  que  ie  inlerjiuso  la  infracción  del 
art.  80.  á la  vez  (luc  la  regla  7/  del  8^, 
ni  el  Tribunal  Supremo  por  consiguien- 
te hizo  mérito  de  él , le  consideramos 
fundamental  del  recurso  y liase  de  la  in- 
fracción de  la  regla  7.^  del  82. 

IX.  I^rudente  y racional  orilerio  ju- 
ridico  de  los  tribunales  en  el  caso  de  con. 
currir  circunstancias  uíeyuiantes  7nuy  ca- 
lificadas, II  rft'íiíro  de  los  limites 

de  Cüdii  (p'iulo  co)}fonne  ú los  üvls  87 

regla  7.“  rf./  tíi.-L.  Audiencia  , le  Ma- 
drid  condenó  á Julián  Costa,  como  reo 
de  homicidio  ejecutado  por  provocación 


, el  homicidio  de  uiia  mujer  la  cuali- 

dad de t sexo  de  la  víclinia  es  inherenU;  al  de- 
i ¿ casación  si  se  tsUnia dicha  cir- 

ounstaiica  como  ¡iRravanie.  V.  CtreunsUmeias 
dí  lRTi  u'  í'^ntcncia  de28  de  abril 

iciLito  a»  1871  «'i  <18 


Supremo  declara  no  Imber  lugar  á la  ad- 
misión del  recurso: 

«Considerando  que  Ja  íaculind  di.'crecio" 
nal  dispensada  ai  Tribunal  sentenciaditr  para 
atenuar  Ja  pena  asignada  al  delito,  así  en  eí 
párrafo  1°  del  arl.  82  como  lu  t\  87  tic  di- 
cho Código,  es  potestativa  y no  preceptiva, 
dejando  al  prudente  y racional  criterio  jurí- 
dico del  mi.suio  apliccirla  en  el  grado  que  es- 
time procedente,  ya  ciiaudo  en  el  liecJio  pu- 
íjíüIg  concurren  tíos  o ukÍs  circo nslaiicias 
atenuantes  muy  calificadas,  ya  laiiibi<3n  cuan- 
do  aque!  uo  fuere  tlel  lado  excusalde  para 

eximir  al  acusado  de  re.spoiisahiíidad  cri- 
minal. 

«Considerando  que  el  recurrente,  sepa- 
rándose de  e.sttí  criterio  lega!,  establece  apre- 
ciaciones erróneas,  deducidas  ile  hechos  su- 
piift;  los  y que  se  hallan  eii  oiiosicton  con  los 

consignados  por  la  Sala en  uso  de  su 

exclu.stva  competencia,  sin  que  por  consi- 
guiente quepan  dentro  de  lo.s  líniii.es  laxati- 
vos determinados  en  e!  arl.  .1.-  ,le  la  ley  so- 
ore  casación  criminal.»  (Sent.  9jun.  1871. 

X.  La  misma  doctrina  so  consigna 
en  otra  sentencia  de  20  de  diciembre 
de  1871,  declara  rulo  la  m bien  no  haber 
lugar  á ¡a  admisión  de]  recurso  de  capa- 
ción propuesto  contra  Looii  Mat liiicz  Val- 
divieso; y en  otra  de  17  de  mayo  del 
mismo  año. 

Losarls.  87  y pár.  [>.«  d,d  82  son  los 
que  contienen  tas  regías  sobre  descenso 
de  penalidad  en  los  casos  que  se  dicen: 
el  párrafo  del  82  se  citaba  sin  duda 
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íil  inter{ioner  el  recurso  con  relación  al 
párrafo  o.” 

Xí.  Más  sobre  apreciacÁoti  de  dos  ó 
más  circunstancias  atenuantes  mu}j  cali- 
ficadas.— Se  declara  que  no  há  logar  á 
la  adiñision  de  un  recurso  de  casación 
interpuesto  contra  sentencia  de  la  Au- 
diencia de  Oviedo,  que  tomando  en 
cuenta  dos  circunstancias  atenuantes,  no 
las  aprecia  como  muy  calificadas: 

«Considerando  que  la  facultad  concedida  A 
los  Tribunales  por  lu  regla  del  art.  82  del 
Código  para  rebajar  la  pena  al  grado  in- 
ferior inmediato  al  asignado  por  !a  ley  al  de- 
lito, cuando  concurran  dos  6 más  circuns- 
tancias atenuantes  mu//  calificadas  y ningii- 
na  agravante,  es  potestativa,  pendiendo  de 
la  apreciación  do  la  Sala  sentenciadora  de- 
(erminar  su  mayor  ó menor  importancia, 
como  derivada  de  los  iieclios  que  la  moti- 
van {!).))  (Scnt.  24  noviembre  1S71.) 

XÍI.  Más  sobre  la  inteligencia  del  ar- 
tículo 87. — Criterio  jurídico  de  los  Tri- 
bunales para  la  imposición  de  la  pena  en 
el  grado  que  estimen  corrcspondicjite. — 
Se  declara  que  no  há  logará  la  admisión 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Manuel  Plano,  por  no  haberse  rebajado 
en  dos  grados  la  pena: 

«1.®  Considerando  que  el  art.  87  del  Có- 
digo penal  reformado  no  establece  de  un  mo- 
do absoluto  que  los  Tribunales  hayan  de  re- 
bajar siempre  en  dos  grados  la  penalidad  de 
Ja  ley  en  los  casos  como  el  de  que  aquí  se 
trata,  sino  que  lo  deja  á su  apreciación  para 
que  puedan  imponer  la  pona  que  estime  cor- 
respcndierito,  atendido  el  número  y entidad 
de  los  ro(fuisifos  que  faltaron  6 concurriesen 
de  los  que  señala  el  art.  8.®  para  la  exención 
do  responsabilidad: 

2.®  Consíd oraudo  que  la  Sala  sentencia- 
dora, ajusfánd't.se  á esta  disposición  y esti- 
mando en  su  criterio  Jurídico  que  no  proce- 
día rebajar  la  pena  sino  en  un  grado,  como 
lo  ha  iieclio,  lia  obrado  dentro  de  !a  facultad 
que  la  ley  le  concede,  y por  consiguiente 
que  no  hay  fundamento  legal  que  autorice 
el  recurso  propuesto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  á la  admlsiou  etc.» 
f Sentencia  5 abril  1871.) 


(l)  Véasoun  Ci Eteu estancias  átono antks  las 
scntrncias  ile  2t  dc  cuero  y líí  do  febrero 
de  1871  y otras. 


XUl.  Compensación  racional  de  las 
circunstancias  atenunnles  y agravantes: 
Prudente  cn/6Tií>  y oinnimoda  facultad 
de  los  Tribunales.  — declara  que  no 
há  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Ruperto  Perez  contra  senten- 
cia de  la  Audiencia  de  Madrid,  por  su- 
poner que  liabia  dejado  de  apreciarse 
una  circunstancia  atenuanle,  además  de 
la  que  estimó  la  Sala  coinpcusLándola  con 
otra  agravante. 

«Coasiderando  que  la  regla  4.^  dcl  art.  82 
del  Código  penal  rofurmado  establece  para  la 
aplicación  de  las  penas  divisibles  en  tres 
grados,  el  principio  de  que  cuando  en  la  co- 
misión del  delito  liayan  concurrido  circuns- 
tancias atenuantes  y agravantes,  los  Tribuna- 
les deberán  compensarlas  racionalmente, 
graduando  el  valor  de  unas  y otras;  con  lo 
cual  deja  á su  prudente  criterio  el  ejercicio 
de  su  omnímoda  facultad  sin  limitación  ni 
restricción  de  ninguna  otra  especie.»  (b’cn- 
tcncia  18  octubre  1872.) 

XIV.  Cuaníia  de  la  pena  dentro  de 
los  limites  de  cada  orado:  Facüiíiid  dis- 
crecional de  los  'Tribunales. — Se  declara 
uo  haber  lugar  á la  admisión  de  un  re- 
curso de  casación, 

«Considerando  que  la  facultad  concedida  A 
lo.s  Tribunales  por  el  núm.  7.°  del  art.  82  del 
Código,  para  que  determine  la  cuantía  de  la 
pena  dentro  de  los  límites  de  cada  grado,  no 
puede  ser  impugnada  en  casación,  supuesto 
que  aquella  facultad  es  di.screcional  y somé- 
tala al  bium  juicio  de  los  mismos.»  (Scnt.  22 
marzo  1873.) 

XV.  -Si  el  hecho  consUiutivo  del  deli- 
to no  esíino  solo  sino  dos  ó más  cometi- 
dos en  actos  distintos,  no  es  aplicable  la 
regla  de  penalidad  establecida  en  el  ar- 
ticulo ÍJO. — Así  lo  establece  el  Tribunal 
Supremo  en  el  siguiente  caso  de  alenta- 
do y desacato:  «Mariano  Broncano,  en 
estado  de  completa  embriaguez,  escanda- 
lizaba en  una  calle  del  pueblo  de  Acede- 
ra, y amonestado  por  su  alcalde  para  que 
se  retirara,  no  solo  resistió  ejecutarlo 
con  las  voces  de  no  me  dá  la  gana  y 
otras  indecentes,  sino  que  descargó  dos 
golpes  con  la  mano  sobre  el  expresado 
alcalde;  y habiéndose  presentado  á la 
sazón  el  juez  municipal  y mandándolo 
detener,  Broncano  se  resistió,  llamando 
tunos  y ladrones  á ambas  autoridades, 
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desafiándolas  y amenazándolas  con  dar- 
les la  muerte  cuantío  estuviera  en  li- 
hertad.» 

La  Audiencia  condenó  á Broncano 
por  el  delito  de  atentado  á cincuenta  me- 
ses y un  di  a de  prisión  correccional  y 
multo;  y por  el  desacato  á veintiún 
meses  de  i^ual  prisión  y multa  (16^200 
pesetas,  mandando  (¡ue  se  dedujese  el 
suficiente  laiito  de  culpa  para  que  el  juez 
municipal  conociera  del  liecho  designa- 
do como  falta  (íirl.  o89  núm,  8.“).  Inter- 
puesto recurso  da  casaciun  en  foiina, 
fundándole  en  los  casos  !L“  y 1.°  de  la 
ley  de  1870  y citando  como  infringidos 
los  ariiciilos  de!  Código  penal  2Gli  pár- 
rafo 2°,  261,  ílü  y dSO,  el  Tribunal 
Supremo  declara  no  huiier  lugar  á él, 
haciéndose  cargo  de  lo  que  disponen  los 
artículos  citados  y 

«Considerando  que  astas  beclios  (los  ar- 
riba (íxpueslfts)  coüsUUij’en  el  delito  de  alen- 
tado coutra  el  alcaitle  y el  de  desacato  grave 
contra  Ja  misma  auloridad  y la  tlel  juez  mu- 
nicipal: que  aml)os  (ielilos  se  cometieron  eu 
arlos  distiDlfis  conlra  aiitoridai!»?s  también 
ciisLinlas,  como  t¡uc  cuando  el  juez  munici- 
pal lomó  parle  en  el  suceso  ya  el  procesado 
liabia  golpeado  al  úlcalde,  y después  insultó, 

amenazó  y provocó  al  duelo  á una  y otra 
auloridad: 

^ Considerando,  por  consecuencia,  que  la 
Sala  stíiUenciatlora  al  calilicar  y penar  como 
atenlíuio  y desacato  grave  á la'auloridail  los 
lieciioñ  por  que  se  procede,  y al  liacerlo  co- 
mo falla  (Icl  escándalo  por  embriaguez  que 
les  precedió,  no  ha  infringido  ninguno  de  los 
artículos  riel  Código  penui  que  señala  el  pro- 
Ct*saJo,  ni  incurrido  en  error  de  derecho  nue 
compre mhm  los  uíimenis  3.®  y 4.“  ild  ar- 
fírulo  de  la  ley  de  18  de  junio  de  1870.» 
(Seiit.  30  sclicnibrc  1873.) 

XVI.  Mas  sobre  imposición  de  las 
penas  correspondieules  á diversas  infrac- 
ciones.— Se  declara  que  no  ha  lugar  á la 

admisión  del  recurso  interpuesto  á nom- 
bre de  Baldomcro  Sastre: 

«Considerando  que  con  arreglo  á !n.s  ar- 
tículos 88,  89  y ítO  del  Código  vigente  las 
penas  corrcspundienles  ;í  las  diversas  ínfrac- 
ctones  que  se  cometan  han  de  imponer.íe 
scparadumenle,  excepto  cundo  un  solo  liecho 
consli  uva  dos  ó más  delitos,  ó si  idgiino  .le 

ntm  ‘i^'-dio  necesario  para  cometer  eí 

, 1 cuyo  caso  ha  de  castigarse  el  más 


i gr.ivo,  pero  aplirori.lo  la  pena  on  su  grado 
■ líiáxinio.»  (Seat,  li  marzo  íS7j.) 

i XVil.  Pena  cuando  un  hecho  consíi^ 
tui/e  dos  ó más  delitos:  lietroaciividad,-^ 
Cu.ando  un  lipxlio  constituye  dos  ó más 
delitos,  ó cuando  el  uno  sea  medio  ne- 
cesario para  cometer  el  otro,  solo  debe 
¡ imponerse  á su  autor  la  pena  correspon- 
diente al  más  grave,  aplicándcla  en  el 
grado  máximo,  conforme  al  art.  00  del 
Código  de  1870.  Se  incurre  en  el  error 
de  derecho  de  que  trata  el  art.  ca- 
so 4.°,  ley  de  casación  criminal  y se  en- 
fringen  ios  aris.  23  y 2G4  del  Código 
penal  de  1870,  cuando  no  se  aplican  las 
¡ disposiciones  de  este  á los  delitos  come- 
I lidüs  con  anterioridad  siendo  mas  bene- 
i ficios?  su  penalidad;  porque  la  reiroacii- 
vidad  del  art.  23  solo  debe  entenderse 
cuando  sea  mas  favorable  a!  reo  !a  pe  tía 
del  de  18b0.  (Sents.  10  oetubro  y 12 
junio  1872  y otras. 

XVlíl.  Hecho  que  constituye  tin  de- 
lito y una  falla  ó es  tnedio  necesario 
aquel  para  cometer  cVrt.  — Refiriéndose 
j ías  disposiciones  del  art.  90  á los  delitos 
que  son  resultado  de  un  solo  lieclio,  no 
pueden  hacerse  extensivas  á las  fallas 
consecuencia  del  mismo,  las  cuales  de- 
ben penarse  separadamente.  Así  se  esta- 
blece por  semencia  de  13  de  mayo  1873 
como  puede  verse  en  el  artículo  Disca- 
no  DE  ARiUA  DE  FUEGO,  domle  30  ínscrtan 

textualmente  los  considerandos  de  c^te 
fallo. 

XlX.  Doble  delito.  Alentado  á 
yuaida  de  campo  y /iOj?iíc)t/ío:  Infrac- 
ción del  art.  90.  Casación  por  no  haber 
aplicado  el  grado  «iíi.TJmo.  — La  Audien- 
cia de  Zaragoza  impuso  á Julián  Ferez  y 
Pablo  Galludo,  como  reos  do  lioniicidio 
del  guarda  de  motiles  Domingo  Carean  17 
años  de  reclusión  temporal  (grado  me- 
dio]. C!  iMinisterio  fiscal  interpuso  recur- 
so de  casación  fundado  en  i-l  caso  3,'* 


el  art.  4.  de  la  ley  de  1870,  por  infrac- 
ción del  art.  ...^1:.  - . - ' . . 


. , '»  media nt<3  á no  liaberse 

tenido  en  cuenta  el  atentado.  Y se  casa 
y anula  la  sentencia: 

«Consifierando  que,  según  el  art,  90  del 
odigo  penal  re  f.  inri  a da,  coando  un  sido  !ie- 
ciio  cúuslíluye  dos  ó más  delitos  debe  anü- 


carpe  ai  reo  la  pena  correspondiente  al  de- 
jilo tnas  í^rave,  imponiéndola  en  su  erado 
miix'ino  (1). 

Cünsiflerando  que  siendo  evidentej  según 
el  resultarlo  de  los  hechos  admiLiílcJS  en  la 
scntencia^como  probados,  que  Julián  Perez 
y íhdilo  Gil  lindo  lueron  los  autores  del  lio- 
niicidiü  dei  guarda  de  montes  Domingo  Car- 
ean Lozano,  y siendo  éste  un  agente  de  la 
auto)  idad  jiúlilica  que  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  fué  acometido  por  aquellos  en  e! 
aclo  de  reconvonirles  por  el  hurlo  de  alii- 
vids,  que  les  alrihuia  fundadamente,  el  refe- 
rido heclio  coiistiluve  dos  delitos,  tí  saber:  el 
de  alentado  y el  de  homicidio; 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  lili  poner  en  el  grtylo  medio  á los  procesa- 
dos la  pena  de  17  aiíos  de  reclusión,  ha  in- 
fringido el  precitado  art.  90  del  Código  penal; 

Fallamos  que  debernos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casneion  in- 
lerpuosto  por  el  Ministerio  fiscal.  (Seiit.  4 
diciembre  1874.) 

XX,  Aplicación-  del  prado  máximo 
de  la  pena,  con  arreglo  al  art.  90  y de 
la  regla  í'/e  la  ley  provisional^  ó con 
circunstancia  alenuanle. — Cuando  hay 
que  aplicar  el  grado  máximo  de  la  pena 
con  arreglo  al  art.  90  del  Código  penal 
y á la  vez  la  regia  4!)  do  la  ¡ey  provisio- 
Dal  (ó  lo  mismo  debe  ser  alguna  cir- 
cunstancia alenuanle)  debe  imponerse  la 
penalidad  mínima  de  dicho  grado  máxi- 
mOj  sin  que  pueda  disminuirse  sin  faltar 
abiertamente  á lo  que  en  él  se  dispone. 
(Considerando  :-l.“  de  la  sentencia  de 
22  de  diciembre  de  1871,  i n serla  en 
Atenta bo,  pág.  37.) 

. Abdicación  del  arl.  90  del  Có-  \ 
concurriendo  dos  ó más  circunstan- 
cias atenuantes  muy  calificadas. — No 
puedo  hacerse  á la  vez  aplicación  del  ar- 
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/teíioí  ires  grados  para  su  aplicación ^ 
según  las  circunstancias  que  concurran: 
Difcidlades. 

En  otros  muchos  artículos  de  este 
Repertorio  pueden  consultarse  algunos 
fallos  que  deciden  puntos  iludosos  sobre 
división  de  las  penas  fraccionadas  ó com- 
puestas que  no  contienen  tres  grados,  las 
cuales  ya  hemos  indicado  ah  lindan  en  el 
Código  reformado  más  aun  que  ia.s  penas 
simples,  y que  enumeraremos  or llenada  y 
correlativamente  en  el  articulo  Esc.\l.\s 
GRAüUAi.Es.  Las  dificultades  de  aplica- 
ción, según  los  casos,  han  de  resolverse, 
ó por  el  art.  81,  si  se  trata  de  pena  ó pe- 
nas indivisibles,  ó por  el  83  y 'J7  si  se 
trata  de  penas  que  contengan  tres  grados; 
ó por  el  98  si  Yte  penas  comp.uestas  do 
tres  distintas.  Pero,  y ¿cuándo  la  pena 
se  compone  de  dos,  cuatro  ó más  grados 
de  una  ó más  penas  divisibles?  Sí  bien 
dice  el  segundo  párrafo  du!  arl.  98  que 
«cuando  la'  pena  señalada  no  tenga  una 
«de  las  formas  previstas  e.specta! mente 
sen  este  libro,  so  distribuirán  los  gra- 
»do3,  aplicando  por  aiirdngía  las  reglas 
«lijadas;»  la  verdad  es  que  el  c.ajirielioso 
é irregular  señalamiento  de  penas  que  se 
lia  hecho  en  el  Código  reformado,  ofre- 
ce frecuentes  dificultades,  que  no  son 
bastantes  á resolver  las  reglas  de!  Código, 
ni  han  resuello  todavía  las  decisiones  did 
Tribunal  Supremo.  La  Jurispruilencin 
está  boy  creándose,  digámoslo  así,  poi- 
que la  ley  es  nueva,  y un  solo  caso  re- 
suelto no  puede  formar  regla  de  doctri- 
na. Indicaremos  algunos  casos  que  vie- 
nen á dar  luz  sobre  este  punto. 


XXlii.  División  de  pena  compuesin 
de  dos  grados  de  pena  simple. — Se  hace 


tículo  9Ü  y de  la  regla  5 ^ dfd  art  82  ! • ■ • ^ ;^r/q/íx.— ou  nett 

Ver  l.n  semencia  de  ‘i(,  de  aoril  de  1872  ! „ ,,  g;,  'v„  A,m:sTü  las 

“ ‘"",0  I semencias  de  10  de  marzo  de  1871,  nú- 
. ( t t- 1 1 o y,  acominuacton  de  ^a  > yjj  g]  ^ pi,  ¡gg  gg,,, 

TTll^mn  nnfiCfrfi  .^1  ^ , i ' , ^ I 1 

leticias  de  20  de  abril  de  18/1  y 18  de 
noviembre  de  1872,  núms.  Xlíl  y XVL 
XXIV.  División  de  pena  compuesta 
de  dos  grados  de  una  pena  y de  un  gra- 
do de  otra. — Se  liace  conforme  á la  re- 
gla del  art.  98,  segnn  doctrina  dei  Tri- 
bunal Supremo  que  considera  análog  as 
dichos  tros  grados  a tres  penas  distintas. 


misma,  nuestra  opinión  sobre  el  particu- 
lar, que  disiente  de  la  doctrina  en  dicha 
semencia  consignada. 

División  de  las  pionas  que  no 


fl)  .Sobre  la  disposición  del  arl.  90  did  Có- 
digo y .«-u  recia  inteligencia  vóan.se  los  fallos 
c^ontctiidos  l;iiijo  los  luíntcros  siguientes  XX  y 
XXl  y otros  en  Cí'rí;miSlflíiC¡’rtS  íiícnriají/es. 
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Yer  !a  semencia  ile  líi  de  marzo  de  !87l, 
inserla  Ijajo  el  núm.  X,  en  el  ariículo 
Aun  ESTO  mayor,  pág.  28. 

XXV.  División  de  pena  compuesta 
de  chico  grados. — Se  divide,  conforme  á 
la  regla  del  arl.  83,  en  tres  períodos 
igufiles.  (Ver  la  semencia  de  30  de  se- 
tiembre do  1&72  en  el  ariículo  1\obo,  y 
es  referente  á la  división  de  la  pena  de 
prisión  correccional  á presidio  mayor 
en  su  grado  medio.) 

Este  artículo' y los  ires  que  siguen  so- 
bre Circunstancias  eximkntks,  Circuns- 
tancias atenuantls  y Circunstancias 
AGRAVANTES  deljon  consuliarsc  muy  fre- 
cuenlemenlc  como  relacionados  con  to- 
da líÉ  penéiltiJad  establecida  en  ei  Código, 
aparte  de  consultar  en  cada  caso  el  ar- 
liculn  r^speciivo  á cada  delito. 

CIRCUNSTANCIAS  EXIMENTES  DE  RES- 
PONSABILIDAD CRIMINAL.  í.  El  anícu- 
io  tí.  del  Código  penal  viene  á ser  el 
complemento  del  art.  de  tal  modo 
que  i'ñjtutándoso  voluntarias  todas  las 
acciones  y omisiones  penadas  por  la  ley, 
a no  ser  que  conste  lo  contrarío,  es  ne- 
cesario para  eximirse  de  responsabili- 
dad el  autor,  cómplices  ó encubridor  de 
los  beclios  criminales  que  íiagau  cons- 
tar la  concurrencia  de  alguna  de  las 
trece  circunstancias  que  según  el  artícu- 
0 b.  determinan  la  falta  de  intención, 
de  malicia,  de  espontaneidad  ó volun- 
tanedatl  en  la  acción  ú omisión  que 

constituyen  el  delito  (l).No  concurrien- 

^ ~ ■ ■■  
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do  de  lleno  alguna  do  estas  circunsian- 


quince,  á no  ser  que  hay;i  obrado  con  discerni- 
miento. 

Ei  tribunal  íiani  declaración  expresa  sobre 
este  punto  para  imponerle  pena,  ¿ declararle 
irrespon.sable. 

Cuando  el  menor  sea  declarado  irresponsa- 
ble, en  conformidad  con  lo  que  se  establece  en 
este  número  y en  ei  que  precede,  será  entrega- 
do á su  familia  con  encargo  de  vigilarlo  y edu- 
c.y(o.  A falta  de  persona  que  se  encargue  de  su 
vigilancia  y educación,  será  llevado  á un  esta- 
blecimiento de  beneíicencia  destinado  á la  edu- 
cación de  liuérfanos  y desatnp.arados,  de  donde 
no  saldrá  sino  al  tiempo  y con  las  condiciones 
prescritas  para  los  acogidos. 

4.°  El  que  obra  en  defensa  de  .su  persona  6 
derechos,  siempre  que  concurran  las  circuns- 
lanciassiguientes: 

Primera.  Agresión  ilegítima. 

Segunda.  Necesidad  racional  det  medio  oin- 
pleado  para  impedirla  cí  repelerla. 

lercera.  Falta  de  provocación  sulíciente  por 
parle  del  que  se  defiendo. 

El  que  obra  en  defensa  de  la  persona  <5 
uerechos  de  su  ccínyuge,  sus  ascendientes,  iles- 
cendienies  (5  tiermanos  legítimos,  naturales  6 
adoptivos,  de  sus  atines  en  los  misinos  grados, 
y de  sus  consanguíneos  basta  et  cuarto  civil, 
siempre  que  concurran  la  primera  y segunda 
circunstancias  prescritas  en  el  número  ante- 
rior, y tu  de  que,  en  caso  do  haber  precedido 
provocación  departe  del  acometido,  no  hubiere 
o I|“rl'ci|’aci'jn  en  ella  el  defensor- 

El  que  obra  en  defensa  de  la  persona  ó 

Mil  II  n /I V j * 


nons-ibiliu  I ® de  *'es- 

el'irl  8 dejativamente  en 

Art  a ' lí' '•ef^rmado  que  dice  así: 
n ív,  n...  t delirifi'ien,  y por  con.siguiente 
están  OM  nto  criminál: 

havT  ubn.n?  ^ no  ser  que  éste 

^..n  I ? intervalo  de  rnzon. 

1 < I o c!  imbécil  ó el  loco  hubiere  ciccuta- 

Z'ít  1 " on  too 

añicM'.  h’,’  “f  i''’*''!""'”*  onf, Tinos  (lo 

Via  auljiií'u’ion  del  ini.ímo  Tribunal.  * 

^ cniificíirn  tit*  {ÍL*!ita  [lieiios  v'ravc  el 

T Íonír'"'"''’  r ■'  II  tocó,  ol 

Liííeéar  F^M  párrafo  anterior,  é 

diese  suf  ric.  i r’’  “ 

Olese  su  iciciite  lianza  de  custodia. 

M • i!'  nueve  años. 

mayor  do  nuevo  años  y menor  de 


T 1.1L  la  NUFí^Lniít  o 

derechos  de  un  extraño,  sieinjire  que  concurran 

la  primera  y la  segunda  circunstancias  pres- 
en as  en  el  nüni.  -i  ” y ja  de  que  el  defensor  no 
sea  iniinitsado  por  venganza,  rescnlitnienlo  ú 
otro  ^motivo  ilogiiinio. 

P*“ra  evitar  un  mal  ejecuta  un 
liecho  que  produzca  daño  en  !a  propiedad  aje- 

siguierl^F  concurran  las  circuniaiicias 
evihr"'*^’^^'  que  se  trata  de 

I)ar''óvila’!o.'^“° 

I KiJ®J“7'n  "?•  practíca- 

! “ n o perjudicial  para  impedirlo 

lícL  con  ?rr1.n  V1-"  '‘j'^ciiiar  un  acto 
licito  con  la  debida  diligencia,  causa  un  mil 

iaísS  ^inculpa  ni  inlíníL  de 

irreCistiíde*^^'^  violentado  por  una  fuerza 

ni, ra  impulsado  por  miedo  ínsu- 
perahlc  I e nn  mal  igual  ó mayor. 

bi’r  (■:  rtn  en  ciiniidiin ionio  de  un  de- 

oliciüó  un  derecho, 

debida.*''  olíe'l‘‘’ncia 

Il-í^ríli-,-^'- ('ilgnna  omisión,  iia- 
perabic'^.'”’^**^^*^^®  P”**  legítima  ó iusu- 
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cías  no  cabe  exención  de  resiponsabilidad, 
aunque  ])odrá  lencr  lugar  td  descenso  á 
otras  penas  en  los  casos  de  la  regla  5.® 
del  arl.  S’’2,  y de  los  arls.  85,  8fi  y i>7;  ó 
la  atenuación  de  la  pena,  si  concurren 
las  circunstancias  dal  art.  9.*^,  ó mas  to- 
davía la  apreciación  del  hecho  como  im- 
prudencia, con  arreglo  al  art.  5SI.  lid 
aqtií  varios  casos  de  jurisprudencia  que 
deberán  compararse  con  otros  que  se 
hallarán  en  los  artículos  Cul(:u^’STA^cIAS 

ATKiNUANTES  Ó hlPítUDIONClA  TEMEHARlA  V 
SIMPLE. 

11.  Fjlla  (le  conocimiento  al  cometei' 
el  delilo.  Accidentes  epiU'pt  i formes.  Es 
necesario  que  la  falla  de  conGcim'iento 
concurra  al  cometer  el  delito. — En  la 
noche  del  10  de  agosto  de  1871,  al  pa- 
sar por  el  sitio  denominado  las  Cuatro 
Calles  (Madrid),  Antonio  Alvarez  con 
una  niña  en  brazos,  y algo  detrás  su 
mujer  María  Martinez  con  un  ni  no,  tro- 
pezó el  marido  con  una  mujer  pública, 
la  cual  le  dirigió  algunas  palabras,  que 
sin  duda  incomodaron  á la  Mariincz;  y 
amonestada  por  dos  guardias  de  orden 
público  para  que  callase  y so  retirara,  no 
obedeció;  por  lo  cual  acordaron  dete- 
nerla, á lo  que  se  resistió,  agarrándose 
a!  cuello  de  uno  de  ellos,  rompiéndole 
la  levita,  y causando  un  desperfecto  que 
fue  tasado  en  2 pesetas  50  céntimos. 

Al  ser  conducida  á la  prevención  fue 
acometida  de  un  accidente,  que  hizo 
necesario  que  la  condujesen  en  un  co- 
che: y tres  testigos  han  declarado  que 
padece  esta  enfermedad,  y los  médicos 
forenses  manifestaron  que  el  estado  an- 
terior y próximo  al  de  estallar  un  ataque 
nervioso  ó accidente  liislérico  ó epilejUi- 
forine  participa  ya  de  la  excitación  ner- 
vio.sa,  y entonces  las  facultades  intelec- 
tuales pueden  estar  alteradas,  y hallarse 
el  individuo  en  una  situación  especial  é i 
intermedia  entre  el  estado  desalud  y el 
do  enfermedad. 

Eorrnada  causa  y sustanciada  en  for- 
ma, dictó  sentencia  la  Sala  declaran  do 
quo  los  hechos  consiltuian  el  delito  de 
alentado  contra  un  agente  de  la  autori- 
dad, poniendo  manos  en  él  mismo,  con 
la  circunstancia  atenuante  de  arrebato, 


>9 

y sin  ninguna  agravante,  y condenando 
: á SU  autora  Mana  Martínez  á dus  anos, 
once  meses  y once  dias  de  jtrision  cor- 
reccional, accesorias,  indemnización  y 
costas. 

Contra  esta  sentencia  se  ha  interpues- 
to á nombre  de  la  prncesada  recurso  de 
casación  por  infracción  do  h y,  que  se 
fundó  en  el  niim.  1."  del  arl.’í.®  déla 
provisional  que  lo  autoriza,  citando  co- 
mo infringidos  los  artículos  1."  y ¿5.“  del 
Código  penal  por  haber  calilicado  como 
hecho  punible  un  acta  que  por  sus  con- 
diciones no  debia  ser  cíisiigado;  y el  Tri- 
bunal Supremo  declara  no  haber  lu- 
gar á él: 

«Considerando,  en  cuanto  ú los  motivos 
de  casación  alegados,  rpie  por  el  art.  1,“  del 
Código  penal  son  delitos  ó faltas  las  acciones 
y omisiones  volurUarias  penadas  por  la  ley, 
y se  repulan  siein|3re  voluntarias  á no  ser 
que  conste  io  contrario:  y por  el  arl.  S.“, 
que  se  invoca  con  vaguedad  como  inrriogi- 
fio,  sin  citar  determinad:  nienle,  como  es 
preciso,  entre  los  13  números  que  compren- 
de el  que  sea  pertinenle  ul  recurso,  pero 
deduciándose  quo  sea  el  í.*  como  único 
análogo  á los  raaonatníeiUos  emplearlos  para 
eximir  de  responda hilidad  á la  procesada, 
que  padece  accidentes  epiíóptíccs,  por  no 
delinquir  el  imbécil  y el  loco  á no  ser  que 
este  liaya  obrado  en  un  intervalo  de  razón: 

Y coüsideramio  (¡ue  los  heclio.'i  consigna- 
dos en  la  sentencia,  admitidos  como  pri; ba- 
tios y en  !u  forma  tiue  en  ella  se  rt  íieren  so 
han  calilicado  sin  error  de  derecho  de  de- 
lito, por  serlo  según  su  pro[)ia  naturaleza, 
sin  que  circunsL-incías  poiteriores  ini pidan 
oeuarlo;  porque  sentándose  (¡ue  los  méilicos 
oreases  han  ínlormadn  sobre  los  ataques 
nerviosos  ó accidentes  histérico-opileptiibr- 
mes  en  general,  sin  referirse  ai  ca.so  concre- 
to (le  autos;  en  el  que  no  existe  indicación 
alguna  en  el  proceso,  .segiin  se  he  en  el  pri- 
mer considerando  de  la  Si/iilencía,  que  haga 
creer  que  la  María  Martínez  so  encontraba 
fuera  de  su.  cocccímientu  ai  cometer  el  he- 
cho objeta  de  la  causa,  no  se  lian  infringido 
en  tul  concepto  los  artículos  citados  por  no 
constar  que  no  ÍU(>se  voluntario  el  acto,  ni 
que  su  autor  estuviera,  imbécil  ó luco;  y en 
los  recursos  por  iriírnccion  de  ley  el  Tribu- 
nal Supremo,  Con  arreglo  al  arl.  7.“,  tiene 
que  aceptar  los  lieclios  como  veuí'an  cun- 
signados  en  la  ejecutoria.»  (Sent.  18  dii 
ciciubrc  1872.) 
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pleno  juicio  y aconi panado  <!e  dos  ó 
guardas  rurales,  armados  lambíen  de  cí 

« « it## 


II í.  Eívencion  de  responsahifidad  por 
obrar  en  defensa  de  sn  persona  ó dere- 
chos'. Según  el  caso  4.“  del  arl.  H."  del 
Código  penal,  se  veresiía  la  concurrencia 
de  las  tres  circunstancias. — En  una  re- 
yerta entre  dos  sugelos,  intervinieron 
para  separarlos  Antonio  García  y otros 
guardias  rurales,  Uno  de  los  dos  conten- 
dientes, Fulgencio  García  Lillo  no  solo 
se  resistió,  sino  que  acometió  á los  guar- 
dias rurales,  asestándoles  varios  golpes 
con  un  garrote,  que  estos  evitaron  con 
sus  carabinas,  de  lo  que  quedaron  seña- 
les en  los  cañones,  siendo  uno  de  los 
econtetidos  Antonio  García,  el  cual  ases- 
tó á su  vez  con  el  cañón  de  su  carabina 
un  golpe  en  la  cabeza  a!  agresor,  con  el 
que  le  produjo  una  lesión  de  la  que  fa- 
lleció ai  día  siguiente,  á eonsecuencia 
de  (a  conmoción  cerebral  que  le  causó 
la  herida.  Seguida  la  causa  y caliíicado 
el  hecho  de  bomicidio  con  las'aiennanies 
Circunstancias  ) .«  y o."  del  ort.  8."  del 
Uodigo  penal  y del  9,“  se  condenó  á 
Antnniq  García  á tres  años  de  prisión 
correccional.  Contra  esta  sentencia  se 
interpuso  a nombre  del  procesado  recur- 
so dopsacion,  fundándole  en  ios  arlícu- 
os  1.  , 2.^  y 3.^,  3/  caso  ;i.°  del  4."  de  la 
ley  provisional  que  (o  autoriza,  y citando 
como  infringido  el  caso  4.°  del  arl.  8.° 

üe  Codigo  penal;  pero  so  declara  no 
haber  lugar  á el: 

'I"®’  “6“"  1=1  ®úm.  i.‘  dcl 
arl.  s.»  iltl  w„|igo  |)enal  rtlomiado,  nuo  en 

apouj  de  su  [irelensiou  invoca  el  recurrcule 

eshi  exenlo  de  responsalnlidati  criminal  el 

q o_ul,ra  en  defensa  de  su  persona  d dere- 

c ar/le -iórl'?  ‘'ÍP''"™"  las  circuuslan- 
Cías  de . gruMun  dcgUima,  necesidad  racional 

IfiH.  hJí  ^ sulidenle  mr 

pjr(0  ggI  fji.je  sft  u*3Í¡tíí]f)e: 

Considerando  que,  si  bien  en  la  lucha  del 
ímailu  h ulgeucid  (.¡arcía  Liilo  con  el  proce.sa  lo 

nníf.- dei  primero 

provocación  su- 
cede tdlirno, según  apare- 

rnumnt  de  S'li'echS 
-ida  á la  de  oslar  ^ii'¿im^'“reíTú 


íres 

guardas  rurales,  armados  también  de  cara- 
binas, demuestran  que  no  llegó  á estar  en 
peligro  su  vida,  y que  pudo  fácilmente,  con 
el  auxilio  de  sus  compañeros,  sin  hacer  uso 
de  su  arma  liasla  el  punto  que  lo  liizo,  des- 
armar y rtidiicirá  la  obediencia  al  embriaga- 
do Fulgencio  García: 

Y considerando,  por  tanto,  que  la  Sala 
seníeuciadora  al  estimar  que  no  lia  concur- 
rido en  el  iieclio  que  ha  motivado  esta  causa 
la  segunda  de  las  In-s  circunstancias  estable- 
ciJiis  en  el  núm.  4.*’  del  arl.  8. ‘del  precita- 
do Código  penal,  como  indispensables  para 
eximir  de  respoiisatiilidad  criinina!  al  que  se 
defiende,  no  ha  iul'ringído  la  dÍspo.sicion  legal 
¡ conleuida  en  los  mismos,  ni  incurrido  en  el 
error  do  deretdio  á que  se  refiere  el  caso  5.“ 
dr-i  arl.  4.*  de  )a  referida  ley  de  casación.); 
(Sciit.  1.*'*  marzo  1873.) 

IV.  Begui.sitos  de  la  agresión:  Debe 
ser  verdadera  y de  hecho  que  ponga  al 
flcotncííf/o  en  (a  necesidad  absoluta  de 
impedirla  y repelerla,  pues  de  otro  modo 
no  miede  decirse  que  conenrre  la  circuns- 
tancia de  la  agresión. — La  agresión  es 
pues  distinta  d^*  la  provocación.  Doctrina 
que  se  desprende  del  considerando  2."  de 
la  senlenma  de  la  bala  3,^  de  18  de  niar- 

zo^  de  1873,  en  causa  sobre  bomicidio. 
Dice  así: 

«í.qii.'.ideraMdo  que  si  ítírn  de  ios  datos 
ariimiuios  en  la  semencia  aparece  que  Gán- 
du  o .Sánchez  provocó  at  recurrente  diciéü- 
‘ o e que  quena  yerJe  cu  campafia  y llamán- 
dole coba  rile;  sin  embargo  no  consta  que 
je(  litase  ningún  a cío  de  verdadera  agresión 
contra  su  persona  y le  pusiese  en  iiinccesi- 
f .id  absoluta  de  impedirla  y repelerla,  sino 
jue  acoplando  aquella  provocación  se  lanzó 
contra  su  autor  pura  hiciinr  con  él,  v des- 
pués de  amenazarle  con  una  pistola,  *que  so 
e cayo  al  suelo,  .sacando  en  seguida  una  na- 
tirruoici ¡O  con  cllíi  iK^r  doíi  veces 

?iSv  nt‘°  dosJieridas,  nna  mortal  de  nece- 
sulad  votra  de  gruvednrl,  sucnmbieiulo  á las 
pocas  horas.),  (Sent.  18  marzo  1873.) 

V . De  fe  nsa  de  su  pe  rs  o n a y derec  kos: 

f’í’s  circuns- 
tancias del  raso  4."  dcl  art.  8.°  sin  estar 

ati  e(  itada  la  3.*  de  jaita  absoluta  de 

pi  ovncacion:  Pena  a plica  ble  según  el  oí'- 

fí-nt/o  b7.^rroce.sado  José  Antonio  Gon- 

de  la  niiierle  causa- 
‘ 3 a Diego  Bernal,  se  declaró  en  la  sen- 
tencia que  habia  obrado  en  deforisa  de 
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su  persona,  concurriendo  las  clrciins- 
lancins  tic  agresión  ilegíiima  y de  nece- 
sidad racional  ti  el  medio  empleado  para 
repelerla  , no  en  coturando  basianie  jus- 
tificada la  falta  de  provocación  suficiente 
por  parle  del  mismo. — Aspirando  Gon- 
zález á la  exención  completa  de  respon- 
sabilidad, interpuso  recurso  de  casación, 
y se  declara  no  haber  lugar  á é!,  consig- 
nantlo  los  siguientes  considerandos,  en 
ios  (jue  tan  perfectamonte  se  deja  cono- 
cer Ja  cuestión  de  hecho  y de  derecho. 
Dicen  asi: 

«Considerando  que  para  que  pueda  .ser 
exento  lie  re-spoLcsahilidiui  criminal  e!  que 
obrando  eu  defensa  de  su  persona  ó derechos 
causa  ii  otro  un  mal  que  por  su  naturaleza 
constituya  delito,  es  absolutamente  preciso, 
según  e!  núm.  4.*  dei  art.  S.»  ,Ie|  Código 
penal,  que  concurran  las  tres  circunstancias 
de  «íigre.sion  ilegítima,  necesidíid  racional 
del  medio  empleado  para  impedirla  ó repe- 
lerla y falta  de  provocación  suficiente  por 
parte  del  que  so  delieiido:» 

Considerando  qne  cuando  en  la  defensa 
concurren  la  mayor  parle  de  las  circuosUm- 
cias  prediciia.s,  faltando  alguna  solamente,  la 
jiena  aplicable  al  autor  del  hedía  crtmiiial 
debe  ser,  según  el  art,  S7  del  mi.sniü  Código, 
!a  inferior  en  uno  ó tio.s  grados  á la  señalada 
por  la  ley,  quedando  al  prudente  arbitrio  de 
os  TribuuaJes  el  imponerla  en  la  extensión 
que  estimen  correspondiente,  atendidos  el 
número  y entidad  de  los  requisitos  que  fal- 
taren ü concurrieran: 

Considerando  que,  dado.s  los  hechos  admi- 
tidos en  la  sentencia,  Jiuho  en  el  caso  actual 
por  parte  de  Diego  Dernal  verdadera  agre- 
sión ilegitiina  contra  el  procesado,  causándo- 
le con  navaja  una  lesión  levo  en  e!  hipocon- 
drio izquierilo;  y cayendo  ambo.s  en  el  suelo, 
estando  el  agresor  encima  con  la  misma  na- 
vaja abierta  en  actitud  hostil,  sacó  González 
de  una  bola  el  cuchillo  con  que  Iiiríó  ú su 
contrario,  produciéndolo  la  muerte  casi  iiis- 
tantiinea:  de  to<iü  Jo  cual  se  infiere  sin  duiJa 
ninguna  queeu  la  defensa  de  su  persona  me- 
diaron do.s  de  Ia.s  principales  circunstancias 
para  la  exención  ile  rtí.sponsabiiida;!: 

Cousivleraudo  que  de  los  mismos  datos  do 
la  sentencia  se  dotluco  (ftio  por  parte  del  re- 
currente no  hubo  la  falta  absoluta  de  provo- 
cación suncienle  qne  la  ley  requiere;  puesto 
que  es  evidente  qne  e.stando  disputando  Die- 
go Bernal  con  José  Rebollo  sobre  pago  de 
una  deuda  que  el  último  le  reclamaba,  como 
hubiese  pasad*  casualmente  junto  á ellos  el 


padre  del  primero  y se  propusiese  cortar  la 
disputa  separándolos  y llevándose  consigo  rd 
Uojüilo,  que  estaba  ébrio,  el  proce.sado,  que 
presenciaba  aquella  cues t ion,  en  vez  de  co- 
operar ú los  deseos  pacíficos  dil  padre  se 
opuso  íi  ellos,  cogiéndole  de  la  capa  pura  im- 
pedir que  se  marchase  con  el  Rebollo;  lo  que 
ué  motivo  tle  que  el  Diego,  creyendo  que  se 

proponía  causar  daño  ¡í  su  patine,  acometiese 
al  que  le  detenía; 

Considerando,  por  con.secuencia  de  lo  ex- 
puesto, que  no  Ijuhíendo  la  Sida  sentenciado- 
ra  admitido  como  probada  la  tercera  circuns- 
tancia eximente  de  responsabiliilud  líe  las 
' de.sigtiadas  en  el  predicho  cuso  4.*  del  ar- 
tículo 8.“,  concurriendo  tan  solo  las  dos  pri- 
meras, al  imponer  a!  procc.sado  la  pena  in- 
ferior en  dos  grados  á Ja  - 'e  reclusión  tempo- 
ral señalada  por  íu  ley  al  delito  de  Jiomicidio, 
apiicáuriola  en  su  grado  mínimo  con  arreglo 
ai  art,  87,  no  cometió  el  error  de  dereclio  á 
que  se  refiere  el  caso  5.’  del  art.  4."  de  la 
ley  de  casación  criminal,  ni  infringió  ningu- 
no de  los  releridos  arlículos  en  que  se  fundó 
el  recurrente.»  (Sent,  31  marzo  IS73.) 


Vi.  Defeyisa  de  su  persona  ij  dere- 
chos: Concurrencia  de  las  circttuslanr.ías 
que  exige  el  arL  8.°  ea  su  par.  ¡mra 
'^eximir  de  responsabilidad, — Se  declara 
I haber  lugar  al  recurso  de  casación  y so 
anula  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  do 
Granada  por  la  que  condenaba  á Salva- 
dor Orozco  á ocho  años  y un  dia  de  pre- 
sidio mayor,  etc.  como  reo  de  liomicidio 
y lesiones  graves,  con  dos  circunstancias 
atenuantes  calificadas  y ninguna  agra- 
vante, por  concurrir  la  exención  de  res- 
ponsabilidad criminal  comprendida  en 
el  núm.  4-“dei  art.  S.'*  del  Código  penal, 
que  se  alegó  como  fu n llámenlo  del  re- 
curso. Los  considerandos  del  fallo  que 
ilustran  este  importante  caso  dicen  así. 

«Cousiderando,  en  cuanto  al  primer  moti- 
vo de  casación  alegado,  que  seguu  el  art.  8.% 
nútn.  4.°  del  Código  penal,  uu  itelíoque,  y 
lor  consiguieute  está  exento  de  respousabi- 
idad  criminal,  el  que  obra  en  defen.sa  de  su 
persona  ó derechos,  siempre  que  concurran 
las  circunstancias  de  agresión  ilegítima,  ne- 
cesidad racional  del  medio  empleado  para 
impedirla  ó repelerla  y falta  de  provocación 
suficiente  por  parte  del  que  se  defiende: 

Considerando  que  por  los  hechos  consíg- 
dos  en  la  sentencia,  adríiiilidos  como  proba- 
dos, el  procesado  Orozco  disparó  el  arma  dn 
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Aieco,  qne  caufó  inslaotííneamente  la  muerte 
dei  Sánchez  Beniiez,  deíipaes  de  haher  sido 
lesionado  cravementc  por  éste,  que  sin  mo- 
tivo ni  preceder  ciiustíoa  ni  indicarse  ningún 
rcseiuiinientn,  segnn  se  reliere  en  la  semen- 
cia, le  diíp-iré  su  escopeta,  causándole  una 
herida  peMcIranle  en  el  espacio  intercoslai, 
cometiendo  una  agresión  ilegílima,  que  repe- 
lió con  un  medio  racional  Orozco  Slartin  em- 
picando  naturalmente  la  escopeta  que  ileya- 
lia,  cuoudo  por  su  parte  no  había  habido 
provocación  alguna,»  (Sent.  5 abril  1873.) 

Ylí.  Otro  caso  de  irresponsabilidad 
por  defensa  de  su  persona  y derechos, 
concurriendo  todos  los  requisitos  que  exi- 
ge la  ley. — En  caina  sobre  homicidio  de 
iíenito  Eabra  en  la  que  se  mostró  acusa- 
dora sU  viuda  María  Gracia;  declaró  la 
Sahi  de  !ú  criminal  de  la  Audiencia  de 
Valencia  «que  el  hecho  de  autos  consti- 
Bíuye  delito  de  hnmieldio,  que  su  autor 

■ lo  es  Bernardo  Tomás,  pero  que  con- 
n curren  las  circunstancias  que  exige  la 

■ ley  para  declararlo  exento  de  responsa- 

■ bilifiad  criminal  y civil,  como  lo  decla- 
»ró,  y las  costas  de  oficio.» — Interpuesto  í 
recurso  de  casación  por  ia  parte  acusa- 
dora, se  declara  no  haber  lugar  á él;  y 
son  los  fundampiUos  en  cuanto á este  es- 
treino  los  siguientes: 

«Considerando que  conforme  á los  da- 
tos declarados  probailos aparece  que  Ber- 

nardo Tomás  Cspaha  filó  objeto  de  agresión 
ilegitima  en  su  propiedad  primero,  y luego 
más  pnncipalmeule  en  su  persona,  sin  pro- 
vocación alguna  por  parte  .suya,  limitándose 
en  uso  d •!  dercciio  que  le  asistía  á impedir 
la  permanencia  en  su  liuerlo  de  los  que  le 
Iribian  invadido  sin  permiso  ni  licencia,  y 
que  reconven  idus  por  e.ste  motivo  le  acome- 
tieron y cercaron,  tanto  el  interfecto  Eahra 
con  un  liaclia,  como  los  que  le  acompañaban 
con  armas  blancas;  viénduse  prccisadn,  des- 
pués de  haber  reciamado  auxilio  inútilmente, 
á dar  un  golpe  con  la  navaja  que  llevaba  á 
dicho  Fabra,  a quien  produjo  la  muerte: 

Considerando  que  lodos  estos  actos  inani- 
fieslan  que  hubo  justa  defensa  por  parte  del  ; 
procesado,  en  fu  que  concurrieron  Jas  tres 
circunstancias  de  agresión  ilegítima,  necesi- 
dmi  racional  del  medio  emploadn  para  impe- 
diría ó repelerla,  mediante  á que  no  tenia  : 
otro  después  de  haber  dado  voces  pidiendo 
auxilio  en  el  acto  de  la  agresión  de  las  tres 
personas  que  le  acometían,  y falla  de  toda 
provocación  de  su  parte  por  liaber  sido  aco- 


metido dentro  del  recinto  de  su  propiedad, 
siu  promover  la  ocurrencia  que  ha  dmio  lu- 
gar á esta  causa.»  (Scnl.  13  mayo  1873.) 

YIÍT.  Defensa  de  su  persona  y dere- 
chos: Necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  impedir  ó repeler  la 
5Íon._Bernardo  Aicaráz,  Joaquín  Mar- 
tínez y otros  dos  esin vieron  la  noche  del 
20  de"^  febrero  de  1872  bebiendo  juntos 
en  buena  armonía  en  una  taberna,  v al 
salir  de  ella,  sin  que  Bernardo  hubiese 
antes  provocado  á Joaquín,  este  le  insul- 
tó y amenazó  de  muerte  al  Bernardo  y 
ie  persiguió  pistola  en  mano  basta  la 
desembocadura  de  una  rambla,  donde 
impidiéndole  la  huida  un  terrero  do 
tres  varas  de  altura  socó  una  faca,  con 
la  que  dió  un  solo  golpe  á su  agresor, 
hiriéndole  mortaimenle  y muriendo  á 
los  pocos  momentos. 

La  Sala  declaró  que  los  hechos  pro- 
bados constituían  el  delito  de  homicidio 
con  dos  de  las  circunstancias  que  exige 
la  ley  para  eximir  de  respousabüidad 
cuando  se  obra  en  defensa  propia.  Eí 
procesado  interpuso  el  recurso  de  casa- 
ción que  fundó  en  el  caso  5.°  dfjl  ar- 
tículo 4.°  de  la  ley  de  1870,  citando 
como  infringido  el  párr.  4.°  del  art.  8.° 
en  su  segunda  circunstancia,  y el  Tri- 
bunal Supremo,  estima  que  ha  concurri- 
do dicha  circunstancia  ó sea  la  necesi- 
dad racional  del  medio  empleado  para 
impedir  ó repeler  la  agresión  üegílima, 
y que  la  Sala  lia  incurrido  en  e!  error 
de  derecho  fundaraenio  del  recurso,  por 
lo  {¡ue  casa  y anula  la  sentencia.  (Sen- 
tencia 2 enero  1873.) 

IX.  Defensa  de  su  persona  para  re- 
peler una  agresión.  Guando  un  procesa- 
do por  lesión  con  palo  que  duró  veinte 
dias,  la  cau.só  después  que  el  lesionado 
liabia  proferido  maldiciones  contra  la 
madre  de  aquel  y dado  al  mismo  una 
bofetada  «es  evidente  que  no  ejecutó  el 
hecho  por  repeler  ó impediré!  ya  consu- 
mado de  agresión.»  En  osle  supuesto,  la 
Sala  sentenciadora  im¡!onÍendo  al  proce- 
sado i 00  pesetas  de  multa  é indemniza- 
ción de  54  al  procesado  no  ha  incurrido 
en  error  de  derecho,  habiendo  apreciado 
la  concurrencia  Je  las  circunstancias 
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atenuantes  de  liaherse  ejecutado  el  liech 
en  vindicación  de  ofensa  grave  v con  ar"" 
reboto  y abcecacion,  y no  ia  atenuante 
de  defensa  de  su  persona  para  repeler  la 
agresión,  ni  infringido  el  art.  8.®  núme- 
ro 4/  del  Código  penal.  (Sent.  29  oc- 
tubre 1873.) 

X.  Defensa  de  tm  hermano:  falla  de 
concurrencia  de  los  rcr/uisiios  de  exen- 
ción y atenuación. — No  concurriendo 
en  el  que  sale  á la  defensa  de  un  herma- 
no suyo  y mala  al  que  refiia  con  éste  las 
circunstancias  do  agresión  ilegítima,  y 
necesidad  racional  del  medio  empleado 
para  socorrer  á su  referido  hermano;  y 
siendo  la  existencia  y concurrencia  de 
los  indicados  requisitos  absolutamente 
precisa  para  legitimar  la  defensa  en  tales 
casos,  no  puede  tampoco  reclamar  el 
procesado  útilmente  la  aplicación  de  la 
circunstancia  1.*  del  art.  9.*^  del  Código 
pemil  vigente.  (Soiit.  15  febrero  1871.) 

XI.  Exención  por  haber  obrado  en 
defensa  de  sus  de-udos  y nnrienies  con- 
forme al  pár.  del  art.  8,®.  ñequisiios. 
-—So  declara  no  haber  lugar  a la  admi- 
sión del  recurso  de  casación. 

«Considera.mlo  que  para  que  pueda  tener 
lugar  la  exención  de  responsabilidad  e.^table- 
cida  en  el  párrafo  quinto  deí  art.  8.°  del  Có- 
digo, alegada  en  apoyo  y como  fundamento 
del  presente  recurso,  es  indispensable  que,  ; 
además  de  haber  sido  eJ  móvil  impulsivo  deí 
acusado  la  defensa  de  sus  próximos  deuiJo.s  y 
parientes,  concurran  las  circunstancias  de 
preceiler  una  ¡legítima  agresión  y haberla 
procurado  repeler  por  un  medio  racional,  á 
juicio  del  juzgador.»  (Sent.  17  junio  187’>.) 

XII.  Otro  caso  de  casación  por  no  es- 
timar la  Sala  la  exención  del  caso  o.'^ 
del  art.  8.^•  obrar  en  defensa  de  la  per- 
sona ó derecho  de  sus  ascendientes  des- 
cendientes, hermanos  y consan  y niveos. — 
So  hace  cargo  el  Tribunal  Supremo  en 
su  primer  considerando  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  8.”  deí  Código  penal  según  el 
cual  lio  delinque  y por  consiguiente  está 
exento  de  responsabilidad  criminal  el 
que  obra  en  defensa  de  ia  persona  ó de- 
reciios  de  sus  ascendientes,  descendien- 
tes ú hermanos  legítimos,  iiaiuralos  ó 
adoptivos,  de  sus  afines  en  los  mismos 
grados,  y de  sus  consanguíneos  hasta 
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el  cuarto  grado  civil,  siempre  que  con- 
, curran  la  primera  y segunda  circuns- 
tancias prescritas  en  el  número  anterior, 
agresión  ilegítima  y necesidad  rdcional 
del  medio  empleado  para  impedirla  ó 
repelerla,  y la  de  que  en  caso  de  haber 
precedido  provocación  de  parte  del  aco- 
metido no  hubiese  tenido  participación 
en  ella  el  defensor;  y con  arreglo  á esta 
disposición,  casa  y anula  una  sentencia 
de  la  Audiencia  de  Madrid  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

a Con  si  rieran  do  que  pre.snpue.sLos  lo.s  he- 
chos de  la  sentencia,  se  ha  comctiilo  error 
j de  derecho  en  no  calilicar  como  concurrente 
al  lieciio  de  autos  esta  circunstancia  de  exen- 
ción de  responsabilidad,  porque  habiéndose 
encontrado  Fernandez  Tiqedor,  al  volver 
á su  casa,  bañado  en  sangre  y e.spirando  á 
su  padre  político,  y á su  madre  herirla  grave* 
mente;  y viendo  que  era  autor  de  estos  deli- 
tos Tomás  Perez,  que  se  encontraba  aun  en 
la  casa,  al  acometerle  y darle  de  iialos  obró 
en  defensa  de  la  persona  ó derechos  de  sus 
ascendientes  por  evitar  que  continuara  cau- 
sando más  excesos  y siguiese  ia  mujer  la 
desgraciada  suerte  de  su  esposo: 

Considerando  que,  bajo  dicho  concepto,  al 
reconocer  la  Sala  sentenciadora  solo  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  arrebato  y obceca- 
ción ha  infringido  el  art.  8.**,  casó  ¡d."  antes 
referido  y citado  por  ei  recurrente,  sin  que 
pueda  en  su  virtud  tener  apllcaeioii  la  cir- 
cunstancia 5.’  del  art.  0.”  y regla  ti.''-  dei  82, 
que  también  se  citaron,  para  el  ca-so  que  cu 
fue.se  admitido,  como  se  admite  el  primer 
motivo  de  casación  que  produce  !a  infracción 
de  ley  comprendida  en  el  caso  j;.”  dej  art.  4.® 
que  se  ha  invocado.»  fSeiil.  2 enero  lS7:b) 

XIIÍ.  Exención  del  caso  8.^;  Haber 
causado  el  mal  por  mero  accideiíe:  Ile- 
quisito  esencial:  imprudencia. ~No  es 
un  acto  lícito  el  conducir  corriendo  ca- 
bal lorias  por  las  calles,  paseos  y sitios 
públicos,  pue.s  que  está  prohibíilo  por 
el  art.  Bí)9  del  Código  pena!  en  su  nú- 
mero 5.^;  de  modo  que  sí  se  atropella  á 
una  persona  causándola  ia  muerte,  está 
bien  caliíicado  el  delito  de  homicidio  por 
imprudencia  simple  con  infracción  de 
los  reglamentos.  {Arts.l.'\  8.^,  núms.  8 
y 581  del  Código  penal.)  [Sent.  25  ene- 
ro 1873.) 

XiY.  Lesiones  causadas  involunta- 
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mente  por  vn  tiro/ior  de  borra:  E,cen^ 
cioti  de  responsabitidad  fundada  en  el 
caso  8.°  del  urt.  8.’’,  parque  el  mal  cali- 
sado  fue' ^'in  culpa  7íí  inlencion ^ en  oca- 
sión de  ejecular  un  acto  licito, — Se  de- 
clora  haber  lug:irai  recurso  de  casación, 
y se  casa  y anula  ia  senlencia  condena- 
toria, porque  concu  cria  en  el  caso  la  cir- 
cunstancia de  exención  8."  del  art.  8.°, 
y porqu-'t  en  lodo  caso  tampoco  la  pena 
de  un  mes  y un  dia  de  arresto  mayor  es 
la  que  corresponde  al  autor  de  lesiones 
menos  graves,  causadas  por  impruden- 
cia, siendo  aquel  menor  de  diez  y siete 
anos,  lié  aquí  á la  letra  este  fallo: 

ftEn  ia  villa  de  .Madrid,  á I.®  de  marzo  de 
187.Í,  en  el  recur.so  de  casación  por  infracción 
de  ley  que  ante  Xo.s  penile,  inlet  puesto  por 
J).  Antírés  .-\rj(>iia  iXavarro,  de  diez  y siete 
arui.s,  Cutjlra  la  seuleficia  dictada  por  la  Sala 
de  lo  crímiuül  de  la  Audiencia  de  Granada 
en  causa  que  se  siguió  contra  el  mismo  en  el 
.luzjnuio  de  primera  itiílancia  de  Velez-Rubio 
por  lesiones: 

Resiiltaiuio  (pie  el  i 4 de  abril  último  juga- 
ban al  tiro  de  barra  el  recurrente  y otros  jó- 
venes til  sitio  permitido  por  la  auícridad;  y 
túcandii  el  tumo  de  hacer  el  tiro  á ‘Andrés 
Arjona,  diú  con  la  barra  en  la  cabeza:!  Tomás 
Matura  na  sin  liaberlo  visto  en  el  .sitio  en 
que  se  había  este  colocado,  y de  cual  había 
sidn  retirado  varitis  veces,  á ía  vez  que  nnio- 
ne.stai!o  ¡itir  Jos  mozu.s  allí  reunidos  para  que 

no  se  Vid  viese  á colocar  en  aquel  sitio,  que 
era  peligroso: 

Resultando  que  á consecuencia  de  esto 
golpe  recibió  una  herida  contusa  en  la  cabe- 
za, de  la  Cual  quedó  compleLatneule  curado 
á lo.s  veintiséis  di¡i.s: 

Hesuítando  que  instruida  causa  y .sustan- 
ciada en  forma,  dictó  sentencia  el  juez  de- 
claramlit  ai  [iroccsado  G.\eiito  de  re.spotisabi- 
lidad  criminal,  que  revocó  la  Sala  antes  refe- 
rida, íicclaramln  que  los  lieclio.s  probados 
Constitiiian  el  doblo  de  lesiones  menos  gra- 
ve.s,  coinetidij  per  imprudencia  temeraria, 
sm  circiHi.stancias  alen  nao  les  ni  agravantes* 
y Cüiuieiiij  al  procesaijo  en  un  me.s  y en  un 
ella  ib.’ arresto  mayor,  indemnización,  acce- 
sorias Y cn.=tas: 

Resultando  epie  contra  esta  sentencia  se 
na  mlQrpuuslo  á nombre  del  procesado  re- 
cursn  de  tasación  por  infracción  de  lev,  que 
se  fundo  en  el  núm,  l.°  del  art.  -i  «'de  la 

IZluT'l  'o  citando  como  in- 

fnng  do  el  caso  8.*  del  art.  8.«  del  Código 

penal,  porque  liubian  concurrido  todas  las  cir- 


cunstancia.s  que  éste  requiere  para  declarar 
ai  procesado  exento  de  responsabilidad  cri- 
i minal; 

I Resultando  que  c1  Ministerio  fiscal  se  adhi- 
>'  rió  ii  e.'-.le  recurso,  fundándole  además  en  el 
i núm.  4.“  del  art.'  de  la  misma  ley,  y ci- 
tando como  infringido.s  el  párraío  primero 
' del  5S1  y segundo  del  86,  el  núm.  2.®  del 76 
y e!  93  líel  Código  penal,  por  cuanto  aun  su- 
poniendo que  ei  hecho  se  liubiera  ejecutado 
con  imprudencia  temeraria,  no  debió  haber- 
se impuesto  al  recurrente  la  pena  de  arresto 
mayor,  sino  otra  inferior: 

Re.suitaaiIo  que  admitido  el  recurso  por  la 
Sala  .segunda  de  e.ste  Tribunal  Supremo,  se 
pasóá  esta  tercera,  donde  .se  ha  dado  la  sus* 
tanciacion  qmi  la  ley  determiua: 

Visto,  siendo  Ponente  el  magistrado  don 
Miguel  Zorrilla: 

Considerando,  en  cuanto  al  motivo  de  ca- 
sación propuesto  por  André.s  .Arjnna,  que 
según  ei  caso  S’"  del  arl.  S.®  del  Código  pe- 
nal reformado,  nn  delinque  y por  consi- 
guiente es!á  exento  de  resporcsabilidad  crí- 
iiiipa!  el  que  en  ocasión  de  ejociilar  un  acto 
lícito  con  la  debida  diligencia  causa  un  mal 
por  mero  accidente , sin  culpa  n¡  intención 
de  causarlo;  y por  los  lieclios  consignados 
en  la  sentencia,  admitidos  como  probados  y 
en  la  fíirina  que  en  ella  so  reíieren,  Maturaoa 
filé  lesionado  por  Arjona  cuando  jugaba  á la 
barra  en  el  si  lio  acostumbrado  cu  el  pueblo, 
ó sea  ejecutando  un  acto  lícito,  habiendo 
anión e.stcido  los  mozos  á Matiirana  pnni  que 
se  retirase  di3  aquel  sitio,  como  lo  retirarun, 
lo  que  eni  obrar  con  la  debida  diligencia;  y 
habiéndolo  herido  después  sin  verlo  el  Ar- 
jona, como  se  dice  probado  en  l:i  sentencia, 
constituye  e!  caso  de  haber  causado  un  mal 

por  mero  accidente  , sin  culpa  ni  intención 
de  causarlo: 

Conshlerando,  respecto  al  motivo  alegado 
por  el  Ministerio  fiscal,  que  el  párrafo  1/  clel 
arlículo  58 i castiga  con  arresto  mayor  en 
SUR  grados  mínimo  y medio  al  que  por  im- 
prudencia temeraria  ejecutase  un  hecho,  que 
si  mediase  malicia  constiluiria  un  delito  me- 
nos grave:  que  el  párrafo  2."  del  8(j  dis- 
pone que  al  mayor  de  quince  anos  y menor 
de  diez  y ocho  se  aplique  .siempre  en  el  gra- 
do que  corresponda  !a  pona  inmedialamenle 
inferior  á la  .señalada  por  la  ley  ; y cuando  la 
pena  Stíiialada  a!  delito  se  componga  de  dos 
penas  indivisibles  ó de  una  ó más  divisibles, 
inipuestas  en  Luda  su  extensión,  será  tnme- 
diatamcnle  inferior,  según  la  regla  2.*  del 
arlicnh)  76,  la  que  siga  en  número  en  la  es- 
cala gradual  respoclivíi  á la  menor  de  las  pe- 
nas impuestas,  que  seria  la  mulla,  como  la 


oo 


última  pena  de  todas  las  escalas  graduales, 
con  arreglo  al  art,  03: 

Consiiíoi'aiido  que  admitidos  los  hechos 
consignados  en  la  sentencia,  y aun  supuesta 
la  caliüciicíon  de  rosponsahilídad  {|Utí  se  atri— 
huye  al  procesado,  la  pena  iinpue.'Sía  no  seria 
ja  t[ue  correspomie  según  las  mismas  leyes 
que  cita , porgue  siemio  Andrés  Arjona  fie 
diez  y siete  anos,  no  se  le  podía  imponer  la 
pena  setialada  por  el  art.  581  al  delito,  [|iie 
es  la  aplicada  [lor  la  Sala,  sino  la  ininediaía* 
mente  inferior,  como  prescribo  el  art.  86, 
quesería  la  rnnila  según  el  f)3; 

Considerando,  en  su  virtud,  ([uo  admitidos 
ios  litíchos  consignadns  en  la  .sentencia,  se 
lian  calificado  como  delito , no  siéndolo  por 
su  propia  natnraieza;  y aun  admitida  la  cali- 
licacion  lie  delito,  se  ha  impuesto  una  pena 
que  no  corresponde  .según  las  leyes; 

Failamo.'í  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  a!  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Andrés  Arjona  Nava'To,  y al 
que  se  lia  adheriilo  el  Ministerio  (iscal:  ca- 
samos y anulüíiifís  la  .sentencia  promiiiciada 
por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiiuicia  de 
Granada ; v fliríjase  órden  á la  misma  para 
que  reinita  la  causa  ú e.sta  tercera  del  Tribu- 

Q ^ „ í > . , i I I 
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nal  Snprenio  á los  efectos  de!  art.  41  d( 
ley  de  casación.»  (Sciit.  l.«  marzo  1S73. 
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XV.  Circitnslancias  9.%  fj.*,  10  ij  11. 
‘—No  debe  con  fundirse  la  fuerza  irresis- 
tible, p-iro  m a [erial  y física,  á que  alude 
el  núm.  9.“  del  art.  8."  del  Código  penal, 
con  otras  de  las  causas  de  exención  con- 
signadas en  el  mismo  artículo,  referentes 
á la  violencia  moral,  como  las  señaladas 
en  los  casos  10  y il.  (Sent.  2 de 
julio  1872.) 

XVI.  Exmeion  fundada  en  haber 
ehrado  en  cumplimiento  de  deber  ó en  el 
ejercido  legitimo  de  nn  derecho,  oficio  ó 
cargo:  No  es  esta  circunslaiicia  si  no  la  4.“ 
del  arl.  8.“^  la  aplicable  para  la  irrespon- 
sabilidad de  las  lesiones  causadas  por  el 
que  ejerce  autoridad  cuando  usa  de  sus 
armas  en  defensa  de  su  persona  ó dere- 
chos, concurriendo  los  requisitos  que  allí 
se  exigen. — Esta  doetrina  se  consigna 
}or  el  Tribunal  Supremo  declarando  ha- 
aer  lugar  al  recurso  de  casación  contra 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en 
que  declaró  exento  de  responsabilidad 
criminal  y civil  á n.  L uis  Cañizares  Al- 
calde 3.*^  de  San  Eernando,  por  lesiones 
graves  causadas  á D.  Francisco  Montero. 

Jun.  P£8. 
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(Jw'isp.  penal]. 


Los  dos  últimos  considerandos  dicen  así; 

«Considerando  que  una  vez  que  el  lesio- 
nante di.sparase  dicho  lino  contra  el  lesiona- 
do para  defender  su  vida  del  peligro  que  le 
amunazara,  os  evidente  ([ue  e.se  caso  se  halla 
comprendido  en  el  núiuero  4,“  dtd  art,  S° 
del  Código  penal  vigerdo,  donde  se  estable- 
cen y delcrminan  las  condiciones  y reí[uisi- 
los  de  la  legítima  defensa  cjne  produce  la 
exención  de  re.spün.sabiltdad,  y que  de  nin- 
gún modo  puede  estimarse  legalineute  apli- 
cable á un  iieclio  de  esa  e.specie  el  núm.  íi 
del  mismo  artículo,  puesto  que  no  aparece 
jnstiíicadq  en  la  repelida  scntajncia  que  Don 
jUÍs  Cañizares,  al  lesionar  á Lí.  Francisco 
Montero  Perez,  obrara  en  cumpliniíenlo  de 
un  deber  ó en  el  ejercicio  legítimo  do  un  de- 
recho, oficio  ó Cargo,  como  era  preci.so  para 
que  por  tal  concepto  pudiera  considerarse 
ese  hecho  de  todo  punió  injusticíabie; 

Considerando,  por  lo  expuo.sto,  que  la  re- 
ferida Sala  .sentenciadora,  al  dsclarar  exento 
de^responsabiiiiiad  criminal  y civil  á D.  Luis 
Cañizares  por  el  hecho  de  la  lesión  grave 
que  éste  iuíirió  á X).  Franciscn  Montero  Pe- 
rez, como  comprendido  en  el  núm.  1 1 dei 
art.  8.®  del  precitado  Código  penal,  lia  in- 
currido en  el  error  do  derecho  que  señala  el 
caso  5.“  del  art.  4.°  de  la  repetiila  ley  de 
casación  crimina!;  é infringido  la  disposición 
legal  en  el  mismo  núm.  í 1 conlefiida,  y que 
en  tal  coiifítípto  cita  eí  recurrente.»  {Senten- 
cia 29  nov.  1872.) 

XVII.  Obedi  encía  debida. — Se  de- 
clara no  haber  lugar  á la  admisión  del 
recurso  de  casación: 

«Considerando  que  la  exención  de  respon- 
sabilidad que  c-staidece  el  núm.  12  del  ar- 
tículo 8.®  del  Código  para  los  que  prestan 
obediencia  ha  do  ser  debida  á sus  superio- 
res, esto  es,  recayendo  necosariamenle  sobre 
actos  lícilo.s  y permilidus  (1),»  {Sent.  23  se- 
tiembre 1872.) 


(1)  No  debe  obediencia  el  inferior  contra 
preceptos  conslitucionaies,  y en  nitigun  caso 
e.xinic  de  responsabilidad  ei  mandnto  superior  i 
los  que  ejercen  autoridad;  art.  :1Ü  do  la  Cona- 
lilucion. 

Sobre  obediencia  de  los  agentes  de  los  Ayun* 
tainienlüs  á éstos;  Ley  municipal,  art.  189. 

Sobre  obediencia  de  los  de  la.s  Diputaciones 
provinciales;  Ley  orgánica,  art.  98. 

La  obediencia  no  e.vcusa  de  responsabilidad 
en  los  casos  de  infracción  clara  y terminante 
de  una  ley.  respecto  á la  autoridad  que  ha  im- 
puesto una  multa  declarada  improcedente  etc.; 
Ley  municipal  de  1870,  arl.  178,  párrafo  úl- 
timo. 
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[Jurisp.  penal). 


XVin.  Exenciones  1 1 ij  i'^del  articu- 
lo 8.°,  obrar  en  el  ejercido  legilbno  de 
«H  derecho,  oficio  ó cargo,  ó en  cnmpli- 
viiento  de  un  deber:  Obediencia  debida, 
casos  ‘j  1 ij  deí  art.  8.“’  del  Código 
penal, — So  df.'clara  haher  lugar  en  par- 
le al  recurso  de  casación  interpuesto  á 
nombre  de  Bautista  Bonastre,  acusador 
en  causa  seguida  contra  Pablo  Sales  y 
José  Bonasire,  alcaldi;  y acumjiañantecon 
otros  de  patrulla,  sobre  hutnicidio  cau- 
sado con  tiiülivu  de  liaijer  dado  dicho 
alcalde  la  voz  de  fuego  en  ocas  ion  de  ha- 
ber recibiiio  una  lesión  un  hijo  suyoy  ha- 
ber disparado  causando  dos  muertes  y 
una  herida: 

«Considerando...  que  cualquiera  fuese  la 
excitación  .súhilii  que  dL‘bía  producir  en  el 
animo  {It;l  alcalde  el  alfUilaiio  coiuelido  con- 
tra un  au.viliar  suyo,  viénible  herido,  Y oyén- 
dole qio'pirse  de  que  li  ibíj  sido  tnuerlOj  es 
inuegabltí  que  al  nía ij dar  á la  patrulla  hacer 
fuego  sin  una  necesidad  imperioso,  se  pre- 
Taliú  de  .su  carácter  de  autoridad,  lo  cual  no 
puede  ineiiü.s  de  coiislilutir  la  circnn.'ítaocia 
agravante  li  del  art.  10,  que  la  Sala  seu- 
teuciadora  no  ajircció  d'dddaiuüüle: 

^ Ootisider:un]ij  qiie,  .s^gnu  e!  art,  87  dtd 
Código,  para  que  la  pena  teñalada  por  la  ley 
ai  delito  cometidu  pueda  reliajíirse  en  uno 
ó dos  grados  al  i.irudente  arbitrio  de  los  Tri- 
Ininales,  es  de  ab.'^oluln  nece'íídad  que  ci 
iiechu  no  sea  del  lodo  íi.\ci3salde  por  laita  de 
alguno  de  ios  requisilns  que  el  art.  8.’  exige 
en  siis  resjiiíCliviis  casn.s  p.ara  eximir  de  res* 
ponsahilitliid;  pero  siempre  han  de  concurrir 
la  inaytir  parte  de  ellos,  lo  cual  uo  puede 
tener  aplicación  en  alguno  de  dichos  casos 
en  que  tío  cabe  mayoría  ile  re(¡ui.s¡Los,  por 
ser  soto  dos  lo.s  que  se  exigen,  como  sucede 
en  los  números  M y 12  dil  repelido arl.  8.®: 
que  si  bien  la  sen t encía  rliíclara  que  el  al- 
calde filtró  fUi  el  1‘jercii‘io  ile!  cargo  de  que 
se  liaiiaba  revestido,  y que  José  Bonasí  re  al 
disparar  su  nrma  ¡o  hizo  (ui  virtud  de  obe- 
ilíenciii,  reconoce  sin  emljargo  que  respecto 
al  primero,  al  dar  Ím  vu?,  referida,  no  fué 
legíliniü  el  ejercicio  fie  su  úulorifiad;  y en 
cuan  lo  á José  Bomistre,  que  no  era  'debida 
su  obediencia  á la  ór<lmi  dada;  de  todo  lo 
cual  se  inliere  (pie  no  ¡mdiendo  concurrir  la 
mai['or  parte  de  los  rei[  lisitos  jaira  eximir  de 
responsabiliilail,  la  aplicación  del  art.  87  he- 
cha por  la  Sala  sentenciadora  no  ha  sido 
procedente: 

...(jonsiderando,  en  cnanto  a!  recur.so  en 
aombre  de  D.  Pablo  Sales,  laudado  en  la 


infracción  del  art.  8.“  en  su  núm.  que 
aunque  el  alcalde  obró  en  el  ejercicio  de 
su  cargo  al  reunir  la  patrulla  y recorrer  fie 
noche  la  población,  iiaciendo  retirar  á la 
gente  que  en  con  [raba  por  iiietlius  pacflicos 
excepción  hecha  deí  gLdpe  de  ba.Mon  que 
dio  rd  inenciúnailo  José  IÍÍva,  no  a.sí  fué  le- 
gílinio  el  ejercicio  de  sus  runcinüe.s  cuando 
al  presentarse  ios  sngelos  referidos,  y sabe- 
dor del  atentado  contra  su  hijo,  dió  l;i  voz  de 
fuego  á la  patrulla  que  le  acompañaba,  emn- 
puesla  de  nueve  hombres  armados,  con  los 
cuales  J'ilcilmenle  hubiera  potlido  contener 
y reprimir  por  otro  medio  cualquier  nlierior 
ataque;  y que  por  consecuencia,  faltando  uno 
de  los  dos  req  ubi  lo.s  para  exiiníiie  de  res- 
pon.sabilitlad  criminal,  no  ha  sido  ínrringido 
el  prediebo  art.  S.*  e*  su  üúiii.  ÍI; 

Coíi.sideramio,  respecto  al  recurso  de  ca- 
sación fonmdadú  por  José  Bona.stre,  bajo  el 
supui.slo  de  haber  sido  infriiignlo  el  art.  8,’ 
en  sus  número.s  4.“  y 12,  y el  ÜSI,  que  no 
constando  probado  en  la  .‘:e!(lcncia  que  los 
sugelos  contra  lo.s  cuales  dbparó  la  patrulla 
iiubieseu  ejecutado  ningún  género  de  agre- 
sión ilegliimji  directa  contra  e!  recurreiilo 
y sus  cniiiparieros,  no  se  vió  en  la  necesidad 
de  la  dtirfn.<a  propia  que  le  jirccisase  ú re- 
peler aquel in,  ni  á obedecer  ciegamente  la 
órderq  del  alcalde;  y que  por  consecuencia 
la  acción  de  di.sparar  su  arma  contra  aque- 
llos no  puede  meuo.s  de  reputarse  voluntaria, 
puesto  que  no  consta  bi  contrarío  con  arre- 
glo a lo  prevenido  en  el  [fárrai'o  segundo  dei 
articulo  1.'  deí  Código; 

Con.sidfirando,  per  todo  lo  e.xpueslo,  qu8 
la  referida  *Sala,  declaraniio  Ío.s  hcclio.s  jus- 
ticiables Cümpremlido.s  en  la  penalidad  c-íla- 
blecida  en  el  art.  87  del  Código  cmi  referen- 
cia al  4 i 9,  y dcse.stimando  la  círcu instancia 
agnivíinte  núm.  It  del  art.  it),  comelíó  el 
error  de  derecho  á qm-.  .se  reIjiTen  los  ca- 
sos  3,  j 4.°  y o.“  de  la  ley  rio  (ta.'-acion  cri- 
minal, é infrtngí/i  In.s  precitailos  artículos. 
(Sciit.  15  marzo  JSTií.J 

No  aceña m os  ¡í  comprender  como  so 
ha  podido  prescindir  por  el  Tribunal 
supremo  en  el  primero  de  los  conside- 
ra rulos  trascritos,  de  lo  que  establece  el 
párrafo  2.^  ilel  art.  /Sí  del  íjódígo  penal; 
pues  aprecia  como  motivo  de  casación  el 

I * . I 3 sentencia  déla  Au- 

diencia la  circunstancia  agravante  <t pre- 
valerse dei  carácter  público  que  tenga  el 
culpable»  cuando  la  vemos  en  este  caso 
tan  inlierenie  al  delito  cometido  que  sin 
su  concurrencia  no  habria  tenido  lugur 
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CÍRCUNST, 


ATENUANTES.  {Jurisp.  penal]. 


Tespeclo  fiel  alcaliie,  que  soliú  con  genie 
armaila  á painillar  para  conservar  ei  or- 
den, por  mas  que  á lo  que  se  ve  no  fuese 
pru líenle  y más  Lien  fuese  él  el  primero 
á alterarle.  No  quisiéramos  ver  nunca 
abusos  graves  de  autoridad;  pero  latn- 
poco  quisiéramos  que  por  falla  de  la  pro- 
tección debida  se  conlribuyera  á su  des- 
prestigio. 


XIX.  ]n(ílifjencia  del  ar(.  87:  Ate- 
miarAon  ó dcseenso  de  la  penalidad  en 
«no  ó dos  prados:  Criterio  judirJaL  — 
El  íirt.  87  del  Código  penal  deja  al  cri- 
terio judicial  la  aplicación  de  la  pena 
inferior  en  uno  ó dos  grados  á !a  señala- 
da para  el  delito,  y haciendo  uso  de 


este  criterio,  no  comete  infracción  de 
ley  rebajando  un  solo  grado  y no  los 
dos.  Esta  es  la  doctrina  consignada  en 
sentencia  de  12  de  abril  de  1873  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  I).  .luán  Benilez. 

Consúltense,  además,  los  artículos  Ac- 
ción y OMISION  VOLU.XTAfU AS,  ClUCUNSTAN- 
Cl.YS,  ClIlOU.NSl’ANCIAS  ATEMj.ANT  1ÍS  É IM- 


P 11 U 1 ) e N c 1 X T KM  S li .A Rl  A . 

ClRGüííSTñHCiAS  ATENUANTES  (1).  Si- 
guiendo un  riguroso  orden  alfabélieo, 


tlj  Las  circu lisia ficiiis  ijiie  atcaiian  la  res- 
ponsíibili.Jnd  ciiinirial  se  etuimorati  en  el  ar- 
ticulo 9/’  Jol  Có  ligo  pL'iKt!,  que  dice  así 

«Art.  9“  Son  eircunsliiiicias  .'iioiuiaiitt’s; 

1.''  Li.s  exjirss.ul.i.'í  en  el  Cii[jiluiu  anterior, 
cuantío  no  concurrieron  Ijdos  los  requisitos  ne- 
ce.s, irías  (lara  esonir  de  resijjn.sjljilidad,  en  sus 
res[jecli  VO.S  caso.s 

á.“  L.i  de  ser  el  culpable  menor  de  diez  y 
ocho  años, 

d,"  La  lie  11')  haber  leiiido  el  delincuente  in- 
tención de  causar  un  mal  do  Lanía  gravedad 
COlih)  el  que  [tl’odujü 

4 " La  .iü  bal)  T iirecedido  inm'.'diatamenlc 
provocación  0 aiucn.i/.a  adecuaila  de  parle  del 
o I e 1 1 d i 1 1 ü 

íi."  I.a  de  lili)  T ej  'ciila  lo  el  hecho  en  vin- 
dicación (irusima  (la  una  ofonsa grave,  causada 
al  autor  del  dcüLo.su  cónyuge,  sus  ascendien- 
tes, descendientes,  herma  nos  legítimos,  nal  Ura- 
les ó aiijpEivü.s,  ó aliñes  en  lo.s  m. sinos  grados. 

O ‘‘  La  d i t j 'culur  el  b''i:li  ) en  estado  de  em- 
briagu  'z,  cu.Lndu  e>la  no  rucre  l)ahilua!  o pos- 
tenor  a'  (iroyeeto  rio  c-jui  der  el  delito. 

Los  Tribiin lies  resolverán,  con  visla  de  las 
CircuiiaUiiichis  tic  las  personas  ,v  tle  los  hechos, 
cuiindo  haya  de  con.si Jerarse  habitual  la  em- 
briaguez. 

7-"  L'i  de  obrar  pir  estímulos  lan  poderosos 


esta  palabra  y la  tic  Circunstancias  agra- 
v.ANTKS  debian  haber  preceiiido  á la  tie 

ClRCCJÍáTANCIAS  EXLMENlKS;  peTO  IlcmoS 

preferido  el  orden  lilosóíie.o  establecido 
en  los  artículos  8.°,  U.*’  y 10  del  Código, 
si  bien  comenzando  como  lo  liemos  he- 
cho por  CiRCUNS lANci AS  ( í’/i  peiteval]j 
que  se  refiere  á todas  según  las  disposi- 
ciones de  los  arls.  78  al  U8  contenidos 
en  la  Sección  2.“  del  cap.  E®,  til.  jlí. 
Debe  por  lo  tanto  consultarse  la  doctri- 
na allí  con  ton  Ida,  siempre  qne  se  trate 
de  la  apreciación  de  las  circunstancias 
atenuantes.  Veamos  oíros  casos: 

1.  Error  en  la  calificación  de  la  3.*^ 
dcl  art,  í).":  No  haber  tenido  intención  de 
causar  nn  mal  de  lanta  pravedad:  /I  arc- 
ciacion  de  la  intencicn  por  los  accidentes 
del  delito. — Encontrándose  ju,g,.íHlo  á los 
naipes  en  una  taberna  de  Barcelona  Ma- 
riano Ventura  y otro,  prese ntó.se  José 
Arnat.  compañero  del  Vcnlnra,  y sin  me- 
diar palabra  ni  cuestión  alguna,  quitóle 
los  naipes.  Ventura  pidió  explicación  á 
Amat,  y [iromoviéndose  un  ídiercado  en- 
tre ambos,  el  misiijo  Yeniura  Invitó  al 
Amat  en  son  de  desafío  á salir  á la  calle, 
y salieron  tn  efecto,  comenzando  á po- 
cos pasos  la  riña,  en  la  que  Amat  dió  un 
puñetazo  en  la  espalda  al  Ventura,  agar- 
rándose ambos  en  seguida,  en  cuyo  acto 
el  Ventura  sacó  un  ciich.llo  de  los  que 
acostumbran  usar  tos  pastores  é infirió  á 
Amal  una  lierida  en  In  parte  lateral  de- 
recha del  vientre  de  do.s  centímetros  tle 
extensión,  do  la  que,  según  declaración 
facultativa,  murió  á los  treinta  y cuatro 
días. — La  Sala  de  lo  criminai  de  la  Au- 
diencia da  Barcelona  dictó  sentencia 
declarando  que  el  iieclio  constituía  el 
delito  de  homicidio  con  las  circunstan- 
cias atenuantes  muy  calificadas  de  liaber 
obrado  su  autor  por  estímulos  tan  pode- 
rosos que  na  tu  raimen  le  le  produjeron 
arrebato  y obcecación,  y la  de  no  haber 
tenido  intención  de  causar  un  mal  de 
tanta  gravedad  como  el  que  produjo  y 


que  naturalmente  hayan  jirodiiciilo  arrebato  y 
oboücacion.  • 

8,“  y üllimamente,  cualquiera  otra  circuns- 
tancia de  igual  entidad  y análoga  á las  ante- 
riores,* 
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sin  ninguna  agravante,  conilenándole  á 
odio  años  y un  día  de  presidio  mayor.— 
Contra  esta  sentencia  interpuso  el  Jlini?- 
terio  fiscal  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  fundó  en  los  ar- 
tículos i.""  y de  la  ley  de  1870,  y 
citando  como  infringidas  lo  regla  3/  del 
ai(.  9.°  y la  y del  85  por  haberse 
nprevintlo  la  secunda  de  las  dos  circuns-' 
tandas  antes  eotpresadas,  (¡ue  no  resulta 
acreditada  en  los  hechos  aceptados  en  la 
sentencia;  y el  Tribunal  Supremo  decla- 
ra luiber  luga  ral  recurso,  y casa  y anula 
la  sentencia.  Mé  aquí  los  considerandos 
de  la  casación: 

<iConsi«!er:in(lo  que,  conforme  con  los  ca- 
sos 4.”  y 5.%  arl.  4.®  du  la  ley  pruvisinnal 
de  18  de  junio  de  1870,  que  esublccc  el  re- 
curso de  casación  fii  lo.s  Juicios  cnmÍDales, 
se  erilientle  haber  infracción  de  ley  para  los 
efectos  de  díciio  recurso  cuando,  admitidos 
los  hechos  consignados  en  la  sentencia,  la 
calificación  legal  de  la  ]iarticipacion  que  en 
ellos  se  flcclarc  á cualtpiiera  de  ios  procesa- 
dos ó la  pena  impuesta  no  fuere  la  que  cor- 
responda .<epun  las  leyes;  y cuando  ie  come- 
ta error  de  derecho  en  la  cahficaeinn  de  las 
circunstancía.s  agravar: tes,  atenuantes  ó de 
exención  de  responsaliilélad,  ó en  !a  desig- 
nación del  grado  de  la  pena,  según  la  ca- 
lificación que  de  las  mismas  circunstancias 
se  hubiere  hecho  en  !a  sen I encía: 

Consiiíerando  que  delto  aplicarse  !a  pena 
en  su  grado  mínimo  cuando  concurriere  en 
el  hecho  una  sola  circunstancia  atenuante, 
y que  en  el  caso  de  concurrir  dos  de  esta 
clase  muy  calificadas,  sin  ninguna  agrnvanle, 
Im  de  imponerse  !a  pena  inmediatamente  in- 
ferior á la  señalada  por  la  ley  a!  delito,  según 
56  dispone  en  las  reglas  y b,“  dtl  art.  82 
del  expre.sado  Cínligu: 

CoMsiderandu  que  sí  bien  al  calificar  el  ho- 
micidio de  que  se  trata  on  esta  causa  cabe 
aplicar  la  circunstancia  atenuarjie  7.**  dtd  ar- 
ticulo 9.®  del  exprtsado  (Código,  atendido  el 
arrel)alo  y obcecación  que  ;í  su  autor  Maria- 
riano  Venlnra  Montaner  pudo  producirle  el 
hecho  inmedialanienie  anterior  de  haberle 
arrebalatio  José  Amat  los  n;npes  cun  que  se 
divertía  en  unión  de  Salvador  Jusé,  no  su- 
cede lo  mismo  con  la  ‘i.‘  del  mismo  articulo, 
puesto  que  la  parte  del  cuerpo  de  A mal  en 
que.'^e  produjo  la  herida,  el  haber  penetrado 
esta  hasta  el  hígado  y la  clase  de  arma  enn 
que  fué  inferida  no  permiten  la  creencia  de 
que  el  procesado  al  inferirla  careciese  de  la 
loteucion  de  causar  todo  el  mal  que  produjo: 


I A'  considerando,  supuestos  estos  antece-- 
• denles,  que  tu  ¿1  «so  presente  concurra 
! una  sola  {•ircnusliiiicia  atenúan  le  que  reduce 
a su  grado  mínimo  la  pena  de  reclusión  tem- 
pornl  señalada  por  la  ley  a!  dc!it(>:  que  al  es— 
limar  la  Sala  cu  su  sniti  ijCia  que  imo  con- 
‘ currido  dos  muy  caMifailiis  é iiii poner  al  pro- 
: cesado  la  pena  inmedintainenle  inferior  á la 
^ determinaila  por  el  Código,  ha  infringido  las 
! reglas  2."  y 5.’  del  imímiio,  é inciii  rido  en  el 
i error  dcderecíio  á que  se  refieren  los  casos 
■ 4.'’  y o.*,  arl.  4."  de  la  citada  ley  ile  IS  de 
jucio  dc  1870.»  (Sciit.  .19  muyo  IST3.) 

il.  Otro  caso  de  casación  por  no  ha~ 
í berse  apreciado  la  circunstancia  de  no  /¡a- 
ber  tenido  el  delinenenfe  intoicion  de  cau- 
sar un  mal  de  tanta  gravedad. — iJoclara 
' el  Tribunal  Supremo  haber  lugarul  ree.ur- 
so  de  casación  interpuesto  por  Antonio 
i Masqiió  contra  sentencia  de  la  Auiiiencia 
de  Barcelona  en  causa  por  homicidio; 

(( Considerando  que  apareciendo  justificado, 
según  los  dalos  consignados  en  la  .sentencia 
que  hadado  lugar  ai  presenir!  rceur.so,  refi- 
riéndose ai  reconocimienlo  facnllalivo  prac- 
ticado en  el  cadáver  de  Pablo  Mercader,  que 
ei  tiro  de  iu  e.scopela  que  le  di.sparó  el  pro- 
ce.sado,  prothiciéndüle  la  muerte,  si  bien  lo 
causó  uua  lesión  morlal  de  necesidad,  fuó 
dirigido  á la  parte  inferior  de!  cuerpo,  estan- 
do además  el  arma  cargada  con  perdigones, 
lo  que  hace  creer  fundadamente  el  aserto  del 
' procesado  de  (¡ue  dirigió  su  puntería  á las 
piernas  dcl  ofeiidido  con  ánimo  de  inutilizarlo 
EOliunonfe.  pero  no  de  producirle  la  muerte: 

. .Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
no  apreciaiiíh)  In  circinslancia  aienuante  3.* 
del  art.  9.’  del  Código  penal,  y a[dicantlüen 
su  consecuencia  la  pena  señalada  por  ía  ley 
al  delito  en  su  gratlü  medio  y no  en  el  mí- 
nimo, ha  iíifringidü  este  artículo  en  dicha 
circunstancia,  así  como  el  82  del  referido 
Código — » tSent.  12  dic.  1871). 

lü.  Sobre  la  misma  circunstancia  3.*^ 
atenuante.— En  el  delito  que  castiga  el 
art.  516  de!  Código  penal  no  puede  apre- 
ciarse por  separado  la  circunsuiicia  ate- 
nuante de  no  haber  tenido  el  ilelincuen- 
¡ te  intención  de  causar  un  mal  de  tanta 
gravedad  como  el  (¡ue  produjo,  pues  la 
supone  ya  dicho  ailiculo  al  imponer 
la  pena  de  cadena  perpetua  a muerte. 
(Sent.  14  enero  1873  ) 

IV,  Más  Sobre  la  íníeMcion  del  delin- 
cuente; Se  denniesira  por  sus  actos  g I09 
' efectos  de  estos  etc.: 
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«GnnsMeranJo que  tampoco  favorece  i lo  la  pena  en  el  graJo  marcaJo  en  dicha 

"ftl  Droccsíulo  Ifi  tilGniK\nÍ.c  3/  dol  cilíiil'»  ropln: 
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llculo  U.°,  porque  ki  intención  tle  los  delin- 
cuentes la  deiiiucstran  sus  acto.';  y los  efectos 
de  éstos,  y que  Und rigo  Cerrada,  después  de 
liaher  clavado  dos  veces  el  puna!  en  el  pecho 
de  la  víclisnii,  causándole  inslantáneiiineuto 
la  muerte,  no  puede  atirniar  qiie  uotuvo  in- 
te n ció  ii  de  causar  un  mal  do  tanta  «ra vedad 
como  el  que  produjo.»  (Sciil.  15  fcb.  iSTl, 
en  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ro- 
drigo Cerrada.) 

y.  Las  circunstancias  atenuantes  de 
no  haber  tenido  intención  el  procesado 
de  CAinsar  iodo  el  mal  (jne  produjo,  y la 
de  haber  obrado  con  arrebato  y obcecn- 
cion  vo  tienen  el  carácter  de  muy  califi 
cadas  para  los  e [crios  de  la  regla  5.“  del 
art,  8i  del  Código  penal. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Sebastian 
Barroso  contra  sentencia  de  la  Audiencia 
(lo  Granada  en  causa  sobre  homicidio. 
Hé  aquí  textualmente  sus  íundatnenios: 

(cTlesultando  que  seguida  la  causa  por  to- 
’düs  sus  tránutes,  dicté  sentencia  el  juez  de 
primera  instancia  declarando  que  el  hecho 
coü.slituia  e!  delito  de  hutnicidio  con  las  cir- 
cunstancias atenuaiil.e.'í  de  no  liaber  tenido 
intención  el  procesado  de  causar  todo  el  mal 
que  produjo,  y la  do  ¡labcr  obrado  con  arre- 
bulo  y obcecación,  y condenándole  en  doce 
anos  lie  reclusión  temporal  con  su.«  acceso- 
rias, iiidomoizacion  á la  viuda  de  600  CxSCu- 
do.s  y costas  y gasLo.s  de!  juicio;  cuya  senten- 
cia coníirinó  la  Silla  tercera  de  la  Audiencia 
de)  territorio,  caliíicaudo  el  hecho  de  igual 
manera,  apreciando  la  existencia  de  íguale.s 
circunstancia.?,  y entendiéndo.so  coaiienado 
el  procesado  á doce  añus  y un  di  a de  re- 
clusien: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  in- 
íerpuíiO  oí  procesado  en  tiempo  y forma  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dándolo en  el  párrafo  quinto  del  art.  4."  de 
la  provisional  de  -18  de  junio  último,  alegan- 
do que  se  habia  cometido  error  de  derecho, 
dados  los  heclios  consignados  y admitidos 
por  la  sentencia,  en  la  designación  del  grado 
de  !u  pena  impuesta,  y citando  como  infrin- 
gido e!  art,  82  del  Código  penal,  en  su  re- 
gla o.*,  puesto  que  concurriendo  en  el  caso 
todas  las  circum-taiicias  que  diclia  regla 
prescribe,  toda  vez  que  la  Sala  sentenciado- 
ra liahia  reconocido  a existencia  de  dos  cir- 
cunstancias atenuantes,  iio  se  habia  iinpues- 


•1  I I.  L ■ 

Res  día  mío  que  admitido  el  recurso  por  !a 
Sala  sogunila  de  este  Tribunal  Supremo,  se 
ha  pasado  n e'^ta  tercera,  donde  ha  sido  sus- 
tanciado en  forma: 

Vi.sto,  siendo  Ponente  el  magistrado  Don 
Manuel  Alrnonaci  Y Mora: 

«Considerando  que  cuando  la  pena  seña- 
lada por  la  ley  contenga  tres  grado.s,  bien 
sea  una  pena  sola  divisible,  Iden  .seacom- 
nicsta  de  tres  distintas,  cada  una  de  las  cua- 
■cs  formo  un  grado,  y concurriere  sulamenle 
alguna  circunslancía  iiletuianlo,  deben  los 
Trilninales  imponerla  en  el  grado  mínimo, 
no  pudiendo  aplicar  la  inmediatamente  infe- 
rior a la  señalada  por  la  ley  en  el  grado  que 
estime  conveiiiciile  sino  cuando  concurran 
dos  ü más  circmi.slaQC¡as  de  atenuación  muy 
calificada; 

Considerando  que  la  Sala  senleiiciadora, 
al  apreciar  corno  ha  apreciado  fas  dos  cir- 
cun.stnncias  alenuanles  núms.  3.*  y 4.°,  ar- 
tículo a.'*  de  dicho  Código,  ó imponer  el  mí- 
iiiiuum  de  la  pena  al  procesado,  se  ha  ajus- 
tado á la  citada  regla  3.'%  y uo  ha  infringido, 
coimi  alega  el  rccnrrcule,  la  5.^,  puesto  que 
ía.s  diclui.s  do.s  circuc-stnicias  atenuantes  no 
Lieucn  el  carácter  de  muy  calificadas,  iiece- 
.sario  para  relcijar  la  pena  al  grado  más  in- 
mediato. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  iiaher  lugar  ai  recurso  do  casación.» 
[Sciil.  JO  febrero  jSTI.) 

Kn  absoluto  parece  establecer  el  Tri- 
buna! Supremo  que  las  dos  circunstan- 
cias indicadas  no  tienen  en  caso  alguno 
el  carácter  de  muy  calificada?;  pero  tal 
vez  no  sea  ésta  la  mente  del  hillo,  pues, 
si  no  en  todos  ios  casos,  en  muchos  ó en 
algunos  pueden  calificarse  y ser  reatinen- 
le  de  atenuación  muy  eiililicada,  corno 
asi  nos  lo  dicen  io  fallos  que  siguen  á 
é.sle  y el  que  lleva  el  núm.  XII,  de  15 
febrero  de  1871. 

En  el  segundo  considerando  debe  ha- 
ber erratas  muy  sustanciales,  pues  las 
circunstancias  que  se  dicen  no  son  la  3.® 
y 4.“  del  art.  9.“,  sino  la  3."  y 1/;  y tam- 
poco sabemos  á qué  regla  3.“  citada  pue- 
de referirse,  pues  en  todo  el  faibi  no  se 
liace  menclüii  sino  de  la  regla  o.  del  ar- 
tículo 8-. 

VI.  Es  circunstancia  atenuante  de  las 
más  cali ficadas  id  obrar  en  un  mót'í’íiícn- 
to  natural  de  ira  en  vindicación  prúxi- 
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ma  de  lina  ofensa  grnoe;  pero  la  provo- 
cación y la  vindicación  inmedinla  so7i  e7i 
este  caso  circunslancias  que  coiisiitayen 
wua  so/a.  — Asi’ lo  esLiblece  el  Tribunal 
Supremo  en  el  si^niiente  caso:  En  ia  lanle 
del  27  de  febrero  de  1870,  yendo  el  pro- 
cesado Francisco  Campos  en  unión  de 
Manucd  de  los  Ríos,  disfrazado  éste  de 
mujer, por  ser  Carnaval,  y encontrándose 
en  la  callo  con  Carlos  Román,  éste  em- 
pezó á insultar  á Ríos,  queriendo  arran- 
carle el  anlifiiz  y dando,  por  último,  de 
bofetadas  ;>  Campos,  el  cual,  no  que- 
riendo sufrir  más  aquellos  insultos  y 
golpes,  sacó  un  cuchillo,  y dando  con  él 

I _i  » * a ■ _ 


tancias  de  atenuación  de  diverso  orden  y 
andjas  muy  calificadas,  y al  imponer  al  proÍ 
cesado  la  pena  inmediata  infiuior  en  grado  i 
!a  Sí'Midada  per  la  ley  al  delito  coinetíiif*,  |)f^ 
iiifringiiio  la  citada  regla  o.*  del  arl.  82  del 
Cüdiííñ,  con  relación  á los  números  4.®  v 3 o 
áii\  9.“ 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  .MlnElerio  fiscal,  y casa- 
mos y anulamos  fa  sentencia  pronuncinda 
por  la  Sala  sejtínnda  de  la  Au.liencia  lio  Se- 
villa.» (Sent.  2i  cnoro  ISTi.) 

Yil.  M (is  sobre  los  rrquisilos para  est- 
imar la  c:o/irí¿rr(í'Hr/fí  de  dos  circunstaH- 
das  (ií¿uít/ííii/c.s  muy  colificadfis. — Cir- 


un  golpe  en  el  costado  izquierdo  al  Cár-  ¡ cunslandas  que  ronstituyen  n^ia  sola. - 

los  Román,  le  causó  una  lesión  grave  do  . Se  consigna  lo  iiiisina  doctrina  (fue  en  el 


que  falleció  á las  pocas  horas. 

La  Audiencia  de  Sevilla,  calificando 
el  delito  de  homicidio  con  las  circuns- 
tancias atenuantes  de  provocación  in- 
mediata y de  haber  obrado  en  vindica- 
ción prijxima  de  una  ofensa  grave,  con- 
denó al  procesado  en  la  pena  de  nueve 
anos  de  prisión  mayor,  y el  Ministerio 
fiscal  ¡nter[)uso  recurso  de  casación,  que 
es  eslimiidu  por  los  fundamentos  que  ex- 
puso, en  los  términos  siguientes: 

«(jonsíderando  que  el  hecho  de  haber  in- 
tentado Cárlds  .Salado  llaman  arrancar  ¡t  Mii- 
nueí  de  los  Itíos  el  nnlifá/. f¡ue  llevaba  puesto 
con  el  trajo  de  mujer  que  vestía  en  un  dia  de 
Carnaval  no  Íli6  insulto  directo  al  procesado 
que  ¡ha  acmupañámUile;  y aun  cuando  le  in- 
firiese así  una  oicnsa  por  su  coiuciden'úa  de 
ir  junto.s,  no  era  motivo  racional  de  jiro  vo- 
cación suliciente  para  que,  sin  mediar  otra 
cau.sa  más  grave,  como  la  (¡ue  en  seguida 


caso  anterior,  di'clarando  no  haber  lugar 
at  recurso  tío  casación  intorpufisto  por 
Antonio  Muro.?,  en  causa  por  homicidio, 
contra  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  ({uc  estimando  la  circunsinncia 
atenuante  de  hídier  olirado  el  procesada 
en  vindicación  próxima  de  una  ofensa 
grave  (por  una  Imfetada  que  recibió  de 
Santos  Ojeda  que  luego  re.sulló  muerto) 
lo  condena  á doce  años  y nn  dia  de  re- 
clusión. Los  considerandos  que  ¿on  con- 
ducentes á este  asunto  dicen  así: 

«Considerando  (¡no  la  boletada  dada  a!  pro- 
cesado constifuve  por  su  nalumleza  una  íifec!- 
sa  grave  y oslíiniilo  poderoso  que,  pruilu- 
ciendo  íiaturalnietile  ohceoncinii  y arrebato 
excitó  al  oferididí;  á vindicarl-a  ínmedínlauitíri- 
le,  como  lo  hizo,  aunque  al)u.^•audo  con  in- 


e  su  uso  como  guarda 


sislencia  de  la.s  anuas  

de  campo;  concurriendo  por  consecuencia 
en  la  {‘jeciiciim  del  hecho  la  circun>lancia 


tuvo  lujar  se  reparare  í ac¿raeler  y herir  aleníauír  > . 5 » '•  t,  ■ 

morlalmcnle  al  ndendo Salado  v „or;-Ancn_  ! ^ uu  ujoij^o, 


morlalmciito  al  reícrido  Salaiio,  y por  conse—  ’ 
cueticia  tal  hecho  uo  dedie  ser  apreciado  co-  * 
mo  circunslíincia  aten  un  ule  ninv  calilicada- 
Considerando  que  ¡lalidmdo  diítlo  el  repe- 
tido Giírlos  itonian  varia.s  holetadíis  al  proce 


justamente  apreciada  (*n  la  sentencia: 

Cíin.'-iderandu  (¡ue  para  los  (d'ectds  de  ia 
regla  o.  del  arl.  82  no  delK'n  Cidificarse 
como  cirininstaiicíaij  distinla.s  tJe  alufinacion 
aquella.s  que,  derivaDdü  do  un  soio  hecho 


sadoacto  coiitimio , id  anterior  in.su]to  mfe-  son  írisepitrable.s  v .se  confunden  neces-irii 
nr  o a sii  compaiiero,  esta  ofensa  reiterada  ' mente  entre  si,  líe  tal  manera  .iiieht  nrn^ 
debió  halier  pr(>fiticiilí>  en  el  fuiiíno  dul  rsue  \ no  niuMlen  sin  hs  ■ r n ^ 

así  se  vela  ullraiadu  en  nnl.üer.  ,in  .nn.rj.ml.,  l'f*r  mas  que 


así  se  veja  iillrajado  en  público  un  movimien- 
to natural  de  ira,  con  oJ  vehemente  deseo 


tengan  dennininacione.s  divi-rs:., , 
lo  tiene  declarado  este  Tribiuial  Supremo  en 


que 

IS,  como  así 


gíave^'nrmSrinn^'n  s^nténcias: 

conslitiiir  una  circimsíwia  n d caso  presento  ia 

más  calibeadas:  atenuante  de  Iüí,  provocación  do  Ojoda  fité  la  única  causa  del 

Consideroiuiñ  nim  Ir.  Col..  ] ¡arrebato  y (tbcecaciori  doi  procesado  para 

apreciar  uno  y otro  hec^m  con m ^ 1 la  uknsR  (¡ue  acaimim  de  rocí- 

o os  circuns-  bir,  consUluyendo  todas  estas  circunslancias- 


unfi  sola  por  su  natiiraífíza  inilivisiiile,  apre- 
ciada jebidarneiito  como  tal  por  la  Sala  sen- 
tenciailorii;  !a  cual,  por  virtud  de  todo  lo  ex- 
puesto, no  lia  infringido  el  art.  Ii,“  en  su  nú- 
mero 4.”,  ni  el  0."  en  sus  muns.  3.%  I/  y 
7/',  invocados  por  el  recurrenle,  no  liahien- 
dn  conielido  el  error  de  derecho  á C[ue  se  re- 
fieren los  casos  -i."  y 5.*  del  art.  4.®  de  la  ley 
de  casación  criininaí.»  (Sent.  2G  abril  1872.) 

VIH.  ^f(is  sobre  las  circunstancias 
atenuantes  y 1^:  Bequisitos  para  que 
tenya  luynr  la  fi.“,  haher  ejecutado  el  he- 
cho e?i  vindicación  próxima  de  una  ofen- 
sa firave,  y la  7.^^  de  haber  obrado  por 
esliinutüs  iiin  poderosos  que  hayan  pro- 
ducido arrebato  y obcecación.  ¿Bs  con- 
ciliable la  aplicación  del  art.  DO  con-  la 
de  la  reyla  5/''  del  art.  %i?—La  Sala 
de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Ma  - 
drid en  causa  contra  Agapiio  Vega  por 
un  doble  bomicidio  declaró  por  su  sen- 
tencia que  los  hecho?  que  estimo  proba- 
dos consliUiian  dos  ilelitos  de  bomicidio 
cometidos  en  un  solo  acto  por  disparo 
de  arma  de  fuego,  sin  circunstancias 
apreciables,  imponiéndole  veinte  años  de 
reclusión . 

Y habiendo  interpuesto  el  procesado 
Vega  recurso  de  casación  que  fundó  en 
el  caso  4.''  del  art.  4.“  de  la  ley  ele  18  de 
junio  de  1870,  citando  como  infringi- 
dos el  art.  9 ° del  Código  en  sus  cir- 
cunstancias 5.'^  y 7.";  la  9.  y 10.®  ■ 

del  8.'’ relacionadas  con  la  1.®  del  9.^  y 
aletrando  en  su  consecuencia,  que  rela- 
cionado el  419  con  el  90  y 8á  regla  d.® 
procedía  la  rebaja  de  la  pena  im|mesla, 
se  declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

«Consiilerando  que  la  circunstancia  3.® 
del  art.  9.“  del  Códií^o  penal  vigente  acepta 
como  imiíivo  de  atenuación  el  de  haberse 
ejecutado  el  hecho  criminal  en  vimiícacion 
próxima  de  una  ofensa  grave  causada  al  autor 
de  un  delito,  y la  7.^  el  de  liaher  obrado  por 
eslíiuLilos  tan'  poderosos  que  nalu raímenle 
hayan  prníincido  arrehalo  y obcecación: 

Considera  mió  que  para  que  tenga  lugar  la 
primera  de  la.s  dos  referidas  circurislaiicias 
es  preciso  (|ue  la  vindicación  tle  la  ofensa 
grave  sea  próxima,  y que  lü.s  estímulos  de  la 
.secunda  sean  poderosos  para  producir  arre- 
ba7o  y ohcecaeion  al  (¡empo  de  ejecutar  el 
hectic)  sin  que  pueda  admitirse  ni  racional 
ni  legalmeute  que  se  pueila  autorizar  la  vin- 
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dicacion  de  ofen^a.s  reinnt.is  ni  estímulos  que, 
siendo  muy  anteriores  al  delito,  han  debido 
perder  su  gravedad  ó innuencia  en  la  acción, 
caso  que  la  tuvieran,  por  el  tra.scnrso  del 
tiempo,  faltamio  la  razón  de  la  ley  para  la 
atenuación,  que  e.s  la  de  suponer  perturbada 
la  voluntad  del  agen  le; 

Considerando  que,  además  de  no  habers® 
declarado  proliada  por  la  Sala  sentenciadora 
la  cau.«a  generadora  dií  las  ofensas  que  alega 
el  recurrente,  esla.s  no  fuenm  ¡iróximos  para 
que  le  produjeran  ]U’rtnrhacii>n;  y que  el 
mismo  un  su  segunda  decía  raciim,  de  la  que 
se  hace  referencia  en  el  re.suitiUido  17,  ma- 
nifiesla  que  el  atacar  á Moreno  fiió,  no  por 
resentimientos  que  tuviere  con  él  por  haber- 
le delatado,  ni  ptir  las  relaciones  con  .su  mu- 
ger,  sino  por  halierle  acometido  ei  Antonio, 
con  lo  que  se.  desvirtúa  completa  y directa- 
mente por  su  propio  dicho  que  inlliiyesen 
en  él  las  dos  ofensas  que  alega  en  este  re- 
curso como  motivo  de  alenuacion: 

Considerando  que  aunque  so  aceptasen  las 
dos  circunslMnciii.s  atenuantes  invocadas, 
nunca  seria  aplicable  la  regla  5.’  doi  art.  82 
del  Código  penal  en  el  presente  caso,  por 
impedirlo  expresa  y lerminaiilemenle  la 
prescripción  doI  90;  citándose  inoporUina- 
rnente  la  9."  y 10  del  art.  8.",  por  no  resul- 
tar en  la  causa  datos  para  invocarlas; 

Faliainos  que  debemos  declarar  y declara- 
ramos  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
iiiterpue.'íto  por  Aí-vapilo  de  la  Vega,  (Sen- 
tencia 26  abril  1872.) 

Sobro  el  viltimo  considerando  dsl  anterior 
fallo;  Inteligencia  del  art.  90,  en  sii  rela- 
ción con  el  83,  85,  86  y 87,  y en  su  caso 
con  otros,  sobre  aplicación  de  las  penas. 

Vamos  á decir  dos  palabras  sobre  la 
doctrina  que  eslaldece  el  Tribunal  Su- 
ireiuo  en  el  último  considerando  del 
:'allo  anterior,  qtie  es  de  mucha  más  tras- 
cendencia de  lo  t[iie  parece. 

Si  hemos  entendido  bien  lo  que  el  re- 
ferido considerando  dice,  no  sabemos 
por  qué  razón  ia  pTcscrijicion  del  ar- 
tículo 90,  ni  expresa  y terminantemen- 
te, ni  indirecUunente  siquiera,  ha  de 
impedir  en  el  caso  dei  recurso,  ó en  otro 
cualquiera,  que  sea  á la  vez  tqdicahle  la 
regla  5.*  del  art.  82,  concurriendo  en  el 
doble  delito  dos  ó más  y muy  calificadas 
circunstancias.  Lo  que  el  art.  99  esta- 
blece, como  excepción  del  anterior  o 
más  bien  del  88,  es  que  cuando  un  solo 
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que  (le  ser  aplicable  á ia  regla  fi."  del  ar- 
lículo  83,  lo  seria  tlel  mismo  modo  á las 
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hecho  constituya  dos  ó más  delitos,  ó 
cuando  uno  de  ellos  sea  medio  necesa- 
rio para  cometer  el  otro,  no  se  impon- 
drá la  pena  correspondiente  á cada  uno, 
sino  la  correspondiente  al  más  grave, 
aplicándola  en  su  grado  máximo.  ¿Flay 
aquí  ni  (iroliibicion  expresa  y terminan- 
te, n¡  prohibición  implícita  siquiera,  de 
a|»!icar  en  sus  respectivos  casos  las  re- 
glas del  ari.  83? 

Por  grande  que  sea  el  respeto  que  nos 
merezcan  las  doctrinas  consignadas  en 
los  fallos  del  Trihunal  Supremo  y aun 
la  particular  opinión  de  sus  dignos  é 
ilustrados  inasisirados,  nosotros  no  ha- 

H. 

llamos  tal  prohibición.  El  art.  90  es,  en 
nuestro  concepto,  conciliable  con  la  re- 
gla o.“  ilei  83  y con  los  arls.  Sü  ai  87;  y 
de  suponerlos  incompatibles  aplicando 
siempre  sin  excepción  la  prescripción 
del  art.  FiO  resultará,  en  los  indicados 
casos  de  atenuación,  una  desproporción 
notable,  una  nolnria  desigualdad  y du- 
reza en  la  pena.  Vamos,  pues,  á demos- 
trarlo prácticamente  con  un  ejemplo  en 
que  resalto  esta  verdad. 

Un  menor  de  (¡tiince  años^  mayor  de 
nueve,  dispara  un  arma  de  fuego  y ma- 
la a un  hombre  y hiere  á la  vez  á otro, 
cuyas  lesiones  se  ctiran  después  de  los 
ocho  dia.s  y antes  de  los  treinta.  El  Tri- 
buna!, teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto 
en  el  núm.  3.^  dcl  ari.  S.**,  declara  que 
el  autor  del  doble  deliio  obró  con  discer- 
nimiento. ¿Qué  pena  deberá  imponerle? 
Si  se  tienen  en  cuenta  únicamente  !os 
artículos  11 U,  fm  y 90,  habría  que  i mi 
ponerle  la  pena  ile  reclusión  iem|ioral  en 
su  grado  máximo,  que  comprende  diez 
y siete  años,  cuatro  meses  y un  dia  á 
veinte  años.  Pero  como  no  puede  menos 
de  aplicarse  e!  art.  8.",  caso  3.°  y el  ar- 
tículo 80  en  relación  con  el  mismo,  ha- 
biendo de  imponerle  una  pena  discre- 
cional, pero  siempre  inferior  en  dos  gra- 
dos, resultará  que  esta  pena  será,  cuando 
más,  ta  prisión  correccional  en  su  grado 
máximo.  ¿Es  esta  la  recta  inteligencia  de 
la  ley  penal?  Nosotros  creemos  que  sí,  y 
no  acertamos  a explicarnos  el  funda- 
mento de  la  doctrina  contenida  en  el  úl- 
timo considerando  del  fallo  anterior. 


otras  reglas  de  los  arts.  8;'),  80  y 87, 
conculcando  lodos  los  principios  funda- 
mentales de  la  penalidad,  y agravándola 
notoriamente  en  los  mismos  casos  en 
que  se  ha  tratado  de  atenuarla. 

Es  pues  conciii.'ihle,  sin  género  alguno 
de  duda,  la  prescripción  del  |art.  9()  con 
la  de  la  regla  5.^  dei  82  y ron  las  demás 
de  les  artículos  mencionados,  v con 
cuantas  se  establecen  sobre  agravación  y 
atenuación  de  la.s  penas. 

El  art,  90,  estableciendo  una  excep- 
ción del  ari.  88  y 89,  no  ha  liéclio  sino 
definir,  digámoslo  así,  un  delito  comple- 
jo ó compuesto  y señalar  para  el  una  pe- 
nalidad también  especial  agravada  que, 
en  nuestro  concepto,  viene  á ser  ¡lara 
las  reglas  de  aplicación  de  las  penas,  no 
ya  el  grado  máximo  de  la  que  se  aplique, 
sino  relativa  me  II  le  una  pena  especial,  y 
en  su  caso  divisible  en  tres  grados,  otra 
más  de  las  machasque  se  emplean  frac- 
cionadas, pero  sujeta,  como  todas,  á las 
reglas  generales  que  se  hallan  estableci- 
das para  su  3[»licacÍon.  Y tanto  creemos 
que  es  asi,  que  en  el  considerando  ter- 
cero de  la  sentencia  de  33  de  diciembre 
de  187-1,  inserta  en  Atentado,  pág.  37, 
nos  parece  hallar  consignada  esta  misma 
doctrina,  á propósito  de  la  aplicación  de 
la  regla  á5  de  la  ley  provisional  que 
acompañaba  a!  Código  de  I8o0,  y de  la 
disposición  del  citado  art.  90;  pues  ij  uc 
si  cimfonne  á dicha  regla  40  procede  la 
penalidad  mínima  del  grado  máximo  se- 
ñalado en  ei  art.  90,  )íor  la  misma  razón 
deben  ser  aplicables  las  demás  reglas  de 
atenuación,  con  sujeción  á otros  artícu- 
los de  la  ley. 

Vi II,  ^ Provocaeion  ó amenaza  ade- 
cuada e inmediata  al  delito  por  parle  del 
ofendida.  CasarAon  por  no  haberse  esti- 
mado esta  circunstancia.  — Condenado 
1 uscual  Pena  por  la  Audiencia  de  Zara- 
goza, coino  reo  de  liomicídio  sin  cir- 
cunstancias dignas  de  aprecio,  a IG  años 
de  reclusión  temporal  con  las  accesorias 
del  ari,  .3,]  del  Código,  interpuso  recur- 
so de  casación  por  no  haberse  apreciado 

la  circunstancia  iA  del  art.  9.°;  y el  Tri- 
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bunal  Supremo  le  eslima  en  los  léniii- 
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DOS  siguientes: 

«Considerando  que,  según  lo  prevenido 
en  el  oaso  5.”  del  art.  de  la  ley  de  casa- 
ción crimina!,  es  procedente  este  recurso 
cuando  dados  los  hechos  admitidos  en  la 
sentencia  ejecutoria  se  comete  error  de  de- 
reclio  en  la  caíiíicacion  de  las  circunstancias 
ateuiianles  ó en  la  designación  del  grado  de 
la  pena  impuesta  por  virtud  de  la  misma  ca- 
lificación; 

Considerando  que  el  art.  il.°  del  Código 
penal  reiormado  designa  en  su  núm.  4.° 
como  circunstancia  de  aleniiacioii  ¡a  de  ha- 
ber precedido  al  acto  punible  inmediata  pro- 
vocación ó amenaza  adecuada  por  parle  del 

rt  I I ^ ^ 

ofendido: 

Considerando  que  apareciendo  demostra- 
do por  los  lieclios  admitidos  en  la  sentencia 
que  á las  ocho  de  la  iioidia  del  If)  de  octubre 
do  1870  Vicente  Crespo  vino  direclamente 
al  encuentro  de  Pascual  Pena  en  el  paraje  en 
que  se  hallaba  tranquilo  y muy  ajeno  de  lo 
que  iba  á suceder;  y sin  que  mediase  motivo 
ni  pretexto  de  desavenencia  anterior,  aquel 


4.*^  del  art.  9/  del  Código  no  existo 
cuando  la  provocación  6 amenaza  no  son 
inmediatas  al  delito,  ó cuando  el  hecho 
que  le  constituye  no  es  adecuado  á la 
provocación  ó amenaza. 

Esta  doctrina  so  apiica  al  siguiente 
caso:  Luis  López  y Juan  Tama  yo,  estan- 
do una  noche  reunidos  en  ta  taberna, 
tuvieron  una  cuestión  y el  primero,  en 
estado  de  embriaguez,  dirigió  amenazas 
con  una  navaja  pequeña  al  segundo, 
quien,  marchándose  como  á las  diez  á su 
casa,  se  armó  de  un  hacha,  salió  en  bus- 
ca de  Lopez,  y habióndolo  hallado  entre 
diez  y media  y once,  le  descargó  un  gol- 
pe con  dicho  instrumento,  causándole 
una  lesión.  (Sent.  19  abril  1871,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación.) 

XL  Emhnaguoz  hnhilual:  Es  cir- 
cwnstííncía  nfenimn/í’  //  seíututrre  en  error 
* de  derecho  no  aprecitindola, — Se  declara 


de.safío  á éste,  liabiendo  tratado  de  apaci-  i liaber  lugar  al  recurso  de  casación  por 

' ‘ .1  


guarios,  aunque  ínútiiinente,  el  único  tes- 
tigo presencial  que  allí  e.slaba;  y que  mar- 
chándose limbos,  á poco  ralo  fué  encontrado 
cadáver  el  Viceule  Crespo  n consecuencia  de 
dos  piniahulas  que  Peña  confiesa  luiherle 
dado,  tafos  hechos  constituyen  una  verdade- 
ra provocación  prejtarada  y buscada  de  pro- 
pósito por  el  primero,  á quien  e!  segundo  ni 
de  palabra  ni  de  obra  liaba  causado  auterior- 
rneiite  ofensa  de  ninguna  e.spfjcíc;  y que  pol- 
io mismo,  sorpreudiiio  con  la  súbita  venida 
de  aquél,  cuando  permanecia  inofensivo  y sin 
temor  de  ningún  peligro,  no  pudo  monos  de 
excitarse,  siguiendo  ai  que  le  desafiaba  de 
una  manera  tan  iue.spcrada: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
dejando  de  apreciar  como  circunslancia  ate- 
nnanle  ia  expuesla  provocación  inmediata,  c 
imponiendo  en  su  grado  medio  ia  pena  de 
recimsion  temporal  señalada  en  el  art,  419 
dul  Código,  lia  infringido  c*t  art.  82  no  su 
núm.  l.“  con  referencia  al  4.“  del  art.  9,“,  y 
por  consecuencia  cometido  e)  error  de  dere- 
clio  comprendiilo  en  el  caso  3.“  del  precita- 
do art.  4.®  de  la  ley  de  casación  criminal; 

raí  laníos  que  deliemo.s  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  interpuesto  eti 
nombre  de  Pascual  l'eña:  casamos  y anula- 
mos ia  sentencia  etc.  (Sent.  12  diciem- 
bre 1871). 

X.  Provocación  ú ajnenaza  no  ade- 
cuada ni  inmediata. — La  circunstancia 


infracción  de  ley,  interpuesto  por  Ma 
nuel  Navarro: 

«Considerando  que  cuando  ocurrió  el  .su- 
ce.sü  que  ha  motivado  esta  causa  se  hallaba 
ébrio  el  procesado  Manuel  Navarro,  .según 
aparece  de  lo.s  hechos  que  como  probados 
se  admiten  y con.signnn  en  la  sentencia  re- 
currida, y que  como  consta  tanifuen  de  é.sta 
no  lia  sitio  apreciada  pur  la  Sala  sentencia- 
dora, cual  correspondía  Ifgaiino-nte,  la  cir- 
cunstancia de  la  embriaguez  de  dicho  pro- 
ce.sado. 

Y considerando  por  lo  lanío  que  la  referi- 
da Sala,  por  no  iiaher  apreciado  en  ia  parle 
dispositiva  de  la  repetiila  sentencia  ia  men- 
cionada circunstancia  alenuanle,  ha  incur- 
rido en  el  error  de  derecho  señalado  en  el 
caso  5.”  del  art.  4 * de  la  expresada  ley  de 
casación  criminal  6 ínírifigido  el  art.  0.% 
circunslancia  C.%  y el  tl2,  regla  4.®  del  Có- 
digo penal.»  {Sent.  Smurzo  1873.) 

XL  Si  la  embriaguez  no  aparece  pro- 
I laday  claro  es  gue  no  puede  ser  motivo  de 
atenuación. — Así  se  establece  en  el  si- 
guiente considerando  de  un  recurso  in- 
terpuesto por  Celedonio  Miguel: 

((Considerando,...,  que  en  los  dalos  con- 
signados por  la  sentencia  recurrida  no  se 
da  como  probada  la  embriaguez  del  procesa- 
do, y .si  solo  que  esto  lo  dijo  en  su  declara- 
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flos  los  hechos  adinilMos  en  la  sentencia  co- 
mo probados  se  comeltí  error  de  derecho  en 
la  calííicacíon  de  las  circunstancias  alemian- 
tes  o en  la  designación  del  grado  de  la  pena 
que  por  coiJ>ccueiicta  de  las  inisui.'is  se  hu- 
biure  impuesto  por  la  Sala  sentenciadora: 

(amsiileraiido  que,  segun  el  arl,  9.°  del 
Código  penal  en  sus  niuríeros  4.“  y 7.“,  son 
circuostanciii.s  atenuantes  díslínlas  la  de  ha- 
ber ¡irecedido  inmediata  jiro  vocación  ó ame- 
naza adecuada  de  parle  del  nfetulido  y la  de 
obrar  el  ofensor  por  eslímtiíos  tan  po'lero- 
sos  que  naturalmente  le  liayau  pruditciiJo 
arrebato  y obcecación,  las  cuales  pueden 
concurrir  sin  e.vcluirse  en  la  ejecución  de  lui 
mismo  delito: 

Considerando  que,  según  la  regla  5.’  del 
artículo  82  del  mismo  Códii?n,  cuando  son 
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cion  para  exculparse,  sin  que  ninguno  de 
los  testigos  presenciales  ío  confirmo,  por  lo 
que  no  estando  probada  esta  circunstancia 
atenuante,  la  Sala  tampoco  ha  incurrido  en 
error  de  dertíí'lio  nu  a preciándola  en  su  fa- 
llo delim'livo.»  iSciit.  Í1  marzo  187d.) 

Xfí.  Son  (iot  cii'cutistancias  aíenunn- 
les  f/islintas  y muy  naliflmdas  la  i."  y 7.® 

(Ití  haber  prccetlitlo  prooocacion  6 ame- 
naza adrenada  dil  parte  del  ofendida^ 
y obrar  el  ofensor  por  eslhnulos  poderosos 
(¡ne  iifituralmenle  le  hayan  producido  ar- 
rebato y obcecación: 

So  declara  no  iiaher  lugar  al  recurso 
do  casación  interpuesto  por  el  Ministerio 

liscal  contra  senienua  de  la  Audiencia  . arucuio  uei  mismo  unimn,  cuantío  son 
( e firan.-ida  en  cnusn  segurila  n Bernaije  ü ,„is  y muy  califica, las  las  circuiistan- 

1 [*or  huniii^iuio  tic  Jiii3í)  Üenture.  cins  atonutuitos  i?ín  coucurrír  níngiuiíi  íigríi- 

íJinil*  *)  ffSfríi  \n  níírfa  ni  Ti  xittíS  11  a 1 al.  .1  ni  l 1 ík..  1 ^ I : 4 ... 


t,  I 

lié  aijiii  á la  letra  la  parte  referente  ai 
fallo  tdijeto  del  recurso,  á la  interposición 
de  este  y lo?  fundamentos  del  de  ca- 
sación. 

(til-^isulfantlo  que  !a  Sala  tercera  de  la  .\u- 
dieneia  de  Granada,  en  grmlo  de  revi.'ita, 
pronunció  sentencia  por  la  que,  declarando 
probado  legalnumte  el  delito  de  liomicidio,  y 
que  su  nutur  lo  huida  .sídij  el  procesado  líer- 
nube  l’iigi,  con  la  circunstancia  atenuante 
de  provnciicion  y amenaza  consignadas  en 
el  tiúm.  del  arl.  9.“  .JeJ  Cótligo  penal,  y 
la  de  liaher  ohraiio  el  culpable  por  estímulos 
que  debieron  protíucir  arrebatos  y obceca- 
ció*),  ci roiinsUi ucííis  íic^ijlíidus  por  u 
c¡:>  ,l«  vists,  I»  c„u,l.„d  ,i  „cl,o  anos  d "prl 
sion  tniiyor  con  su.s  accesorias,  iüiietnmza- 
cion  lie  1,000  pesela.s  al  padre  del  finado  v 
paíío  lie  todas  la.s  co>ílas:  * ^ 

lle.sullandn  quo  contra  esta  sentencia  in- 
terpuso el^  Aliiijsierio  (iscal  recurso  de  casa- 
ción fiar  infracción  (íe  ley,  fundarlo  en  el 
caso  5.  '’  del  arl.  4.“  de  la  provisional  de  18 
de  junio  ultimo,  alegando  que  se  babian  con- 
siderado como  (lo.s  circuustanciai  atenuantes 
(lístinlíis  IQ  (juo  en  rt*ít[irlaj  solíi  v 

ciliHjilo  coíiio  íi) írín tridos  los  orh culos  S2 

rCglil  j,  , } ílí)  t¡t;l  fjvdigO  ptíTlíil 

liOHuitiindí)  fjíio  tidiiiíljilo  oí  recurso  nor  In 

Sala  segunda  r!e  oslo  Trid>ünal  Sru/roiír  se 

Im  imsadü  c1  i^sla  íercera^  donde  ha  sido  sus* 
liin ciado  eu  Ion  na; 

^ islo,  píendu  ponente  el  inagistrado  don 


Gou.'íideraudq  que  para  los  lífríctos  del  re- 
curso de  tasación  se  entiende  que  hay  in- 
Iraccinn  de  ley,  según  el  p.k.  5.®  del  arl.  4.“ 
e la  ley  de  18  de  jmfio  último,  cuando  da- 

^ É 


vante,  la  [leua  qi.tc  procede  os  la  inmediata 
mente  inferior  á la  señalada  ¡lor  la  ley  en  t-1 
grado  que  el  Tribunal  estime  correspondien- 
te, según  el  número  y entidad  de  dichas  cir- 
cunstnneías: 

Considerando  que  admitidos  como  proba- 
dos los  hechos  consignado.s  en  la  sentencia, 
así  eu  lo  que  perjudican  al  procesado  como 
en  lo  que  le  lavorecen,  por  coiiseciienciade 
su  indiyiiJua  y expíícila  confesión,  es  eviden- 
te la  primera  circunstancia  de  la  provocación 
'**‘^**ír*do  de  mucho  tiempo  áijtc.s,  pre- 
cedió ¡nmedialamenteá  la  comisión  del  deli- 
to con  repetida  ínsi.stencia  por  parte  del  Juan 
Donaire,  y lo  e.s  asimismo  la  del  arrebato  y 
Obcecación  extremados  cmi  que  Bernabé 
Piign,  viéndose  amenazado  y berido  en  la 
coniiLMuia  suscilatla  por  su  provocador  y 
compaiieros,  obró  arremetiendo  é iiiriimdo 
morialmenle  á sii  vez  al  repelido  Donaire: 

Considerando,  por  consecuencia  de  io  ex- 
pp'dto,  (¡ne  la  Sala  sentenciadora  al  apre- 
ciar on  este  casu  corno  dt.slinlíif)  y rnuy  calí- 
licada.s  la.s  dos  circunstancias  atenliantes 
sobredichas,  hizo  legal  aplicación  del  art  9 “ 
en  su.s  números  4.“  y 7.“,  asi  como  de  la  h- 
culLad  concedida  en  la  regla  o.“  del  art.  82 
y por  lo  mismo  no  ha  inlniigido  iii  la  re- 
tía 2.""  do  este  último  ai  el  art.  419  del  Có- 


I’ aliamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  de  oa.sacion 
uilerpue.sto  por  el  Ministerio  fiscal.  (Seii- 
toiicia  15  febrero  187 Í.J 

A 111.  La  circunUancia  atenunnle  de 
embriayuez  es  inseparable  de  la  oirá 
(ttenaanle  H.*  ano  haber  tenido  el  didin- 
CHcute  luteucion  de  cansar  todo  el  mal 
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producido.yi  Admisión  romo  cirruiu'itan- 
cias  atenúan  (es  muij  cali  [iradas , la  pro- 
vocación hunediaia  p embriagues  no 
habitual. 

La  Audiencia  de  Granada  condenó  á 
Julián  Ricole  como  reo  de  liomicidio  oon 
las  circunstancias  atenuantes  de  provo- 
cación adecuada  y la  de  embriaguez  no 
linbitnal  en  ocho  años  y un  dia  de  pri- 
sión mayor,  con  sus  accesorias.  El  pro- 
cesado interpuso  recurso  de  casación, 

citando  como  infringidos  entre  otres 

4.°  el  art.  0 en  su  regla  3/  por  no' ha- 
berse admitido  esta  circun'^tancia  de  ate- 
nuación, y las  regías  o,”*  y 7.®  del  ar- 
tículo 82 . porque  siendo  más  de  dos  y 
muy  caliOcadas  las  circunstancias  ate- 
nuantes, la  pena  correspondiente  es  la  de 
prisión  mayor  en  su  grado  mínimo  y no 
en  el  medio  como  se  ha  impuesto.  Y el 
Tribunal  Supremo  declara  no  haber  lu- 
gar al  recurso  interpuesto: 

RCnnsídcrando,  respecto  al  cuarto  motivo 
de  ca.'^noinn  alegadn,  (|ue  liahiendo  la  pre- 
citada Sala  estinindo  la  circunstancia  a te- 
mí ante  iiúm.  6 del  arl„  0,°,  ó sea  la  de  env- 
briníTuez  no  habíliial,  implícílamonte  estimrj 
ía  3.*^,  ó sea  la  do  no  haber -tenido  el  rlelin- 
cuonte  intención  de  causar  todo  cl  mal  pro- 
ducido, por  ser  la  una  v la  otra  inseparables 
y conjuntas,  no  dobiomlo  siibdividirse  en  dos 
la  ffue  es  una  sola  indivisible: 

Considerando,  on  cnanto  ni  qnirito  y últi- 
mo motivo  de  casación  fondado  en  ía  infrac- 
ción de  las  reglas  5.“  y fi.''  f 1 ' del  art. 
que  habiendo  la  Sala  sentenciadora  admitido 
como  circunstancias  atenuantes  muy  califica- 
das las  de  provocación  inmediata  y embria- 
guez no  habitual,  imponiendo  la  pena  inme- 
diata inferior  en  grado  á la  designada  en  el 
Códian  dentro  del  grado  que  estimó  corros- 
pon  1 1 ¡ente  según  su  prudente  arbitrio,  ó sea 
en  el  mínimo  del  medio  de  la  misma  pena 
inferior,  se  ajustó  oslríftíiincnte  á las  precí- 
tadn.s  reglas  del  art.  S2  rfue  se  suponen  in- 
fringidas, y no  ha  cnrnetirlo  ninguno  de  los 
errores  de.  derecho  invocados  p^r  el  recur- 
rente.» (Sciit.  21.  noviembre  1873.) 

Xiy.  La  rnisma  doctrina  sobre  la  em- 
hriafincs  no  habitual  y la  fulla  de  ÍH(e7i- 
cion. — Se  declara  no  haber  lugar  al  re- 


(1)  Dt'hc  ser  errata  (le  imprenta,  pnes  la 
citaíla  es  la  7."  y esta  es  re-nlnienle  la  condu- 
cente al  caso. 


curso  de  casación  interpuesto  á nembre 
de  ígnacio  Yauez,  por  su[ioner  infringi- 
das varias  circunstancias  dei  art.  9.^: 

«Considerando  que  no  lieben  Ji|tr>'Ciíirse 
como  círcimstancias  aterimuites  de  il¡V(!r.>o 
carácter  af|u*dias  que  e.stcn  lig.idas  entre  sí 
de  tal  modo  que  la  existencia  i!e  la  una  su- 
pone noce.sariamonte  la  coexisten  fia  de  la 
otra;  y que  bajo  la!  concepto,  ennrdo  se 
aprecia  la  embriaguez  no  balHlnal  lie.l  pro- 
cesado para  la  atenuación  du  su  culpabilidad, 
no  es  estimable  al  pro|)¡o  tiempo  la  ile  no  lia- 
ber  tenido  intención  de  causar  todo  cl  mal 
producido. 

...Considerando  que  apreciada  por  la  Sala 
sentenciadora  la  circnnstancia  du  embria- 
guez no  Iiabilunl  y desecliadas  las  3.%  .C* 
y 7.*  (leí  art.  0.®  se  ajiislíí  c.xtriclamente  á 
las  prescripciones  dtl  mismo,  del  82  en  sus 
reglas  5,*  y 7.%  del  83  y por  consefinmcia 
no  cometió  error  do  derecho...  (Sent.  5 
diciembre  IS71.) 

XV.  Más  sobre  la  embriagues  y la 
intención. — Se  eslablece  que  uo  balden- 
do  existido  la  supuesta  embriaguez  que 
alega  el  procesado,  desaparece  necesaria- 
mente la  otra  circunstancia  atenuante 
que  de  ella  pretende  deidvarse,  fu  miada 
en  no  haber  tenido  intenedon  de  causar 
todo  el  mal  produciilo;  y aunque  aquella 
existiese,  no  podría  apreciarse  esta  como 
dislint.a  y separada  por  confundirse  en 
una  sola.  (Sent.  9 abril  1872.) 

XVf.  Para  ser  apreciada  la  embria~ 
guez  como  circunstancia  atenúa  ule  no 
basta  acreditarla,  sí  no  consta  que  no  es 
habitual. — No  debe  sor  apreciada  ia  cir- 
cunstancia de  embriaguez,  cuando  no 
se  encuentra  suli  cien  le  mente  justificada, 
y aun  estándolo  «no  constando  al  mismo 
tiempo  que  este  vicio  no  fuera  habitual 
en  el  procesado.»  (Sent.  l.“de  mayo 
1872  dictada  en  recurso  de  Felipe  Cas- 
tejon.) 

XV.  Circunstancia  lA  — Obrar  por 
est imuios  tan  poderosos  que  naturalmen- 
te hayan  producido  arrebato  y obceca- 
ción.— Para  t[ue  concurra  esta  circuns- 
tancia (cno  basta  cualquiera  excitación 
ordinaria  y común  de  (as  frecuentes  en 
la  vida  social.®  (Sent.  7 junio  1873, 
dictada  en  causa  sobre  asesinato.) 

XVf.  Es  inconciliable  la  círciín5l(iíi- 
cia  IP  con  la  de  aleooslu. — La  atenúan- 
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(e  7.^,  Gonsislente  en  obrar  por  estímulos 
tan  poderosos  ijue  natii  ral  mente  hubie- 
sen prorlueido  arre  ha  lo  y obcecación,  no 
es  posible  conciliaria  con  la  concurren- 
cia lie  la  alevosía,  y no  tomándola  en 
cuenta  el  Tribunal,  no  infringe  Hicita 
circunstancia  7.®  (Sent.  8 julio  1871.) 

XVIl.  Más  sobre  arrebato  y obceca^ 
cion. — Cuando  los  iiccbos  anteriores  á 
unas  lesiones  no  son  de  los  que  sobre- 
excitan las  pasiones,  perturban  y produ- 
cen arrebata  y obcecíicion,  no  procede 
la  aplicación  de  la  circunstancia  7.®  del 

arl.  del  Código.  (Sent.  27  octu- 
bre 1871.) 

X V . M ás  doel ri n a so in-e  el  a rreh  a t o 
y obcecación  como  cirrunstancia  atenúan- 
te,  puede  acejiiar.'íe  que  lia  va  con- 
cu rn  do  en  un  Itonucidio  la  circunstan- 
cia y.“  del  arl,  9.®  del  Código  penal  vi- 
geiiie  de  iiaber  obi’íido  el  ]H'ocesado  por 
estímulos  tan  poderosos  que  natural- 
menle  le  produjeron  arreliaio  y obceca- 
ción, cuando  resulta,  según  su  misma 
í^eclaraciün  y la  de  uno  que  le  aconipa- 
iiaba,  que  él  fue  quien  provocó  la  ocur- 
rencia con  sus  Ectos  y palabras.  (Sen- 
ten  cía  13  julio  J87j.) 

NUIÍ.  Más  sobre  la  misma  cirenns- 

lancia  y.“  No  se  comete  error  de  de- 
recho por  dejar  de  tomar  en  cuenta  la 
circunstancia  7.a  en  causa  sobre  a>-esi- 
nato,  no  apareciendo  de  [os  beclios  anre- 
ciato!»  jior  la  Sala,  en  uso  de  su  exclu- 
siva competencia,  que  el  difunto  hubiere 
causado  agravio,  ni  próximo  ni  remoto, 
e ningun.i  especie  que  pudiera  perjudi- 
car al  procesado  en  ,su  persona,  honra  ó 
proptudaij  Constando,  por  el  contrario, 

que  Lsie  obro  exclusivamente  á impulsos 
chcnlt  1"“" 

esií.oni’  que  no  lia  existido 

‘^'*11'  Kilo  ninguno  püder:so  que  deri- 
va ndo  de  un  acto  inmediato  y reciente 

pudiesü  producir  naturalmente  arrebato 

y ( bacoacion  aceptable  corno  comnrendi- 

en  el  Uúm.  7.»  del  arl.  U “ d’”™"'" 
go.  ^Seut.  29  mayo  J87l.) 

de^lM-^'V  ‘lo  20  de  abril 

Hio  de  los  íundamenios  de  la  itu- 


Códi- 


proced encía  de  la  casación  que,.,.,  vi  es 
aplicable  la  círcMrísíoíicío  atenuante  de 
arrebato  y obcecación  cuando  se  admiten 
las  de  agresión  ilegilima  y falta  de  pro- 
vocación para  constituir  la  propia  de- 
fensa. 

XIX.  CímííisíoHCÍos  atenuantes  por 
analogía:  sus  requisitos. 

(iConsiderandü  que  para  apreciar  como 
circunstancia  atenúan  le  cualquiera  otra  de 
los  compreuiliilas  genéricamente  en  el  nú- 
mero 8.*  del  arl.  9.*"  del  Código  penal  relbr- 
mado,  es  nece.sario  que  re.suíie  demostrada 
la  analogía  ó igual  enlidad  de  las  que  se  ale- 
guen con  las  que  puedaii  tenerlas  especial- 
mente designadas  en  los-'^iele  núims.  auLerio- 
resdel  mismo  arlículo,  determinando  clara- 
mente íÍ  cual  de  e.'iias  .se  hace  referencia.» 
(Sent.  J 3 enero  JS73  en  causa  pnr  detención 
arJjitraria.j 

XX.  Buena  conducta,  — La  buena 
(onducta  y la  corla  duración  de  las  he- 
ridas que  se  exponen  como  circunstan- 
cias atenuantes  no  son  de  las  expresadas 
en  el  art.  9.”  de!  Código  penal  ni  análo- 
gas á las  que  señala.  (Sent.  17  enero 
de  1873.) 

XXL  Gil  'cunslancias  posteriores  á la 
comision  del  delito. — Reiteradamente  ha 
sentado  el  Tribunal  Su[ireino  no  ser 
idéntica  y de  igual  entidad  una  circuns- 
tancia posterior  á la  comisión  del  delito, 
siendo  las  establecidas  en  el  arl*  9.“  an- 
teriores ó concurrentes  en  él  únicas  que 
son  dalos  para  apreciar  la  mayor  ó me- 
nor debncuencia  de  un  acto.  (Conside- 
raodo  o."  de  la  sent.  14  enero  1873.) 

XXil.  Belractacion. — Entre  las  cir- 
cunsiaijcias  atenuantes  enumeradas  en  el 
arl.  O.'’  dol  Código  penal  nu  está  com- 
prendida la  reiraciacion  eii  juicio  de  fra- 
ses calumniosas,  ni  puede  decirse  que  es 
de  las  análogas  á que  se  reliere  el  caso 
de  dicho  artículo.  (Sent.  18  diciembre 
de  1872.)  (V.  Gai.umni.-v:  Jnjuiua.) 

XXllI,  Ba  conlesion  por  espontánea 
que  sea  no  es  circunstancia  aienuunte  por 
analogía.  Los  hechos  ó accidentes  que 
conslitugan  ¿as  circunstancias  han  de  ser 
anteriores  6 coetáneos. — Interpuesto  re- 
curso de  casación  en  causa  de  homicidio, 
como  infringido  el  arl,  82  re- 
gla 0.'^  del  Código  penal  por  no  haberse 


CÍUCÜNST.  ATENUANTES.  {Jurisp.  penal). 


eslimntlo  la  circtinstancin  atenuante  por  1 
analogía  de  confesión  espontánea^  se  de- 
clara no  haber  lugar  á su  admisión: 

«Consil lera ndfi  que  seeim  lo  dispuesto  en 
el  art  fl.”  de!  Cd  ligo  penal  ios  hechos  ó ac- 
cidentes que  coíistituyen  las  circunstancias 
atentianLes  han  de  ser  anteriores  6 coetáneos 
á ía  cotnistmi  del  delito,  y si  no  son  de  los 
que  expresamente  señale  la  ley  de  igual  en- 
tidiul  y análogos  á los  señalados. 

Considerando  que  la  circunstancia  de  la 
confesión  no  es  de  las  señaladas  por  la  ley 
ni  análogas  y se  apova  en  un  hecho  posterior 
á !n  perpetración  de!  delito.»  (Scnt.  3 mayo 
de  1S73,) 

XXIV.  En  otra  sentencia  de  26  de 
abril  de  1873  dictada  en  causa  sobre  ho- 
micidio, 0.®  considerando,  se  consigna 
igualmente  que  «ya  esta  S;ila  (la  3,“)  rei- 
teradamente ha  decidido  en  varias  sen- 
tencias que  la  confesión  no  es  circuns- 
tancia de  igual  entidad  y analogía  á las 
demás  que  se  enumeran  en  el  arl.  9,“ 
como  es  preciso  para  que  pudiera  ser  es- 
timada.* (Sent.  26  abril  1873.) 

XXV.  Poca  entidad  ‘le  la  cosa. — FjQ 
circunstancia  de  la  poca  entiilad  de  la 
co-a  no  es  de  las  comprendidas  corno 
atenuantes  en  los  nrts.  S°  y 9/  del  Có-  : 
digo  penal,  ni  tiene  relación  ni  semejan- 
za con  las  mismas,  y por  consiguiente,  , 
no  procede  aplicarla  en  este  concepto. 
Así  se  establece  declarando  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  y casando  la  sen- 
tencia que  estimaba  dicha  circunstancia 
como  atenuante.  (Sent,  4 noviem-  i 
bre  1872.) 

XX Vi.  La  misma  doctrina. — Es  in- 
admisible comprender  en  la  circunstan- 
cia atenuante  8.*  del  art.  del  Código 
reformado  la  insignificancúa  del  valor  de  ¡ 
lo  hurtado,  porque  ni  es  de  igual  enti- 
dad y analogía  á las  que  se  determinan 
en  dicho  artículo,  ni  puede  invocarse 
aun  por  equidad,  cuando  el  expresado 
Código  ha  tenido  más  en  cuenta  que  el 
de  áSoO  el  corlo  valor  para  la  imposición 
de  la  pena.  (Sents,  31  eboro  y 19  ma- 
yo 1871 .) 

XXVII.  Necesidad:  Corto  valor  de  lo  \ 
robado. — No  son  circunstancias  ate-, 
nuante»  del  delito  de  robo,  el  ejecutarlo 
dor  la  necesidad  de  alimentarse  y el  cor-  i 


lo  valor  de  lo  robado,  no  pudiendo  com- 
prenderse tampoco  entre  las  análogas  á 
que  se  refiere  el  art.  9.^  del  Código  pti- 
nal  ni  invocarse,  por  tanto,  el  caso  ü.° 
del  art.  4.*^  de  la  ley  de  casación.  (Sen- 
tencia 20  abril  187  i.) 

XX  VIH.  Imped  ir  uno  de  los  autores 
del  delito  que  se  aprave  este  con  Kit  mal 
mayor.  — Entre  las  cíi constancias  de 
igual  entidad  y analogía  á las  anieríores 


que  marca  c¡  caso  8,^  del  art.  9.*  del  Có- 


digo penal  no  se  encuentra  la  de  que 
uno  de  los  autores  del  rolio  impida  que 
los  otros  maten  al  robado;  y por  consi- 
guiente, cuando  la  Sala  sentenciadora 
no  estima,  ni  siquiera  considera  que 
haya  existido  dicha  circunstancia,  no 
comete  error  de  derecho,  ni  infringe  el 
expresado  caso  8.°  del  art.  9.°  de!  Códi- 
go (1).  (Sent.  26  diciembre  1870.) 

XXIX.  Efecto  de  una  sola  í?íVck?z5- 
ífliieírt  íiir^raüaKííf. — Por  muchas  y muy 
calificadas  que  sean  las  circunstancias 
do  atenuación  que  concurran  en  uu  he- 
cho, nunca  producen  el  efecto  de  reba- 


jar la  penalii  ad,  si  existe  una  sola  agra- 


vante. (Sent.  18  octubre  1872.) 


XXX.  Circunsln}icÍa.s  exÍ7nentes  en 
que  falta  algún  requisito:  Su  apreciación 
como  atenuantes. — El  art.  87  del  Código 
penal  reformado  no  establece  de  un  modo 
absoluto  que  los  Tribunales  hayan  de  re- 
bajar siempre  en  dos  grados  la  penalidad 
de  la  ley  en  los  casos  en  que  el  hecho  no 
fuere  del  todo  excusable  por  falta  do  al- 
guno de  los  requisitos  que  se  exigen  pa- 
ra eximir  de  responsabilidad  criminal, 
sino  que  lo  deja  á su  apreciación  para 
que  puedan  imponer  la  pena  que  estimen 
correspondiente,  atendido  el  número  y 
entidad  de  los  requisitos  que  fallaren  ó 
concurriesen  de  los  que  señala  el  art.  8,° 
del  Código  para  dicha  exención.  {Sen- 
tencia 5 abril  1871.) 

CIRCUNSTANCIAS  AGRAVANTES.  Son 

taxativamente  veintitrés,  conforme  al  ár- 
tica lo  10  de!  nuevo  Código,  los  casos  de 
agravación  que  pueden  concurrir  en 


(1)  Conveniente  seria  que  esta  circunstan- 
eia  Gguraso  eo  tórminos  gonórlcos  entre  lag 
atenuantes. 
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los  delitos^  con  la  parliciilaridad  de  que 
algunos,  el  i.®,  5.^,  lo  y 17,  pueilen 
la !u bien  ser  apreciados  como  atenuantes, 
atendida  ia  naturaleza  y los  efectos  ó ac- 
cidentes del  delito  (I). 


CÍPiCUNST.  AGRAVANTES.  {Jurisp.  penal.) 

Comparado  este  art.  10  con  el  del  Có- 
digo de  18ü0,  encontramos  algunas  im- 
portan tes  direreiicias  que  consisten  en 
que,  por  el  vigente  so  señalan  iaxalíva- 
7nen(e  las  23  circunstancias  agravantes; 
en  que  so  modiücan  ó amplían  la  la 
4.'"  y la  io;  en  que  se  deíiue  mejor  ia 
concurrencia  do  la  alevosía,  y en  que 
aparecen  dos  que  no  figuraban  en  el 
Código  ilerogado  que  sen:  (a  o. ''sobre  im- 
prenta y ia  23  sobre  vagancia,  aparecien- 
do ea  cambio  suprimidas  la  1 1 y la 
Por  lo  demás,  teniendo  en  cuenta  lo 
dispuesto  en  el  arl.  79,  no  deberán  apre- 
ciarse aquellas  circunstancias  agravantes 
que  por  sí  mismas  constituyeren  un  de- 

llTn  I . k Vi  n -I  A ^ ^ ^ I ..  I r 


(J)  Dice  así  el  art  10  del  Ci'idigo: 

• Art.  10.  San  cirouiistanRias  agravantes: 

1. "^  Ser  el  agraviado  cányuge  ú ascendiente, 
d/’sri'nditífitc , hermano  legítima,  natura!  ó 

adufUivo,  ü afin  en  lus  mismos  grados  del 
ofensor. 

L>la  circunstaneia  la  tomarán  en  considera- 
ción los  Trihunalcs  para  apreciarla  como  agra- 
vante ú atenúan  le,  según  la  naturaleza  v ios 

cfcclus  del  tlelilo. 

2. ^  iijeculíir  el  hecho  con  alevosía. 


Hay  ale.vosíaciiando  el  culpaLIo  comete  cual-  ] quo  pui  si  iiiisuiüS  consiliuycrsn  un  de- 

^1  ^ ^ 03  ulIíIü3  conifii  Ui^  porsofitis^  cin*  lito  O^Oí^Piilmí^níp  npnniln  ninr  lu  Litr  a 
plean  h,  medios,  modos  ó formas  en  la  ciecu- ! c^peCiaimtíiltí  penado  por  la  ity  o 


Ploan  lo  medios,  modos  ú formas  en  irejecu- i' ' . ® 

oon  que  liendau  directa  y cspocialmentB  á 9'**^  ItaVü  expresado  al  describirlo  y 
a.'ícgtirarla,  .sin  riesgo  nara'sii  nersoua  íth.^  ' penarlo,  ni  las  de  tal  manera  inherentes 

al  delito^  que  sin  la  concurrencia  de 
ellas  no  puiliera  cometerse»  regla  justa  y 

equitativa,  pero  de  dílícii  apreciación  en 
muclios  casos. 

Veamos,  sobre  todas  ó la  mayor  parte 
de  las  circunstancias  agravantes,  la  im- 
parlante doctrina  consignada  por  el  Tri- 


a.<cguriirl;i,  .sin  riesgo  jiara'sii  persona,  que 

procrdii  de  la  defensa  que  pudiera  hacer  el 
ofeudidn, 

y ■*  Cometer  el  delito  mediante  precio,  rs- 
conipcnsa  ó promesa. 

4 Ljecuiarlo  por  medio  de  inundación,  in- 
endio,  vt:ni-no,  esphosion,  varamiento  de  nave 
avena  c,iu.-!,ada  de  propósito,  dcscarrilamicn- 
jo  lio  IdCiMiioiura,  ó del  uso  de  otro  artificio 
ocas  minuto  á grandes  estragos. 

llealizar  el  d-dito  por  medio  de  la  im- 


Iireniii,  liUigpifia,  f'>tMgrarfa  n otro  medio  aná- 
logo que  fimi  lito  la  puhlirhlad. 

ri  n V bi  lomarán  en  considera- 

' í nluinales  para  apreciarla  como  agra-  I . circun.siancia  ia  lomar.in  en  considera- 

cf<  c tusóle ‘ y ios  ’ ^,'y»  lo=  Tribunales,  según  las  circunstancias 

i?-.,., aínr-'^^  y y 


d mayor  pena,  ó jior  dos  ó más  delitos  á que 
aquella  señale  pena  nietior.  ^ 

iista  cirourislancia  ia  lomar.in  en  considera- 


h.  Alimentar  deliberadamente  el  mal  del 
delito,  cau.sando  otros  males  Innecesarios  para 

prenied ilación  conocida 

0 ^ Kmplear  a.U  iicia,  fraude  ó disfraz. 

dinnn  emplear  me- 

Oio  <]nr  (It^biiiií*  líj  ilufensa. 

1 u . o 1>  ra  r cu  n a ) 1 u .‘i  o d e co  n fi  a n za. 

g.> 

Cimí,>  que  concurran 

anadan  la  ignominia  á Jos 

tu  Gtijs  pro|uos  ilijl  licc!io. 

dio'’■m';ir;n^^’'‘'  ocasión  de  incen- 

tíim  njotr.ig,o  u otra  c iiamidad  d desgracia 

J f.  Kjecularlo  con  auxilio  de  gcrile  armada 
íinj'uli’ilur.''  proporcionen  la 

Jespobladoy 

cinifw  tomarán  en  considera- 

c;;i  dd!;:.-  y ac- 
ia ia 

rio^menVÍT-f/i*',-  •'■^stigado  el  culpable  ante- 

1 r delito  a que  la  ley  señale  igual 


del  delito. 

id.  Ser  reincidenle. 

Hay  reincidencia  cuando  al  ser  juzgado  el 
culpable  por  un  delito,  estuviere  ejecutoria- 
memo  condenado  por  otro  cumprendido  en  el 
mismo  LUulo  de  este  Código. 

id.  Loraeicr  el  dt-liio  l-u  lugar  sagrcTde,  en 
los  palacios  de  las  COrtes  ó leí  jefe  del  Estado 
ó en  la  presencia  do  éste,  ó donde  la  auLuridad 
publica  se  halle  ejerciendo  sus  funciones. 

-U  Ejecutar  el  lioulio  con  orensa  li  dospre- 
CIO  dol  1 espeto  que  por  la  dignidad,  edad  ó 
se.xo  mereciere  el  orondido,  ó en  su  morada, 
cuando  no  haya  provocatlo  el  sucoso. 
ibjecuLirJfj  Culi  eácalarnioniu, 

>13  csca luni ¡en lo  cuando  si  entra  nor  una 
Via  que  no  sea  la  d.slinada  al  efecto.  ^ 

toon  . rompí mÍLMi lo  de  pared, 
ventuna's'^''  '^*'  ''^''’  ^ tractura  do  jiuertas  ó 

Ser  vago  el  culp,aljle. 

.-c  en  lien  de  por  vago  el  que  no  posee  bienes 
o ron  Las, ^ 111  t'j.’rce  h i|i¡iu.jlan'rUo  profesión, 
-ríe  u olicnj,  ni  tiene  empleo,  destino,  inilus- 
ria,  ocupación  licita  ó algiui  otro  medio  legíti- 
mo y conocido  de  suhsistencia,  por  más  que 
sea  casado  }•  con  domicilio  fijo.» 
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bu  nal  Supremo  en  los  recursos  de  ca- 
sación. 

J . Parenlesco  del  ofensor  con  el  ofen- 
dido: Esla  circunstancia  debe  apreciarse 
como  agravante,  ó en  su  caso  como  ate- 
'nuaníe,  según  el  núm,  del  art,  10  del 
Código^  y dejando  de  hacerlo  en  uno  ú 
otro  sentido^  se  infringe  dicho  articulo  y 
caso  1.",  incurriendo  en  el  error  de  de- 
recho del  párrafo  5.'^,  arl.  4."  de  la  ley 
de  casación, — En  causa  seguida  a Jua- 
quin  Serrano  por  lesiones  á su  cuñado, 
JM áreos  López,  se  casa  y anula  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia  en  virtud  de  re- 
curso interpuesto  porel  Ministerio  fiscal: 

«Gon.siílerando  que  es  circunstancia  agra- 
vante ser  el  agraviado  cónyuge  ó ascendien- 
te, (lescendíente,  lieriiiano  legítinio,  natural 
ó adoptivo,  ó aíjn  en  los  niistnris  grados  del 
oíensor,  y esta  circunstaacia  es  alenclible 
por  los  Tríhuüales  para  apreciarla  corno 
agravante  ó líteuiiacle  según  la  naturaleza  y 
electos  del  delito,  en  conformidad  al  núme- 
ro 1."  del  art.  10  del  Có-fígo  penal: 

Considerando  que  liahiendo  lesionado  Joa- 
quín Serrano  á su  cuñado  Múreos  López, 
según  se  reliere  en  la  sentencia  contra  la 
que  se  lia  recurrido,  lia  dclÚLlo  apreciar 
aquella  circunstancia  de  parentesco  por  aíí- 
uidad  por  iiailarse  dentro  de  los  inismosgra- 
dos  que  lo.s  liennaiios: 

Considerando  que  habiendo  omitido  la  Sa- 
la sentenciadora  calificar  la  circunstancia  di- 
cha, [¡a  incurrido  en  error  con  referencia  al 
caso  5.“  del  art.  4.°  de  la  ley  sobre  casación 
criininnl,  é infringido  eJ  miivi.  I."  del  ar- 
ticulo ;l(j  y regla  4.“  del  82  del  Código  cita- 
do.» (Sent.  2S  junio  JS72.) 

ir.  Otro  caso.  Cuando  supuesto  el 
paren  leseo  del  ofensor  con  el  ofendido  no 
se  loma  en  consideración  esta  circuns- 
la  lina,  como  alenuanle  a agravante,  se 
injnngeel  arl.  10,— Procesado  Francis- 
co Gai  get  por  muerte  causada  á un  cu- 
fiado suvo,  la  Audiencia  da  Barcelona 
dictó  sentencia  calificando  los  hechos  de 
boinicidio  frustrado  sin  circunstancias 
aprociables,  y condenando  á Jiaiget,  su 
autor,  á ocho  años  y un  dia  de  prisión 
mayor  etc.  Contra  esta  sentencia  inter- 
puso en  forma  recurso  de  casación  el 
Ministerio  íiscal,  y es  estimado  por  el 
Tribunal  Supremo,  casando  y anulando 


la  sentencia.— Hé  aquí  textualmente  Ies 
fucdamenlos: 

«Considerando  que  es  prncedenle  el  re- 
curso de  casación  de  una  sonteocía  por  in- 
fracción dé  ley  cuando  en  aquella  se  comete 
error  de  derecho  en  alguno  de  los  cinco  ca- 
sos que  taxativamente  se  marcan  en  el  ar- 
tículo 4.“  de  ja  ley  do  18  de  junio  de  ÍS70 
sobre  csUibiecimieiito  de  la  casación  crimi- 
nal, cnlre  Io.s  que  se  cuenta  el  que  .se  reliere 
á la  calilicacion  que  debe  Incerso  de  las  cir- 
cunstancias agravantes,  alenuanle?,  ó de 
exención  de  responsabilidad; 

Considera  o do  que,  conforme  ^ ia  dispues- 
to en  el  arl.  tO  dcl  Código  penal  vigente,  es 
circunstaacia  agravante  la  de  ser  el  agravia- 
do cónyuge  ó asccfidieiite,  descendiente, 
hermano  legítimo,  natural  ó adoptivo  ó aíin 
en  los  mismos  grados  que  el  ofernsorj  y ijue 
cuando  concurra  esta  circunslancía  en  la 
ejecución  de  un  licclio,  deberán  tomarla  en 
consideración  los  Tribunales  para  apreciarla 
como  agravante  ó corno  atenuante,  según  la 
naturaleza  y ios  efectos  del  delito: 

Considerando  que  de  los  datos  consigna- 
dos y ailmitidos  como  probados  por  la  Sala 
de  lo  criminal  de  ia  Aud¡fi:ic¡a  de  liarcelona 
resulta  que  Francisco  Ü.iiget  y Pedro  Mas- 
deu,  ofensor  y ofendido  en  e.sta  can.sa,  eran 
cuñados,  y que  dicha  Sala  debió  haber  ex- 
presado en  su  sentencia  el  mérito  y aprecio 
que  dispensaba  á esta  circunstancia  y no  ija- 
ber  liecho  caso  orni.so  de  rila: 

Y considerando  que  a)  declarar  que  el  iie- 
clio  que  ha  motivado  o.sle  procedímtento 
conslilLiye  el  delito  de  homicidio  frustrado, 
sin  la  concurrencia  de  ninguna  circunstan- 
cia alennante  ni  agravante,  ha  infringido  el 
citado  art,  10,  é incurrido  en  el  error  de  de- 
recho que  señala  el  caso  ilel  arl.  4.*^  de 
ia  citada  ley  de  18  de  junio  de  1870,  por  no 
haber  liecho  la  calilicacion  legal  de  las  cir- 
ciiDatancias  que  concnrri--ron  en  el  delito 
según  Ijs  datos  con.'^ignad  »?  en  la  senlen- 
cia.»  {Sent.  J9  iiovicmln  c 1872  ) 

III.  La  circiinslancia  de  ser  el  ofen- 
sor marido  de  la  agraviada,  apieciada 
como  circunstancia  agravante  en  el  de- 
lito de  lesiones. — La  Audiencia  de  Zara- 
gozo  impuso  á Agnsiin  A raso  5 meses  de 
arresto  mayor  con  arreglo  aJ  art.  4113  y 
circunstancia  1.*^  del  Í0,  por  lesiones 
causadas  á su  esposa  siendo  reincidenle. 
Se  interpuso  recur.so  de  casación,  ale- 
gando que  en  el  hecho  objeto  de  esta 
causa  el  parentesco  debió  haberse  apre- 
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cindü  como  circunít  inci,!  alenuanle,  pe- 
ro el  Trilinnal  Supremo  declara  no  haber 
lui^jar  á su  adinisiüíi.  Su  único  conside- 
rando dice  así; 

«Considerrindo  rpie  según  dispone  la  ley 
do  -18  (1(3  junio  rio  1.S70,  el  Tribunal  Supremo 
tiene  que  aceptar  los  hechos  como  vengan 
consignado.s  y dados  como  probados  eu  la 
sentencia  recurridii,  y que  con  arregio  á e.s- 
tos  la  natn raleza  y (decto  del  delito  Ja  Sala 
sentenciadora  dentro  de  sus  atribuciones^ 
ha  apreciado  como  cirminstancía  agravante, 
la  de  ser  C(^jnyi]"n.  Je  la  agraviada  ¡3I  recur- 
rente. (Scnt.  S julio  1873.) 

IV.  En  el  osesinuío  de  un  yerno  á 
su  suegra  no  puede  menos  de  estimarse 
como  circnustancia  agravtinle  el  pareii- 
leseo. — En  c.iusa  sobre  asesinato  causado 
por  u.i  yerno  á su  suegra,  la  Sala  en  su 
fallo  consideró  romo  circunstancia  agra- 
vante el  parentesco  de  la  culpable  con  su 
víctima;  y como  en  el  recurso  de  casa- 
ción se  sostuvo  que  tal  circunstancia  no 
era  ngrnvanio,  el  Tribunal  Supremo  esti- 
ma que  sí  loes  en  delito  deesia  naturaleza: 

«Considerando que  es  indudable  la 

concurrencia  de  la  única  circunstancia  oigra- 
vanleqee  (laaprecia.lo  laSaia  .scnl(3üciadur;!, 
(fue  es  la  l.“  del  arf.  iO;  porque  e!  procesa- 
d()  es  para  los  efectos  de  la  ley  descendiente 
aíin  de  la  ol'endidi,  y que  no  puede  apre- 
ciarse segiHi  los  principios  ele  rnorai  y de 
razón  que  tal  circunstancia  sea  atenuante, 
según  Se  prelfoide  por  e!  recurrente,  eu  los 
delitos  en  ejue,  como  este,  se  dirijan  á ¡irivar 
de  !a  vida  á la  persona  respetal)le  de  un  as- 
cemlienle  por  alinidad,  que  asimila  la  ley  al 
que  lo  es  por  la  naturaleza  (1).  [Sent.  24 
mayo,  4."  coiisidcraiulo.) 

V.  Con ¡f  ages  separados:  La  circuns- 
tancia agraoante  de  ser  el  ofendido  cóti- 
¡pige  del  ofensor,  no  deja  de  serlo  por  no 
vivii  juntos  los  esposos. — Así  lo  establece 
iJechirando  no  haber  lugar  á la  admisión 
del  recurso  iuterpuesto  por  iMagin  For- 
tuny: 

«Considerando  que  por  el  art.  to  del  Có- 
digo penal  en  su  caso  l.°  se  estima  como 
circunstancia  agravante  la  de  ser  el  ofendido 


circunstancia  apravanle  l.*(artíco- 
10  11  ji  (ísiiiii  con  efecto  asimilados  los  pan  en- 
tís  If’Kitimos,  naiaralüs,  adoptivos  ó afiaes: 

aparta  de  esta  regla  rn  el 

art,  417  en  que  define  y castiga  el  parricidio. 


cónyuge,  sin  distinguir  ni  e.xpresarque  estén 
ó DO  reuiiido-S; 

Considurando  que  el  presente  rccur.sosc 
funda  para  su  interposición  en  que  no  es  de 
apreciar  k circunstancia  de.  ser  cónyuge  el 
agraviado  por  no  vivir  juntos: 

Considerando  que  esta  separación  no  hor- 
ra ni  destruye  el  carácter  que  imprime  el 
matrimonio,  y ían  marido  y mujer  siguen 
simulo  el  prucn.sado  y la  agraviada  como  s¡ 
vivieran  remii-los: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  estimar  la  expresada  agravación,  lo  ha 
hecho  con  arreglo  á los  iiechos  probado.'!,  y 
que  por  consiginonlo  la  infracción  alegada 
no  se  halla  cmnprentlida  en  el  caso  5.®  del 
art.  4.®  de  la  ley  de  IS  de  junio  de  1870.» 
(Scnt.  8 noviembre  1S73.) 

VI.  Alevosía  y abuso  de  superiori- 
dad: En  la  apreciación  de  la  cireun.stun- 
CKi  de  íi/í*po,5ííi  eshi  ya  comprendida  la 
de  abuso  de  superioridad,  y se  covietc 
error  de  derecho  apreciándolas  como 
dos.  — En  causa  de  muerte  seguida  por 
la  Audiencia  de  Barcelona,  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  en  beneficio  de  los  reos 
recurso  de  casación  fundado  en  el  ca- 
so 5.®  (leljirt,  4.°  de  la  ley  lie  18  de  ju- 
nio de  1870,  citando  como  infringido  el 
art.  10,  Dúm.  9 del  Códi  go  penal,  por 
iiabcrse  apreciado  la  circunstancia  de 
alevosía  y estimar  además  como  agra- 
vante genérica  la  do  abuso  de  superio- 
ridadj  sin  tener  en  cuenta  que  en  aque- 
lla está  comprendida  ésta.  El  Tiábunaí 

Supremo  casa  y anula  la  sentencia  de  la 
Audiencia; 

«Consideran tío que  habió ndo.se  apre- 

ciado en  la  sentencia  la  circunstancia  agra- 
vante de  alevosía  por  la  concurrencia  de  los 
cuatro  procesados  y agresión  sorprendiendo 
al  rriuxa  dormido,  no  es  procedente  esti- 
mar a la  vez  la  de  abuso  de  superioridad, 
porque  en  aquella  esta  comprendida  esta. 

Y considerando,  por  lo  tanto,  que  al  apre- 
ciar estas  do.s  circunstancias  agravante.^,  la 
bala  sentenciadora  en  e!  ca.so  de  ñutos  ha  in- 
currido en  error  comprendido  en  el  caso  5." 

! r casación  criminal  é 

infringido  el  número  0.”  del  art.  10  del  Cii- 

digo  penal.  {Scnt.  21  agosto  1873.) 

VTI.  Alevosía  en  el  homicidio.  — 
No  cabe  la  alevosía  en  el  homicidio  sin 
constituir  el  delito  de  asesinato.  (Son- 
teneia  13  noviembre  1871.) 
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ser  esta  manifiesta  según  los  méritos  de 
los  autos,  y faltando  esta  prueba  no  pue- 
de apreciarse : 2'entafiva  de  particidio 
por  envenenamiento  de  una  mujer  á su 
marido:  Diferencia  entre  la  tentativa  de 
delito  y la  proposición. — A consecuen- 
cia de  iiaber  aparecido  muerto  D.  José 
Malos  violeniaraenie  y por  efecto  de  le- 
sión en  la  cabeza^  se  formó  la  corres-  ■ 
ondieote  causa  por  el  Juzgado  de  Las 
almas,  de  la  que  aparecían  indicacio- 
nes contra  varias  personas  y aun  contra 
su  mujer  Doña  Patrocinio  Navarro,  ha- 
biendo resultado  á la  vez  que  en  1866, 
la  Doña  Patrocinio  intentó  envenenar  á 
su  marido  Matos,  y que  éste  suscribió 
una  denuncia  criminal  de  que  no  se  dió 
cuenta  por  convenio. 

AbsueitaDoña  Patrocinio  de  la  instan- 
cia por  el  delito  de  homicidio,  y conde- 
nada por  el  de  tentativa  de  envenena- 
miento á su  marido  (parricidio)  con  las 
circunstancias  agravantes  4.*  y 7. 3,  en 
diez  años  y un  dia  de  prisión  mayor,  ac- 
cesorias y parte  de  costas,  interpuso  re- 
curso de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos: 1.”  el  art.  417  del  Código  penal 
por  haber  calificado  mal  el  delito:  el 

artículo  en  cuanto  se  refiere  á la  par- 
ticipación que  se  supone  á la  procesada 
en  la  comisión:  3.®  elart.  10  circunstan- 
cias 4.®  y 7 “ por  no  haber  concurrido: 
y 4.°  los  arts.  62,  67,  76  y 82  por  ha- 
berse impuesto  pena  mayor  que  la  cor- 
respondiente.— El  Tribunal  Supremo 
estima  en  parte  el  recurso  en  estos  tér- 
minos. 

«Considerando  que  según  el  párrafo  ter- 
cero del  art.  3.**  del  Código  penal  vigente', 
existe  teniativa  de  delito  cuando  el  culpable 
da  priocipio  ó su  ejecución  directamente  por 
hechos  externos,  y no  practica  todos  los  ac- 
tos que  debieran  producirlo  por  causa  ó acci- 
dente que  no  sea  su  propio  y voluntario 
desistimiento;  y que  con  arreglo  al  párrafo 
tercero  del  art.  4.“  de  dicho  Código  existe  la 
proposición  cuando  ei  que  lia  resuelto  come- 
ter el  delito  propone  su  ejecución  á otra  ú 
otras  personas: 

Considerando  que  de  los  hechos  consigna- 
dos y admitidos  como  probados  por  la  Sala 
de  justicia  de  la  Audiencia  de  Canarias  apa- 
rece justificado  que  Doña  Patrocinio  Navarro 
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y Toro,  que  se  hallaba  separada  de  su  ma- 
rido, entregó  4 la  criada  de  este  María  Diaz 
Hidalgo  unos  polvos  para  que  los  echara  en 
la  sopa  que  había  de  servirle,  diciéndole  que 
eran  polvos  de  amor;  y que  resultando  des- 
pués que  los  referidos  polvos  conlenian  ve- 
neno, esta  acción  constituye,  no  una  pro- 
posición de  delito,  porque  no  solamente 
propuso  á otra  persona  que  matara  á .su  ma- 
rido, sino  que  para  que  esta  lo  realizara  lo 
entregó  con  eugaño  los  medios  con  qne  de- 
bía ejecutarlo  y que  liabian  do  producir  el 
delito;  y que  si  este  no  se  consumó,  el  de- 
sistimiento que  impidió  llevarlo  á cabo  no 
fuó  propio  y viduiUario  de  Doña  Patrocinio, 
que  lo  proyectó  y que  por  su  parte  había 
dado  principio  á la  ejecución  del  hecho,  sino 
que  provino  de  otra  causa  disliuta  y ajena  á 
la  voluntad  de  la  misma,  por  lo  que  viene  á 
constituir  tentativa  de  delito: 

Considerando  que  hallándose  castigado  el 
delito  de  parricidio,  que  es  el  de  que  se  trata 
en  la  causa  que  ha  dado  origen  ai  presente 
recurso,  con  la  pena  de  cadena  perpétua  á 
muerte,  según  las  prescripciones  del  art.  417 
del  citado  Código,  más  beneficiosas  para  los 
procesados  que  la  del  332  de!  de  1830,  y que 
bajando  dos  grados  esta  penalidad  para  los 
autores  de  tentativa  por  lo  prevenido  en  el 
artículo  67,  corresponde  imponer  á estos  el 
presidio  mayor  en  toda  su  extensión,  que  se 
convierte  en  prisión,  caso  de  sor  mujer  la 
delincuente,  según  el  art.  96; 

Considerando  que  en  ei  hecho  de  auto.s, 
como  es  de  ver  por  los  referidos  datos  con- 
sígnados  y admitidos  como  probados  en  la 
sentencia  contra  la  cual  se  recurre,  concurre 
la  circunsluncia  agravante  4.®  del  art.  iO, 
puesto  que  se  hizo  uso  de  polvos  que  apare- 
cen venenosos;  pero  que  no  aparece  tan  jus- 
tificada ia  7.®  del  propio  arlículo,  poraue  no 
existen  méritos  para  juzgar  el  grado  de  pre- 
meditación que  pudo  preceder  al  acto  de  la 
entrega  de  Jos  polvos,  ni  s¡  esta  fué  tan  co- 
nocida como  la  ley  exige  para  que  pueda 
ser  fiaiiíicada  como  circunstancia  agravante, 
resultando  que  en  ia  comisión  de)  delito  que 
se  persigue  existió  solo  una  circunstancia 
: agravante: 

Considerando  que  liabiéndose  apreciado 
por  la  Sala  sentenciadora  como  circunstan- 
cias agravantes  las  dos  de  que  se  hace  refe- 
rencia, y aunque  por  ello  no  haya  infringido 
el  art.  82,  teniendo  presente  su  regla  6.  , ni 
el  citado  artículo  10  por  la  apreciación  déla 
circunstancia  4.®,  lo  ha  infringido  en  cuanto 
á la  apreciación  de  la  7.*,  suponiéndola  jus- 
tificada, sin  manifestar  si  reúne  todos  los  re- 
quisitos que  la  ley  exige  para  que  lo  sea: 
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Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que 
si  bien  Ja  mencionada  Sala  do  justicia  de  la 
Audiencia  de  Canarias  no  lia  incurrido  en 
los  errores  de  derecho  que  expresan  los  ca- 
sos 1.*  Y 4.®  del  art.  4."  de  la  ley  de  casa- 
ción, y que  sirven  de  fundamento  a)  recurso 
de  la  referida  Doña  Patrocinio  Navarro,  pi 
infringido  ninguno  de  los  artículos  del  Códi- 
go por  la  misma  citados,  ha  incurrido  sí  en 
parte  en  el  error  del  caso  5."  del  mismo  ar- 
tículo 4,*,  por  el  hecho  de  haber  admitido 
también  como  agravante  la  circunstancia  de 
premeditación,  que  no  aparece  si  es  tan  co- 
nocida como  la  ley  requiere;  y declarando 
subsistentes  dos  circunslancias  de  agrava- 
ción, no  resultaudo  más  que  una,  ha  infrin- 
gido solo  en  este  concepto  el  repetido  ar- 
ticulo 10; 

FalJaiiios  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  no  há  lugar,  en  cuanto  al  primero 
y segunde  motivo,  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  infracción  de  ley  contra  la 
senlencia  dictada  por  la  Sala  de  justicia  de 
Ja  Audiencia  de  Canarias  en  12  de  octubre 
de  1872  en  causa  coulra  Doña  Patrocinio  Na- 
varro y Toro  y otros  por  homicidio  y tenta- 
tiva de  parricidio  contra  el  marido  de  aque- 
lla; y que  há  lagar  á dicho  recurso  en  cuan- 
to á una  parle  del  tercer  motivo,  ó sea  por 
haber  estimado  dos  circunstancias  agravan- 
tes, no  habiendo  sulicieotemente  justílicada 
más  que  una:  casamos  y anulamos  etc.» 
(Seat.  18  marzo  ISTIl.) 

Allí.  Más  sobre  premeditación  co-- 
nocida.  Su  cafifcacion  y la  de  alevosía, 
Jüxiste  premeditación  cuando  aparece 
probado  (¡ue  se  había  concebido  el  delito 
tiempo  antes  de  su  ejecución. — Se  decla- 
ra no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  sentencia  de  muerte  pronunciada 
por  la  Audiencia  de  Mallorca  contra  Vi- 
cente Serra: 

«Considerando  que  de  los  hechos  consig- 
nados y admitidos  como  probado.*}  por  la  Sa- 
la de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Mallorca, 
resulta  que  el  delito  de  que  se  trata  en  el 
presento  recurso,  es  un  asesinato  coinelído 
en  la  persona  de  Vicente  Yern,  por  haber 
concurrido  en  su  ejecución  las  circunstan- 
cias de  premeditación  couoc'da,  justificada 
por  la  propia,  aunque  tardía  confesión  del 
reo,  que  raanilesld  expontán  a y libremente, 
sin  premia  de  i.ingun  género,  que  hacia 
tiempo  se  liubia  propuesto  acabar  con  su 
cuñado,  si  le  era  posible,  si  bien  añadiendo 
que  obró  con  obcecación  por  los  insultos 
que  de  éste  recibía,  y la  de  alevosía,  por 


constar  dei  mismo  modo  que  para  hacerlo 
empleó  todos  los  medios,  modos  y formas 
que  tiendan  directa  y especialmenle  á ase- 
gurarla sin  riesgo  para  su  persona,  que  pro- 
cediera de  la  defensa  que  pudiera  hacer  el 
ofendido,  como  fué  el  llevar  ó este  engañado 
bajo  un  pretexto  falso,  y que  le  hacia  ir  con 
Ja  mayor  confianza  por  la  promesa  de  algún 
lucro,  prevenirse  de  un  garrote  que  ocuUó  y 
volvió  á tornar  después  en  el  camino,  colo- 
carse detrás  del  ofendido,  elegir  un  sitio  á 
propósito,  y cuando  iba  marchaudo  descui- 
dado asestarle  un  golpe,  derribarlo  en  una 
acequia,  y por  último,  impedirle  salir  de  ella 
repitiendo  los  golpes  hasta  que  se  le  rompió 
el  garrote  en  dos  pedazos  que  tuvo  cuidado 
de  ocultar: 

Considerando  que  de  los  mismos  hechos 
consignados  y admitidos  como  probados  en 
la  sentencia,  aparece  que  el  único  autor  de 
este  atentado  lo  fué  Vicente  Ferrar  y Serra; 
que  de  igual  manera  lo  confiesa,  así  como 
que  á nadie  había  manireslado  su  pensamien- 
to, sin  embargo  de  haber  estado  negativo  al 
principio  y por  nuiclio  tiempo,  valiéndose 
para  ocultarlo,  y ocultándose  después  61  mis- 
mo, hasta  que  fué  preso  por  la  guardia  civil: 

Considerando  que  este  delito  se  castiga 
con  la  pena  de  cadena  temporal  en  su  grado 
máximo  á muerte,  según  el  art.  418  dcl 
Código  reformado  en  1370,  y con  la  de  ca- 
dena perpétua  á muerte  con  arreglo  al  333 
del  antiguo  de  18a0: 

Considerando  que  según  aparece  de  los 
mismos  heclios  consignados  y admitidos  de 
que  queda  hecha  referencia,  no  concurrió  en 
la  comisión  de  este  delito  ninguna  de  las  dos 
circunstancias  atenuantes  que  se  alegan  en 
el  recurso,  de  obcecación  y arrebato  la  una, 
y de  no  haber  tenido  el  procesailo  iulencion 
de  causar  la  muerte  de  su  cunado,  la  otra: 
no  la  primera,  porque  ni  en  el  dia  de  la  eje- 
cudoD  de)  crimen,  ni  en  muchos  otros  an- 
teriores, había  mediado  entre  ellos  disputa 
alguna,  constando,  por  el  contrarío,  que  se 
trataban  con  armonía  después  de  la  última 
que  tiabían  tenido:  tampoco  la  segunda,  esto 
es,  la  de  no  haber  tenido  íutencion  de  causar 
la  muerte,  porque  resulta,  según  su  propio 
dicho,  que  aunque  no  lo  dejó  muerto  en  su 
concepto,  su  intención  fué  acabar  con  él, 
probándose  también  con  la  repetición  de  ios 
golpes  que  le  dió: 

Considerando  que  por  el  contrario  existen 
justificadas  las  circunslancias  agravantes  de 
ser  el  agresor  cuñado  del  ofendido,  y haber 

aquel  elegido  la  noche  para  llevar  á cabo  su 
iutenlo: 

\ Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que 
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la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en  los 
errores  de  derecho  comprendidos  en  los  ca- 
sos y íí."  del  art.  4."  de  la  ley  de  18  de 
iuiiio  do  1870,  ni  infringido  por  lo  tanto  el 
artículo  82  y demás  disposiciones  del  Código 
que  se  cita; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
■en  la  sentencia  de  muerte  pronunciada  por 
la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Ma- 
llorca contra  Vicente  Ferrer  y Serra.?)  {Sen- 
tencia 15  noviembre  1871.) 

IX.  Premediíacio7i  en  el  robo  y hui'- 

— Declarando  que  la  Sala  sentencia- 
dora ha  incurrido  en  el  error  de  dere- 
cho que  expresa  el  caso  5.°,  arl.  4.*’  de  la 
ley  de  18  de  junio  de  1870,  é infringido 
el  núm.  7.°  del  art.  10  del  Código  penal, 
se  casa  y anula  la  sentencia  dictada  en 
causa  sobre  robo: 

«Considerando  que  no  producen  el  efecto 
de  aumentar  la  pena  las  circunstancias  agra- 
vantes de  tal  manera  inlierentes  al  delito, 
que  sin  la  concurrencia  de  ellas  no  pudiera 
cometerse,  según  so  previene  en  el  art,  79 
del  Código  penal; 

Considerando  que,  según  los  heclios  con- 
signados y admitidos  en  la  sentencia  recurri- 
da, si  bien  entre  ios  dos  procesados  Agustin 
Orlíz.  y Federico  Valdeolmos  se  habló  con 
algunos  dias  de  anticipación  sobre  el  robo  de 
que  se  trata,  no  aconiaron  su  ejecución  ni 
los  medios  de  realizarla  hasta  el  mismo  día 
9 de  abril  de  1871  en  que  tuvo  lugar  el  deli- 
to, y se  amplió  el  convenio  á otras  personas: 

Considerando  que  este  acuerdo  ó conve- 
nio es  el  que  ordinariamente  celebran  entre 
sí  las  personas  que  lian  de  ejecutar  reunidas 
un  determinado  acto,  y que  sin  él  no  habría 
podido  cometerse  el  delito  por  que  se  proce- 
de: que  no  constituye  la  premeditación  co- 
nocida comprendida  en  el  núm.  7.*,  art.  10 
del  Código  penal;  y que  habiéndola  tomado 
la  Sala  sentenciadora  como  circunstancia 
agravante,  ha  infringido  esta  disposición  ¡e- 
cai  é incurrido  en  el  error  que  expresa  el 
caso  5.‘,  art.  4.''  de  la  ley  de  18  de  jumo 
de  1870.»  (Sciit.  15  febrero  1873.) 

X.  Circunstancias  agravantes  9."  y 
20:  .4 iluso  de  superioridad:  Ofensa  del 
respeto  debido  por  la  dignidad  edad  ó 
seseo...  Según  el  art.  79  del  Código  pe- 
nal en  ningún  caso  pueden  producir  el 
efecto  de  aumentar  la  pena  aquellas  cir- 
cunstancias que,  aunque  designadas  ge- 
neralmente como  agravantes  en  el  ar- 


ticulo 10,  son  de  tal  manera  inherentes 
al  delito,  que  sin  la  concurrencia  de  ellas 
no  pudiera  haberse  cometido.  Esta  doc- 
trina la  vemos  aplicada  en  los  siguientes 
considerandos; 

«Considerando  que  siendo  evidente,  según 
los  datos  consignados  en  la  sentencia,  que 
el  procesado  después  do  algunas  palabras 
insultantes  que  mediaron  enlre  él  y Josefa 
Rodrigue?.,  echó  mano  de  una  navaja  que 
llevaba,  causando  á esta  la  lesión  de  que  ta- 
lleció, se  deduce  que  el  uso  de  diclia  arma 
fué  el  medio  necesario  de  que  se  valió  para 
herirla  tan  inherente  al  hecho  ejecutado, 
qne  sin  él  no  hubiera  podido  cometerse;  y 
que  por  tanto  la  circunstancia  de  que  fuese 
mujer  la  lesionada  y hombre  el  ofensor,  no 
es  por  sí  sola  suüciente  por  su  naturaleza 
para  calificarla  de  agravante,  porque  tampo- 
co lo  seria  en  el  caso  contrario  de  que  una 
mujer  armada  de  navaja  hiriese  á un  hom- 
bre que  no  la  tuviese. 

Considerando  por  lo  expuesto  que  la  Sala 
sentenciadora  dejando  de  apreciar  las  repidi- 
das  circunstancias  núms,  9.®  y 20  del  art.  ÍO 
como  agravantes,  y aplicando  la  regla  5.  del 
artículo  82,  no  ba  cometido  el  error  de  de- 
recho á que  se  refiere  e!  caso  5.°  del  artícu- 
lo 4.^  de  la  ley  de  casación  criminal.»  (Sen- 
tencia 25  octubre  1872.) 

Xí.  de  supei'ioridad:  Ofensa 

y desprecio  del  respeto  debido  á la  digni- 
dad^ edad  6 sexo:  Ejecutar  el  hecho  en  la 
morada  del  ofendido:  Ciixunslancia  ate- 
nuante de  no  haber  tenido  intención  de 
causar  iodo  el  mal  que  produjo.— Sosé 
Foz  dio  muerte  á su  propia  madre  Mag- 
dalena Celina,  á su  hermano  Antonio 
Foz  y ú la  mujer  de  este  María  Giner, 
y explicando  el  procesado  el  suceso  dice 
que  con  su  madre  y cuñada  ninguna 
razón  ó enojo  tuvo  y sí  con  su  hermano, 
de  modo  que  aparece  confeso  de  los  tres 
delitos.  La  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  Zaragoza,  seguuia^  la  causa 
por  sus  trámites,  dictó  sentencia  «decla- 
rando que  los  hechos  probados  en  esta 
causa  constituyen,  el  primero  un  delito 
de  parricidio,  con  las  circunstancias 
agravantes  de  alevosía,  la  de  abuso  de 
superioridad,  atendido  el  sexo  y la  edad 
de  la  madre  del  procesado,  Magdalena 
Celma,  y la  de  haberse  ejecutado  en  la 
morada  de  la  ofendida  sin  que  esta  pro- 
vocara el  suceso,  y sin  ninguna  de  las 
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dos  en  la  sentencia,  que  al  tratar  la  madra 
de  evitar  que  sus  liíjas  vinieran  ú las  manos 
se  agarró  al  procesado,  causííndole  ésto  la 
ie.sioQ  en  aquel  momento,  y por  consfgiiion, 
te  que  no  puedo  estimarse  que  éste  prepa-» 
rara  el  Itcciio  de  tnancra  que  asegurando 
irremisiblemenlc  la  muerte  impúsibililara  ó 
inutilizara  _á  la  vez  la  defensa  que  pudiera 
liacer  la  misma: 

Considerando,  además,  en  corroboración 
de  lo  expuesto,  que  babitando  el  procesado 
en  la  misma  casa  de  su  madre  habría  prepa- 
rado la  ejecución  del  delito  y llevádolo  ó 
cabo  sin  la  presencia  de  persona  alguna  v 
con  todas  las  garantías  de  seguridad  para  él 


circunstancias  eximentes  de  responsabi- 
lidad ni  de  las  atenuantes:  el  segundo, 
el  de  homicidio,  por  no  concurrir  nin- 
guna de  las  circunstancias  que  establece 
el  arí.  418  para  calificarlo  de  asesinato, 
sin  ninguna  atenuante,  pero  con  la 
agravante  de  ser  el  ofendido  hermano  le- 
gitimo del  ofensor;  y el  tercero,  el  de 
lesiones  menos  graves,  sin  circunstan- 
cias atenuantes  y con  la  agravante  de 
ser  la  lesionada  hermana  por  afinidad 
del  ofensor;  condenó  ál  procesado  á la 
pena  de  muerte  por  el  parricidio;  a la 
de  20  años  de  reclusión  por  el  homici- 
dio de  su  hermano,  y á seis  meses  de 
arresto  mayor  por  el  delito  de  lesiones, 
con  la  indemnización  correspondiente 

por  cada  uno  de  ios  tres  expresados  de- 

..  ■ ; ^ - 


US 

79, 

del 


lilos  y demás  accesorias. j» 

Remitida  la  causa  al  Tribunal  Supre- 
mo en  cumplimiento  de  la  ley,  fue  inter- 
Duesio  además  recurso  de  casación  por 
os  defensores  de  los  procesados,  única- 
mente en  cuanto  al  delito  de  parricidio, 
fundado  en  los  párrafos  3.®,  4.“  y 5.° 
del  art.  4.®  de  la  provisional  que  lo  ha 
establecido,  y citando  como  infrii 
los  artículos  10,  circunstancia  *2,  , 

9,  circunstancia  y 81,  regla  3.* 
Código  penal: 

Sustanciado  el  recurso  es  estimado 
por  el  Tribunal  Supremo,  en  los  térmi- 
nos siguientes: 

«Consid erando  que,  según  el  pírrafo  se- 
gundo de  la  circustancia  2.*  de  las  agravan- 
tes comprendidas  en  el  art,  iO  defCódigo 
penal  reformado,  para  que  haya  alevosía  en 
jos  delitos  contra  las  personas  debe  el  culpa- 
ble emplear  en  su  ejecución  medios,  modos 
o formas  que  tiendan  íI  asegurarlos  sm  ries- 
go para  su  persona  que  proceda  de  Indefen- 
sa que  pudiera  hacer  el  ofendido; 

Considerando  que  de  los  hechos  consig- 
nados y adinilidos  en  la  sentencia,  contra  la 
que  se  ha  interpuesto  el  presente  recurso 
lió  se  desprende  que  en  el  delito  cometido 
en  la  persona  de  Magdalena  Celma  concur- 
riera Ja  circunstancia  de  alevosía,  por  cuan- 
to la  herida  que  la  Iníirió  el  procesado,  su 
nijo,  no  fué  por  disputa  que  hubiera  tenido 
con  ella  anteriormente  ó en  el  acto  mismo 
del  suceso:  que  con  quien  la  tuvo  efecliva- 
menle  bié  con  su  liermano  Antonio,  contra 
e que  se  dirigia  con  la  navaja  abierta:  dedu- 
ciéndose del  conjunto  de  los  liechos  relata- 


y porque  aun  dado  el  Jieclio,  como  sucedió 
im  hubiera  dirigido  el  golpe  con  la  navaja  aí 
sitio  en  que  lo  hizo,  y si  a otro  mas  seguro 
y con  nías  fuerza  y violencia  que  lo  ejecutó 
no  pudiendo  calificarse  de  aventurada  la  su- 
posición, en  vista  de  las  declaraciones  de  los 
facultativos  que  practicaron  la  autopsia  del 
cadáver  de  la  infortunada  Magdalena  Celma 
que  ni  por  la  extensión  de  la  herida,  iH  no? 
SU  profundidad,  habría  producido  la  muerte 
de  esta,  que  íué  debida  á la  cortadura  de  la 
arteria  femoral  y consiguiente  derramamien- 
to de  sangre,  y porque  no  existen  méritos 
en  las  actuaciones  para  creer  que  estuviera 
aniinado  eJ  agresor  de  ódio,  resentimiento  ni 
mala  voluntad  contra  su  madre,  Jiabiendo 
por  tanto  incurrido  Ja  Sala  sentenciadora  en 
el  error  de  derecho  del  caso  3,“  del  art. 
de  la  ley  provisional  de  casación  en  los  iui- 
cios  enmmaJes,  é infringido  Ja  cirenostan- 

nmlo*  ^ ^ Gódigo  penal  refor- 

Considerando  que  en  la  sentencia  recur- 
rida  se  ha  estimado  que  en  Ja  eiecucion  del 

persigue  concurrió  la  círcuns- 

sea 

con«!f>itir  S'Jperíoritlad,  haciéndose  éste 

íandfíí  ¿n  conside- 

sfen  ^ oftíüdlda, 

es  ?í  50  ? V condiciones  exige 

a'rívantp  ai  caliíicar  de 

hpriin  ^ Circunstancia  do  verificarse  el 

íop  nrv.  desprecio  del  respeto 

2i  oí^ndidor^'^^''^^'^’  mereciese 

inexarMh,T!!!í*  I Prescindiendo  de  la 

^ ^ ^ ^ .se  hace  de  la  ex- 

tir<!P  Pn  puede  acep- 

Í,H  di  superiori. 

sípmni-  - y de  la  ofendida  sea 
siernpre  inherente  al  delito  de  parricidio,  lo 

a v SmaT  porqi/e  hab.eid'o  sido 

iciima  la  madre,  no  pueden  menos  de 
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existir  diclms  condiciones  en  su  perpolra^ 
cion;  por  lo  cual,  n la  vez  qtie  en  la  senten- 
cia se_  lia  cometido  el  error  do  dereclio  del 
caso  5.®  dcl  art.  4.“  de  la  referida  ley  de  ca- 
sación, se  ha  infringido  el  art.  79  del  Código 
penal: 

Considerando  que  es  igualmente  notorio 
ei  error  du  derecho  que  eulrafia  ia  senten- 
cia contra  la  que  se  lia  inlerpueslo  el  recur- 
so, ai  eslimar.se  en  ella  que  en  la  comisión 
del  ilelito  concurrió  laíiihien  la  circunstan- 
cia agravante  de  haherso  ejecutado  en  la 
inorada  de  hi  ofendiiJa,  toda  vez  que  hahi- 
tando  el  procesado,  según  de  la  causa  resul- 
ta, la  misma  casa  que  su  madre,  y teniendo 
lugar  en  ella  e!  suceso,  no  puede  entenderse 
aplicándolo  reciamente,  que  aquel  violara  el 
hogar doméstico  ajeno,  que  es  el  caso  com- 
prendido en  la  circunsLancia  20  del  repelido 
art.  iO,  que  asimismo  ha  sido  infringido  por 
la  Sala  sentenciadora. 

Gomsiderando  que  siendo  otro  de  Jos  mo- 
tivos de  casación  alegados  en  el  recurso  el 
no  haberse  oslimado  por  la  Sala  de  la  Au- 
diencia en  su  lidio  )a  e.xistencia  de  la  circuns- 
tancia al  nnuanle  del  art.  9."  dei  precitado 
Código,  ó sea  la  de  no  haber  tenido  el  delin- 
cuente iulencioti  de  causar  todo  el  mal  que 
produjo;  como  que,  ya  so  aliouda  ó lo  ante- 
ríonnente  expuesío  en  cuanto  á no  haber 
iiiediiuio  motivo  alguno  que  impulsara  á 
aquel  a perpetrar  taú  grave  crimen,  no  ha- 
biendo sido  su  mailre  y sí  su  hermano  el 
que  provocó  su  sana,  ya  á la  clase  de  herida 
que  produjo  la  muerte,  es  Cúiisíguiente  que 
no  pudo  ser  el  ánimo  de  aquel  cometer  el 
delito  de  parricidio,  con  tanta  mas  razón 
cuanto  que  las  actuaciones  no  revelan  que 
hubiera  babiiio  disputas  y contiendas  entre 
el  procesado  y .su  madre,  ni  f|uecsla  tuviera 
queja  niguua  del  compori amiento  de  su  hijo, 
siendo  de  apreciar  por  ello  la  expre.sada  cir- 
Cunsfaiicia,  y no  lia liiéii dolo  verificado  la 
Sala,  adolece  su  sentencia  de  error  de  dere- 
cho comprendido  en  el  caso  5.*  del  art.  4.® 
Con  infracción  del  art,  9.®  del  Código  penal. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos liuíier  lugar  al  recurso  de  casación  . 
admiUdo  de  derecho  é interpuesto  por  el 
procesado  contra  ia  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  .'\udiencia  de 
Zaragoza  en  3 do  mayo  último,  la  cual  casa- 
nios  y anularnos;  y dése  á la  causa  la  sustan- 
Ciaoíon  correspondioule,  con  arreglo  á ia  ley 
provisional  de  iS  de  junio  de  Í870,  que  es- 
tableció ci  exnresado  recurso.  (Sent.  10 
noviembre  JS7I.) 

XII.  Lo  que  se  enlíende por  disfraz^  I 


— Legal  mente  se  entiende  por  disfraz, 
: lodo  medin  empleado  para  evitar  que  la 
persona  dcl  delincuente  sea  reconocida 
procurando  sustraerse  con  esto  á la  res- 
ponsabilidad en  que  incurre;  y por  tan- 
to debe  tenerse  por  disfraz  ei  taparse 
la  cora  con  un  pañuelo.  (Sent.  30 
abril  1872.) 

Xill.  Abuso  de  superioridad:  Deli- 
tos en  despoblado:  El  abuso  de  superiori- 
dad no  es  inhereule  ó inseparable  del 
osesiiiato  ú honiicidio  causado  por  hotJt- 
, hrc  á mujer:  La  circuusiancia  de  come- 
terse el  delito  en  despoblado  no  es  apre- 
ciable cuando  no  es  en  cuadrilla.  — Lsl 
Audiencia  de  Zaragoza,  en  causa  sobre 
asesinato  contra  Eugenio  Bebo  por  muer- 
te dada  á su  cuñada,  Flcrenlina  Tejero, 
y lesiones  al  marido  de  ésta,  Antonio 
Corellano,  en  el  camino  al  Santuario  de 
Misericordia,  donde  se  celebraba  su  fes- 
tividad, declaró  en  su  fallo  que  los  he- 
chos probados  constituían  dos  delitos, 
de  asesinato  consumado  el  uno,  y frus- 
trado el  otro,  concurriendo  en  su  ejecu- 
ción las  circunstancias  cu‘'lificaiivas  I.® 
y 4.'  dei  art.  418  del  Código,  así  como 
las  genéricas  1.*,  9.'"  y 15  del  art.  10,  las 
dos  primeras  solo  en  cuanto  al  delito 
consumado;  de  cuyos  hechos  era  autor 
el  procesado  Eugenio  Buho  y Escolano, 
á quien  condenó  por  el  primer  delito  en 
la  pena  de  muerte  é indemnización,  y 
por  ei  segundo  á diez  y siete  años  y cua- 
tro meses  de  cadena  temporal,  con  sus 
accesorias,  indemnización  y costas;  man- 
dando remitir  la  causa  á este  Tribunal 
Supremo,  en  conformidad  al  art.  77  de 
la  ley  de  Í8  de  junio  de  1870  sobre  esta- 
blecimiento del  recurso  de  casación  en 
los  juicios  criminales; 

La  defensa,  nombrada  de  oficio,  in- 
terpuso el  recurso  de  casación  fundado 
en  la  no  apreciación  de  ia  circunstancia 
atenuante  7.*  que  no  se  consideró  proce- 
dente, pero  sí  el  que  á la  vez  interpuso 
el  Ministerio  fiscal,  fundándose  en  el  ca- 
so 5.°  del  art.  4.®  de  la  ley  de  casación  y 
citando  las  siguientes  infracciones; 

1.'  El  núm.  15  del  art.  10  del  Códi- 
go penal,  por  haberse  apreciado  la  exis- 
tencia de  la  circunstancia  agravante  de 
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, y por  otra  parle,  atendida  la  nueva 


haber  ejecutado  el  delito  en  despoblado, 
sin  tener  presente  que,  según  la  juris- 
prudencia de  esta  Sala,  tal  calificación 
solo  es  aplicable  cuando  el  hecho  crimi- 
nal se  comete  en  cuadrilla. 

2,“  El  núm.  9.°  de  dicho  art.  10,  al 
apreciar  la  agravante  de  abuso  de  supe- 
rioridad, consistente  en  el  sexo  de  la 
ofendida;  porque  no  es  posible  aceptar 
como  buena  la  teoría  lega!  de  que  siem- 
pre que  5b  mata  ó asesina  por  un  hom- 
bre á una  mujer  existe  abuso  de  supe- 
rioridad, ya  porque  de  la  diferencia  de 
sexos  no  resulta  en  todo  caso  tal  supe- 
rioridad, ya  porque  si  existiese  seria  de 
aplicar  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo 
del  art.  79  del  Código;  prescindiendo  de 
que  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora 
la  circunstancia  de  alevosía,  en  ella  va 
comprendida  la  de  abuso  de  superioridad 
en  los  medios  de  ejecución  del  delito. 

Este  recurso  se  estima  por  el  Tribu- 
nal Supremo  en  los  términos  que  expre- 
san sus  tres  últimos  considerandos,  que 
tan  perfectamente  explican  !a  naturaleza 
de  las  circunstancias  agravantes  9.*  y 
15.  Dicen  así: 


«Considerando que  según  el  art.  79 

del  Código  DO  producen  el  efecto  de  aumen- 
tar la  penalidad  aquellas  circunstancias  agra- 
vantes, de  tal  manera  inherentes  al  delito, 
que  sin  su  concurrencia  no  pudiera  come- 
terse; y que  en  el  caso  actual  el  abuso  de  su- 
perioridad del  sexo,  admitido  por  la  Sala  sen- 
tenciadora como  motivo  de  agravación,  no 
es  aplirahle;  porqvie  para  realizar  el  asesina- 
to de  Florentina  Tejero  era  imprescindible  é 
inseparable  !a  personalidad  de  mujer;  y ade- 
más el  pertenecer  á este  sexo  la  víctima  no 
induce  necesariamente  la  regla  general  de 
que  liaya  siempre  y en  todo  caso  superiori- 
dad de  fuerza  por  parte  del  hombre  que 
mala,  aunque  bajo  el  aspecto  de  ios  medios 
ó modos  de  ejecución  pueda  existir  íntima- 
mente unida  á ia  alevosía: 

Considerando,  respecto  á la  circunstancia 
agravante  de  despoblado,  admitida  también 
por  la  misma  Sala,  que  aun  cuando  ei  asesi- 
nato se  hubiese  veriíicado  en  un  paraje  que 
de  ordinario  fuese  despoblado,  no  podía  ser 
calificado  como  tal  en  el  dia  que  se  cometió 
el  delito,  por  ser  un  camino  público  por  el 
que  transitaban  muchas  gentes  que  de  ida  y 
venida  acudian  á uti  santuaiío  próximo  con 
motivo  de  cierta  festividad  que  en  él  se  cele- 


forma  en  que  ha  quedado  corregida  y redac- 
tada la  primitiva  edición  del  Código,  no  pue- 
de apreciarse  dicha  circunstancia  como  ab- 
soluta, y sí  limitada  al  caso  de  que  el  hecho 
haya  sido  en  despoblado  y en  cuadrilla  con- 
juntamente: 

Considerando,  por  consecuencia  de  lo  ex- 
puesto, que  la  Sala  sentenciadora,  al  aceptar 
como  circimslancias  agravantes  los  núme- 
ros 9.*  y 1 3 del  art.  10  del  Código,  ha  come- 
tido el  error  de  derecho  comprendido  en  el 
caso  5.°  del  art.  4.“  de  !a  ley  de  casación  cri- 
minal, é infringido  el  artículo  citado,  así  co- 
mo el  70; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
el  Ministerio  fiscal...»  fSent.  7 junio  1873.) 

XIV.  L itcha  de  dos  ó más  confra  uno: 
Abuso  de  superioridad.  -- Declarando  ha- 
ber lugar  al  recurso  do  casación  inter- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal  contra  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Barcelona  en 
causa  de  homicidio,  se  establece  que  se 
incurre  en  error  de  dereclio  dejando  de 
estimar  la  circunstancia  agravante  D.®  del 
art.  10  del  Código  penal,  ó sea  la  de 
abuso  de  superioridad,  cuando  los  auto- 
res de  un  homicidio  son  dos  contra  el 
que  resultó  muerto,  (Sent.  17  ju- 
nio  1872.) 

XV.  AÍIU50  de  superioridad  en  el  ro- 
ho  con  homicidio. — En  e!  delito  de  robo 
con  homicidio  es  inseparable  el  uso  de 
la  fuerza,  y si  se  aprecia  ú la  vez,  para 
penarle,  la  circunstancia  agravante  de 
abuso  de  superioridad,  se  incurre  en  el 
error  de  derecho  comprendido  en  el  ca- 
so 5.°  del  art.  4.°  de  a ley  de  casación,, 
y se  infringen  los  arls.  10,  en  su  núme- 
ro  9.°,  y 2."  del  79  del  Código  penal, 
(Sent.  21  agosto  1873,  inserta  en  el 
artículo  Robo  con  ho.micidio.) 

Xyi.  Abuso  de  superioridadi  En  el 
homicidio  de  una  mujer  perpetrado  por 
el  (jue  era  su  ariiaule  no  es  por  si  sola 
arcitnsUnicia  ofiravante  la  cunlidnd  del 
sexo  de  la  victima, — Condenado  Valen- 
tín Arias  por  la  Audiencia  de  la  Coruüa 
como  reo  de  homicidio  en  la  persona  de 
Florencia  López,  á diez  y ocho  años  de  re- 
clusión,indemnización  y accesorias,  por 
estimar  la  circunstancia  agravante  de  aLu- 
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so  dfi  superioridad,  atendido  el  sexo  de  la 
víctima,  interpuso  el  procesado  recurso 
de  casación  fundado  en  el  caso  4.°  del 
art.  4.“  de  la  ley  de  casación,  citando 
como  infrigido  el  art.  79  del  Código  pe- 
nal, y se  estima  dicho  recurso  en  los  tér- 
minos siguientes: 

«Consiilcrando  que  no  producen  el  efecto 
de  aumentar  la  pena  las  circunstancias  agra- 
vantes de  tal  manera  iniierenles  al  delito  que 
sin  la  concurrencia  de  ellas  no  hubiera  podi- 
do cometerse,  segim  se  determina  en  el  ar- 
tículo 79  del  Código  pena!: 

Considerando  que  en  el  homicidio  de  Flo- 
rencia López,  que  motivó  la  formación  de 
esta  causa,  la  cualidad  del  sexo  de  la  víctima 
fué  de  tal  manera  inherente  al  delito,  que 
sin  ella  no  hubiera  podido  cometerse,  y que 
de  consiguiente  no  basta  para  formar  por  sí 
sola  la  circunstancia  agravante  de  abuso  de 
superioridad,  comprendida  en  el  núm.  9.“, 
art,  10,  del  expresado  Código: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  al 
haber  aplicado  en  su  sentencia  la  expresada 
circunstancia  agravante  para  imponer,  como 
ha  impuesto,  al  ’procesado  en  su  grado  ni eíxí- 
mo  la  pena  señalada  a!  delito,  ha  infringido 
el  art,  79  del  Código  citado,  ó incurrido 
en  el  error  de  derecho  á que  se  reíiere  el 
caso  4.”  de!  art.  4.°  de  !a  ley  de  18  de  junio 
de  1870,  sobre  el  establecimiento  del  recur- 
so de  casación  en  los  juicios  criminales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  interpuesto  por  Valentín 
Arias  NuñezeLc.  (Sciit,  28abi‘il  1873.) 

XVIÍ.  A 6 uso  de  superioridad  ó em- 
plear medio  que  debilile  la  defensa. — La 
concurrencia  y cooperación  de  varias 
personas  en  un  homicidio  con  armas, 
constituye  la  circunstancia  9.*  de!  art.  10 
respecto  de  los  culpables.  (Sent.  23  di- 
ciembre 1872.) 

XYIII.  Abuso  de  confianza. — En  la  es- 
tafa cometida  por  un  criado  (art.  547  del 
Código  pena!)  dando  por  vendidas  menos 
arrobas  de  la  paja  que  le  tenia  entregada, 
de  las  que  realmente  vendió,  reserván- 
dose para  sí  el  precio  de  las  restantes,  es 
tan  inherente  el  abuso  de  confianza,  que 
se  incurre  en  error  de  derecho  aprecian- 
do por  separado  esta  circunstancia  agra- 
vante. (Sent.  30  diciembre  1871.) 

XIX.  Ejecutar  el  delito  con  abuso  de 
confianza  y de  noche,  10  ^ lo  del  ai'- 


ticulo  10. — Están  bien  apreciadas  estas 
circunstancias  en  el  delito  de  robo  eje- 
cutado por  un  criado  á su  amo,  de  no- 
che, abriendo  con  llave  falsa  la  puerta 
del  establecimiento  interior  á la  casa. 
{Sent.  26  marzo  1873.) 

XX.  Robo  ejecutado  en  una  tienda, 
de  noche. — No  se  infríngela  tircuusían- 
cia  15  de!  art.  10  del  Código  penal  ni  eí 
art.  79  por  la  sentencia  que  la  loma  en 
cuenta  en  el  robo  ejecutado  en  una  tien- 
da en  que  se  introdujeron  los  ladrones 
abriendo  un  agujero  en  la  pared  y sus- 
trayendo telas  y efectos,  porque  la  cir- 
cunstancia de  haberse  verificado  de  no- 
che aumenta  las  esperanzas  de  impuni- 
dad, y no  es  inherente  al  robo,  que  sin 
su  concurrencia  no  pudiera  cometerse. 
No  so  ha  cometido,  por  tanto,  error  de 
derecho  ni  há  lugar  a!  recurso  de  casa- 
ción. (Sent.  18  octubre  1872.) 

XXi.  Robo  de  noche  en  lugar  no  ha- 
hilado. — Eq  causa  sobre  robo  en  lugar 
no  habitado,  se  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, citando  entre  otros  artículos  la 
infracción  del  párrafo  segundo,  circuns- 
tancia 15  del  art.  10  del  Código  penal  y 
el  párrafo  segundo  del  79  por  haberse 
apreciado  la  noche  como  circunstancia 
agravante.  El  Tribunal  Supremo  decla- 
ra que  no  existe  tai  infracción. 

«Considerando  que  iiabiéndose  ejecutado 
da  noche  el  hecho  de  autos,  y que  esta  cir- 
cunstancia fué  elegitla  de  propósito,  no  es  tan. 
inherente  el  delito  de  robo  que  no  pueda  co- 
meterse sin  su  concurrencia,  por  lo  que  no 
puede  menos  de  ser  apreciada  en  el  caso  ac- 
tual.» (SciH.  24  cuero  1873.) 

XX 11.  Delitos  cometidos  de  noche.'— 
No  debe  apreciarse  la  circunstancia  agra- 
vante de  haber  ejecutado  el  hecho  de  no- 
che, cuando  no  aparece  que  fuera  pro- 
curada por  el  culpable.  (Sentencia 
14:  setiembre  1871.) 

XXIU.  Robo  con  homicidio  en  des- 
poblado. No  es  circunsUmcia  agravante 
la  de  ejecutarse  el  delito  en  despoblado  si 
no  es  en  cuadrilla. — La  Audiencia  de  Va- 
lladolid  impuso  á Santiago  Iglesias  Gar- 
cía (á)  Pílalos,  la  pena  Je  muerte  por  el 
delito  de  robo  y homicidio,  con  la  cir- 
cunstancia agravante  de  despoblado.  El 
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procesado  sostuvo  recurso  de  casaciou 
por  infracción  del  ari,  10  en  su  caso  lo, 
mediante  haber  calificado  de  circunstan- 
cia agravante  la  de  haber  ejecutado  el 
hecho  en  despoblado,  y el  Tribunal  Su- 
premo declara  haber  lugar  á él: 

«Con  síd  eran  do que  si  bien  según  el 

núm.  lo  del  art.  10  del  Cddigo  reformado 
se  califica  de  circunstancia  agravante  !a  de 
ejecutarse  el  delito  en  despoblado,  esta  dis- 
posición lia  sido  rectificada  y ampliada  de 
una  manera  muy  trascendental  por  el  decre- 
to de  la  Regencia  del  Reino  de  í."  de  enero 
último,  por  el  que  se  añade  á Ja  frase  «en 
despoblado,»  ja  conjuntiva  «y  en  cuadrilla;» 
y como  en  el  caso  actual  no  ha  habido  cua- 
drilla, siendo  muy  teneficiosa  aJ  reo  la  enun- 
ciada rectificación  y ampliación  del  citado 
decreto,  es  consiguiente  que,  teniendo  apli- 
cación el  art.  23  dei  mismo  Código,  no  de- 
bió cal'íicarse  de  agravante  la  circunstancia 
referida,  y por  tanto  la  Saín  sentenciadora  ha 
cometido lel  error  de  dertMího  comprendido 
eo  eí  caso  5.“  det  art.  4.‘  de  la  repelida  lev.» 
(Sent.  3 octubre  1871.) 

XXIV,  Lesiones  causadas  en  despo- 
blado.Sa  casa  un  fallo  de  la  Audien- 
cia de  Valencia,  porque  en  dicho  delito 
apreció  la  circunstancia  agravante  de 
despoblado  por  sola  la  circunstancia  de 
haberse  cometido  en  un  camino  y sin 
que  los  delincuentes  constituyeran  cua- 
drilla, que  es  requisito  indispensable 
para  que  pueda  estimarse,  en  virtud  de 
la  aclaración  del  decreto  de  1.®  de  enero 
de  1871.  (Sent.  19  diciemlare  1871.) 

XXV.  Leincidencia  en  déliío  de  le- 
siones.— Siendo  manifiesta  la  circuns- 
tancia agravante  núm.  17  del  art.  10  del 
Código  vigente,  por  haber  sido  castigado 
el  procesado  anteriormente  con  la  pena 
allicliva  de  siete  años  de  presidio  por  el 
delito  de  lesiones,  la  Sala  senlencjadora, 
al  apreciar  dicha  circunstancia,  no  co-^ 
meto  el  error  de  derecho  á que  se  refiere 
el  caso  5.°  del  art.  4.*  de  la  ley  de  casa- 
ción. (Sent.  25  noviembre  í871.) 

XXYI.  IIabe7'  sido  penado  el  culpa- 
ble anteriormente  por  dos  o mas  delitos. 
(Arí.  10,  núm.  17.}~No  siempre  se  de- 
be tomar  en  cuenta  esta  circunstancia 
agravante,  pues  el  mismo  artículo  per- 
Dnte  el  arbitrio  judicial,  y debe  hacerse 


uso  de  él  cuando  aplicando  la  referida 
circunstancia,  se  eleva  demasiado  la 
pena,  ó cuando  los  anteriores  delitos  fue- 
ron de  otra  naturaleza.  (Sent,  22  junio 
1872,  en  causa  sobre  asesinato.) 

XXVII.  Sobre  la  nus7na  circiinsta7i- 
cia  17. — Consignándose  de  una  manera 
lerminanlft  en  una  sentencia  cunlra  la 
cual  se  ha  recurrido,  el  hecho  de  que  el 
procesado  ha  sido  anteriormente  penado 
dos  veces  por  delito  de  lesiones,  el  cual 
se  halla  comprendido  en  el  mismo  títu- 
lo VIII  que  trata  del  homicidio  origen  de 
la  causa;  es  evidente  que  la  Sala  senten- 
ciadora, no  estimando  la  circunstanria 
agravante  prediclia,  ha  infringido  el  ci- 
tado art.  10  y e!  82  en  su  regla  3.®  co- 
metiendo ei  error  de  derecho  á que  se 
refiere  el  caso  5.*^  del  art.  4.*^  de  la  ley  de 
casación  criminal.  {Sent.  9 oct.  1873.) 

XXVIU,  Más  sobre  los  requisitos  pa- 
ra q7ie  concurra  la  cv'cu7isia7ic¿a  17. — No 
puede  decirse  que  concurre  la  circuns- 
tancia 17  del  art.  10  dc¡  Código  peiiol, 
cuando  en  la  fecha  de  la  comisión  del 
delito  que  se  persigue  no  liabia  recaido 
ejecutoría  en  la  causa  formada  con  an- 
terioridad al  procesado;  y calificanrlo  en 
otro  caso  dicha  circunstancia,  se  infringe 
la  disposición  citada  y se  comete  el  error 
de  derecho  comprendido  en  el  núm.  5.'’ 
del  art.  4 “ de  la  ley  de  casación.  Se  de- 
clara haber  lugar  al  recurso  y se  casa  y 
anula  la  sentencia  de  ia  Audiencia,  de  la 
cual  se  manda  reclamar  la  causa  origi- 
nal para  los  efectos  del  art.  41  de  la  re- 
pelida ley.  (Sout.  17  octubre  1872.) 

XXIX,  ftehicideiicia.  Cuándo  la  hay, 
“No  di^be  apreciarse  la  circunstancia 
ue  agravación  de  reincidencia  do  un  pro- 
cesado,  cuando  al  tiempo  de  coineier  el 
delito  por  que  se  le  pena,  no  habta  re- 
caido todavía  sentencia  firme  en  la  cau- 
sa que  por  otro  anterior  se  le  formó : y 
admitiéndola,  la  Sala  sentenciadora  in- 
fringe el  núm.  18  dol  art.  10  del  Código 
penal  vigente.  (Sentencia  16  diciem- 
bre 1871.) 

XXÍX.-a-i^(“ní/íf7*  el  hecho  con  ofensa 
del  respeto  que  por  su  sexo  mei'ezca  la 
perso7ia  ayr aviada.  Cuando  esta  cír- 
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cunsíancia  es  constitutiva  del  delito  mis- 
mo ^ no  puede  tenerse  en  cuenta.  Así  lo 
establece  la  ley  y el  Tribunal  Supremo, 
lo  consigna  en  un  caso  de  parricidio,  en 
el  siguiente  fundamento: 

«Considerando que  si  bien  debe  esti- 

marse por  punto  general  como  circunstancia 
agravante  comprendida  en  el  núm.  20  del 
art.  jO  del  Código  penal  la  de  pertenecer  el 
ofendido  al  sexo  fenjenino,  en  eJ  caso  pre- 
sente es  consliluliva  del  delito  mismo,  por- 
que no  puede  darse  la  existencia  del  delito 
de  parricidio  cometido  en  la  persona  de  Ja 
esposa,  sin  que  concurra  el  lieclio  de  haber- 
se ejecutado  en  ofensa  6 desprecio  del  res- 
peto que  por  su  sexo  mereciese  el  agraviado, 
y por  consiguiente,  se  ha  incurrido  por  la 
Sala  sentenciadora  en  el  error  de  derecho 
del  caso  5,^  del  art.  í."  é infringido  el  citado 
núm.  20  del  art.  Í0  del  Código  penal  invo- 
cado en  el  recurso.»  (Sentencíalo  diciem- 
bre 1871.) 

XXX.  Ejecutar  el  hecho  en  ofensa  ó 
desprecio  deda  dignidad  sacerdotal:  Idem 
en  la  casa  morada  del  ofendido:  Cómo 
se  aprecian  estas  circunstancias  en  d de- 
lito de  robo. — Interpuesto  recurso  de  ca- 
sación contra  sentencia  déla  Audiencia 
de  Zaragoza  dictada  en  causa  sobre  robo 
á un  párroco  en  su  casa  morada,  apre- 
ciando como  agravantes  las  dos  circuns- 
tancias comprendidas  en  el  núm,  20  del 
art.  10,  de  cometerse  en  ofensa  á la  dig- 
nidad sacerdotal  y en  ía  propia  morada, 
se  casa  y anula  la  sentencia,  en  cuanto  á 
haber  sido  apreciada  la  primera  de  di- 
chas circunstancias,  pero  no  en  cuanto  á 
la  segunda: 

«Considerando,.,  que  si  bien  el  ofendido 
tenia  la  dignidad  sacerdotal,  el  hecho  prac- 
ticado no  fuó  dirigido  á producir  oíeusas  ó 
desprecio  de  su  carácter,  sino  la  de  obtener 
el  lucro  que  se  proponian  sus  autores;  y 
que  por  lo  misino  no  es  de  apreciar  en  este 
caso  ia  circunstancia  agravante  20  del  ar- 
tículo ÍO  del  Codigo  penal  vigente,  y en  su 
consecuencia  se  ha  infringido  este  último 
por  dicho  motivo,  pero  no  así  repecto  de  la 
circunstancia  de  haberse  veriíicado  en  la  mo- 
rada del  ofendido,  porque  esta  última  no  es 
iniiereole  al  delito  genérico  de  robo  que  se 
propusieron  Jos  procesados,  en  tal  manera 
que  solo  pueda  cometerse  éste  en  la  habita- 
ción ó morada  iiel  ofendido  y no  fuera  de 
ella,  por  lo  que  no  procede  alegarse  útilmen- 


te el  art.  79,  párrafo  segundo  del  Código  pe- 
nal vigente,  aplicable  en  loscaso.s  determi- 
nados que  espresa  ( i).  fSent.»  10  dicieiii- 
bre  1871.) 

XXXI.  La  circunsicincia  de  ejecu- 
tarse el  rcho  er»  la  casa  morada  de  la 
persomi  ofendida  no  debe  apretiarse  co- 
mo agravante  del  ííimno  delito. — Así  se 
establece,  no  obstante  la  doctrina  con- 
signada en  el  caso  de!  número  anterior, 
casando  y anulando  una  sentencia  dic- 
tada en  causa  de  robo  del  que  resultó 
homicidio: 

...  Considerando  que  la  prcmedilaciou  de 
los  procesados  para  la  ejecución  del  delito,  y 
el  haberse  ejecutado  el  mismo  eit  la  morada 
de  la  persona  ofendida  son  circunstancias, 
de  tal  manera  inherentes  á él,  que  sin  ellas 
DO  habría  podido  cometerse,  por  lo  cual  no 
han  debido  considerarse  agravantes  para  el 
aumento  de  la  pena,  como  lo  lia  hecho  la 
Sala  en  su  sentencia,  infringiendo  el  art.  70, 
incurriendo  en  el  error  de  derecho  á que  se 
refiere  el  caso  5.°  del  art.  4.“  de  la  ley  de  18 
de  junio  de  1870.  (Sent.  7 enero  1873.) 

XXXI.-a-jLa  circxmslancia  de  ejecutar 
el  hecho  C07i  ofeiisa  de  la  dignidad  ó 
sexo  del  ofendido^  atendido  lo  dispuesto 
en  el  art.  79,  no  puede  apreciarse  en  el 
delito  de  robo  en  que  no  media  violencia 
ni  intimidación  innecesarias. — Así  lo  es- 
tablece el  Tribunal  Supremo  casando  y 
anulando  una  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Zaragoza,  en  los  tres  siguientes  consi- 
derandos: 

(cConsideraudo  que  según  el  art.  79,  no 
producen  el  efecto  de  aumentar  in  penalidad 
aquellas  circuustai)cia.s  agravantes  de  tal 
manera  inherentes  al  delito,  que  sin  la  con- 
currencia de  las  mismas  no  pudiera  come- 
terse: 


(1)  Estaiuus  conformes  en  que  no  debe  apre- 
ciarse en  el  delito  de  rid^O;  como  circunstancia 
agravante,  la  lie  que  el  ofendido  tenga  ia  dig- 
nidad sacerdüLcil,  ciiiuido  no  se  cometen  violen- 
cias en  la  persona  que  tengan  por  objeto  ó sean 
con  ufen -a  ó dt'.sjj recio  del  respeto  que  por  la 
dignidad,  edad  ú sexo  mereciere  el  ofendido; 
pero  del  niisino  modo  creemos  que  en  el  robo 
no  es  apreciable  como  circunstancia  genérica  la 
de  cometerse  en  la  morada  de  la  persona  ofen- 
dida, porque  la  creemos  constitutiva  d inhe- 
rente al  mismo  delito;  y aun  así  lo  establece  el 
Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  7 de  enero 
de  1873,  como  puede  verse  en  ct  caso  siguiente, 
núm.  XXXI. 


90  COACCIONES, 

Considerando  que  aunque  el  art.  10  eo 
su  número  20,  caliOca  como  circunstancia 
común  de  agravación,  la  de  ejecutar  el  he- 
cho con  olensn  6 desprecio  del  respeto  que 
por  su  edad  merece  el  ofendido,  ó en  su  mo- 
rada, cuando  no  haya  provocado  el  suceso, 
tal  circunstancia  no  es  aplicable  como  regla 
general  á Jos  delitos  tie  robo  comprendidos 
en  el  precitado  caso  5.®  del  art.  516,  en  los 
que,  por  po  existir  violencia  ni  intimidación 
innecesaria  en  su  ejecución,  ni  inferídose  le- 
siones de  las  que  en  el  mismo  se  expresan, 
es  de  todo  punto  indiferente  la  circunstancia 
de  la  edad  del  ofendido,  cualquiera  que  ella 
sea,  puesto  que  como  inherente  y necesaria 
no  puede  influir  de  ningún  modo  para  variar 
la  calificación  del  delito  ni  la  imposición  de 
Ja  pena  señalada; 

Y considerando,  por  consecuencia,  que 
caliíicado  el  recurrente  como  autor  del  de- 
lito de  robo  comprendido  en  el  repetido  ca- 
so 5.°  del  art.  516,  según  los  datos  probato- 
rios admitidos  en  la  sentencia,  ta  Sata  que 
la  dictó,  al  apreciar  la  edad  del  robado  como 
circunstancia  de  agravación,  imponiendo  al 
procesado  la  pena  en  el  grado  máximo  de  la 
establecida  por  la  ley,  ha  infringido  los  pre- 
citados artículos  10,  en  su  núm.  20,  y 79  en 
su  párrafü  segundo,  cometiendo  asi  el  error 
de  derecho  á que  se  refieren  los  casos  4.® 
y 5.”  del  art,  4.°  de  la  ley  de  casación  cri- 
minal./) (Sciit.  3 mayo  1873.) 

XXXlf.  Ser  vago  el  culpable. — El 
haber  sido  penado  por  el  delito  de  va- 
gancia con  arreglo  al  Código  de  1850  no 
debe  hoy  apreciarse  como  circunstancia 
agravante, si  el  penado  no  continúa  sien- 
do vago.  (Sent.  22  junio  1872.) 

XXXIU,  Uso  de  armas  prohibidas. 
— Entre  las  circunstancias  agravantes  no 
se  encuentra  la  del  Código  do  1850, 
de  hacer  uso  de  armas  proliibidas  por 
los  reglamentos,  la  que  ha  sido  suprimi- 
da, y no  puede  por  tanto  apreciarse  sin 
incurrir  en  error  de  derecho  caso  6.®  ar- 
lículo  4.®  ley  de  casación.  (Sent.  3 ju- 
nio 1872.) 

'COACCIONES.  En  el  título  do  los  deli- 
tos contra  la  libertad  y seguridad  Iiay 
un  capítulo  dedicado  á las  amenazas  y 
coacciones,  y un  artículo  dentro  Je  éste, 
el  510,  que  pena  como  delito  de  coac- 
ción el  hecho  de  impedirá  otro  con  vio- 
lencia hacer  lo  que  la  ley  no  proliibe, 
ó de  compelerle  á efectuar  lo  que  no 
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quiera,  sea  justo  ó injusto,  no  estando 
legítimamente  autorizado.  Ahora  bien: 
la  coacción  de  que  habla  este  artículo  se 
refiere  á los  actos  de  fuerza  sobre  las  per- 
’ sonas  y no  sobre  las  cosas,  lo  cual  con- 
viene tener  muy  presente  para  evitar 
equivocaciones.  También  conviene  ob- 
servar que  la  coacción  puedo  no  cons- 
tituir delito,  y estar  comprendida  como 
falta  en  la  sanción  del  art.  604,  núm.  6. 
— Hó  aquí  dos  fallos  de  casación  que 
ilustran  este  punto: 

I.  El  hecho  de  mandar  poner  canda^ 
dos  el  dueño  de  una  casa  en  una  tienda 
de  la  misma  j cuyo  inquilino  no  se  en- 
cuentre  en  ella  al  ir  á cobrar  los  alqui- 
leres^ no  es  la  coacción  personal  que  pena 
el  art.  o 10:  imposición  de  las  costas  al 
denunciante. — I).  Luis  Webre,  con  el  ca- 
rácter de  apoderado  general  del  admi- 
nistrador del  concurso  de  los  bienes  del 
dneño  de  la  casa  de  la  calle  de  Sego- 
via,  núm.  23,  no  encontrando  al  pro- 
pietario de  la  tienda  que  hay  en  la  mis- 
ma, á quien  iba  á cobrar  alquileres, 
mandó  poner  candados  en  las  tres  puer- 
tas de  la  misma,  que  encontró  cerradas; 
con  cuyo  motivo  fue  denunciado  y acu- 
sado como  autor  de  coacción  por  D.  Pe- 
dro Fernandez  Alú.  El  procesado,  con- 
fesando el  hecho,  se  exculpó  con  que 
creyó  que  la  tienda  en  fjue  puso  los  can- 
dados era  la  subarrendada  á D.  Juan 
Conde,  coa  quien  habia  mediado  ave- 
nencia en  un  acto  de  conciliación , antes 
de  desaparecer  llevándose  las  llaves  de  la 
casa. 

La  Sala  4.“  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid sobreseyó  sin  ulterior  progreso  por 
no  constituir  los  hechos  e!  delito  de  coac- 
ción imputado,  imponiendo  todas  las  cos- 
tas al  denunciante  y acusador  privado; 
é interpuesto  por  Fernandez  Alú  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  apo- 
yándolo en  el  art.  4.°,  casos  2.®  y 4.®  de 
la  de  casación  en  lo  criminal,  citando 
como  infringidos  el  art.  510  del  Código 
pena!  vigente,  por  no  haberse  calificado 
de  delito  el  hecho  de  autos  en  el  mismo 
comprendido,  y el  art.  3.®  del  regla- 
mento provisional  para  la  administración 
de  justicia:  el  Tribunal  Supremo  decía- 
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ra  no  liaber  lugar  ai  recurso  en  los  tér- 
minos siguienles: 

«(Considerando , en  cuanto  al  primer  mo- 
tivo de  casación,  que  por  el  art.  510  del  Có- 
digo penal  vigente,  que  en  apoyo  de  su  pre- 
tensión alega  ei  recurrente,  se  castiga  con 
las  penas  de  arresto  mayor  y multa  de  125 
á 1.250  pesetas  al  que  sin  estar  legítima- 
mente autorizado  impidiere  á otro  con  vio- 
lencia hacer  io  que  la  ley  no  prohíbe  ó le 
compelicre  á efectuar  lo  que  no  quiera  sea 
justo  ó injusto;  y que  esta  disposición  legal, 
según  se  vé,  se  refiere  esclu-sivamente  ó los 
actos  de  fuerza  y coacción  ejercidos  sobre 
las  personas: 

Considerando  que  según  aparece  de  los 
hechos  que  como  probados  se  admiten  y 
consignan  en  la  sentencia  recurrida,  cuando 
por  encargo  de  D.  Luis  Webre  se  pusieron 
los  candados  en  las  puertas  de  comunicación 
del  cuarto-tienda  de  la  referida  casa,  no  se 
hallaban  presentes  D.  Pedro  Fernandez  Alá 
ni  D,  Joí;6  Benito,  arrendatario  el  primero  y 
subarrendatario  el  segundo  de  dicha  habita- 
ción ; y que  no  consta  que  entónce.s,  antes 
ni  después  hubiere  ejercido  e!  D.  Luis  vio- 
lencia sobre  ninguno  de  e.stns  dos,  ni  sobre 
otra  persona  de  su  respectiva  dependencia, 
para  impedirles  hacer  alguna  cosa  ó para 
compelerles  á efectuar  lo  que  no  quisieran: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  sí  bien 
ese  hecho  reviste  el  carácter  de  un  despojo, 
de  que  nace  indudablemente  la  acción  civil 
correspondiente,  que  han  podido  utilizar  los 
agraviados  ó despojados,  es  evidente  que  no 
constituye  el  delito  previsto  y penado  en  el 
precitado  art.  510  de!  Código  vigente,  en 
que  se  apoya  cl  recurso,  no  siendo  por  con- 
siguiente posible  la  infracción  del  mismo  en 
el  preseiite  caso; 

Considerando,  respecto  al  segundo  motivo 
de  casación,  que  tampoco  se  ha  infringido 
el  art.  3.°  del  regíamento  provisional  para  la 
administración  de  justicia  de  26  de  setiembre 
de  1835,  porque  prescribiéndose  en  él  ter- 
minantemente que  todos  los  derechos  que  se 
devenguen  serón  pagados  después  del  juicio 
por  medio  de  la  condenación  de  cosías  que 
se  impondrá  al  reo,  al  acusador  6 denuncia- 
dor, el  cual  debe  sufrirlas  siempre  que  apa- 
reciere haberse  quejado  si7i  fundamento^ 
la  Sala  se  ha  ajusfado  ó este  preceplo  legal 
al  imponer  las  costas  (\  D.  Pedro  Fernandez 
Alú,  toda  vez  que  habiendo  llevado  éste  ade- 
lante la  ncnsacinn  después  de  haber  pro- 
■]ueslo  cl  Ministerio  fiscal  en  vUta  de  las  di- 
igencias  del  sumario  el  sobreseimiento  por 
no  constituir  delito  el  hecho  denunciado, 


aparecía  claramente  haberse  quejado  sin  fun- 
damento en  e!  concepto  y de  la  manera  que 
lo  iiabia  verificado; 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  re- 
repelida  Sala  sentenciadora,  al  sobreseer  en 
la  causa  declarando  que  el  hecho  de  autos 
no  constituye  el  delito  comprendido  en  el  ar- 
tículo 510  dcl  precitado  Góiligo  penal,  y al 
imponer  las  costas  al  referido  D.  Pedro  Fer- 
nandez Alú  como  denunciante  y acusador, 
que  se  ha  quejado  sin  fundamento,  no  ha  co- 
metido el  error  de  derecho  ¡í  que  se  refieren 
los  casos  2.°  y 4.°  del  art.  4.“  de  la  ley  de 
casación  crimina!,  n¡  infringido  ninguna  de 
las  disposiciones  legales  que  en  tal  concepto 
cita  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  reciir.so  de  casa- 
ción, etc.»  {Scnl.  *2S  abril  1S73.] 


11-  No  constituye  la  coacción  del  ar- 
Hcido  610  el  hecho  de  obligar  d un  agente 
de  la  autoridad  ú descubrirse  en  su  casa^ 
pero  podrá  ser  falla. — En  3 de  marzo 
de  1872,  se  presentó  Cristóbal  Morle, 
recaudador  de  conlribuciones,  en  casa 
de  D.  Fulgencio  Jaime,  acompañado  de 
dos  regidores  y de  cuatro  soldados,  para 
embargarle  bienes  con  que  cubrir  lo  que 
adeudaba  por  su  matrícula  como  aboga- 
do, y que  éste  se  negaba  á pagar  por  no 
haberse  votado  por  las  Cortes*  Corno 
Cristóbal  Morto  no  se  descubriera  al  en- 
trar en  la  habitación  del  D.  Fulgencio, 
en  la  que  estaba  su  anciana  madre,  éste, 
después  de  amonestarle  para  que  se  des- 
cubriera, y de  recibir  después  la  nega- 
tiva, le  quitó  por  fuerza  la  gorra,  que 
después  le  devolvió  y Worte  no  quiso  re- 
cibir. 

La  Audiencia  de  Zaragoza  declaró  este 
hecho  comprendido  en  el  art.  510  del 
Código,  y apreciando  la  circunsianeia:. 
atenuante  de  arrebato  y obcecación,  con- 
denó al  Jaime  en  un  mes  y un  día  de 
arresto  mayor,  con  sus  accesorias,  multa 
de  125  pesetas  y costas.  Interpuesto  por 
Jaime  recurso  de  casación,  fundado  en 
el  art.  i.®,  casos  l.“  y 3.°  de  la  ley,  y ci- 
tando como  infringidos  el  art.  610  y 
el  004,  núm.  5,  porque  de  existir  coac- 
ción , seria  el  último  ei  aplicable,  le  es- 
tima el  Tribunal  Supremo. 


«Considerando  que  es  procedente  el  re- 
curso por  infracción  de  ley,  conforme  á lo 


COACCIONES... 


[Jurisp,  penal). 


dispuesto  en  ios  párrafos  primero  y tercero 
del  íirt.  4.^  de  la  provísíoDal  que  !o  lid  esta- 
blecidi)  eu  los  juicios  criminales,  cuando  jos 
lieclms  consif^nados  en  la  sentencia,  admiti- 
dos como  probados  y en  la  forma  que  en 
ellos  .se  refieran  se  califiquen  como  delito  no 
.siéndolo  por  su  propia  naturaleza ; y cuanilo 
dallos  esos  mismos  hechos  se  comete  error 
de  dereclio  eu  la  calificación  del  delito; 

Considerando  que,  .según  aparece  de  los 
hedí  os  que  como  p roldados  se  consignan  en 
la  sentencia  recurrida,  con  motivo  de  liaber 
entriiiío  Cristóbal  Murle,  recaudador  de  con- 
tribuciones, sin  descubrirse  en  la  habitación 
eu  que  estaban  el  procesado  U.  Fulgencio 
Jaime  y su  anciana  madre,  para  practicar 
allí  un  embargo,  y de  haljer.se  aque  negado 
á las  amouestiicíones  que  en  seguida  le  hizo 
éste  para  que  cumpliendo  un  deber  de  urba- 
nidiMl  .se  descubriera,  se  lanzó  contra  el  mis- 
mn  quila fidole  la  gorra  de  la  cabeza  y po- 
niéiíd'da  sdlire  una  silla; 

Con.siileraudo  que  ese  becíio,  atendidas 
su  especial  ímíoie  y naturaleza,  y las  parti- 
culares circüMStaucias  que  en  el  mismo  con- 
curren no  constituye  el  delito  previsto  y pe- 
nado en  el  precitado  arl.  510  del  Código  pe- 
nal vigente,  como  en  ninguno  otro  de  los 
comprendidos  cu  e!  libro  2.“  de  éste;  si  bien 
e.s  indudablo  que  en  cierto  modo  fué  ofensi- 
vo al  expresiuí'i  Cristóbal  Morte,  que,  corno 
agente  de  la  aníoridad  se  hallaba  en  aque- 
lla ocasiuü  ejerciendo  sus  funciones,  y que 
por  lo  Innlu  comstifuye  realmente  luia  'falta; 

Cnnsideraniío,  por  lo  expueslo,  que  la  Sala 
sentencfaditrii,  a!  calificar  el  hedió  de  que  se 
trata  de  delito  comprendido  en  el  repetido 
articulo  510,  y al  condenar  al  procesado  ó la 
pena  que  le  lia  ¡tnpue.sLo,  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  senalauo  en  el  caso  1.”  de 
la  referiila  ley  de  ca.sacton  criminal  é infrin- 
gido las  disposiciones  legales  que  en  la!  con- 
ícpl'Mda  el  concurrente.»  (Sent.  3 mayo 

Deben  consultarse  también  los  casos 
do  jurisprudencia  contenidos  en  el  ar- 
u'culo  Amkkazas,  y el  nú m.  V en  Alla- 
namiento, 

CÓDIGO  PENAL. — V,  Efecto  retroac- 
tivo. 

COMISIONADOS  DE  APREMIO.— V.  Apre- 
mios ili5ü!um.,íí  ; V en  Atentados,  los  nú- 
meros XXVi  y XX Vil. 

COMPETENCIA  EN  MATERIA  CRIMINAL 
POR  RAIDN  DE  LAS  PERSONAS  APURADAS 
0 DE  LA  INDOLE  DE  LOS  DELITOS.  Juris- 


dicción de  Guerra  ó de  Marina:  Ju- 
risdicción ordinaria. 

Es  regla  general  de  compefencia^  esta- 
blecida en  los  ai'ts.  209  y 321  de  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial^  que  corres- 
ponde (i  la  jurisdicción  ordinaria  el  co- 
nocimiento de  (odas  las  causas  crimina- 
les^ d escepcion  de  las  que  estuvieren 
reservadas  ni  Senado  y de  las  que  expre- 
samente se  atribuyen  en  este  titulo  á las 
jurisdicciones  de  G tierra  y de  Marina. — ■ 
£1  Senado,  según  la  Constitución  (ar- 
tículos 89,  4G  y 58),  se  constituye  en 
Tribunal  para  juzgar  á ios  Ministros, 
tratándose  de  delitos  que  cometan  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos,  siendo  acusados 
por  el  Congreso.  Sobre  la  jurisdicción 
del  Senado,  su  organización  y forma  de 
constituirse  en  Tribunal,  véase  .íuRssmc- 
cioN  DEL  Senado,  lomo  Vlíl  del  Diccio- 
nario^ pág,  582. 

Según  el  art.  347  de  la  ley  sobre  or- 
ganización del  poder  judicial,  y lo  mis- 
mo según  el  4.°  del  decreto  de  6 de  di- 
ciembre de  1368,  que  rigió  hasta  la 
publicación  de  dicha  ey  <da  jurisdicción 
de  Guerra  y la  de  Marina  serán  las  'ilnt- 
cas  comvetentes  para  conocer  respecliva- 
menie  con  arreglo  á las  Ordenanzas 
JMi7f7ar¿'.s  del  eje'rcito  y de  la  armada  de 
las  causas  elimínales  por  delitos  cometi- 
dos por  militares  y marinos  de  todas  cla- 
ses en  el  servicio  activo  del  ejército  y de 
la  armada.  ■ 

La  doctrina  de  los  artículos  citados  ha 
venido  á consignarse  explícitamente  co- 
mo fundaniento  de  muchas  decisiones  de 
competencias;  pero  la  duda  en  ios  con- 
flictos jurisdiccionales  no  ha  procedido 
de  la  regia  clara  y terminante  de  dichos 
artículos,  sino  de  sus  accidentes  ó cir- 
cunstancias, como  por  ejemplo,  de  la 
apreciación  de  si  los  guardias  civiles  son 
ó no  soldados  en  activo  servicio,  de  si 
)o  son  los  oficiales  de  roempiazo,  los  in- 
dividuos de  las  reservas,  los  soldados  con 
licencia  temporal  ó ilimitada,  los  cape- 
llanes castrenses  etc.,  ele.;  y también  ó 
por  la  índole  y naturaleza  de  los  delitos 
ó su  complicación  ó conexión  con  otros 
distintos,  ó por  razón  de  complicidad, 
encubrimiento  ó incidencia,  sobro  si  lie- 
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ne  ó no  lugar  la  atracción  ó absorción 
del  fuero  ó su  decaimiento  ó pérdida, 
con  arreglo  á los  arls,  3^2,  327  al  332, 
349  y SñO  de  dicha  ley  orgánica,  que 
ofrecen  casos  frecuentes  de  verdadera 

duda. 

Vamos,  pues,  á insertar  textualmente 
Jas  disposiciones  de  la  ley  orgánica  sobre 
competencia  en  lo  criminal,  y á hacernos 
cargo  de  las  importantes  decisiones  del 
Tribunal  Supremo  sobre  las  diferentes 
cuestiones  promovidas  entre  los  Tribu- 
nales de  la  jurisdicción  ordinaria  y las 
especiales. 

DISPOSICIONES  dd  la.  ley  provisional  so- 
bre organización  del  Poder  judicial,  rela- 
tivas á ias  atribuciones  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  y á su  competencia  en  mate- 
ria criminal. 

TITULO  VI. 

Trata  este  título  de  las  atrihxtciones 
de  los  Juzgados  y Tribunales,  y en  él, 
relativamente  á la  materia  criminal,  se 
encuentran  los  artículos  siguientes: 

Art,  269-  Corresponderá  á la  jurisdic- 
ción ordinaria  el  conocimiento  de  las  causas 
criminales,  cualquiera  que  sea  la  penalidad 
señalada  por  las  leyes,  siu  más  excepciones 
que  las  que  .se  establecen  en  esta  ley, 

ArL  271.  (7orrcs;ion[¿er£Í  á los  jueces 
municipales  en  materia  penal: 

Conocer  en  primera  instancia  de  los 
juicios  de  faltas. 

2. “  Instruir  á prevención  las  primeras 
diligencias  en  las  causas  criminales, 

3. *  Desempeñar  las  comisiones  auxiliato- 
rias  que  los  jueces  de  instrucción  y el  Tribu- 
nal de  partido  les  confieran. 

Art.  272.  Corresponderá  á los  jueces  de 
instrucción  (1); 

...En  lo  crimina],  instruir  las  sumarías  de 
las  cansas  y las  demás  diligencias  que  les  en- 
carguen los  jueces  de  partido. 

...Desempeñar  las  comisiones  auxiliatorias 
que  por  conducto  de!  Tribunal  del  partido 
les  dirijan  otros  jueces  ó Tribunales  (2). 


<i)  Emién  (lase  á los  jueces  de  primera  ins- 
tancia como  jut’ce.s  de  instrucción  mientras  no 
se  establezca  la  organización  judicial  de  la  ley 
vigente,  según  la  regla  S."  del  R.  D.  de  22  de 
diciembre  de  1872. 
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Art,  274.  Corresponderá  á los  Tribuna^ 
les  de  partido  en  materia  penal  (1); 

1. ®  Decidir  las  competencias  que  se  sus- 
citen entre  los  jueces  municipales,  cuando 
correspondan  ambos  á su  partido. 

2. ®  Declarar  á quién  corresponde  actuar 
cuando  estén  discordes  dos  jueces  de  in.'i- 
truccion  correspondientes  á su  partido. 

3. ®  Conocer  en  única  instancia  y en  jui- 
cio oral  y público  de  los  delitos  á que  la  ley 
señale  eu  su  grado  máximo  una  pena  cor- 
reccional, según  la  escala  general  del  art.  26 
del  Código  penal,  sin  más  excepciones  que 
las  que  establece  esta  ley  al  señalar  las  atri- 
buciones de  las  Audiencias  y del  Tribunal 
Supremo. 

4. “  Conocer  en  primera  instancia  de  las 
recusaciones  de  los  jueces  de  instrucción 
correspondientes  á su  partido,  y de  las  que 
se  interpongan  contra  un  solo  juez  de  su 
Tribunal. 

5. “  Conocer  en  segunda  instancia: 

De  lo.s  juicios  de  (altas. 

De  las  recusaciones  de  los  jueces  munici- 
pales contra  los  autos  de  primera  instancia 
en  que  se  baya  denegado  lu  recusación. 

6. *  I)e.sernpeñar  ó hacer  descmpeiiar  las 
comisiones  auxiliatorias  que  otros  Tribuna- 
les les  confieran. 

Art.  27Í).  Corresponderá  á las  Salas  de 
lo  criminal  de  las  Audiencias: 

1. ®  Decidir  las  cnmpeteiicia.s  en  materia 
criminal  que  se  susciten  entre  los  Tribuna- 
les de  partido,  cuando  los  contendientes  cor- 
respondan á su  distrito. 

2. ®  Conocer  con  intervención  del  Ju- 
rado: 

De  las  causas  por  delitos  á que  las  leyes 
señalaren  penas  superiores  á !a  de  presidio 
mayor  en  cualquiera  de  sus  grados,  según  la 
escala  general. 

De  las  causas,  cualquiera  que  sea  la  pena- 
lidad que  las  leyes  impongan,  por  delitos: 

De  lesa  majestad. 

De  rebelión. 

De  sedición. 

3. *  Conocer  en  única  instancia  y en  jui- 
cio oral  y público: 


un  minu'dost)  repertorio  alfabético,  que  facili- 
ta su  estudio  y consulta. 

(1)  Hoy  debe  estarse  á las  reglas  dot  R.  I).  de 
22  de  diciembre,  principalmente  á la  itreera; 
pero  según  el  procediiniontu  anleriur  á la  Ley 
de  Enjuiciamiento,  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia conocen  de  les  asunlos  á que  se  refieren 
tos  núms.  i.®,  íí.*  y 6.”  de  esle  arliculu.  Vé.ase 


(2)  Véase  la  Ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, que  hemos  publicado  en  el  Apéndic^  dicho  decreto  en  el  Apéndice  de  1872,  p.  473 
al  ÓHcionario,  Anuario  de  1872,  con  notas  ^ la  nota  de  la  pág.  523. 


De  las  causas  por  delitos^^á  que  la  ley  en  I 
cualquiera  de  sus  grados  señale  pena  supe- 
rior á la  de  presidio  correccional  y que  no 
exceda  de  presidio  mayor. 

De  las  causas  contra  jueces  municipales  y 
los  que  en  los  Juzgados  de  esta  jurisdicción 
ejercieren  el  ministerio  Qscal  por  delitos  co- 
metidos en  ei  ejercicio  de  sus  funciones. 

De  (as  causas  contra  jueces  de  instrucción, 
los  de  los  Tribunales  de  partido  y sus  fisca- 
les por  cualquiera  clase  de  delitos. 

De  las  cansas  contra  los  jueces  eclesiásti- 
cos, con  excepción  de  aquellos  que  deban 
ser  juzgados  por  el  Tribunal  Supremo, 

De  las  causas  contra  ios  fuocionarios  del  ■ 
órden  adininis* *’'alivo  que  ejerzan  autoridad 
por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos,  en  lo.:  casos  que  no  estén  atribuidos 
por  esta  ley  ó por  otra  al  Tribuna!  Supremo. 

4. °  Conocer  en  única  instancia  de  los  in- 
cidentes de  recusación  de  sus  magistrados, 
y de  ios  promovidos  coolra  jueces  de  Tribu- 
nales de  partido  cuando  fuere  más  de  uno  el 
recusado  en  negocio  criminal. 

5. °  Conocer  en  segunda  instancia  de  los 
incidentes  de  recusación  de  jueces  de  ins- 
trucción, y de  jueces  de  Tribunales  de  par- 
tido cuando  fuere  uno  solo  el  recusado  en 
materia  criminal. 

6. *  Auxiliar  á la  administración  de  justi- 
cia en  lo  criminal  siempre  que  sea  requerida 
al  efecto  por  otros  Juzgados  y Tribunales. 

Art.  277.  Corresponde  á las  Audiencias 
en  pleno,  constituidas  en  Tribunales  de  jus- 
ticia, decidir  de  ios  incidentes  de  recusación  : 
que  se  promovieren  sobre  Ja  de  sus  presi- 
dentes, y presidentes  de  Sala,  ó de  más  de 
dos  magistrados  de  una  Sala  de  justicia. 

Art.  27P.  Conocerá  la  Sala  secunda  del 
Tribunal  Supremo  (t)  de  los  negocios  cri- 
minales que  a continuación  se  expresan: 


(í)  Por  decreto  del  Gobierno  de  16  de  se- 
tiembre de  1873  se  dispuso  que  las  cuatro  Salas 
de  .lusiicia  del  TriJmiial  Supremo,  quedaran 
reducidas  á tres,  con  la  numeración  y denomi- 
nación siguientes: 

Primara:  Sala  de  lo  civil. 

Sala  de  lo  criminal. 

Tercera:  Sala  de  recursos  contra  la  Adminis- 
tración. 

El  .art,  5.",  que  determina  las  atribuciones  de 
cada  Sala,  dice  así: 

• L.a  Sala  de  lo  criminal  conocerá  de  los 

• (asuntos)  que  hasta  ahora  han  sido  de  la 

• compeiiMicia  de  las  antiguas  2.*  y 3A,  alenién- 
■ dose,  en  cuanto  á la  interposición,  admisión, 
•sustanciacion  y fallo  de  los  recursos  de  casa- 

• cion,  á lo  establecido  en  la  ley  provisional  de 
■•Enjuiciamiento  criminal, » 

Es,  pues,  según  el  inserto  art.  S.*,  la  Sala  de 
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1.*  De  las  competencia.'?  suscitadas  entre 
jueces  y magistrados  que  no  tengan  supe- 
ror  común. 

f De  los  recursos  de  queja  contra  los 
autos  que  dicten  los  Tribunales  denegando 
la  admisión  del  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  ó el  testimonio 
de  la  sentencia  en  lo,s  intentados  por  viola- 
ción de  ley. 

3,*  De  !a  admisión  del  recur.so  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  ley. 

Art.  280.  Conocerá  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Supremo  de  los  negocios  crimina- 
les que  á continuación  se  expresan  (IJ; 

1. *^  De  los  recursos  de  casación  fundados 
en  violación  de  ley  6 de  doctrina  legal  admi- 
tidos por  la  Sala  segunda. 

2. “  De  los  mismos  recursos  por  quebran- 
tamiento de  forma  admitidos  por  las  Audien- 
cias. 

3. °  De  los  juicios  de  residencia  de  los 
funcionarios  de  Ultramar  que  sean  de  la 
competencia  del  Tribunal  con  arreglo  á las 
leyes. 

4. °  De  las  apelaciones  de  las  causas  con- 
tra los  alcaldes  mayores  de  las  provincias  ul- 
tramarinas por  los  delitos  que  cometieren 
durante  el  ejercicio  de  sus  llinciones. 

5. °  De  los  recursos  de  fuerza  contra  el 
Tribunal  déla  Rota  de  la  Nunciatura. 

6. *  De  los  recursos  de  revisión. 

Art.  281.  Conocerá  además  la  Sala  ter- 
cera en  juicio  oral  y público  y única  ins- 
tancia (2): 

1. ®  De  Jas  causas  contra  los  cardenales, 
arzobispos,  obispos  y auditores  de  ia  Rota. 

2. ®  De  las  causas  conti-a  Jo.s  consejeros 
de  Estado,  Ministros  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas, subsecretarios,  directores,  jefes  de  las 


lo  criminiil  la  llamada  á conocer  de  todos  los 
asuntos  criminales  de  que  conocían  las  Sa- 
las 2.’*  y 3,*;  pero  con  la  muy  notable,  circuns- 
tancia de  que  hay  que  alener.se  ya  en  lodas  las 
causas,  inclusas  las  á que  se  reíicre  la  regla  3.' 
del  decreto  de  22  de  diciembre  de  1872,  en 
cuauío  á la  interposición,  admisión,  su&tan^ 
dación  y fallo  do  los  remirsos  de  casación,  d lo 
esíai/ecíí/o  en  la  ley  provisional,  de  Enjuicia- 
miento crÍTrtúial,  como  lerminánlemente  lo  de- 
clara el  citado  art.  6.“  del  decreto  do  16  de  se- 
tiembre de  1873. 

Así  _al  menos,  nos  parece,  por  más  que  una 
disposición  tan  trascendental  bien  merecía  que 
se  la  hubiese  dedicado  un  artículo  especial  y 
redactado  con  más  propiedad;  pues  los  aboga- 
dos ó las  parte.s  son  las  que  interponen  los  re- 
cursos de  casación  y al  Tribunal  Supremo  toca 
admitirlos  etc. 

(1)  Véase  U nota  al  artículo  anterior, 

{2j  Véase  lañóla  anterior,  at  art.  279. 
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■oficinas  generales  de!  Estado,  gobernadores 
de  provincia,  embajadores,  niiníslros  pleni- 
potenciarios y encargados  de  Negocios. 

Lo  dispuesto  en  este  número  solo  es  apli- 
cable á las  causas  por  delitos  cometidos 
mientras  estuvieren  en  servicio  activo. 

3. °  De  las  causas  por  delitos  cometidos 
por  magistrados  de  Audiencias  ó del  Tribu- 
na! Supremo,  por  los  fiscales  de  las  Audien- 
cias y por  los  tenientes  y abogados  fiscales 
del  Tribunal  Suprema  y de  las  Audiencias. 

4. °  De  las  causas  por  delitos  comolidos 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  los  auxi- 
liares del  Tribunal  Supremo. 

Arl.  283.  Conocerá  ademíís  cada  una  de 
las  Salas  de  justicia  del  Tribunal  Supremo  en 
única  instancia  de  las  recusaciones  que  se 
interpusiertD  contra  los  magistrados  que  las 
compongan,  á excepción  de  su  presidente 
respectivo. 

Art.  284.  El  Tribunal  Supremo  enple^ 
no,  constituido  en  Sala  de  justicia^  conoce- 
rá en  única  instancia  y en  juicio  oral  y públi- 
co de  las  causas: 

1. ®  Contra  los  príncipes  de  la  familia  real. 

2. "  Contra  los  Ministros  de  la  Corona  por 
los  delitos  comunes  cometidos  en  activo  ser- 
vicio cuando  no  deban  ser  juzgados  por  el 
Senado. 

3. °  Contra  los  pre.sideDtes  del  Congreso 
de  los  Diputados  y del  Senado. 

4. *  Contra  el  presidente  ó presidentes  de 
Sala  <5  el  fiscal  del  Tribuna!  Supremo. 

Contra  los  magistrados  de  una  Au- 
diencia ó del  Tribunal  Supremo  cuando  sean 
juzgados  todos,  ó al  ménos  la  mayoría  de  los 
que  constituyeren  una  Sala  de  justicia  por 
actos  judiciales  en  que  hayan  tenido  parti- 
cipación.» 

Tales  son  las  atribuciones  que,  según 
la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  cor- 
responden en  materia  penal  á los  Jueces 
miinicipates,  art.  SOí);  á los  de  Instruc- 
cion^  art.  271;  á los  Tribunales  de  par- 
tido, art.  274,  á las  Salas  de  lo  criminal 
de  las  Audiencias,  arl.  276;  á la  Sala  de 
lo  criminal  del  Tribunal  Supremo,  ar- 
tículos 279,  280,  281,  283  y decreto 
de  16  de  setiembre  de  1873  por  nota  a! 
artículo  27;  y al  Tribunal  Supremo  en 
pleno  conslituido  en  Sala  de  justicia,  ar- 
tículo 284. 

TITULO  vtii. 

(Do  la  lü7  orgáuica  judíctál.) 

Trata  esto  título  de  la  competencia 
de  los  Juzgados  y Tribunales,  esiable- 
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ciendo  en  primer  lugar  las  reglas  que 
determinan  la  competencia  en  los  Tri- 
bunales de  la  jurisdicción  ordinaria, 
después  la  de  las  jurisdicciones  especia- 
les, y últimamente  las  que  ordenan  el 
modo  de  proceder  en  ías  cuestiones  que 
se  susciten. — Son  las  siguientes: 

Disposioiones  comunes  sobre  compete  doÍ«. 

(Cap.  I de  dklio  til.  VH.) 

Art.  290.  Para  que  los  jueces  y Tribu- 
nales tengan  competencia  se  reciuiere* 

1 .■>  (jSe  el  coDOCiiuienlo  del  pleito;  de  la 
causa  ó de  los  actos  en  que  intervengan  es- 
tén atribuidos  á !a  autoridad  que  ejerzan, 

con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el  lítuio  VI  de 
esta  ley  (1). 

2.®  Que  les  corresponda  el  conocimiento 
del  pleito,  causa  6 acciqu,  con  preferencia  á 
los  demás  jueces  ó Tribunales  de  su  mismo 

grado,  según  lo  [que  en  ei  presente  título  se 
prescribe. 

Art.  299.  La  jurisdicción  civil  podrá  pro- 
rogarse á juez  Ó Tribunal  que  por  razón  de 
la  materia,  de  la  cantidad  objeto  det  litigio  y 
de  la  jerarquía  que  tenga  en  el  órden  judi- 
cial pueda  conocer  del  negocio  que  ante  él 
se  proponga. 

La  jurisdicción  criminal  es  siempre  impro- 
rogabie. 

Art.  300.  Los  jueces  municipales  del  do- 
micilio, y en  su  defecto  los  de  la  residencia 
del  demandado,  serán  los  únicos  eompeten- 
tes  para  autorizar  los  actos  de  conciliación 
que  ante  ellos  se  promuevan  en  los  casos 
que  con  arreglo  á derecho  corresponda  ce- 
lebrarlos. 

En  las  poblaciones  en  que  hubiere  más  de 
un  juez  municipal,  el  primero  por  cuya  ór- 
den  se  haga  la  citación,  será  el  compelente, 

Art.  301.  Promoviéndose  cuestión  de 
competencia  ó de  recusación  del  juez  muni- 
cipal ante  quien  se  provoque  el  acto  de  con- 
ciliación, se  tendrá  por  intentada  ía  compa- 
recencia, y con  certificación  en  que  conste, 
podrá  el  actor  entablar  la  demanda  ó quere- 
lla que  corresponda. 


(i)  Son  ¡mporlanlísimns  las  disposiciones 
contenidas  en  los  arts.  293  al  302  y no  deben 
pasar  desajiercibidüs;  Que  la  jurisdicciori  peval 
es  tmproro^atíe:  que  no  cabe  cueslion  de  com- 
petencia 6 de  recusación  sobre  conocimiento  de 
actos  de  conciliación,  y que  la  conipetencía  en 
lo  principal  se  extiende  á Jas  excepciones  á las 
inadencias  y á la  ejecución  de  la  sentencia  son 
explícitos  preceptos  de  la  ley  que  no  admiten 
contradicción.  El  del  art.  301  es  una  novedad 
que  merece  aplausos, 
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Art.  302.  Los  jueces  y Tribunales  que 
tengan  competencia  para  conocerde  un  pleito 
ó de  una  causa  deterrnínnda  la  tendrán  tam- 
bién para  las  excepciones  que  en  ella  se  pro- 
pongan, para  ia  reconvención  en  ios  casos  en 
que  proceda,  para  todas  sus  incidencias,  para 
llevar  á efecto  las  providencias  de  tramita- 
ción y para  la  ejecución  de  la  sentencia. 

Competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  en 

lo  criminal. 

(Gap.  IK  do  dicho  tít.  VH.) 

Art.  321 , Con  arreglo  á lo  establecido  en 
el  art.  269  de  esta  ley,  la  jurisdicción  ordi- 
naria conocerá  de  todas  Jas  causas  crimina- 
les, á excepción  de  Ia.s  que  estuvieren  re.ser- 
vadas  al  Senado  y de  Ia.s  que  expresamente 
se  atribuyen  en  este  título  á las  jurisdiccio- 
nes de  Guerra  y de  Marina. 

Art.  322.  El  conocimiento  de  las  causas 
por  delitos  en  que  aparezcan  culpables  per- 
sonas sujetas  á la  jurisdicción  ordinaria  y 
otras  aforada.?  corresponderá  exclusivamen- 
te á la  ordinaria,  la  cual  será  competente 
para  juzgar  á todas  aquellas  en  los  casos  en 
que  el  castigo  no  esté  reservado  especial- 
mente por  la  ley  al  conocimiento  de  otra  ju- 
risdicción. 

Art.  323.  La  jurisdicción  ordinaria  será 
competente  para  prevenir  las  causas  por  de-  ; 
Jilos  que  cometau  los  aforados. 

Esta  competencia  se  limitará  á instruir  las 
priiueras  diligencia.?,  concluidas  la  cuales  la 
jurisdicción  ordinaria  remitirá  las  actuacio- 
nes al  juez  que  debiere  conocer  de  la  causa 
con  arreglo  á las  leyes,  y pondrá  á su  dispo- 
sición lo,s  detenidos  y los  efectos  ocupados. 

La  jurisdicción  ordinaria  cesará  en  las  pri- 
meras diligencias  tan  luego  como  conste  que 
la  especial  competente  forma  causa  sobre  el 
mismo  delito, 

Art.  324,  Gonsidéranse  como  primeras  ^ 
diligencias  las  de  dar  protección  á lo.?  perju- 
dicados, consignar  las  pruebas  del  delito  que 
puedan  de.saparecer,  recoger  y poner  en  cus- 
todia cuanto  conduzca  á su  comprobación  y 
á la  identificación  del  delincuente,  y detener 
en  su  caso  á los  reos  presuntos. 

Art.  325.  Fuera  de  ios  casos  reservados 
al  Senado,  y aquellos  en  que  expresa  y limi- 
tativamente atribuye  esta  ley  el  conocimiento 
de  determinadas  causas  al  Tribunal  Supre-  : 
ino,  á las  Audiencias  y á las  jurisdicciones 
de  Guerra  y Marina,  serán  competentes  para 
Ja  mstrucion  de  las  causas  y castigo  de  las 
faltas  y de  los  delitos  los  jueces  y Tribunales 
de  la  demarcación  en  que  se  hayan  cometi- 
do, según  su  respectiva  competencia. 

Art.  326.  Cuando  no  conste  el  lugar  en 


que  se  cometid  una  faifa  ó un  delito,  serán 
jueces  y Tribunales  competentes  para  ins- 
truir y conocer  de  la  cansa; 

1. °  EJ  (le  la  demarcación  en  que  se  lia  van 
de.scabierto  prueba.?  materiales  del  delito'. 

2. °  El  de  la  demarcación  en  que  el  reo 
presunto  iiaya  sido  npreliendido. 

3. ®  Ei  de  la  residencia  del  reo  presunto. 

4. *  Cualquiera  que  hubiese  tenido  noti-1 
cifi  del  delito. 

Si  se  suscitase  competencia  entre  estos 
jueces  ó Tribunales,  se  decidirá  dando  la  pre- 
érencia  por  el  órden  con  que  están  expre- 
sados eu  el  párrafo  que  precede. 

Tan  luego  como  conste  e!  lugar  en  que  se 
hubiese  cometido  el  delito,  se  remitirán  las 
actuaciones  al  Juzgado  6 Tribunal  de  aquella 
demarcación,  poniendo  á su  disposición  áloa 
detenidos  y efectos  ocii parios, 

Art.  327.  El  juez  (5  Tribunal  competente 

para  Ja  instrucción  ó conocimiento  de  una 
causa  lo  será  también  para  conocer  de  la 
complicidad  en  el  delito  que  se  persiga,  de 
su  encubrimiento  y de  las  incidencias  de 
aquella. 


que  sean  competentes  conocerá  de  los  deli- 
tos que  tengan  conexión  entre  si, 

Art.  329.  La  juri.sdiccion  ordinaria  seré 
la  competente,  con  exclusión  de  toda  otra, 
para  juzgar  á los  reos  de  delitos  conexos, 
siempre  que  alguno  esté  sujete  á ella,  aun 
cuaudo  lo.s  demás  sean  aforados. 

Art,  330,  Lo  establecido  en  el  artículo 
anterior  se  entiende  en  el  caso  de  que  sea 
competente  Ja  jurisdicción  ordinaria  para 
juzgar  de  los  delitos  conexos. 

Si  alguno  de  éstos  fuere  por  su  índole  y 
naturaleza  de  la  compenlencia  exclusiva  de 
otra  jurisdicción,  é.sta  deberá  conocer  de  la 
causa  que  se  forme  sobre  él,  sin  perjuicio 
de  que  la  ordinaria  conozca  de  la  que  se 
instruya  sobre  los  demás, 

Art.  331.  Gonsidéranse  delitos  conexos; 

4.  Los  cometidos  simultáneamente  por 
dos  6 más  personas  reunida,?. 

2. °  Los  cometidos  por  dos  ó más  perso- 
nas en  dLstinlos  lugares  ó tiempos,  si  hubie- 
se precedido  concierto  para  ello. 

3.  Los  cometidos  como  medio  para  per- 
petrar otros  ó facilitar  su  ejecución; 

4.  Los  cometidos  para  procurar  la  im- 
punidad de  otros  delitos. 

Art.  332,  Son  jueces  y Tribunales  com- 
petentes, por  so  órden,  para  conocer  de  las 
causas  por  delitos  conexos: 

4.°  El  del  territorio  en  que  se  baya  co- 
metido el  delito  á que  esté  señalada  pena 
mayor. 
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2."  El  que  primero  comenzare  la  causa 
en  el  caso  de  que  á los  delitos  esté  señalada 
igual  pena. 

3.0  El  que  la  Sala  de  gobierno  de  la  Au- 
diencia, nlemlienilo  solo  á la  mejor  y más 
pronta  administración  de  justicia,  designe 
en  sus  casos  respectivos  ciiando  las  causas 
hubieren  empezado  al  mismo  tiempo,  ó no 
conste  cuál  comenzó  primero,  si  los  Juzga- 
dos ó Tribunales  correspondieren  al  territo- 
rio de  la  misma  Audiencia. 

4.®  El  que  la  Sala  de  gobierno  del  Tribu- 
nal Supremo,  teniendo  también  en  cuenta 
solo  la  mejor  y más  pronta  administración 
de  justicia,  designe  en  ei  caso  del  párrafo 
anterior,  si  las  causas  hubieren  empezado 
en  Juzgados  ó Tribunales  que  correspondan 
á diferentes  Audiencias. 

Art.  333.  Los  extranjeros  que  cometie- 
ren faltas  ó delinquieren  en  España  serán 
juzgados  por  los  que  tengan  competencia 
para  ello  por  razou  de  las  personas  ó del 
.erri  lorio, 

Art.  334.  Exceplúanse  de  lo  ordenado 
en  el  arlícnlo  anterior  los  príncipes  de  las 
familias  reinantes,  los  presidentes  ó jefes  de 
otros  Estados,  los  embajadores,  los  ministros 
denipolenciarios,  los  ministros  residentes, 
os  encargados  de  Negocios  y los  extranjeros 
empleados  de  planta  en  las  Legaciones,  los 
cuales,  cuando  delinquieren,  serán  puestos 
á disposición  de  sus  Gobiernos  respecti- 
vos (!). 

Art.  33o.  El  conocimiento  de  los  delitos 
comenzados  á cometer  en  España  y consu- 
mados ó frustrados  en  países  extranjeros, 
corresponderá  á los  Tribunales  y jueces  es- 
pañoles, en  el  caso  de  que  los  actos  perpe- 
trados en  España  constituyan  por  sí  delito,  y 
solo  respecto  á éstos. 

Art.  336.  Serán  juzgados  por  los  jueces 
y Tribunales  del  reino,  según  el  órden  pres- 
crito en  el  art.  326,  los  españoles  ó exlran- 
;eros  que  fuera  del  territorio  de  la  Nación 
lubiesen  cometido  alguno  de  los  delitos  si- 
guientes: 

Contra  la  seguridad  exterior  del  Estado. 

Lesa  majestad. 

Rebelión. 

Falsificación  de  la  firma,  de  la  estampilla 
real  ó del  regente. 

Falsificación  de  la  firma  de  los  ministros. 

Falsificación  de  otros  sellos  públicos. 

Falsificaciones  que  perjudiquen  directa- 
mente al  crédito  ó intereses  del  Estado  en  la 


Véanse  en  el  Diccionario  los  artículos 
Deheciio  intehnacional:  Kmbajauüres;  Extran- 
jeros: CüNSüi.ES  y otros. 
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introducción  ó expendiciem  de  lo  falsificado. 

Falsificación  de  billetes  de  Banco  cuya 
emisión  esté  autorizada  por  la  ley,  y la  intro- 
ducción ó expendicion  t e ios  falsificados. 

Los  coHietidos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones por  empleados  públicos  residentes  en 
territorio  extranjero. 

Art.  337.  Si  los  reos  Je  los  delitos  com- 
prendidos en  el  artículo  anterior  hubiesen 
sido  nbsueltos  ó penados  en  el  extranjero, 
siempre  que  en  este  último  caso  se  hubiese 
cumplido  la  condena,  no  se  abrirá  de  nuevo 
i a causa. 

Lo  misnio  sucederá  si  hubiesen  sido  in- 
dultados, á excepción  de  los  delitos  de  trai- 
ción y lesa  majestad. 

Si  hubiesen  cumplido  parte  de  la  pena,  se 
tendrá  en  cuenta  para  rebajar  proporcional- 
mente la  que  en  otro  caso  les  corresjjon- 
deria. 

Art.  338.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artícu- 
los que  anteceden  es  aplicable  á ios  extran- 
jeros que  hubiesen  cometido  alguno  de  los 
delitos  comprendidos  en  ellos,  cuando  fueren 
aprehendidos  en  el  territorio  español  ó se 
obtuviere  la  extradición. 

Art.  339.  El  español  que  cometiere  un 
delito  en  país  exlranjero  contra  otro  español 
será  juzgado  en  España  por  Jos  juzgados  ó 
Tribunales  designados  en  el  art.  32í>,  y por 
el  mismo  orden  con  que  se  designan  si  con- 
currieren las  circunstancias  siguientes: 

' i."  Que  se  querelle  el  ofendido  ó cual- 

quiera de  Jas  personas  que  puedan  hacerlo 
con  arreglo  á las  leyes, 

2.°'  Que  el  delincuente  se  halle  en  terri- 
torio español. 

Que  el  delincuente  no  haya  sido  ab- 
suelto, indultado  ó penado  en  e!  extranjero, 
y en  este  último  caso  baya  cumplido  su  con- 
dena. 

Si  hubiere  cumplido  parte  de  la  pena  se 
observará  lo  que  para  igual  caso  previene  el 
art.  337. 

Art.  340.  El  español  que  cometiere  en 
país  extranjero  un  delito  délos  que  el  Códi- 
go penal  español  califica  de  grave  contra  un 
extranjero,  será  juzgado  en  España  si  con- 
curren las  tres  circunstancias  señaladas  en 
el  artículo  que  precede,  y por  los  mismos 
' jueces  que  en  él  se  designan. 

Art.  Til.  No  podrá  procederse  criminal- 
mente  en  el  caso  del  artículo  anterior  cuan- 
do el  hecho  de  que  se  trata  no  sea  delito  en 
el  país  en  que  se  perpetró,  aunque  lo  sea 
según  las  leyes  de  España. 

Art.  342.  Los  españoles  que  delincan  en 
país  extranjero  y sean  entregados  á los  cón- 
: suíes  de  España,  serán  juzgado.*!  con  sujeción 
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á esta  ley  en  cuanlo  lo  permitan  las  circuns- 
tancias locales. 

Instruirá  el  procoso  en  primera  instancia 
el  cónsul  ó ei  que  le  reemplace,  si  no  l’uere 
letrado  con  e!  auxilio  de  un  asesor,  y en  su 
delecto  con  el  de  dos  adjuntos  elegidos  entre 
los  súbditos  españoles,  los  cuales  serán  nom- 
brados por  él  al  principio  de  cada  año,  y 
actuarán  en  todas  las  causas  pendientes  ó 
incoadas  durante  el  mismo. 

Terminada  la  instrucción  de  la  causa,  y 
ratificadas  á presencia  del  reo  ó reos  presun- 
tos las  diligencias  practicadas,  se  remitirán 
los  autos  al  Tríbunfil  español  que,  atendida 
la  naturaleza  del  delito,  tenga  competencia 
para  conocer  de  él,  y sea  el  mas  próximo  al 
Coü.suiado  en  que  se  baya  seguido  la  causa, 
á no  ser  que  por  fuero  personal  debiera  ser 
juzgado  el  reo  por  distinta  jurisdicción  que 
ía  ordinaria  si  bu  hiere  delinquido  en  Espa- 
ña, en  cuyo  caso  lo  será  por  el  Tribunal  su- 
perior co  respondiente  al  fuero  que  disfrute. 

Art.  343.  La  jurisdicción  ordinaria  es 
competente  para  conocer  de  las  fallas,  sin 
míi.s  excepciotie.s  que  las  que  señala  esta  ley 
respecto  n los  militares  y marinos. 

Art.  344.  Los  jueces  de!  lugar  en  que  se 
cometa  una  falta  son  los  únicos  competentes 
para  juzgarla. 

Art.  En  las  fdtas  cometidas  en  país 

exlranjero  en  que  sean  entregados  [os  que 
las  cometan  á ios  cónsules  españoles,  juz- 
gará en  primera  instancia  el  více-cónsul  sí 
Jo  bubiere,  y en  apelación  al  cónsul  con  su 
asesor  si  no  fuere  letrado : á falta  de  asesor 
CüU  los  adjuiUos  de  que  habla  el  art.  3í2.  Si 
nn  linbiere  vyce-cónsul,  ij:irá  sus  veces  un 
súbililo  español,  elegido  del  mismo  modo 
que  los  arijuülos  al  principio  de  cada  año. 

Estos  juicios  se  seguirán  en  conformidad 

á las  leves  del  reino, 

*• 

Art.  3t6.  Lo  prescrito  en  esta  sección 
re.specto  a delito.s  cnmeiidos  en  ei  extranjero 
se  entenderá  sin  perjuicio  de  los  tratados  vi- 
gentes ó que  en  adelante  se  celebren  con 
potencias  extranjeras. 

Importantes  son  las  disposiciones  que 
se  contienen  en  los  arts.  al  346  in- 
sertos, que  determinan  la  competencia 
de  la  jurisdicción  ürdinaria  en  lo  crimi- 
nal, y por  lo  mismo  que  son  de  tan  fre- 
cuente aplicación,  deben  tenerse  siempre 
muy  á la  vista. 

Establécese  como  vegla  general  la 
competencia  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria; de  manera  que  conoce  de  todas  las 
causas  menos  de  aquellas  que  se  atribu- 
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yen  expresamente  á la  jurisdicción  del 
Senado  y a las  de  Guerra  y de  Marina 
artículo  521.  Pero  puede  haber  casos 
comprendidos  en  i a regia  á la  vez  que 
en  la  excepción,  como  ei  de  aparecer 
culpables  personas  aforadas  y otras  que 
no  lo  sean,  arts.  322  y 327;  el  de  tratar- 
se de  delitos  conexos,  arts.  328  á 332;  el 
de  estar  complicados  extranjeros,  prín- 
cipes de  familias  reinantes,  embajadores, 
rainisircs  plenipotenciarios  y residen- 
tes etc.,  ó de  haberse  comenzado  á co- 
meter los  delitos  en  España  y haberse 
consumado  ó frustrado  en  el  extranjero 
>or  españoles,  arts.  333  al  343  y 340. 
Nos  remitimos  á dichos  artículos. 

Esiahlecese  en  todo  caso  la  competen- 
cia de  la  jurisdicción  ordinaria  para  el 
conocimienio  de  las  faltas,  arts.  343  á 
345,  y para  prevenir  todas  las  causas 
contra  aforados  instruyendo  las  primeras 
diligencias  hasta  que  conste  que  está  co- 
nociendo !a  jurisdicción  competente,  ar- 
tículos 323  y 324;  y se  fijan  por  último 
las  reglas  de  preferencia  entre  los  mismos 
jueces  de  la  jurisdicción  ordinaria,  cuan- 
do se  disputen  el  conocimiento  por  ra- 
zón del  lugar  del  delito,  ó del  en  que  el 
reo  fuere  aprehendido  o de  conexi- 
dad, ele.  etc.;  artículos  323  á 332. 

Los  distintos  casos  de  competencia 
que  comprendemos  en  este  artículo  han 
de  ilustrar  convenientemente  este  asun- 
to , comparándolos  con  las  respectivas 
disposiciones  de  la  ley,  que  por  eso  in- 
seríamos textualmente. 

Competencia  de  las  jurisdicciones  de  Guerra 

y ftlarinu  en  io  crímmaL 

Art.  347.  La  jurisdicción  de  Gtiorríi  v la 
de  Marina  serán  ia.s  únicas  competentes  para 
conocer  respcctivarnenle,  con  arreglo  á las 
ordenanzas  miiilares  del  ejércilo  y de  la  Ar- 
mada, ile  las  causas  cr¡inin¡ile.s  por  delitos 
cometi.io.s  por  militares  y marinos  de  todas 

clases  en  servicio  activo  del  ejército  ó de  la 
Armada. 

Art.  348.  Bajo  la  denominación  de  scr- 
vtcio  iniíiiar  achoo,  para  ¡os  efectos  de  e.sta 
ley,  se  comprended  fjuepre.sta  el  ejército 
perinaneijle  y ia  marina,  ei  que  se  hace  por 
los  ciieiq)üs  de  guardia  civil,  los  resguardos 
de  Hacieiiiia  y cualquiera  fuerza  perma- 
nente organizada  militarmente  que  dependa 
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■fin  cst'-*  concepto  riel  Ministerio  f3e  la  Guerra 
ó Marina,  y esLú  inandaí.hi  por  jefes  militares 
y sujeta  á las  ordenanzas  de!  ejiírcifo  ó de  la 
Arnitula  en  lo  que  se  refiera  al  cumplimiento 
de  sus  deberes  militares,  aunque  tenga  por 
objeto  priúcipal  auxiliar  lí  la  Administración 
y al  poder  judicial. 

Sin  embargo,  los  individuos  de  los  cuer- 
pos que  se  hallaren  en  este  último  caso  no 
serán  responsables  á la  jurisdicción  militar 
en  lo  que  se  refiere  A los  delitos  ó faltas  que 
cometiesen  como  agentes  de  las  autoridades 
administrativas  ó judiciales,  respecto  a los 
cuales  serán  juzgailos  por  la  jurisdicción  or- 
dinaria. 

Art.  3t0.  Nn  están  comprendidos  en  el 
párrafo  primero  del  arlícuio  anterior,  y se- 
rán por  lo  tanto  juzgados  por  la  jurisdicción 
ordinaria : 

j."  Los  retirados  del  servicio,  sus  muje- 
res, hijos  y criados. 

2. °  Las  mujeres,  hijos  y criados  de  los 
que  estén  en  servicio  aciivo. 

3. “  La  gente  de  mar  por  delitos  comu- 
nes cometidos  en  tierra. 

Los  operarios  de  ansenales,  a.sliile- 
ros,  fiiDfliciones,  ffthricas  y parques  de  ma- 
rina, artillería  é ingenieros  por  delitos  co- 
metidos fuera  de  sus  respectivos  eslableci- 
mientos. 

5. ^^  Líts  reos  do  delitos  contra  la  seguri- 
dad inlorinr  del  E.stado  y el  órden  público, 
cuando  la  rebelión  ó sedición  no  tenga  ca- 
rácter militar. 

6. °  Los  reos  de  att-ntado  y desacato  con- 
tra las  autoridades  políticas,  administrativas 
ó judiciales. 

I. ^  Los  reos  por  los  dedi  tos  de  tumulto, 
desórdenes  públicos  y por  pertenecer  á aso- 
ciaciones ilícitas, 

8, “  Los  reos  de  falsificación  de  sellos, 
marcas,  monedas  y documentos  públicos. 

9, ”  Los  reos  de  robo  en  cuadrilla. 

10,  Los  reos  de  adulterio,  estupro  ó de 
violación. 

II.  Los  reos  militares  por  injuria  ó ca- 
lumnia á personas  que  no  .sean  militares. 

1 2,  Los  reos  por  defraudación  Ó contra- 
bando y delitos  conexos  cotnelidos  en  tierra, 
ó no  háber.se  hecho  resistencia  armada  á la 
fuerza  pública. 

13.  Los  que  hubieren  delinquiilo  antes 
de  pertenecer  á la  milicia,  ó estando  dados 
de  baja  ó dcsemperiautlo  algún  empleo  ó 
cargo  público  que  no  .sea  militar,  ó habiendo 
desertado. 

1-1.  Los  que  incurrieren  en  faltas  caati- 
!is  en  el  libro  líí  del  Código  penal,  exoep- 
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to  aquellas  a que  las  ordenañza.s,  rcglarnan- 
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tos  y bandos  militares  del  ejército  y Armada 
señalen  pena  mayor,  cuando  fueren  cometi- 
das por  militaros,  las  cuales  serán  de  la 
competencia  de  la  jurisdicción  de  Guerra  ó 
de  Marina. 

Art.  3ó0.  Las  jurisdicciones  de  Guerra 
y de  Marina,  en  sus  casos  respectivo.^,  serán 
las  únicas  compelealos  para  conocer  de  ios 
delitos  siguientes: 

1. °  De  las  causas  criminales  por  delitos 
cometidos  por  mditares  ó marinos  de  todas 
clases  en  servicio  activo,  á excepción  de  los 
expresados  en  el  arlínilo  anterior. 

2. ®  De  los  delitos  de  traición  que  tengan 
por  objeto  la  entrega  de  una  escuadra,  pla- 
za, puesto  militar,  buffue  del  Estado,  arse- 
nal ó almacenes  de  pertrechos  navales  ó de 
municiones  de  boca  Ó guerra. 

3. °  De  los  delitos  de  seducción  de  tropa 
de  tierra  ó de  mar,  ya  se  refieran  á militares 
ó marineros,  españoles  ó extranjeros,  que  se 
hallen  al  servicio  de  España,  para  que  deser- 
ten de  sus  banderas  ó boques  en  tiempo  de 
guerra,  ó se  pasen  ai  enemigo, 

4. °  De  log  delitos  de  espionaje,  insulto  á 
centinelas,  á sulvaguanlias  y tropa  armada 
de  tierra  ó de  mar,  y de  atentado  ó desacato 
á la  autorid  ul  militar, 

3.“  De  los  delitos  de  seducciou  y auxilio 
á la  deserción  en  tiempos  de  paz. 

6. °  De  los  delitos  de  robo  de  armas,  per- 
trechos, municiones  de  boca  y guerra,  ó 
efectos  pertenectente.s  á la  Hacienda  militar 
ó de  Marina  en  los  ahnacenes,  cuarteles,  es- 
tablecimientos militares,  arsenales  y buques 
del  Estado,  y de  incendio  cometido  en  los 
mismos  parajes. 

7. ®  De  los  delitos  cometidos  en  plazas 
sitiadas  por  el  enemigo,  que  tiendan  a alte- 
rar el  órden  púldico  ó á comprometer  la  se- 
guridad de  las  mismas. 

8. °  De  los  delitos  que  se  cometan  en  los 
arsenales  del  Estado  contra  el  régímeD  in- 
terior, conservación  y segundad  de  estos 
estahlecimieuto.s. 

0.“  De  los  delitos  y faltas  comprendidos 
en  ios  bandos  que  con  arreglo  á Ordenanza 
pueden  dictar  los  generales  en  jefe  de  los 
ejércitos  y los  almirantes  de  las  escuadras. 

10.  Dé  los  delitos  cometidos  por  los  pri- 
sioneros de  guerra  y personas  de  cualquier 
clase,  condición  y sexo  que  sigan  al  ejérci- 
to en  campaña,  ó que  conduzcan  los  bu- 
ques del  Estado. 

11.  De  ios  delitos  do  lus  asentistas  del 
ejército  ó de  la  marina  que  tengan  relación 
con  sus  a.sientos  y contratas. 

12.  De  las  cáu.sn.s  poj  delitos  de  cual- 
quiera clase  cometidos  á bortlo  de  las  em- 
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barcaciones,  así  nacionales  como  extranje- 
ras, cuando  no  sean  de  guerra,  y se  come- 
tan los  delitos  en  puerto,  bahías,  radas  ó 
cualquier  otro  punto  de  la  zona  marítima 
del  reino  ó por  piratas  apresados  en  alta 
mar,  cualquiera  que  sea  e país  á que  per- 
tenezcan, y de  las  represalias  y contrabando 
marítimo,  naufragios,  abordajes  y arribadas. 

No  obstante  lo  prevenido  en  este  núme- 
ro, cuando  ios  delitos  comunes  cometidos 
en  buques  mercantes  extranjeros,  en  la 
zona  marítima  española,  lo  fueren  por  los 
individuos  de  las  tripulaciones  contra  otros 
individuos  de  las  mismas,  serán  entregados 
los  delincuentes  que  no  sean  españoles  á los 
agentes  consulares  ó diplomáticos  de  la  na- 
ción cuyo  pabellón  llevase  el  buque  en  que 
se  cometió  el  delito,  sí  fueren  reclamados 
oficialmente,  á no  disponer  otra  cosa  los  tra- 
tados: 

13.  De  las  faifas  especiales  que  se  come- 
tan por  los  militares  ó por  individuos  de  la 
Armada  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  6 
que  afecten  inmediatamente  al  desempeño 
de  las  mismas. 

14.  De  las  infracciones  de  las  reglas  de 
policía  en  las  naves,  puertos,  playas  y zonas 
marítimas,  de  las  Ordenanzas  de  Marina  y 
reglamentos  de  pesca  en  las  aguas  saladas 
del  mar. 

Art.  3S1 . En  todos  los  casos  del  artículo 
anterior,  los  militares  y marinos  en  servicio 
activo  serán  pecados  con  arreglo  á las  Or- 
denanzas militares  del  ejército  y de  la  arma- 
da, y los  demás  .solo  estarán  sujetos  á esta 
penalidad  cuündo  el  delito  cometido  no  es— 
fuñiere  casfí^ado  en  el  Código  penal,  que 
es  la  ley  que  deberá  aplicárseles.» 

Cuestiones  de  competencia. 

(Es  el  cap.  IV  del  lit.  Vlll  do  la  ley.) 

Art.  352.  Podrán  promover  y sostener 
las  cuestiones  de  competencia. 

1 Los  Juzgados  municipales  f 1 ) 

2, ’  Los  Tribunales  de  partido. 

3. *  Las  Audiencias, 

Art.  353.  No  podrán  promover  compe- 

I "UlyiaS  r 

Los  jueces  de  in.struccion. 

El  Tribunal  Supremo. 

Art.  364.  Cuando  Jueces  de  instrucción 
que  correspondan  á un  mismo  partido  no 
estuvieren  conformes  acerca  de  quien  deba 
actuar,  no  entablarán  competencia;  pero  sí 
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(1)  Las  competencias  sobre  actos  de  conci- 
liación, aunijue  se  promuevan,  no  pueden  pros- 

P«rar  proüuck.ndo  el  cfecio  dírse  por  míen- 
Udo  el  acto  con  arreglo  al  art.  501. 


1 


no  se  pusieren  de  acuerdo  después  de  la  pri-.. 
mera  comunicación,  darán  cuenta  al  Tribuna? 
f!e  partido,  el  nno,  en  visla  do  las  comuni- 
caciones de  ambos  jueces,  decidirá  de  plano 
y sin  ulterior  recurso  qué  juez  Jobo  actuar. 

.\rt.  366.  El  Tribunal  Supremo  no  for-l 
mará  competencias,  y ningún  juez  ó Tribu- 
nal podrá  promoverla  contra  él. 

Art.  366.  Cuando  algún  Juzgado  ó Tri- 
bunal entendiere  en  negocios  que  sean  de 
las  atribuciones  y competencia  del  Tribunal 
Supremo,  se  limitará  éste  á ordenar  que  se 
abstenga  de  lodo  procedimiento  el  que  in- 
debidamente ejerciese  funciones  que  no  son 
suyas,  y que  le  remita  los  antecedentes. 

También  podrán  ordenar  que  se  le  reme- 
sen estos  para  examinar  .si  el  Juzgado  ó Tri- 
bunal conoce  de  negocios  que  estéu  reser- 
vados á 61  por  las  lej'cs. 

Art.  357.  Las  cuestiones  de  competen- 
cia pueden  promoverse  por  inhibitoria  ó por 
declinatoria.  ^ 

Art.  358.  Le  ¡nliibitoria  se  intentará  an- 
te el  juez  municipal  o el  Tribunal  á quien 
se  considere  competente,  pidiéndole  que  di- 
rija  oficio  al  quo  so  estííno  no  serlo  para  que 

se  inliiba  y remita  la  C iusa. 

Art.  359.  La  declinatoria  so  propondrá 

ante  el  juez  municipal  ó el  Tribunal  á quien 
se  considere  incompetente,  pidiéndole  que 
se  separe  del  conocimiento  de  la  causa  v la 
remita  al  tenido  por  competente, 

Art.  360.  La  inhibitoria  y ia  declinato- 
ria podran  ser  propuestas: 

En  !o.s  Degocios  civiles,  por  los  que  sean 
Citados  ante  juez  incompetente  ó puedan  ser 
parte  en  el  juicio  promovido. 

En  ios  negocios  criminales,  por  el  minis- 
terio fiscal,  por  los  acusadores  cuando  los 
procedimientos  no  se  hayan  comenzado  á 
su  instancia,  por  los  procesados  v por  los 
responsables  civijrnenie  del  delito. 

Art.  361,  No  podr.í,  en  lo  civil,  propo- 
ner la  declmaloría  ni  la  inhibitoria  el  liti- 
grinre  que  se  hubit^e  someLitlo  expresa  6 tá* 
citameiUe  á la  jurisdicción  de  un  juez  ó Tri- 
bunal en  los  términos  que  c.staüiecen  los  ar— 
liculos  303,  304,  305,  306  y 307  de  esta  ley. 

Á u V 1-  '»  Podrán  proponer  la  inhibitoria 
ü la  declinatoria  eu  lo  crimíual; 

El  Ministerio  fiscal  en  cualquier  estado  de 
la  causa* 

El  acusador  privado  solo  al  presentarse 
como  parte  en  la  causa. 

El  procesado  y el  que  sea  considerado  co- 
rno parte  civd  en  la  rausa  solo  dentro  del 
tercer  día  fiiguiente  al  de  la  notificación  de 
la  terminación  del  sumario. 

Art,  363,  El  que  Imbiere  optado  por  uno 
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de  los  medios  señalados  ea  el  art,  3o7  no 
podrá  abauiloiiarlo  y recurrir  al  olro,  ni  em- 
plear ambos  simullánea  ó sucesivamente, 
debiendo  pasar  por  el  resultado  da  aquel  á 
que  Imbiesa  dado  preferencia, 

Art.  36  i.  El  juez  municipal  ó Tribunal 
que  se  considere  competente  en  lo  criminal 
deberá  en  cualquier  tiempo  y en  cualquier 
estado  de  la  causa  promover  la  compe- 
tencia. 

Art.  36b.  La  inhibitoria  se  propondrá  en 
escrito,  que  firmará  un  letrado. 

En  el  escrito  expre-sará  el  que  la  propon- 
ga que  no  ha  empleado  la  declinatoria.  SÍ 
resultare  lo  contrario,  será  condenado  en 
las  costa.s,  aunque  se  decida  en  su  favor  la 
competencia  ó aunque  ól  la  abandone  en  lo 
sucesivo, 

Art.  366.  Los  jueces  municipales  y los 
Tribunales  ante  quienes  se  proponga  la  in- 
hibitoria oirán  al  ministerio  fiscal  cuando  no 
fuere  éste  quien  la  hubiere  propiie.slo.  El 
ministerio  fiscal  contestará  dentro  del  ter- 
cer día, 

Art.  367.  Con  vista  de  lo  que  diga  el 
ministerio  fiscal,  u sin  ella,  en  los  casos  en 
que  con  arreglo  ai  artículo  que  antecede  no 
orocoda,  mandarán  lo.s  jueces  ó Tribunales 
• ibrar  oficio  inhibitorio,  ó declararán  no  ha- 
ber lugar  á hacerlo  en  auto  molivado. 

Art.  368.  Los  autos  en  que  los  jueces 
municipaíes  denegíiren  el  requerimiento  de 
inhibición  serán  apelables  en  ambos  efectos. 
Contrato  que  en  segunda  instancia  decidie- 
ren Jos  Tribunales  de  partido  en  lo  civil  y en 
lo  criminal  solo  habrá  recar.so  de  casación 
en  su  caso, 

Art.  369.  Los  autos  en  que  los  Tribu- 
nales de  partido  denegaren  en  primera  ins- 
tancia^  el  requerimiento  de  inhibición  en 
materia  civil  serán  apelables  en  ambos 
efectos. 

Los  autos  en  que  lo  denegaren  en  mate- 
ria criminal  no  serán  apelables,  y solo  iiabrá 
contra  ellos  el  recurso  de  casación  en  su 
caso. 

Art.  370.  Contra  fo.s  autos  de  las  Au- 
dieucias  denegando  el  requerimiento  de  in- 
hibición solo  habrá  en  su  caso  recurso  de 
Casación  en  Jo  civil  y en  lo  criminal, 

Art.  371.  Con  ¿1  oficio  de  inhibición  .se 
acompañará  testimonio  del  escrito  en  que  se 
haya  pedido,  de  lo  expuesto  por  e!  ministerio 
fiscal,  de  iu  providencia  que  se  íiu hiero  dic- 
tado y de  lo  demás  que  los  Tribunales  y jue- 
ces estimen  conducente  para  fundar  sucotn- 
petoiiciíi, 

Art.  372.  El  juez  ó Trihun.‘d  requerido 
cuando  reciha  el  oficio  de  iniiibicion  oirá: 


En  los  negocios  civiles,  á la  parto  ó partes 
que  hayan  comparecido;  y cuando  no  estu- 
vieren estas  de  acuerdo  con  la  iabibicion,  al 
ministerio  fiscal. 

En  las  causas  criminales,  al  ministerio 
fiscal  y al  acusador  privado  .si  lo  hubiere,  y 
además  cuando  se  hallare  ya  la  causa  en  ple- 
nario  al  procesado  ó procesados  y á los  que 
sean  parle  como  respe  usables  civilmente  del 
delito. 

Art.  373.  Las  comunicaciones  do  que 
trata  e!  artículo  anterior  serán  solo  por  tres 
dias;  pasados  los  cuales  .sin  devolverse  los 
autos  se  recogerán  de  oficio  con  contestación 
ó sin  ella,  y el  juez  dictará  auto  inhibiéndose 

6 negándose  á hacerlo. 

Art.  37 L El  auto  en  que  se  inhibieren 
los  jueces  ó Tribunales  solo  será  apelable  en 
los  casos  establecidos  en  los  artículos  368 

y 309» 

^ Art.'  373.  Consentida  6 ejecutoriada  la 
sentencia  en  que  los  juece.s  ó Tribunales  se 
liubiesen  inhibido  de  conocimiento  de  ua 
acto,  pleito  ó causa,  se  remitirán  los  autos  al 
juez  ó Tribunal  que  hubiere  propuesto  la  in- 
hibitoria, con  emplazainiento  de  las  partes 
para  que  puedan  comparecer  ente  él  para 
usar  de  su  derecho,  y se  poudran  a su  dis- 
posición en  las  causas  criminales  lo.s  proce- 
sados, las  pruebas  inatcriale.s  del  delito  y los 

bienes  embargados.  

Art.  376.  Si  se  cegare  la  inhibición,  se 
comunicará  g1  íuilo  cii  juo74  ü Tribu üíiI  cfUG  ta 
hubiere  propuesto,  con  tesLimonio  de  ios  es- 
critos de  los  interesados,  del  ministerio  fiscal 
Y de  lo  demás  que  .se  crea  conveniente, 

Art.  377-  En  el  oficio  que  los  |uoces  o 
Tribunales  dirijan  en  el  caso  del  articulo  an- 
terior, exigirán  que  se  les  conteste  para  cou-- 
tiiiuar  actuando  si  se  les  deja  en  libertad,  o 
que  se  remita  la  causa  a quien  corresponda 
nara  oue  se  decida  la  competencia. 

Art.  37S.  Recibido  el  oficio  expresado 
en  el  artículo  anterior,  los  juece.s  (5  Iribuna- 
les  que  hayan  propuesto  la  inliibitoria  dic- 
tarán .sin  lúas  sustanciaciori  auto  en  el  ter- 
mino de  tercero  dia.  . 

Art.  379.  Los  autos  en  que  se  inhibieren 

los  iueces  é Tribunales  solo  serán ^ 

en  ios  casos  establecidos  en  los  artículos  36a 


Art.  380.  Consentido,  ó ejecutoriado  el 
auto  en  que  ios  jueces  á Tribunales  desistan 
de  la  iuliibiloria,  lo  comunicara  al  requeri- 
do de  inhibición,  remiliémlote  lo  actuado 
ante  el  mismo  para  que  pueda  mandarlo  unir 


á tos  aulos.  , 

Art,  38!.  Si  los  jueces  o Tribunales  in- 
sistieren en  la  iniiibitoria,  la  comunicarán  á 
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los  que  hubiesen  sitio  requeridos  de  inhibi- 
ción para  que  rejuilan  Jos  autos  al  Tribunal 
que  corresponda,  haciéndolo  ellos  de  lo  ac- 
tuado en  su  Juzgado  6 Tribuna!. 

Art.  382.  Cuando  los  jueces  ó Tribuna- 
les entre  quienes  se  eiupehe  la  cuestión  de 
competencia  tuvieren  un  superior  común,  le 
remitirán  la  causa  y las  actuaciones  relativas 
á la  misma  cuestión. 

Art.  383.  Si  los  jueces  o Tribunales  ejer- 
cieren jurisdicción  de  diversa  clase,  ó des- 
empeñaren sus  cargos  en  territorios  iio  suje- 
tos ti  un  superior  común,  remilirán  ios  autos 
y actuaciones  sobre  la  iuhibi loria  al  Tribu- 
nal Supremo. 

Arl.  314.  Las  competencias  se  decidirán 
dentro  de  los  cuatro  dias  siguieules  á aquel 
en  que  el  ministerio  fiscal  liubiese  emitido  su 
dictamen. 

Art.  3S5.  Contra  los  autos  de  las  Audien- 
cias en  que  decidan  cuestiones  de  compe- 
tencia solo  se  dará  eJ  recurso  do  casación  en 
su  caso. 

Contra  los  del  Tribunal  Supremo  no  ha- 
brá ulterior  recurso, 

Art.  3S6.  Los  autos  dol  Tribunal  Supre- 
mo en  que  se  decidan  competencias  se  pu- 
blicarán dentro  de  los  diez  dias  siguientes  á 
.su  fecha  en  la  Gaceta j y á su  tiempo  en  la 
Colección  Íeí;is/ttííi*a. 

^ Los  de  las  Audiencias  en  los  Boletines  ofi- 
ciales de  las  provincias  que  comprenda  su 
distrito  dentro  de  los  quince  días  siguientes 
á su  fecha. 

Arl.  387.  El  Tribunal  Supremo  podrá 
condenar  al  pago  de  las  costas  causadas  en 
la  inhibitoria  al  juez  ó Tribuna!  y á las  par- 
tes que  la  hubieren  sostenido  6 impugna- 
do con  notoria  temeridad,  determinando  en 
su  caso  la  proporción  en  que  deban  pagar- 
las. 

Lo  mismo  podrán  hacer  las  Audiencias 
respecto  á los  jueces  y Tribunales  y á las 
partes  en  el  caso  expresado  en  el  párrafo  an- 
terior. 

Cuando  no  hicieren  especial  condenación 
en  costas,  se  entenderán  de  oficio  la.s  causa- 
das en  la  competencia. 

Art.  388.  Los  Tribunales  que  hayan  re- 
suelto la  competencia  remitirán  la  causa  y las 
actuaciones  que  Imbiosen  tenido  á la  vista 
para  decidirla,  con  certificación  del  auto,  al 
Tribunal  ó juez  declarados  competentes,  y 
cuklaráu  de  que  se  haga  efectiva  la  con  den  a- 
cioQ  en  las  costas  que  hubieren  impuesto, 
librando  al  efecto  las  drdenes  oportunas. 

Arl.  389.^  Cuando  la  cuesliou  de  compe- 
tencia empeñada  entre  dos  6 más  Tribuna- 
les ó jueces  íuere  negativa  por  rehusar  to- 
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dos  entender  eii  una  causa  d pleito,  la  deci- 
dirá el  superior  común  ó el  Frihunal  Supre-. 
mo  en  su  caso,  síguieudo  para  ello  los  mis- 
mos trámites  prescritos  para  las  demás  com- 
petencias. 

Art.  390.  Las  cue.sliones  de  juri.sdiccion 
promovidas  por  jueces  ó Tribunales  secula- 
res contra  jueces  ó Tribuniilüs  eclesiásticos 
se  sustanciarán  y decidirán  con  sujeción  i 
las  reglas  establecidas  para  Us,  recussos  de 
fuerza  en  conocer. 

Art.  391.  Cuando  los  jueces  y Tribuna- 
les eclesiásticos  estimaren  que  le  corruspon- 
de  el  conocimiento  de  una  causa  en  que  en- 
tiendan los  jueces  ó Tribunales  seculares, 
podrán  requerirles  de  itihibiciou;  y si  no  se 
inhibieren,  recurrir  en  queja  al  superior  in- 
mediato de  estos:  el  cual,  después  de  oír  al 
ministerio  fiscal,  resolverá  lo  que  creyere 
procedente. 

Contra  esta  resolución  aose  dará  recurso 
alguno. 

Art.  392.  Las  declinatorias  se  ciistan- 
ciarán  en  la  forma  que  establezca  para  los  inci- 
deutes  la  Ley  de  Éujuiciamieuto  civil.  Con- 
tra los  autos  que  pronuncien  las  Audiencias, 
solo  se  dará  en  su  taso  el  recurso  de  ca- 
sación. 

Art.  393.  Las  inhibitorias  y las  declina- 
torias propuestas  en  las  causas  criminales 
durante  el  sumario  no  suspenderán  su  curso, 
el  cual  se  continuará  por  cl  órden  que  se  ex- 
presa en  los  números  siguienjes: 

1. “  Cuamio  imbiere  conformidad  sobre  el 
Jugaren  que  se  cometió  el  delito,  por  el  Tri- 
bunal ó juez  que  lo  sea  de  él. 

2. °  Cuaurlo  no  hubiere  dicha  conformi- 
dad, por  el  que  hubiere  comenzado  antes  á 


actuar. 

3.“  Cuando  hubieren  principiado  ambos 
en  una  misma  fecha,  por  el  Tribunal  ó juez 
requerirlo  de  inhibición. 

Art.  394.  Las  ínhibil.orias  y las  declina- 
torias en  los  negocios  civiles  y en  las  causas 
criminales  durante  el  plenario  suspenderán 
ios  procedimientos  hasta  que  se  discuta  y de- 
cida la  cuestión  de  competencia. 

Durante  la  suspensión,  el  Tribunal  ó juez 
ú quien  corresponda,  segim  los  caso.s  esta- 
blecidos en  el  ¡irlículo  anterior,  practicará 
cualquiera  actuación  qne  sea  absolulamenle 
necesaria,  y de  cuya  dilación  pudieran  resul- 
tar perjuicios  irreparables,  ya  sea  de  oficio, 
ya  á instancia  de  cualquiera  que  tenga  un  in- 
terés legítimo. 

Art.  395.  En  el  caso  de  competencia  ne- 
gativa en  las  Causas  criminales  entre  la  juris- 
dicción ordinaria  y otra  privilegiada,  la  ordi- 
naria empezará  ó continuará  la  causa. 
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Art.  396.  Cuando  la  competencia  fuere 
entre  Tribunales  y jueces  que  tíjercieseii  una 
misma  clase  de  jurisdicciou  empezará  ó con- 
tinuará la  causa  f 1). 

El  juez  del  ¡ligaren  que  se  cometió 
el  delito,  si  en  ello  Imijiese  conformidad. 

2.°  No  habiendo  conformidad  respecto  al 
jugar  donde  so  cometió  el  delito,  el  primero 
que  iiubiere  empezado  á actuar;  y si  tampo- 
co en  este  punto  hubiese  conformidad,  aquel 
ante  quien  se  hubiese  presentado  querella  ó 
denuncia. 

En  los  casos  en  que  no  sean  aplicables  las 
reglas  anteriores,  deberá  continuarse  la  cau- 
sa por  el  juez  que  hubiese  promovido  la 
competencia  negativa. 

Art.  397.  Para  la  decisión  de  toda  com- 
petencia en  lo  criminal,  el  Tribunal  ó juez 
que  deba  continuar  conociendo  de  la  causa 
remitirá  al  superior  inmediato,  cualquiera 
que  sea  el  estado  en  que  la  competencia  se 
empeñare,  testimonio  de  las  actuaciones  re- 
lativas á la  inhibitoria  y de  lo  demás  que  sea 
conducente  en  apoyo  de  su  intención,  rete- 
niendo la  causa  para  su  continuación  si  se 
hallase  en  sumario. 

El  Tribuna!  ó juez  que  no  debe  conliuuar 
actuando  remitirá  origina!  la  causa;  y si  no 
la  hubiere  comenzado,  las  actuaciones  rela- 
tivas á ia  inhibitoria. 

Art.  398.  Todas  las  aclnaciopes  que  se 
hayan  practicado  hasta  la  decisión  de  las 
competencias  serán  válidas,  sin  necesidad  de 
que  se  ratifiquen  ante  el  juez  ó Tribunal  que 
sea  declarado  competente.» 


Los  arts.  352  al  398  de  la  ley  orgáni- 
ca, comprendidos  en  el  cap.  IV  del  titu- 
lo VII,  nos  dicen  todo  lo  relativo  á las 
cuestiones  do  competencia  en  lo  crimi- 
nal, siendo  su  complemento  el  lít.  ll 
del  libro  segundo  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  ó sean  los  arts.  580  al 
59o,  q ufl  establecen  el  procedimiento  del 
artículo  previo  de  declinatoria  y de  los 
demás  de  previo  pronunciamento  . 

Que  ni  los  jueces  de  instrucción  (cuan- 
do los  haya),  ni  el  Tribunal  Supremo, 
aquellos  por  la  calidad  de  sus  funciones 
y este  por  ser  el  supraMOy  no  pueden 
promover  competencias,  y que  los  de- 
más no  solo  pueden  sino  que  deben  pro- 


el) Este  artículo  se  rcücre  á las  competen- 
cias negativas,  como  el  393  so  refiero  á las  posi- 
tiras.  Se  deduce  así  do  la  comparación  entre 
ambos  y del  último  luíti'afo  de  esto. 
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moverlas  y sostenerlas  en  su  caso,  en  cual- 
quier tiempo  y en  cualquier  estado  de 
la  causa,  son  preceptos  expresos  y termi- 
nantes de  la  ley;  aris.  304  y 352  á 35G. 

Loque  es  la  inkihiforia  y quién  pue- 
de proponerla  y de  de  que  manera  y que 
trámites  ha  de  seguir  hasta  su  resolución 
definitiva,  nos  lo  dicen  tos  arts.  357  al 
388  y 390  al  398. 

Lo  que  es  la  declinatoria ^ y quien 
puedo  proponerla  en  lo  criminal,  y cuan- 
do y de  que  manera,  es  objeto  de  los  ar- 
tículos 357  al  3í)3  y 392  al  398  deja  ley 
orgánica,  asi  como  de  los  arts.  680  al 
S95  de  la  de  Enjuiciamiento  criminal  ya 
citados. 

Deben  sin  embargo  tenerse  en  cuenta 
sobre  cotnpetencias  negativas  que  abun- 
dan en  este  Repertorio  y articulo,  parti- 
cularmente respecto  de  los  delitos  de  re- 
belión, los  arts.  389,  393  y 396,  así  co- 
mo todos  los  demás  que  sean  aplicables 
del  mismo  capítulo,  y entre  ellos  el  396 


y 307. 

Con  los  Tribunales  y jueces  eclesiásti- 
cos no  hay  cuestiones  de  competencia, 
sino  recursos  de  fuerza  en  los  casos  que 
dicen  los  arts.  390  y 391, 


I á III.  Delitos  cometidos  por  ofiGiahs 
deveemplazo,  Nopiuliendo  considerárse- 
les fuera  del  servicio  activo  son  juzgados 
por  la  jurisdicción  niUiUir. — Con  motivo 
de  lesiones  causadas  por  D.  Enrique  Osca- 
riz  oficial  de  reemplazo  á un  paisano,  se 
suscitó  competencia  entre  el  juez  de  pri- 
mera instancia  ilel  distrito  de  la  plaza  de 
Valladolid  y el  Juzgadode  Guerra  de  la 
Capitanía  general  de  Castilla  ia  Vieja, 
que  el  Tribunal  Supremo  decide  á favor 
del  último,  con  vista  del  art.  347  de  la 
ley  orgánica. 

«Considerando  que  D.  Enrique  Oscaríz  y 
Selva  por  encontrarse  en  situación  de  reem- 
plazo nu  lia  perdido  su  lucro  militar,  ni  pue- 
ile  considerársele  fuera  del  servicio  activo, 
puesto  que  no  se  le  ha  dado  de  baja  en  el 
ejército;  ánles  por  el  contrario  dislruia  suel- 
do, que  percibe  por  el  ramo  de  Guerra,  y no 
por  el  de  Hacienda  como  los  retirados;  de- 
pende en  tal  situación  de  la  autoridad  mili- 
tar, á la  que  se  encuentra  subordinado,  sin 
poder  variar  de  domicilio  sin  permiso  de  la 
misma;  obligado  á desempeñar  los  actos  del 


servicio  que  se  le  encomieoden;  á pasar  re- 
vistas en  períodos  determinados,  y sujeto 
á las  disposiciones  de  las  orneiianzas  del 
ejército.»  (Scnt.  19  enero  1871.) 

IV.  Delilos  cometido!‘ por  capcUnnes 
castrenses.  Sen  conslderodos  como  mili- 
tares en  activo  servicio. — Suscitada  com- 
petencia entre  e!  Juzgado  de  Guerra  de 
la  Capitañía  general  de  Castilla  la  Vieja  y 
el  de  primera  instancia  de  Valladolid  sobre 
conocimiento  de  la  causa  forraatla  con- 
tra el  capellán  castrense  1).  Simón  Ben- 
goechea  por  lesiones,  se  decide  á favor  de 
la  jurisdicción  militar. 

1.**  Considerando  que,  según  el  art.  347 
de  la  ley  provisional  sobre  organización  del 
poder  Judicial,  la  jurisdicción  de  riue.'ra  es 
Ja  única  competente  para  conocer  de  Jas 
causas  criminales  por  delitos  comelido.s  por 
militares  de  todas  clases  en  servicio  activo 
del  ejército,  con  ta!  que  no  sean  de  los  ax- 
ceptuados  expresamente  por  el  art.  349:  ' 

Y 2.®  Considerando  que  D.  Simón  Ben- 
goechea,  en  su  calidad  de  capellán  castrense, 
lorma  parte  integrante  de!  ejército  activo 
Con  los  derechos,  preeminencias  y conside- 
raciones propias  de  tales  cargos,*^  y que  el 
delito  de  lesiones  de  que  se  trata  no  es  de  ios 
exceptuarlos  que  producen  desafuero.))  (Sen-  i 
tencia  13  noviembre  1872.) 

V,  Delitos  cometidos  por  soldados  de 
las  milicias  provinciales  de  Canarias. 
Hurlo  de  leñas  y daños  en  inontes.  Lo 
que  es  servicio  militar  activo. — Según  el 
reglamento  de  las  milicias  de  Canarias 
de  22  de  abril  de  1814  se  consideran  sol- 1 
dados  veteranos  los  milicianos  provin- 
ciales de  dicha  provincia  mientras  estén 
alistados,  y en  este  supuesto  están  suje- 
tos á la  jurisdicción  militar  por  ios  deli- 
tos que  cometan  no  exceptuados  per  el 
artículo  349  de  la  ley  orgánica  judicial, 
aunque  se  trate  de  hurtos  y daños  en 
montes,  porqueeste  delito  no  es  de  los  que 
no  causean  desafuero. — Así  lo  establece  el 
T^ribuiial  Supremo  decidiendo  una  com- 
petencia entre  el  juez  de  primera  instan-  | 
cía  de  la  Laguna  y el  Juzgado  de  Guerra  I 
oe  la  Capitanía  genera!  de  Canarias  en 
causa  contra  José  Martin  Rodríguez,  sol- 1 
(lado  de  las  milicias  provinciales  de  Ca-  ! 
nanas,  sobre  huno  de  leñas  y daños  en  i 
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montes.  Hé  aquí  los  los  fundamentos  de 
la  decisión. 

«Considerando  que  según  lo  dispuesto  en 
los  artículos  347  y 350,  núm.  I.®  de  la  ley 
de  organización  del  poder  judicial,  la  juris- 
dicción de  Guerra  y la  de  Marina  son  las  úni- 
cas competentes  para  conocer  rcspechva- 
inente,  con  arreglo  á las  Ordenanzas  iiiihia- 
res  del  ejército  y Armada,  de  las  causas  cri- 
mínales por  delitos  comtítido.s  por  iTiilitare:J 
y marinos  de  todas  clases  en  servicio  activo, 
Á excepción  de  los  expresados  en  el  art.  3 ift 
de  la  misma: 

2. ®  Considerando  que  el  delito  de  hurlo 
de  leñas  y daños  en  los  montes  del  pueblo  de 
la  Victoria  por  que  ha  sido  proce-sado  el  sol- 
dado provincial  José  Martin  Rodríguez,  no 
es  de  los  e.\ceptuados  en  el  referido  art.  349: 

3. ®  Considerando  que  art.  348  de  la 
citada  ley  comprende  bajo  la  denominación 
de  servicio  militar  activo,  el  que  presta 
cualquier  fuerza  permanenie  organizada  m¡- 
lilarmenle,  dependiente  del  Ministerio  de  la 
Guerra,  mandada  por  jefes  militares,  y suje- 
ta á las  Ordenanzas  dei  Ejército  y Armada  en 
el  cumplimiento  de  sus  deberes  militares  (1). 

4. ”  Considerando  que  ios  artículos  92 
y 27tí  del  decreto  reorganizando  las  uiilicias 
provinciales  de  Canarias,  alriliuyeri  la  con- 
sideración de  soldado  veterano  al  miiiciano 
provincial  de  Canarias,  inicti tras  esté  alistado, 
el  cual  debe  estar  enterado  de  la  Ordenanza 
general  del  ejército,  y sujeto  á observar  las 
leyes  panales,  gozando  durante  el  servicio 
del  fuero  entero  de  Guerra;  y que  en  la!  con- 
cepto se  halla  comprendido  en  ia  declara- 
ción que  al  efecto  hace  el  citado  art.  348: 

5. ®  Con.siderando  que  aun  cuaniio  la  tala 
de  montes  fuese  uno  de  los  delitos  que  cau- 
san desafuero  según  el  núm.  5.®  del  art.  280 
del  enunciado  decreto,  esta  disposición  está 
irnplícitamcDle  derogada  por  la  ey  de  orga- 
nización del  poder  judicial,  única  vigente  en 
cuanto  no  se  halla  exceptuada  en  el  art.  349 
de  la  ini.sma  como  caso  de  desafuero  á favor 
de  la  jurisdicción  ordinaria; 

Fallamos  que  dehemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  esta*  causa  en 
cuanto  al  soldado  de  milieííi.s  José  Martin  Ro- 
dríguez corresponde  al  Juzgado  de  Guerra 
de  la  Capitanía  general  de  las  Islas  Canarias, 
á quien  se  remitan  las  aclnaciories  elevadas 
por  áinhas  juri.crlicciorieg  con  la  certificación 
de  esta  sentencia  cu  que  se  decide  la  coin- 


fl)  Este  consideramU),  aplicalrle  .í  las  mili- 
cias provinciales  (te  Canarias,  justificci  lo  que 
decimos  en  tus  notas  il  los  miitieros  XV  y .XVt. 
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petencio , para  sn  prosecución  con  arreglo  á 
derecho,  espidiéndose  igual  certificación  al 
juez  de  la  ciudad  de  la  Laguna,  para  los  efec- 
tos de  Justicia.»  (Sent.  25  abril  1871.) 


Delitos  cometidos  por  individuos 
de  h(ilaUo7ies  de  guias  de  una  Diputación 
provincial , cjue  dependen  de  ésta  y no 
del  Minister}o  de  ta-  Guerra'.  Conoce  de 
ellos  la  jurisdicción  ordinaria. — Presen- 
tada íiuerella  ante  la  jurisdicción  ordi- 
naria, por  detención  arbitraria  contra  el 
comandante  del  batallón  do  guías  de  la 
Diputación  de  Barcelona,  el  juez  prime- 
ro y la  Audiencia  de  acuerdo,  se  inhi- 
bieron del  conocimiento  fundándose  en 
una  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  25  de  noviembre  do  1858,  habiéndo- 
se después  declarado  tainhien  incompe- 
tente el  Juzgado  de  Guerra.  Suscitóse 
con  este  motivo  el  presente  conflicto  ne- 
gativo, y se  decide  por  el  Tribunal  Su- 
premo que  compete  el  conocimiento  á la 
jurisdicción  ordinaria. 

«COu.siderando  que,  según  el  art.  348  de  la 
ley  sobre  organización  del  poder  judicial,  se 
comprende  bajo  la  denominación  de  servicio 
militar  activo,  para  los  efectos  de  la  compe- 
tencia de  la  jurisdicciou  de  Guerra  y la  de 
Marina,  cualquiera  fuerza  permanente  orga- 
nizada militarmente,  que  dependa  en  este 
concepto  dei  Ministerio  de  la  Guerra  ó de 
Marina  y esté  mandada  por  jefes  militares  y 
sujeta  á las  Ordenanzas  del  ejército  ó de  la 
Armada,  en  lo  que  se  refiera  ai  cimiplímien- 
to  de  sus  deberes  niiHlares: 

Considerando  que  no  se  hallan  compren- 
didos en  dicho  artículo  los  batallones  de 
guías  de  ia  Diputación  de  Barcelona:  que  se 
consigna  no  depenilen  del  Ministerio  de  la 
Guerra,  sino  de  la  Diputación  que  los  ha 
croado  y organizado,  sosteriiéadoiDs  con  fon- 
dos de  Ja  misma  y maiulados  por  paisanos: 

Considerando  que  es  inoportuna  ia  cita  de 
la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  25 
de  noviembre  de  1858,  por  regir  en  aque- 
lla época  otras  disposiciones  legales  sobre 
competencias;  y además  en  las  milicias  pro- 
vinciales, que  eran  la  reserva  de!  ejército 
entónces,  tenían  sus  individuos  para  el  fuero 
militar  todas  ¡as  condiciones  expresada.^  en 
el  ai'liculo  referido  de  ta  ley  orgánica.» 
fSent.  11  (licicnibre  1875.) 

En  otro  fallo  de  16  de  diciembre 
del  mismo  año  se  establece  la  misma 
doctrina  resolviéndose  del  mismo  modo 
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la  competencia  negativa  y con  idénticos 
considerandos.  Pero  téngase  en  cuenta 
la  Sent.  de  1,”  de  abril  de  1874  nú- 
mero YUI-fi-  para  en  su  caso. 

Vil.  Delitos  cometidos  por  Guias  de 
la  República:  Para  gue  compela  á la  ju- 
risdicción de  Guerra  al  ronociniiento  de 
los  delitos  cometidos  por  Cíums  de  la  Re~ 
púhlica  íí  otros  individuos  de  fuerzas  ar- 
madas, es  necesario  que  tengan  (odos  los 
reguisitos  del  art.  318  de  la  ley  o?'jí|fdfjicfí 
del  poder  judicial. — Habiéndose  inhibi- 
do del  conocimiento  de  la  causa  sobre 
robo  cometido  en  la  casa-alojamiento 
I por  un  individuo  de  Guias  de  la  Repú- 
blica, lo  mismo  la  jurisdicción  ordina- 
ria que  la  militar,  se  decide  esta  compe- 
tencia negativa,  declarando  el  Tribunal 
Supremo  que  corresponde  el  conoci- 
miento á la  jurisdicción  ordinaria,  con 
vista  de  los  arts.  347  y 318  de  dicha  ley, 
por  ser  el  batallón  de  Guias  una  fuerza 
ciudadana  movilizada  que  no  tiene  todos 
los  requisitos  exigidos  por  el  referido  ar- 
tículo 348  para  considerar  su  servicio 
como  militar  activo,  (Sent.  13  enero 
de  1874.) 

\H1.  Pero  no  basta  en  su  caso  que  la 
fuerza  dependa  del  Ministerio  de  la  Guer- 
ra, no  concurriendo  los  demás  requisitos 
legales. — Procesado  Andrés  Bosch,  alfé- 
rez del  batallón  de  voluntarios  de  la  Re- 
pública por  incendio  de  una  cu:idra , el 
Juzgado  de  Granollers,  fundándose  en 
ios  arts.  347  y 349  de  la  ley  orgánica 
_ udicial  se  inhibió  del  conocimiento  de 
a causa  á favor  del  Juzgado  do  Guerra 
de  la  Capitanía  general  del  distrito,  inhi- 
bición que  confirmó  la  Audiencia.  El 
Juzgado  de  Guerra,  apoyado  en  que  los 
batallones  de  la  República  oarecian  de  la 
cualidad  esencial  para  ser  considerados 
como  fuerza  militar  organizada  y perma- 
nente, en  razón  á no  estar  mandados 
mr  jefes  militares,  ni  hallarse  sujetos  á 
as  Ordenanzas  del  ejército,  se  inhibió  á 
u vez  del  conocimiento,  mandando  se 
hiciera  saber  esta  decisión  al  Juzgado,  y 
anunciándole  la  competencia  caso  de  que 
insistiera  en  su  resolución.  Insistió  en 
efecto  el  Juzgado  ordinario,  y elevada 
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esta  competencia  negativa  al  Tribunal 
Supremo  ja  decide  en  los  términos  si- 
guientes: 

«Considerando  que,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  los  arts.  269  y 32  i de  la  ley  pro- 
visionai  sobre  organización  del  poder  judi- 
cial, la  jurisdicción  ordmaria  es  la  ímica 
competente  para  conocer  de  todas  las  causas 
criniirules,  á excepción  do  aquellas  que  por 
la  misma  ley  se  atribuyen  expresamente  á 
las  jurisdiccíoaes  especiales  de  Guerra  v de 
Marina: 

Considerando  que  á dieba  excepción  per- 
tenecen las  causas  por  delitos  cometidos  por 
rniiilares  y marinos  de  todas  clases  en  servi- 
cio activo  del  ejército  6 de  la  Armada,  cuyo 
conocimiento  es  respectivamente  propio  y 
exclusivo  de  las  indicadas  jurisdicciones  es- 
peciales de  Guerra  y Marina,  con  arreglo  á lo 
prescrito  en  el  art!  347  de  ia  precitada  ley 
provisional: 

Considerando  que  no  so  jialía  comprendi- 
do en  la  repelida  excepción  el  procesado  An-  ‘ 
drés  líoscli  y Font,  alias  Vitoy,  como  alférez 
del  jjatallon  franco  republicano,  núm.  H, 
porque  auuque  fuese  este  una  fuerza  orga- 
nizada inilitannente  que  dependiera  en  tal 
concepto  del  Ministerio  de  la  Guerra,  no  era 
permanente  ni  estaba  mandada  por  jefes  mi- 
litares, requisitos  necesarios,  según  el  ar- 
tículo 348  de  la  referida  ley  orgánica  de 
Tribimalos,  para  que  osluvierá  comprendida 

bajo  !a  denominación  de  servicio  militar  ac- 
tivo; 

bailamos  que  deliemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  a la  jurisdicción  ordinaria:  y 
remíLnse  la  cerlificacioa  correspondiente  ál 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Granollers 
para  (¡ue  la  siga  y sustancie  con  arreglo  á 
derecho,  poniémiose  esta  resolución  en  co~  , 
nocintiurilo  de)  Juzgado  de  Guerra  de  JaCa- 
pi  la|ua^eneral  do  Cala  luna,  a (Sent,  34  ciiC” 

VíII.-a.-  Delilos  cometidos  por  mili- 
cianos nacionales ?novilizados:  Conforme 
álaOrdmanza  de  ‘^'6  de  setiembre  de 
csíiui  sujetos  á las  jtetias  de  la  Ordenanza 
nultlan  La  deserción  y abandono  de 
guardia  son  delilos  militares, — Suscita- 
da competencia  negativa  entre  la  Capi- 
tanía genera!  de  Burgos  y el  juez  de 
primera  instancia  de  dicha  ciudad,  acer- 
ca del  conucimienlo  de  la  causa  seguida 
contra  José  Carvajal,  cabo  de  la  tercera 
compañía  del  batallón  de  voluntarios  de 


Málaga  que  estando  de  guardia  el  dia  53 
al  24  de  octubre,  la  abandonó,  desertan- 
do sin  que  se  sepa  su  paradero,  el  Tri- 
bunal Supremo  decide  que  el  conoci- 
miento corresponde  á la  jurisdicción 
militar: 

«Considerando  que  por  la 'circular  expedi- 
da por  ei  Ministerio  de  la  Gobernación  en  19 
de  noviembre  de  1873  se  consideran  como 
vigentes  desde  la  publicación  de  ia  ley  y 
aplicables  á los  actuales  batallones  de  Vo- 
luntarios de  la  Piopúbiica  el  tít.  6.®  y el  ar- 
tículo 117  lie  la  Ordenanza  de  18  de  setiem- 
bre Je  1873,  ¡í  más  de  la  parte  que  pueda 
plantearse  desde  luego  del  título  de  recom- 
pensas: 

Considerando  que,  según  el  art.  97  de 
esta  Or^lenanza  comprendido  en  el  referido 
tít.  6.“  que  se  declara  aplicable  por  la  circu- 
lar referida,  se  dispone  que  cuando  ia  Mili- 
cia local  baga  servicio  en  plaza  sitiada  ó en 
punto  acometido  por  enemigos  de  ia  Nación 
ó de  la  ConRlitucion,  ó cuando  salga  de  su 
pueblo  contra  ellos,  está  sujeta  á las  penas 
de  la  Ordenanza  militar: 

Considerando  que  el  cabo  de!  batallón  ca- 
zadores de  Torrijos  José  Carvajal  aparece 
corresponder  á la  milicia  movilizada  de  Má- 
Ijig^í  y tjue  en  tal  concepto  está  comprendi- 
do en  el  expresólo  art.  97  por  haber  salido 
juera  de  su  domicilio  contra  los  enemigos  Je 
la  nación  ó de  la  Constitución: 

CoDsideriindo  que  ¡os  hechos  de  abandonar 
un  puesto  de  guardia  y desertar  son  induda- 
blemente delitos  militares  que  no  eslán  ni 
previstos  ni  castigados  por  el  Código,  puesto 
que  sólo  se  ocupa  de  ios  delitos  comunes, 
por  lo  que  no  debe  juzgarse  por  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  que  solo  aplica  este  iiUirno, 
y SI  por  la  militar,  á la  que  toca  ia  ejecución 
de  las  Ordenanzas  del  ejército.»  íSent.  1 o 
abi'ií  1874.) 

iX.  Delitos  cometidos  por  soldados 
de  la  primera  reserva  ó cvajido  usan  de 
HceucAíi  ¿ííinpoval^  Se  cousidevaii  para  el 

efecto  del  fuero  en  activo  servicio. Así 

se  establece  de  conformidad  con  la  ley 
en  ¡os  casos  siguientes. 

Suscitada  competencia  entre  el  juez 
de  primera  instancia  de  Lérida  y el  Juz- 
gado de  la  Capitanía  general  de  Castilla 
a Nueva  en  causa  sobre  homicidio  en 
que  estaba  complicado  un  soldado  de  ia 
priniera  reserva,  se  decide  á favor  de  ia 
jurisdicción  militar: 


COMPlíTENClA...  {Jurisp.  penal). 

«ConsideraDtIo  que,  no  obstante  el  decre- 
to de  6 de  diciembre  idlimo  sobre  unifica- 
cioa  de  fueros,  la  jurisdicción  ordinaria  no 
es  la  competente  pura  conocer  de  los  delitos 
comunes  perpetrados  por  militares  en  activo 
servicio,  atendidas  las  excepciones  que  en  el 
mismo  citado  decreto  lian  quedado  estable- 
cidas: 

«Considerando  que  ios  soldados  que  se 
encuentran  usando  de  Ucencia  semestral  co- 
mo perleneciontes  ú la  primera  reserva  del 
ejército  no  son  baja  eu  el  mismo;  antes  se 
estiman  en  activo  servicio,  según  se  deduce 
del  art.  7.°  de!  reglamento  de  H de  marzo 
de  1SG7;  situación  que  no  alcanza  á !a  se- 
gunda reserva  por  bailarse  así  expresamente 
declarado  en  dicho  artículo  {!). 

»Y  considerando  que,  encontrándose  en 
el  primer  caso  el  soldado  del  batallón  caza- 
dores de  Alcántara  Pedro  Juan  Olle,  al  ocur- 
rir el  hecho  criminal  que  ha  dado  origen  á 
esta  coFiipelencia,  haciendo  extrieta  aplica- 
ción de  las  prescripciones  indicadas  , hay 
que  juzgarle  en  su  propio  fuero,»  (Scnt.  13 
sclicnibrc  JSC9.) 

Otra  decisión  análoga.  (Sent,  12  ju- 
lio 1869.) 
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la  primera  reserva  con  licencia  temporal 
prorogadoj  no  por  eso  pierden  fuero 
hasta  ingresar  en  la  segunda  reserva. — 
Asi  se  establece  decidiendo  á favor  del 
Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  gene- 
ral de  Aragón  la  competencia  promovi- 
da entre  el  mismo  y el  de  primera  ins- 
tancia de  Albarraciii,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  causa  criminal  contra  Juan 
Isidoro  Ginés: 


X.  Aunque  los  soldados  de  la  prime” 
ra  reserva  usen  de  licencia  semeslraly  se 
consideran  para  el  efecto  del  fuero  en 
activo  servicio,  no  hallándose  dados  de 
baja,  como  para  perderle  lo  exige  el  pár- 
rafo del  art.  1.^ — Así  se  establece^ 

71  í'ü!  I '*^‘•0  ürísoa  ul  ¿roce.liiniento,  se  hailéba  ,l¡s- 

prrafo  — del  decreto  de  31  de  dicie-m-  frmamlo  licencia  leinpnral  prorogada.»  ¡Sen- 

bre  de  lb68,  corresponde  a la  jurisdic-  , teiieia  21  julio  1870,1 


«Considerando  que  la  jurisiliccion  de  Guer- 
ra es  la  única  competeute,  según  el  decreto 
de  3 i de  diciembre  de  1?G8,  para  conocer 
de  las  causas  sobre  delitos  cometidos  por  los 
militares  no  exceptuados  en  el  decreto  de  6 
dcl  mismo  mes,  que  estableció  la  unidad  de 
fueros: 

Considerando  que  los  soldados  del  ejér- 
cito destinados  á la  primera  reserva,  aunque 
se  halien  con  iicencia  prorogada,  conservan 
su  iuero  militar,  el  que  no  pierden  ni  son 
por  consiguiente  baja  definitiva  en  sus  res- 
pectivos Cuerpos  hasta  ingresar  eu  la  segun- 
da reserva,  quedando  sujetos  en  este  caso  al 
fuero  común  ú ordinario,  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  art.  3.*  del  Real  decreto  de 
21  de  enero  de  lSb7,  y en  el  4.®  déla  ley 
de  reemplazos  de  26  de  junio  del  mis- 
mo afio; 

Considerando,  por  último,  que  el  solda- 
do Juan  Isidoro  Ginés,  perteneciente  al  re- 
gimiento infantería  de  Extremadura  en  19  do 
mayo  de  1869,  en  que  fueron  inferidas  á 
Salvador  Orliz  y A.-ensio  las  lesiones  que  han 


clon  de  Guerra  el  conocimiento  de  las 
causas  de  militares  en  activo  servicio  por 
delitos  comunes  que  no  sean  de  [os  ex- 
ceptuados en  el  decreto  de  6 del  mismo 
sobre  unificación  de  fueros;  que  por  el 
art.  3.“  del  Real  decreto  de  24  de  enero 
de  1867  solo  al  ingresar  los  individuos 
en  la  segunda  reserva,  son  baja  defini- 
tiva en  sus  respectivos  cuerpos,  gozando 
entonces,  según  el  art.  4.°  de  la  ley  de 
reemplazos  de  2C  de  junio  de  18C7,  del 
fuero  común  ú ordinario  en  todos  con- 
ceptos. (Sent.  13  setiembre  1869.) 

XI.  D.liíos  cometidos  por  soldados 
de  la  primera  reserva.  Los  soldados  de 

(í)  Ver  la  nota  á la  Seat.  8 febrero  1870, 
Jiúm.  XII. 


julio  1870.) 

Xl-Q~De.lUos  cometidos  por  individuos 
adscritos  á la  reserva,  pero  que  no  han 
ingresado  al  cometerlos  en  el  depósito  de 
quintos,  7ii  empezado  por  lauto  á disfrii~ 
lar  del  fuero  militar, — Suscitada  compe- 
tencia entre  el  juez  de  primera  instancia 
de  la  Palma  y la  Capitanía  general  ele  An- 
dalucía sobre  conocimiento  de  la  causa 
formada  contra  Manuel  Piebardo  indivi- 
duo de  la  reserva  por  lesiones,  se  decide 
á favor  de  la  jurisdicción  ordinaria  en  es- 
tos términos; 

«Gon.siderando  que  el  heclio,  origen  de 
estas  actuaciones,  e.s  el  de  lesiones  inénos 
graves  causadas  en  24  agosto  do  1873  á José 
San  Miguel  noinero; 

Coüsideraudo  que  el  procesado  á quien  se 
atribuye  este  delito,  en  la  fecha  de  su  comí- 
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sien  no  era  iadívíduo  del  ejércilo  ni  de  la 
Armada  en  activo  servicio  militar;  y que  si 
j)ien  estaba  adscrito  á la  reserva,  no’ ingresó 
en  el  depósito  de  quintos  destinado  á la  mis- 
ma basta  17  setiembre  siguiente,  en  que  em- 
pezó á disfriUar  del  fuero  militar; 

Considerando  que  los  efectos  legales  del 
fuero  especial  no  deben  retrotraerse  á una 
época  anterior  en  que  el  procesado  estaba 
sujeto  á la  jurisdicción  ordinaria; 

Considerando,  por  consecuencia,  que  el 
delito  que  se  persigue  es  de  ios  comunes  co- 
metido por  un  indivídao  que  no  era  aforado  ‘ 
de  guerra  al  tiempo  de  su  comisión: 

Vistos  los  artículos  de  la  ley  orgánica  de 
Tribunales  269,  32i  y 319  en  su  núin.  13; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  estas  actuacio- 
nes corresponde  exclusivamente  al  Juzgado 
de  primera  instancia  de  La  Palma  etc.» 
{Sent.  7 febrero  1S74.J 

XII.  0/ro  caso:  Los  soldados  de  la 
primera  reserva,  no  dejan  de  ser  milila- 
res  en  activo  servicio.  La  misma  doctri- 
na que  en  los  casos  an/íríores.— Formada 
causa  crimina!  por  el  alcalde  de  Santa 
María  de  Nava  que  elevó  al  juez  de  Cer- 
vera  del  Rio  Pisuerga,  sobre  lesiones,  en 
que  estaba  complicado  Máximo  Diez, 
soldado  del  regimiento  de  infantería  del 
ptncipe,  el  comandante  militar  de  Pa- 
tencia reclamó  el  conocimiento  dando 
lugar  á competencia,  que  el  Tribunal  Su- 
pr^mo  por  su  fallo  de  8 de  febrero  de 
18/0,  decide  á favor  del  Juzgado  de  ía 
Capitanía  genera]  de  Castilla  la  Vieja: 

«Considerando  ípie  la  jurisdicción  militar 
es  la  coiiipeteute  para  conocer  de  los  delitos 
perpetrados  por  los  militares  í[ue  no  estuvie- 
sen dados  de  baja  en  la  indicia,  según  se  dis- 
pone en  el  párrafo  cuarto  del  art.  í,^  del  de- 
creto eleva'loá  ley  de  6 de  diciembre  de  186S 
sobre  unilicacion  de  fueros  (1). 

«Considerando  que  los  soldados  del  ejér- 
cito activo  que  se  hallan  disfrutando  licencia 
Uiiniiada  por  pcrleiiecer  á la  primera  reserva 
no  están  íiados  de  Inija  en  él,  con  arreglo  á 
lo  establecido  en  el  art.  2, “del  decreto  de  24 


(1)  La  ley  oriíánica  (h-l  poder  indi  da  1 de- 
termimuMi  sus  ai  ts.  :!i7ai  361  la  competenciade 
, Jurisdicción  militar  ú de  guerra  y marina  en 
Jo  criminal.  El  art.  3í8  deíine  lo  que  es  el  ser- 
vicio mjitíaj*  aciivo.  El  art.  349  en  su  párrafo 
13,  excluye  de  la  jurisdicción  militar  á ios  mi- 

deiínquTdo  hubieren 


,,  {Jurisp. penal), 

de  enero  de  1867,  y á lo  que  evidentemente 
se  deduce  del  7.“  d'el  reglamento  para  la  se- 
gunda reserva,  aprobado^ por  Real  órden  de 
di  de  marzo  del  mismo  año  (2). 

(fY  considerando  que  en  este  caso  se  en- 
contraba el  soldado  jMáximo  Diez  al  cometer 
el  delito  que  .se  persigue.»  (Sent.  S febre- 
ro 1870.} 

XIII.  Soldados  con  licencia  tempo- 
ral, Otro  caso  de  procesamiento  de  sol- 
dado por  delito  común  cometido  mientras 
se  hallaba  disfrutando  de  Ucencia  tem- 
poral, Competencia  de  la  jurisdicción 
militar  con  arreglo  á la  ley  orgánica  del 
poder  judicial: 

En  la  noche  del  7 de  agosto  de  1871, 
rondando  algunos  jóvenes  por  el  pueblo 
de  Arens  de  Lledó,  partido  judicial  de 
Valderrobles,  les  fueron  dirigidos  pedra- 
das desde  lo  alto  do  ia  población,  de  cu- 
yas resultas  quedó  uno  muerto  en  el 
acto  y otro  herido;  y apareciendo  méri- 
tos para  considerar  culpable  á Antonio 
Andreu,  se  decretó  su  procesamiento  y 
prisión,  expidiendo  á este  efecto  el  opor- 
tuno exhorto  al  capitán  general  de  Va- 
lencia por  hallarse  sirviendo  como  solda- 
do en  un  regimiento  de  guarnición  en 
dicha  ciudad.  La  autoridad  militar,  acre- 
ditando con  la  hoja  do  filiación  que  el 
reclamado  era  tal  soldado,  requirió  de 
inliihieion  al  Juzgado  de  Valderrobles,  y 
éste  la  resistió,  apoyado  en  el  núm.  13 
del  art.  349  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  porque  á la  sazón  estaba  con  li- 
cencia temporal,  ó dado  de  baja.  Insis- 
tiendo ambos  jueces  en  su  respectiva 
competencia,  se  decide  por  el  Tribunal 

Supremo  á favor  del  militar  en  estos  tér- 
minos: 

«L°  Considerando  que,  según  lo  d¡s- 
piie.slo  en  el  art.  347  de  la  ley  orgánica  del 


_ (2)  El  decreto  do  24-  de  enero  de  1867  está 
inserto  en  el  piccionnrio,  artículo  Ejiíucitü,  to- 
moV,  pág.  48.Í;  y el  Heglamerilo  de  11  ile  marzo 
de!  niisniü  año  en  el  artículo  Seuvicio  militaii 
comprendido  en  ci  Apéndlceó ilnjmr/o  de  I87Ü, 
píig  8U.  Lo  que  era  la  reserva  de]  ejército  se- 
gún la  ley  de  29  de  niarzodc  i870,puodc  verse, 
indicado  en  las  palabras  ileseí'ro  aclioa:  licser- 
va  segunda  ó sedentaria  del  Sumario  de  dicho 
arlicu.ü,  pág.  94. — Lo  que  e.s  hoy  con  arreglo 
á la  ley  de  J7  de  febrero  do  1873,  véase  en  di- 
cha ley  inserta  en  la  pág.  98  del  rtoleiin  de  di- 
cho ano. 


poder  judicial,  la  jurisdicción  de  Guerra  y la 
de  Marina  son  las  únicas  competentes  para 
conocer  respecUvamente,  con  arreglo  á las 
Ordenanzas  del  ejército  y de  la  Armada, 
de  las  causas  criminales  por  delitos  cometi- 
dos por  militares  y marinos  de  todas  clases 
en  servicio  activo  del  ejército  ó de  la  Ar- 
mada: 

2.‘  Considerando  que  en  la  fecha  de  la 
perpetración  del  delito  que  se  atribuyo  á An- 
tonio Andreu  y í^lobet  se  liallaba  éste  sirvien- 
do en  el  ejército,  aunque  separado  de  su 
cuerpo  con  licencia  temporal,  y por  consi- 
guiente comprendido  eu  la  disposición  an- 
terior; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  aJ  Juzgado  de  Guerra  de  la  Ca- 
pitanía general  de  Valencia  etc.»  (Sent.  12 
noviembre  1872.) 

XIV.  Delitos  copietidos  por  militai'es 
dados  de  hoja  ó soldados  de  la  segunda 
reserva^  ó con  licencia  ilimitada.  Com- 
petencia de  h jurisdicción  ordinaria^  se- 
gún el  decreto-ley  de  1808  y la  ley  orgá- 
nica de  1870,  por  no  iruiarse  de  milita- 
res en  servicio  aclioo  (1). 

Se  decide  á favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Santander  la  compe- 
tencia con  el  de  Guerra  de  la  Capitanía 
general  de  Castilla  la  Vieja,  acerca  deí 
conocimiento  de  una  causa  formada  á 
Toribio  Punaarejo  y otros  por  alboroto  y 
desobediencia  á los  agentes  de  la  auto- 
ridad. 

«(Considerando  que  desde  la  publicación 
del  decreto  de  6 de  diciembre  de  1S(Í8  sobre 
refundición  de  fueros,  sancionado  como  ley 
jpor  las  Córtes  Constituyentes,  corresponde 
a la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento 
de  los  causas  que  se  formen  por  delitos  que 
no  sean  de  los  exceptuados  en  los  párrafos 
3.*  y 4.“  dei  art.  l.°,  debiendo  entender  la 
militar  de  Guerra  y Marina  de  los  que  se  es- 
pecifican en  el  art.  4.°  del  expresado  de- 
creto; 

«Considerando  que  en  el  expedido  en  31 
del  mismo  mes  y ano  por  el  Ministerio  de  la 
Guerra,  cumpliendo  lo  prescrito  en  Ja  duo- 
décima disposición  transitoria  de  aquel  de- 


(t)  En  el  ndin.  Ll  puede  consultarse  otro 
caso  de  delito  cometido  por  soldado  de  la  se- 
gunda reserva,  en  que  se  suscité  eompeiencía 
negativa. 
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crelo,  se  designan  los  pleitos  y causas  que 
deben  ser  de  la  conipelencia  de  la  jurisdic- 
ción de  Guerra  y Marina,  y no  se  compren- 
den eu  las  últimas  las  de  los  delitos  de  que  el 
Miuisieriü  público  acusa  al  soldado  Toribio 
Pumarejo  y sus  _co-rens,  que  son  los  de  da- 

no  y desobediencia  á los  agentes  de  la  auto- 
ridad. 

»(.onsiderando que  conformo  á lo  es- 

tablecido en  el  citado  párrafo  4.°  del  de- 
creto de  6 de  diciembre  y art.  7.^  del  de  31 
del  mismo  mes,  es  la  jur'.sdiccion  ordinaria 
la  competente  para  conocer  de  ios  delitos 
perpetrados  por  mililare.s  cuando  estén  da- 
dos de  baja  en  la  milicia,  y en  esta  situación 
y con  licencia  ilimitada  .se  hallaba  el  soldado 
Toribio  Piunarejo  cuando  se  cometieron  tos 

que  han  dado  motivo  á la  formación  de  esta 
causa; 

»Y  considerando,  por  último,  que  siendo 
tan  radical  ¡a  reforma  que,  en  materia  de 
fueros,  ha  venido  á introducir  en  la  legisla- 
ción el  decreto- ley  de  G de  diciembre,  no 
pueden  servir  ele  jurisprudencia  en  los  con- 
ílictos  jurisdiccionales  las  anteriores  decisio- 
nes de  este  Tribunal  Supremo  cuando  no  se 
hallen  ajustadas  en  sus  fundamentos  ó estén 
en  contradicción  con  las  prescripciones  déla 
nueva  ley.»  (Sent.  10  diciembre  1860.) 

XV.  Delitos  cometidos  por  guardias 
civilesi  Son  militares  en  activo  servicio  y 
como  tales  gozan  de  fuero  milii.ar. — Ha- 
llándose jugando  á los  naipes  en  una  ca- 
lle pública  de  Berja  varios  jóvenes  al 
anochecer  del  7 de  abril  de  1870,  se 
aproximó  e!  guardia  civil  José  Conde;  y 
amonestándoles  para  que  se  retirasen,  y 
no  verificándolo,  dió  con  el  sable  ú uno 
de  ellos,  Isidro  Viamonté,  un  golpeen  la 
cabeza,  causándole  la  lesión  que  lia  exi- 
gido para  su  curación  días  de  asisten-  • 
cia  facultativa; 

Instruidas  diligencias  para  la  averi- 
guación del  hecho  por  la  jurisdicción 
ordinaria,  y procedido  contra  el  Conde 
como  autor  do  las  citadas  lesiones,  el 
Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Ara- 
gón, que  por  su  parte  inició  también  el 
procedimiento,  requirió  de  inhibición  á 
aquella,  fundándose  para  ello  en  que  et 
procesado  se  liallaba  en  activo  servicio 
cuando  ejecutó  el  acto  origen  de  la  cau- 
sa, circunstancia  que  niega  el  Juzgado 
ordinario  y sirve  de  apoyo  para  sostener 
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su  competenoia  (I),  que  es  decidida  en 
los  términos  siguientes; 

«Consifleríindo  que,  confíume  á los  artícu- 
los 4.“,  píírrafo  segundo^  y 3-i'7  respectivos 
de  las  citniias  leyes,  acordes  con  las  repeti- 
das decisiones  do  este  Supremo  Trihunal,  los 
delitos  comunes  cometidos  por  los  militares 
en  activo  servicio  deben  ser  castigadas  y re- 
primidos por  la  jurisdicción  especial  de  Guer- 
ra, con  exclu'^ion  de  la  ordinaria;  circuns- 
tancias todas  que  concurren  en  el  hecho  de 
que  se  trata; 

Fallamos  que  el  conocimiento  de  las  pre- 
sentes acUiacíones  corresponde  al  Juzgado 
de  la  Capitanía  genera!  de  Aragón,  á quien 
mandamos  se  remitan  jíinhas  para  su  prose- 
cución con  arreglo  á derecho.»  {Scnt.  17 
enero  1871.) 

XVí.  Ofro  caso  de  coínpefencia  de  la 
j iirisd  ircto  n nii  l i la  r sobre  co  nocimi  en  to 
de  hechos  abusivos  imputados  á mi  jefe 
y guardias  civiles^  dando  muerte  á pre- 
sos (¡ue  conducían^  y de  akniado  á un 
alcalde.  Requisilos  para  que  dos  delitos 
se  repulen  conexos.  Competencia  de  la 
jurisdicción  ordinaria  para  conocer  del 
ülenltído. — Hé  aquí  este  caso  de  compe- 
tencia: 


_ (t)  Los  guardias  civiles  son  militares  en  ac- 
tivo servicio,  comprendidos  e.v presamente  en 
c!  art.  358  de  la  ley  orgánica  lü  mismo  que  Jos 
en rabi ñeros;  y de  los  d=di[os  que  cometan  sal- 
vo que  sean  üe  los  exceptuados  en  el  párrafo 
segundo  de  dicho  articulo  y de  los  demás  que 
causan  desafuero,  conocen  los  Juzgados  de 
Guerra.  Ni  sabemos  como  ha  podido  suscitarse 
duda  sobre  este  punto,  cuando  lo  declara  así 
expl¡cita7veute  el  rcforldo  articulo,  estando  ade- 
más comprendidos  lo  mismo  los  guardias  civi- 
les que  los  carabineros  en  ia  regla  general  que 
el  m(.smo  establece  de  ser  scrüicío  mííí7ar  ac- 
¿úm  el  que  presta  -cualquiej-a  fuerza  perma- 
» non  le  organizada  militarmenic  riuedependa  en 
*oslc  concepto  del  Slínislciio  de  la  Guerra  d 
*^Iarina  y está  [urndada  por  jefeis  míliiares  y 

• sujeta  á las  Ordenanza.s  del  ejército  ó de  la  ar- 

• malla  en  lo  que  se  refiera  al  cumplimiento  de 

• sus  debere.s  militares,  aunque  tenga  por  objeto 
®princi|.)a)  auxiliar  á la  Adininistracion  y al  po- 

• der  judicial. • De  lleno,  pues  están  compren- 
didos los  cuerpos  de  guardia  civil  y carabineros 
en  esta  regla  general;  poro  sin  necesidad  de  la 
regla,  repeliinas  los  cita  expr.  sámenle  el  artícu- 
lo, ni  mas  ni  menos  que  al  ejército  permanente 
y a la  marina. 

Sin  duda  alguna  que  el  juez  ordinario,  rc- 
queridci,  confundió  ol  hecho  de  delincuencia 
del  guardia,  con  el  muy  distinto  de  insulto  ó 
resistencia  á ia  guardia  civil. 
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¡ AiUovizDdo  competentemente  el  tenien- 
te de  la  gnartiia  civil  D.  Luis  Femenia 
para  proceder  á la  captura,  entre  otros^ 
de  Pascual  Marco  y Marco  (á)  Gañan, 
Fernando  Masanet  (á)  Panchuta  y Rai- 
mundo de  la  Asunción  (á)  Bordeesteta, 
auxiliado  por  varios  individuos  del  Cuer- 
po y el  paisano  Rafael  Mirafles,  a quien 
autorizó  para  el  uso  de  una  carabina, 
verificó  ia  captura  en  la  villa  de  Pego 
el  1.^  de  marzo  de  este  año  de  los  tres 
procesados  y de  José  Miralles,  que  con 
ellos  andaba.  Con  este  motivo  hubo  al- 
guna conmoción  en  e!  vecindario,  y no- 
ticioso de  ello  el  alcalde  D.  Salvador  Ca- 
net,  se  presentó  en  el  sitio  de  la  ocur- 
rencia; y hallando  al  Rafael  Miralles  (que 
tenia  causa  criminal  pendiente)  con  la 
carabina,  trató  de  desarmarlo,  á lo  que 
se  opuso  el  teniente  Femenia,  diciéndole 
que  no  era  allí  nada,  montando  las  ar- 
mas los  guardias  y dirigiéndolas  contra 
el  alcalde,  por  cuyos  hechos  se  formó 
causa  en  el  Juzgado  de  Pego. 

Conducidos  los  presos  para  su  deslino, 
escoltados  por  el  teniente  é individuos 
de  la  guardia  civil,  al  llegar  al  monte  de 
Pego,  término  del  pueblo  de  la  Oliva, 
partido  judicial  de  Gandía,  se  presentó 
un  grupo  de  lio  robres  armados  y se  tra- 
bó un  fuego  bastante  nutrido  entre  éstos 
y los  guardias  civiles,  resultando  muer- 
tos en  el  acto  tres  de  los  presos,  y herido 
mortal  mente  el  cuarto,  teniendo  también 
el  teniente  y alguno  de  los  guardias  pa- 
sadas las  ropas  que  vestían  por  proyecti- 
les de  arma  de  fuego;  con  cuyo  motivo 
se  formó  !a  correspondiente  causa  en  el 
Juzgado  de  Gandía  y en  el  de  la  Capi- 
tanía general  de  Valencia  por  ambos 
hechos. 

Suscitada  competencia  entre  ambas 
jurisdicciones  y remitidas  las  actuacio- 
nes al  Tribunal  Supremo,  es  decidida  en 
los  términos  siguientes; 

1.”  «Considerando  que,  segim  lo  dis- 
puesto en  el  art.  3M  de  la  ley  orgtlnica  del 
poder  judicial,  la  jurisdicción  de  Guerra  y la 
de  .Marina  serán  las  únicas  competentes  para 
conocer  rcspecüvamonte  con  arref^lo  á las 
Ordenanzas  militares  ded  ejército  y de  la  Ar- 
mada de  las  causas  criminales  por  delitos  co- 
metidos por  militares  y marinos  de  todas 
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clases  en  servicio  activo  del  ejército  y de  la 
Armada;  y que  segnu  el  SIS,  lujo  la  deno- 
niiiiacion  de  servicio  militar  activo  para  los 
efectos  deesa  le>  se  comprende,  en  Iré  otros, 
el  qnc  se  hace  por  los  cuerpos  de  la  Guar- 
dia civil  en  lo  que  se  refiere  al  cumplimiento 
desús  deberes  militares  (1),  aunque  tenga 
por  objeto  principal  auxiliar  li  la  Administra- 
ción ó al  Poder  judicial: 

2. °  Considerando  que,  conforme  al  nú- 
mero C.°,  art.  349,  no  están  raimprendidos 
en  tas  di.sposiciones  anies  citadas  los  reos  de 
atentado  y desacato  contra  las  autoridades 
"íolílicas,  administrativas  y judiciales;  de- 
jiendo  ser  juzgadas  por  la  jurisdiccioD  ordi- 
naria las  personas  responsables  de  esos 
hechos, 

3. “  Considerando  que  solo  pueden  repu- 
tarse delitos  conexos,  según  lo  dispuesto  en 
los  artículos  328  y 33 i de  la  ley  orgánica 
ántes  citada,  aquellos  que  se  ejecutan  simul- 
táneamente cuando  cometidos  en  distintos 
lugares  ó tiempos  hubiese  precedido  con- 
cierto para  ello,  6 sido  medio  para  perpetrar 
otro.'i,  ó para  facilitar  su  ejecución  ó procu- 
rar la  impunidad: 

4. ”  Considerando  que  cualquiera  que  sea 
la  responsabilidad  que  pueda  imputarse  al 
teniente  y guardias  civiles  en  el  iiecho  ocur- 
rido en  el  monte  de  Pego,  y subsiguiente 
muerte  do  los  presn.s,  el  leuienle  y guardias 
civiles  eran  militares  en  activo  servicio  y 
no  hallándose  comprendidos  en  la  excepción 
del  arl.  349  de  la  ley  sobre  organización  del 
poder  judicial,  corresponde  el  cimocimienlo 
de  la  causa  a!  Juzgado  de  Guerra: 

b.®  Considerando,  en  cuanto á los  hechos 
verificados  en  la  población  de  Pego,  que  el 
delito  que  se  persigue  es  el  de  atentado  y 
desacato  ó la  autoridaii  poüiicay  administra- 
tiva del  pueblo,  y que  en  él  no  concurren 
las  circiiLStancias  que  exige  el  art.  33t  de 
la  ley  antes  citada  para  que  pueda  sostenerse 
que  es  conexo  con  el  de  homicidios: 

Fallamo.s  que  debemos  declarar  y declara- 


(1)  Eu  ¡o  qt(e  se  re/íere  o?  cumplimienlo  de 
Jos  deberes  ■mUiUives  No  dice  el  arl,  348  lo 
que  parece  dar  ü entender  esle  consitlerando, 
ni  se.  relie  reo  siquiera  las  palabras  referidas  á 
la  guardia  civil,  que,  sin  tuoliargo,  está  denlro 
de  ia  regla,  .según  dejamo.s  dicho  en  !a  nota  al 
nihn.  XV,  puesto  que  como  fuerza  piTinanen- 
le  organizada  roíliiarniente,  depende  en  tal 
concepto  del  Ministerio  de  la  Oueri’a,  está  tiian- 
dada  por  j-  fes  tniülares  y sujeta  d las  Orde- 
nanzas tlel  ejercito  en  cnuiiln  se  reitere  al  enm- 
pliuiietito  tlií  sus  deluTCS  niililares.  l.os  guar- 
dias civiles  son,  jtucs,  en  todo  caso  militares 
en  activo  servicio. 
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inos  que  el  conocimiento  de  la  causa  por 
los  Iiomiciclios  de  Pascual  Márcos  y sus  tres 
compañeros  corresponde  al  Juzgado  de  la 
Capitanía  general  de  Valencia,  á quien  .se  re- 
mitan unas  Y otras  actuaciones  para  .su  con- 
tinuación con  arreglo  á dcreclio,  participán- 
dose a.sí  al  Juzgado  ortlinann;  y que  el  de  la 
causa  formada  en  Pego  yierlenece  al  Juzgado 
de  primera  instancia  de  aquel  partido,  á 
quien  se  reinita  el  ramo  separado  que  á él  se 
reitere,  poniéndose  en  conociinieiiln  del  de 
la  Capitanía  general  de  Valencia,  á quien  se 
diga  al  mismo  t¡eiu¡)0  que  en  lo  .sucesivo  ten- 
ga presente  que  la  ley  de  organieion  do  los 
Tribunales,  como  toda.s  las  leyes,  son  obli- 
gatorias para  todas  las  personas,  cualquiera 
que  sea  sn  fuero,  desde  que  se  publicíiu  en 
la  Gaceta  de  Madrid  é eii  ios  ¡ioletines  ofi- 
ciales de  las  provincias  según  sius  casos;  y 
iiltimamente,  qne  rtísolucton  se  trasmita 
al  Gobierno  tie  S.  iM.  por  el  conduelo  y en  la 
forma  ordinaria.»  (Sciit.  7 octubre  J87I.) 


XVII  Los  guardias  rimles,  lo  mismo 
fjue  los  demás  7uili!ares  ea  orlino  servi- 
do^ S071  jusíicialdfs  ante  la  jurisdieeioii 
ordmarin  ]iOi'  dcsaraln  á la  autoridad  tj 
üleufado  á los  agenles. — líiihiéndose  li- 
brado por  el  juez  munici|)al  de  Lumbre- 
ras mandamiento  deejecueion  y embargo 
contra  el  guardia  Ildefonso  Gómez,  con- 
denado en  juicio  verbal  al  pago  de  37 
pesetas,  al  requerírsele  en  el  cuartel  por 
el  portero  del  Juzgado,  aco!n[iar!a(lo  del 
secretario  y testigos,  contestó  «que  no 
pagaba,  ni  consentía  se  la  hiciese  em- 
bargo.» Formada  causa  sobre  este  hecho 
por  el  juez  de  Torrecilla  de  Cameros,  se 
suscitó  competencia  entre  el  mismo  y el 
Juzgado  militar,  ([ue'd  Tribunal  Supre- 
mo decide  en  los  términos  siguientes; 


«Considerando  que  el  dvliLo  que  lia  moti- 
vado la  formación  de  la  causa  que  está  ins- 
truyendo e!  juez  do  primera  ¡usía acia  de 
Torrecilla  de  Cameros  contra  el  cabo  de  la 
guardia  civil  D.  lldofoii.so  Gómez  García  y 
que  le  reclama  el  capitán  general  de  Casülhi 
la  Vieja  es  el  de  atf'iilado  contra  los  agentes 
de  la  aut  oridad  jndicíiil,  dolí  nido  en  el  párra- 
fo segundo  tiel  art.  203  del  Código  petial: 

2.“  Considerando  que  si  bi¿:n  por  regla 
general  la  jiirisdiccirui  de  la  Guerra  es  la 
única  competente  para  conocer  con  arreglo 
á las  Ordenanzas  militares  del  ejército,  de 
las  causas  critn¡uaic.s  por  delitos  cometidos 
por  la  guardia  civil,  cuando  se  trata  de  los 
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atent:idos  contra  las  autoridades  judiciales, 
se  pierde  el  fuero  de  Guerra;  y por  lo  tanto, 
según  lo  dispuesto  en  el  caso  6."  del  art,  349 
do  la  ley  provísiona]  sobre  organización  del 
poder  judicial,  los  individuos  do  la  guardia 
civil  deben  ser  procesados  por  Ja  jurisdicción 
ordinaria,  lo  cual  es  conforme  á la  jurispru- 
dencia constante  de  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  estas  diligencias 
sumarias  corresponde  ai  juez  de  primera  ins- 
tancia de  Torrecilla  de  Cameros,  á cuya  au- 
toridad judicial  se  remitan  ambos  ramos  para 
que  los  continúe  y proceda  con  arreglo  á 
derecho;  participándose  esta  resolución  al 
capitán  general  de  Castilla  la  Vieja  para  su 
conocimiento  y efectos  consiguientes.»  (Sen- 
tencia 7 setiembre  1871.) 

XVII  í.  Delilos  cometidos  por  carabi- 
neros: Son  milihires  en  activo  servicio  y 
como  tales  sujetos  á la  jurisdicción  mili- 
tar (1).  Disputándose  entre  e]  juez  de 
Estepona  y el  capitán  general  de  Grana- 
da, la  competencia  para  conocer  de  la 
causa  seguida  contra  el  cabo  de  carabi- 
neros D.  José  Sansano  por  lesiones,  se 
decide  á favor  de  la  jurisdicción  militar, 
por  ser  los  carabineros  militares  en  acti- 
vo servicio.  He  aquí  á la  letra  esta  deci- 
sión eu  su  parte  sustancial: 

«Resultando  que  en  la  raanana  del  2 de 
agosto  de  1870,  hallándose  en  la  playa  de  la 
villa  de  Estepona  varios  muchachos  tirando 
piedras  al  imbécil  conocido  con  el  nombre 
de  Calan,  que  se  ocupaba  en  llenar  un  botijo 
de  agua  del  mar,  el  cabo  de  carabineros  ve- 
teranos D.  José  Sansano  y Sánchez,  que  es- 
taba de  servicio  en  la  misma  playa,  trató  de 
intervenir;  y no  haciéndole  caso,  Jes  tiró  una 
piedra  que  causó  á uno  de  ellos  llamado  Ma- 
nuel Perez,  una  lesión,  de  la  que  sanó  á los 
veinte  dias;  que  observado  este  hecho  por  la 
gente  que  allí  liabia,  empezó  á pedradas  cou 
el  dicho  cabo  de  carabineros,  obligándole  á 
encerrarse  en  el  cuartel: 

Resultando  que  instruidas  diligencias  por 
el  juez  de  primera  instancia  de  Estepona, 
por  auto  de  19  de  agosto  se  inhibió  de  su  co- 
nocinviento,  tanto  sobre  las  lesiones  causa- 
das á Manuel  Perez,  cuanto  á las  agresiones 
contra  el  cabo;  y consultado  con  la  Audien- 
cia de  Granada,  la  Sala  extraordinaria  en  va- 
caciones, oído  el  fiscal,  lo  dejó  sin  efecto, 
mandando  devolver  la  causa  al  juez  para  que 


conociese  del  delito  de  lesiones,  y enviando 
al  Juzgado  de  Guerra  testimonio  del  resulta- 
do en  cuanto  á la  agresión  contra  el  ca ba- 
que recibido  por  el  capilan  general  de  Gra- 
nada, creyéndose  competente  para  conocer 
de  ambos  delitos,  requirió  de  inliibicíon  ai 
juez  de  Estepona,  que  no  accediendo  dió  lu- 
gar ai  presente  conllicto: 

Resultando  que  e!  juez  de  Estepona  en 
apoyo  de  su  jurisdicción  alega  que  aun  cuan- 
do el  cabo  de  carabineros  í).  José  Sansano 
estuviese  de  servicio  el  dia  que  dió  la  pedra- 
da á Manuel  Perez,  no  era  de  su  instituto  el 
intervenir  en  asuntos  de  esta  naturaleza,  por 
cuya  razón  debe  excluírsele  del  beneficio  ó 
privilegio  del  fuero,  rundado  en  no  hallarse 
comprendido  este  cuso  en  ios  que  exceptúa 
eJ  decreto  de  6 de  diciembre  de  1868: 

Resultando  que  el  capitán  general  de  Gra- 
nada, con  audiencia  del  auditor,  sostiene  su 
jurisdicción,  alegando:  primero,  que  el  cabo 
era  un  militar  en  activo  servicio  cuando  co- 
metió el  delito  de  que  se  trata:  segunde,  que 

según  la  ley  de  6 de  diciembre  de  1868,  la 

jurisdicción  de  Guerra  es  competente  para 
conocer  de  todos  los  delitos  cometidos  por  los 
militares  en  activo  servicio,  á no  estar  ex- 
ceptuados en  los  párrafos  tercero  y cuarto 
dei  art.  1.“  de  dicha  ley;  y por  último,  que 

no  puede  decirse  que  io  esté  el  que  nos 
ocupa: 

Visto,  siendo  Ponente  el  magistrado  don 
Manuel  León: 

1. ®  Considerando  que,  según  lo  dispues- 
to en  el  art.  347  de  la  ley  provisional  sobre 
Organización  del  poder  judicial,  Ja  jurisdic- 
ción de  Guerra  y Marina  son  las  únicas 
competentes  para  conocer  respectivamente, 
con  arreglo  á las  Ordenanzas  militares  del 
ejército  y de  la  Armada,  de  las  causas  cri- 
minales por  delitos  cometidos  por  militares  ó 
marinos  de  todas  clases  en  activo  servicio: 

2. *  Con.siderando  que  el  cabo  D.  José 
Sansano  y Sánchez,  como  perteneciente  al 
resguardo  de  Hacienda,  es  tenido  como  mi- 
litar en  activo  servicio,  que  lo  estaba  practi- 
cando en  el  acto  de  ocurrir  el  hedió  que  ha 
motivado  esta  competencia,  y que  las  lesiones 
consecuencia  de  él  no  son  de  los  delitos  ex- 
ceptuados en  el  art.  349  para  que  la  jurisdic- 
ción ordinaria  pueda  conocer  de  ella; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  este  asunto  cor- 
responde á Ja  jurisdicción  militar,  á la  que 
se  rerniian  unas  y otras  diligencias  para  que 
proceda  con  arreglo  á derecho.»  (Sent,  7 
febrero  J871.) 

XIX.  Delitos  cometidos  en  tierra  por 


(1]  Ver  la  nota  al  núm.  XV. 
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gente  de  mar:  Desafuero:  Competencia 
de  la  jurisdicción  ordinaria, — Lo  mismo 
ei  decreto  ley  de  O de  diciembre  de  1868 
que  ia  ley  orgánica  del  poder  judicial 
exceptúan  del  conocimiento  de  la  juris- 
dicción de  Marina  los  delitos  cometidos 
en  tierra  por  gente  de  mar,  y esto,  aun- 
que se  valgan  sus  autores  úe  lanchas  ú 
otra  clase  de  naves,  cuando  el  hecho  cri- 
minal tiene  Jugar  no  á bordo  sino  en 
tierra.  Hé  aquí  un  caso  de  competencia. 

El  Juzgado  de  Marina  de  ia  Coman- 
dancia general  del  departamento  del 
Ferrol  suscitó  competencia  al  de  pri- 
mera instancia  de  Pravia  acerca  del  co- 
nocimiento de  la  causa  contra  varios 
matriculados  de  mar  sobre  daños  causa- 
dos en  una  finca  arrancando  árboles.  El 
Tribunal  Supremo  la  decide  á favor  de 
la  jurisdicción  ordinaria: 

Considerando  que  á ia  jurisdicción  ordina- 
ria corresponde  conocer  de  los  delitos  comu- 
nes cometidos  en  tierra  por  la  gente  de  mar, 
según  lo  dispuesto  en  el  arl.  1.^,  caso  3.“  del 
decreto  de  6 de  diciembre  de  18GS  sobre  re- 
fundición de  fueros. 

Considerando  í¡ue  en  el  caso  de  autos  el 
delito  se  lia  come  Lid  o en  tierr.!  por  matricu- 
lados de  mar,  los  cuales  han  arrancado  ár- 
boles y iieclio  destrozos  en  la  finca  de  Pe- 
drcgalon,  jurisdicción  de  Pravia,  pertene- 
ciente á D.  Cándido  Fernandez  Cuervo; 

Considerando  que  no  destruye  ni  aun  mo- 
difica Ja  prescripción  legal  ya  citada  el  que 
para  perpetrar  ese  delito  se  iiubieran  servido 
Jos  presuntos  reos  de  lanchAS  de  pescar, 
porque  el  heclio  criminal  que  se  persigue 
no  tuvo  lugar  á bordo,  es  decir,  en  Jas  em- 
barcaciones mismas,  como  era  necesario 
para  colocarse  en  ia  excepción  que  establece 
el  caso  11,  art.  1.°  del  decreto  de  8 de  fe- 
brero de  1869,  expedido  por  el  Ministerio  de 
Marina  en  consonancia  con  el  de  Gracia  y 
Justicia  sobre  la  materia  (1),  sino  en  tierra, 
auxiliados  los  de  las  lanclias  por  otros  que 
sallaron  á tierra,  y cooperando  unos  y otros 
para  causar  daños  en  tierra-  en  la  finca  ya 
mencionada;  todo  lo  cual  hace  desaparecer 
por  completo  el  fundamento  en  que  se  apo- 
ya la  jurisdicción  de  Marina  para  sostener 
esta  competencia.»  (Sent.  15  junio  1S70.) 


(t)  Kl  I leeré  lo  lie  <S  de  fi-brero  de  1369  está 
inserto  en  l;i  pái;.  30  ik*i  .tpeíKÍicc  al  Diccto- 
non'y,  de  díelio  afio. 

JUR.  PeN, 
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XX.  Otro  caso  de  desafuero  de  gente 
de  mar  por  delitos  coinetidos  en  tierra: 
Por  gente  de  mar  so  entienden  los  mafri- 
ciliados  g marineros. — Competencia  en- 
tre el  Juzgado  de  ia  Comandancia  gene- 
ral de  Marina  del  departamento  de  Cádiz 
y el  de  primera  instancia  de  San  Fer- 
nando sobre  conocimiento  de  la  causa 
contra  un  marinero  por  leivlaliva  de  robo 
en  una  casa  de  dicha  ciudad.  So  decide 
á favor  del  último. 

1. °  Consideraudo  que,  según  el  caso  3.'^ 
del  art.  349  do  la  ley  provi^iona!  sobre  orga- 
nización del  poder  judicial,  igual  en  esta 
parte  al  propio  número  del  de]  decreto 
de  unificación  citado  i>nr  la  Comandancia, 
está  exceptuado  de  la  jurisdicción  especial 
de  Marina  establecida  en  los  dos  artículos 
anteriores  la  gente  de  mar  por  los  delitos 
cometidos  en  tierra; 

2. ®  Con.sideraiido  que  la  denominación 
gente  de  mar  comprende  á los  matricula- 
dos y marineros  según  el  Diccionario  de  la 
Academia,  y conforme  al  sentido  genérico 
de  esta  frase  en  su  más  frecuente  uso  y 
empleo; 

Y 3.®  Considerando  que  el  marinero 
Francisco  Lama  cometió  en  tierra  el  delito 
generador  de  la  causa.»  (Sent,  4 febre- 
ro 1873.) 

XXI.  Delitos  cometidos  por  militares 
y marinos  en  el  desempeño  de  algún  des~ 
tino  ó cargo  público. — Se  decide  á favor 
de  la  jurisdicción  ordinaria  una  compe- 
tencia con  la  militar,  considerando  que 
por  el  párrafo  4.°  del  art.  1.*^  del  decreto 
elevado  á ley  de  0 de  diciembre  de  1808, 
refundiendo  los  fueros,  la  jurisdicción 
ordinaria  es  la  única  competente  para 
conocer,  además  de  otros  delitos  que 
enumera,  de  los  perpetrados  por  los  mi- 
litares en  el  desempeño  de  algún  destino 
ó cargo  público,  repitiéndose  igual  dis- 
posición en  el  art.  7.“  del  decreto,  tam- 
bién ley,  publicado  por  el  Ministerio  de 
la  Guerra  en  31  de  diciembre  del  mismo 
año  [1).  (Sent.  31  mayo  1870.) 

XXII.  Delitos  cometidos  por  núliia- 
res  como  agentes  de  las  autoridades  üí/- 
minislrativas  ó judiciales:  Compe len~ 


(1)  Hoy  por  la  ley  orgánica  judicial  se  dis- 
pone lo  mismo  en  ei  art  319,  núm.  i3. 
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da  de  la  jurisdicdon  ordinaria:  Guar~ 
diasdvilesi  Delitos  conexos.. — Suscitada 
competencia  entre  el  Juzgado  de  la  Capi- 
tanía genera]  Granada  y el  de  primera 
instancia  de  Orgiva  sobre  conocer  de 
causa  por  atentado  contra  el  alférez  gra- 
duado de  la  guardia  civil  D.  Diego  de 
Castro,  y lesión  causada  por  éste  á un 
paisano  en  el  acto  de  auxiliar  á la  auto- 
ridad administrativa  para  poner  término 
á un  alboroto  ó escándalo,  se  decide  á 
favor  de  la  jurisdicción  ordinaria: 

«Considerando  que  por  el  párrafo  segundo 
de!  art.  3 48  de  !a  ley  ])ro  visión  al  sobre  orga- 
nización del  poder  jiidiciat  se  establece  que 
los  indivíiluos  del  ejército  y de  la  Armada  no 
son  responsables  á la  jurisdiccífin  militar  en 
lo  que  se  reí! ero  4 los  delitos  ó faltas  que  co- 
metieren como  agentes  de  las  autoridades 
admioistralivas  é"judiciaies,  respecto  á los 
cuales  serán  juzgados  por  la  jurisdicción  or- 
dinaria: 

2."  Considerando  que  el  sargento  prime- 
ro, alférez  graduado,  D.  Diego  de  Castro, 
obró  en  el  hecho  de  que  se  trata  como  auxi- 
liar do  la  autoridad  administrativa,  á cuyas 
órdenes  se  puso  espontáneamente  ejecutan- 
do la  medida  de  detención  acordada  por 
aquella: 

3/'  Y consiilerando  que,  según  el  artícu- 
lo 329  de  ¡a  citada  ley,  la  jurisdicción  ordi- 
naria es  competente,  "con  exclusión  de  toda 
otra,  para  juzgar  á loa  reos  de  delitos  co- 
nexos, siempre  que  alguno  esté  sujeto  á ella, 
aunque  los  demás  sean  aforados,  como  suce- 
de en  el  presente  caso.»  (Sent.  6 noviem- 
bre 1872.) 

XXÍII.  Delitos  cometidos  por  milita- 
res en  adivo  servicio  cuando  prestan  au- 

.xilio  á la  autoridad  adminisíraliva  y 

judicial.  Competencia  de  la  jurisdicción 
ordinuma  con  arreglo  al  párrafo  2."  del 

art.  348  déla  ley  orgánica  judicial. 

Con  motivo  de  haber  sido  capturado 
y puesto  en  la  cárcel  de  Alamediila  un 
crimina!,  se  promovió  alboroto  en  e' 
pueblo,  teniendo  la  autoridad  local  que 
llamar  e!  auxilio  de  los  carabineros 
Manuel  Castaño  González  y Francis- 
co González,  ios  que  se  constituyeron  en 
la  cárcel  para  la  custodia  del  preso;  v 
continuando  el  tumulto  y amenazas 
contra  los  carabineros  y contra  la  au- 
toridad local,  á la  que  prestaban  auxi- 
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lio,  el  paisano  Bernardo  López,  alentado 
por  los  demás  alborotadores,  intentó 
apoderarse  del  arma  del  carabinero  Cas- 
taño, viéndose  éste  en  la  necesidad  de 
darle  con  la  misma  un  golpe  en  el  brazo, 
que  le  fracturó.  Instruidas  diligencias 
sumarias  por  el  juez  de  Ciudad-Rodrigo, 
y suscitada  y sostenida  competencia  por 
el  de  Guerra,  se  decide  por  el  Tribunal 
Supremo  á favor  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria en  los  términos  siguientes: 

1. ®  «Cousiderando  que,  conforme  á lo 
prescrito  termicantemeüte  en  el  párrafo  se- 
gundo de!  art.  348  de  la  ley  orgánica  del 
poder  judicial,  los  militaros  que  se  encuen- 
tren prestando  auxilio  á las  autoridades  ad- 
ministrativas ó judiciales,  ante  ésta,  y no  la 
militar,  deben  ser  juzgados  por  los  delitos  ó 
faltas  que  cometieren: 

2. ’  ^ Considerando  que  es  un  hedió  pro- 
bado é indudable,  y hasta  reconocido  por  la 
autoridad  militar,  que  el  carabinero  Manuel 
Castaño  González,  al  fracturar  el  brazo  al 
paisano  Bernardo  López,  estaba  en  auxilio 

de  ¡a  autoridad  local  del  pueblo  de  Alamo- 
dilla; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decía- 
mos que  el  conociinienlo  de  esta  causa  cor- 
responde á la  jurisdicción  ordinaria  etc.» 
(Seni.  23  setiembre  1871.) 

XXIV,  Delitos  cometidos  por  afo- 
rados d la  vez  (jue  por  otros  gue  no  lo 
son:  Düsaf uero  d e m ilii  a res  p ro  cesa  dos 
con  otras  personas  sujetas  á la  jurisdic- 
ción ordinaria.  Aplicación  de  los  ar— 
ticuíos  322  y 329  de  la  ley  orgánica. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de 
Guerra  de  la  Comandancia  general  de 
Ceuta  y uno  de  los  de  primera  instancia 
de  Cádiz  sobre  conocimiento  de  la  causa 
contra  Gregorio  Román  Ñuño,  cabo  pri- 
mero del  regimiento  Fijo  de  Ceuta  y 
otros  paisanos  por  lesiones  y fraudes  en 
el  juego.  El  Juzgado  ordinario  invocaba 
los  arts.,  322  y 320  de  la  ley  orgánica 
judicial,  y el  militar  sostenía,  por  el  con- 
trario, que  dichos  artículos  solo  podian 
entenderse  de  los  individuos  pertene- 
cientes á cuerpos  auxiliares  del  ejército 
y Armada,  y demás  que  gozaran  del  fue- 
ro do  guerra,  pero  no  de  los  militares 
armados  y en  activo  servicio,  respecto 
do  los  cuales  tan  solo  es  competente  su 
jurisdicción  especial,  según  los’arts.  347 
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y 348,  salvo  los  casos  ile  excepción  enu- 
merados en  e!  311),  entre  los  que  no  se 
hallaban  los  delilos  de  lesiones  y estafas; 
que  además  el  hecho  cometido  por  el  ca- 
bo sumariado  se  hallaba  previsto  y pe- 
nado en  las  Ordenanzas  del  ejército,  y 
por  tanto,  conforme  a!  mismo  art.  522, 
correspondia  su  conocimiento  á la  juris- 
dicción de  Guerra;  diciendo  también 
que  la  ley  orgánica,  como  de  origen  y 
carácter  civil,  no  podía  alterar  lo  dis- 
puesto en  el  ramo  de  Guerra  ni  invocar- 
se como  obligatoria  para  este  fuero.  El 
Tribuna!  Supremo  decide  la  competen- 
cia á favor  de  la  jurisdicción  ordinaria: 

d.”  «Considerando  que,  según  dispone 
el  art.  322  de  la  iey  orgánica  del  poder  judi- 
cial, corre.cpondt!  exclusivamente  á Iq  juris- 
dicción ordinaria  juzgar  los  delitos  cometidos 
.por  personas  sometidas  á la  misma  y los  afo- 
rado.s,  siempre  que  no  esté  reservado  espe- 
cialmente el  conocimiento  á otra  juris- 
dicción : 

2.“  ConEiciorando  que,  según  el  art.  329 
de  dicliii  ley,  corresponde  Uiinbien  á lu  ju- 
risdicción ordinaria,  con  exclusión  de  toda 
otra,  juzgar  á lo.s  reos  tie  delilos  conexos  es- 
tando aigono  sujeto  tí  ella,  aun  cuando  Jos 
deniá.s  sean  nfo ráelos; 

Y 3°  Considerando  rjue  los  delitos  que 
se  persiguen  en  e.^ta  cans.a  son  comunes, 
ejecutados  simnlLnneatnente,  y In.s  acusados, 
sujetos  (res  á la  jnri.sdiccion  nniiuaria  y uno 
aforado  do  guerra.))  {Sciit.  5 febrero  1873.) 

XXV.  Oh'o  caso  de  delito  cometido 
por  aforados  \j  por  otros  que  no  lo  son: 
Conociniícnlo  de  una  sota  jurisdicción  con 
arreglo  al  art,  322  de  la  íeij  oíY/íí/ízcfi, 
para  que  no  se  diüida  la  continencia  de 
la  causa. 

Promovida  competencia  entre  uno  do 
los  .Juzgados  de  primera  instancia  de  Se- 
villa y el  militar  de  la  Capitanía  general 
de  Andalucía  en  causa  sobre  robo  come- 
tido por  un  soldado  y una  mujer,  se  de- 
cide á favor  del  juez  de  primera  instan- 
cia de  Sevilla: 

«Gonairlerando  que  según  ¡os  arts.  322, 
327  Y 329  de  (a  ley  provisional  sobre  In  or- 
ganización de  io.s  tribunales,  úaica  vigoulo 
eu  la  acUuiIidad,  el  conocimiento  de  las  cau- 
sas por  delilos  comunes  y sus  conexos  en 
que  aparezcan  culpables  pensó  ñus  sujetas  á 
la  jurisdiciou  ordinaria  y otras  aforadas  cor- 


responde exclusívanieote  á aquella,  salvo  el 
caso  en  que  el  castigo  estuviese  reservado  á 
otra  especial: 

Y considerando  que  conforme  al  347  y 
34S  de  ha  mencinnaUa  ley,  el  delito  de  robo 
ejecutado  por  un  .soldado,  no  se  halla  entre 
los  reservados  á la  jurisdicción  militar  que 
aquellos  comprenden  (I),  y que  de  acceder 
a las  pretensiones  tle  ésta,  se  dividiria  la  con- 
tinencia de  la  cntisa,  h.ise  cardinal  para  re- 
.solver  todo  con  Hielo  de  esta  especie.))  (Sen- 
tencia 11  selicnibrc  187  í). 


XXVI.  Otro  raso  de  roho  cometido 
por  un  soldado  y varios  paisanos:  Com- 
petencia de.  la  jurisdicción  ordinaria  con 
arreglo  á los  aiís.  322  y 32‘J.— Suscita- 
da competencia  sobre  conocimiento  de 


causa  contra  José  i\Ian’a  Fernandez,  sol- 
dado de  artillería,  procesado  en  unión 
con  otros  paisanos  por  robo,  se  decide  á 
favor  del  juez  de  primera  instancia  de  la 
Cor uña; 

1.“  «Considerando  que,  según  se  dispo- 
ne en  el  an.  322  de  la  ley  orgánica  de  Tri- 
hunalos,  ei  conociniienlo  de  Ins  causas  por 
delitos  en  que  aparezcan  culpables  personas 
.sujetas  á la  juri.sdiccion  y otras  afonuln.s  cor- 
responde e.xchisivamnnie  á la  ordinaria,  la 
cual  es  competente  para  juzgar  á todas  aque- 
llas en  in.s  casos  en  rpie  el  castigo  no  esté 
reservado  especialmente  por  la  ley  al  cono- 
cimiento de  otra  jurisdicción: 

^ 2/  Considerando  que,  con  arreglo  aJ  ar- 
tículo 320  de  la  expresada  ley,  corresponde 
también  á la  jurisdicción  ordinaria,  con  ex- 
clusión de  toda  (lira,  juzgar  á los  reos  de 
delitos  cnnexo.s  estamíu  algunos  sujetos  á 
ella,  aun  cuaitdo  los  deniá.s  sean  aforado.s; 

3.*  Considerando  que  el  i¡elito  que  se 
persigne  en  esta  causa  es  común  y tíjeculado 
simuii.iíneamerile  por  paisanos  sujetos  á la 
jurisdicción  ordinaria  y un  alorado  dé  guer- 
ra.» fSeiit.  10  febrero  1873.) 


XXVH.  Otr  o caso  de  desafuero  de 
militares  procesados  con  otras  per-'^onas 
sujetas  d la  jurisdicción  ordinaria  por 
delitos  de  que  esta  conoce:  Inleliq encía  de 
los  arts,  322,  327,  328  d 33Í,  347,  349 


(t)  Ei  art.  347  fy  lo  mismo  cl  348  en  cuan- 
to define  el  servicio  militar  activo)  reservan  in- 
dudahlemenic  á bi  jurisdicción  mililarel  delito 
de  robo  cometido  por  militares,  puesto  que  no 
está  entre  los  e.xceplua[los  en  el  art.  349,  salvo 
que  sea  en  cuadrilla. 
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í/ 350  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial: 

Instruido  sumario  en  el  Juzgado  de  la 
Puebla  de  Trives,  con  motivo  de!  robo 
ejecutado  en  la  noche  del  30  de  abril 
de  1873  en  la  casa  de  Francisco  Antonio 
Guerra,  vecino  de  Sobrado,  fueron  de- 
clarados procesados  Teresa  Rodríguez, 
Manuel  Teiside  y Juan  Rodríguez  Cam- 
pos. 

Siendo  este  último  soldado  del  segun- 
do batallón  del  cuarto  regimiento  de  ar- 
tillería de  á pié,  de  guarnición  en  la  Co- 
ruña,  se  libró  exhorto  al  juez  de  dicha 
ciudad  para  que  el  jefe  militar  corres- 
pondiente pusiese  á disposición  del 
mismo  el  expresado  Juan  Rodríguez. 

£1  Juzgado  de  guerra  de  la  Capitanía 
general  de  Galicia  requirió  de  inhibición 
á la  jurisdicción  ordinaria  por  lo  que 
hace  referencia  al  expresado  Rodríguez, 
fundado  en  lo  dispuesto  en  el  art.  4.*’ 
del  decreto  de  unificación  de  fueros,  ar- 
ticulo 347  y núm.  \ del  3o0  de  la  ley 
órgánica  del  poder  judicial  y jurispru- 
dencia de!  Tribunid  Supremo,  entre 
otras  sentencias,  en  las  de  27  de  octubre 
de  1809,  8 do  febrero  de  1870,  y 1 7 y 19 
de  enero  de  1871,  alegando  que  el  ar- 
tillero Juan  Rodríguez  se  hallaba  en  ser- 
vicio activo  en  la  fecha  de  la  comisión 
del  delito,  por  más  que  á la  sazón  se  ha- 
llase en  su  pueblo  con  licencia  limitada. 

El  Juzgado  de  la  Puebla  de  Trives  re- 
mitió las  actuaciones  á la  Sala  de  lo  cri- 
minal de  ta  Audiencia  de  la  Corufia, 
porque,  según  las  disposiciones  vigentes, 
dada  la  calidad  de  la  pena  que  en  su  ca- 
so había  de  imponerse,  el  Juzgado  no 
podia  tener  otra  intervención  en  la  causa 
que  la  de  juez  instructor, 

Y la  expresada  Sala,  considerando  que 
se  trataba  de  un  delito  de  robo  no 
comprendido  entre  los  que  laxativamen- 
te señala  el  art.  350  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  como  de  la  exclusiva 
competencia  de  la  jurisdicción  militar, 
y que  además  estaban  comprendidos  en 
la  causa  otros  dos  reos  no  aforados,  sin 
que  antes  ni  después  hubiese  actuado 
respecto  de  ellos  la  jurisdicción  militar, 
declaró  no  haber  lugar  á la  inhibición 


solicitada,  mandando  ponérosla  decisión 
en  conocimiento  del  Juzgado  de  guerra 
para  que  si  insistía  en  el  requerimiento 
elevase  las  actuaciones  á este  Tribunal 
Supremo. 

Habiendo  insistido  y remitidas  por 
parte  de  la  jurisdicción  militar  las  dili- 
gencias incoadas  ante  ella  y por  la  del 
Juzgado  ordinario,  el  testimonio  que 
previene  la  ley  orgánica,  se  decide  por 
el  Tribunal  Supremo  esta  competencia 
á favor  de  la  jurisdicción  ordinaria: 

«Considerando  ffue  la  jurisdicción  ordi- 
naria es  la  competente  para  conocer  de  to- 
das las  causas  critiiinales,  excepto  las  reser- 
vadas id  Senado  y jurisdicciones  de  Guerra 
y (le  Marina,  en  conformidad  á las  leye.s  de 
6 de  diciembre  de  1SC8  y de  organización 
del  poder  judicial. 

Considerando  que  en  el  art.  -i."  de  la  pri- 
m(íra  no  se  exceptúan  dei  conocimiento  de 
la  jurisdicción  de  Guerra  y Marina  en  !a  cla- 
se de  los  delitos  de  robó  más  que  los  de 
efecüjs  pertenecientes  á la  Hacienda  militar 
y lo  mismo  en  el  350  de  ia  segundaj  y aun- 
que en  oi  349  de  la  misma  ley  no  .se  com- 
prenden como  de  la  jurisdicción  ordinaria 
más  que  ios  robos  en  cuadrilla,  debe  enten- 
derse que  las  demás  clases  de  robos  están 
comprendidos  en  esta  por  ser  la  común  y el 
origen  de  las  demás  jurisdicciones  (1). 


(i)  Hemos  visto  algunos  fallos  tkd  Tribunal 
Supremo  algún  tanto  d osen  ¡dados  en  su  redac- 
ción, y este,  salvándolos  respetos  qiio  nos  nie- 
lycen  sus  ilustrados  mi  o i s tros,  nos  parece  uno 
de  ellos. 

El  segundo  consideran  Jo  no  solo  sobra  de  to- 
do punto,  porfíue  realmeníe  no  hace  falta,  sino 
que  es  en  sí  contradictorio,  de  tal  modo  nuo 
confunde  de  lleno  toda  la  doctrina  legal  sobre 
fuero  y desafuero.  La  jurisdicción  ordinaria  co- 
noce, con  desafuero  de  mi  iuires,  de  los  robos 
en  cuadrilla;  pero  no  conoce,  porque  el  art  .349 
no  los  marca  entre  las  excepciones  de  la  juris- 
dicción de  Guerra  y Marina,  de  lo.s  demás  ro- 
bos cometidos  por  militares;  quedando  portan- 
to  estos  sorii elides  á la  regla  general  del  artiVu- 

■^rls.  32'á,  327 

a d,il  y párrafo  segundo  del  art.  348.  El 
cor' oci miento  que  atribuye  el  art.  3oO  á la  iu- 
risdiccion  de  guerra,  de  los  robos  de  efectos 

. cin  lia  militar,  es  exclu- 

sivo de  la  misnaa  en  lodo  caso,  por  su  fmlole 

con  desafuero  de  paisanos.  Tal  es  la  doctrina 
de  la  ley,  tantas  veces  consignada  como  fun- 
tianienlo  de  sus  siempre  respetables  fallos  ñor 
el  misino  iribunal  Supremo.  En  el  consideran- 
0 Citado  se  ¡ire.?c¡ndG  sin  embargo  de  ella,  ílav 
en  el,  sino  error,  por  lo  menos  confusión  y aii- 
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Considerando  riñe,  según  el  art,  322  de 
la  ley  de  orgiinizacion  del  poder  judicial,  en 
los  casos  y causas  en  que  aparezcan  culpa- 
bles personas  sujetas  á la  jurisdicción  ordi- 
naria y aloradas  corresponde  á esta  juzgar- 
las, A no  ser  en  los^  que  el  castigo  cst6  re- 
servado por  ia  ley  á otra  jurisdicción;  y ha- 
biéndose ojecLit  ido  el  robo  sobre  el  que  ver- 
sa la  competencia  no  sólo  por  el  soldado  ar- 
tillero sino  en  unión  de  otras  dos  personas 
del  fuero  común,  ú este  debe  quedar  sujeto 
el  afoi’ado: 

Considerando  que  en  las  sentencias  de 
este  Tribu  nal  Supremo  en  que  también  se 
funda  el  Juzgado  de  guerra  de  27  de  octu- 
bre de  Í8()9,  S de  febrero  de  1370  y 17  y 19 
de  cuero  de  iíí7f,  se  lia  Iratado  de  compe- 
tencias por  delitos  de  suicidio  y lesiones,  y 
sil  jurisprudencia  no  es  atinente  al  caso  eri 
cuestión,  pero  sí  lo  os  la  sentada  por  las  de 
l.“dG  Marzo  de  1870  y 20  de  igual  mes 
de  1871  que  no  se  han  citado,  en  bis  que  se 
trató  de  rolio  y liurto  cometidos  por  milita- 
res, y so  deciííró  su  coiiociinieuto  de  la  ju- 
risdicción ordinaria. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  esta  causa. cor- 
responde á la  jurisdicción  ordinaria;  y re- 
mítase ú \ñ  Sala  de  Jo  criminal  de  la  Audien- 
cia de  la  CoruTia  la  certificación  correspon- 
diente y las  actuacionc-S  seguidas  ante  la  ju- 
risdicción militar,  para  que  Ja  siga  y sustan- 
cie cou  arreglo  á derecho;  poniéndose  esta 
decisión  en  conocimiento  del  Juzgado  de 
guerra  de  la  Capitania  general  de  Galicia 
(Seiil.  28  febrero  JS74.) 

t 

XX\'  II í . Desafuero  de  paisanos:  Com- 
pclencía  de  la  oiUoridad  miUlarpara  co- 
nocer de  los  alenlados  ó desacatos  contra 
su  autoridad  ó sus  (icf entes. — Conforme 
con  el  párrafo  4."  riel  decreto  de  6 de  di- 
ciembre sobre  unificación  de  fueros,  y al 
Í80  del  Código  penal  que  define  el  aten- 
tado, es  compeietilc  la  jurisdicción  mili- 
tar para  conocer  del  atentado  cometido 
contra  un  sargento  que  conducía  quin- 
tos al  hospital  para  su  obsorva‘CÍüD,  por- 
que representaba  la  autoridad  militar 


tinoniia,  incotivonicnlcs  que  trascienden  al 
cuarto  y úlliioü  cotisitieraiido,  porque  si  las 
sentencias  que  se  (‘¡tan  no  son  atinentes  al  caso 
cu  cuestión,  no  es  por  lo  que  se  dice,  sino  por 
io  que  disiionon  el  citado  art.  322  ó los  327  y 
328  :i  331  y párrafo  segundo  del  348  tan  aplica- 
bles á los  delitos  do  ¡i'siones  como  á los  de  ro- 
bo que  no  sea  en  cuadrilla. 
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cumpliendo  sus  mandatos  y ejerciendo 
sus  funciones.  Asise  estableció  decidien- 
do á favor  de  la  jurisdicción  militar  la 
competencia  entre  el  juez  de  primera 
instancia  del  distrito  do  la  Merced  de 
Málaga  y el  capitán  genera!  de  Granada, 
en  estos  términos: 

«Considerando  que,  segiin  cl  decreto  -ley 
de  0 de  diciembre  de  1868,  art.  4.®,  párra- 
fo 4.®,  qucdiin  sujo  los  y es  competen  Le  la  au- 
toridad militar  para  conocer  do  los  delitos 
de  atentado  penado  en  el  art.  180  del  Códi- 
go penal  que  contra  l;i  misma  se  cometa  (1).» 
(Sciit.  22  cuero  iSTO.) 

XX IX.  Corresponde  á laj ttnsdiccio?! 
militar  conocer  de  la  cansa  sobre  ape- 
dreamiento de  una  casa-cuartel  de  la 
guardia  civit. — Se  decide  en  favor  de 
Ja  jurisdicción  militar  y Juzgado  de  la 
Capitanía  general  de  Aragón,  la  compe- 
tencia promovida  entre  el  mismo  y el 
juez  de  primera  instancia  do  Sos,  acerca 
dcl  concci miento  de  la  causa  contra  Ma- 
nuel Perez  y otros,  sobre  babor  apedrea- 
do la  casa-cuartel  de  la  guardia  civil  de 
R ueste : 

cCüu.sidornndo  que  el  párrafo  4.“  del  ar- 
líciiio  4.®  del  decreto  de  ti  de  diciembre  de 
18G8,  .sobre  Liniíicacion  de  fueros  (hoy  ar- 
tículo 350  de  la  ley  orgáuíca),  d(3Clara  la 
competencia  de  ia  jurisdicción  militar  para 
conocer  de  las  causas  gue  se  instruyeren 
por  cl  delito  de  insulto  á centinelas,  salva- 
guardias y tropa  armada: 

Considerando  (pie  bajo  la  denominación 
í'nsuífo,  no  sólo  se  comprenden  las  palabras, 
sino  también  las  übra.s,  porque  repugna  al 
buen  sentido  dar  esta  ca  ilicaciou  á las  pri- 
meras y no  ií  las  segundas: 

Con.siderando  que  los  individuos  de  la 

Guardia  civil,  cuando  desempeñan  fiinciODe.s 
propias  de  su  ínsliluto,  como  sucedía  en  el 
caso  actual,  tienen  ol  caráclor  de  tropa  ar- 
mada, de  centinelas  permanentes  y salva- 
guardias de  orden  público: 

Y considerando,  por  lo  tanto,  que  la  ju- 
risprudencia tístaldecida  por  o.sie  Supremo 
Tribunal  respecto  del  parlicuiar  no  ha  sido 
derogada,  sino  más  bien  robustecida  por  la 


(i)  lil  art.  189del  Cdrligo  penal  de _t8í50con' 
euprda  con  el  263  de!  laUoriiiado.  Fl  párrafo  4.  , 
art.  4."  de  la  ley  de  6 tle  dicienihro  de  1868  es 
cl  liúin.  4.°  dcl  arl.  330  de  la  ley  orgánica. 
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Novísima  Legislación  ( 1 J.  (Sentencia  7 
enero  JS70.) 

XXX'.  Insulto  y resistencia  din  guar- 
dia cioil:  Desafuero  de  paisanos:  Con- 
forme á las  Ordenanzas  del  ejercito,  ai 
decreto-ley  de  6 de  diciembre  de  18(58  y 
al  art.  350  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  compete  d la  jurisdicción  de 
Guerra  y Marhia  el  conocimiento  de  los 
delitos  de  insulto  y agresión  á la  fuerza 
armada.  — La  guardia  civil  desde  que, 
según  m instiMo,  sale  de  parejas  del 
cuartel  hasiasu  regreso  ai  mismo,  se  con- 
sidera en  5^ríJícío  permanente. — Así  lo 
establece  el  Tribunal  Supremo  en  el  si- 
guiente caso  (le competencia. — En  la  ma- 
drugada del  2í  de  agosto  de  1870,  reti- 
rándose á su  cuartel  la  pareja  de  guar- 
dias civiles  (jutí  habian  acompañado  al 
alcaide  de  Rociana  en  el  servicio  de  pa- 
trulla con  motivo  de  la  feria,  al  pasar 
por  la  plaza  les  arrojaron  una  piedra  que 
dió  en  e!  sombrero  á uno  Je  ellos:  Con 
tal  motivo  los  guardias  se  dirigieron  á 
un  grupo  de  hombres  de  donde  creyeron 
bahía  salido  la  piedra,  y al  preguntar  uno 
de  aquellos  quién  les  bahía  disparado, 
fué  acometido  por  el  paisano  Juan  Fer- 
nandez Raya,  ([ue,  dando  las  voces  de 
¡ü  ellos,  á ellos)  y asido  ele  la  carabina 
que  llevaba,  trató  de  desarmarle,  trabán- 
dose entre  ambos  una  lucha  que  vino  á 
terminar  con  la  buida  del  Fernandez  á 
consecuencia  del  auxilio  que  prestó  a su 
compañero  el  otro  guardia. — Instruidas 
diligencias  sobro  el  hecho  por  la  juris- 
dicción ordinaria  y por  la  de  Guerra,  y 
sostenida  su  competencia  por  ambos  .Tuz- 
gados,  es  decidida  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  la  ley  de  G de  diciem- 
bre de  1869  sobre  unificación  de  fueros  es- 
labJoce  en  su  arf.  4,“  que  la  jurisdicción  de 
(‘aierra  y la  de  Harina  es  la  ónica  competen  ■ 
te  para  conocer  respectivamente,  con  arre- 
glo á las  Ordenanzas  militares  del  tqército  y 
Armada,  de  ios  delitos  ile  espionaje,  insulto  á 
ctmiinelas,  salvaguardias  y tropa  armada, 
atentado  y desacato  a la  autoridad  militar^ 


fi)  ^ éanse  en  nuestro  T>iccionüTÍo  de  la  Ad- 
vtmtstracion  tos  artículos  Guahdia  cjvíl  v Ju- 

lUBDICClOM  MILITAR. 
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señalados  en  el  núin.  H.®  de  dicho  artículo: 

Considerando  qtm  la.s  Ordenanzas  del  ejér- 
cito, en  su  art.  4.“,  lít.  lif,  tratado  8.*,  atri- 
buyen á la  jurisdicción  militar  el  conocimien- 
to de  Calos  delitos,  i)roducítíndo  el  consi- 
guiente desafuero;  y que  la  ley  provisional 
orgánica  del  poder  judicial,  en  el  mun.  4.0 
del  art.  350,  confirma  las  citadas  disposi- 
ciones: 

Considerando  que  los  guardias  civiles  Elias 
García  González,  que  iba  formando  pareja 
annatla  y de  uniforme  en  unión  de  su  com- 
pañero Manuel  Conde  Rivero,  a!  ser  acome- 
tido in tentando  desarmarle  por  el  procesado 
Juan  Fernandez  Raya,  iba  en  acto  deservi- 
cio, puesto  que  la  guardia  civil  desde  que, 
según  su  inslituto,  sale  de  parejas  del  cuar- 
tel basta  que  regresa  al  misino  se  considera 
en  servicio  permanente,  sin  que  ob.ste  que 
se  retirase  después  de  haber  dejado  en  su 
casa  al  alcalde: 

C-onsideriindo  que  el  delito  cometido  por 
Fernandez  Raya  es  de  insulto  y agresión  á 
fuerza  armada,  cotitprendido  cu  las  leyes  y 
disposiciones  referidas,  y que  al  acometerle 
incurrió  en  el  desafuero  que  las  mismas  es- 
tablecen, en  conformidad  con  lo  declaratlo 
en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal 
que  se  citan; 

Fallamos  que  deliemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  .ie  CKstos  autos 
corresponde  al  JuzL'ado  de  Guerra  de  la  Ca- 
pitaaía  general  de  Sevilla,  á tiuien  se  remi- 
tan para  los  efectos  de  justicia;  comunicán- 
dose al  Juzgado  de  La  Palma  para  lo  que 
corresponda.»  (Seiit.  7 marzo  1S71.) 

XXXI.  Otro  caso  de  desafuero  de 
paisano  por  insulto  y agresión  á un  te- 
niente de  la  guardia  civil:  El  desempeño 
de  las  funciones  propias  de  la  guardia 
cíuif  se  reputa  como  servicio  permanente, 
— Decide  el  Tribuna!  Supremo  á favor 
del  .Tuzgado  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  la  Vieja,  la  com|tetencia  entre 
este  y el  de  primera  instancia  de  Palen- 
cia,  en  causa  formada  contra  Juan  Fran- 
cisco López  y Camilo  López  por  haber 
acometido  al  teniente  de  la  guardia  civil 
comandante  de  la  línea  de  Dueñas,  don 
Patricio  Calbelo,  derribándole  al  suelo  y 
amenazándole  con  una  podatlera,  en  eí 
acto  de  evitar  que  unas  ca  ha  Herías  que 
estaban  sueltas  con  infracción  de  un 
ban»lo  niunicina!  publicado  dos  dias  an- 
tes, hiciesen  daño  en  las  fincas.  Los  con- 
siderandos de  este  fallo  dicen  así: 
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«Consideran fio  que,  según  el  art.  350  de 
la  ley  provisional  sobre  organización  del  po- 
der judicial  la  jurisdicción  de  Guerra  ó de 
Jlariua,  en  sus  respectivos  casos,  son  las 
únicas  competentes  para  conocer  de  los  de- 
litos de  espionaje,  insulto  á centinelas,  sal- 
vaguardias y tropa  armada  de  tierra  ó de 
mar  y de  alentado  ó desacato  á la  autoridad 
militar: 

Considerando  que  el  desempeño  de  las 
funciones  propias  de  la  guardia  civil  se  re- 
puta como  servicio  permanente,  equiparado 
al  que  presta  la  tropa  del  ejército  según  lo 
dispuesto  en  la  Real  úrden  do  8 de  noviem- 
bre de  1846,  y á lo  repetidamente  declarado 
en  varias  resoluciones  de  este  Tribunal  Su- 
premo, dictadas  en  cuestiones  de  competen- 
cia de  igual  índole  á la  de  que  aquí  se  trata, 
y por  consiguiente  que  están  sujetos  á la  ju- 
risdicción militar  los  que  en  actos  del  servi- 
cio insultan,  atropellan  ú oponen  resistencia 
á los  individuos  de  aquella  fuerza  pública:  _ 

Y considerando  que  el  teniente  !>•  Patricio 
Calbelo  Rapariz,  al  ser  amenazado  y atrope- 
llado por  Juan  Francisco  López  y Camilo  Ló- 
pez Pablos,  prestaba  un  servicio  propio  de 
su  instituto,  como  era  vigilar  la  observancia 
del  bando  publicado  por  el  alcalde  de  Dueñas 
sobre  policía  rural.»  (Scnt.  6 junio  4871,) 

La  misma  doctrina  se  establece  en 
otros  muchos  fallos  entre  otros  en  los 
de  SI  de  octubre  de  1870  y 14  de  junio 
de  1871. 

XXXII.  Agresión  á la  guardia  civil 
con  muerte  del  agresor  y fuga  de  impre- 
so gue  conducía.  — Cuando  se  acomete  á 
la  guardia  civil  que  conduce  presos,  de 
cuyas  resultas  se  ocasiona  la  muerte  del 
agresor  y la  fuga  del  reo,  la  jurisdicción 
militar  es  la  competente  para  conocer  de 
este  delito  complejo.  Esta  doctrina  se  es- 
tablece decidiendo  ¡a  competencia  pro- 
movida entre  el  .Tuzgado  de  la  Capitanía 
general  de  Aragón  y el  de  primera  ins- 
lancia  de  Frana,  sobre  conocimiento  de 
la  causa  formada  coa  motivo  del  atenta- 
do contra  dos  guardias  civiles  y bomici- 
dio  y fuga  de  uu  preso: 

«Consideraudo  que  con  arreglo  a!  párrafo 
cuarto,  art.  350  de  la  ley  de  organización  del 
poder  juilícial,  la  jurisdicción  de  guerra  es  la 
única  com peleóte  para  conocer,  entre  otros 
delitos,  dtíl  de  insulto  A centinelas,  salva-guar- 
dias y tropa  armada  de  tierra. 

Considerando  que  el  iieclio  que  priucipal- 
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mente  Ita  dado  motivo  á e.stos  procedimien- 
tos lia  sido  el  ataque  violento  á la  guardia  ci- 
vil, de  cuyas  resultas  se  ocasionó  la  muerte 
del  agresor  y fuga  do!  reo: 

Y con.siderando  que  el  Ijecho  constituye 
un  solo  delito  complejo,  cuyo  conocimiento 
corresponde  á la  jiirisdiccioo  militar.»  (Sen- 
tencia ‘24  junio  1872.) 

XX XI II.  ilfymiouas  á carabineros: 
Cuándo  es  comjteiente  la  jurisdicción  de 
Gifírra,  CMondo  la  ordinaria. — Para  de- 
terminar si  están  sujetos  á la  jurisdic- 
ción de  Guerra  los  paisanos  que  ofenden 
á los  carabineros  dei  reino,  bay  que  es- 
tar á lo  dispuesto  en  Real  urden  de  17 
de  febrero  de  1864,  según  la  que,  cuan- 
do están  en  actos  do  servicio  de  su  ins- 
tituto, son  reputados  como  soldados  que 
se  hallan  de  facción,  lo  cual  está  de 
acuerdo  con  el  art.  97  del  reglamento 
del  Cuerpo  y *20  del  Real  decreto  de  20 
de  junio  de  1852.  Si,  pues,  las  ofensas 
no  se  causan  en  actos  propios  del  servi- 
cio, compele  el  conoelmienio  á la  juris- 
dicción ordinaria,  {Sentencia  5 agos- 
to 1869.) 

Más  sobro  ofensas  á carabineros: 
Cuándo  procede  el  desafuero  de  paisanos. 
— Según  lo  dispuesto  en  Real  orden 
de  17  de  setiembre  de  1855,  solo  se 
reputa  á los  carabineros  como  soldados 
que  se  bailan  de  cuartel  cuando  están  en 
actos  de  servicio  de  su  instituto,  proce- 
diendo entonces  y en  este  caso  el  desa- 
fuero délos  paisanos  que  les  fallen,  in- 
sulten y atropellen. — Guando  los  cara- 
bineros obran  como  auxiliares  de  la 

autoridad  local,  la  resistencia  á los  mis- 

^ •¥ 

mos  se  entiende  dirigida  á la  referida 
autoridad,  en  cuyo  concepto  no  pueden 
invocarse  á favor  del  desafuero  de  los 
paisanos,  ni  dicha  Re.al  orden,  ni  los  de- 
cretos de  íi  y 31  de  diciembre  de  18íi8. 
(Sents.  25  mayo  1869  y 7 setiem- 
bre 1S7L) 

XXXIV.  Otro  caso  de  competencia 
decidida  á favor  de  la  jurisdicción  mi- 
liiai\  por  tratarse  de  agresiones  á una 
fuerza  de  carabineros  estando  prestando 
servirAo. — En  la  mañana  del  2 de  octu- 
bre de  1872  el  teniente  de  carabineros, 
D.  Rafael  .Timenez,  al  entrar  en  Ronda 


con  una  sección  de  dicha  fuerza,  ciislo- 
diantio  carges  de  contrabando  aprehen- 
dido, fué  atacado  de  improviso  á pedra- 
das por  un  grupo  de  paisanos,  habiendo 
sufrido  contusiones  el  jefe  y otro  indi- 
viduo, y resallando  luego  un  muerto  y 
algunos  heridos  paisanos.  Instruida  cau- 
sa en  averiguación  de  los  hechos  por  el 
Juzgado  de  Ronda  y por  la  Comandan-  ; 
cia  de  carabineros,  el  fiscal  instructor  de 
las  actuaciones  militaresrequirió  de  inhi- 
l)icion  al  Juzgado  ordinario,  en  cuyo  re- 
querimiento insistió  posteriormente  el  de 
Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Grana- 
da, apoyándose  en  que  los  alentados  y 
atropellos  á tropa  armada,  como  preve- 
nidos en  e!  arl.  4.°,  til  III,  tratado  8.° 
de  ¡a  Ordenanza  del  ejército,  debían  ser 
juzgados  por  las  autoridades  militares, 
en  conformidad  á las  Reales  órdenes 
de  17  de  setiembre  de  í8üo  y 17  de  fe- 
brero de  18(>í,  del  decreto  de  unifi- 
cación de  fueros  de  íí  de  diciembre 


de  1808. 

. Juez  rer|uerido  resistió  la  inhibi- 
ción, delarándose  á su  vez  competente 
para  conocer  de  los  hechos,  fundándose 
en  que  los  carohineros  desempeñaban 
un  servicio  rentístico  como  agentes  de 
la  autoridad  administrativo,  y por  tanto 
el  conocimiento  del  primer  íiecho,  ó sea 
l*i  aprehensión  del  contrabando,  corres- 
pondta  á la  jurisdicción  ordinaria,  y 
también  el^  del  segundo  por  los  delitos 
que  cometieron  dichos  soldados  como 
agentes  de  la  Adminisíracion,  conforme 
al  par.  2.°  del  ari,  148  do  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  y sentencia  de  este 
Supremo  Tribunal  de  22  de  febrero 
de  1872;  é insistiendo  ambos  jueces  en 
sus  apreciaciones,  y elevadas  las  dili- 
gencias para  la  decisión  del  conflicto 
tiene  lugar  en  los  términos  siguientes: 


fd'onsiderando  que,  según  el  núme- 
ro i.  deJ  arl.  350  de  la  ley  provisional  so- 
bi tí  organización  del  fiodcr  judiclaJ,  única 
vigente  en  la  aclualiiíad,  conipete  exclusi- 
vamente á la  jurisdicción  miiitar  el  conoci- 
miento y castigo  de  los  delitos  de  insultos  á 

ceiitmelas,  salvagimrdia.s  ó tropa  armada,  v 

que  bajo  tal  denominación  se  hallan  coin- 
M ’ ponforme  al  nrt.  3 í8,  iosre.'^guar- 
uos  de  Hacienda,  á cuyo  cuerpo,  organizado 
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militarmente,  pcrlenece  el  de  carabineros  de 
costas  y fronteras: 

2."  'Considerando  que  el  servicio  que  se 
hallaba  prestando  el  teniente  de  dicho  cuer- 
po, I).  Rafael  Jiineue?.,  con  la^  fuerza  que  i 
sus  órdenes  tenía  cuando  fue  in.su liado  y 
atacado  por  unos  grupos  de  paisanos  era 
propio  de  Jas  funciones  peculiares  á su  ins- 
liliUo  militar; 

Fal laníos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  estas  acUiacio- 
□es  corresponde  ai  Juzgado  militar  de  ia  Ca- 
pitanía general  de  Granada,  ú quien  manda- 
mos se  le  remítan  ambas  para  su  prosecución 
y determinación  con  arreglo  á derecho;  po- 
niéndose esta  resolución  en  conocimiento 
del  juez  de  primera  ¡uslancia  de  Honda  ¡1  las 
efectos  oportunos.»  (Sent.  18  abril  1873. J 

XXXV.  Causas  de  contrabando:  Com- 
petencia de  la  jurisdicción  ordinaria 
cuando  no  se  hace  resistencia  armada  á la 
fuerza  pública : Calificación  de  la  resis- 
tencia armada  (1). 

La  fuerza  de  carabineros  del  distrito 
de  Berrán  do  aprehendió  nueve  caballe- 
rías cargadas  de  vino  conducidas  por 
ocho  hombres  desconocidos  que  las  in- 
Iroducian  rin  documento  legitimo  del 
vecino  reino  de  Portugal.  Los  conduc- 
tores trataron  de  escapar,  lo  cual  no  con- 
siguieron, abandonándolas  y dándose  á 
la  fuga.  Mas  adelante  aparecieron  varios 
grupos  de  gente  con  herramientas  de 
labor,  y alarmados  con  su  presencia  los 
carabineros,  tlispararon  algunos  tiros  al 
aire,  con  lo  cual,  y ia  intervención  del 
alcalde  del  Ríos  y dos  alguaciles  que  se 
preseutaron,  é hicieron  varias  observa- 
ciones á ios  grupos,  detuvieron  su  mar- 


'■v  ‘^“Priniiuos  los  .luzgauos  especiales  tle 
lIcLcicfula  por  el  arL  S,*  dtíl  decrcíü  dn  6 de  di- 
ciembre lie  1868  sobre  rerundiciuii  de  fueros, 
corresiioiide  á líi  jurisdicción  ordinaria,  confor- 
me al  piirrafo  7/'  ikd  arl.  1.^^,  el  conociniieiüü 
de  los  negocios  de  l[ac¡eiida  y de  lus  delitos  de 
Contrabando,  defrau ilación  v 5ns  conexos,  ex- 
cepto el  de  resistencia  armada  á los  írsguardos 
de  costas*  Scnt*  30  setiembre  i86d,  íleclíiriiii- 
dü  <iue  corresponde  á la  jurisdicción  ordinaria, 
no  solo  del  delito  de  contrabando,  sino  del  co- 
nexo de  lesiones  inferidas  átlos  conductores  de 
la  sal  de  oaatrabando,  ajustándose  en  la  sus- 
tancracíon  de  la  causa,  á lo  prescrito  en  el  ar- 

decreto  de  2(í  ile  junio 
ne  aSdi*  bslá  inserlo  esle  decreto  en  el  artículo 
Contrabando  del  iJiccionavio^ 


[Jurisp.  pmal). 


cha  sin  molestar  á los  carabineros.  Ins- 
iroiüas  diligencias  sobre  el  particular 
por  el  Juzgado  de  Verin,  y suscitada 
competencia  al  militar  sobre  conoci- 
mienlo  de  la  resistencia,  se  decide  á fa- 
vor de  la  jurisdicción  ordinaria: 


«Considerando  que  el  núni.  12  del  ar- 
tículo 349  de  la  ley  provisional  sobre  orga- 
nización del  poder  judicial  dispone  que  sean 
juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria  los  reos 
por  defraudación  y contrabando  y delitos 
conexos  cometidos  en  tierra,  á no  tiaberse 
hecho  resistencia  :l  la  lucrza  pública: 

Considerando  que  cualesquiera  que  fuesen 
jos  actos  que  practicaron  los  conductores 
para  evadirse  con  las  cargas,  no  resulta  que 
llevasen  armas,  ni  ménos  íiicieseu  uso  de 
ellas : 

Considerando  que  atendida  la  actitud  en 
que  se  presentaron  los  grupos  de  paisanos 
provistos  de  lierramientas  de  labor  con  que 
se  lial!al)an  cultivando  los  campos,  no  puede 
calilicarse  de  resistencia  ariiuula,  puesto  que 
ni  acomeliernn  cun  armas,  ni  empeñaron  lu- 
dia alguna  con  la  fuerza  de  carabineros: 

Considerando  que,  tratándose  únicamente 
en  esta  cuestión  de  competencia  del  delito 
conexo  de  resistencia  con  motivo  del  de  con- 
trabando, es  inoportuna  la  aplicación  que, 
liacc  el  Juzgado  de  Guerra  de  lo  dispuesto  en 
el  riúm.  del  art.  1,°  del  liecreto  de  31  de 
diciembre  expedido  por  el  Ministerio  de  la 
Guerra  para  llevar  á efecto  el  de  unificación 
de  fueros  que  trata  do  Jos  delitos  de  espio- 
naje, insulto  á centinelas  y íuerza  armada. 
ai.slaíios  ó ¡niiependientes  duí  de  contra- 
bando: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
rnos que  el  conocimiento  de  esta  causa  cor- 
responde á lajurisdiccion  ordinaria,  y en  su 
consecuencia  que  se  remitan  a!  Juzgado  de 
Yeriii  amlias  actuaciones  para  que  proceda 
con  .arreglo  á dereclio.»  (Sciilciicia  28  ene- 
ro 1871.) 

XXXYI.  Caiisrts  de  contrahaiido: 


Desn  ( ñero  de  pa  oso  nos  li  n c i en  d o resisten- 
cin  fíí'íiíar/í2  á la  (nerza  de  carabineros. 
— Promovida  competencia  por  el  capitán 
genera!  de  Granada  al  juez  de  ftrirnera 
instancia  do  Veiez-M álaga  sobre  conoci- 


miento (le  la  causa  instruida  contra  Luis 
Basíiga  Navas  y otros  acusados  dol  delito 
de  contrabando  y resistencia  á la  fuerza 
armada  de  carabineros,  se  decide,  de 
acuerdo  con  el  Ministerio  fiscal,  á favor 
de  la  jurisdicción  de  Guerra: 


«Considerando  que,  según  se  dispone  en 
el  caso  12  del  art.  34!)  de' la  ley  orgánica  del 
poder  judicial,  los  reu.s  por  defraudación  ú 
contrallando  y delitos  conexos,  cometidos  en 
fierra,  si  hubiesen  hecho  resistencia  armada 
á la  fuerza  pública,  pierden  su  fuero  y deben 
sor  juzgarlos  por  lajurisdiccion  de  Guerra, 
como  la  única  competente,  cuya  disposición 
está  en  armonía  con  lo  que  se  previene  en 
el  núin.  4.“  de!  art,  de  la  misma  ley.» 
(ScMt.  4 sciicnibrc  1871.) 

XXX Vil.  Causas  de  robo  en  cuadri- 
lla: Cuándo  le  hinj:  Desafuero  de  solda- 
dos.— Suscitada  competencia  entre  el 
Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Castilla  la  Vieja  y el  de  prime- 
ra instancia  de  Saldaba  acerca  del  cono- 
cimiento respecto  á Benito  Sahagun  de 
la  causa  formada  contra  el  mismo  y 
otros  por  robo  y homicidio,  se  decide  á 
favor  de  !a  juri.sd¡cc¡on  ordinaria. 

«Considerando  que  ei  soldado  en  activo 
servicio  que  corneta  el  delito  de  robo  en 
cuadrilla  queda  sujeto  á la  juri-sdicciou  or- 
dinaria, según  lo  dispone  ¡a  ri'gla  4,''  del 
art.  1."  dnl  decreto  de  0 do  diciembre  últi- 
mo sobro  refundición  de  fueros  (f). 

«Considerando  que  hay  cuadrilla  cuando 
más  de  tres  concurren  á la  coiní.sion  de  un 
mbo,  como  está  definido  en  el  párrafo  fina! 
del  art.  42o  del  Código  penal  (2),  (Sent.  23 
setiembre  18G9.) 

XXXVill.  Causas  por  delitos  en  cna- 
drilhv.  Desafuero. — Las  leyes  que  seña- 
lan los  casos  en  que  ha  de  tener  lugar 
el  desafuero  de  los  reos  de  ciertos  deli- 
tos graves  que  especifican,  perpetrados 
en  cuadrilla,  y los  artículos  del  Código 
penal  que  tratan  de  !a  materia,  son  de 
interpretación  restrictiva  y no  ]Uieden 
por  lo  tanto  aplicarse  á otros  reos  ni  á 
otros  delitos  no  comprendidos  expresa- 
mente en  sus  disposiciones.  (Sent.  23 
julio  1868.) 

XXXIX.  Cobo  y asesinatos  en  cua- 
drilla con  resistencia  á la  fuerza  orma- 


fl)  Con  arreglo  :í  la  ley  oigánlcn.  del  i»ocler 
judicial  causa  también  fiesaliierC'  el  delito  cío 
robo  en  cunririUn,  á favor  de  la  Jurisdicción 
ordinaria  fintni.  !1  del  art.  349;;  de  modo  que 
los  niililarcs  y marinos  por  diclio  delito  sen 
juzgados  por  la  juTÍsdiccioii  ordinaria. 

(2)  Hoy,  más  de  tres  nmllieidiores  armados. 
(Art.  318  del  Código  penal  reformado.) 


dai  Delitos  conexos:  Competencia  de  la 
jurisdicción  ordinaria  con  arreglo  al 
decreto~Ug  deQ  de  diciembre  de  18G8. 

Promoviíja  competencia  entre  el  juez 
fie  primera  insUincia  de  Almagro  y el 
Juzgado  militar  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva,  acerca  del  conoci- 
miento de  la  causa  formada  sobre  asesi- 


natos y robo  en  el  establecimiento  de 
biiHos  de  Fuensanta,  en  la  noche  del  18 
de  julio  de  d8ü9,  perpetrados  por  un 
grupo  de  cinco  á nueve  hombres  arma- 
dos, que  acometieron  n la  voz  de  «todo 
el  mundo  boca  abajo,»  disparando  á la 
vez  varios  tiros,  defendió  el  Juzgado  or- 

inario  su  competencia,  exponiendo  que 
& él  le  correspondía  exclusivamente  el 
conocimiento  de!  heclío  principal  de  la 
causa , que  es  ol  robo  en  cuadrilla; 
que  el  asesinato  de  los  dos  guardias  civi- 
les debe  considerarse  como  un  hecho 
accesorio  del  anterior,  y que  de  separar- 
los, se  dividirla  la  continencia  de  la 
causa.  Y la  jurisdicción  militar  alegó  en 
su  apoyo  que  no  constaba  que  el  pensa- 
miento de  los  malhechores  fuera  robar, 
y que  la  perpetración  del  delito  comenzó 
por  un  ataque  directo  á dos  guardias, 
conocidos  por  su  uniforme,  quienes  se 
bailaban  prestando  servicio  de  su  insti- 
tuto, sin  representación  de  autoridad  ad- 
ministrativa ó judicial;  debiendo  por  lo 
tanto  reputárseles  como  fuerza  armada 
miiiiar  de  jsalvaguardias  y centinelas 
constantes  de!  orden  ]iublico,  á los  efec- 
tos del  art.  til.  1!1,  tratado  8.“  de 
las  Ordenanzas;  citando  además  ios  ar- 
tículos 30  y 32,  capítulo  !.«  de  la  Carti- 
lla del  guardia  civil;  ¡as  Reales  órde- 
nes de  8 de  noviembre  de  d84G  17  de 
julio  de  1804  y fi  de  mayo  do  ISGS*  el 

an  4.°,  núm.  4,  tít.  llí  del  decreto ’de 

unilj  Cid  Clon  de  fueros,  y varias  disnosi-' 
Clones  de  este  Tribunal. 

Decidiendo  el  Tribunal  Supremo  este 

con  (líelo  á favor  do  la  jurisdicción  ordi- 

nana,  be  aquí  los  fundamentos  de  su  fa- 
llo. Dicen  así: 


«Consulcraudo  que  la  jurisdicción  ordin; 
ri.t  es  la  umea  cmnpelenle  para  conocer  < 
U< da  clase  de  delitos  fuera  de  los  que  es U 

dauSÍ°^  y deterrnin 


,.  {Jurisp.  penal). 

»Con3Íderando  que  el  decreto  de  6 de  di- 
ciembre de  1868,  sancionado  como  ley  por 
las  Córtes  Constituyentes,  es  en  la  actualidad 
ia  única  legislación  vigente  para  decidir  Jas 
competencias  que  se  susciten  entre  las  di- 
ferentes jurisdicciones  admitidas  por  el  mis- 
mo(í). 

«Considerando  que  de  los  procedimientos 
practicados  hasta  atiora  para  averiguar  el 
acontecimiento  criminal  ocurrido  en  lo.s  Her- 
videros de  Fuensanta  la  noche  del  18  de  ju- 
lio último  no  resulta  todavía  de  una  manera 
clara  y evidente  el  objeto  que  se  propusieron 
los  criminales  en  el  grave  ateulado  que  co- 
metieron, sorprendieniloaquei  establecimien- 
to balneario,  que  dio  por  resultado  la  muerte 
de  varias  personas  y el  robo  de  algunos  efec- 
tos á D.  Antonio  Coca; 

«Considerando  que  bien  fuese  un  íin  polí- 
tico el  que  llevase  á los  maíhecliores  A aquel 
sitio,  bien  el  de  robar  en  cuadrilla,  lo  cierto 
es  que  el  atentado  criminal  no  se  presenta 
como  dirigido  exclusivamente  á insultar  y 
ofender  á los  guardias  civiles,  sino  en  gene- 
ral contra  las  pcr.sonas  que  ocupaban  aquel 
establecimiento;  siendo  una  consecuencia  in- 
mediata las  desgracias  que  después  ocurrie- 
ron, tanto  en  las  personas  de  los  guardias 
civiles  como  en  la  de  D.  Antonio  Coca: 


. «Considerando  que  por  esta  razón  oo  pue- 
de tener  lugar  la  excepción  del  fuero  común, 
que  establece  el  párrafo  cuarto  del  art.  4.“ 
f el  decreto,  ahora  ley,  de  unificación  de  fue- 
ros, relativamente  á'las  causa-s  que  se  ins- 
truyan por  delitos  de  insulto  á centinela, 
salvaguardias  y tropa  armada;  la  que  debe 
entenderse  restringida  y limitada  á ios  pro- 
cedimientos especiales  que  ella  delermina, 
sin  que  pueda  hacerse  extensiva  ó oíros  de- 
litos de  diferente  órden  y condición,  ni  mé- 
Tios  diyidirso  la  continencia  de  la  causa,  en 
perjuicio  de  la  recta  adminisl ración  de  justi- 
cia, entendiéndose  por  dos  jurisdicciones  di- 
ferentes con  diversos  procedimientos  por  un 
salo  hecíio,  aunque  constitutivo  de  varios 
delitos.»  (Sent.  10  enero  1870.) 


XL.  Bobo  en  cuadrilla^  con  resislen- 
da  (i  la  fuerza  (irmada:  Aunque  estos 
delitos  sean  conexos^  conoce  del  primero 


.1,*^,  la  ley  orgánlra  ilel  iioiter  judi- 

cial ele  IS/ij  la  única  vigenlc  para  decidir  las 
conipetcnciñB,  j atiiiqnc  cslá  conforme  con 
l:i  de  18G8  en  airibuir  á la  jurisdicción  onli na- 
na el  conocunieiiio  de  los  robos  en  cuadrilla, 
liay  en  la  vigcnic  dispusícíones  sobro  delitos 
conexos  que  vienen  á eslablecer  nueva  juris- 
prudencia, coinu  (Miedo  verse  en  el  número  in- 
luedialo  y eii  el  ijue  sigue. 


garles  e 

<j¡>  « 


COMPETENCIA.. 

tü  jurisdicción  ordmaria,  y del  deresis^ 
teuria  d la  fuerza  armada  la  jurisdic- 
ciún  de  guerra.— Asi  lo  establece  el  Tri- 
bunal supremo  con  vista  de  los  artícu- 
los ;J30,  iliíí,níim.  y,  y iioO  de  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial  en  el  siguien- 
te caso  de  competencia.  Dice  así  texiual- 
mente, 

«En  la  villa  y corte  de  Madridj  á 29  de 
marzo  de  1871,  en  los  autos  pendientes 
ante  Nos  sobre  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  primera  ¡instancia  de  Pina  y el  de 
Guerra  de  la  Capitanía  genera!  de  Aragón 
sobre  robo  on  cuadrilla,  alenlndo  y resisten- 
cia á la  guardia  civil; 

1.®  Resultando  que  en  la  larde  del  29 
de  noviembre  último  1).  Sehasliau  Peralta 
y su  sobrino  IJ,  Clemente  se  dirigían  en  una 
tartana  manejada  por  un  criado  lifícia  el  pue- 
blo de  Monegrillo,  y de  pronto  é inespera- 
damente í'ueron  asaltados  por  cinco  hombres 
armados  con  diferentes  armas  blancas  y de 
fuego,  que  les  intiinaron  la  órden  de  eutre- 
dinero  que  llevasen: 

Resol taru  o que  ei  D.  Sebastian  les 
entregó  un  papel  que  contenía  algunas  mo- 
nedas de  oro;  y apareciendo  en  este  acto  la 
guardia  civil,  los  mMlliecliores  hicieron  fue- 
go á la  misma,  hiriendo  de  un  pistoletazo  al 
guardia  José  Bessós  y causándole  lesiones  á 
otro: 

3.°  Resultando  que  en  30  del  mismo 
mes  de  noviembre  el  juez  de  primera  instan- 
cia del  partido  de  l*ína  y un  íiscal  militar 
principiaron  á instruir  diligencias  en  averi- 
guación del  hecho  y sus  autores;  que  el  Juz- 
gado de  guerra  de  la  Capitanía  general  de 
Aragón  requirió  de  inliihicion  al  juez  ordi- 
nario, tanto  respecto  á la  resistencia  á la 
fuerza  armada  como  al  robo  cii  cuadrilla, 
fu lulán lióse  en  (¡no  siendo  de  la  exclusiva 
competencia  de  la  juriídicciou  militar  el  co- 
nocimiento de!  primer  tielíto  según  las  Or- 
denanzas y ei  art.  3oü  de  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial,  debía  también  conocer 
del  segundo  por  oslar  ambos  íutimamenle 
iiDÍdo.s  y no  poder  separarse: 

Resiiltiindo  que  el  juez  de  primera 
instancia,  reconociendo  que  la  juristliccion 
militar  era  la  competen  le  para  conocer  del 
delito  de  resistencia  á la  fuer/.a  armada  se 
desprendió  del  conocimiento  sobre  el  mismo, 
y se  declaró  competonte  para  conocer  del 
robo  en  cuadrilla,  fuíidámlose  en  el  art. 
del  decreto  do  unificación  de  fueros  de  6 de 
diciemlire  do  18G8,  y .sosteniendo  que  los 
dos  delitos  .son  independientes  y nada  impide 
ei  conocimiento  separado  do  ellos: 


{Jurisp.  penal). 

5.®  Resultando  que  fnsisliendo  ambos 
Juzgados  en  sus  pretenciones  y formalizada 
ia  competencia,  remitieron  sus  respectivas 
actuaciones  al  Tribunal  Supremo  para  su 
decisión. 

Vistos,  siendo  ponente  el  magistrado  don 
Luis  Vázquez  Mon dragón: 

Considerando  que,  según  previene 
el  art,  349  y su  núm.  9.^  de  la  ley  sobre  or- 
ganización del  poder  judicial,  es  incontro- 
vertible que  á la  jurisdicción  ordinaria  cor- 
responde juzgar  el  delito  de  robo  en  cua- 
drilla: 

2. ®  Considerando  (¡iie,  con  arregio  al 
art.  SñO  de  la  expresada  lev,  corresponde 
á la  jurisdicción  militar  el  conocimicnlo  de 
los  delitos  de  atentado  y resisleucia  á la 
fuerza  armada: 

3. ®  Considerando  que  si  bien  se  hallan 
relacionados  en  el  caso  lie  que  se  trata  el 
robo  y la  resistencia  á la  fuerza  armada,  no 
e.s  tan  intimo  su  enlace  que  no  puedan  ser 
penados  con  separación  los  expresados  dos 
delitos: 

4. ®  Considerando  que  por  el  art.  330  do 
la  indicada  ley  orgánica  se  dispone  de  uu 
modo  bien  claro  y e.splícilo  que  cuando  al- 
guno de  los  delitos  conexos  con  el  de  que 
hava  de  conocer  la  jurisdicciou  ordinaria 
fuese  por  su  Índole  ó naturaleza  de  la  com- 
petencia exclusiva  de  oirá,  es  la  deberá  co- 
nocer de  la  causa  que  se  forme  sobre  él, 
sin  perjuicio  de  que  la  ordinaria  conozca  de 
la  que  instruya  sobre  el  que  la  corresponde; 


amos  ( 
ramos  que  e 


ne  debemos  declarar  y decía- 
conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Bina  con  respecto  y relación  al  delito 
de  robo  en  cuadrilla,  y (]ue  el  ile  iiteiitudo  y 
resistencia  á ia  guardia  civil  es  de  la  atribu- 
ción del  Juzgaik)  de  la  Cajulanía  general  de 
Aragón  fl):  yen  su  consecuencia  luaudamos 
que  se  devuélvan  respectivamente  las  aelua- 


(1>  Por  má.s  quo  tn  doctrina  contenida  en 
esto  fallo  esló  fundada  en  el  art.  330  de  la 
ley  ortíáiiicii,  no  tiene  iodo  l’1  alcance,  toda  la 
extensión  que  á primera  visl.a  parece;  pues  el 
el  tallo  artíiíulo  no  puede  aplicarse  en  absoluto 
como  está  escrito,  sino  combiuíiiidnle  con  lo  es- 
tablecido en  el  art.  90  del  Código  penal,  de  mo- 
do que  cuando  un  solo  becbo  constüuya  dos  <5 
más  delitos  ó el  uno  de  ellos  sea  medio  nece- 
sario para  cometer  el  otro,  corno  .soto  puede 
aplicarse  ia  pena  correspoudienlc  :il  más  ¡rrave, 
en  su  grado  máximo,  ha  de  conocer  de  ellos  un 
solo  juez,  á lili  deqiuMiose  divídala  conti- 
nencia do  ia  causa.  Veremos  pue.s  terminante- 
mente establecida  esta  doctrina  en  el  slguionLo 
fallo  posterior  en  fecha  al  ya  inserto. 
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cioDCS  á cada  una  de  !as  dos  jurisdicciones 
para  que  procedan  con  arreglo  á dereciio. 
(Sent.  29  marzo  1871.) 

XL  -a-/?o/jo  eti  cuadrilla  con  desear- 
rilamienlo  de  «n  irm,  y resislencia  y le- 
siones d la  guardia  civil:  Delitos  co- 
nexos: Aunrjue  dcbiei'a  conocer  cadaju- 
r¿sdiccio7i  del  delito  gue  por  su  Índole  y 
naturaleza  sea  de  su  exclusiva  competen- 
cia, esta  regla  del  arl.  330  de  la  ley  or- 
gánica judicial  no  tiene  aplicación  si  de 
este  modo  se  divide  la  coritinericio  de  la 
causa. — Hé  aquí  un  importante  fallo  en 
que  se  eslablece  esta  doctrina. — En  la 
noche  del  30  de  marzo  de  *1872,  20  ó 2i 
hombres  armados  robaron  por  descarri- 
lamiento en  el  hilómeiro  2Ü9  entre  Val- 
depeñas y Manzanares  el  |ren-correo,  en 
el  cual  iban  un  rabo  y una  pareja  de  la 
guardia  civil;  y conui  éste  resistiese  á los 
ladrones  haciéndoles  varios  disparos, 
fué  herido  por  los  mismos,  como  tam- 
bién un  oficial  de  ejército  que  viajaba 
como  particular  (i). 

Con  este  motivo  se  instruyó  el  opor- 
tuno sumario  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Valdepeñas;  y la  jurisdic- 
ción de  Guerra,  que  á su  vez  había 
practicado  «liligencias  en  averiguación 
del  delito  de  que  se  trata,  reclamó  de 
diciio  Juzgado  las  personas  que  con  tal 
motivo  estaban  presos  y todos  los  ante- 
cedentes; y sustanciado  el  incidente  de 
competencia,  e!  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Valdepeñas,  de  conformidad 
con  c!  iJiclámen  del  promotor  fiscal  se 
declaró  competente  para  continuar  en- 
tendiendo de!  negocio,  fundándose  en 
que  el  delito  que  se  perseguia  era  el  de 
robo  en  cuadrilla,  comprendido  por  lo 
tanto  en  el  párrafo  cuarto  del  art.  J.”  del 
decreto  de  ti  de  diciembre  de  1808,  en 
que-  no  existía  el  desafuero  en  que  fun- 
(.  aba  su  competencia  la  jurisdicción  re- 
quirenie,  ni  se  habia  cometido  el  delito 


U)  Por  d(‘crclü  tl«  de  eneiü  cíeosle  afio, 
1874,  Sft  lia  ilispueslo  que  el  levanlainterUü  de 
jos  rails  do  lo.s  l'oiTO-earrnes,  itilorceplacioit  de 
la  vía,  corladuras  de.  puentes,  ataque  á los  tre- 
nes ¿ mano  armada,  ele.  se  reputan  delitos 
centra  el  órdoo  público,  para  los  efeclos  de  la 
iey  vigente  de  23  de  abril  de  i 970,  que  rige  por 
estar  declarada  la  Nación  en  estado  de  guerra. 
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por  ningún  militar;  y en  que  eran  apli- 
cables á este  caso  los  artículos  393  y 395 
de  la  ley  orgánica  del  poder  ^ udicial. 

El  Capitán  general  de  Casii  la  la  Nue- 
va insistió  en  su  competencia,  alegando 
que  en  el  tren  atacado  iban  guardias  ci- 
viles prestando  el  servicio  propio  de  su 
instituto,  y que  fueron  acometidos  con 
armas  é insultados,  hechos  que  debían 
ser  el  objeto  de  la  contienda  jurisdic- 
cional, y de  ninguna  manera  en  que  el 
hecho  fuese  eu  despoblado  ó en  cuadri- 
lla; limitándose  por  lo  tanto  la  juris- 
dicción militar  á conocer  del  primer 
extremo,  por  ser  de  su  competencia, 
según  dispone  el  decreto-ley  de  51  de 
diciembre  de  18(18  y el  art.  350  de  la 
ley  orgánica  del  poder  judicial  y se  de- 
clara en  las  sentencias  de  7 de  enero  y 
30  de  setiembre  de  1870,  13  de  abril  y 
(j  de  junio  de  1871  y 8 de  abril  último, 
sin  que  la  mencionada  separación  de  les 
extremos  que  comprende  la  presente 
contienda  divida  !a  continencia  de  la 
causa. 

Insistiendo  ambos  Juzgados  en  sus 
pretensiones  y formalizada  la  competen- 
cia, remitieron  sus  respectivas  actuacio- 
nes al  Tribunal  Supremo  para  su  deci- 
sión, que  tiene  efecto  en  los  términos  si- 
guientes: 

Considerando  que,  según  el  art.  328  de 
la  ley  provisional  do  organización  del  poder 
judicial,  un  sólo  juez  ó Tribunal  de  ios  que 
sean  competen  Les  ha  de  conocer  de  los  de- 
litos que  tengan  conexión  entre  sí;  y por  el 
329  de  la  rnisrna  ley  se  ordena  que  la  juris- 
dicción ordinaria  sea  la  compeleulc,  con  ex- 
clusión de  toda  otra,  para  juzgar  á los  reos 
de  delitos  conexos,  siempre  que  alguno  esté 
sujeto  á ella,  aun  cuando  los  demás  sean 
aforados; 

Considerando  que  por  el  art.  349  en  su 
I párrafo  noveno  de  la  indicada  ley  se  estable- 
ce que  á la  juri.sdiccion  ordinaria  correspon- 
de juzgar  el  delito  tie  robo  en  cuadrilla. 

Considerando  que  si  bien  por  el  párrafo 
segundo  dei  art.  330  de  dicha  ley  se  ordena 
que  si  alguno  de  los  delitos  concxo.s  fuere 
por  su  índole  y naturaleza  de  la  competencia 
exfdusiva  de  otra  jurisdicción,  esta  deberá 
conocer  de  la  causa  que  se  forme  sobre  él, 
sin  perjuicio  do  que  la  ordinaria  conozca  de 
la  que  se  instruya  sobre  los  demás,  es  indis- 
pensable combinar  estas  disposiciones  coa 
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lo  preceptuado  en  el  art.  90  del  Código  pe- 
nal vigente,  en  el  cual  se  previene  que  cuan- 
do un  sólo  lieciio  constituya  dos  ó más  deli- 
tos, ó el  uno  (le  ello.s  sea  medio  necesario 
para  cometer  el  otro,  sólo  se  imponga  la  pe- 
na correspondiente  al  delito  más  grave,  apli- 
cándola en  su  grado  máximo: 

Considerando  que  el  hecijo  referido  cons- 
tituye dos  ó más  delitos,  que  han  de  casti- 
garse con  lina  sóla  pena  en  conformidad  á lo 
dispuesto  en  el  citado  arl.  00,  lo  que  no  se- 
ria posible  si  se  dividiese  la  continencia  de 
la  causa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  do  esta  causa  cor-  I 
responde  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Valdepeñas,  á quien  se  devuelvan  todas  las 
actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á 
dereclio;  poniéndose  íi.s¡  en  noticia  del  de  la 
Capitanía  general  del  distrito  de  Castilla  la 
Nueva.  (Sent.  3 mayo  1872.) 

XLI,  Tala  de  monte  con  resistencia  á 
la  ffuardia  civil,  ffabiéndose  cometido 
el  delito  de  resistencia  con-  objeto  de  pro- 
curar la  impunidad  de  la  tala,  lajuris- 
dia  iion  ordinaria  es  la  compelente  para  \ 
conocer  de  estos  delitos  conexos  con  ar- 
reglo á los  art.s.  ;}28  d 331  de  la  ley  or- 
gánica judicial. 

Noticiosos  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Ciudad-Ueal  y el  alcalde  de 
Ma  nzanares  de  que  se  practicaban  algu- 
nas talas  y devastaciones  en  montes  pú- 
blicos y de  particulares,  dispusieron  que 
saliera  fuerza  de  la  guardia  civil  para  evi- 
tar aquellos  desmanes;  en  virtud  de  lo 
que  el  teniente  D.  León  Sánchez,  con 
23  guardias  á sus  órdenes,  llegó  en  la 
mañana  del  3 de  enero  de  1878  á los 
montes  y dehesa  de  Moratalaz,  donde 
encontró  á 70  ó más  hombres  del  pue- 
blo de  Eclafios  dedicados  á la  corta  de 
leñas,  que  habían  comenzado  á cargar 
en  carros  y caballerías;  pero  apercibidos 
de  la  llegada  de  la  guardia  civil,  pro- 
rumpieron  en  gritos  de  eviva  la  Repú- 
blica y ó ellos  que  son  pocos,"  haciéndo- 
les á la  vez  una  descarga;  en  vista  de  lo 
que  los  guardias  usaron  también  de  sus 
armas,  y después  de  alguna  resistencia, 
dispersaron  á los  agresores,  aprehen- ; 
diendo  á 23  de  ellos  y gran  número  de 
carros,  caballerías,  leña  corlada  y algu- 
nas armas,  todo  lo  cual  se  puso  ó dispo- 
sición del  juez  de  Manzanares.  Instruida 
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sumaria  por  las  jurisdicciones  ordinaria 
y la  militar,  se  suscitó  entre  ambas  com- 
petencia . 

La  militar,  estimando  los  hechos  como 
constitutivos  de  los  delitos  de  robo  de 
leñas;  y de  insulto  y resistencia  á tropa 
armada,  y conviniendo  en  que  el  cono- 
cimiento del  primero  correspondía  á Ja 
jurisdicción  ordinaria,  requirió  sin  em- 
jargo  de  inhibición  á la  misma  por  lo 
tocante  al  segundo  que  consideró  de  la 
exclusiva  competencia  de  su  fuero,  apo- 
yándose principalmente  en  que  la  fuerza 
de  la  guardia  civil  en  la  ocasión  referida 
no  acompañaba  á ninguna  autoridad  ni 
obró  como  auxiliar  de  ella,  si  que  pres- 
taba un  servicio  propio  de  su  inslitiuo, 
y bajo  tal  concepto,  la  jurisdicción  mili- 
tar era  la  que  debia  conocer  de!  delito 
conforme  á los  decreto-leyes  de  G y 31 
de  diciembre  de  '181)8,  art.  350  de  la  ley 
provisional  sobre  organización  del  poder 
judicial  y jurisprudencia  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo;  y que  si  bien  el 
delito  de  resistencia  pudiera  calificarse 
de  conexo,  y bajo  este  carácter  atribuir- 
se su  conocimiento  á ia  jurisdicción  or- 
dinaria, conforme  al  art.  329  de  aquella 
ley,  aun  en  tal  caso  correspondería  á la 
militar  según  el  párrafo  segundo  del  339, 
atendida  su  naturaleza  é índole,  y á que 
la  agresión  á la  fuerza  armada  fue  un 
hecho  posterior  y no  medio  necesario 
para  cometer  el  delito  de  robo,  que  ya 
se  había  perpetrado,  y con  el  objeto  de 
procurar  la  impunidad,  pudiendo  cono- 
cer el  ramo  de  guerra  con  separación  ó 
independencia  del  fuero  común  de!  ex- 
presado delito  de  resistencia,  sin  que 
por  ello  se  dividiera  la  continencia  de  ia 
causa. 

El  juez  de  primera  instancia  de  Man- 
zanares fundó  su  competencia  en  que  el 
delito  era  conexo  del  de  tala  y hurto  de 
leñas,  puesto  que  se  cometió  para  evadir 
y eludir  )a  responsabilidad  que  por  el 
seg  undo  alcanzara  á sus  autores,  con  ar- 
reglo á la  jurisprudencia  establecida  en 
sentencia  de  23  de  mayo  de  1872;  y citó 

además  en  su  apoyo  los  arts.  328,  329, 

caso  4.°  del  331,  37Ü,  377  y 383  de  la 

ley  orgánica. 


m 
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El  Tribuna!  Supremo  decide  la  com- 
petencia á tavor  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria en  estos  términos: 

t."  «CoTisíderando  que  con  arreglo  al 
art.  328  de  ia  ley  sobre  organización  del  po- 
der jtjdicí.'t)  nn  solo  juez  ó Tribunal  do  los 
qne  sean  competentes  delie  conocer  de  los 
delitos  que  tengan  conexión,  y que  según 
el  mírn.  4.®  del  331  son  conexos  los  cometi- 
dos para  procurar  la  impunidad  de  otros  de- 


2.*  Considerando  que  la  resistencia  y 
agresión  á la  guardia  civil  que  perpetraron 
los  procesados  fiiécou  el  inienlo  de  procu- 
rar la  iinpiinidad  de  ¡os  delitos  de  hurtos  de 
leñas  y tala  de  montes  que  estaban  come- 
licndo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos qne  el  conocimienl.o  de  ambos  delitos 
correspon<Ie  á la  jurisdicción  ordinaria  etc.» 
(Sent.  2()  junio  1S73.J 

XLfI.  Ateuiado  y desacato  d la  au- 
toridad' civil  ‘j  sus  agentes.  Los  reos  de 
este  delito , aunque  sean  aforados,  son 
juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria. 
— Competencia  entre  el  Juzgado  de  pri-' 
mera  instancia  de  Valladolíd  y el  militar 
de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
Vieja  acerca  del  conocimiento  de  la  cau- 
sa contra  el  alférez  D.  Leopoldo  Ruiz 
Fernandez  sobre  alentado  á un  guardia 
municipal  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes. Fundábase  el  Juzgado  militar  en 
que,  suponiendo  la  existencia  del  alen- 
tado, éste  había  tenido  lugar,  no  contra 
la  autoridad,  sino  contra  un  agente  de 
la  misma,  lo  cual  no  privaba  al  reo  del 
fuero  que  disfrutare,  según  varias  deci- 
siones del  Tribunal  Supremo.  So  decide 
á favor  de  la  jurisdicción  ordinaria,  es- 
tableciendo en  ios  considerandos 

bQuo  según  e!  art.  párraro  cuar- 
to del  decreto  ríe  6 do  diciemme  de  1808, 
sobra  refundición  de  fueros,  la  junsdiccion 
ordinaria  es  la  única  competente  para  cono- 
cer de  los  flcüttí.s  que  enumera,  entre  los 
que  comiirende  los  de  alentado  y desacato  á 
la  autoridad. 

2.°  Que  el  decreto  de  31  de  diciembre 
del  misino  año,  expedido  por  el  Ministerio 
de  ia  Guerra  para  cumplimiento  dei  anterior, 
declarados  ambos  leyes  por  las  Górles  Cons- 
tituyentes, exceptúa  de  Ja  jurisdicción  mili- 
tar eu  el  art.  1.®,  párrafo  segundo,  las  cau- 
sas criminales  en  los  delitos'  coinuoes  rel’e- 


..  {Jurisp.  penal], 

ridos  en  el  art,  7.°  de  dicho  decreto,  y entre 
ellos  se  hallan  los  atentados  y desacatos  con- 
tra la  autoridad  civil  (í). 

3. °  Que  con  arreglo  a!  párrafo  segundo 
del  art.  189  del  Código  penal,  cometen  aten- 
tado contra  la  autoridad  los  que  acometen  ó 
resisten  con  violencia,  ó emplean  fuerza  ó 
intiin ¡dación  contra  la  autoridad  pública  ó 
sus  agentes,  cuando  aquella  ó éstos  ejercie- 
ren las  funciones  de  su  cargo,  y también 
cuando  no  las  ejercieren,  siempre  que  sean 
conocidos  ó se  anuncien  como  lales. 

4. '^  Que  una  vez  establecida  la  unifica- 
ción de  fueros,  son  inaplicables  en  materia 
de  competencias  de  jurisdicción,  las  doctri- 
nas y jurisprudencia  .senttuias  con  anteriori- 
dad por  el  Tribunal  Siiprcuno  en  virtud  de 
una  legislación  profundamente  distinta,  f Sen- 
tencia 14  enero  1870. — Id,  13  noviem- 
bre 1869.) 

XLIII.  Competencia  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  en  los  alentados  y resis- 
tencia á la  guardia  civil,  cuando  e'sta 
obra  por  su  77iandato  y en  calidad  de 
auxiliar.- — Se  decide  á favor  del  juez  de 
primera  instancia  de  Llerona  la  compe- 
tencia suscitada  entre  el  mismo  y el  ca- 
pitán general  de  Andalucía:  sobre  cono- 
cer de  la  causa  formada  contra  ios  paisa- 
sanos  Manuel  é Ignacio  Duran  Naranjo, 
por  atentado  y resistencia  á la  guardia 

civil  (2). 

«Considerando  que  la  Real  órden  de  8 de 
noviembre  de  1840,  así  como  todas  las  dis- 
posiciones referentes  á compelencia  de  ju- 
risdicción ateriores  al  decreto  de  6 de  di- 
ciembre de  1868  sobre  refundición  de  fueros, 
lian  sido  modificadas  por  esta  última  dispo- 
sición, que  determina  con  exactitud  los  Jí- 
mites  de  cada  jurisdicción,  tanto  de  ia  civil 
ordinaria  como  do  las  especiales; 

Considerando  que  tampoco  puede  apre- 
ciarse ol  otro  furiilaitienlo  en  que  apoya  su 
competencia  el  juzgado  militar  de  la  Capita- 
nía general  de  .\ndalucín,  cual  es  el  del  riú- 


(1)  La  ley  orgánica  dcl  poder  judicial  en 
su  art.  340  está  más  esjiiícilíi  y toriníriante  to- 
davía que  los  decretos  de.  I8I>8,  y aegiin  dicho 
articulo  sen  juzgailos  por  la  jurisdicción  ordi- 
naria los  T'Cos  (íe  alentatlo  y desacoto  contra 
las  atííorií/aííes  potUicüs^  (ídminislralivas  ó 
judiciales, 

(2)  Teniendo  présenle  lo  dispuesto  en  el  ci- 
tado ilecrclo  do  G de  diciembre  de  1868,  y lo 
consignado  en  las  senlcncías  de  este  Supremo 
Tribunal  de  23  de  setiembre  do  1838,  29  de  fe- 
brero y 1."  de  mayo  de  i SCO. 
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mero  4.°  del  art.  4.“  del  citado  decreto  de 
6 de  diciembre  de  1868,  porque  los  guardias 
civiles  no  podian  considerarse  como  centi- 
nelas ni  salvaguardias,  ni  tropa  armada,  ni 
autoridad  militar,  cuando  tuvo  lugar  el  he- 
cho que  dió  motivo  á la  causa  sobre  cuyo 
conocimiento  versa  la  presente  contienda 
jurisdiccional: 

Y considerando  que  por  varias  resolucio- 
nes de  este  Supremo  lYilíunal  se  lia  consig- 
nado que  la  resistencia  hecha  á la  guardia 
civil  cuando  se  halla  ésta  á las  órdenes  de 
una  autoridad  local,  y obra  por  su  mandato 
y en  calidad  de  auxiliar,  se  reputa  hecha  á 
aquella  autoridad  y no  causa  desafuero,  cu- 
ya jurisprudencia  tiene  exacta  aplicación  al 
presente  caso.»  (8cnt.  J4  setiembre  1870.) 

XLIV.  Iie$iü(eucia  d la  fjmrdia  civil 
y de  (isla  á un.  alcalde,., — En  otro  fallo* 
de  la  misma  fecha  decidiendo  á favor  del 
Juzgado  de  Honda  la  competencia  con 
ej  militar  de  la  Capitanía  general  de  Gra- 
nada, sobre  conocimiento  de  la  causa 
instruida  con  motivo  de  los  sucesos  ocur- 
ridos en  la  villa  de  Monlejaque  entre  una 
pareja  de  guardias  civiles  y varios  paisa- 
nos é individuos  de  la  segunda  reserva 
del  ejercito,  se  establece: 

1. ”  Que  ja  agresión  A mano  armada  con- 
tra individuos  de  la  guardia  civil,  así  como 
la  resistencia  opuesta  por  éstos  a la.s  reitera- 
das intimaciones  ele  un  alcalde  para  que  no 
maltraten  á personas  que  auxiliau  su  autori- 
dad, son  hechos  que  por  su  naturaleza  no 
pueden  ménos  de  ser  cai¡ficado.s  como  deli- 
tos de  atentado,  previsto  en  el  núm.  2.“  del 
art.  189  del  Código  penal. 

2. “  Que  la  resistencia  violenta  contra  lo.s 
guardias  civiles  cuando  obran  como  agentes 
y auxiliares  de  un  alcalde,  .se  entiende  siem- 
pre hecha  á la  misma  autoridad  cuyas  órde- 
nes reciben,  obrando  en  su  representación, 
según  así  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo en  repetidas  decisiones  sobre  casos 
aní'dogos  que  forman  constante  iuri-spru- 
donciu. 

3. “  Que  según  el  decreto  de  6 de  diciem- 
bre de  tSG8^  sobre  refundición  de  fueros, 
corresponde  á la  jurisdicción  ordinaria  el  co- 
nocimiento délos  delitos  de  atentado  y des- 
acato. (Seiit.  14  setiembre  1870.) 

XLV-  Más  sobre  competencia  de  In  ju- 
risdicción ordinaria  para  conocer  de  los 
üíenlados  y resislencia  á la  guardia  civil, 
cuando  es  auxUiadova  de  la  autoridad 
.local, — Suscitada  competencia  entre  el 


. {Jurisp.  penal).  127 

juez  de  primera  instancia  de  Colmenar  y 
el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de 
Granada  acerca  dei  conocimiento  de  la 
causa  formada  sobre  insulto  á la  guardia 
civil  se  decide  á favor  de  la  jurisdicción 
ordinaria: 

«Considerando  que  según  io  dispuesto  por 
el  art.  3.“  del  decreto  de  6 de  iticiembre  úl- 
timo sobre  unificación  de  rucro.s,  correspon—  ' 
de  á ki  juriádiccion  ordinaria  conocer  de  los 
delitos  de  atentado  y desacato  contra  la  au- 
toridad civil: 

Considerando  que  en  ese  acto...  !a  guar- 
dia civil  no  tuvo  otras  funciones  que  la  de 
auxiliadora  de  lo  autoridad  local,  no  ya  solo 
porque  para  ello  fue  previamente  requerida, 
sino  por(]ue  obró  cumpliendo  sus  órdenes  y 
porque  al  ejecutar  estas  el  alcalde  estuvo 
presente  ó representado  por  un  delegado  de 
la  Alcaldía: 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  cn.so 
de  autos  la  jurisprudencia  que  so  invoca  en 
contrario  por  ia  jnristliccioii  de  guerra  f l), 
)ues  que  en  los  hecho.s  á que  se  refiere  obró 
a fuerza  militar  por  sí  misma,  aislada  con 
independencia  no  auxiliando  ni  cumpliendo, 
como  al  presente  las  órdenes  de  la  autoridad 
civil: 

Y considerando,  por  último,  que  tampoco 
esa  jurisprudencia  puede  invocarse  después 
de  la  promulgación  del  nuevo  decreto  sobre 
unificación  de  fueros,  que  ha  ensanchado  la 
jurisdicción  ordinaria  y comprende  el  ca.so 
en  cuestión  en  su  ya  citado  art.  3."»  (Sen- 
tencia 3 febrero  Í870.J 

XLVI.  Oiro  caso  de  conipelcncia  de 
la  jurisdicción  ordinaria  pura  conocer  de 
la  resislencia  á ¿a  fuerza  armada,  por 
haber  obrado  esta  en  auxilio  de  un  agen- 
te municipal. — Dice  asi  la  sentencia  en 
sus  resultandos  y considerandos. 

«Resultando  que  en  la  tarde  de!  4 de  julio 
del  ano  último  l'ué  detenido  por  un  guardia 
niunicipal  en  la  calle  de  San  Eduardo  de  la 
ciudad  de  San  Fernando  Jo.sé  Estévez,  qiio 
so  hallaba  embriagado  y causando  escándalo; 
y al  ser  conducido  sin  resistencia  á Ja  pre- 
vención civil,  se  opuso  ó ello  pistola  en  mano 
su  convecino  José  Rodríguez  Sánchez:  que 
con  tal  motivo  el  guardia  municipal  pidió  au- 
xilio al  sargento  comandante  de  la  guardia 


CD  Se  invoca  la  decisión  ríe  i9de  diciembre 
de  Í86Ü  que  puede  consultarse  con  oirás  en  el 
Diccionario,  tomo  VIH,  pág.  579,  artículo  Ju'Ris- 
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dfi  la  cárcal,  próxima  al  sitio  dal  suceso,  en 
cuya  virtud  salieron  á prestárselo  un  cabo  y 
dos  soldados:  que  el  expresado  Rodríguez 
Sánchez,  íjue  seguía  apuntando  con  la  pisto- 
la al  guardia  iniioicipal,  retrocedió  precipUa- 
dainente,  y cuando  el  agente  de  la  autoridad 
y la  fuerza  militar  que  lo  auxiliaba  estaban  á 
punto  de  alcanzarlo,  se  guareció  detrás  de 
una  esquina  é hizo  fuego  contra  sus  perse- 
guidores sin  causar  daño  alguno; 

Resultando  que  sobre  el  hecho  referido  se 
instruyó  causa  por  ni  Juzgado  de  primera 
instancia,  como  también  por  la  jurisdicción 
especial  de  Guerra,  la  cual  reclamó  de^  aquel 
la  causa  cuando  ya  corria  en  ella  el  término 
de  prueba,  fundándose  para  apoyar  su  com- 
petencia en  que  el  procesado  hizo  armas  con- 
tra tropa  del  ejército  que  no  sólo  prestaba  á 
un  agente  de  la  autoridad  civil  el  debido  au- 
xilio que  ésto  liabia  reclamado,  sino  que  ade- 
más atendía  á la  seguridad  de  la  cárcel,  de 
cuya  guarda  estaba  encargada,  evitando  el 
riesgo  contra  el  cual  procuró  precaverse  el 
comandante  mandando  cerrar  las  puertas  de 
aquel  edificio: 

Resultando  que  la  jurisdicción  ordinaria 
apoya  su  competencia  en  que  la  fuerza  mili- 
tar obraba  en  aquel  suceso  como  auxiliar  de 
la  guardia  municipal  y no  por  su  propia  ini-' 
cialiva:  en  que  la  resistencia  opuesta  por  ei 
procesado  á la  indicada  fuerza  no  fué  un  ho- 
clio  aislado,  sino  la  continuación  y como  un 
accidente  del  delito  de  atentado  contra  el 
agente  de  la  autoridad;  y en  que  de  apre- 
ciarse lo  expuesto  como  dos  distintos  delitos, 
se  dará  lugar  á la  duplicidad  de  penas,  con- 
tra lo  dispuesto  en  el  Código  que  impone  una 
sola  al  autor  de  un  hecho,  aun  cuando  éste 
constituya  dos  ó más  delitos; 

Resultando  que  una  y otra  jurisdicción 
han  remitido  sus  acLuaciones  á este  Tribunal 
Supremo  para  su  decisión:  t 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  don 
Tomás  Huel: 

Considerando  que  si  bien  el  conoci- 
miento de  los  delitos  de  insulto  á centinelas 
y tropa  armada  y de  alentado  y desacato  á 
la  autoridad  militar  compete  á la  jurisdicción 
do  esta  clase,  según  el  art.  350,  párrafo 
cuarto  de  la  ley  provisional  sobre  organiza- 
ción del  poder  judicial,  no  sucede  lo  mismo 
cuando  la  resistencia,  aunque  recaiga  en  la 
fuerza  militar  ó en  alguno  de  sus  individuos, 
deba  entenderse  ejercida  contra  la  autoridad 
civil  Ó sus  agentes  por  haber  obrado  la  tropa 
en  aiixilio  de  la  misma  y en  virtud  de  su  re- 
querimiento: 

2.“  Considerando  que  la  resistencia  é in- 
sulto ó la  fuerza  militar  fué  en  este  caso 
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auxiliando  á un  agente  de  la  autoridad  civil 
que  ejercía  actos  propios  de  su  instituto  y 


por  requerimiento  del  mismo:  que  no  fué 
un  hecho  aislado,  sino  la  conliiuiacion  del 
delito  de  atentado  iniciado  contra  el  referido 
agente;  y qne  no  existiendo  dato  alguno  de 
que  se  tratara  de  atentar  á la  seguridad  de 
la  cárcel,  ni  qne  con  ocasión  del  suceso  se 
pusiese  en  peligro  la  custodia  de  los  presos 
ó estuviese  en  rie.sgo  de  ser  ofendida  la  fuer- 
za que  dicho  edilicio  ciisLndiaha,  la  circuns- 
tancia de  haberse  mandado  cerrar  Jas  puer- 
tas carece  de  eficacia  en  e!  sentido  en  que  se 
invoca  por  la  jurisdicción  militar; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  esta  causa  com- 
pete á la  jurisdicción  ordinaria,  y en  su  con- 
secuencia mandamos  que  se  remitan  unas  y 
otras  actuaciones  al  juez  de  primera  instan- 
cia de  San  Fernando  para  su  continuación  con 
arreglo  á derecho;  y comuniqúese  esta  reso- 
kieion  ai  Juzgado  militar  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Sevilla,  (Sciit.  13  mayo  1871.) 

XLVII.  0/í  'O  caftO:  Injurias  á la  guar- 
dia civil. — En  el  mismo  sentido  se  de- 
cide también  á favor  de  la  jurisdicción 
ordinaria  otra  competencia  sobre  el  co- 
nocimiento de  la  causa  formada  contra 
Manuel  García  Becerra  por  frases  ofen- 
sivas al  decoro  do  una  pareja  de  la  guar- 
dia civil  en  el  acto  de*  auxiliar  al  recau- 
dador de  contribuciones,  á cuyo  efecto 
estaba  destinada  por  el  gobernador: 

«Considerando  que  según  los  arls.  269  y 
321  de  la  ley  orgánica  de  tribunales,  la  juris- 
dicción ordinaria  es  la  única  competente  para 
conocer  de  todas  las  causas  criminales,  sin 
más  excepción  que  las  reservadas  al  Senado 
y las  que  expresamente  atribuye  esta  misma 
ley  á las  jurisdicciones  de  Guerra  y Marina: 

Y considerando  que  el  art.  350  dé  la  ley  or- 
gánica del  poder  judicial  determina  de  una 
manera  clara  y espresa  cuáles  son  los  delitos 
esceptuados  dé  que  debe  conocer  la  jurisdic- 
ción de  Guerra,  y entre  ellos  no  se  halla 
comprendido  el  de  insultos  é injurias  dirigi- 
dos á la  guardia  civil  cuando  esla  auxilia  á 
la  autoridad  de  un  alcalde  por  órden  espre- 
sa del  gobernador  de  la  provincia  (Sciit,  27 
noviembre  1871.) 

XLVÍII.  Desacafodeljeft  > de  ttíi  cuer- 
po de  guardia  á la  autoridad  judicial: 
Exceso  d ífíiuío  de  atribuciones  por  parte 
\ del  juez:  Grave  conflicto. — En  la  noche 
del  iSallO  deagoslode  1869,  hallándose 
de  guardia  en  la  casa  municipal  de  Nava- 
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liermosa  el  teiiienté  D.  José  Quero  con 
algunos  soUlatlos  del  batallón  de  cazado- 
res de  Madrid,  llegó  ei  alcalde  popular  y 
hubo  de  trabarse  un  altercado  entre  éste 
y dicho  teniente  dentro  del  local.  Inter- 
viniendo el  juez  de  primera  instancia  de] 
partido,  dirigió  algunas  palabras  al  oíi- 
cia!,  intimándole  que  se  descubriera  en 
su  presencia.  El  olida!  so  separó  diri- 
giéndose bácia  la  puerta,  colocándose  en 
el  puesto  destinado  á la  guardia,  que  era 
fuera  de  la  barandilla  que  cerraba  la  pla- 
taforma en  que  se  colocaba  el  Ayunta- 
miento.— Según  lo  manifestado  por  el 
oficial,  el  juez  le  dijo  que  quedaba  preso, 
y que  le  contestó  que  era  el  oficia!  de  la 
guardia,  tjue  el  juez  no  tenia  allí  mando, 
y que  si  seguía  escandalizando  se  verja 
obligado  á hacerle  salir  de  allí:  que  re- 
poniendo el  juez  que  él  tenia  en  la  guar- 
dia más  autoridad  que  ei  Ministro  de  la 
Guerra  y que  las  Ordenanzas,  manifestó 
el  oliciaí  que  no  perniitiria  siguiera  in- 
juriando y atropellando  la  guardia,  y que 
de  no  callar  en  el  acto  ó marcharse  le 
pondría  preso,  y mandó  al  cabo  de  la 
guardia  que  con  dos  números  se  coloca- 
ran á su  lado.  Según  el  juez  de  primera 
instancia,  dicho  ollcial  mandó  formar  la 
guardia  y armar  bayoneta,  diciendo  ai 
juez  que  sí  daba  un  paso  más  se  diera 
preso,  á lo  cual  contestó  éste  que  desde 
luego  no  saldría  porque  le  era  imposible 
hacerlo,  toda  vez  que  la  fuerza  armada  le 
cerraba  ei  paso,  y permaneció  en  el  lo- 
cal de  veinte  á treinta  minutos;  y pre- 
guntando después  por  medio  del  alcalde 
si  había  de  permanecer  en  tal  situación, 
conlesló  dicho  oficial  que  podía  retirarse. 

Instruidas  con  este  motivo  diligencias 
sumarias,  luibiendo  reclamado  el  juez  de 
la  autoridad  militar  que  fuera  puesto  á 
su  disposición  el  oticial  contra  quien 
procedía,  fiié  negada  esta  reclamación,  y 
se  le  anunció  la  competencia  por  el  Juz- 
gado de  Guerra,  requiriéndole  para  que 
se  inhibiera  en  el  conocimiento  del  he- 
cho procesal,  é insistiendo  ambas  auto- 
ridades en  sostener  su  jurisdicción. 

El  Juzgado  militar  se  funda:  primero, 
en  que  la  intervención  del  juez  en  la 
disputa  fué  inmotivada  y oficiosa,  y que 

Jü».  Fkn. 
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al  imponerse  como  tal  en  un  punto  y 
sobre  una  persona  extraña  á su  jurisdic- 
ción, lo  hizo  de  un  modo  atentatorio  á la 
inmunidad  y á la  consigna  de  las  leyes 
militares:  segundo,  en  que  quien  quiera 
que  fallase  allí  se  somelió  ipso  fncto  á la 
jurisdicción  de  Guerra;  si  el  comandan- 
te de  la  guardia,  \)or  verilicarlo  en  acto  y 
funciones  del  servicio,  v si  el  juez,  en  lo 

4 1 * J " 

que  de  su  conducta  luibierc  de  ofensivo 
á la  guardia,  por  el  desafuero  que  en  sí 
llevaba  el  hecho;  tercero,  en  (jue  cuando 
una  persona  constituida  en  autoridad 
pretende  ejercerla  sobre  cosas  y personas 
en  que  no  le  compele  mando  ni  juris- 
dicción, comete  un  excoso  y abuso  pu- 
nible de  atribuciones:  cuarto,  en  que  el 
referido  juez  no  tenia  ni  podía  invocar 
dentro  del  cuerpo  de  guardia  derecho  á 
otras  prerogativas  ni  más  derecho  que 
un  particular,  invocando  los  arts.  l.“, 
título  ÍY,  y lit.  VI,  tratado  S.“  de  las 
Ordenanzas  del  ejército,  y el  art.  10,  ti- 
tulo IV  de  la  ley  de  unificación  de  fueros. 

La  jurisdicción  ordinaria  alega  en  fa- 
vor de  su  competencia:  primero,  que  los 
alcaldes  y los  jueces  ejercen  funciones 
permanentes  de  justicia;  segundo,  las 
circunstancias  del  lugar  en  que  sucedió 
el  lioclio,  así  corno  también  la  espcciali- 
.sima  de  no  ostentar  insignia  alguna  el 
oficial  en  el  momento  de  la  ocurrencia, 
asegurando  que  el  sitio  en  que  el  oficial 
disputaba  con  el  alcalde  era  difereiue  del 
que  estaba  destinado  para  el  cuerpo  de 
guardia;  ó invoca  también  la  ley  9.%  tí- 
tulo X,  libro  Xll  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, la  Real  orden  de  8 de  abril 
de  1831,  el  art.  192  del  Código  penal  y 
las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal 
de  22  de  agosto  de  1839,  22  de  julio,  23 
y 31  de  diciembre  de  1861. 

El  Tribunal  Supremo  decide  este  con- 
flicto en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  según  el  decreto,  aho- 
ra ley,  de  6 de  diciembre  de  1868,  la  juris- 
dicción ordinaria  es  ia  única  competente 
para  conocer,  entrj  otros  delitos,  de  los  da 
atentado  y desacato  contra  la  autoridad 
así  como  lo  es  ia  jurisdicción  de  Guer- 
ra y Marina  para  los  que  se  cometan  por 
atentado  y desacato  contra  la  autoridad  mi- 
litar. 
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itConsiderando  que  no  obstante  la  diver- 
gencia y oscuridad  que  se  advierte  entre  el 
resultado  de  las  diligencias  instruidas  jjor  el 
Juzgado  ordinario  y e!  militar  respecto  del 
sucese  que  motiva  esta  competencia  sobre  la 
demarcación  del  siu'o  donde  «e  verificó  éste, 
distintivos  que  usase  en  aquel  acto  el  teoien* 
te  D.  José  (Juero  y Custodio,  y carácter  de 
Jas  coulestaciones  recíprocas  que  mediasen 
entre  éste  y el  juez  de  primera  instancia  de 
Navahermosa,  resulla  suficientemente  que 
lio  puede  darse  al  líeclio  la  calificación  de 
verdadero  desacato: 

»Considerando  que  en  el  caso  de  haber 
algún  exceso  de  atriljuciones,  el  que  se  Im- 
hiese  cometido  por  el  teniente  D.  José  Quero 
debe  ser  juzgado  por  la  autoridad  militar; 
así  como  sí  lo  hubiese  por  el  juez  de  prime- 
ra instancia  lo  ha  de  ser  por  su  superior  je- 
rárquico la  Audiencia  del  territorio; 

Fallamos  que  debemos  decidir  y decidimos 
la  competencia  A favor  del  Juzgado  de  Ja  Ca- 
pitanía general  deCaslilía  la  Nueva  en  cuan- 
to á la  culpabilidad  que  pueda  resultar  con- 
tra el  leu  ¡ente  D.  José  Quero;  devuélvanse  á 
diciio  Juzgado  las  diligencias  por  61  instrui- 
das, y remítanse  lasque  lo  han  sido  por  la 
jurisdicción  ordinaria  á la  Audiencia  de  Ma- 
drid, para  que  en  ambos  se  proceda  con  ar- 
reglo íí  derecho.))  (8cnt.  16  marzo  1870.) 

AJJX.  Besistencia  á la  autoridad 
judicial  por  aforado  mililar:  nesislencia 
dcl  admmklrador  de  hospital  mililar  á 
que  un  juez  tomase  declaraciones  d unos 
soldados  heridos.  — Competencia. — Esta 
importante  resolución  dice  así  en  sus 
resultandos  y considerandos: 

«Resultando  que  sobre  las  ocho  de  la  no- 
chfi  del  2G  de  ^udío  de  1872  se  presenLó  en 
el  hospüal  millar  fie  Cádiz  el  Juzgado  de 
primera  imstaiicm  de!  distrito  de  Santa  Cruz 
con  el  objelo  de  recibir  declaración  á unos 
soldadas  lier¡do.s  que  .se  liallaban  en  el  mis- 
mo en  virtud  de  cierta  cau.saque  sobre  ello 
se  lUitruia ; y después  de  preguntar  á la  en- 
trada por  el  jele  del  establecimiento,  que  se- 
gún contestó  el  portero  estaba  en  su  casa 
sígiiiY)  guiado  por  un  practicante  hasta  lle- 
gar a Jas  camas  donde  se  encontraban  los 
heridos;  y cuando  se  disponía  á tomarle.?  ia 
declaración  se  presentó  el  oficial  de  admi- 
nistración militar  1).  Adolfo  de  Ipola,  admi- 
ni-strador  dej  hospital,  quien  preguntó  al 
juez  Sí  tenia  la  competente  autorización  de! 
gobernador  de  la  plaza  para  entrar  en  el  cs- 
laulecimieutoy  ejercer  ios  actos  que  se  pro- 
ponía, contestándole  ef  juez  no  necesitarla 


para  ejercer  sus  funciones  en  la  persecu- 
ción y descubrimiento  de  los  delitos  (1);  en 
vista  de  lo  que  el  referido  oficial  se  opuso  á 
que  se  continuara  ia  práctica  de  las  diligen- 
cias á pesar  de  las  observaciones  que  le  diri- 
gió el  juez,  á quien  negó  también  un  tintero 
que  pidió  y una  silla,  relirándo.se  sin  llevar 
á efecto  Jas  actuaciones  que  tenia  acordadas: 

Resultando  que  instruida  en  su  virtud  la 
correspondiente  causa  por  el  Juzgado  de 
primera  instancia , este  dirigió  exíiorlo  al 
militar  reclamando  copia  de  la  filiación  del 
procesado  Ipola;  en  vista  de  !o  que  con  re- 
tención del  mismo,  requirió  de  inhibición 
al  Juzgado  ordinario  por  considerarse  com- 
petente para  conocer  del  hecho  en  atención 
á que,  no  podiendo  este  calificarse  más  que 
corno  una  simple  resistencia  y desobediencia 
á ia  autoridad,  que  por  no  ser  graves  nun- 
ca podían  constituir  Jos  delito.s  de  alentado 
y de.sacato  ni  causaban  desafuero , y por 
consiguiente,  gozando  ei  procesado  del  es- 
pecial militar  estaba  sujeto  á la  jurisdicción 
de  Guerra  conforme  al  art.  4.“  del  decreto - 
ley  de  unificación  de  fuero.?  de  6 de  diciem- 
bre de  1868  y artículos  353  y 357  de  la  ley 
provisional  de  organización  del  poder  judi- 
cial (2): 

Resultando  que  el  juez  de  primera  instan- 
cia no  dió  lugar  á la  inliibicíon  reclamada, 
declarándose  á su  vez  competente  para  el 
conocimien  to  de  ia  causa,  apoyándose  en  que 
la  resistencia  opuesta  por  el  administrador 
del  liospital  mililar  debia  eslirnarse  grave, 
toda  vez  que  impidió  á la  autoridad  judicial 
ei  libre  ejercicio  de  :íus  funciones,  teniendo 
que  retirarse  sin  recibir  las  declaraciones 
correspondientes;  y en  su  consecuencia 
constituyendo  un  verdadero  atentado,  cor- 
respondia  el  conocimiento  de  la  causa  al  fue- 
ro ordinario  con  exclusión  de  otro  según 
el  art.  4.*  citado  de!  decreto  de  unificación 
de  fueros,  y ca.so  6.“  del  art.  3-19  de  la  ley 
orgánica  cfel  poder  judicial;  é insistiendo 
ambas  autoridades  en  sus  apreciaciones,  han 
remitido  las  actuaciones  á este  Supremo 
Tribunal  para  ¡a  decisión  del  conflicto: 

A'isto  siendo  Ponente  el  magistrado  don 
Eugenio  de  Angulo: 

1.'*  Con.siderando  que  según  el  caso 
C.  de!  art,  309  de  la  ley  orgánica  del  poder 


(í)  La  jurisdicion  ordinaria  o.s  compcloníe 
para  prevenir  las  caiis.a.s  pur  delitos  que  come- 
tan  los  aforados  {art.  323  de  la  ley  orgánica  ju- 
dicial); de  modo  que  en  todo  caso  el  juez  ordina- 
rio podía  tomar  declaraciones  á soldados,  fue- 
ren ofendidos  ó culpables. 

(2)  Deberán  ser  ios  arls.  343  y 347 


COMPETENCIA.. 

judicial,  están  sujetos  á ia  jurisdicción  ordi- 
naria los  reos  de  atentado  y desacato  contra 
la  autoridad  judicial: 

‘i.®  Considerando  que  en  esta  causa  se 
persigue  el  delito  de  resistencia  grave  á ia 
autoridad  judicial  con  ocasión  de  ejercer  las 
■funciones  de  su  cargo,  y que  bajo  tal  con- 
cepto debo  ser  juzgado  por  la  jurisdicción 
ordinaria; 

Declaramos  que  el  conocimiento  corres- 
ponde al  juez  dei  distrito  de  Santa  Cruz  de 
Cádiz,  á quien  .se  remitirán  unas  y otras 
actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo  á 
derecho;  poniéndose  en  conocimiento  del 
Juzgado  de  Guerra  de  la  Capitanía  genera! 
de  Andalucía. 

Así  por  esta  sentencia  etc.— Madrid  11  de 

julio  (le  1873, 

L.  Corresponde  d la  jurisdiceion 
ordinaria  conocer  del  alentado  y desnea- 
io  á un  ahalde  de  barrio  por  un  soldado 
de  la  segunda  reserva, — Formada  causa 
en  1871  por  el  .luzgado  de  Címdoba  con- 
tra Joaquín  Sanz  soldado  de  la  segunda 
reserva  ]ior  alentado  y desacato  á un  al- 
calde de  barrio,  el  juez  dictó  auto  de  in- 
liibicion  que  aprobó  la  Audiencia  fun- 
dado en  ser  el  procesado  militar  en  ac- 
tivo servicio.  Remitió  las  actuaciones  al 
Juzgado  de  la  Capitanía  general,  y este 
se  inhibió  también  de  su  conocimiento 
apoyándose  en  que  el  procesado  perte- 
necía á la  segunda  reserva,  hallándose  ^ 
en  su  consecuencia  sometido  al  fuero 
común;  y además,  porque  aun  gozando 
del  fuere  militar,  todavía  le  correspon- 
dería conocer  al  Juzgado  ordinario,  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  el  niím.  (>." 
dei  art.  319  de  la  ley  orgánica  de!  poder 
judicial,  toda  voz  que  se  trataba  de  ios 
delitos  de  allanamiento  y alentado  á la 
autoridad.  Suscitada  con  este  motivo 
competencia  negativa  se  decide  en  los 
términos  siguientes: 

Con  si  rieran  (i  o que,  conforme  al  níim.  6,° 
dei  art.  3i0  de  la  íey  provisional  sobre  or- 
ganización del  poder  judicial,  los  delitos  ríe 
aten  lado  y desacato  contra  las  autor¡dade.s 
políticas,  adminislrativas  ó juiliciaies  deben 
ser  juzgados  por  la  jiiri.sdiccion  ordinaria, 
cualquiera  que  .sea  el  ríe  los  procesados: 

CüDsirlerando  que  los  lieclios  alribuidos 
al  procesado  Joaquiu  Sanz  y Ruiz  lian  sido 
caliíicados  de  atentado  Ó desacato,  y por 
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consiguiente  comprendido  en  el  referido  nú- 
mero 6.*  de!  art.  349; 

Fallamos  que  dehemo.s  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  cansa 
corresponde  al  juez  de  primera  instaucía  de 
la  Derecha  de  la  ciudad  de  Cíirdoba  etc. 
(Sent.  I.®  octubre  1872.) 

Ll.  Í?0sís/(?;ícííi  ó desobediencia  á la 
autoridad  d sus  agentes  por  militares: 
Cuando  no  es  grave  es  compelen  fe  la  ju~ 
ri$diccio7i  de  Guerra. — Así  se  establece 
por  el  Tribunal  Supremo  decidiendo 
una  competencia  negativa  entre  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  distrito  de 
Buenavista  y el  de  guerra  de  la  Capita- 
nía general  de  Castilla  la  Nueva,  sobre 
conocimiento  de  causa  iniciada  contra 
un  coronel  en  activo  servicio,  que  en  el 
acto  do  proceder  al  embargo  de  sus  bie- 
nes los  dependientes  de!  Juzgado,  come- 
tió diferentes  actos  de  desacato  contra 
aquellos  según  se  dice  en  el  primer  re- 
sultando del  fallo  (1).  Los  fundamentos 
de  esta  decisión  son  textual  mente  los  si- 
guientes: 

«Coüsiderando  que,  según  el  art.  .347  dé- 
la ley  provisional  sobre  organización  del 
poder  Judicial,  la  jurisdicciou  de  guerra  as 
ia  única  competente  para  conocer  de  las 
cau-sas  criminales  por  delitos  cometiilos  por 
militares  de  todas  clases  en  servicio  activo 
del  ejército:  y que  con  arreglo  á lo  dí.spnes- 
to  en  el  3Í-S  de  Ja  mi.sma  ley,  D.  Agustín 
Oviedo  y Martínez  cuando  ocurrieron  los 
hechos  que  han  dado  lug.ir  á la  formación 
de  ia  caii.sa  á que  se  relie  re  esta  competen- 
cia, era  militar  en  servicio  activo: 

«Considerando  que  en  !a  respuesta  de 
D.  Agustín  Oviedo,  cuando  el  referido  al- 
guacil del  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  (Icl  Congreso  lo  requirió  al  pago  de 
cierta  cantidad,  no  hay  frase  ni  palabra  al- 
guna que  contenga  injuria,  iusulto,  calum- 
nia ni  amenaza  íl  la  auloridad  juilicial  que  no 
estaba  presente  eu  aquel  acto,  y que  si 
bien  aparece  haber  resistnlo  el  D.  Águslín  á 
los  agentes  de  dicha  autoridad  que  se  íialia- 
ban  entónces  ejerciendo  las  íúncioDes  de  su 
cargo,  no  fué  grave  su  resisloocia,  siendo 


(1)  No  .se  determinan  rn  el  fallo  cuáles  son 
osos  diferentes  actos  de  desacato,  pero  t5  sobra 
c!  primer  resultando  á que  nos  referimos  0 no 
sabemos  cómo  conciliar  esta  resolución,  ni  có- 
mo justificarse  Ja  negativa  á conocer  por  parte 
de  til  jurisdicción  ordinaria. 


por  lo  tanto  indudable  fjue  legal  mente  no 
puede  ser  calificado  de  reo  de  atentado  ni 
de  desacato  contra  la  repetida  autoridad: 

«Considerando,  por  !o  expuesto,  que  los 
hechos  que  Jtao  inotivado  Ja  Ciausa  sobre  que 
versa  esta  competencia  están  evidentemente 
comprendidos  en  la  disposición  del  precitado 
arf.  3i7,  y de  ningún  modo  en  la  excepción 
del  núm.  tí.®  del  349  de  la  repelida  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial; 

a Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esla  causa 
corresponde  al  Juzgado  de  ía  Capitanía  ge- 
neral de  Madrid  etc.  iScnt.  IS  octubre  J 873.) 

L\L  No  ca7isan  desafuero  los  delitos 
cometidos  con  ocasión  del  ejercicio  de  los 
derechos  individuales. — Tratándose  de 
militares  en  activo  servicio,  en  cuyo  ca- 
so esliá  el  general  en  situación  de  cuartel, 
el  conocimiento  corresponde  y la  juris- 
dicción mili  lar. 

Así  se  establece  eo:i  vista  de  los  artí- 
culos 397  y 349  de  la  ley  orgánica  judi- 
cial y del  23  Je  la  Constitución, 

«Considerando  que  el  art.  23  de  la  Consti- 
tución riel  Estado,  al  osLahlecer  que  Jos  de- 
litos que  se  cómela n con  ocasión  del  ejerci- 
cio de  los  derechos  consignados  en  el  lit.  I 
sean  penados  por  los  Tribunales  con  arreglo 
á las  leyes  comunes,  no  deleríoina  cuesüon 
alguna  de  competencia.  (Sent.  20  cue- 
ro 1873.) 


Lin.  liebelion  ó sedición:  Delitos 
contra  la  seguridad  ó contra  el  orden  pú~ 
blico:  Compeíeucia  de  Idjuvisdiccion  or- 
dhiavia  cuando  no  tienen  carácter  nií/í- 
/u?’.  — SuscUada  competencia  negativa 
entre  la  jurisdicción  de  guerra  y la  ordi- 
naria sobre  conocimiento  de  la  causa 
contra  D.  Pedro  Pineda  y D.  Jacinto 
uz(|uiza,  Diputados  generales  de  Vizcaya 
sobre  complicidad  en  la  rebelión  carlista, 
se  decide  que  el  conocimiento  corres-^ 

pon  de  al  juez  de  primera  instancia  de 
Dubaú: 


«Considerando  que  .según  lo  dispuesto  ei 
Iqs  arts.  1»  y 4.- del  deemo  ley  de  0 d 
diciembre  de  I8B8  y el  321  de  la  provisiona 
sobre  Organización  del  poder  judicial,  á i 
jurisdicción  ordinaria  corresponde  conoce 
<je  lorias  las  causas  criminales,  á excepcíoi 
le  las  reservadas  al  Senado  y de  las  q¿e  ei 

mLV  y atribuye  expresa- 

neo  te  á las  jurisdicciones  de  Guerra  y Ma 
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I Considerando  que  conforme  al  art.  347  y 
' núm.  5.°  del  349  solo  es  peculiar  de  la  juris- 
dicción de  Guerra  el  conocimiento  de  los  de- 
litos contra  la  seguridad  interior  del  Estado 
6 de!  órden  público  cuando  la  rebelión  ó se- 
dición tenga  carácter  militar,  y en  general 
cuaniio  ios  procesarlos  se  hallan  en  servicio 
activo  del  Ejército  ú Armaila: 

Y considerando  que  en  el  hecho  que  ha 
dado  lugar  á esta  causa,  no  hay  comproban- 
te alguno  para  dar  carácter  militar  á la  rebe- 
lión en  que  suponen  complicados  á los  pro- 
cesados, ni  .son  miiitare.s  en  servicio  activo, 
únicos  casos  en  que  pudiera  conocer  de  esla 
causa  la  autoridad  militar.  ÍSciit.  3 ma- 
yo 1871.) 

LÍV,  La  msui  i eccion  caí  ece  de 
rácter  militar^  cuando  no  se  sustrae  á la 
obediencia  del  Gobierno  fuerza  alijuna 
organizada  mili  ¿arme  n le  mandada  por 
jefes  militares  y al  servicio  del  Estado. — 
Esta  doctrina  se  establece  decidiendo 
otra  competencia  negativa  entre  la  juris- 
dicción militar  y el  juez  de  primera  ins- 
tancia de  Bilbao,  en  causá  contra  D.  Ge- 
rardo Manso  y otro  acusado,  de  haber 
tenido  pariicipiicion  en  la  rebelión  car- 
lista de  1870.  instruyó  esta  causa  la  au- 
toridad militar,  y cuando  concluido  el 
plenario  se  elevó  al  Capitán  general, 
dispuso  éste  que  se  remitiese  ai  Juzgado 
ordinario  de  Bilbao,  toda  vez  que  alzado 
el  estado  de  sitio,  la  correspondía  su  co- 
nocimiento. El  Juzgado  de  Bilbao,  de- 
acuerdo  con  la  Audiencia  de  Burgos  quo 
lo  aprobó,  se  inhibió  del  conocimiento,  y 
suscitada  la  competencia  negativa,  so 
decide  en  los  términos  siguientes; 

«Considerando  que  tonto  el  núm.  .4,«  do 
iirt.  1.  (iei  decreto-ley  sobre  unificación  «ie 
meros  que  respeclívamenle  se  invoca  por  los 
Juzgados  contendientes,  como  el  núm. 
del  349  y el  350  de  in  ley  de  organización  del 
poder  judicial,  establecen  de  un  modo  claro 
y terminante  que  el  crmocímento  de  los  deli- 
to.s  contra  la  seguridad  interior  df*)  E.slurÍo  y 
e Orden  publico  corresponde  á la  jt.irisdicciüu 
militar  en  el  único  caso  de  que  la  rebelión  y 
seihcion  tenga  carácter  militar;  ^ 

onsiderando  que  de  las  actiiacione.s  remi- 
idas  üo  resulta  que  la  insurrección  proinovi- 
a en  agosto  de  1870  en  Jas  Provincias  Vas- 
coQgada.s  y Navarra  tuviese  carácter  militar 
puesto  que  no  se  sustrajo  á la  obediencia  del 
obierno  fuerza  alguna  organizada  militar-» 


mente,  manilada  por  jefes  militares  y-al  ser- 
vicio (Icl  [ífjtailo: 

Consiileranilo  que  si  bien  en  tas  acluacio- 
ues  del  proceso  se  atribuyó  ¡í  los  procesados 
la  cualidad  de  oficiales  déi  ejército,  lo  con- 
fif^nado  con  posterioridad  durnuostra  que 
Jlanso  no  lo  es,  y que  Moreno,  si  bien  resul- 
ta que  vestía  unifonne  de  tal  oficial,  no  pue- 
de afirmarse  {[iie  lo  sea,  por  no  Iiaberse  !o-  | 
grado  identificar  su  persona  de  un  modo  que 
no  deje  lugar  á duda  sobre  la  existencia  de 
e4a  cualidad,  que  por  otra  parte  no  bastaría 
i^or  sí  sola  para  deterniinar  el  fuero  compe- 
amle  sin  la  comprobación  do  otros  extremos 
conducentes  para  la  calificación  del  Iiecbo; 

Fallamos  que  deiiemos  declarar  y declara- 
rnos que  el  conocimiento  de  estos  autos  cor- 
responde at  juex  de  primera  inslaucia  de 
Bilbao  etc.  (Sent.  1,“  jimio  1S71.) 

LV.  No  es  rehelion  con  carácter  mi- 
litar la  ejecutada  por  partidas  de  paisa- 
nos aunados:  Competencia  de  la  juris- 
dicción' ordinaria:  Lo  que  es  carácter 
wtíí/nr. —Suscitada  competencia  nega- 
tiva entre  el  Juzgado  de  Guerra  de  la 
Capitanía  general  de  Castilla  la  Vieja  y 
el  de  primera  instancia  de  Aranda  de 
Duero  sobre  conocimiento  de  la  causa 
instruida  contra  Pedro  Delgado  por  el 
delito  de  rebelión,  habiendo  formado  i 
parte  de  una  de  las  partidas  carlistas 
que  se  baliian  levantado  en  uno  de  los 
pueblos  del  partido  de  Aranda,  el  de 
Guerra  fundaba  su  negativa  á conocer 
en  diferentes  acordadas  del  Consejo  Su- 
premo de  la  Guerra,  dictadas  en  causas 
de  igual  naturaleza  sobre  el  mismo  deli- 

Vi-- 

to,  por  las  cuates  se  había  declarado  ía 
nulidad  de.  ios  procedimientos  formados 
por  la  jurisdicción  militar  del  distrito  de 
Burgos  sobre  hechos  que  no  eran  de  su 
competencia,  según  la  ley  de  orden  pú- 
blico de  23  de  aliril  de  1870,  á la  vez  I 
que  fundal)a  la  suya  el  de  Aranda  en  el 
núm.  ij.”  dei  art,  349  de  la  orgánica  de 
Tribu  nales. 

El  Tribunal  Supremo  declara  que  el 
conocimiento  corresponde  al  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Aranda  de  Duero: 

«ConsitleraTulo  que,  segim  los  arls,  209, 
52Í  y núin.  5.“  del  340  de  la  precitada  ley 
orgánica,  corresponde  ú la  jurisdicción  or- 
dinaria el  coTiocimieuto  de  las  causas  sobre 
delitos  contra  la  seguriikd  inlerior  del  Esta- 


{Jurisp.  penal).  133 

do  y el  érden  público  cuando  la  rebelión  ó 
sedición  no  tenga  carácter  miiitar: 

Consitlerando  que  según  el  párrafo  segun- 
do del  art.  27  de  la  ley  de  órden  público,  se 
entiende  que  tiene  carácter  militar  la  relie - 
¡ion  cuando  aparece  que  ios  rebeldes  están 
mandados  por  jefes  militares,  y cuando  el 
movimiento  se  inicíe  ó sostenga  por  ftierzay 
armadas  del  ejército  ó de  la  milicia  popular: 

Consiiicrando  que  entre  los  delitos  some- 
tidos á la  jurisdicción  militar,  de  que  trata  el 
arl.  350  de  la  repelida  ley  orgánica  de  Tri- 
bunales, no  está  comprendido  el  de  rebelión 
ejecutado  por  partidas  ó grupos  de  paisanos 
armados,  como  el  ile  que  formó  parte  el  tra- 
tado reo,  no  habiendo  tenido  bajo  ningún  as- 
pecto el  carácter  militar,  absolutamente  in- 
dispeiiiable  para  que  el  fuero  especial  pudie- 
se surtir  sus  efectos  legales,  como  asi  lo  lia 
declarado  repetidas  veces  este  Tribunal  Su- 
premo en  caso.s  iguales.»  (Seiil.  28  agos- 
to 1871.) 

LVl.  Otra  sentencia  de  28  de  agosto 
de  1871. — Suscitada  competencia  nega- 
tiva entre  ei  Juzgado  de  Guerra  de  la 
Capitanía  general  de  las  Provincias  Vas- 
congadas y el  juez  de  primera  instancia 
de  Vitoria,  sobre  conocer  de  la  causa 
formada  á Esteban  Arregui  y otros  por 
rebelión  carlista,  se  decide  que  corres- 
ponde el  conocí  miento  al  juez  do  Vitoria, 
siendo  exactamente  iguales  los  funda- 
mentos que  los  de  la  sentencia  de  3 de 
mayo,  contenida  bajo  el  núm.  LUI, 

LVlí.  Otra  sentencia  de  28  de  agosto 
de  1871. — Se  decide  en  e!  misma  senti- 
do otra  competencia,  también  negativa, 
sobre  conocer  de  la  causa  formada  con- 
tra l).  Francisco  Monlemayor  por  el  de- 
lito de  rebelión  carlista,  con  vista  de  lo 
dispuesto  en  el  art.  349,  núm.  5.“  de  la 
ley  orgánica: 

«Considerando  que  ni  la  rebelión  que  ba 
dado  motivo  á esta  competencia  se  iia  orga- 
nizado ni  sido  mandada  por  jefes  militares 
del  ejército  ó Armada,  ni  se  lia  sustraído  de 
ia  obediencia  del  Gobierno  Cuerpo  alguno 
inilílar  de  mar  ó tierra,  ni  ha  sido  sostenida 
por  luerza.s  de  la  milicia  popular,  y de  con*' 
siguiente  no  puedo  atrilutír.sele  el  carácter 
militar  que  el  citado  arlícAilo  requiere  como 
circunstancia  precisa  para  suri  ir  fuero  á fa- 
vor de  la  jurisdicción  de  guerra  » (Sciit. 
agosto  1871.) 


m 
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LVIII.  Eq  el  mismo  sentido  y por 
los  mismos  fundsmenlos  que  en  los  an- 
leriores  nasos,  se  deciden  otras  compe- 
tencias negativas  por  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  29  de  mayo,  de 
junio,  6 de  julio,  23  de  setiembre 
y 12  de  diciembre  de  1871. 

LIX,  5«&/6'y«cíon  de  un  grupo  de 
paisanos  sin  organización  militar,  man- 
dados por  un  militar  de  reemplazo:  Es 
competejite  la  jurisdicción  ordinaria  por 
no  tener  carácter  militar  ni  estar  la  pro- 
vincia declarada  en  estado  excepcional. 

En  2‘2  de  abril  de  1872  se  formó  en 

el  pueblo  de  Villarente  (León),  una  par- 
tida de  unos  20  hombres,  armados  en  su 
mayor  parte  y mandados  al  parecer  por 
el  comandante  de  reemplazo  D.  José 
González  Pérez,  rebelándose  en  sentido 
carlista,  la  cual,  perseguida  por  la  guar- 
dia civil,  se  dispersó  sin  resistencia,  y 
arrojando  las  armas  fueron  hechos  pri- 
sioneros. Incoadas  actuaciones  por  las 
jurisdicciones  ordinaria  y militar,  aque- 
lla requirió  á ésta  de  inhibición  á fin.de 
que  le  remitiera  al  detenido  González 
Perez,  en  razón  á estar  sujeto  al  fuero  de 
guerra.  Defendida  por  ambas  jurisdic- 
ciones su  respectiva  competencia,  se  de- 
cide á favor  de  la  ordinaria  en  estos 
términos: 

«Resultando  que  la  jurisdicción  militar  re- 
sistió la  inhibítora,  fundada  eñ  que  la  situa- 
ción de  reemplazo  coustiluia  a!  citado  mili- 
tar como  si  estuviera  en  servicio  activo  y 
sujeto  á la  Ordenanza,  según  tenia  declara- 
do este  Tribunal  Supremo,  y que  con  su 
rebelión  cometió  un  delito  puktneute  mili- 
tar no  exceptuado  para  que  él  conociera  la 
jurisdicción  ordinaria > según  lo  prevenido 
en  los  decretos  de  unificación  de  fueros  de 
6 y 31  de  diciembre  de  1868  y núm.  5.*  del 

art.  351  de  la  citadaley  orgánica;  reputándose 

el  deiilo  militar  por  ser  jefe  de  la  fuerza  rebe- 
lada un  individuo  del  ejército,  según  lo  de- 
terminado por  el  párrafo  segundo  del  artícu- 
lo 27  de  la  ley  de  órden  público,  y á su  vez 
fundada  en  esta  consideración  y en  que  no 
podía  dividirse  la  continencia  de  la  causa, 
requirió  de  inhibición  al  Juzgado  ordinario 
para  proceder  contra  los  paisanos  prisione- 
ros por  deber  seguir  la  misma  suerteque  su 

j vj  c r 

«Resultando  que  el  Juzgado  de  León  in- 
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sistió  en  su  competencia  respecto  del  co- 
mandante de  reemplazo  González  Perez, 
porque  no  so  le  poilia  considerar  en  activo 
servicio,  según  el  art.  318  de  Ja  repetida  ley- 
orgánica,  ni  Ja  sedición  podía  calificar.se  do 
militar  por  no  hallarse  la  provincia  en  estado 
de  guerra  ni  iiaber  lieclio  resistencia  la  par- 
tida á Ja  guardia  civil;  y re.'isUó  Ja  inliibi- 
cion  en  cuanto  á ios  paisaüo.s  por  iialíarse 
estos  sujetos  al  Código  penal , conformo  al 
art.  351  de  la  propia  ley,  citando  además 
en  su  apoyo  los  artículos  209,  32i  y 347  do 
ella;  en  virtud  de  cuyo  conílicto  uno  y otro 
juez  han  elevado  sus  acluacioues  para  la 
decisión  á esta  Superioridad: 

Visto,  siendo  PüueiiLe  ei  Magistrado  don 
Francisco  de  Vera; 

1. *  Considerando  que  según  el  uúm.  S."* 
de!  art.  349  de  la  ley  provisional  sobre  orga- 
nización dei  poder  j'udicial,  deben  ser  juz- 
gados por  !a  jurísdicciou  ordinaria  los  reos 
da  delitos  contra  Ja  seguridad  interior  del 
Estado  y el  órden  público  cuando  la  rebe-- 
iioü  (5  sedición  no  tenga  carácter  militar. 

2. “  Considerando  que  no  puede  atribuirse 
ese  carácter  á la  sublevación  de  un  grupo 
de  pai-sauos , sin  ninguna  especie  de  organi- 
zación militar,  levantados  con  un  fin  mera- 
mente político,  y sin  tendencia  á relajar  la 
disciplina  de  la  milicia  , por  más  que  esléri 
mandados  por  un  oficial  del  ejército  en  si- 
tuación de  reemplazo : 

3. °  Considerando  que  los  paisanos  deque 
se  traía  tuvieron  por  único  objeto  secundar 
el  iTiovimiento  político  en  sentido  carlista 
iniciado  en  las  provincias  del  INorte,  sin  re- 
lación con  la  disciplina  del  ejército: 

4. “  Y con.siderando , además,  que  la 
provincia  de  León  no  estaba  declarada  en 
estado  excepcional,  y que  los  paisano.?  suble- 
vados tampoco  hicieron  la  menor  resisten- 
cia a la  guardia  civil  que  .salió  en  sn  perse- 
cución , ánles  al  contrario  arrojaron  las  ar- 
mas y se  pusieron  en  fuga  al  presentarse  di- 
cha fuerza; 

Fallamos  que  debernos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  alJuzgado  de  primera  instan- 
cia de  León,  á dónde  se  remitan  unas  y otras 
actuaciones  para.su  continuación  con  arre- 
glo a dereclio;  comunicándose  esta  decisión 
lor  medio  de  la  certificación  oportuna  al  de 
a Lapitania  general  do  Castilla  la  Vieja  para 

lio  1ST>  ) (Sciit.  3 ju- 

LX.  Rebelión  y sedición  esta7ido  de- 
clarado  el  estado  de  guerra:  Competencia, 
de  la  jurisdicción  de  guerra  con  arreglú- 
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á la  ley  de  orden  público  y á la  circular 
de  19  de  junio  de  1870  y 21.  de  abril 
de  1871, — Suscitada  competencia  entre 
el  Juzgado  de  guerra  de  i a Capitanía  ge- 
neral de  Cataluña  y el  de  primera  ins- 
tancia de  Yillanueva  y Geltrú  sobre  co- 
nocimiento de  causa  por  exacciones  de 
metálico  hedías  por  una  partida  carlista, 
fundándose  la  jurisdicción  ordinaria  en 
que  no  estaba  en  vigor  la  ley  de  orden 
público,  por  no  haberse  promulgado  la 
de  suspensión  de  garantías  constitucio- 
nales, se  decide,  no  obstante,  á favor  de 
la  militar  en  estos  lérraíaos: 

1, “  «Considerando  que  declarado  en  es- 
tado de  guerra  el  distrito  de  ia  Capitanía  ge- 
nerfil  de  Cataluña,  con  la  autorización  del 
Gobierno  de  S.  M.,  en  conformidad  á la  ur- 
den circular  de  19  de  junio  de  i 870,  repro- 
ducida en  2i  de  abril  último,  tiene  aplicación 
la  ley  de  orden  público  de  23  de  abril  del 
año  citado  en  su  tít.  2.” 

2. *  Considerando  que  según  el  art.  28  de 
la  expresada  ley,  quedan  sujetos  á la  jurts- 
dicciou  de  los  cousojos  de  guerra  ordinarios 
con  arreglo  á ordenanza,  entre  otros,  los  re- 
beldes ó sediciosos  que  en  número  mayor 
de  12  individuos  se  levanten  en  armas,  ó 
sostenga  con  ellas  la  bandera  de  rebelión  en 
despoblado,  en  cuyo  caso  se  encontraba  la 
partida  de  hombres  armados  que  ha  dado 
ocasión  á esta  contienda: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  esta  causa  cor- 
responde ai  Juzgado  de  la  Capitanía  general 
de  Cataluña...»  (Seiit.  30  octubre  1S72.) 

LXI.  Itehelionpor  paisanos  sin  pre- 
via declaración  de  estado  de  guerra: 
Competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria 
por  no  tener  carácter  militar. — Compe- 
tencia entre  el  e!  Juzgado  de  guerra  de  la 
Capitanía  general  de  Cataluña  y el  de 
primera  instancia  de  Tarrasa,  sobre  co- 
nocimiento de  causa  por  aparición  da 
una  partida  carlista.  Se  declara  que  el 
conocimiento  de  esta  causa  corresponde 
á la  jurisdicción  ordinaria,  oo  obstante 
estar  fallada  en  rebeldía  por  el  Consejo 
de  guerra: 

«Considerando  que  por  el  art.  349, 
caso  5.“  de  la  ley  de  organización  del  poder 
judicial,  la  autoridad  ordinaria  es  la  compe- 
tente para  conocer  de  los  delitos  contra  la 
seguridad  interior  del  Estado  y úrden  públi- 
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co,  cuando  la  rebelión  ó sedición  no  tenga 
carácter  militar: 

2.“  Considerando  que  según  resulta  de 
las  diligencias  hasta  ahora  practicadas,  la 
partida  carlista  que  se  presentú  en  la  maña- 
na del  25  de  abril  de  este  año  en  ei  campo 
llamado  Can  /íaura,  término  de  Ala huie pera, 
era  de  paisanos  y vecino.s  de  aquellos  pue- 
blo?, sin  que  conste  fuese  mandada  por  nin- 
gún jefe  militar; 

Y 3."  Considerando  que  ui  al  cometerse 
el  delito  ni  al  principiarse  las  actuaciones  se 
había  hecho  declaración  de  estado  de  guerra 
que  pudiese  autorizar  la  aplicación  do  la  ley 
de  órden  público,  no  siemlo  obstáculo  para 
proponer  y decidir  la  competencia  el  estado 
en  que  la  causa  so  encontraba  al  ser  recla- 
mada por  el  juez  de  primera  instancia,  por- 
que la  sentencia  en  rebeldía  nn  es  resoluto- 
ria.» (Sent.  20  noviembre  1S72.) 

LXII.  Efectos  (lela  declaración  de  es- 
tado de  guerra  de  nn  territorio:  Campe- 
tejida  de  la  autoridad  miiiíar  según  la 
ley  de  úrden  público:  Regla  de  competen- 
cia ü favor  de  la  jurisdicción  ordinaria: 
Cómo  se  entiende  la  prohibición  de  com- 
petencias del  art.  — Habiendo  sido 
declarado  en  estado  de  guerra  el  distrito 
militar  de  Valencia,  una  columna  de  la 
guardia  civil,  siguiendo  instrucciones 
del  comandante  general,  se  presentó  en 
un  pueblo  (mayo  de  1872),  y practicado 
reconocimiento  en  varias  casas  de  él, 
fueron  ocupadas  armas,  boinas  y per- 
trechos militares,  y detenidos  en  su  con- 
secuencia hasta  siete  paisanos  ([ue  resul- 
taron complicados  en  el  suceso  como 
sospechosos  de  tratar  de  levantarse  en 
lartiJa  para  secundar  el  alzamiento  ear- 
ista. 

Instruidas  diligencias  por  la  jurisdic- 
ción militar  y también  por  e!  juez  de 
primera  instancia  de  Casas-lbañez,  á cu- 
ya noticia  llegó  el  suceso  por  rumor  pú- 
blico, éste  requirió  de  inhibición  á aque- 
lla, fundado  en  que  el  delito  de  conspi- 
ración de  rebelión  en  sentido  carlista 
que  se  perseguía  no  se  hallaba  compren- 
dido en  los  arta.  27  á 29  de  la  ley  de  ór- 
den público  ni  demás  disposiciones  á que 
se  referia  el  bando  del  capitán  general 
declarando  el  distrito  en  estado  de  giier 
ra,  y por  tanto  compelía  su  conocimien- 
to á la  jurisdicción  ordinaria. 
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El  Juzgado  de  guerra  resistió  Ja  inhi*- 
bicion,  sosteniendo  á su  vez  lo  compe- 
tencia para  entender  de!  asunto,  apoyado 
en  que  éste  debia  considerarse  como 
una  ramiíicacion  ó incidencia  del  levan- 
tamiento carlista,  cuvo  conocimiento  cor- 

T ■''i' 

respondía  á la  expresaiia  jurisdicción  es- 
pecial, invocando  al  efecto  el  art.  áíi  de 
la  ley  citada;  y además  consignó  que  no 
podía  darse  á la  reclamación  del  Juzga- 
do ordinario  la  suslanciaeion  de  compe- 
tencia porque  lo  prohibía  el  art,  4ü  de  la 
propia  ley. 

Insistiendo  ambas  autoridades  en  sus 
resoluciones,  el  Tribunal  Supremo  deci- 
de la  competencia  en  los  términos  si- 
guientes: 


1. “  flConsideranilo  que  declarado  en  es- 
tado de  guerra  -)  f-rrilorio  de  la  Capitanía 
general  de  Vabim-í.i,  la  coiiipelencía  de  la 
aut-uridad  mililar  está  liuiítada  al  conoci- 
piiento  de  aquellos  diditos  taxativamente  se- 
ñalados en  tus  artículos  27,  28  y 29  de  la  b-y 
da  órdou  público  de  23  de  abril  de  1870, 
pi evultócitítidi)  Juera  de  estos  casos  Ja  recia 
general  ^establecida  en  el  art.  30: 

2. ®  Lonsiileratído  que  las  personas  dete- 
mdas  por  la  guardia  civil  eo  el  acto  dol  ha- 
llazgo dü  armas  y períreclios,  que  lo  íiieron 
en  concepto  de  indiciadas  del  delito  de  re- 
belión, riu  tenían  carácter  alguno  militar,  v 
no  resultan  datos  que  autoricen  á creer  í’un- 
dadatrienie  que  las  lucra  á mandar  algún 
jete  miniar,  ó que  el  movimiento  que  pudie- 
ran tener  proyeclado  se  hubiera  de  sostener 
por  fucrZiis  de!  ejercito  ó de  la  milicia  popu- 
lar, m tampoco  aparece  que  llegara  á veriíl- 
carse  el  levantamiento  para  el  que  se  supone 
estaban  preparadas  las  armas  enconlraiias; 

3.  l.onsnlerfmdo  que  el  art.  30  tle  la  ex- 
prtí.sada  Jey  establece  una  regla  general  de 
competencia  a (ayor  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria, extensiva  ;í  todos  los  casos  y personas 

no  excepluatbis  expresamente  en’ los  ante- 
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ineludible  aplicaciou  al  que  es  motivo  de  Ja 
presente  contienda; 

4. “  Considerando  que  el  art.  45  de  la  ya 
mencionaiJa  Jey  que  se  invoca  por  Ja  iuria- 
diecioü  militar  no  es  aplicable  al  caso  nre- 
sente,  porque  solo  se  reliere  ,1  las  competen- 

ordinarios,  como  claramente 
^.desprende  de  su  contexto  y del  epíeraL 

^ T’c  pertenece: 

rallamos  que  debemos  declarar  v decía- 

amos  que  el  conocimieuto  de  estos  autos 
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corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Casas-Ibañez,  nJ  que  se  remitirán  unas  y 
otras  actuaciones  para  que  proceda  con  ar- 
reglo ó dereciio,  poniéndolo  así  en  noticia 
del  de  la  Cnpilaiiín  general  de  Valencia.» 
(Sent.  12  julio  1872.) 

LXIIÍ.  La  misma  doctrina  que  en  el 
caso  anterior  se  consigna  en  otro  fallo, 
decidiendo  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  guerra  de  la  Capitanía  general  de 
Cataluña  y el  de  primera  instancia  de 
Yendrel.  (Sent.  11  JiUio  1872.) 

LXIV.  Supticsla  conspiración  en  sen- 
tido carlista:  Competencia  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  pero  no  hallarse  yvhipuno 
de  los  casos  concretos  de  la  circular  de  17 
de  ííiíí’O  íft?  1873.— Habiéndose  reunido 
en  Carpió  de  Azaba  el  dia  13  de  junio 
de  187  3 varios  forasteros  para  celebrar 
el^  patrón  de!  pueblo  y cumpleaños  del 
párroco  se  supuso  por  conlidencias  se- 
cretas á D.  Juan  Canillas,  capitán  de  vo- 
luntarios de  la  libertad  que  se  estaba 
preparando  una  conspiración  carlista, 
por  lo  que  á media  noche  procedió  á de- 
tener hasta  16  personas  que  estaban 
tranquilas.^  Formóse  causa  y suscitada 
competencia  por  la  jurisdicción  militar 
reclamado  su  conocimiento  v elevada  al 
tribuna!  Supremo  se  decide  á favor  de 

la  jurisdicción  ordinaria  en  estos  tér- 
minos. 

«Considerando  que,  según  el  art.  349  de 
la  ley  orgánica  del  poder  jiuliciul,  en  la  cual 
se  reproducen  idénticos  principios  á los  que 
Itieroü  objnlo  de  lo.s  decretos  de  6 y 31  do 
diciembre  de  1868  sobre  unííicaeion  de  fue- 
ros, debetj  .ser  juzgados  por  la  jiirisdiciori  or- 
( (nana  ios  reos  de  delitos  contra  la  seguri- 
dad interior  y el  orden  púlilico,  cuando  la 

rebelión  o sedición  iio  tengan  carácter  mili- 
tar; 

Considerando  que  la  Real  orden  circular 
de  17  de  enero  iiliímo  dirigida  al  Minéslerio 
uscal  (í  lid  ara  de  un  moda  ex  ¡)  reso  y lenni^ 
nanle  cuále.s  ilolilcs  de  rebelión  ,son  los  (iiie 
clchen  ser  reputados  como  de  rebelión  mili— 


tar  para  el  electo  de  riue  no  queden  so 
dos  a la  jurisdicción  ordinaria: 

Cousideraiido  que  Jo.s  16  individuos  que 
lian  sido  detenidos  en  el  pueblo  de  Carpió  (!e 
Azaba  en  la  piad  rugada  de  14  de  Junio  últi- 
mo, eclesiiisUcos  los  unos  y paisanos  los  otros, 
Siií  que  entre  todos  ello.s  baya  uno  sólo  afora- 
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do  de  Guerra,  no  se  halla  comprendidos  en 
ninguno  de  los  casos  determinados  y concre- 
tos de  la  precitada  circular  con  reíerencia  al 
art.  243  del  Código  penal; 

Considerando  que  la  concurrencia  de  dichos 
individuos  al  pueblo  de  Carpió  de  Azaba  en 
el  dia  13  de  junio  y su  estancia  durante  la 
noche  del  mismo  se  veriíicó  mauiíiesta  y os- 
tensiblemente con  el  fin  de  celebrar  la  fes- 
-tividad  del  Santo  Patrono  del  pueblo,  vinien- 
do varios  eclesiásticos  de  las  cercanías  invi- 
tados por  e!  párroco  y el  mayordomo,  según 
coslumbre,  para  su  asistencia  personal  á los 
actos  del  cu  lo  religioso,  y varios  amigos  con 
sus  mujeres  y domésticos  para  asistir  á la 
;)rimeru  misa  que  un  nuevo  sacerdote  cele- 
jraba  en  aquel  dia,  habiéndose  iiospedado 
con  separación  en  las  casas  de  los  invitantes 
para  disfrutar  íle  las  diversiones  públicas 
preparadas: 

Considerando  que  de  las  actuaciones  for- 
madas por  los  dos  Juzgados  contendientes  no 
resulta  en  su  actual  estado  liecho  ninguno 
del  que  se  induzca  que  dichos  individuos 
se  hubiera u caníahulada  ni  reunido  con  el 
objeto  de  tramar  ni  preparar  ninguna  cons- 
piración de  tendencia  carlista,  no  habiéndose 
encontrado  armas,  ni  documeiiios,  ni  otros 
objetos  que  induzcan  planes  de  rebelión  en 
ningún  sentido: 

Considerando  que  si  la  denuncia  formula- 
da por  el  C!) pilan  de  los  Voluntarios  de  la  li- 
bertad D.  Juan  Canillas  pudo  dar  ocasión  ó 
la  averiguación  de  los  hechos  denunciados, 
no  es  motivo  legal,  para  que  suponiéndolos 
desde  luego  ciertos,  la  jurisdicion  militarse 
atribuya  su  conocimienío  cuando  no  aparece 
de  las  actuaciones  runflameulo  que  determi- 
ne la  calidad  de  rebelión  militar,  con  arreglo 
á la  repetida  Peal  órderi  circular  de  17  de 
enero  (i). 

Visto  iiis  precitadas  disposiciones  legales; 

Declaramos  que  el  conocimenlo  de  estas 
actuaciones  corresponde  ni  Juzgado  de  pri- 
P'era  tuslancia  de  Ciinlad-Podrigo,  al  que  se 
remitan  todas  ellas  íntegras  y originales, 
dando  conocimiento  de  ello  al  Juzgado  de 
guerra  de  la  Capitanía  general  del  distrito  de 
Casiil'a  la  Vicia  para  los  electos  consiguien- 
tes. (Seiit,  3 diciembre  1873, j 

LXY.  Se  consideran  como  delitos  de 
rebelión  de  cardcicr  Tnililiiv  los  fjne  se  co- 

(1)  Observamos  con  pena  quo  so_cla  dnma- 
siadii  iiii  jHji'laiicui  ú la  ciroiilur  rio  17  de  f ilero 
de  1873,  y que  euasi  exchisivamenie  íniida  en 
citad  Triljuna!  Supremo  esta  sentencia.  ¿Ha 
bia  nccesliJiMl  do  liacorlo'?  ¿3No  es  antes  Ja  ley 
que  la  ci  re  otar? 
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meten  por  paisanos  armados  y oryatnza- 
dos  á las  órdenes  de  jefes  militares^  con- 
forme á la  R.  0.  circular  de  17  de  enero 
de  i873. — Con  motivo  de  luíberse  pre- 
sentado una  partida  carlista  en  ios  pue- 
blos de  Padiel,  Acequias  y Melegís,  al 
mando  de  un  alférez  del  ejército  en  si- 
tuación de  reemplazo,  se  instruyó  causa 
por  el  juez  de  Orgiva  de  que  se  inhibió 
consultando  el  auto  con  la  Audiencia  de 
Granada  que  le  revocó,  mandando  diri- 
gir olicio  al  Juzgado  militar  para  que  so 
inhibiese  de  las  actuaciones  de  que  co- 
nocía. Formalizóse  con  este  motivo  cues- 
tión de  competencia,  que  decide  el  Tri- 
bunal Supremo  á favor  de  la  jurisdic- 
ción militar  en  estos  términos; 

«Considerando  que  según  el  art,  347  de  la 
ley  provisional  orgánica  de  Tribunales,  la  ju- 
risdicción de  Guerra  y de  i^Iariiia  son  las 
únicas  competentes  para  conocer  respecti- 
vamente con  arreglo  á las  ordenanzas  mili- 
tares del  ejército  y de  la  Armada,  de  las  cau- 
sas criminales  por  delitos  comeliiios  por  mi- 
litares y marinos  de  todas  clases  en  .servicio 
activo  dei  ejército  ó de  la  Armada: 

Considerando  que  por  el  núm.  5 del  artí- 
culo 349  de  la  espresfida  ley,  corresponde  á 
la  jnrisdtccíun  de  Guerra  el  conociniiento  de 
ios  delitos  contra  la  seguridad  interior  del 
Eslado  y el  órden  público,  cuando  la  rebe- 
lión ó sedición  tenga  el  carácter  militar. 

Considerando  que  con  arreglo  á la  circular 
lie  17  de  enero  del  año  anterior  y caso  2.“ 
de  la  misma,  se  considerarán  como  delitos 
de  rebelión  de  carácter  militiir  ios  que  se 
cometan  por  paisanos  armados  y organiza- 
dos á las  órdenes  de  jefes  inilitare.s: 

Considerando  que  'de  los  datos  que  apare- 
ceu  de  estos  a ni  os  re.'^nlla  quu  D.  Agustín 
Perez  Puerta,  oficial  de  reemplazo,  y como 
tal  militar  vivo  y activo  de  ejército  levantó 
una  partida  en  senlitlo  carlista,  llevando  ap 
mas,  banderas  y recluí  ando  gente,  orgarn- 
zando  una  fuerza  numerosa,  armada  y man- 
dada por  un  jeté  militar;  por  lo  cual  debe 
con.'^iíi erarse  como  ileta!  carácter  eJ  delito 
de  rebelión  de  que  es  objeto  esta  causa  flj; 


(1)  iVfi  esui  muy  eii  ouMsoriaiici;!  ’a  di-cirina 
de  L-slo  l'.nilo  con  lü  qm*  sirve  lii*  íundmnt'iitü  á 
la  del  de  3 de  jobo  de  187^2  ron  ten  ni. i bajo  el 
iiLini.  LIX.  Allí  como  nqoí  se  U-maba  de  la  su- 
1 1*  V UG  i on  ti  tí  un  |írujH)  jtuisDiiij.s  TiiiiiiütiílQS 

tior  un  niiliUr  dr  reeiiiida/j).  No  haremua  cu- 
nientarios,  pues  iipriori  lits  liicimos  al  üüclar- 
se  la  circular  de  17  de  enero  de  1873. 
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Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  estos  autos  cor- 
responde al  Juzgado  de  guerra.  (Sent.  4 
febrero  1874.) 


LXVI.  liobo  en  cuarteles  etc.,  de  ar~ 
mas  y pertrechos  de  guerra  ; Cuándo 
es  competente  la  iurisdiccion  tnilitar  pa- 
ra conocer  de  los  robos  en  cuarteles,  ar- 
senales, buques  del  Estado,  etc.,  y cuán- 
do ¡o  es  la  jurisdicción  ordinaria. — El 
art.  350  de  la  ley  orgánica  judicial  está 
terminante,  disponiendo,  de  acuerdo  con 
las  Ordenanzas  del  ejército,  que  las  ju- 
risdicciones de  Guerra  ó do  Marina  son 
las  únicas  competentes  para  conocer 
«6.”  de  los  delitos  do  robo  de  armas, 
pertreciios,  municiones  de  boca  y guer- 
ra, o efectos  pertenecientes  á la  Hacienda 
militar  ó de  Marina  en  los  almacenes, 
cuarteles,  establecimientos  militares,  ar- 
senales y buques  del  Estado,  y de  incen- 
dio cometido  en  los  mismos  parajes.» 
Consiguientemente  cuando  el  robo  no 
sea  de  efectos  de  la  Hacienda  militar  ó 
de  Marina,  aunque  tenga  lugar  en  los 
sitios  que  dicho  artículo  determina,  la 
competencia  es  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria. Así  se  consigna  en  el  siguiente 
caso; 


«En  Ja  villa  de  Madrid,  á 27  de  octubre 
de  1870,  en  los  autos  de  competencia  entre 
el  Juzgado  del  distrito  de  las  Afueras  de  Bar- 
ce  ona  y ai  de  Guerra  do  la  Capitanía  gene- 
ral de  Cataluña  sobre  conocer  de  ta  causa 
formada  por  robo  de  varias  prendas  de  ropa, 
propias  de  los  carabineros: 

Kesullando  que  en  los  primeros  dias  del 
mes  de  abril  último  se  ejecuté  un  roljo  de 
varías  ropas  y efectos  pertenecieíites  á los 
carabineros  que  babitaban  en  la  caseta  de- 
nominada Casa-Tunez,  estando  éstos  au- 
sentes; 

Resultando  que  en  averiguación  del  hecho 
y sus  autores  se  instruyeron  diligencias  por 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito 
de  las  Aíueras  de  Barcelona  y por  el  de 
Guerra  de  Ja  Capitanía  general  de  la  misma 

surgiendo  de  aquí  Ja  cuestión  de  compe- 
tencia: ^ 


Rpullando  que  el  Juzgado  de  Gue 
funda  su- derecho  para  conocer  de  esta  caí 
en  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  -1.%  p 

decreto  de  6 de  dicieral 
de  lobS,  que  conürma  lo  que  ya  estaba  p 
venido  en  el  art.  -i.»,  ,¡t.  3.%  tratado  S.» 


las  Ordenanzas  del  ejército,  la  jurisdicción 
de  Guerra  es  Ja  competente  para  conocer  de 
los  delitos  de  robo  ejecutados  calos  almace- 
nes, cuarteles,  establecimientos  militares, 
arsenales  y buques  del  Estado;  y que  la  case- 
ta donde  se  ejecutó  el  robo  de  que  se  trata 
se  halla  comprendida  en  esta  disposición: 

Resultando  que  eí  Juzgado  de  las  Afueras 
de  Barcelona  sostiene  su  competencia,  por- 
que en  su  concepto,  no  siendo  ios  efectos 
robados  pertenecientes  á Ja  Hacienda  militar 
ó de  Marina,  como  lo  reconoce  el  Juzgado 
de  Guerra,  no  es  aplicable  al  caso  de  autos  la 
disposición  citada  en  su  apoyo: 

Vistos,  siendo  ponente  el  magistrado  don 
José  María  ilaro: 

Considerando  que,  tanto  por  lo  dispuesto 
en  el  párrafo  sexto,  art.  4.°  de  la  ley  de  6 de 
diciembre  de  JS68,  como  por  el  mismo  pár- 
rafo sexto,  art.  330  de  la  ley  de  d 5 de  se- 
tiembre último  de  la  organización  de  los  Tri- 
bunales, para  que  el  conocimiento  de  las 
causas  de  robo  corresponda  al  Juzgado  de 
Guerra  es  requisito  indispensable  que  los 
efectos  robados  sean  de  la  Ilacienda  militar  ó 
de  Marina,  aunque  el  hecho  tenga  lugar  en 
los  sitios  que  esas  disposiciones  determinan: 

Considerando  que  no  están  en  este  caso 
los  de  que  se  trata,  porque  unos  eran  de  la 
propiedad  de  los  carabineros  y otros  de  par- 
ticulares que  se  los  habían  alquilado; 

Fallamos  que  debamos  declarar  y decla- 
rarnos que  el  conocíjuiento  de  esta  causa 
corresponde  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia, hoy  de  partido,  de  las  Afueras  de  Barce- 
lona, al  que  se  remitan  unas  y otras 
actuaciones  para  lo  que  proceda  con  arreglo 
á derecho.»  (Se«t.  27  octubre  1870.) 

LXVÍI.  D ifereyicia  entre  kurío  y ro- 
bo en  cuarteles  y de  efectos  militares.— 
Entiéndase  que  la  doctrina  consignada 
en  el  número  anterior,  contrayéndose  al 
delito  de  robo,  no  es  aplicable  al  de  hur- 
to, como  ya  lo  establece  la  jurispruden- 
cia  (1)  Y ád  nuevo  se  consigna  en  la 
competencia  entre  el  juez  de  San  Roque 
y la  Capitanía  general  de  Andalucía,  de- 
cidiéndose á favor  del  primero: 

((Considerando  que,  según  Indispuesto  en 
el  art.  321  de  Ui  ley  orgánica  del  poder  jiidí- 
cial,  la  jurisdicción  ordinaria  es  la  única 
competente  para  conocer  de  todas  las  causas 
Criminales,  á excepción  de  las  que  expresa— 


(I)  Véase  en  el  artículo  JunisoicciON’  mili- 
tar, tomo  VIII  del  Diccionario,  pág.  578,  una 
decisión  de  3 de  octubre  de  Í8G5. 
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mente  se  atribuye  su  conocimiento  á las  ju- 
risdicciones de  Guerra  y Marina  en  aquel  tí- 
tulo, y las  reservadas  al  Sonado; 

Y considerando  que  según  lo  que  liasta 
ahora  aparece  de  ambos  procedimientos,  y 
sin  perjuicio  de  su  ulterior  resultado,  el  he- 
cho no  es  robo,  sino  hurtoj  y que  los  delitos 
de  esta  clase  no  se  hallan  comprendidos  en 
el  núm.  6.®,  art.  350  de  ía  ley  orgánica  del 
poder  judicial,  único  fundamento  en  que  el 
Juzgado  de  Guerra  apoya  su  derecho  para 
conocer  de  las  presentes  actuaciones.»  (Sen- 
tencia 20  febrero  1871.) 

LXXI.  Cotnpetencia  por  razón  del 
lugar  del  delito^  cuando  los  delitos  son 
dos  ó más  y no  se  sabe  dónde  se  perpetró 
el  más  grave. 

Se  decide  á favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Cartagena  la  compe- 
tencia promovida  entre  el  mismo  y el  de 
igual  clase  del  distrito  de  Santo  Domin- 
go de  Málaga,  acerca  del  conocimiento 
de  las  diligencias  contra  José  López  La- 
go, sobre  presentación  de  documentos 
falsos  para  el  ingreso  de  un  sustituto  en 
el  ejército,  y se  establece  en  los  conside- 
randos: 

«Que  en  los  casos  en  que  ocurren 
dos  delitos  ejecutados  en  diferentes  distritos, 
siendo  el  uno  medio  necesario  para  cometer 
el  otro,  no  constando  plenamente  jusliíicado 
el  lugar  donde  se  perpetró  el  más  grave  y de 
mayor  penalidad,  y habiendo  evidencia  del  si- 
tio donde  se  cometió  el  otro,  corresponde  la 
averiguación  y castigo  al  juez  de  este  último. 

2."  Que  cuando  se  comete  el  delito  de 
falsificación  como  medio  de  estafa,  es  juez 
competente  para  conocer,  no  el  del  lugar 
donde  se  haya  ejecutado  la  lálsificacioo,  sino 
el  del  pueblo  donde  se  ha  hecho  uso  del  do- 
cumento falsificado,  según  lo  tiene  declarado 
el  Tribunal  Supremo.»  (Scnt.  27  ju- 
lio 1870.) 

LXXII.  En  causas  en  que  se  trata 
dos  delitos  cuyo  conocimiento  correspon 
de  á diferentes  Juzgados,  es  juez  compe- 
tente para  conocer  de  los  dos  el  del  más 
grave,  para  que  no  se  divida  la  conti- 
nencia de  la  causa. 

Se  decide  á favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Puente  del  Arzobispo 
la  competencia  suscitada  entre  el  mismo 
y el  de  igual  claso  de  Montanchez,  sobre 
conocer  de  la  causa  instruida  en  el  pri- 


mero sobre  el  hurto  de  dos  caballerías  y 
en  el  segundo  por  falsificación  de  cédu- 
las de  vecindad: 

«Considerando  que  las  causas  en  que  .se 
trata  de  dos  delitos  cuyo  cooocimieiito  cor- 
responde á diferentes  Juzgados,  el  juez  com- 
petente para  conocer  del  más  grave  debe  ha- 
cerlo de  los  do.s  á la  vez,  para  que  no  .se 
divida  la  continencia  de  la  causa  en  perjuicio 
de  la  administración  de  justicia,  conforme  á 
la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal; 

Y considerando  que  en  esta  causa  el  delito 
más  grave  de  los  dos  á que  se  refiere  es  el 
de  falsedad  de  las  cédulas  de  vecindad  de  los 
procesados,  en  cuyo  concepto  se  pití-e  mucho 
mayor  pena  para  él  en  la  acusación  fiscal  de 
primera  instancia,  y que  los  jueces  conten- 
dientes están  conformes  en  que  .su  conoci- 
miento compete  al  de  Puente  del  Arzobispo; 

FaIlamo.s  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  esta  causa  por 
los  dos  delitos  de  que  en  ella  se  trata,  com- 
ete al  Juzgado  referido  de  Puente  del  Arzo- 
ispo,  al  que  se  remitan  unos  y otros  píos 
para  lo  que  corresponda  con  arreglo  á de- 
recho etc.»  (Scnt.  1.®  setiembre  1872.) 

LXXltl.  Competencia  del  juez  del 
lugar  del  delito. — Competencia  entre  los 
Juzgados  de  primera  instancia  de  Cerve- 
ra  de  Rio  Pisuerga  de  la  Audiencia  de 
YalIaJolid,  y Villadiego,  de  la  de  Bur- 
gos, sobre  conocimiento  de  la  causa  por 
sasiraeciou  de  dos  sacos  de  trigo.  El  ds 
Villadiego  requirió  de  inhibición  al  de 
Cervera,  fundado  en  que  la  sustracción 
de  los  sacos  tuvo  lugar  en  territorio  de 
su  jurisdicción,  y el  de  Cervera  resistió 
la  inhibición  alegando  que  la  venta  de 
los  sacos  se  verificó  en  el  suyo.  Se  de- 
cide á favor  del  de  Villadiego. 

«Considerando  que,  según  el  art.  325  de 
la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  son  com- 
petentes, fuera  de  los  casos  exceptuados,  pa- 
ra la  instrucción  de  las  causas  y castigo  de 
los  delitos  los  jueces  de  la  demarcación  en 
que  se  liayau  cometido.»  (Scnt.  4 noviem- 
bre 1872.) 

LXXIV.  Más  sobre  competida  por 
razón  del  lugar  del  delito  ó [iiltu.  Se 
establece  la  misma  doctrina  (jue  en  el 
caso  anterior: 

«Considerando  que  con  arreglo  á los  ar- 
tículos 325  y 326,  núm.  y 396  de  la  ley 
provisional  sobre  organización  del  poder  ju- 
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dicici/,  cuyas  ílispo.sicionDS  están  enteramente 
conlornies  con  ¡as  que  sobro  competencia 
establecen  ¡as  leyes  anteriores  á la  publica- 
ción de  aqueüa,  es  juez  competente  para  la 
instrucción  de  las  causas  y castigo  de  las 
fallas  y de  ios  delitos  el  de  la  demarcación  en 
que  se  liayan  cafnetido,  y cuando  no  consta- 
re el  lugar  de  la  ejecución,  el  de  la  demar- 
cación en  que  se  buliiesen  descubierto  prue- 
bas materiales  del  delito.»  (Sentencia  20 
cuero  1873.) 

LXXV.  Encueniro  de  un  hombre 
muerto  en  el  mar:  Competencia  de  lajii-- 
risdicGwn  ordinaria. — Disputándose  en- 
tre la  jurisdicción  de  Marina  y la  ordina- 
ria el  conocimiento  de  una  causa  forma- 
da por  encuentro  de  un  hombre  axíisia- 
do  en  al  mar,  se  decide  la  conipelencia  á 
favor  de  la  jurisdicción  ordinaria: 

«Consjderando  que  la  jurisdicción  de  Ma- 
rina eslíí  limitada  por  la  legislación  vigente 
a!  conociiníenío  de  lo.s  delitos,  faltas  élofrac-  \ 
ciones  que  especial  y taxativamente  determi-  | 
na  el  título  lU  del  decreto  que  para  la  unifi-  ' 
cacion  de  tueros  >se  dictó  en  6 de  diciembre 
de  ajjrohado  como  ley  del  Estado  por  ■ 
las  Cortes  Con.slitijyeiites,  así  como  por  las  ■ 
disposiciones  que  para  la  ejecución  del  rnLs- 
ino  se  adoptaron  por  «d  Ministerio  de  Marina 
en  8 de  lo  irLU'o  de  por  lo  que  fuera  de 
las  excepciones  que  comprenden,  es  impro- 
cedente  su  competencia  soíire  otra  ciase  de 
causas.  (Seiit.  25  abril  1870. J 

LXXVÍ,  Otro  caso  de  hallazgo  de  un 
cadáver  en  el  mar  y objeto  de  compeíencia 
decidida  también  á favor  de  lajwHsdic- 
cion  ordinaria.—SQ  decide  á favor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distri- 
to del  Mercmio  de  Valencia  la  competen- 
cia promovida  entre  el  mismo  y el  de  la 
Comandancia  general  de  Marina  de  la 
misma  provincia,  sobre  conocimiento  de 
la  causa  originada  por  el  hallazgo  de  un 
cadáver  en  las  aguas  del  mar  (1). 
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«Considerando  que  entre  las  excepciones 
que  re.serva  á la  jurisdicción  de  Marina  el 
art.  de  Ja  ley  dé  6 de  diciembre  de  1868, 
no  se  encuentra  en  el  caso  de  autos,  ni  á él 
ouede  ampliarse,  porque  lo  impiden  ahsolu- 
■;amente  ios  términos  taxativos  de  la.s  excep- 
ciones en  el  mismo  marcadas.»  (Sent.  1.® 
marzo  1870. J 

LXXVn.  Otro  raso:  Halla  zgo  de  un 
cadáver  en  las  aguas  del  puerto  de  Bar- 
celona.— La  misma  doctrina  que  en  los 
casos  anteriores. 

En  18  de  noviembre  de  18(39  apare- 
ció flotando  en  las  aguas  del  mar,  en  el 
)uerio  (le  Barcelona,  el  cadáver  de  un 
jombre  que  eximido  á tierra  fue  reco- 
nocido por  el  de  J).  Felipe  Biiiz  Laguna, 
voluntario  expedicionario  para  la  isla  de 
Cuba;  y practicada  la  autopsia  declararon 
los  facultativos  que  la  muerte  fue  causa- 
da por  sumersión  voluntaria  o casual. 
Instruidas  respectivamente  las  oportu- 
nas diligencias  por  el  Juzgado  ordinario 
y por  el  de  íilarina.  aquel  requirió  de 
inhibición  á este,  y sostenida  por  ambos 
su  competencia  fundándola  uno  y otro 
en  el  decreto  ley  (3  de  diciembre  ÍSflS  y 
en  el  de  8_  febrero  18139,  se  decide  á fa- 
vor de  la  jurisdicción  ordinaria  en  ios 
términos  siguientes; 

«Corisiderando  que  e.s  principio  iii- 
coueuso  en  orden  A coiupelencias  de  juris- 
dicción qno  para  determiunr  io  que  proceda 
a favor  de  uno  ú otro  de  ios  jueces  con  leu - 

. I sario  que  exista  uu  hecho  cri- 

minal que  surta  fuero  por  causa  de  la  mate- 
ria, cuando,  como  en  el  presento  caso,  no  se 
trata  del  que  pueda  competir  por  razón  de 
las  personas: 

2.^  Consil  ¡erando  que  el  hecho  ai.s!ado  de 
aparecer  Holán  do  en  la  playa  del  mar  un  ca- 
dáver, cuya  identidad  se  ha  comprobado,  co- 
mo asimismo  la  causado  la  muerte  debida  á 
una  .sumersión  voluntaria  (3  ca.sual,  no  es  en 
Si  un  heciio  jxinible,  mitíntras  (Jí’b  por  las 
11  lteriore.s  actuaciones  no  resulta  que  es  pro- 
ducto de  un  delito  que  .sirva  de  ba.se  á la 
cuestión  de  Ja  competencia: 


(4)  Kii  este  y en  el  anterior  caso  no  se  trata- 
ba,  como  se  deja  ver,  de  un  hecho  criminal  que 
surta  Juero  iJur  razón  de  las  personas,  v si  por 

ciio  aislado  de  iquirecer  íloiando  en  las  a-ínas 

sionada  por  sumersión  en  ei  anua  voluni-irii  2 ' ordinaria,  iniontras  no  ayuirezcaun  fiir 

>^0,  i>p  es  en  sí  purdijie  á la  privilegiada 

ulteriores  actuaciones  no  resulta  que  ^s  dto-  ■ se  establece  también  co 

conocimiento  y 

avaiguacionde  hechos  de  esta  naturaleza  cor- 


responde  siempre  en  primer  [írmino  á la  juris- 

fur»í*iriT’i  Ar  I - 

fiin- 

ida. 

reiercneia  a los  arUcrioros  ca,^os  en  la  s^ntoncia 

noviembrej  2 Je  diciembra 

lo7i* 
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3.®  Consiileramio  que,  así  log  decretos 
sobre  unificación  de  iueros  citados,  como  la 
ley  provisional  sobre  organización  del  poder 
judicial,  (IJ  concordante  con  los  mismos, 
presuponen  siempre  la  existencia  de  un  deli- 
to, toda  vez  que  al  desl indar  la  competencia 
de  los  Juzgados  ordinarios  y el  especial  do 
Marina  hablan  de  los  fkditns  cuyo  conoci- 
miento correspondo  respectivamente  á una 
ú otra  jurisdicción j y que  faltando  esta  base, 
como  en  el  caso  presente,  no  hay  términos 
hábiles  para  decidir  esta  cuo.sl¡ün  á favor  de 
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motivo  de  haberse  sumergido  los  baños 
notantes  titulados  La  Hosa  del  Tiiria  en 
el  puerto  dé  Valencia,  es  competente  la 
jurisdicción  de  Marina.  Competencia 
entre  el  .Juzgado  de  la  Comandancia  de 
Marina  del  puerto  de  Valencia  y e!  .Juz- 
gado del  Mar  de  diclia  ciudad,  decidida 
por  el  Tribunal  Supremo  á favor  do  la 
primera,  con  vista  del  ari.  \ ° del  decre- 
to de  8 de  febrero  do  18(59  conforme  con 
el  4.°  del  de  (i  de  diciembre  de  1898: 


ia  jurisdicción  de  Marina:  ' 

4.0  Consiileriindü  que,  aun  prescindien- 
do de  esto,  la  muerte  de  una  persona  por  su- 
mersión voluntaria  en  el  mar  no  puede  ser 
reputada  como  avería,  atendida  la  significa- 
ción técnica  y legal  de  esta  voz: 

5.®  Considerando,  por  iiltimo,  que  en 
todo  caso  el  conocimiento  y averiguación  de 
hechos  de  la  íiidole  del  que  se  trata  cor- 
responde siempre  en  primer  término  á !a  ju- 
risdicción ordinaria,  mientras  por  reaiUado 
de  las  actuaciones  no  aparezca  un  funda- 
mento lega!  para  atribuirlo  á la  privilegiada. 

Vistos  los  citados  decretos,  la  ley  sobre 
organización  del  poder  judicial  y las  decisio- 
nes de  competencia  de  este  Supremo  Tribu- 
nal de  l.°  de  marzo  y 25  de  abril  de  1870; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos que  eí  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  al  Juzgado  de  San  Eeltran  de 
Barcelona,  á quien  se  remitan  unas  y otras 
actuaciones;  poniéndose  esta  resolución  en 
noticia  del  Juzgado  de  Marina  a ios  efectos 
de  justicia.»  (Sciit.  30  noviembre  1871, 
publicada  en  2 de  diciembre,} 


LXXVJU.  Siniestres  en  el  mar:  Su- 
mersión de  unos  baños  ¡¡otantes  en  la 
dársena  del  puerto  de  Valencia:  Compe- 
tencia de  la  jurisdicción  de  Marina. — 
Para  conocer  de  la  causa  formada  con 


(1)  Et  art.  4.*  del  decreto  de  G diciembre  de 
1868,  concuerda  nümero  por  número  con  el  ar- 
rículo  3!j0  de  la  Ley  orgánica  del  poder  judi- 
cial. El  número  12,  sin  embargo,  sobre  delitos 
cometidos  á bordo  de  las  embarcaciones  mer- 
cantes está  más  minucioso  en  la  Ley  orgánica, 
pues  esta  última  exige  que  los  delitos,  para 
atribuirse  á la  jurisdicción  de  Marina  se  come- 
tan en  puerto,  bahías,  radas  ó cualquier  otro 
punto  de  la  sona  marüiina, 

...Creemos  que  la  nueva  redacción  dada  al  ci- 
tado número  12  del  art,  3o0,  distinta  del  mis- 
mo número  del  art.  4."  del  decreto  de  1868,  no 
altera  la  razón  y fundamento  de  esto  fallo  y de 
los  otros  dos  anteriores.  Ei  considerando  3.“  se 
refiere  ya  á dicha  ley  orgánica. 


«Considerando  que  el  sinie.stro  ocurrido 
en  los  baños  á (lote  en  la  dársena  del  puerto 
tuvo  lugar  á SO  piés  dentro  de  las  aguas  ikd 
mar,  constituyendo  la  sumer.^ioa  y las  des- 
gracias jurídicameiilc  un  naufragio:  que  los 
dueños,  constructores  á la  vez  de  lo.s  baños, 
pertenecen  á la  matricula,  y que  no  se  halla 
comprendido  el  caso  en  ninguno  de  los  so- 
metidos al  fuero  ordinario  por  las  dispo.sicío- 
nes  vigentes.»  (Scrit.  29  setiembre  1869.) 


LXXIX.  Competencia  para  conocer 
de  un  hurto  procedente  de  un  vapor  náu- 
frago.— Se  decide  á favor  del  Juzgado 
de  Marina  del  Departa  memo  del  Ferrol 
la  competencia  promovida  entre  el  mis- 
mo y el  de  primera  instancia  de  Corcu- 
bion,  acerca  del  conocimiento  déla  cau- 
sa criminal  contra  Luis  Rodríguez  y An- 
tonio González,  sobre  hurto  Je  hierro 
procedente  dei  vapor  inglés  Sgriam^y 
se  establece: 

«Que  el  art.  10,  lít,  G.°  de  la  Ordenanza 
de  matrículas,  quedó  sin  eficacia  legal  á la 
publicación  del  decreto  de  6 de  diciembre 
de  1868  sobre  refundición  de  fueros,  sancio- 
nado como  ley  por  la.sCórte.s  Constituyeotes. 

Que,  esto  no  obstante,  el  uúm.  12  del  ar- 
tículo 4."  dei  citado  decreto  de  6 de  diciem- 
bre, reserva  á la  misma  jurisdicción  de 
Guerra  y Marina  el  couocimiento  de  las  cau- 
sas por  delitos  de  cualquier  clase  cometidos 
a bordo  de  las  embarcaciones  mercantes,  asi 
nacionales  como  extranjeras,  de  las  pre.síis, 
represalias  y contrabando  marítimo,  naufra- 
gio, abordajes  y arribadas;  disposición  lile- 
ralinente  trascrita  en  ei  núm.  11  del  decreto 
expedido  por  el  Ministerio  de  Marina  en  8 de 
febrero  de  1869.»  (Sent.  21  julio  1870.) 

LXXX . Aprehensión  de  un  buque  con 
géneros  de  ilicito  comercio. — Se  decido  á 
favor  del  Juzgado  de  la  Comandancia 
general  do  Marina  del  Departamento  de 
Cartagena  la  competencia  promovida  en- 
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tre  el  mismo  y el  de  primera  instancia, 
de  dicha  ciudad,  acerca  del  conocimien- 
to de  la  causa  contra  Jáime  Perez  y otros, 
patrón,  tripulantes  y pasajeros  respecti- 
vamente del  falucho  Gibralíar  segundo 
por  haber  sido  aprehendido  este  buque 
con  géneros  de  ilícito  comercio.  Hé  aquí 
textualmente  los  considerandos; 

((Considerando  que  según  el  arf.  4.*  pár- 
rafo primero  del  decreto  expedido  por  el  Mi- 
nisi erio  de  Gracia  y Justicia  en  6 de  diciem- 
bre de  1868,  y el  art.  párrafo  primero 
del  publicado  por  el  de  Marina  en  8 de  febre- 
ro de  1869,  que  son  leyes,  corresponde  ú la 
juri.sdicciou  de  Marina  y es  la  única  compe- 
tente, con  arreglo  á las  Ordenanzas  del  ra- 
mo, para  conocey  de  las  causas  criminales 
por  delitos  que  no  sean  de  los  exceptuados 
en  los  párralas  tercero  y cuarto  del  art, 
de  dicho  decreto  de  6 de  diciembre  sobre 
nniíicacion  de  fueros; 

Con.siderímdo  que  por  su  art.  4.“,  párrafo 
duodécimo,  igual  al  párrafo  undécimo,  ar- 
tículo l.°  del  decreto  citado  de  8 de  febrero, 
corresponde  también  á la  jurisdicción  de  Ma- 
rina el  conociinicGlo  de  las  causas  por  deli- 
tos de  cualquiera  clase  cometidos  á nordo  de 
las  embarcaciones  mercantes,  así  nacionales 
como  exlrauieras,  de  las  presas,  represalias 
y contrabando  marítimo,  naufragios,  abor- 
daje y arribadas: 

V considerando  que  el  delito  objeto  de  es- 
tas actuaciones  de  competencia  e.s  un  contra- 
liando  marítimo,  comprendido  en  la  letra  y 
c.spír¡tu  de  las  disposiciones  referidasj  sin 
que  se  desvirtúe  esto  si  no  se  confirma  por  el 
párralo  sétimo,  art.  1.®  del  mismo  decreto 
de  6 de  diciembre,  que  es  relativo  á los  ne- 
gocios de  Hacienda  y delitos  de  contraban- 
do, defraudación  y sus  conexos  que , no 
siendo  coiilraliando  maritiino  expresamente 
exceptuado  despLie.s,  corresponde  su  conoci- 
miento á (a  jiirisdiccion  ordioaria,  de  la  mis- 
ma inaneríi  que  por  el  párrafo  cuarto  del 
mencionado  arlíciilo  es  la  única  com  peten  le 
para  conocer  de  los  delitos  de  defraudación 
de  los  derechos  de  Aduana  y contrabando  de 
géneros  estancados  ó de  ilícito  comercio  co- 
metidos en  tierra.»  (Sent.  27  abril  1870.) 

LXXX!.  Compeiencia  Según  el  delito 
calificado  en  s«  origen. — Para  resolver 
las  cuestiones  jurisdiccionales  en  mate- 
ria criminal,  debe  atenderse  á la  natu- 
raleza  de  los  delitos  que  se  persiguen  y 
calificación  legal  que  de  los  mismos  se 
naya  hecho  desde  su  origen,  ó cor- 
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responda  hacerse  en  el  acto  de  promo- 
verse la  competencia,  en  vista  de  las  ac- 
tuaciones, sin  perjuicio  del  resultado  de 
las  diligencias  que  con  posterioridad  se 
practiquen.  Y calificado  por  tanto  un 
delito  de  alentado  contra  la  autoridad, 
corresponde  á la  jurisdicción  ordinaria 
su  conocimiento,  conforme  á lo  dispues- 
to en  el  caso  4.^  art.  1.*^  del  decreto  so- 
bre unificación  de  fueros,  elevado  á ley 
por  acuerdo  de  las  Cortes  Constituyen- 
tes. (Sent.  5 enero  1870.) 

LXXXri.  Competencia  preferente  del 
juez  del  lugo.r  en  que  se  consuma  el  de- 
lito.— Ei  juez  competente  para  conocer 
de  un  delito  no  es  el  del  lugar  en  que  se 
principia,  sino  aquel  en  donde  se  con- 
suma. Cuando  este  no  consta  ó es  du- 
doso, hay  que  recurrir  al  fuero  del  do- 
micilio del  presunto  reo,  según  la  juris- 
prudencia adoptada  por  el  Tribunal 
Supremo.  (Sent.  5 abril  1869.) 


. Esta  misma  doctrina  es 
aplicable  cuando  la  competencia  no  es 
3or  razón  del  lugar,  sino  por  razón  del 
:'uero  personal;  de  modo  que  dispután- 
dose el  conocimiento  de  una  causa  el  juez 
que  es  competente  al  consumarse  el  de- 
lito y el  que  lo  era  al  empezarse  su  eje- 
cución, corresponde  el  conocimiento  al 
primero,  toda  vez  que  ios  hechos  con 
que  se  inició  el  delito  no  constituyan  por 
sí  solos  el  que  sea  objeto  del  procedi- 
miento.— Consignó  esta  doctrina  el  Tri- 
bunal Supremo  con  motivo  del  procesa- 
miento de  un  marino  por  estafa  que  se 
le  imputaba  como  albacea  de  una  tesia- 
mentaría;  pues  habiendo  estado  dado  de 
baja,  aunque  al  presentar  las  cuentas 
donde  aparecen  las  partidas  que  se  dicen 
defraudadas  estaba  y%a  rehabilitado,  se 
disputaban  el  conocimiento  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  alegando  que  a estafa 
empezó  á cometerse  en  la  época  en  que 
no  le  pertenecía  el  fuero  privilegiado,  y 
la  de  Marina,  fundándose  en  que  la  pre- 
sentación de  cuentas  fué  la  consumación 
del  delHo,  y entonces  ya  estaba  rehabili- 
tado. El  Tribunal  Supremo  decidió  la 
competencia  á favor  de  la  jurisdicción 
de  Marina.  (Sent.  10  mayo  1867.) 


LXXXIV.  Para  determinar  el  fuero 
ó juez  competente  en  una  causa  debe 
atenderse,  no  á )a  época  en  que  se  prin- 
cipian los  procedimientos,  sino  á la  en 
que  se  cometió  el  delito.  (Sent.  14  agos- 
to 1854.) 


sion  de  23  de  agosto  de  1838,  en  la  que 
se  consignó  también,  que  con  motivo  de 
la  cuestión  de  competencia  no  está  lla- 
mado el  Tribunal  Supremo  á decidir  con 
ella  la  de  á qué  jurisdicción  pertenece  el 
sitio  de  la  duda. 


LXXXV.  Cuando  un  hecho  consti- 
tuye una  doble  delincuencia  por  estar 
comprendido  en  e!  libro  3.°  del  Código 
penal  y envolver  á la  vez  una  falta  mili- 
tar, en  este  caso  de  la  primera  debe  co- 
nocer el  juez  municipal  (antes  el  alcal- 
de), y de  la  segunda  la  jurisdicción  es- 
pecial. (Sent.  24 marzo  1866.) 

LXXXYÍ.  Cuando  contienden  dos 
Juzgados  sobre  conocer  de  un  delito  co- 
nielido  en  terreno  que  ambos  suponen  su- 
yo, y que  ha  sido  vendido  como  del  Es- 
tado por  uno  de  ellos,  á este  le  corres- 
ponde el  conocimiento.  — Competencia 
entre  los  jueces  do  primera  instancia  del 
Burgo  de  Osraa  y el  deRiazo  acerca  del 
conocimiento  de  la  causa  formada  con 
motivo  de  ciertos  hechos  ocurridos  el  24 
de  noviembre  último  entre  el  alcalde 
constitucional  de  Languilla  y el  pedáneo 
de  Valdanzuelo,  en  el  sitio  titulado  Val- 
decarros,  que  uno  y otro  se  disputaban 
como  de  su  jurisdicción.  La  decide  el 
Tribunal  Supremo  á favor  del  juez  dei 
Burgo  de  Osma: 

«Considerando  que  sin  prejuzgar  la  cues- 
tión de  términos  de  los  pueblos  de  Langui- 
IJa  y Valdanzuelo,  ajenas  de  e.ste  incidente, 
no  puedo  menos  da  convenirse  que  en  el 
estado  actual  el  sitio  de  Valdecarros,  lugar 
de  los  suceso.s  que  motivaron  el  proceso, 
debe  con.siderarse  de  la  jurisdicción  del  pue- 
blo de  Valdanzuelo,  correspondiente  al  par- 
tido judicial  del  Burgo  de  Osma,  por  haber- 
se hecho  constar  que  este  Juzgado  liabia 
vendido  en  público  remate  el  terreno  en 
cuc.slÍon  como  de  la  pertenencia  del  Estado, 
y en  el  concepto  de  hallarse  en  el  distrito 
del  mismo  Juzgado.»  (Decís.  30  mayo  Í866.J 

LXXXVII.  Cuando  se  ignora  ó es 
dudoso  si  el  sitio  en  que  se  ha  cometido 
un  delito  pertenece  á un  pueblo  ó á otro 
colindante,  ó á un  Juzgaao  ú otro  en  su 
caso,  debe  ser  preferido  el  juez  del  do- 
micilio del  tratado  ó tratados  como  reos, 
(Decís.  17  octubre  1853).  Igual  deci- 


LXXXVIÍI.  Sabiéndose  en  qué  pue- 
blo de  los  que  se  disputan  la  jurisdic- 
ción se  paga  la  contribución  territorial, 
por  el  territorio  en  que  se  ha  cometido 
el  delito,  será  competente  el  juez  del 
mismo.  (Decisiones  27  febrero  y 24 
marzo  1866.) 

LXXXVIX.  C emp  c l en  c i a en  los  del  i - 
tos  de  injurias  y calumnia  por  medio  de 
la  imprenta'.  Juez  d^l  lugar  de  la  impre- 
sio7i:  Id.  del  lugar  de  la  residencia  del  au- 
tor del  escrito. — Suscitada  competencia 
éntrelos  Juzga  dos  de  primera  instancia  de 
Santa  Cruz  de  Tenerife  v el  de  la  Latina 
de  Madrid  sobre  conocimiento  de  una 
querella  por  injurias  y calumnia  á la  so- 
ciedad La  Union,  causadas  por  medio  de 
un  comunicado  fechado  en  Santa  Cruz  é 
inserto  en  un  periódico  de  Madrid,  pero 
que  se  publicó  tambieu  en  una  hoja  en 
aquel  punto,  se  decide  á favor  del  Juz- 
gado de  Santa  Cruz  de  Tenerife  en  los 
términos  siguienies: 

« 1 Considerando  que,  según  ios  artícu- 
los 325  y.  326  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  única  vigente  eii  la  iiclualidad,  las 
bases  para  delerraiuar  la  com  pelen  cia  en 
materia  penal  proceden,  segvm  el  órden  su- 
cesivo: primero,  del  lugar  en  que  se  cometa 
el  delito:  segundo,  dei  en  que  aparezcan 
vestigios  y pruebas  materiales  del  mismo: 
tercero,  riel  en  t|Lie  el  presunto  reo  fuese 
aprehendido:  cuarto,  del  Je  la  resiilencía  ó 
domicilio  de  aquel;  y t[uinto,  del  punto  en 
que  se  hubiesen  tenido  primero  noticias  de 
la  perpetración  del  delito: 

2, “  Considerando  que  tos  delitos  come- 
tidos por  medio  de  la  imprenta,  si  bien  de 
carácter  especial,  no  por  ello,  y conforme  1 
la  nueva  legislación  crimina!,  dejan  de  ser 
infracciones  legales,  penables  y sujetas  á las 
disposiciones  comunes  del  derecho: 

3. ®  Considerando  que  siendo  de  igual  ín- 
dole excepcional  los  qiíe,  careciendo  de  ac- 
ción púíjlica  para  poderse  perseguir,  solo  es 
dado  ejercitar  ésta  á la  parte  agraviada  (en- 
tre las  cuales  se  comprenden  los  de  calum- 
nia é injuria,  origen  de  la  presente  conlien- 


da);  al  usar  ésta  de  su  derecho  tiene  que 
verificarlo  atemperándose  en  un  todo  a la 
rorma  que  deteniiinan  las  leyes: 

4 ° Considerando,  con  aplicación  de  los 
anteriores  principios  al  caso  concreto  origen 
de  esta  contienda  jurisdiccional,  que  ya  se 
atienda  ai  lugar  en  que  primero  se  impri- 
mió el  impreso  demm  ciado,  ya  al  déla  resi- 
dencia y (iornicilio  de  los  acusados,  ya  al  del 
en  que  se  preparó  la  acción  por  medio  del 
previo  é indispensable  juicio  la  competencia 
del  Tribunal,  al  mismo  pertenece  su  prose- 
cución y determinación  conforme  á las  leyes: 
en  su  virtud; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  ambas  actuacio- 
nes corresponde  al  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  á quien 
mandamos  se  le  remitan  aquellas  á los  efec- 
tos correspondientes;  participándose  á la  vez 
esta  decisión  al  juez  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Latina  de  esta  capital  paraúsa 
inteligencia  y cumplimiento.»  (Scnt.  6 ju- 
nio iS73.) 

XG.  En  cualrjuier  tiempo  y en 
cualquier  estado  de  la  causa  puede  pro~ 
moverse  la  coinpelencia.  Preferencia  en- 
tre los  jueces  contendientes  citando  no 
puede  fijarse  con  exaclilud  el  lugar  del 
delito.- — Estando  procediendo  el  juez  de 
Becerrea  en  causa  por  usurpación  de 
terrenos  y lesiones,  le  requirió  de  inhi- 
bición el  de  Yillafranca  del  Vierzo  á ins- 
tancia de  los  procesados,  fundándose  en 
que  el  sitio  donde  se  perpetró  el  delito 
pertenecía  al  territorio  de  su  jurisdic- 
ción. El  Juez  de  Becerrea  sostuvo  su 
competencia,  ya  porque  la  inhibitoria  se 
proponía  fuera  de  término,  puesto  que  la 
causa  se  hallaba  en  plenario  cuando  se 
veriDcó  el  requerimiento,  ya  porque  el 
lugar  en  que  se  realizó  el  suceso,  según 
las  pruebas  aducidas  á los  autos,  radica 
dentro  de  su  territorio  jurisdiccional,  y 
ya  porque  en  él  se  iniciaron  las  primeras 
actuaciones  que  fueron  consentidas  por 
los  interesados;  circunstancias  todas 
comprendidas  en  los  artículos  326,  332 
y 302  de  la  ley  orgánica  y las  diferentes 
decisiones  de  este  Supremo  Tribunal. 

Formalizada  la  competencia,  la  decide 
el  Tribunal  Supremo  á favor  del  Juzga- 
do de  Becerrea, 

«Considerando  que  si  bien  con  arreglo  al 
artículo  364  de  la  ley  orgánica  de  Tribuna- 
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les,  única  vigente  desde  su  publicación,  en 
cualquier  tiempo  ó estado  de  la  causa  puede 
promoverse  Incompetencia  en  negocios  cri- 
minales (-1)  el  32G  establece,  corno  base  para 
determinar  la  competencia  de  jurisdicción  el 
lugar  donde  se  cometió  el  delito;  y que  cuan- 
do este  no  puede  lijarse  con  exactitud,  como 
acontece  cu  el  caso  presente,  el  Juzgado 
(5  Tribunal  que  promueve  la.s  primeras  ilili- 
gencias  es  á quien  de  derecho  pertenece 
continuarlas  hasta  su  terminación;  doctrina 
consignada  en  diversos  fallos  por  este  Su- 
premo de  Juslicia.»  (Sent.  13  marzo  1871.) 

XCl.  Inhibitoria:  Los  jueces  de  pri- 
mera instancia  como  jueces  de  instruc- 
ción no  pueden  promover  competencia: 
Termino  para  la  inhibitoria.- — Procesa- 
dos por  la  jurisdicción  de  Guerra  don 
Rafael  Chacón  y otros  por  haber  sido 
aprehendidos  formando  parte  de  una 
partida  carlista,  acudieron  al  juez  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Bueña- 
vista  de  Madrid  en  solicitud  de  que  re- 
quiriera de  inhibición  á la  autoridad 
militar.  Estimó  esta  solicitud  o!  juez, 
pero  revocada  la  providencia  por  la  Au- 
diencia á instancia  fiscal  en  grados  de 
apelación  y súplica,  se  interpuso  recurso 
de  casación  por  los  procesados;  y el  Tri- 
bunal Supremo  dec  ara  no  haber  lugar 
á su  admisión,  estableciendo  en  sus  cua- 
tro últimos  considerandos  la  siguiente 
doctrina.  Dicen  así: 

«Conriileranclo  que  según  ei  art.  276  de  la 
ley  orgánica  de  Tribunales,  si  bien  corre.s- 
poüde  á la.s  Audiencia.^  conocer  con  intci- 
vencioQ  del  Jurado  délos  delitos  de  rebelión, 
cualquiera  que  sea  la  penalidad  impuesta  por 
las  leyes,  esta  regla  tiene  una  limitación  ex- 
presada en  el  uúm.  del  art.  349,  que  ex- 
ceptúa el  caso  en  que  la  rebelión  tenga  ca- 
rácter militar,  pues  entonces  conocerá  como 
competente  la  jurisdicción  de  Guerra  ó Abi- 
rina,  con  sujeción  á lo  establecido  en  los  ar- 
tículos 347  y 348: 

Considerando  que  no  podiendo  promover 
contiendas  de  competencia  los  juece.s  de 
instrucción,  con  arreglo  al  art.  233  (2),  si 


(1)  Pero  teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el 
art.  393  respecto  á las  competencias  sobre  cau- 
sas en  sumario,  y el  394  cuando  están  en  p!c- 
nario.  También  son  atinentes  al  caso  los  ar- 
tículos 362  V 363  y ios  tiue  slcuen  del  mismo 
capítulo.  ' 

(2)  Deberá  ser  353. 
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los  procesados  ante  el  Juzgado  militar  creían 
que  no  correspondía  A éste  el  conocimiento 
fíe  la  cansa  contra  ellos  formadaj  debieron 
haber  acudidoj  no  al  juez  de  instrucción,  si- 
no a la  Audiencia  de  esta  capital,  haciendo 
uso  en  su  caso  de  la  inliibitoria,  según  el  3oS, 
pues  que  solo  las  Audiencias  tienen  atribu- 
ciones propias  para  promover  las  cuestiones 
de  competencia,  con  arreglo  al  art.  352; 

Considerando  que  díclios  procesados  solo 
tienen  derecho  de  proponer  la  iniiibitoría 
dentro  del  tercer  día  siguiente  al  de  ¡a  noü- 
ficacion  de  la  terminación  del  sumario,  según 
lo  prevenido  en  el  art.  362; 

Gousidorainlo  que  la  expresada  Sala  al  de- 
clarar que  el  juez  de  primera  instancia  de 
Buenavista  carecía  de  jurisdicción  propia  pa- 
ra promover,  como  ío  hizo,  contienda  de 
competencia  al  Juzgado  militar,  y que  los 
procesados  no  estaban  en  condiciones,  por 
ahora,  de  tiacer  uso  de  dicho  recurso  ante  el 
Juzgado  ordinario,  no  lia  cometido  ningún 
error  de  derecho  ni  infringido  ninguna  ley, 
mosto  que  no  dictó  resolución  ninguna  ci¿- 
initíva  sobre  su  propia  competencia,  sin  per- 
juicio de  proponer  la  inhibitoria  en  cualquier 
lietnpo  y estarlo  de  la  causa.»  (Scul.  3 oc- 
tubre 1873,) 

XCII.  Cómo  se  entiende  el  articu^ 
lo  ó 3 de  la  ley  de  órden  ptlblico  so- 
bre prohibición  de  C07npelencías  en  las 
causas  por  delitos  coifra  el  Órden  públi- 
co.—art.  ia  de  la  ley  de  orden  públi- 
co de  23  de  abril  de  1870,  según  el  que 
en  los  causas  do  que  trata  dicha  ley,  no  > 
podrá  promoverse  contienda  de  compe- 
tencia, solo  se  refiere  á fas  competencias 
entre  jueces  ordinarios,  como  c aramen- 
te  se  desprende  de  su  contexto  y del 
epígrafe  mismo  del  título  á que  pertene- 
ce. (Sent.  12  julio  1872.) 

XCííI.  Requisito  para  que  tenga 
lugar  la  decisión  de  competencia. — No 
es  procedente  cuando  uno  de  los  Juzga- 
dos  que  se  disputan  el  conocímienlo  ha 
dictado  ya  auto  de  sobresemienlo  en  ab-  , 
soluto  al  recibir  el  t'equeriínienío, — Por 
consecuencia  do  lesiones  leves  y ménos 
graves  que  en  24  de  enero  de  187 i re- 
cibieron José  Sánchez  y otros,  empezó 
en  el  mismo  día  á instruir  causa  el  juez 
de  primera  instancia  de  Aigeciras,  com- 
plicando en  ella  al  soldado  rebajado  del 
servicio  del  regimiento  de  la  Albuera  ; 

Jua.  Peíí. 
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Andrés  García  Ruiz  y su  hermano  Ma- 
nuel, contra  quien  se  .procedió  también 
por  el  Juzgado  militar,  habiéndose  dic- 
I tado  auto  de  sobreseimiento  por  el  ca- 
pitán general,  de  acuerdo  con  su  audi- 
tor en  Id  de  febrero,  mandando  poner 
en  libertad  al  Andrés.  E!  juez  de  prime- 
ra instancia,  por  auto  dei  10  del  mismo 
mes,  acordó  requerir  al  Juzgado  de 
Guerra,  y en  efecto,  le  requirió  el  dia  13 
por  medio  del  testimonio  que  recibió  el 
' capitán  general  el  16,  y p.a3ado  al  au- 
ditor se  acordó  negarse  á la  inhibición 
por  auto  de  9 de  mayo,  porque  ya  estaba 
ejecutoriado  el  fallo  ele  sobreseimiento  y 
no  procedía  en  tal  caso  la  competencia. 

Formalizada  esta  por  ambos  Juzgados, 
el  Tribunal  Supremo  decide  en  los  tér- 
minos siguientes: 

«l.“  Considerando  que  para  que  pueda 
tener  lugar  la  decisión  sobre  una  competen- 
cia es  indispensable  que  esté  en  curso  la 
causa  cuyo  conociinieulo  deba  atribuirse  á 
una  de  las  dos  autoridades  que  ia  sostiene; 

2. ”  Considerando  que  dictado  auto  de  so- 
breseimiento en  absoluto  por  Ja  Capitanía 
general  de  Sevilla,  á propuesta  del  auditor 
de  la  misma,  en  15  da  febrero  de  1871,en 
el  inismo  dia  terminó  por  completo  e!  pro- 
cedimiento ds  estas  diJigeccias; 

3. "  Considerando  que  aun  cuando  oí  Juz- 
gado de  Ja  Capitanía  general  de  Sevilla  tu- 
viera noticia  de  que  el  de  primera  instancia 
de  Algecira.s  seguía  causa  contra  el  soldado 
rebajado  Andrés  García  Uuiz,al  propio  tiem- 
po que  él  entendía  en  oirá  contra  el  mismo 
procesado  y sobre  el  mi.smo  delito,  no  por 
esta  circunstancia  estaba  privado  de  coiili- 
nuar  en  su  conocimiento,  ni  se  lialkiba  en  la 
obligación  de  suspender  las  diligencias  mien- 
tras no  se  Je  requiriese  de  inhibición  con  ar- 
reglo á derecho: 

•i."  Considerando  que  no  coD.slando  que 
el  Juzgado  militar  recibiera  el  oficio  por  el 
cual  se  le  requería  de  la  inhibición  acordada 
por  el  juez  de  Algecira.s  en  13  de  febrero 
iiasta  ei  16  del  mismo,  y aprobado  por  la  Ca- 
pitanía general  en  el  dia  15  el  auto  de  sobre- 
seimiento dictado  el  i 4,  no  había  términos 
hábiles  para  proveer  en  un  asunto  ya  fene- 
cido; 

Vista  la  ley  sobre  organización  del  poder 
judicial; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  a resolver  la  eompelea- 
cia  suscitada  entre  el  Juzgado  de  primera 
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instancia  de  Aígocíras  y ci  militar  de  la  Ca- 
pitanía general  de  Seviiía,  á los  que  se  de- 
vueivan  las  respectivas  actuaciones  para  la 
providencia  que  en  ellas  corresponda  cnn^ar- 
regio  á derecho.»  (Sent.  17  agosto  1871.) 

XCI V.  ¿Dónde  deben  su  frir  sus  conde- 
nas de  arresto  y otras  los  fniUtares  pena- 
dos por  la  jurisdicción  ort/ijíarín?  Esta 
cuestión  no  es  motivo  de  eo7npetencia{\). 
— Entre  elJuzgado  déla  Capílaníageneral 
del  Deparlanoento  de  Marina  del  Ferrol 
y el  segundo  teniente  alcalde  de  la  mis- 
ma ciudad,  se  suscitó  competencia  sobre 
el  asunto  del  epígrafe.  El  referido  alcai- 
de, por  sentencia  ejecutoria  dictada  en 
juicio  de  faltas,  condenó  á dos  soldados 
de  Marina  á cinco  dias  de  arresto  y cin- 
co duros  de  multa,  ron  la  prisión  subsi- 
diaria caso  de  insolvencia.  Consentido 
este  fallo,  el  mismo  teniente  alcalde  re- 
clamó al  comandante  de  la  brigada  de 
infantería  de  Marina  de  aquel  Departa- 
mento, que  pusiera  á su  disposición  los 
dos  referidos  soldados  pora  que  sufriesen 
en  la  cárcel  pública  la  citada  condena; 
pero  dicho  jefe  dió  parte  al  capitán  ge- 
neral del  Departamento,  el  cual  se  negó 
á entregarlos,  pretendiendo  que  cum- 
plieran la  condena  en  el  calabozo  de  su 
cuartel,  fundándose  en  las  Reales  órde- 
nes de  7 de  julio  de  I8i3,  8 de  junio  v 
31  de  octubre  de  ÍS4B. 


(1)  Por  íícaí  orden  de  lo  de  febrero  de  ISoi 
:se  rcsulvió  que  los  jefes  y oficiales  del  ojércilo 
que  fuesen  conderiíidos  con  arrejjlo  al  COcligo 
penal  á ¡>rision  correccional,  extinguiesen  su 
condena  r;n  el  castillo  quij  señalare  el  capitán 
general  dcl  distrito.  Y por  otra  de  29  de  julio 
de  18u9,  se  dispuso  sobre  el  punto  en  que  han 
de  cu  111  pl  ir  sus  con  «lenas  correccionales  los  sol- 
dados. Están  insertas  en  el  /Jíce/onario,  ar- 
tículo Pti ESI  DIOS.  Pero  por  otra  órde7i  de  14  de 
ocíttftre  de  1873,  reproducida  y mandada  ob- 
servar como  regla  general  por  otra  de  7 de  ma- 
yo (le  Ítí74,  ha  dispuesto  el  Gohierno  de  la 
flepública,  fundado  en  las  leyes  vigentes  de 
Enjuiciamiento  y Código  penal,  que  los  indf- 
viduos  de  tropa  (¡ue  sean  procesados  y penados 
por  la  jurisdicción  ordinaria  por  delitos  de  su 
exclusiva  competi'ncia,  no  pueden  permanecer 
ni  cumplir  sus  condenasen  las  prisiones  mi- 
litares, sino  en  las  cárceles  ó pres(ri¡(j.s  destina- 
dos para  el  efecto.  Consúltese  esta  órdeii  en  el 
Boletín,  Anuario  corriente  de  1874,  donde  se 
inserta  textualmente  con  todos  sus  funda- 
memos. 
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Negóse  el  teniente  fllcalde  á esta  peti- 
ción, diciendo  al  propio  tiempo  al  capi- 
tán general  que,  si  se  consideraba  con 
jurisdicción  en  la  materia,  podia  reque- 
rirle de  inhibición  en  legal  forma;  y 
pasadas  las  diligencias  al  Juzgado  de  Ma- 
rina, promovió  éste  la  competencia  tan 
solo  en  cuanto  al  sitio  o lugar  donde  los 
dos  referidos  soldados  habían  de  extin- 
guir la  condena  que  se  les  impuso  en 
juicio  de  faltas,  insistiendo  en  que  fuera 
en  su  cuartel,  con  arréalo  á las  citadas 
Reales  órdenes,  contra  lo  pretendido  por 
el  juez  ordinario,  en  cuyo  sentir  esláa 
derogadas  por  el  art.  112  del  Código 
penal  y 8.*^  del  Real  decreto  de  14  de  di- 
ciembre de  18bd, 

Elevados  los  autos  al  Tribunal  Supre- 
mo de  justicia,  hé  aquí  el  fallo  que  ha 
dictado: 

«Considerando  que  las  competencias  se 
enlabian  cuando  existen  fundados  motivos 
de  controversia  entre  dos  ó más  jueces  sobre 
cuál  de  ellos  es  el  que  debe  conocer  ele  una 
causa  ó negocio; 

Considerando  que  clel  juicio  de  faltas  de 
que  se  trata  conoció  el  teniente  alcaide  sin 
contradicción  de  ninguna  clase,  y dictó  sen- 
tencia que  causó  ejecutoria; 

Considerando  que  no  es  más  que  una 
consecuencia  de  ella  la  designación  del  local 
en  que  debe  extinguirse  la  condena; 

Y considerando,  por  consiguiente,  que  no 
cabe  decidir  este  conllicto  en  concepto  de 
competencia  jurisdiccional,  decidiéndolo  se- 
gún su  naturaleza; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos mal  formada  esta  competencia,  y man- 
damos que,  con  cerliQcaciou  déla  sentencia, 
se  devuelvan  á cada  uno  de  los  Juzgados  sus 
respectivas  actuaciones  á los  fine.s  proceden- 
tes en  derecho.»  (Sent,  18  agosto  1863.) 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  ó 
ia  ley  orgánica  de  Tribunales,  que  es  lo 
mismo,  ha  venido  á sustituir  á la  de  fi 
de  diciembre  de  1868  sobre  unificación 
de  fueros,  y es  hoy  la  wnícrt  vifjenle  en  ma- 
teria de  competencia.  A fiWri  deben,  pues, 
atenerse  para  defender  su  jurisdicción, 
cuando  proceda,  ó sea  para  promover 
competencias,  así  positivas  como  negati- 
vas, lo  mismo  los  jueces  y Tribunales  de 
la  jurisdicción  ordinaria  que  los  de  los 
de  Guerra  y de  Marina,  sin  poder  invo- 
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car  útilmente  para  el  efecto  las  disposi- 
ciones de  otras  leyes,  y los  militares 
tampoco  las  de  las  Ordenanzas  ü otras 
■cuaiesqaiera,  ni  la  jurisprudencia  en 
ellas  fundada.  Así  terminante  y repelí- 
dísi  mamen  te,  con  sujeción  á la  ley»  lo 
tiene  establexido  en  multitud  de  fallos  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia,  según 

puede  verse  en  los  insertos  en  este  ar- 
tículo. 

Pueden  consultarse  además,  entre 
otros  artículos,  los  de  Alcaldes;  Con- 
trabando; Dblitos  electorales;  Insulto 

Á tiujpa  armada;  Quebrantamiento  de 
condena,  etc. 

CDIViPETENCiflS  ADMINISTRATIVAS  Ó 
CONTIENDAS  DE  COMPETENCIA  ENTRE  LA 
ADMINISTRACION  Y LOS  TRIBUNALES  EN 

materia  criminal.  En  el  artículo  Ad- 
minlstei  ACION  PÚBLICA,  tomo  I de  i Dic~ 

Clon  ano,  pág.  1(51,  decirnos,  que.  por 
bien  aparentemente  doíinidas  que  estén 
las  atribuciones  respectivas  de  la  Ad- 
ministración y de  los  Tribunales,  no 


Siempre  es  fácil  distinguirlas,  y aun  es 
muy  fácil  y frecuente  que  se  confundan, 
aconteciendo,  ó que  cada  una  de  ambas 
autoridades  so  crea  competente,  ó que 
-las  dos  se  declaren  incompetentes,  lo 
cual  produce  una  cuestión  positiva  de 
competencia  en  el  primer  caso,  ó nega~ 
Uva  en  el  segundo. 

La  decisión  de  estas  competencias  cor- 
responde al  Rey,  hoy  al  Jefe  de!  Estado, 
Con  sujeción  a los  trámites  y reglas  es- 
tablecidas ó que  se  establecieren,  con- 
forme á lo  dispuesto  en  los  arts.  2b!(5  al 
2íiy  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial. 

Estas  reglas  son  boy  las  establecidas 
por  el  Real  decreto  de  4 de  junio  18í7 
(Véase  Comiuítencias,  tomo  III  del  Dic- 
cionario, pág.  2Í2),  refundidas  en  el 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  gobierno  y administración  de  las  pro- 
vincias, de  5o  (lo  setiembre  de  18(53,  que 
continúan  _vigente.s,  no  obstante  liaber 
sido  sustituida  aquella  ley  por  la  de  1808, 
y después  ésta  por  la  actual  de  50  de 
agosto  de  1870. 

Cuando  se_  publique  el  reglamento 
para  la  ejecución  de  esta  ley,  que  tanto 
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tiempo  há  esta  trabajándose,  no  se  dará 
la  anomalía  de  tener  que  buscar  las  re- 
glas de  sustanciacion  de  las  competen- 
cias en  un  reglamento  publicado  para  la 
ejecución  de  una  ley,  que  está  derogada. 
Seria  por  eso  preferible  que  disposicio- 
nes de  esta  índole,  que  no  lian  de  sufrir 
alteración  en  sus  principios  ó reglas  fun- 
damentales cualquiera  que  sea  el  siste- 
ma municipal  ó de  organización  admi- 
nistrativa que  rija,  fuesen  objeto  de  una 
ley  especiat;_con  la  ventaja  además  de 
que  así  se  evitarían  tos  inconvenientes  ó 
difieultades  que  ofrece  el  estudio  de  la 
jurisprudencia  en  sus  referencias  á un 
articulado  distinto,  aunque  sea  igual  el 
contenido  de  sus  disposiciones. 

Veamos,  pues,  lo  que  sobre  este  par- 
ticular establecen  el  reglamento  de  2f> 
de  setiembre  de  1863,  la  ley  orgánica 
judicial,  y la  jurisprudencia  establecida 
por  el  Consejo  Real  primero,  y luego 
)or  el  de  Estado  en  sus  consultas  sobre 
.as  contiendas  de  competencia  ó conllic- 
tos  ocurridos  entre  la  Administración  y 
los  Tribunales. 

Artículos  52  á 73  del  Reglamento  do  25  de 
setiembre  de  1863,  que  contienen  las  re- 
glas para  sustanciar  y dirimir  las  com- 
petenctas  de  jurisdicción  y atribuciones 
entro  Jas  autoridades  judicialas  y admi- 
nistrativas (1). 

«Art.  o2.  Corresponde  al  Rey,  en  uso  de 
las  prerogativas  con.st¡tucioüa!es,  decidir  Jas 
compelencias  de  jurisdicción  y atribuciones 
que  ocurran  entre  las  auloridiules  adminis- 
tra t¡  vas  y los  tribunal bs  ordinarios  y espe- 
ciales. 

Arl.  53.  En  las  cuestiones  de  atribución 
y de  jurisdicción  que  se  originen  entre  estas 
autoridades,  solo  los  gobernadores  de  pro- 
vincia podran  promover  contienda  de  com- 
petencia. Unicamente  ]a.s  suscitarán  para 
reclamar  los  negocios  cuyo  conocimiento 
corresponda,  en  virtud  de  dispo-sicion  ex- 
presa, á Jos  mismos  gobernadurys,  á Jas 
autoridades  que  de  ellos  dependan  en  sus 
respectivas  provincias,  ó á la  Administración 
pública  en  general. 

Las  partes  interesadas  podrán  deducir  an- 


(l)  Es  el  reglamento  que  so  dictó  para  la 
ejecución  do  la  ley  relativa  a!  gobierno  y ad- 
niinistracion  do  las  provincias,  do  la  misma 
fecha. 
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te  la.  auloríilad  afhniaístranva  ias  dúcliiiato-' 
rías  que  creyeren  conveaíeütes(l  y 2). 

Art.  o4.  Los  goiiernadores  no  podran 
suscitar  coiitiem i :i  de  competencia. 

l.«  En  los  juicios  criminales,  á no  ser 
que  elcasiiqo  del  detito  ó falta  iiaya  .sido  re~ 
servado  por  la  ley  lí  los  funcionarios  de  la 
Administración,  á cuando  en  virtud  de  la 
misma  ley  deba  decidlnse  por  la  autoridad 
adminíslraüva  alguna  cuestión  previa,  de  ¡a 
cuaí  dependa  el  fallo  que  lo.?  Tribunales  or- 
dinarios ó especiales  hayan  de  pronunciar. 

S.“  En  los  pleitos  de  comercio  durante 
la  primera  iostancia,  y en  los  juicios  que 
se  sigan  ante  los  ídcakles  como  jueces 
de  paz, 

3. "  En  los  pleitos  fenecidos  por  senten- 
cia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 

4. °  Por  DO  liaber  precedido  la  autoriza- 
ción corresporididnlc  para  perseguir  en  jui- 
cio á ios  empicados  en  concepto  de  tales 

5. ®  Por  falta  de  la  que  ( eben  conceder 
los  mismos  gobernadores,  cuando  se  trate 
de  pleilo.s  en  que  litiguen  los  pueblos  ó esta- 
blecimientos póblicos. 

Sin  embargo,  en  Ims  dos  casos  preceden- 
tes quedará  expedito  á los  interesados  el  re- 
curso de  nulidad  á que  pueda  dar  margen  la 
Omisión  de  dichas  f{)rmalidaile.s. 

Art.  5b.  Así  los  jueces  y Tribunales,  oido 
el  Ministerio  fiscal,  ó á excitación  de  éste, 
como  los  gobernadores,  oidos  los  Consejos 

(1)  Los  gobernadores  deben  oír  al  Consejo 
jJrootViíia/  íiioy  á i a fiiimlacion)  para  promo- 
ver compelencias.  Así  se  declaró  por  Heal  ór~ 
den  de  23  de  marzo  de  1830,  que  en  la  parte 
sustancial  dice  así: 

*Y  conformándose  (S.  .\I.)  con  el  parecer  de 
la  Dirección  do  lo  contencioso,  se  ha  servido 
mandar  que  los  gobernadores,  al  entablar  com- 
petencias con  cualquiera  otra  autoridad  con  el 
carácter  admiiiisiríiiivo  de  que  en  el  dia  están 
investidos,  oigan  préviamente  al  Consejo  pro- 
vincial.» 

Conforme  con  la  anterior  Real  úrden,  el  Con- 
sejo Real  ha  considerado  vicio  sustancial  la 
falla  de  audiencia  al  Consejo  provincial  para 
euíaiflar  ía  covipeíencia,  fundándose  en  que 
tiene  por  objeto  proceder  con  acierto  en  tan  de- 
licado asunto;  y esto  aunque  tengan  logarlas 
derntís  audiencias  al  referido  Consejo  (ó  Dipu- 
tación) exigidas  por  este  decreto.  (Decisianes 
de  8 de  abril,  17  de  junio,  7 de  octubre  y 23  de 
diciembre  de  1837,  y 13  de  marzo  de  1860. 

(2)  Por  drden  de  6 de  abril  de  1870  se  de- 
claró que  solo  los  gobernadores  pueden  pro- 
mover compelencias,  y que  en  las  de  carácter 
económico  deben  oir,  no  el  informe  de  la 
Diputación  provincia!,  sino  el  do  la  Sala  con- 
tenciosü-administrativa  de  la  Audiencia.  Está 
tosería  en  el  Atiuarto  de  1870,  pág.  881. 


provinciales,  se  declararán  incompetentes^ 
aunque  no  intervenga  reclamación  de  aulo- 
ridad  extraña,  siempre  que  se  someta  á su 
decisión  algún  uogociu  cuyo  coimcimenlo  no 
les  pertenezca. 

Art.  36.  El  Ministerio  fiscal, así  en  la  ju- 
risdicción ordinaria  como  en  las  G.spcciities 
y en  todos  los  grados  de  cada  una  de  ellas, 
iülerpoíulrá  de  oficio  declinatoria  ante  el 
juez  ó Tribunal  respectivo,  .siempre  que  es- 
time que  el  conocimiento  del  negocio  litigio- 
so pertenece  á la  Aiimiiiistracion.  Enando  el 
juez  ó el  TfiLunal  no  dccreta.se  la  inliihiciou 
en  virtud  de  la  dcciinaturia,  el  Ministerio 
fiscal  lo  advertirá  asi  al  gobernador,  pasán- 
dole sucinta  relación  de  tas  actuaciones  y 
copia  literal  de!  pedimento  de  declinatoria* * 

Art.  57 . El  go be r n ad or  q iie  com pr en d ie»- 
se  perlenecerle  el  conocimiento  de  un  nego- 
cio en  que  se  halle  entendiendo  lui  Tribunal 
ó Juzgado  ordinario  d especial,  le  requerirá 
iuinedialamenle  de  inliibicion,  maiiire.st;m(la 
Jas  razones  que  le  asistan,  y siempre  el  tex- 
to de  la  disposición  en  que  se  apoye  para 
reclamar  el  negocio. 

Art.  58,  El  Tribunal  ó Juzgado  requeri- 
do de  iuiiibícion,  luego  que  reciba  el  exhor- 
to, suspenderá  todo  procedimiento  en  el 
asunto  á que  se  refiera  mieniras  no  se  ter- 
mine la  Coulieuda  por  ríosistiiuiendo  del  go- 
bernador o por  de€Í.sion  de  S.  M.,  sopeña 
de  nulidad  de  cuanto  después  se  actuare. 

Art.  39.  En  seguida  avisará  el  requeri- 
do el  recibo  del  exhorto  al  gobernador  y lo 
comunicará  o!  Ministerio  fiscal  por  tres  dias 
á lo  más,  y por  igual  término  á cada  una  de 
las  parLe.s. 

Art.  60.  Citadas  esLa.s  inmeiliatíunenle  y 
el  ministerio  fiscal,  con  señalamieDlo  de  dia 
para  la  vista  del  artículo  de  competencia,  el 
requerido  proveerá  auto  motivado,  declarán- 
dose competente  ó incom  pifien  te. 

Art.  61.  Cuando  un  juez  ó tribunal  do 
primera  iustancia  ilicte  este  auto,  si  las  par- 
tes ó el  ministerio  fiscal  apelaren  de  61,  so 
sustanciara  el  artículo  en  segunda  instancia 
con  ios  mismos  términos  y por  ¡os  mismos 
trámites  que  en  la  primera,  y el  definitivo 
que  recayere  no  será  susceptible  de  ulterior 
recurso.  Tampoco  lo  será  el  que  se  dictare 
en  la  .segunda  ó tercera  instancia  cuando  el 
gobernador  suscitase  en  ellas  la  contienda 

de  competencia  por  no  haberla  deducido  en 
las  anteriores. 

Art.  62.  E!  requerido  que  se  hubiere 
declarado  incompetente  por  sentencia  fir- 
me, remitirá  ios  autos  dentro  de  segundo 
dia  ai  gobernador,  haciendo  poner  al  escri- 
bano actuario  en  un  libro  destinado  á este 
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objeto  un  sucinto  extracto  de  ellos  y ccrlili- 

cacion  tlü  su  remusa. 

Arí.  63.  t’nando  el  requerirlo  se  declare 
com|u?le!iltí  |)or  sentencia  firme,  exliortará 
inmciliíilainenle  al  i^^obernador  para  que  de|e 
expotliUL  su  jurisdicción,  ó de  lo  contrario 
tenga  por  tornicula  la  competencia.  En  el  ex- 


horlu  se  insertarán  los  dictámenes  deducidos 
ñor  ei  ministerio  fiscal  en  cada  instancia,  y 
os  autos  motivados  con  que  en  cada  una  se 
laya  terminado  el  arlículo. 

Art.  íl  í.  E!  gobernador,  oido  el  Consejo 
provincial,  diriíiirá,  dentro  de  los  tres*  dias 
de  haber  recibido  el  exhorto,  nueva  cornii- 
iiicacion  al  requerido,  insistiendo  ó no  en 
estimarse  competente. 

Art.  fio.  Si  el  gobernador  de.sistÍGre  de  la 
competencia,  quedará  sin  más  trámites  ex- 
pedito el  ejercicio  de  su  jurisdicción  ai  re- 
querirlo, y proseguirá  conociendo  del  ne- 
gocio. 

Art.  66.  Sí  insistiese  el  gobernador,  am- 
bos conlendientes  remitirán  por  el  primer 
correo  a!  presidente  de!  Consejo  de  Minis- 
tros las  actúa cinii es  que  ante  cada  cual  se 
fiultiereii  imstruido,  haciendo  poner  aj  oficial 
público  á quien  respectivamente  correspon- 
da esta  d¡[igp;n(úa  un  extracto  y certiricacion 
en  ios  téruiinos  prevenidos  por  el  art.  62,  y 
dándose  mutuo  avi.so  de  la  remesa,  sin  ulte- 
rior procedimiento. 

Art.  07.  El  presidente  dei  Consejo  de 
Ministros  acusará  á ios  contendientes  el  re- 
cibo de  los  aillos  que  le  liLibíesen  remitido, 
y dentro  de  los  dos  días  de  recibidos  los  res- 
pectivos á cada  uno  los  pasará  al  Consejo  de 
Estado. 

I 

Art.  OS.  El  Consejo  de  Estado,  oyendo  á 
su  Sección  de  Estado  y Gracia  y Justicia,  la 
cual  dará  al  expediento  la  instrucción  que 
crea  necesaria,  consultará  la  decisión  moti- 
vada que  estimo  dentro  de  dos  meses,  con- 
tados desde  el  día  en  que  se  le  pasen  las  ac- 
tuaciones. 

Art.  CU.  El  Consejo  de  Estado  remitirá 
la  Cüiisulla  original  a!  presidente  del  Con- 
sejo de  Ministro.s,  ncompanadri  de  todas  las 
diligencias  relativas  á la  contienda.  Al  mis- 
mo tiempo  (lirigini  el  Consejo  de.  Estado  co- 
pias literales  de  la  ronsulla  al  Mlni.slro  de  Ja 
Gobernación  y al  Ministro  ó Ministros  de 
quienes  dependan  los  otros  ¡uece.s  y autori- 
dades con  quienes  se  hubiese  seguido  la  coin* 
pelencia. 

Art.  70.  Si  el  Ministro  de  la  Goberna- 
ción y el  Ministro  ó Ministros  de  quienes 
dependan  tos  oíros  iuQCri.s  y autoridades  con 
quienes  se  iiii hiere  seguido  la  competencia, 
estuviesen  conformes  con  la  decisión  con- 


suilada,  lo  inanify.slarán  a.sí  al  presidente  del 
Consejo  de  Ministros. 

Art.  71.  Cuando  ios  Ministro.s,  á quie- 
nes se  refiere  el  artículo  .anterior,  6 cual- 
quiera do  ellos  no  o.stuviere  conlonne  con 
la  decisión  consultada,  lo  manifestará  al  pre- 
sidente dei  Consejo  de  Mini.stros  para  que 
la  someta  á la  resolución  del  Consejo  que 


pre.side;  antes  de  que  esto  se  verifique,  el 
Minisi ro  6 Ministros  que  no  estuviesen  con- 
formes, podrán  reclamar  los  autos  originales 
que  hayan  sido  objeto  de  la  competencia,  á 
fiin  de  instruirse  y sostener  las  atribuciones 
de  su  ramo, 

Art.  72.  La  decisión  qne  adopte  S.  M.  i 
propuesta  del  Consejo  de  Ministros  (5  de  su 
presidente  será  irrevocable:  se  extenderá 
motivada  v en  forma  de  Real  decreto,  re- 

■it  * 

frendadn  por  el  referido  presidente,  y para 
su  cumplimiento  .se  comunicará  á Io.s  con- 
tendientes dentro  tle  un  me.s,  contado  desde 
la  feciia  de  la  consulta. 

Art.  73.  Los  términos  señalados  en  Jos 
artículos  de  esto  reglamento,  que  se  refieren 
á las  conipptencia.s  de  juri.sdiccion  y atribu- 
cione.'s,  serán  fatales  é tmprorogabies.» 

Tales  son  las  reglas  hoy  vigentes  para 
sustanciar  y dirimir  las  competencias 
entre  la  Administración  y los  Tribuna- 
les, sin  más  diferencia  que  la  de  oirse, 
no  á los  Consejos  provinciales,  qua  no 
subsisten,  sino  á las  Diputaciones  pro- 
irinrAaleSj  ó en  los  asuntos  de  carácter 
económico  á las  Salas  Coniencioso-ad- 
niinistrativas  de  las  Audiencias,  confor- 
me á la  orden  de  (>  abril  1870,  como 
queda  indicado  en  la  nota  al  art.  33. 

Disposiciones  de  la  ley  orgánica  judicial. 

Trata  el  cap.  Vil,  tít.  VI,  de  las  com- 
petencias prornovidus  por  la  Adininislra- 
don  contra  las  autoridades  judiciales 
por  exceso  de  atribuciones. — Contiene 
cuatro  artículos,  280  al  289,  que  di- 
cen así: 


«Art,  580.  Los  gobernadores  de  provin- 
cia serán  las  únic<as  autoridades  que  podrán 
suscitar  en  nombre  de  la  Administración 
competencias  positivas  ó negativas  á los  Juz- 
gados y Tribunales  por  tíxce.so  de  atribucio- 
nes en  el  caso  de  que  éstos  invadan  las  que 
correspondan  al  órden  adinínistraLivo. 

Art.  287.  Las  competencias  positivas  y 
negativas  de  atribuciones  que  la  Administra- 
ción suscitare  se  sustauciarán  y decidirán  en 
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Ja  forma  ar.lualmento  establecida  6 en  la  que 

se  estableciere  en  adelante. 

288.  Los  Juzaados  y Tribunales  no 

oodrán  suscitar  cuestiones  de  competencia  á ' 

la  Administrnrioii. 

Art  289-  Las  decisiones  de  competencia 
de  aué  capítulo  se  insertarán  en 

ia  Gaceta  de  Madrid  y en  la  Colección  le- 
gislativa 

Que  solamente  los  gobernadores  de 
provincia  pueden,  en  nombre  de  la  Ad- 
rninistracion,  suscitar  competencia  á ios 
Tribunales  y Juzgados  por  exceso  de 
atribuciones,  en  el  caso  que  éstos  inva- 
dan las  que  corresponden  al  orden  ad~ 
mÍTiistrativo,  V que  no  podrán  suscitarlas 
“ia  AdministVaiion  los  Juzgados  y Tri- 
bunales, cuando  las  autoridades  adini- 
nistrativas  invadan  las  atribuciones  judi- 
cíples  son  los  mismos  principios  funda- 
memVies  del  Real  decreto  de  4 de  junio 

r"8i7,  ó sea  (le  los  arts.  32  al  73  ilol 
Reglamento  de25  de  setiembre  de  iSfiB, 
reproducidos  para  evitar  toda  duda  en 
los  insertos  arts.  ^80  y_  288  de  la  ley 
orgánica  del  poder  judicial.  ^ 

Pero  el  privilegio,  si  así  puede  lla- 
marse, establecido  á favor  de  la  Admi- 
nistración, que  exige  la  índole  especial 
de  sus  funciones,  tiene,  sin  embargo, 
muy  prudentes  y muy  oportunas  limita- 
ciones, bien  explícitas  en  los  arts,  ü3  y 
54  del  Reglamento,  que  deben  tenerse 
siempre  muy  presentes  por  los  señores 
gobernadores  civiles  para  evitar  que  se 
entorpezca  la  acción  de  los  Iribunaíes, 
con  desprestigio  también  de  la  Adminis- 
tración. 

Recursos  d0  cfiiejtt  contrs.  Ins  s-iitoridades 

admmistratiYas  por  exceso  de  atribu- 
ciones. 

Cuando  las  autoridades  administrati- 
vas se  excedan  de  sus  atribuciones  ó 
invadan  las  de  los  Juzgados  ó Tribuna- 
les, no  por  eso  quedan  las  partes  y los 
mismos  Tribunales  siu  medios  para  evi- 
tar el  abuso;  pues  las  partes  interesadas 
pueden  hacer  la  oportuna  reclamación 
de  declinatoria  ante  la  autoridad  admi- 
nistrativa, así  en  la  esfera  activa  como  en 
la  contenciosa,  ó recurrir  si  no  á la  mis- 
ma autoridad  judicial  competente  para 
que  promueva  el  recurso  de  (¡uejaj  como 


puede  hacerlo  también  de  oficio  ó á ex- 
citación del  ministerio  fiscal,  conforme  a 
lo  dispuesto  en  los  arts.  2Ü0  a!  297  de 
la  referida  ley  orgánica,  ó sea  su  capí- 
tulo YllE  del  tit.'VÍ,  cuyo  epígrafe  es: 
De  los  recursos  de  queja  promovidos  por 
las  autoridades  jttdiciídes  contra  las  ad-* 
minisirallvas  por  exceso  de  ííí?’4  6ííí;ío- 
;!r5(l).  lié  aquí  sus  textuales  disposi- 
ciunes: 


«Art.  290.  Las  autoridades  judiciales  sos- 
tendrán las  atribuciones  que  la  ConsLilucioa 
y las  leyes  les  confieran  contra  los  excesos 
de  las  autoridades  administrativas  por  niedio 
de  recursos  de  queja  que  elevarán  al  Go- 
bierno, 

Art.  291.  Podrán  promoverse  ios  expe- 
dientes de  recursos  de  queja; 

i, o A instancia  de  parte  agraviada. 

2. "  En  virtud  de  excitación  del  ministe- 
rio fiscal. 

3. “  De  oficio. 

Art.  292.  Solo  las  Audiencias  y Tribu- 
nal  Supremo  podrán  recurrir  en  que  a al 
Gobierno  contra  las  invasiones  de  la  Adini- 


uistracion  en  las  atribuciones  judiciales. 

Art.  293.  Los  Juzgados  municípaJes,  los 
de  instrucción  y lo.s  Tribunales  ile  partido, 


cuando  sean  invadidas  sus  atribuciones  por 
autoridades  del  orden  administrativo,  lo  pon- 
drán en  conocíiníenl.o  de  las  Audiencias  pa- 
ra que  éstas  puedan  formular  el  recurso  de 
queja  en  los  casos  que  proceda. 

A!  electo  los  Juzgarlos  municipales  y los 
de  instrucción  remitirán  á los  Tribunales  de 
partido  ios  expedientes  en  que  consten  los 
hechos  relativos  al  exce.so  de  atribuciooes 
cometido  por  los  agentes  de  órdeu  adminis- 
trativo, y los  Tribunales  de  partido  los  pasa- 
rán á la  Audiencia  respectiva. 

Cuando  los  exped¡enle.s  nacieren  en  los 
Tribunales  de  partido,  serán  remitidos  direc- 
tamente á la  Audiencia. 

Art.  294.  Las  Audiencias,  recibidos  que 
sean  los  expedientes  á que  se  refiere  el  ar- 
tículo que  antecede,  ó en  vista  de  los  que 
ante  ellas  se  hayan  comenzado  ó instruido, y 
el  Tribuna]  Supremo  en  este  último  caso, 
los  pasarán  al  Ministerio  fiscal  para  que  con 
toda  preferencia  emita  su  dictámeu. 

Art.  295.  En  vista  del  dictámeu  fiscal  y 


(I)  Un  caso  de  recurso  de  queja  inslniido 
por  el  juez  municipal  de  Zarza  junto  á Atan- 
ge,  sobre  inva.siondo  sus  atribuciones  por  el  al- 
calde, puede  consultarse  en  el  Auítono  de  1873, 
pág.  419. 
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completando  e!  expediente,  si  fuese  necesa- 
rio, resolverán  las  Audiencias  ó el  Tribunal 
Supremo  si  debe  ó no  elevarse  el  recurso  de 


Cuando  acordaren  que  debe  elevarse,  lo 
harán  eu  una  exposición  fundada,  á no  ser 
que  aceptaren  el  diclámon  üscal  síu  adición 
alguna. 

Art.  290,  Recibido  por  el  Gobierno  el 
expeiliente,  oirá  á la  autoridad  administrati- 
va respecto  al  exceso  de  atribuciones  que 
haya  dado  lugar  al  recurso.  Esla  contestará 
dentro  del  término  que  eí  Gobicruo  le  seña- 
le, que  nunca  excederá  de  diez  dias,  y con 
su  contestación  remitirá  todos  los  anteceden- 
tes al  Consejo  de  Estado,  el  cual  informará 
en  pleno,  dando  preferencia  eu  el  despacho 
á estos  recursos. 

Art.  297.  El  Gobierno,  en  vista  del  in- 
forme del  Consejo  de  Eslailo,  resolverá  lo 
que  proceda,  y la  resolución  se  insertará  en 
Ja  Gacela  de  Madrid  y en  la  Colección  legis- 
lativa.» 

Conocidas  ya  todas  las  disposiciones 
que  rigen  en  cuanto  se  reliere  á compe- 
tencias administrativas,  ó sea  las  reglas 
establecidas  para  sustanciar  y dirimir  las 
competencias  da  jurisdicción  y atribu- 
ciones entre  las  autoridades  administra- 
tivas y los  Tribunales  y Juzgados,  vamos 
á reasumir  brevemente  la  doctrina  esta- 
blecida en  los  conllíctos  ya  ocurridos,  ó 
sea  en  los  decretes  á consulta  del  Gonse- 
ju  Real  y de  Estado,  que  los  han  decidido. 

I.  Suhsisíeii  vigentes  las  presenpeio- 
nes  sobre  competencias  del  reglamento  de 
ISíid. — En  las  contiendas  de  competen- 
cia los  gobernadores  y los  jueces  deben 
atenerse  á las  prescripciones  del  Regla- 
mento de  2o  de  setiembre  do  1863.  En 
e,I  caso  de  que  alguna  Je  dichas  autori- 
dades contendientes  prescinda  de  algún 
trámite  ó incurra  en  algún  vicio  ú omi- 
sión, únicamente  toca  corregirla  a!  Go- 
bierno Supremo,  encargado  do  decidir 
la  contienda  á consulta  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno;  nunca  á la  otra  autori- 
dad contendiente,  quesulo  tiene  este  ca- 
rácter, que  pertenece  á un  orden  distin- 
to y carece  de  atribuciones  para  ello. 
(Decreto  á consulta  del  Consejo  de  Es- 
tado; de  4 diciembre  1869.)  (1). 


(1)  TüJas  las  decisiones  ú que  nos  referiiuos 


iSl 

II.  La  misma  doctrina. — Los  con- 
flictos entre  las  aiUoridailes  judiciales  y 
administrativas  se  rigen  en  su  tramita- 
ción por  las  disposiciones  contenidas  en 
los  arts.  52  á 73  del  Reglamento  de  2o 
d^e  setiembre  de  1863,  y no  par  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  solo  se  reliere 
á los  Tribunales  de  justicia  y á las  cues- 
tiones de  competencia  que  entre  los  mis- 
mos Tribunales  se  promueven.  (Decreto 
10  noviembre  1869.) 

_ llf.  Las  regias  contenidas  en  ei  ar- 
tículo 52  y en  los  siguientes  hasta  el  73, 
no  son  aplicables  cuando  lo  que  se  dts-^ 
pule  á un  Tribunal  ó Juzgado  no  sea  el 
ejercicio  de  su  jurisdicción  contenciosa. 
Así  lo  vino  a entender  el  Consejo  Real 
en  una  competencia  que  se  suscitó  por 
el  jefe  político  al  juez  de  Gaslellou  recla- 
mándole como  suya  privativa  la  facultad 
de  rubricar  los  libros  de  comercio,  pues 
se  declaró  que  no  había  lugar  á decidir 
este  conflicto,  porque  lo  que  en  él  se 
disputaba  á un  Tribunal  no  era  el  ejer- 
cicio de  la  jurisdicción  contenciosa.  (De- 
creto 12  julio  1849.) 

IV.  Recursos  de  queja. — Cuando  un 
juez  ó autoridad  entienda  que  la  Admi- 
nistración se  excede  en  algún  asunto  de 
sus  propias  atribuciones  ó invade  su  ju- 
risdicción, en  vez  de  provocar  y mante- 
ner desagradables  contestaciones  que  tur- 
ban la  buena  armonía  que  debe  existir 
entre  las  autoridades  pública?,  sin  con- 
ducir á la  resolución  del  conflicto,  pue- 
de acudir  á los  superiores  jerarquices 
con  un  recurso  de  abuso  de  poder  ó de 
incompetencia,  según  los  casos.  (Doc.  3 
agosto  1867  en  autos  de  competencia 
entre  el  gobernador  de  la -provincia  de 
Toledo  y el  juez  privativo  del  cuerpo  Je 
artillería.) 

V.  Exclusivamente  los  gobernadores 
pueden  suscllar  competencias. — Solo  los 
gobernadores  de  provincia  podrán  pro- 
mover contienda  de  competencia,  y con- 
siguiente con  este  principio  lia  declarado 


en  este  artículo  están  dictadas  á consulta  del 
Consejo  de  Estado  conforme  al  att.  GS  del  re- 
glamento. 


152  COMPETENCIAS  ADMIN...  (Jurisp.  penal). 


el  Consejo  Rea]  y de  Estado,  en  multitud 
de  casos,  no  ya  solo  que  no  pueden  pro- 
moverlas ni  los  Tribunales,  ni  las  Dipu- 
taciones y Consejos  de  provincia,  ni  las 
autoriilaii'^s  militares,  ni  jos  comandantes 
de  marina,  ni  el  diputado  general  de  Ala- 
va, ni  ninguna  otra  autoridad  que  no  sea 
Ja  de!  jefe  político,  hoy  gobernador,  sino 
que  las  suscitadas  de  este  modo  están 
mal  formadas  y que  no  há  lugar  á deci- 
dirlas. (Dects.  26mayo,  28  jimio  y29 
julio  1846,  16  y 23  febrero  1848,  24 
octubre  1849,  17  marzo  1852,  13  ju- 
lio 1853,  5 marzo,  13  agosto,  10  y 
17  diciembre  1856,  10  junio  1857, 
2 enero  1864,  3 agosto  1867,  11 
marzo  1869  y otros.) 

VI.  Forma  derequerimienio. — Cuan- 
do un  gobernador  pretenda  correspon- 
der á la  Admínistracien  el  conocimiento 
de  un  asunto  en  que  esté  entendiendo 
aleun  Juzgado  ó Tribunal,  en  vez  de  ofi- 
ciarle p.'ira  que-  sobresea  ó no  admita  tal 
ó cual  solíciluoj  debe  requerirle  de  in- 
hibición. Sin  embargo  este  requerimien- 
to aunque  vicioso,  equivale  á la  provo- 
cación (le  compolencja,  y desde  que  tie- 
ne lugar  deben  ambas  autoridades  sus- 
pender todas  las  aciuacío.nes  que  no  sean 
/as  conducentes  para  la  deO^sion  del  con- 
flicto, bajo  pena  de  nulidad.  (Dec.  4 ju- 
lio 1869.) 

Vil.  La  facxdiad  de  provocad  com- 
peUncia  es  exclusiva  de  los  goheru'^do- 
veS".  Son  viciosas  las  q ue  suscAtan  losjui.'’ces 
d la  Admimstracioni  Becursos  que  se  cot'F 
ceden  á las  partes  ij  á los  jueces.— 

Vista  del  art.  53  del  reglamento  de  25  de  ( 
setiembre  de  1863,  se  declara  mal  susci- 
tada, que  'lio  hú  lugar  á decidirla  y lo 
acordado,  la  competencia  que  provocó 
el  juez  de  primera  instancia  del  Salvador 
de  Sevilla  al  Gobernador  de  la  provin- 
cia; repitiendo  la  muy  conocida  doctrina 
siguiente: 

«l.°  Que  Jas  cuestiones  de  competencia 
lo  son  de  órden  público  y de  Gobierno,  por- 
que en  ella.s  se  trata  de  conservar  hi  separa- 
ción é independencia  de  los  poderes  públi- 
cos en  que  toda  la  sociedad  se  halla  intere- 
sada: 

Que  en  este  concepto  está  confiada 


la  provocación  de  estas  cuestiones  única  y 
exclusivamente  á ios  gobernadores  de  las 
provincias,  encargados  de  ejercer  en  su  dis- 
trito las  atribuciones  de  gobierno  y jefes  de 
lodos  los  ramos  de  la  Administración  civil 
dentro  de  su  territorio: 

«S.'*  Que  si  la  Administración  se  excede 
de  sus  atribuciones  ó jurisdicción,  los  parti- 
culares pueden  pre.seiitar  ante  las  autorida- 
des administrativas  fa  declinatoria,  que  vie- 
ne á resolverse  por  el  Gobierno  de  ía  Alacien, 
oyendo  al  Consejo  de  Estado;  y si  las  mis- 
mas autoridades  invaden  la  esfera  de  acción 


de  los  Tribunales  de  justicia , e.stos  pueden 
entablar  ante  el  Gobierno  los  recursos  de 
incompetencia  ó de  abuso  de  poder,  sobre 
lo.s  cuales  se  ha  de  oír  también  al  Consejo 
de  Estado: 

»4.“  Que  por  coosigiiienle  no  quedan 
desamparados  ni  ios  particulares  ni  los  Tri- 
bunales de  justicia  porque  sea  privativa  de 
los  Gobernadores  la  facultad  de  promover  las 
cuestiones  de  competencia  entre  autoridades 
judiciales  y gubernativas: 

wo."  Que  para  que  exista  una  cuestión 
de  esta  índole  es  iuc  ispen sable  que  Ja  auto- 
ridad judicial  se  halle  entendiendo  de  un 
negocio  que  la  administrativa  crea  de  su 


competencia,  lo  cual  no  snccile  en  el  pre- 
sente caso,  puesto  que  la  Administración 
conocía  del  asunto,  y los  interesados,  en  vez 
de  presentar  la  declinatoria  ante  el  gober- 
nador, acudieron  al  Juzgado  solo  para  que 
promoviese  Ja  cuestión  de  un  modo,  y por 
unos  trámites  viciosos  y conlrario.s  á las 

prescripciones  legales.,.,  j)  íDecrclo  2 iulio' 
•J8C9.}  ‘ 


\TÍI.  Principios  fundamentales  so- 
bre competencia  en  niaicria penal. — Sien- 
do esclusiva  de  Jos  Tribunales  y Juzga- 
dos la^  facultad  de.  averiguar  y castigar 
los  delitos  con  arreglo  á la  Constilucion 
y á las  leyes,  carece  de  ella  la  Adminis- 
tra cmn,  y por  consiguiente  no  pueden 
ser  i nndadas  de  parte  de  la  misma  las 
competencias  que  en  materia  criminal 
promut'va  á aquellos  fueia  de  los  dos 
únicos  c,asos  deescepcion  del  art.  3.°  del 
Rea!  decreto  de  4 de  junio  de  1847,  ó 54 
del  reglamento  de  2o  de  setiembre  de 
18(53.  (DeetB.  16  febrero  1848,  11  di- 
ciembre 1862,  14  octubre  1866,  21 
abril  1867  y otros.) 


IX.  Dejsde  el  momento  en  que  el  Có- 
digo penal  imprimió  el  carácter  de  deli- 
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to  a cíeilos  actoi.'  y Ies  señaló  una  pena 
proporcionada...  no  procede  su  repre- 
sión por  lavia  gubernativa,..  (Deer.  10 
abril  1850.) 

X.  Dditos  cojtsignados  en  el  Código 
Cuando  ninguna  ley  especial 


autoriza  á !a  Administración  para  cono- 
cer de  delitos  consignados  en  artículos 
del  Código  penal,  no  procede  la  provo- 
cación de  competencia.  (Deer.  12  ma- 
yo 1859.) 

XI.  Es  de  la  absoluta  competencia 
de  la  autoridad  judicial  ia  persecución  y 
castigo  de  los  delitos  comunes^  sin  que 
los  Tribunales  administrativos  puedan 
suscitar  contienda  cuando  no  bay  en  el 
negocio  cuestión  alguna  de  resolución 
previa  administrativa  deque  dependa  e) 
fallo  que  aquella  haya  de  pronunciar. 
(Deer.  11  diciembre  1862.) 

Xií,  imposición  de  arhilriosy  exac- 
ciones ilegales, — ¡riendo  como  es  priva- 
tivo de  la  autoridad  judicial  el  castigo 
de  ios  delitos  con  arreglo  á las  leyes,  no 
puede  ser  fundada  !a  contienda  de  com- 
petencia que  entablen  los  gobernadores 
en  materia  criminal,  salvo  en  los  dos 
únicos  casos  de  excepción  del  art.  B4. 
Versando  una  contienda  sobre  el  co- 
nocimiento de  imposición  arbitraria  de 
contribuciones  ó arbitrios  y exacciones 
ilegales  no  concurre  ninguno  de  los  dos 
casos  deescepcion:  «no  el  primero  por 
que  no  hay  ley  especial  que  faculte  á la 
autoridad  "administrativa  para  conocer 
de  los  delitos  consignados  en  los  ar- 
tículos y del  Código  pena!;  (i) 
no  en  el  segundo,  porque  no  puede  haber 
cuestión  previa  en  un  negocio  en  que  se 
trata  solo  de  apreciar  y castigar  delitos 
que  por  mas  que  sean  en  materias  de 
contribuciones,  son  independientes  de 
toda  calificación  administrativa,  y cuyo 
conocimiento  en  nada  embaraza  ni  afec- 
ta el  ejercicio  de  las  atribuciones  de  la 
Administración.  (Dec.  23  mayo  1858  ) 

XII.  Excesos  en  la  iwfosicion  de 
cuotas  en  los  7'epartimitinlos,— -Coa  arre- 


(1)  Los  nrtfcolos  325  y 327  del  Código  de 
18E0  concuerdan  con  los  223  ai  22/  del  vigente. 


glo  al  art.  190  de  la  ley  municipal,  los  Tri- 
bunales son  competentes  para  conocer  en 
las  causas  por  escesos  en  la  imposición 
de  cuotas  por  razón  de  arbitrios  munici- 
pales cuando  los  agraviados  se  querellan 
ante  ellos.  (Deer.  26  enero  1873,  inserto 
en  el  Anuario  correspondiente,  pág.  87.) 

XIÍI.  Solo  en  virtud  de  una  ley  es- 
pecial que  encargue  á la  Administración 
el  conocimiento  de  los  delitos  puede  ésta 
reclamarlo  á la  autoridad  judicial,  á 
quien  está  por  regla  general  encomen- 
dado, y no  existiendo  semejante  dispo- 
sición respecto  al  hecho  que  sea  motivo 
de  la  competencia,  ni  puede  estimarse 
comprendido  en  las  excepciones  del  ar- 
tículo 7.*^  del  Código  penal,  ni  debe  el 
gobernador  suscitar  el  conilicto.- — Com- 
petencia en  causa  sobre  abusos  en  !a  es- 
pesicion  de  listas  de  evaluación  y repar- 
timiento de  la  contribución  de  consu- 
mos. (Deer.  6 diciembi’e  1865.) 

XIV.  Cnesiiones  previas  administra- 
tivas.—Cví^iVíáo  la  cuestión  previa  admi- 
nistrativa que  invoca  un  gobernador 
como  fundamento  de  competencia,  está 
reducida  á saber  si  los  repartimientos  de 
un  impuesto  están  ó no  aprobados,  si 
esta  cuestión  se  resuelve  por  los  mismos 
repartimientos  originales  que  obran  en 
la  causa,  la  autoridad  judicial  está  en 
posesión  de  todos  los  dalos  para  esclare- 
cer el  hecho,  y no  hay  necesidad  de  que 
la  Administración  resuelva  previamente 
cuestión  alguna  de  su  competencia.  (De- 
creto M octubre  1866.) 

XV.  Una  vez  calificado  de  delito  un 
hecho,  á los  Tribunales  corresponde  en- 
tender esclusivamente  en  su  averigua- 
ción y castigo,  toda  vez  que  el  requeri- 
miento del  gobernador  no  esté  fundado 
en  alguna  de  las  dos  excepciones  del  ar- 
tículo 54  del  reglamento  de  21  de  setiem- 
bre de  18fi3.  (Deer.  14  febrero  1869.) 

XVI.  Para  que  pueda  suscitarse  com- 
petencia en  los  juicios  criminales  por 
existir  una  cuestión  previa  de  la  cual 
dependa  el  fallo  de  los  Tribunales^  es 
necesario  que  la  decisión  de  ésia  corres- 
ponda esclusivamente  á la  Administra- 
ción, conforme  al  párrafo  l.°  del  art.  54 


íoi 
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tolete. — ePara  fundar  el  requerimiento 
de  inlübiciofl  no  basta  citar  genérica- 
mente leyes  y reglamentos  que  contie- 
nen inuclias  y diversas  disposiciones, 
sino  que  es  indispensable  sefialar  el  tex- 
to que,  en  concepto  del  gobernador,  dé 
competencia  á las  autoridades  adminis- 
trativas para  entender  del  asunto. » — «El 


del  reglamento  para  la  ejecución  de  la 
ley  de  Gobiernos  de  provincia. 

La  circunstancia  de  babor  obrado  un 
alcalde  en  virtud  de  mandato  del  gober- 
nador de  la  provincia,  se  podrá  tener 
presente  al  sentenciar  la  causa  instruida 
con  este  motivo,  pero  no  al  decidir  cuál 
sea  la  autoridad  llamada  á entender  en 
el  negocio.  (Decr.  25  julio  1867.) 

XVlI.  Juicios  ante  los  alcaldes  como 
jueces  de  paz. — La  prohibición  contenida 
en  el  art,  oi  núm.  2.°  del  reglamento 
de  25  de  setiembre  de  ISG3  de  suscitar 
competencias  en  los  juicios  que  se  sigan 
ante  tos  alcaldes  como  jueces  de  paz,  tie- 
ne lugar  de!  mismo  modo  aunque  por 
apelación  r.onozca  en  la  segunda  instan- 
cia el  Juzgado  de  partido.  (Decr.  24  ju- 
nio 1868.) 

XVIIL  Pleitos  fenecidos  por  senten- 
cia  art.  5 i,  par.  3.*^ — En  el  mismo 

caso  que  los  pleitos  están  las  causas  cri- 
minales sobre  delitos  ó faltas,  porque  la 
razón  de  respeto  á la  cosa  juzgada  que 
ha  motivado  la  disposición  de  este  pár- 
rafo para  los  asuntos  civiles,  es  toda- 
vía Je  mayor  gravedad  tratándose  de 
materias  criminales.  ( Deets.  11  agosto 
1852  y 30  marzo  1853.) 

XIX.  Cita  del  texto  legal:  (ar/,57). — ■ 
Es  un  vicio  sustancial  el  no  citar  el  texto 
de  la  disposición,  sin  que  baste  hacerlo 
después  en  la  comunicación  que  se  ele- 
vo al  Gobierno,  porijre  no  se  consigne 
entonces  el  objeto.  (Deets,  28  mayo 
1856  y 16  junio  1857.) 

XX.  Cita  del  texto  legal:  Vicio  siis- 
tanciaL — La  faUa  de  cita  del  texto  legal 
en  que  funda  el  gobernador  su  compe- 
tencia, es  un  vicio  sustancial  del  proce- 
dimiento de  competencia.  (Decr.  11  fe- 
brero 1868,  declarando  mal  formada  y 
que  no  ha  debido  suscitarse  una  compe- 
tencia en  negocio  crimina!  en  que  no 
hay  cuestión  previa,  ni  se  trata  de  delito 
ó falta  que  en  virtud  de  la  ley  deba  cor- 
regirla Administración.  (Id.  Decr.  22 
mayo  del  mismo  año  ) 

XXI.  Clia  de  la  leij:  [andamento 
deí  requerimiento  expresando  el  concep- 


requerimienlo  que  carece  de  estos  re- 
quisitos no  está  por  tanto  debidamente 
fundado,  y su  vicio  sustancial  en  el  ori- 
gen de  la  contienda,  causa  la  nulidad  de 
todo  lo  actuado  respecto  á ella  posterior- 
mente » (Dec.  14  febrero  1869;  Idem 
25  juüo  1888.) 

XXIL  Cila  del  texto  legal:  trámites . 

• — Se  declara  mal  formada  la  competen- 
cia que  no  liá  lugar  á decidirla  y lo 
acordado,  por  no  haber  citado  el  gober- 
nador la  disposición  en  que  se  apoya,  ni 
oido  el  diclámen  de  la  Sala  cónlencioso- 
admiuistrativa.  (Dec.  6 julio  1873,]  (1). 

XXIII.  Efectos  del  requeriinienlo: 
Suspensión  de  todo  procedimiento  y pro- 
videncia: (Art.  58.) — El  efecto  que  surte 
el  requerimiento  de  inhibición  es  la  sus- 
pensión instantánea  de  toda  actuación 
ó diligencia  que  no  conduzca  á sustan- 
ciar el  incidente  de  competencia,  siendo 
aplicable  en  otro  caso  el  art.  309  del  Có- 
digo penal.  (Dec.  11  agosto  1852.) 

XXIV.  - Cuando  un  j uez  sea  requeri- 
do de  inhibición,  es  ilegal  lodo  procedi- 
miento en  el  asunto  á que  se  refiera, 
como  Qo  sea  el  del  expediente  de  com- 
petencia, y es  nulo  cuanto  se  actuare. 
En  su  caso  no  pueden  tomarse  en  cuen- 
ta las  diligencias  acordadas  después  del 
requerimiento,  que  adolecen  del  vicio  de 
nulidad.  (Dec,  11  enero  1867.) 

Como  el  objeto  de  este  artícu- 
lo es  impedir  la  adopción  de  toda  pro- 
videncia desde  que  por  la  provocación 
del  conflicto  se  hace  dudosa  la  jurisdic- 
ción, no  puede  menos  de  considerarse 
extensiva  al  requirente  esta  disposición^ 
en  los  casos  en  que  lo  permita  la  raate- 


(1)  Inserto  Pii  el  Apéndice  al  Diccionario- 
anuario  de  1872,  p.  2S8. 


ría  de  la  disputa,  y que  ésta  no  sea  de 
naturaleza  urgente.  Es  decir,  que  los  go- 
bernadores ó autoridades  administrati- 
vas deben  suspender  también  lodo  pro- 
cedimiento en  el  asunto.  (Decr.  30  no- 
viembre 1853.) 

XXYÍ.  La  suspensión  da  todo  pro- 
cedimiento en  caso  de  competencia  se 
refiere  lo  mismo  al  gobernador  requi- 
rente  que  al  juez  requerido,  y es  cora- 
pletamento  nulo  !o  actuado  por  el  gober- 
nador desde  el  dia  en  que  despachó  el 
requerimiento,  como  por  el  juez  desde 
el  dia  que  le  recibe.  (Decr.  25  ju- 
lio 1868.) 

XXVIÍ.  Una  vez  promovido  el  coa- 
ílicto,  ninguna  actuación  se  puede  hacer 
válidamente  según  el  art.  58  del  citado 
reglamento  por  las  autoridades  que  con- 
tienden, porque  ambas  carecen  de  ju- 
risdicción para  entender  en  c!  asunto 
desde  el  momento  en  que  se  pone  en 
duda  su  competencia;  además  de  que, 
según  las  circunstancias,  puede  consti- 
tuir delito  esta  conducta,  y por  lo  tanto 
adolece  del  vicio  de  nulidad  todo  lo 
obrado  después  del  requerimiento  de  in- 
hibición. (Decr.  10  noviembre  1869.) 

XXYlií.  Más  sobre  nulidad  de  las 
actuaciones  sobre  el  fondo  del  asunto 
después  de  nacer  el  conflicto  jurisdiccÁo- 
nal:  Es  vicio  sustancial  la  [alia  de  au- 
diencia de  la  Diputación  provincial. — 
Habiendo  instruido  diligencia  el  alcalde 
de  Guimar,  con  motivo  de  una  corta  de 
pimpollos  de  pino  que  D.  Agustín  Már- 
quez liabia  lieciío  en  montes  públicos, 
extralimitándose  de  la  autorización  que  le 
babia  concedido,  dio  después  conoci- 
miento del  liecbo  y de  los  procedimien- 
tos al  gobernador  de  la  provincia  y al 
juez  de  primera  instancia.  El  juez  pidió 
al  gobernador  copia  íntegra  y feliaciento 
de  las  diligencias,  y éste  la  remitió,  ha- 
biendo manifestado  antes  al  Juzgado  que 
consideraba  el  asunto  de  su  competen- 
cia, porque  eí  valor  de  las  maderas  cor- 
tadas en  e!  monte  público  no  ascendía 
ó 400  escudos,  y no  concurrían  en  el 
lieclio  otras  circunstancias  que  privaran 
á la  Ádmiaislracion  del  conocimiento 


VóD 

del  asunto.  Ambas  autoridade.s  conti- 
nuaron sus  procedimientos,  dirigidos 
principalmente  á averiguar  la  cuantía 
del  daño  causado  y á deslindar  los  ter- 
renos en  que  la  corta  se  liabia  liecho 
para  depurar  las  maderas  que  se  hablan 
talado  en  el  monte  público,  resultando 
diferentes  juicios  y estimaciones;  y el 
juez  dictó  auto  de  inhibición,  que  fue 
revocado  por  la  Audiencia,  en  atención  á 
que  no  regían  en  las  islas  Canarias  las 
ordenanzas  de  montes  que  se  habían  de- 
clarado vigentes  en  su  parte  penal  por  el 
reglamento  de  17  de  mayo  de  1855,  sino 
las  de  1748,  insertas  en  la  ley  14,  títu- 
lo XXIY,  lib.  VH  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, según  la  Real  orden  de  dO  de 
diciembre  de  1803  y las  prescri[>ciones 
del  Código  penal,  que  todas  debían  apli- 
carse por  los  antiguos  corregidores,  y 
hoy  por  los  jueces  de  primera  instancia. 
Exhortado  el  gobernador  con  testimonio 
de  dicha  sentencia  y de  la  censura  fiscal, 
insistió  esta  autoridad  en  su  competencia 
con  arreglo  al  núra.  8.“,  art.  81  déla 
ley  orgánica  provincial  y al  reglamento 
de  montes  de  17  de  mayo  de  I8üü,  por- 
que no  se  podía  considerar  delito  la  cor- 
ta de  cinco  pinos  que  no  se  Ijabian  ex- 
traído ; porque  el  daño  causado  no 
llegaba  á l.UÜO  escudos,  y porque  la 
parte  penal  de  las  Ordenanzas  de  1833 
estaba  declarada  vigente  para  toda  la 
Nación,  y por  lo  lanío  derogadas  las 
de  1748  y la  Real  orden  de  30  de  di- 
ciembre de  1860;  é insistiendo  también 
en  la  suya  e!  juez,  fu  miado  en  que  si  no 
se  extrajeron  las  maderas  cortadas  fue 
por  un  accidente  ajeno  á la  voluntad  de 
Márquez,  lo  cual  constituia  un  delito 
frustrado  de  que  debía  conocer  la  auto- 
ridad judicial,  remitieron  ambos  conten- 
dientes las  diligencias  á la  Presidencia 
del  Poder  Ejecutivo.  Oido  el  Consejo  de 
Estado  en  pleno,  con  vista  da  los  arís.  fíS 
y (i4  del  reglamento  de  25  de  setiembre 
de  1863,  declara  el  Gobierno  mal  for- 
mada esta  competencia^  que  no  hd  lugar 
d decidirla  y lo  acordado: 

«Considerando:  Que  ambas  autorida- 

des contendientes  empezaron  á conocer  del 
asunto,  apreciando  los  daños  causados  é ios- 
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Iruyendo  algunas  diligencias  para  averiguar 
lo.s’l imites  eníre  ci  monte  público  y eJ  de 
jiropiedad  parlicuiarj  siu  lo  cual  no  se  podía 
determinar  á quién  correspondía  entender 
en  el  negocio. 

tí  iG  después  de  Iiaberse  suscitado 
la  contienda  de  competencia,  ambas  autori- 
dades lian  continuado  practicando  diligencias, 
y esto  es  contrario  á la  disposición  de)  cita' 
do  art.  5iS  drl  reglamento  de  23  de  setiem- 
bre «le  I86d,  porque  una  vez  promovido  el 
conflicto  y puestas  en  duda  la  jurisdicción  ó 
las  atribuciones  de  las  autoridades  conten - 
dienles,  ninguna  de  ellas  las  tiene  para  en- 
tender en  el  fondo  del  asunto,  por  lo  que 
adolecen  del  vicio  de  nulidad  todas  las  ac- 
tuaciones posteriores  al  momento  de  nacer 
ti  conflicto. 

«3.°  Que  en  la  tramitación  de!  presente 
el  gobernador  no  ha  oido  más  informes  que 
los  dei  ingeniero  de  monics,  agente  faculta- 
tivo enlGrainente  ajeno  á las  cnestiones  ju- 
risdiccionales, y ni  oyó  ni  Consejo  provin- 
cia i cuando  ox istia,  ni  á la  Diputación  pro- 
vincial que  le  lia  sustituido  en  sus  funciones 
consultivaf),  para  insistir  en  su  competencia 
ó desistir  de  ella: 

»Y  4.“  Que  la  circunstancia  de  liaber 
omitiJo  la  audiencia  dei  Cuerpo  consultivo 
de  la  Administración  de  la  provincia,  cons- 
tituye un  vicio  sustancial  que  afecta  á la  va- 
lidez de  la  providencia  deí  gobernador  para 
sostener  su  competencia.»  (Dccr,  23  ma- 
yo 1S69.) 

XXIX.  Efectos  del  tanto  de  culpa 
que  pasa  la  Administración  á los  tribu- 
nales: Excepciones. — Se  declara  que  no 
lia  debido  suscitarse  la  competencia  por 
no  liallarse  el  caso  comprendido  en  nin- 
guna de  las  dos  excepciones  que  laxati- 
vamente señala  el  núm.  del  art.  54 
del  reglamento  de  2o  de  setiembre  de 
ISG3.  liuando  la  Administración  pasa  á 
ios  Tribunales  el  tanto  de  culpa  por  un 
hedió  que  califica  de  delito,  carece  ya  de 
facultad  para  detener  el  procedimiento 
criminal.  (Decr.  20  enero  1873.)  (I). 

XXX.  Efectos  de  la  SHíJiision  (artícu- 
lo 39.)  La  sumisión  de  las  parles  no 
puede  hacerse  valeren  las  contiendas  de 
competencia  entre  las  autoridades  judi- 
ciales y adminiótfalivas,  porque  estas 


(i)  Está  inscirlo  en  el  Ajíiíoí’ío  de  Í873,  riá- 
gina  8G.  ^ 


cuestiones  son  de  orden  público,  y no 
es  prorogable  la  jurisdicción  de  un  or- 
den á otro.  (Deers.  9 diciembre  1883, 
17  junio  1860,  y 16  octubre  1867.) 

XXXf.  Audiencia  de  las  partes  (ar- 
ticulo o9.)— Guando  no  se  oye  á alguna 
de  las  parles,  aunque  hayan  promovido 
ellas  el  requerimiento , está  mal  formada 
la  competencia  y no  há  lugar  á decidirla. 
(Decr.  11  setiembre  18bO,  18  octubre 
de  id.,  8 octubre  1851,  25  marzo 
1857,  y 21  febrero  1867.) 

xxxn.  Victos  delprocedhíiiento  (ar- 
tículos 59  y 60.) — Son  vicios  esenciales 
del  artículo  de  competencia  la  falta  de 
cumplimiento  de  los  artículos  oí)  y 60, 
según  los  cuales  el  juez  requerido  de 
inhibición  dehe  comunicar  el  exhorto 
del  gobernador  al  ministerio  fiscal  y á 
cada  una  de  las  parles  y celebrar  vista 
del  artículo.  (Decr.  10  de  noviembre 
1869,  declarando  mal  suscitada  una  com- 
petencia y lo  acordado.) 

XXXIII.  Más  sobre  vicios  en  la  siís- 
tanciacion  de  la  compelencia:  Cita  del 
texto  legal’.  Audiencia  de  las  partes:  Vis- 
las^etc.  (arts.  53,  57,  59,  60,  93  w 50.) — 
Declarando  mal  formada  una  competen- 
cia suscitada  jior  el  gobernador  de  Hues- 
ca a!  juez  de  Sariñena,  que  no  há  lugar 
á decidirla,  y lo  acordado,  se  establecen 
como  fundamentos  ios  siguientes: 

«i.®  Que  la  falta  de  cita  del  texto  legal 
en  que  se  apoye  el  gobernador  para  recla- 
mar el  conocimiento  de  un  negocio  consti- 
tuye un  vicio  sustancial  eu  el  requerimiento 
de  iuliibicíon ; pues  no  hasta  que  se  aduzcan 
razones,  sino  que  es  indispensable  mencio- 
nar la  disposición  expresa  que  dé  jurisdic- 
ción á las  autoridades  administralivus  para 
entender  en  el  asunto: 

2. "  Que  las  circunstancias  de  no  Iiaber 
oido  el  juez  á una  de  las  partes,  no  haber 
celebrado  vista  del  artículo  de  competencia, 
no  Iiaber  motivado  su  sentencia  en  este  in- 
cidente, y no  haber  exhortado  en  debida 
forma  al  gobernador,  constit-iyen  otras  lautas 
omÍsioüe,s  contrariius  ú los  citados  artículos 
del  Heglamenlo  de  25  de  setiembre  de  Í863, 
vicios  sustancíales _ en  el  procedimiento  del 
conflicto,  que  impiden  la  cabal  (ii.?cusioQ  y 
esclareciuiieulo  dul  asunto: 

3. '’  Que  según  el  citado  art.  60  del  riien- 
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cionado  reglameatOj  así  el  gobernador  re- 
quirente  como  el  juez  ó Tribunal  requerido, 
están  en  el  deber  de  elevar  á la  Presidencia 
del  Consejo  de  iMinistros  todas  las  actuacio- 
nes segundas  ante  la  AdiniDÍstracion  y ante 
la  autoridad  judicial  á fin  de  que  pueda  acor- 
darse la  decisión  ikd  connicto  cbu  la  mayor 
suma  de  datos  posible  en  el  estado  que  el 
asunto  tenga.»  {Oecr.  15  enero  18(i9.) 

Otras  cinco  decisiones  de  igual  Techa 
se  insertan  en  la  misma  Gacela  y en  las 
dei  10,  13  y 14  de  junio  del  mismo  go- 
bernador y juez,  y conteniendo  vicios 
sustanciales  análogos,  vienen  á resolver- 
se en  el  mismo  sentido,  sin  prescindir  de 
lo  acordado. 

XXXÍY.  S US  ianci  ae  i 07i:  Audiencia  de 
las  parles,  etc. — Sedeclara  mal  formada 
una  competencia  y que  no  há  lugar  á 
decidirla  por  haber  faltado  á lo  dispues- 
to en  los  arts.  5Ü  y 60  del  reglamento  de 
2o  de  setiembre  de  1863,  que  previenen 
se  comunique  á las  parles  el  requeri- 
miento, y el  auto  declarándose  compe- 
tente ó incompetente.  {Decr.  6 de  mar- 
zo 1873.) 

XXXV.  Exhorlos:  Inserción  de  dic- 
támeues  fiscales. — Es  vicio  sustancial  en 
el  procedimiento  sobre  competencias,  la 
no  inserción  en  el  exhorto  de  los  dictá- 
menes ílsealcs  conforme  al  art.  63.  (De- 
creto 11  marzo  1857.) 

XXXVI.  Inteligencia  del  art.  60' 
Visla  del  incidente . — El  no  haberse  ce- 
lebrado la  visla  del  artículo  de  compe- 
tencia, se  ha  declarado  en  varías  consul- 
tas un  vicio  sustancial  de  la  tramitación. 
(Deets.  4 y 18  felbrero  1847  , 25 
marzo  y 7 octubre  1857.) 

XXXVÍI.  Por  Reales  órdenes  de  8 
de  mayo  y 22  do  julio  «le  1852,  expedi- 
das por  Gracia  y Justicia,  se  mandó  re- 
cordar muy  particularmente  á lodos  los 
Tribunales  y Juzgados  el  deber  de  fun- 
dar en  hecho  y en  derocho  los  fallos  en 
que  se  declaren  competentes  ó incompe- 
tentes. La  falla  de  cumplimiento  de  esta 
disposición  es  un  vicio  sustancial  de  la 
tramitación.  (Deer.  25  diciembre  1847.) 

XXXVUI.  No  basta  citar  en  conjun- 
to una  ley  que  contiene  muchas  y di- 


versas disposiciones  sin  concretar  las 
que  den  competencia  á las  autoridades 
adniiniairativas  para  conocer  del  asumo. 

Así  como  para  el  re(|ueri miento  de  in- 
hibición que  paraliza  ia  acción  judicial 
seoxige  la  cita  de  disposiciones  expresas 
que  confien  á la  Administración  el  cono- 
cimiento del  negocio,  así  también  se  exi- 
ge para  la  providencia  en  (fue  el  gober- 
nador insista  en  su  competencia  ó desista 
de  ella,  la  audiencia  del  Cuerpo  cónsul - 
livo  de  la  Administración,  antes  e!  Con- 
sejo provincial  y hoy  la  Diputación  da  la 
provincia. 

Por  tanto  existen  en  el  presente  con- 
llicto  dos  vicios  sustanciales  <]ue  im- 
piden su  decisión:  el  primero,  en  el  re- 
querimiento del  gobernador,  y el  segun- 
do, en  la  providencia  de  !a  misma 
autoridad  sosteniendo  su  competencia. 
(Decr.  23  mayo  1869.) 

XXXIX.  Necesidad  de  la  audiencia 
de  la  Diputación  províncíaí.— La  audien- 
cia del  Consejo  provincial  ó de  la  corpo- 
ración que  haga  sus  veces  en  las  funcio- 
nes consultivas  (hoy  las  Diputaciones 
provinciales)  es  un  trámite  esencial  para 
dictar  la  providencia  definitiva  en  que 
se  establece  el  conflicto  por  la  insistencia 
del  gobernador;  y su  falta,  por  consi- 
guiente, constituye  un  vicio  de  nulidad 
en  la  mencionada  providencia.  (Decr.  7 
diciembre  1869.) 

XL.  Trámites:  Vicios  sasiancialcs\ 
Art.  64. — Se  declara  que  son  vicios  sus- 
tanciales que  impiden  decidir  las  con- 
tiendas de  competencia  la  falta  de  cita 
del  texto  legal  y de  audiencia  de  la  Co- 
misión provincial.  (Decreto  26  ju- 
nio 1872)  (I). 

XLL  Necesidad  del  informe  de  las 
Salas  contencioso -adininistrativas.  — Se 
declara  mal  formada  una  competencia, 
porque  tratándose  de  una  cuestión  de 
interés  de  la  Hacienda,  el  gobernador 
pidió  informe  á la  Diputación  provincial 


(1)  Inserto  en  el  .finnarto  do  187*2,  pági 
na  234. 
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y no  á b Sfila  de  b Audiencia.  (Decre- 
to 9 mayo  1872)  (!}• 


XLII.  Sobre  lo  mismo. Se  declara 
mal  formada  una  competencia,  porque  la 
omisión  def  informe  de  la  Sala  conten— 
cioso-adminisirativa  de  la  Audiencia 
constituye  un  vicio  sustancial  eu  bs 
contiendas  sobre  cuestiones  que  afectan 
á los  intereses  de  la  Hacienda,  (Decreto 
6 marzo  1873,  inserto  en  la  página  Idl 
del  Anuario.) 

XLUL  Juicios  fenecidos:  día  de  dis- 
posición.— Se  declara  que  no  ha  debido 
suscitarse  competencia  por  tratarse  de 
un  juicio  fenecido,  y porque  no  se  cita 
disposición  alguna  concreta  para  fun- 
darla. (Decr.  9 octubre  1873,  inserto 
en  la  pág.  G'áO  de!  Anuario.) 

XLI V.  Desislhniento  del  f/obermador: 
Art.  65. — Desde  que  el  gobernador  de- 
siste de  su  competencia  respecto  á un 
asunto,  no  bay  términos  hábiles  para 
volverlo  á reclamar,  quedando  espedila 
la  jurisdicción  del  requerido  para  seguir 
conociendo  del  negocio.  (Decr.  7 mar- 
zo 1866.) 

XLV.  Sobre  el  art.  66. — Deben  re- 
mitirse originales  las  actuaciones,  no  co- 
pias, siendo  un  vicio  sustancial  lo  con- 
trario. (Decr.  11  marzo  1857.) 

CÓMPLICE.  Ya  dejamos  dicho  en  el 
artículo  Auxon  de  delito,  quiénes  son 
cómplices,  según  el  Código  pena!. — En 
la  complicidad,  la  cooperación  es  indi- 
recta por  actos  anlerioies  ó simultáneos 
á SU  ejecución,  y la  pena  correspondien- 
te al  cómplice  es  la  inmediatamente  in- 
ferior en  grado  á la  señalada  al  autor, 
según  que  el  delito  se  haya  consumado, 
ó que  se  liaya  frustrado  ó que  no  haya 
pasado  los  limites  déla  tentativa,  confor- 
me á los  artículos  68,  70,  72  y 7o. 

V.  Autor  ; Delito  consumado:  Encu- 
BRíDon:  Escalas. 

CONFESION.  Por  espontánea  que  sea 
no  es  circunstancia  atenuante,  como  se 
ha  dicho  en  Circunstancias  atenuantes 
números  XXIU  y XXÍV. 


1 Ja  página  458  del  Anuario 
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CONFINAMIENTO.  El  confinamiento,  el 
destierro,  la  relegación  y el  extrañamien- 
to son  penas  de  una  misma  naturaleza, 
por  cuanto  todas  tienen  por  objeto  alejar 
al  culpable  del  lugar  del  delito  donde 
puede  ser  peligroso.  El  confinamiento  es 
mas  grave  que  el  de.slierro  y menos  que 
la  relegación  y el  extraña  miento;  consis- 
tiendo sus  diferencias,  según  ei  Código, 
en  que  el  deslierro  aleja  al  penado  de  25 
á 250  kilómetros  del  punto  ó puntos  que 
se  designan,  arl.  115,  párrafo  último;  el 
con  fin  amiento  es  un  destierro  á un  pue- 
blo ó distrito  situado  en  las  Islas  Balea- 
res ó Canarias,  art.  116;  la  i'elegadon, 
un  destierro  que  ha  de  cumplirse  en  Ul- 
tramar, art.  111,  y el  extrañamiento  un 
destierro  ó expulsión  dcl  territorio  es- 
pañol , art.  112.  La  duración  de  estas 
penas  es,  además,  diferente;  el  deslier- 
ro es  de  seis  meses  y un  dia  á seis 
años;  el  confinamiento  de  seis  años  y un 
día  á doce  años,  y el  extrañamiento  y la 
relegación  de  doce  años  y un  dia  á vein- 
te años,  y también  á perpetuidad,  arts.  29 
y 97.  Entre  la  relegación  y el  extraña- 
miento se  considera  mas  grávela  relega- 
ción según  la  regla  del  art.  89. 

El  confinamiento,  según  el  art.  61» 
lleva  consigo  la  inhabilitación  absolut® 
temporal  durante  el  tiempo  de  la  conde- 
na. Se  señala  por  el  Código  para  el  cas- 
tigo de  los  delitos  contra  bs  Corles  y sus 
individuos  y contra  el  Consejo  de  Minis- 
tros, para  los  de  los  funcionarios  públi- 
cos contra  el  ejercicio  de  los  derechos 
individuales,  para  los  alentados  y desór- 
denes públicos  en  el  caso  del  art.  279,  y 
para  el  duelo;  ó sea  en  los  arls.  168, 

171,  172,  i73,  17í,  179,  222,  279,  439 
y 411. 

Se  impone  además  el  confinam.ie7ito  en 
su  grado  minimo^  en  el  art.  180;  en  sus 
grados  ^ninimo  y medio ^ en  el  párrafo 
penúltimo  del  art.  23í ; en  su  grado  ?«íía:i- 
íKD,  en  el  art,  172,  párrafo  último,  y en 
el  171, 173  y 174  en  relación  con  el  176; 
en  el  grado  máximo  del  grado  máximOy 
en  el  art. ^172,  párrafo  último  con  rela- 
ción al  176;  y el  confinamiento  en  su 
grado  máximo  d relegación  temporal^ 
en  el  párrafo  último  del  234. 
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Tenemos,  pues,  cinco  combinaciones  1 to  ya  indicadas  y que  demuestra  la  si- 
de  esta  pena,  ó sea  seis  distiiiias  penas  ó guíente 
formas  de  aplicación  dol  coufmamien-  \ 


TABLA.  SINÓPTICA  de  la  duración  de  la  pena  de  confinamiento  en  sus 

diferentes  combinaciones,  y de  su  división  en  grados. 


PENAS. 

TIEMPO 
qiio  comprendo 
toda  la  pena. 

TIEMPO 
que  pom prende 
ol  grado  mínimo. 

TIEMPO 
qnc  conipreodo 
&l  (irado  m lidio.  ; 

Confinamiento  fl) 

De  6 años  y 
un  dia  á 12 
años. 

De  6 años  y 
un  dia  á 8 
años. 

De  S años  y 
un  dia  á lü 
años. 

¡De  6 años  y 

De  0 años  8) 

TIEMPO 
fiae  comprende 
el  grado  raáxinao. 


ConfinaTniento  en  su  grado 
7ninimo.. 


un  día  á 8 
años. 


1 


im  día  á 6 
años  y S me- 
ses. 


, j /De  6 años  y 

Confjnamtento  en  sus  grados \ „„  ^ 

mininio  v medio. ........ 


un  dia  á 10 
años. 


Do  10  años  y 
iin  día  á 12 
años. 


De  7 anos  4 
JJ5  >ncses  y un 
dia  á 8 años 


día  a 7 anos 
y 4 meses 


I 


ConfÍ7iamiento 
máosimo. . . . 


- De  ID  años  y 
j .De  10  anos  y\  a i a 

- - orado]  ^ “L'"; /me- 

anos.  I „„„ 

f ses. 


r\  í*  “ I De  7 anos  4)r\„  o o 
De  6 anos  y un  ^JDe  8 anos  8 

dia  á 7 anos  dia'Vs ''iños  ^ 

y 4 meses.  ) fsíneser  | ‘‘i»  ^ 

De  10  años  8 De  11  años  i 


Grado  máximo  del  confina-' 
miento  en  su  grado  má~ 


De  H años  4 
meses  y un 


De  1 1 años  4 
meses  y un 
día  á 1 1 años 


meses  y un 
dia  á H años 
y 4 meses. 


meses  y un 
días  á 12 
años. 


cc^mo 


dia  á 12  años.  6 meses  y 20 

I «A 


4?  i 


Con/inamienío  en  su  gradoíüa  10  años  y 
máximo  á relegación  iem-}  un  dia  á 20 
poraL., años. 


De  once  míos ,(  .¡¡os  9 

6mcsesy_2l 

" i v‘.o  'I'»®  í <2 

9 inese.s  y 10 
días. 


años. 


De  10  años  y 1 De  13  anos  4|pg  años  8 
«a  día  a 13  meses  y un  „„ 

anosyíme-  diaiHOaiios  jjo años, 
ses.  y 8 meses.  ) 


(i)  El  confinamiento  abraza  un  período  de  tiempo  de  6 anos  y un  día  á 12  anos,  igual  tjuc  el 
presidio  y prisión  mayores,  y (jue  la  inhabilitación  absoluta  ó inhabilitación  especial  temporales. 


Algo  de  lo  que  decimos  en  los  artícu- 
los Arresto  y Cadena,  es  aplicable  á la 
tabla  sinóptica  anterior,  como  lo  es  tam- 
bién lo  indicado  en  el  núm.  III  del  ar- 
tículo Circunstancias,  pág.  32,  acerca 
de  los  inconvenientes  de  las  penas  frac- 
cionadas. Consultar  también  el  artículo 
Escalas  graduales. 

CONTIENDAS  DE  COMPETENCIA.— Véase 
CoMfETENCIAS  EN  MATERIA  PENAL,  pOT  la- 


zon  de  las  personas  aforadas  ó de  la  ín- 
dole de  los  delitos,  pág.  92  á 147;  y Com- 
petencias administrativas. 

CONTRABANDO.  Los  delitos  de  con- 
trabando y defraudación  á la  Hacienda, 
no  sujetos  á las  disposiciones  del  Código 
penal,  según  su  art.  7.*^,  son  y han  sido 
objeto  peculiar  de  la  legislación  fiscal. 
Están  definidos  y clasificados  en  los  ar- 
tículos 12  al  20 "del  Real  decreto  de  20 


IGO 

de  junio  de  1835  que  derogando  la  ley 
de  3 de  mayo  de  1830  lia  venido  a de- 
signar de  una  manera  más  clara  y preci- 
sa los  actos  que  propia  y esencialmente 
constituyen  dichos  delitos,  y á estable- 
cer un  orden  de  procedimiento  sencillo 
que  concilia  las  justas  exigencias  de  los 
encausados  con  la  eficaz  represión  del 
tráfico  ilícito.  Dicho  decreto  está  inserto 
con  la  instrucción  de  5o  del  mismo  raes 
y con  otras  disposiciones  posteriores  en 
el  artículo  Contrxbanoo  del  Diccionario, 
tomo  IV,  donde  puede  consultarse  por 
estar  vigente  (i).  Hó  aquí  la  doctrina 
contenida  en  los  fallos  del  Tribunal  Su- 
premo: 

I.  No  constituye  delito  de  defrauda- 
ción ó coulrahando  la  simjile  conducción 
de  efectos  iwr  la  zona  fiscal  cuando  no 
hay  tendencia  manifiesta  y directa  á cic- 
/íVíiíf/ar.— Interpuesto  recurso  de  casa- 
ción contra  un  fallo  de  la  Audiencia  de 
Pamplona  que  declaró  el  comiso  de  unas 
caballerías  reconocidas  como  de  proce- 
dencia española,  pero  conducidas  dentro 
de  la  zona  íiscrd  sin  las  formalidades  de 
Jas  ordenanzas  de  aduanas,  el  Tribunal 
Supremo  declara  haber  lugar  al  recurso 
por  infraccioQ  del  párrafo  II,  art,  19  del 
R.  D.  de  20  de  junio  de  1855  y del  pár- 
rafo 5.”  del  art.  2i  del  mismo,  por  las 
mismas  consideraciones  que  tuvo  pre- 
sentes para  declarar  lo  mismo  en  el  caso 
de  que  hacemos  mérito,  por  nota  al  pár- 
rafo 11  citado.  (Sent.  18  marzo  1863.) 

II.  Penalidad:  Mullas. — El  espíritu 
de  los  arts.  25  y 57  del  R.  D.  de  50  de 
junio  de  1835,  es  castigar  á los  reos  de 
contrabando  y defraudación  con  tnullas 
circunscritas  por  límites  determinados  y 
graduados  precisamente  en  proporción 
al  valor  de  los  géneros,  ó al  importe  del 
derecho  ó impuesto  ilefraud'ado,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de^procesados 
ó reos;  de  modo  que  si  son  dos  o mas,  la 
mulla  impuesta  á todos  no  exceda  del 
máximo  lijado  en  dichos  artíeulos.  Ha- 
biéndolos aplicado  en  otro  sentido  la  Au- 

— 

(i)  Según  lo  dispuesto  en  ol  art,  7.“  del  Có- 
digo penal  yen  la  disposición  final  do  la  ley 
provisional  de  Eii]uiciamiento  criminal. 


CONTRABANDO,  (/m'sp.  penal). 

diencia  de  Barcelona,  el  Tribunal  Su- 
premo, declarando  haber  lugar  ai  recur- 
so de  casación,  y casándolos  y anulándo- 
los, ha  establecido  la  expuesta  doctrina 
en  ios  términos  siguientes: 

«Considerando  que  según  el  c.xpresaiio  ar- 
tículo 2o,  incurre  lodo  reo  de  poiitrabamlo 
en  una  mulla  que  no  bajo  riel  trifilo  ni  exce- 
da del  séxtuplo  valor  dei  género  aprefiemii- 
(lo,  ó que  del  proceso  resulte  .ser  materia  del 
delito  si  se  refiere  á géneros  estancados,  y 
en  la  del  duplo  al  cuadruplo  si  á géneros  pro- 
Ilibidos: 

«Considerando  que  las  diferentes  locucio- 
nes empieada-S  en  la  redacción  do  los  artícu- 
los 25  y 27  de  dicho  Real  decreto  no  alteran 
el  espíritu  de  ios  mismos,  que  consiste  en 
castigar  á los  reos  de  contrabando  y defrau- 
dación con  mullas  circunscritas  por  límites 
determinados  y graduadas  en  proporción  al 
valor  de  los  géneros  ó al  importe  del  derecho 
ó impuesto  defraudado: 

«Considerando  que  al  consignarse  en  las 
sentencias  pronunciadas  por  este  Tribunal 
Supremo  en  13  de  noviembre  de  1861  y en 
3 de  abril  de  1362,  respecto  al  art.  27,  Ja 
doctrina  de  que  la  mulla  aplicable  es  una  y 
divisible  entre  todos  los  reos  cuando  son  mu- 
cho.s,  se  vino  á fijar  icdirecUimente  que  en 
el  mismo  sentido  debía  hacerse  la  afdicacion 
dtíí  25,  porque  é.ste  lainbieu  podría  resnUar 
con  frecuencia  infringido  por  exceso  si  en 
cabeza  de  cada  reo  se  impusiera  intégrala 
multa,  como  en  la  sentencia  de  1.”  de  junio 
de  1860  se  verifica,  que  por  no  haberla  im- 
puesto la  Audiencia  de  Barcelona  á los  reos 
colectivamente,  excede  del  máximo  estable- 
cido en  el  mismo  artículo  para  castigar  e!  de- 
lito de  contrabando; 

«Fallamos  que  debemo.s  de  casar  y casa- 
mos la  sentencia  de  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona.»  (Senl.  30  enero 
1863.) 

Son  ni  más  ni  menos  los  fundamentos 
anteriores  los  mismos  que  se  exponen 
también  en  los  fallos  citados  de  13  de 


noviembre  de  1861  y 3 de  abril  de  1862, 
y los  mismos  que  tuvo  igualmente  pre- 
sentes la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, en  el  22  de  febrero  de  1862,  pa- 
ra declarar  respecto  del  mismo  caso  á 
que  alude  el  relacionado  de  30  de  enero 
(le  1803,  que  Iiabia  lugar  al  recurso  de 
casación,  - 

III.  Pe  las  omisiones  y abusos  de  los 
carabineros  en  la  persecución  de  contra- 


CONTRABANDO.  {Jurisr¡  . penal). 


bando  conoce  slemjfve  la  jurisdicción  de 
lí adeuda  {i). — Gompeiencia  entre  el. juz- 
gado de  la  Capitanía  general  de  Galicia 
y el  especial  de  Hacienda  de  Orense,  so- 
bre conocimiento  de  la  omisión  y abuso 
imputado  al  carabinero  José  Perez  Alva- 
rez;  decidida  á favor  del  de  Hacienda, 
con  vista  del  párrafo  6.'^,  orí.  20  del  Real 
decreto  de  20  de  junio  de  1852,  sin  que 
pueda  obstar  á esto  el  que  baya  que  pro- 
ceder en  el  Juzgado  militar  contra  un 
paisano  por  atribuirle  seducción  al  refe- 
rido Álvarez.  (Sent,  28  julio  1863.) 

IV.  C onduccioa  de  géneros  estanca- 
dos (2). — Por  más  que  en  el  párrafo  4.'’ 
del  artículo  18  del  decreto  de  20  de  junio 
de  1852,  se  comprenda  entre  los  delitos 
de  contrabando  la  conducción  de  géneros 
estancados,  esto  no  impide  que  el  con- 
ductor pueda  demostrar  su  inculpabili- 
dad. (Sent,  21  noviembre  1863.) 

V.  iYo  'procede  recurso  de  rnsadoii 
en  causas  de  confi'übando  por  infracción 
de  jurisprudencia , ni  de  reglas  del  en- 
juidamienlo  no  comprendidas  en  el  ar- 
ticulo Oí)  del  It.  O.  de  20  de  junio  de  1852. 
— En  2 ce  marzo  do  1802,  aprehendie- 
ron los  carabineros  en  ürriols  (Gerona) 
dos  pacas  de  algodón  líianco  torcido,  que 
conducia  á Barcelona  Pedro  Girones  por 
orden  de  D.  Ramón  Divi  y Sorra,  cuyo 
comerciante  dio  una  carta  de  porte  á 
aquel,  expresiva  de  que  devolvía  los  dos 
bultos  como  averiados.  Firmada  el  acta 
de  apreliension  solo  por  los  carabineros 
se  lomó  declaración  á Gii’on.es  como  reo 
presunto,  mas  este  hizo  ver  que  era  un 
criado,  que  mandado  por  su  amo  don 
Antonio  Tuli,  ejecutó  esa  conducción  sin 
saber  lo  que  llevaba:  á su  vez  Toll  se  es- 
cudó también  con  la  carta  de  porte  ex- 
pedida por  Divi,  y ((iie  siendo  su  profe- 
sión el  conducir  géneros  de  porte,  como 
ellos  estaban  cubiertos  ignoraba  los  que 
fuesen. 

Así  que  todo  el  procedimiento  se  di- 
rigió contra  Divi,  quien  en  su  indagalo- 


Vc.ase  ampliamente  nxpiicsta  la  doctri- 
na sobre  este  pTrnlu  en  el  rúm.  VI )í. 

(‘2)  Véase  en  Competencias  los  números 
XXX Y,  XX  XVJ,  y otros. 

JUR.  Pe«. 


ría  dijo  que  no  eran  las  pacas  de  ilícito 
comercio,  porque  las  había  comprado  al 
fabricante  español  iManrell.  Evacuada 
esta  cita  que  salló  cierta,  y concluido  el 
período  de  prueba,  dictó  sentencia  el 
juez  de  Hacienda  que  confirmó  la  Sala 
primera  de  ia  Audiencia  de  Barcelona 
en  5 de  marzo  do  18(13,  raiilicando  el 
comiso,  é imponiendo  á Divi  la  multa 
del  triple  valor  de  aqnel  con  costas  y 
gastos  del  juicio.  Contra  este  fallo  inter- 
puso este  recurso  de  casación,  fundado 
en  la  infracción  de  los  arts.  oü,  57  59  y 
9G  del  R.  D.  de  20  de  junio  do  1852,  lus 
artículos  374  y 37G  de  las  ordenanzas  de 
aduanas,  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  20  de  setiembre  de  1855  y circu- 
lar del  fiscal  del  mismo  de  26  de  enero 
de  1857. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto: 

<(CoiisideraDdo  que  las  di-sposiciones  del 
R.  D.  (le  20  de  Junio  de  i 852,  que  se  ciUm 
como  infringidas  eu  los  nüiiierü.s  í.°,  2.", 
.3.%  -i.**  y 5,*^  del  recurso,  se  refieren  ai  or- 
den del  enjuiciamiento;  que  por  liaberse  que- 
brantado las  reglas  de  él  solo  procede  la  ca- 
sación por  alguno  do  ios  motivos  expresados 
en  cj  arU  96  del  mencionado  Real  decreto;  y 
que  no  hallándose  comprendidas  en  ninguno 
de  ello.s  las  infracciones  que  se  alegan,  no 
pueden  estimarse  con  aquel  objeto: 

Considerando  además  rcspeclo  á ia  juris- 
prudencia que  se  dice  establecida  por  oste 
Supremo  Tribunal  y ú la  circular  del  ininis- 
tei’io  fiscal,  que  el  recurso  de  casación  en  las 
causas  de  Hacicnda.se  da  únicamente  por  iu- 
Iraccion  de  ley,  no  siendo  tampoco  aquolla.s 
aplicables  al  caso  preeente; 

Cunsiderando  que  para  fundar  el  recurso 
en  el  motivo  sexto  se  hace  supuesto  de  la 
cuestión,  porque  se  da  por  cierto  que  el  al- 
godón apreliendido  era  del  país,  cuando  re- 
sultó íiaberse  declarado  lo  cnnlrario: 

Considerando,  en  cuanto  al  sétimo,  que  la 
prueba  ofrecida  y denegada  en  la  segunda 
instancia  no  era  admisible  según  derecho, 
porque  versaba  sobre  lo  mismo  que  había  si- 
do objeto  de  ella  en  la  primera,  y que  rn-.r  lo 
tanto  no  se  lia  infringido  el  párrafo  i.®  del 
artículo  26  del  mencionado  Reai  decreto; 

Y considerando,  por  lo  relativo  al  octavo  y 
último,  que  la  carta  con  que  se  remitia  el  al- 
godón no  es  el  documento  que  en  el  caso 
propuesto  eligían  los  artículos  de  las  orde- 

11 
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Danzas  de  aduanas  que  se  citan,  jos  que  por 

coDSÍguieDlG  laiíipnco  se  han  ÍDfrÍQgÍdo-í> 

(Sent.  JO  marzo  JS64.) 

VI.  Pruebas  en  causas  de  conlraban^ 
cío, — Las  leyes  dei  líl.  XVI  de  la  Parti- 
da 3.*  lian  sido  modificadas  esencial- 
lueníe  por  el  art.  82  del  R.  D.  de  20  de 
junio  de  I8o2,  no  pudiendo  por  consi- 
guiente fundarse  en  ellas  recurso  de  ca- 
sación. Según  lo  en  dicho  artículo  pre- 
ceptuado, en  causas  de  contrabando  ele,, 
ha  de  formarse  el  juicio  sobre  la  cer- 
teza de  lo.s  hechos  por  las  regias  ordi- 
narias de  la  crítica  racional  aplicada  á 
los  indicios,  dalos  y demás  comproban- 
tes que  aparezcan  en  la  causa.  (Senten- 
cia 21  enero  1864.) 

VII.  Competencia  de  ia  jurisdicción 
ordinaria  para  conocer  de  los  delitos  de 
con  traban  (lo  y sus  conexos  (1). — <f  Supri- 
midos los  Juzgados  especiales  de  Hacien- 
da por  el  art.  del  decreto  de  6 de  di- 
ciembre de  1868  sobre  refundición  de 
fueros,  corresponde  á la  jurisdicción  or- 
dinaria, conforme  al  párrafo  sétimo  de  su 
artículo  el  conocimiento  de  los  ne- 
gocios de  Hacienda  y de  los  delitos  de 
conirabívndo,  defraudación  y sus  co- 
nexos, excepto  el  de  resistencia  armada 
á los  resguardos  de  costas.» 

A dicha  jurisdicción  corresponde  el 
conocimiento  de  las  causas  que  se  ins- 
truyen para  la  averiguación  y castigo  de 
los  indicados  delitos  de  defraudación  y 
contrabando,  conjuntamente  con  el  de 
los  abusos  que  puedan  cometer  los  en- 
cargados en  la  aprehensión,  este  último 
como  conexo  de  aquellos,  según  se  de- 
termina en  los  artículos  17,  párrafo  sex- 
to y 20  del  Rea!  decreto  de  20  de  junio 
de  1852,  y conforme  lo  tiene  declarado 
este  Tribunal  Supremo  en  repetidas  sen- 
tencias. (Sent.  7 mayo  1870.) 

VJIÍ.  Trasportes  por  cuenta  ajena  de 
efectos  estancados  sin  guia:  liesponsahi- 
lidud  ó lyr^spOHSGbiltdiid  d6  las 
sas  y empleados  de  ferro-carriles . Apli- 
cación del  Real  decreto  de  20  de  junio 
de  1832  sobre  coutrahaníjo,  de  las  Orde- 


(Ij  Véase  el  nüoi.  lilysuiiota 
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nanzas  de  las  Aduanas,  del  reglamento 
de  policía  de  ferro-carriles  (1). 

En  la  noche  del  18  de  junio  de  1809, 
al  practicar  los  carabineros  de  servicio 
en  la  estación  del  Norte  de  la  villa  de 
Miranda,  en  compañía  del  auxiliar  de  la 
Inspección  de  Aduanas,  el  reconocimien- 
to del  tren  de  mercancias  núm,  106, 
procedente  deirún,  á cargo  del  conduc- 
tor D,  Francisco  Sánchez,  aprehendie- 
ron una  caja  que  contsnia  tabaco  y que 
se  condücia  como  equipaje  con  destino 
á Falencia.  Remitida  á la  Administración 
de  Hacienda  de  Burgos,  se  celebró  en  7 
de  junio  siguiente  la  oportuna  junta  ad- 
ministrativa, con  la  asistencia  del  con- 
ductor D.  Francisco  Sánchez,  declarán- 
dose en  ella  el  comiso  por  contener  tabaco 
de  procedencia  ilegíiirna,  y como  tal  de 
conirobando;  cuyo  peso  en  limpio  resul- 
tó ser  de  202  libras  holandilla,  que  fue 
valorada  en  la  cantidad  de  30Í  escudos 
y 190  milésimas.  El  conductor  manifestó 
que  la  caja  tenia  factura  y anotada  en  la 
hoja  de  rula  como  equipaje  y ropa  de 
uso,  procedente  déla  estación  de  Nan- 
clares,  por  lo  que,  y no  siendo  de  su 
incumbencia  reconocer  los  bultos,  la  ba- 
hía admitido  y conducido:  que  en  efecto 
apareció  que  en  dicha  estación  se  liabia 
lacturado  con  destino  á Falencia  para 
eexpedir  á Vi  liada,  con  la  indicación  de 
ser  el  remitente  y consignatario  Manuel 
Peralta,  persona  que  resultó  desconoci- 
da. Dirigido  el  procedimiento  no  solo 
contra  el  conductor  Sánchez,  sino  contra 
la  empresa  del  Norte,  y en  su  represen- 
tación contra  D.  Eduardo  Pire),  como 
director  de  la  misma,  el  juez  condenó  al 
:rimero  y subsidariamente  al  segundo  á 
a pena  de  1.600  escudos  de  multa  y 
costas  y gastos  del  juicio,  declarando 
procedente  el  comiso,  y la  Sala,  revo- 
cando la  sentencia  respecto  al  Sánchez, 
le  absolvió  libremente;  condenando  á la 
empresa,  y en  su  representación  a!  di- 
rector D.  Eduardo  Pire!,  por  el  delito  de 
contrabando,  coa  la  circunstancia  agra- 
vante de  exceder  el  importe  de  3,000 

(I)  La  doctrina  da  este  fallo  es  l.i  misma  de 
otra  sentencia  de  21  de  noviembre  de  1863: 
núm.  lY. 


CONTRABANDO. 

reales,  en  la  multa  de  3.7S0  pesetas,  con 
las  costas,  declarando  el  comiso  del  ta- 
baco «aprehendido.  Contra  esta  sentencia 
interpuso  D.  Kduardo  Pirel  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  fundán- 
dolo en  los  casos  y 4.°  del'art.  4.°  de 
la  ley  sobre  establecimiento  de  )a  casa- 
ción en  lo  criminal,  y citando  como  in- 
fringidos: 

1 El  arl.  18,  núm.  4.^  del  Real 
decreto  de  20  de  junio  de  1852,  yol  2i, 
núrn.  5.®,  párrafo  segundo  del  mismo, 
porque  sin  voluntad  ú omisión  culpable 
no  Itay  delito,  y la  pena  del  comiso  no 
se  impone  á tercero  que  no  haya  tenido 
complicidad  en  el  delito  ni  conocimien- 
to del  uso  criminal  que  de  los  objetos  se 
liiciera: 

2.®  El  art.  Mí  del  reglamento  de  8 
de  julio  de  18511  para  la  ejecución  de  la  , 
ley  de  .4  «le  noviembre  de  1895  sobre 
policía  (le  ferro-carriles,  puesto  que  es- 
tá prohibido  á las  empresas  retrasar  el 
plazo  para  conducir  los  bultos  ni  aun  á 
pretexto  de  registrarlos; 

V 3.'^  El  art.  50U  de  las  Ordenanzas 
generales  de  Aduanas  de  22  de  febrero 
de  '18üi. 

Admitido  y sustanciado  el  recurso,  es 
estimado  por  lo  que  respecta  al  segundo 
fundamento  en  los  términos  siguientes. 

«Considerando  que,  conforme  á !o  pres- 
crito en  el  art.  Ay  de  Ja  Jey  de  18  de  junio 
último  que  estableció  el  recurso  de  casación 
en  los  juicios  criminales,  debe  entenderse 
que  hay  infriiccion  de  ley  para  Jos  efectos  del 
mismo  eii  los  cinco  casos  que  en  dicha  dis- 
posición exclusivaiiiente  se  ileterminan;  sien- 
do el  primero  cuaudo  los  hechos  consigna- 
dos en  la  sentencia,  adtnitiilos  como  proba- 
dos y en  la  forma  que  en  ella  se  relieran,  se 
calilique  como  delito,  no  siéndolo  por  su 
propia  naturaleza  ó por  circunstancias  pos- 
teriores que  im pidan  penarlo;  y el  4.^'  cuan- 
do la  calilicacion  lega)  que  de  tales  hechos 
se  llaga  en  la  iriisina  sentencia,  de  la  parti- 
cipación que  en  ellos  se  atribuya  y declare  á 
cualquiera  de  los  procesados  ó la  pena  im- 
puesta no  fuere  la  que  corresponda  según 
las  leyes,  y que  bajo  estos  dos  conceptos  se 
ga  iiiturpnesto  el  presente  recurso  por  el  di- 
rector de  ia  empresa  de  forro-carriles  de  la 
línea  del  Norte: 

Considerando  que  el  caso  del  art,  4.* 
'de  la  ley  citada  do  casación  en  lo  crimina!, 
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que  se  invoca  por  el  procesado  D.  Eduardo 
l-^irel,  no  ha  podido  servir  de  fundamento  al 
presente  recurso,  por  cuanto  según  lo  pres- 
crito en  el  núm.  4.**  del  art.  18  del  Real  de- 
creto de  20  de  junio  de  1852,  se  comete  de- 
lito de  coulrabando  por  el  trasporte  de 
efectos  están  can  dos  sin  guias  expedidas  por 
las  oficinas  de  Hacienda  aun  cuaudo  se  baga 
la  conducción  por  cuenta  ajena,  cualquiera 
que  sea  el  medio  de  trasporte  que  se  em- 
plee; y es  un  lieclio  consignado  en  la  ejecu- 
toria como  probado  la  aprehensión  en  la  es- 
tación de  Miranda  de  Ebro  de  una  caja  de 
tabaco  sin  la  guia  correspondiente,  sitndo 
por  tanto  procedente  y legal  ia  calificación 
del  delito  que  se  liizo  en  la  sentencia,  sin 
que  se  iiaya  por  ello  infringido  el  art.  18. 
núm.  4."  del  Rea!  decreto  ya  citado; 

Considerando  que  no  lia  podido  tampoco 
invocarse  en  apoyo  de  Ja  anterior  iníraccioii 
el  art.  24,  núm.  íi,”,  párrafo  segundo  del 
mismo  Real  decreto,  en  cuanto  en  él  se  es- 
tablece que  no  pueden  ser  decomisadas  Jas 
caballerías,  carruajes  6 buques  donde  se 
trasporten  y iiallasen  géneros  de  contraban- 
do, siempre  que  resulten  pertenecer  á un 
tercero  que  no  baya  tenido  complicidad  en 
el  delito  ni  conocimiento  del  uso  criminal 
que  de  ellos  se  liizo;  porque  según  aparece 
de  Jos  hechos  consignados  en  la  sentencia  la 
Junta  administrativa,  con  asistencia  del  con- 
ductor D.  Francisco  Sánchez,  se  limitó  á 
declarar  e!  comiso  de  la  caja  aprehendida, 
sin  eslenderla  á loscarruaje.s  de  la  empresa, 
ni  de  este  particular  se  liace  mérito  alguno 
ou  los  fundamentos  de  derecho  «i  en  Ja  par- 
le (ji.spo.sÍliva  lie  la  sentencia,  no  siendo  por 
consiguiente  aplicable  dicha  disposición  al 
caso  actual: 

Considerando  que  es  un  principio  de  de- 
recho penal  universalmenle  reconocido  que 
no  puede  castigarse  criminalmente  á persona 
alguna  por  Ja  comÍ.sioe  de  un  delito  mientras 
que  del  proceiit ¡miento  no  resulte  que  haya 
tenido  en  él  participación;  y concretándonos 
ai  Código  penal  de  185Ü,  vigente  cuando  se 
perpretó  el  de  que  se  trata,  y al  reformado 
en  Í870,  solo  pueden  ser  considerados  como 
responsables  criminalineuLe  de  los  hechos 
constitutivos  de  delitos  sus  autores,  cómpli- 
ces y encubridores;  y habiéndose  impuesto 
la  penalidad  en  la  sentencia  al  procesado 
como  participe  en  el  delito  en  el  concepto 
de  autor,  es  procedente  el  segundo  funda- 
mento del  recurso,  puesto  que  lo  autoriza  el 
caso  4,“  del  art.  4.’  da  la  enunciada  ley  de 
casación: 

Considerando  que  no  obstante  lo  dispuesto 
en  el  ya  citado  art.  18,  núm.  4.%  del  Real 
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decrelo  de  20  de  junio  de  lSo2,  do 
hecho  mención  anleriormcDle,  en  el  5UJ  (le 
las  Ordenanzas  de  Hiicíenda  se  prescribe 
oue  se  consiílerGii  coino  Iteclias  con  reo  las 
aprehensiones  que  se  veriliqueu  en  carrua^ 
jes  destinados  al  trasporto  de  mercaderías  y 
pasajeros,  y que  si  6slíis  se  hicieren  en  far- 
dos, cajones  y demás  bultos  que  vayan  com- 
com prendidos  en  las  hojas,  deberán  respon- 
der las  empresas;  representadas  por  los 
conductores,  lo  cual  no  supone  que  esta  res- 
ponsabilidad haya  do  ser  la  criminal;  que  en 
e!  presente  casó  se  ha  impuesto  á la  de! 
ferro-carril  del  Norteen  la  persona  de  su  di- 
rector, cuamio  ni  moral  ni  malerialnientc 
resulta  de  los  hcciios  consignados  en  ia  sen- 
tencia que  tuviera  participación  en  el  delito 
de  confrabaiido  que  se  persigue,  bajo  ningu- 
no de  los  tres  conceptos  expresados  en  los 
artículos  M,  12,  13 y 14  del  Código  de  ItSoO, 
ni  en  el  11,  13,  15  y 16  de!  reformado,  íia- 
Itiéndose  por  Unto  infringido  el  art.  509  de 
las  Ordenanzas  en  su  párrafo  tercero: 

Considerando,  respecto  de  la  infracción 
alegada  en  el  recurso  del  art.  1 14  del  regla- 
mento expedido  en  S de  julio  de  1859  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  14  de  noviembre 
de  185Ü,  que  no  es  obligatorio  para  las  em- 
presas el  registro  de  todos  los  bultos  que 
hayan  de  trasportarse  en  los  trenes  de  pa- 
sajeros y en  los  de  mercancías;  siendo  en 
elía  potestativo,  según  el  art.  112  de  dicho 
reglamento,  el  practicarlo  cuando  abrigue 
sospechas  de  Íídsedad  .sobre  la  declaración 
del  conlenído  del  bullo;  y conforme  al  114, 
no  puede  la  empre.sa  retra.sar  ei  plazo  seña- 
lado para  la  remisión  de  los  efectos  al  punto 
á que  vayan  consignados , según  convenio 
con  los  remitentes,  ni  aun  aduciendo  el  pre- 
texto de  registrarlos  por  sospechas  de  fraude 
ú otro  motivo  cualquiera,  toda  vez  que  pue- 
da praclicar.se  en  e)  punto  de  su  entrega, 
iin poniéndole  la  responsabilidad  de  sufragar 
los  gastos  que  se  ocasionen  para  cerrar  de 
nuevo  los  bidto.s  y rlejarlos  como  se  encon- 
traban antes  de  abrirlos,  en  cí  caso  de  no 
resollar  falsa  la  declaracioti  de!  remitente: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  no 
ser  obligatorio  el  registro  para  los  empleados 
de  la  empresa  sino  en  el  caso  de  presumir 
fraude,  que  no  lo  presumió  en  el  presente, 
y j;t  de  íj líber  anotado  la  caja  aprehendida  en 
la  hoja  de  rula,  ciuindo  no  poriia  ocultarse 
á los  empleados  de  la  estación  en  que  ésta 
se  facturó  que  en  Miranda  de  Ebro  liabian 
de  ser  r.egistrado.s  todos  lo.s  bultos  que  el 
trí'u  conducía,  revelan  que  el  único  re.spon- 
sable  del  delito  de  contrabando  lo  fuá  el  re- 
mitente, sin  participación  alguna  del  diiec- 


tor  de  la  empresa,  coudenadü  en  la  sentencia 
recurrida; 

Fallamos  que  debernos  declarar  y decla- 
rar y declaramos  no  haber  lugar  al  recurso 
por  el  primer  fundamento  alegado,  y que  hd 
lugar  por  el  segundo,  comprendido  en  el  ca- 
so 4.”  del  art.  4.°  dé  la  ley  provi-sional  de 
casación  en  los  juicios  criminales;  y en  su 
virtud  casamo.s  y anuíamoa  la  sentencia  etc.» 
(Sent.  13  junio  1S71.) 

Con  arreglo  á la  ley  provisional  so- 
bre el  establecimiento  del  recurso  do 
casación  en  los  juicios  criminales  de  18 
de  junio  de  1870,  pudo  haber  alguna 
duda  [de  si  debia  regir  ú no  para  los 
recursos  en  causas  de  contrabando,  y á 
esto  se  deba  tal  vez  el  que  se  sustanciase 
y fallase  el  del  número  anterior  con  ar- 
reglo á la  misma.  Pero  en  la  ley  do  En- 
juiciamiento crimina!,  disjiosicion  final, 
á la  vez  que  se  declaran  derogadas  todas 
las  leyes.  Reales  decretos,  reglamentos, 
órdenes  y fueros  en  que  se  hayan  dicta- 
do regias  de  enjuiciamiento  criminal  pa- 
ra los  jueces  y Tribunales  del  fuero  co- 
mún, se  exccpfúan  eí  lieal  decrelo  de^O 
de  junio  de  '1832  y las  demás  disposicio- 
nes vigentes  sobre  el  proeedimiento  por 
delitos  de  contrabando  y defraudación,  y 
consiguientemente  hay  que  estar  á lo 
dispuesto  en  el  cap.  IV  del  mismo,  res- 
pecto á dicho  recurso.  Así  al  menos  lo 
creemos,  si  ha  de  ser  una  verdad  la  úl- 
tima disposición  déla  ley. 

COSTAS  PROCESALES,  ” En  los  juicios 
criminales  son  las  costas  una  de  las  pe- 
nas accesorias  que  se  entiende  impuesta 
ror  la  ley  á los  criminalmente  responsa- 
)ies  de  todo  delito  ó falla.  Este  precepto 
de  los  ar-ls.  26  y 28  del  Código  tiene  su 
explicación  en  los  arts.  87,  párrafo  últi- 
mo y 118_al  127  de  !a  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  aparte  de  lo  dispuesto 
en  ei  3.°  del  reglamento  provisional  de 
1835,  que  ha  sido  rnodiílcado. 

En  el  artículo  Acusación  pueden  con- 
sultarse, por  la  doctrina  (jue  contienen 
sobre  imposición  de  costas,  los  núme- 
ros IV,  Vil,  VIII,  IX  y X,  y en  Coac- 
ciones ei  número  I.  Hé  aquí  otros  dos 
falkis  que  también  establecen  y consig- 
nan dociíin.’i, 

I.  iSo  es  procedeule  la  itnposicion  de 
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todas  las  cosías  d vn  acusado  de  fres  de- 
lilas  cuando  es  ahsuelto  de  dos  de  ellos;  y 
haciéndolo  se  infringen  los  arls.  26,28 
y hl  del  Códiíjo  penal. 

Enlabiada  querella  criminal  por  un 
vecino  de  G na  mizo  con  ira  el  alcalde  don 
Pedro  Víctor  Barros  por  exacción  ilegal, 
allanamiento  de  morada  y vejaciones  in- 
justas, la  Sala  del  crimen  de  la  Audien- 
cia Burgos  declaró  que  solo  exislia  el  de- 
lito de  exacción  ilegal;  y después  de 
absolver  libremente  al  alcalde,  en  cuanto 
á los  otros  dos  hcclios  denunciados,  le 
impuso  por  e!  primero  dos  meses  de  sus- 
pensión del  cargo,  multa  de  10  pesetas, 
indemnización  de  38  pesetas  al  quere- 
llante y costas  del  juicio. 

Barros  interpuso  recurso  de  casación, 
y en  cuanto  á la  imposición  de  todas  las 
costas  citaba  como  infringidos  los  artícu- 
los 24  y rá  del  Cód.  de  iBoO  ó 26  y 28 
del  reformado  y el  47  de  ambos,  y la  ju- 
risprudencia constante  de  los  Tribuna- 
les, por  cuanto  absolviéndole  de  dos  de 
los  tres  deliios  que  se  le  imputaban  se  le 
imponían  todas  las  costas. 

El  Tribunal  Supremo  declara  haber 
lugar  al  recurso  y casa  y anula  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia; 

«Considerando  que  los  arts.  24  y 2o  deí 
Código  de  dSiiO,  20  y 2S  del  reformado  y 47 
de  limbos  Códigos  clasifican  la  condenación 
de  costas  cu  Ja  e.5cala  de  penas  accesorias, 
deterininaudo  que  se  entiendan  impuestas 
por  ia  ley  á los  autores  de  todo  delito  ó falta 
y á sus  cómplices,  encubridores  y demás 
personas  legalmentc responsables;  y habien- 
do seguido  la  causa  con  acusación  privada 
contra  D.  Podro  Víctor  Rarros  por  tres  de- 
lÍto.s,  absolviénilole  libreineute  t e los  dos  im- 
putados ílc  alianarnienío  de  morada  y veja- 
ciones injustas,  condenándole  solo  por  el 
tercero  de  exacción  ¡legal,  al  imponerle  la 
Sala  sentenciadora  todas  las  costas  de  la  cau- 
sa, lia  iulringido  dichos  arlículos,  porque  la 
pena  en  un  todo  como  criminaimente  res- 
ponsable, habiéndole  declarado  lí  la  vez  ino- 
cente en  su  mayor  parte,  sin  que  sea  admi- 
sible la  otra  infracción  alegada  de  haberse 
faltado  á la  juri.sprudencia  constante  de  los 
Tribunales,  porque  no  es  de  los  motivos  que 


exclusivamente  enumera  la  ley.»  fSent.  25 
octubre  1S71.) 

11.  Elart,  3,®  del  reglamento  provi- 
sional en  cuan  lo  d la  imposición  de  cosías 
ha  sido  modificado  por  el  119  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal,  hiteligenda 
de  este  articulo:  El  acusador  solo  debe 
ser  condenado  en  co5fcrsciiíi?i(¿o  resuliarey 
según  la  apreciación  de  la  Sala,  haber 
obrado  con  temeridad  ó mala  fé, 

«Considerando  que  si  bien  el  art.  3.*  del 
reglamento  de  fS3[¡  para  la  adminislracion 
de  justicia  dispone  que  se  hayan  de  imponer 
las  costas  de  la  causa  al  acusador,  cuando 
de  ella  aparezca  que  .so  hubiere  quejado  sin 
fundamento;  la  apreciación  de  esta  última 
circunstancia  es  potestativa  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, y dicfm  aríiciilo  lia  sido  modifi- 
cado esencialmente  por  ia  ley  vigente  de 
procedimiento  crimina!,  la  cual  en  su  ar- 
tículo H9  declara  que  el  acusador  será  con- 
denado en  las  costas  cuando  resultare  de  las 
actuaciones  que  lia  obrado  coo  temeridad  6 
mala  fe;  y puesto  que  la  Sala  sentenciadora 
no  mandó  proceder  á la  formación  de  causa 
contra  dicho  acusador,  es  consiguiente  que 
no  apreció  haber  haliido  la  lomendad  y mala 
fé  absolutamente  necesaria  para  la  imposi- 
ción de  las  co.stas.»  ÍConsiderando  4.°  de 
Sent.  9 (lícjembre  1S73,  en  causa  por  de- 
nuncia de  estafa  entre  D.  Joaquín  Robledo  y 
9.  Segundo  Colmenares.) 

El  anterior  considerando  es  importan- 
te para  la  inteligencio  del  art.  Il9  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, según  el 
cual  en  todo  fallo  debe  resolverse  sobre 
el  pago  de  costas  conforme  establece. 
Los  demás  del  ca¡)Ltulo  nos  dicen  en  lo 
que  consisten  las  costa.s,  su  tasación,  re- 
gulación, etc. 

CUADRILLA.  (Delitos  en).  V.  Cm- 

CÜNSTAIV'CIAS  AGRAVANTES,  DÚm,  AlU, 

página  8o,  XXllí,  p.  87  y XXIV,  p.  88; 
CoiHpETENciAs,  núm,  XXXVI  á XLÍ,  pá- 
gina 121  á 12o. 

CUERPO  DE  GUARDIA.  Ver  un  caso  de 
competencia  en  causa  sobre  desacato  del 
jefe  de  un  Cuerpo  de  guardia  á la  auto- 
ridad judicial,  etc.;  núm.  XLVIIl,  pági- 
na 128- 

CULTOS.  V,  Injurias:  Lidertad  de... 
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DAfiOS.  V.  Montes:  Faltas  y Com- 
petencia en  sus  núms.  Y,  XIX  y XLI. 

declaracioh  pericial  ó FACÜLTATI- 

y¿.  El  informe  ó juicio  pericial  es  uno 
de 'los  medios  de  prueba  más  importan- 
tes en  ciertas  causas,  del  que  liacen  mé- 
rito el  art.  12  de  la  ley  provisional  de 
j8  de  junio  de  1870,  sobre  reformas  en 
el  procedimienlo  para  plantear  el  recur- 
so de  casación  en  los  juicios  criminales, 
y el  lít.  Yin  del  libro  I de  la  ley  de  En- 
‘niciamiento  criminal,  ó sean  los  ariícu- 
os  al  :i8i,  así  como  el  ‘iíO,  2oi, 
2oG,  257,  258,  2o0  y otros  de  la  misma 
ley/que  para  la  más  acertada  calificación 
d¿rdel¡to  exigen  el  reconocimiento  é in- 
forme pericial,  principalmente  en  los  de- 
litos de  lesiones  ó muerte,  en  los  de  bur- 
lo ó robo.  Hé  aquí  sobre  la  apreciación 
de  las  declaraciones  periciales  la  doctri- 
na consignada  en  dos  fallos  del  Tribunal 
Supremo: 

I.  Apreciación  del  m forme  pericial 
en  cansa  sobre  lesiones, — En  una  causa 
sobre  lesiones  en  que  basta  los  tres  días 
siguientes  al  delito  ni  se  dió  parte  al  Juz- 
gado ni  tuvo  curación  facultativa  la  lie- 
rida,  se  verificó  la  sanidad  á los  lío,  opi- 
nando los  facultativos  que  la  falta  do 
asistencia  en  los  primeros  dias  y e!  estado 
de  embriaguez  en  que  se  hallaba  el  he- 
rido debieron  influir  en  la  inflamación 
cerebral  y retardar  la  curación.  La  Sala 
calificó  e!  hecho  de  lesiones  graves,  con- 
denando al  reo  á 13  meses  de  prisión 
correccional,  y éste  interpuso  recurso  de 
casación,  alegando  como  infringidos 

2. °  El  art.  12  de  la  ley  provisional  solire 

reformas  en  el  procedimiento  criminal, 
puesto  que  en  la  sentencia  no  se  da  va- 
lor decisivo  al  diciámen  pericial  de  los 
facultativos  forenses,  siendo  así  que  la 
ley  io  considera  medio  do  prueba 

3. °  El  caso  3.°  del  art.  9.°  del  Código, 
por  no  haber  tenido  intención  de  causar 
un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que 
produjo,  mediante  á que  los  forenses 
atestiguan  que  las  lesiones  hubieran  cu- 


rado antes  de  los  30  dias,  mediando  asis- 
tencia facultativa 4."  Los  arts.  431' 

y 433,  por  aplicarse  el  primero  y dejar 
de  aplicarse  el  segundo. — El  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación. 

«Con-siderando  en  cuanto  al  segundo  moti- 
vo de  casación,  que  si  bien  por  el  art.  12  dé- 
la ley  provisional  sobre  reíbrinas  en  el  pro- 
cediinieuto  criminal  se  considera  como  un 
medio  de  prueba  la  pericial,  así  como  admi- 
te otras  diferentes,  esto  no  obstante  también 
se  prescribe  al  principio  de  dicho  artículo 
que  tales  medios  lian  de  ser  apreciados  por 
las  reglas  del  criterio  racional;  y en  su  vir- 
tud la  Sala  sentenciadora,  al  no  conformarse 
con  tal  diciámen,  lejos  de  iníringir  y fallar  á 
la  ley  ha  hecho  uso  de  la  llicultad  que  tiene 
por  dicho  artículo  y por  la  ley  de  casación 
para  declarar  probados  los  hechos  ó no  pro- 
bados, según  su  criterio  racional,  no  pudien- 
do  ser  objeto  de  casación  en  este  punto; 

Considerando  respecto  a!  tercero  y cuarto 
motivos  alegados,  los  cuales  son  reproduc- 
ciones det  precedente,  que  los  facultativos 
emitieron  su  dictamen  vaga  é iiidetermina- 
damenle,  según  resulta  del  considerando  del 
juez  de  primera  instan  cía  y del  de  la  Sala, 
sin  lijar  cuantos  dias  hubieran  durado  las  le- 
siones á no  haber  mcdíaik)  la  embriaguez  del 
ofendido,  que  no  puede  servir  de  a ton  nación 
al  procesado,  y el  descuido  de  curar  la  lesiou 
los  tres  primeros  dias,  ni  cuál  de  estas  cau- 
sas influyó  más  ó méuos  en  que  la  cura  se 
prolongase,  por  lo  que  dicho  díctámen  no 
}uede  servir  de  regla,  como  no  ha  servido  tí 
a Sala  para  calificar  el  delito  cuando  existe 
otro  más  expresivo  y determinante,  que  es 
el  de  la  duración  efectiva  de  dichas  lesiones 
por  el  tiempo  de  33  dias,  no  siendo  además 
aceptable  que  si  se  die.se  valor  á dicha  opi- 
nioD,  que  no  puede  dársele  por  la  forma  en 
que  está  apreciada,  sirviese  esta  á un  mismo 
tiempo  para  calificar  el  delito  como  méuos 
grave  y ademá.s  como  circunstancia  ate- 
nuante: 

Considerando  que,  por  consiguiente,  el  re- 
curso no  es  procedente,  etc.  (Sent.  iO  abril 
1872.) 

lí.  Dos  disLinlas  apreciaciones  peri^ 
dales  en  causa  de  hurto. — Cuando  en 
una  causa  sobre  hurto  resultan  dos  dis— 
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tintas  apreciaciones  sobre  el  valor  Ue  lo  ' 
hurtado,  una  en  el  sumario  y otra  en 
plenario,  es  libre  el  criterio  de  los  Tribu- 
nales en  aceptar  una  ú otra;  y no  es  in- 
vocable  para  !a  casación  el  núm,  4.°  del 
artículo  de  la  ley  provisional  sobre 
reforma  en  e!  procedimiento.  (Sent.  2(1 
febrero  IS/Ü,) 

DEFRAUDACION.  V.  Estafa. 

DEGRADACION.  Es  una  de  las  penas 
accesorias.  Arts.  26  y 120:  de  ella  nos 
ocupamos  en  la  pág.  lo  del  tomo  Y del 
Diccionario, 

DELITO  CONSUMADO:  DELITO  FRUSTRA- 
DO. V.  Adultísriü;  Asesinato:  Disparo 
DE  armas:  Hurto:  Homícidio:  Lesiones: 
Robo,  etc.,  etc. 

Lo  único  que  atfuí  nos  proponemos 
indicar  es  que  el  Código  penal  en  sus 
artículos  G4  á 77  y 88  á 98,  nos  dá  las 
reglas  para  la  aplicación  de  las  penas  á 
los  autores  de  delito  consumado,  de  de- 
lito frustrado  y tentativa,  y ú los  cómpli- 
ces y encubridores,  debiendo  imponerse 
al  delito  consumado  !a  pena  que  para  el 
mismo  señale  la  \ey;  al  frustrado  la  pena 
inmediata  inferior  en  grado;  d la  tenta- 
tiva la  inferieren  dos  grados,  y descen- 
diendo en  el  mismo  órden  y respectiva- 
mente un  grado  de  pena  á los  cómplices 
y dos  á los  encubridores,  lodo  conforme 
á las  reglas  contenidas  en  ios  citados  ar- 
tículos. De  modo  que  el  autor  de  un  de- 
lito frustrado  tiene  señalada  igual  pena 
que  el  cómplice  del  delito  consumado; 
igual  el  autor  de  tentativa  de  delito  con- 
sumado que  el  encubridor  del  propio 
delito  y que  los  cómplices  de  delito  frus- 
trado; igual  el  encubridor  de  delito  frus- 
trado que  los  cómplices  de  tentativa,  y 
un  grado  inferior  que  los  úiliinosel  en- 
cubridor de  la  tentativa.  Esto,  aparte 
también  del  descenso  de  pena,  según  los 
casos,  conforme  á la  regla  5,^  del  art.  82, 
al  8(i,  al  87  y á otros,  pues  este  descenso 
es  compatible  con  el  anterior.  Ver  tam- 
bién Escalas:  Tentativa  de  delito. 

DELITOS  CONEXOS.  El  art.  331  de  la 
ley  orgánica  do  Tribunales  nos  dice  cuá- 
les se  consideran  delitos  conexos,  y los 
arts.  328  al  330  la  iurisdiccion  compe- 
tente para  conocer  de  ellos.  Consúltense 


en  Competencia  di  dios  artículos  y los 
casos  contenidos  bajo  los  números  XVI, 
XXlf,  XXXIX,  XL  y XLL 

Los  delitos  conexos  en  el  de  contra- 
bando, se  determinan  en  los  núms.  3.° 
al  7.°  del  art.  17  del  Real  decreto  de-^ü 
de  junio  de  18o2  (!)  y sobre  competen- 
cia establece  el  art.  20  del  mismo,  que 
serán  juzgados  á la  vez  que  los  de  con- 
trabando ó defraudación,  pero  como  de 
especie  distinta,  por  los  mismos  Tribu- 
nales que  conozcan  del  delito  principal. 
Esto  no  se  entiende  con  la  seducción  ó 
resistencia  que  se  haga  á individuos  del 
Cuerpo  de  carabineros,  resguardo  marí- 
timo, guardia  civil  ó tropa  dei  ejército, 
de  que  deben  conocer  la  jurisdicción 
militar  en  Consejo  de  guerra,  conforme 
ú dicho  artículo  que  está  en  consonancia 
con  lo  dispuesto  en  los  arty.  349,  nú- 
mero 12,  y 350  de  la  ley  orgánica,  a que 
en  materia  de  competencia  liay  »(ue  ate- 
nerse hoy,  según  dejamos  indicado  en 
Competencia. 

DELITOS  ELECTORALES.  Se  compren- 
den bajo  esta  denominación  las  falseda- 
des, coacciones  y fraudes,  las  fallas  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes  por  los 
funcionarios  de  todas  clases  que  inter- 
vienen en  las  elecciones  y en  los  actos 
preparatorios,  y las  arbitrariedades,  abu- 
sos y desórdenes  cometidos  con  motivo 
de  las  mismas.  Estos  delitos  se  jienan 
])or  la  ley  de  20  de  agosto  de  i870.  Hé 
aquí  varios  casos  de  jurisprudencia: 

I.  Es  exclusivamente  competente  la 
autoridad  judicial  para  conocer  de  los 
delitos  electorales,  con  absoluta  indepen- 
dencia de  la  legalidad  de  las  elecciojies, 
— Asi  se  establece  declarando  mal  for- 
mada, y que  no  ha  debido  suscitarse  la 
competencia  suscitada  por  el  gobernador 
de  Pontevedra  al  juez  de  Cambados,  que 

en  virtud  de  denuncia  estaba  instruyen- 
do causa  criminal  contra  varios  vecinos 
de  Grove  por  haberse  constituido  ilegal- 
mente en  Ayuntamiento  y haber  come- 
tido abusos  en  las  operaciones  electora- 
les, vistos  el  art.  165  y 166  do  la  ley 
orgánica  municipal  de  21  de  octubre 

(i)  Diccionario,  lomo  lU,  pág.  oOl. 
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do  1868,  el  núm.  6.’  del  art,  Tí  de  la 
orgánica  provincial,  el  122  y 131  de  la 
ley  electora!  de  9 de  noviembre  de  1868 
y el  núm.  \°  del  arl.  64  de!  reglamento 
de  25  de  setiembre  de  1863: 

(fConsiderando  qne  e!  presente  caso  no  se 
baila  comprendido  en  ninguna  de  las  dos  ex- 
cepciones que  establece  el  núm.  l.°  del  ar- 
tículo 54  del  reglamento  de  25  de  setiembre 
de  1863;  porque  ni  corresponde  á la  Admi- 
nistración corregir  ios  hechos  de  que  se  tra- 
ta, que  pueden  constituir  delito,  ni  existe 
cuestión  prévia  administrativa  de  que  depen- 
da el  fallo  judicial;  y por  el  contrario,  toca  á 
los  Tribunales  de  justicia  conocer  de  Jos  de- 
litos electorales  con  absoluta  independencia 
de  la  legalidad  de  las  elecciones.»  (Decr.  18 
noviembre  JS69,  á consulta  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno.) 

IL  Coacciones  electorales:  Para  per-- 
seguir  delitos  electorales  no  basta  simple 
denuncia^  sino  fjae  se  requiere  querella 
formal:  De  las  causas  contra  funciona- 
rios adrainistradvos  que  ejerzan  autori- 
dad, conocen  las  Audiencias, — En  17  de 
febrero  de  1872  presentó  D.  Jacinto  Va- 
lenzuela  denuncia  ante  el  juez  de  prime- 
ra instancia  de  Yigo  contra  los  indivi- 
duos del  Ayuntamiento  de  dicha  ciudad, 
con  excepción  de  dos  de  ellos,  asegu- 
rando que  con  infracción  del  art.  171  de 
ia  ley  electoral  vigente,  habia  separado 
en  Ja  sesiou  del  8 del  referido  mes  ú jo- 
dos  ó la  mayor  parte  de  los  dependientes 
del  mismo,  sin  otro  objeto  que  el  de  fal- 
sear la  verdad  del  sufragio  en  las  elec- 
ciones á que  estaba  avocada  la  Nación, 
pidiendo  que  se  les  aplicasen  las  penas 
determinadas  en  los  artículos  168  y 170 
de  la  expresada  ley,  y el  ISÍ  de  la  muni- 
cipal. Practicadas  las  oportunas  diligen- 
cias sumariales,  dictó  el  juez  de  Vigo 
auto  de  sobreseimiento  en  30  de  marzo 
último;  y remitidas  las  actuaciones  en 
consulta  á la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Coruña,  ésta,  teniendo  presente  el  pár- 
rafo quinto  de  la  disposición  3.®  del  ar- 
tículo 270  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  (1),  avecé  así  el  conocimiento 


(IJ  El  aiL  27fi  iIg  la  orgánica  atribuye 
con  croclo  á las  Audiencias  el  conocimiento  de 
•los  delitos  cometidos  por  funcionarios  admi- 
nistrativos que  ejercen  autoridad , alterando 


de  ellas,  dejando  sin  efecto  el  sobresei- 
miento consultado,  mandando  devolver 
la  causa  oí  referido  juez,  para  que,  por 
comisión  de  dicha  Sala  y sin  dirigir  el 
procedimiento  contra  el  Ayuntamiento, 
ratificase  las  diligencias  sumariales  que 
habia  practicado.  Verificada  dicha  ratifi- 
cación, se  acordó  por  la  Sala  en  17  de 
julio  último  que  se  hiciese  saber  a don 
Jacinto  Valenzuela  compareciese  por  me- 
dio de  procurador  en  forma  á sostentir 
Ja  denuncia  dentro  del  término  de  diez 
dias;  bajo  apercibimiento  de  que  tras- 
curridos éstos,  so  le  habría  por  decaido 
de  su  derecho,  cuya  providencia  fué  no- 
tificada personalmente  al  Valenzuela,  y 
trascurrido  el  término  prefijado  sin  ha- 
ber hecho  éste  gestión  alguna,  se  pasó  la 
causa  al  jVl  i misterio  fiscal,  el  cual  opinó 
por  el  sobreseimiento. 

En  9 de  setiembre  siguiente  dictó  la 
Sala  sentencia,  por  la  cual  declaró  que  !a 
separación  de  los  empleados  del  Ayun- 
tamiento de  la  ciudad  de  Yigo,  acordada 
por  la  misma  Corporación,  no  era  justi- 
ciable, y en  ,su  consecuencia  sobreseyó 
en  la  causa  sin  ulterior  progreso,  decla- 
rando de  oficio  todas  las  costas ; cuya 
sentencia  no  se  notificó  á ]a  parte  de  don 
Jancinío  Valenzuela,  basta  queá  instan- 
cia de  este  y en  providencia  de  23  del 
mismo,  E8  acordó  así  por  la  Sala,  de  con- 
formidad con  lo  propuesto  por  el  Alinis- 
terio  fiscal , á fin  de  que  no  so  cause 
perjuicio  al  interesado  y pudiera  ejerci- 
tar contra  la  sentencia  los  recursos  que 
fueran  procedentes. 

Contra  la  sentencia  de  sobreseimiento 
se  interpuso  por  Valenzuela  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  que  fun- 
dó en  los  números  2.'^  de  los  arts.  3.'’  y 
4.°  de  la  provisional  que  lo  establece,  y 
citando  como  infringidos  el  núm.  4.'’ del 
arl.  171  de  la  ley  electoral  vigente,  en 
relación  con  los  170  y 178  de  la  misma 
ley  que  establece  la  sanción  penal  para 
toda  clase  de  abusos  electorales,  y que 
en  realidad  eran  un  verdadero  delito  los 
denunciados^  como  debió  haberse  califi- 


algun  tanto  lo  dÍ.s]iueslo  en  el  i81  de  la  ley 
electoral  y el  183  de  la  municipal. 
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caJo  por  la  Sala  sentenciadora;  pero  el 
Tribunal  Supremo  declara  que  no  há  lu- 
gar á él  en  estos  términos: 

«Considerando  que  para  la  persecución  do 
los  delitos  comprendidos  en  la  sanción  penal 
de  la  ley  electoral  vigente  no  basta  una  sim- 
ple denuncia  en  virtud  de  la  cual  los  Tribu- 
nales estén  obligados  á proceder  de  olicio  á 
su  averiguación,  sino  que  se  requiere  el  que 
ai  ejercitarse  la  acción  popular,  cooceditla 
por  la  misma  ley  en  su  art.  17S,  se  ha  de 
verificar  por  medio  de  querella  ó acusación 
íormal,  acompañada  de  la  oportuna  fianza  de 
estar  á derecho  y sostener  su  acción,  para 
garantir  en  su  dia  la  responsabilidad  del 
acusador  que  no  la  pruebe; 

Considerando  que  D,  Jacinto  Valenzuela  y 
Rossell  no  propuso  querella  ni  acusación 
Iormal  contra  el  Ayuntamiento  de  Vigo,  ni 
prestó  como  tai  acusador  la  fianza  prescrita 
por  ia  repetida  ley,  y se  limitó  á la  mera  de- 
nuncia dei  hecho,  referente  á que  diclia 
Corporación  niuiiictpal  durante  e período 
electoral  liabia  separado  á la  mayor  parle  de 
sus  depeiuiienles,  con  el  fin  de  falsear  elsu- 
íragio;  y que  habiéndosele  mandado  por  el 
Tribunal  competente  que  compareciese  ante 
el  mismo  á sostener  su  denuncia  dentro  del 
íérminn  de  diez  dias,  bajo  apercibimiento  de 
que  se  le  Iiabria  por  decaido  su  derecho,  ni 
se  personó,  ni  prestó  !a  fianza,  ni  aun  dió 
uslificacion  de  ninguna  clase,  y que  por  lo 
.anlo  no  habiendo  llegado  ó tener  verdadera 
representación  juriMica,  la  Sala  sentenciado- 
ra, obrando  dentro  del  círculo  de  sus  atribu- 
ciones, sobreseyó  cu  el  procedimiento  inicia- 
do y abandonado  por  el  denunciante: 

Considerando  que  si  bien,  según  el  ar- 
tículo 2."  ríe  la  lev  de  casación  criminal  en 
SU  Dum.  2.  , se  entienden  como  sentencias 
para  los  efectos  de  este  recurso  las  de  sobre- 
seimiento, fundadas  en  no  estimarse  como 
delito  el  liecho  que  diere  lugar  ú las  actua- 
ciones, es  absolutamente  preciso,  según  el 
art.  3.",  que  el  que  interponga  dicho  recur- 
so de  casación  sea  parle  legítima  en  el  pro- 
ceso crimina/,  y el  recurrente  en  el  caso  ac- 
tual no  llegó  á serio  por  su  propio  desesti- 
inionlo: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  de  los 
datos  consignaríos  por  ia  Sala  sentenciadora 
no  se  deduce  prueba  ninguna  para  calificar 
que  la  separación  de  los  dependientes  del 
Ayunta  miento  hubiese  sido  acordada  por 
éste  con  el  (in  de  falsear  el  sufragio  electo- 
ral en  ei  colegio  do  su  distrito,  y que  por  el 
contrarío  se  infiere  de  las  actas  municipales 
traídas  al  proceso,  no  contrauichas  por  los 
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interesados,  que  su  cesantía  derivaba  de 
fallas  cometidas  en  el  servicio  público,  y que 
por  consecuencia,  al  acordar  la  referida  Sala 
el  sobreseimiento  en  las  actuaciones,  no  ha 
cometido  ningún  error  de  derecho  ni  infrin- 
gido los  arts,  i70,  Í7f  en  su  núm,  4.'^,  ni 

el  178  de  la  citada  ley  invocados  por  el  re- 
currente; 

bailamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  a!  recurso  interpuesto  i 
nombre  de  D.  Jacinto  Vaíeazuela  y Kosell,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  etcjj  (Scii- 
Iciicia  24  marzo  1873.) 

11 T.  Volacion  con  r (úlula  ajena:  No 
excusa  la  ij^noroucia  de  la  sanción  pe- 
nal.— Condenailo  Francisco  Perez  como 
reo  de  falsedad  electoral,  por  haber  vo- 
lado con  cédula  ajena  en  la  elección  de 
concejales,  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos  ios  aris.  1.^  y 
2.®  del  Código  penal ; y el  Tribunal  Su- 
premo declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

(ti Considorando  que  con  arreglo  al  ar" 
líenlo  I.”  del  Código  penal  las  acciones  y 
omisiones  penadas  por  la  ley  como  delitos  se 
reputan  siempre  voluntarias,  á no  ser  que 
conste  lo  contrarío,  y que  eáta  circunstan- 
cia ó sea  ia  falta  de  voluntad  del  procesado 
en  la  comisión  di.l  hecho  por  el  cual  se  le 
pepa,  no  consta  acreditada  según  declara  el 
Tribunal  sentenciador,  que  e.s  á quien  cor- 
responde apreciar  las  pruebas;  y que  por  otra 
parle  la  ignorancia  del  derecíib  no  aprove- 
cha á naríie: 

Y 2.*  Considerando  que  el  art.  2.*^  del 
mencionado  Código  no  coulicne  sanción  pe- 
nal ni  e.stá  comprendido  en  ninguno  délos 
casos  del  artículo  de  la  ley  de  casación,  sino 
que  concede  una  facultíul  á los  Tribunales 
en  los  caso.s  á que  se  refiere  para  represen- 
tar al  Gobierno,  de  la  cual  usará  ó no  aquel 
íí  quien  corresponda  en  su  caso  y lugar.» 
(Sent.  19  octubre  1872.) 

IV.  Árbilrariedaíles  y abusos  electo- 
rales.  No  es  debida  la  obediencia  a'  orden 
diripida  d embíinizar  ó iinpeílir  una  elec- 
ción contrariando  la  ley. — En  13  de  di- 
ciembre de  I87Í  D.  Alejo  Huidobro, 
presidente  de  la  mesa  definitiva  para  la 
elección  de  concejales  en  la  villa  de  Pes- 
quera, dirigió  oficio  al  Juzgado  denun- 
ciando el  hecho  de  que  D.  Gaspar  Fer- 
nandez, alcalde  de  dicha  villa,  y otros 
varios  se  habían  situado  en  el  portal  y 


170 

escalera  del  local  donde  se  celebraba  la 
elección,  prohibiendo  á los  electores  emi- 
tir su  sufragio,  insultando  á los  indivi- 
duos que  componían  ia  mesa  y come- 
tiendo otros  excesos;  y que  ratiiicado  en 
su  denuncia,  añadió  que  en  los  dias  en 
que  se  celebró  la  elección  se  colocó  el 
expresado  alcalde  en  la  escalera  del  local 
donde  se  verificaba,  exigiendo  á los  elec- 
tores la  presentación  de  la  cédula  de  ve- 
cindad, y manifestándoles  que  sin  dicho 
requisito  no  podían  emitir  su  sufragio, 
por  cuyo  motivo  algunos  no  lo  verifica- 
ron. La  Sala  sentenciadora,  estimando 
como  probado  solo  este  último  hecho  de 
los  imputados  al  Sedaño,  y declarando 
que  eonsliluia  el  delito  de  arbitrariedad, 
del  que  aquel  era  autor,  sin  circunstan- 
cias especiales  que  apreciar,  le  condenó 


en  cinco  meses  de  arresto  mayor,  500 
pesetas  de  mulla,  accesorias  y pago  de  la 
tercera  parte  de  costas,  revocando  la  sen- 
tencia del  inferior  que  lo  absolvió  libre- 
mente: El  procesado  interpuso  contra 
esta  sentencia  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  fundado  en  el  núme- 
ro 1-°  de!  art.  4.®  de  !a  provisional  que 
lo  ha  establecido,  y citando  como  infrin- 
gido el  art.  8.”  del  Código  penal  refor- 
mado, en  sus  circunstancias  8.®,  11  y 
12,  alegando  que  Labia  obrado  en  virtud 
de  obediencia  debida  al  mandato  de  sus 
superiores  sobre  la  presentación  de  la 
cédula  para  la  validez  de  todo  acto  per- 
sona! y en  el  ejercicio  legítimo  de  su  ofi- 
cio ó cargo,  y que  si  de  este  ejercicio 
había  resultado  un  mal,  Labia  sido  sin 
culpa  ni  intención  por  su  parte:  Y el 
Tribunal  Supremo  declara  no  haber  lu- 
gar á él ; 

«Considerando  que  toda  arbitrariedad^ 
abuso  y desorden  cometidos  en  toda  clase  de 
elecciones,  no  previstos  en  ios  tres  primeros 
capítulos  del  lit.  3.°  de  ia  ley  electoral  de  20 
de  abril  de  1870,  ha  de  castigarse  con  el  ar- 
resto mayor  y mulla  de  200  á 2.000  pesetas; 
que  para  los  efectos  de  ia  misma  ley  los  al- 
caldes se  reputan  funcionarios  públicos,  y 
que  los  que  tengan  este  carácter  han  de  su- 
frir por  los  delitos  á que  se  refiere  la  preci- 
tada ley  la  pena  señalada  en  sus  grados  del 
medio  al  máximo,  conforme  i sus  arts.  174 
y ni:  ^ 

Considerando  que  es  hecho  consignado  y 
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admitido  como  probado  en  la  sentencia,  que 
el  procesado  D.  Gaspar  Fernandez,  como  al- 
calde del  pueblo  de  Pesquera,  se  sitiiÓ  en  la 
puerta  del  loca!  en  que  se  celebraba  la  elec- 
ción de  concejales  del  mismo,  exigió  la  pre- 
sentación de  la  cédula  tío  eiripadroiKimienlo 
á los  que  acudían  á emitir  su  voto,  ó impidió 
volar  á los  que  no  iban  provistos  de  ella, 
motivo  por  el  cual  no  volaron  algunos;  que 
este  hecho  comslituyo  un  abuso  conietido  en 
la  elección,  penado  en  las  disposiciones  le- 
gales que  quedan  señal ada.s; 

Considerando  que  no  existe  siquiera  una 
indicación  de  que  el  gobernador  de  la  pro- 
vincia hubiera  dado  orden  al  procesado  de 
emplear  aquella  exigencia:  que  aun  habién- 
dola, no  estaba  obligado  á cumplirla,  como 
dirigida  á embarazar  ó impedir  la  elección, 
contrariando  la  ley:  que  al  practicarla,  el  al- 
calde ü.  Gaspar  Fernandez  no  ejecutó  un 
acto  iíciUi,  i)ü  obró  en  cumplimiento  de  un 
deber,  ni  en  virtud  de  obediencia  debida, 
casos  do  exenciou  do  responsabilidad  com- 
prendidos en  los  núms.  8,  11  y 12  de!  ar- 
tículo 8.“  del  Código  penal,  los  cuales  nin- 
guna aplicación  tienen  al  ca.so  presente;  y 
por  tanto,  al  no  haberlos  aplicado  en  la  sen- 
tencia, no  se  han  iníringido  como  alega  el 
recurrente.»  (Sent.  i3  octubre  1873.) 


Conocida  ya  la  doctrina  consignada  en 
los  fallos  del  Tribunal  Supremo  sobre 
delitos  electorales,  acerca  de  los  cuales 
puede  consultarse  también  la  sentencia 
de  22  de  marzo  de  1873  en  el  artículo 
Alcaldes,  pág.  lo,  solo  nos  resta  indicar 
que  Dor  órden  del  Gobierno  de  6 de  junio 


de  1873  (l)  se  excitó  al  Ministerio  fiscal 
á perseguir  los  delitos  electorales,  pi- 
diendo certificación  al  Congreso  de  las 
actas  ó documentos  que  estime  conve- 
nientes y valiéndose  de  aquellos  medios 
que  sn  reconocido  celo  é ilustración  Je 
sugieran. 

DELITOS  DE  IMPRENTA.  Sobre  juez 
competente,  véase  el  núni.  LXXXIX  del 
artículo  CoiMPETiNciA.  Sobre  libertad  de 
imprenta  y delitos  cometidos  con  ocasión 
de  su  ejercicio,  consúltense  los  arts.  17, 
22,  23  y 31  de  la  Constitución  de  1869; 
y del  Código  penal  de  1870,  los  arts,  10, 


[i)  Se  halla  inserta  on  el  fíoletin,  Anuario 
de  1873,  pág.  4o9. — La  ley  electoral  tlo^2ü  de 
agosto  de  1870,  véase  en  el  Anuario  de  1870,  pá- 
gina 451. 


DELITOS...  DENEGACION 

párrafo  quinto,  12,  U,  203,  457  y 382 
á 384. 

DELITOSMILITARES.— V.Competescia: 

Insulto  á centinela. 

DENEGACíOH  DE  AUXILIO  Y DESOBEDIEH- 
CÍA.  No  nos  referimos  en  este  artículo 
á la  desobediencia  penada  en  el  cap.  4.° 
del  U't.  Ifl,  libro  2.’  del  Código,  sobre  la 
cual  puede  verse  Atentado  y Desacato, 
y algunos  casos  que  se  compresden  en 
Desobedíekcía.  A([uí  nos  referimos  á los 
actos  de  desobediencia  y denegación  de 
auxilio  de  los  funcionarios  públicos  res- 
pecto de  sus  superiores,  que  castiga  el 
capítulo  3.°  del  tít.  VII,  respecto  de  los 
cuales  hé  aquí  algunos  importantes  fallos 
del  Tribunal  Supremo: 

I,  Aplinacioti  del  párrafo  tercero  del 
articulo  380  del  Código , ó irresponsabi- 
lidad de  los  funciúnarios  públicos  que  no 
den  cimplimienlo  d wi  mandato  que 
constituya  infracción-  manifiesfa  de  ley. 
— El  administrador  económico  de  Bada- 
joz despacíió  una  comisión  de  apremio 
contra  el  Ayuntamiento  de  Almendrale- 
jo,  y el  alcalde  segundo  D.  Antonio  Par- 
do, en  funciones  de  primero,  se  negó 
hasta  por  tres  veces  á dar  cumplimiento 
á la  orden  superior;  babiendo  sido  por 
ello  corregido  gubernativamente  por  el 
gobernador  de  la  provincia,  sin  perjuicio 
de  lo  demás  á que  hubiere  dado  lugar;  y 
resultando  que  Ja  conducta  de!  admi- 
nistrador, considerada  como  abusiva  por 
el  procesado,  fué  aprobada  por  la  Direc- 
ción general  del  ramo,  que  no  se  limitó 
á esto,  sino  que  además  encargó  a dicho 
administrador  la  continuación  de  sus 
gestiones  y seguida  la  causa  por  lodos 
sus  trámites,  el  juez  de  Almendralejo 
pronunció  sentencia,  que  fuó  revocada 
por  Ja  Sala  de  lo  criminai  de  la  Audien- 
cia de  Caceres;  la  cual,  declarando  que 
el  hecho  constituye  el  delito  de  denega- 
ción do  auxilio  para  un  servicio  público, 
sin  circunstancias  atenuantes  ni  agra- 
vantes, y que  el  culpable  como  autor  es 
D.  Antonio  Pardo,  le  condenó  en  dos 
años  de  suspensión  del  cargo  de  alcalde 
segundo  de  la  ciudad  de  Almendralejo  y 
en  la  multa  de  200  pesetas,  sufriendo 
por  insolvencia  la  responsabilidad  per- 
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sonal  subsidiaria  correspondiente  á ra- 
zón de  un  dia  por  cada  5 pesetas,  y en 
las  costas  procesales; 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Pardo 
en  tiempo  y forma  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundándolo  en  el 
artículo  3.°  de  la  que  los  ha  establecido, 
y citando  como  infringido  el  art.  dSÜ, 
párrafo  tercero  del  Código  penal  refor- 
rnado,  por  el  que  se  prohíbe  á los  fun- 
cionarios públicos  constituidos  en  auto- 
ridad dar  cumplimiento  á un  mandato 
en  que  se  infrinja  alguna  disposición  le- 
gal. Y el  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lugar  en  los  términos  siguientes: 

«CoDsiiieraiido  que  el  art.  lí:¡  de  la  ley  pro- 
visional sobre  e&lablecimiento  del  recurso  de 
casación  en  los  juicios  criminales  dispone 
que  se  interponga  en  oscrito,  en  ei  cual  se 
expresen  clara  y concisamente  sus  funda- 
mentos, y se  cite  el  artículo  de  esta  misma 
ley  que  lo  autorice;  y el  recurrente  D,  An- 
tonio Pardo  no  Im  cumplido  con  e.ste  requi- 
sito indispensable  al  citar  et  art.  3.“  au  lugar 
del  -i.“,  donde  se  coniprenilen  exclusivamen- 
te Jos  casos  para  los  efectos  de  la  casación 
por  infringirse  alguna  ley: 

Considerando,  ademá.s,  que  el  párrafo  ter- 
cero del  art.  380  del  Código  penal  reforma- 
do, que  se  invoca  para  apoyare!  recurso,  no 
tiene  aplicación  al  caso  de  autos,  porque 
prescribiéndose  en  él  que  uo  incurrirán  en 
responsabilidad  criminal  Jos  ñincionarios  pú- 
blicos constituidos  eti  autoridad  que  no  den 
ctimpiimiento  á un  mandato  en  el  que  se  in- 
frinja maniliesla,  clara  y determinadamente 
cualquiera  Ipy,  no  liay  en  los  hechos  consig- 
nados en  la  sentencia  ni  en  los  razonamien- 
tos de  la  defensa  nada  para  suponer  que  el 
jefe  económico  al  mandar  la  Comisión  de 
apremio  contra  el  Ayuntamiento  faltara  á 
ninguua  ley,  sino  más  bien  aparece  que  su 
medida  lúé  aprobada  por  el  gobernador  y !a 
Dirección  general  del  ramo.»  (SeiU.  10  di- 
GÍembrc  1871.) 

II.  Denegación  de  auxilio  por  un  al- 
calde para  la  recaudación  de  contribu- 
ciones^ alegando  no  estar  votadas  por  las 
Cortes:  Su  responsabilidad,  atendido  lo 
dispuesto  eti  la  ley  de  coniabilídad  de 
1870,  en  relación  con  el  art.  lo  de  la 
Cojis/¿/ííc¿o?í. — El  alcalde  de  CosieUeras, 
en  IG  de  febrero  de  1872,  negó  el  auxi- 
lio que  el  comisionado  del  Banco  le  re- 
clamaba para  hacer  efectivo  el  apremio 
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de  primer  grado  á los  contribuyen  les 
morosos,  alegando  qne  se  creía  relevado 
de  !a  obediencia  por  tratarse  de  impues- 
tos no  votados  en  Corles,  y se  infringió 
con  el  lo  el  art,  15  de  la  Constitución.  For- 
nióssie  causa,  y condenado  por  ia  sen- 
tencia que  recayó,  interpuso  recurso  de 
casación  por  intraccion  de  ley,  que  fun- 
dó en  los  párrafos  tercero  y quinto  del 
artículo  4.“  déla  ley  de  casación,  y ci- 
tando como  infringidos  el  art.  15  de  la 
Constitución  y el  j.árrafo  segundo  del  30 
de  la  misma,  en  combinación  con  el  nú- 
mero 11  del  S.°  del  Código  penal,  por 
haberse  calificado  como  delito  un  beclio 
que  no  lo  era,  y porque  de  haber  obe- 
decido el  alcalde,  no  se  iiabria  eximido 
de  Ja  responsabilidad  por  la  infracción 
clara  y ternunante uJel  precepto  consti- 
tucionaJ.  El  Tribunal  Supremo  declara 
no  haber  lugar  al  recurso,  teniendo  en 
cuenta  la  Constitución  de  1869,  el  ar- 
tículo 32  de  la  ley  de  administración  y 
contabilidad  de  la  Hacienda  de  25  de 
junio  de  1870  (1),  arts.  20  y 94  de  la 
Instrucción  de  3 de  diciembre  de  1 869  (2) 

y el  382  del  Código  penal,  en  estos  tér- 
minos: 

«Gonsideraudo  que  las  Górtes  Constitu- 
yen te.s,  quG  en  uso  de  .su  .soberanía  promul- 
garon la  Conslílucion  del  Estado,  decretaron 
y sarjcionarofi  también  por  la  ley  de  25  de 
junio  de  1 870,  que  el  proyecto  de  admtnis- 
Iracion  y contabilidad  de  la  Hacienda  públi- 
ca y de  Organización  del  Tribunal  de  Cuentas 
rigiesen  como  leyes  del  Estado,  sin  perjuicio 

de  las  altoracioiies  que  en  ellas  acordasen 
Jas  Córtes: 

Considerando  que  ei  arl.  32  del  precitado 
proyecto,  declarado  ley,  dispone  que  si  re- 
unidas estas  en  el  tiemjio  señalado  por  la 
ConsliUicinn  dejasen  de  volar  ó autorizar  rd- 
^un  año  ia  ley  de  prosupue.slo.s  para  e!  .^i- 
guiente,  se  considerará  vigense  la  del  ante- 


(d)  Inserta  en  la  pdg.  267  y siguientes  del 
JSoleltn  de  18/0;  pero  téngase  en  cuenta  que 
por  el  ,irl.  t,í  de  la  ley  de  28  de  febrero  de  1873 
se  ha  derogado  dicho  arl.  32  de  la  de  contabi- 
lidad, debiendo,  con  arreglo  al  art.  100  de  la 
^onstuucion,  cobrarse  é invertirse  las  conlri- 
, cionp  y rentas  públicas,  en  virtud  de  las 
nyes  de  presupuestos  o autorizaciones  de  )as 

en  cada  una  de  las  legislaturas, 
de  1869  on  la  página  403  del  ^Initario 


rior,  excepto  el  caso  en  que  se  determine 
otra  coca  por  una  ley  especial: 

Considerando  que  ei  art.  20  ríe  la  Instruc- 
ción para  la  coliranza  de  los  impuestos  de  3 
de  diciembre  de  1869,  decretada  con  auto- 
rización de  las  niisniíis  Córtes  Constituyentes 
en  virtud  de  ia  ley  de  19  de  julio  de!  mismo 
ano,  previene  que  al  presentarse  el  comisio- 
nado de  apremio  al  alcalde  re.spectivo  con  la 
relación  de.  deudore.s  morosos  de  una  contri- 
bución, debe  esta  autoridad  dictar  en  el  tér- 
mino de  veinticuatro  horas  providencia  se- 
fiaiando  á aquellos  para  el  pago  de  sus  cuotas 
el  término  do  tros  días,  imponiéndoles  el 
recargo  que  señala  el  art.  18  do  la  misma 
Instrucción,  y que  si  no  lo  verifica  incurre 
en  la  responsabilidad  criminal  determinada 
en  el  art.  94: 

Considerando  que  e.'ta  responsabilidad, 
según  el  art.  382  del  Código  penal  en  su 
parte  primera,  es  la  im[Hie.stíi  al  luncionario 
público  que  requerido  por  autoridad  compe- 
tente no  prestase  la  debida  cooperación  para 
un  servicio  público,  debiendo  ser  por  ello 
castigado  con  la  pena  de  suspensión  eu  sus 
grado.?  mínimo  y medio  y mulla  de  125  á 
i .230  pesetas; 

Considerando  que  según  los  datos  consig- 
nados eu  la  .sentencia  contra  la  cual  se  ha 
recurrido,  habiéndose  re.si.stido  el  procesado 
como  alcalde  de  Casíelseras  ó prestar  el  au- 
xilio que  le  pedia  el  comisiouado  para  el 
apremio  de  primer  grado  contra  los  deudo- 
res morosos  de  .su  distrito,  bajo  el  pretexto 
de  que  no  esLai)an  votadas  las  contribucio- 
nes respectivas  á aquel  año,  invocando  eu 
su  apoyo  los  arts.  y 30  de  la  Constitución, 
se  desentendió  complélamenle  de  la  obedien- 
cia debida  á las  leyes  que  que  iau  precitadas, 
incurriendo  en  la  responsabilidad  criminal 
consiguiente,  porque  verificándose  la  exac- 
ción del  impuesto  con  sujeción  estricta  á la 
ley  de  presupuestos  del  año  anterior  no  ha- 
bla infracción  manifiesta,  clara  y terminante 
de  ningún  artículo  constitucional: 

Considerando,  por  consecuencia,  que  la 
Sala  sentenciadoaa,  al  declarar  al  pr"ce.saflo 
reo  del  delito  previsto  en  e!  art,  382  del  Có- 
digo penal  reformado  no  incurrió  en  el  error 
de  derecho  á que  se  refieren  los  casos  l.°  y 
5.°  de  la  la  ley  de  ca.sacÍon,  ni  infringió  los 
precitados  arts.  15  y 30  de  la  Conslitiicion 
del  Estado,  ni  tampoco  el  art.  8.°  de  dicho 
Código  en  .su  nú  tu.  M; 

Fallamos  que  dehernos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  lú  recurso  interpues- 
to etc.»  (Sent.  24  marzo  1873.) 

lU.  Otro  caso  de  denegación  de 
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xilio  para  la  recaudación  de  contribu- 
ciones por  el  alcalde  de  Mondoñedo,  de 
acuerdo  con  el  Apuntamiento:  El  res- 
ponsable de  la  denegación  de  auxilio  es 
el  alcalde^  no  los  con cej ales ^ cualquiera 
que  sea  la  responsabilidad  en  que  kaija^i 
incunido  por  su  acuerdo. — El  adminis- 
trador económico  de  la  provincia,  en  fe- 
brero de  1872,  á consecuencia  del  atra- 
so en  que  se  bailaba  la  recaudación  en 
la  ciudad  de  Mondoñedo,  ofició  al  alcal- 
de haciéndole  presente  que  siendo  apre- 
mianleí  los  órdenes  que  tenia  se  iba  á 
ver  precisado  ó decretar  el  apremio  con- 
tra los  contribuyentes  en  un  brevísimo 
término,  y que  esperaba,  por  tanto,  de 
su  celo,  en  obsequio  del  servicio  y de  ios 
contribuyentes,  que  ordenase  fuesen  es- 
tos avisados  por  bando,  como  era  cos- 
tumbre. El  alcalde,  recibido  este  oficio, 
convocó  al  ayuntamiento,  que  en  sesión 
extraordinaria  y pública  acordó  por  una- 
nimidad que  no  podía  prestarse  la  co- 
operación ([ue  se  reclamaba  sin  incurrir 
en  delito  do  exacción  ilegal,  según  el  ar- 
tículo lo  de  la  Constitución,  evitando  a.sí 
ei  contraer  la  responsabilidad  consi- 
guiente. Puesto  el  heclio  en  conocimien- 
fo  del  gobernador,  éste  se  lo  comunicó 
al  juez  para  que  procediera  á loque  Iju- 
biere  lugar,  y avocado  luego  el  conoci- 
miento por  la  Audiencia,  dicto  senten- 
cia declarando  que  los  hechos  consii- 
liiian  el  delito  de  denegación  de  auxilio, 
penado  por  el  art.  382  del  Código  penal, 
y calificando  de  reos  al  citado  alcalde  y 
á otros  14  concejales,  condenó  á cada 
uno  á un  año  y seis  meses  de  suspen- 
sión de  los  cargos  municipales,  123  pe- 
setas do  milita  y costos  por  iguales  parles. 

Interpuesto,  á nombre  de  los  13  pro- 
cesados, recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  que  se  fundó  en  los  casos  I.° 
y de!  art-  4.°  de  la  provisional  que 
!o  autoriza,  citando  como  infringidos 
con  relación  á todos  los  procesados  el 
párrafo  segundo  del  art.  y c.l  382  de! 
Código  penal,  y el  párrafo  segundo  del 
32  de  la  Conslilucion  del  Estado,  porque 
los  individuos  del  Ayuntamiento  no  ha- 
bían delinquido,  ajustándose  «tI  precepto 
constitucional,  ni  eran  funcionarios  pú- 
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büeos,  ni  habían  sido  requeridos  por 
autoridad  legítima,  ni  negaron  una  co- 
operación que  fuera  debida;  y respecto  á 
los  concejales  el  art.  17  de  la  Constitu- 
ción y el  08  del  Código  penal,  porque  lo 
que  únicamente  hicieron  fue  emitir  su 
Opinión  libre,  exigida  por  el  alcalde  y 
permitida  por  el  Código  fundanienlal, 
con  cuyo  acto  no  debieron  ser  calificados 
de  autores,  ni_  habérseles  impuesto  las 
penas  establecidas  para  estos,  es  estimada 
solamente  en  cuanto  á los  concejales  en 
los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  por  el  art.  2.“  de  la 
ley  de  27  de  julio  de  í871  se  declaró  que  e! 
presupuesto  de  ingresos  de  dicho  ano  conli* 
nuase  vigente  iiasta  que  las  Córtes  aproba- 
sen los  presupuestos  correspondientes  al  año 
económico  de  1871  á 1872: 

Considerando  que  con  arreglo  á la  ley  de 
25  de  junio  de  1870  fué  elevado  también  á 
ley  el  proyecto  de  contabilidad  del  Estado, 
previniéndose  como  regla  general  en  su  ar- 
tículo 32^que,  si  reunidas  las  Corles  en  el 
tiempo  señalado  por  la  Constitución  neja.sen 
de  votar  en  algún  año  la  ley  de  presupues- 
tos para  el  siguiente,  .se  considere  vigente  la 
inmediata  anterior,  á no  ser  que  se  determi- 
nase otra  cosa  por  una  ley  especiai: 

Considerando  que  aun  cuando  por  el  ar- 
tículo lo  de  diciia  Conslituciou  se  preceptúa 
que  nadie  esta  obligado  á pagar  contribucio- 
nes que  no  hayan  sido  votadas  por  las  Cor- 
tes, es  innegable  que  en  el  caso  presente  el 
Gobierno  de  la  Nación  estaba  legalinenle  au- 
torizado para  continuar  cobrando  las  ante- 
riormente vetadas  hasta  tanto  que  por  las 
mismas  se  aprobasen  los  presupue.stos  cor- 
respondientes al  año  de  I87t  á 1872: 

(Considerando,  por  consecuencia,  que  la 
Administración  económica  de  la  provincia 
de  Lugo  en  el  momento  en  que  fué  adverti- 
da por  ios  delegados  del  Gobierno  que  había 
retraso  notable  en  el  pagoda  la  conirihucioa 
territorial  del  tercer  trimestre  correspon- 
diente al  año  económico  de  1871  á 1872  pa.só 
oficio  directo  a!  alcalde  ele  Mondoneilo,  re- 
quiriéndole  atenlarnenle  para  que  por  medio 
de  bandos  y avisos,  según  la  costumbre  lo- 
cal, diese  aviso  álos  contribuyentes  morosos 
con  ei  fin  de  que  concurrie.sen  al  pago,  evi- 
tándolos toda  vejación  de  apremios,  cum- 
pliendo asi  con  lo  ordenado  en  tal  .sentido 
de  una  manera  expresa  en  el  art.  16  de  la 
in.slruccion  general  de  3 do  diciembre  de 
1869,  aprobada  por  la  ley  de  las  Constitu- 
yentes de  10  de  julio  del  propio  año: 
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Conshlerando  que  el  alcalde  de  Mondoñe-  ] ahierlamente  á su  desempeño  iníerino. 
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do,  como  aulorirlad  fidiuioislraliva  local,  es- 
taba ol)ligado  en  virtud  de  las  leyes  precita- 
das á prestar  su  cooperación  pronta  y eficaz 
para  el  auxilio  que  se  te  pedia  dírecLamenle, 
sin  necesidad  de  convocar  al  Ayuntamiento 
á una  .sesión  extraordinaria  y pública  para 
solo  el  objeto  de  darle  cuenta  de  aquel  oficio 
y bajo  el  pretexto  de  evitar  el  incurrir  en 
úna  responsabilidad  de  que  las  leyes  preci- 
tadas le  relevaban  de  una  manera  explícita 
y terminante: 

Considerando  que  e!  Ayuntamiento,  acep- 
tando voluntariamente  por  acuerdo  unánime 
la  denegación  del  auxilio  que  solo  se  pedia  al 
alcalde  y de  ningún  lucdo  á la  corporación 
que  este  presidia,  esta  intervención  del 
Ayunta tuien lo  no  debe  .ser  calificada  como 
una  cooperación  necesaria  y directa  para  el 
electo  de  que  sean  reputad o.s  como  autores 
del  hecho  lo.s  concejales  que  no  babian  sido 
requeridos  directamente  por  la  Administra- 
ción económica: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  declarar  al  alcalde  D.  Antonio 
Losas  reo  del  delito  previsto  en  el  primer 
párrafo  del  art,  382  del  Código,  no  lia  inirin- 
giiio  esta  disposición  penal,  ui  ninguna  otra 
de  las  conleiii'las  en  el  Código  ni  en  la  Coms- 
tilucion  del  Estado,  que  se  lian  citado  como 
fundamento  del  recur.so  interpuesto  en  su 
nombre,  no  linbiendo  cometido  el  error  de 
derecho  comprendido  en  el  caso  J.^dei  ar- 
tículo de  la  lev  de  ca.sacion: 

il 

Considerando  que,  cualquiera  que  sea  la 
rfispon.sa¡jilidad  en  que  hayan  podido  incur- 
rir los  deiriás  concejales  recurrentes,  es  in- 
dudable que,  según  los  hechos  admitidos  co- 
mo probados  en  la  sentencia,  no  debieron 
ser  calificados  en  ella  como  autores  del  ex- 
presado delito,  cometiéndose  el  error  de  de- 
recho comsignado  en  el  caso  4."  del  art.  4,“ 
fie  i a precitaíla  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  á 
nombre  del  procesado  D.  Antonio  Lo.sas,  y 
ue  liú  lugar  al  deducido  en  representación 
c los  demás  concejales  recurrentes;  ca.san- 
do  y anulando  la  sentencia  pronunciarla  por 
la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  la 
Coruua,  de  la  cual  se  reclame  la  causa  ori- 
ginal para  los  efectos  legales  por  el  conduc- 
to esi-abiecida.»  (Sent.  4 octubre  1873,) 

— V.  ApnEMios. 

lY.  Incurre  en  el  delito  del  art.  380 
elsecreiario  de  Ayunlamienlo  que  encaso 
de  vacante  de  la  Secretaria  del  Juzgado 
viunicipal  y hasta  su  provisión  ^ se  negare 


D.  José  Pereira,  como  secretario  del 
Ayuntamiento  deSerrejon,  fuó  nombra- 
do el  10  de  enero  de  1871  para  igual  car- 
go del  Juzgado  municipal  del  mismo  pue- 
blo, y se  negó  á desempeñarlo.  El  juez 
de  primera  instancia  del  partido  mandó 
publicar  la  vacante  de  la  expresada  Se- 
cretaría del  Juzgado  municipal  y que  se 
hiciera  saber  af  Pereira  la  desempeñara 
interinamente  hasta  su  provisión,  pero  el 
procesado  se  negó  a efectuarlo,  á pesar  de 
repetidos  preceptos  que  le  fueron  im- 
puestos hasta  el  iáO  de  agosto  del  mismo 
año,  consumando  así  la  abierta  resisten- 
cia á cumplir  las  órdenes  de  .su  superior. 
Formósele  causa  con  este  motivo,  y con- 
denado á la  pena  del  art.  380  del  Código 
pena!,  interpuso  el  procesado  recurso  de 
casación,  que  es  desestimado , conside- 
rando principalmente: 

«Considerando  que  según  el  art.  3.*^  de  la 
Real  órden  de  20  de  junio  de  1868  (t)  acor- 
de con  la  ley  orpánica  del  poder  judicial,  en 
el  caso  de  no  balíer  a.spiraule  ninguno  que 
reúna  las  circunstancias  exigidas  para  ser 
nombrado  secretario  del  Juzgado  de  paz  ó 
sea  municipal,  podrá  nombrarse  al  de  Ayun- 
tamiento, y aun  obligársele,  si  lo  repugna, 
á desempeñar  interinamente  el  cargo  de  se- 
cretario de  Juez  municipa!: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  declarar  ai  procesado  reo  de  desobedien- 
cia é imponerle  la  iaiuibiütdcion  temporal  es- 
pecial por  il  años  y un  día,  con  mas  la  multa 
de  300  pesetas,  se  ha  ajustado  al  art.  380_del 
Código  penal  en  vez  de  haberlo  iuIVingido, 
como  pretende  el  recurrente,  y que  tampoco 
ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  á que  se 
refieren  los  núms.  1.®,  3.®  y 4.^  del  art.  4.* 
de  la  ley  de  18  de  junio  de  1870.»  t Sen t- 
9 enero  1873.) 

V.  El  no  cumplimienlo  de  la  orden 
de  un  superior  por  imposibilidad  de  eje- 
cutarla 710  es  la  desobediencia. — Cuando 
un  Ayuntamiento  deja  de  dar  cumpli- 
miento á las  órdenes  do  la  Diputación 
haciendo  observaciones  sobre  la  imposi- 
bilidad material  de  ejecutarlas  por  razo- 
nes que  expone  con  la  debida  reverencia, 


(1)  Emendemos  que  la  referencia  es  .á  la 
Real  órden  de  10  do  junio  de  1808,  pues  no 
existe  la  de  20  de  junio. 
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este  hecho  no  constituye  el  delito 
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desobediencia  grave  del  art.  3SI  del  Có- 
digo penal  «que  exige  que  los  que  se  nie- 
guen á obedecer  á la  autoridad  supe- 
rior lo  hagan  abiertamente»,  y al  califi- 
carlo de  falla  comprendida  en  el  artículo 
589,  no  infringe  la  Audiencia  dichos  ar- 
tículos. (Sent.  9 octubre  1873.) 

DENUNCIA.  V,  Acusación  Y DRXL’NciA, 

Y.  Atemado  y desacato. 
V.  Competencia. 

V.  Malversación. 

DESOBEDIENCIA.  Remitiéndonos  á lo 
que  dejamos  dicho  en  Denegación  de 
AUXILIO  y en  Atentado  y Desacato,  hé 
aquí  algunos  fallos  relativos  al  delito  de 
desobediencia  grave  penado  en  el  ar- 
tículo !¿Go  de!  Código  penal  reformado, 
procurando  no  confundirla  con  la  leve 
que  es  objeto  del  art.  589. 

I.  La  resistencia  d cumplir  ¡tn  7}ian- 
dnto  judicial  no  es  la  falla  que  castiga 
el  art,  589  en  su  7iúm.  5.®  sino  el  delito 
del  art.  26o  del  Código  penal. 

En  causa  contra  D.  .luán  Brabo  sobre 
desobediencia  á la  autoridad  recayó  en 
la  Au  dieneia  sentencia  condenatoria  á 
dos  meses  y un  dia  de  arresto  mayor  con 
sus  accesorias  y C2o  pesetas  de  multa. 
Interpuso  el  procesado  recurso  de  casa- 
ción alegando  como  infringido  el  núme- 
ro 5.”  del  art.  589  del  Código  penal  y se 
declara  no  Iiaber  lugar  á él: 

«Considerando  quo  siendo  evidente  por  e! 
re.sultado  de  lo.s  hechos  adinilidos  en  la  sen- 
tencia recurrida  que  librado  despacho  por  el 
Juzgado  de  primera  ínslniicia  de  Carríon  para 
que  el  proce.sado  eu  el  acto  de  ser  requerido 
hiciese  enirega  formal  de  determinados  bie- 
nes á D.  Bruno  Mozo,  al  ser  notificado  á pre- 
sencia del  juez  do  paz,  alguacil  y varios  tes- 
tigos se  opuso  con  la  más  porfiada  insisten- 
cia á cumplir  con  lo  que  se  lo  ordenaba,  pro- 
firiendo e.^presioues  altaneras  y jactanciosas 
«de  que  no  lo  importaba  que  le  formasen 
causa,»  y e.xcu.sándose  con  que  ya  había  en- 
tregado dichos  bienes,  lo  que  no  era  cierto, 
quedando  por  consecuencia  .sín  ejecutar  el 
mandato  judicial;  la  Sala  sentenciadora,  ca- 
lificando tales  hechos  de  desobedieucia  gra- 
've  á lu  autoridad  y sus  agentes  en  el  ejerci- 
cio de  las  funciones  propias  do  sus  cargos, 
íiplicó  debidamente  el  art.  565  del  Código 
"''■gente,  siu  incurrir  en  el  error  de  derecho 


á que  se  refiere  el  art.  4.®  en  su  caso  1.®  ya 
citado: 

Y considerando  que  el  art.  589  en  su  nú- 
mero 5.0  castiga  á los  que  faltasen  al  respeto 
y consideración  debidos  ó la  autoridad,  ó la 
desobedeciesen  levemente  dejando  do  cum- 
plir las  órdenes  particulares  (pie  les  dict.ase, 
lo  cual  constituye  un  hecho  de  diversa  natu- 
raleza, pues  no  era  órdon  particular  la  que 
a)  procesado  .se  daba,  sino  un  mandato  judi- 
cial de  autoridad  competente,  comunicado 
para  su.  ejecución  por  medio  de  otra  autori- 
dad igualmente  legitima;  y la  desobediencia 
no  filé  leve,  sino  muy  tenaz,  con  manifesla- 
cíones  de  de.sprecío,  consiguiendo  a.si  que  la 
providencia  dictada  en  juicio  no  so  llevase  á 
efecto » (Seiif.  30  junio  1S7L.) 

II.  Constituye  el  delito  de  deschedien.’ 
cía  grave  á la  autoridad  la  negativa  ru- 
sistenie  en  aceptar  el  cargo  de  deposita- 
rio de  bienes  embargados ^ y es  aplicable 
el  art,  265  del  Código  penal. — Asi  lo  es- 
tablece el  Tribunal  Supremo  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
inlerpueslo  por  Alfonso  Santos  y Anto- 
nio Gómez,  contra  sentencia  de  !a  Au- 
diencia de  Cáceres  que  les  condenó  por 
diclio  delito  en  dos  meses  y un  dia  de  ar- 
resto mayor  con  sus  accesoria.?. — El  se- 
gundo considerando  en  que  se  consigoa 
la  indicada  doctrina  dice  asi; 

«Considerando  que  la  deRohediencta  on 
que  incurrieron  Alflinso  Santn.s  y Antonio 
Gómez  no  puede  menos  de  apreciarse  como 
grave,  porque  se  negaron  á aceptar  e!  cargo 
de  depositario.?  de  ios  bienes  embargados  ;i 
los  deudores  del  impuesto  personal,  para  el 
que  fueron  nombrados  por  ei  juez  municipal, 
ya  cuando  se  les  notilicó  el  nonibramicnlo  y 
ya  después  de  haber  campa recidci  A presen- 
cia de  dicho  juez,  que  les  cmleró  de  lo  dis- 
puesto en  la  instrucción  tie  3 de  diciembre 
de  Í869,  amonestándoles  ¡ior  dos  veces  en 
ocasiones  di.slintas  para  que  aceptasen,  re- 
sistiéndose siempre  á cnm[tlir  con  io  preve- 
nido, dando  lugar  á la  formación  de  la  cau.s3 
que  se  los  lia  seguido  (1).»  (Sent.  31  di- 
citínibre  1872.) 

IIT.  Desobediencia  gravea  la  autori- 
dad y coacciones  contra  paritculares: 
Casación  por  haber  sido  cali fcados  estos 


(1)  Arls-  31  y 32  de  la  instrucción  de  3 de 
diciembre  de  1869  y 73  y 71  dcl  R.  O.  de  23  de 
mavo  de  1843. 


hechos  como  faltas. — No  son  simples  fal- 
las contra  las  personas  y el  orden  públi- 
co los  hechos  de  querer  impedir  la  con- 
tinuación de  un  baile  en  una  casa  parli- 
cular  y de  desobedecer  al  juez  munici- 
pal y alcalde,  sino  delitos  comprendidos 
en  los  artículos  26o  y 510  del  Código 
penal.— Así  lo  establece  el  Tribunal  Su- 
premo casando  y anulando  una  senten- 
cia de  !a  Audiencia  de  Zaragoza  por  ha- 
ber calificado  aquellos  hechos  como  fal- 
tas, incuniendo  en  el  error  de  derecho 
del  caso  2.®  del  art.  4.°  de  la  ley  de  ca- 
sación. Dicen  así  lexiualraento  sus  dos 
últimos  considerandos  en  que  se  consig- 
nan los  hechos  y el  fundamento  de  la  ca- 
sación. 


es  esta  pena  en  Co^plNAMlENTO.  Se  im- 
pone el  destierro  en  los  arts.  171, 
175,  186,  221,  27í),  433,  438,  439,441  y 
509.  Se  impone  además  fraccionada:  en 
su  grado  mínvno,  en  el  art.  4í)3 ; en  el 
grado  minuno  al  medio,  en  el  473,  pár- 
rafo segundo;  en  los  grados  medio  al 
i?iáximOj  en  el  2S34  y 473,  y en  el  grado 
máximo.,  en  el  169,  párrafo  segundo  del 
171,  y el  176  con  relación  al  173. 

Comprendiendo  esta  pena  desde  seis 
meses  y un  dia  á seis  años,  lo  mismo 
que  el  presidio  correccional,  omitimos 
aquí  la  tabla  sinóptica  de  su  duración 
en  grados,  en  sus  indicadas  combinacio- 
nes, remitiéndonos  al  artículo  Presidio 
correccional. 


«Considerando  que  de  los  hechos  consig- 
nados en  la  sentencia  referida  resulta  eviden- 
ciado que  los  procesados  promovieron  un 
alboroto,  yendo  provistos  de  varias  armas 
para  impedir  la  continuaciOD  de  un  baile  que 
E8  verificaba  pacíficamente  en  casa  particu- 
lar, causando  una  herida  leve  á uno  de  Jos 
concurrentes ; y que  liabiéndose  presentado 
primero  el  juez  municipal  y luego  el  alcalde 
con  el  objeto  de  apaciguar  el  alboroto,  una 
y otra  autoridad  fueron  desobedecidas,  vién- 
dose precisado  el  último  á publicar  un  bando 
conminatorio,  á consecuencia  del  cual  se  re- 
tiraron los  promovedores  del  desórden: 

Y considerando  c(iie  la  reiterada  desobe- 
diencia de  los  procesados,  varios  de  ellos  ar- 
mados, á vista  de  las  autoridades  locales  im- 
pidiendo violentamente  ia  continuación  de 
una  diversión  pacífica,  no  puede  menos  de  ser 
calificada  de  grave  atendidas  todas  las  cir- 
cunstancias expresadas;  y que  por  conse- 
cuencia la  Sala  sentenciadora,  ai  calificar  de 
mera  latía  el  hexho  ejecutado,  infringió  los 
artículos  265  y 510  del  (Código  penal,  incur- 
riendo en  el  error  de  derecho  precitado.» 
(Sent,  4 julio  1873.) 

IV.  Ácíilud  de  resistencia  pasiva  a 
UN  BANDO  de  orden. público. — La  desobe- 
diencia a un  bando  publicado  por  temor 
de  que  se  altere  el  orden  público,  mani- 
festando los  procesados  preferir  irá  la  cár- 
cel á retirarse  á sus  casas,  estando  for- 
mando grupo,  está  comprendida  en  el  ar- 
tículo 265  del  Código  penal,  y no  hay 
error  do  derecho  en  su  aplicación.  (Sen- 
tencia 6 noviembre  1873.) 

DESTIERRO.  Ya  dejamos  dicho  lo  que 


DETEHCION  0 PRISION  ILEGAL  0 ARBI- 
TRARIA. Da  Constitución  establece  que 
ningún  español  ni  extranjero  pueda  ser 
detenido  ni  preso  sino  por  causa  de  deli- 
to, no  pudiendo  durar  la  detención  gu~ 
bernaliva  más  de  veinticuatro  horas,  y 
debiendo  por  \z  judicial  elevar  á prisión 
ó dejarse  sin  efecto  dentro  de  setenta  y dos 
horas.  La  prisión  solo  puede  tener  lugar 
en  virtud  de  mandamiento  de  juez  com- 
petente y en  auto  motivado,  oyéndose  al 
preso  para  ratificar  ó dejar  sin  efecto  di- 
cho auto  dentro  de  las  setenta  y dos  llo- 
ras siguientes  al  acto  de  la  prisión,  (¡^r- 
lículüs  2.*^,  3.",  4.°,  S.^  y 9.^  de  ia  Cons- 
titución.) 

Quien  puede  acordar  la  detención  ó 
prisión,  cuando  tienen  el  deber  de  detener 
a autoridad  ó agente  de  policía  judicial 
y el  juez  instructor,  y las  obligaciones 
del  que  acuerda  ó ejecuta  la  detención 
ó prisión,  nos  lo  dice  el  tít.  IX  del  libro 
4.“  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, arts.  382  á 427,  donde  se  determi- 
nan taxativamente  las  circunstancias  ne- 
cesarias para  decretar  la  prisión  provi- 
sional y la  forma  y los  casos  de  fianza  de 
estar  á juicio. 

El  Código  penal  castiga  las  detencio- 
nes ilegales  cometidas  por  particulares, 
en  el  tít.  Xíl  de  los  delitos  contra  la  li- 
bertad y seguridad,  arts.  495  á 497;  y 
de  las  cometidas  por  funcionarios  públi- 
cos en  ios  arts.  210  y siguientes,  til.  II, 
«de  los  delitos  contraía  Constitución,  y 
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sección  de  ios  delitos  cometidos  por  fun- 
cionarios públicos  contra  el  ejercicio  de 
Jos  derechos  individuales...»  No  se  crea, 
que  antes  de  la  democrática  Constitución 
de  1809  estaban  sin  garantía  la  libertad 
y seguridad  personal,  pues  el  Código  de 
Í8oO  pen  aba  con  el  mismo  ó con  más 
rigor,  sí  se  quiere,  las  detenciones  ile- 
gales cometidas  por  particulares,  artícu- 
los 40i)  á 407,  y las  cometidas  por  fun- 
cionarios públicos,  en  los  arts.  294  al 
298.  Veamos  algunos  casos  de  jurispru- 
dencia: 

I.  No  cómate  el  delito  de  detención- 
arbitraria  el  alcalde  que  en  virtud  de 

n' a j unificada  de  un  marido  acuerda 
onduccíon  de  la  mujer  al  domicilio 
de  su  esposo:  Efectos  de  la  sociedad  con- 
yugal con  relación  á las  personas  de  los 
cónyuges:  Violación  de  depósito  judiciaL 
Doniingo  Mendez,  marido  de  Francis- 
ca Alvarez  Ron,  acudió  al  alcalde  de 
Ulano  D.  Juan  Fernandez  Lanza,  solici- 
tando que  se  pusiera  á su  disposición  á 
su  referida  consorte  por  estar  en  relacio- 
nes amorosas  en  el  lugar  de  Gio;  y des- 
pués de  tomarse  declaraciones  á tres 
testigos,  que  afirmaron  el  hecho  denun- 
ciado, dispuso  el  alcalde  en  20  de  marzo 
de  1869,  la  conducción  de  la  Alvarez  al 
domicilio  de  su  esposo:  Mendez  volvió  á 
acudir  con  igual  queja  y pretensiones;  y 
en  noviembre  siguiente  se  dispuso  de 
nuevo  que  fuese  conducida  la  esposa  al 
depósito  judicial  que  le  estaba  señalado. 

En  29  de  noviembre  de  1809  se  pro- 
dujo querella  crimina!  por  Francisca 
Alvarez  Ron,  expresando  que  habia  sido 
detenida  por  la  guardia  civil  en  abril  del 
mismo  ano  de  orden  del  alcalde  de  Ula- 
no D.  Juan  Fernandez  Lanza,  y condu- 
cida á dicho  punto,  fué  puesta  en  liber- 
tad al  siguiente  dia  por  el  alcalde  se- 
gundo; que  en  el  mes  de  mayo  siguiente 
dispuso  de  nuevo  el  mismo  alcalde  Lan- 
za la  detención  de  la  querellante,  que 
fué  conducida  á Luarea  por  tránsitos  de 
justicia,  habiéndoselo  vuelto  á poner  en 
libertad  por  la  autoridad  local  de  aquella 
jurisdicción  pasados  veinte  dias  después 
de  su  detención  ; que  en  el  mes  de  junio 
inmediato  insistió  el  mismo  alcalde  en 

JUR.  Pütí. 


[Jurisp,  penal).  177 

arrestarla  de  nuevo,  lo  que  dejó  sin 
efecto  uno  de  los  regidores  del  Ayunta- 
miento ; y que,  por  último,  la  misma 
autoridad  local  acordó  su  detención  por 
cuarta  vez , siendo  conducida  por  la 
guardia  civil  á la  capital,  donde  la  puso 
en  libertad  el  Juzgado,  pidiéndose  que 
se  formase  la  correspondiente  causa,  !a 
que  tuvo  efecto;  y ralilieada  la  quere- 
llante, resultaron  probados  en  su  mayor 
parle  ios  hechos  denunciados  por  ios 
testigos  que  presentó  la  acusadora. 

Confirmó  Fernandez  Lanza  sustancial- 
nicnle  los  hechos  enumerados  por  la 
querellante,  si  bien  alegó  en  su  descargo 
haber  procedido  desde  la  primera  veza 
virtud  de  reclamaciones  escritas  hedías 
por  el  marido  de  la  querellante,  el  cual 
solicitaba  que  se  obligase  á su  esposa  á 
restituirse  á su  morada  por  hallarse  en 
compañía  del  presbítero  D.  José  filón- 
jardin,  con  quien  sostenía  relaciones 
anmrosas,  siendo  conducida  por  la  guar- 
dia civil;  y que  mas  adelante  habia  lle- 
gado á noticia  del  alcalde  que  estaba 
mandada  depositar  en  el  Concejo  de 
Coaño,  de  orden  del  Juzg.ido,  á conse- 
cuencia de  demanda  de  divorcio  pen- 
diente entre  marido  y mujer;  Ío  que 

averiguado  oficialmente  se  lo  hizo  cum- 
plir. 

Sustanciada  la^ causa,  dictó  sentencia 
la  Sala  declarando  que  los  hechos  pro- 
bados no  constituían  el  delito  de  deten- 
ción arbitraria  ni  tampoco  el  de  usurpa- 
ción de  atribuciones,  absolviendo  en  su 
consecuencia  libremente  al  D.  Juan  Fer- 
nandez Lanza;  y contra  ella  se  interpuso 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
á nombre  de  Francisca  Alvarez  Ron, 
fundándolo  en  el  caso  2.°  del  arU  4.°  de 
la  ley  provisional  que  lo  establece,  y ci- 
tando como  infringidos. 

i.°  Los  arts.  2.°  y 9.'’  de  la  Conslítu- 
cion  del  Estado  de  1869,  puesto  que  el 
alcalde  de  Ulano  se  habia  hecho  reo  de 
detención  arbitraria  deteniendo  á Fran- 
cisca Alvarez  Ron  por  otra  causa  que  no 
era  la  de  delito:  %.  El  núra.  l.°  del  ar- 
tículo 29o  del  Código  pena!,  en  cuanto 
castiga  al  empleado  público  que  ordena- 
re ó ejecutare  ilegalmente  ó con  incom- 
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petencia  manifiesta  la  detención  de  una 
persona : Y 3.°  El  párrafo  segundo  del 
arl.  dOá  del  mismo  Código,  puesto  (jue 
el  alcalde  de  Ulano  se  arrogó  atribucio- 
nes judiciales  que  no  le  correspondian 
en  asunto  sobre  depósito,  de  que  cono- 
cía juez  competente. 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso  por  los  siguientes  fun- 
damentos: 


«ConsideraniJo  qne,  con  arreglo  á lo  es- 
tablecí Jo  sobre  los  efectos  de  la  sociedad 
conyugííl  con  relación  ú las  personas  de  los 
cónjuges,  asi  en  Jas  leyes  anteriores  á la 
puljlicacioii  de  la  novísima  dei  (ualriinnuio 
coino  t‘Q  esta  misma  en  sii  artículo  48,  la 
mujer  debe  lideiitlaii  y obedieucia  á su  ma- 
rido, vivir  en  su  compañía  y seguirle  4 don- 
de ésle  traslade  su  dotniciJio;  y que  según  el 
párrafo  liiial  de  ese  mismo  artículo,  el  único 
caso  en  que  podrán  los  Tribunales  coo  eo- 
nociimento  de  causa  eximir  á la  mujer  casa- 
da de  seguir  á su  marido  es  cuando  éste  tras- 
lade su  residencia  al  extranjero. 

Considerando  que  la  Aivarez  Ron,  faltan- 
do a esa  obligación  con  que  está  ligada  por 
su  casaiuienlu  con  Domingo  Méndez,  según 
aparece  de  tos  beclios  qne  como  probado.s 
.se  consignan  en  la  ssuleucia  recurrida,  buvé 
una,  flus  y tres  vec-es  del  lado  de  su  mariliü 
en  los  Ineses  de  abril,  mayo  y junio  de  i 860, 
y se  lué  al  lugar  de  GÍo  á vivir  eu  compañía 
tíeJ  prc.s]jít,ero  í).  José  Alojardin,  dando  asi 
Jugar  a otia.s  tantas  recia macíoues  que  por 
escrito  hubo  de  Imcer  su  expresado  marido 
ante  el  procesado  0.  Juan  Fernandez  Lanza, 
aicalde  de  Ulano,  y á que  viendo  éste  pro- 
bana por  IOS  dichos  de  tres  testigos  íide- 
dignos  lu  certeza  de  los  liecbos  por  aquel 
alegados,  defiriera  a su  solicitud,  disponien- 
do en  sus  tres  primeras  providencias  guber- 
nativas sobre  el  asunto  la  traslación  de  la 

A P®*'  medio  de  la  guardia  civil 
al  dmniciiiü  conyugal,  á donde  fué  llevada 
en  cíeclo: 

Considerando  que  la  tra.slacinn  ó cor-duc- 
Clon  ci,  seni.juotes  casos  do  una  mlr 
sada  ai  ptmlo  en  que  reside  su  marido  n pe- 
tmion  de  este  y por  acuerdo  de  la  autoridad 
iota  no  ha  sido,  no  es  ni  puede  eslímarso 
Icgalmente  arresto  ni  detención  eii  el  senti- 
do y significación  que  tienen  v se  dá  á ««ítas 
palabras  eu  los  artículos  2.°  y 9.°  de  la  Cons- 

el  núm.  Ro  del  203 

I®  y Piálales 
actos  hubiera  de  darse  el  carácter  criminal 

q e pretenden  atribuirles  la  recurrente,  ven- 
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dría  á quedar  de  hecho  la  mujer  casada  des- 
ligada cuando  quisiera  de  las  obligaciones 
que  le  imponen  las  precitadas  leyes,  niién- 
Iras  que  el  derecho  que  estas  mismas  con- 
ceden justamente  al  marido  por  falla  de  la 
necesaria  protección  y garantía  llegaría  áser 
conipletamenlc  ilusorios^  y relajados  a.sí  los 
lazos  de  la  sociedad  conyugal,  no  podría  ser 
estable  ni  subsistir  de  una  manera  couve- 
nienle  á la  realización  de  sus  altos  linos: 

Considerando  que  si  bien  aparece  probado 
en  la  referida  seulencia  que  cuando  la  re- 
currente violó  dospijcs  el  df.'pósilo  en  que  á 
con.secucncia  de  demanda  de  divorcio  había 
sido  cous lili] ida  por  providencia  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  la  Vega  de  Rivadeo 
á reclamación  de  su  expre.sndo  marido,  acor- 
dó }ior  cuarta  vez  giibernaUvaineute  el  pro- 
cesado que  fuese  aquella  reslitulda  á aquel 
por  la  guardia  civil,  como  se  verificó;  os  in- 
dudable que  ese  acuerdo  dcl  entónces  alcrd- 
de  de  Ulano  no  constituye  e.l  delito  de  usur- 
pación de  atribuciones  judiciales  Á que  se 
refiere  el  art.  308  de!  susodicho  Código; 
puesto  que,  lejos  de  oponerse  á lo  mandado 
por  el  juez  compelen  te  que  decretó  el  depó- 
sito, y de  usurpar  sus  atribuciones,  se  diri- 
gía por  el  contrario  á que  tuviese  cumplido 
, efecto  su  providencia,  á la  que  coadyuvó  ha- 
ciendo conducir  á la  recurrente  al  pimío  eu 
que  esfaba  depo.sitada  á disposición  del  mis- 
mo Juez. 

Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que 
la  Sala  .seritcncíadora,  a!  absolver  libremente 
al  procesado  D.  Juan  Fernandez  Lanza  del 
cargo  con  relación  á los  rielilos  de  detención 
arbitraria  y usurpación  de  atribuciones,  no 
ha  incurrido  en  el  error  de  derecho  que  se- 
¡uda  el  caso  2.®  del  art.  4."  de  la  ley  de  ca- 
sación criminal,  ni  iníringtdo  ninguna  de  las 
disposiciones  legales  que  en  tal  concepto  cita 
la  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  Jugar  al  recurso  de  casa- 
ción etc,  (Sciit.  30  octubre  :IS72,) 

IT.  No  se  hace  reo  de  deíe7icion  arhi~ 
Írarífi  el  juez  ínnuiedpal  que  aeordadala 
de  los  culpables  en  ana  aiasuy  en  la  í7ííj- 
íiíííia  del  tercer  día  antes  de  cnmjdirse 
los  selenla  y dos  horas  so  desprende  del 
conocimiento  de  las  ddiy encías  pava  re- 
mitirlas üljazyado, — Seguida  causa  por 
el  .Juzgado  de  Cebreros  contra  D.  Luis 
Muñoz  por  abuso  de  autoridad,  ó deten- 
ción arbitraria,  la  Audiencia  declarando 
probados  los  hechos  de  no  haberse  no- 
l liíicado  la  detención,  no  haberse  amplia- 
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do  osla  ni  decretado  la  prisión  ó sollura 
de  lo3  detenidos  dentro  de  las  veinti’ 
cuatro  horas  siguientes,  y el  de  4110  tam- 
poco se  amplió  este  término  á los  tres 
dias  que  señala  el  regia menío  provisio- 
nal para  la  adminisiracion  de  justicia  en 
su  art,  0.”,  y la  ley  provisional  para  la 
ejecución  del  Código  penal  antiguo  en  su 
regla  ííO,  condenó  á iMufioz  en  la  multa  de 
20  duros  y a!  pago  de  las  costas  proce- 
sales. 

Muñoz  interpuso  contra  este  fallo  re- 
curso fio  casación  por  infracción  de  ley, 
fundándole  en  el  casol.®  del  ort.  de 
la  ley  de  casación,  citando  como  infrin- 
gidos; 1/  El  art,  313  del  Código  penal 
de  1850;  y 2.°  El  art.  1.*^  por  haberse  ca- 
lificado de  punible  un  hecho  que  no  !o  es; 
y el  Tribunal  Supremo  declara  haber  lu- 
gar^ y casa  y anula  la  sentencia  en  estos 
términos: 

((Considerando  que  os  procedente  el  re- 
curso fie  casación  cuando  los  hechos  consig- 
nados en  ía  senf.encin,  admitidi.is  como  pro- 
bados y en  la  forma  que  eu  ella  se  refieren, 
Si;  califiquen  como  delito  no  siéndolo  por  su 
propia  naturaleza,  ó por  circunstancias  pos- 
leriore.s  que  impidan  penarlo,  según  lo  di.s- 
pone  el  caso  I."  dtd  arl.  4.“  de  ia  ley  provi- 
sional .sobre  el  e.stablecimianto  de  Ja  casación 
en  ios  juicio.?  criminales; 

Goiisideraiidü  que  comete  el  delito  de  alni* 
sos  contra  particuJare.s  el  empleado  público 
que  no  recibiere  declaración  al  detenido,  ó 
no  le  iiiciere  saber  !a  causa  de  su  detención 
dentro  del  término  prefijado  por  las  leyes, 
conforine  á 10  dispue.sLo  en  la  regla  íi.^  del 
artículo  20t)  dei  ílóiligo  de  ISiíO,  y se  casti- 
gaba segim  ella  con  la  pena  de  .siispiension  y 
inulta  (le  5 á oO  fhiro.<=;  y que  el  moderno  de 
i 870  castiga  estos  mismos  hecbos  con  la  de 
suspensión  en  .sus  grados  mínimo  y medio, 
como  lo  dispone  en  sn  art.  214: 

CousifleniQiIo  que  bubiendo  diclado  auto 
de  prisión  1).  Luis  Mumoz,  alcalde  de  El  bar- 
raco, contra  Carlos  Aavas  en  23  do  junio  lie 
Í8(U'C  y de  detención  en  .sus  casas  al  medio 
tiia  dei'  24  dei  mismo  mes  y año  con  Ira  .losé 
Gordo,  Pascua!  Candil  y .íiian  Toribio  Gonzá- 
lez, sin  que  mandara  raliücar  el  primero 
dentrf)  de  la.s  setenta  y dos  lioras  ni  prorctgado 
el  .sagunilo  en  el  mismo  término  como  debía 
verilicarlo;  5 baliícmlo  t amiiien  puesto  los  mis- 
inos rtíü.s  á 'flÍspo.sic¡on  del  juez  de  primera 
instancia  en  la  mañana  dei  27  dal  rtderido 
mes,  no  se  hizo  reo  del  delito  de  abu.sos  con- 


tra particulares  respecto  de  los  deteniilos, 
por  haberse  desprendido  del  conocimiento 
de  las  diligencias  eu  que  dictó  aquellos  autos 
antes  de  rpie  se  cumpliera  el  plazo  de  los 
tres  dias,  y porque  !a  detención  no  fué  tan 
absoluta  que  impidiera  á los  interesados  salir 
y entrar  .según  les  placier.n,  como  lo  hizo 
Juan  Toriliio  González,  veriliciíndolo  en  la 
noche  del  26  según  expresa; 

Considerando  que  consignados  y admitidos 
como  probados  estos  liecbos  por  la  Sala  de 
lo  criminal  de  ia  Audiencia  de  Madrid,  lia 
cometido  error  de  derecho  al  calificar  como 
delito  de  abusos  contra  particulares  las  de- 
tenciones que  sufrieron  José  Gordo,  Pascual 
Candil  y Juan  Toribio  González,  los  cuales 
ademíís' tenían  noticia  de  la  causa  que  las 
motivaba,  toda  vez  que  al  red bírsnle.s  la  de- 
claración imlagatoria  les  era  explicada,  pre- 
gUDlá mióles  si  tenían  ó no  nnticia  de  ella, 
circunstancia  que  asimismo  concurrió  res- 
pecto del  preso  Cirios  Navas; 

Con.sÍflerando  por  io  expne.sto  que  se  íialla 
juslilicado  el  fundamento  de  este  recurso 
apoyarlo  en  el  caso  1.’^  del  art.  4.°  de  la  ley 
de  js  de  junio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terp!ie.slo  por  I>.  Luis  Muñoz,  ele.»  (Seiit.  6 
iiovjpmbrc  18”  i.) 

DISPARO  DE  ARMA  DE  FUEGO.  El  dis- 
paro de  arma  de  fuego  puede  ser,  ó una 
simple  falla  contra  el  orden  público,  pe- 
nada en  el  art,  387,  ó conslilnir,  según 
los  casos  y circunstancias,  delito  frus- 
trado ó tentativa  de  parricidio,  asesinato, 
homicidio  ó lesiones  que  merezcan  pena 
mayor  á prisión  correccional  en  sus  gra- 
dos mínimo  y medio.  De  modo  que  en 
estos  casos  resultará  siempre  un  doble 
delito  producido  por  un  solo  hecho,  y 
hay  que  atenerse  para  ía  imposición  de 
la  pena  a!  art.  110,  según  la  jurispruden- 
cia establecida  en  repetidos  Llios  por  el 
Tribunal  Supremo  (i).  Fuera  de  estos 
casos  el  disparo  de  arma  de  fuego  se 
castiga,  como  delito  especial,  por  el  ar- 
ticulo 423  dei  Código  reformado,  que  ha 
llenado  un  vacío  del  antiguo.  Nos  remi- 
timos, pues,  á los  artículos  Asesinato, 
Homicidio  y Lesiones,  donde  puedeu 
consultarse  casos  de  disparo  de  armas 


(i)  No  estamos  conformes  con  esta  inter- 
pretación, como  decimos  al  lin  tic  este  articulo. 
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que  lian  producido  dichos  delitos,  con 
los  cuales,  y con  los  de  que  hacemos  nió- 
riio  á continuación,  se  ilustra  este  im- 
portante asunto. 

I.  El  disparo  de  arma  segiin  el  Có- 
digo de  iSoO.— Según  el  Código  penal 
de  IfeoO,  no  eonsliluia  delito,  ni  se  pe- 
naba como  tal,  el  acto  de  disparar  un 
arma  de  fuego  contra  cualquier  perso- 
na... (!)  (Sent.  26  octubre  1872.) 

II,  Disparo  contra  persona  determi- 
nada’. Lo  qve  es  la  novedad  del  ar lien- 
to 423,— Se  declara  no  haber  lugar  á un 
recurso  de  casación: 

«Considerando  que  la  innovación  estable- 
cida en  el  art.  423  del  Código  vigente,  rela- 
tiva ai  disparo  de  arma  de  fuego  contra  per- 
sona determinada  tiene  aplicación,  así  cuan- 
do aquel  no  hubiese  proiUicido  resultado 
alguno  funesto,  como  Iñinhien  cuando  éste 
no  constituye  delito,  por  el  que  la  pena  legal 
sea  superior  á la  designada  en  dicho  artícu- 
lo, doctrina  con.signada  en  diferentes  sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribunal. v (Sciit.  8 
novicmbic  1872.) 


III.  El  disparo  de  arma  como  tal  ó 
como  delito  frustrado  de  homicidio. — 
Atendida  la  definición  que  dá  de!  delito 
frustrado  el  art.  del  Código  penal, 
no  puede  deducirse  que  el  disparo  de 
armas  contra  determinadas  personas, 
causando  ó no  leves  lesiones,  constitu- 
ya el  homicidio  frustrado,  cuando  el 
agente  no  hizo  cuanto  estuve  de  su  parte 
para  consumar  tal  homicidio,  y cuando 
no  consta  claramente  que  hubo  en  aquel 
intención  de  malar.  (Sent.  26  octubre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Rey.) 

IV.  Doble  delito  que  constituye  en  su 
caso  el  disparo  de  arma  con  lesiones  eic.i 
Imposición  del  grado  máximo  de  la  pena 
con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  ar- 
ticulo 90,  pero  en  su  grado  mínimo  por 
no  co«n<r  nr  ninguna  circur  st  anda  agra- 
vante y si  una  atenuante:  de  modo  que  el 
grado  máximo  de  la  penalidad  corres- 
pondiente en  coda  casOj  según  el  art.  90, 


U3  Pero  se  pennLa  ó como  delito  frustrad 

ínmn  íiomicidio,  lesiones  etc.,  etc., 

COIDO  falla  CD  su  caso* 


cojistiíuye  una  pena  especial  divisible  en 
grados  para  su  apltcacwUf  según  las  cir- 
cunstancias (O- . _ , 

La  Audiencia  de  Granada  en  causa  so- 
bre lesiones  producidas  por  disparo  de 
arma,  dicto  sentencia  declarando  que  los 
hechos  probados  constituían  los  delitos 
de  lesiones  graves  y disparo  de  arma, 
con  la  circunstancia  atenuante  5.^  del 
artículo  O.'’  y ninguna  agravante,  é im- 
puso á José  Salvador  García  cuatro  anos 
y dos  meses  de  prisión  correccional,  in- 
demnización, accesorias  y costas.  Contra 
esta  sentencia  se  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  leyó  nombre  del 
procesado,  que  se  fundó  en  tos  núme- 
ros 4.°  y 5.”  del  art.  4.°  de  la  provisio- 
nal que  los  establece,  citando  como  in- 
fringidos los  arts.  78  y 82  en  sus  re- 
glas 2.°  y 3.®;  porque  habiendo  concur- 
rido en  el  hecho  una  circunstancia 
atenuante  y ninguna  agravante,  ne  lia 
debido  exceder  !a  pena  dei  grado  míni- 
mo de  la  imponible,  ó sea  dos  años,  on- 
ce meses  y un  dia;  y adherido  á él  in 
voce  el  ministerio  fiscal  es  estimado  en 
estos  términos: 

«Considerando  que,  según  aparece  de  los 
hechos  que  como  probaiios  se  consignan  en 
la  ¡sentencia  recurrida,  el  procesado  dispu- 
tando en  el  dia,  hora  y sitio  designados  con 
Juan  Sierra  García,  con  quien  había  cueslio- 
pado  poco  antes,  á consecuencia  de  haber 
injuriado  á su  madre,  disparó  contra  el  mis- 
mo una  escopeta,  causándole  lesiones  que 
han  tardado  en  curarse  más  de  90  dia.s; 

Considerando  que  ese  hecho  constituye 
dos  delitos  comprendidos,  el  uno  en  el  ar- 
tículo 423  y el  otro  en  el  431,  núm.  3.“  del 
Código  penal  vigente,  y que  señalándose  res- 
pectivamente en  estos  para  el  castigo  de 
aqueilcs  una  misma  pena,  la  de  prisión  cor- 
reccional en  sus  grados  mínimo  y medio,  con 
arreglo  á lo  prescrito  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  90  del  propio  Código  corre.spontle  en 
el  presente  caso  aplicarla  ou  el  grado  má- 
ximo: 

Considerando  que  habiendo  concurrido  en 
el  hecho  de  autos  una  circunstiuiciu  atenuan- 
te y ninguna  íigravunle,  según  consta  déla 


CinciINSTAN'CIAS  ATEKUAUTES  el 
uní.  \ ^^lyi-lconicníarioRliikimocoíisi- 
tle rancio,  liste  fallo  viene  á con firmn rio nue allí 
üeciinoá;  snlire  inteligencia  det  arl.  90  en  su  re- 
lacjon  con  otros  sobro  Circuíisiancias, 
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sentencia  reclamada,  procede  imponer  diclia  ' 
pena  en  e!  mínimo  de  ella  y no  en  el  máxi- 
mo como  la  Sala  sentenciadora  lo  ha  veri- 
licatlo; 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  al  impo- 
ner esta  á dicho  procesado  la  pena  de  cuatro 
anos  y dos  meses,  que  es  el  máximo  de  la 
expresada  pena,  lia  incurrido  en  el  error  de 
derimlio  i que  se  refiere  el  caso  5.“  del  ar- 
tículo 4.®  de  la  ley  de  18  de  junio  de  1870, 
é inrriníjido  las  disposiciones  legales  que  en 
tal  concepto  cita  el  recurrente  (2)j 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  ío- 
terpiieslo  por  .José  Salvador  García  contra  la 
sentenci-i  pronunciada  en  24  de  junie  lillimo 
por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de 
Granada,  y en  su  virtud  la  casamos  y anula- 
mos, j)  (Sciit.  7 enero  1873.) 

V.  El  disparo  de  arma  puede  consti- 
iuir  delilo  fnislrado  ó ieniatiüa  de  ko- 
vxicidio  4’/c.— El  art.  42-3  solo  castiga  el 
acto  de  disparar  un  arma  de  fuego  con- 
tra ciialquiera  persona;  pero  no  excluye 
la  responsabilidad  del  bomicidio  frustra- 
do concvi rriendo  las  circunstancias  ne- 
cesarias para  apreciarle  con  tal  carácter. 
(Sent.  2 enero  1873.) 

YL  Disparo  de  arma  de  fuego  con- 
tra persona  determinada'.  Tentatxoa  de 
nnrricidio:  Modo  de  armonizar  los  ar- 
lícuios  417  y 423  y otros. — Se  declara 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Agopito  Urlueta,  contra 
sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  de  Burgos,  que  calificó  el  dis- 
paro de  arma  como  tenlallva  de  parrici- 
dio coa  h circunstancia  agravante  de 


(i)  El  gmdo  máximo  do  la  pena  de íjí-ísíoh 
corrccciütiit}  t’)í.  Síis  f/rfifíoí  mínimo  y íhéíÍio, 
que  es  la  penalidad  para  el  caso  del  recurso, 
segua  td  arl.  Oü,  comprende  desde  dos  o«os  once 
liieses  y once  dios  á cuúIí'O  años,  ^ dos  meses. 
lisia  pena  di’lie  subüi  vidirsc  en  tres  grados  pa- 
ra sil  aplicación  con  forme  lí  losarla.  78,  82  y So, 
según  que  concurran  ó no  circunstancias  ate- 
MuaiUesó  agravatUes;  yno  liabicndolo  hcclio  asi 
la  Sala  de  (Iranaila  lia  sido  casada  y anulada 
su  senioncia  pues  lia  impuesto,  incurriendo  en 
el  error  do  dorccbo  á que  se  refiere  el  caso  5.* 
del  art.  4,"  de  la  ley  de  casación,  toda  la  exlen- 
siún  de  la  penalidad,  en  vez  del  grado  mínimo 
que  comprende  desde  dos  anos  once  meses  y 
once  dias  á Ires  años  cuatro  meses  y siete  dias. 
Véase  el  cuadro  siriuinico  de  Pkision  coauEc- 
CIÜKAL. 


alevosía,  y siti  atenuante  alguna,  y ^^J}~ 
denó  al  recurrente  á diez  años  y un  día 
de  presidio  mayor.  El  recurso  se  fundo 
en  el  caso  4.”  del  art.  4.°  de  ¡a  ley  provi- 
sional, y se  citaron  como  infringidos  los 
artículos  417  y porque  se  cali  tica  de 
tentativa  de  parricidio  la  que  debió  der 
clararse  disparo  de  arma.  He  aquí  los 
términos  en  que  se  decide  este  recurso: 

«Cemsiderando  que  el  arl.  423  de!  Código 
penal  vigente,  que  se  invoca  cuino  intringí- 
do  castiga  el  acto  de  ilis parar  un  arma  de 
fuego  contra  cualquiera  ptír.sona  con  la  pe- 
nalidad que  en  el  se  establece;  pero  que  esta 
prescripción  no  tiene  lugar  cuando  concur- 
rcii  611  g1  liGcho  líis  circunstíinciíis  nccGaS,— 
rías  para  constituir  delito  Irustrado  o tenta- 
tiva de  parricitlio,  asesinato , hotniculto  o 
cualquiera  otro  delito  á que  este  señalada 
una  pena  superior  por  alguno  de  los  artícu- 
los de  diclu»  Código;  _ . . i 

Considerandiíque  los  limdamontos  de  lie- 
clio  aceptados  por  la  Sala  sentenciadora  es- 
hiblecen  que  el  ejecutado  por  Agapito  Ur- 
.nola  filé  el  de  disparar  desde  su  casa  un 
inna  coa  proyecUles,  dirigiendo  su  punte- 
ra desde  un  agujero  al  tiempo  de  pasar  .su 
esposa  Euslaqiiia  Grijalva,  acompañada  de 
Gregoria  Gonzalo,  liabiéndosele  ademas  re- 
cogido un  cachorrillo  ó pistola  cargada; 

Considerando  que  admiüüo  este  hecíio,  y 
además  los  de  estar  separado  de  su  mujer 
más  de  un  año,  íiaber  escalado 
la  casa  donde  vivía  ésta  en  compañía  de  sus 
padres,  pretextando  para  excu-sar  este  acto  la 
curiosidad  de  escucliar  las  conversaciones 
que  tuviesen;  y íinalinenle,  no  existiendo 
mol  ¡vos  de  animosidad  con  la  Gregoria  qu 
la  acompañaba,  de  todos  estos  datos  se  ad- 
quiero el  convencimiento  sm  dur  a racion^^^ 

de  que  el  propósito  del  relenJo  disparo  lué 
el  de  atentar  contra  la  vida  de  su  esposa;  y 
que  en  su  consecuencia  es,  cuando  meno», 

responsable  de  tentativa  de 
gun  así  lo  lia  esUmado  la  Sala  en  el  :d  o re- 
currido por  no  bailar  méritos 
para  calificar  el  delito  como 

Considerando  que  porJo  ¡«‘smo  dic  aSa^a 
no  ha  infringido  los  arlicuioi  4:.  , 

Código  penal  vigente,  {andamento  de  es  .. 

'“fuIiIos  que  debemos  declarar  y decla- 
remos no  ii!¡l)er  liií,Mr  al  recurso  de  casa- 
cion  etc.»  (Sení,  10  lebrero  t8<  J.) 

Vil.  Disparo  de  arma  de  fuego  ha- 
llándose ésta  sin  pistón:  Cacstion  sobre  Si 
es  imprudencia  temeraria  ó delito  frus- 
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irado.  (Arts.  3.^^  y S8I.J — Estando  Ra- 
món Calzada  con  otros  en  una  viña  de 
Félix  Gallego,  tomó  aquel  una  escopeta 
de  éste,  y despops  de  apuntar  á varios, 
y con  insistencia  á Diego  Martin  Sán- 
chez, reprendido  por  Gallego,  dejó  ¡a 
escopeta  en  manos  de  este,  que  la  quitó 
el  pistón;  mas  volviendo  á tomarla  el 
Calzada  y apuntar  nuevamente  á Sán- 
chez, salió  el  tiro,  con  el  que  le  produjo 
una  lesión  en  la  región  frontal,  que  in- 
teresó desde  su  tercio  posterior  del  lado 
izquierdo  iiasta  el  ojo  del  mismo  lado,  y 
que  no  curó  liasta  los  cuarenta  y tres 
dias,  aunque  ocasionando  la  perdida  de 
la  vista  de  diclio  ojo. 

El  procesado  so  confesó  autor  del  he- 
cho, si  bien  excepcionó  lo  cometió  sin 
intención,  pues  apuntaba  por  diversión, 
sabiendo  que  la  escopeta  estaba  sin  pis- 
tón. El  juez  calificó  el  hecho  de  impru- 
dencia temeraria  y la  Audiencia  como 
homicidio  frustrado;  ó interpuesto  re- 
curso de  casación  por  el  procesado,  á 
que  se  adliirió  en  el  Tribunal  Supremo 
el  Ministerio  fiscal,  se  casa  y anula  la 
sentencia,  considerando  en  primer  tér- 
mino lo  que  según  el  art.  3.°  de  la  ley  es 
delito  frustrajio,  lo  que  es  la  impruden- 
cia según  el  ü8l , y los  hechos  como  que- 
dan expuestos,  concluyendo  así: 

((Considerando  que  supuesto.:;  estos  hechos 
no  puede  calificarse  de  homicidio  frustrado 
el  por  que  se  procede;  ya  porque  habiendo 
apuDlado  el  procesado  con  la  escopeta  v no 
disparandolíi  cuíinrio  leDia  la  cápsula  y ora 
segura  la  saücla  del  tiro,  no  practicó  los  ac- 
tos  de  ejecución  que  debieron  producir  el 
homicidio;  ya  porque  hahieado  dií^parado  el 
arma  en  ocasíoo  do  estar  ya  sín  la  cápsula 
ipJlamahle  y ser  im probable  la  explosión  del 
tiro,  nianifestu  bien  claramente  que  su  pro- 
posito no  era  matar:  ^ 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  calificar  y penar  corno  liomicidio  Iriustra-Í 
do  e hecho  por  que  so  procede,  ImínfrinGÍ- 
do  el  art.  5Sj  del  Código  penal  é Íncurríílo 
en  el  error  de  derecho  A que  se  refieren  los 
números  3.“  y 4.°  del  art,  4.°  de  la  ley  pro- 

hihrero  fSciit.  5 

VÍII.  Üü'paro  de  ari7ia  de  fneao: 
Cuaíu/o  lléne  uplicadon  id  ai'l.  /¡25, 
etonsulerandü  que  conforme  á la  doctrina 
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jurídica  consignada  en  diferentes  sentencias 
de  este  Tribunal  Supremo,  el  art.  423  del 
Código  tiene  perfecta  aplicación,  ya  cuando 
el  disparo  de  arma  cíe  fuego  á que  aquel  se 
refiere  no  produce  rosultado  alguno  fuiJCsUi 
como  cuando  las  lesiones  que  por  tal  medio 
se  ocasionen  se  hallan  tasitgadas  con  menor 
pena  á la  detigmula  en  el  cilíulo  art.  423 
cual  acontece  en  el  caso  ohjitn  dd  presente 
recurso.»  {Sent.  S febrero  ÍS73.  ) 


ÍX.  Disparo  de  ar^na:  Delilo  frustra- 
do: Pena  inferior  á los  grados  ininim o y 
medio  de  la  prisión  correccional:  Aplica- 
ción de  tos  arlicníos  del  Código  423,  {>0 
caso  oP  del  7G,  82,  83  y ‘J7.- Conde- 
nado Francisco  Taboada  por  la  Audien- 
cia de  la  Coruña  á dos  meses  y un  dia 
de  arresto  mover,  accesorias  y costas, 
como  reo  de  disparo  do  arma  frustrado, 
con  la  circunstancia  atenuante  5.®  del  ar- 
tículo 9.®  y ninguna  agravanli?,  interpu- 
so recurso  de  casación  fiue  fundo  en  el 
caso  6.'’  del  art.  iP  do  la  ley  de  1870, 
citando  como  infringidas  la  circunstan- 
cia 5.®  de!  art.  9.°  y la  regla  2.^  del  82. 
El  Tribunal  Supremo  desestima  el  re- 
curso en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  ei  acto  de  disparar  un 
arma  de  luego  contra  cualquiera  persona  es 
castigado  por  el  art.  423  del  Código  con  la 
pena  de  prisión  correccional  en  sus  {irados 
mínimo  y medio,  siempre  que  en  el  hecho 
no  concurran  las  circunstancias  necesarias 
para  constituir  delito  íruslrado  do  liomicidio 
u Ciro  sujeto  á mayor  penalidad: 

Considerando  que  lo.s  hechos  consignados 
en  la  sentencia  demuestran  que  el  procesado 
apunto  y disparó  direclanienlo  con  una  pis- 
tola Cargada  contra  .losé  Ffjrnandez  Salguei— 
ro,  sin  que  aforluuadarnenle  saliese  el  tiro 
y que  por  io  mismo  cd  hecho  quedij  frustra-- 
do  por  causas  independientes  de  la  voluntad 
del  agente,  debiendo  ser  castigado  con  la  pe- 
na inmedíatamen  le  inferior  en  grado  á la  se- 
ñalada por  la  ley  con  arreglo  ó lo  lírescrito 
en  el  art.  66: 

Considerando  que  componiéndose  la  pe- 
na asignada  al  delito  con.sumado  de  dos  solos 
grados  mínimo  y medio  de  la  pri.'^ion  cor- 
reccional la  inferior  inmediata,  correspon- 
lente  al  irinslrado,  ha  de  componerse  !ani- 
Jien  de  solo  otros  dos  grados,  tomándola  de 
la  escala  luiin,  2.'*  del  art.  92,  ó sea  dei  me- 
uo  y niaxitrio  del  arrerl.o  mayor,  guardando 

CM  la.';  ri'gla.s  de  nnahigía  prescritas  en  ei 
caso  S."  del  76: 
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Considerando  c\ue  estos  dos  grades  se  cn^  ’ 
tienden  desde  dos  meses  y un  día  rí  seis  ine- 
Bcs,  según  la  Ubia  deinosiraliva  del  art.  97, 
y que  subdividido  este  tiempo  en  tres  perío- 
dos iguales,  con  sujeción  al  8d  para  los  efec- 
tos de!  82,  habiéndose  apreciado  en  !:i  co-  ^ 
misión  del  delito  la  circunstancia  atenuante 
número  o.“  de!  art.  9.°,  la  Sala  sentenciado- 
ra al  imponer  al  recuiTente  dos  meses  y un 
dia  de  arresto  mayor,  se  ajustó  al  límite  mí- 
nimo de  la  pena  señalada  por  la  ley,  y uo  in- 
fringió el  art.  82  en  su  regla  2.%  ni  el  9,“  en 
su  núin.  5.“,  no  habiendo  por  lo  mismo  co- 
metido el  error  de  derecho  exprosado  en  el 
caso  o.®  del  art.  4.**  de  la  ley  de  casación 
criminal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos DO  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
en  nombre  de  D.  Francisco  Tuboada,  á quien 
condenamos  en  las  costas;  líbrese  la  oportu- 
na ccrtiücacion  íí  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Coruña  por  el  conducto  es- 
tablecido.» (Sent.  ]'2  abril  ISTií.) 

X.  Cuando  con  ocasión  del  simple 
disparo  de  arma  de  fuepOy  penado  en  el 
articulo  causa  ituti  lesión  leve  (ju$ 

coiisíiíaije  falla,  debe  esta  jienarse  sejia- 
radamente  y no  aplicar  el  art.  ÜO. — Ésta 
doctrina  se  establece  desestimando  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  contra  sen- 
ten  cía  Je  la  Audiencia  de  Barcelona  que 
la  aplicó  en  causa  de  esta  naturaleza,  de- 
clarando que  les  hechos  de  que  era  ob- 
jeto consliluian  el  delito  de  disparo  de 
arma  do  fuego  contra  una  persona,  y una 
iilla  de  lesiones  leves,  y condenando  á 
su  autor  Pedro  Torres,  por  el  disparo  á 
tres  años  de  prisión  correccional,  y por 
las  lesioiios  leves  á veinticinco  dias  de 
arresto  menor. — lié  aquí  el  último  re- 
sultando y los  considerandos  de  la  sen- 
tencia def  Tribuna!  Supremo: 

((Resultando  (¡iie  contra  esta  sentencia  (la 
de  la  Audiencia)  se  ha  interpuesto  á nom- 
bre dei  itrocesado  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  que  tres  letrado.?  designa- 
dos ds  olicio  estimaron  improcedente,  y que 
so.stüvo  el  ministerio  fiscal  l’undáadelo  en  los 
casos  3.“  y 4.°  del  jirt  i."  de  la  proyísioual 
que  los  autoriza,  señalando  como  infringidos 
losarts.  423  y G02  del  Código  penal,  porque 
auu  cuando  la  herida  hubiera  constiluMo  ue- 
ilto  y no  luita,  nunca  debieron  castigarse  se- 
paradamente en  razón  á que  los  dos  hechos 
eran  procedentes  de  un  mismo  acto: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  por 


la  Sala  segunda  de  este  Tribunal  Supremo, 
se  pasó  á esta  tercera,  donde  .se  le  ha  dado 
la  suslanciacíon  que  establece  la  ley; 

Visto,  siendo  ponente  el  magistrado  D,  Al- 
berto Sanlías: 

Considerando  tpie,  con  arreglo  al  art,  423 
del  Código  penal  vigente,  el  acto  de  disparar 
un  arma  de  fuego  contra  cualquinra  persona 
será  castigado  con  la  pena  de  prisiim  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y inedio  si  no 
imbieren  concurrido  en  el  liecbo  todas  las 
circunstancias  necesarias  para  consliluir  de- 
lito frustrado  ó tentativa  de  parricidio,  asesi- 
nato, homicidio  ó cualquier  otro  á que  esté 
señalada  uoa  pena  superior  por  alguno  de  Jo.s 
artículos  del  mi.smo  Código;  y que  confurme 
á lo  dispuesto  en  el  90,  en  el  caso  cu  que  un 
solo  hecho  constituya  dos  ó más  deiitos,  ó 
cuando  el  uno  sea  medio  necesario  para  co- 
meter el  otro,  se  impondrá,  aplicándola,  en 
su  grado  máximo;  la  pena  correspondiente 
al  delito  más  grave: 

Considerando  que,  refiriéndose  Ia.s  disposi- 
ción es  del  expresado  art.  90  á los  delitos 
que  son  resultado  de  un  solo  hecho,  no  pue- 
den aquellas  liacerse  extensivas  á las  fa  las, 
consecuencia  del  mi.smo,  las  cuales  delpm 
penarse  separadamente,  porque  !a  pena  de- 
signada para  estas  nunca  seria  tan  gravosa 
para  el  delicuente  como  la  del  grado  má.xiino 
de  la  señalada  para  aquel,  que  en  lido  caso 
es  la  aplicable,  según  previene  el  referido  ar- 
tículo 423;  y de  liacerlo  así  se  infringiría  el  23, 
en  cuanto  preceptúa  que  se  esté  .siempre  en 
la  aplicación  de  las  penas  por  la  que  sea  más 
favorable  al  reo  de  cualquier  delito  ó falta; 
asi  como  se  infringiría  c!  88  si  dejaran  de 
penarse  las  faltas  por  hacer  caso  omi.so  de 
esta  palabra  el  mencionado  aiT.  90,  porque 
con  arreglo  al  primero  deben  imponerse  al 
culpable  de  dos  ó más  delitos  ó faltas  todas 
las  penas  correspondientes  á las  diversas  in- 
fracciones que  cometieren: 

Considerando  que  de  los  datos  consigna- 
dos y admitidos  como  probinios  por  la  Sala 
da  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  B irceloiia 
aparece  que  Pedro  Torres,  despuesyie  halier 
dado  un  bofetada  á Antonio  Alemañ,  le  dis- 
paró im  tiro,  causándole  ima  lesión  que  tar- 
dó en  curarse  cuatro  dias,  y que  concurrió 
la  circun.?tancia  agravante  de  reincidencia: 

Considerando  que  este  lieciio  por  sí  solo 
constituye  el  delito  de  disparo  de  arma  de 
fuego  contra  persona  determinada,  de  que  se 
hace  mérito  en  el  referido  art.  423,  y la  iaita 
que  se  expresa  en  el  602  del_  propio  Código, 
porque  la  lesión  inferida  no  impidió  al  oten- 
dido trabajar  más  que  cuatro  dias  ni  necesi- 
. tó  por  más  tiempo  de  asistencia  facultativa; 
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y que  al  haber  impuesto  la  Sala  sentenciado- 
ra al  procesado  (res  anos  do  prisión  correc- 
cional por  el  delito;  atendida  la  agravante  de 
reincidencia,  y veinticinco  dia-í  por  separado 
dt!  arresto  menor  por  la  lídta,  no  ha  infl  ingido 
Jos  arls.  -4'23  y 602  que  cita  el  Aiinisterio  fiscal, 
ni  las  demás  disposiciones  alegadas,  ni  incur- 
rido en  el  error  de  derecho  que  expresan  los 
casos  3.®  y 4.°  del  art.  4.°  de  la  ley  de  ca- 
sación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declára- 
nos no  haber  lugar  al  recurso  de  casaciou 
elccéíera.  (Scnt.  13  mayo  1873. J 


XI.  Disparo  de  arma:  licquisitos  pa- 
ra que  haya  delito  frustrado  de  homici- 
dio. — Cuando  en  los  fundamentos  de 
hecho  que  se  consignan  y declaran  pro- 
bados por  la  Sala  sentenciadora  ni  se  in- 
dican precedentes  de  animosidad  entre 
el  procesado  y el  herido,  ni  se  establece 
como  cierta  la  distancia  que  mediaba  en- 
tre ambos,  ni  la  dirección  dei  tiro,  sobre 
bi  que  híiy  divergencias,  no  constando  el 
ánimo  é intención  del  procesado  de  co- 
meter un  homicidio,  ni  revelándole  tam- 
poco las  condiciones  y circunstancias  del 
hecho  mismo  en  ¡a  forma  que  le  prefija 
la  sentencia,  no  puede  calificarse  con  se- 
guridad como  delito  frustrado  de  homi- 
cidio. (Sent.  2 octubre  1873.)* 

XII.  Para  que  el  disparo  de  arma 
de  fuego  ronsiituija  el  delito  del  art.  423 
dehe  ser  diririido  contra  persona  deteV'- 
inmadn^  y no  siendo  asi  podrá  constituir 
la  falta  del  Oí’í.Ei87. — En  la  noche  del  2 
de  octubre  de  '1870,  al  salir  varias  per- 
sonas de  la  tertulia  de  un  vecino  en  el 
pueblo  de  Acebo,  adonde  Dionisio  Go- 
niez  y otros  mozos  no  se  les  habia  permi- 
tnlo  entrar,  dirigiéndose  aquellas  á sus 
casas,  Gómez,  pasando  corriendo  por 
medio  del  grupo  que  formaban,  disparó 
con  un  cachorrillo  cargado  con  ponas 
cuyos  proyectiles,  sin  causar  e!  menor 
daño  fueron  á parar  á la  altura  de  unos 
dos  decímetros  del  suelo  á la  pared  de 
una  casa.  La  Audiencia  aplicó  el  art.  423 
ó interpuesto  recurso  de  casación  a!e-^ 
gando  que  se  habia  infringido  el  artícu- 
Jo  58/,  que  era  el  aplicable,  se  estima 

y se  oasa  y anula  la  sen- 

ir 

«...Considerando  que  el  hecho  sentado  en 
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la  senleucia  recurriila  de  bajar  corriendo 
Dioni.sio  Gómez  por  una  calle...  pasar  por 
medio  de  siete  personas  que  también  ia  re- 
corrían, y haber  tlisparado  un  cachorrillo, 
cuyos  proyectiios  fueron  d parar  á una  pa- 
red,  d Ja  altura  do  dos  dccímeiros  medidos 
desde  el  suelo,  no  con-stituye  el  penado  en 
el  referido  arlíciilo  del  Código,  puesto  que 
no  se  dice  que  el  tiro  fuera  dirigido  contra 
persona  determinada,  nf  se  infiere  este  pro- 
pósito, vista  la  dislanciadol  suelo  á que  fue- 
ron d parar  ]o.s  provecí ilc.s: 

Considerando  fjiie  la  Sala  sentenciadora,  al 
declarar  que  el  Jieciio  mencionado  está  com- 
prendido en  el  art.  423  del  Código,  y al  pe- 
narlo con  treinta  me.ses  de  pri.síoñ  correc- 
cional, lia  infringido  el  587,  y por  conse- 
cuencia cometido  el  error  de  derecho  á que 
se  refiere  el  caso  4.“  del  art.  4.”  de  la  ley 
de  18  de  junio  de  1870.»  (Sent.  30  .seliemb 
bre  1871.) 

XIlI.  Cuando  se  causan  lesiones  me- 
nos graves  con  proyectil  de  arma  de  fue- 
go y se  penvn-  solo  e'staSj  prescindiendo 
del  art.  423  que  wipo7ie  pena  7nayor  por 
el  simple  disparo  conlra  persona  deter- 
minacla.,  se  infringe  este  artículo:  In- 
fracción del  art.  Í0,  circunstancia  2.*, 
por  no  haber  apreciado  la  alevosía. — En 
la  noche  del  17  de  julio  de  1871,  Cris- 
tóbal Claramunt  y Joaquín  Sanchis  dis- 
pararon de  improviso  dos  ó tres  tiros 
contra  su  convecino  F.  Gallego  en  el 
camino  de  ios  11  órlales,  término  de  Pu- 
zol,  causándole  lesiones,  do  las  que  curó 
á los  veintisiete  dias  sin  malos  resulta- 
dos, no  habiendo  mediado  palabra  ni 
cuestión  alguna  entre  el  herido  y los 
agresores.  Instruida  la  causa,  la  Audien- 
cia vino  á penar  el  delito  de  lesiones  mé- 

mn.  * * 


nos  graves,  sin  circunstancias  aprecia- 
bles;  é interpuesto  recurso  de  casación 
por  el  ministerio  fiscal,  citando  como  in- 
fringidos: primero,  el  art.  423  de!  Gódi- 
go,  y segundo,  el  art.  10,  circunstan- 
cia por  haber  dejado  de  aplicarse 

uno  y otro,  es  estimado  en  los  términos 
siguientes; 

«Considerando,  en  cnanto  a!  primer  fun- 

^ ^'^curso,  que  según  el  art,  423 
e Ludigo  penal  vigente,  el  acto  de  rii.sparar 
un  ai ma  de  fuego  contra  cualquier  persona 
sera  castigado  con  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y medio  si  no 
liubiesen  concurrido  en  el  hecho  todas  las 
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circunslancins  necesarias  para  constituir  de- 
lito frustrado  d leiitaliva  de  asesinato,  homi- 
cidio ó cualquier  otro  delito  ñ que  esté  seña- 
lada una  pena  superior  por  alguno  de  los 
artículos  de!  Código: 

Considerando  que  dados  ios  hechos  con- 
signados y admitidos  en  la  sentencia,  se  ha 
cometido  error  de  licrechn  en  la  cniiíicacion 
del  delito  fie  lesiones  ménos  graves,  impo- 
niendo tros  meses  de  arresto  mayor  cuando 
habido  disparo  de  arma  de  fuego  contra  de- 
terminada persona,  delito  que  por  si  solo  es 
castigado  con  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal eii  sus  grados  mínimo  y meilio;  y habién- 
dose además  producido  lesiones,  hay  que 
imponer  la  pena  en  el  grado  máximo,  en 
conformidad  al  art.  90  del  Código,  como 
tiene  resuelto  en  repetidas  sentencias  osla 
Sala: 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  fun- 
damento, quo  es  circunstancia  agravante 
ejecutor  ct  lieclm  con  nlevosííi;  y liay  alevo- 
sía cuando  el  culpable  comete  cualquiera  de 
los  delitos  contra  las  personas,  etnpleando 
medios,  modos  ó formas  en  la  ejecución  que 
tiendan  directa  y especialmente  á asegurar- 
la, sin  riesgo  pura  su  persona  quo  proceda 
de  la  defensa  que  pudiera  hacer  el  ofendido, 
y presupuestos  los  hechos  de  la  sentencia, 
se  ha  cometido  también  error  de  derecho  en 
no  caiiíicar  esta  circunstancia,  cuando  sin 
ni  olivos  de  enemistad,  sin  mediar  palabras 
ni  cuestión  alguna  entre  cl  lierido  v los 
agresores,  éstos  dispararon  de  improviso  los 
tiros  á Cnllego,  que  caminaba  enteramente 
desprevenido; 

Fallíunos  que  debemos  ileclarar  y declara-  | 
mos  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto per  el  Ministerio  fiscal;  casamos  y 
anuíamos  a sentencia  etc.»  (Sent.  14  octii-  , 
bre  1S7‘2.) 

— V,  Asilsinato:  Homicidio:  Lesiones. 

UNA  CUESTION  IMPORTANTE. 

Sobro  la  inteligencia  del  art.  423  en  sn  re- 
lación con  el  417  y otros  del  mismo  titu- 
lo, y con  et  ílO,  ó sea  sobre  la  doctrina 
consignada  en  su.s  fallos  por  et  Tribu- 
nal Suiiremo. 

Por  grande  que  sea  el  respeto  que  nos  ; 
merezcan  las  doctrinas  consignadas  por  i 
el  Tribunal  Supremo  y que  sirven  de 
fundamento  á sus  fallos  de  casación,  pa- 
récenos  grave  y muy  irascemlenlal  la  in- 
terpretación que  se  lia  dado  a!  art. 
del  Código  refonnado,  y no  podemos  ; 
convenir  en  que  sea  acertada.  El  becbo 
que  viene  á casligar  el  art.  425  no  es  en 
sí  un  delito  especial,  sino  con  relación  al 


parricidio,  al  asesinato,  al  bomicidioque 
con  el  disparo  se  intente;  ni  se  lia  que- 
rido tampoco  por  la  ley  reformada  darle 
tal  carácter.  Lo  que  dispone  dicho  ar- 
tículo es  condicional,  y constituye  por 
tanto  un  delito  5in'  generis  condicional- 
mente, y dejando  de  existir  como  tal  cuan- 
do concurran  en  el  disparo  contra  perso- 
na determinada  todas  las  circunstancias 
necesarias  para  que  se  califique  como 
parricidio,  ó comu  asesinato,  o como  ho- 
micidio, ó como  delito  frustrado  ó tenta- 
tiva de  dichos  delitos  ó de  otros  á que  es- 
té señalada  una  pena  superior  por  alguno 
de  los  artículos  del  Código. 

Siendo  esto  así,  c!  hecho  que  pena  el 
artículo  423  solo  puede  considerarse  de- 
lito e.special  cuando  lo  dice  el  mismo,  ó 
sea  cuanílo  aplicados  el  orí.  417  ó el  il8 
ú otro  del  titulo,  según  ios  casos  y cir- 
cunstancias, la  pena  (¡ue  baya  de  impo- 
nerse al  reo  sen  inferior  d la  prisión  cor- 
reccional en  sus  grados  mínimo  y medio, 
Hecha  esta  comparación,  desde  el  mo- 
mento en  que  se  ve  que  cl  delito  merece 
[lena  superior  á la  referida,  no  tiene  apli- 
cación el  art.  423,  y sí  cuando  merece 
pena  inferior;  pero  en  nuestro  concepto, 
sin  necesidad  de  acudir  para  nada  al  ar- 
tículo 90,  cuya  disposición  en  armonía 
con  la  del  art.  88,  es  para  el  culpable  de 
dos  ó más  delitos  producidos  por  un  solo 
hecho,  lo  que  no  tiene  lugar  respecto  del 
disparo  de  arma,  que  no  consliluye  sino 
uno  solo.  Esto  supuesto,  ni  aun  puede 
justificarse  la  interpretaciun  que  da  á di- 
cho art.  4-3  el  Tribunal  Supreme,  con- 
siderando al  disparo  como  medio  necesa- 
rio para  cometer  cl  otro  delilOy  pues  que 
la  ley  supone  en  el  art.  90  que  el  medio 
empleado  es  en  sí  delito  en  absoluto,  y 
no  en  la  forma  condicional  que  le  pena 
el  423  jiara  cl  efecto  que  liemos  dicho. 
En  resumen:  no  liabíenJo  más  que  un 
delito,  no  siendo  el  disparo  medio  nece- 
sario de  cometer  el  parricidio,  el  asesi- 
nato, etc.,  sino  el  medio  empleadOy  no 
más  grave  ni  más  calificado  que  otros  á 
que  pueda  reciirrirse,  se  está  en  el  coso 
de  la  disposición  e.'pecia!  del  ari.  4*3, 
pero  sin  tener  en  cuenta  la  del  art.  üü, 

que  venJria  á agravar  inconsiderada- 
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mente  !a  pena  fíe  ios  delitos  á fjue  el  alu- 
dido 423  se  refiere,  imposibilitando  su 
aplicación  en  los  grados  mínimo  y medio 
contra  el  espíritu  del  mismo  art.  90,  j^ue 
ha  tenido  indudablemente  por  objeto 
atenuar  la  penalidad  evitando  la  simul- 
taneidad de  condenas,  como  se  despren- 
de del  enlace  y relación  que  guarda  con 
el  art.  88. 

Estas  breves  consideraciones  deben 
bastar  para  justificar  nuestra  opinión, 
sintiendo  mucho  que  se  halle  en  contra- 
dicción con  la  muy  respetable  consigna- 
da en  sus  fallos  por  el  más  alto  Tribunal 
del  Estado  (1). 

DOBLE  DELITO  producido  por  un  solo 
hecho. ™V.  CmctJvV5TANcr.4S,  núms.  XV  á 
XXI;  Circunstancias  ATENUANTES,  núme- 


(11  Tiene  ¡n'ludabletYiente  aplicación  el  ar- 
lículíi  90  al  disparo  de  arma  cuando  el  disparo 
consliluya  dos  delitos,  por  ejemplo:  causando 
dos  lioniicidios,  ó un  parricidio  y un  homici- 
dio ele.,  como  en  cl  caso  del  núm.  Vil  del  ar- 
tículo Asesinato,  pág,  33.  Esto  mismo  puede 
hacer  coniprendiT  la  diferencia  que  hay  entre 
el  caso  es[.tecial  que  se  rige  por  el  art.  423  y el 
general  que  es  objeto  del  90. 


ro  VIH  y SU  comentario,  [ttig.  71;  Co.^r- 
PETENciA,  núm.  XXXV  y XL;  Disparo 
UE  ARMA,  núms.  fV  y X,  así  como  el  co- 
mentario final,  pág.  183.  Consúltense  ios 
artículos  Asesív^to,  núm.  Vil;  Atenta- 
do, núms,  I,  VI,  XIX  á XXL 

DUELO.  Combate  ó pelea  entre  dos, 
precediendo  desafío  ó reto.  Tratan  del 
duelo  los  arts.  439  á4i7  del  Código,  que 
establecen  una  escala  especial  de  penali- 
dad, según  las  causas  que  motiven  el 
hecho,  las  circunstancias  con  que  se  ve- 
rifique y las  consecuencias  que  pro- 
duzca. 

Para  que  haya  verdadero  duelo  en 
sentido  legal,  es  indispensable  que  se  ve- 
rifique con  la  asistencia  por  cada  parle 
de  dos  padrinos,  mayores  de  edad,  que 
elijan  las  armas  y arreglen  las  demás 
condiciones;  y no  verificándose  así  no 
hay  duelo,  para  el  efecto  de  atenuar  las 
penas  de  la  muerte  ó lesiones  que  so 
causen,  que  serán  las  generales  del  Có- 
digo; pero  sí  para  castigar  en  todo  caso 
e!  hecho  con  la  prisión  correccional  con- 
forme al  art.  446.  (Sents.  11  julio  1871, 
2 julio  1872  y 15  enero  1874;.) 


ECLESIASTICOS.  Coacciones:  Oposi- 
ción á la  observancia  de  la  ley  de  rnatri- 
ítionio  civil:  Casación  del  fallo  de  la  A?i- 
diencia  por  infracción  del  art.  144  del 
Código. — Por  e!  alcalde  y juez  munici- 
pal do  Moncalvillo  se  dió  pane  al  gober- 
nador de  Burgos,  de  que  el  ecónomo 
D.  Antonio  de  Miguel  y [.acalle,  trataba 
de  separar  un  matrimonio  contraído  ci- 
vilmente, leyendo  papeles  en  que  deria 
que  el  matrimonio  civil  era  un  concubi- 
nato, y que  los  esposos  no  entrarían  en 
el  templo  si  no  se  separaban;  no  habien- 
do querido  decir  misa  en  alguna  ocasión 
á presencia  de  estos,  exponiendo  con  ello 
al  pueblo  á un  desorden;  y que  acome- 
tido el  contrayente  de  una  enfermedad 
grave,  se  negó  á confesarlo  si  no  se  re- 
tractaba del  matrimonio  contraído;  y 
conseguida  la  retractación  en  los  últimos 


dias  de  la  vida  de  aquel,  y firmada  la 
leyó  después  públicamente  á sus  feligre- 
ses en  la  iglesia: 

E!  gobernador  civil  trascribió  los  he- 
chos expuestos  al  juez  de  primera  ins- 
tancia para  que  procediera  á lo  que  hu- 
biese lugar  en  justicia,  Y habiendo  pro- 
cedido á ratificarse  el  alcalde  y juez  mu- 
nicipal, añadieron  que  el  último  liomingo 
Je  febrero,  el  ecónomo  D.  Antonio  de 
Miguel  leyó  en  la  iglesia  la  retractación 
de  Cándido  Rey  antes  de  celebrar  la  misa 
y expresó  que  no  la  celebraba  por  ha- 
llarse allí  otro  casado  civilmente,  Nicolás 
García:  que  la  retractación  había  sido  á 
la  fuerza  horas  antes  de  espirar  el  retrac- 
tado, y que  el  ecónomo  dicho  ha  predi- 
cado que  el  matrimonio  civil  era  un 
concubinato: 

Sustanciada  la  causa  y confirmados  los 
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, que  expone 

ser  íderto  haber  suspendido  la  celebra- 
ción de  la  misa  por  liallarse  presentes 
casados  solo  c.ivünieiue,  haber  predicado 
contra  el  concubinato  y no  contra  ei  ma- 
trimonio civil,  haber  aconsejado  á Cán- 
dido la  retractación  para  poder  confesarle 
y haberla  leido  en  la  iglesia  etc.,  recayó 
sentencia  aljsolvieudo  al  ecónomo,  por 
no  estar  jusiiticado  la  predicación  contra 
el  matrimonio  civil,  y haber  dejado  de 
celebrar  la  misa  en  uno  ó más  días  festi- 
vos, y sobreseyendo  en  la  misma  por  les 
hechos  de  reirociacion  de  Cándido  Uey. 

Interpuesto  por  cd  ministerio  (iscal  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley 
que  fundó  en  eJ  niim.  2.^  del  art.  4.*^  de 
la  provisional  (fue  lo  establece,  y desig- 
nando corno  infringido  el  ait.  144  del 
Código,  por  no  haber  aquella  calibeado 
de  delito  cd  hecho  de  haber  leído  el  ecó- 
nomo la  retractación  de  su  feligrés,  com- 
prendido y penado  en  dielio  artículo,  es 
estimado  en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  la  oposición  á la  ob- 
servancia de  las  leyes  ó provocación  á .su  in- 
observancia es  justiciable  en  conlbrnJiíIad  al 
artículo  1 }4  del  Código  penal; 

Considerando  (|Utí  ios  hechos  referidos  de 
inducción  á separar.se  los  que  habían  con- 
traído njaíriinoiiio  civil  por  el  ecónomo  pro- 
cesado, alinnando  que  ¡ncurrian  eo  un  gran 
pecado,  porque  vivían  en  concubinato,  el 
dejar  de  celebrar  nnsa  por  hallarse  en  la 
iglesia  uno  de  los  casado.s  en  aquella  forma, 
y de  confesar  y auxiliar  á otro  en  sus  úllimo.s 
momentos,  sin  que  antes  se  retractase  del 
matrimonio  civil  contraído,  y habiendo  con- 
seguido la  retractación  publicarla  en  la  igle- 
sia, constituyen  verdadera  oposición  á la  ob- 
servancia de  la  ley  de  matriiiiouio  civil: 

Consideran (io  que  habiendo  aksuollo  al 
procesado  la  Sala  sentenciadora  por  unos 
beciios,  y sobreseido  por  otros,  admitidos 
lodos  en  su  sentencia,  ha  incurrido  en  error 
de  derecho  comprendido  en  el  caso  2.“  del 
artículo  4."  de  la  ley  de  casación  crimina!,  ó 
infringido  el  art.  J44  del  Código  citado; 

Fallamos  que  deiiemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
íerpue.sto  portel  minLslerio  íiscai  contra  la 
sentencia  c e ia  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  Burgos,  ¡i  la  cual  se  dirija  cerliíi- 
cacioD  para  que  remita  Ja  causa  d los  efectos 
de  Ja  ley.»  (Sciit.  5 enero  1874.) 


Sobro  el  matrimonio  civil, 

Si  algún  comentario  [indiíjramos  per- 
mitirnos sobre  el  asunto  del  anterior  re- 
curso, seria  en  el  terreno  puramente 
práctico  y de  aplicación  de  la  ley  penal; 
y en  este  sentido  ninguna  observación 
tenemos  que  hacer.  Fero  aparto  del  fle- 
cho justiciable  ilel  ecónomo  de  Jíoncal- 
vilio,  debemos  indicar  asimismo,  para 
que  otra  cosa  no  crean  las  gentes  senci- 
llas, que  el  que  quiere  vivir" dentro  do  la 
comunión  católica  no  puede  prescindir 
de  contraer  antes  ó á la  vez  que  el  ma- 
trimonio civil  el  matrimonio  canónico, 
ó siquiera  despiics;  porque  en  efecto,  si 
ia  ley  c¡vii  no  considera  casados  á los 
que  solo  io  son  canónicamente,  ni  reco- 
noce !a  legitimidad  desús  hijos,  etc.  (I), 
del  mismo  modo  la  Iglesia,  sin  emplear 
medios  de  coacción,  sin  oponerse  á Ja 
observancia  de  las  leyes,  sin  provocar  su 
inobservancia,  puede  rechazar  de  su  seno 
á los  que  abiertamente  se  revelan  contra 
las  creencias  católicas,  de  modo  que  en 
el  Tribunal  de  la  penitencia  no  podrán 
alcanzar  la  absolución  de  sus  pecados  si- 
no confesándose  con  un  verdadero  arre- 
pentimiento y voluntad  de  satisfacer  por 
poreiíos.  Así  solo  pueden  concÜiarse,  en 
lo  que  cabe,  las  leyes  civiles  sobre  el  ma- 
trimonio con  el  matrimonio  de  los  cris- 
tianos, que  es  un  verdadero  sacramento, 

EDAD,  El  Código  penal  tiene  en  cuen- 
ta la  edad  para  eximir  de  responsabilidad 
en  unos  casos,  para  atenuarla  en  otros  y 
para  calificar  ciertos  delitos. 

Los  arls.  8.*^  en  sus  núms.  2.®  y 3.‘’, 
el  art.  9.°,  circunstancias  2.^  y 3.*,  y el 
Í9  y SíJ  en  relación  con  los  anteriores 
determinan  la  exención  de  responsabili- 
dad criminal  ó su  atenuación  y lo  relati- 
vo a la  responsabilidad  civil  de  los  me- 
nores de  9 anos,  de  los  mayores  de  9 y 
menores  de  15,  y de  los  menores  de  18. 

La  edad  del  ofendido  puede  determi- 
nar también  la  agravación  de  la  pena. 


(t)  lanío  es  asi,  r]uc  por  Real  óréon  do  17 
do  .abril  de  l{i72  .^o  drclanj  riuc  lus  p(  iiítuiiislas 
Je  clases  pasivas  no  fiieritcn  su  npiittul  Ugal 
para  el  cobro  de  sus  haberos  por  el  lioclio  de 
cúDtraor  sulaincnte  nialrimoiuo  canónico. 
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respecto  del  delincuente,  art.  10,  núme- 
ro -Oj  y califica  los  delitos  del  art.  553 
(abuso  de  la  impericia  ó pasiones  de  un 
menor),  del  458,  estupro;  del  459,  cor- 
rupción iJe  menores;  del  461,  rapto;  del 
498  á 500,  sustracción  de  menores,  y 
del  501  y 502,  abandono  de  niños. 

También  se  tiene  en  cuenta  la  edad  en 
la  ejecución  ó manera  de  ejecución  de  la 
pena,  arts.  107  y 109. 

El  fijar  la  edad  del  procesado  es  una 
cuestión  de  liecbo  quí  solo  compete  re- 
solver á la  Sala  sentenciadora.  (Sent.  14 
diciembre  1872.) 

La  edad  septuagenaria  no  es  circuns- 
tancia atenuante  de  las  marcadas  en  el 
Código  penal,  ni  de  igual  entidad  y ana- 


logía 


a 


a de  menor  de  18  años,  porque 
no  puede  suponerse  en  los  de  aquella 
incompleto  discernimiento;  por  lo  cual 
al  no  apreciar  !a  Sala  sentenciadora  di- 
cha circunstancia,  no  falla  á la  prescrip- 
ción de  la  regla  2.“  del  art.  82  del  Códi- 
go penal.  (Sent.  23  diciembre  1872.) 

EFECTO  RETROACTIVO.  La  aplicación 
del  principio  de  que  las  leyes  penales  no 
tienen  efecto  retroactivo  en  cuanto  per- 
judiquen al  reo,  y que  si  le  tienen  en 
cuanto  le  favorezcan,  establecido  en  los 
arlíciiíos  22  y 23  del  Código  reformado, 
ba  dado  i ligar  á algunas  dudas  en  la 
práctica,  principalmente  en  io  que  influ- 
ye el  criterio  probatorio,  que  es  distinto 
boy,  segunda  nueva  Ley  deEnjuíciamien- 
to  y según  la  de  IB  de  junio  de  1870,  de 
lo  que  era  según  la  regla  45  de  la  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código 
de  1850.  Hé  aquí  algunos  casos  de  re- 
*ursos  de  casación . 

1.  Dfíhe  nteudflvse  uo  solo  d la  pena 
^ue  establece  el  Código  si  no  ni  criterio 
probatorio,  que  es  distinto  hoy  del  de 
1850,  y aplicarse  la  que  resulte  más  fa- 
vorable al  reo, — Se  declara  haber  lu"ar 
al  recurso  de  casación  y se  casa  y anula 
la  sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  por  la  que  de- 
clarando autor,  por  prueba  de  indicios, 
á Miguel  Domingo  Pablos  del  delito  de 
robo  con  fuerza  en  las  cosas,  sin  armas 
en  cantidad  mayor  de  500  pesetas,  con 
la  circunstancia  agravante  de  haberse 


EFECTO  RETROACTIVO,  [Jurisp.  penal). 

cometido  de  noche  y ninguna  atenuan- 
te, lo  condenó  con  arreglo  al  Código  re- 
formado á siete  años  de  presidio  mayor. 
Como  el  delito  se  cometió,  según  la  sen- 
tencia en  la  noche  del  21  de  diciembre 
de  -1869,  época  anterior  a la  publicación 
del  Código  penal,  el  Ministerio  fiscal  in- 
terpuso recurso  de  casación,  por  infrac- 
ción de  ley,  en  beneficio  dcl  procesado, 
que  fundó  en  el  caso  4.'’  dcl  art.  4.”  de 
la  provisional  que  lo  establece,  citando 
como  infringidos,  el  art.  23  del  Código 
reformado,  el  43  del  de  Í830  y la  regla 
45  de  la  ley  'provisional  para  su  aplica- 
ción, porque  debía  haberse  tenido  en 
cuenta  como  más  beneficioso  lo  dispues- 
to en  este  Código  con  arreglo  al  cual  no 
debia  exceder  la  pena  de  seis  años. — Los 
considerandos  del  fallo  de  casación  que 
explican  perfectamente  el  fundamenlo  de 
la  misma  dicen  así: 


« Considerando  que  por  el  art.  23  del  Có- 
digo penal  vigente  so  dispone  que  las  leyes 
penales  lieneii  efecto  retroactivo  en  cuanto 
favorezcan  á un  reo  de  un  delito  ó falta,  aun- 
que al  publicarse  aquellas  b ubie.se  recaído 
sentencia  firme  y el  condenado  estuviese 
cumpliendo  sentencia: 

Considerando  que  el  delito  cometido  por 
Miguel  Domingo  Pablos  se  ejecutó,  según 
manifiesta  la  senleucia  recurrida,  la  noche 
del  2]  de  diciembre  de  1809,  época  anterior 
á la  publicación  de!  nuevo  Cóiligo  reformado, 
y que  por  lo  misino  delie  aplicarse  la  pena- 
lidad de)  de  1850  que  entonces  regia,  siern- 
)re  que,  como  sucede  en  el  caso  presente, 
e sea  esta  más  beneficiosa: 

Considerando  que  el  hecho  ejecutado  se 
califica  por  la  Sala  sentenciadora,  al  aplicar- 
le el  nuevo  Código,  como  robo  con  fuerza  en 
las  cosas,  sin  armas  y en  cantidad  que  exce- 
de do  590  pesetas,  con  una  circunstancia 
agravante  y ninguna  atenuante,  y que  por  el 
anterior  de  1850  era  el  de  rolm  sin  armas, 
en  lugar  liabilado,  previsto  pMr  el  art.  432 
del  mismo,  al  que  se  imponía  la  pena  ile  pre- 
sidio menor  en  su  grado  máximo  A jiresidio 
mayor  en  e!  medio: 

Considerando  que  si  bien  atendiéndose  á 
la  penalidad  en  sí  misma  es  más  benelic¡o.sa 
la  del  Código  actual,  no  puede  serlo  ni  lo  es 
si  se  atiende  á que  la  prueba  del  acto  practi- 
cado no  es  la  de  evidencia  moral  y sí  la  indi- 
ciaría; por  lo  que  en  su  consecuencia  el  pro- 
cesado tenía  y tiene  derecho  á la  mitigación 
de  la  pena  general,  reduciéndola  al  miuimo 


de  esta,  según  lo  prescribe  ia  regla  45  de  la 

ley  para  la  ejecución  líul  Código  penal  que 
entonces  regia: 

Consiiierando  que  haciéndose  aplicación 
del  art.  432  del  Código  penal  de  ISoO  con  la 
de  diclia  regla  45,  la  penalidad  no  podía  ex- 
ceder de  seis  anos  de  presidio  menor,  mien- 
tras que,  coníorniandose  á lo  dispuesto  en  el 
art.  521  del  actual  con  e!  crilerio  probatorio 
del  art.  12  de  la  ley  provisional  para  la  re— 
forina  dei  procedimiento  criminai  de  18  de 
junio  í^e  1870,  iia  podido  imponérsele  la  de 
siete  anos  de  presidio  majmr,  con  sus  acce- 
sorias, que  le  ha  impuesto  la  Sala  senten- 
ciadora: 

\ considerando  que  de  tales  antecedentes 
se  infiere  que  dieba  Sala  ha  incurrido  en 
error  de  derecho,  dejando  de  aplicar  el  ar- 
tículo 432  del  Código  penal  de  1850,  conjun- 
tamente con  ¡a  citada  regla  45,  é imponiendo 
la  pena  según  el  321  deí  vigente  con  el  cri- 
terio dei  art.  12  de  la  ley  provisional  sobre 
procedimiento  en  materia  criminal,  perjudi- 
cando al  procesado  contra  lo  dispuesto  en  ei 
artículo  23  del  Código  actiird,  infringiendo 
las  d¡.?posiciones  que  invoca  el  Ministerio 
fiscal  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  a!  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  Ministerio  fiscal  en  beneficio 
del  procesado  etc.»  (Scut.  7 abril  1873.) 

La  doctrina  establecida  en  el  fallo  an- 
terior, es  por  tanto  que  en  la  aplicación 
del  art.  23  del  Código  penal  vigente  hay 
que  atender  también  á la  influencia  que 
en  el  descenso  de  Ja  pena  puede  tener  el 
criterio  probatorio,  pues  siendo  el  indí- 
ciario  y no  el  de  la  evidencia  moral  que 
requiere  la  ley  12,  tít.  li  de  la  Partida 
3.“,  hay  que  imponerla  en  el  grado  mí- 
nimo ó mitigada,  según  la  regía  4o  de  la 
ley  provisional  para  la  aplicación  del  Có- 
digo de  ISoO;  lo  que  no  sucede  confor- 
me al  art.  12  de  la  ley  de  18  de  junio  de 
1870,  ni  conforme  á la  cíe  Enjuiciamien- 
to criminal. 

II.  La  mis77ia  doctrina  que  en  el  caso 
anterm\~Se  casa  y anula  otra  sen- 
tencia. 

«GonsideraiKlo  qiio  por  el  art.  23  del  Có- 
digo penal  reformado  de  1870,  las  leyes  pe- 
nales tienen  solo  efecto  retroactivo  en  cuanto 
favorecen  al  reo  de  un  delito,  y por  la  regla 
45  de  La  ley  provisional  para  la  aplicación  de 
las  disposiciones  del  Código  penal  de  1860, 
se  dispone  que  en  el  caso  cíe  adquirir  los 
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Tribunale.s  el  convencimiento  de  la  crimfna- 
lidad  deí  acusado,  según  las  reglas  ordinarias 
de  la  crítica  racional,  .se  impondré  en  el  gra- 
do mínimo  la  pena  señaíada  en  el  Código; 

Considerando  que  coinetido  por  el  proce- 
sado el  delito  de  lesiones  menos  graves  antes 
de  la  publicación  dcl  Código  reformado  y 
consignando  la  Sala  la  crimínalklarl  de  aquel 
por  convencimiento;  .siendo  ia  pena  señala- 
da en  el  art.  345  la  de  arresto  mayor,  no  ha 
debido  imponerla  en  el  grado  máximo  de  ios 
cinco  meses,  sino  en  el  mínimo  que  com- 
prende de  uno  á dos  meses,  y en  este  perio- 
do e!  grado  máximo  por  iiabér  concurrido  la 
circuustaucia  agravante  que  aprecia  la  Sala: 

Considerando  que,  presupuestos  los  he- 
chos de  la  .sentencia,  .se  ha  cometido  error 
de  derecho  imponiendo  una  pena  que  no 
corresponde  según  las  leyes  citadas  por  el 
recurrente.»  (Sent.  23  noviembre  1S72.) 

ni.  La  tnisma  doctrina. — No  tiene 
aplicación  el  efecto  retroactivo  que  dis- 
pone el  Código  reformado  en  su  art.  23, 
cuando  habiendo  de  aplicarse  el  de  ISoO 
con  la  re"la  4d  de  la  ley  provisional  para 
su  ejecución  é imponerse  según  su  con- 
testo el  grado  mínimo  de  la  pena  señala- 
da al  delito,  las  disposiciones  de  éste  son 
mas  favorables  á los  procesados  que  las 
del  Código  reformado,  al  cual  no  puede 
I aplicarse  la  espresada  regla.  (Sent,  1.^ 
mayo  1872.) 

IV.  Aplicación  de  las  dísposiciónes 
más  beneficiosas. —Las  leyes  penales  de- 
ben aplicarse  siempre  en  lo  que  sean 
más  favorables  á los  reos  de  un  delito  ó 
falta,  y cuando  se  ha  cometido  antes  de 
la  publicación  del  Código  reformado, 
procede  la  imposición  de  la  pena  ya  por 
las  disposiciones  de  este  mismo,  ya  por 
las  del  anterior,  según  que  fueren  más 
beneíicicsas  al  culpable.  (Considerando 
2.“  de  Sent.  l.°  febrero  1871,  en  re- 
curso de  Tomás  Bernardino  Luzon.) 

V.  .rl  pesar  de  los  principios  funda- 
mentales de  derecho  polilico  y penal,  no 
puede  fundarse  un  recurso  de  casación 
en  haberse  aplicado  el  Código  de  -1870  á 
un  delito  cometido  antes  de  su  publica- 
ción, si  la  pe7ia  que  señala  es  igual  á la 
niipuesla  por  el  antiguo. — Esta  ilocirina 
se  establece  declarando  inadmisible  uu. 
recurso  interpuesto  por  D.  Manuel  Ruiz 


en  causa  sobre  usurpación  de  atribu- 
ciones: 

«Considcranílo  que  si  bien  son  principios 
funda  meo  tales  de  dereclio  político  y penal, 
consigíiados  así  en  ia  Constitución  del  Estado 
como  en  el  Código  de  lÜSO  y en  e!  reforma- 
do, que  las  leyes  penales  no  iienen  efecto  re- 
IroacLivo  sino  cuando  son  favorables  al  pro- 
ccsnilo;  que  ningún  ospañol  puede  ser  sen- 
lenciado  sino  en  virtud  de  leyes  anteriores 
al  delito  y en  la  forma  que  estas  prescriban, 
y que  no  sean  casligados  otros  actos  ú omi- 
siones que  los  que  las  leyes  con  antcrioridiid 
liayati  calificado  de  delitos  ó faltas,  estos  prin- 
cipios carecen  en  el  presente  caso  de  aplica- 
ción directa  ó inmediata,  supuesto  que  el 
hcclio  que  ha  producido  la  i'ormactoa  del 
proceso  se  lialiaba  previsto  y penado  por  el 
artículo  308  del  Código  de  1850,  vigente  á la 
sazón  del  delito,  y que  el  reformado  que  se 
le  aplicó  reproduce  literalmente  su  texto  y Je 
clesignn  en  ia  misma  sanción  penal  {!). 

Considerando,  por  cousiguienlej  que  care- 
ce de  base  el  actual  r-cnrso  y es  insostenible 
conforme  a las  leyes.»  (SeiU.  21  abril  1871.) 


yi.  Se  incurre  en  error  de  derecho 
Ilación  do  apUcacion  de  los  dos  Códigos 
á la  vez  por  un  mismo  heclio,  por  no  ser 
procotienle  juzgarlo  por  dos  legicdacio- 
nes,  como  lo  lia  dec  arado  el  Tribunal 
Supremo  en  diferentes  sentencias.  (Sen- 
tencia 30  diciembre  1871.) 

V.  Cmuu.NSTANGiAs,  núm.  XX,  póg.  57, 
y Piiuiíii.As. 

ELEGCIOHES.— (Delitos  en).— V.  Dii- 

UTOS  L.I.KCr(tIlAUKS. 


EftüB&RijO  ILEGAL.  V-  Allanamiento: 
Apíoí.müjs:  Delegación  de  auxilio  etc. 

EMBRÍAGÜEI.  Es  la  embriaguez  la 
turbación  de  las  facultades  intelectuales 
reducida  por  e!  uso  ó abuso  de  las  be- 
jidas  espirituosas.  Por  sí  sola  no  es  un 
delito  ni  falta,  ni  lo  es  siquiera  el  hábito 
de  embriagarse.  Por  el  contrario,  es  cir- 
cunstancia atenuante  en  los  delitos  y fal- 
tas ejecutar  el  hecho  en  estado  de  em- 
hri.-íguez,  cuando  esta  no  fuere  habitual 
ó poslerior  al  proyecto  de  cometer  el  de- 
lito. El  iieclio  de  causar  perturbación  o 
escándalo  con  su  embriaguez,  es,  sin  em- 
bargo, falla  penada  con  multa  de  5 á 2o 


(i)  El  ari.  389  dt*!  Crfdigo  reformado  es 
0.xactameiUe  igual  al  308  del  üc  iSoO. 


pesetas  y reprensión  en  el  art.  S89  del 
Código  reformado. . 

Aparle  de  la  doctrina  consignada  en  el 
artículo  CmcifxsTÁRCiAS  atenuantes,  nú^ 
meros  XI  á XVT,  pág.  73,  Jié  aquí  ia 
que  se  contiene  en  sentencia  de  9 de  fe- 
brero de  l87l  declarando  no  Iialrer  lugar 
á la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Mariano  .limeño,  funda- 
do en  que  el  embriagado  no  obra  volun- 
tariamente. Ton  errónea  doctrina  abier- 
tamente contraria  á la  ley,  no  fue  apre- 
ciada. 


«Cousiderando  que  la  embriaguez  no  es 
causa  eximen  le  de  resporisabilidiid  crimina!, 
siuo  tan  solo  atenuante,  no  siendo  habituaí 
ó poslerior  al  proyecto  de  cometerse  el  de- 
lito: 

Y con.siderando  que,  segiin  los  principios 
sancionados  por  la  ley  pemil,  no  es  po.sjli!e 
dejar  de  estimar  voluntarías  la.s  acciones  co- 
metidas en  estado  de  emiiriagnez,  y que  el 
recurso  basado  en  un  snimesío  contrario  no 
es  admisible.»  (Seat.  0 febrero  1871.) 

Pero  si  la  circunsiancia  de  embriaguez 


no  es  eximente  de  responsabilidad,  tam- 
poco puede  pretenderse  que  por  ella  el 
hecho  constitutivo  de  delito  se  convierta 
en  falta. — Así  !o  dice  el  siguiente 

«Cousiderando que  por  el  Código  ¡le- 

nal  es  solo  circunslaiiciii  atenuante  la  de  eje- 
cutar el  iieclio  en  estado  de  embriaguez, 
cuando  ésta  no  fuere  iialiitual,  según  lo  iia 
entendido  y aplicado  la  Sala  en  su  sentencia, 
sin  que  so  pueda  convertir  el  delito  on  falta 
únicamente  por  liaberse  come!  ¡do  en  estado 
de  embriaguez.»  {Sent.  Id  junio  1871,  en 
recurso  interpuesto  por  Gregorio  Uodriguez 
Pelaez.) 

EMPLEADOS  Y FÜHOOHARIOS  PÚBLI- 
COS. Ha  y muchos  casos  en  que  el  Có- 
digo establece  una  penalidad  especial 
para  los  delitos  de  los  empleados  y fun- 
cionarios públicos,  unas  veces  designán- 
doles por  el  cargo,  como  el  143  respecto 
de  los  Ministros,  y otras  refiriéndose 
genérica  mente  á emplearlos  y funcio- 
narios, como  por  ejemplo . los  artícu- 
los l/i9,  235,  2fJl,  265,  2¡ífi,  317,  320, 
324,  328,  347  etc.  Toda  la  sección  2.^ 
capítulo  II  de!  líi.  1!,  se  refiere  á delitos 
cometidos  por  los  funcionarios  públicos 
contra  el  ejerciciú  de  los  derechos  indi- 
viduales ííJíicíoíiííí/o6’  por  la  ConsUtu- 
don,  arls.  201  á 23o.  Todo  el  lít.  Vil 
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traía  de  los  delitos  de  los  emplnidos  jni- 
hlicos  &)i  el  ejercicio  de  sus  carfjos.  Era 
por  tanto  necesario  que  el  mismo  Código 
nos  dijese  qüiénes  son  funcionarios  nú- 
híleos,  locución  genérica  que  comprende 
ta  ni  DI  en  á los  empleados  públicos*  v en 
efecto,  \o  hace  en  ei  art.  410,  que  equi- 
vale al  331  ílel  de 

Consúltese  en  Allanamirnto  Ja  sen- 
tencia (le  14  de  julio  de  1S7  I , principal- 
mente los  considerandos  l.'^y  y véa- 
se liimbien  Alcaldes,  AIalversacion  De- 
litos electorales,  etc. 

EMPRESAS  DE  TRASPORTE.  Sobre  su 

lesponsabilKLid  en  la  conducción  de 
efectos  de  contrabando,  véase  esta  pala- 
bra, principalmente  ía  Sentencia  13 
junio  1871,  núm.  VJÍÍ,  pág.  ICá. 

EHCÜBRIDOR  DE  DELITO.  Nos  dice  el 
arlii  ulo  16  del  Código  quiénes  son  en- 
cubridores de  delito,  exieiendo  la  cir- 
cunstancia característica  de  que  inler- 
\ cagan  cotí  postevto)  idctd  d su  ejecuciou^ 
de  dlguno  de  lus  modos  que  indica,  pero 
sin  par  licipacion  anterior.  Los  Tribu  na- 
les deben  íijar  inucliosu  atención  en  silos 
beobos  consliuuivos  del  encubrimiento, 
so  bailan  expresamente  comprendidos 
en  alguno  de  los  tres  casos  del  art.  i 6 y 
si  conciirre  ó no  la  exención  de  art.  17. 
lié  arjiii  dos  casos  de  casación: 

í.  Eucuhrhnienlo  por  cónyuge  y pa- 
rientes en  el  grado  que  dice  el  art.  17. 

Se  declara  que  lia  incurrido  en  el  error 
de  derecho  á que  se  refiere  el  caso  4.° 
de  la  lej  de  casación,  y se  casa  y anula 
una  sentencia  de  la  A'udiencia  de  Ma- 
drid, en  cuanto  condenó  á Antera  Aqui- 
lina de  San  José  corno  encubridora  de 
luirlo,  de  (]ub  resulta  culpable  su  mari- 
do, aun  cuando  después  participara  ella 
de  algún  raudo  de  sus  efectos,  según  el 
ar  tí  cu  i o 17  y el  IG  que  define  ei  en  cu- 
brí mien  lo.  Así  lo  dice  el  Tribunal  Su- 
premo en  el  siguiente 

«Considera tillo  que  de  los  dalos  consigna- 
dos y admitidos  como  probados  por  la  Sala 
de  lo  criminaj  de  la  Aufiíencia  de  esta  capi~ 
lid  aparece  que  Antera  Aquilina  de  San  José 
y Jíinenez  se  bailaba  en  la  cama  cuando  íícr-  i 
nardo  Gutiérrez  llevo  jí  su  casa  y enlregó  á 
su  marido  Agiisiiii  Mofiivas  Jos  L-feclos  de 
comer  y beber  que  extrajo  de  la  tienda  de 
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p.  Jesús  Garcinuño;  y por  lo  tanto  que  no 
lúe  ella  quien  los  recüiíó  y guardó,  por  lo 
que  no  ba  sido  encubridora  de  dicho  delito, 
aun  cuando  despne.s  participara  de  algún 
modo  de  sus  efectos,  según  eí  mencionado 
articulo  17;  y que,  al  declararla  y penarla 
como  ta!,  la  Sala  sentenciadora  lia  infringido, 
respecto  do  (vta  procesada,  los  citados  ar- 
icidos  del  Código,  6 incurrido  en  el  error 
de  derecho  á que  se  refiere  ei  caso  4,*  del 
artículo  4.°  de  la  ley  de  casación.»  fSciit  2 
junio  1S73.) 

II.  Para  que  el  hecho  de  alberyary 
ocultar  ó proporcionar  la  fuga  al  culpa- 
ble constituya  el  encubriniienio,  deben 
concurrir  las  circunstancias  que  ‘exiye  el 
número  3."  del  art.  líJ  ó alguna  de  ellas, 
bien  caracterizadas — Se  casa  y anula 
una  sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Vídltodolid,  por  error 
de  dereclio,  en  cuanto,  con  infracción 
del  art.  16  del  Código  penal,  se  declaró  á 
Antonio  Herrero  como  encubridor  de 
un  delito  de  bomiciilio  causado  en  des- 
poblado, considerando  que  esto,  «por  el 
»mero  hecho  de  ir  en  compañía  del 
«agresor  no  resulta  responsable,  toda 
«vez  que  no  lomó  parlií  en  el  delito,  y 
»que  el  haberle  presenciado  sin  evitarlo 
»é  invitado  después  al  dcfinciiente  á que 
«subiese  á Ja  cabalgadura  que  montaba  y 
«Je  llevara  en  ella  ías  alforjas,  no  son  los 
«requisitos  que  e!  art.  Hí  del  Código  pe- 
» nal  vigente  exige  pfirn  la  calificación’ y 
«responsabilidad  de  dicha  circLinslan- 
ícia.íJSeiit.  10  mayo  1873.) 

— Autor;  Gó.mi>lk:ií:  Dc-lito  con- 
suAiADo:  Escalas. 

ESCALAS  SRADUALES  DE  LAS  PENAS, 

El  Código  establece  en  el  art.  2(i  una  es- 
cala general  de  las  penas,  clasificada  en 
penas  alliclivas,  penas  correccionales, 
penas  leves,  penas  comiine.s  á las  clases 
anteriores  y penas  accesorias,  determi- 
nando su  duración  y r-fectos  y regias  de 
aplicación  y de  ejecución  en  los  artícu- 
los sucesivos  basta  el  Í2Ü.  EJ  art.  Ü2  nos 
da  formadas  las  escalas  graduales  de  las 
penas  simples,  ó como  están  denomina- 
das en  el  art.  26;  pero  no  nos  parecen, 
ni  son  reaínienic  basíonle»  para  lodos  los 
casos  de  asceeso  y descenso  gradual, 
conforme  á las  regias  establecidas,  puesto 
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ue  no  comprenden  las  penas  fracciona- 
as  y compuestas,  ni  alcanzan  á resolver 
todas  las  dudas  las  reglas  del  art.  76. 

I. 

¿Cómo  so  forman  las  escalas  graduales  de 
penas  fraccionadas  y de  penas  compues- 
tas que  se  señalan  en  una  forma  no  pre- 
vista en  las  reglas  del  art.  76? 

A excepción  de  la  mulla  todas  las  pe- 
nas aílictivas  ó correccionales  que  em- 
plea el  Código  penal  y que  comprende 
la  escala  gradual  del  art.  26,  se  hallan 
incluidas  en  alguna  ó más  de  las  seis  es- 
calas del  art.  92,  ó sea  en  esos  seis  dis- 
tintos grupos  de  penas  formados  para 
regularizar  el  ascenso  y descenso  de  las 
mismas  en  los  casos  en  que  la  ley  espe- 
cialmente ó por  regla  general  señala  la 
superior  ó inferior  en  uno  ó más  grados 
á otra  determinada;  como  sucede  respec- 
to del  delito  frustrado,  de  la  tentati- 
va, de  la  complicidad  y del  encubri- 
miento, de  dos  ó más  circunstancias  ate- 
nuantes muy  calificadas,  etc.,  etc. 

La  multa,  aunque  no  aparece  en  nin- 
guna de  las  seis  escalas  graduales,  se 
considera,  por  disposición  del  art.  93, 
como  la  última  pena  de  todas  lasescalas, 
lo  cual  equivale  á estar  colocada  al  final 
de  cada  una  de  ellas. 

Las  escalas  del  art.  92  déjansebien  co- 
nocer recorriendo  ¡a  penalidad  del  li- 
bro II  que  no  son  por  sí  solas  bastantes 
para  todos  los  casos.  Emplea  el  Código 
las  penas  con  mucha  variedad,  formando 
de  ellas  múltiples  y caprichosas  combi- 
naciones que  hemos  censurado  en  el  ar- 
tículo CmcuxsTANciAs,  núra.  líl,  pág.  52. 
Unas  veces  las  señala  simples,  es  decir, 
conforme  aparecen  en  la  escala  general;  i 
como  arresto  mayor,  prisión  correccio- 
nal, destierro,  presidio  mayor,  etc.,  etc.; 
otras  las  señala  dobles,  imponiendo  con- 
juntamente dos  ó más  simples  como  ar- 
resto y mulla;  otras  alteniaiivas,  dejan- 
do la  elección  entre  dos  ó más  al  buen 
juicio  ó prudente  arbitrio  de  los  Tribu- 
nales, como  arresto,  destierro  ó multa; 
otras^  fraccionadas,  limitándose  á fijar 
uno  ó dos  grados  determinados  de  cier-  i 
ta  pena,  y aun  de  cierta  fracción  ó com- 
binación de  pena,  como  tcarresío  mayor 
en  su  grado  máximo»  «prisión  correccio- 


nal en  sus  grados  mínimo  y medio» 
«grado  máximo  del  arresto  mayor  en 
I sus  grados  mínimo  y medio  etc.»  y por 
último,  otras  veces  las  emplea  compuestas 
de  dos  ó más,  ya  en  toda  su  extensión 
ó ya  fraccionadas,  como  cadena  tem- 
poral á perpétua,  arresto  mayor  en  su 
grado  máximo  a prisión  correccional  en 
su  grado  mínimo,  etc. 

De  tan  variada  y múltiple  coml)i nación 
resulta  que  no  pueden  servir  por  sí  solas, 
como  dejamos  dicho,  las  escalas  del  ar- 
tículo 92  en  todos  los  distintos  casos  de 
aplicación.  Bastarán,  sí,  tratándose  de  las 
que  llamamos  penas  dobles,  porque  no 
obstante  que  se  apliquen  simu!i¿ínea- 
mente,  como  que  no  se  refunden,  des- 
cenderá y ascenderá  cada  una  según  las 
escalas;  y bastarán  lo  mismo  en  el  caso 
de  penas  alternativas,  porque  hecha  la 
elección  queda  reducida  á una  sola  que 
seguirá  el  orden  regular.  Pero  ¿puede 
decirse  lo  mismo  de  las  ochenta  y más 
penas  fraccionadas  ó compuestas?  Vamos 
á verlo. 

II. 

Regías  para  la  formacioa  de  escalas  de  po- 
nas fraccionadas  y compuestas. 

El  Código  en  sus  arts.  Ci  al  7o  nos  dice 
las  reglas  á que  han  de  atenerse  los  Tri- 
bunales para  la  aplicación  de  las  penas  á 
jos  autores  de  delito  consumado,  de  de- 
lito frustrado  y tentativa,  y á los  cómpli- 
ces y encubridores;  y según  estas  reglas, 
bimando  por  base  la  pena  señalada  aí 
delito,  es  necesario  descender  en  la  pe- 
nalidad uno,  dos,  tres  y aun  cuatro 
grados. 

Se  desciende  un  grado  de  pena  para 
el  autor  de  delito  frustrado  y cómplice 
del  consumado. 

Se  desciende  dos  grados  para  el  au— 
tor  de  tentativa  de  delito  consumado,  en- 
cubridor de  delito  también  consumado 
y para  los  cómplices  de  delito  frustrado. 

pe  desciende  tres  grados,  para  el  en- 
cubridor de  delito  frustrado  y para  los 
cómplices  de  tentativa. 

_ Y se  desciende  cuatro  grados  para  cas- 
tigar a!  encubridor  de  tentativa  de  de- 
lito. 

Pero  todavía  este  descenso,  arreglado 
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íilosarts.  íi6al73,yaun  mejor  al  Gihas- 
la  el  7o,  no  obsta  á otros  descensos,  por 
razón  de  las  circunstancias,  ya  por  con- 
currir dos  ó mas  atenuantes  muy  califica- 
das, art.  8'á,  núm.  5.°,  ó ya  por  lo  dis- 
puesto en  los  arts,  8o,  86  y 87;  de  modo 
que  si  al  encubridor  de  lenialiva  de  de- 
lito se  le  impone  una  pena  inferior  en 
cuatro  grados  á la  señalada  por  la  ley 
para  el  autor  de  delito  consumado,  si  di- 
cho encubridor  no  tiene  18  años,  habrá 
que  descender  otro  grado  mas,  y dos  mas 
por  lo  menos  si  es  menor  de  15  años, 
conforme  á dichos  artículos. 

Esto  supuesto,  no  dándonos  el  art.  9^ 
del  Cód  igo  formadas  sino  escalas  gradua- 
les de  las  penas  simples,  ni  siendo  sufi- 
cientes las  reglas  que  establece  el  art.  7íi 
para  ascender  ó descender  en  los  casos 
de  penas  fraccionadas  y compuestas,  va- 
mos á examinar  cómo  se  forman  las  es- 
calas de  estas  penas  y á ciarlas  formadas 
para  facilitar  así  el  estudio  y la  aplica- 
ción del  Código.  ])e  otro  modo  es  difícil, 
complicado  y expuesto  á errores  el  des- 
censo en  uno,  dos,  tres,  cuatro,  cinco  y 
aun  seis  grados,  que  puede  tener  lugar, 
como  hemos  dicho,  pero  que  es  ilusorio 
respecto  de  las  penas  mas  bajas  de  cada 
escala,  porcfue  acabada  esta,  hay  siempre 
que  recurrir  á la  multa  última  de  todas 
ellas.  Dice  así  el  art.  76  del  Código; 

cfArt.  76.  Para  graduar  las  penas  que  en 
conformidad  á Ju  dispuesto  en  ios  artículos 
66  y siguientes  hasta  el  73  inclusive,  corres- 
ponde imponer  á los  autores  de  delito  frus- 
trado y de  tentativa,  y á los  cómplices  y en- 
cubridores, se  observarán  Jas  regias  si- 
guientes; 

1. "*  Cuando  la  pena  señalada  al  delito 
fuere  una  sola  é indivisible,  Ja  inmediata- 
mente inferior  será  la  que  siga  en  número 
en  la  escala  gradual  respectiva  á la  pena  in- 
divisible (1). 

2. *  Cuando  la  pena  señalada  al  delito  se 


(1)  La  tabla  demostrativa  do  lo  dispuesto  en 
esteartículo  que  cotitiene  el  Código  penal,  ofre- 
ce para  cada  una  de  las  cuatro  reglas  un  ejem- 
plo de  descenso.  El  de  esta  primera  regla  es  así: 

Muerte. 

Cadena  perpélua. 

Cadena  temporal. 

Presidio  mai/or. 

Pres idio  correceiona l. 

Jim.  PEN. 
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cotnponga  de  dos  pmas  indivisibles  ó de  una 
ó mas  divisibles,  impuesias  en  toda  su  ex- 
tensión, será  iniiiediataijjeüte  inferior  ia  que 
siga  en  número  en  ia  escala  gradual  respec- 
tiva á la  menor  de  las  penas  impuestas  (i). 

3. *^  Cuando  la  pena  señalada  a)  delito  se 
componga  de  una  ó dos  indivisibles  y del 
grado  ináximu  de  otra  divisible,  la  peña  in- 
inediatamente  inferior  se  compondrá  de  los 
grados  medio  y mínimo  de  la  propia  pena  tlt- 
visihley  del  máximo  de  ia  que  !a  siga  en  nú- 
mero en  la  respectiva  escala  gradual  (2J. 

4. *  Cuando  Ja  pena  señalada  ai  delito  se 
componga  de  varios  grados,  correspondien- 
tes á diversas  penas  divisibles,  la  iemediata- 
nienle  inferior  se  compondrá  de!  grado  que 
siga  al  mínimo  de  los  que  constituyan  la  ptna 
impuesta  y de  ios  otros  dos  mas  imnedialos, 
que  se  tomarán  de  la  propia  pena  impuesta, 
sí  Jos  Ilubiere,  y en  otro  caso  de  la  pena  que 
se  siga  en  número  de  la  respectiva  escala 
gradual  f3). 

Cuando  la  iey  señalare  Ja  pena  aí  de- 
lito en  una  forma  especialmente  no  prevista 
en  las  cuatro  reglas  anteriores,  ¡os  Tribuna- 
les, procediendo  por  analogia,  aplicarán  las 
serias  correspondienles  á los  autores  de  de- 
lito frustrado  y tentativa  y á los  cómplices  y 
encubridores  (4),» 


(1)  Ejemplo  de  este  segundo  caso: 

Cadeiia  perpélua  á muerte. 

Cadena  temporal. 

Presidio  inagor. 

Presidio  correccional. 

Arresto  mayor. 

(2)  Ejemplo  de  este  tercer  caso: 

Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  i 
muerte. 

Presidio  mayor  en  su  grado  máximo  á cade- 
na leniporul  en  su  grado  medio. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo,  á 
presidio  mayor  en  su  grado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo,  á presi- 
dio correccional  en  su  grado  medio. 

Jliilla  y arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo 
y medio. 

(3)  Ejemplo  de  este  cuarto  caso; 

Presidio  mayor  en  su  grado  máximo,  a cade- 
na temporal  en  su  grado  medio. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo,  á 
presidio  mayor  en  su  grado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo,  á presi- 
dio correccional  en  su  grado  medio- 

Alulta  y grado  mínimo  y medio  del  arresto 
mayor. 

(4)  No  es  de  fácil  aplicación  esta  regla,  por- 
que hay  penas  que  en  su  forma  no  guardan 
analogía  con  las  de  que  se  ocupan  las  cuatro 
anteriores. 
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III, 


Defectos  é inconvenientes  do  las  reglas  del 
articulo  76:  Su  recta  inteligencia  y apli- 
cación. 

Las  cuatro  reglas  del  art,  76  han  po- 
dido prever,  pero  no  han  previsto  to- 
dos los  mas  frecuentes  casos  de  descen- 
so de  penas,  con  conocimiento  de  las 
distintas  formas  de  la  penalidad  em- 
pleadas ; de  lo  que  al  parecer  no  se  cui- 
daron los  reformadores  del  Código.  Con 
las  mismas  reglas  y un  poco  mas  esmero 
en  la  redacción,  se  habrian  salvado  to- 
das las  dificultades.  Diremos  algo  sobre 
su  aplicación,  é indicaremos  la  jurispru- 
dencia establecida. 

Sobre  la  regla  1.® 

En  esta  regla  debieran  suprimir.'ie  las 
palabras  é iudivisible,  porque  abundan 
con  perjuicio,  y la  regla  es  del  mismo 
modo  aplicable  al  descenso,  sea  divisible 
ó indivisible  la  pena  impuesta.  ¿Cuál  es, 
pues,  la  regla  aplicable  al  descenso  de 
pena  divisible?  En  rigor  no  hay  ningu- 
na, aunque  parezca  serlo  la  2.®,  pero  por 
analogía  lo  son  la  l.'^y  2.*;  y además  el 
art.  79  nos  da  formadas  las  escalas. 


Sobro  la  regla  2." 

No  sabemos  io  que  en  esta  segunda  re- 
gía quiere  decir  !a  ley  en  las  palabras 
una  ó 7nas  divisibles.  Comprendemos  la 
composición  de  dos  penas  indivisibles, 
como  dice,  ó de  dos  ó mas  divisibles,  ó 
de  una  indivisible  con  otra  divisible; 
poro  no  la  de  una  sola  divisible,  porque 
si  es  sola  no  tiene  composición,  es  sim- 
ple. Es,  pues  , muy  viciosa  la  redacción, 
y por  serlo  deja  una  porción  do  vacíos" 
Lo  que  indudablemente  quiso  decir  el 
legislador  es,  que  cuando  la  pena  señala- 
da al  delito  se  componga  de  dos  penas  ' 
indivisibles  ó de  una  divisible  con  otra  ó ' 
dos  indivisibles^  ó de  dos  ó divisi- 
bles, será  inmedia  lamente  inferior  la  r/ue 
siga  en  nimero  en  la  escala  gradual  7'es- 
pectiva  á la  menor.  La  le^ 

mos  que  imponga  penas  compuestas  de 
dos  ó mas  divisibles,  y si  las  e^mplea  de 


. {Jurisp.  penal). 

Sobre  l.i  regla  3.^ 

También  esta  regla  nos  parece  y real- 
mente es  defectuosa.  Se  refiere  á la  com- 
posición de  una  ó dos  penas  indivisibles 
con  el  grado  máximo  de  otra  divisible,  y 
nos  deja  sin  resolver  el  caso  de  que  no 
sea  solo  ei  grado  máximo,  sino  también 
el  medio  el  que  abrace  la  composición. 
La  pena  de  cadena  temporal  en  su  grado 
snedio  á cadena  perpetua  (1)  no  está 
comprendida  en  esta  regla,  y no  pue- 
de menos  de  regirse  por  ella.  Por  eso 
pues  debió  decirse;  Cuando  la  pena  se- 
ñalada al  delito  se  co7npo7iga  de  una  o 
dos  indivisibles  y del  grado  máximo  ó 
del  medio  y máximo  de  otra  divisible,  la 
pena  inmediatasnenle  inferior  se  compon- 
drá de  tres  grados,  que  serán  el  7nedio  y 
7nÍmmo  de  la  propia  pena  divisible  y el 
tnáximo  de  la  que  siga  en  orden  e7i  la 
respectiva  escala  y vacinal,  ó en  su  caso 
solo  el  7ninimQ  de  la  primera  y el  inedia 
y máximo  de  la  última.  Así  no  hahria 
(lificullíid,  -y  mucho  menos  si  se  afíadiesG 
otro  ejemplo  del  tercer  caso  en  la  tabla 
demostrativa  del  art.  77. 

Sóbrela  regla  4,*  (2;. 

Tiene  esta  regla  una  palabra  equívoca 
que  ofrece  ancho  campo  á la  duda  y 


los  otros  modos  indicados,  sin  que  haya 
regla  aplicable  como  no  sea  esta,  que  lo 
es  en  efecto  por  analogía. 


(1)  Se  impone  esta  pcn.a  en  los  arts.  136, 
143.  294,  3Ü3  y íilG. 

(2)  lié  aquí  Ja  jurisprudencia  establecida 
por  cl  Tribunal  Supremo  en  varios  fallos  sobre 

penalidad  compuesta  de  tres  grado.s;  escalas 
19  á 23. 

La  pena  inmetlialarnente  inferior  al  arresto 
mayorert  su  grado medioú  presidio  correccional 
en  su  grado  mínimo,  os  cl  arresio  mayor  en  su 
grado  mínimo  y mulla.  {Sent.  6 jumo  1872, 
en  recurso  de  .Manuel  Ca.sariova). 

La  jiena  ioraedialamcnte  inferior  al  presÍLlio 
correccional  en  su  grado  medio  li  presidio  ma- 
yor en  cl  mínimo,  es  el  arresto  mayor  en  su 
jíruílo  ni  Gil  i o á presidio  coircccioiinl  en  el  grndo 

mínimo.  (Sent.  16  diciembre  1872,  inserta  en 
Roño). 

La  pena  inmediatamente  inferior  á la  de 
presidio  mayor  en  su  grado  medio  á cadena 
no  record  a-  t^rnporal  en  su  grado  minimo,  es  la  de  presidio 

' correccional  en  su  grado  medio  á presidio  ma- 
yor en  cl  mínimo.  (Sent.  15  octubre  1872,  in- 
serta en  Roiio). 

Siendo  la  pena  .'-cñalada  en  el  primer  párrafo 
del  art.  -521  la  de  presidio  mayor  en  su  grado 
medio  á cadena  tuMiipora!  en  su  grado  mínimo, 
la  inmediatamente  inferior  en  grado,  según  la 


m 


ESCALAS  GUADUALES...  {Jurisp.  penal). 


tjus  debiera  susli luirse  con  otra  mas  fle- 
terminaiiva.  Dice  así:  «Cuantió  la  pena 
señalada  al  delito  se  componga  de  varios 
grados,....»  Creemos  que  la  palabra  va- 
rios es  aquí  equivalente  á tres  ó mas  gra- 
dos j porque  de  este  modo  el  artículo 
guarda  entre  si  y ton  otros  consonancia, 
y no  ofrece  la  dilicultad  de  si  comprende 
en  su  letra  y espíritu  á las  penas  compues- 
tas de  solos  dos  grades.  De  todos  modos, 
para  nosotros  esta  dificultad  no  existe, 
pues  la  locución  tmríos  expresa  en  su 
acepción  mas  propia  y mas  común  y fre- 
cuente un  número  plural  indeterminado 
mngor  de  dos;  de  manera  que  la  re- 
gla 4.“  soloes  aplicable  por  su  letra  y por 
su  espíritu  á las  penas  compuestas  de  tres 
ó mas  grados,  en  las  que  indistintamente 
se  desciende  para  buscar  la  pena  infe- 
rior á los  tres  grados  también  inferiores, 
como  lo  indican  nuestras  escalas  del 
grupo  4.® 

Pero  porque  la  regla  í.®  no  sea,  como 
es  en  sí,  aplicable  á las  penas  compuestas 
de  dos  grados,  no  se  deduce  que  deje  de 
serlo  procediendo  por  analogía;  y en  efec- 
to aplicando  el  orden  de  descenso  de  di- 
cha regla  y a un  de  la  tercera,  buscaremos 
siempre  la  pena  inmediata  inferior  des- 
cendiendo dos  grados,  como  se  descien- 
de tres  en  las  compuestas  de  varios  gra- 
dos ó sea  de  tres  ó mas  grados.  aAsí  lo 
hacemos  en  nuestras  escalas  números 

á 42,  de  acuerdo  también  con  la  cons- 
tante jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
premo (1). 


4.“  del  70.  es  la  de  presidio  correccional 
en  su  grado  moilio  á [nesidio  mayor  en  el  mí- 
nimo. (Dos  sentcncius  ele  22  marzo  1871). 

_(l)  Constan  lómenle  viene  cslablecicndo  e.sta 
misma  doctrina  aplicable  d las  escalas  ilcl  gru- 
po G."  (núnis.  Gíí  á 42).  lió  aquí  varios  fallos: 

La  pena  ¡nmcdiaUimento  inferior  al  presidio 
Correccional  en  sus  grados  mínimo  y medio  es 
el  arresto  mayor  en  sus  grados  medio  y máxi- 
m.'j.  (Sent.  5 febrero  1874,  inserta  en  líono). 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  presidio 
correccional  en  su  grado  medio  y máximo  es  el 
nu'tiiino  del  presidio  correccional,  y máximo 
dol  arresto  mayor,  compuesta  de  dos  grados  co- 
mo aquella  de  t[ue  se  rebaja.  (Seut.  22  marzo 
1873,  inserta  en  Iloeo). 

La  pena  inmedialainente  inferior  al  arresto 
mayor  eii  su.s  grados  medio  y máximo  es  niul- 


Sobre  la  regla  o.' 

La  regla  S.®  ó de  procedimiento  por 
analogía  nos  parece  ó demasiado  estre- 
cha ó demasiado  ancha  para  aplicarla  á 
las  demos  formas  de  penalidad  que  em- 
plea el  Código,  fraecionadas  unas,  y 
subfraccionadas  otras,  que  no  tienen  fá- 
cil cabida  en  las  reglas  anteriores.  Eslas 
formas  de  penalidad  constituidas  ó con 
un  solo  grado  de  pena,  ó con  dos  ó tres 
sub fraccionadas  son  demasiado  anóma- 
las; y además  de  la  dificultad  para  su 
descenso  ofrecen  también  confusión,  no 
formando  escalas  con  mucho  detoni- 
miento,  tanto  mas  siendo  tan  frecuente 
su  aplicación  en  o!  Código  reformado. 
Ahora  bien:  ¿cómo  se  desciende  en  estas 
penas  fraccionadas  y subfraccionadas? 

La  regla  de  analogía  In  aplicamos  nos- 
otros descendiendo,  no  grado  por  grado 
de  pena,  sino  pena  por  pena,  á buscar 
siempre  el  mismo  grado  ó !a  misma  frac- 
ción, en  la  pena  inferior  según  las  esca- 
las del  art.  92,  procurando  que  la  pena- 
lidad no  pierda  su  forma  primitiva,  fiara 
que  guarde  siempre  la  proporción  con- 
veniente (1). 


ta  ó arresto  mayor  en  su  grado  mínimo.  (Seot. 
8 marzo  1873,  inserta  cn  Rodo). 

Véanse  además  en  Arresto,  núm.  Vllf,  pági- 
na 27  el  tercer  considerando  de  la  sentencia  do 
10  marzo  de  1871,  y cn  Disparo  db  arma  ue  fus- 
co, nütn.  ÍX  la  sciit.  de  12  abril  de  187.‘Í.  Tam- 
bién cn  Fauseuao  puede  verse  otra  de  3Ü  se- 
tiembre de  1872. 

(i)  En  sus  fallos  establece  el  T.  S.  la  doc- 
trina siguiente: 

La  pena  inferior  al  presidio  mayor  en  su  gra- 
do medio,  os  el  arresto  mayor  en  su  grado  me- 
dio, y la  inferior  en  dos  grados  multa.  (Sents. 
5 julio  1872,  1,“  febrero  y 26  marzo  1873, 
insertasen  Roño). 

La  pena  inferior  en  dos  grados  al  presidio 
correccional  cn  su  grado  medio,  es  la  multa  ó el 
arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  (Sent.  1.® 
marzo  1873,  inserta  en  Roño). 

La  pena  inmediatamente  inferior  al  presidio 
correccional  en  su  grado  medio,  es  el  mismo 
presidio  correccional  en  su  grado  mínimo,  y no 
la  compue.sla  de  este  y de  los  otros  dos  de  la  pe- 
na inmediatamente  inferior  en  grado,  toda  vez 
rjue  esta  combinación  debe  hacerse  cuando  la 
pena  señalada  al  delito  conste  de  varios  grados 
según  lo  dispone  la  regla  4.®  del  art.  70  y no 
cuándo  conste  tie  uno  solo  como  en  el  caso  pre- 
sente. (Sent.  13  junio  1873,  inserta  en  U jüo). 

Como  se  vé,  entre  el  último  fallo  y los  ante- 


íQB  escalas  graduales..,  [Jiirisp*  penal). 


Hemos  procurado  examinar  con  dili- 
gente cuidado  las  reglas  del  art.  7G,  y 
con  efecto  en  su  aplicación  á la  forma- 
ción de  escalas  de  descenso,  se  ocnirren 
dudas  muy  racionales  que  hacen  vacilar 
hasta  al  mas  práctico  criminalista.  Aun 
siendo  muy  claras  y terminantes,  la  tarea 
de  formar  las  escalas  graduales  de  todas 
las  penas  seria  siempre  enojosa;  pero  no 
nos  seria  ménos  útil  ni  nos  ofrecería  las 
dificultades  que  práclicamentehan  tocado 
los  Tribunales  en  el  descenso  de  una  á 
otra  pena,  y que  nosotros  tropezamos  tara- 
bien  al  querer  formar  escalas. 

Apesar  de  todo,  viéndonos  en  ia  im- 
prescindible necesidad  de  decir  lo  que 
nos  parece  sobre  el  ascenso  y descenso 
de  las  penas  fraccionadas  y compuestas  á 
que  no  alcancen  las  indicadas  cuatro  re- 
glas, y teniendo  en  cuenta,  la  de  analo- 
gía, que  fija  ia  o. y la  doctrina  consigna- 
da por  el  Tribunal  Supremo  en  sus  siem- 
pre respetables  fallos , hemos  creído 
preferible  á todo,  el  trabajo  de  entresa- 
car del  Código  dichas  penas  una  por 
una,  no  solo  con  el  objeto  de  presentar- 
las reunidas  y clasificadas  en  sus  varia- 
das combinaciones,  como  es  necesario 
en  el  estudio  á que  deben  entregarse  el 
abogado  y el  juez,  sino  también  anima- 
dos de  la  idea  de  formar  para  todas  ellas 
la  escala  correspondiente  (1). 

Acaso  se  crea  por  alguno  que  este 
trabajo  es  imperfecto,  porque,  ¿qué  re- 
gla, podrá  decirse,  es  bastante  fija  y se- 
gura para  la  graduación  de  estas  escalas 
en  los  muchos  casos  en  que  no  son  adap- 
tables las  del  art.  70?  ¿No  podrá  ver 
otro  las  cosas  de  distinta  manera  que  las 
vemos  nosotros,  hallar  más  armonía  en 


riorrnentc  citados  hay  una  notoria  contradic- 
ción, y optando  por  la  doctrina  tic  los  fallos  ci- 
tados en  los  dos  párrafos  primeros  de  esta  nota, 
veremos  práclicamenle  en  el  artículo  Hobo  cuál 

sistema  es  el  que  más  se  acomoda  al  espíritu  de 
la  ley. 

(l)  Esto  mismo  hÍcimo.s  en  nuestra  fieoísía 
de  los  Tribunales  y de  ¡a  Adrninislraciori,  to- 
mo  de  18^,  segundo  semestre  ^ reíiriéndonos 

reforma  que  ac.abaha  de  hacerse 
dci  Código,  donde  no  eran  tantas  las  penas 
íraccionatlas  y compuestas  que  se  empleaban, 
y otras  las  reglas  de  descenso. 


otro  sistema  de  graduación  y ser  enton- 
ces inaplicables  las  tablas  que  hemos 
formado?  Sea  así  en  buen  hora.  En  las 
escalas  que  formamos  consignamos  úni- 
camente nuestro  parecer,  y aunque  con- 
cedamos que  se  pueda  adoptar  otro  rum- 
bo, tal  vez  mejor,  a nosotros  nos  es  des- 
conocido, y no  habremos  hecho  poco  si 
logramos  descubrir  los  vacíos  tjue  en 
esta  parte  ofrece  actualmente  nuestro  Có- 
digo, y hacer  ver  prácticamente  las  difi- 
cultades que  necesariamente  ocurren 
en  él. 

IV. 

Escalas  graduales  de  descenso. 

Las  muchas  y muy  variadas  combina- 
ciones de  penas  señaladas  en  el  Código, 
exigen  que  las  clasifiquemos  convenien- 
temente para  la  formación  de  escalas 
graduales,  y por  eso  las  hemos  distri- 
buido en  nueve  clases,  cada  una  de  las 
cuales  formará  un  grupo,  conteniendo 
entre  todos  60  escalas.  En  estes  nueve 
grupos  comprendemos,  á saber: 

En  el  grupo  1.'*  las  seis  escalas  que 
nos  dá  formadas  el  art.  92,  las  cuales 
son  fundamentales  y sirven  necesaria- 
mente de  base  y guia  para  las  demás. 

En  el  2.°  grupo  las  penas  compuestas 
de  dos  ó más  divisibles  ó indivisibles, 
pero  señaladas  en  toda  su  extensión. 

En  el  3.*’,  las  compuestas  de  una  ó dos 
indivisibles  y del  grado  máximo,  ó del 
medio  y máximo  de  otra  divisible. 

En  el  i.'*,  las  formadas  con  tres  ó más 
grados  de  dos  penas,  subdividiéndolas 
bajo  la  misma  regla  en  tres,  cuatro  ó 
cinco  grados. 

En  el  5.“,  las  penas  subfraccionadas 
de  tres  ó más  grados. 

En  el  0.",  las  formadas  de  dos  grados 
de  una  ó dos  penas. 

En  el  7.°  las  subfraccionadas  de  dos 
grados. 

En  el  8.°,  las  que  solo  se  forman  con 
un  grado  de  pena. 

Y en  el  9.°,  las  subfraccionadas  de  un 
solo  grado. 


ESCALAS  GRADUALES.. 

PRIMER  GRUPO.  i 


[Jmisp.  penal). 

Escala  núm. 


Escolas  graduales  del  orí,  02  del  Código,  ij 
que  en  tal  coíiccjjío  so»  fundamcntates  {1}. 

Escala  núm.  1. 

Muerte. 

Cadena  perpétua. 

Cadena  lemporaJ, 

Presidio  mayor. 

Presidio  correccioDal. 

Arresto  (2). 


(D  En  los  casos  en  que  la  ley  señala  una 
llena  inferior  ó superior  en  uno  ó más  grados,  á 
otra  deterniinada,  se  observarán  para  su  gra- 
duación las  reglas  prescritas  en  los  arts.  76  y 77. 

La  pena  inferior  i3  superior  se  tomará  de  la 
escala  gradual  en  fjue  se  baile  comprendida  la 
pena  determinada. 

Cuando  baya  de  aplicarse  una  pena  superior 
á Ja  de  arresto  mayor,  se  lomará  de  la  escala  en 
que  .se  bailen  comprendidas  las  penas  señala- 
das para  los  delitos  más  graves  de  la  misma 
especie  que  el  castigado  con  arresto  mayor. 

Los  Tribunales  atenderán  para  liaccr  ia  apli- 
cación de  la  pena  inferior  ó superior  alas  es- 
calas que  se  dan  formadas  en  el  mismo  art.  92, 
y que  son  las  seis  primeras,  6 de!  primer  gru- 
po. (Arl.  92). 

(2j  La  mulla  como  última  pena  en  todas 
las  escalas.—  La  mulla  no  se  hace  figurar  en 
las  escalas;  pero  siempre  se  considerará  como 
Ja  última  pena  de  todas  Jas  escalas  graduales, 
teniendo  presente  que  «cuando  se  hubiere  im- 
puesto, en  este  concepto,  la  responsabilidad  sub- 
sidiaria correspondiente  á ella  por  insolvencia 
de)  culpable,  establecida  en  el  art.  50,  íio  po- 
drá  exceder  del  tiempo  de  duración  eorresjjon- 
dienle  á la  pena  injnediatameníe  superior  de 
la  escala  respectiva  (Art.  93). 

«Cuando  sea  necesario  elevar  ó bajar  la  pena 
de  multa  uno  <5  más  grados,  se  awnentard  ó se 
rebajará  rcspeclivamente  por  cada  uno  la 
cuarta  parte  del  máximum  de  Ja  cantidad  de- 
terminada en  la  ley,  y para  rebajarla,  se  liará 
Una  Operación  inversa. 

Iguales  reglas  se  seguirán  respecto  de  las 
■multas  que  no  consistan  en  cantidad  fija,  sino 
proporcional  (Art.  95). 

En  la  aplicación  de  las  mullas  los  Tribuna- 
les pueden  recorrer  toda  la  extensión  en  que  la 
ley  permite  imponerlas,  consultando,  para  de- 
terminar en  cada  caso  su  cuantía,  no  solo  las 
circunstancias  atenuantes  y agravante.?  del  he- 
dió, sino  principalmente  el  caudal  6 faculta- 
de.?  del  culpable  (Art.  84). 

La  multa,  cuando  se  impone  como  pena  prin- 
cipal, se  repula  aflictiva,  si  excede  de  2.500 
pesetas;  correcdoiial,  si  no  excede  de  2.500  pe- 
setas, y leve,  si  no  llegare  á 125  pesetas  {Ar- 
tículo 27).  E.sia  regla  no  deben  olvidarla  los  Tri- 
bunales y jueces  como  taxativa  dol  máximo  de 
las  multas,  según  la  gravedad  dcl  delito  0 del 
juez  que  las  imponga, 


Muerte. 

Reclusión  perpétua. 

Reclusión  temporal. 

Prisión  mayor. 

Prisión  correccional. 

Arresto. 

Escala  núm.  3. 

Relegación  perpétua. 
Relegación  temporal. 
Confinamiento. 

Destierro. 

Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  4. 

Exlrañaraiente  perpétuo. 
Extrañamiento  temporal. 
Confinamiento. 

Destierro. 

Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 


Escala  núm.  5, 


Inhabilitación  absoluta  perpétua. 
laliabilitacion  absoluta  temporal, 

1 Cargos  públicos,  de  de- 
recho  de  sufragio  acti- 
vo  y pasivo,  profesión 
u oficio. 

Escala  núm.  6. 

Inliafallitacionespe-íPara  cargo  público,  de- 
cial  perpétua.,...  1 recho  de  sufragio  ac- 
InbabiÜtacion  espe-j  tivoy  pasivo,  profesión 

cialtemporal I ú oficio. 

[Cargo  público,  derecho 
de  sufragio  activo  y 
pasivo , profesión  ú 
oficio. 


Suspensión  de 


SEGUNDO  GRUPO. 

Penas  compuesíos  de  dos  ó más  penas  divisi~ 
bles  ó indivisibles,  en  toda  .sn  extensión,  que 
en  su  descenso  se  rigen  por  la  reala  2.*  del 
art.  70(1). 

Escala  núm.  7. 

Cadena  perpétua  á muerte  (2), 

Cadena  temporal. 

Presidio  mayor. 

Presidio  correccional. 


(1)  Tener  presentes  sobre  la  mulla  la  no- 
ta 2."  de  la  columna  .^nle^ior. 

(2)  Es  la  de  la  tabla  demoslraliva  del  ar- 
tículo 77.  Verla  en  la  pág.  193. 
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Escala  núin.  8. 


[Jurisp.  penal). 

Escala  núm 


14. 


Reclusión  perpetua  á muerte. 
Reclusión  temporal. 

Prisión  mayor. 

Prisión  correccional. 

Arresto. 

Escala  núm.  9. 


Cada  temporal  á cadena  perpetua. 
Presidio  mayor. 

Presidio  correccional. 

Arresto. 


Escala  núm.  10. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  á inhabili- 
tación absoluta  perpetua, 
laiiabilitacion  especial  temporal. 

'Cargos  públicos,  de  de- 

SuspensioQ  de .sufragio, 

' activo  y pasivo,  pro- 
fesión ú oficio. 


Escala  núm.  11. 

Reclusión  temporal  á reclusión  perpétua. 
Prisión  mayor. 

Prisión  correccional. 

Arresto. 

Escala  núm.  12. 


Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á 
muerte. 

Presidio  mayor  en  su  grado  máximo  á cade- 
na temporal  en  su  grado  medio. 

(Se  sigue  descendiendo  como  en  la  an- 
terior; es  el  tercer  caso  de  la  Tabla  demos- 
trativa del  art.  77.) 

Escala  núm.  15. 

Inhabílilacion  absoluta  temporal  en  su  grado 
má.vimo  á inhabilitación  absoluta  per- 
pétua (1). 

Suspensión....,  en  su  grado  máximo  á inha- 
bilitación absoluta  temporal  en  su 
grado  medio. 

Multa  a suspensión...  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  16, 

Reclusión  temporal  en  su  grado  máximo  á 
muerte. 

Prisión  mayor  en  su  grado  máximo  á reclu- 
sión temporal  en  su  grado  medio, 

Prision  correccional  en  su  grado  máximo  i 
prisión  mayor  en  su  grado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  má.\imo  á pri- 
sión correccional  en  su  grado  medio. 

Multa  6 arresto  mayor  en  su  grado  medio. 


Reclusión  temporal  á muerte. 

Prisión  mayor. 

Prisión  correccional. 

Arresto. 

TERCER  GRUPO. 

Penas  compuestas  de  una  ó dos  indivisibles  y 
de/  jvíido  w fljjtííí o (o  dcl  medio  y íhíí,títíio) 
de  otra  divisible^  gue  en  si¿  descenso  sg  rícieji 
por  ío  regla  3."  del  orí.  76  (1). 


Escala  núm.  17. 

Relegación  temporal  en  su  grado  máximo  ú 
relegación  perpétua. 

Confinamiento  en  su  grado  máximo  á rele- 
. gíicion  temporal  en  su  grado  medio. 

Destierro  en  su  grado  máximo  á confina- 
miento en  su  grado  medio. 

Reprensión  pública  ú destierro  en  su  grado 
medio. 

Escala  núm.  18. 


Escala  núm.  13. 

Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á ca- 
dena perpétua  (2). 

Presidio  mayor  en  su  grado  máximo  a cadena 
temporal  en  su  grado  medio. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  su  grado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á presi- 
dio  correccional  en  su  grado  medio. 

Multa  a arresto  mayor  en  su  grado  medio 


Cadena  temporal  en  su  grado  medio  á cade- 
na perpétua. 

Presidio  mayor  en  su  grado  medio  á cadena 
temporal  en  el  mínimo. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio  á, 
presidio  mayor  en  el  mínimo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á presidio 
correccional  en  el  mínimo. 

Multa  a arresto  mayor  en  su  grado  mtníinu.. 


(t)  Sugun  decimos  en  el  f . Ilf,  es  íipiifai. 
por  analogía,  la  regla  3."  á la  pona  en  cu 
composición  en  Irán  los  grados  medio  y máxir 

divisible  con  oirá  indivisible  ] 

2.  «oala  S.’i'l,  '' 

«“mola  (Icmoslraliva 
• El  tiempo  ^ue  comprende  ca 


una  de  las  penas  compuestas  y fraccionadas  y 

grados,  jmedo  verse  en  las 
tablas  sindpticas  que  al  tratar  de  cada  pena  en 
su  respectivo  artículo  damos  formadas,  com- 
prendiendo las  diferentes  combinaciones  en 
que  se  emplean.  \ Canse  por  tanto  los  artículos. 
iiRESTO.  Laoe.v.v;  Coneinamiemo:  lMUA»ii.i'rx> 

cion:  Presidio:  Piusion,  etc.,  etc. 

(1)  _ Otra  pena  análoga  á esta,  pero  que  se  re- 

lere  a la  inhabilitación  Especia/,  es  objeto  de  la 
escala  26.  Véase, 
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CUARTO  GRUPO. 

Peuaít  compuestas  de  tres  ó más  gradas  de  dos 
penas ^ que  en  su  descenso  se  rigen  por  fa  re- 
gía i.**  dd  art.  76  (1  1/ 

láscala  núm.  19. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á pri- 
sión correccional  en  su  grado  medio. 

Milita  á arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  20. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  el  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á presi- 
dio correccional  en  el  grado  medio. 

Multa  Á arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  21. 

Presidio  mayor  en  su  grado  medio  á cadena 
temporal  en  su  grado  mínimo. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio  á 
presidio  mayor  en  el  mínimo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á presidio 
correccional  en  el  mínimo. 

Multa  á arresto  mayor  en  su  grado  mínimo . 

Escala  niim.  22. 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  á reclusión 
temporal  on  su  grado  mínimo. 

Prisión  correccional  en  su  grado  medio  á 
prisión  mayor  en  el  mínimo. 

.Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á prisión 
correccional  en  el  mínimo. 

Multa  á arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  23. 

Suspensión  en  su  grado  máximo  de á ín- 

liabüítacion  absoluta  temporal  en  su 
grado  medio. 

Multa  á suspensión  de...  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  24.  (De  otniro  j;ra(ios(3]. 

Arresto  mayor  á prisión  correccional  en  su 
grado  rníuimo. 

Multa. 

Escala  núm.  25. 

Confinamiento  en  su  grado  máximo  á relega- 
ción temporal. 

Destierro  en  su  grado  máximo  á confinamien- 
to en  su  íjrado  medio. 

Reprensión  publica  á destierro  en  su  grado 
medio. 

Caución. 

Mulla. 


(1)  Las  escalas  19  ú la  211  son  do  penas  de 
tres  grados.  La.s  contenidas  00  tos  núnis  24  á 
27  son  de  penas  compuestas  de  cuatro  grados. 
Las  escalas  28  y 29  son  de  cinco  grados. 

(2)  La  escala  núm.  19  es  la  misma  escala 
núm,  16,  que  respecto  á ésta  sirve  para  c!  as- 
censo. La  escala  2Ü  es  del  mismo  modo  igual  á 
la  13;  y la  21  igual  á la  18. 

(3j  Véase  la  nota  2 á la  escala  13. 


Escala  núm  26. 

fniiabililacion  lempnral  esfiecíal  en  su  grado 
máximo  á inhabilitación  perpétua  es- 
pecial. 

Suspensión en  su  grado  máximo  á ínha- 

bilíUciuQ  temporal  especial  en  su 
grado  medio. 

Multa  á suspensión  en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  27. 

Suspensión  en  sus  grados  medio  y máximo 
á inhabilitación  absoluta  temporal  en 
su  grado  medio  {!), 

Multa  á .suspensión  en  su  grado  mínimo. 
Escala  ni\m.  28.  {De  cinco  rrmJos]. 

Presidio  correccional  á presidio  mayor  en  su 
grado  medio. 

Arresto  mayor. 

Multa. 

Escala  núm.  29, 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  á reclusión 
temporal. 

Prisión  correccional  en  su  grado  medio  á re- 
clusión temporal  en  su  grado  mínimo. 
Arresto  mayor  en  su  grado  medio^  á prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo. 
Multa  á arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

QUINTO  GRUPO. 

Penas  sub- fraccionadas  de  las  compuestas  de 
tres  ó más  grados,  comprendidas  en  el  gru- 
po í.**  Se  desciende  conformeála  regia  o."  (2). 

Escala  núm.  30  [do  tres  gratltís). 

Grado  mínimo  del  presidio  correccionai  en 
su  grado  medio  al  presidio  mayor  en 
el  miniino  (3). 

Grado  mínimo  del  arresto  mayor  en  su  gra- 
do medio  á presidio  correccional  en  el 
mínimo. 

Multa  (ó  sea  grado  mínimo  de  multa  á ar- 
resto mayor  en  su  grado  miníni<0. 

(1)  Así  dice  el  arl.  22u  del  Gédigo,  y sin  da- 
da que  sobra  la  dicción  »y  má.xinio»  puesto  ijiie 
si  comprende  desde  el  grado  medio,  está  igual- 
iiienle  comprendido  el  máximo. 

(2)  Las  penas  compuestas  de  tres  grados  de 
dos  penas  se  dividen  en  grados,  sin  descompo- 
ner los  tres  de  que  se  componen,  conforme  á la 
doctrina  del  Tribunal  Supremo,  que  exponemos 
en  Arresto,  núm.  X,  y nota  de  la  pág.  30.— 
Consiguientemente  las  cuatro  penas  comprendi- 
das en  este  grupo  o."  (escalas  30  i 33)  en  vez  de 
la  complicada  denominación  que  arriba  las  da- 
mos, y que  realmente  tienen,  son  cada  una  un 
solo  grado  de  pena  simple.  Su  división  en  gra- 
dos puedo  verse  en  la  Tabla  sinóptica  que  al 
efecto  dedicamos  en  el  articulo  relativo  á cada 
pena.  V.  Presidio;  País  ion,  etc, 

(3)  Esta  escala  es  ni  mas  ni  menos,  por  lo 
que  decimos  en  la  nota  anterior,  la  que  apare- 
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Escala  núm.  31  (de  Ires  grados}. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
su  grndn  medio  al  presalio  mayor  en 
el  mínimo  (l). 

Grado  máximo  d**!  arresto  mayor  en  su  gra- 
do medio  á presidio  correccional  en  el 
mínimo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  fó  sea 
ízrado  máximo  de  malta  á arresto  ma- 
yor en  su  grado  mínimo). 

Escala  núm.  32  (de  tres  gradoi]. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
su  grado  máximo  á presidio  mayor  en 
su  grado  medio  (2). 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  sii  gra- 
do máximo  á presidio  correccional  en 
el  grado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio  fd  sea  gra- 
do máximo  de  multa  á arresto  mayor  ; 
en  su  grado  medio. 

Escala  núm.  33  (de  (res  gradoa). 

Grado  máximo  del  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  á cadena  temporal  en  su 
grado  mínimo  (3),  • 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
su  grado  medio  á presidio  mayor  en  el 
mínimo. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  su  gra- 
do medio  á presidio  correccional  en 
el  mínimo.  , 

Arresto  mayor  en  su  grado  mínimo  (ó  sea  i 
grado  máximo  de  la  multa  á arresto 
mayor  en  su  grado  mínimo}. 

Escala  núm,  34  (de  cinco  grados). 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  á 
presidio  mayor  en  su  grado  medio  (4). 

Grado  máximo  de)  arresto  mayor. 

Multa. 


ce  bajo  el  núm.  oo,  ])ues  el  grado  mínimo  del 
presidio  correccional  en  su  grado  medio  al  pre-  i 
sidio  mayor  en  el  mínimo,  es  el  pmídto  cor-  ¡ 
rcccio7iaJ  &n  su  grado  medio.  ' 

(t)  lisia  escala  es  por  lo  tanto  la  misma  es- 
cala nú  rn.  5G. 

(2)  lisia  escala  es  ni  mas  ni  menos  la  nue 

lleva  el  núm.  57.  * 

(3)  Es  la  misma  escala  núm.  58. 

(4)  Et  presidio  correccional  al  presidio  mayor 
en  su  grado  medio  se  compone  de  cinco  grados 
de  dos  penas.  Su  duración  es  desde  seis  meses  y 
nn  día  a diez  años.  El  grado  máximo  (¡ue  es  la 
penalidad  de  la  escala  34,  comprende  desde 
seis  anos,  diez  meses  y un  clia  ú diez  años. 


I SEXTO  GRUPO. 

Penas  fraccionadas  gue  se  forman  con  dos 
grados  de  una  pena  ó de  dos  fírstniías  pe- 
nas  (1  y 2i. 

Escala  núm.  35. 

Coníinamíento  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Destierro  en  sus  grados  medio  y máximo. 
Reprensión  pública  á destierro  en  su  grado 
mínimo. 

Caución. 

Escala  núm.  36. 

Destierro  en  sus  grados  mínimo  al  medio. 
Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  37. 

Inhabílílacíou  absoluta  temporal  en  sus  gra- 
dos mínimo  y medio. 

Suspensión  en  sus  grados  medio  y máximo. 
Mulla  á suspensión  en  su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  38. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo. 
Presidio  correccional  en  su  grado  mínimo  v 
medio. 

Arresto  mayor  en  sus  grados  medio  y má- 
ximo. 

Multa  á arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 


(t)  Véase  !a  ñola  2 á la  escala  13. 

(2l  Además  de?  las  penas  compuestas  de  dos 
grados  tiuc  aparecen  (Jor  cabeza  de  las  escalas 
números  35  ú 42  señala  el  Cúdígo  en  esta  mis- 
ma forma  las  siguiente.s: 

Arresto  en  sus  grados  mínimu  y medio.  (V.  Es- 
cala núm.  41). 

Arresto  mayor  en  sus  erados  medio  y n'iáxlnio. 

(V.  Escalas  números  38  y 40). 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á j^rision 
correccional  en  su  grado  mínimo.  (V.  Es- 
cala núm.  41). 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á presidio 
correccional  en  su  grado  mínimo.  (V.  Es- 
cala núm.  39). 

Destierro  en  susgrariosmedio  y máximo.  (Véase 
Escala  núm.  3o). 

Presidio  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio.  (V.  Escala  nüui.  38). 

Presidio  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo.  (V.  Escala  núm.  39). 

Prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio.  (V.  Escala  núm.  40). 

Prisión  correccional  en  su  grado  máximo  á pri- 

.sion  mayor  en  el  mínimo.  (V-  Escala  nú- 
mero 40). 

Prisión  mayor  en  sus  grados  mínimu  y medio. 
(V.  Escala  núrn,  41). 

Suspensión  en  sus  grados  medio  y máximo. 
(V.  Escala  núm.  37). 

Suspensión  en  sus  grado  mínimo  y medio. 
(Y.  Escala  núm.  42). 
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Escala  nütu.  39. 

Presidio  mayor  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Presidio  correceional  en  sus  grados  medio  y 
y máximo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á pre- 
sidio correccional  en  el  mínimo. 

Arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Multa  ( 1). 


Escala  núm.  40. 

Prisión  mayor  en  sus  grados  medio  y má- 
ximo. 

Prisión  correccional  en  su  grado  máximo  á 
prisión  mayor  en  el  mínimo. 

Prisión  correccional  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Arresto  mayor  en  sus  grados  medio  y má- 
ximo. 

Multa  á arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 


Escala  ntim.  41. 

Reclusión  temporal  en  sus  grados  medio  y 
máximo. 

Prisión  mayor  en  su  grado  máximo  á reclu- 
sión temporal  en  el  mítiimo. 

Prisión  mayor  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo. 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á prisión 
correccional  ene!  mínimo. 

Arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y 
medio. 

Multa. 

Escala  núm.  42. 

Suspensión  en  su  grado  máximo  á inhabili- 
tación absoluta  temporal  en  su  grado 
mínimo. 

Suspensión  en  sus  grados  mínimo  y me- 
dio {2J . 

Multa. 


(!)  En  la  nota  2.''  de  la  pás-  Í97  decimos 
que  la  pena  de  mulla  es  la  liilirna  de  todas  las 
escalas  graduales,  y exponemos  la  doctrina  que 
allí  puede  verse  sobre  la  manera  de  elevar  d 
bajar  la  referida  pena  con  arreglo  á los  artícu- 
los Ü2,  93,  9u  y 84  del  Código. 

(2)  Cuando  se  impone  la  suspensión  como 
penal  inferior  á la  inhabilitación,  aerádab.':o- 
luta  ó especial  según  lo  que  sea  la  inhabilita- 
ción, teniendo  en  cuenta  el  artículo  en  que  se 
Señale,  y los  generales  26,  28,  29,  38,  39,  40, 
42  y 97. 


SETIMO  GRUPO. 

Penat  suhfraccionadas  de  ¡as  formadas  con 
dos  grados  de  u?ia  peno  ó de  dos  distintas 
penas  (.1), 

Escala  núm.  43  (2). 

Grado  míiiimo  del  arresto  mayor  en  .su  gra- 
do má.ximo  a prisíou  correccional  en 
su  grado  mínimo. 

Grado  iníuimo  del  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos mínimo  y medio. 

Multa. 

Escala  núm.  44. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
su  grado  máximo  á presidio  mayor  en 
el  ininimo. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
sus  grados  mioimo  y medio. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos medio  y máximo. 

Arresto  mayor  eu  su  grado  mínimo  (ó  sea 
grado  máximo  de  multa  á arresto  ma- 
yor eu  su  grado  minuuo.) 

Escala  núm.  45. 

Grado  máximo  de  prisión  correccional  en 
sus  grados  mínimo  al  medio. 

Grado  máximo  de  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos medio  y máximo. 

Grado  máximo  de  mulla  á arresto  mayor  en 
su  grado  mí n mío. 

Escala  núm.  46. 

Grado  máximo  de  prisión  correccional  en 
sus  grados  medio  al  máximo. 

Grado  máximo  de  arresto  mayor  en  su  grado 
máximo  á pri.sioü  correccioual  en  el 
mínimo. 

Grado  máximo  del  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos miüitiio  y medio. 

Mulla. 


(!)  Como  se  vé,  las  penas  de  las  escahia  de 
este  grupo  7."  son  fracciones  de  las  penas  del 
. grupo  6.*’  La  43  corresponde  con  la  41;  la  44 
I con. la  38;  la  45  con  la  40.  y la  46  con  la  41. 

La  escala  del  tírado  ?íina;inio  de  arresto  wio- 
gor  en  sit  grado  viáxtmo  d prisión  correc- 
ctonol  e7(  ef  snhiimo,  se  coniiene  en  el  nú- 


mero 46-  , , ... 

La  fiel  Grado  máximo  del  presidio  correccio- 
nal en  sus  grados  mínimo  y medio,  se  contie- 
ne en  cl  núm  44. 

(2>  Sobre  el  tiempo  que  comprende  cada  una 
de  estas  penas  subfraccionadas  y su  división  en 
grados,  véase  la  nota  2 á la  escala  uúui,  13. 
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OCTAVO  GRUPO. 

Penas  fraccionadas  que  solo  comprenden  ?m 
grado  de  ¡áspenos  divisibles  (1). 

Escala  núm.  47. 

Arresto  mayor  en  su  craJo  mínimo. 

Multa. 

Escala  núm.  48. 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Multa. 

Escala  iiiim.  49, 

Arresto  mayor  en  su  erado  máximo. 

Multa. 

Escala  núm.  SO. 

Cadena  temporal  en  su  grado  máximo. 
Presidio  mayor  en  su  grado  máximo. 
Presidio  correccional  en  su  grado  máximo. 
Arresto  mayor  en  su  grado  máximo. 

Escala  núm.  51. 

Confinamiento  en  su  grado  mínimo. 

Destierro  en  su  grado  míoíino. 

UeprensioD  pública. 

Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  52. 

Inhabilitación  ab.soluta  temporal  para  cargos 
públicos  en  su  grado  mínimo. 
Suspensión...  en  su  grado  inínirao, 

Escala  núm.  53. 

Inhabilitación  especial  temporal  en  su  grado 
mínimo. 

Suspensión...  en  su  grado  mínimo. 


Escala  núm.  56. 

Presidio  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Presidio  correccional  en  su  grado  mínimo. 
Arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

Escala  núm.  57. 

Presidio  mayor  en  su  grado  medio. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio. 
.Arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Multa. 

Escala  núm.  58. 

Cadena  temporal  en  su  grado  mínimo, 
Presidio  mayor  en  su  grado  [uíníino. 
Presidio  correccional  en  su  grado  mínimo. 
Arresto  mayor  en  su  grado  mínimo. 

NOVENO  GRUPO. 

Pinos  sub fraccionadas  de  las  del  grupo  S.** 

Escala  núm.  59. 

Grado  máximo  del  confinamiento  en  su  gra- 
do máximo. 

Grado  máximo  del  destierro  en  grado  má  - 
ximo. 

Reprensión  pública. 

Caución, 

Escala  núm.  60, 

Grado  máximo  de  la  relegación  temporal  en 
su  grado  máximo. 

Grado  máximo  deí  confinamiento  en  su  gra- 
do máximo. 

Grado  máximo  del  destierro  en  su  grado  má- 
ximo. 

Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 


Escala  núm.  64. 

Relegación  temporal  en  su  grado  máximo. 
CoDlinamíenlo  en  su  grado  máximo. 
Destierro  en  su  grado  máximo. 

Reprensión  pública. 

Caución  de  conducta. 

Escala  núm.  55. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio. 

Arresto  mayor  en  su  grado  medio. 

Mulla. 


,1  í})  Oirascuatro  penas  rraccionndas  empieael 
^etligo,  que  se  forman  con  un  solo  grado  de  pe 
na,  y son:  Con  finamiento  en  sti  grado  máximo 
comprendido  ya  en  la  escala  fJ4;  Destierro  en  si 
grado  mínimo  contenido  en  la  escala  51;  i5es- 
í ierro  en  su  grado  máximo,  escala  54;  y Pristo? 

escaía^^  ffí’odo  ííjccíío,  que  es  análoga  i li 


Formadas  ya  las  escalas  graduales  de 
descenso  de  las  penas  en  las  múltiples 
combinaciones  que  el  Código  las  señala, 
diremos  por  fin  que,  cuando  la  pena 
señalada  al  delito  estuviere  incluida 
en  dos  escalas ^ se  hará  la  graduación 
por  la  escala  que  comprenda  las  penas 
€071  que  esten  iCastigados  la  mayor  parle 
délos  delitos  de  la  sección,  capítulo  ó titu- 
lo donde  esté co?í/íííííí¿í)  el  delito^  como  lo 
establece  el  art,  77  del  Código,  y lo  re- 
pite respecto  del  arresto  ci  92. 

V. 

Escalas  de  ascenso: 

La  misma  gradación  de  descenso  es 
la  del  ascenso;  y consiguientemente  en 
las  escalas  que  dejamos  formadas  ha  de 
buscarse  la  pena  superior  á otra  deter- 
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minada,  teniendo  en  cuenta,  lo  mismo 
que  hemos  dicho  para  el  descenso,  que 
cuando  la  pena  señalada  estuviere  inclui- 
da en  dos  ó más  escalos,  debe  hacerse  la 
gradación  por  la  escala  que  comprenda 
las  penas  con  que  estén  castigados  la  ma- 
yor parte  de  los  delitos  de  la  sección,  en 
primer  término,  después  del  capitulo,  y 
últimamente  del  título  donde  esté  conte- 
nido el  delito.  (Arts.  77  y 9á.) 

Cuando  la  pena  señalada  no  tuviere 
superior  en  la  escala,  deberá  ascenderse 
según  la  forma  de  pena^  conforme  á las 
reglas  del  art.  76  y explicaciones  conte- 
nidas en  el  párrafo  tercero. 

Cuando  la  pena  determinada  de  que 
sea  necesario  ascender  tuviese  por  supe- 
rior la  de  muerte  no  se  impone  esta,  pues 
que  solo  ha  de  aplicarse  cuando  especial 
y señaladamente  la  imponga  la  ley;  y en 
este  caso  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

1/  Si  la  pena  determinada  fuese  la 
de  cadena  ó reclusión  perpetuas  ó inha- 
bilitación absoluta,  ó inhabilitación  es- 
pecial perpetua,  serán  superiores  las  mis- 
mas penas,  con  la  cláusula  de  que  el  pe- 
nado no  goce  del  beneficio  establecido  en 
el  art.  29  del  Código,  sino  á los  40  años. 

2.*  Si  la  pena  fuere  la  relegación  per- 
pétua  será  superior  la  reclusión  per- 
petua. 

3/  Si  fuere  la  de  extrañamiento  per- 
péluo  será  superior  la  de  relegación  per- 
petua. Artículo  9 i. 

Los  casos  de  ascenso  son  muy  limita- 
dos, toda  vez  que  por  disposición  gene- 
ral del  Código  no  se  elevan  en  caso  al- 
guno las  penas.  Los  de  descenso  son  tan 
frecuentes,  porque  la  regla  general  para 
el  castigo  de  los  delitos  frustrados,  tenta- 
tivas, complicidad  y encubrimiento,  etc., 
es  descender  uno,  dos  ó más  grados  de 
la  pena  señalada  para  el  delito  consuma- 
do, según  dejamos  dicho  en  este  artículo 
y en  Ciucukstascias. 

ESTADO  DE  GUERRA.  V.  Compkteíícia, 
números  LIX,  LX,  LXÍ  y LXII.  Consúl- 
tese también  el  art.  31  de  la  Constitu- 
ción, el  tít.  II  de  la  ley  de  Orden  públi- 
co de  20  de  abril  de  1870,  que  nos  dice 
cuándo  puede  declararse  el  estado  de 


guerra,  modo  de  hacerlo  saber,  efec- 
tos, etc,,  y una  circular  de  19  de  julio 
del  mismo  año  dictando  instrucciones 
para  el  caso  de  declaración  del  estado  de 
guerra. 

ESTAFA.  Es  uno  de  los  delitos  contra 
la  propiedad,  una  manera  de  defrauJa- 
cion  que  se  comete  defraudando  á otro 
en  la  sustancia,  cantidad  ó calidad  de  las 
cosas.  Tratan  de  las  estafas  y otros  enga- 
ños los  arts.  547  á o5i  del  Código  re- 
formado. Puede  la  estafa  confundirse  al- 
guna vez  con  d hurlo,  y alguna  tamhioa 
con  la  falsedad;  pero  los  casos  de  juris- 
prudencia que  á continuación  incluimos 
nos  deslindan  de  algún  modo  los  límites 
de  uno  y otro  delito. 

í.  Pena  superior  al  arresto  mayor  en 
sus  grados  minimo  y medio^  aplicable 
según  el  art.  5í9  con  referencia  al  oi8. 
— No  se  infringen  los  arts.  7'J  y 549  del 
Código  penal  ni  se  está  en  el  caso  o.“  del 
articulo  4.°  de  la  ley  de  casación,  impo- 
niendo diez  y seis  meses  de  presidio  cor- 
reccional al  culpable  de  estafa  en  canti- 
dad menor  de  cien  pesetas,  siendo  dos 
ó más  veces  reincidente,  si  por  no  con- 
currir circunstancias  atenuantes  ni  agra- 
vantes so  aplica  el  grado  medio  del  ar- 
resto mayor  en  su  grado  máximo  á pre- 
sidio correccional  en  el  mínimo,  que  es 
la  pena  á que  se  eleva  el  arresto  mayor 
en  sus  grados  mínimo  y medio.  (Sen- 
tencia 10  marzo  1871,  en  recurso  in- 
terpuesto por  Jesús  Üiaz  Luengo.) 

Otra  sentencia  análoga  se  díctu  en  el 
mismo  dia,  también  en  recurso  inter- 
puesto por  el  mismo  Diaz  Luengo,  do 
que  hacemos  mérito  en  AimESio  bajo  el 
número  Vlll  pág.  27.. 

IL  Omisiones  en  el  haber  y debe  de 
una  cuenta:  Cuándo  constituyen  estafa^ 
según  el  art.  554. — Las  omisiones  del 
haber  y debe  que  se  hayan  cometido  en 
unas  cuentas,  aunque  pueden  muy  bien 
ser  objeto  de  agravios  controvertibles  en 
un  juicio  civil,  solo  tendrán  el  carácter 
de  dolosas  criminalmente  cuando  apare- 
ciese de  una  manera  indubitable,  bien 
el  elemento  material  de  apropiarse  las 
cantidades  omitidas,  bien  el  moral  de  la 
intención  y ánimo  de  retenerlas  indebi- 
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(lámeme,  ó bien  la  denegación  de  sumas 
que  se  jiubieran  recibido.  No  de  otro 
modo  puede  interpretarse  la  disposición 
del  art.  íi64  del  Código,  pues  tendrían 
que  ser  entonces  objeto  de  acción  crimi- 
nal  todas  las  diferencias  que  se  suscita- 
sen sobre  rendición  de  cuentas,  y no  es 
tal  la  letra  y sentido  jurídico  de  dicho 
articulo.  (Sent.  18  noviembre  1871.) 

11 L No  se  infringe  el  ai't.  548  del 
Código  calificando  y penando  como  esta- 
fa el  hecho  de  no  devolver  efectos  recibi- 
dos en  comisión  y para  su  ventayni  pa- 
gar su  valor,  d pesar  de  las  diligencias 
judiciales  practicadas. — Así  se  establece 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Joaquín  JIo- 
lins,  fundándolo  en  el  caso  1 .°  del  ar- 
tículo 4.®  de  la  ley  provisional  que  lo 
autoriza,  y citando  como  infringidos  los 
artículos  l.°,  5i7  y 558  del  Código  pe- 
nal, por  cuanto  se  había  declarado  delito 
lo  que  resultaba  de  una  serio  de  actos 
que  no  lo  eran.  Hé  aquí  textuales  los 
tres  considerandos  de  este  fallo,  que  re- 
sumen perfectamente  el  hecho  y el  pun- 
to debatido  y resuello.  Dicen  así: 

«Considerando  que  de  ios  datos  aceptados 
y consignados  por  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  Barcelona  en  su  senteucia 
aparece  que  D.  .loaquin  Molios  recibió  en 
comiáioD  la  venta  de  cal  de  un  horno  perte- 
neciente á IX  José  Cuitar,  personalidad  que 
no  impugnó  en  el  acto  conciliatorio,  suje- 
tándose á rendir  cuentas;  pero  que  no  ha- 
biendo cumplido  esta  obligación,  se  aprobó 
judicialmente  en  su  rebeldía  la  liquidación 
presentada  por  Cuitar,  de  la  que  resultó 
adeudarle  el  Mohos  230  escudos  y 500  mi- 
lésimas, que  DO  ha  satisfecho  á pesar  de  las 
diligencias  judiciales  practicadas  al  efecto,  ni 
tampoco  justiücado  que  lo  haya  verificado  al 
que  ha  supuesto  posteriormente  ser  dueño 
de!  horno: 

Considerando  que  constando  la  comisión 
admitiila,  la  cantidad  líquida  que  por  conse- 
cuencia de  su  encargo  debía  haber  satisfecho 
Molips  y la  apropiación  6 distracción  de  ella, 
mediante  á no  haberla  entregado  á su  dueño 
óen  áu  defecto  las  partidas  de  cal  que  no 
hubiese  vendido,  se  justifican  ios  elementos 
que  constituyen  el  delito  de  estafa,  definido 

por  el  art.  541Í  del  Código  penal  vigente  y 
penado  por  el  547:  o j 


Considerando  que,  en  su  consecuencia,  la 
Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  este  ar- 
tículo declarando  delito  de  estafa  diclia  apro- 
piación ó distracción,  y que  no  procede  se 
case  ni  anide  el  fallo  contra  e!  que  se  ha  re- 
currido.» (Sent.  30  octubre  187*2.) 

IV.  Diferciicia  entre  falsificación  y 
estafa. — Para  que  liaya  faísilicacion,  se- 
gún el  núm.  1,®  del  ort.  334  del  Código 

penal  se  requiere  contrahacer  ó fingir 
letra,  firma  ó rúbrica,  de  manera  que  si 
en  una  carta  no  se  contrahace  ó finge, 
sino  que  se  redacta  como  puesta  ó fir- 
mada por  otra  pidiendo  dinero,  habrá  no 
falsificación,  sino  estafa,  con  arreglo  al 
art.  548,  cuyas  disposiciones  hay  nece- 
sidad de  combinar  con  las  del  314;  y en 
este  sentido  habrá  estafa  frustrada  ó ten- 
tativa si  no  se  llega  á obtener  el  dinero, 
según  los  casos.  (Sent.  21  dicienabre 
1872)  (1). 

V.  Diferencia  entre  la  estafa  y el 
hurto. — La  estafa  puede  confundirse  al- 
guna vez  con  la  falsificación  y otras  con 
el  hurto.  De  lo  primero  tenemos  un  ejein- 
ploen  la  sent.  de21  de  diciembre,  y de  lo 
segundo  nos  ie  ofrece  la  del  Vi  del  mis- 
mo mes. — D.  Panialeon  González  del 
Olmo  se  halló  una  cartera  que  contenía 
varios  papeles  y una  carta  de  pago  de  la 
Caja  de  depósitos,  la  cual  negoció  ó des- 
contó en  un  eslahfecimienlo  tomando  el 
nombre  de  Julián  Yerzal,  á quien  estaba 
expedida.  Averiguóse  luego  que  dicha 
carta  de  pago  era  extraviada  y que  Ver- 
zal  babia  dado  aviso;  y formada  causa  y 
aprehendido  González  confesó  de  plano 
el  hallazgo  de  dicho  documento  y su 
descuento,  tomando  el  nombre  de  su 
dueño,  por  lo  que  fué  condenado  como 
reo  de  hurto  en  cantidad  mayor  de  500 
pesetas  á dos  años  de  prisión  correccio- 
nal y accesorias.  Interpuesto  recurso  de 
casación  fundado  en  el  caso  3.®  del  ar- 
tículo 4.°  de  la  ley  de  1870,  citando 
como  infringidos  los  arts.  ü30,  caso  2.°, 
en  relación  con  el  también  2.*^  del  531, 
y el  1.®  del  548  en  relación  con  el  2.® 


G)  \éasc  en  Falsedades  la  sentencia  de 
13  de  octubre  de  1871,  que  nos  parece  cu 
conlraiiiccíon  con  esta. 
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del  b'ír7,  el  Tribunal  Supremo  casa  y 
anula  la  sentencia: 

«Considerando  que  se  incurre  en  el  delito 
de  estafa  cuando  se  defrauda  á otro  usando 
de  nombro  lingtdo,  atribuyéndose  poder,  in- 
fluencia, aparentando  crédito  ó negociacio- 
nes, ó valiéndose  de  otro  cualquier  engaño 
semejante,  y en  el  de  hurto  lomando  las  co- 
sas muebles  ajenas  sin  la  voluntad  del  dueño 
y sin  fuerza  en  las  cosas,  ni  violencia  ó inti- 
mación en  las  personas , ó habiéndolas  en- 
contrado sabiendo  quién  fuese  el  dueño,  se 
apropian  con  intención  do  lucro,  en  confor- 
midad á ios  artículos  o-iS  y 530  del  Código 
penal: 

Considerando  que  el  procesado,  disponien- 
do ya  de  la  carta  de  pago,  y sabeilor  de  quién 
era  su  verdadero  dueño , no  hizo  anotación 
alguna  en  la  misma,  ni  aparece  que  se  pro- 
pusiera presentarla  en  la  Caja  de  depósitos, 
donde  podría  cobrarse  h cantidad  que  repre- 
sentaba, y iiabiéndose  limitado  é Ungir  que 
era  el  Verzal,  á cuyo  favor  está  expedida, 
proporcionándose  quien  respondiera  de  ser 
el  mismo,  consiguió  defraudar  S.-Tí  rs.  a! 
González  y Sorron,  de  lo  que  se  infiere  que 
el  hecho  constituye  estafa: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  ha- 
biendo apreciado  la  Sala  sentenciadora  el 
hecho  referido  por  el  delito  de  hurto,  ha  in- 
currido en  el  error  á que  se  reíiere  el  caso 
3.®  det  art.  4.°  de  hi  ley  sobre  casación  cri- 
minal, ó infringido  los  artículos  citados  al 
principio  y e!  531  de!  mismo  Código.»  (Sen- 
tencia 2-4  (licieiiibrc  1872). 

Vr.  Operaciones  mercan  tiles  que  pue- 
den llegar  ti  constituir  estafa:  necesidad 
de  que  sean  dolosas. — No  constituye  el 
delito  de  estafa  que  penan  ios  arts.  548 
yoi?  del  Código,  la  operación  mercantil 
con  la  que  se  considera  perjudicado  un 
tercero,  cuando  no  aparece  que  haya 
habido  dolo,  engaño  ó fraude  en  el  juicio 
de  quiebra  ya  promovido.  No  vendién- 
dose concreta  y determinadamente,  sino 
genérica  é indeterminadamente  cierto 
número  de  fanegas  de  trigo  no  se  dedu- 
ce que  sea  doloso  el  contrato,  si  luego  el 
comerciante  vendedor  declarado  en  quie- 
bra no  puede  cubrir  por  completo  su 
compromiso,  aunque  haya  recibido  el 
precio  de  todo.  (Sent.  19  abril  de  1873 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  casa  Ar- 
tiach  y compañía. 


VII,  Defraudación  de  comerciantes 
Ó sociedades  mercantdes.  I*ara  proceder 
criminalmente  contra  un  coinerdonie  por 
defraudaciones  cometidas  en  la  gestión 
mercantil  no  es  necesario  que  recaiga 
préoiamenle  la  declaración  de  quiebra 
culpable^  y si  por  considerarlo  asi  se  so- 
bresee en  una  causa,  se  incurre  en  error 
de  derecho, — Esta  importante  doctrina 
sirve  de  motivo  de  casación  de  una  sen- 
: tencia  de  sobreseimiento,  con  la  cualidad 
de  sin  perjuicio,  de  !a  Sala  de  lo  crimi- 
nal de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
i causa  formada  por  denuncia  de  D.  Fran- 
cisco Zanné  con  el  carácter  de  poseedor 
de  25  obligaciones  de  la  sociedad  tiiulo- 
da  Navegación  é Industria,  contra  la 
misma  por  estafa. — Zanné  fundó  el  re- 
curso de  casación  en  los  arts.  9.®  y 4.® 
de  !a  ley  provisional  que  lo  establece, 
citando  como  infringidos 2.“  El  ar- 

tículo 3b0  del  Código  penal,  porque  los 
hechos  realizados  por  la  Compañía  Na- 
vegacio7i  é industria  al  disminuir  sin  au- 
torización competente  su  capital  social 
desde  15  millones  á 0 y repartirse  el 
resto  deJ  mismo  simulando  beneficios, 
constituye  la  defraudación  prevista  en 
I aquel  artíaulo.  3.“  El  núm.  5.'*  del  ar- 
tículo 548,  porque  la  Compañía  se  apro- 
pió y distrajo  fondos  á virtud  de  un  tí- 
tulo que  protlucia  la  obligación  de  de- 
volverlos.,., Y el  Tribunal  Supremo  es- 
tima el  recurso  en  los  términos  que 
aparecen  de  sus  considerandos  que  di- 
cen así: 


«Considerando,  respecto  del  segundo  y 
tercer  motivos  de  casación  alegados,  únicos 
admitidos  por  la  Sala  segunda  do  e.sle  Tribu- 
nal Supremo,  que  según  el  párrafo  quinto 
del  art.  otS  del  Código  penal;  incurren  en 
las  penas  de  defraudación  los  que  en  perjui- 
cio de  otro  se  apropiaren  ó distrajeren  dine- 
ro, efectos  ó cualquiera  otra  cosa  mueble  que 
hubieren  recibido  en  depósito,  comisión  ó 
adininistracioD,  ó por  otro  título  que  pro- 
duzca obligación  de  entregarla  ó devolverla 
ó negaren  haberla  recibido,  y el  art.  530 
impone  peca  al  que  dispusiere  de  una  cosa 
como  libre  sabiendo  que  estaba  gravada: 

Considerando  que  .si  los  hechos  de^  que 
acusa  Zanné  d la  compañía  de  Naufigacíon  ¿ 
índnslriaso  probasen,  sobre  haber  repar- 
tido beneficios  imaginarios  á los  accionistas 
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en  perjuicio  ríe  los  acreedores  simulando 
operaciones,  se  Jiabria  cometido  un  delito  de 
estafa  penado  en  el  Código;  y al  sobreseer  la 
Sala  scnierjciaclora  sin  ulterior  progreso  la 
fpiereila,  bajo  el  concepto  de  que  para  pro- 
ceder criinirinlrnente  contra  un  comerciante 
por  defraudaciones  cometidas  en  la  gestión 
mercantil  es  necesario  que  recaiga  prévia- 
rnente  la  caltíicacion  de  quiebra  culpable,  lia 
cometido  error  de  derecho;  porque  si  el 
quebrado  por  insolvencia  fraudulenta  ó cul- 
pable es  castigado,  lo  puede  ser  también  el 
comerciante  que  haya  cometido  cualquiera 
otra  defraudación,  aunque  no  se  produjera 
la  quiebra,  ni  sea  preciso  declararla  antes  de 
proceder,  como  equivocadamente  ha  enten- 
dido la  Sala: 

Considerando  que  cualquiera  qne  sea  el 
éxito  del  procedimiento  en  virtud  de  Jas  ex- 
culpaciones que  pruebe  Ja  Compañía,  y aun 
sobreseyendo  sin  perjuicio,  si  se  acreditase 
que  era  preciso  determinar  préviarnente  al- 
guna cuestión  civil,  no  obstante  la  preferen- 
cia que  corresponde  á la  criminal,  no  ha  si- 
do arreglado  á la  ley  el  sobreseimiento  dic- 
tado sin  ulterior  progreso,  que  cierra  la 
puerta  á toda  sucesiva  actuación,  desesti- 
mando como  delito  Jos  liecJtos  que  dieren  lu- 
gar á proceder,  cuando  ios  consignados  en 
la  acusación  y admitidos  para  practicar  cier- 
tas diligencias  Jo  constituyen  si  se  probaren 
en  la  forma  denunciada;  caso  comprendido 
en  la  ley  de  casación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
rnos haber  lugar  en  el  concepto  referido  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Francis- 
co Zanné  y Oliver:  casamos  y anulamos  la 
sentencia  de  sobreseimiento  sin  ulterior  pro- 
greso pronunciada  por  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Barcelona;  y diríjase  ór- 
den  á Ja  misma  para  que  remita  la  causa  á 
los  efectos  del  art.  4 i de  la  ley  provisional 

flej_8  (le  junio  de  1870.»  fSent.  13  mayo 
18 1 3.  J 

Vilí.  Circwisínncias  exenciaUs  en  el 
delUo  de  estafa:  No  existiendo  engaño  ó 
dolo  procederá  la  acción  c.ioil^  pero  no  la 
crvninaL — Para  que  exista  el  delito  pre- 
visto en  ei  art.  núm.  5."  es  preciso 
que  conste  la  entrega  del  dinero,  efectos 
ó muebles  por  título  que  produzca  obli- 
gación de  devolverlos  en  la  época  que  se 
reclame,  y que  la  negativa  de  su  recibo 
ba  de  recaer  precisamente,  respecto  de  lo 
que  con  dichas  circunstancias  hubiere 
sido  entregado. — lEu  todo  delito  de  es- 
tafa va  inherente  y es  su  principal  ele- 
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mentó  el  que  exista  un  verdadero  fraude 
ó engaño  con  ánimo  y voluntad  de  eje- 
cutarle».— No  toda  falta  de  cumplimien- 
to de  un  contrato  produce  responsabili- 
dad crimina!,  sino  que  por  el  contrario, 
cuando  no  existe  engaño  ó dolo  han  de 
hacerse  efectivas  las  obligaciones  que 
produzca  por  medio  de  acciones  mera- 
mente civiles.  (Sent.  28  junio  1873.) 


IX-  Defraudaciones  entre  cónyuges, 
— Teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el 
artículo  E)80  del  Código  se  declara  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Francisco  Galles,  contra  sentencia 
de  la  Audiencia  de  Barcelona  que  le 
condenó  como  reo  de  estafa  á su  mujer, 
siendo  uno  desús  considerandos; 

((Que  según  los  hechos  consignado.s  en  Ja 
sentencia  se  lia  calificado  como  delito  lo  que 
no  lo  es  por  el  Código,  que  exime  de  respon- 
sabilidad criminal  á ios  cónyuges  por  las  de- 
fraudaciones que  recíprocamente  se  cau- 
saren. {Sent.  1.®  mayo  1873.) 

X.  Estafa  frustrada:  Sus  diferencias 
de  la  consumada.  — Casando  y anulando 
una  sentencia  de  la  Audiencia  de  Zara- 
goza, dictada  en  causa  sobre  estafa  de  dos 
relojes,  que  calificó  de  frustrada,  se  es- 
tablecen perfectamente  las  diferencias  de 
la  consumada  en  los  dos  considerandos 
del  Tribunal  Supremo,  que  dicen  así: 

«Considerando  que,  según  aparece  do  ios 
hechos  que  como  probados  se  admiten  y 
consignan  en  la  sentencia  recurrida,  el  pro- 
cesado José  Javier  Santa  Goloina,  entrando  eí 
referido  dia  23  de  julio  de  1872  en  la  tienda 
de  D.  Mariano  LuFio,  obtuvo  de  este  ias  dos 
.sabonetas  de  plata  que  le  pidió  para  la  relo- 
jería Suiza,  de  que  le  dijo  ser  dependiente,  no 
.siéndolo,  ni  habiendo  recibido  tampoco  do 
ella  tal  comisión  ó encargo: 

Considerando  que  ese  hecho,  con  arreglo 
á lo  pre.scrito  en  el  núm,  J."  del  art,  S48  del 
Código  penal  vigente,  constituye  el  delito  cíe 
estafa,  el  cual  quedó  indudablemente  consu- 
mado desde  el  momento  en  que  dicho  pro- 
cesado recibió  las  expresadas  áncoras,  puesto 
que  desde  enlonces  quedó  completamente 
realizada  la  derraudacion  y obtuvo  todo  el 
resultado  que  .se  propusiera  al  fingirse  de- 
pendiente y comisionado  de  la  indicada  relo- 
jería, sin  que  la  circunstancia  de  haberle  se- 
guido y alcanzado  alií  después  D.  Mariano 
Luño  pueda  desnaturalizar  aquel  hecho  ni 
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despojarle  de  las  condiciones  y carácter  que 
por  electo  de  la  completa  ejecución  del  cri- 
minal propósito  del  cnlpalde  adquirió  y re- 
Tiste  Icgnhneiitcj)  {Sent.  5 abril  JS73.j 

XT.  Diferencias  entre  el  delito  de 
falsificación  y estafa:  Casación  de  nn 
fallo  por  haber  considerado  la  Audiencia 
el  hecho  conslilutivo  déla  estofa  como  es- 
tafa y como  falsificación, — En  la  noclie 
de!  9 de  octubre  de  1871,  ios  carreteros 
vaisneianos  Domingo  Estelles  y Bartolo- 
mé Líorens,  dejaron  al  posadero  de  AI- 
niudebar,  Pedro  Asin,  cuatro  sacos  de 
arroz  para  que  se  los  entregara  á Floren- 
cio Miranda,  á quien  se  los  tenían  ven- 
liidos,  diciéndole  que  á su  vuelta  de 
íluesca  recogerían  su  precio.  Iba  acci- 
dentalmente con  los  carreteros  un  suge- 
lo  llamado  Francisco  Anoro,  que  pre- 
senció este  encargo  y con  ellos  salió 
también  de  Almuikbar;  pero  dos  dias 
después,  el  11,  se  presentó  de  nuevo 
Anuro  en  la  posada  de  Asín  y le  entregó 
una  carta  firmada  por  «Domingo  el  Va- 
lenciano, » en  que  le  decía  que  entrega- 
se al  dador  la  cuenta  del  arroz  y Jos  sa- 
cos vacíos,  valuado  todo  en  652  reales, 
como  así  lo  hizo.  Llegando  á poco  los 
valencianos  á Almudebar  y pidiendo  Ja 
cuenta  del  arroz,  se  encontraron  con 
que  estaba  cobrado,  sin  haber  ellos  dado 
carta  ni  comisión. 

Formada  causa  y seguida  por  sus  trá- 
mites, la  Audiencia  de  Zaragoza,  decla- 
rando que  los  hechos  constituían  dos  de- 
litos, uno  de  estafa  por  más  de  100  pe- 
setas y menos  de  2.500  y otro  de  falsifi- 
cación efectuada  como  medio  de  ejecutar 
aquella,  con  la  circunstancia  agravan- 
te 18  del  art.  10  y sin  ninguna  atenuan- 
te, condenó  á Anoro  á cuatro  años  y dos 
meses  de  presidio  correccional  con  su 
accesoria,  multa  de  300  pesetas  y costas. 

Interpuesto  recurso  de  casación,  en 
forma,  por  infracción  de  los  arts.  318  y 
oí 8 del  Código,  se  declara  haber  lugar 
en  ios  términos  siguientes: 

cConsiderando  que  conforme  á lo  dispues- 
to en  el  art.  318,  en  relación  con  el  314  del 
Código  penal  vigente,  el  delito  de  falsilicaciou 
se  comete  contrahaciendo  ó fingiendo  letra, 
lirnia  ó rúbrica,  ó por  alguna  de  las  demás 
formas  que  en  el  referido  art.  314  se  deta- 


llan*, y que  el  delito  de  estafa  consiste,  con 
arreglo  al  párrafo  primero  del  art.  548  del 
mismo  Código,  en  defraudar  á otro  usando 
de  nombre  iingido,  atribuyéndose  poder,  in- 
fluencia ó cualidades  supuestas,  aparentando 
bienes,  crédito  ó comisión  de  otra  persona: 

Considerando  que  dados  los  iiechos  con- 
signados y admitidos  como  ¡uobados  por  Ja 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Zara- 
goza, el  delito  cometido  por  Francisco  Año- 
ro al  presentarse  a!  cebadero  de  la  posada 
de  Al  mude  bar  con  una  carta  firmada  al  pa- 
recer por  Domingo  el  Valenciano,  para  que 
en  su  virtud  le  entregara,  como  ¡e  entregó, 
los  sacos  vacíos  y el  importe  del  arroz  que 
en  aquellos  habia  vendido  por  dicho  Valen- 
ciano á Florencio  Miranda,  con  la  condición 
de  pagarlo  á su  regreso  du  Huesca,  es  el  de 
estafa  únicamente,  porque  Ja  presentación 
de  la  carta  de  que  liizo  uso  fué  el  medio  de 
que  se  valió  para  realizarla,  y sin  ella  no  se 
hu!)iese  verificado  el  engaño  que  la  consti- 
tuyó: 

Considerando  que  en  la  carta  no  había 
además  letra,  firma,  ni  rúbrica  fingida,  y ni 
aun  conocida,  así  como  tampoco  dirección 
fija,  porque  aparece  firmada  por  un  Domin- 
go el  Valenciano  y dirigida  al  cebadero  de 
Ja  posada  de  Almudebar,  por  lo  que  no  exis- 
te ei  delito  de  falsificación;  y al  haber  califi- 
cado la  Sala  sentenciadora  él  hecho  de  autos 
constitutivo  de  do.s  delitos  ha  infringido  los 
artículos  3Í8  y 5íS  que  se  han  citado,  é in- 
currido en  ei  error  de  derecho  que  con- 
ticneel  art.  4.®  en  su  caso  3.°  de  la  ley  de  18 
de  junio  de  1870,  y que  el  Ministerio  fiscal 
invoca  en  su  recurso  interpuesto  en  favor 
del  proce.'Jado,  por  lo  que  es  c.ste  procedenlc 
atendida  la  calificación  del  delito  hecha  por 
!a  relerida  Saín; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  ai  recurso  que  contra  la 
sentencia  que  la  Sala  de  lo  criminal  de  Ja 
Audiencia  de  Zaragoza  dictó  en  G de  marzo 
de  1872  interpuso  el  ministerio  fiscal  on  Ue- 
noíiciodel  reo  Francisco  Anoro,  la  cual  ca- 
samos y anulamos  etc.»  iSciit.  18  octu- 
bre iS7'3.) 

Xíl.  No  existe  estafa.^  cuando  una 
mujer  casada  dicie7ido  que  lo  es  ó no  su- 
poniendo otra  cosa,  firma  un  pagare' 
constituye'ndose  en  una  obligación  civil 
que  resulta  ineficaz. — Así  se  establece, 
declarando  no  haber  lugar  ú ia  casación 
de  un  fallo  absolutorio  de  doña  Luisa 
Victoria,  siendo  sus  fundamentos  prin- 
cipales; 
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«Consideranfio  que  habíeado  manifestado 
doña  Luisa  Victoria  á D*  Miguel  Fernandez 
eu  el  acto  de  firmar  el  pagaré,  que  estaba  ca- 
sada y que  su  marido  no  la  había  autorizado 
para  'ello,  no  usó  de  ninguna  clase  de  enga- 
ño, y que  por  lo  tanto  no  pudo  incurrir  en 
el  delito  de  estafa,  aun  firmando  un  docu- 
mento por  el  cual  á nada  se  obligaba,  por 
más  que  de  este  modo  se  perjudicase  á una 
tercera  persona,  toda  vez  que  ésta  se  halla- 
lía  enterada  de  las  circunstancias  de  incapa- 
cidad legal  que  concurrían  en  las  que  inter- 
venían en  el  contrato  que  coa  las  mismas 
celebraba: 

Considerando,  por  lo  tanto, _^quG  a!  absol- 
ver la  Sala  sentenciadora  á doña  Luisa  Vic- 
toria no  ha  infringido  los  artículos  referidos 
del  Código  bis  y 554,  ni  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  señala  el  caso  3.*  del 
art.  4."  de  la  ley  de  casación,  en  que  se  apo- 
ya el  recurso  interpuesto.»  (Scnl.  10  ene- 
ro 1874.) 

Importantes  son  los  fallos  contenidos 
en  este  artículo,  cuyas  doctrinas  han  de 
contribuir  á la  recta  inteligencia  y apli- 
cación de  las  disposiciones  del  Código 
sobre  el  delito  de  estafa,  y á lijar  sus 
verdaderas  diferencias  del  de  falsifica- 
ción y hurto  en  los  casos  en  que  es  fácil 
confundirlos.  V.  GincuiNSTANciAS  agra- 
vantes, núm.  XVIIi:  Falsificación. 

ESTUPRO.  Concúbito  de  un  hombre 
con  doncella  en  unos  casos,  ó con  solte- 
ra ó viuda  en  otros,  siendo  siempre  ma- 
yor de  doce  años,  porque  sino  seria  vio- 
lación, y mayor  de  veintitrés.  Tratan  del 
estupro  los  aris.  4S8  y 4ü3  á iCli,  siendo 
requisito  esencial  la  seducción  ó engaño, 
que  se  supone  en  los  casos  del  párra- 
fo primero  y con  doble  motivo  en  los 
del  segundo,  pero  que  es  necesario  que 
conste  en  el  del  párrafo  tercero  del  ar- 
ticulo 458. 

El  párrafo  primero  se  refiere  al  estu- 
pro de  doncella,  el  segundo  creemos  que 
no  exige  como  esencial  esta  circunstan- 
cia; y el  tercero  se  refiere  á doncella  ó 
viuda  ó mujer  honesta,  siempre  mayor 
de  doce  años  y menor  de  veintitrés. 

Una  duda  podrá  ofrecer  el  art.  4o8 
respecto  del  estupro  cometido  por  sacer- 
dote, cuando  no  es  de  doncella.  No  está 
comprendido  este  caso  en  el  párrafo  pri- 
mero, porque  exige  que  sea  doncella;  ¿es- 
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tara  comprendido  en  el  tercero?  Este  se 
refiere  á estupro  cometido  por  cualquie- 
ra otra  persona,  y parece  querer  excluir 
á las  comprendidas  en  el  primero;  pero 
la  mente  de  la  ley  debe  ser  distinta,  por- 
que no  puede  creerse  que  q uisiera  dejar 
sin  correctivo  el  estupro  de  viuda  ó mu- 
jer honesta  cometido  por  sacerdote  in- 
terviniendo engaño. 


1.  Creando  el  Tribunal senlenciador  da 
por  probado  el  estupro  supone  que  medió 
encaño.  Cuestión  sobre  tdoniificacion  de 
prole,^ — Condenado  A como  reo  de  estu- 
pro con  arreglo  á los  arts.  458  y 464, 
párrafo  tercero  en  tres  meses  de  arresto 
mayor,  accesoria,  á dolar  á la  ofendida 
en  l.cOO  pesetas,  á reconocer  y mantener 
la  prole  y en  las  costas,  interpuso  A...  re- 
curso de  casación,  apoyado  en  los  casos 
1.*  y o.®  del  art.  de  la  ley  de  casación 
y citando  como  infringidos: 

«<.°  El  art.  458,  párrafo  tercero  del  ex- 
presado Código,  porque  de  los  hechos  admi- 
tidos como  probados  no  resultaba  la  existen- 
cia del  engaño,  sin  cuyo  requisito  no  podia 
penarse  el  estupro: 

2. "  Las  reglas  segundas  de  los  arts.  y 
82,  puesto  que  asegurc*adose  en  la  sentencia 
de  primera  instancia,  dictada  en  7 de  octu- 
bre de  1871,  que  e!  procesado  tenía  veinte 
anos,  solo  debía  de  contar  diez  y seis  ó diez  y 
siete  cuando  cometió  el  delito,  alendiendo  a 
la  fecha  del  alumbramiento,  cuya  circuns- 
taacía  atenuante,  no  apreciada  en  Ja  senten- 
cia, exigía  que  se  impusiese  la  pena  en  el 
grado  mínimo: 

Y 3°  Los  artículos  con  arreglo  á los  cua- 
les se  imponía  la  accesoria  de  reconocimien- 
to y manutención  de  la  prole,  porque  según 
instrucciones  el  niño  nacido  ó liabia  muerto 
ó no  era  posible  identificarlo,  cuya  ci.'*cuíis- 
tancia  posterior  impedía  que  al  culpable  se 
le  impusieran  tales  penas; 

Visto,  siendo  ponente  el  magistrado  don 
Luis  Vázquez  Mundragoii: 

l.“  Considerando  que  de  los  hechos  con- 
signados y admitidos  como  ciertos  en  la  sen- 
tencia, los  cuales  tiene  que  aceptar  este  Tri- 
bunal Supremo  con  arreglo  á lo  prevenido 
en  el  art.  7.®  de  la  ley  de  18  do  junio  de 
1870,  resulta  que  la  Sala  sentenciadora  ha 
estimado  como  probado  el  delito  de  estupro, 
y por  consiguiente  que  medió  engaño,  corno 
uno  de  los  elementos  que  lo  constituyen,  se- 
gún se  prescribe  en  el  párrafo  tercero  deí 
artículo  458  del  Código  penal: 
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íícó,  ni  que  fuera  de  costumbres  sueltas, 

como  lo  articuló  en  su  prueba  el  pro- 
cesado  

El  resultado  de  este  recurso  ha  sido  el 


:io  al  art.  464 


2.®  Considerando  que  la  dificultad  que  se 
supone  de  identificar  !a  persona  de!  niño  no 
es  motivo  de  casación,  ni  serla  bastante  á 
demostrar  que  haya  infracción  alguna  al 
consignar  en  el  fallo  la  obligación  que  se 
impone  al  culpable  con  arreg' 
del  citado  Código; 

_3.°  Considerando,  por  lo  tanto,  que  no 
existen  fundamentos  legales  para  la  admisión 

deí  recurso  respecto  a los  dos  motivos  ex- 
presados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  á i a del  interpuesto  á 
nombre  de  Antonio  Peinado  Medina  en  cuan- 
to á Jos  dos  fundamentos  referidos,  y la  ad- 
mitimos con  relación  á la  circunstancia  ate- 
núan le  de  falta  de  edad  etc.»  {Sentencia  VI 
julio  1872.) 

11.  ^ Cueslion  sobre  eceistencia  del  <77i- 
gauo  ó de  la  cualidad  de  doncella : Apre- 
ciacioit  de  la  Sala. — Condenado  iV.  co- 
mo reo  de  estupro  á tres  meses  de  arres- 
to mayor,  suspensión  de  todo  cargo  y 
del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiem- 
po de  la  condena,  á dotará  Z.  querellan- 
te en  la  cantidad  de  mil  pesetas  por  vía 
de  indemnización,  á reconocer  y mante- 
ner la  prole  habida,  sufriendo  en  caso 
de  insolvencia  de  la  indemnización  el 
apremio  personal  correspondiente  y al 
pago  de  costas,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  fundándolo 
en  ios  casos  l.°,  3.°,  y 5.“  del  art.  4.° 
de  la  provisional  que  lo  ha  establecido, 
y citando  como  infringidos  losarts.  438 
y 4()4  del  Código  p^enal,  como  indebida- 
mente aplicados  por  la  Sala  sentencia- 
dora, por  cuanto  en  el  hecho  de  que  se 
trata  no  ha  mediado  el  engaño,  ni  existe 
en  la  ofendida  la  calidad  de  doncella 
que,  según  el  citado  art.  4d8,  constitu- 
yen el  delito  de  estupro. 

El  Tribunal  Supremo  ordenó  á la  Sala 
de  la  Audiencia  que  adicionase  los  fun- 
damentos de  su  sentencia,  y ésta  los  con- 
signó en  un  suplemento  declarando  pro- 
bado que......  soltera  y de  17  años,  dióá 

luz  una  niña,  habiendo  tenido  relaciones 
amorosas  con.....  por  tiempo  de  dos  ó 

tres  años,  conceptuándolos  como  novios 
ó prometidos  esposos,  y que  dejó  las  re- 
laciones un  mes  antes  del  alumbramien- 
to, por  sospechas  de  que  también  las  se- 
guía ilícitas  con , lo  que  no  se  jusll- 

Jun,  PeíN. 


siguiente: 


«Considerando  que,  según  los  arts.  458  y 
4u  é del  Có.ligo  penal  relonnado,  que  se  ci- 
idü  como  infriügidos,  el  estupro  de  una  nm- 
jer  mayor  ile  12  años  y menor  de  23,  inter- 
viniendo engaño,  se  castigará  con  la  pena  de 
arresto  mayor,  y se  cnitdunará  al  reo,  por 
Via  de  indemnización,  ú dotar  á la  oféndala 
si  fuere  soltera,  á reconocer  la  prole  v eti 
todo  ca.so,  á mantenerla.  j J 

Considerando  que  dados  los  heciios  que  so 
consigoíin  en  la  sentencia  y se  admiten  co- 
mo probados,  de  haber  .‘cdo  autor  el  proce- 
sado de[  embarazo  de  la  querellante,  jóven 
de  17  anos,  y de  haber  intervenido  engaño 
al  cometer  el  estupro,  siendo  prometido  es- 
poso, no  se  han  infringido  Jos  artículos  an- 
teriormente referidos,  sino  que  se  han  apli- 
cado estrictamente  por  la  Sala  sentenciado- 
ra, sin  Iiaberse  cometido  el  error  de  dere- 
cho  que  comprende  el  art.  4.®  de  la  ley  de 
casación  en  los  casos  i.®,  3.“,  4.®  y in- 
vocados por  el  recurrente,  porque  se  ha  ca- 
lificado el  hecho  como  delito,  siéndolo  por 
su  propia  naturaleza,  y se  ha  impuesto  la 
pena  que  corresponde  según  la.s  leyes,  por 
no  haber  intervenido  ninguna  circunstancia 
que  exima  de  responsabilidad  criminal. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  ca.sa- 

cion Y lo  acordado.  (Sent.  28  octu- 

bre 1872), 

EXACCIONES  ILEGALES.  Por  el  art.  15 
de  la  Constitución  incurre  en  el  delito  de 
exacción  ilegal  todo  funcionario  público 
que  intente  exigir  ó exija  el  pago  de- una 
contribución  que  no  haya  sido  votada 
por  las  Cortes  ó por  las  Corporaciones 
poputares,  legalmente  autorizadas  para 
imponerla.  En  armonía  con  esta  dispo- 
sición fundamental  están  dictadas  las  de 
los  arts.  223  á 227  del  Código  reforma- 
do, concordantes  con  el  326  del  de  1850, 
aunque  menos  determinativo  éste. 

Otras  exacciones  ilegales  cometidas 
por  funcionarios  públicos,  penan  los  ar- 
tículos -4il  al  414  del  Código  reforma- 
do, concordantes  con  el  323,  324,  327 
y 328. 

1.  Tratándose  de  delito  cometido  an- 
tes de  regir  el  Código  reformado  es  apli- 

14 
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cable  a las  exucdoaes  ilegales  el  árlen- 
lo 320  í/r-/  de  ISaO  como  mas  beneficioso 
gae  el  22o  del  Declarando  no 

liíiber  fugar  á un  recurso  de  casación  in- 
lerpuesiopor  D.  Domingo  Martin  y otros 
contra  sentencia  que,  penando  el  delito 
de  exacciones  ilegales,  aplicó  el  art.  326 
del  Código  de  1330,  establece  el  Tribu- 
nal Supremo  la  indicada  doctrina  en  el 
siguiente : 

«Considerando  que,  fundándose  el  primer 
motivo  de  ca.saciou  en  la  infracción  del  re- 
pelido art.  23,  liajo  el  .supuesto  de  que  en  el 
Código  reformado  no  hay  sanción  penal  para 
el  delito  provisto  en  el  nrl.  32fi  del  antiguo, 
y fjiie  por  consecuencia  debió  baber.so  .sobre- 
.seido  en  la  causa  con  arreglo  al  art.  12  del 
Real  decreto  de  17  de  setiembre  de  1S70,  es 
inanitiosta  la  improcedencia  de!  recurso  ín- 
lerpneslo  ])ajo  lat  concepto,  atendida  la  ler- 
minnnle  prescrF|icÍon  del  nuevo  Código  en 

su  arL.  2^5:  v iu  Sala  sentenciadora,  caliíi- 

#1-  ' 

cando  en  vLsta  de  los  hechos  couHgpados  en 
su  fu  i lo  a los  procesaiios  como  autores  del 
delittí  de  exacciones  ilegales,  no  ha  cometi- 
do el  error  de  derecho  á que  se  refiere  el 
c;ho  1.“  del  art.  -1.°  de  la  ley  de  casación 
criminal,  ni  infringido  el  art,  23  precilarío, 
á que  su  ajustó  e.slrictamenle  aplicando  la 
penalidad  mas  favcraldü  álos  reos.»  (Scnt.  O 
octubre  J872), 

If.  Cnnlrihaciones  no  voladas  por  las 
Cortes. — 'Ho  hay  exacción  ¡legal  en  la  co- 
branza de  las  contribuciones  no  votadas 
especial  mente  por  las  Corles  en  un  o ño 
da  lio,  si  con  arreglo  ú la  ley  de  2o  de 
jubo  de  1870  y á las  de  27  de  julio  de 
1871  estaba  cumplido  lo  dispuesto  en  el 
ort.  16  de  la  Constitución  de  1860;  y al 
dctcrjninar  la  Sala  sentenciadora  que  ios 
hechos  denunciados  no  constituían  deli- 
to y sobreseer  en  el  procedimiento  con- 
denando en  costas  al  denunciante,  no  ha 
incurrido  en  error  de  derecho  ni  infrin- 
gido el  art.  235  de!  Código  penal.  (Sen- 
tencia 19  noviembre  1873). 

Ver  Deneg\cion  de  auxilio,  bajo  cuyo 
artículo  números  II  y III  se  halla  resuel- 
la esta  misma  Cuestión,  pero  en  casos  en 
que  no  se  prestó  auxilij  para  la  recau- 
dación por  suponer  infringido  el  articulo 
consliiiidonal.  Vis  muy  del  caso  consul- 
tar las  disposiciones  que  se  citan  en  la 


: nota  de  la  pág.  172,  á la  vez  que  el  fallo 
á que  se  refiere. 

En  CóMCETENGlAS  ADMINISTRATIVAS  COH- 

.súliense  también  los  números  XI  y si- 
■ guien  tes  al  XV  sobre  excesos  en  la  im- 
posición de  arbitrios  y exacciones  ile- 
gales. 

En  Expropiación  m bienes,  véase  el 
número  1. 

I EXPRQPIACICH  ILEGAL  DE  BIENES.  La 

expropiación  de  bienes  á un  ciudadano 
ó extranjero  para  un  servicio  ú obra  pú- 
blica sin  guardar  las  formalidades  de  la 
ley,  constituye  el  delito  del  art.  228,  que 
está  en  armonía  con  el  13  y 14  de  la 
Constitución. 

I.  El  embargo  y venia  de  bienes  sin 
mandamienio  judicial  por  un  ejecnlor  de 
: apremios^  conslilaye  el  delito  penado  en 
el  art.  228  del  Código.  — Habiendo  re- 
currido al  alcalde  de  Benaveiile  el  r.r- 
' rendatario  do  los  arbitrios  municipales 
de  dicha  localidad  para  liacer  efectivos 
los  descubiertos  que  por  el  consumo  de 
carnes  adeudaban  varias  personas,  entre 
ellas  Eugenio  Barrios,  por  la  cantidad 
de  02  pesetas  y 30  cón limos,  se  nombró 
¡ por  dicha  autoridad  comisionado  ejecu- 
tor á Bonifacio  Serrano  Herrero  en  pro- 
videncia de  20  de  noviembre  de  1870, 
puesta  á conlinuocion  de  la  lista  de  deu- 
dores que  prese nt.ó  el  acreedor;  en  cuya 
, providencia  se  determinó  que  se  proce- 
diera con  arreglo  á la  instrucción  de  3 
de  diciembre  do  1869  y con  autorización 
' del  Juzgado  municipal.  Ei  comisionado, 
con  auxilio  del  alguacil  y de  otras  varias 
personas,  como  testigos  y depositario,  á 
I continuación  de  la  expresada  providen- 
ci.o,  y sin  más  irá  railes  requirió  de  pago 
en  3 de  diciembre  al  Eugenio  Barrios;  y 
como  no  lo  efectuase  en  ei  acto,  le  fue- 
ron embargados  efectos  que  se  tasaron 
en  12  pesetas  y 30  céntimos,  y á los  dos 
días  mayor  cantidad  por  no  haberse  con- 
siderado suficiente  la  primera.  Después 
de  depositados  dichos  efectos  dictó  auto 
en  8 del  mismo  mes  el  juez  municipal, 
autorizainlü  al  ejecutor  para  el  embargo 
y vento  de  ios  bienes  do  io.-í  deudores, 
que  fué  notificada  al  Barrios  en  el  si- 
, guien  te  diu  9,  á consecuencia  de  lo  cual 
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■fuGron  rGmatofíos  Gn  g1  diri  10  los  refGri- 
dos  (3fGctos  en  19  pesetas,  de  los  que  de- 
ducidos los  gastos  de  los  diligencias  prac- 
ticarlas quedaron  á favor  del  arrendata- 
rio 5 pesetas  50  céntimos.  Formada 
causa,  en  la  que  ha  sido  acusador  priva- 
do Barrios,  dictó  sentencia  la  Sala  decla- 
rando que  los  hechos  probados  consti- 
Uiian  el  delito  de  expropiación  de  bienes 
a un  ciudadano,  ejecutada  por  un  fun- 
cionario público  para  un  servicio  íam- 
hien  público,  sin  preceder  mandamiento 
jiiiiiciai,  y fallando  á los  demás  requisi- 
tos establecidos  en  la  ley;  y condenando 
<i  Bonifíioio  Serrano,  que  resultaba  haber 
sido  ya  penado  por  otro  delito  con  pena 
mayor,  circunstancia  agravante  17,  como 
autor  del  mismo  á la  pena  de  cinco  años 
de  suspensión,  accesorias  del  art,  38, 
niulia  de  500  pesetas,  reparación  del  da- 
no  causado,  indemnización  de  perjuicio 
y parte  de  costas.  Contra  esta  sentencia 
se  interpuso  á nombre  del  procesado  re- 
cu r.sú  de  casación  lor  infracción  de  ley, 
que  se  fundó  en  ol  caso  lie!  art. 
iie  la  provisional  que  lo  establece,  citan- 
do como  infringidos  los  aris.  I.”  y 228 
del  Código  penal  por  haberse  calificado 
de  delito  el  hecho  de  haber  sido  embar- 
gados los  efectos,  que  no  lo  era  con  ar- 
reglo á la  ley,  y admitido  se  desestima 
en  virtud  de  los  siguientes  textuales  fun- 
damentos; 

«Considorando  que,  con  arreglo  al  artícu- 
lo I de)  Código  piimd  reformado,  que  se  cita 
como  lundameol-o  del  reciir.so,  son  delitos 
Jas  acciones  y omisiones  voluntarias  penadas 
oor  la  ley,  y se  reputan  .«lieiiqire  voluntarias 
á no  ser  que  conste  lo  contrario;  y según  el 
iirlíciiJü  22S,  el  funcionario  público  que  ex- 
propiase do  sus  bienes  á un  ciudadano  para 
un  servicio  ú obra  pública,  á no  ser  en  vir- 
tud de  .sentencia  ó mandamiento  judicial  y 
con  lus  requisito.s  prevenidos  en  Jas  leyes", 
incurrirá  en  las  penas  de  .su.sponsion  en  .‘''iis 
.Sra(:io.s  medio  y máximo  y multa  de  250  d 
“i.oüO  pesetas,  incorrietido  también  en  Ja 
inisina  pena  el  que  lo  perlurljase  eii  la  pose- 
sión de  sus  bienes,  a no  ser  en  virtud  de 
m amia  lo  judicial: 

Cons-iderando  qne  no  se  han  infringido  es- 
tos arlíciilo.s,  según  los  hechos  consignados 
en  la  senfeucia,  admitidos  como  probados  y 
cu  ia  forma  ijne  o ti  ella  se  reíieren,  porque 
'habiéndose  matuludo  por  el  alcalde  al  comi- 
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.sionado  de  apremio  líonif-cio  Serrano  que 
llevase  á efecto  la  recaudiicion  de  ios  descu- 
biertos por  arbitrios  inunicipales,  con  arr>'glo 
a la  instrucción  de  3 de  diciembre  de  l.Stiy  y 
previa  la  aLilorizacÍLm  del  Juzgado  municipal, 
requirió  de  pago,  retuvo  y depositó  vario.s 
electos,  sin  que  precediese  la  autorización 
del  )uez  municipal,  que  se  obtuvo  después, 
y biltando  además  á fas  prescripciones  de  Ío.s 
artículos  Í9  al  23  de  ia  iostrucciou  mencio- 
nada que  se  encargó  observar  y a!  art.  36  de 
la  ley  de  23  de  febrero  de  tS70,  mediante 
haber  procedido  á lu  venta,  sin  íiacer  el  se- 
ñal.irnienLn  de  tres  días  en  el  apremio,  para 
vcrilicar  el  pago  del  descubierto,  y sin  hacer 
tampoco  la  notííicaciou  furmal  de  la  provi- 
dencia de  apremio  en  nueva  relación  de  con- 
tri huye  tiles  morosos: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  no  ba 
habido  cu  Ja  seoteocia  la  infracción  de  ley 
qne  se  alega  como  comprendida  en  el  caso  J 
del  art.  -i.'-’  de  Ja  de  casación,  porque  Jo.s  be- 
ciios  proliarlos  se  han  calilicado  debidamente 
de  delito  deíltdiJo  y castigado  en  el  Código, 
fin  que  circunstancias  posteriores  ímpiduu 
nenarlo; 

i 7 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y üecUini- 
mns  no  haber  lugar  al  recurso  de  rasaciou. 
(Seiit.  19  noviembre  187*2.) 


J [.  Exp  rop  iaciom  leg 

Ira  el  alcalde  g dos  regidores  del  Ayiin 
íamienío  de  Limpias  sobre  varios  hechos 
con  los  que  perjudicaban  el  uso  de  una 
máquina  para  pescar  salmones  (1).  Casa- 
ción por  denegar  la  admisión  de  la  que- 
rella concitiallc  con  el  inierdicto 

A nombre  de  B.  Santiago  Gómez  y 
D.  Francisco  Juan  se  presentó  escrito  de 
querella  en  el  .Juzgado  de  Laredo  contr¿i 
el  alcalde  y dos  regidores  del  Avunta- 
miento  de  Limpias,  ¡lor  ia  infracción  ílej 
art.  13  de  la  Constitución  del  Estado  y 
el  228  del  Ibídigo  penal,  ofreciendo  in- 
formación sobre  varios  hechos  llevados 
á cabo  por  los  expresados  funcionarios, 
con  los  cuales  se  babian  causado  daños 
de  gravedad  en  el  uso  de  una  máquina 
colocada  para  pescar  salmones  en  el  cau- 
ce del  rio  Ason. — Como  á la  vez  ios  que- 
rellantes promovieron  eJ  interdicto  de 


(1)  En  el  Apéndice  á nuestro  i^iccionurio. 
Anuario  corríeuie  de  1874,  .se  tMicuenira  deci- 
dida una  cuestión  de  competencia  sobre  otro 
caso  idéntico,  por  decreto  de  28  de  lebrero 
de  1874,  inserta  en  la  pág.  Di. 
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recobrar  la  posesión  sobre  oí  mismo  ob- 
jeto,  y en  el  cniretanío  el  gobernador  de 
la  provincia  oficio  de  inhibición  al  Juz- 
gado por  lo  respectivo  á la  causa,  éstese 
inhibió  del  conocimiento  de  la  querella 
declarándose  incompetente,  Ínterin  no  se 
resolviese  una  cuestión  previa  que  el 
gobernador  indicaba  como  fundamento 
de  la  contienda.  Los  querellantes  apela- 
ron, y en  la  apelación  la  Sala  de  lo  cri- 
minal de  la  Audiencia  de  Burgos,  fun- 
dándose en  que  mientras  no  se  hubiese 
decidido  ei  interdicto  de  recobrar  no 
había  méritos  para  proceder  criminal- 
mente, y que  por  lo  tanto  no  se  estaba 
en  el  caso  de  decidir  acerca  de  la  compe- 
tencia suscitada,  declaró  que  el  juez  de 
primera  instancia  de  Laredo  no  debió 
admitir  la  querella  criminal  que  dió  lu- 
gar al  procedimiento,  el  cual  dejaba  sin 
efecto. — Contra  este  fallo  interpusieron 
los  querellantes  recurso  de  casación, 
que  el  Tribunal  Supremo  estima,  esta- 
nleciendo  importante  doctrina,  en  los  si- 
guientes términos: 

«Considerando  que  se  entienden  como 
sentencias  para  los  efectos  de  la  casación  cri- 
minal, según  el  núin.  3."  del  art.  2.*  de  la 
ley  que  ha  estabíecido  esle  recurso  extraor- 
dinario, aquellas  en  que  se  deniegue  la  ad- 
misión de  cualquiera  denuncia  ó querella 
por  no  estimarse  como  delito  el  hecho  que 
diere  lugar  al  procedimiento: 

Considerando  que  hay  infracción  de  ley 
parales  efectos  del  expresado  recurso,  según 
el  caso  2,”  de!  art.  4.®,  cuando  los  hechos 
consignados  en  la  sentencia  no  se  califiquen 
como  i'loíilo,  siéndolo  con  arreglo  á la  ley: 

Considerando  que  al  proponer  los  recur- 
rentes su  querel  a criminal  sobre  hechos 
ejecutados  en  daño  y perjuicio  de  un  art  fac- 
ió de  su  pertenencia,  bajo  el  concepto  de 
que  con  ellos  se  babia  cometido  el  delito 
previsto  y penado  en  el  art.  228  del  Código 
con  mlraccioD  además  del  art.  13  de  la  Cons-^ 
litación  del  Estado,  liicíeron  uso  del  derecho 
que  la  ley  concede  á todo  español  para  de- 
nunciar ó acusar  criminalmente  á ]o.s  reos 
de  cualquier  atentado  que  se  haya  cometido 
contra  su  persona,  honra  ó propiedad,  á te- 
nor de  lo  prevenido  en  el  art.  3.®  del  regla- 
menio  provisional  para  la  administración  de 
]uslicia  , confórme  con  otras  leyes  anterio- 
res; y qup  por  consecuencia  ei  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Laredo,  ai  admitir  v 
üar  principio  á la  sustanciacion  de  la  expues- 


ta querella,  obró  dentro  del  círculo  legal  de 
sus  atribuciones: 

Considerando  que,  aun  cuando  los  mismos 
interesados  hubiesen  formulado  antes  ó des- 
pués de  su  querella  un  interdicto  restilutorío 
sobre  la  posesión  del  indicado  artefacto,  esta 
acción  civil  no  excluía  el  ejercicio  de  la  cri- 
minal, debiendo  en  lodo  caso  suspenderse  el 
curso  de  la  primera,  subordinííndola  y dando 
preferencia  al  de  la  segunda  corno  de  más 
gravedad  y trascendencia,  según  Io.s  prin- 
cipios generales  de  derecho  que  determi- 
nan ía  procedencia  de  las  acciones  cuan- 
do concurren  varias  de  diversa  naturaleza; 
habiendo  venido  á confirmar  esta  doctrina 
ía  nueva  ley  de  procedimiento  criminal  en 
sus  arts.  9.”  al  13: 

Considerando  que  el  juez  de  primera  ins- 
tancia, al  inhibirse  del  conocimiento  en  la 
continuación  de  la  querella  propuesta,  no  lo 
hizo  de  una  manera  absoluta,  sino  basta 
tanto  que  se  resolviese  la  cuestión  prévia 
suscilada  por  el  goliernador,  dejando  asi 
pendiente  la  competencia  del  Tribunal  para 
conocer  en  su  caso  del  delito  que  era  objeto 
de  la  querella  promovida: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,, 
declarando  que  no  debió  ser  admitida  la 
querella  criminal  sobre  un  hecho  castigado 
por  el  Código  penal  en  su  art.  228,  y some- 
tido á la  jurisdicción  ordinaria,  con  arreglo  á 
los  arts.  269  y 321  de  la  ley  orgánica  de  Tri- 
bunales, dictó  una  sentencia  que,  estando 
comprendida  en  el  caso  3.®  del  art.  2.o  de  la 
ley  de  ca-sacion  criminal,  da  motivo  fundado 
parala  interposición  de  este  recurso,  habien- 
do cometido  por  ello  el  error  de  derecho  á 

que  se  refiere  el  caso  2.®  del  art.  4.*  de  la 
misma  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al_  recurso  interpuesto  en 
nombre  de  D.  Santiago  Gómez  Pereda  y don 
Francisco  Juan  déla  Piedra:  casamos  y anu- 
lamos la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
de  Jo  criminal  de  Ja  Audiencia  de  Burgos,  de 
la  cual  se  reclame  la  causa  original  para  Jos 
efectos  del  art.  41  de  la  ley  de  casación,  li- 
brándose al  efecto  la  certificación  oportuna.»- 
(Scnt.  25  febrero  1873.) 

EXTRAÑAMIENTO.  (Pena  de).  En  el 
articulo  Temporalidades  de  nuestro  Dic- 
cionario de  la  Adjninistracion,  tomo  X II, 

I sobre  esta  pena,  que  según 

el  Código  reformado  no  puede  ímponer- 
^ sino  en  virtud  de  sentencia,  art,  222. 
Es  perpetuo  y temporal,  y de  sus  efec- 
tos, duración,  ele.,  hablan  los  arts.  2íi^ 
29,  56,  60,  89,90,  97  y U2. 
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FACCION  (Tropa  de). — Locución  con 
que  se  expresa  que  uno  ó más  soldados 
prestan  servicio,  ya  sea  de  guardia,  cen- 
tinela, patrulla,  etc.  V.  Competencia:  In- 
sulto Á CENTINELA. 

FALSEDADES.  Las  falsedades  son  ob- 
jeto de!  tft.  IV  del  libro  II  del  Código, 
que  coinprende'en  varios  capítulos  la  fal- 
sificacion  de  la  firma  ó estampilla  real  y 
firmas  do  los  J\linisiros,  la  de  sellos  y 
marcas,  la  de  moneda,  billetes,  docu- 
mentos de  crédito  y papel  sellado  y la  de 
documentos  públicos  y privados. 

Define  la  falsedad  el  art.  314,  y como 
se  comete  por  cualquiera  de  los  ocho 
medios  que  indica,  se  requiere  gran  cui- 
dado para  no  incurrir  en  una  aplica- 
ción errónea.  Nos  remitimos  sobre  esto 
a!  articulo  Estafa,  y bé  aquí  otros  fallos 
del  Tribuna!  Supremo: 

I.  Coméis  falsedad  el  que  conlrahace 
ó ftnfje  caria  de  una  persona  que  no  m’s- 
/c...  y si  con  ella  se  cómele  estafa  dehe 
castigarse  el  delito  mayor  conforme  al 
arúculo  90  (1). — En  Ib  de  noviembre  de 
1 S70  se  presentó,  bajo  el  nombre  supues- 
to de  Felipe  Serrano,  D.  Luciano  Cid 
líermiila  en  la  casa  de  D.  José  María 
Manresa  con  una  carta  timbrada  del  pre- 
sidente del  Gasino  de  Peñaranda,  á fin 
de  recoger  un  ejemplar  de  la  Enciclope- 
dia española^  cuyo  precio  era  el  de  LIGO 
reales,  y como  el  Manresa  sospechara  de 
la  certeza  de  la  demanda,  exigió  á aquel 
identificara  su  personalidad,  á cuyo  efec- 
to e!  Cid  le  presentó  una  nota  suscrita 
por  Tornas  Isern  como  encargado  del  al- 
macén do  ropas  do  Tomás  Frero,  con  el 
sello  y timbre  de  dicho  establecimiento, 
en  cuya  virtud  el  Manresa  le  entregó  el 
ejemplar  solicitado,  si  bien  habiendo  pre. 


(1)  Vt'>asi*  on  Kí.taf.v  nitm.  I\^  si'nleucia 
de  21  de  diriemlire  de  1873,  ilonde  se  consigna 
la  doclrina  ile  ipie  uua  caria  supuesta  sin  cón- 
Iraliacer  ó Inigir  letra,  tirina  ó rúbnra,  consti- 
tuye estafa  si  es  medio  de  cometerla,  pero  no 
falsedad. 


venido  antes  del  engaño  al  alcaide  de 
barrio  que  detuvo  y recogió  aquel  del 
Cid,  en  cuyo  acto  confesó  este  ser  autor 
único  de  las  falsificaciones  impulsado  por 
su  estado  de  indigencia: 

Instruido  el  procedí  míen  lo  recayó  sen- 
tencia calificando  el  hecho  como  delito 
de  falsificación  de  documento  privado 
para  perpetrar  e!  de  estafa  y condenando 
al  reo  en  tres  años  de  presidio  con  las 
costas  y el  recargo  de  2b0  pesetas.  Con- 
tra este  fallo  interpuso  e!  procesado  re- 
curso de  casación  apoyado  en  los  párra- 
fos primero  y tercero  del  art.  4.®  de  la 
ley  y alegando  como  fundamento  la  in- 
fracción de  los  arts.  90,  291  y 318  en  re- 
lación con  el  núm,  l.“  del  314  de!  Códi- 
go vigente,  puesto  que  siendo  imagina- 
rias asi  las  personas  como  los  eslableci- 
mieñlos  á que  se  refieren  ios  documentos 
presentados,  no  existe  la  falsifcacion 
que  determina  la  penalidad  legal  y que 
consiste  en  la  suplantación  de  firmas  Ó 
sellos  reales  y positivos.  El  Tribunal  Su- 
premo declara  no  haber  lugar  á la  ad- 
misión: 

a t Considerando  que  según  el  art.  31  i, 
número  í.“  de!  Código,  cometen  falsedad  los 
que  faltando  á la  verdad  de  lo.-;  hechos  coq- 
traiiagan  ó finjan  letra,  firma  ó rúbrica  sin 
disüncion  de  que  éstas  sean  ciertas  ó su- 
puestas: 

9.”  Cousíderaiido  que  conforme  á los  ar- 
tículos 88,  89  y 90,  cuando  un  solo  hecho 
constituye  dos  ó mas  delitos,  6 el  uno  fuese 

I medio  necesario  para  cometer  el  otro,  ha  de 
aplicarse  la  pena  del  más  grave  en  ei  límite 
superior  del  grado: 

3.*  Y considerando,  por  tanto,  que  ya  se 
atienda  á la  calificación  del  delito,  ya  á la 
debida  aplicación  de  la  pena  hecha  por  la 
Sala  sentenciadora  en  el  ca.so  de  que  es  objeto 
el  presente  recurso,  no  liayi.fuudaniento  para 
que  pueda  tetier  cabida  la  admisión  de 
aquel.»  (Sení.  11-13  octubre  1871.) 

I If.  Falsificación  y estafa:  Castigo  del 
delito  vías  nraoe.,.  La  pena  inmediata- 
7nente  inferior  al  presidio  correccional 
en  síis  grados  mhiimo  y medio  es  arresto 
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mayor  en  sus  (¡rados  medio  y máximo. 
— Condenado  Fernando  Aleuendez  Igle- 
sias en  cuatro  años  y dos  meses  de  pre- 
sidio correccional  por  una  estafa  consu- 
mada en  cantidad  mayor  de  lOO  pesetas 
y menor  de  2.500,  y por  otra  frustrada 
de  igual  cantidad  en  tres  años,  y la  mul- 
ta, cometidas  ambas  por  medio  de  cartas 
falsificadas  y usando  de  nombre  fingido, 
interpuso  Iglesias  recurso  de  casación, 
que  es  estimado  en  los  lénniiios  si- 
guientes: 

«Considerando  que  !a  pena  señaliida  por 
el  art,  318  del  Código  reformado  aí  delito  de 
lalsificacion  do  un  documento  privado  con 
perjuicio  de  tercero,  ó con  ánimo  de  causár- 
selo, es  la  de  presidio  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y medio,  y conjuntamente  la 
milita  de  530  á 2.500  péselas; 

Considerando  que  los  arls.  547,  ca.so  2.®, 
y 548,  m'im.  í.“,  castigan  al  autor  de  estafa 
por  valor  que  exceda  de  i 00  pesetas  y no 
pase  de  2.500  pesetas  con  las  penas  de  ar- 
resto rnayor  en  su  grado  medio  á presidio 
correccional  en  e!  mínimo; 

Considerando  que  comparadas  ambas  pe- 
nalidades os  mucliú  más  grave  la  coinpren- 
tlbla  en  el  art,  3 i 8,  por  extenderse  ó cuatro 
años  y dos  meses  do  presidio  correccional 
además  de  la  multa  referida;  y que  por  tanto 
es  la  que  liebo  aplicarse  en  su  grado  máximo 
cuando  uno  de  dichos  delitos  es  medio  nece-  | 
.sario  para  cometer  el  otro,  según  lo  preve- 
nido en  el  art.  90: 

Considerando  que  según  el  art.  66,  á los 
autores  do  delito  frustrado  ha  de  imponerse 
la  pena  inmediatanicnte  inferior  en  grado  á 
la  señalada  por  la  ley  para  et  delito  consu- 
mado,  y siendo  ésta  la  de  presiílio  correccio- 
nal en  sus  grados  mínimo  y medio,  la  inme- 
diata inferior,  atendidas  Ia.s  reglas  de  aualo- 
gia  prescritas  en  el  art.  92,  referente  á lo.s 
76  y 77,  debe  ser  la  de  arresto  mayor  en 
sus  grados  medio  y máximo: 

Considerando  que  según  el  resultado  de 
los  hechos  admitidos  en  la  .sentencia,  el  re- 
currente es  autor  de  delito  frustrado  de  c.s— 
lafa,  que  excede  de  tOO  pesetas  y no  pasa  de 
2.500,  por  medio  de  íálsiíicacion  de  una  car- 
ta, y que  e.stando  comprendido  en  los  preci- 
tados arls.  318  y 66,  la  Sala  sentenciadora, 
aí  imponerle  tres  anos  de  presidio  correccio- 
nal, le  aplicó  la  penalidad  señaiada  al  delito 
consumado  y no  al  friistradn,  infringieudo 
asi  el  repelido  art.  66,  y cometiendo  el  error 
de  deretho  comprendido  en  el  caso  4.°  del 
urtieulu  4.°  de  la  ley  de  casación  criminal; 


{Jurisp.  pcital). 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  inlerpue.5to  ú. 
nombre  de  Fernando  Menendex  ígiesía.s,etc.» 
(Sciil.  30  setiembre  1S72.) 

III.  Falsedad  en  doenmenío privado. 
(Art.  318). — Es  mas  benigno  el  Código 
vigente  que  el  de  1850  en  el  castigo  de 
este  delito.  Así  lo  dice  el  Tribuna  Su- 
premo declarando  no  haber  lugar  á la 
admisión  de  un  recurso  de  casación; 

«Consideraudü  que  por  el  Código  de  1870 
al  delito  de  falsedad  en  documenfo  privado  se 
impone  la  pena  tle  presidio  correccional  eu 
sus  grados  mínimo  y medio,  que  compreude 
desde  seis  meses  y ‘un  dia  á cuatro  anos  y 
dos  meses,  y por  ei  de  1830  la  de  picsion 
menor  en  toda  su  extensión,  que  es  de  cua- 
tro á .seis  íino.s,  siendo  por  lo  tanto  mas  gra- 
vo la  penalidad  de  éste  que  la  vigente.» 
(Sent.  19  junio  1S7‘2). 

I V . Fa Is ificaci o n d e talón  del  Ba n co ; 
lEsiá  comprendida  en  el  art.  315  dd 
Código  penall 

La  Audiencia  de  Madrid,  en  causa  so- 
bre falsificación  Je  un  talón  de  Banco  y 
estafa  con  é!  cometida^  declaro  en  su  fa- 
lto que  los  heclios  conslituian  los  delitos 
de  falsificacioii  de  docuvicnlo  oficial  y cs« 
tafa^  é impuso  las  penas  del  art.  315, — 
Interpuesto  para  este  falto  recunso  do  ca- 
sación, el  Tribunal  Supremo  le  casa  y 
anula  por  lo.s  funda meiitos  siguientes, 
entre  otros  que  no  son  sobre  el  fondo: 

«Considerando  que  ios  talones  de  cuenta.s 
corrientes  del  Uanco  do  Lspiiua  autorizados 
por  particulares  que  tengiiu  cantidades  de- 
positadas en  el  mismo,  no  tienen  níngnná 
de  las  cualidades  requeridas  por  el  art.  280 
de  la  Ley  de  enjuiciamiento  civil  para  la  ca- 
lificación de  documentos  públicos  ú ofi- 
ciales; 

considerando  por  lo  espueslo  que 

en  la  sentencia  contra  la  r¡ue  se  lia  recurrido 
Jiay  error  eu  la  calificación  del  documenlo 
con  infracción  del  art.  315  del  Código  penal.» 
(Sení.  12  junio  1S73).  ^ 

Como  ei  art.  315  citado  contiene  dos 
conceptos  o extremos,  e!  de  faísíficacion 
de  documento  público  ú oficial,  y el  de 
la  lie  letras  de  cambio  ú otra  clase  de 
dücumen los  'mercanliles,  parece  que  lo 
que  estaba  llamado  ú decidirse  era  si  los 
talones  de  cuentas  corrientes  con  cl  Ban- 
co son  ó no  docuineiUos  mercantiles.  Si 
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da  I (le  1870,  infringiendo  arts.  l.*^  y T33 
del  Código  peiKil  do!  nijámo  año.  (Sen- 
tencia 20  abril  1872  } 


en 


lo  son,  ia  falsificación  está  comprendi 
en  el  art,  315;  si  no  lo  son,  lo  estará 
el  318.— Si  pues,  siendo  documento 
mercantil,  la  Audiencia  le  calificó  de  ofi- 
cia!, habrá  error  material,  error  de  con- 
cepto. pero  no  error  de  derecho,  puesto 
que  el  documento  mercantil  como  el  ofi- 
cial, están  en  identidad  de  caso. 

— V.  Estaf.Ji, 

V.  Sujdaníacion  de  firmas  en  dos  do- 
cumentos. Son  dos  falsificaciones. — Cuan- 
do la  suplantación  de  firmas  tiene  lugar 
en  dos  documentos  oficiales,  bajo  tal 
concepto  concepto  constituye  dos  actos 
punibles,  independientes  y aislados,  que 
deben  separarse  según  lo  prescrito  en  (os 
artículos  70  y párrafo  segundo  del  220 
de!  Código  de  1830,  siendo  inconducen- 
te ía  cita  como  infringida  por  ia  senten- 
cia que  así  lo  estima,  del  arl.  00.  (Sen- 
tencia 4 marzo  1871), 

Vi.  Falsedades  en  los  documentos  pú- 
blicos y príüwííos.— Las  falsedades  co- 
metidas en  los  documeiitos  públicos  se 
rigen  por  otros  principios  diversos  délos 
aplicables  á los  documentos  privados, 
pues  que  en  estos  principalmente  se 
atiende  al  perjuicio  de  tercero,  mientras 
que  en  los  públicos  es  el  Interés  do  la 
sociedad  el  que  se  traía  de  garantizar  en 
primer  término  la  mas  estricta  fidelidad 
de  los  funcionarios  á quienes  se  encarga 
la  redacción  é integridad  de  los  actos  en 
que  intervienen.  (Sent.  3 junio  1873). 

FALSO  TESTIiVlONIO,  Deliio  qite  con- 
siste en  fallar  d la  verdad  en  una  decla- 
ración judicial , sea  en  cama  criminal  ó 
en  pleito  civil. — Traían  del  falso  testimo- 
nio los  arts.  332  al  338. 

l.  Comete  el  delito  de  falso  testimo- 
nio el  que  manifiesta  lo  contrario  de  lo 
que  sabe  acerca  de  la  certeza  de  un  he- 
clíO  ó acción  sobre  que  es  preguntado. 

No  constituye  dicho  delito  el  dejar  de 
expresar  en  la  dec-laracion  un  lieelio  so- 
bre el  que  no  se  pregunta  directamente; 
y por  tanto,  al  declararlo  falso  testimo- 
nio ia  Sala  sentenciadora,  incurre  en  el 
error  de  dercclio  que  señala  el  caso  l.“ 
del  ai’t.  4.°  de  la  ley  de  i 8 de  junio 


lí.  La  mera  rectificación  ó contra- 
dicción de  la  fecha  del  acaecimiento  de 
un  hecho  ó hechos  referidos  en  una  de- 
claración sumaria,  al  ralificarse  el  decla- 
rante en  el  plenario  de  una  causo  crimi- 
nal, no  dehe  entenderse  falso  testimonio, 
si  no  apareciese  tá  la  vez  justificado  de 
algún  modo  que  hubo  intención  y mali- 
cia en  la  fecha  que  se  hubiera  marcado, 
y se  rectificase  en  pro  ó en  contra  del 
reo.  (Sent.  30  diciembre  1871.) 

V.  Acusación  y Denuncia  falsa. 

FALTAS.  El  Código  penal  dedica  su 
tercer  libro  á las  fallas,  comprendiendo 
desde  eí  art.  584  al  ti'io.  Está  dividido 
el  libro  do  ¡as  faltas  en  cinco  títulos 
que  tratan: 

í.  De  ¡as  fallas  de  imprenta  y contra 
el  orden  público. — 11,  Délas  fallas  con- 
tra los  intereses  generales  y régimen  de 


jas 

tra 


poblaciones, 
as  personas 


Ira  la  propiedad, 
nerales. 


ilí.  De  las  faltas  con- 
IV.  De  las  faltas  con- 
-V.  Disposiciones  ge- 


I. 


Penalidad  de  las  faltas. 

Las  faltas,  reunidas  y clasificadas  en  el 
citado  libro  del  Código,  se  diferencian  de 
los  delitos  por  razón  de  la  penalidad,  en. 
que  solo  se  castigan  con  penas  leves,  que 
son:  Arresto  menor^  reprensión privadaf 
multa  leve  y caución. 

El  arresto  menor  dura  de  uno  á trein- 
ta días,  y se  sufre  en  las  casas  de  Ayun- 
tamiento ú otras  del  público  ó en  lasdel 
mismo  penado,  cuando  así  se  determine 
en  la  sentencia,  sin  poder  salir  de  ellas  en 
todo  el  tiempo  de  a condena  (Arts.  29 
y i 19;  y 913  Ley  de  Enjuiciam.  crim.). 

La  reprensión  privada  debe  recibirla 
personalmente  eí  sentenciado  en  audien- 
cia del  Tribunal,  á presencia  del  secre- 
tario y á puerta  cerrada  (Art.  119;  y 922 
de  la  Ley  de  Enjuiciam.  crim.). 

La  multa,  como  pena  leve,  no  puede 
exceder  de  123  pesetas,  según  el  ari.  27. 
Los  penados  con  multa  que  fueren  in- 
solventes, serán  casLiuados  coa  un  día  de 
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arresto  por  cada  cinco  pesetas  de  que  de- 
ban responder  (Art,  624;  y 927  ley  de  E.) 

La  caución  es  una  de  las  penas  que 
más  .«e  economizan  en  el  Código,  pues 
no  sabemos  que  se  imponga  ni  como 
pena  aflictiva,  nt  como  pena  grave,  ni 
como  pena  leve  en  ningún  caso,  como 
no  sea  en  el  del  art.  509.  V.  Caución. 

Las  faltas  no  se  castigan  sino  cuando 
han  sido  consumadas.  Solo  se  excep- 
túan las  faltas  frustradas  contra  la  pro- 
piedail  ó contra  las  personas,  las  cuales 
están  consiguientemente  sujetas  á la  re- 
gia general  de  descenso  de  penalidad. 

II. 

Competencia  judicial. 

Teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en 
los  arts.  343,  344,  349  núm.  14,  y 350 
nüms.  13  y 14,  ia  jurisdicción  ordinaria 
es  la  única  competente  para  conocer  de 
las  faltas  castigadas  en  el  libro  Ül  del 
Código  penal,  siquiera  sean  militares  ó 
marinos  los  infractores;  á no  ser,  en  este 
caso,  que  las  fait.is  afecten  al  servicio,  ó 
que  por  las  Ordenanzas  del  ejército  ó la 
armada  ó baridris  militares,  tengan  seña- 
lada pena  mayor  que  en  el  Código. 

III. 

Faltas  gubernativas. 

Ei  art.  625  del  Cód  igo  reformado,  que 
corresponde  al  505  del  de  1850,  con  al- 
gunas variantes,  reconoce  en  principio 
que  hay  casos  en  que  las  autoridades 
gubernativas  pueden  imponer  penas;  pe- 
ro establece  dos  imporiaiUes  limitacio- 
nes: que  las  penas  no  sean  mayores  que 
las  señaladas  en  el  libro  III  del  Código,  á 
no  ser  que  se  determine  otra  cosa  por  leyes 
especiales;  y que  no  estando  señaladas 
por  la  misma  ley,  lo  estén  en  las  Orde- 
nanzas ó bandos  de  la  Ailministracion 
dictados  con  arreglo  a las  leyes  munici- 
pal^ó  cualesquiera  otras  especiales. 

Esto  supuesto,  subsisten  las  multas 
gubernativas  por  contravenciones  á la 
policía  de  carreteras  y caminos  de  hier- 
ro, uso  de  armas  y carruajes  públicos, 
las  que  se  imponen  por  razón  de  las  con- 
tribuciones industrial  y territorial,  y por 
laltas  en  el  uso  del  papel  sellado  etc. , etc. , 


como  más  por  menor  puede  verse  en  el 
artículo  Multas  de  nuestro  Diccionai'io. 

En  cuanto  á tas  multas  que  pueden 
imponer  los  Ayuntamientos  y alcaldes, 
hay  que  estar,  no  solo  á lo  dispuesto  en 
dicho  art.  02o  del  Código,  sino  también 
al  71 , 72  y 107  de  la  ley  municipal  de  20 
de  agosto  de  1870.  Conforme  al  7l,  los 
Ayuntamientos  acuerdan  las  Ordenan- 
zas para  el  régimen  de  sus  pueblos  ob- 
teniendo la  aprribacion  superior;  y se- 
gún e¡  7á,  las  penas  qve  por  infracción 
lie  las  Ordenanza.^  y reylamcntos  impon- 
gan los  Ayuntamientos,  solo  pueden  ser 
multas,  cuyo  máximum  sea  /fg  50  pesetas 
en  las  capitales  de  provincia,  de  25  en 
las  de  partido  y pueblos  de  4.000  habi- 
tantes, y de  '\ü  en  las  reslanles,  aparte 
del  resarcimiento  del  daño  causado  é in- 
demnización de  gastos,  y arresto  de  un 
día  por  duro  en  caso  de  insolvencia. 

Los  alcaldes,  como  jefes  de  la  Admi- 
nistración municipal,  son,  según  el  ar- 
ticulo 107,  los  encargados  de  la  publi- 
cación y de  la  ejecución  de  los  acuerdos 
de  Jos  Ayuntamientos,  á cuyo  efecto  dic- 
tan los  bandos  y tas  disposiciones  con- 
venientes con  imposición  de  penas,  ar- 
reglándose á lo  dispuesto  en  el  art,  72. 

Los  alcaldes  en  la  imposición  de  mul- 
tas han  de  atenerse  á las  reglas  1.®,  2.® 
y del  art.  176  y á los  arts.  177 
y 178,  en  esta  forma: 

1. “  _No  impondrán  pena  alguna  sin 
resolución  por  escrito  y motivada, 

2, ®  La  providencia  se  comunicará 
por  escrito  al  multado  y se  le  expedirá 
recibo  del  pago. 

o.  Las  multas  y ios  apremios  se  co- 
brarán en  papel  del  sello  correspon- 
diente, 

4. °  Para  el  pago  de  toda  multa  ss 
concederá  un  plazo  proporcionado  á la 
cuantía  Je  la  multa  y que  no  baje  de 
diez  dias  ni  exceda  de  veinte,  posado  el 
cual  procede  el  apremio  contra  los  moro- 
sos, que  no  será  mayor  del  5 por  100  dia- 
rio do!  total  de  la  multa,  ni  excederá  en 
ningún  raso  del  dAinlo  de  la  misma.  {A*r- 
tíeuío  77). 

5. °  Contraía  imposición  gubernativa 
de  la  mulla  puede  el  interesado  reclamar 
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por  la  via  adminislraiiva  ó por  la  ju- 
dicial. 

La  via  administraliva  tiene  lugar  ante 
la  Comisión  provincial. 

La  via  judicial  procede  ante  la  Au- 
diencia, previa  reclamación  gubernaliva 
á la  autoridad  que  impuso  la  multa;  y en 
caso  de  ser  declarada  improcedente,  se- 
rán impuestas  las  costas  y daños  causa- 
dos por  su  exacción  á la  autoridad  que 
la  ordenó,  sin  que  sirva  de  excusa  la 
obediencia  debida  en  los  casos  de  infrac- 
ción clara  y terminante  de  una  ley.  (Ar- 
tículo 178) . 


IV. 


Casos  de  jurisprudencia  ministerial. 

Brevemente  expuesta  la  doctrina  so- 
bre imposición  de  faltas  gubernativas,  hé 
aquí  la  jurisprudencia  que  el  Gobierno, 
á consulta  de!  Consejo  de  Estado,  viene 
estableciendo  sobre  esta  importante  ma- 
teria (1). 

1.  Denuncias  de  ¡ganados  que  entran 
en  heredad  ajena:  Cuándo  conocen  de 
ellas  los  alcaldes  y cuándo  los  jueces  m«ni- 
cipales. — En  virtud  de  consulta  hecha  por 
el  gobernador  de  Huelva  sobre  si  cor- 
responde á los  alcaldes  ó á los  jueces 
municipales  entender  en  las  denuncias 
de  ganados  que  entran  en  heredad  aje- 
na, teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en 
el  art.  271  do  la  ley  orgánica  judicial, 
que  ha  dejado  sin  efecto  el  Real  decreto 
de  18  de  mayo  de  1853,  y que  por  con- 
siguiente es  de  la  exclusiva  competencia 
de  los  jueces  municipales  el  conocimien- 
to de  los  juicios  de  faltas,  ó sea  de  aque- 
llos á que  da  lugar  la  infracción  de  las 
prescripciones  del  libro  lll  del  Código  y 
de  las  Ordenanzas  generales  de  la  Admi- 
nistración en  tos  múltiples  y diversos 
ramos  que  abraza  su  acción,  al  paso  que 
corresponde  al  de  los  alcaldes  la  aplica- 
ción de  las  penas  que  señala  la  ley  mu- 
nicipal ó las  Ordenanzas  de  los  Ayunta- 
mientos ó bandos  que  publiquen  los  al- 
caides para  la  más  puntual  ejecución  de 


(1)  Todas  las  n’íOlnciones  que  .aquí  so  cilan 
y otras,  se  oontienen  eu  nuestros  Apendices  al 
IHcciünarío. 


los  diversos  ramos  que  tienen  á su  cargo, 
se  resuelve; 

Que  el  conocimiento  en  primera 
instancia  de  los  juicios  á que  den  lugar 
las  infracciones  de  que  habla  el  libro  ílí 
de!  Código  penal  y las  Ordenanzas  gene- 
rales de  la  Administración,  corresponde 
á los  jueces  municipales. 

Que  los  alcaldes  pueden  imponer 
gubernativamente,  sin  forma  de  juicio, 
las  penas  señaladas  en  la  ley  municipal  y 
en  las  Ordenanzas  que  acuerden  los 
Ayuntamientos  y bandos  que  publiquen 
los  alcaldes,  en  armonía  con  las  faculta- 
des que  aquella  les  reserva,  por  las  in- 
fracciones que  se  cometan  contra  sus 
prescripciones.  (Beal  orden  1.°  agos- 
to 1871,  dictada  do  acuerdo  con  el  dic- 
lámen  del  Consejo  de  Estado.) 

II.  Daños  en  montes  públicos. — El 
conocimiento  de  los  danos  en  montes 
públicos  en  cantidad  menor  de  2.500  pe- 
setas es  de  la  competencia  do  las  aulori- 
dades  gubernativas,  según  el  art.  7.®  del 
Código,  las  Ordenanzas  de  montes,  los 
artículos  l'iO  al  125  del  reglamento  de 
17  de  mayo  de  1865,  ele. — (Varias  deci- 
siones de  competencias  y de  recursos  de 
casación  que  pueden  consultarse  en  el 
artículo  Montes.) 

III.  Competencia  de  los  jueces  m»- 
nicipales  y de  los  alcaldes  en  el  castigo 
de  las  fallas  según  los  casos. 

Resolviendo  una  consulta  del  gober- 
nador de  Badajoz  sobre  la  competencia 
de  los  alcaldes  y jueces  municipales  para 
conocer  de  ciertas  faltas,  se  establece  co- 
mo conclusión: 

«Que  hoy  es  de  la  exclusiva  compelen- 
cir  de  los  jueces  municipales  el  conoci- 
miento de  los  juicios  de  faltas  ó sea  de 
aquellos  á que  da  lugar  la  infracciou  da 
las  prescripciones  del  libro  lll  del  Có- 
digo y de  las  Ordenanzas  generales  de 
la  Administración  en  los  múltiples  y di- 
versos ramos  que  abraza  su  acción:  al 
vaso  que  corresponde  al  de  los  alcaldes 
a aplicación  de  las  penas  que  señalan  la 
ley  municipal  ó los  ordenanzas  de  los 
AyunUimientos  ó bamlos  que  publiquen 
los  alcaldes  para  la  más  puntual  ejecu- 
ción de  los  diversos  servicios  que  tienen 
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á su  carííO.i»  fR.  O,  12  marzo  1872.) 


IV.  Infracciones  de  la  ley  de  caza 
y pesca. — Se  decide  un  recurso  de  que- 
ja promovido  con  arreglo  al  arL  29o  de 
la  lej^  orgánica  judicial  contra  un  alcal- 
de, sobre  invasión  de  atribuciones  judi- 
ciales, castigando  gubernativamente  una 
falla  penada  en  el  libro  U1  del  Código. 
Hé  aquí  el  caso: 

El  teniente  alcalde  de  Zarza  junto 
Alange,  apoyándose  en  las  ordenanzas 
municipales  del  pueblo  aprobadas  por  el 
gobernador,  que  castigan  con  la  multa 
de  cinco  á Í5  pesetas  á los  que  en  tiempo 
de  veda  cazaren  o pescaren  con  redes 
prohibidas,  yá  los  que  con  cualquier  mo- 
tivo o pretexto  atravesaren  plantíos,  sem- 
brados, viñedos  ú olivares,  impuso  gu- 
bernativamente ía  multa  en  que  habían 
incurrido  por  esta  infracción  á dos  ca- 
zadores. 


Fundándose  el  Juzgado  municipal  en 
que  las  mullas  fueron  impuestas  por  fal- 
tas comprendidas  en  el  libro  lll  del  Có- 
digo penal;  y que  aunque  el  teniente  de 
alcalde  se  apoya  en  los  bandos  de  buen 
gobierno,  no  creía  el  mismo  fiscal  acep- 
table tal  razón,  porque  equivaldría  á dar 
jurisdicción  á dos  autoridades  de  distin- 
to orden,  siendo  factible  que  llegara  el 
caso  de  que  la  administrativa  compren- 
diera en  un  bando  lodos  los  hechos  que 
castiga  el  libro  lll  del  Código,  falseando 
así  el  principio  de  (¡ue  solo  las  autorida- 
des judiciales  conozcan  do  ios  hechos  que 
constituyan  delitos  y fallas,  y añadiendo 
que  los  bandos  de  la  Administración  solo 
pueden  tener  valor  en  cuanto  no  se  opon- 
gan á disposiciones  legales  vigentes  como 
las  del  Código  penal,  sin  que  pueda  en- 
tenderse ilü  otro  modo  la  facultad  que  el 
■mismo  concede  jÍ  las  autoridades  gu- 
bernativas para  publicar  aquellos  ban- 
dos etc.  , formó  el  correspondiente  ex- 
pediente de  queja  que  elevó  á la  Au- 
diencia según  la  ley,  y esta  al  Gobierno 
que  se  conformó  con  el  dictamen  del 
Consejo  de  Estado,  contrario  á los  fun- 
dameiUus  de  la  queja.  Hé  aquí,  des- 
pués de  referir  los  hechos  ya  indicados, 
como  termina  el  dictámen  del  Consejo 
aceptado  por  el  Gobierno. 


Dice  asi:  ■ 

......líoy  es  de  la  exclusiva  competencia 

de  los  jueces  miioicipales  el  conocimieoLo  de 
los  juicios  de  faltas  íi  que  dé  lugar  la  iii  frac- 
ción de  las  prescripciones  del  libro  [II  tlel 
Código  y de  las  Ordenanzas  generales  de  la 
Administración  en  los  niúiliples  y diversos 
ramos  que  abraza  su  acción,  al  paso  que  cor- 
responde á los  ai  cables  aplicar  giihernaiiva- 
inente  las  penas  que  señalen  la  ley  munici- 
pal, las  Ordenanzas  de  los  Ayuntamientos  ó 
los  bandos  que  se  publiquen  para  la  más 
puntual  ejecución  de  los  diversos  servicios 
que  estos  tienen  á su  cargo. 

Haciendo  el  Consejo  aplicación  de  esta 
doctrina  al  presente  caso,  ob.serva  que  el  te- 
niente de  aicable  do  Zarza  junto  Alange,  se 
atuvo  á lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  mu- 
nicipales aprobadas  por  el  gobernador  cuan- 
do corrigió  la  infracción  que  le  fué  denun- 
ciada; y por  tiinto  no  se  excedió  de  sus  alri- 
buciones;  antes  bien  hizo  uso  de  las  que  la  ley 
le  concede. 

Cierto  que  las  Ordenanzas  ó bandos  que 
pu!)IÍquen  las  autoridades  administrativas  no 
lendrán  valor  si  snn  contrarios  á disposicio- 
nes legales  vigentes. 

Habrán,  pues,  do  sujetarse  á io  estableci- 
do en  el  art.  G25  del  Código  penal  reformado 
que  se  promulgó  en  18  de  junio  tie  1870, 
según  el  cual  «en  las  Ordenanzas  ó bandos 
que  publiquen  las  autoridades  aríministrali- 
vas,  no  se  e,sLal)lecerán  penas  mayores  que 
las  seiialadas  en  el  libro  lU  del  mi.smo;» 
pero  no  resulta  que  en  Zarza  junto  Aiauge, 
a!  formar  las  Ordenanzas,  se  olvidara  este 
precepto. 

Además,  el  mismo  artículo  dice  Lextual- 
riienle  lo  que  sigue:  «Conforme  á este  prin- 
cipio, las  disposiciones  de  este  libro  no  ex- 
cluyen ni  limitan  las  atribucioues  que  por 
las  leyes  municipales  ó cualesquie.'a  otras  es- 
peciales compelan  á los  funcionados  de  la 
Admiuislracion  para  dictar  baudot  de  poli- 
cía y buen  gobierno,  y para  corregir  gubcr- 
nativarnente  las  faltas  en  los  casos  en  que  su 
represión  les  esté  encomendada  por  las  ini.s- 
inas  leyes.» 

A llora  bien;  estableciendo  el  art.  72  de  la 
vigente  ley  municipal,  posterior  en  fecha  al 
pádigo  reformado,  que  las  penas  que  por  in- 
íraccioQ  de  ia.s  Ordenanzas  y reglamentos 
impongan  los  Ayuntamientos  solo  pueden  ser 
multas  que  no  excedan  de  la  cantidad  que 
determina,  según  los  habitantes  de  cada  lo- 
calidad, con  el  resarcimiento  del  daño  cau- 
sado ó indemnización  de  gastos  y arresto  de 
un  día  por  duro  en  caso  de  insolvencia;  y 
¡siendo  el  alcalde,  como  jefe  de  la  Adniinis- 


FALTAS.  [Jurisp.  penal). 

tracion  inunicipaí,  á tenor  de  [o  prevenido  en 
el  art,  i 07  de  la  propia  ley,  el  encardado  de 
ja  ejecución  de  lo.s  acuerdos  del  Ayuntamien- 
tü  y de  ia  imposición  de  las  penas  señaladas 


en  el 


arza 


nrt.  72,  es  evidente  que  el  de 
junio  Alance  obró  en  virtud  de  sus  Aiculta- 
des  a[  imponer  las  mullas  que  han  dado  oca* 
sion  á esta  consulta. 

Per  lo  expuesto,  entiende  el  Consejo: 

•1.°  Que  Jos  alcalfles  pueden  imponer  eu- 


uicio  las  penas 
en  liis  orde- 


bernativamente  sin  forma  de 
señaladas  en  ia  ley  nuintcipa 
nanzas  que  acuerden  ios  Ayuntamientos  de- 
bidamente aprobadas,  y en  los  bandos  que 
publiquen  en  armonía  con  las  facultades  que 
Ja  Jey  les  reserva. 

2.“  Que  en  este  concepto,  el  teniente  de 
alcalde  de  Zarza  junto  Alarige  no  cometió 
exce.so  de  alribucione.s  al  imponer  guberna- 
tivamente una  multa  de  12  pesetas  50  cén- 
timos ó Manuel  Costa  y Rívero,  y otras  cinco 
pesetas  á José  Calan  Calderón  por  infracción 
de  las  Ordenanzas  municipales,  sino  que 
l)izo  uso  de  las  lacnllaties  que  le  señala  la 
ley,  dejando  en  (oda  .su  integritlad  las  que 
corres])nnden  ai  juez  municipal.»  {Resolu- 
ción del  Gobierno  de  (0  mayo  1873.) 

V.  Cuando  no  se  funda  la  mulla 
impuesla  en  Ordenanzas  y bandos  muni- 
cipales, es  compelente  para  su  castigo  la 
aulorulad judicial. — Teniendo  en  cuen- 
ta que  á los  alcaldes  solo  corresponde  la 
aplicación  de  las  penas  señaladas  en  la 
ley  municipal  ó en  Jas  Ordenanzas  y 
bandos  que  publiquen  los  Ayuntamien- 
tos, se  deja  sin  efecto  todo  lo  actuado 
sobre  multa  impuesta  por  un  alcalde  al 
dueño  de  un  ganado  que  pastó  fraudu- 
lentamente en  un  terreno  de  propios,  por 
ser  de  la  exclusiva  competencia  de  los 
Tribunales  de  justicia.  (Orden  16  no- 
viembre 1873.) 

VI.  Recursos  contra  multas  im- 
puestas guhernaíívamenie.  — Consultado 
el  Gobierno  sobre  á quién  corresponde 
entender  en  primer  termino  de  los  re- 
cursos contra  multas  impuestas  por  in- 
fracción de  las  Ordenanzas  municipales, 
cuando  éstas  se  lia  Han  sancionadas  con 
arreglo  ai  art.  71  de  la  ley  municipal; 
vistos  los  arts.  7'2,  77,  161,  se  decide 
que  compete  recurrir  á la  Comisión  pro- 
vincial. He  aquí  los  fuiulamentüs  de  esta 
resolución: 
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tCoDsiderando  que  una  vez  aprobadas  las 

Ordenanzas  y reglaineiif.o.s  de  pol¡cí:<  urlia- 

na,  confurme  previene  el  art.  71,  el  alcalde 

y los  teme Dtes,  según  el  107,  son  Jos  llama . 

dos  u ejecutar  los  acuerdos  municipales  en 
la  materia: 

Considerando  que  por  lo  dicho  c.s  ejecu- 
liva  la  imposición  de  la  multa,  y que  nj  ¡¡a- 

fos*'  176  ^7r  con  arreglo  úlo.s  arlícu- 

Considerando  que  contra  ia  imposición  da 
la  mulla,  según  el  último  párrafo  del  art.  72 
p^uede  reclamar  el  multado  coiilorme  a!  ar^ 
tículo  178,  ó sea  por  la  vía  admiiiLslrativa  ó 
la  judicial;  y en  el  72  ya  se  dice  que  en  ca- 
sos como  eJ  quo  se  consulta,  el  juez  de  paz 
(hoy  municipal)  liará  las  íunciones  que  se 

encomendasen  al  de  primera  instancia  por 
el  179: 

Considerando  que  si  esto  se  preceptúa  pa- 
ra en  eí  caso  de  interponerse  el  recurso  anta 
la  autoridad  judicial,  disponiéndose  en  el  ar- 
tículo nS  que  contra  la  imposición  de  la 
nuiila  á [üs  alcaldes  o concejales  pueden  és- 
tos acudir  al  Gobierno  por  la  via  administra- 
tiva, ó sea  el  superior  jerárquico  en  el  órden 
adniiiiislrativo  de  (¡uieii  la  impuso,  claro  e.s  ' 
que  en  los  casos  de  que  se  conaiilUi  debo 
serlo  unte  la  Comisión  provincia!,  no  solo 
como  superior  de  Jos  Ayuntamientos,  sino 
por  ser  Ja  llamada  á revisar  Jos  acuerdos 
municipales,  según  el  art.  66  de  Ja  ley  pro- 
vincial; 

El  Gobierno  de  ia  República,  teníomlo  eu 
cuenta  Jos  artículo-s  citados  y el  espíritu  de 
la  ley  nuiuicipa),  ba  resiielto  que  contra  la 
imposición  de  una  mulla  por  infracción  ile 
las  Ordenanzas  municipales  debe  interponer- 
se el.recurso  administrativo  ante  laCmmVion 
provincial.»  (Resolución  Uel  Gobierno  30 
agosto  1873.) 


VIL  Sobre  represión  de  faltas  come- 
I por  maestros. — Según  lo  dispuesto 
en  la  R.  O,  de  18  de  junio  de  I8i8,  cor- 
responde á la  autoridad  gubernativa  to- 
mar Jas  medidas  oportunas  para  la  re- 
presión de  las  infracciones  que  cometan 
ios  maestros;  y vista  esta  Real  orden,  y 
i a de  23  de  marzo  de  1850,  el  ‘párra- 
fo 1,®  del  art.  oi  del  reglamento  para  la 
aplicación  de  la  ley  de  25  de  sfHiembro 
de  1863,  el  art.  2ÍJ8  de  la  ley  de  ins-» 
truccion  pública  de  9 de  seltembre  de 
1857  y las  disposiciones  1.“  y 2.^  del 
decreto  del  Gobierno  Provisional  de  14 
de  octubre  de. 1868,  se  decide  á favor 
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de  la  Administración  una  competencia 
promovida  por  el  gobernador  de  Bar- 
celona al  juez  de  Manresa  que  estaba  ins- 
truyendo las  primeras  diligencias  su- 
marias contra  un  maestro,  por  no  haber 
contestado  á un  oficio  que  el  alcalde  le 
dirigió  y haberse  negado  á entregar  las 
llaves  de  la  escuela  que  en  persona  y 
acompañado  del  secretario,  alguacil  y 
sereno  le  reclamó  aquella  autoridad. 
{Decís.  7 julio  1809  á consulta  de! 
Consejo  de  Estado.) 


V.  Ci'MPíiTHNciAs;  Competencias  ad- 
ministrativas. 

FERRO-CARRILES  . (Empresas  de).— 
Sobre  su  responsabilidad  por  faltas,  etc., 

Véase  hirnunENCiA  temeraria:  Contra- 

BANOO. 

FRAUDES. — V.  Estafa:  Exacciones 

ILEGALES. 

FUERO. — V.  CoMPErENCiAS. 
FUNCIONARIOS  PUBLICOS.— V.  Emplea- 
dos PÚaLlCOS. 


GANADOS.  Sobre  el  castigo  de  faltas 
relativas  á ganados  véase  Faltas. 

GANZÚAS.  Según  el  art.  528  del  Có- 
digo penal,  el  que  tuviese  en  su  poder 
ganzúas  ú otros  instrumentos  destinados 
especialmente  para  ejecutar  el  delito  de 
robo,  y no  diere  el  descargo  suficiente 
sobre  su  adquisición  ó conservación,  ba 
de  ser  castigado  con  la  pena  de  arresto 
mayor  en  su  grado  máximo  á presidio 
correccional  en  su  grado  mínimo.  (Sen- 
tencia 17  abril  1872.) 

GENTE  DE  MAR  (Delitos  cometidos 
por).  — V.  Competencia,  números  XIX 
á XXI  y otros, 

GOBERNADORES  DE  PROVINCIA,— Véase 
Atentados  y desacatos:  Contiendas  de 

COMPETENCIA. 


GUARDIA  CIVIL.  L as  funciones  propias 
de  ¡a  Guardia  civil  se  reputan  como  ser- 
vicio permanente,  equiparado  al  que 
presta  la  tropa  del  ejército,  según  lo  dis- 
puesto en  la  Real  orden  de  8 de  noviem- 
bre de.l8i6,  y á lo  repetidamente  de- 
clarado en  varias  resoluciones  del  Tribu- 
nal Supremo;  y por  consiguiente  están 
sujetos  á la  jurisdicción  militar  los  que 
en  actos  del  servicio  insultan,  atropellan 
ú oponen  resistencia  á los  individuos  de 
aquella  fuerza  pública. — V.  Competen- 
olas:  Insulto  á centinelas. 

GUIAS  PROVINCIALES  (Delitos  come- 
tidos por), — V.  Competencia,  números 

VI  á iX. 


H. 


HOMICIDIO.  Delito  contra  las  perso- 
nas, como  lo  es  el  asesinato  que  le  cali- 
fican las  circunstancias  y medios  de  eje- 
cución, y como  el  parricidio  que  !e  cali- 
fican las  inmediatas  relaciones  de  paren- 
tesco entre  ei  agresor  y la  víctima.  Del 
parricidio  trata  el  art.  417  del  Código,  y 
del  asesinato  el  418.  No  concurriendo 
las  circunstancias  calificativas  de!  parri- 
cidio, ó del  asesinato,  el  acto  de  malar  á 
otro  constituye  c!  delito  de  homicidio, 
según  los  aris.  41Ü  al  421,  Remitiéndo- 
nos á los  artículos  Asésin.ato,  Lesiones 


y Disparo  de  arma  de  fuego,  donde  in- 
dicamos nuestra  Opinión  sobre  una  cues- 
tión importante,  lié  aquí  varios  casos  de 
! jurisprudencia: 

1.  Hechos  calificativos  del  delito  frus- 
trado de  homicidio, — El  hedió  de  apun- 
tar y disparar  contra  determinada  per- 
sona una  carabina  cargada  con  bala  y 
perdigones  á distancia  que  estos  proyec- 
tiles puedan  ocasionar  la  muerte,  supone 
en  su  autor  la  intención  de  cometer  el 
delito  de  homicidio,  á no  ser  que  de  las 
demás  circunstancias  que  en  su  ejecu- 
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cion  concurrieran  pueila  racionslrnenie 
deducirse  que  no  fue  éste  su  ánimo. 

(Sent.  11  enero  1871.) 


II.  Homicidio  frustrado:  Disparo  de 
arma:  Casación  de  sentencia  que  califica 
de  ko77iicidio  frustrado  el  hecho  de  la 
causa, — Condenado  Isidoro  Mendez  co- 
mo autor  de  liomicidio  frustrado,  inter- 
puso recurso  de  casación,  por  infracción 
del  art.  4Í23  que  debia  haber  sido  aplica-  | 
do,  y se  casa  y anula  la  sentencia: 

«Considerando  que  hay  delito  frustrado 
cuando  el  culpable  practica  lodos  los  actos 
de  ejecución  que  deberiau  producir  como 
resultado  el  delito,  y sin  embargo  no  lo  pro- 
ducen por  causas  i udepeu dientes  de  ia  vo- 
luntad de!  agente,  según  se  determina  en 
el  art.  3.°  del  Código  penal  reformado,  acor- 
de con  el  de  1850; 

Considerando  que  si  bien  se  sienta  en  la 
sentencia  el  hecho  de  haber  el  procesado 
disparado  su  fusil  contra  Leonardo  Martínez, 
no  resulta  que  aquel  estuviese  cargado  con 
proyectil  alguno,  ni  la  dirección  del  arma  al 
realizarse  el  disparo,  ni  la  distancia  y posi- 
ción respectiva  de  ambos  sugelos  entre  sí  en 
aquella  sazón : que  desconocidas  como  son 
absolutamente  estas  circo ostaccias,  no  apa- 
rece que  el  procesado  practicara  todos  los 
actos  necesarios  para  producir  la  muerte  de 
Leonardo  Martínez,  ni  que  ésta  dejara  de 
verificarse  por  causas  indepeudientes  déla 
voluntad  del  procesado: 

Y considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  calificar  de  homicidio  (rustrado  el  hecho 
por  que  se  procede  cu  esta  causa,  ha  infrin- 
gido el  citado  art.  3.°  de!  Código  pena!,  é in- 
currido en  el  error  de  derecho  de  que  habla 
el  caso  -4,^  del  art.  4/  de  la  ley  de  18  de  ju- 
nio de  1870  sobre  el  establecimiento  de  los 
recursos  de  casación  en  los  juicios  crimina- 
les.» (Sent.  G febrero  lS7i). 

III.  Tentativa  de  homicidio  bien  ca- 
lificada,  por  los  actos  que  la  acompañan, 

— Establece  el  Tribuna!  Supremo,  decla- 
rando no  haber  lugar  á casación,  que 
cuando  al  ser  conducido  uno  en  clase  de 
detenido  amenaza  al  guardia  que  lo  con- 
duce con  echarle  las  tripas  fuera,  repite 
la  misma  amenaza  durante  el  tránsito,  y 
habiendo  llegado  al  loca!  donde  ha  de 
quedar  detenido,  hallándose  de  espaldas 
el  guardia,  se  dirige  al  mismo,  sacando 
una  navaja , profiriendo  las  palabras, 


ahora  te  mato,  es  la  ocasión,  lo  que  im- 
pide otro  de  los  que  auxilian  en  la  ope- 
ración; estos  hechos  demue.stran  el  pro- 
pósito deliberado  de  motar  al  municipal 
y el  principio  de  ejecución  que  no  pudo 
consumar  el  procesado  por  causa  ajena 
á su  voluntad,  todo  lo  cual  constituye  el 
delito  de  tentativa  de  homicidio;  y por 
tanto  la  sentencia  que  en  esto  caso  cali- 
fica el  hecho  de  tentativa  de  liomicidio, 
no  comete  error  de  dereclio,  ni  infringe 
los  aris.  270  y 9.“,  circunstancia  7.*  del 
Código  penal.  (Sent.  8 febrero  1871.) 

IV.  Calificación  del  delito  do  homi- 
cidio: Lesiones  graves  que  cansan  la 
muerte  por  accidente,  ó d lo  más  m plu- 
rimum. — Procesado  Manuel  Blandón  co- 
mo autor  de  lesiones  á Joaquín  Domín- 
guez, y resultando  de  la  fé  de  liberes 
que  éste  tenia  una  herida  penetrante  si- 
tuada trasversal  mente  en  la  parte  poste- 
rior é inferior  de  la  cavidad  torácica,  ha- 
cia su  lado  izquierdo,  como  de  tres  pul- 
gadas de  extensión  y una  de  latitud,  he- 
cha con  instrumento  de  corle  y punta, 
los  facultativos  la  calificaron  muy  grave: 

Pero  pndíendo  deducirse  de  la  decla- 
ración rendida  después  de  practicada  la 
autopsia  que  la  muerte  del  Dominguez  no 
debió  ser  consecuencia  de  la  herida,  y 
sí  de  la  demacración  y fiebre  con  que 
murió  el  paciente  se  pidió  informe  á la 
Academia  de  Medicina  y Cirugía  de  Se- 
villa, la  cual  lo  evacuó  diciendo  que  la 
herida  no  fue  de  esencia  mortal,  sino 
solo  por  accidente,  ó á lo  más  lU  pluri- 
mum:  que  las  de  su  clase  no  pueden 
siempre  ser  curadas  radicalmente,  aun 
cuando  al  individuo  no  falte  un  buen 
régimen  y conveniente  alimentación;  y 
que  la  carencia  de  estas  circunstancias 
debe  estimarse  como  accesoria,  y ia  le- 
sión como  esencial  para  producir  la 
muerte: 

La  Sala  sentenciadora  estimando  pro- 
bado el  hecho  y calificándolo  de  homici- 
dio con  una  circunstancia  atenuante  y 
ninguna  agravante,  impuso  al  procesado 
doce  años  y un  dia  de  reclusión;  é in- 
terpuesto recurso  de  casación  citando 
entre  otros  como  infringido  el  art.  419 
por  haberse  calificado  de  homicidio  un 
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Iiecho  ffiie  consiste  en  lesiones,  seg^un 
los  informes  facultativos,  el  Tribunal  bu- 
premo  declara  no  haber  lugar  á la  ca- 
sación; 


«Considoranflo  qne  en  tanto  debe  eolen- 
dei'sc  que  liay  infracción  de  ley  para  jos 
efettos  lie]  recurso  de  casación  en  los  juicios 
criminales  en  cuanto  se  funden  exclusiva- 
nieijle  en  alguno  de  ios  cinco  casos  que  de- 
termina el  art.  4.°  de  la  ley  provisional  de  18 
de  jumo  úllitno  que  lo  ha  establecido;  y que 
se  apoya  el  presente  en  ei  3.®,  4,”  y 5.^,  ó 
sea  ¡)orqiie  dados  los  hechos  ennsiguados  en 
la  sen  Leu  cía,  se  lia  coin  elido  en  ella  error  de 
(lereclm  en  ia  calificación  del  delito,  en  la 
imposición  do  !a  pena  y en  la  calilicacion  de 
las  circunslancias  aleuuanlcs  y de  exención 
de  responsabilidad,  y en  ia  designación  del 
grado  lie  aquella: 

C uisiderando  que  no  lia  podido  servir  de 
fundar  liento  á su  interposición  e!  caso  3.“  del 
citado  nrl.  4,",  por  luilier  calificado  la  Sala 
senienosadora  ei  delito  perpetrado  por  Ma- 
nuel li  iiiulun  de  homicidio  y no  de  lesiones, 
por  cuanto  ocupando  la  lierida  inferida  al  Do- 
niingui'z  la  parte  posterior  ó inferior  de  la 
caviiJad  torácica,  Inicia  ei  lado  izquierdo,  y 
ocadmiídia  con  instrumento  de  corle  y pun- 
ta, íiié  calificada  por  los  facultativos  en  la  fé 
de  iibores  de  muy  grave: 

(hm  sido  ramio  que  no  puede  desvirtuar  en 
manera  a Ia'uíki  la  calilicacion  del  delito  que 
liizo  la  Silla  sentenciadora  ia  circunstancia  de 
no  ser  fa  lierida  mortal  de  necesidad  v sí  solo 

■ I 

ni  plurimunif  ó por  accidente,  á no  resul- 
tar de  los  lieclios  consignados  en  Ja  senten- 
cia, lo  que  en  el  presente  caso  no  sucede, 
que  osle  no  derivara  de  la  lesión  y que  iiahia 
produciiio  la  muerte  una  causa  completa- 
mente extr.iua  á ella,  sin  la  cual  hubiera  po- 
dido conseguirse  salvar  la  vida  al  lesionado: 


(Airisideramlo  que  el  informe  de  la  Acade- 
mia ds  Medicina  y Cirugía  de  Sevilla  revela 
ctíirriiuenle  el  error  en  que  iucurrieron  Jos 
módicos  forenses  y los  que  ]iraclicaron  la 
riperaciou  de  la  autopsia,  opinando  unos  y 
otros  (|ue  la  muerte  del  Domínguez  no  debió 
ser  por  consecuencia  de  la  iicrída,  y sí  por 
el  acc’deiile  de  demacración  y fiebre  que  su- 
frió ésto  liasla  su  fallecimiento,  y por  la  falla 
de  recursos  para  atender  á sii'ysislencia  -y 
curación;  por  cuanln  cu  sentir  de  esta  cor- 
pnraciun,  as  lim-idas  de  la  clase  de  la  que  á 
Domínguez  fué  inferida  no  pueden  siempre 
ser  curadas  radicalmente  aun  cuando  el  in- 
dividuo un  carezca  de  buen  régimen  y con- 
veniente alimentación,  debiendo  estimarse 
circunstancia  como  accesoria,  y la  lesión 
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como  esencial  para  producir  la  muerte,  y los 
fenómenos  de  ííeijre  y consunción  como  re- 
sultado de  dichas  Iieridas,  según  se  consigna 

por  la  Sala  sculeaciadora » (Sent.  12 

nmyo  1871.) 

V.  Homicidio  en  confusión  íumuUíia- 
ria:  no  existe  esta,  conforme  al  art,  .420, 
fiWíini^o  íj?M/n  ho7nicidio  toman  parte  dos^ 
cooperando  a^nbos  á su  ejecución.^ — La 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  causa  contra  Francisco  y 
.losó  Fontova  por  homicidio,  dictó  sen- 
tencia declarando  que  los  hechos  proba- 
dos constituyen  el  delito  de  homicidio 
en  la  persona  de  Antonio  Baró,  sin  cons- 
tar los  que  causaron  las  lesiones  graves 
que  le  produjeron  la  muerte,  aunque  sí 
los  que  ejercieron  en  él  violencias,  y 
que  fueron  autores  los  referidos  Fran- 
cisco y José  etc.  El  Ministerio  fiscal  in- 
terpuso recurso  de  casación,  citando  co- 
mo infringido  c!  párrafo  segundo  dei 
art,  420  dei  Código  penal,  y le  estima  el 
Tribunal  Supremo 

CfConsiderando  que  se  entienden  autores  de 
un  delito  ó falta  ios  que  toman  parte  directa 
OH  Ja  ejecución  de  un  hecho,  ó fuerzan  ó in- 
ducen á otros  á ejecutarlo,  ó cooperan  aí 
mismo  }iOr  un  acto  sin  el  cual  no  se  iui hiera 
efectuado,  en  conformidad  a!  art.  id  del  Có- 
digo penaí: 

Comsiderando  que  consignados  en  la  sen- 
tencia contra  !a  que  ha  recurrido  el  MitiisLe- 
rio  llfcal  los  liccbos  de  que  disputaron  Fran- 
cisco Fontova  y Antonio  Baró,  y que  en  este 
acto  el  primeró  reclamó  un  cuchillo  de  su 
liijo  Jo.sé,  que  trajo  obedeciéndole:  que  am- 
bos se  agarraron  ai  Baró  tirándole  al  suelo, 
habiendo  resultado  de  esta  lueiia  las  Ie.sÍone.s 
y muerte  de  aquel  eu  cortas  iioras,  o.s  evi- 
dente que  aquellos  fueron  los  agresores,  sía 
que  de  modo  alguno  pueda  asegurarse  que 
fiubo  confusión  y lumullo  que  privasen  de 
conocer  quiénes  hubieran  cau.sndo  las  lesio- 
nes y muerte  referidas.»  (Sent.  17  ju- 
mo 1872.) 

YI.  El  golpe  dado  con  himayioópuño 
d im  niño  en  la  cabeza  caiisd ndoíe  la 
innerle^constifujie  homicidio  y no  la  falla 
delnúm.  l.°  del  art.  fi04.  Casación 
error  de  derecho  coiisistenlc  en  no  califi- 
car como  (lela o un  hecho  que  lo  es. — En 
8 de  octubre  de  1871,  el  "niño  Gregorio 
Carmona,  reunido  con  otro,  entraron  ea 


HOMICIDIO. 

un  corral  do  la  población  (Villanuova  de 
la  Serena)  y se  pusieron  á coi;er  flores; 
ero  observando  que  venia  s"u  dueña, 
líinuela  Barco,  echaron  á correr,  y al- 
canzando ésta  á Camiona  le  dio  un  gol- 
pe en  la  cabeza  con  la  mano  cerrada  que 
le  produjo  un  derrame  sanguíneo,  y 
poco  después  la  muerte.  Al  presentarse 
el  Juzgado  en  e!  lugar  en  que  yacía  el 
cadáver  del  niño  Carmona,  bailó  sentada 
á su  lado  llorando  á la  acusada  Manuela 
Barco,  la  cual  manifestó  que  ella  babia 
sido  la  causa  de  aquella  desgracia,  que 
según  la  diligencia  de  aulofisia,  fue  pro- 
ducida por  la  conmoción  rereliral  y con- 
secutivamente la  congestión.  El  Juzgado 
condenó  á la  procesada  á trece  meses  de 
prisión  correccional,  y la  Audiencia  de 
Gañeres,  decl-arando  que  el  hecho  pro- 
bado constituía  la  falla  prevenida  en  e! 
núm.  del  art.  (jO'í  del  Código,  se  in- 
hibió do!  conocí  miento  del  proceso  y 
mandó  que  se  remitiese  al  juez  munici- 
pal de  Yillanueva  para  que  conociese  de 
él  en  juicio  verbal. 

interpuso  recurso  de  casación  el  Mi- 
nisterio liscal,  fundándose  en  los  núme- 
ros 2.®,  3.®  y o.®  del  art.  4,®  de  la  ley  de 
casación,  alegando  que  la  declaración 
conieniila  en  la  sentencia  caliGcando  de 
falta  el  hecho  origen  de!  proceso  entraña 
un  error  de  derecho,  por  cuanto  ha  de- 
bido ser  calificado  de  delito;  por  lo  cual 
se  lian  infringido  los  artículos  419,  9.®, 
en  sus  números  3.®  y 7.®,  y 82  en  su  re- 
gla 5.“,  toda  vez  que  el  golpe  dado  por  la 
procesada  fue  voluntario  é intencional  y 
produjo  i n media  lamente  la  muerte  de 
éste,  por  nuis  que  aquella  no  se  propu- 
siera cansar  tan  grave  mal. 

Y el  Tribunal  Supremo  casa  y anula 
la  sentencia: 

((Considerando  que,  según  aparece  de  los 
iieclios  que  como  probados  se  consignan  en 
fa  sentencia  recurrida,  la  procesada  Manuela 
líarco,  al  apercibirse  de  que  los  niños  Anlo-  , 
nio  Viizf|nez  y Gregorio  Carmona  estaban 
cogiendo  Jas  llores  que  tenia  en  un  c®rral  sin 
puertas,  salió  á perseguirlos,  y huyendo  ellos 
ios  .siguió,  lia  bien  (lo  alcanzado  á los  30  paso.s 
ai  Gregorio,  á quien  dió  con  la  mano  un  gol- 
pe  en  la  cabeza,  cayendo  al  suelo  y quedan- 
do mil  orlo  en  el  acto: 
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Considerando  que,  según  declaran  los  fa- 
cultativos que  praclicaroD  ia  autopsia,  la 
; muerte  del  niño  Gregorio  ocurrió  por  con- 
' mocion  cerebral  y con.secuGUte  congestión 
ocasionadas  por  su  precipitaila  fuga,  su  con- 
siguiente miedo  y del  golpe  gue  Tccibió  en 
Id  cabeza^  por  más  (jue  no  ¡nci^ü  muy  vio- 
/eíiío,  711  se  diese  cor!  agente  mecánico  muy 
duro^  como  no  lo  es  la  mano  ni  el  puño: 

, Considerando  que  la  muerte  dei  Miño  Gre- 
gorio Carmona,  nrígen  y motivo  de.  esta 
causa,  constituye  un  homicidio,  el  cuai  iia 
sido  perpetrado  por  la  iManiiela  barco,  pues- 
to que  tomó  parle  en  él  directa  é indirecta- 
mente, y que  fué  una  consecuencia  necesa- 
ria de  los  actos  por  ella  ejecutados  en  la 
mañana  del  referido  8 de  octubre  de  J87i 
contra  dicho  niño;  lo.s  que  sí  bien  no  llega- 
ron Á lesionar  la  piel  ó parle  externa  de  la 
cabeza,  en  que  éste  recibió  oi  golpe,  cansa- 
ron inríudablemente  la  conmoción  y conges- 
tión cerebral;  lesión,  aunque  interna,  gravo 
y mortal,  como  lo  demostró  bien  pronlo  el 
resultado  do  ella: 

Considerando,  por  úlliitio,  que  el  beobo 
de  auto?,  atendida  su  iiaUiraieza  y circuns- 
Uiicias,  salo  de  la  Cífara  y de  Jos  Íímiles  que 
el  Código  penal  vig  iiilo  señala  en  su  libro  3.®, 
Ut.  3.',  á las  faltas  contra  las  pensónos,  no 
pudíendo  ajustarse  á ia  tetra  ni  al  espíritu 
d^e  ninguna  de  las  dlspo.sidones  de  los  ar- 
tículo.s  allí  contenidos;  y qiu?  por  consiguien- 
te ia  Sala  sentenciadora,  calificando  ese  lie- 
cho  de  falla  comprendida  en  el  núm.  del 
arl.  004  de  dicho  CóiJigo,  ha  infringido  el 
•Í19  y el  581  del  tni,smo,  ó incurritio  en  el 
error  de  dereclio  ó que  se  rdiuro  el  ca.so  2.® 
dei  arl.  A."  de  In  ley  lie  casacíprn  criminal.» 
(Sent.  4 julio  JS72.) 

Vil.  Homicidio  con  dos  circunstan^ 
cins  atennantes:  Píínalidad, — Al  imponer 
la  Sala  sentenciadora  ocho  años  y un  dia 
de  prisión  mayor  al  que  declara  autor  vo- 
luntario del  delito  do  ii  omi  cid  lo  simple, 
con  ia  concurrencia  de  dos  circunstancias 
atenuantes  muy  caiiíicadas  y ninguna 
agravante,  no  incurre  en  el  error  de  de- 
recho que  se  expresa  en  el  caso  3.®  del 
art.  4.“  lie  la  ley  de  ! S de  junio  de  187(1, 
ni  infringe  los  arls  GOfi,  581,  419  y S.® 
del  Código  del  mismo  ano;  ni  bá  por 
tanto  lugar  al  recurso  de  casación.  (Sen- 
tencia 19  octubre  iS72.) 

Ylil.  Concurrencia  en  el  homicidio 
de  dos  ó más  cirniuslancJas  atenuanles; 
y casación  por  no  haber  aplicado  el  caso 
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5.°  dcl  arlkulo  82. —Habiendo  mediado 
cuestiones  entro  Antonio  Illa  y Antonio 
Catdlá,  relativamente  á la  servidumbre 
de  paso  que  este  pretendia  tener  en  una 
finca  de  aquel,  le  fueron  lanz^^das  por 
llia  dos  piedras,  de  las  cuales  la  una  le 
birió  levemente  en  la  oreja  izquierda,  y 
la  otra  en  la  nariz,  habiéndolo  además 
derribado  al  suelo;  y levantándose  Caía- 
la armado  de  un  cuchillo  acometió  á su 
contrario  [y  le  infirió  una  herida  en  ei 
vacío  izquierdo  de  cinco  centímetros  de 
longitud,  á consecuencia  de  la  cual  fa- 
lleció al  dia  siguiente.  Seguida  la  causa, 
y dictada  y consultada  la  sentencia  de 
primera  instancia,  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Barcelona  pronunció 
la  suya  declarando  que  el  hecho  consti- 
tuye el  delito  de  homicidio  con  la  cir- 
cunstancia atenuante  4 del  art.  9.°  con- 
denando á Gatalá  á la  pena  de  doce  años 
y un  dia  de  reclusión  temporal,  á la  ac- 
cesoria correspondiente,  indemnización 
de  1.50U  pesetas  y al  pago  de  todas  las 
costas. 

El  procesado  interpuso  en  tiempo  y 
forma  recurso  de  casación  fundándolo 
en  los  núms.  1.*^,  4.®  y 5.°  del  art.  4.® 
de  la  ley  que  lo  establece,  y citando  co- 
mo infringidos  e!  núra.  4 ° del  art.  8.“ 
del  Código  penal,  el  art.  87,  ei  art.  82, 
caso  o.°  y los  núms.  t."",  3.”,  4.“,  5.®  y 
7.®  del  art.  9.® — El  Tribunal  Supremo 
estima  en  parle  el  recurso  en  estos  tér- 
minos; 

«Considerando  que  el  DÚrn.  4.°  del  art.  8,* 
del  Código  penal  vigente,  que  se  cita  corno 
primer  motivo  do  casación,  no  se  ha  infrin- 
gido en  la  sentencia,  porque  de  los  heches 
que  consigna  y admite  como  probados  no 
aparece  que  Caíala  obrase  en  defensa  de  su 
persona  al  herir  rnortalinente  á Illa;  pues 
aunque  !a  Sala  supone  que  hubo  la  circuns- 
tancia atenuante  de  haber  mediado  agresión 
ilegítima,  al  citar  la  disposición  legal  aplica- 
ble lo  liace  solo  de  la  4.*,  art,  9.®,  que  es  la 
de  haber  precedido  inmediatamente  provo- 
cación ó amenaza  adecuada  de  parle  del  ofen- 
dido, sin  que  en  la  forma  que  refiere  el  suce- 
so se  deduzca  la  necesidad  racional  del  me- 
dio empleado  para  impedir  ó repeler  la  agre- 
sión, que  no  se  dice  continuase,  ni  la  falta 
de  provocación  suficierjte  por  parle  del  Cá- 
tala que  cuestionaba  con  Illa  relativamente  á 
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la  servíthinilire  de  paso  que  aquel  pretendía 
tener  en  una  tinca  de  este: 

Considerando  en  su  virtud  que  tampoco 
se  ha  infringido  el  art._87  del  Código  que  se 
cita  como  segundo  motivo  de  casación;  por- 
que refiriéndose  á Ja  aplicación  de  la  |iena 
inferior  en  uno  ó dos  grados  á la  señalada 
por  la  ley,  cuando  el  l)ecbo  no  fuere  de!  todo 
excusable  por  falta  de  alguno  de  los  requisi- 
tos que  se  exigen  para  eximir  de  responsa- 
bilidad criminal  en  ios  respectivos  casos  de 
que  se  trata  en  el  art.  8.“,  siempre  que  con- 
curriese el  mayor  número  de  ellos,  ya  se  ha 
sentado  que  fuílan  ó no  concurren  en  el  caso 
de  autos: 

Considerando,  respecto  al  tercer  motivo 
alegado,  que  presupuestos  los  hechos  de  la 
sentencia  no  se  ha  cometido  error  de  dere- 
cho en  no  admitir  la  circunstancia  1.*  del 
artículo  9.“  que  es  también  relativa  á la  de- 
fensa, cuando  no  concurrieren  todos  los  re- 
quisitos necesarios  para  eximir  de  responsa- 
bilidad: que  la  Sala  ha  admitido  la  4.“',  rela- 
tiva á haber  precedido  inmediatamente  pro- 
vocación ó arnenaza  adecuada  por  parte  del 
ofendido,  bajo  cuyo  concepto  ha  sido  in- 
oportuno reclamarla,  pero  que  iia  debido  ad- 
mitir la  3.*  de  no  haber  tenido  el  delincuen- 
te intención  de  causar  un  nial  de  tanta  gra- 
vedad como  el  que  produjo  con  el  único  golpe 
de  cuchilla  que  dio,  sin  insistir  más  al  ejecutar 
el  hecho  en  vindicación  próxima  de  las  dos 
pedradas  que  había  recibido  en  la  oreja  y la 
nariz,  produciéndole  naturalmente  arrebato 
y Obcecación;  circunstancias  5.'^y7.*  citadas 
y comprendidas  en  el  art.  82,  caso  6.%  para 
imponer  la  pena  inmediatamente  inferior  á 
la  señalada  por  la  ley; 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
si  no  ha  infringido  la  ley  al  calificar  como 
delito  el  heclio  objeto  de  la  causa,  y no  pro- 
cede por  tanto  la  casación  fundada  en  el  ca- 
so \ art.  4.®  de  la  ley  que  se  ha  invocado, 
ha  cometido  error  de  derecho  en  no  apreciar 
tres  circunstancias  atenuantes  que  aparece 
hau  concurrido,  además  de  la  admitida  en 
la  sentencia,  siendo  aplicable  e!  caso  5.®  de 
dicho  artículo  y el  4.®  por  no  haber  im- 
puesto la  pena  que  corresponde  según  las 
leyes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Antonio  Gatalá  y Massot  por 
el  primero  y segundo  motivos  alegados,  y 
haber  lugar  por  el  tercero  respecto  á las  cir- 
cunstancias atenuantes  3.%  8.®  y 7.*  del  ar- 
tículo 9.°  que  han  debido  admitirse:  casamos 
y anulamos  en  este  sentido  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
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Audiencia  de  Barcelona.»  (Sent.  15  octu- 
bre 1S72.) 

IX.  L esiones  causadas  por  disparo 
de  arma:  La  miencion  y las  circunHun- 
das  han  de  decidir  si  es  homicidio  frus- 
trado ó delito  de  lesiones,  ó tal  vez  de  dis- 
paro de  arma:  Casación  por  error  en  la 
calificación. — Estando  Agustín  Fleta  y 
otros  tres  sugelos  la  noche  del  i.'’  de 
octubre  de  1871  en  medio  de  una  calle 
del  pueblo  de  Letux,  contándoles  aquel 
la  disputa  que  babia  tenido  con  Santiago 
Viruele,  llegó  éste  á ellos  y á la  distancia 
de  doce  ó catorce  pasos  íes  dijo:  el  qm 
no  quiera  morir  que  se  aparte;  y en  efec- 
to disparó  una  pistola,  causando  a!  Agus- 
tín una  lesión  en  la  mano,  de  la  cual 
curó  á los  treinta  y ocho  dias  de  asisten- 
cia facultativa.  Seguida  la  causa  y ele- 
vada á la  Audiencia,  pronunció  esta  sen- 
tencia definitiva,  declarando  que  los  he- 
chos probados  consliluyen  el  delito  de 
/oííoneí  qraves  causadas  por  e!  disparo 
de  un  arma  de  fuego,  con  la  circunstan- 
cia atenuante  de  haber  habido  provoca- 
ción ó amenaza  ad.ecuada  y ninguna 
agravante,  del  cual  es  autor  Santiago 
Viruete,  condenándole  en  su  consecuen- 
cia á la  pena  de  doce  meses  y un  dia  de 
prisión  c-orreccional,  con  las  accesorias 
de  suspensión  de  todo  cargo  y del  dere- 
cho de  sufragio  durante  igual  tiempo,  á 
indemnizar  al  herido  43  pesetas,  con  la 
detención  correspondiente  caso  de  insol- 
vencia y al  pago  de  todas  las  costas. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  mi- 
nisterio fiscal  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  fundándolo  en  los  casos 
3,°  y 5.*^  del  arl.  4.°  de  la  de  18  de  junio 
de  1870,  y citando  como  infringidos: 

1,°  Los  arts.  419,  6G  y m del 
Código  penal  vigente,  al  calificarla  Sala 
sentenciadora  el  delito  de  lesiones  gra- 
ves causadas  por  el  disparo  de  un  arma 
de  fuego,  porque  teniendo  en  cuenta  la 
intención  del  agresor,  explícitamente  de- 
mostrada por  las  palabras  que  pronunció 
antes  de  disparar,  á la  corta  distancia  á 
que  se  bailaba  del  acometido  y la  clase 
de  arma  de  que  se  valió,  se  hizo  respon- 
sable de  un  delito  frustrado  de  homi- 
cidio. 
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S,''  Los  arts.  Q.”,  en  su  núm.  4.^,  y 
82  de!  propio  Código,  porque  en  la  sen- 
tencia se  ha  apreciado  una  circunstaiieia 
atenuante  que  no  se  desprende  de  la  re- 
lación de  los  hechos  consignados  en 
aquella,  pues  no  aparece  que  hubiese  la 
provocación  inmediata  que  debió  mediar 
para  atenuar  fundadamente  la  responsa- 
bilidad det  culpable; 

Y el  Tribunal  Supremo,  apreciando 
los  motivos  del  recurso,  declara  la  casa- 
ción en  estos  términos: 

<f Considerando  que,  segiin  lus  artícu- 
los 419,  3.",  GG  y 423  dei  Código  penal  vigente, 
que  se  citan  como  infringidos  por  el  recur- 
rente, es  reo  de  homicidio  el  que  maUirc  á 
otro,  y. son  punibles  no  sólo  el  delito  consu- 
mado sino  el  frustrado  y la  tentativa^  y hay 
cielito  frustrado  cuando  el  culpable  practica 
todos  los  actos  de  ejecución  que  deberían 
producir  como  resultado  el  doütü,  y sin  em- 
bargo no  lo  producen  por  causas  ¡ndepen- 
j dientes  de  la  voluatad  del  agente,  liíihiéndo- 
se  de  imponer  á sus  autores  la  pena  inme- 
dialameuLe  inferior  en  grado  á la  señalada 
; por  la  ley  para  el  delito  coasuinado;  casti- 
gándose con  la  pena  de  prisión  correccional 
en  sus  grados  mínimo  y medio  el  acto  de  dis- 
parar un  arma  de  fuego  contra  cualquiera 
persona,  si  no  hubieren  concurrido  en  el  he- 
cho todas  las  circunstancias  necesarias  para 
coD.slituir  delito  frustrado  de  homicidio  ó 
cualquier  otro  delito  á que  esté  señalada  una 
pena  superior  por  alguno  de  los  artículos  del 
Código: 

Considerando  que,  presupuestos  los  he- 
chos cousignados  y admitidos  en  la  senten- 
cia, se  ha  cometido  error  de  derecho  en  la 
calificación  del  delito,  y de  la  circunstaacia 
atenuante  4.“  del  arl,  9.®  que  se  cita  en  la 
sentencia  y en  el  rectrso,  porque  tales  he- 
chos probados  no  constituyen  el  delito  de  le- 
siones graves  causadas  por  disparo  de  arma 
de  fuego,  habiendo  precedido  inmediatamen- 
te provocación  ó amenaza  adecuada  de  parte 
, del  ofendido,  sino  el  de  homicidio  frustrado, 
cuando  parado  tranquilamente  en  la  calle 
con  otros  el  ofendido,  y llegando  el  procesa- 
do á la  distancia  de  doce  ó catorce  pasos  le 
disparó  una  pistola  diciendo  antes:  el  que  no 
quiera  mofir  que  se  aparte,  causando  al 
Fleta  una  lesión  grave  en  la  mano  izquierda, 
sin  que  pueda  calificarse  de  provocación  in- 
mediata ó amenaza  adecuada  lo  que  expresa 
el  procesado  de  haberle  cantado  Fleta  una 
copla  picante,  en  la  que  decia  iba  á hacer 
una  cruz  en  su  puerta: 
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ConsideríiTido,  (’ii  s'i  virtud,  que  dados  los 
hechos  admitidos  en  la  sentencia,  se  lia  co- 
metido la  infracción  de  ley  comprendida  en 
los  iMsos  y 5.*  del  art  4.'  que  se  invocan 
corno  fundamento  del  recurso; 

Fídliiiuos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpui^slo  por  el  ministerio  íisca!;  casarnos  y 
anulamos  !a  sentencia.  (Sent.  4-6  noviem- 
bre 1872.) 

X.  Cnestion  sobre  si  nn  delito  es  de 
lesio?ifis  por  no  haber  sido  mortales  de 
necesidad  y ó si  es  homicidio.  No  hay  ne- 
cesidad de  que  la  herida  sea  mortal  ‘jior 
necesidad  para  ?)ictírr/r  en  la  yjcnn  del 
homic.idio. — Procesado  José  déla  Iglesia 
con  motivo  de  lesión  causada  á Petra 
Herrera  con  estoque,  cuyo  golpe  la  hizo 
caer  en  un  charco  del  que  se  la  extrajo 
después  de  algún  tiempo,  por  un  her- 
mano que  la  acompañaba  y otro,  fué 
condenado  por  la  Audiencia  de  Valladc- 
lid  como  reo  de  homicidio  á quince  años 
de  reclusión  con  arreglo  al  ari.  419  del 
Código,  mediante  á que  la  herida  decla- 
rada grave,  produjo  aunque  accidenta  1- 
menie  la  muerte  de  la  Petra. — Interpuso 
José  de  la  Iglesia  recurso  de  casación 
sosteniendo  que  se  hahia  aplicado  inde- 
hidíimerjle  dicho  artículo  en  vez  del  4 lid, 
porque  lo  ofendida  había  muerto  nalu- 
ralrne.nle  y no  á consecuencia  de  la  he- 
rida. Declaráronlo  así  en  efecto  ios  facul- 
tativos que  practicaron  la  autopsia,  pues 
encontraron  interior  y exlcrtormenie  ci- 
catrizada la  herida,  infiriendo  que  ia 
muerte  no  habla  sido  causada  por  ella 
cuyos  yesligins  ni  aun  se  notaban,  sino 
por  la  inflamación  en  los  intestinos  del- 
gados y peritoneo,  producida  por  haber 
estado  !a  paciente  precipitada  ó caida  en 
el  charco  á consecuencia  del  golpe.  Jíl 
Tribunal  Supremo  declara  no  haber  lu- 
gar al  recMrso  de  casación; 

«Considerando  que  los  hechos  consignado.'} 
y admitidos  como  probados...  coustituyen 
un  delito  de  l)om¡cid¡o,  porque  aunque  la 

inferida  á Petra  Herrera  no  fuese 

declarada  mortal  de  necesidad,  lo  fué  sí  ñor 
accidente;  y Jos  accidentes  que  ocasionaron 
la  muerte  de  ésta  ocurrida  á Jos  catorce  dias 
lueron  las  úlceras  cancerosas  que  demostra- 
ron el  gravísimo  estado  de  la  lesionada,  á 


pesar  de  Ja  cicatrización  completa  de  su  lie- 
rida,  y la  inflamación  de  los  inte.stinos  del- 
gados y peritóneo,  debido  todo  á la  mencio- 
nada Jierida  por  la  época  y el  Jugar  en  que 
.se  ejecutó  el  delito; 

...Y  considerando,  por  lo  expuesto,  que  es 
improcedente  el  recurso  de  casación...,  por- 
que no  .se  han  infringido  por  ía  Sala  senten- 
ciadora los  arts.  410.Í.  y 433...  ni  se  lia  in- 
currido por  la  misma  eñ  e¡  error  de  derecho 

de  que  se  hace  mérito » (Sent.  10  mavo 

ISTIÍ.)  ^ 

XI.  Mediando  malicia  no  puede  cali- 
ficarse un  delito  de  imprudencia:  Homi- 
cidio causado  por  una  pedrada. — El  Ije- 
chü  de  dar  uno  á otro  varios  gol]>es  con 
un^  palo  y el  de  tirarle  una  piedra,  al 
huir,  que  le  causó  la  muerte,  consti- 
tuye el  delito  de  liomicidio,  y de  nin- 
gún modo  puede  s\i ponerse  imprudencia 
temeraria  en  ejecutar  aquellos  hechos 
sin  mediar  malicia.  (Sent,  9 octu- 
bre 1373.) 

XII.  Lesiones  cuando  hay  duda  si  el 
lesionado  muere  por  consecuencia  de 
ellas:  constituyen  el  homicidio, — Las  le- 
siones que  producen  irremediablemente 
la  muerte  por  su  propia  gravedad,  ó 
por  que  habiendo  alguna  duda  sobre  su 
pronóstico  á falla  de  facultativos  en  la 
localidad,  no  fué  posible  auxiliar  á tiem- 
po a!  lesionado,  están  bien  calificadas  de 
homicidio  y no  se  infringen  los  artícu- 
los 13,  419  y 431.  (Sent,  21  noviem- 
bre 1873.) 

Xin,  Homicidio  en  que  co¡/cí.trrcíi  dos 
circunstancias  de  las  del  núm,  4.*^  del  ar- 
ticulo  8.°  Casación  por  no  haberlas  apre- 
ciad o ^ fundada  en  el  núm.  5.”  del  ar- 
tículo 7Ü8  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal. hecho,  según  se  describe 
en  el  primer  resultando  dei  Tribunal 
Supremo,  fué  asi:  «En  la  larde  del  4 de 
octubre  de  1872  se  bailaba  Miguel  Vi- 
llegas jugando  con  otros  en  la  placetilia 
de  las  Animas  de  Berja,  cuando  se  le 
acercó  Faustino  López  y le  pidió  una 
peseta  que  aquel  le  dio;  y como  después 
se  ia  reclamara,  el  López  se  negó  á de- 
volverla á pretexto  de  que  se  la  debía 
desde  hace  algunos  años,  ofreciéndole 
un  duro  en  tono  despreciativo  y era- 
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pleando  expresiones  mal  sanantes;  pero 
como  el  Villegas  replicara  (-luo  sola  que- 
ria  su  peseta  y devolviera  las  Frases  in- 
juriosas (jue  le  había  dirigido  el  López, 
éste  te  dio  un  palo  en  la  cabeza,  causán- 
dole una  lesión  Ifivefpie  curó  á los  siete 
dias,  por  lo  cual  mediaron  las  personas 
presentes;  mas  como  el  López  le  amena- 
zara y diera  otros  dos  patos  al  Villegas, 
éste  sacó  una  nav  jn,  y acometiendo  con 
ella  le  tiró  un  golpe  a!  López,  que  cayó 
al  suelo  ó por  efecto  de  c!,  ó por  liaber 
tropezado;  y habiéndose  arrojado  sobre 
el  Villegas  le  quitaron  de  encima  los  con- 
currentes, quienes  observaron  que  el  Ló- 
pez tenia  una  lesión  en  el  vientre,  de  la 
cu<ai  falleció  al  siguiente  dia  por  ser  mor- 
tal de  necesiilad,  según  declaración  de 
los  facultativos.» 

Kl  juez  de  primera  instancia  impuso  á 
Villegas  dos  años,  cuatro  meses  y un  dia 
de  prisión  correccional,  con  arreglo  al 
arl.  8.°,  circunstancia  4.^,  y al  arl.  87; 
y la  A udicncia,  revocando  dicha  senten- 
cia, le  condenó  á doce  años  y un  dia  de 

^ i/ 

reclusión.  Interpuesto  el  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  el  número  b,“  del  ar- 
tículo 4.“  de  la  ley,  y alegando  como  in- 
fringidos, en  primer  término  el  art.  9.", 
núm.  y el  87  de!  Código,  y si  así  no 
fuere,  el  dicho  í).‘  en  sus  números  3.°, 

y 5.°,  y el  82,  núm.  5.®,  por  cuanto 
dadas  las  circunstancias  del  hecho,  reco- 
nocidas por  la  Sala  sentenciadora,  no  ha 
apreciado  las  atenuantes  que  en  él  con- 
currieron al  imponer  la  pena;  y adherido 
ú él  in  voce  el  ministerio  fiscal,  es  esti- 
mado en  estos  le  r mi  nos: 

«Considerando,  en  cuanto  al  primer  moti- 
vo do  casación  alegado,  que  son  circunstan- 
cias nk'miant.o.s,  .según  el  art.  9.°,  núm.  t.* 
del  Código  penal,  las  expresadas  en  el  capí- 
tulo anterior,  cuando  no  concurrieren  todos 
los  requisitos  nece.sarios  para  eximir  de  res- 
pou-abiiidad;  y según  el  art.  87  se  aplicará 
la  pena  inferior  en  uno  ó dos  grados  á la  se- 
ñalínia  por  la  ley  cuando  el  liocbo  no  fuere 
dei  lodo  excusable  por  falta  de  algunos  de 
los  requi.sitíis  que  se  exigen  para  eximir  de 
responsabilidad  criminal  en  los  respectivos 
casos  de  qgo  se  trata  en  el  art.  S.%  siempre 
que  concurriere  el  mayor  número  de  ellos, 
imponiéndola  en  el  grado  que  ios  Tribunales 
■estimareu  correspondiente,  atendido  el  nú- 
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' mero  y enUilad  de  los  ^ef]•JL^iíüS  que  faltaren 
ó cnncLirriereti: 

¡ Considerando  que  .se  lian  infringido  los 
referidos  articulos  en  la  sentencia  recurrida, 
porque  presnpii'vstos  Ids  iieclius  que  Consig- 
na d.'  haberse  negado  el  López  á devolver  la 
peseta  que  le  Iinhia  entregado  Villegas,  ofre- 
ciéndolo un  duro  en  tono  de.sprociativo,  y 
empleando  expresiones  mal  sonante.s,  dán- 
dole después  un  palo  en  la  caiieza,  causán- 
dole una  lesión  que  tardó  en  curarse  .siete 
dias,  y sin  embargo  de  mediar  las  personas 
presentes,  ilescargáudole  ntro-s  dos  palos,  en 
cuya  ocasión  hié  acoiu  jlido  cmi  una  naVaja 
por  el  Villegas,  qac  obró  en  defensa  de  su 
persona  contra  la  agre.siori  ilegitima  de  que 
era  objeto,  con  falla  de  provocación  sulicien- 
te  por  su  parte,  circunstanems  l.*y  3.^  de 
la  4.",  art.  del  Código  penal,  que  eximi- 
ría do  responsabilidad  criminal  si  Imbiere 
concurrido  la  necesiilad  racional  tlei  medio 
empleado  para  impedir  ó repeler  la  agresión: 

Considerando  que  .admitido  el  recurso  por 
diclia  infracción  do  ley,  como  comprendido 
en  el  caso  -a."  det  arl.  -L’  de  la  provisional 
de  casación,  citado  por  el  recurrente,  igual 
a!  núm.  íi.“  del  art,  "98  de  la  nueva  ley  de 
enjuicia  miento  critiiinai,  no  cabe  apreciar  el 
segundo  motivo  dei  casación  alegado  subsi- 
diariamente respec’o  do  las  circunstancias 
atenuanfe.s  3.*,  4.“  y o, ^ del  art,  9,*  y apli- 
cación del  núm.  5.*^  del  8*2,  porque  califi- 
cándose que  el  procesado  obró  eu  propia 
defensa  por  la  agresión  ilegítima  de  López, 
sin  haber  sido  provocado,  es  inoportuno  de- 
cir que  no  tuvo  intención  de  causar  un  mal 
de  tanta  gravedad  corno  el  que  produjo,  y da 
haber  precedido  inmcdialamenle  provocación 
ó amenaza  adecuada  por  parte  del  ofendido, 
ejecutando  el  hecho  en  vindicación  próxima 
de  una  ofen-sa  gr.ave,  pues  torio  e.slá  incluido 
con  mayor  ventaja  para  el  procesado  en  el 
primer  motivo  de  casación  propue.slo  y esti- 
mado; 

j Fallamos  que  debümo.s  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  ai  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Migue!  Villegas  Sánchez;  ca- 
samo.s  y anulamos  la  .sentencia  etc.»  (Soii- 
Iciicia  15  ocliibre  1873.) 

XIY.  Homicidio  frustrado:  Lesiones: 
Calificación  del  hecho  como  homicidio  sin 
error  de  derecho. — K!  hecho  de  arrojar  á 
una  persuna  desdo  la  altura  de  seis  me- 
tros y 22  centímetros  á la  calle  pública 
sobre  las  piedras,  supone  el  propósito  de 
ocasionarla  la  muerte,  por  ser  el  resul- 
tado natural  que  debia  esperarse  y no  el 
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casual  de  lesiones  producidas;  por  lo  que 
no  se  infringe  el  art.  iVí  del  Código  [te- 
na! vigente  condenando  al  autor  por  el 
delito  de  homicidio  frustrado  en  vez  del 
de  lesiones.  {Sent.  17  enero  1873.) 

XV.  Homifíidio  cau&ado  por  un  aU 
calde  llamudo  á apaciguar  una  disputa^ 
empleando  medios  violentos:  No  es  excu- 
sable según  los  casos  8.“  y 11  del  articu- 
lo S.°  del  Código j ni  puede  apreciarse 
como  m/jrucfcudn.— Llamado  D.  Ma- 
nuel Domínguez,  pedáneo  de  Pereira,  á 
apaciguar  una  disputa  entre  varios  jóve- 
nes pastores,  llegó  enfurecido  al  sitio  de 
ía  ocurrencia,  y dando  un  garrotazo  á 
uno  en  un  hombro  y á otro  en  la  cabe- 
za, cayó  éste  al  suelo  sin  vida.  La  Audien- 
cia de  la  Corulla  le  condenó  corno  reo 
de  homicidio,  con  la  circunstancia  ate- 
nuante de  no  haber  tenido  intención  de 
causar  lodo  el  mal  que  produjo,  á trece 
años  de  reclusión  etc.  Interpuesto  y ad- 
mitido el  recurso  de  casación  que  fundó 
CD  los  casos  3.®  y o.°  del  art.  4."^  de  la 
ley  de  1870;  citó  como  infringidos: 

Los  artículos  i.°  y 8.®,  circuns- 
tancia 8.”  del  Código  pena!,  por  cuanto 
la  muerte  de  Eusebio  Rodríguez  debía 
ser  considerada  como  un  mal  causado 
por  un  accidente,  sin  culpa  ni  intención, 
producido  con  ocasión  de  ejecutar  un 
acto  lícito  con  la  debida  diligencia: 

2.  La  circunstancia  11  del  mismo 
articulo  8.“,  porque  el  procesando  obró 
en  cumplimiento  del  deber  que  su  cargo 
le  imponía  al  ser  llamado  como  autoridad 
para  apaciguar  la  contienda: 

Y 3.°  El  art.  581,  por  cuanto  el  he- 
cho, aun  suponiéndolo  justiciable,  no 
debió  ser  Galtlicado  de  homicidio  sino 
de  imprudencia  temeraria. 

Y el  Tribunal  Supremo  declara  no  ha- 
ber lugar  al  recurso: 

((Considerando,  en  cuanto  al  primer  mo- 
tivo de  casación,  que  el  hecho  ejecutado  por 
el  recurrente  Manuel  Domínguez  uo  puede 
apreciarse  como  accidente  casual  aue  huhie- 
se  sobrpcmdo  eo  ocu.ion  de  ejecutar  iin 
acto  lícito  con  la  debida  diligencia,  porque 
de  lc)s  datos  consignados  en  la  sentencia  re- 
currida  resulta  que  tan  luego  como  llegó  al 
sitio  de  la  disputa  que  dió  origen  á su  inter- 
vención como  alcalde  pedáneo,  principió  á 


golpear  con  el  palo  que  llevaba,  sin  mediar 
ni  resistencia,  ni  provocaciuii,  ni  ofensa,  y 
que  por  lo  mismo,  lejos  de  ejecutar  im  acto 
licito,  era  todo  lo  contrario  comenzar  el 
ejercicio  de  su  autoridad  por  medios  violen- 
tos, causando  una  lesión  tan  grave  como  la 
que  produjo  la  muerte  de  Ensebio  Rodríguez: 

Considerando  que  las  mismas  razones  exis- 
ten para  decidir  negativamente  el  segundo 
motivo  de  casación,  porque  si  bien  es  cierto 
que  vino  al  sitio  de  la  disputa  en  cumplimien- 
to de  un  deber,  no  era  éste  el  de  golpear, 
smo  el  de  intervenir  en  ella  para  apaciguarla 
y terminarla,  estando  .solo  justificado  llegar 
á tal  extremo  cuando  se  le  hubiese  opuesto 
resistencia  con  actos  de  agresión  ó violencia, 
lo  que  no  está  probado  en  concepto  de  la 
Sala  sentenciadora,  debiendo  ésta  de  casa- 
ción respetar  y admitirlo  que  aquella  decla- 
rase ó no  probado: 

Consider.nndo  que  no  obstante  que  pueda 
invocarse  no  existir  malicia  en  cuanto  ai  re- 
sultado funesto  que  produjo  el  hecho,  y que 
causase  con  su  intervención  toda  la  gravedad 
del  mal  que  iníirió,  esto  constituirá  la  cir- 
cunstancia atenuante  prevista  por  el  Código 
penal,  que  ta  Sala  sentenciadora  lia  aprecia- 
do en  su  lavor,  pero  que  no  por  ello  .se  des- 
naturaliza el  acto  generador  de!  homicidio 
para  convertirlo  en  imprudencia  temeraria, 
pues  para  que  ésta  tuviese  tugar,  seria  indis- 
pensable que  el  acto  ó actos  lueseo  por  sí 
mismos  irreíle.\ivos,  imprevistos  ó poco  me- 
ditados, dando  un  resultado  que,  á mediar 
malicia,  consltluirian  delito,  lo  que  no  ha 

sucedido  en  el  caso  que  dá  origen  á esta 
causa: 

Y coD.siderando,  por  consecuencia,  que 
ninguno  de  los  tres  motivos  de  casación  pue- 
de admitirse  para  que  ésta  pueda  declararse 
procedente  por  las  infracciones  que  se  alegan 
y íundamentos  legales  que  la  ley  sobre  la 
materia  con.signa  y cita  el  recurrente.»  (Sen- 
tencia 21  diciembre  1872.) 

En  el  artículo  Asesinato  y en  el  de 
Disparo  dk  arma  de  fuego  pueden  con- 
sultarse otros  importantes  fallos  que  con- 
tribuyen á deslindar  en  lo  posible  cada- 
uno  de  estos  delitos,  tornando  por  base 
la  inte7icion  manifestada  por  los  hechos,. 
Damos,  pues,  por  reproducida  aquí  la 
nota  de  la  pág.  34,  y más  todavía  lo  que 
decimos  bajo  e!  epígrafe  de  nana  cuestión 
importante»  Qu  la  pág.  185. 

Consúltense  además  los  artículos  Le- 
siOHEs:  luPBUDE^clA:  Duelo:  Declara- 
ción pericial:  Circunstancias:  Gircuns— 


HURTO.  [Jiirisp,  penal). 


TATS'CIAS  eximentes:  CinCUNSTANCUS  ate- 
ÍIUAKTES:  ClHCUNSTANCiAS  AGRAVANTES: 

Autor  de  detito:  Atentados. 

HURTO.  iMUre  los  delitos  contra  la 
propiedad,  de  (jue  trata  el  tit.  XHí  del 
libro  II  del  Código,  figura  en  segundo 
término,  después  del  robe,  el  hurlo,  cu- 
yas diferencias  se  dejan  ver  comparando 
e!  art.  S lo  con  el  odO.  En  el  robo  ha  de 
concurrir  necesariamente  el  apodera- 
mi  en  lo  de  cosa  contra  la  voluntad  del 
dueño,  ó sen  con  violencia  ó intimidación 
en  las  per.sonas,  ó empleando  fuerza  en 
las  cosas  de  la  manera  que  dicen  los  ar- 
lícujos  521  y 5íáo.  En  el  hurlo  el  apode- 
ra miento  no  es  contra  la  voluntad^  sino 

J 

sin  la  voluntad,  es  decir,  sin  intimida- 
ción en  jas  personas  ni  fuerza  en  las 
cosas. 

Los  arts.  530  al  533,  que  definen  y 
penan  el  hurto,  dicen  asi  textualmente, 
después  de  la  corrección  hecha  en  el  nú- 
mero 5.“  del  531  y en  el  532  por  decreto 
de  I.'’  de  enero  de  1871: 

(c.Art.  530.  Son  reos  de  liurto: 

1. “  Los  que  con  ánínio  de  lucrarse,  y 
sin  violencia  ni  intímiiiacion  en  las  personas 
ni  fuerza  en  las  cosa.s,  toman  las  cosas  mue- 
bles ajena.?  sin  la  volunlad  de  su  dueño. 

2. '  Los  que  enconi ni ndo.se  una  cosa  per- 
dida, y sahieuilo  quién  es  su  dueño,  se  la 
apropiaren  con  intención  de  lucro. 

3. “  Los  dañadores  que  sustrajeren  ó uti- 
lizaren los  frutos  ú objeto  del  daño  causarlo, 
salvo  los  casos  provi.slos  en  los  artículos  006, 
DÚmero  1.*^;  007,  núms.  L°,  2.°  y 3.®;  608, 
número  l.°:  GIO,  nútn.  i.";  (iíl,  613,  se- 
¿unulü  ])árrufu  tiel  017  y 618  {!). 

ArL.  331.  Los  reos  de  huno  serán  cas- 
tigados: 

Con  la  pena  ríe  presidio  correccional 
■en  sus  grados  medio  y máximo,  si  el  valor 
de  la  cosa  hurlada  excediere  de  2 500  pe- 
setas. 

S.'*  Con  la  pona  de  presidio  correccional 
en  sus  grados  inínimo  y medio,  si  no  exce- 
diere de  2.500  [je.stítas  y pasare  de  500. 

3,°  Con  arresto  mayor  en  su  grado  me- 
dio á presidio  correccional  en  su  grado  mí- 
nimo, si  no  excediere  de  500  y pasare  de  100, 


(1)  Lo.s  casos  exceptuados  son  los  luirlos  de 
leve  cuan  lía  que  cüii.stltuycn  solanicnie  falta, 
y los  danos  ccinslilulivos  también  do  solo  falla 
así  calificados,  auiujuo  se  utilicen  ó sustraigan 
los  frutos. 
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4.**  Con  el  arresto  mayor  en  toda  su  ex- 
tensión, si  no  excediere  de  100  v pasare 
de  10. 

_ 5.“  Con  arresto  mayor  en  sus  grados  mí- 
nimo y medio,  si  no  excediere  de  10  y el 
roo  hubiere  sido  condenado  por  delitos  de 

robo  ó hurto  ó dos  veces  por  iiurlo  en  juicio 
de  fallas. 

Art,  532.  No  obstante  lo  dÍspue.sto  en  el 
numero  4.°  del  artículo  anterior,  no  se  con- 
siderará delito,  sino  que  se  castigará  como 
falta,  el  iiurln  de  semillas  alimenticias,  frutos 
y leñas,  cuando  el  valor  de  la  cosa  sustraída 
no  excediere  de  20  pesetas  y el  reo  hubiese 
sido  condenado  por  delitos  de  robo  ó hurto 
6 dos  veces  por  falta  de  hurto. 

Art.  533.  El  íiurto  so  castigará  con  las 
penas  inmediatamente  superiores  en  grado 
ií  las  respectivamente  señaladas  eu  ios  dos 
arlículos  anteriores; 

1:*  Si  fueren  cosas  destinadas  al  culto,  Ó 
se  cometieren  en  acto  religioso,  ó en  edifi- 
cio destinado  á celebrarlos, 

2. ®  Si  fuere  doméstico  ó interviniere  gra- 
ve aI)uso  de  confianza. 

3. ’  Si  fuere  dos  ó más  voces  reinci- 
den te.» 

I.  Distintas  apreciaciones  periciales 
sobre  el  valor  de  lo  hurtado:  Criterio  jii-~ 
í/tcirt/.  — Para  calificar  de  delito  ó de  fal- 
ta un  hurto  de  efectos  y sustancias  ali- 
menticias, habiendo  dos  distintas  apre- 
ciaciones periciales  de  su  valor,  una 
sumarial  y otra  en  plenario,  es  libre  el 
criterio  de  los  Tribunales  en  aceptar  una 
li  otra;  y no  es  i n vocablo  para  la  casación 
el  núrn.  4.°  del  art.  12  de  la  ley  provi- 
sional sobre  reforma  en  ed  procedimien- 
to. (Sent,  26  febrero  1873.)  V.  Decla- 
ración PERICIAL. 

II.  Harto  menor  de  diez  pesetas  sin 
reincidencia,  que  constilitye  simple  falta. 
— El  hurlo  de  dos  camisetas  valuadas  en 
6 pesetas  75  céntimos,  no  habiendo  sido 
penado  anteriormente  el  procasado,  es 
indudable  que  constituye  la  falta  previs- 
ta y penada  en  el  núm.  1,*^  del  art.  005 
del  Código  penal,  y al  calificarle  así  la 
Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en 
el  error  de  derecho  señalado  en  el  nú- 
mero 2.”  del  art.  de  la  ley  de  casa- 
ción criminal,  ni  infringido  los  artícu- 
los 52 í,  núm.  h.^  y 505  citado  de!  Có- 
digo penal.  (Sent.  12  febrero  1873.) 
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Ilf.  Hurto  de  semillas  alimenticias 
que  no  excede  de  veinte  pesetas,  sin  rein- 
cidencia... Casación  de  un  fallo  por  in- 
fracción de  los  aris.  23,  531,  núm.  5.", 

532  ij  íjOO. — Parü  caliHcar  si  la  reinci- 
den i’ia  es  de  ílelito  ó falla  hay  fjue  alen- 
der  á si  el  hecho  penado  antes  del  Códi- 
go vigente  como  hurto  merecería  lioy 
esa  calificación  ó solo  la  de  falta,  siendo 
aplicable  en  este  caso  el  art.  ‘23  del  mis- 
mo, Esta  doctrina  se  establece  declaran- 
do liaher  lagar  al  recurso  de  casación 
fundado  en  el  caso  1.^^,  art.  í.®  de  la  ley 
de  1870,  y citando  como  infringí  dos  los 
arts.  23  del  Código,  53 i,  núm.  532 
y 600,  por  híiberse  castigado  como  delito 
loquees  falla.  Los  considerandos  de  este 
fallo  dicen  así: 


JiLRTO.  [Jurisp.  penal). 

ni  debe  legal  mente  lomar  en  cuenta  la  rein- 
cidencia de  dicho  procesado  para  cualillcar  el 
hurto  del  saco  de  trigo,  elevílndole  de  lalia  ¿ 
dedito,  con  perjuicio  inaniíieslo  tle  aquel,  é 
infracción  del  art.  23  del  precilodo  Ciódi^'Oj 
cuya  disposición  es  perfectamente  iiplicabie 
al  presente  caso: 

Y considerando,  por  lo  expuesto,  que  ia 
Sala  senienciadora,  al  apreciar  la  reinciden- 
cia del  procesado,  en  el  senlido  y de  la  ma- 
nera que  lo  ha  liecho,  sin  Lomar  en  conside- 
ración la  cuantía  del  hurto  por  el  que  fuera 
aquel  condenado,  lia  iiicurriilo  en  el  error  de 
derecho  á que  se  refiere  el  caso  l.°  del  ar- 
tículo 4."  de  la  ley  de  casación  criminal,  Ó 
infringido  las  disposiciones  legales  que  en  tal 
concepto  cita  el  recurrente.»  (Sent.  12 
abril  1873.) 


«Comsiderando  que  para  los  efectos  del  re- 
curso de  casación  se  entiende  que  hay  in- 
fracción de  ley,  segon  el  párrafo  primero  del 
articulo  4."  de  la  provisional  que  lo  ha  esta- 
blecido en  los  juicio.s  criminales,  cuando  los 
hechos  consignados  en  la  sentencia  admilidus 
como  probados,  y en  la  forma  que  en  ella  se 
refieran,  se  califican  como  delito,  no  siéndo- 
lo por  su  naturaleza  ó por  circunstancias 
posteriorc.s  que  impidan  penarlo; 

Considerando  que  el  hurto  tle  semillas  ali- 
menticias, ciJtiforme  á lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 53á  del  Código  penal  relbrmado,  no 
debe  considerarse  delito,  sino  castigarse  co- 
mo falta  cuando  el  valor  de  la  cosa  susLi-aida 
no  excediese  de  20  pesetas,  y el  reo  no  liu- 
bÍQre  sido  condenado  por  delito  de  robo  ó 
hurto,  ó dos  faltas  de  hurto: 

Considerando  que  e!  hurto  de  que  se  trata 
es  de  semillas  de  diclia  clase  y de  un  valor 
inferior  al  de  20  péselas,  según" aparece  cla- 
ramente de  los  hechos  que  se  admiten  y 
consignan  como  probados  en  la  sentencia 
recurrida: 

Considerando  que  si  bien  consta  igual- 
mente de  la  reíerifla  .sentencia  Jiuber  sido 
condenado  en  9 de  diciembre  de  ISfiO  el  pro- 
cesado recurrente  en  causa  por  hurto  en  la 
multa  de  20  escudo.s,  y á la  indemnización 
de  seis  cuartos  áü,  Pablo  Rada;  infiriéndose  de 
tales  datos  que  no  excedió  de  esa  pequeña 
cuantía  el  valor  de  la  cosa  ú objeto  en  que 
consistiera  el  Indicado  luirlo,  es  indudable 
que  por  más  que  este  fuese  entonces  rlehida- 
menle  calificado  y penado  como  delíln,  no 
siéndolo  hoy  y mereciendo  tan  solo  la  califi- 
cación de  falta,  comprendida  en  el  núm.  L' 
del  art.  606  del  Código  vigente,  no  se  puede 


IV.  Diferencia  esencial  entre  liurlo  y 
robo. — La  comparación  de  las  dellniciq- 
nes  del  robo  y luirlo,  en  los  arls.  o la  y 530 
del  Código  penal  «dan  corno  resultado  ló- 
gico, conforme  con  el  espíritu  de  la  le- 
gislación antigua,  que  para  e!  robo  es 
preciso  que  haya  opoileramienlo  contra 
la  voluntad  del  dueño,  y para  el  hurto 
hasta  que  no  exista  la  voluntad  del  mis- 
mo.» Esto  supuesto  se  declaro  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción 
de  los  citados  arts,  515  y 530,  contra 
sentencia  que  condena  solo  corno  hurto 
el  hecho  de  haber  exigido  el  procesado 
á presencia  de  otras  personas  (|ue  Tomás 
Guinguet  le  entregase  en  el  acto  un  ca- 
ballo que  tenia  preparado  para  conducir 
un  carro  de  vino,  y haber  penetrado  en 
la  cuadra  donde  estaba  y contra  la  vo- 
luntad de  su  íluefio  le  arrebató  y llevó, 
lo  cual  constituye  violencia.  (Se'nt.  21 
febrero  1873.) 

V.  La  circunstancia  de  fractura  de 
puerta  ó ventana  cali  fea  el  robo  con  ur- 
reylo  aí  Código  de  1870,  pero  no  confor- 
me al  de  185Í). — Al  calificar  y penar  co- 
rno hurto  una  Sala  sentenciadora,  y no 
como  robo  el  hecho  en  que  concurre  la 
circunstancia  de  rotura  de  una  arca, 
aplicando  el  Código  do  1850  por  haberse 
cometido  el  delito  antes  de  a reforma, 
no  incurre  en  el  error  de  derecho  á que 
se  refieren  los  iiúms.  3."  y 4.®  de  la  ley 
de  casación  de  1870,  ¡iorquo  aquel  Có' 
digo,  en  la  calificación  del  robo  fariícu- 


HUUTO.  {Jurisp^  penal), 

lo  *i‘i2)  hace  mérito,  como  el  reformado, 
de  las  circunstancias  de  rompimiento  de 
pared  ó techo  ó fractura  de  puertas  ó 
ventanas,  pero  no  de  la  rotura  de  arca. 

(Sent.  25  noviembre  1872.) 
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YI.  Huvío  no  eoccedente  de  diez  pe- 
setas: Calificación  del  delito  fruslrado  y 
consumado',  Penalidad  superior  ai  arres- 
to mayor  en  sus  grados  minirno  y medio. 
— Condenado  Manuel  Diaz  Meno  por 
hurlo  de  una  manta  y un  cobertor  valor 
de  catorce  reales,  venlieado  en  la  c^asilla 
de  un  guarda,  primeramente  á cuatro 
años  de  presidio  menor,  conforme  al  Có- 
digo de  1850,  y luego,  revisado  el  fallo 
con  arreglo  al  Código  vigente,  á solos 
seis  meses  de  prisión  correccional,  inter- 
puso aquel  recurso  de  casación  que  apo- 
yó en  la  ley  y citando  como  infringidos 
varios  artículos  del  Código.  El  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  á la  ca- 
sación: 

«Consideniudo que  por  el  párrafo  se- 

gundo, art.  3.°  del  Código  penal  liay  delito 
frustrado  cuando  el  culpable  lia  practicado 
todos  los  actos  que  deberían  producir  como 
resultado  del  delito,  y siu  embargo  no  lo  pro- 
ducen por  causas  inilcpendientes  de  su  vo- 
luntad, y en  el  caso  de  autos  Iiay  delito  con- 
sumado,' hurlaudü  de  la  casilla  deJ  guarda 
Olías  la  manta  y cobertor,  sin  que  pierda 
diebo  concepto  porque  después  fuese  cogido 
el  procesado  por  dos  guardas  rurales  con  los 
efectos  liur lados  siu  aprovecharlos: 

Coiisiderantlo,  respecto  al  tercer  mo- 
tivo, que  el  art.  43!)  del  Código  de  ÍSoO  cas- 
tiga con  la  pena  inmeíiialatneute  superior  el 
hurto,  si  el  reo  fuese  reincidente  en  la  mis- 
ma ó scmtijaule  especie  «le  deütoj  é ím po- 
niéndose tíu  el  párrafo  tercero  de!  art.  43iS  el 
arresto  mayor  li  presidio  correccional  en  su 
grado  mínimo  si  c!  valor  de  la  cosa  luirlada 
no  excediera  de  cinco  duros,  la  pena  subirla, 
en  el  caso  de  autos  por  la  reincidencia  justi- 
ficada, al  presidio  correccional  en  su  grado 

medio  á presidio  menor; 

Considerando,  respecto  al  cuarto  y último 
motivo,  que  por  el  art.  531,  párrafo  quinto 
del  Cóiiigo  penal  do  i 810,  má.s  fiworable  al 
reo  que  el  anterior,  se  castiga  con  arresto 
mayor  en  sus  grados  mínimo  y medio,  si 
e!  hurto  no  excediera  de  10  pesetas,  y por 
el  533,  párrafo  tercero,  con  la  pena  imnedía- 
piinento  superior,  ó sea  el  arresto  mayor  en 
(jU  grado  máximo  al  mínimo  de  presidio  cor- 


reccional, si  furra  do.s  ó más  veces  reinci- 
den te,  como  lo  ha  sido  Iliaz  Meno; 

Considerando  que  al  condenar  á este  como 
reo  convicto  y confeso  en  la  pena  de  seis  me- 
ses y un  dia  de  presidio  correccional  se  le  t¡a 
impuesto  el  mínimo  del  grado  medio  de  ia 
leoa  señalada  al  delito  por  el  Código  más 
ávorabie  al  procesado  en  cumpliinienlo  del 
arlícülo  23  del  reformado; 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  no  tienen  aplicación  los  casos  l.“,  3." 
y 5."  del  art.  4.''  de  la  ley  provisional  invoca- 
dos para  fundar  el  recurso,  porque  según  los 
hechos  referidos  que  se  consignan  en  !a  sen- 
tencia como  probados,  no  se  iia  cometido 
error  de  derecho  en  la  Ccíliíicacion  del  lielito, 
ni  en  las  circunstancias  que  lo  acompañaron, 
ni  en  la  penalidad  impuesta. (Seúl,  lü  ma- 
yo 1S71,J 


Vil.  E¿  hurto  de  coííi.í  nmeblcs  cago 
valor  no  excede  de  diez  pesetas^  ó de 
veinte  si  es  de  semillas  alimenticias  etc. 
cAidndo  es  falta'^  cuándo  está  comprendi- 
do en  el  art,  531,  en  el  532  y en  el  533. 
— Condenado  Rudesindo  Villalba  por 
hurlo  de  aceitunas  en  cantidad  menor 
de  diez  pesetas,  reincidente  en  ocho  Iiur- 
tos,  á la  pena  de  doce  meses  y un  dia  de 
presidio  correccional  etc.,  interpuso  con- 
tra esta  sentencia  en  tiempo  y forma  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley 
que  fundó  e!  caso  3.°  del  art.  4,'^  de  la 
provisional,  citando  como  infringido  el 
art.  531  del  Código  penal  en  su  núme- 
ro 5.",  porque  siendo  la  penalidad  cu  el 
marcada  la  aplicable  en  el  caso  presente, 
la  Sala  sentenciadora  la  ha  agravado, 
considerando  equivocadamente  que  las 
mu  citas  reincidencias  del  procesado  de- 
bían producir  el  efecto,  no  solo  de  ele- 
var el  hecho,  que  en  sí  era  una  falta,  á 
la  categoría  de  delito,  sino  también  el  de 
calificar  este  para  elevar  un  grado  la  pe- 
nalitlad  según  lo  dispuesto  en  el  núme- 
ro 3.°  del  84’1.  533.— El  Tribunal  Supre- 
mo declara  iio  haber  lugar  al  recurso; 


«Considerando  que  no  olístanfe  que  cor- 
responde castigarse  ccnio  (alta  el  burlo  de 
cosas  muebles,  no  excediendo  su  valor  de  iO 
pesetas,  y el  de  semillas  alimenticias,  frulns 
y leñas  de  20,  se  considera  delito,  y en  este 
concepto  hay  qiio  penarlo,  cuando  los  reos 
lían  sido  condenados  con  anlerioridiiJ  por  los 
de  robo  ó hurto,  ó dos  voces  en  juicio  de 
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faltas  por  fuirfOj  en  conformidafi  al  Duin.  5.® 
del  ort.  íi31  y el  532  del  Código  penal: 

Considerando  qiic  cuando  el  culpable  es 
reincidenle  dos  ó más  veces  tle  robo  ó bur- 
lo corresponde  elevar  la  pena  á Ja  inmediala 
superior  en  grado,  según  el  art.  533,  níiine* 
ro  3.”;  y siendo  en  eJ  caso  anles  expresado 
la  de  arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y 
medio,  procede  la  aplicación  del  grado  má- 
ximo de  esta  y mínimo  de  la  de  presidio  cor- 
reccional: 

Considerando  que  admitidos  como  hechos 
probados  en  la  sentencia,  contra  la  que  se 
ha  recurrido,  e!  que  Vil  laida  y Berna!  Ija  sido 
penado  ocho  veces  por  hurlo  y una  por  tala 
de  árboles,  es  evidente  que  proceile  la  impo- 
Eicion  de  pena  en  el  grado  superior: 

Y considerando  que  habiendo  injpneslo  la 
Sala  senleticiadora  al  Villalba  la  pena  de  doce 
meses  y un  día  de  presidio  correccional  por 
el  hurlo  de  aceilunas  de  valor  de  2 pesetas 
y 50  céii timos,  no  lia  cometido  error  por  Ja 
caüíicacion  deí  delilo  á que  se  refiere  el  ca- 
so 3.**  del  art.  -i."  de  la  ley  de  casación  cri- 
minal, en  el  que  se  funda  el  recurso,  ni  in- 
fringido el  núm.  5 ® del  art.  531,  ni  el  533 
y su  núm.  3.®  del  Código  citado,  ele.  (Sen- 
tencia 6 diciembre  1872.) 

Vílí.  Más  sobre  hurío  no  excedente 
cíe  10  pesetas,  con  reincidencia  y con 
doble  reincidencia,  y sobre  pennnilidad 
superior  al  arresto  mayor  en  sus  grados  i 
mitnmo  y medio. — Condenado  Alfonso 
Fernandez  Viliarejo  por  hurto  de  una 
blusa,  valuada  en  una  peseta,  con  la  cir- 
cunstancia de  ser  el  autor  tres  veces 
reincidenle,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  fundó  en 
los  casos  4.^  y 5.'  del  art,  4.°  de  la  pro- 
visional que  lo  autoriza,  alegando  como 
infringidos  los  arts.  79,  b31,  caso  b.'’, 
y 533  en  su  caso  3.°,  porque  según  la 
sentencia,  la  circunstancia  de  reinciden- 
cia se  estima  para  un  mismo  caso  en  dos 
sentidos  diversos,  como  cualificaiiva  y 
como  agravante,  de  mo<lo  que  produce 
el  efecto  de  convertir  la  falla  en  delito  y 
de  elevar  la  penalidad  al  grado  inmedia-  ' 
tanmnte  superior,  lo  cual  es  contrario  a]  I 
espirita  ile  Código  y los  principios  de 
legislación  penal. 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  Aa- 
ber  lugar  á la  casación; 

«Considerando  que  son  reos  de  luirlo,  se- 
gún el  art,  530  del  Código  reformado,  los  ¡ 


que  con  ánimo  de  lucrarse  y sin  violencia  ó 
j intimidación  ni  fuerza  toman  las  cosa.s  mue- 
bles ajenas  sin  la  voluntad  de  su  dueño: 

Considerando  que  , segiiii  el  art.  531  en 
su  número  b.“,  los  reos  del  expresado  delito 
por  valor  que  no  exceda  de  Í0  pesetas,  si 
anteriormente  han  sido  penados  por  hurto  ó 
robo,  son  ca.sligado.s  con  arresto  mayor  en 
sus  grados  mínimo  y medio,  y con  la  pena 
in  media  La  mente  superior  en  grado  si  fuesen 
dos  ó más  veces  reino  iden  les,  á tenor  de  lo 
prescrito  en  e!  párrafo  tercero  del  art.  533; 

Considerando  que  esta  pena  superior  en 
grado,  según  el  art.  02,  es  la  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  máximo  á presidio  correc- 
cional en  e!  iníaimo,  por  tiempo  desde  cua- 
tro meses  y un  día  á dos  años  y cuatro 
meses,  divisibles  eu  tres  períodos  iguales, 
con  arreglo  al  art,  S3: 

Considerarnio  que  admitidos  en  la  senten- 
cia como  hechos  probados  Jo.s  de  que  el  re- 
currente se  apoderó  sin  violencia  ni  fuerza, 
y con  ánimo  de  lucrarse,  do  una  blusa  tasa- 
da en  cuatro  reales,  que  Lui.s  Norlcga,  su 
dueño,  habla  dejado  colgarla  en  una  reja  in- 
mediata ai  sitio  en  que  estaba  trabajando,  la 
Sala  sentenciadora,  al  calilicar  al  procesado 
como  autor  de  hurlo  con  la  circunstancia  de 
triple  reincidencia  constitutiva  del  delito 
previsto  en  los  precitados  artículos,  sin  apre- 
ciar ninguna  circunstancia  común  agravante 
□ i atenuante,  imponiéndole  en  su  grado  me- 
dio la  pena  .señalada  en  los  mismos,  se  ajus- 
tó estrictamente  á .sus  di.sposicinnes,  y no  ha 
infringirlo  el  art.  79,  ni  cometido  el  error  de 
dereclio  expresado  en  !ü.s  casos  4.“  y 5,“  del 
art.  4.’  da  la  ley  de  casación  criminal.»  (Sen- 
tencia íG  mayo  1872.) 

IX.  Ofí'o  caso  de  hurto  menor  de  diez 
pesetas  con  reincidencia  y con.  doble  rein~ 
cidencia:  Penalidad  del  núm,  5.”,  ar- 
ticulo  531  y núm.  3.*^  del  533. — Se  de- 
clara no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción contra  sentencia  condenatoria  á un 
año  de  prisión  correccional: 

(cCoüsidenando  que,  .según  el  núm.  5.* 
del  art.  531  del  Código  penal  reformado,  los 
reos  de  hurto  por  valor  que  no  excediere  de 
10  pesetas,  siempre  que  hubiesen  sido  con- 
denados anteriorincuLe  por  delitos  ile  robo  ó 
hurto,  deben  .ser  Cíastigados  con  arresto  ma- 
yor en  sus  grados  mínimo  y medio,  eleván- 
dose esta  penalidad,  según  el  art.  533  en  su 
núm.  3.*,  á Ja  inmediala  superior  en  grado  á 
las  respectivamente  señaladas  en  el  predícJjo 
artículo,  cuando  el  reo  fuese  dos  ó más  veces 
reinciden  Le: 
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Considerando  que  para  íq  graduación  de 
esta  pena  superior  en  grado  deben  ser  apli- 
cadas las  reglas  prescritas  en  los  arts.  76, 
77  y 02;  y j3or  consecuencia  ha  de  compo- 
nerse del  arresto  mayor  en  su  grado  máximo 
á prisión  correccional  en  el  mínimo,  divisi- 
bles ambas  en  tres  períoilos  iguales,  con  su- 
jeción al  art.  83.»  (Sent.  23 setiembre  1872.) 

X.  Hurto:  Más  sobre  la  pena  que 
■corresponde  al  que  es  dos  ó más  veces 
reincidente. — Según  el  art.  533  el  hurto 
se  castiga  con  la  pena  inmediatamente 
superior  en  grado  á la  señalada  en  los 
dos  anteriores,  si  el  reo  fuere  dos  ó más 
veces  reincidente,  Pero  entiéndase  que 
las  tres  ó más  reincidencias,  sean  las  que 
fueren,  constituyen  uno  sola  circunstan- 
cia cualificativa,  sin  que  se  puedan  divi- 
dir paro  estimar  una  de  ellas  como  co- 
mún, Jo  cual  constituya  una  infracción 
del  artículo  citado  533  (1).  Asi  se  esta- 
blece, declarando  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  ministerio 
íiscal  contra  sentencia  de  la  Audiencia 
de  jMadrid.  (Sent.  21  diciembre  1872. 
—Id.  l:'"  abril  1873.) 

XI.  íhirfo  y robo  domésticos  simultá- 
neos: Debe  penarse  el  más  grave  e7i  su 
grado  7iiáx'mo. — Segnn  el  art.  90  del 
Código  cuando  simultáneamente  se  eje- 
cutan los  delitos  de  hurto  y robo  debe 
aplicarse  solo  la  pena  correspondiente  al 
más  grave  en  su  grado  máximo.  Así  se 
establece  casando  y anulando  una  sen- 
tencia de  ta  Audiencia  de  Madrid,  en 
que  consideraba  y penaba  como  dos  de- 
litos distintos  de  robo  v hurlo  el  hecho 
de  haberse  apoderado  una  criada  deser- 
vicio, contra  la  voluntad  de  sus  amos,  y 


(1)  Vamos  ú aclararlo  con  un  ejemplo.  Su- 
pont-’anios  tfiie  Pedro  comete  ei  delito  de  hurto, 
habiendo  sido  ya  penado  otra  vez  por  delito 
contra  la  propiedad;  en  este  easo  ja  pena  es  la 
del  arl.  S3l  u la  dcl  532  en  su  caso,  apreciando 
la  reincidencia  como  circunstancia  agravante. 
Pero  si  en  vez  de  una  sola  reincidencia  tiene 
contra  si  dos  <5  más  de  dos,  sean  las  que  fue- 
ren, en  este  caso  se  aplica  la  pena  sii|jerior  á 
la  señalada  con  arreglo  al  niim,  3”  dcl  artícu- 
lo 533,  en  el  grado  cjuc  corresponda  según  que 
concurran  circunstancias  aieiuiantcs  ü otras 
agravantes;  pero  sin  apreciar  ya  como  agravan- 
te la  reincidencia  triple  o nuilliplc,  porque  ya 
está  apreciada  en  la  calilicacion  del  hurlo. 


con  ánimo  de  lucrarse,  de  varias  alhajas, 
efectos  y dinero  que  habia  en  la  casa, 
tomando  unos  efectos  Je  encima  de  las 
mesas  y otros  de  una  cómoda  que  des- 
cerrajó. El  Tribunal  Supremo  consigna 
que  estos  hechos  constituyen  un  solo  de- 
lito, porque  ambos  lenian  un  mismo  ob- 
jeto y se  ejecutaron  en  un  mismo  acto, 
siendo  el  de  robo,  por  la  violencia  que 
llegó  á ejercerse  en  las  cosas,  definido  y 
penado  en  el  art.  515,  y no  el  de  hurto 
de  que  había  el  530.  (Sentencia  26 
abril  1873.) 

Xn.  Hurto  doméstico  superior  n 500 
pesetas  e'  inferior  á 2.500  ái»  eircunslan- 
das  atenuantes  ni  agravantes:  Penali- 
dad.—Lñ  sentencia  que  caliíioando  el 
hecho  de  hurto  doméstico  en  cantidad 
superior  á 500  pesetas  é inferior  á 2.500 
condena  al  reo  á la  pena  de  cinco  años 
y seis  meses  de  presidio  correccional,  no 
puede  ser  objeto  de  casación  con  arreglo 
al  caso  del  arl.  4.'’  de  la  !cy  de  1870, 
porque  no  infringe  los  arts.  531  y 533, 
ni  la  regla  o.®  del  76,  ni  la  !.“■  del  81. 
La  penalidad  impuesta  se  halla  com- 
prendida en  e!  grado  medio  de  la  pena 
correspondiente,  y está  arreglada  á los 
principios  de  analogía  establecidos  en  la 
citada  regla  5.“  dei  arl.  76.  (Sent.  14  ju- 
nio 1873.) 

XIH.  El  hurlo  cuyo  valor  excede  de 
i O pesetas  y no  pasa  de  100,  siendo 
dos  ó más  veces  reinciden  le  su  atilor,  de- 
be ser  ¡yenado  sin  lomar  en  cuenta  la 
reincidencia  para  la  agravación. — Se 
declara  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción y se  casa  y anula  la  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza,  condenatoria  á 
Patricia  Arríela  á cinco  años  de  prisión 
correccional  por  hurto  en  cantidad  do 
100  pesetas,  con  la  circunstancia  espe- 
cial de  ser  dos  veces  reincidente: 

«Considerando  que  no  producen  el  efecto 
de  aumentar  la  pena  las  circunsLaocias  agra- 
vantes que  por  sí  mismas  constituyen  un  de- 
lito especialmente  penado  por  la  ley,  según 
se  previene  en  el  art,  79  dei  Código  pena!;  y 
que  conforme  á la  regla  1.*  del  82,  cuando 
en  el  heclio  no  concurrieren  circunstancias 
agravantes  ni  atenuantes,  ha  de  imponerse 
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en  el  prado  metiio  la  pena  señalada  por  la  ley: 

Considerando  r¡ue  el  iuirto  que  no  exce- 
diere de  100  pe.'’etiiS  y pasare  de  10  se  cas- 
lipa  con  el  arres  lo  mayor  en  toila  su  exten- 
sión por  el  art.  o3I,  núrn.  4.°  del  mismo 
Código;  y que  según  ei  núin.  3.°dcl  o33,  lia 
de  imponerse  la  pena  i n mediatamente  supe- 
rior si  ei  culpable  fuere  dos  6 más  veces  rein- 
ciden te; 

Considerando  que  tra (añilóse  en  esta  cau- 
sa de  liurLo  menor  de  100  pesetas  y mayor 
de  10,  y coucurriendo  en  la  procesada  Pa- 
tricia Arrietü  ia  circiuistancia  de  ser  dos  ve- 
ces reincidente,  corresponde  aplicarle  Ja  pe- 
na in  mediata  mente  superior  a!  arresto  ma- 
yor, que  es  la  ordinaria  del  delito,  según  se 
lia  dicho,  ó sea  ia  prisión  correccional,  esta 
no  puede  imponerse  en  su  grado  máximo; 
porque  la  circunstancia  agravante  de  ser  dos 
veces  reinciden  le  se  ha  loinailo  ya  en  cuenta 
para  elevar  Ja  pena,  como  que  ella  couslítuye 
ei  delito  especial  penado  eu  el  dicho  artícu- 
lo 533; 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  imponer  ú la  IMLricia  Arrieta  cinco  años 
de  prisión  correccional,  dentro  ya  del  máxi- 
mum de  esta  pena,  ha  infringido  el  art.  79  y 
la  regla  ) del  11*2  liel  Cótiigo  [lenal,  u incur- 
rido en  el  error  de  derecho  á que  pc  relieren 
los  casos  í,'*  y 5.®  del  art.  4.”  lie  la  ley  provi- 
sional de  18  lie  junio  de  1S70; 

Fallamos  fjue  ilehemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  aí  recurso  de  casación.  (Sen- 
tencia (>  marzo  1573.) 

XIV.  Suií}  ’occion  fraudulenta  domes- 
tica, ó inieroiniendo  grave  abuso  de  con- 
fianza', son  palabras  correlativas  que  en- 
vuelven iiua  inisma  idea  (art.  533,) — 
Procesado  Juan  Torres,  sirviente  domés- 
tico del  platero  D.  Andrés  Iba  [rolo,  por 
sustracción  de  do.s  pares  de  pendientes 
de  la  tienda  de  éste,  y condenado  corno 
reo  de  luirlo  doméstico  en  cantidad  me- 
nor de  bOO  pesetas  y mayor  de  100,  á 
cuatro  años  y tres  meses  de  presidio  cor- 
reccional y accesorias,  conforme  al  ar- 
tículo S3I,  núm,  3.",  y o33,  núm.  2.*, 
interpuso  recurso  de  casación,  apoyado 
en  el  art.  4.°  de  la  ley  de  1870,  alegando 
la  infracción  de  los  artículos  citados, 
porque  el  hurlo  no  se  veriíkó  en  la  casa 
donde  prestaba  ei  servicio,  sino  en  la 
tienda.  El  Tribunal  Supremo  declara  uo 
haber  lugar  al  recurso: 

«1.^  Cousideraudo  que  al  elevar  el  ar- 


tículo 533  del  Código  a!  grado  superior  in- 
mediato las  penas  que  establece  en  sus  res- 
pectivos casos  el  531  para  el  delito  de  hurto, 
ha  tenido  eu  con.siderrtcion  su  mayor  grave- 
dad y las  ci'rcuuslancias  que  acompañan  á su 
perpetración,  entre  las  cuales  se  consigua  y 
determina  como  una  de  ellas  ia  siistraciou 
fraudulenta  domestica,  ó cuando  interviniere 
grave  abuso  de  conlíanza: 

9."  Considerando  que  am!)as  palabras 
son  correlativas  en  la  ley  y envuelven  una 
misma  idea,  cual  es  el  abuso  de  la  posición 
social  en  que  se  hallaba  colocado  el  autor  y 
de  la  que  se  ha  prevaiido,  ya  para  facilitar  .su 
punible  propósito  con  el  menor  riesgo  posi- 
ble, ya  para  agravar  el  daño  del  perjinlicado, 
y bajo  tal  concepto  el  liurto  donié.sticn  en  el 
tecnicismo  legal  presupone  siempre  el  abuso 
de  confianza  y no  .se  limita  a!  local  en  que  se 
ejecuta  la  sustracción,  sino  que  es  extensivo 
á las  relaciones  jtersouales  existentes  entre 
ei  autor  v el  ofuMuiido: 

3.*  Y considerando  con  aplicación  de  es- 
tos principios  al  caso  de  que  es  objeto  el  pre- 
sente recur.so,  que  ya  se  atienda  á la  califica- 
ción del  delito  hecha  por  la  Sala  sentencia- 
dora, ya  á la  exacta  aplicación  do  la  pena 
impuesta  aJ  recurrente,  atendida  la  cuantía 
de  la  cosa  sustraída,  no  existe  el  error  de 
derecho  que  so  alega  ni  procede  la  admisión 
de  aquel,  y son  por  consiguiente  inaplicables 
las  disposiciones  legales  aducidas  en  su  apo- 
yo.» (Sciit.  4 julio  lS7i.) 

XV.  Diferen  les  luirlos  ejecutados  por 
una  criada  á sus  amos,  con  iniervato  de 
tiempo  de  ano  ú otro:  Casación  por  ha- 
berse esiimado  corno  un  solo  hurlo. — De- 
clara el  Tribunal  Supremo  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  fiscal ^ contra  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Canarias  en  causa  contra 
Dolores  Herrera  por  repetidos  actos  de 
hurto  doméstico,  y en  cuyo  recurso,  fun- 
dado en  los  casos  3.®  y de  ia  ley  de 
casación,  se  citaban  como  infringidos  los 
artículos  88  y 96: 

«Considerando  que  calificando  !a  Sala  de 
lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Canarias  corno 
un  solo  delito  los  diferenLe-s  hurtos  ejecuia- 
do.s  por  Dolores  Herrera,  por  la  circunstancia 
de  haber  £Ü lo  verificados  en  un  mismo  sitio, 
empleando  igirales  medios  y en  perjuicio  de 
una  misma,  persona,  sin  que  se  haya  lijado 
de  una  manera  positiva  el  tiempo  que  me- 
diara de  una  á otra  SLcstraccion,  lia  cometido 
error  de  derecho,  toda  vez  que  por  coufe- 
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síon  tie  h mi.stria  Dolore.=  Herrera  estíi  de- 
inoslrado  que  el  sefíUDdo  hurto  lo  hizo  iras- 
currÍLÍos  dos  dias  después  del  primero;  que 
el  tercero  fué  c»n  po.sUíriorÍilad,  y el  cuarlo 
en  oca.sion  distiuta,  constituyendo  coa  tal 
motivo  cuida  uno  de  dichos  hurtos  otros  tan- 
tos delitos,  que  deben  penarse  separa<la- 
inetile  como  delorniina  el  art.  88  del  Código 
reformado: 

Considerando  que  igual  mente  ha  cometido 
error  de  derecho  condenando  A la  expresada 
Dolores  Herrera  á la  pena  de  presidio,  siendo 
así  que  el  art.Oij  del  referido  Código  dispone 
que  cuando  las  mujeres  incurren  en  delitos 
que  el  Código  castiga  con  las  penas  de  ca 


dena  perpetua  ó temporal,  ó con  la  de  presi- 
dio mayor  ó correccional,  se  Ies  impondrá 
respecUx'amente  las  de  reclusión  perpetua  ó 
temporal,  prisión  mayor  ó correccional: 

Y considerando,  por  todo  io  expuesto,  que 
se  han  infringido  por  ia  Sala  sentenciadora  los 
casos  3,‘  y 4/'  del  art.  4,”tle  la  ley  de  18  de 
junio  de  1870.»  (Sciit.  10  octubre  1871.) 

XVÍ.  Hurlo  de  aves:  No  está  com- 
prendido en  el  orí.  5^4.  — El  art.  021  que 
se  alega  como  infringido  por  la  senten- 
cia, es  aplicable  cuando  los  efectos  sus- 
traídos en  los  términos  de  que  trata 
el  oiil  son  semillas  ó frutos  (1);  y como 
la  sustracción  penada  ba  consistido  en 
aves,  es  infundada  y gratuita  la  alega- 
ción, y no  há  lugar  á la  admisión  del 
recurso  de  casación.  (Sent.  25  octu- 
bre 1872.) 

XVI L liarlo  frustrado:  No  es  hurto 
frnslrado,  sino  consumado,  el  hecho  de 
tornar  de  la  puería  de  una  tienda  un  saco 
con  gu)  banzos  y echar  d andar  con  e'l, 
auiKfue  visto  el  culpable  y apercibido  le 
arrojase  d los  tres  ú cuatro  pasos. — Pe- 
nado  el  hecho  indicado  por  la  Audiencia 
de  Burgos  como  hurto  frustrado  en  can- 
tidad  de  ol  pesetas,  «interpuso  el  Minis- 
terio fiscal  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  que  fundó  en  los  ca- 
sos 3.°  y 4.*^  de  la  provisional  que  lo 
autoriza,  citando  como  infringidos  los 
arts.  3,°  y G4  del  Código  penal  [lorla  in- 

(1)  fislc  recurso  se  fumliihe  en  el  art.  f»24 
tal  como  eslíí  redactado  en  ki  edición  olicial  dol 
COdlgo  dtí  1S7Ü,  que  comprendía  t.unbieii  ei 
hurto  de  anini.ales;  pero  e.«lo  artículo,  cunto 
oíros  muchos,  fueron  corregidos  por  el  decreto 
de  1.*  de  enero  do  1871. 
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debida  aplicación  del  Co,  en  razón  á que 
el  hecho  que  motivó  el  proceso  debió 
calificarse  por  ¡a  Sala  de  delito  consu- 
mado y no  trusirado.»  Y ei  Tribunal  Su- 
irerao  estima  el  recurso  y casa  y anula 
a sentencia  estableciendo  textualmente 
ios  siguientes  fundamentos: 


s 


ecucion 
o et  de- 


«Considerandü  que,  con  arreglo  á lo  pres- 
crito en  el  art.  530  del  Código  pemil  refor- 
mado, son  reos  de  hurlo  los  que,  con  áíiírno 
de  lucrarse  y sin  violencia  6 iotiniulacion  en 
las  personas  ni  fuerza  en  las  cosas,  toman  la 
cosas  muebles  ajenas  sin  ia  voluntad  ile  sus 
dueños; 

Considerando  que  jiay  delito  frustrado, 
según  el  art.  3."  de  díclio  Código,  cuando  el 
culpable  practica  todos  ios  actos  de  e; 
que  debieron  producir  como  resultac 
lito,  y sin  embargo  no  lo  producen  por  can 
sas  independientes  de  ia  voluntad  del  agente: 

Considerando  que  en  el  burlo  de  que  se 
trata  lian  concurrido  todos  los  elementos  y 
ctrcunsLancias  que  consliLuyen  ese  delito  y 
son  precisos  para  su  consumación;  puesto 
que  el  procesado  José  Fernandez  López,  se- 
gún aparece  de  los  hechos  que  como  pro- 
bados se  consignan  en  la  sentencia  recurri- 
da, cogió  el  saco  de  garbanzos  para  lucrarse 
con  él,  !o  exírajo  de!  sitio  en  que  est;-)ba,  so 
apoderó  completamente  de  él  y s:o  lo  llevaba, 
cuando  tuvo  que  arrojarlo  á ios  tres  ó cua- 
tro pasos  de  Ja  tienda  por  haberJo  persegui- 
do y detenido  allí  D.  Miguel  Gamboa: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  que 
se  aperciban  ó no  de  la  perpetración  del 
hurto  et  dueño  de  la  cosa  hurlada  ó la.s  per- 
sonas encargadas  de  í>\\  custodia  es  imiepen- 
dieiUtí  del  mismo  delito  cuando  éste  se  ha 
ejecutado  ya,  y que  por  lo  misino  que  no 
añade  ni  quita  nada  ni  afecta  en  ningún  sen- 
tido á sus  elementos  constitutivos,  tal  cir- 
cunstancia no  la  exige  el  Código  penal  para 
que  se  considere  consumado  el  delito: 

Y considerando,  por  lo  tanto,  que  la  .Sala 
sentenciadora,  al  calificar  de  hurto  frustrado 
el  hecho  de  autos  y de  haber  penado  como 
autor  de  él  en  tai  concepto  al  procesado,  ha 
incurrido  en  el  error  de  derecho  que  seña- 
lan los  casos  3.*^  y 4.°  del  art.  4.*  de  la  ley 
de  casación  criminal,  é infringido  las  dispo- 
siciones legales  ctlailas  por  el  recurrente.» 
(Sciit.  19  noviembre  1872.) 

XVllI.  Hurto  frustrado:  No  es  hur- 
lo consumado , sino  frustrado,  el  hecho  do 
lomar  de  una  casa  una  sábana  con  áiii- 
mo  indudableinenle  de  lucrarse  y sin  la 
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voluvtad  de  su  dneño^  y al  salir  con  ella 
á un  patio  del  interior  de  la  misma  casa 
y notar  que  se  habian  apercibido  de  la 
falta,  arrojarla  ó desprenderse  de  ella: 
Doble  reincidencia. — Penado  este  hecho 
como  luirlo  consumado  por  la  Audien- 
cia de  Pamplona,  interpuso  el  Ministerio 
fiscal  recurso  de  casación  «por  infrac- 
»cion  de  ley,  que  fundó  en  el  arí.  4.°, 
«casos  3.°  y 5."  de  la  ley  de  casación, 
«citando  como  infringidos  los  arts.  3.“, 
»(56  y 633,  núm.  3,“,  del  Código  penal, 
»por  haberse  calificado  de  delito  consu- 
«mado  el  que  fue  frustrado  é imponerse 
«distinta  pena  que  la  correspondiente.» 
— El  Tribunal  Supremo  estima  el  recur- 
so casando  v anulando  !a  sentencia,  es- 
tableciendo  los  siguientes  fundamentos. 

C/  ■* 

(fConsideraudo,  en  ciianlo  al  primer  mo- 
tivo de  cnsncion,  que  son  reos  de  luirlo  con- 
forme  al  art.  530  del  Código  penal  vigente 
los  que  con  línirno  de  lucrarse  y sin  violencia 
ó intimidación  en  las  personas  ni  fuerza  en 
las  cosas,  tornan  las  muebles  agenas  sin  la 
vohinlad  de  su  dueño; 

Considerando  que  según  aparece  de  los 
hechos  que  como  probados  se  consignan  en 
la  sentencia  recurrida,  la  procesada,  con 
ánimo  indudablemente  de  lucrarse,  y sin  la 
voluntad  de  su  duenn,  tomó  del  sitio  en  que 
estaba  entre  rdras  ropas,  que  como  lavande- 
ra babia  depositado  Josefíi  Cerrosi  en  casa  de 
Simón  Errazu  una  sábana  tasada  en  cuatro 
pesetas;  y que  cuando  salió  con  ella  á un 
palio  del  interior  de  dicha  casa,  compren- 
diendo por  la  actitud  dei  Simón  y la  Josefa 
que  éstos  so  tiaiiian  apercibido  de  la  falta  de 
aquella  prenda,  la  soltó  arrojándola  súbita- 
mente á una  carbonera  contigua: 

Considerando  que  en  conformidad  á loes* 
talileciflo  en  c!  art.  3.°,  párrafo  {U'irnero  de 
dicho  Código,  es  y no  puede  menos  de  con- 
siderarse frustrado  un  delito  cuando  el  cul- 
pable practica,  como  ha  sucedido  en  el  caso 
de  que  se  trata,  todos  los  actos  de  ejecución 
que  deherian  producirle  como  resollado,  y 
sin  embargo  no  lo  producen  por  causas  in- 
dependientes do  la  voluntad  del  agente;  y 
que  en  este  caso  la  pena  que  debe  imponerse 


al  autor,  scgiin  el  art.  66  del  mismo  Código, 
es  la  intnediatainonle  iiilerior  á la  señalada 
por  la  ley  para  el  delito  consumado: 

Considerando,  respecto  del  segundo  moti- 
vo (ie  casación,  que  con  arreglo  al  art.  79 
del  repetido  Código,  no  producen  el  efecto 
de  aumentar  la  pena  las  circunstancias  agra- 
vantes que  por  sí  mismas  consliluyen  un  de- 
lito especialmente  penado  por  la  ley  ó que 
ésta  Ijaya  expresado  al  describirlo  y penarlo: 

Considerando  que  el  hedió  que  ha  moti- 
vado la  presente  causa  por  sí  mismo  no 
consti luiría  más  que  una  .hilla  prevista  y pe- 
nada en  el  uúm,  í.“  del  art.  600,  pero  que  la 
ley  eleva  á la  esfera  de  delito  cuando  en  el 
autor  del  mismo  concurriere  ia  circunstan- 
cia de  haber  sido  antes  penado  por  hurto: 

Considerando  que  por  lo  mismo  ia  reinci- 
dencia en  el  caso  actual  afecta  de  un  modo 
especial  constitutivo  al  delito  y ia  penalidad; 
y que  al  prever  la  ley  la  doble  reincidencia 
del  procesado,  no  divide  ni  separa  esas  cir- 
cunstancias, sino  que  por  e!  contrario  reuni- 
das las  admite  corno  motivo  para  agravar  la 
pena  de  una  manera  ileterminada,  cualquie- 
ra que  .sea  et  número  de  las  reincideticias 
siempre  que  existan  dos: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  ia  Sa- 
la sentenciadora,  al  cfdiíicar  el  lieclio  que 
lia  motivado  esta  causa  de  liurto  consumado  é 
imponer  á la  procesada  Simona  IzAirzu  y Li- 
zarazu  la  pena  correspondiente  á esa  califi- 
cación, ha  incnrrirlo  en  el  error  de  derecho 
á que  se  refieren  los  casos  3.®  y 4.*  del  ar- 
tículo 4.“  de  la  ley  de  ca.^íacion  crimina!,  é 
infringido  los  arts.  3.”  y 66  del  Código  penal 
vigente;  y que  en  no  haber  apreciado  las 
reincidencias  de  dicha  procesada  de  la  ma- 
nera y en  h forma  que  al  alegar  el  segundo 
motivo  de  casación  pretende  el  recurrente, 
no  Im  infringido  las  disposiciones  legales  por 
éste  citadas.»  (Sent.  16  diciembre  1S72.) 

XIX.  Dañadoi'es  que  sustraen  los 
efectos  del  daño,  son  reos  de  hurlo. — Así 
lo  dispone  el  párrafo  tercero  del  artícu- 
lo 530,  y de  acuerdo  con  él  pueden  ver- 
se varios  fallos  en  e!  artículo  Montes. 

Además  pueden  consultarse  los  ar- 
tículos Circunstancias:  Encüduidor:  Es- 
tafa: Compctencia;  Robo. 


IMPRUDENCIA,  [Jurísp,  p^nal). 


237 


I. 


^ IMPRUDENCIA.  Defecto  de  adverien~ 
da  ó falta  de  previsión  en  la  ejecución 
de  un  hecho.  Hay  imprudencia  temera- 
ria, é imprudencia  simple  ó negligencia 
cometida  con  infracción  de  los  regla- 
mentos, que  constiluyen  e!  delito  penado 
en  el  art.  581  del  Código  reformado. 
Cuando  la  negligencia  ó simple  impru- 
dencia se  comete  sin  infracción  de  rcr* 
glamento,  es  la  falla  del  núm.  3.°  del  ar- 
tículo C05.  Veamos  algunos  fallos  del 
Tribunal  Supremo  sobre  el  delito  de 
imprudencia: 

I.  Atropello  y muerte  de  un  hombre 
y síi  cahalleria  por  un  tren:  Sobre  la 
obligación  de  moderar  la  velocidad^  avi- 
sar con  el  silbato^  emplear  los  frenos  efe,, 
y sobre  el  cuidado  de  cerrar  la  vía,  y de- 
más precauciones.  — Formada  causa  á 
consecuencia  de  haber  sido  atropellado 
un  hombre  con  su  caballería  por  el  tren 
número  35  del  ferro-carril  de  Valencia  á 
Almansa,  y absuelio  libremente  el  ma- 
quinista por  no  constituir  delito  el  he- 
cho por  que  se  le  perspguia,  declarando 
exenta  de  responsabilidad  á Ja  empresa 
del  ferro-carril,  se  interpuso  por  la  viu- 
da del  finado  recurso  de  casación,  citan- 
do como  infringidos  el  art,  74  del  regla- 
mento de  ferro-carriles  de  1839,  los  ar- 
tículos 5.°,  8.^*  y 18  del  mismo,  el  8.“  de 
la  ley  de  policía  de  ferro-carriles  de  H 
de  noviembre  de  ISoo,  el  núm.  4,°,  ar- 
tículos f).“  y 27  del  reglamento  para  su 
inspección  de  9 de  enero  de  1861, 
los  28  y 37  de  la  Instrucción  de  8 de 
marzo  dol  mismo  año  y varias  Reales 
ordenes,  así  como  el  art,  581  del  Código 
penal  y los  13  y 14  do  la  citada  ley  de 
policía;  pero  se  declara  no  haber  lugar 
en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
consigna  corno  hechos  probados  que  el  ma- 
quini.sta  Antonio  Soler  y Monge  salió  de  V¡- 
liareal  tocando  el  silbato  y con  la  debida  pre- 
caución hasta  salvar  la  curva  y presentarse 
Ja  recta;  y una  vez  cu  ella,  continuó  la  mar- 


I cha  haciendo  con  el  silbato  la.s  señales  cor- 
respondientes, y dando  igual  aviso  medio  ki- 
lómetro antes  de  llegar  al  paso  nivel  de  Ca- 
rmena; y distinguiendo  un  hombre  á 80 
metros  montado  en  una  caballería  que  se 

a la  via  sin  que  fuese  dete- 
nido por  el  guarda-barrera  por  liaberse  su- 
írimido,  le  dió  repetidos  avisos  para  delener- 
-e;  pero  no  lo  logró,  por  lo  que  pidió  freno; 
y habiendo  parado  el  hombre  v la  caballería 
siguió  su  marcha  el  tren;  y ¿uamlo  éste  se 
hallaba  á 10  ó 12  metros  iie  distancia,  quiso 
el  gineíe  cruzar  la  via  iiostigando  á Ja  caba- 
ñería con  dicho  objeto,  y entrando  en  ella 
filé  atrapellado  por  el  tren,  sin  que  pudiera 
éste  detenerse  á pesar  de  haber  dado  contra- 
vapor, arrastrando  al  hombre  y caballería; 

Considerando  que  el  referido  maquinista 
practicó  por  su  parto  cuanto  pudo  para  evi- 
tar la  desgracia  ocurrida  que  se  verificó,  ya 
moderaiido  la  velocidad  a 300  metros  del 
paso  á nivel,  ya  Locando  el  silbato  diferentes 
veces,  ya  empleando  los  frenos  y ya  el  contra- 
vapor, logrando  que  parase  el  hombre  y la 
caballería;  pero  que  aquef,  hostigando  á és- 
ta, penetró  en  la  v'a,  produciendo  con  este 
acto,  efecto  sin  duda  del  aturdimiento  en  que 
se  encontraba,  su  propia  desgracia; 

Considerando  que  Ja  Sala  sentenciadora, 
al  declarar  la  absolución  libre  del  maquinis- 
ta en  concepto  de  no  conslíluir  delito  el  he- 
cho, no  ha  infringido  el  art.  74  del  regla- 
mento de  ferro-carriles  de  8 de  julio  de  1859, 
porque  si  bien  en  él  se  previene  que  el  ma- 
quinista moderará  la  velociilad  de  los  trenes 
á distancia  do  oOO  metros  en  los  cruzamien- 
tos de  la  via,  y en  este  caso  .solo  se  hizo 
á 300  metros,  la  citada  disposición  no  es 
conciliable  con  la  del  art.  79  siguiente,  en 
que  solo  se  exige  sonar  el  silbato  agudo  de 
vapor  cuando  los  maquinistas  se  acercan  á 
los  pasos  á nivel,  curvas,  corladuras  ó sub- 
terráneos, empleando  sin  duda  menos  pre- 
cauciones porque  se  supone  la  exislencia  de 
barreras  y guarda- barreras  que  prescribe  el 
mismo  reglamento  en  su  art.  18,  núm.  2.°, 
)or  lo  que,  según  el  tecnicismo  facultativo, 
la  de  entenderse  lo  primero  relativamente 
á los  cruzamientos  de  dos  vías,  ambas  fér- 
reas, por  los  mayores  riesgos  que  en  ellas 
pueden  sobrevenir: 

Considerando  que  tampoco  ha  infringido 
el  art.  581  del  Código  penal  vigente,  ó sea 
el  480  del  de  ISftO,  vigente  al  tiempo  de  la 
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ileígracii  ocnrriiiu,  iltclios  arUf'ulüS 

castigan  la  iii)pr(íil<ínci<T  icrntíraria  en  la  cjk’— 
cudori  (le  uti  lifclio  que  si  mediare  malicia 
const.imiria  un  divlito,  y en  el  caso  actual  no 
aníirece  iiisUlicaila  tal  imprudencia  por  parle 
del  agiuile.  sino  un  hecho  que  ha  producido 
un  m:d  ejfciitando  un  acto  profe.sioiial  cou  la 
deliida  tliügencia: 

Considerundo  que  si  bien  es  iudu Jalde  la 
obligarion  que,  tienen  iaa  empresas  á cerrar 
las  vías  férreas  y á tener  en  los  pasos  á ni- 
vel, no  ^’olo  iiarreras,  sino  guardas  que  las  | 
cusió Jien,  según  lodo  .se  previene  pj>r  el 
pliego  de  condiciones  que  se  acompaña  al 
reglaiVieiilo  de  15  de  febrero  de  íí?o6  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  ferro-carriles,  la  ley  ' 
de  jiolieía  de  los  uiismns,  el  reglamento  para 
su  ejtífiucion  y demá-s  dispo.sic!oues  sobre  la 
rnaleri  i que  se  citan,  y la,s  responsabilidades 
que  estas  omisiones  producen  no  son  aplica- 
bles delerminadainetite  á este  procedimiento 
criminal  que  hadado  Jugar  al  recurso  por  la 
manera  en  que  vienen  juslificíulos  los  he- 
chos, Y porque  instruido  para  penar  y casti- 
gar, caso  que  la  hubiese  babiJo,  la.  impru- 
dencia temeraria  del  maquinista  Antonio 
Soler  y Mongo,  si  hubiese  recaido  sentencia 
condenatoria  contra  el  maquinista  procesa- 
do, también  habría  abrazado  y comprendido 
en  .*^11  condena  á la  empresa  subsidiariamen- 
te por  la  rcsponsaiiiiidad  civil,  conforme  á lo 
dispvníhlo  en  ci  art.  18  tlel  Código  penal 
de  ISoO,  vigente  al  tiempo  de  la  comisión 
del  delito: 

Cnnsiderarido,  por  tanto,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora no  ha  infringido  las  disposiciones 
en  que  se  funda  el  recurso,  y que  en  tal  con- 
cepto no  está  comprendido  en  el  caso  2.°  de! 
articulo  -i.®  de  la  ley  sobre  casación  en  los 
juicios  criminales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Cárinen  Miró  ele.»  (Sent.  24 
febrero  iS73.) 

II.  Imprudencia  íemeraria:  La  mul- 
ta es  la  pena  que  corresponde  al  autor  de 
imprudencia  temeraria  menor  de  diez  y 
siete  años,  cuando  si  en  el  hecho  mediare 
malicia  cojiáítUuría  delito  menos  yraoe. 

' — Así  se  establece,  declarando  haber 
lugar  al  recurso  de  casación,  con  vista 
de  dicho  artículo  y de  los  8R  y 93. 
(Sent.  l.°  marzo  1873,  inserta  en 
Circunstancias  eximentes,  bajo  el  nú- 
mero XIV,  pág,  63.) 

III.  L esiones  graves  causadas  por  el 


atropello  de  un  tren,  con  re.y)onsabUidad 
del  jefe  de  la  estación. — Seguida  causa 
contra  D.  Pastmal  Elisagüe,  jefe  de  la 
estación  de  Alar  y otros,  sobre  lesiones 
causad-is  á una  niña  á consecuencia  de 
haberla  cogido  las  ruedas  de  un  tren  en 
el  acto  de  practicarse  una  maniobra,  la 
declaró  la  Sola  culpable  del  delito  de  le- 
siones graves  por  imprudencia  temera- 
ria, condenándole  como  autor  á cuatro 
meses  de  arresto  mayor,  á una  sexta  par- 
le (le  costas  y á la  indemnización,  en 
unión  de  otros,  de  SOO  escudos.  Inter- 
puesto recurso  de  casación  alegando  su 
inculpabilidad  y la  infracción  de  los  ar- 
tículos 58 1 y 13,  se  declara  no  haber  lu- 
gar á él. 


«Considerondo  que  el  art.  o8i  del  til.  XIV 
del  nuevo  Código  declara  penables  los  he- 
chos cometidos  por  imprudencia  Iemeraria, 
y que  si  mediase  malicia  constiiuirian  un  de- 
lito grave;  y en  tal  concepto  hasta  para  Ja 
imposición  de  la  pena  q ie  dicha  disposición 
prescribe  que  la  acción  ii  amisión,  causa  ori- 
giuaria  y eficiente  del  delito,  sea  voluntaria 
en  el  agente,  aun  cuando  no  liaya  mediado 
por  su  parte  ánimo  deliberado  ó intención  de 
cometerlo: 

Cousiderando  que  al  calificar  la  Sala  sen- 
tenciadora á 1).  Pascual  l'disagüe  (jefe  ¡le  una 
estación  de  ferro-carril)  autor  del  delito  de 
lesiones  graves  por  imprudencia  temeraria, 
y al  imponerle  la  pena  corresponrtieiite  á su 
participación  en  el  mismo,  no  infringe  ios 
artículos  13  y 581  del  Código,  puesto  que 
iiubiendo  mandado  ejecutar  aquel  la  manio- 
bra de  trasladar  un  tren  á la  via  de  aparta- 
dero, no  tomó  previamente  Jas  medida.s  de 
precaución  necesarias  para  evitar  una  des- 
gracia á Jos  viajeros,  disponiendo  que,  aten- 
dido el  mal  estado  de  Jos  terrenos  ¡nmetlia- 


los  á la  estación  por  causa  de  Jas  obras  que 
se  estaban  ejecutando,  no  salieran  de  ella 
Jiasta  que  ej  tren  estuviera  situado  en  la  via 
correspondiente,  y mandando  entonces  que 
fueran  acompañados  de  algún  dependiente 
provisto  de  luz  para  guiarles  sin  riesgo  algu- 
no al  punto  en  que  aquel  se  encontraba: 

Considerando  que  imputables  tales  hechos 
y omisiones  al  recurrente  como  jefe  de  la  es- 
tación en  qne  tuvo  lugar  el  suceso,  éstas  y 
las  de  que  en  la  sentencia  .se  declara  respon- 
sable ó los  demás  coacusado.s,  fueron  la  cau- 
sa del  atropello  del  le.siouado  por  el  tren  al 
practicarse  la  maniolira  antes  referida,  incur- 
re por  tanto  Elisagüe  en  la  responsabilidad 
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que  prescriben  y on  la  parlicipacion  que  de- 
teriDüian  los  ya  eilatios  arts.  581  y 13.  (Sen- 
tencia 7 marzo  1S71.) 

IV,  Mal  camada  por  mero  accidente 
con  oemion  de  tí»  acto  licito:  6’asocíon 
por  ha  be  me  cali  ¡i  cada  como  imprudencia 
temeraria. — Se  declara  haber  I ugar  al 
recurso  (le  casación  inlerpuesto  por  Ma- 
nuel Solero  Marios  conlra  sentencia  de 
la  Audiencia  de  Granada,  que  le  conde- 
nó romo  autor  de  lioraicitlio  por  impru- 
dencia temeraria. 

«Considerando  que  .según  el  caso  l.^del 
articulo  4.“  de  la  ley  sobre  cslablecimieuto 
de  li»s  recursos  de  casación  en  los  juicios  cri- 
minales son  procedentes  dichos  recursos 
cuando,  consigtiaílos  los  lieclios  en  la  sea- 
lencia  y admitidos  como  proliados  en  la  for- 
ma que  en  ella  se  refieren,  se  califiquen  co- 
mo delito,  uo  siéndolo  por  su  propia  ualura- 
leza  ó por  circunstancias  posteriores  que 
impidan  penarlo: 

Considerando  que  consignándose  como  so 
consigna  en  la  sentencia  contra  la  que  se  ha 
iüIerpiic-sLo  el  recurso,  que  liahieudo  alado 
una  (le  las  ruedas  del  carro  y pue-slo  la  galga 
ó ¡)alu  con  que  se  sujeta  la  otra  para  bajar  la 
pendiente  uo  tenía  movimiento,  y que  desata- 
da la  primera  se  precipitó,  cargando  ol  peso 
sobre  ías  molas,  sin  haber  podido  contener- 
se, no  olblaiUe  que  el  Solero  daba  palos  en 
la  cabeza  de  aquellas  y voces  para  que  se 
apartare  la  gente,  no  se  deduce  que  la  muer- 
te del  Gaspar  Recio  se  haya  causado  por  ím- 
pruileiicia  temeraria  de  aquel: 

Considerando  que  habiendo  apreciado  la 
Sala  sentenciadora  los  hechos  expuestos  por 
homicidio  en  aquel  senlido,  lia  incurrido  en 
error  de  derecho  por  la  calificación  de  ese 
delito,  é infringido  el  art.  üSl  del  Código  pe- 
nal en  su  primera  parte; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos liaber  lugar  al  recurso  de  casación 
inlerpuesto  por"  Mauuel  Solero  y x\larlo.s. 
(Senlencia  26  octubre  1871.) 

V.  Imprudencia  temeraria  consisten- 
te en  no  ejecutar  con  hi  debida  diligencia 
el  hecho  de  cn.'ieñarnn  reivólcer  cargado 
que  se  dispara  causando  hoinicidw:  Pru- 
dente arbitrio  de  los  Tribunales  en  la 
aplicación  de  la  pena  de  la  mprudencia. 
— Declara  el  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inler- 
puesto por  el  ministerio  fiscal  y por  el 
procesado  por  esta  causa,  estableciendo 


la  doctrina  qne  se  desprende  del  epígra- 
fe en  los  siguientes: 

«Considerando  que  el  art.  4 SO  de!  Código 
de  1850  y el  üSI  del  ri'forinado  castigan  al 
que  por  imprudencia  t(.'meraría  ejecutase  un 
hecho  que,  si  tnedíase  uiidicia,  conslituiria 
un  delito  grave: 

Considenindü  que  la  Sala  san  Le  ociad  ora 
no  ha  cometido  el  errur  de  derecho  que  se 
alega  por  el  minislerio  fiscal  y el  ¡irocesado, 
comprendido  en  el  \a  citado  caso  l.®del  ar- 
tículo -I.”  de  la  ley  de  casación,  por  haber 
calificado  de  homicidio  comeliih  por  impru- 
dencia temeraria  el  hecho  del  disparo  de! 
rewólver  que  ocasionó  la  muerte  inslanláiiea 
de  Miguel  Cebados,  por  cuanto  de  los  dalos 
consignados  en  la  senl.enci.'i  aparece  plena- 
mente probado  por  siete  testigos  presoiicia- 
ies  que,  accediendo  aquel  á ios  deseos  que 
e.stele  manifestó  de  ver  el  reNVóiver  y de  que 
lo  vieran  ios  demás  segadores,  sus  compa- 
ñeros, al  acercarse  con  tal  motivo  al  Alonso 
cayó  muerto  en  el  iiioinentn,  habiendo  moti- 
vos para  presumir,  sogun  se  expresa  en  la 
sentencia,  (]uc  aquel  acto  fatal  tuvo  lugar  an- 
tes de  que  el  Cet)allos  lomase  de  manos  del 
procesado  la  rí’feridíi  arma: 

Considerando  que  el  no  hallarse  probado 
el  lieclio  de  liaber.se  disparado  el  rewólver 
antes  de  tomarlo  el  Ccdni  los  es  precisamente 
lo  que  ha  dado  motivo  á la  dedaracinu  de 
haber  obrado  e!  .Alonso  con  imprudencia  te- 
meraria, según  ce  desprende  f el  contenido 
del  único  considerando  íuiadido  por  Ja  Sala 
en  la  ejecutoria,  puesto  que  se  hace  aquella 
con.s¡sl¡r  en  la  imlrega  Ue  un  arma  cargada 
con  porción  de  tiros  á persona  que  ignoraba 
SU  manejo,  sin  adoptar  precaucuui  alguna: 

Considerando  que  no  apiirecÍL-iiiio  méritos, 
según  los  hechos  consignados  en  la  .senten- 
cia, para  suponer  que  mediara  malicia  en  la 
comisión  del  delito,  es  evidente  ipic,  ya  es- 
tuviera el  rewólver  ai  dispararse  en  poder 
del  Alonso  ó del  Crd>[illo.s,  en  ambo-S  casos 
obró  con  imprudencia  temeraria  el  procesa- 
do: en  el  primero  porque  debiendo  creerle 
conocedor  de  un  arma  que  llevaba  consigo, 
no  tomó  a!  enseñarla  las  precauciones  nece- 
sarias y el  indispensable  cuidado  que  debiera 
tener  para  no  ocasionar  una  desgracia  como 
la  que  sucedió,  y en  el  segundo  por  haberla 
entregado  á persona  que,  no  conociendo  el 
peligro  que  podía  correr  de  examinarla  por 
sí  mismo,  no  le  hizo  prevención  alguna  an- 
te.s  de  ponerla  en  sus  ni. t nos: 

Considerando,  en  cuanto  a!  segundo  mo- 
tivo de  casación  producido  por  el  procesado, 
que  no  puede  tener  aplicación  al  caso  pre- 
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scnle  g1  núm.  8.°  del  art.  8/  del  Código  pe-  1 
nal  reformado,  (joe  se  invoca  corno  infringido 
por  la  Sala  stínteiiciadora  por  no  haberle  de- 
clarado exento  de  responsabilidad  criminal,  ^ 
toda  voz  c[uc  si  bien  era  lícito  cj  acto  de  en— 
scTisr  no  lo  ejecuto  con  lo.  dcüi 

da  diligencia,  ocasionando  un  homicidio,  no 
por  mero  accidente,  sino  por  la  temeraria 
imprudencia  enn  tjue  verifico  dicho  acto: 

Considerando,  respecto  dcl  tercer  motivo 
de  casación  alegado  por  el  recurrente  Filo- 
meno Alonso  López,  ó sea  á la  infracción  de 
la  regla  1.^  del  arl.  82  del  Código  penal  vi- 
gente, que  siendo  la  pena  señalada  al  delito 
en  el  581  la  de  arresto  mayor  en  su  grado 
máximo  á prisión  correccional  en  el  mínimo, 

Y la  impuesta  al  procesado  la  de  un  año  de 
prisión  correccional,  esta  se  halla  compren- 
dida, no  en  el  grado  máximo,  como  equivo- 
cadamente asegura  el  recurrente,  sino  en  el 
mínimo;  sin  que  por  otra  parle,  atendiendo 
á lo  prescrito  en  el  párrafo  tercero  dei  expre- 
sado artículo  82,  en  los  delitos  comel  dos 
por  imprudencia  temeraria  ó por  simple  im-  ' 
prudencia  ó negligencia  puedan  los  Tribuna- 
les aplicar  las  penas  que  tengan  por  conve- 
niente, según  su  prudente  arbitrio,  sin  su- 
jeción á las  reglas  prescritas  en  este  último 
artículo,  no  habiendo  por  lanío  infringido  la 
Sala  sentenciadora  la  primera  del  mismo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
iolernuesto  por  el  ininislerio  fiscal,  etc.  {Sen- 
tencia 2S  junio  1S71.) 

VI.  Imprudencia  temeraria  cowsis- 
tenle  en  dar  faego  á una  suerte  de  tierra 
propia,  con  perjtticio  de  la  suerte  inme- 
diata que  se  incendia.— Cuando  un  la- 
brador da  fuego  á una  suerte  de  tierra 
de  su  propiedad,  que  labra  con  objeto 
de  mejorar  su  cultivo,  causando  con  ello 
un  daño  en  las  mieses  que  se  hallaban  en 
otra  heredad  inmediata,  incurre  por  ello 
en  el  delito  de  imprudencia  por  haber 
ejecutado  este  hecho  sin  la  correspon- 
diente autorización,  y sin  tomar  las  me- 
didas de  precaución  que  se  acostumbra 
para  evitar  la  propapcion  del  incendio. 
Y si  la  Sala  sentenciadora,  declarándole 
autor  del  delito  de  incendio  cometido 
por  imprudencia  temeraria,  y designán- 
dole la  pena  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  con  arreglo  al  Código  de  1870, 
citando  los  aris.  508,  oG9  y 581  del  mis- 
mo, califica  el  hecho  como  constitutivo 


de  un  delito  grave,  dadas  y admitidas 
como  probadas  las  circunstancias  que  en 
la  sentencia  consignó,  no  puede  ni  aun 
discutirse  sobre  ia  calincacion  de  falta, 
como  daño  que  no  excede  de  50  pesetas 
de  que  hace  referencia  el  citado  Código 
en  su  artículo  016,  ni  por  lo  tanto  es 
aplicable  al  caso  este  articulo.  (Senten- 
cia 12  octubi’e  1871.) 

yil.  Juego  entre  dos  ó más  á la  na- 
i^aja. — El  hecho  de  jugar  dos  á la  nava- 
ja, del  que  resulta  con  dos  heridas  uno 
de  los  jugadores,  necesitando  para  su  cu- 
ración ochenta  y ocho  dias,  no  es  un  ac- 
to lícito  ejecutado  con  la  debida  diligen- 
cia; debiendo  calificarse  de  imprudencia 
temeraria  tan  solo  por  consignar  la  Sala 
sentenciadora  el  hecho  de  no  haber  me- 
diado malicia,  pues  de  haber  ésta,  hu- 
biera sido  un  delito  penado  en  el  artícu- 
lo 431 , caso  8.'’  (Sent.  8 abril  1873.) 

YIlí.  Lo  que  es  la  mprudencia  te- 
meraria.— La  imprudencia  temeraria  á 
que  se  refiere  el  art.  581,  es  efecto  de 
negligencia  é imprevisión,  en  la  cual 
falla  la  voluntad  del  agente  responsable. 
(Sent.  3 abril  1873.) 

IX.  Imprudencia  íevieraria  y simple: 
Vuelco  de  «;i  coche  conduciendo  via- 
jeros en  mayor  número  que  el  permitid» 
por  los  reglamentos. — La  Audiencia  de 
Barcelona  condenó  como  autor  del  deli- 
to de  simple  imprudencia  con  infracción 
de  los  reglamentos  á D.  Manuel  Solé, 
dueño  de  un  coche  de  Balaguer,  que 
conduciendo  muchos  viajeros  con  in- 
fracción de  los  reglamentos,  volcó  resul- 
tando lesionados  dos  de  aquellos.  Y como 
en  el  recurso  de  casación  se  sostenía  que 
el  hecho  no  constiluia  delito,  establece 
el  Tribunal  Supremo  que  sí,  en  estos  tér- 
minos: 

«Considerando  que,  según  los  hechos  con- 
signados y admitidos  en  la  sentencia  recurri- 
da, el  mencionado  coelie  llevaba  en  la  oca- 
sión que  queda  referida  29  viajeros,  16  da 
los  cuales  iban  en  la  vaca,  que  el  número  de 
ellos,  muy  superior  seguramente  al  que  su 
dueño  podia  y debía  admitir  conforme  al  re- 
glamento de  13  de  mayo  de  1857,  y la  colo-- 
cacioQ  de  los  más  en  la  parte  más  alta  del 
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coclie  debía  producir  un  desnivel  con  sus 
fatiUes  consecuencias  al  menor  accidenle, 
extremos  que  comprenden  evidentemente 
una  iin  )ru(lencia  con  infracción  de  regla- 
mento, ia  cual  contrihuyó  indudablemente  al 
vuelco  del  coche,  se^un  se  consigna  en  la 
sentencia  recurriiia,  y con  él  d las  lesiones 
de  que  va  hecha  expresión: 

Considerando,  por  consecuencia,  que  la 
Sala  sentenciadora  al  iiaher  condenado  i don 
Manuel  Solé,  autor  de  dicha  imprudencia,  á 
la  pena  de  tres  meses  de  arresto  mayor  con 
sus  accesorias,  no  ha  infringido  el  art.  5St 
del  Código  penal  ni  los  demás  cjne  cita  el  re- 
currente, ni  lia  incurrido  en  el  error  de  de- 
recho á que  se  refieren  los  casos  t .*  y 4.*, 
artículo  4/ de  la  lev  citada  de  18  de  jimio 
de  1870.»  (Sen i.  27  mayo  ÍS73.J 

X.  Imp)  'udeucia  temeraria  ó siviple: 
Actos  voluntarios:  Actos  shi  mulicia  ó 
por  imprudencia.  — El  principio  legal 
consignado  en  el  arL  1.”  del  Código  pe- 
nal está  esencialmente  subordinado  al  es- 
tablecido en  el  58 1 sobte  imprudencia. 
— La  imprudencia  supone  un  acto  volun- 
tario^ pero  ho  7n(illcia.  — El  art.  1 supo- 
ne acto  ’üo/iííí/./jrio  ij  malicia. — Esta  doc- 
trina la  establece  el  Tribunal  Supremo 
casando  y anulando  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Pamplona  en  el  siguiente 
caso:  AI  anochecer  del  28  de  junio 
de  187'2  hallándose  los  esposos  Basilio 
Garate  y Manuela  Lara  en  una  de  las  ha- 
bitaciones de  su  casa,  oyeron  pasos  en 
la  escalera,  y presumiendo  que  fuese  su 
convecino  José  M.  íñurriela,  le  llama- 
ron prevalidos  de  la  hueua  amistad  que 
con  él  tenían;  y éste  que  como  volunta- 
rio foral  acudía  á la  Casa  de  Villa  á 
aprender  el  manejo  del  arma,  entró  con 
la  carabina,  y como  la  Manuela  dijere  á 
su  marido,  «José  quiere  livcer  los  ejerci- 
cios'» dió  unos  pasos  por  ia  habitación  y 
apuntó  á la  Manuela,  disparándola  y cau- 
sándola lesiones  mortales  de  necesidad, 
de  cuyas  resultas  murió  á poco  rato. 
Consta  que  el  procesado  es  de  intaclia- 
ble  conducta,  que  vivía  en  buenas  rela- 
ciones con  ios  convecinos,  y que  inme- 
diatamente qué  vio  el  estrago  causado  se 
presentó  al  alcalde  declarándolo  sucedi- 
do, efecto  de  su  imprudencia,  creyendo 
que  el  arma  estaba  descargada. — El  juez 
inferior  estimó  el  liecho  como  impru- 

JuR.  Pen. 
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' dencia,  pero  la  Audiencia  aplicó  el  ar- 
tículo 419,  é interpuesto  por  el  procesa- 
do recurso  de  casación  que  fundó  en  el 
caso  3.®  del  art.  4.°  de  la  ley  de  1870,  y 
citando  como  infringidos  los  arts.  419 
y 381,  se  declara  haber  lugar  á él,  en  es- 
tos términos: 

«Considerando  que  el  principio  legal  con- 
signado en  el  art.  1 .%lel  Código  penal,  por 
el  que  se  declara  que  .son  delitos  ó faltas  to- 
das las  acciones  y otn¡.siotie.s  voluntarias  pe- 
nadas por  ja  ley,  reputándose  sícmpire  vo- 
luntarias, a DO  ser  que  ccns’e  lo  contrario, 
está  estíficialmeDle  subordinado  al  otro  prin- 
cipio estaliíccido  en  eí  art.  581,  según  el 
cual,  cuando  el  acto  psuiibie  fuese  ejecutado 
sin  maliciii  deberá  ser  castigado  cemn  una 
imprudencia  temeraria  ó simple  con  infrac- 
ción de  reglamentos,  marcáiulose  a.sí  ia  di- 
ferencia esencial  entre  los  actos  volunta- 
rios penados  por  la  ley  ejecutados  con  ma- 
licia y lo.s  vei  ideados  sin  ella,  pero  con  im- 
pi  udencia; 

Considerando  que  en  c*l  caso  actual  no 
puede  admitirse  como  dalo  seguro  que  el 
procesado  Imhiese  obrado  con  verdadera  in- 
tención maliciosa  de  disparar  el  tiro  que  pro- 
dujo la  muerte  casi  iuslantánea  de  Manuela 
Lara,  puesto  que  si  entró  en  la  liabitacioa  en 
' que  la  misma  se  hallaba  con  su  marido,  lo 
i hizo  muy  ajeno  de  entrar,  y solo  por  llama- 
miento .suyo,  cuaodo  Je  sintieron  que  estaba 
en  ia  escalera  de  la  habitación;  v porque 
además  si  entró  llevando  una  carabina  lo 
hizo  autorizado  en  aquel  momento  para  ir  á 
la  Casa  de  Villa  con  el  fin  de  aprender  allí 
el  manejo  de!  arma  como  vohiulario,  por  el 
que  era  llamado  para  diclio  ejercicio: 

Considerando  además  que  entre  el  proce- 
sado, ia  Manuela  Lara  y su  esposo  existian 
relaciones  amistosas  anttgua.s  y de  confianza 
recíproca,  como  vecinos  que  hacia  mucho 
tiempo  vivían  bajo  un  mismo  techo,  sin  que 
jamás  se  hubiera  alterado  la  armonía  entre 
ellos;  y que  todos  los  dalos  expuestos  indu- 
cen la  persuasión  de  que  el  procesado,  al 
entrar  armado  en  el  cuarto  de  sus  conveci- 
nos así  que  le  llamaron,  no  llevaba  ningún 
plaji  preconcebido  con  intención  de  causar 
daño: 

Considerando  que  siendo  un  hecho  decla- 
rado probado  que  /a  difunta  Lara,  cuando 
vio  entrar  al  procesado,  dirigió  al  marido  las 
expresiones  de  qne  «José  quiere  liacer  los 
ejercicios:»  estas  palabras,  aun  cuando  tu- 
vieran algún  concepto  burlesco  sobre  el  uso 
del  arma,  como  el  recurrente  supone,  no 
eran  motivo  suficiente  para  que  entonces 
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£.in  leoer  segurífiad  de  que  estuviese  descar- 
gada, la  manejase  de  una  manera  impruden- 
te y temeraria,  disparando  el  tiro  y causando 
Ja  niiierte  de  la  repetida  Lara: 

Considerando  que  los  dalos  expuestos  de- 
muestran que  el  procesado  al  hacer  uso  de 
su  aítna  obró  voluulariamente,  pero  no  con 
müiicia  6 intención  de  causar  el  mal  produ- 
cido; y que  por  consecuencia,  la  Sala  sen- 
tenciadora, r.onruudiendo  la  doctrina  sancio- 
nada en  ios  arts.  1.®  y SSt  del  Código,  hizo 
indebida  aplicación  de!  art.  419,  incurriendo 
en  el  error  de  derecho  cousígnado  en  el  ca- 
so 3.®  del  art.  4.®  de  la  ley  de  casación  cri- 
minal; 

Fallamos  que  debeinos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  interpuesto  en 
nombre  de  José  María  Iñurrieta.»  (Sent.  2 
junio  1873.) 

XI.  Daños  por  mpi'udencia.  cansa- 
dos por  airopello  de  im  tren:  Casación 
en  parte  del  falto  de  la  Ándieneia:  Des- 
ponsahilidad  que  alcanza  á las  empresas. 
— Condenados  Vicente  Valls  y D.  Andrés 
Campo,  el  primero  conductor  del  tren  y 
el  segundo  director  gerenie  de  la  socie- 
dad del  ferro-carril  de  Valencia,  en  la 
multa  de  50  pesetas  cada  uno  ó indem- 
nización de  800  al  duefio  de  una  muía 
atropellada  y muerta  por  el  tren,  inter- 
puso Campo  recurso  de  casación,  que  es 
estimado  en  parte,  estableciendo  la  si- 
guiente doctrina; 

Que  por  la  ley  vigente  de  policía  do 
ferro-carriles  se  hace  la  debida  distinción 
entre  las  fallas  que  produce  su  inobser- 
vancia con  el  carácter  de  penales  guber- 
nalivamcnte  y las  que  tienen  el  carácter 
de  delito  ó proceden  de  ígnorancta,  im- 
prudencia, descuido  ó falla  de  cumpli- 
miento délas  leyes  6 reglamentos  de  ad- 
miñisiracion  que  causan  perjuicios  á las 
personas  ó á las  cosas: 

Que  cuando  se  procede  en  este  último 
concepto,  declarándose  la  delincuencia 
del  gerente  de  una  empresa  de  ferro- 
carril, es  aplicable  el  Código  penal  en 
combinación  con  los  títulos  4.”  al  6.°  de 
la  ley  especia!  sobre  policía  de  ferro-car- 
riles;  por  lo  que  se  invoca  ineficazmente 
otras  disposiciones  gubernativas  referen- 
tes á las  omisiones  que  cometan  los  de- 
pendientes de  la  empresa,  de  las  que  se- 


rán también  á su  vez  responsables  en  to- 
do caso: 

y que  tratándose  de  la  responsabilidad 

subsidiaria  que  pueda  caber  al  gerente 
de  una  empresa  de  ferro-carril  por  un 
delito  cometido  por  imprudencia,  tal  res- 
ponsabilidad ha  de  determinarse  con  ar- 
reglo á ¡o  dispuesto  en  el  arl.  -12  de  la 
ley  sobre  policía  de  ferro-carriles,  como 
especial  sobre  la  materia.  (Sentencia  30 
abril  1372.) 

XII.  Fuga  de  penados  por  impruden- 
cia del  comandante  del  presidio. — Cuan- 
do según  los  hechos  consignados  y ad- 
mitidos en  I.a  sentencia  el  coman  lian- 
te de  un  presidio  permitía  salir  del  es- 
tabitícimienlo  á dos  penados  que  esta- 
ban cumpliendo  condena  de  reclusión, 
y permanecer  fuera  hasta  la  noche,  los 
cuales  se  fugaron,  prevaliéndose  de  esa 
libertad,  es  culpable  de  tal  fuga  e!  co- 
mandan te  por  imprudencia,  con  infrac- 
ción de  la  ordenanza  de  presidios  y de 
varias  Reales  órdenes.  (Sent.  6 diciem- 
bre 1871.) 

V,  Circunstancias  eximentes;  Dispa- 
ro DE  AllMA. 

INFRACCION  DE  LEY.  V.  Kecurso  de 

CASACION. 

INHABILITACION-  (Pena  de).  Es  una 
do  las  ¡lenas  que  establece  el  Código  para 
el  castigo  de  los  delitos,  y cuyos  efectos 
son  privar  al  penado,  en  lodo  cuando  es 
absoluta,  ó en  ¡larle  si  es  especial,  de  ios 
honores,  empleos,  derechos  políticos  ac- 
tivos y pasivos,  derecho  á jubilación,  ce- 
santía ú otra  pensión,  etc.,  con  sujeción 
á lo  que  el  referido  Código  dispone  para 
cada  delito,  y á las  reglas  generales  está- 
blecidas  en  los  arts.  2ü,  28,  52  á 37,  40, 
41,  45  y 46.  La  pena  de  inhabilitación 
es  ó perpetua  ó temporal,  y una  y otra  ó 
absoluta  ó especial,  figurando  entre  las 
aflictivos,  é imponiéndose  además  como 
accesoria  de  casi  lodos  las  alliclivas,  co- 
mo se  ve  en  los  arts.  53  á 63. 

Sobre  la  manera  de  ejecutarse  las  sen- 
tencias en  que  se  imponga  pena  de  inha- 
bilitación, hay  que  estar  al  til.  VIÍ  del  li- 
bro 2 ° de  la  Lev  deErijuie,  criminal,  prin- 
cipalmente á los  arts.  Ü14  á 916  y 919, 


y entre  tentó  que  se  pone  en  completo 
vigor  al  R.  D.  de  14  diciembre  ISbíi, 

Una  cuestión  importante  puede  ocur- 
rir á propósito  de  la  pena  de  inlmbilita- 
cíon.  ¿Esó  nn  necesaria  /¿o?/,  y cuándo ^ 
la  rehabiHlücion  de  los  penados  para 
ejercer  derechos  políticos?  En  una  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la 
Gobernación  en  23  do  felirero  de  1872, 
.se  declara  que  los  sentenciados  á penas 
aflictivas  ó correccionales  no  son  electo- 
res mientras  no  hayan  extinguido  sus 
condenas  y obtenido  además  rehabilita- 
ción con  arreglo  á las  leyes,  ¿Es  esto 
exacto?  Nos  hace  dudar  mucho  de  que 
nuestra  opinión,  antes  de  ahora  emitida, 
sea  acertada,  la  insistencia  con  que  en 
documentos  oficiales  so  vieno  conside- 
rando como  necesaria;  pero  por  si  esta 
insistencia  fuera  rutinaria,  repetiremos 
aquí  lo  que  sobre  el  asunto  exponemos 
en  el  articulo  Reiiadilit.\cio¡s  de  nuestro 
Diccionario.  Decimos  asi: 

«Los  que  por  sentencia  judicial  hayan 
sufrido  penas  corporales  ó infamatorias 
y no  hubieren  obtenido  rehabilitación, 
no  pueden  ser  olectore.s  de  Ayuntamien- 
to, ni  por  consiguiente  concejales  (ar- 
ticulo 13,  ley  de  8 de  enero  de  184o,  ni 
electores,  ni  diputados  ú Cortes  (arts.  H 
y 18,  ley  de  18  do  marzo  de  l84ü),  ni  di- 
putados provinciales,  ley  de  8 de  enero, 
artículo  8.”).  Estas  leyes  son  todas  ante- 
riores al  Código  penal,  y ninguna  difi- 
cultad podia  ofrecer  su  aplicación  en  lo 
que  es  objeto  de  este  artículo,  teniendo 
presento  que  según  la  jurisprudencia  (le 
entonces,  consignada  en  el  art.  lldel 
reglamento  provisional  de  justicia,  se 
consideraron  penas  personales,  además 
de  la  capital,  la  lie  azotes,  vergüenza, 
bombas,  galeras,  minas,  arsenales,  pre- 
sidio, obras  públicas,  destierro  del  reino 
y prisión  ú reclu.sion  por  más  de  seis 
meses.  Los  condenarlos,  pues,  con  ante- 
rioridad al  Código  á cualquiera  de  di- 
chas penas,  necesitarán  rehabilitación 
para  gozar  de  los  derechos  indicados  y 
otros;  ¿pero  estarán  en  el  mismo  caso 
los  condenados  con  arreglo  al  Código 
íienal? 

Sabido  es  que,  según  el  sistema  de 


2Í3 

3enas  establecido  en  este  Código,  no  de- 
je entenderse  que  están  privados  del 
derecho  electoral  activo  ó pasivo,  ó de 
otros,  todos  los  penados,  sino  únicamen- 
te los  que  están  condenados  tí  la  inhabi- 
litación ó sus|iension  de  ios  mismos  de- 
rechos, ya  en  concepto  de  pena  princi- 
pal ó como  accesoria.  La  inliabílitacion 
como  la  suspen.don  son  penas,  cuyos 
electos  se  determinan  expresamente  en 
el  mismo  Código.  Cuando  son  tempora- 
les, dicen  sus  arts.  31,  3í,3o,36,  37,  3Í) 
y 40(33,  3Ü,  37,  38,  39,  41  y 42  del  re- 
fíjrniado),  que  su  duracio7i  se  limita  al 
tiempo  de  la  condena^  y siendo  así  la 
rehabilitación  de  que  habla  el  ari.  44 
(45  del  reformado),  debe  entenderse,  co- 
mo su  letra  y espíritu  lo  dicen,  respecto 
de  la  perpetua;  ó cuando  de  la  temporal 
mientras  dure  el  tiempo  de  la  condena. 
Concluido  el  tiempo  la  pena  queda  ex- 
tinguida, la  pena  no  existe,  la  rehabilita- 
ción es  innecesaria  (I), 

La  pena  de  inhabilitación  en  sus  dis- 
tintas clases,  formas  y combinaciones,  es 
de  las  que  más  se  prodigan  en  nuestro 
Código. 

La  inhabililacion  absoluta  perpetua 
no  recordamos  que  se  imponga  sino  en 
el  arí.  14G.  La  absoluta  temporal  se  im- 
pone en  los  arts.  204,  205,  223,  2^5, 
235,  439,  447  y 4o9.  La  especial  perpe- 
tua se  señala  en  los  arts.  119,  381,  382 
y 392.  Y la  especial  temporal  en  el  177, 
187,  2ül,  372,  373,  377,  383,  392,  400, 
407,  412,  413  y 484. 

Pero  además  se  impone  la  inhabilita- 
ción fraccionada  y en  forma  compue.sta, 
á saber:  en  5it  grado  mínimo,  arts.  385 


(1)  Hasta  cierto  punió  da  lugar  á dudas  el 
articulo  45  det  Código,  según  el  cual  «los  sen- 
tenciado.s  á las  ])cna5  de  ¡ntinbililacion  para 
cargos  públicos,  deiecbo  do  sufragio,  profesión 
ü «jliciü,  pcrpétiia  ó íemporalmenle,  podrán  ser 
rehabilitados  en  Ja  forma ijuedcterniiiiti  la  ¡cy.» 
Creetiios  de  todo  punto  itineccsfiria  esta  di.spo- 
sicion,  teniendo  en  cutMil.a  la  riaíurateza  de  las 
penas,  su  duración  y efectos,  y que  el  indulto 
podria  suplir  en  la  reíjabililacion  sin  estable- 
cer c.xceptiones  que  no  se  comprenden,  y mu- 
cho menos  teniendo  en  cuenta  los  arts.  914  y 
siguientes  de  la  ley  de  tinjuiciamieiito  crimi- 
nal referentes  á la  pena  iJe  inhabilitación,  don- 
de se  procura  que  conste  siempre  el  tiempo  de 
su  duración. 
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y SíJ'i;  en  sus  tarados  fíiinimo  y mediOj 
en  los  arts.  220  y 227;  en  grado  máxi- 
mo á la  perpetua  especial,  en  los  artícu- 
los m,  m,  300,  HG9,  370,  373, 
375,  37(5,  378,  360,  3üo,  403,  íU,  414 

y 4 03;  en  el  mismo  grado  JtttfTcímo  á ¿a 
per  peina  absohita,  en  el  párrafo  úl- 
timo del  an.  214,  301  y 328;  y úlliina- 


A.  {Jurisp.  penal), 

mente  se  señala  la  inhahilifucion  abso^ 
lata  temporal  en  toda  su  extensión  á la 
pei'péiua,  en  el  ari.  2(50. 

Tenemos,  pues,  cuatro  combinaciones 
de  ia  pena  de  inhabilitación  y alguna  otra 
que  parle  de  la  de  suspensión. 

La  división  de  estas  penas  combinadas 
se  indica  en  la  siguiente 


TABLA  SINÓPTICA  de  la  duración  de  la  pena  de  inhabilitación  en  sus 

diferentes  combinaciones,  y de  su  división  en  grados. 


PENAS. 


TÍEMt'O 
qiio  comprendo 
toda  la  peua. 


TIEilPO 

que  oomiircíide 
el  ^raiia  mÍDÍpio 


ínhabt  litación...  en  su  gradoi'^^  C anos  y 
minimoii) ( ""  ^ 


anos. 


De  6 años  y 
un  día  ii  6 
años  y 8 me- 
ses. 


TtCMI'O 
qno  cumprende 
el  LTudo  (tiedio 


De  0 años  8 
meses  y un 
día  á 7 añosl 
y 4 mese.? 

De  7 años  4 


TIEMPO 
quo  comprendo 
clarado  máximo. 


Inhabilitación...  en  sus  ¡?ra-(*^® 

íios  minimo  y medio  (2)..t  ^ ^ 7 anos(  ...  g 

^ M anos.  y 4 meses.  / ^ ^ 

I 1 y 3 meses. 

* ,triAÍnfinnaiíj  \ 


ínkahili facion. . . en  su  grado  ^ dia  I V 
perpetua  (Z) 


/tt/irtííi7i7ac/on  afcsoíuía  íem-,  uu  u...  a lu-i 

.porai  d f erpcíua  (4) ) habilitacionf 

f perpétua  ' 


De  II  años  y 
i:n  dia  á 12 

perpetua.  1 [ siíos. 

De  6 año.s  yJ,,  « - 

un  dia  á inM^®  C anos  y De  9 anos  y 

vin  día  á 9,  un  dia  a 12 

años. 


De  7 años  4 
meses  y un 
dia  tí  8 años. 

De  S anos  8 
meses  y un 
dia  á 10  años. 

La  i nliabil ila- 
ción perpé- 
tua. 

fnliabiiilaciOD 
perpétua. 


!s!  "rreglo  al  trl.  83,  que  ej  de  lleno  oplicablo. 

í^\  T ^ ^ ulisraa  regla  de  la  pena  anterior. 

que  Lusnn'dcfén  In  ivi’<ánuJ  uf ¡iT*^  preven  esta  forma  de  pena  para  su  división  en  grados,  por  lo 

período  d^UitahiHiK  í tPm  J r en  la  tabla  de  Cadena,  pág.  47,  dividimos  el 

Kma  nar  i e^^  mínimo  y medio,  dejando  Ja 

[jerpciua  pañi  el  máximo.  Las  nulas  allí  puestas  tienen  ani  eneínn  nmin 

mos  para'^la  dWi^siun  dS^“s"^  también  la  regía  á que  nos  aleñe- 


Téngase  en  cuenta  que  aunque  !a  du-  ' 
ración  de  las  penas  de  inhabilitación  ab- 
soluta é inhabilitación  especial  temporal 
no  excede  de  doce  años,  según  se  deter- 
mina en  el  párrafo  cuarto  del  arl.  29  y 
tabla  demostrativa  del  97  del  Código  pe- 
nal vigente,  se  entiende  tan  solo  cuando 
se  imponen  como  principales  y no  como 
accesorias,  pues  en  estos  casos,  secun 
el  30  del  mifmo  Código,  tienen  la  dura- 
ción que  respectivamente  se  halle  deter- 
minada por  la  ley.  Asi  es,  y £sí  lo  esta- 


blece el  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  23  de  junio  de  1871. 

Sobre  la  ejecución  de  las  sentencias 
relativas  á la  pena  de  ¡nbabililacion  véan- 
se los  arts.  9Í4  y siguientes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal. 

. INHIBITORIA,  V.  C DM  PETEN  CIA,  prin- 
cipalmente el  núm.  XCI. 

INJURIA.  En  I os  delitos  contra  el  ho- 
nor, lít,  X del  libro  lí,  solo  comprende 
el  Código  la  calumnia  y las  injurias.  Es 
calumnia  la  falsa  imputación  de  un  de* 


INJURIA.  [Jurisp.  penat). 


lito  délos  que  dan  lugar  á f>rocedimioii- 
to  de  oficio.  Es  injuria  toda  expresión 
proferida  ó acción  ejecutada  on  deshon- 
ra, descrédito  ó menosprecio  do  otra  per- 
sona. 

Los  arís,  472  y 473  definen  las  ínju- 
jurias  graves  y establecen  la  penalidad 
para  las  mismas.  El  474  define  las  inju- 
rias/í?iíc5,  en  cuanto  es  posible,  para  dis- 
tinguirlas de  las  graves  y de  las  livianas 
de  obra  ó de  palabra,  que  se  penan  co- 
mo faltas  en  ei  art.  fiOo. 

La  divulgación  de  lieclios  relativos  á 
la  vida  privada  por  medio  de  la  imprenta 
no  injuriosos  ó falsos,  etc.,  se  penan  por 
el  art.  58 í. 

La  acción  para  perseguir  los  delitos  y 
faltas  sobre  injurias  no  puede  ser  ejerci- 
tada sino  por  ia  parte  ofendida  ó por  sus 
representantes  legales,  conforme  al  ar-  | 
lículo  482  del  Código  penal  y 5,®  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  prece- 
diendo acto  de  conciliación  si  se  trata 
de  las  injurias  que  constituyen  delito, 
con  arreglo  al  art.  .i 98  de  la  citada  ley. 

Rerniiicndonos  á los  artículos  Calum- 
nia y á Acusación  ó Denuncia  falsa,  que 
deben  consultarse,  lié  aquí  otros  varios 
casos  de  jurisprudencia  que  pueden  con- 
tribuir cá  ilustrar  este  asunto. 

I.  ExplicarÁones  sobre  una  i/ijuria 
ron  circit7isíaiiciasposleriorfis  ni  hecho  que 
impidan  penarlo. — La  explicación  más 
ó menos  satisfactoria  de  una  injuria  no 
extingue  su  penalidad,  si  no  es  aceptada 
por  el  injuriado  eii  uso  de  su  libre  con- 
formidad, no  existiendo  por  tanto  el 
perdón  del  ofendido,  única  circunstancia 
posterior  que  iriifieiliria  penar  el  lieelio. 
(Sent.  14  marzo  1871,  en  causa  entre 
personas  desconocidas.) 


IT.  Más  daclrbia  sobre  explicaciones 
de  las  pulah'íis  injuriosas. — Aunijue  el 
injuriante  manifieste  en  su  indagatoria 
que  no  tuvo  intención  de  injuriar,  reti- 
rando cualquiera  frase  que  pudiera  pa- 
recer ó caliíicarse  ofensiva,  esta  excul- 
pación no  es  bastante  para  eximirle  de 
responsabilidad,  ya  fuese  la  injuria  ma- 
nifiesta ó ya  encubierta,  porque  si  bien 
ía  ley  admite  la  explicación  de  estas  úl- 


timas, es  bajo  el  supuesto  de  aclarar  los 
conceptos  oscuros  y no  con  la  generali- 
dad (le  limitarse  á retirar  las  frases  que 
puedan  ser  injuriosas.  (Considerando  d.** 
de  sent.  13  enero  1871.) 

íll.  Injurias  afrentosas  en  coneeplo 
público. — Las  frases  de  miserable,  que 
ofende  su  solo  nombre  y sirve  de  vergüen- 
za á la  ciudad  de...  lihelistay  matón  de 
taberna  y otras  semejantes  perjudican 
considerablemente  la  fama  del  agra- 
viado y son  afrentosas  en  el  concepto 
público;  y calificadas  en  la  sentencia  de 
injurias  graves,  en  conformidad  á los 
números  2.“  y 3.®  del  art.  472  del  Códi- 
go vigente,  no  se  infringe  dicho  artículo. 
(Sent.  29  noviembre  1871.) 

IV.  hijuria  encubierta:  Cuando  tie- 
ne lugar  la  apUcacion  del  art,  478  del 
Código:  Personalidad  para  perseguir  á 
■un  periódico  por  injurias:  La  acusación 
de  anti  CAitólico  á un  periódico  que  ostenta 
la  doctrina  católica,  d pesar  de  la  liber- 
tad de  cultos.,  constituye  injuria, — Don 
Camilo  Yillabaso,  en  concepto  de  direc- 
tor del  periódico  Jrurac-bai,  después  de 
intentar,  sin  avenencia,  acto  de  concilia- 
ción con  el  de  El  Euscalduna,  entabló 
contra  él  querella  criminal  de  injuria  y 
calumnia,  porque  en  el  referido  periódi- 
co, y en  los  números  correspondientes  á 
los  diíis  20,  21  y 27  del  mes  de  junio 
de  1808  se  estamparon  las  frases  siguien- 
tes: «De  hoy  más  sepa  el  pueblo  vascon- 
»gado  que  el  periódico  titulado  Irurac- 
ibat  se  ha  con  ver  ti  du  en  acérrimo  de- 
» tractor  del  clero  católico  y propagador 
nincansahle  de  doctrinas  prolesumtes.  Es 
«falso  que  la  fé  católica  so  halle  encarna- 
ida  entre  nosotros,  como  dicee!  ¡rurac- 
»bal,  si  por  nosotros  se  entiende  á sí 
«mismo,  puesto  que  está  probado  hasta 
«la  evidencia  que  el  ¡rurac-bal  es  un 
«hereje  como  una  loma.  \ esto  consiste 
«en  que  en  aquellos  tiempos  venturosos 
»se  prohibian  severamente  publicaciones 
ícomo  el  ¡rurac  bal,  cuya  doctrina  está 
«envenenando  al  pobre  pueblo  y propi- 
■ Dándole  como  corriente  y buena  doc- 
» trina  impía  y anli-católiea,  y haciendo 
«esfuerzos  supremos  por  desprestigiar  al 
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«clero  por  medio  del  sarcasmo  y la  ca- 
»lurnnia.*> 

El  acusado  en  su  indagatoria  aceptólo 
responsabilidad  de  las  frases  referidas,  si 
bien  manifestó  que  en  virtud  Je  lo  ex- 
puesto e<n  el  acto  de  conciliación,  satis- 
facciones y explicaciones  que  tenia  da- 
dasy  que  reproducía,  no  podía  exigírsele 
ninguna,  y qué  no  tuvo  intención  de  In- 
ferir calumnia  alguna.  Y formulando  la 
acusación  el  querellante,  pidió  contra 
Astuy  la  pena  de  veintisiete  meses  de 
prisión  correccional,  mulla  de  1.000  es- 
cudos, indemnización  de  daños  y pago 
de  costas  y gastos,  suponiendo  que  las 
calificaciones  áe  El  E asea! duna  consli- 
tuian  ofensas  graves  y calificadas  por  el 
Código  de  injuria  y calumnia,  y que  no 
podia  admitirse  la  sutileza  de  que  se  ha- 
bían dirigido  á la  entidad  periódico;  que 
ésta  tenia  su  personalidad  en  el  director, 
en  conformidad  con  el  proyecto  de  ley 
de  imprenta  publicado  como  ley  en  7 do 
marzo  de  1867,  y que  no  se  habían  dado 
las  debidas  satisfacciones  por  el  quere- 
llado. 

Seguida  la  causa  y condenado  Astuy, 
como  autor  de  injurias  graves,  á la  pena 
de  veintiséis  meses  de  destierro,  1.000 
pesetas  de  multa,  costas  y gastos  del  jui- 
cio, é interpuesto  y admitido  el  recurso 
de  casación,  se  declara  no  haber  lugar 
á él. 

...«Considerando...  que  el  art.  386  del  Có- 
digo de  1850  (478  del  reformado)  que  casti- 
ga como  reo  de  calumnia  ó iujuria  iminifiesla 
al  acusado  de  la  encubierta  ó equívoca  que 
rehusase  dar  en  juicio  explicación  satisfac- 
toria, no  es  aplicable  al  hcclio  de  autos,  por- 
que las  impulacioues  objeto  de  Ja  causa  son 
claras,  directas,  y no  contienen  concepto  al- 
guno encubierto  ó equivoco  que  necesite 
explicarse,  ni  duda  de  la  persona  á quien  se 
dirijan,  según  los  hechos  que  se  consig- 
nan en  la  sentencia  como  probados;  y que 
adema's  las  injurias  dirigidas  á un  periódico 
pueden  ser  perseguidas  por  su  director,  que 
tiene  la  personalidad  más  natural  y legal  de 
su  publicación  r 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  fun- 
damento, relacionado  con  el  primero,  que 
no  ha  habido  error  de  derecho  al  imponer  á 
Astuy  la  pena  de  injuria  manifiesta,  porque 
ya  se  ha  sentado  que  lo  era  la  cometida  por 
él;  que  las  circunstancias  atenuantes  que  se 
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invocan  no  están  comprendidas  en  el  artícu- 
lo 9.®  del  Código  penal,  que  ni  se  b.i  citado 
como  era  preciso,  ni  tampoco  el  número  6 
nútneros  de  las  circunsfaucías  allí  estableci- 
das á que  deíiian  referirse,  y en  todo  caso 
nada  desvírluaba  lo  iniminiisto  de  la  injuria 
el  no  nombrar  en  los  impresos  á Yillabaso  . 
cuando  se  nombraba  al  periódico,  del  que 
era  conocido  di.-oclor:  y que  las  explicacio- 
nes dadas  en  cJ  juicio  de  conciliación  y en  la 
indagatoria  de!  procesado  son  insuíicieiiles 
para  librar  de  la  pena  impuesta  al  delito  co— 
metido  si  no  .Sídi-sfacen  al  qiiereibuite: 

Considerando,  respecto  al  tercer  motivo 
de  casación,  que  el  arl.  21  de  la  Conslilucioa 
de  la  Monarquía,  que  gara  ni  iza  el  ejercicio 
público  ó privado  de  cualquier  culto  sin  más 
líniilaciones  que  las  reglas  universales  de  la 
moral  y del  deTeclio,  y 'el  27,  que  admite  á 
todos  los  españoles  á los  empleos  y cargos 
públicos  según  su  mérito  y capacidad  inde- 
pendien lemenle  do  la  religión  que  profesen, 
no  lian  sido  infringidos;  porque  .sí  la  liber- 
tad de  cultos  autoriza  á un  periódico  á no- 
ser  católico  sin  láitíir  á las  leyes  del  país,  y 
no  liabria  injuria  cuaudo  así  se  le  calificase, 
está  lejos  de  permitir,  como  contrario  ó las 
reglas  universales  de  la  moral  y del  derecho, 
atacar  con  las  frases  que  se  reseñan  en  el 
resultando  primero  á un  periódico  que  se  pu- 
blica como  católico,  que  prote.sla  profesar- 
esta  religión,  encarnarla  en  nJ  país  donde  se 
escribe,  y al  que  atribuyendo  intenciones  y 
propósitos  contrarios,  hasta  el  de  que  se  vale 
de[  medio  del  sarcasmo  y la  calumnia,  se  la 
infieren  injurias  graves  en  de.s honra,  descré- 
dito ó menosprecio,  iinpulándole  faltas  de 
moralidad  que  perjudicarían  su  fuma,  crédito 
ó interés. 

Consifierando,  respecto  ai  cuarto  y último 
motivo,  que  Ja  ley  no  autoriza  el  recurso  de 
casación  fundado  en  haberse  faltado  á la  ju- 
risprudencia admitida  j'or  los  Tribunales,  y 
tampoco  la  formaria  una  sentencia,  y ménos- 
de  una  Audiencia  que  no  está  encargada  por 
la  ley  para  uniformarla; 

Fallamos  que  debemos  ileclarar  y declara- 
mos no  Imber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción ete.í)  (Sent.  14  marzo  1871.) 

V.  No  pueden  repnlarse  injurias  li- 
vianas las  inferidas  direciamenie  contra 
el  honor  de  una  doncella,  sitjuiera  no  se 
dirijan  mus  que  á poner  en  duda  su  ho- 
neslidad...  penalidad  aplicable. 

Formada  causa  en  virtud  de  querella 
de  jI/  soliera,  contra  su  prima  Z por  ha- 
berla injuriado  con  las  palabras  ca//tt 
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callo  y (^ue  lodavia  no  me  lia  pegado  mi 
padre  por  tapar  esta,  dándose  á la  vez 
algunas  palmadas  en  el  vientre,  y segui- 
da por  sus  trámites,  recayó  sentencia, 
que  fue  confirmada  por  ta  Audiencia, 
declarando  que  los  hechos  probados 
constituyen  un  delito  de  injurias  graves 
é imponiendo  á la  acusada  la  pena  del 
artículo  472.  Interpuesto  contra  esta  sen- 
tencia recurso  de  casación  citando  como 
infringido  el  art.  6üa  del  Código  se  des- 
estima en  los  términos  siguientes: 

«Considerando  que,  según  el  art.  47 1 del 
Código  penal,  es  injuria  toda  expresión  pro- 
ferida ó acción  ejecutada  en  deshonra,  des- 
crédito ó menosprecio  de  otra  persona;  y 
que  tal  injuria  se  debe  calificar  de  grave 
cuando  con  ella  se  impute,  un  vicio  ó falta 
de  moralidad  cuyas  conseciieucias  puedan 
perjudicar  considerableineote  la  fama,  cré- 
dito ó interés  de)  agraviatlo,  ó cuando  racio- 
nalmente pueda  merecer  igual  calificación, 
alendidü  el  estado,  dignidad  y circunstancias 
de  la  persoLia  ofendidu  y del  ofensor,  á tenor 
de  lo  prescrito  en  los  núms.  2 y 4 del  ar- 
tículo 472: 

Considerando  que  las  expresiones  proferi- 
das y ademanes  ejecutados  en  son  de  mofa 
por  ia  recurrible,  tales  corno  aparecen  con- 
signados en  la  sentencia,  fueron  dirigidos  á 
una  jóven  soltera,  pudorosa,  de  intachable 
conducta  é bija  de  una  honrada  familia,  atri- 
buyéndola, con  lenguaje  nada  equívoco,  des- 
lices y llaq nozas  que  no  podrian  móuos  de 
empañar  su  pudor  y honestidad  y compro- 
meter de  un  modo  trascendeníal  .su  porve- 
nir, por  lo  cual  tales  injurias  deben  ser  ca- 
lificadas por  su  naturaleza  de  graves,  aunque 
sin  escrito  ni  publicidad; 

Considerando  que  las  ofensas  directas  con- 
tra el  honor  de  una  doncella,  siquiera  no  se 
dirijan  más  que  á poner  en  duda  su  buena 
conducta  y liono.sLidad,  no  pueden  nunca 
merecer  la  calificación  de  livianas  para  los 
efectos  del' art.  COfi  en  su  núm.  1.";  y que 
por  cüDsecueLCia  de  lo  expuesto,  la  Saiu 
senlenciailora,  teniendo  presente  la  circuns- 
tancia especia!  de  que  la  injuriante  es  menor 
de  18  año.s  y mayor  de  lü,  al  imponerle  la 
pena  inferior  á la  señalada  por  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  473  del  Código  penal  no  ha 
cometido  el  error  de  derecho  á que  se  refie- 
ren los  caso.s  t.“  y 3.°  del  art.  4.“  de  la  ley 
de  casación  criminal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  á 
nombre  de , á la  que  condeuamos  en  las 


costas;  y líbrese  la  certificación  oportuna  á 
la  Audiencia  de...»  (Sent.  26  octubre  ISTl.J 

Vi.  Calificación-  de  las  palabras  al- 
cahueta y embustera  dirigidas  ú una  mu- 
jer. La  reciprocidad  eíi  las  ofensas  no 
disminuye  la  ctdpabilidad  de  tu  acusa- 
da. (Art.  474.)  Las  palabras  alcahueta, 
embustera,  dirigidas  á una  mujer,  ex- 
presan una  falla  de  moralidad  conocida- 
mente perjudicial  á su  fama  y crédito, 
y al  calificarlas  de  injuria  gravo,  no  in- 
fringe la  Sala  el  art,  474  del  Código  pe- 
nal ni  incurre  en  el  error  ele  derecho  á 
que  se  refiere  el  caso  5.",  art.  4."  de  la 
ley  de  casación. 

No  disminuye  la  criminalidad  de  la 
acusada  el  que  la  parte  querellante,  co- 
mo aquella  asegura,  pronunciase  en  su 
contra  las  mismas  palabras,  sobre  lo  cual 
podrá  en  su  caso  proponer  la  acción  que 
crea  corresponderle.  (Sent.  17  diciem- 
bre 1872.) 


yU.  Calificar, ion  de  la  palabra  la- 
drón... como  injuria  grave.  (Art.  471.) 
Las  palabras  de  «ladrón  vuelve  á resii- 
»tuir  lo  que  trajiste  robado  de » for- 

man una  injuria  grave,  como  que  ex- 
presan un  vicio  que  afecta  considerable- 
mente la  fama  y crédito  del  ofendido. — 
Así  lo  establece  el  Tribunal  Supremo  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  contra  sentencia  que  aprecian- 
do la  querella  de  injurias  graves,  por  las 
palabras  referidas  condenó  al  culpable  á 
diez  meses  de  destierro  á 29  kilómetros 
de  distancia  de...,  1211  pesetas  de  multa 
y costas.  (Sent.  31  diciembre  1872.) 


VIH.  La  no  comparecencia  ó inter- 
vericion  del  acusador  por  injuria,  en  la 
segunda  instancia  del  juicio,  no  puede 
interpretarse  como  abandono  de  la  acu- 
sación ni  como  perdo7i  de  la  ofensa. — 
Sustanciada  una  causa  sobre  injurias  y 
apelada  la  sentencia  del  juez  por  el  acu- 
sado, se  remitió  y falló  en  segunda  ins- 
tancia, sin  haberse  personado  el  quere- 
llante, á pesar  de  babor  sido  citado  y 
emplazado  en  forma.  El  procesado  in- 
terpuso recurso  de  casación,  fundado  en 
el  párrafo  primero  del  ait.  4,"^  de  la  ley 
de  casación  y citando  como  infringido 
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c)  482  del  Código  penal,  que  dispone 
- que  esta  clase  de  delitos  solo  se  castigan 
á virtud  de  querella  de  la  parle  ofendi- 
da, y que  queda  el  delincuente  relevado 
de  pena  mediando  el  perdón  de  esta,  en 
cuyo  semillo  debe  ser  interpretada  su  no 
comparecencia  á la  segunda  instancia. 
Y el  Tribunal  Supremo  declara  que  no 
se  ha  infringido  dicho  artículo  ni  há  por 
tanto  lugar  á la  casación; 

«Con  sillar  ando  que  á pesar  de  no  haber 
comparecí  lio  el  acusador  en  la  según  da  ius- 
tancia  no  se  deduce  que  aquel  abandonase 
la  acusación , y se  entendiera  su  silencio  pnr 
perdón  de  la  ofensa;  puesto  que  la  había  sos- 
tenido hasta  conseguir  su  objeto  que  era  la 
sentencia  condenatorio,  y no  estaba  obligado 
por  las  leyes  á seguir  en  ulteriores  instan- 
cias.» (ScMí,  27  sclieiiibrc  1873.  J 

IX.  Injuria  enculierta, — Cuando  s® 
trate  de  perseguir  calumnia  ó injuri'^ 
eiiculíierta  ó equívoca,  deberá  el  que  se 
crea  ofendido  pedir  en  juicio  explicación 
satisfactoria  scevca  de  ella;  y si  se  nega- 
re á darla  el  acusado  incurrirá  en  la  pe- 
na de  la  injuria  ó calumnia  maniDesta, 
con  arreglo  al  ari.  478  del  Código  penal. 
Esta  doctrina  se  desprende  de  la  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  declarando 
haber  lugar  a casarion  de  un  fallo  que 
consideraba  como  injuria  ciertas  pala- 
bras ó frases  de  alusiones  embozadas  c 
jncleteriDínaíJas  autor  npgó  fuesen 

dirigidas  al  querellante.  (Sent.  21  ene- 
ro 1873.) 

V.  Acusación  y Denuncia:  Atentado 
y Desacato:  Calumnia:  Phesciupcion  de 
1.a  ACCION  penal:  Querella. 

, INSULTO  Á CENTIHELA.  El  art.  61  del 
titulo  lU,  tratado  8.^  tle  las  ordenanzas 
militares  dice  así:  tiEl  que  atacare  á cual- 
» quiera  soldado  que  estuviere  de  cenli- 
»nela,  sea  con  arma  blanca  ó apuntando 
»con  arma  de  fuego  ó golpe  de  piedra, 
«de  palo  ó de  manos,  será  condenado  á 

y si  fueie  paisano,  será  con 
«inliibicion  del  Tribunal  á que  competa, 

«juzgado  por  el  Consejo  de  guerra  de  la 
«plaza.» 

Ya  hemos  visto  en  el  artículo  Compe- 
tencia en  materia  cniMiNAL,  ío  dispues- 
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y hemos  visto  también  bajo  los  núme- 
ros XXYIIl  al  XXXIV  varios  casos  de 
competencia  decididos  á favor  de  la  ju- 
risdicción militar,  por  tratarse  de  insulto 
á centinelas  ó resistencia  á la  fuerza  pú- 
blica. Hé  aquí  en  sentido  inverso  un  ca- 
so en  que  no  tiene  lugar  el  desafuero  de 
paisano  por  no  concurrir  de  Meno  los  re- 
quisitos legale.'í,  y una  resolución  del  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  dictada  de  confor- 
midad con  el  dictámen  ile  los  fiscales  dej 
Consejo,  sobre  la  |»ena!idad  dei  delito  de 
resistencia  á la  guardia  civil. 


^ J Ll  1 vi  Jjf  luJ  Ij  o ■ 

lo  en  la  ley  orgánica  sobre  la  de  las  juris 
dicciones  de  Guerra  y Marina,  pág.  98 


1.  Para  (¡ue  el  insulto  ú tropa  arma- 
da produzca  desafuero  es  indispensahU 
que  haija  apresiou  con  arma  blanca,  ó 
apunlando  con  arma  de  fuego,  ó que  me- 
die golpe  de  piedra,  de  palo  6 de  manos, 
sin  cuijos  requisaos  no  cesa  la  competen- 
cia de  la  jurisdicción  ordinaria. — Así  se 
establece  con  arreglo  á las  ordenanzas 
dül  ejército  y á la  Ueal  orden  de  17  de 
febrero  ue  18b4,  en  el  siguiente  caso  de 
competencia  entre  el  Juzgado  de  prime- 
ra instaucia  de  Cambados  y el  Capitán 
general  de  Galicia.  Dice  así  en  sus  resul- 
tandos y considerandos: 

<(1.'  Res!iitaiii!o  que  en  12  de  marzo 
de  187!  Antonio  liamos  Pena  esta  lia  iusiil- 
taniiii  á Pedro  Lnredo,  alguacil  portero  del 
Ay untamieulo  de  Caniíiados;  y como  llegase 
aúCiilenlalfiieiUe  en  aquel  moinenl.o  el  sar- 
gento de  Ik  guardia  civil,  jefe  dei  pue.sto,  y 
U’atara  do  íqiaciguar  á Hamos,  fue  también 
insultado  ¡lor  el  uii-smo  y por  líenito  Sayar 
nim  amenazado  por  esle  úliimo: 
Resulta  mió  que  el  Juzgado  de  prime- 
Til  instancia  de  Caudiado-s  empezií  á iüslriiir 
la  oporliina  causa;  y leniemlo  conocimiento 
de  que  a su  vez  lo  hacia  igualmente  por  su 
parte  la  autondad  militar  soljre  ei  mismo 
asunto,  de  coidarinidad  con  td  dictámen  dei 
promotor  fi.scal  la  requirió  de  ¡hliíbicioQ, 
luudafido.se  en  que  la  jurisdicción  ordinaria 
es  comjietenle  para  conocer  en  negocios  cri- 
miiiale.s,  exceptuando  loscasn.s  eii  que  la  ley 
í.'iguiiica  dei  peder  jurficial  reserva  expresa- 
mente aquella  lacuílad  á las  do  fiuerra  ó de 
Marma,  y en  que  el  art.  3fjl)  de  dicha  ley  en 
ninguno  de  lo.s  delitos  que  íaxativarneote  de- 
signa se  halla  comprendido  el  de  que  se 

Lr¿i  Ln  ■ 

3.'  Resultando  que  el  Capitán  general  de 
Calicia,  á quien  so  remitió  la  sumaria  militar, 
apoyándose  en  que  ei  sargento  de  la  Ouardia 
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Civil  iiisuliado  al  anionesLar  á Pana  se  mar- 
chase sin  causar  mayor  escámlalo  cumplía 
con  la  Obligación  (|ue  le  impone  el  art,  28  de 
las  preveucioaes  generales  y el  21  del  reclá- 
menlo compremhMns  en  /a  cartilla  de  la 
guardia  civil,  y que  esta  coiistituia  un  cuer- 
po armado  ilel  ejército  prestando  sus  indivi- 
duos un  servicio  activo  y permanente,  de 
confurmiilad  con  lo  expuesto  por  su  íiscal  y 
citando  el  párrafo  cuarto  del  art.  //.“  del  de- 
creto de  e do  diciembre  de  1863,  que  se  ha- 
lla  en  armonía  con  el  párrafo  sexto,  artícu- 
lo L del  decreto  expedido  por  Guerra  en  31 
del^  propio  mes,  y con  el  párrafo  cuarto  del 
articulo  350  de  la  iey  orgánica  del  poder  jn- 
niciul,  se  CiGclaró  competente  para  continuar 
en  el  conocimiento  del  asunto,  requiriendo  á 
su  vez  de  inlitbicion  al  Juzgado  de  Camba- 
dos; y por  no  liaber  accedido  este  á inliibir- 
se  lian  reniitido  ambas  autoridades  sus  res- 
pectivas actuaciones  para  la  decisión  que  cor- 
responda ;í  este  Tribunal  Supremo,  donde  se 
ha  oído  al  iMinisierío  Iiscal: 

Visto,  siendo  ponente  el  magistrado  don 
Fran cisco  de  Vera: 

1."  Considerando  que  aunque  el  art,  350 
de  la  ley  sobre  organización  del  poder  judi- 
cial, en  su  mimero  4.°  dispone  que  las  juris- 
dicciones de  Guerra  y Marina  en  sus  respec- 
tivos casos  son  las  compelen  les  para  conocer, 
entre  otros  dolíios,  del  de  espionaje,  insulto 
á centinelas,  salvaguanlias  y tropa  ar-nada 
de  tierra  6 de  mar,  para  que  el  insulto  pro- 
duzca el  desafuero  que  se  establece  en  este 
arUciilo  es  indispensable  que  tenga  efecto 
con  las  circunstancias  que  previenen  las  or- 
denanzas del  ejércilü,  y la  Real  érdeij  de  1 7 de 
febrero  de  18(14,  A saber:  que  iiayii  agresión 


con  arma  blanca,  6 apuntando  con  arma  de 
fuego,  ó que  medie  golpe  de  piedra,  de  palo 
ó de  niantis  f 1}. 

2.*^  Considerando  que  lo  que  ha  dado  lu- 
gar tí  líi  presente  contienda  de  jurisdicción 
son  las  exprusionos  más  ó menos  ofensivas, 
y las  amenaza > de  palabra  dirigidas  al  sar- 
gento de  la  guardia  civil  ai  reprender  éste  á 
Antonio  Ramos  por  su  modo  de  expresarse 
contra  el  portero  del  Ayuntamiento  déla  vi- 
lla de  Cambados,  Iris  cuales  iio  constituyen 
ninguno  de  los  actos  que  determinan  las  Or- 
denanzas did  ejércilo  y la  cüaila  Real  órden 
para  que  puedan  producir  el  insulto  que  da 
lugar  ai  desafuero; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  e!  no  nocí  miento  de  esta  causa  cor- 

fl)  La  Real  Orden  de  17  de  febrero  de  1804 
3e  baila  insoria  en  ei  íu  tíciilo  JuaisincnioN  mili- 
TAn  do  niiéstrü  DiccioJiario,  lomo  Vlíl. 
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responde  al  Juzgado  del  partido  de  Camba- 
dos, a quien  se  remitan  unas  y otras  actua- 
ciones para  su  continuación  con  arreglo  á 
derecho;  comunicándose  esta  decisión  al  de 
a Capitanía  genera]  de  Galicia  por  medio  de 

la  oportuna  certificación.»  (Sentencia  25 
mayo  1872.  J 

íí.  Pí^nalidad  mifitav:  Loa  delilcs  de 
resisteocin  á la  gmrdia  civil  ¡han  de 
cnshgarse  con  las  peños  que.  señala  la  No- 
vis'ma  ihcúpilacvm  ó con  arreglo  al  Co- 
digo  penald~\í<u\  cue'lion  ha  sirio  objeto 
de  una  consulta  resuella  por  el  Ministerio 
de  la  ^Guerra  en  orden  de  1/'  de  abril 
de  1874,  en  los  términos  siguientes: 

«Excino.  Sr.:  El  Pre-'^idente  de!  Consejo 
Supremo  de  la  Guerra,  en  20  de  lebrero 
préxímo  pasado,  dijo  á este  Ministerio  lo 
que  sigue: 

«Con  órden  de  24  rlc  noviembre  último  se 
remitió  á iiirorme  de  este  Consejo  Supremo 
el  adjunto  escrito  de!  capilnn  general  de  Fi- 
lipinas consultando  si  los  litíülos  de  resi.sten- 
cia  á la  guardia  civil  han  de  castrarse  con 
las  penas  que  señala  la  Novísima  Recopila- 
ción ó con  arreglo  ai  Código  penal  civil;  y 
pasada  á los  íi.sciiles,  e!  togado,  en  censura 
do  13  de  enero  último,  suscrita  por  el  mili- 
tar en  28  dei  mismo,  expu.so  lo  siguiente: 

«El  fiscal  togado  dice  que  la  consulta  que 
hace  el  capitán  general  de  Filipinas,  es  de 
facilísima  resolución;  pues  la  duda  que  pro- 
pone no  lo  es,  después  de  la  jurisprudencia 
tan  sábiamente  adoptada  en  el  particular 
por  V.  A.  En  efecto,  la  resistencia  á la  guar- 
dia civil,  como  instituto  armado,  desde  el 
momento  que  profluce  d esa  hiero  y se  some- 
te a!  conocimiento  de  los  Tribunales  de 
guerra  no  puede  ser  castigada  por  la  legisla- 
ción común,  ni  del  Código  penal,  ni  de  la 
Novísima  Recopilación;  pues  por  mií.s  que  las 

í I * ■■  1 I I I 1 


siluuü  pur  ja  juritííJiL'üKHí  íijhílüí  ijíiuííju  ut 

ser  juzgados  por  el  Código  penal  ordinario, 
cuando  el  delito  de  que  seau  acusados  esté 
comprendido  en  este,  es  lo  cierto  que  el  de 
resistencia  A Ja  fuerza  armada  ó insulto  á 
centinelas  ó salvaguardia  no  es  un  delito  co- 
mún sino  e.'ipecifd  y de  índole  puramente 
militar;  pues  es  en  daño  de  la.s  in.stil.ucioaes 
armadas  y un  ataque  á la  inviolabilidad  de 
que  debe  estar  siempre  investida  la  fuerza 
pública  para  la  conservación  de  lodo  su  jires- 
tígio.  De  otra  suerte,  ni  estaría  siquiera  jus- 
tificado el  desafuero.  Nada  tiene  que  ver, 
pues,  la  resistencia  á los  agentes  de  la  auto- 
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riílad  con  la  acresion  cometiila  contra  la  fuer- 
za arinada  í|iie  casti¿jan  las  Ordenanzas  del 
ejercito,  y ile  todos  modos  es  del  caso  recor- 
dar que  i)or  regla  general,  siempre  que  las 
personas  extrañas  á un  fuero  especial  que 
cuenta  con  una  legislación  especial  suya  ata- 
can de  algim  modo  las  prerogativas  á inmu- 
nidades de  ese  mismo  fuero , suelen  pa  gar 
su  alentado  declarándoles  incursos  en  la  ley 
especial  que  tratan  de  violar,  porque  de  otro 
modo  ó quedarían  totalmente  impunes  por 
falta  de  penalidad  en  el  derecho  común,  ó 
serian  demasiado  benignamente  castigados 
con  relación  á otros  que  cometieren  el  mis- 
mo delito,  y defraudada  de  uno  y otro  modo 
la  ley  del  de  excepción  que  se  funda  ordina- 
riamente en  razones  de  utilidad  general,  co- 
mo en  la  milicia  sucede.  Esta  es  también  hi 
doctrina  que  V.  A.  profesa,  y la  que  tiene 
sancionada  en  la  práctica  por  resoluciones 
de  índole  semejante.» 

Y conforme  el  Consejo  con  lo  expuesto 
por  sus  fiscales,  ha  acordado  io  maniíiesle 
ü V.  E.  consecuente  á ia  órden  al  principio 
citada. 

Conforme  el  Presidente  del  Poder  Ejecu- 
tivo de  la  Piepública  con  lo  manifestado  por 
el  expresado  Consejo  Supremo  de  la  Guerra 
en  la  preinserta  acordada,  ha  tenido  por 
conveniente  resolver  como  en  la  misma  se 
propone;  tlisponieudo  á la  vez  que  se  circule 
esta  resolución  á todas  las  autoridades  de- 
pendientes de  este  Ministerio  para  el  debido 
cumplimiento. 

Dios  etc.  Madrid  de  abril  de  1874. — 
Zavala. — Sr.  Capitán  general  de  las  islas  Fi- 
lipinas. (6’ac.  23  übnt.) 

Un  breve  comentario  sobre  la.  doctrina  do 
la  anterior  resolución.  ¿El  ins-ulto  á cen- 
tinela está  penado  en  el  Código  vigente? 

Por  más  que  estemos  conformes  en  el 
fondo  con  el  dictamen  de  los  fiscales  to- 
gado y militar  del  Consejo  Supremo  de 
la  Guerra  que  se  manda  circular,  no  po- 
demos ni  debemos  estarlo  con  la  forma 
y con  alguno  de  sus  fundamentos. 

La  competencia  es  una  cosaja  ley  pe- 
nal aplicable  por  el  Tribunal  llamado  a 
conocer  es  otra  muy  distinta. 

El  art.  3;i0  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der judicial  expresa  'los  delitos  de  que 

deben  conocerlas  jurisdicciones  de  Guer- 
ra ó de  Marina,  aunque  hayan  sido  co- 
metidos por  paisanos;  y el  art.  351  des- 
ciende á establecer  la  ley  penal  que  ha 
de  aplicarse  mandando  que  los  militares 


y marinos  serán-  penados  con  arreglo  á 
las  ordenanzas  militares  del  ejército  y 
de  la  armada,  y que  alas  demás  solo  es- 
tarán sujetos  á esta  penalidad  cuando  el 
delito  cometido  no  estuviere  casligado  en 
el  Código  penal  que  es  la  ley  que  deberá 
aplicárseles,^^ 

Ahora  bien,  la  cuestión  que  debieron 
haber  ventilado  los  señores  fiscales  del 
Consejo,  aparte  de  la  forma  y aparte,  de 
las  consideraciones  expuestas,  alguna  de 
las  cuales  no  tiene  el  apoyo  legal  nece- 
sario, es  si  los  delitos  de  resistencia  á la 
guardia  civil  ó insulto  á centinelas,  es- 
tán ó no  castigados  en  el  Cód  igo  penal . 
Si  lo  están,  el  Código  penal  es  el  que 
debe  aplicarse  á los  que  no  gozan  fuero 
militar;  y las  doctrinas  y prácticas  del 
Consejo  y todo  género  de  consideracio- 
nes deben  ceder  ante  la  ley,  á la  cual 
debemos  obediencia  y acatamiento.  Si 
no  lo  están,  en  este  caso  lo  mismo  los 
que  gozan  fuero  militar  que  los  que  no 
le  gozan  deben  ser  penados  con  arreglo 
á las  ordenanzas  militares. 

Así  colocada  la  cuestión  legal  en  su 
verdadero  terreno,  veamos  si  la  resisten- 
cia á la  guardia  civil  ó insulto  á centi- 
nelas ó salvaguardias  están  ó no  com- 
prendidos en  el  Código  penal  vigente,  y 
al  efecto  haremos  un  brevísimo  estudio 
comparativo  de  los  tres  que  desde  lSi8 
han  regido. 

El  Código  de  ISiS  decia  en  su  artícu- 
lo 7.°  «No  están  sujetos  ó las  disposicio- 
nes de  este  Código  los  delitos  militares, 
los  de  imprenta,  los  de  contrabando,  ni 
los  que  se  cometen  en  contravención  á 
las  leyes  sanitarias,  en  tiempo  de  epide- 
mia. En  su  art.  183  castigaba  con  la  re- 
clusión perpetua  ó temporal,  según  ios 
casos,  la  seducción  de  tropas,  disposición 
que  se  dejó  en  suspenso  hasta  la  publi- 
cación de  la  ley  orgánica  de  Tribunales 
por  Real  decreto  de  30  de  octubre  del 
mismo  año  48.  En  e!  art.  189  se  penaba 

ios  que  con  violencia  acometieren  ó re- 
sistieren á una  guardia  ó centinela,  in- 
curriendo en  la  pena  de  prisión  mayor 
si  llegaren  á impedirles  el  libre  ejercicio 
de  sus  funciones,  yen  la  de  prisión  me- 
nor en  otro  caso.*  Ultimamente,  en  el 
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art,  193  todavía  se  penaba  el  insulto  he-  : nuestro  Código  penal,  y no  estando  en 


cho  de  palabra  á una  guardia  ó centine- 
la, Esto  el  Código  de  18í8,  cuyo  artícu- 
lo 7,°,  respecto  á delitos  militares,  pare- 
cia  hallarse  en  contradicción  con  los  de- 
más citados,  principalmente  con  el  189 
y '1 33. 

El  Código  de  18r!0  reprodujo  con  al- 
guna variación  y adición  el  1°  del  de 
1818,  (juedando  igual  en  cuanto  á los 
delitos  militares;  suprimió  ó no  liizo mé- 
rito alguno  del  delito  de  resistencia  ó in- 
sulto á centinela  penado  en  el  189;  dejó 
como  estaba  el  183,  y concluyó  dándonos 
entre  las  disposiciones  transitorias  una 
regla  que  en  nuestro  concepto  vino  á 
aumentar  las  dificultades  que  se  propuso 
evitar.  «Para  la  ejecución  délo  dispuesto 
en  el  art,  7.°,  decia,  mientras  no  se  de- 
termine otra  cosa,  se  reputan  delitos  mi- 
litares ¡os  delitos  y fallas  que  hasta  la  pu- 
blicación del  Código  lian  merecido  aquel 
concepto  por  el  tenor  de  las  Ordenanzas 
del  ejército  y armada,  adiciones  y acla- 
raciones á las  mismas  y por  la  jurispru- 
dencia general,  no  haciéndose  por  ahora 
novedad  en  cuanto  á los  casos  descono- 
cidos de  desafuero.» 

Por  último,  el  Código  de  1870  limita 
su  art.  7.°  á decir  que  «no  quedan  suje- 
tos á las  disposiciones  de  este  Código  los 
delitos  que  se  hallen  penados  por  leyes 
especiales;»  deja  subsistente  en  el  ar- 
tículo 2i8,  núm.  2.°  el  delito  de  seduc- 
ción de  tropas  penado  antes  en  el  183; 
no  vuelve  á hacer  mención  del  de  resis- 
tencia ó insultos  á centinelas,  y suprime 
por  completo  las  disposiciones  transito- 
rias, faltando  en  él  por  consiguiente  la 
definición  de  los  delitos  militares. 

Hecho  este  estudio  comparativo  de 


el  vigente  comprendido  el  delito  de  re- 
sistencia ó insulto  á centinelas,  con  suje- 
ción á lo  dispuesto  en  el  ya  citado  ar~ 
lículo  3ol  y en  e!  3o0  de  la  ley  órgáníca, 
debe  conocer  de  él  la  jurisdicción  militar 
é imponerlas  penas sefialadas  en  las  Or- 
denanzas del  ejército  ó Armada,  sean  ó 
no  militares  en  activo  servicio  los  cul- 
pables. La  práctica  y doctrinas  del  Con- 
sejo Supremo  están  aquí  en  consonancia 
con  la  ley  orgánica;  y si  procede  atenerse 
á ellas  en  este  caso,  no  sucedería  así  si 
estuviesen  en  oposición,  en  cuyo  caso  las 
prácticas  antiguas  deben  cesar  y ser 
amoldadas  á la  nueva  ley. 

Esto  tendrá  lugar,  por  ejemplo,  cuan- 
do se  trate  del  delito  de  seducción  de  tro- 
pas, que  estando  expresamente  compren- 
dido en  el  art.  248  del  Código  reformado, 
aun  cuando  conozca  de  él  la  jurisdicción 
militar  deberá  cuidar  de  su  aplicación 
en  cuanto  se  trato  de  procesados  no  mi- 
litares en  activo  servicio;  y esto,  cuales-- 
quiera  que  sean  las  prácticas  estableci- 
das por  el  Consejo  Supremo. 

En  resúmen,  estamos  conformes  en  el 
caso  á que  se  refiere  e!  dictamen  con  ia 
doctrina  que  en  él  se  consigna  en  el  fon- 
do. Pero  repetimos  que  los  fiscales,  más^ 
que  apelará  prácticas  antiguas,  no  siem- 
pre buenas,  no  siempre  arregladas  á las 
’eyes,  deben  invocar  estas,  íundarseen 
ellas,  y deducir  de  las  mismas  las  conse- 
cuencias que  sean  procedentes.  Hay  des- 
graciadamente en  nuestro  país  hábitos 
que  es  preciso  desarraigar  por  invetera-- 
dos  que  sean.  La  ley  á todos  obliga  y por 
todos  debe  ser  ciegamente  acatada  en  to- 
do caso. 


J. 


JUEGOS  Y RIFAS.  Banctiieros:  Due-  | 
üos  de  casas  de  juego  : Jugado- 
res. Un  título  especial  dedica  el  Códi- 
go á tratar  de  los  juegos  y rifas,  conte- 
niendo solos  tres  artículos,  358  á 360j 


concordantes  con  el  267  y 2G8  del 

de  1850  (I). 

_ ^ _ _ — 

(!)  Además  el  art.  fM  castiga  conw)  falta  con 
la  multa  de  5 á 2o  péselas  ú los  que  en  sitios  & 
eslableci  míen  tos  públicos  promoviesen  cUoma- 
ren  parto  en  cualquiera  clase  de  juegos  de  azar. 
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En  el  artículo  Juegos  prohibidos  de 
nue.'íiro  Diccionario,  tomo  VUl,  pági- 
na 5H8,  expusimos  detenidamenie  nues- 
tra opinión  y la  doctrina  de  las  leyes  de 
la  Recopilación  y modernas^  prohibitivas 
de  los  juegos  de  suerte,  envite  y azar. 
Allí  se  contiene  también  una  Real  orden 
de  2o  de  mayo  de  1833,  mandando  per- 
seguir sin  descanso  las  partidas  de  jue- 
go, encargando  á ios  gobernadores  el 
castigo  oorrespondiente,  ó sea  la- impo- 
sición de  las  multas  y correcciones  á ijue 
hubiere  lugar,  según  las  disposiciones 
que  contiene.  Fundada  esta  Real  orden 
en  la  ley  de  2 de  abril  de  1843,  que  atri- 
hüia  á los  gobernadores  la  facultad  de 
castigar  gubernativamente  estas  faltas, 
dejó  de  tener  aplicación  en  cuanto  á la 
corrección  gnliernaiiva,  cuando  se  publi- 
có la  ley  de  áo  de  setiembre  ile  1883,  y 
así  se  declaró  termina  lilemente  por  Real 
decreto  de  7 de  mayo  de  1886,  decidien- 
do una  competencia  á favor  del  juez  de 
primera  instancia  de  Manocor,  y estable- 
ciendo que  la  represión  de  los  juegos 
proliibidos  es  privativa  do  los  Tribu- 
nales ( ! ). 

Remitiéndonos,  pues,  al  artículo  cita- 
do, lié  aquí  un  fallo  del  Tribunal  Su- 
premo, que  algo  puede  contribuir  á la 
inteligencia  de  Ja  ley  penal: 

Bajo  la  dcuominacioyi  de  dueños  de 
casas  de  jue(fos  no  jaiede  enienderse  á 
los  propietarios  de  los  edificios,  sitio  á 
los  inquilinos  ó arrendniarios  de  his  ha- 
hUaciones,sÍn  capa  anuencia  y consanti- 
intento  aquellos  no  podrían  tener  lugar. 

Condenado  D.  Joaquín  Uofia  por  ia 
Audiencia  de  Madrid  como  dueño  de 
casa  dedicada  á juegos  prohibidos,  inter- 
puso recurso  de  casación  apoyado  en  el 
caso  1,®  del  art.  4.°  de  la  ey  de  18  de 
junio  de  1870,  señalando  como  infrac- 
ciones: primera,  la  del  art.  64  del  Códi- 
go fie  nal  reformado,  por  penársele  como 
dueño  de  la  casa  en  que  tuvo  lugar  el 
juego  prohibido,  cuando  solo  podía  cas- 


I 

I 


ligarse  al  dueño  de  ia  casa  deiue.go.^  cu- 
ya circunstancia  no  tenia  la  de  aquel, 
puísera  una  tertulia  de  amigos,  autori- 
zada por  el  gobernador,  con  el  título  de 
Casino  Mejicano,  sin  que  se  le  debiera 
hacer  responsable  de  los  abusos  de  los 
socios:  segunda,  la  del  art.  207  del  Có- 
digo penal  antiguo,  que  limitaba  la  pe- 
nalidad á los  dueños  de  las  casas  de  jue- 
go de  suerte,  envite  ó azar,  y no  á los 
de  las  habitaciones  donde  pueda  jugarse 
sin  su  consentimiento,  como  ocurrió  en 
el  caso  de  que  se  trata,  pues  que  no  apa- 
recía tuviera  el  recurrente  noticia  del 
juego;  y tercera,  el  art,  11  del  mismo 

que 
ito 


Código,  porque  tampoco  constaba 
aquel  tuviera  participación  en  el  de 
objeto  de  la  causa  como  autor,  cómplice 
ni  encubridor. 


El 


ber  lugar  a 


(1) 
gina  b^l. 


Se  halla  inserto  en  el  lugar  citado,  pá- 


rribunal  Supremo  declara  no  ha- 
la casación: 

«Considerando  que,  según  la  disposición 
penal  consignada  en  los  arts.  207  del  Código 
antiguo  y 3rjíí  del  refurmado,  están  equipa- 
rados en  cnanto  á la  responsabilidad  crimi- 
nal en  que  incurran,  así  los  óo-n queros  como 
Jos  dueños  de  casas  de  juego,  bajo  cuya  de- 
nominación no  puede  entenderse  á los  pro- 
pietarios de  los  edilicios,  sino  á losinqui  inos 
ó arrendatarios  de  las  habitaciones,  sin  cuya 
anuencia  y coiistíiitiinicnto  aquellos  no  po- 
drían tener  lugar.»  tSent.  IG  noviem- 
bre 1872.) 

— V,  COMPRTEfíGlÁS  ADMlNlSTnATlVAS: 

Fai.tas. 

JUECES  MUNICIPALES.  V.  Apremios: 

D líSA  C ATO : CuM P E I'EK C1 A , 

JUECES  DE  INSTRUCCION.  No  pueden 
p^romover  cuestiones  de  competencia. 
Consúltese  en  Competencia  el  núme- 
ro XCI,  pág.  144. 

JURISDICCIONES.  En  el  artículo  Com- 
petencia so  inserten  las  disposiciones 
de  la  Iey_  orgánica,  que  deslindan  la 
competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria 
y de  las  de  Guerra  y Marina. 

JURISPRUDENCIA.  La  ley  no  autoriza 
el  recurso  de  casación  en  materia  crimi- 
na!, fundado  en  haberse  fallado  á ia  ju- 
risprudencia admitida  por  los  Tribuna- 
les. La  jurisprudencia  no  la  constituye 
un  soto  fallo.  V,  Recurso  de  casación. 


LESIONES.  [Jurisp,  peñol]. 


L. 


LESIONES  CORPORALES.  Delito  contra 
las  personas  consisten  Le  en  castrar  ó 
mutilar,  ó heriré  golpear  ó maltratar  de 
obra,  penado,  según  su  mayor  ó menor 
gravedad,  en  los  aris.  42ü  a!  437,  y en 
su  caso,  en  el  438.  El  delito  de  lesiones 
3uede  más  de  una  vez  confundirse  con 
:a  tentativa  ó delito  frustrado  de  parrici- 
dio, asesinato  ú homicidio;  pero  la  in- 
tención que  se  maniíiesta  por  los  hechos 
y circunstancias  concurrentes  en  el  de^ 
lito,  son  las  únicas  reglas  para  determi- 
nar su  calificación.  Veremos  algunos  ca- 
sos de  jurisprudencia. 

1.  Lesionef!  causadas  con  arma  de 
fuego:  No  pueden  cAisfígarse  con  pena 
menor  que  ¿a  drl  arl.  4^3,  imponiéndo- 
se en  todo  coso  la  pena  eti  su  grado  ináxi- 
mo:  Alcüosiu. — Interpuesto  recurso  de 
casación  por  el  ministerio  fiscal  contra 
sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  de  Valencia,  que  castigó  con 
tres  meses  de  arresto  el  delito  de  lesio- 
nes causadas  á Francisco  Gallego  por  dos 
convecinos  suyos  que  le  dispararon  de 
improviso  dos  ó tres  tiros,  consignándo- 
se en  el  fallo  (jue  entre  los  agresores  y el 
ofendido  no  so  conocía  enemistad  ante- 
rior ni  que  mediase  cuestión  alguna; 
citó  como  infringidos:  primero,  el  ar- 
tículo 423  del  Código  vigente,  porque  la 
Sala  sentenciadora  ha  considerado  á ios 
reos  responsables  del  delito  de  lesiones 
menos  graves,  cuando  el  hecho  consti- 
tuye por  lo  menos  el  que  castiga  dicho 
artículo;  y segundo,  el  art.  10  en  su  cir-  ¡ 
cunstancia  2.*,  al  no  apreciar  la  agra- 
vante de  alevosía  que  evidentemente 
concurrió  en  el  caso  de  que  se  trata. — 
Se  declara  haber  lugar  al  recurso  y se 
casa  y anula  la  sentencia,  pidiendo  la 
causa  á los  efectos  del  art.  41  de  la  ley 
de  casación: 

«Considerando,  en  cuanto  al  primer  fun* 
damento  del  recurso,  que  según  el  art.  423 
del  Código  penal  vigeute  el  acto  de  disparar 
un  arma  de  fuego  contra  cualquier  persona 
será  castigado  coa  la  pena  de  prisión  correc- 


cional en  sus  grados  mínimo  y medio,  si  no 
liuhteren  concurrido  en  el  hecho  toda.s  las 
circunstancias  nece.sarbs  para  constitiiir  de- 
lito frustrado  ó teo'ativa  de  asesinato,  liomi- 
Chlio  ó cua]([uier  otro  delito  ¡í  que  esté  se- 
nutada  una  pena  superior  por  almino  de  los 
arlículqsde  Código:  ° 

Consideraiiílo  que  dado.s  los  hechos  con- 
signados y admituios  en  la  sentencia,  se  lia 
cometido  error  <ie  derecho  eu  la  calilicacion 
del  delito  de  lesiones  ménos  graves,  impo- 
niendo tres  meses  de  arresto  mayor  cuando 
lia  Imhido  disparo  de  arma  de  fuego  coulra 
determinada  persona,  delito  que  por  sí  solo 
es  castigado  con  la  pena  de  prisión  correc- 
cional en  sus  grados  mínimo  y medio;  y ha- 
biéndose además  producido'*  lesiones,  hay 
que  imponer  ¡a  peua  en  el  grado  má.vímo, 
en  conformidad  al  art.  90  deí  Código,  como 
tiene  resuello  en  repelidas  seulenciiis  esla 
Sala  (t): 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  fun- 
: damento,  que  es  circniislancia  agravante 
^ ejecutar  el  hecho  con  alevosía;  y hay  alevo- 
sía cuando  el  culpable  comete  cualquiera  de 
los  delitos  contra  las  personas,  empleando 
medios,  modos  ó formas  en  ia  ejecución  que 
tiendan  directa  y especia!  meo  le  á asegurarla 
sin  rie.sgo  para  su  persona  que  proceda  de 
ia  defensa  que  pudiera  hacer  el  ofendido; 
y presupuestos  los  hechos  de  la  .senlencia, 
se  ha  cometido  también  error  de  derecho  en 
no  calificar  esta  circun.stancia,  cuando  sin 
motivos  de  eiiemislaii,  sin  mediar  palabras 
ni  cueslíen  alguna  entre  e!  herido  v los  agre- 
sores,  éstos  dispararon  ile  improviso  los  liros 
á Gallego  que  camiuaha  enterameiue  despre- 
venido.» (Sent.  14  octubre  i872.) 

11.  Doble  delito  de  disparo  de  arma  g 
lesiones  (Arts.  423  y 433).— Penándose 
en  el  art.  423  el  solo  acto  de  disparar  un 
arma  de  fuego  contra  cualquiera  perso- 
na, y en  el  433  las  lesiones  monos  gra- 
ves, la  Sala  sentenciadora  se  ajusta  á la 
ley  al  calificar  el  hecho  como  constitu- 
tivo de  dos  delitos,  y al  imponer  la  pena 


(!)  Nada  tciicnios  quo  añadir  á lo  que,  bajo 
el  epígrafe  de  Una  cuestión  importante,  deci- 
mos en  la  pág.  185,  sobro  la  inieligencia  y 
aplicación  del  art.  90.  V.  Doblk  nsuxo. 


25'!  LESIONES.  (Jurisp.  penal). 


correspondiente  al  más  grave  en  su  gra- 
do máximo,  cfue  siendo  de  presidio  cor~ 
reccional  en  sus  grados  mínimo  y medio, 
ó sea  en  duración  de  seis  meses  y un  día 
á cuatro  años  y dos  meses,  comprende  e! 
mínimo  del  máximo  los  treinta  y cinco 
meses  y once  dias,  por  haber  admitiilo 
una  circunstancia  atenuante  y aplicar  la 
regla  del  art.  82  del  Código  (I). 
(Sent.  17  diciembre  1872.) 

m.  hiu  límanos  tratamientos  d 
los  por  su  curador  ejemplar:  Los  hechos 
giie  se  expresan  no  constituyen  el  delito 
de  (esioites  penadas  eit  el  art.  431. — Se- 
guida causa  en  virtud  de  denuncia  al 
Ministerio  fiscal  hecha  por  parientes,  de 
que  los  declarados  incapacitados  Don 
Francisco  y D.  José  Fernandez  Corlace- 
ro, recihian  malos  tratamientos  de  su 
padrastro  y curador  ejemplar,  D.  José 
Andrés  López,  recayó  sentencia  decla- 
rando que  el  Imcho  consUluia  el  delito 
de  lesiones  graves.  Se  interpuso  por  el 
Ministerio  íisca!  recurso  de  casación,  y 
se  declara  haber  lugar  á él,  declarando 
qne  los  inhumanos  trato mientos  que  los 
considerandos  expresan  no  constituyen 
el  delito  de  lesiones.  El  Tribunal  Supre- 
mo no  indica  el  arlículo'que  puede  ser 
aplicable,  ni  califica  con  arreglo  al  Códi- 
go los  malos  tratamientos;  pero  declara 
que  no  constituyen  el  delito  de  lesio- 
nes (2).  Hé  aquí  textual  mente  los  con- 
siderandos de  este  fallo: 

«Considerando  que,  conforme  al  art.  431 
del  Ctkligo  penal,  es  reo  de  lesiones  graves 
el  que  Iniiere,  golpeare  6 inallratare  de 
fibra  á otro,  y lia  de  ser  castigado  con  penas 
difuretiles,  segiui  Ja  gravedml  y demás  c¡r- 
crmsLaücias  de  Jas  lesiunes  mismas  consigna- 
das en  io.s  cuatro  números  de!  citado  articulo: 

Considerando  que,  según  ios  Jiecfios  con- 
signados y admitidos  en  la  sentencia  rectir* 
ridit,  habiendo  sido  declarados  incapacitados 

(1)  Véase  la  nota  anterior  y también  tas  de- 
más citas  (¡oe  se  Jiaceii  en  Düíilk  oELiro. 

t2)  Cl  tercer  cunsiderandü  expresa  perfec la- 
mente ios  hecliüs  im [miados  al  curador  ejem- 
plar.  ¿Qué  artículo  deJ  Código  será  aplicable? 
lil  Tribunal  Supremo  declara  que  nc  lo  es  el 
mira.  4.“  del  431,  y bien  puede  ser  el  párrafo 
que  sigue  del  mismo  articulo,  ó el  414  con  re- 
lación á las  estafas;  ó el  49o  y 49G,  según  los 
casos.  ¿No  podrá  sor  alguna  vez  ten  latí  va  ó co- 
nato de  parricidio  ü lioiiiicidio? 


los  hermanos  D.  Francisco  y D.  José  Fer- 
r.amlez  (iJortacero,  quedaron  sujetos  á la  cu- 
raduría ejemplar  de  procesado  í).  José  An- 
drés López  Ortiz,  el  cual  vino  cuidando  de 
ellos  como  tal,  teniéndolüs  cu  su  compañía 
desde  el  año  lS6i: 

Considerando  que  son  también  hechos 
consignarlos  y adinilidos  en  !a  |Seiitenciíi  re- 
eurriiía  que  ' el  incapticitudo  D.  Francisco 
Fernaudez  Corlaceroj  á quien  en  unión  de 
su  hermano  í).  Jo.sé  corre.sponde  una  renta 
de  24.000  reales,  foé  hallado  por  el  Juzgado 
dentro  do  la  casa  del  procesado,  su  curador, 
en  habitación  oscura,  sin  ventilación  apenas, 
desprovista  de  menaje;  del  todo  desnudo,  so- 
bre una  cama  muy  humilde  con  ropas  su- 
cias y asquerosa.s,  una  soga  de  esparto  crudo 
manchada  de  sangre  que  servia  para  alarle 
las  manos;  con  rüztiduras  de  la  piel  en  las 
miuiecas,  señales  de  contusiones  en  los  Itra- 
zos,  costado  y pecho;  extenuado,  sin  poder 
.sentarse  en  una  silla:  que  en  la  expresada 
habilaciou  se  respiraba  una  atmósfera  nau- 
sealninda,  inelíticn,  Ja  cual,  en  el  sentir  de 
ios  facnitalivos,  habría  compromptido  Inexis- 
tencia de  diclio  incapacitado  si  hubiese  per- 
manecido en  ella,  añadiendo  que  lo.s  malos 
Ira  la  míen  los  de  que  luibía  sido  objeto  ha- 
brían podido  á la  larga  oca.sionar  su  muerte : 

Considerando  que,  sea  cualquiera  la  cali- 
íicacion  que  merezcan  los  hecfms  que  que- 
da ri  sen  laudo.?,  ellos  no  consliUiyeri  el  delito 
de  le.^^iones  graves  comprendido  en  el  núme- 
ro 4.“  del  ari.  431  del  Código  penal: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  calificar  y penar  como  lesione.?  graves  el 
heclm  por  que  se  procede,  ha  infringido  el 
mencionado  art,  431  del  Código  penal,  é in- 
currido en  e!  error  de  derecho  á que  se  re- 
fieren los  números  2.°  y 3.%  art.  4.®  de  Ja 
ley  provisional  iJe  18  depmiorie  1870; 

Fa llamo.?  que  debénrto.s  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  ca.^acioi;  por 
infracción  de  ley.»  (Sent.  i.°  marzo  1873.) 

IV.  Inteligencia  del  núm.  4,°  del  fir- 
/íc?i/o  431. — Las  palabras  enfermedad  ó 
incapacidad  para  el  ira  boj  o por  más 
treinta  dias,  que  se  emplean  en  el  nú- 
mero 4."  del  art.  431  deben  entenderse 
de  manera  que  baste  una  de  las  dos  co- 
sas aunque  no  concurra  la  otra  para  es- 
tar dentro  de  la  prescripción  legal.  (Sen- 
tencia 7 julio  1873.) 

V.  Lesiones  que  duran  menos  de  ocho 
días, — Las  lesiones  que  no  inutilizati 
para  el  trabajo  por  ocho  dias  ó más,  no 
constituyen  delito,  y estos  ocho  dias  han 


LESIONES.  [Jurisp,  penal). 

de  ser  de  hora  á hora.  Así  lo  establece 
el  Tribunal  Supremo  declara ihio  no  ha- 
ber lugar  á casación  de  una  sentencia  de 
la  Audiencia  de  Zaragoza.  He  anuí  Jos 
principales  considerandos:  ^ 

«Caosiderando  que  de  los  Jiechos  consig- 
nados y íulinilidos  como  probados  por  Ja  Sida 
de  !o  criinitiul  de  la  Audiencia  de  Zaragoza 
aparece  que  Antonio  Lecha  fué  herido  el  14 

r\p  í]íf*iíMnhrA  ^ ™ t.  _ i i 


de  diciembre  de  1871,  después  de  las  dos  de 
la  tarde,  y que  los  facultativos  declararon  de 
sanidad  el  22  del  mismo  mes,  á las  nueve  de 
la  niauana,  trascurriendo  únicamente  siete 
días  y algunas  horas,  sin  que  llegaran  á 
completarse  los  ocho  ó más  que  el  citado  ar- 
tículo 433  fija  expresa  y terminanternenle 
para  que  constituyan  delito  hechos  de  esta 
clase,  por  lo  que  el  de  que  Se  trata  no  puede 
ser  coir.prendido  en  el  referido  artículo: 

Considerando  que  tampoco  puede  com- 
prenderse en  el  602,  también  citado,  porque 
este  define  y castiga  como  falta  toda  lesión 
que  necesite  asistencia  facultativa  de  uno  á 
siete  dias  solamente: 

Considerando  que  en  la  duda  de  á cuál  de 
los  dos  artículos  deben  aplicarse  las  horas 
que  median  desde  la  conclusión  del  sétimo 
dia  hasta  la  terminación  del  octavo,  de  las 
que  en  ninguno  de  ellos  se  iiace  mérito,  es 
más  legal  y procedente  interpretarla  y deci- 
dirla en  cuanto  sea  más  favorable  para  el 
procesado,  porque  en  materia  de  proce iJi- 
mienlo  criminal  asi  lo  prescribe  el  Código;  y 
en  este  concepto,  no  habiendo  durado  las  le- 
siones ocho  días  completos,  no  debe  el  hecho 
reputarse  como  delito: 

Y considerando,  por  tanto,  que  al  aprobar 
la  Sala  la  inhibición  del  juez  do  primera  ins- 
taucia,  que  declara  falta  el  hecho  de  que  se 
ínta,  no  lia  infringido  ninguuo  de  los  dos  ar- 
tículos citados,  ni  incurrido  'en  los  casos  2.“ 
y 3.°  del  art.  4."  de  la  ley  de  18  de  jtinio  ío- 
bro  el  estahiocimiento  de  los  recursos  de  ca- 
sación.» (Senl.  23  abril  1S73.) 

VI.  Lesi  ones  que  necesitan  asistencia 
faculta l iva  por  más  de  treinta  diüs\  nú- 
mero 4.°  del  art.  431. — Están  compren- 
didas en  el  párrafo  cuarto  dcl  art,  431 
las  lesiones  que  necesitan  asistencia  fa- 
cultativa por  más  de  treinta  días,  aun- 
que el  berido  pueda  trabajar  antes.— Así 
se  establece  en  la  sentencia  de  28  de 
abril  de  1873  denegando  la  admisión  del 
recurso  de  casación,  en  que  se  lee  el  si- 
guiente: 

«Considerando  que  do  los  iiechos  consig- 


nados y declarados  proba-íos  en  /a  sentencia 
quo  son  los  que  este  Tríbimaf  Supremo  ha 
de  aceptar  conforme  aj  art.  7.“  de  la  lev 
de  18  de  JUDIO  de  1870,  re.sulta  que  ei  hsiní 
nado  necesitó  asistencia  lacullaiíva  poresna- 

^ aut^que  pudo  Ira- 

hdjar  a los  diez  y nueve,  por  lo  que  el  delito 
cometido  se  halla  comprendido  en  el  párra- 
0 4.  del  art.  431  del  Código  penal,  que  dís^ 

VUntlVaiTlPntA  mncOtn., 


yuntivamente  consigna  una  ú otra’ circuns- 
tancia.» fSciit.  28  abril  1873.) 

VIL  Disparo  de  arma  que  produce 
ímones  menos  (¡races  á tres  personas: 
oolo  debe  castigarse  el  delito  más  grave 

conforme  al  art.  00.— Condenado  Juan 

Luis  Narvaez  á dos  meses  de  arresto  ma- 
yor por  cada  una  de  Jas  tres  lesiones  que 
causó  con  el  disparo  de  arma  por  im- 
prudencia temeraria,  interpuso  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fun- 
dándolo en  los  casos  3.°  y 4.°  del  ar- 
tículo 4.°  de  !a  ley  provisional  de  1870, 
y citando  como  infringidos  los  arts.  480 
deí  Código  de  1850  y 381  del  nuevo, 
por  castigarse  como  tres  distintos  un  so- 
.0  hecho.  El  Tribunal  Supremo  casa  y 
anula  la  sentencia: 

«Considerando  que  liay  infracción  de  Jey 
para  los  electos  de  la  casación  crimÍDal  cuan- 
do en  Ja  sectencia  ejecutoria  se  cometa  error 
de  derecho  en  Ja  calificación  deJ  delilo; 

Considerando  que,  aunque  por  regía  ge- 
neral, ai  culpable  de  dos  ó más  (lelítes'debeu 
iinpouérsele  las  peuas  correspomiienles  á las 
diversas  infracciones,  según  td  arl.  76  de! 
Código  pena!  de  1830,  e.‘;(a  disposición  no  e.s 
aplicable  cuando  un  solo  hecho  ooostiiuye 
dos  ó mas  delitos,  ó el  uuo  de  ellos  sea  me- 
dio necesario  para  coiiiolor  el  otro,  porque 
en  tales  casos  solo  .se  ca.'ítiga  el  más  grave, 

' según  el  art.  77: 

CoDsieJeraEdo  que  la.s  lesiones  ménos  gra- 
ves causadas  á Francisco  Cauto  López,  An- 
tonio Beltran  y Manuel  Coíiiez  fueron  todas 
ellas  electo  inmediato  é instantáneo  del  único 
disparo  del  arma  de  fuego  de  que  el  pr-ocesa- 
do  hizo  uso,  y por  cori.secuencta  constituyen 
un  solo  acto  de  imprudencia  temeraria  refe- 
rente a un  delito  menos  grave  y penable  se- 
gún el  art.  480,  más  favorable  al  procesado 
que  el  581  deJ  nuevo  Código: 

Con.siderando  que  Ja  Sala  sentenciadora, 
al  calificar  Jas  expresadas  lesiones  como  tres 
delitos  dislinLos,  imponiendo  al  procesado 
tres  penas  diferentes,  ha  infringido  los  ar- 
tículos 77  y 480  precitados,  y cometido  el 
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error  da  derecho  á que  se  refiere  el  caso  3.* 
dcl  art.  de  fa  lo>^de  18  de  juuio  último.» 

( Sen í,  1.^  mayo  1S71.) 

VIH.  Otro  caso  de  dispar’O  de  arma  i 
proditciendo  lesiones. — Declara  e!  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  contra  sentencia 
de  la  Audiencia  de-Madrid: 

«Consideraniio  que  constantemente  esta 
Sala  ha  decidido  que  en  el  disparo  de  un  ar- 
ma de  fuego  coulra  cualquiera  persona  pro- 
duciendo lesiones  menos  graves  eran  aplica- 
bles los  arls.  90j  4'23  y -i33  dei  Código  peuaL  ' 
si  no  hubieren  concurrido  en  el  hecho  todas 
las  circunstancias  iiecesarias  para^  constituir 
cualquier  otro  delito  á que  esté  señalada  una 
pena  superior  por  alguno  de  los  artículos  del 
mismo  Código: 

Considerando  que  carece  de  apoyo  lecal  el 
recurso  interpuesto  que  combate  Ja  anterior 
doctrina  cfue  es  el  lumiainento  de  Ja  senten- 
cia  » (Sciit.  3 enero  1S74.) 

La  misma  doctrina  se  contiene  en 
otra  sentencia  de  14  febrero  1874, 
añadiendo  en  el  segundo  considerando 
que  la  sentencia  recurrida  «está  arregla- 
»da  á la  constante  jurisprudencia  de  esta 
wSala  del  Tribunal  Supremo  que  en  el 
» disparo  de  un  arma  de  fuego  contra 
«cualquier  persona,  aunque  no  produz- 
»ca  lesiones  ha  aplicado  el  arl.  4‘¿3,  y si 
DSC  han  causado  éstas,  sean  graves  ó 
«ménos  graves,  ha  calificado  en  el  hecho 
>dos  delitos  penables,  con  arreglo  al  ar- 
)^ticulo  90...»  (1). 

Dos  delitos  de  lesiones  en  una  riña. — 
Ver  el  núm.  VI  en  Autor,  pág,  4o. 

Lesiones:  Su  diferencia  del  delito  frus- 
trado de  asesinato;  véase  Asesinato,  sen- 
tencia de  10  de  julio  de  187á. 

Ver  también  CmcuNsiAKCiAS,  Dispa- 
ro: Homicidio:  Injurias. 

UY  DE  ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL. 

Cuando  la  susianciacion  de  una  causa  se 
ha  arreglado  á los  trámites  de  la  legisla- 
ción anterior  á dicha  ley,  no  puede  in- 
vocarse un  artículo  de  ésta  en  el  recurso 
de  casación.  Establecióse  esta  doctrina 
por  sentencia  de  8 de  julio  de  1873;  pe- 


(!)  Nosotros  volvemos  á remitirnos  á la  doc- 
trina contenida  bajo  el  e]ií}írafe  de  Uua  cues- 
tión imjiortcinte,  eu  la  pág.  71. 


ro  por  consecuencia  de  lo  dispuesto  por 
el  art.  del  decreto  de  Í6  de  setiembre 
de  1873,  hoy  rige  exclusivamente  la  ley 
de  Enjuiciamiento  criminal  en  cuanto  á 
la  interposición,  admisión,  sustanciacion 
y fallo  de  los  recursos  de  casación.  Véase 
la  nota  primera  de  la  pág.  4,  y la  de  la 
página  94,  y consúltese  el  artículo  Re- 
curso na  CASACION. 

En  cuanto  á la  observancia  de  dicha 
ley  en  la  sustanciacion  de  las  causas,  hay 
que  estar  á las  reglas  del  Real  decreto 
de  22  de  diciembre  de  1872,  explicado 
por  nota  en  la  pág.  473  del  ¿"Inuarío 
de  1872. 


¿Es  ley  penal  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil que  pueda  citarse  corno  tal  en  los  re- 
cursos de  casación?  Nosotros,  de  confor- 
midad con  las  doctrinas  del  Tribunal 
Supremo,  creemos  que  no  lo  es,  y así  lo 
indica  mes  en  la  nota  de  la  pág.  11. 

LEY  ORGANICA  DEL  PODER  JUDICIAL. 

Conforme  exponernos  al  ünal  del  ar- 
tículo Competencias,  pág.  140,  esta  ley 
es  la  única  vigente  en  materia  de  compe- 
tencia, y á ella  deben  someterse  todos 
los  jueces  y Tribunales  para  promover- 
las y sostenerlas. 

En  üliramarno  rige  esta  ley. — Según 
el  art.  00  del  decreto  orgánico  de  23  de 
octubre  de  1870  sobre  el  poder  judicial 
en  Ultramar,  solo  se  derogan  las  disposi- 
ciones legales  anteriores  á su  publica- 
ción, en  cuanto  sean  contrarias  á lo  que 
en  el  mismo  se  dispone, 

«La  ley  orgánica  del  poder  judicial 
para  la  Península  no  rige  en  Ultramar, 
como  se  consigna  en  el  preámbulo  de 
dicho  decreto  de  2o  de  octubre  de  1870. 

»Se  halla  vigente  la  Real  cédula  de  30 
de  enero  de  1835  y sus  arts.  32  y 224, 
en  los  que  se  prescribe  que  la  compe- 
tencia sea  del  acuerdo  ó la  Sala  de  Jus- 
ticia, según  la  índole  del  negocio,  y que 
á instancia  de  parte  agraviada  no  podrá 
procederse  á exigir  la  responsabilidad 
penal  de  los  Ministros  de  las  Audiencias 
y jueces,  sin  que  preceda  declaración 
solemne  y firme  clel  Tribunal  competen- 
te de  haber  lugar  á formación  de  causa. 

» Siendo  el  negocio  judicial  y no  gu- 
bernativo, la  competencia,  en  conformi- 


dad  con  dichos  artículos,  es  de  la  Sala  de 
justicial)  (\'j,  (Sent,  15  enero  1874.) 

LIBERTAD  DE  CULTOS.  La  religión 
del  Estado  es  la  católica,  pue.sto  que  la 
Nación  se  obliga  a mantener  el  culto  y 
los  ministros  de  la  misma,  según  el  ar- 
ticulo 2t  de  la  Constitución  de  1^69, 
(]U0,  no  obstante,  garantiza  el  ejercicio 
de  cualquier  culto  á los  extrangeros  re- 
sidentes en  España  y á los  españoles  no 
católicos,  sin  mas  limitación  que  las 
reglas  universales  de  la  moral  y del  de- 
recho. No  era,  por  tanto.  posiíSle  que  á 
título  de  libertad  de  cultos  se  dejasen 

sin  correctivo  los  excesos  y alentados  que 

pudieran  cometerse  contra  la  liLortad 
religiosa  bien  entendida,  y mas  princi- 
palmente contra  el  culto  católico,  y así 
se  hizo  en  el  Código  reformado,  que  en 
armonía  con  ei  citado  artículo  constitu- 
cional, ha  establecido  la  sanción  penal  de 
los  dctilús  vclulivos  al  libre  ejercicio  de 
los  cultos  en  sus  arls,  '236  al  241  (2). 

Hé  atjui  un  caso  de  procesamiento: 

I.  Interrupción  ó perliuintcion  de  un 
acto  rrJioioso:‘hi¡eHgenciadel  Código  pe- 
nal y de  la  Gonstitucion,  — Ei  dia  16  de 
junio  fie  1870,  yendo  en  procesión  en  la 
villa  de  Trigueros  el  Santísimo  Sacra- 
mento, acompañado  del  clero,  de  las 
personas  mas  notables  de  la  población  y 
el  Ayuntamiento,  presidido  por  la  auto- 
ridad local,  Eleuterio  Cuadri  Gantala- 
piedra  que  llevaba  dirección  opuesta, 
pasó  por  el  medio  de  la  procesión  con  el 
sombrero  puesto,  llegando  en  esta  acti- 
tud hasta  la  custodia  y sitio  donrle  se 
encontraba  el  ale.flde,  quien  le  mandó  se 
descubriese,  y como  no  obedeciese,  le 
quitó  el  sombrero  y se  !o  colocó  en  la 
mano,  previniéndole  que  marchase  des- 
cubierto mientras  estuviese  presente  la 


(t)  Esta  doctrina  se  establece  en  un  expe- 
diente de  competencia  para  resolver  la  negativa 
entre  la  Audiencia  de  la  Habana,  constituida 
en  tribunal  pleno,  y la  Sala  primera  de  la  mis- 
ma, con  motivo  de  la  denuncia  contra  un  juez, 
(2J  El  art.  ííStí  castiga  como  reos  de  falla  con 
la  pena  de  arresto  de  uno  á diez  dias,  á los  que 
perturbaren  los  iicto.s  de  un  cutio  ú ofendieren 
los  sentimientos  religiosos  de  los  concurrentes 
d ellos  de  un  modo  no  previsto  en  la  sección  3,‘, 
capítulo  2.",  Ut.  11  del  libro  II. 

,1UR.  EF-IÍ. 


£u7 

Divina  Majestad.  Cuadri  Canlaíapíedra 
insistió  en  su  desobediencia,  volviendo  á 
ponérselo  una  y otra  vez,  expresando 
que  se  le  privaba  de  su  libertad,  con  cuyo 
motivo  se  formó  esta  causa  en  elJuzgado 
del  partido  de  Hueiva;  y remitido  en 
consulta  á la  Audiencia  del  territorio, 
considerando  que  los  hechos  probados  y 
cometidos  por  Cuadri  Canlaíapíedra  pro- 
dujeron escándalo  c inlorrunijiieron  el 
acto  religioso  que  se  celebraba  en  sitio 
.'público,  delito  previsto  en  el  art.  t3S 
del  Código  penal  de  185Ü,  y en  el  240, 
caso  del  reformado,  aplicó  aquel 
como  mas  benigno  y condenó  al  proce- 
sado en  dos  años  de  prisión  correccio- 
nal y suspensión  de  todo  cargo  y del 
dereeiio  de  sufragio  durante  el  tiempo 
de  la  condena;  y por  la  triple  desobe- 
diencia al  alcalde,  estimada  como  falta 
incidental  del  delito  principal,  prevista 
en  el^casü  5;'  del  art.  589,  en  la  multa 
de  2o  pesetas  y reprensión. 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  en 
, tiempo  y forma  recurso  de  casación  por 
infracción  del  art.  21  de  la  Constitución 
del  Estado,  de  los  arís.  23G,  24Ü,  nú- 
mero 2. ^ y 589,  núm.  o.°,  del  Código 
penal  vigente,  citando  en  su  apovo  Jos 
casos  V y 3.®  del  de  la  ley  de  18  de 
junio  sobre  el  establecimiento  de  la  ca- 
sación en  los  juicios  criminales,  y ale- 
gando para  ello  que  establecida  por  la 
Constitución  política  actual  la  libertad 
de  cultos,  no  hay  delito  ni  falla  en  el 
hecho  que  se  persigue  en  la  presente 
causa,  porque  no  teniendo  el  ciudadano 
obligación  de  pertenecer  á esta  ó á la 
otra  secta , no  puede  tampoco  ser  cora- 
pelidoá  actos  de  sumisión  y acatamien- 
to á una  religión  determinada,  como 
pretendió  el  alcalde  de  Trigueros  con 
detrimento  de  la  libertad  religiosa  y 
faltando  á los  preceptos  del  Código  pe- 
nal citados  que  la  garantizan. 

Ei  Tribunal  Supremo  deciara  no  ha- 
ber Jugará  la  admisión  de  recurso: 

«I.*  Considerando  que  si  bien  la  Consti- 
tución del  Estado  en  su  art.  2f  ha  garantido 
el  ejercicio  público  y privado  de  Lodos  los 
coitos,  ¡o  ha  hecho,  como  no  podía  me- 
nos, con  Jas  JiniitacioDes  exigidas  por  tos 
i reglas  universales  de  la  moral  y del  derecho, 
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para  que  el  abuso  de  udos  no  coarte  ia  li- 
bertad do  los  domas: 

2. "  CoQSÍderando  que  en  este  sentido  y 
para  proteger  esta  misma  libertad  y todos  los 
derechos  y creencias,  el  art,  23  de  la  misma 
CrinstilucíOQ  previene  que  ios  delitos  come- 
tidos con  ocasión  dei  ejercicio  de  aquellos 
derechos  sean  penados  por  los  tribunales  con 
arreglo  á las  leyes  comunes; 

3. “  Gonriderando  que  la  sección  3.*,  tí- 
tulo 2,0,  libro  II  del  Código  nuevamente 
reformado  establece  las  regias  y limitaciones 
que  se  han  creído  prudentes,  siendo  una  de 
ellas  la  consignada  en  el  párrafo  segundo, 
art.  240,  según  el  cual,  e!  que  perturbe  con 
hechos  la  celebración  de  las  funciones  reli- 
giosas en  cualquier  lugar  en  que  se  celebren 
incurre  en  la  penalidad  que  el  mismo  artícu- 
lo determina: 

4. *  Y considerando  que  habiéndose  su- 
jetado á estas  prescripciones  la  Sala  senten- 
aiadora,  son  iioturíarneute  inoportunas  las 
citas  de  !as  leyes  que  se  suponen  infringidas, 
y no  pueden  dar  fundamento  a!  recurso  do 
casación  propuesto  por  ElenterioCuadri  Can- 
laia piedra.  [Sent.  24  diciembre  1870.) 

U,  Perturbación  de  acto  religioso: 
Escarnecimienln  del  dogma  y ceremonia 
del  Bniilismo.  Hecho  comprendido  en  el 
arl,  240  del  Código. — En  22  de  mayo 
de  1870,  se  presentaron  en  la  iglesia 
parroqi]iaí  de  Cbipiona,  para  bautizará 
un  niño,  D.  Ricardo  Rosales  y otras  per- 
sonas. El  Rosales,  que  iba  á ser  padrino, 
empezó  por  exigir  al  cura  que  se  tocase 
el  órgano,  á lo  cual  le  contestó  que  no 
podía  hacerse  porque  se  estaban  practi- 
cando los  ejercicios  del  mes  de  María. 

Entonces  Rosales  dijo  que  suspendiese 
aquella  canalla  Ío  ejercicios,  pues  pri- 
mero era  la  fe;  y al  empezarse  la  cere- 
monia dí'I  bautismo,  al  decir  el  sacerdo- 
te In  nomine  Palris,  el  Rosales  repitió 
en  voz  alta:  En  el  iiombre  del  Padre,  del 

//yo,  del  Espirilu  Suelto  y de  la  licpú— 
blica  federal,  ^ 

_ Llegados  á la  pila  bautismal,  y ad- 
viniendo Rosales  que  contenía  el  agua 
algunas  gotas  de  los  Santos  Oleos,  metió 
la  mano  en  ella  y preguntó  en  torio  bur- 
lesco si  aquello  eran  migas,  y contuvo 
ai  mismo  tiempo  la  mano  del  cura  por- 
que d agua  estaba  fría,  á lo  cual  replicó 
el  ministro  que  habiéndose  avisado  con 
tiempo  se  hubiera  templado,  y por  últi- 


mo, al  verterla  éste  sobre  la  cabeza  del 
niño,  tomó  asimismo  Rosales  agua  con 
la  mano  y se  la  echó  diciendo  que  tam- 
bién lo  bautizaba  en  nombre  de  la  Repú- 
blica federal. 

Resultando  que  varios  testigos  decla- 
raron los  hechos  referidos  y asímisn>o 
que  Rosales  se  hallaba  ebrio  cuando  los 
ejecutó,  sin  que  aparezca  que  su  embria- 
guez sea  habitual,  la  Sala  sentenciadora 
declaró  que  los  indicados  íieclios  consti- 
tuían delito  de  perturbación  é interrup- 
ción de  un  acto  religioso,  con  la  circuns- 
tancia atenuante  de  liaber.se  ejecutado 
en  estado  de  embriaguez  no  habitual,  y 
en  su  consecuencia  condenó  al  proce.sa- 
do  á dos  años  y seis  meses  de  prisión 
correccional,  multa  de  pesetas  y 
suspensión  de  todo  careo  v derecho  de 
sufragio. 

Rosales  interpuso  contra  esta  senten- 
cia recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  fundado  en  los  casos  3.”  y i°  del 
art.  4.°  de  la  ley  de  1870,  y citando  co- 
mo infringidos  los  arts.  241 , que  es  el 
que  considera  aplicable,  el  82,  regla  2.“, 
y el  28;  pero  el  Tribunal  Supremo  le 
desestima  en  los  términes  siguientes: 

((Considerando  que  según  el  párrafo  .se- 
gundo dei  art.  24u  del  Código  penal  refor- 
mado incurrea  en  las  penas  de  prisión  cor- 
reccional eu  SU.S  grados  medio  y máximo  y 
mulla  de  250  á 2.500  pe.se tas  los  que  coh 
hechos,  palabras,  gestos  ó amenazas  impi- 
den, perturban  ó iuterrumpeii  la  celebra- 
ción de  las  llincioDes  religiosas  en  el  lugar 
destinado  babitualmeiite  aellas: 

CoD.siderando  que  dados  los  hechos  admi- 
tidos como  probados  en  Ja  seuteucia  ejecuto- 
ria, es  evidente  que  el  proce.sado,  al  p;’t’.seu- 
larse  ébrio  en  la  iglesia  parroquial  de  Clii- 
piqna  acompañado  de  varios  personas,  con  el 
objeto  de  asistir  como  padrino  ai  bautismo 
de  un  niño,  á tiempo  que  se  estaban  cele- 
brando los  ejercicios  devüto.s  del  mes  i lama- 
do  de  María,  dió  lugar  con  sus  actos:,  pala- 
bras, ademanes  y geslo.s  verificados  durante 
la  preparación  y celebración  dtd  Sacramento 
del  Bautismo  á que  se  perturbase  el  ónlen 
ritual  de  esta  sagrada  ceremonia  y se  inter- 
rnin píese,  aunque  niornenUMeamenle,  la  ac- 
accion  del  sacerilolebaulízanle,  produciendo 
el  escándalo  consiguiente  por  no  guardar  el 
respeto  que  es  debido  al  libre  ejercici  ) del 
culto  católico  y du  cualquier  otro,  garantiza- 


^do  por  el  nrt.  21  ríe  h Constit.  del  Estado: 

Cmisitlt'rando  ([ue  la  Sala  scnteudadora, 
calíndiniio  el  hecho  comn  delito  comprendi- 
ólo en  et  precitado  art.  2i0,  con  la  circuns- 
tancia atenuante  núin.  6 del  art.  ñ.«,  no  ha 
infríiigido  el  241  (jne  se  refiore  á actos  dis- 
tintos no  deterniinados  expresemente  en  el 
antermr;  y que  al  condenar  al  procesado  en 
dos  anos  y seis  irieses  de  prisión  correccio- 
nal con  sus  accescrias,  y á la  mulla  de  2o0 
■pesetas,  se  ajusló  estriclaiwente  á la  tabla 
•tiein  ostral  iva  tlcl  art.  97  y íí  la  repta  2.®  del 
82,  imponiendo  la  [leiia  en  el  prado  niinímo 
de  la  señalada  dentro  tie  los  límites  prescri- 
tos en  el  art.  83,  y por  consecuencia  no  ha 
comcttdo  ninguno  de  los  errores  de  derecho 
á que  se  refieren  los  casos  .3.*  y 4.°  del  ar- 
tícnlo  4.®  de  la  ley  de  18  tic  junio  úlliino; 

bailamos  que  (fehemos  declarar  y declara- 
naos  no  haher  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Ü.  líicanJo  Rosales  y Monte- 
ro, jt  quien  condenamos  cii  las  costas:  etc.» 
(Senl.  17  mayo  JS7i.) 


Comentando  el  (ft.  T dol  libro  11  del 
Código  pena!  delSiiU  que  encontrábamos 
digno  tle  lodo  cdogio  por  ia  sana  libertad  ' 
de  coTHuencia  que  en  éi  se  sancionaba, 
decíamos  cu  uno  de  los  períodos  de 


nuestro  comentario  lo  siguiente:  «Fuera 
»de  i a libertad  de  cultos  que  nuestra 
* Constilucion  no  reconoce,  que  nuestra 
»liistoria,  nuestra  eiiucacion,  nuestras 
» respetables  creencias  heredadas  de!  ar- 
»doroso  fervor  religioso  de  nuestros  pa- 
»dres  y'cchazün  por  ahora,  ¿qué  más  po- 
sdíamos  desear  sobre  este  asunto  tan  im- 
» portan  te  y delicado?  La  libertad  de  con- 
«ciencia,  repelimos,  debe  satisfacer  por 
»abora  las  exigencias  de  unos;  la  protec- 
»cion  de  la  religión  católica  debe  tam- 
»[iien  satisfacer  losescrúpuios  <!e  otros...» 
¡Esto  decíamos  en  18oül...  Hoy,  des- 
pués de  haber  pasado  veinticuatro  años, 
y teniendo  una  Constitución  que  pro- 
clama ia  libertad  de  cultos,  creemos  to- 
davía que  el  por  ahora  de  entonces  no 
ha  dejado  do  ser  oportuno:  que  teníamos 
bastante  con  una  toleracia  bien  entendi- 
da, y que  no  nos  hacia  falta  ia  liberiad  do 
coitos,  orígoii  acaso  de  muchos  de  los 
males  que  boy  nos  aíVigcn.  ¡Ojalá  que 
en  esta  parle  so  liubieran  inspirado 
nuestros  hombres  púldicos  en  las  ideas 

del  eminente  repúbüco  Sr.  Olózaga! 


MALVERSACION  DE  CAUDALES  PUBLh 
eos*  Trillan  do  este  delito  los  arls.  405 
al  -lio  de!  ('ódigo  reformado,  relaliva- 
inontc  á los  cuales  hay  fallos  importan- 
tes del  Tribunal  Supremo  que  contribu- 
yen á su  mejor  inteligencia,  IIc  aquí; 

I.  Uso  ó dislrarcion  indebida  de  can- 
dales  públicos  ron  reinlcf/ro,. — Se  decla- 
ra no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
tnh’r puesto  por  1).  Víctor  Martin,  admi- 
nistrador de  Estancadas,  contra  senten- 
cia de  la  Audiencia  rie  Cúceres  en  causa 
sobre  uso  indebido  de  fondos  públicos, 
que  le  coralenó  á la  su.qiension  y multa, 
según  el  párrafo  tercero  del  art.  407  fiel 
Código  penal,  y atendido  lo  dispuesto 
en  el  410,  que  se  citaban  como  infrin- 
gidos: 

«Considerando  que  no  se  han  infringido 
Jos  referidos  artículos,  citados  como  fuuda- 


' mentó  dcl  recurso  y de  la  sentencia  que  los 
ha  aplicado  rlebidameiite,  porque  siendo  c! 
procesado  ruiicionario  público,  como  aihni- 
iiislrador  de  Están  cadas,  y uo  liabiondo  pre- 
senlailo  el  dinero  ó efectos  que  guarda  >a  y 
administraba  cuando  por  do.s  vece.s  se  giró  la 
vi.sila,  sino  nece.silando  más  bien  de  cuairo 
plazos  para  reintegrar  á la  Hacienda,  hizo 
uso  indebido  de  los  fondos,  acto  penado  en 
el  párralü  tercero  del  art.  497,  aunque  fuese 
sin  daño  ni  eniurpecimiento  del  servicio  pú- 
blico, como  lia  apreciado  la  Sala.»  (Scnlcn- 
j S mayo  1S75.) 

Ií.  Inlcliff encía  del  art.  407,  párrafo 
tercero  del  Códipo.  — Lo  dispuesto  en  el 
párrafo  tercero  del  ort.  407  del  Cóiligo 
penal,  solo  tiene  .'qvlieacion  cuando  se  ba 
reintegrado  la  cantidad  disiraida;  pero 
no  cuando  no  se  lia  verificado  el  reinte- 
gro. (Sent.  13  marzo'  1871.) 

II r.  Requisitos  para  que  sea  aplica- 
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hh  el  nrf.  Í07  del  Cúdigo  penal  ó el  410 
en  su  cuso,  que  (raUtn  de  ¿a  apíi'acion 
de  caudales  públicos  d nses  propios  ó aje- 
nos.—penalidad  de  estos  artículos  es 
aplicable  exclusivamente  al  depositario 
de  los  caudales  que  hace  de  ellos  el  uso 
indebido  de  que  habla  el  artículo,  y se 
infringen  dichos  artículos  considerando 
como  autor  á un  concejal  que  en  diver- 
sas veces  recibió  del  depositario  la  can- 
tidad deposiladaj  sin  que  conste  haber 
obtenido  el  permiso  para  ello  y los  libra- 
mientos necesarios,  aunque  sí  que  no  se 
causó  perjuicio  ni  entorpecimiento  al 
servicio  público.  (Sontencia  1.  octu- 
bre 1873.) 

IV.  Para  proceder  contra  un  funcio- 
nario adminhlraiwo  por  desfalco,  en 
virtud  de  denuncia,  dcl  cjobernodúv  de  la 
provincia,  no  es  necesario  esperar  d que 
el  7Vtí)í.Cíiaí  de  Cuentas  resuelva  la  cues- 
tión administrativa. — Así  se  establece 
declarando  no  haber  lugar  á la  admisión 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Tomás  Mendex  Salazar,  administra- 
dor-depositario de  Estancadas,  contra  el 
fallo  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia (le  Valladolid,  la  cual,  visto  el 
artículo  SI,  regla  3.®  de!  reglamento 
provisional  para  la  administración  de 
justicia,  y el  M de  la  ley  provisional  de 
Enjuiciamiento  criminal  revocando  el 
deij  uez  inferior,  mandó  devolver  la  cau- 
sa al  mismo  para  que  la  continuara  y fa- 
llara con  arreglo  á derecho.  El  recur- 
rente eilabíi  como  infringidos  varios  ar- 
liícukjá  de  la  ley  orgánica  del  Tribunal 
de  Cuentas  y del  reglamento,  pero  se 
desestima: 

«Considerando  que  no  son  aplicables  al 
hecho  dtí  autos  los  arliculos  que  se  citan  pa- 
ra fundar  el  recurso,  porque  uo  se  refiere 
este  ni  á Sflolencia  definitiva  ni  á la  de  com- 
petencia que  el  mismo  recurrente  reconoce 
pGrlcnecer  á la  jurisdicción  ordinaria,  sino  á 
una  providencia  que  no  admite  la  su.speusion 
del  procodimíenlü  por  alegarse  que  debe 
preceder  un  fallo  administrativo,  cuando  pre- 
cisamente la  causa  ptincípió  por  denuncia 
dcl  gobernador  de  la  provincia,  y el  artícu- 
lo 1 4 de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en 
ningún  caso  juzga  necesario  para  el  ejercicio 
de  ia  acción  penal  que  haya  precedklo  el  de 
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la  civil  procedente  del  delito.  fSení.  il  di- 
ciembre 1873.) 

V.  Otro  caso  estableciendo  la  misma 
doctrina,  porgúela  autoridad  dtri'ribu- 
nal  de  Cuentas  lo  es  únicamente  para 
examinar  las  sometidas  a calificación: 
Las  cuestiones  de  compelencia  no  son  ob- 
jeto de  casación  por  in fracción  de  ley. — • 
Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  contra  sentencia  de 
b Sala  de  lo  ernnína!  de  Madrid,  en  cau- 
sa por  malversación  do  caudales,  segui- 
da á D.  Ignacio  de  Ibcar,  inspector  que 
fué  y secretario  de  la  Dirección  general 
de  Telégrafos  y otros. 

«Considerando  í¡uo  las  alegaciones  del  ro-- 
curso  .se  encaminan  toda!;,  no  á impugnar  la 
exi.slencia  de  los  lieciios  (pie  constituyen  la 
delincuencia  de  lo.s  procesarlos,  sino  á de- 
mostrar la  incorapelencia  de  Ins  'rríbii nales 
ordinarios  para  apreciar  ía  cidpabiüdad  de 
estos  antes  de  que  recaiga  la  declaración  del 
Tribunal  de  Cuentas;  y que  las  cueslioues  de 
competencia  no  son  objeto  de  casación  por 
infracción  de  ley,  y .sí  de  quebriinlainienti) 
de  las  formas  del  proceiüiriierilo,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  caso  7.“  del  art.  5.'^  de  la 
citada  ley  provisional  de  casación  en  los  jui- 
cios criminates,  y que  fundándose  en  esta  ley 
se  ha  interpuesto  el  recurso: 

Considerando  que  el  art.  16  de  la  ley  de 
25  de  agosto  de  1851,  en  su  caso  2.'',  si 
bien  declara  privativa  la  aiiloridail  del  Tribu- 
nal de  Cuentas,  lo  es  nnicamenlc  para  exairii- 
nar  las  sometidas  á su  calificucion;  pero  lejos 
de  atribuir  á éste  compotencia  criminal,  «lis— 
’ioneen  el  art.  20  que  remita  á los  'rribnna- 
^ es  competentes  el  tanto  de  culpa  que  iqta- 
rezca  cuando  eii  las  cuentas  liaüase  indicios 
de  delito,  sin  que  por  esto  sea  preciso  decla- 
ración previa  tlel  de  Cuentas  para  corregir 
los  delitos,  cuando  estos  consten  de  otra  ma- 
nera, y más  cuando  se  interpola  .su  coopera- 
ción por  la  Admiuisi ración  pública,  como 
sucede  en  el  pre.seriLe  caso,  cooperación  quo 
no  puede  negarse  sin  incurrir  en  la  respon- 
sabilidad que  establece  el  art.  382  ilel  Código 
penal  vigente.»  (Scnl.  Í2 enero  1874.) 

VI.  Comete  el  delito  de  malversación 
el  cff;íosííarto  de  fondos  municipales  que 
aplica  e^tos  al  payo  de  deudas  particula- 
res del  alcalde. — Se  declara  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D,  Gregorio  Ferrer  y D.  Vicente  Jí- 
meno  Porta,  contra  sentencia  que  les 


MENOR  DE  EDAD.— MONTES,  (/  Hrisp,  penal). 


'íiondenó  á nueve  años  de  irihabililaeion, 
120  pesetas  de  multa  y costas,  por  mal- 
versación de  caudales  públicos,  fundán- 
dose en  que  lo  que  se  había  caliíicada 
como  delito  no  lo  era: 

«Considerando,  en  cnanto  á los  motivos  de 
casación  respecli  va  mente  alegados  por  don 
Gregorio  Fcrnantley,  y O,  , limeño  Porta,  que 
el  primero  de  ellos,  depositario  en  la  época 
antes  indiciida  de  los  fondos  municipales  de 
Liria,  aplicó  (>00  pesetas  pertenecientes  á es- 
tos ai  pago  de  lo  que  adeudaba  por  sus  con- 
tribuciones el  segundo,  de  acuerdo  con  el 
mismo  y en  virtud  de  órden  suya,  perjudi- 
cando así  al  servicio  público,  según  aparece 
de  los  lierdios  que  como  probados  se  cousig- 
uan  en  la  sen I encía  recurrida; 

Considera  mío  que  ese  hecho  que  perpetró 
D.  Gregorio  Ferrer,  inducido  por  D.  Vicenie 
Jimeco,  constituye  evideulemente  ei  delito 
de  malversación  con  daño  ilel  servicio  públi- 
co, previsto  en  el  párrafo  prinv’ro  del  artícu- 
lo Sindtl  Código  penal  de  1850  y en  igual 
párrafo  del  ¡07  del  reformad  o en  i8Í0.» 
(Semencia  31  diciembre  1873.) 


MENOR  DH  EDAD.  Curador  ad  litera 
en  el  juicio  criminal.  Nada  dice  la 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  y parece 
que  debiera  decirlo,  sobre  la  necesidad 
de  que  el  menor  comparezca  en  el  juicio 
criminal  para  acusar  o para  defenderse, 
por  medio  de  su  tutor  ó curador;  pero 
es  indudable  que  este  requisito  debe  lle- 
narse en  cumplimiento  de  lo  dispuesto 
en  la  ley  de  Enjuiciainiento  civil  y de 
la  17,  til.  XVI,  Partida  .según  la  que 
«el  guardador  en  nome  del  huérfano  de- 
be demandar  é defender  el  derecho  dé! 
en  todo  pleito  quel  promoviese  ó le  fuese 
movido  en  juicio.» 

Cuando  el  menor  no  tuviere  curador 
ó por  cualquier  motivo  no  pudiera  estar 
representado  por  él,  se  le  nombra  cura- 
dor ad  iitom. 


La  infracción  alegada  en  un  recurso 
de  casación  de  no  expresarse  en  la  sen- 
tencia haberse  nombrado  curador  á un 
procesado,  siendo  menor  de  edad,  como 
que  se  funda  en  la  su[)üSÍcion  de  una  falla 
dei  procedimiento,  aun  admitida  como 
cierta,  no  puede  servir  de  base  á un  re- 
curso, por  no  estar  comprendida  en  nin- 
guno de  los  casos  señalados  laxativamen- 
te en  el  art.  4.^  de  la  ley  de  casación  en 


I los  juicios  criminales,  y no  há  lugar  per 
tanto  á la  admisión  de)  recurso.  (Sen- 
tencia 29  octubre  1872  ) 

j.;  MILITARES.  Su  fuero:  quién  le  goza: 
'casos  de  desafuero  de  militares  y de  paí- 
: sanos,  etc.;  ver  Gomphtencia:  Insulto  á 

CENTINEÍ.A. 

MONTES.  (Daños  y hurtos).  Los 
danos  en  montes  públicos  y hurtos  ó 
sustracciones  de  madera  no  se  rigen  por 
el  Código  penal  sino  por  las  Ordenanzas 
del  ramo  á las  que  hay  que  atenerse.  De 
los  simples  daños  cuando  su  cuantía  no 
excede  de  2.5Ü0  pesetas  conocen  las  au- 
toridades gubernativas.  Guando  además 
del  daño  liay  sustracción  de  árboles,  de 
leñas  ó de  oirus  producios,  entonces  cor- 
responde su  castigo  exclusivamente  á la 
autoridad  judicial.  Si  la  susiraccion  es 
\ de  leñas,  ó de  sustancias  alimenticias  ó 
frutos  no  excediendo  el  valor  de  20  pe- 
setas, ni  concurriendo  reincidencia  el 
hecho  es  siniplemenie  falla;  y repúlan- 
se como  tal  infracción  de  las  ordenan- 
zas su  castigo  compele  á los  alcaldes  (l): 
Hé  aquí  las  doctrinas  de  jurisprudencia. 

í.  Danos;  Delitos. — La  corta  de  ár- 
boles es  medio  necesario  para  perpetrar 
el  delito  de  hurto  cuando  los  sustraídos 
son  los  mismos  que  se  han  cortado;  y 
correspondo  á la  autoridad  judicial  en 
este  caso  conocer  de  la  sustracción  y tía 
la  corta.  (Decís,  á consulta  del  Consejo 
de  Estado  de  20  agosto  1868.) 

IT,  If itrio. — Caliiicado  de  hurto  el 
hecho  de  extraer  de  un  monte  común 
un  árbol,  cuyo  daño  se  valoró  en  dos- 
cientas milésimas  de  escudo,  la  Admi- 
nistración debe  abstenerse  do  su  couo- 
cimieuto  dej.indo  expedita  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales,  porque  ni  su 
castigo  ie  está  reservado  ni  hay  cuestión 
previa  que  resolver.  (Decís,  á consulta 


(i)  Parf-ce  que  el  hurto  cíe  Icñ.a  de  cuantía 
menor  de  2U  pesetas  ccnslilutívo  de  ia  falla  dol 
arlículu  G0(>  debiera  senlel  coiiocimienlg  de  los 
jueces  riuinicipales ; jjurq  considerándole  cotilo 
un  simple  daño  li  infracción  de  las  ordenanzas, 
ha  establecido  la  jurisprudencia  del  Consejo  do 
lisiado  que  es  de  la  oompeiencia  de  los  alcal- 
des. (Decreto  6 abril  1874.) 
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dei  Consejo  de  Estado  de  25  julio  1868, 
declarando  mal  formada  una  competen- 
cia, y que  no  lia  debido  suscitarse  con 
vista  del  arl.  121,  núm.  2”^del  regla- 
mento de  17  de  mayo  de  1865,  y del  54 
dei  reglamento  de  25  setiembre  de  18G3. 
— Otra  decisión  análoga  de  la  misma 
fecha.) 

ITT.  Cnnstion  previa 
del  dano\  Su  valoración  no  es  privativa 
de  la  atitoridad  admhiistraliva  m de  la 
judicial. — Ija  cuestión  previa  de  la  valo- 
ración del  daño  cansado,  no  es  privativa 
de  las  autoridades  administrativas,  sino 
de  la  que  empieza  á conocer  del  asunto, 
sin  perjuicio  de  que  se  inhiba,  si  des- 
pués de  averiguada  la  cuantía  del  mismo 
daño  resultara  no  ser  de  su  competencia 
por  esta  razón,  fDecis.  citada  de  2 ma- 
yo 1868,  dictada  con  vista  del  art.  124 
del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1S6o, 
y del  núm.  !.  art.  54  del  de  25  de  se- 
tiembre de  1863  para  la  ejecución  de  la 
ley  orgánica  provincial.) 

TV.  Daños  con  susfrancion  de  made- 
ras.— Según  repelidas  veces  se  lleva  de- 
clarado, las  facultades  concedidas  Ó las 
autoridades  administrativas  para  enten- 
der en  la  policía  de  los  montes  públicos, 
su  mejora,  repoblación  y aprovechamien- 
to no  se  extienden  á la  averiguación  y 
castigo  de  los  delitos  que  puedan  come- 
terse con  ocasión  de  los  daños  causados 
en  los  mismos  montes. 

Si  las  actuaciones  tienen  por  objeto 
perseguir  la  sustracción  de  madera  de 
iin  monte  público  hecha  en  provecho 
propio  por  rfn  particular,  como  que  el 
acto  que  las  motiva  debe  ser  calificado 
de  delito,  con  arreglo  á lo  consignado  en 
e!  párrafo  tercero  del  art.  437  (hoy  530) 
del  Código  penal,  se  baila  fuera  del  alcan- 
ce y jurisdicción  de  las  autoridades  admi- 
nistrativas. (Decisión  á consulta  del  Con- 
sejo de  Estado,  22  febrero  1869)  (1). 


(i)  lliK'has  son  las  cnmpotcncias  dpcidiijas 
por  el  Golnerno  áconsnlla  del  Consejo  de  Esta- 
do en  el  mismo  sentido,  y pneden  consultarse 
en  ei  articulo  Montes,  tomo  IX  de  nuestro  J)ic- 


V.  Corta  y extracción  de  árboles  de 
monte  común:  Competencia  negativa:  Di- 
ferencia entre  dañoSf  iiprovechainienio  y 
sustraccio7i.  ¿Puede  calificarse  de  hurlo 
la  sustracción  de  robleSy  cuando  el  7nonte 
es  de  aproocchamienlo  común  y la  ha- 
cen vecinos  del  pueblo? — En  ios  montes 
comunes  de  la  parroquia  fie  San  Juan  de 
Bervio,  concejo  de  Pilona,  fueron  sor- 
prendidos iri  fraqnnii  por  el  guarda  de 


duelas.  Instruidas  diligencias  en  la  guar- 
dería, de  las  que  resultó  haberse  cortado 
y extraído  para  su  aprovechamiento  48 
robles,  pasó  el  expediente  al  gobernador 
de  la  provincia,  el  cual  condenó  ú los  da- 
ñadores mancomunadamente  en  la  mulla 
de  588  escudos  7ÜU  milésimas,  al  pago 


cionario.  En  los  Ajiéndiccs  últimos  de  1872 
y 1873  consúltense  laS  siguientes: 

Abril  15  de  1H72,  declarando  que  compete 
á la  autoridad  judicial  conocer  do  los  daños  do 
montes,  con  sustracción  de  lo  que  es  objeto  det 
daño.  Competencia  entre  el  juez  de  Sueca  y ei 
gobernador  de  Valencia.  (Pag.  93). 

De  la  misma  fecha,  declarando  quc  ruando 
se  trata,  no  solo  de  daños  causatloseti  un  mem- 
te  público,  sino  de  la  susliaccioii  de  maderas 
det  mismo  en  jirovecho  de  un  particular,  liay 
delito  cuyo  castigo  corresponde  á la  autoridad 
judicial.  (Pag.  90). 

Agosto  18  de  1872,  decidiendo  una  compe- 
tencia negativa  entre  la  Audiencia  de  Valencia 
y el  gobernador  de  la  provincia,  se  declara  que 
cuando  se  califican  de  luirlo  los  daños  causados 
en  un  monte  público  solo  á los  Tribunales  es 
dado  apreciarlos  y castigarlos.*  currespoiidc  á la 
autoridad  judicial  el  castigo  de  los  delitos  y fal- 
tas, y á la  Administración  el  de  las  infracciones 
de  las  reglas  de  policía  de  ios  montes.  (Pági- 
na 33G), 

Real  decreto  de  15  de  diciembre  de  J872, 
declarando  que  compelo  á la  autoridad  judicial 
conocer  de  los  daños  causados  en  un  monte, 
cuando  por  haberse  sustraído  Iíi.s  maderas  y ra- 
majes, hay  indicios  de  que  se  ha  cometido  de- 
lito de  hurto.  (Pág  596). 

Decreto  de  8 de  abril  de  1873,  dccidlendc- 
á favor  de  la  autnridad  judicial  la  com|i(;lencia 
entre  el  gobernador  de  Jaén  y el  juez  de  la  ca- 
pital, por  haber  sido  calificado  de  huí  lo  de  le- 
ña el  hecho  de  la  cue.stiüti.  (i’ág.  2Üo). 

Decreto  dtt  5 de  noviembre  de  1873,  de- 
cidiendo una  competencia  negativa  y dcclariui- 
do  que  el  daño  causado  en  monte  jiúliüco  con. 
sustracción  de  maderas  cuyo  valor  e.’íoeda  de 
20  pesetas  es  delito  sujclo  á la  averiguación  y 
castigo  de  los  Tribunales.  (Pag.  608). 


sobre  el  importe  • i , 

I Inhestó  algunos  vecinos  del  concejo  y 

parroquia  cortando  robles  y haciendo 
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de  igual  suma  tomo  resarcimiento  del 
da  no  y de  las  dietas  de  los  empleados 
del  ramo.  Contra  esta  providencia  se  pre- 
sentó demanda  contenciosa  ante  el  Con- 
sejo provi ncin!,  y recayó  sentencia,  que 
fuó  consentida,  revocando  la  providen- 
cia reclamada,  y disponiendo  que  se  re- 
mitiera el  expediente  gubernativo  al , 
Juzgado  de  Inílesto  para  que  conociera 
del  asunto  y lo  fallara  en  el  correspon- 
diente juicio  criminal.  Pasadas  las  ac-  ■ 
tuaciones  al  Juzgado,  éste  practicó  algu- 
nas diligencias,  y se  inliibtó  después  del 
conocimiento  del  asunto,  de  acuerdo 
con  ei  promotor  fiscal,  apoyándose  en 
que  se  trataba  de  danos  en  montes  y en 
cantidad  menor  de  1.000  escudos  y en 
que  nopodia  calificarse  de  hurto  ei  hecho 
que  motivaba  el  juicio,  puesto  que  los 
dañadores  eran  vecinos  cleí  concejo  á que 
pertenecía  el  monte  común,  y no  eran 
realmente  ajenas  las  cosas  sustraídas. 

La  Aud  i encía  territorial  confirmó  el 
auto  inliibiiorio,  y comunicado  al  go- 
bernador, é.ste,  insistiendo  en  su  anterior 
opinión,  propuso  la  competencia  negati- 
va que  resultaba  de  la  doble  declaración 
de  fncompetencia  de  ambas  autoridades, 
fundándose  la  administrativa  en  que 
existía  un  delito  cuyo  conocimiento  y 
corrección  tocaba  á la  autoridad  judicial. 
El  Gobierno  provisional,  á consulta  del 
Consejo  de  Estado,  con  vista  del  art.  437 
del  CóiJigo  penal  y de  las  reglas  del  ar- 
tículo 121  del  reglamento  de  17  de  ma- 
yo de  18*55,  declara  que  el  conocimien- 
to de  este  asunto  corresponde  á !a  auto- 
ridad judicial: 

Considerando: 

« !.'  Que  no  solo  se  trata  en  e!  presente 
ca.^io  de  un  daño  causado  en  montes  públi- 
cos, sino  del  aprovechamieuLo  y sustracción 
de  maderas  de  uu  monte  que  no  por  ser  co- 
mún do  un  Municipio  es  propiedad  de  cada 
uno  de  tos  vecinos; 

2.®  Que  solo  podría  decirse  que  ios  da- 
uadores  usaron  de  su  derecho  de  vecinos, 
aunque  fal laudo  á las  lumias,  cuaudo  el 
Ilion  le  fuese  de  común  aprovechamiento,  y 
este  derecho  consistiera  en  cortar  ios  robles 
y fabricar  duelas  con  sus  maderas,  en  cuyo 
solo  caso  podría  corregir  la  Administración  la 
falta  de  policía,  que  consiste  en  hacer  corlas 


ó aprovechamientos  sin  la  debida  autori- 
zación : 

3. *  Que  no  aparece  probado  ni  aun  ale- 
gado que  semejante  derecho  tuviesen  los  ve- 
cinos en  los  moiUe.s  comunes  á que  se  refiere 
este  conñicto,  ni  puede  suponerse  la  exis- 
tencia de  seiiiejaiUc  e.specie  de  aprovecha- 
miento, porque  se  opondría  aljierlarnenle  «á 
la  conservación  de  la  propiedad: 

4, **  Que  por  regla  general,  á los  Tribu- 
nales de  justicia  corresponde  la  averiguación 
y castigo  de  los  delitos  y fallas,  y solo  por 
excepción  se  encarga  á las  autondades  ad- 
ministrativas la  corrección  de  ciertas  fallas, 
cuando  así  lo  aconsejan  graves  razones  do 
interés  público: 

Y 5.*  Que  como  excepción  se  debe  in- 
terpretar siempre  restrictivamente  esta  ju- 
risdicción pena!  de  las  autoridades  adminis- 
trativas.» (Decreto  á consulta  del  Consejo  de 
Estado  14  febrero  1869.) 


VI.  Hurto  de  leñas  en  cuantía  Wic- 
nor  de  20  pesetas  sin  reincidencia.  A 
quién  compele  su  castigo^  Co7iipete ul  juez 
municipal  como  falla  penada  en  el  arlicu- 
ío  fiOü  dei  Código,  ó al  alcalde  como  in- 
fracción de  las  Ordenanzas^ — Los  gtiar-^ 
das  del  monte  comunal  de  Aibaida  de- 
nunciaron al  alcalde  ei  hecho  de  haber 
encontrado  á Tomás  Perez  sustrayendo 
leña  del  referido  monte,  habiéndole  de- 
tenido en  el  acto  con  la  lefia.  Trasmitida 


esta  denuncia  al  juez  de  primera  instan- 
cia de  Aibaida,  instruyó  este  las  oportu- 
nas diligencias;  y resultando  que  la_  leña 
que  se  intentaba  sustraer  consistía  en 
unas  nueve  arrobas,  cuya  tasación  peri- 
cial ascendió  á ocho  céntimos  de  pese- 


ta por  cada  9 kilogramos  230  gramos 
(una  arrobaj,  y que  el  presunto  reo 
aprehendido  no  ero  reincidenle,  dictó 
auto,  de  conformidad  con  el  parecer  dcl 
promotor  fiscal,  inhibiéndose  del  cono- 
cimiento de!  asunto,  y pasando  tas  ac- 
tuaciones al  juez  municipal  por  tratarse 
de  una  simple  falta  comprendida  en  el 
artículo  606  del  Código  penal. 

Consultada  esta  providencia  con  eí  Iri- 
bunat  superior,  fué  revocada,  declarando 
que  el  conocimiento  del  asunto  compele 
á la  autoridad  administrativa,  conforme 
álo  dispuesto  en  el  reglamento  de  Mon- 
tes de  17  de  mayo  de  18üo,  porque  la 
leña  fué  sustraída  de  un  monte  corau- 
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nal,  y su  valor  es  inferior  á Ja  suma  El  Juzgado  municipal  de  Baños  de 

Molgas  condenó  en  juicio  de  faltas  á Jca- 


de  2.500  pesetas. 

El  gobernador,  á quien  se  pasaron  los 
procedimientos , acordó  inhibirse,  de 
confermiilaiJ  ron  el  dictamen  de  la  Co- 
misión piüviociblj  fundándose  en  que 
había  sustracción  que  constituía  hurto, 
con  cuyo  motivo  se  produjo  la  competen- 
cia negativa  que  por  decreto  de  6 de 
abril  de  este  año  1874,  con  vista  de  los 
artículos  120,  121,  reglas  2."  y 3.*  y 124 
del  reglamento  de  17  de  mayo  de  1865, 
y del  606  del  Código  penal,  se  decide  en 
los  términos  siguientes: 

«Considerando; 

1. °  Que  según  se  ha  declarado  repetidas 
veces,  los  Triljuriales  ordinarios  solo  están 
llamados  ri  conocer  de  los  daños  causados  en 
montes  públicos,  cuando  e!  valor  del  daño 
exceda  de  Í.OOO  escudos,  ó cuando  el  daño 
liaya  sido  medio  de  perpetrar  un  delito  defi- 
nido en  el  Código  pfna!; 

2. ®  Que  asíiriistno  se  ha  declarado  que 
no  es  de  apreciar  la  cuantía  del  daño  cuan- 
do este  conslilnva  un  delito  penado  por  el 
Código,  ó cuantió  habiendo  mediado  sus- 
tracción de  Ifiñits  ó frutos,  el  valor  de  estos 
exceda  de  las  cantidades  prefijadas,  para  que 
pueda  calificarse  el  hecho  como  delito  de 
hurto: 

3. “  Que  el  daño  causado  en  el  monte  co- 
munal de  Aibaida  no  excede  de  la  cantidad 
de  1.000  escudos,  ni  constituye  el  hurto  que 
el  art.  d'!0  de]  Código  castiga  como  delito, 
porque  su  valor  no  llega  a 20  pesetas,  ni  lam- 
poen  aparece  como  medio  de  perpetrar  otro 
delito;  quedando  por  tanto  el  hecho  reducido 
á uo  simple  daño  ó infracción  de  las  Orde- 
nanzas comelitia  en  monte  público,  y cuya 
represión  incumbe  á lo.s  alcaldes,  según  el 
texto  expre.so  de  ¡os  citados  arts.  120  y 121 
del  reglamento  de  i 7 de  rnavo  de  1865* 

Conformándome  con  lo  consuilado  por  el 
Consejo  de  E.slado  en  pleno, 

Vengo  en  declarar  que  el  conocimiento 
de  este  asunto  corresponde  á la  Adininis-- 
Iracion. 

Cuartel  genera!  de  San  Martín  6 de  abril 
de  1874.— Francisco  Serrano.— El  Presiden- 
te dñl  Consejo  de  Ministros,  Juan  de  Zavala. 

VIL  Danos  causados  por  ganados  en 
monte  de  aprovechamiento  común.  Com- 
petencia de  ¿os  alcaldes  para  castigarlos 
gubernniivameníe  porque  el  art.  3i3  de 
la  ley  orgánica  se  refiere  á las  faltas  co- 
munes definidas  y penadas  en  el  Código. 


quiQ  Gallego,  vecino  de  Paderne,  por 
haber  entrado  diez  y seis  ovejas  del  mi.s- 
mo  á pastar  en  el  monte  de  Campen  i ñas 
i imponiéndole  con  arreglo  al  art.  61 1’ 
número  4.°  del  Código  la  multa  corres- 
pondiente. Apelada  la  sentencia  y remi- 
tido el  conocimiento  al  juez  de  Allariz, 
el  gobernador  de  Orense  suscitó  y soslu- 
j ,vo  competencia,  que  vistos  el  art.  81 
j 120,  121,  regla  3.®,  y 124  del  reglamen- 
to de  17  de  mayo  de  1865,  343  de  la  ley 
orgánica  judicial,  y 68,  núm.  5.°  de  la 
ley  municipal  de  1870  (1)  se  decide  en 
los  términos  siguientes; 

«Consiiieraudo; 

1. ”  Que  el  juicio  verbal  promovido  por 
i los  tlonuriciantes  se  refiere  á daños  rausaílos 
i en  u»  monte  de  aprovechamiento  común  y 
I no  en  finca  de  propíciJad  partículiir,  extremó 
I sobre  el  cual  están  conformes  las  partes  in- 
' leresadas: 

2. *  Que  la  competencia  de  la  jurisrüc- 
! cion  ordinaria  para  reprimir  eu  la  forma  que 
j el  Código  penal  establece  las  fallas  compren- 
didas en  el  Jíbro  II l del  mismo  no  se  ex- 
tiende á reprimir  de  igual  modo  los  daños 
cansad'js  en  montes  públicos,  porque  en  este 
caso  la  falta  constituye  una  infracción  de  le- 

I yes  fispecitiles  que  lian  fietermiMudo  por  ex- 
I ct'pcion,  así  la  penalidad  que  ha  de  aplicarse 
como  las  autoridades  que  han  de  conocer 
del  asunto: 

3. “  Que  en  el  caso  presente,  ya  por  tra- 
tarse de  danos  causados  en  un  monte  de 
aproyeciiamieplo  común,  ya  por  no  ascen- 
der á 1.000  escudos  el  importe  del  daño, 
solo  el  alcalde  del  pueblo  es  competente 
para  conocer,  al  tenor  de  Jo  dispuesto  en 
los  citados  artículos  ded  reglamento  de  mon- 
te.?, los  cuales  no  pueden  entenderse  dero- 
gados por  el  343  de  la  ley  del  poder  judicial, 
que  se  refiere  á las  faltas  comunes  definidas 
y penadas  en  el  Código,  y no  á las  que  por 
afectar  directamente  al  interés  público  son 


(1)  El  art.  343  de  !a  ley  de  organización  del 
poder  Juilicia!,  airitmye  exclusivamente  á las 
jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  de  las 
tallas,  sin  más  excepciones  qnc  las  eslublecidas 
por  Jo.  misma  ley  respecto  ú los  ni  i litares  y ma- 
rinos. El  ()H,  nürn.  o."  do  la  ley  orgánica  muni- 
cipal vigente,  encarga  á ios  A j unlamientüs  la 
administración,  custodia  y conservación  de  las 
fincas,  bienes  y derechos  del  pueblo. 
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objeto  Je  leyes  especiales,  asi  en  el  proce-  ; las  excepciones  del  art  7 ® del  fódiíTO 
diiineuto  como  en  ia  penalidad-  ^ ' extepciones  uei  are.  /.  nei  LiOíIiso 

Coüiorinándose  con  lo  consultado  por  el 
Consejo  de  E.slady  en  pleno. 

El  Gobierno  de  la  Rtipúbitca  lia  tenido  á 
bien  decidir  esta  competencia  á favor  déla 
Acimimstnicion,  y lo  acordado 


Dado  en  Madrid  á 24  de  enero  de  1874  

El  Presidente  de!  Poder  Ejecutivo  de  la  Re- 
pública, Francisco  Serrano.» 

VIH.  El  coíiocíwiícn/o  de  los  daños 
en  fnoníes  públicos  en  cantidad  menor 
de  ‘i. pesetas,  es  de  la  competencia  de 
las  autoridades  puhei’nativas  según  el  ar- 
ticulo 7.*^  del  Código  penal  y las  Orde- 
nanzas de  montes  y los  arts.  120  al  123 
del  reglamento  de  17  de  mago  de  ISOo  y 
otras  órdenes  gue  se  citano  y se  infringen 
dichas  disposiciones,  y se  cornete  error  de 
de) echo  o^j/ícízíií/o  el  art  579  del  Código 
penal  y conociendo  los  Tribunales  de  este 
delito.  ~-Kl  ayudante  dei  Cuerpo  de  mon- 
tes y dos  guardas  que  le  acompañaban  sor- 
prendieron en  el  de  Navas  de  Oro  á lu- 
jan Muñoz  y otros  remondando  pinos 
de  los  abiertos  sin  autorización,  y apare- 
cía tener  remondados  37o  de  1.500  abier- 
tos. Seguida  la  causa  por  todos  sus  trá- 
mites, el  juez  de  primera  instancia  de 
Cuellar  dictó  sentencia  que  fué  confir- 
mado por  la  Audiencia  de  Madrid  decla- 
rando que  los  hechos  objeto  de  esta  cau- 
sa constituyen  un  delito  de  daño  en  can- 
tidad mayor  de  30  pesetas,  sin  concur- 
rir circunstancias  atenuantes  ni  agravan- 
tes y que  su  autor  es  Julián  Muñoz, 
condenándole  en  la  multa  de  90  pescta.s,  | 
á la  indemnización  de  78  pesetas  23  cén-  i 
limos  en  favor  de  los  propios,  y al  pago  I 
de  costas.  Interpuesto  en  tiempo  y forma  I 
por  Muñoz  recur.so  de  casación  por  in- 
fracción de  ley,  fundándolo  en  tos  ca- 
sos i.”,  3.“ y 4.“  del  art.  4.®  de  Ja  provi- 
sional que  lo  ha  establecido,  y citando 
como  infringidas  las  Reales  órdenes  de  3 
de  noviembre  de  1802  y 26  de  junio  de 
1863,  las  Ordenanzas  generales  de  mon- 
tes de  22  (le  diciembre  de  1833,  el  nú- 
mero 2.“  del  art.  121  y el  art.  124  del  re- 
glamento de  montes  (le  17  de  mayo  de 
1865,  toda  vez  que  estando  declarado  en 
Reales  órJenes  no  derogadas  que  las  Or- 
denanzas de  iiiouies  se  comprenden  en 


penal,  compele  á las  autoridades  admi- 
nistrativas el  castigo  del  hecho  de  que  se 
trata,  puesto  que  el  daño  causodo  no 
Jasa  de  2.300  pesetas;  y admitido,  y ad- 
iendo á él  m voce  el  ministerio  fiscal  es 
estimado  por  el  Tribunal  Supremo  en 
estos  térmim*)S: 

«Lonsideranilo  que  las  Reales  (Srdene.s  de 
3 de  noviembre  de  lí!ti2  y 26  de  jiiníti  de 
1863,  citadas  como  iimlivos  de  Citsation,  for 
liaberse  ohser vatio  c<imo  disposiciones  lega- 
les, establecen  que  la  parle  ¡leiial  de  la.s  Or- 
denanzas generales  de  ni(piiles  se  halla  vi- 
gente respecto  á los  que  .son  propieiiad  del 
Estado,  de  las  provincia.s,  de  hvj  pueblos  6 
de  corporaciones  de  Ciirácter  público,  y que 
en  tal  concepto,  y como  ley  especia!  para 
castigar  loa  delitos  é in fracción e.s  de  las  mis- 
! mas  Ordenanzas,  forman  jiarte  de  la  excep- 
ción contenida  en  el  art.  7."  del  Có'ligo  pe- 
nal (le.  1830,  igual  en  e-ste  caso  al  reformado 
de  1870; 

Considerando  que  los  arts,  120  al  123  del 
reglamento  de  17  de  mayo  de  1805  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  montes  de  24  de  mayo 
(le  1S63,  después  de  declarar  vigentes,  res- 
pecto de  los  montos  públicos,  la  parle  penal 
de  las  referidas  Oi(Jenanzii.s,  delermiua  lo 
que  corresponde  en  su  aplica cion  á ios  Tri- 
bunales de  justicia  y á las  autoridades  guber- 
nativas, disponiéndose  en  losnúrns,  l.^y  3.® 
del  art.  121  que  las  mullas  y demás  respon- 
sabilidades relativas  á la  corta,  venta  ó be- 
neficio de  aprovecbamiento.s  forestales,  sin 
la  autorización  competente,  sean  impiieslas 
por  Jos  gobernadores  de  provincia;  y las  mili- 
tas y demás  responsabilidades  pecuniarias 
que  determinan  las  Ordenanzas  í?n  la  sec- 
ción 7.®  del  tít.  2.°,  y en  Jo'<  títs.  3.®,  4,* 
y 6.“,  .sean  írnpuestii.s  gubenuilívameiiie  por 
los  alcaldes  de  los  pmdilos  cuniido  su  impor- 
te no  exceda  dei  límite  para  (¡ue  las  faculta 
la  ley  municipal,  debiendo  ser  tmpuesliis  por 
los  gobernadores  cuando  excedan  de  e.sLe  lí- 
mite,  conociendo  laminen  los  Triluinaies  de 
justicia,  con  arreglo  á las  prescripciones  dei 
Código  penal,  de  Jos  daños  causados  en  los 
montes  públicos  cuyo  importe  exceda  de 
(.000  escudos,  según  se  pre.scribe  en  el  ar- 
tículo 124,  reiterándose  la  misma  disposición 
en  Real  órden  de  17  de  mayo  de  1 807: 

Considerando  que  calificado  el  hecho  de 
autos  de  daños  en  montes  jiúbücos  en  canti- 
dad menor  de  2.5ü0  pe.sel;t.s,  al  penar  la  Sala 
sentenciadora  al  procesado  p(ír  el  art.  379 
del  Código,  que  castiga  los  daños  no  com- 
prendidos en  artículos  especiales  dei  mismo, 
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ha  ¡nt'ringiJo  las  disposiciones  legales  sobre 

mfjoles  aatórinrmenle  ref'íridaSj  y cometido 
e!  error  de  (lercclio  l'inulamento  del  recurso, 
(iiie  comprenile  el  caso  1.  , art.  4.®  de  la  ley 
de  casación,  y noel  3.*  y 4.*  (Jiie  taiiiljieo  se 
ÍDvocan; 

Fallanios  que  debemos  declarar  y neciara' 
mos  iiaber  !uí?ar  al  recurso  de  casación  ¡n- 
terpueslo  por  Julián  Muni-z  Gallego:  casarnos 
y anulamos  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Sala  tercera  de  la  Auiliencia  de  Madrid;  y 
expídase  la  correspondiente  cortilicaciou  pa- 
ra que  se  remita  á esta  Sala  la  cansa  í los 
efectos  dcl  art.  41  de  la  ley  de  'I8_de  junio 
de  1870.»  (Scnt.  9 diciembre  1871.) 

IX.  Hurto  de  maderas  en  cantidad 
de  3.740  rs.y  y daño  por  valor  de  430: 

Los  delitos  y contravenciones  en  el  ramo 
de  montes  se  rigen  por  las  Ordenanzas: 
Competencia  para  conocen  Responsabili- 
dad del  rematante  y del  subrogado  en  su 
— Formada  causa  á D.  Atanasío 
Puente  v D.  José  Gómez  Luis,  rematante 

4J  ^ 

éste  .de  la  corla  y aprovechamiento  de 
pinos  maderables,  y comprador  el  don 
Atanasío  de  cantidad  de  ellos  a!  rematan- 
te, sobre  liurlo  de  maderas  y daños,  se 
dictó  sentencia  condenando  á uno  como 
reo  de  hurlo,  y al  otro  de  daños,  é in- 
terpuesto recurso  de  casación  se  declara 
no  haber  lugar  á él,  según  aparece  de 
los  dos  últimos  resultandos  y consideran- 
dos que  textualmente  dicen  así: 

«Resullaiuto  que  la  Sala  estimó  que  los  he- 
chos probados  consLituian  los  delitos  de  hur- 
to de  inaileras  en  caiilidad  de  3,740  rs.,  y 
daño  en  el  monte  por  la  mala  colocación  de 
los  hornos  por  valor  de  4o0  rs.,  siendo  autor 
del  primen)  D.  Alítuasio  Puente  y dei  segun- 
do L).  José  Goniez  Luis;  y en  su  virtud  con- 
denó á aquel  en  l.'22Ó  escudos  y 800  milési- 
mas de  muitii,  y 374  escudos  por  vía  de  res- 
titución, haciendo  íoletnás  otros  pronuncia- 
in ¡cutos  respecto  al  segundo,  y declarándolos 
comprendidos  en  el  decreto  de  indulto  de  10 
de  noviembre  de  !8íiS: 

Re.suitaíido  que  contra  esta  sentencia  in- 
terpuso D.  Atanasío  Puente  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  ele  ley,  que  fundó  en 
los  casos  3.”  y 4.'’  de  la  provisional  sobre 
éstahleciinienlf)  del  mi.smo  recurso,  alegando 
como  infringidos: 

1.®  Los  arts.  180,  187  y 190  délas  Or- 
denanzas de  montes  de  22  de  diciembre 
de  1833,  porque  estando  comprendidos  en 
sus  disposiciones  los  hechos  que  motivaron 


risp,  penal). 

la  referida  cau-sa,  según  se  reconoce  en  eí 
considerando  l.°  de  la  sentencia  recurrida, 
se  ha  cometido  error  de  derecho  al  calificar- 
los en  el  considerando  3.“  y en  la  parte  dis- 
positiva de  la  misma,  de  hurto  de  madera 
previ.slo  y penado  en  el  art.  437  del  Código 
pena!  de  1830  ( 1): 

2. °  Los  arls.  121  y 124  dcl  reglamento 
de  17  do  mayo  de  1865,  segim  los  cuales  el 
conocimiento’ y decisión  de  los  aogocios  so- 
bre danos  causados  eu  montes  públicos  en 
cantidad  menor  de  1 .000  escudos  correspon- 
de, no  A los  Tribunales  ordinarios,  sino  res- 
pectivamente á ¡03  alcaldes  de  los  pueblos  y 
á los  gobernadores  de  proviucia;  y además 
los  arts.  174  y s¡giiiente.s,  iSi  y iS3  de  Ip 
citadas  Ordenanzas,  que  establecen  los  trá- 
rnite.?  y forma  del  procedimiento  en  dichos 
negocios; 

3. "  El  art.  401  de  las  mismas  ordenan- 
zas, según  el  cual  la  respoD.sabil¡dad  de  los 
daños  es  en  este  caso  de  los  rematantes  de 
las  lenas: 

Resultando  que  admitido  e!  recurso  por  la 
Sala  segunda  de  este  Tribunal  Supremo,  pasó 
A e.sta  tercera,  donde  lia  sitio  suntanciado  en 
forma,  habiéndose  adherido  á él  m voce  en 
el  acto  (le  la  vista  el  ministerio  fiscal: 

Visto,  siendo  ponente  eJ  mag¡.s Irado  don 
Diego  Fernandez  Caiiü; 

Considerando  que  según  se  lia  declarado 
por  la.s  Reales  órdenes  de  3 de  uoviembre 
de  1862  y 26  de  junio  de  1863,  así  como 
también  por  el  art,  420  del  reglamento  de  17 
de  mayo  de  4 803  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  24  de  igual  mes  de  1863,  las  Ortlenanzas 
de  montes  de  22  de  diciembre  (le  1833  en  su 
parle  penal  c^lán  vigentes  respecto  á los  que 
oerteiiezcan  al  Estado,  A las  provincias  y ó 
os  pueblos  ó Corporation e.s  de  carácter  pú- 
blico; y que  en  tai  concepto  y como  ley  es- 
pecial para  corregir  y ca.sL¡gar  los  abusos, 
excesos  y daños  que  se  cometieren  y causa- 
ren en  contravención  á las  inistna.s  Ordenan- 
zas, forman  parte  de  la  excepción  contenida 
en  el  art,  7.°  del  Código  penal  de  4850,  Igual 
en  este  punto  al  refonnado  ile  1870: 

Considerando  que,  segun  el  art.  89  de  di- 
chas Ordenanzas,  ios  que  {levaren  furtiva-* 
mente  árboles  cuidos  ó que  fuesen  detenidos 
por  cortados  en  con  Ira  ven  cien  á las  pres- 
cripciones de  aquellas,  incurren  en  igual 
pena  que  si  los  liubiesen  cortado  por  su  pié: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  funda- 
mento del  recurso,  que  ias  palabras  llevaren 
/urííuanicníe  con  que  empieza  el  texto  li‘e- 


(1)  Es  el  art.  630  dei  Código  reformado. 
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ral  (.Í3l  citado  art.  í8í)  de  las  Ordenan  zas, 
significan  el  Imrto,  segnn  se  define  este  de- 
lito  LMi  el  Código  penal  de  ISüOj  y ai  calificar 
la  Sala  sentenciadora  los  hecíios  de  la  corta 
y sustracción  de  fS7  pinos  tnaderaljles  no 
subastados  ni  marcados,  de  /lur/o,  expresan- 
do estar  comprendido  en  elarl.  437  de  aquel 
Có<iigo,  Y penarlo  con  arreglo  á lo  dispuesto 
en  los  arls.  186,  Í87  y ÍÍJÜ  de  las  referidas 
Ordenanzas,  no  ha  incurrido  en  error  de 
(lereclio  por  esa  calificación,  puesto  que  lia 
expresado  el  nombre  dei  delito  que  coiisti- 


a ley; 


tuycn  los  lieclios  en  conformidad 
no  habiendo  por  consiguiente  infringido  los 
arfícLiios  últiinainente  citados,  ni  dado  moti- 
vo al  recurso  de  casación  por  el  caso  3.“  del 
art,  de  Ja  ley  que  lo  ha  establecido: 

Considerando,  respecto  del  segundo  fun- 
damento, que  en  la  hipótesis  de  que  se  huyan 
infringido  en  la  causa,  como  supone  el  re- 
currente, las  prescripciones  de  las  susodi- 
chas Ordenanzas  y de  los  arts.  121  al  125  del 
mencionado  reglamento  relativas  al  procedi- 
miento, esa  infracción,  que  en  su  caso  hu- 
biera podido  dar  lugar  á un  recurso  por 
quebrantamiento  de  íbrnia,  no  puede  ofrecer 
apoyo  alguno,  ni  estimarse  en  el  presente 
recurso,  porque  no  está  compremtida  en 
ninguno  de  los  cioco  casos  del  art.  4.'  de  la 
ley  de  casación  criminal: 

Consúlerando,  en  cuanto  al  tercer  funda- 
mento, que  el  recurrente,  por  virtud  de  la 
cesión  ó venta  que  le  hizo  el  rematante  don 
José  Gómez  Luis  de  los  pinos  que  aun  le 
restaban  [lor  cortar,  quedó  legal  mente  sub- 
rogado en  el  lugar  de  éste,  que  había  cum- 
plido por  su  parte  en  Ja  curta  las  condicio- 
nes de  la  subasta,  infringidas  después  por 
aquel,  único  responsable  de  la  sustracción  y 
daños  que  motivaron  la  cansa,  según  apare- 
ce de  los  hechos  que  como  probados  se 
consignan  en  la  sentencia  recurrida;  y que 
las  üiegaciones  que  sobre  su  parl¡crpaci«n 
y responsabilidad  en  esos  lieclios  aduce  e! 
mismo  recurrente  no  pueden  estimarse,  toda 
vez  que  se  dirigen  únicairienie  á impugnar 
y contradecir  fas  apreciaciones  que  de  la 
prueba  hace  la  Sala  sen Lenciaüura,  las  cuales 
no  son  materia  de  casación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  Jugar  al  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  que  contra  la  sentencia 
pronunciada  en  17  tie  mayo  de  1871  por  la 
Sala  de  lo  criminal  de  la  Ándiencia  de  Gra- 
nada ha  interpuesto  1).  Atanasio  Puente  Ji- 
ménez, al  que  condenamos  en  las  costas  ele.» 
(Sent,  13  abril  1872.) 


Ver  sobre  tala  de  montes  con  resis- 


tencia á la  guardia  civil,  en  CoMPF.THÍfClA, 
el  número  XLI,  pág.  12b;  y sobre  liurto 
de  leñas  véase  !a  competencia  núm.  V, 
página  lO't. 

Las  Ordenanzas  de  montos,  el  Rogla- 
nienlo  de  17  de  mayo  de  186b,  la  ley  á 
que  se  refiere  de  2't  de  mayo  de  1803  y 
todas  las  demás  disposiciones  que  rigen 
en  el  ramo  de  montes,  se  ínallan  insertas 
en  el  tomo  IX  de  nuestro  Diccionario. 

MUERTE*  Es  la  pena  más  grave  qua 
impone  el  Código,  y so  llama  también 
pena  copiial  ó ejecución-  capital.  Hablan 
de  tan  terrible  pena  los  artículos  26,  53 
89  y 102  a lOí  del  Código  penal,  asíco-i 
mo  sobre  la  manera  de  ejecución  el  Oüíb 
al  912  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal. 

Nuestros  legisladores,  siguiendo  las 
corrientes  de  la  opinión,  tributando  á 
las  doctrinas  de  ilustres  publicistas  el 
respeto  que  se  merecen,  é inspiráiiiiosa 
en  los  principios  de  la  ciencia  y en  sus 
propios  sentimientos,  han  discutido  ya 
sobre  la  abolición  de  la  pena  de  muerte; 
pero  todavía  no  han  creido  que  es  llega- 
do el  momento  de  hacerlo.  Sin  poner  en 
duda  la  legitimidad  do  esta  pena,  opo- 
niendo al  principio  de  la  inviolabilidad 
de  la  vida  el  principio  de  la  legítima  de- 
fensa de  la  sociedad,  han  considerado 
con  razón  la  pena  de  muerto  como  la 
considera  Rossi,  un  medio  de  justicia 
extremo,  peligroso,  de  que  no  se  puede 
hacer  uso  sino  con  gran  circunspección, 
y en  caso  de  verdadera  necesidad,  pre- 
parando así  gradualmente  el  camino  pa- 
ra su  abolición  cuando  sea  compatible 
con  el  bien  público. 

Por  eso  nuestro  Código  trata  do  eco- 
nomizar tanto  la  pena  de  muerte;  pues  se 
observa  que  no  la  pénala  en  caso  alguno 
sola,  sino  compuesta  con  otra  ú otras,  pa- 
ra imponerla  únicamente  cuando  por  Jas 
circunstancias  de  agravación  que  liayan 
concurrido  en  el  delito  sea  inevitable  su 
aplicación.  De  manera  f|ue  no  se  señala 
la  pena  de  muerte  para  ningún  delito 
por  grave  y horrible  que  sea,  ni  para  el 
parricidio,  ni  para  el  asesinato,  ni  para 
el  delito  de  lesa  majestad,  siendo  nece- 
sario para  que  se  imponga,  que  en  los  cri- 
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menes  más  calificados  coBCurran  cir- 
cunstancias de  agravación  sin  ninguna 
atenuante. 

La  forma  y los  casos  en  que  nuestro 
Código  impone  la  pena  do  muerte  son 
los  siguientes: 

Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  á 
niucrle. — En  los  arLs.  -138  y 418. 

Cadena  perpétna  á>  muerte. — En  los  artícu- 
los 130,  137,  142. 417  y 516. 

/iícíus/oTi  temporal  em  su  ^^rarfo  máximo  á 
muerte. — En  los  arts.  153^  158,  163,  184 
número  1 y 244. 

/?ec/iis¡07i  temporal  á muerte. — En  los  ar- 
tículos 163, 184  y 244. 
y recíusíon  perpetua  á muerte. — En  el  ar- 
ticulo 153  (1). 

Ha  habido,  pues,  en  nuestro  Código 
toda  Ja  moderíicion  que  podia  íiesearse 
para  evitar  la  frecuencia  de  ejecuciones 
capitales  que  venían  á dar  fuerza  á los 
argumentos  de  los  abolicionistas,  y tanto 
más  se  hace  resallar  esta  moderación, 
teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  los 
artículos  879  y 88o  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  según  ios  cuales  se 
considera  admitido  de  derecho  el  recur- 
so de  casación  en  las  causas  que.  se  im- 
ponga la  pena  de  muerte,  debiendo,  si 
no  es  apreciado,  implorarse  de  oficio  la 
gracia  de  indulto  cuando  algún  motivo 
de  equidad  lo  aconseje,  cuando  por  algu- 
na circunstancia  pueda  hacerse  acreedor 
á ella  el  senlenciiido. 

Y en  verdad  que  más  allá  no  se  podia 
hoy  llevar  la  transacción  con  el  prin- 
cipio aboücionisia.  Se  lia  concedido 
cuanto  podia  concederse,  y más  todavía; 
teniendo  en  cuenta  las  circunsiancias 
del  país,  sus  costumbres,  su  historia  le- 
gislativa, su  estadística  criminal.  Y es 
que,  como  decía  el  Ministro  autor  de  la 
ley  de  18  de  j unió  de  1870,  en  su  preám- 
bulo, ante  los  grandes  respetos  que  me- 
rece la  vida  humana,  ante  el  peligro  de 
que  por  mala  inteligencia  de  la  ley  se 
pueda  imponer  y ejecutar  una  pena  ter- 
rible é irreparable,  ante  la  posibilidad 
de  que  un  reo,  por  despecho,  por  horror 


(ly  En  los  arlíoulos  Cadena  y Reclusión  se 
. contit^nen  las  labias  sinúplicas  do  la  manera  de 
dividir  en  grados  dichas  penas  compuestas. 


á la  vida,  por  alcanzar  una  celebridad 
funesta,  por  desesperación,  por  un  ver- 
dadero vértigo,  no  quiera  interponer  el 
recurso  de  ca.sacion,  ó que  por  indiscul- 
pable omisión  de  sus  representantes  deje 
de  utilizar  los  términos  sefsalados  para 
acudir  al  Tribunal  Supremo,  se  ha  pres- 
cindido del  rigorismo  de  los  principios, 

V consultando  solo  motivos  humanitarios 
se  ha  abierto  por  ministerio  de  la  ley  un 
procedimienio  excepcional,  en  el  que  se 
han  escogitado  todo  género  de  precau- 
ciones, para  que  en  el  caso  triste  de  que 
la  sociedad  tenga  que-  ejercitar  el  dere- 
cho de  castigar,  llevándolo  hasta  su  últi- 
mo límite,  que  es  la  pena  de  muerte,  no 
quede  el  menor  recelo  de  que  se  ha  lle- 
vado también  liasta  su  último  límite  el 
uso  de  los  medios  con  que  cuenta  para 
averiguar  la  verdad  y realizar  la  jus- 
ticia. 

MUJER.  Uo  mismo  que  el  hombre, se 
halla  sometida  á la  sanción  de  las  leyes 
penales,  con  las  únicas  diferencias  que 
se  desprenden  de  los  arls.  90  y 105  del 
Código  penal.  El  ari.  96  quiere  que 
cuando  los  mujeres  incurran  en  delitos 
penados  con  cadena  perpetua  ó tem¡)üral 
ó con  presidio  mayor  ó correccional,  se 
les  imponga  respectivamente  la  reclusión 
perpetua  ó lem]»oral,  prisión  mayor  Ó 
correccional.  Y el  105  que  no  se  ejecute 
la  pena  cajiiial  en  mujer  que  so  halle  en 
cinta,  ni  se  le  notifique  la  sentencia, 

I,  Es  procedente  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  del  arl.  9(5  del  Código 
pena  , cuando  se  impone  á una  mujer  la 
pena  de  presidio  en  vez  de  la  de  prisión. 
(Sentencia  11  oetxibre  1873  ) 

n.  Aunque  las  mujeres,  según  la  le- 
gislación vigente,  carecen  de  capacidad 
electoral,  no  de  ahí  se  infiere  que  el  Tri- 
bunal, al  hacer  la  declaración  que  los 
precitados  ailículos  del  Código  penal 
exigen  (6B  y 91)  de  un  modo  claro  y 
terminante,  sin  diferencia  de  personas 
ni  de  sexos,  haya  cometido  ningún  error 
de  derecho  comprendido  en  la  ley  de  ca- 
sación. (Sent.  11  noviembre  1873.) 

lU.  Se  comete  error  de  derecho  con- 
denando á una  mujer  á la  pena  de  pre- 
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sidio,  siendo  asi  que  el  arl.  96  del  Códi-  | 
go  dispone  í|ue  ^-uando  las  mujeres  in-  ' 
curren  en  detilos  que  e!  Código  castiga 
con  las  penas  do  cadena  perpetua  ó tem- 
poral, ó con  la  de  presidio  mayor  ó cor- 
reccional, se  les  impondrá  respectiva- 
mente las  de  reclusión  perpetua  ó tem- 
poral, prisión  mayor  ó correccional. 
(Sents.  10  octubre  y 23  mayo  1871.) 

MULTA.  Es  una  de  las  penas  señala- 
das en  el  Código,  que  se  reputa  pena 
a/Iictii'a  si  excede  de  2.500  pesetas;  cor- 
reccional si  no  excede  de  2.500  pesetas 
ni  baja  de  125,  y leve  si  no  llega  á 125 
pesetas.  Las  mullas  que  en  uso  de  sus 
atribuciones  gubernativas  ó disciplina- 
rias impongan  los  superiores  á sus  su- 
bordinados ó administrados  no  se  repu- 
tan penas.  Consúltense  ios  artículos  25, 
20,27,50,  8í,  92,  93  y 95  del  Código, 

ú los  que  nos  remitimos  en  Escalas  gha- 
nuALES  (nota  2.®  de  la  primera  columna 
de  la  píig.  197),  y en  Faltas,  pág.  215. 
Ver  también  el  artículo  Pekas, 

l.  Criterio  jurídico  en  la  ííTipoíícíon 
de  mullas, — En  la  aplicación  de  la  pena 
de  raulta,.las  Salas  sentenciadoras,  usan- 
do de  la  facultad  discreccional  que  el  ar- 
ticulo 84  del  Código  concede  á los  Tri- 
bunales, pueden  imponer  al  procesado 


la  que  en  su  criterio  jurídico  estimen 
procedente  dentro  de  la  extensión  que 
tenga,  siendo  en  su  consecuencia  infun- 
dado el  recurso  que  se  basa  en  ser  exce- 
siva una  mulla  impuesta.  (^Sent.  30  di- 
ciembre 1871.) 

II.  Afás  sobre  el  libre  criterio  en  la 
aplicación  de  las  multas. — Los  arls.  7o 
de)  antiguo  Código  y 84  del  nuevo,  pre- 
vienen que  los  Tribunales  en  la  aplica- 
ción de  las  mullas  pueden  recorrer  toda 
la  extensión  en  que  la  ley  permite  impo- 
nerla.s,  consultando  para  determinar  en 
cada  caso  su  cuantía,  no  solo  las  circuns- 
tancias atenuantes  ó agravantes  del  he- 
cho, sino  principalmeute  el  caudal  ó fa- 
cultades del  culpable. 

Atendido  este  precepto  de  la  ley,  es 
potestativo  en  los  Tribunales  fijar  la 
cuantía  de  la  multa  sin  sujeción  á las 
reglas  establecidas  para  aplicar  las  penas 
personales,  aunque  estas  se  subordinen 
á lo  establecido  en  la  regla  4o  de  la  ley 
provisional  para  aplicarel  Código  de  1 8o0; 
y contra  la  apreciación  y criterio  quo  en 
tal  sentido  forme  la  Sala  sentenciadora, 
no  cabe  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción, por  no. estar  su  infracción  com- 
prendida en  ninguno  de  los  casos  deí 
artículo  4.”  de  la  ley  que  le  lia  estable- 
cido. (Sent.  7 junio  1872.) 


0. 

OBEDIENCIA  DEBIDA.— V.  CmcuriSTAN-i  ORDEN  PUBLICO.  — V.  Competencias: 
CIAS  eximentes,  núms.  XVII  y XVIlí:  Estado  db  gueuh a. 

Denegación  de  auxilio. 


P. 


PARRICIDIO.  Homicidio  calificado  que 
se  pena  en  el  art.  417  del  Código.  Le  co- 
mete «el  que  matare  á su  padre,  madre 
ó hijo,  sean  legítimos  ó ilegítimos,  ó á 
cualquiera  otro  de  sus  ascendientes,  ó á 
su  cónyuge.»  La  pena  del  parricida  es 
cadena  perpetua  á muerte. 

De  las  palabras  de  la  ley  se  deduce 


que  no  es  parricidio  el  homicidio  en  la 
persona  del  suegro  ó del  yerno  ó nuera,, 
aunque  será  siempre  agravante  esta  cir- 
cunstancia. Ver  Ciitcu.NSTANciAS  agua- 
tantes, núm.  iV  con  su  nota,  VIH  y XI; 
y también  Asesinato,  Dispagü  de  arma. 
Homicidio  y Lesiones. 

PENAS.  Trata  de  las  penas  el  tít.  lU 
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del  libro  I del  Código  penal  donde  se 
deíinen  y clasifican,  y se  establecen  prin- 
cipios generales  y reglas  especiales  para 
su  aplicación  y ejecución. 

Toda  pena  debe  bailarse  establecida 
por  ley  anterior  á la  perpetración  del  de- 
lito ó falla,  de  manera  que  no  pueden 
tener  efecto  retroactivo  en  cuanto  perju- 
diquen ai  reo  y deben  necesariamente 
tenerle  en  cuanto  le  favorezcan,  según 
los  arts,  22  y 2.3, — Y,  Efecto  retroacti- 
vo. Pero  no  se  reputan  penas  la  deten- 
ción y la  prisión  preventiva  de  los  pro- 
cesados, ni  la  suspensión  de  empleo  ó 
cargo  público  acordada  durante  el  pro- 
ceso ó para  instruirlo,  ni  las  multas  y 
demás  correcciones  que  en  uso  de  las 
fácil Itailes  gubernativas  ó disci [(linarias 
impongan  los  sujieriores  á sus  subordi- 
nados ó administrados,  ni  las  privacio- 
nes de  derechos  y las  reparaciones  que 
en  forma  penal  establezcan  las  leyes  ci- 
viles; art.  2o. 

El  'Código  en  sus  arts.  2C  al  28  nos  dá 
clasiílcadas  las  penas  en  aflictivas,  cor- 
reccionales, leves,  comunes  á las  tres,  y 
accesorias;  en  sus  aris.  2Í)  al  (í3  nos  dice 
su  duración  y efectos  según  su  natura- 
leza respectiva,  las  que  llevan  consigo 
otras  accesorias  y cuates;  en  sus  artícu- 
los 04  al  7N  nos  da  reglas  para  la  aplica- 
ción, á los  autores  de  delito  consumado, 
de  (itílilü  frustrado  y tentativa  y á los 
cómplices  y encubrí  dores,  según  las  cir- 
cunstancias que  concurran;  y por  últi- 
mo, en  sus  i.ris.  00  al  120  establece  la 
manera  de  ejecutar  las  jienas  y lodo  io 
relativo  á su  cumplimiento. 

Otra  división  podríamos  bacer  de  las 
penas  por  su  duración  en  perpétuas  y 
temporales;  pero  nos  basta  esta  indica- 
ción, añadiendo  que  tan  fdosófico  lia  sido 
nuestro  Código,  (¡ue  queriendo  huir  de 
los  inconvenientes  de  la  perpetuidad  de 
la  pena,  lia  establecido  en  sii  ari.  29  un 
principio  digno  do  elogio,  el  de  que  los 
condenados  á penas  perpetuas  sean  in- 
dultados á los  treinta  años  de  cumpli- 
miento de  la  condena,  ó no  ser  que  por 
su  conducta  6 por  otras  circunstancias 
graves,  no  fueren  dignos  del  indulto  á 
juicio  del  Gobierno;  de  manera  que  en 


rigor  no  hay  penas  perpétuas,  ni  aun  en 
el  caso  del  núm.  1.*^  dei  <nrt.  94. 

No  es  este  un  tratado  de  derecho  pe- 
nal para  que  nos  detengamos  á analizar 
y explicar  las  disposiciones  de  nuestro 
Código,  en  relación  con  los  principios 
de  la  ciencia;  y en  lo  que  hace  á nuestro 
propósito,  pueden  consultarse  los  artícu- 
los generales  Circumstanci.xs  atenuan- 
tes, EXIGENTES  T AGRAVANTES,  ESGALAS 

GRADUALES,  y los  especíoles  de  cada  pe- 
na, como  Arresto:  Cadf.na:  Confina- 
miento: Destierro:  Muerte;  Presiuio,  etc. 

Diciéndonos  el  art.  31  la  manera  de 
contar  la  'durar.ion  de  las  penas  en  tér- 
minos mucho  más  explícitos  que  el  ar- 
tículo 28  del  Código  de  I8o0,  pudiera 
creerse  que  por  él  se  habia  modificado  lo 
dispuesto,  sobre  abono  de  la  mitad  del 
tiempo  de  la  próí/ou  sufrida,  por  el  Real 
decreto  de  9 de  octubre  de  1853,  Dice 
este  que  «cuando  el  reo  estuviere  preso, 
la  duración  de  las  penas  temporales  em- 
pezará á contarse  desde  el  din  en  que  la 
seulencia  condenatoria  hubiese  quedado 
firme. y>  esto  decir  que  ya  no  tie- 

ne lugar  el  abono  indicailo?  Ni  rernota- 
mente.  El  art.  31  de!  Código  reformado 
no  dice  en  esta  parle  más  que  el  28  del 
antiguo,  V consi sjuientemenlc  en  nada  se 

í._ 

morliíica  per  dicho  artículo  lo  que  el 
Real  decreto  citado  establece. — V.  Aboso 
DE  LA  rnisiü.N  sununA. 

Sobre  la  ejecución  de  las  sentencias  y 
cumplimiento  de  las  penas  en  ellas  im- 
puestas, liay  (|ue  estar  a lo  dispuesto  no 
solo  en  los  arts.  99  al  120  del  Código, 
sino  también  en  el  Real  decreto  de  14  de 
diciembre  de  18o 5,  y en  el  tít.  Vil  del 
libro  ll  de.  la  ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal, así  como  en  otras  disposiciones 
dictadas  sobre  esUibleci míenlos  [lenales. 

Ocasión  seria  esta  de  indicar  los  gran- 
dísimos inconvenientes  que  ofrece  en  !a 
aplicación  de!  Código  el  gran  número  de 
penas  fraccionadas  y compuestas  que  se 
emplean  y á que  no  alcanzan  como  de- 
bieran las  reglas  establecidas  para  su  di- 
visión en  grados  y para  ascender  y des- 
cender á otras  penas;  pero  liemos  dicho 
ya  algo  de  esto  en  el  artículo  Circuns- 
tancias, núm.  UI,  pág.  52,  y allí  nos 


PRIÍSCRIPCION... 

rpmitimos,  no  sin  llamar  Ho  nuevo  la 
atención  del  Gobierno  y de  bi  Comisión  ' 
del  Código  penal,  para  que  al  tratar  do 
su  reforma  estudie  el  medio  de  evitar  di- 
chos inronvenientes  que  prácticamente 
se  maniíieslan  consultando  las  labias  si- 
nó[)ticas  que  formamos  para  cada  pena,  y 
el  artículo  Kscalas  CRADUALts. 

PRESCRIPCION  DE  DELITO  Y DE  PENA. 

Hay  prescripción  de  delito  ó sea  de  la 
acción  penal,  y prescripción  de  pena. 
Tratan  de  una  y otra  los  aris.  Id2  al  135 
del  Código  reformado  que  determinan 
según  los  casos  el  tiempo  de  la  prescrip- 
ción, desde  cuándo  se  cuentan  una  y 
otra  y ios  casos  tie  interrupción. 

Kl  primitivo  Código  se  ocupaba  sola- 
mente de  la  prescripción  de  las  penas,  y 
así  lo  lucimos  observar  en  nuestro  Dic~ 
ctonariOy  artículo  Prescripción  de  penas, 
donde  citábamos  las  leyes  antiguas  sobre 
la  prescripción  de  la  acción  penal. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en 
su  titulo  dedicado  á los  artículos  de  pre- 
vio ;/ronwncííí7íiieíiíí)  enumera  la  pres- 
cripción del  delito  como  una  de  las  cues- 
tiones que  se  pueden  proponer  que  obs- 
tan al  juicio,  y dispone  en  sus  arts.  580 
á 5ÍI5  los  trámites  de  estos  artículos  pre- 
vios. Los  arts.  71)7  y 800,  sobre  el  re- 
curso de  casación,  son  referentes  á di- 
cbas  cuestiones. 

Como  indicamos  en  la  nota  de  la  pá- 
gina Sol)  del  Anuario  de  1872,  la  ley  no 
establece  las  reglas  que  lian  de  observarse 
cuando  ocurriere  que  algiia  condenado 
alegase  preseripciou  de  pena. 

I.  ^0  procede  recurso  de  casación 
contra  senlenria  que  deciara  no  extin- 
guida la  acción  penal.  — La  Audiencia 
de...  con  revocación  dei  auto  del  infe- 
rior en  asunto  previo  sobre  prescripción 
de  la  acción  penal  por  injurias,  declaró 
que  el  derecho  de  la  parte  adora  para 
acusar  de  injuria  no  se  había  extinguido 
por  no  haber  trascurrido  los  meses  na- 
turales, mandando  devolver  las  diligen- 
cias a!  Juzgado  p.ara  que,  reponiéndolas 
ai  estado  conveniente,  las  tramitase  con  | 
arreglo  á derecho. — Interpuesto  por  la 
parle  de...  recurso  de  casación  citando  la 
infracción  del  art.  132,  el  párrafo  cuar- 
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to  del  133  del  Código  Y el  179  de  la  Lev 
de  Enjuiciamiento  criminal,  declara  o! 
Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á la 
admisión  del  recurso: 

«Considerando  que  por  cl  art,  797  de  la 
ley  provisional  de  Enjuiciiiriiicnto  criminal 
solo  procede  el  recurso  de  casiTcion  por  in- 
fracción de  ley  cuando  esta  se  hubiese  in- 
fringido en  las  resoluciones  de  los  Tribuna- 
les de  derecho  en  las  sentencias  deíiiiitivas 
y en  los  demás  ca-sos  que  laxaiivainenle  se 
señalan  en  el  misino: 

Y considerando  que  !a  sentencia  dictada 

Dor  la  Audiencia  de no  esdelintUva  ni  se 

lalla  comprendida  en  tos  casos  que  señala  el 
expresado  articulo.»  [Sciit.  19  diciembre 
de  1873.) 


11.  Tiempo  para  la  prescripción  de 
la  acción  de  injuria. — Declara  cl  Tribu- 
nal Supremo  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ma- 
nuel Eabeiro  en  causa  sobre  injurias, 
alegando  la  infracción  del  art.  13o  del 
Código. 


«Considerando  que  según  el  caso  1 .®  del 
articulo  -i.^  de  la  ley  de  casación  criminal  es 
procedente  este  recurso  cuando  los  hechos 
admitidos  como  probados  en  la  sentencia  se 
caliíiquén  de  delito,  no  siéndolo,  por  cir- 
cunstancias posteriores  á su  ejecución  que 
impidan  penarlo; 

Ct)n.siderando  que  entre  estas  circunstan- 
cias impeditivas  del  castigo  os  una  la  m;  que 
ei  delito  haya  prescrito  por  el  i.rasourso  del 
tiempo  designado  en  les  re.speclivos  casos  del 
artículo  133  del  Código  rofurmado,  que  em- 
pezando á correr  desde  el  dia  de  la  comisión 
dei  delito,  se  interrumpe  en  el  momento  en 
que  el  procedimiento  se  dirige  contra  ei  cul- 

pable:  ,,  , „ 

Considerando  que  jmhiéndose  proterEdo 

las  injurias  contra  María  Pose  y Bua  en  al- 
gunos de  los  dios  de  lebrero  y marzo,  y en 
el  22  de  mayo  de  1870  so  celebró,  á instan- 
cia de  la  misma,  el  acto  de  conciliación  en 
28  del  mismo  mayo,  y por  no  itaher  Iiahtdo 
avenencia,  propuso  su  (piercdla  en  II  de  ju- 
nio siguiente,  la  que  se  sustanció  por  lo.";  tra- 
mites higaics,  quedando  asi  iiiteiTunipida  la 
prescripción  del  delito  por  no  Iiaher  trascur- 
rido el  término  de  los  seis  meses  señalados 
en  el  precitado  art,  133  para  las  injurias. 

\ considerando,  por  con  .secuencia,  que  la 
Sala  sentencia.lora,  al  calificar  y peuar  como 
iniurias  graves  las  que  consta  haber  preteri- 
do ei  proce.sado  contra  la  pre dicha  María  Po- 
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se  Btin,  nn  comeliiio  el  error  de  derecho 
á que  se  refiere  el  Cüso  1."  del  citado  art.  4. 
en  que  se  lia  (lindado  ei  recurrente.»  (Sen- 
leiicia  18  iiüviemhre  1872.) 

PRESIDIO  CORRECCIOHAL.  Gomo  su 
propio  nombro  lo  dice,  es  una  de  las 
penas  correccionales.  Su  duración  es  de 
seis  meses  y un  dia  á seis  añoSj  lo  mis- 
mo que  la  de  la  prisión  correccional  y 
que  del  destierro.  Aris.  29  y 97. 

La  pena  de  presidio  correccional  lleva 
consigo,  art.  69,  la  suspensión  de  todo 
cargo  público,  profesión,  oficio  ó dere- 
cho de  sufragio,  y es  relativamente  á las 
demas  penas,  según  el  art.  89,  la  octava 
en  gravedad,  figurando  en  la  escala  gra- 
dual primera  del  urt.  92,  después  de  la 
de  presidio  mayor. 

Una  cosa  particular  sucede  en  nuestro 
Código  con  el  presidio  correccional.  Es 
lal  vez  la  pena  mas  prodigada  después 
de  la  prisión  correccional,  pero  se  seña- 
la fraccionada  en  sus  grados,  ó com- 
puesta con  otras  del  presidio  mayor  ó 
del  arresto,  y no  recordamos  que  se  im- 
ponga mas  que  una  sola  vez  simple  y en 
toda  su  extensión,  lo  cual  sucede  en  el 
art.  Id9.  Por  lo  demas  se  fracciona  en 
grados  y se  hacen  de  ella  infinitas  com- 
binaciones, como  digimos  del  arresto  y 
diremos  de  la  prisión,  etc.,  dando  lugar 
á no  pocas  dificultades  para  su  división 
y para  su  descenso  y ascenso.  De  la  divi- 
sión en  grados  formamos  á continuación 
en  este  mismo  articulo  una  tabla  sinóp- 
tica, como  lo  liaccraos  de  las  demás  pe- 
nas. Y para  facilitar  su  descenso  pueden 
consultarse  en  el  artículo  Escalas  gra- 
duales las  que  llevan  los  núms.  13, 

14,  18,  20,  2i,  30,  31,  32,  33,  34,’  38, 
39,  44,  50,  50,  o7  y 58. 

Hé  aquí  las  distintas  combinaciones 
que  se  hacen: 

Presidio  correcciwial  en  su5  grados  mínimo 

y medio. — Se  señala  así  en  los  artícu- 
los 288,  289,  231,  295,  S98,  309,  310, 


312,  318,  332  núm.  7,  300,  437,  53!,  547 
número  3.*.  5üo  y 570. 

Presidio  correccional  en  s»s  grados  medio  y 
máximo. — Se  .'señala  así  en  los  arlículos 
281, 28U29(),  297,  300,  306.  332  núme- 
ro 6.*,  341 , 403,  4l  1,  436,  525,  528  pár- 
rafo último  y 565. 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio  á 
pr esidio  mayor  en  el  mínimo. So  impone 
en  los  arls.  332,  núm.  5.’,  521  y 567. 
Presidio  correccional  en  su  grado  máximo 
á presidio  mayor  en  el  mínimo. — Se  im- 
pone en  el  art.  543. 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo 
á presidio  mayor  en  su  grado  medto. — Se 
señala  en  los  arls.  332,  núm.  4.",  536, 
537  y 566. 

Presidio  correccional  á presidio  mayor  en 
su  grado  medio. — Se  señala  en  el  artícu- 
lo 516,  núm.  5.“ 

Grado  mínimo  del  presidio  correccional  en 
su  grado  medio  á presidio  mayor  en  el 
. inintmo. — Se  i.npoue  cu  el  art.  521,  pár- 
rafo último. 

Grado  má.vimo  del  presidio  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y medio. — Se  impone 
en  el  art.  548,  párrafo  2."  de!  núm.  4.” 
Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
su  grado  medio  á presidio  mayor  en  el 
mínimo. — Se  impone  en  el  522,  con  re- 
ferencia al  521. 

Grado  máximo  de  presidio  correccional  en 
su  grado  má.ctmod  presidio  mayor  en  su 
grado  minímo. — Se  señala  en  el  art.  544, 
con  relerencia  ni  543. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  en 
su  grado  máximo  á presidio  mayor  en  su 
grado  medio. — Se  señala  en  el  pár.  2."  del 
artículo  539,  con  referencia  al  537. 

Grado  máximo  del  presidio  correccional  á 
presidio  mayor  en  su  grado  inedio. — Se 
señala  co  el  art.  517,  con  referencia  al  nú- 
mero 5.“  del  516. 

Tenemos,  pues,  con  las  indicadas  en 
Arresto  catorce  combinaciones  de  esta 
pena,  ó sean  quince  distintas  penas  6 
formas  de  aplicación  del  presidio  correc- 
cional. Su  división  en  grados  con  suje- 
ción á las  reglas  de  los  arls.  82,  83,  97 
y 98  se  demuestra  en  la  siguiente 
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de  la  duración  de  las  penas  do  PnnisiDia  coRRFcriONAL, 
pn' Til  A ^ todas  las  formas  y combinaciones 

^oTe  sus“s  (í^)^  reformado,  y de  la  duración  de  cada 


PENAS. 


TI  KM  10 
que  comprendo 
toda  )a  pena. 


tiempo 

qiio  coin prendo 
tíi  grado  mínimo. 


TIEMPO  TíEMPÜ 

qao  coinjirrutle  qn^  comprando 
íM  ^nido  ni  tí  dio.  el  prado  niásiiuo. 


n *7*  ‘ - iPip  fi  mocpc  ® meses  V Dii  2 anorí* 

Pmí'iio,  píííoncorrecc^-  ^®  ® un  dia  á 2 meses  y 

nal  y destierro  (2J ‘ ^ “ a 0/  - . . . J . 


anos. 


iDe  6 meses  y 

Presidio  correccional  en  suj  un  dia  á 2 
grado  7niiumo  (3j | años  y 4 nie- 

i ses. 

1 

!De  2 años,  4 
meses  y un 
dia  á 4 años 
y 2 meses. 


un 

años  y 4 me- 
ses. 

De  6 meses  y 
un  dia  á un 
año,  un  mes 
y lo  dias. 

De  2 años,  4 
meses  y un 
dia  á ^2  años 
H meses  y 
10  dias. 


Y uu;  í‘“os,2 

día  á 4 añusí 

y 2 meses.  ! ^ ® aiius. 

De  un  año,  un 
mes  y 1 1 dias 


De  un  año,  8 


¡De  6 meses  y*  De  í>  meses  y 
un  dia  á 4' 
años  y 2 me- 
ses. 


Presidio  correccional  en  suj^®  ^ años,  41  mesp  un 
grado  medio  al  máximo..)  ^ anos, 


De  un  ano,  S 

un  dia  á ai]  J- 

año,  8 inesi'sl  ^'*5®  - i»"», 

y 2Ó  días,  ' í 

^ 10  días. 

De  2 años,  4 De  3 años,  6 


á ¿ñaño, '8  1'““? J.5!1 

fítíi^  n ‘I  íin 

meses  y 20 
días. 

De  2 años,  1 1 
meses  y 11 
diasá  3 años, 

0 meses  y 20 
dias. 


dias  á 2 años 
y 4 meses. 

De  3 años,  6 
meses  y 2j 
días  á 4 año.s 
y 2 meses. 

De  2 años,  11 
meses  y 1 1 
días  á 4 años 
y 2 meses. 


'Presidio  correccional  en  su 
grado  máximo 


día  á 6 años. 

De  4 años,  2 
] me.scs  y un 
' dia  á 6 años . 


6 meses  y 20 
días. 


De  4 años,  2 De  4 años,  9 


meses  y^  2 1 [De  4 años,  9 
diasá  4 años,)  meses  y 11 
9 meses  y 10  dias  d 6 años, 
días. 


Pj'cstdio  correccional  en  sujDe  2 anos,  4 
grado  medio  á presidioi  meses  y un/ 
mayor  en  el  ininimo  ^4). .]  dia  á 8 años. 


meses  y un 
día  á 4 años, 
9 meses  y 10 
dias. 

De  2 años,  4 
meses  y un 
dia  á 4 añor 
y 2 meses  (ó 
sea  el  grado 
medio  de  pre 
sidio  correc- 
cional} 


meses  y 11 
diasá  5 años, j 


De  5 anos,  4 
meses  y 21 


4 meses  y 20\  dias  á 6 años 
días.  ] 

años,  2^  - 

’ De  6 anos  y un 


De  4 

meses  y un 
día  á 6 añü.-i 
(ó  sea  el  gra- 
d t)  m á X i m o 
de  presid  Ío 
correccional) 


dia  á 8 años 
fásea  el  gra- 
do mínimo 
de  presidio 
mayor). 


(1)  La  duración  de  la  pena  de  presidio  correccionales  igual  que  la  de  prisión  correccional  y 
destierro,  y por  eso  la  .aplicación  de  esta  tabla  sirve  lo  mismo  p.tra  una  que  para  otra  pena,  sin 
más  diferencia  que  la  superior  a la  prisión  correccional  es  la  prisión  m.ayor,  y la  superior  al  des- 
tierro el  confinamiento,  de  igual  duración  también  estas  que  el  presidio  mayor. 

(2)  Es  la  división  oficial  de  la  tabla  del  art.  97. 

(3)  Racemos  la  divisioa  con  arreglo  al  art  83,  en  todas  las  combinaciones  de  uno,  de  dos  y de 
tn.ás  de  tres  grados. 

(4)  (lomo  combinación  de  tre.s  grados  hacemos  la  división  con  arreglo  al  art.  82  y a la  senten- 
•ia  de  i5  de  marzo  de  1871,  inserta  en  Ahaksto,  bajo  el  niiin.  X,  pág.  28. 
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PRESIDIO  CORRECCIONAL. 


í 


PENAS. 


TIEMPO 
qatí  compri'nde 
luila  la  pena. 


Presidio  correccional  en  ^ 

oTado  tnffj^itno  o-  prestd^o^  infiStí*!  v ur 

Ía,pr  en  su  gra,io  mhn-[  ^fs  L'.os 

Til  O... 


T1E.MPÜ 

qne  fotBpri*n(lfi 
el  (íratlo  niiQinio 


TIEMPO 
qae  comprenda 
el  grado  lueílio 


T[EMPO 
‘I'i  O comjí ronde 
ei  tr*ida  mázimo. 


De  4 flfjos,  2 De  o aiíos,  5 
j 2)  meses  y uo 
iltíi  íí  5 años, 

5 meses  y 1 0 
(lias. 

El  írrado  mcl-|[7|  ty)f_ 

xinio  del  pre 
sidio  correc- 


Presidio  correccional  en  su.  De  4 aims,  2 
grado  máximo  á presidio  nie.sts  uní  c'mnal  (De  4 

mayor  en  su  grado  nii^dio ,[  diaá  ÍOaños.  1 año.s,  2 mp- 

’ * ses  y un  día 


ii  G anos) . 


, , _ „ De  6 meses  y 

Presiiio  correccional  a ;jrí?-.De  6 meses  y J 3 

sidio  mauor  en  fU  gi'ado  un  día  a nñno  V S tnp 

( 


sidio  mayor 
medio  (fij. . . 


anos. 


Grado  mínimo  del  pre^^ilio 
cor recciO'ííi/  en  su  griido' 
medio  á presidio  mayor  en 
el  mintino 


* * * * 


De  2 años,  4 
nití.'es  y lui 
día  á 4 años, 
y 2 meses. 


De  3 años,  8 
meses  y iin 
día  á 6 iiño.'í 
y 10  meses. 
De  2 años,  4 De  2 año-S,  1 i 


anos  y 8 me 
ses. 


meses  y 11|  De  6 años,  8 
días  6 años,)  meses  y 2i 
8 meses  y 20l  días  á 8 años. 


El  grado  me- 
dio dei  pre- 
sidio mayor 
(De  8 años  y 
im  dia  á 10 
años). 

De  6 años,  10 
me.ses  y un 
dia  íí  10  años. 


[limo  dei  pre- 
sidio mayor 
(De  G años  y 
11  ti  día  á 8 


Grado  máximo  del  presidí» 
correccAonal  en  sus  ^rudo 
minino  y medio 


meses  y un 
dia  á 2 años, 
1 1 meses  y 
10  dias. 

De  2 año.s,  1 1 


De  3 años,  6 
meses  y 21 


mas  á 4 anos, 


2 meses 


1 


meses  y 1 1 

é9 

días  á 3 años. 
4 meses  y 7 

ti  I as  • 


De  2 anos,  1 1 
nití.ses  y 1 1 
dia.s  á 4 años 
y 2 meses. 

i [De  4 año.?,  9 

Grado  máximo  de  7ií*e.siííío(l)e  4 año.s,  Sj  meses  11 
conTcciontií  e7i  sus  ^7'ados|  meses  y lii  días  á 5 anos, 

medio  al  máxtmo. ( dias  á 6 años.  1 2 mest:s  y 7 

I [ dias. 

Grado  máximo  dcl  ^ .ADe  G años  v 

comccionuí  en  su  ¿ 

medio  al  presidio  iitayor  ^ 

I ImIIÜ'Si 

en  el  mínimo 

Grarln  máximo  riel  r,  años 

correccional  »«  •'“  S™''"  n.^ses  , 21  { 'tas  S 7 "ños, 
mase.  no.  „ nresirito  mmjor¡  4 j ¡¡¡-,(,5.)  „„  j 2/, 

dias. 

Grado  máxime  dei  ® 8 años  ■; 

correnoiouai  cn  su  grado]  , ‘ '/  un  día  " ‘ 


meses  y 1 1 
dias  á 3 años, 

0 meses  y 20 
dias. 

De  3 luins,  4,p  3 - g 

'rTA?-,..  "'esos  V 4 

dias  á 4 anos' 
y 2 meses 


dias  á 3 anos, 
9 meses  y 3 
di  as. 

De  5 años,  2 
meses  y 8 
dias  á 5 años. 

r 

7 meses  y 4 


De  5 linos,  7 
meses  y S 
dias  á 6 años. 


1)  un  dia  á 0 
años  y 8 me- 


rnoses  y ui. 
dia  á 7 año.'í 
y 4 me.se  s 

De  P años,  8 De  7 años,  un 


(lías. 

De  6 años,  8\|^g  años,  4 


8i  meses  v 21 


en  el  í/n7tíifio 


7iiártf)iO  á /tr(’SÚ//(>  mayor 
en  .su  grado  medio 


(El  gradóme- 
liio  tlei  pre- 
sidio mayor). 


y 

un  (lia  á 8 
años  y 8 me- 
se.s. 


I 1 De  6 anos,  10 

Grado  máximo  del  yiresúíío  De  6 años,  10]  meses  y uti 
corrí ccioíia/ d /^reSídíO  ttia-{  meses  y uo/  dia  á 7 años, 


wor  en  su  yra  ío  medio. . .\  diaá  10  anos 


I 


10  me.ses  y 
20  ílias. 


meses  y un 
dia  á S 'años. 


mes  y 25  dias  De  7 años, 
á 7 años,  G)  meses  y__  28 
meses  v 271  dias  á8  años 

hi 

días. 

De  8 años,  8 g 4 
meses  yj.D 

ñu.  a 9 unos  jj„,i  io'snos. 
V 4 meses,  1 

má  I 

Do  7 años,  10 L.,  3 ,, 

meses  j 11 
iliiis,  a S fiiius  gj  JO 

meses  j „¡.,os. 

1(‘ illas. 


.(5)  Latlivision  la  liíicfuins  rcm  arreglo  al  arl  83  y conforme  con  la  sciilencia  del  'rribunal 
SíJpremo  de  3 ile  iiiayo  de  1873,  iri'iTia  en  Huno. 

(6)  lisia  pena  es  el  jires:diu  cori't'cciun.al  on.su  grado  medio,  ni  mas  ni  menos,  como  se  ve  cn 
la  pena  7.*,  y au  diviskm  es  cuiisiguieiiWineiilü  la  misma  que  la  de  1.a  pena  3."  de  esta  tabla. 


PRESIDIO  MAYOR.— PRISION.. 


AHemás  de  eslns  combinaciones,  el 
presidio  correccional  y la  prisión  cor- 
reccional entran  en  otras  con  el  arresto 
mayiir,  como  puede  verse  en  la  tabla  de 
la  pág.  2!). 

Por  lo  demás,  en  cnanto  á los  incon- 
venientes de  las  penas  fraccionadas,  véa- 
se lo  que  decimos,  bajo  el  núin.  III,  en 
el  artículo  Cincu.NSs'ANCiAS,  pág.  52. 

PRESIDIO  MAYOR.  Esta  importante  pe- 
na, cuya  duración  os  desde  seis  años  y 
vil  dia  d doce  años,  lleva  consigo,  ar- 
ticulo 5S,  líi  inhabilitación  absoiula  tem- 


poral en  toda  su  extensión;  y los  que  la 
sufren  están  .sujetos,  como  también  los 
condenados  á presitlío  correccional,  á 
trabajos  forzosos  dentro  del  estableci- 
miento en  que  cumplan  la  condena. 

Impone  el  Código  esta  pena  en  los  ar- 
tículos :lo5,  281,  2S5,  2Ü(),  2S7,  2í)5 
315,  :m,  57.0,  m,  is  í,  m,  :m  y m, 

Pero  también  entra  á formar  parte  de 
algunas  combinaciones  con  el  presidio 
correccional  (véase),  y además  se  señala 
en  las  dos  sigiiiiinles  formas: 

Presidio  mvior  en  su  grado  me  iio  á oniend^ 
temporaí  en  su  grado  mínimo, — Se  im- 
pone así  en  Jos  arts.  30S,  510,  n lime- 
ro y 5*21. 

Grado  má.cimo  del  presidio  mayor  en  su 
grnt/o  mudio  á cadena  temporal  en  su 
grado  minimo  — SeimpoHeen  los  artícu- 
los 517,  con  refertíocia  al  núm.  4.*^  dul 


5 i 6,  y en  el  Si'l  con  referenciii  al  52Í . 

_ La  duración  re.speciiva  ile  estas  com- 
binaciones de  pena  y su  división  en  gra- 
dos, véase  en  la  Tabla  sinóptica  de  Ca- 
dena, pág.  47. 

_PRiVARlCAC10N.  En  los  arts.  361  al 
3^2  castiga  el  Código  varios  casos  de 
prevaricación,  que  es  el  delito  nue  con- 
siste en  dict.ir  o consultar  sentencia  ó I 
providencia  injusia,  á sabiendas,  ó por 
negligencia  ó ignorancia  inexcusables,  ó 
maliciosa  meo  te,  .segiin  ios  casos  y cir-  i 
cunsiancias.  El  abogado  y el  procurador 
también  incurren  en  esto  delito,  y son 
penados  con  arreglo  á los  arls  371  y 372, 
cuaiiilu  con  abuso  malicioso  de  su  olicio, 
ó pur  negligencia,  etc.,  perjudicasen  á , 
su  cliente  ó defendiesen  ó aconsej.i.sen 
en  el  mismo  negocio  á la  parte  contra- 
ria. Es,  pues,  muy  deJ  caso  fijarse  en  la 


calincacion  legal  de,  según  los  casos,  á 
sabiendas,  por  negligencia  ó ignorancia^ 
malu'iosanienle,  c(c.;  pues  no  concur- 
riendo la  circunstancia  que  la  ley  exija 
no  habrá  delito.  Así  se  declaró  en  el  sí- 
' guienle  caso: 

«D.  Luis  Cortázar,  alcalde  que  Lié  de! 
Arenal,  fue  procesado  por  delito  de  pre- 
I varicación,  según  aparece  de  los  conside- 
randos, y comlenado  con  arreglo  al  ar- 
tículo 370  a once  tnios  de  inhabilitación 
especial  para  el  cargo  de  alcalde  y otros 
análogos;  interpuso  recurso  de  casación. 
El  Tribunal  Supremo  casa  y anula  la 
sentencia.» 

«Considerando  que  para  que  exista  el  de- 
lito de  prevaricación  curn prendido  en  el  ar- 
tículo 370  del  Código  penal  vigente,  es  ne- 
cesario que  el  funcionario  piiblico,  fallando  á 
las  ublig.icione.s  de  su  cargo,  deje  inalíciosa- 
; inetile  de  promover  la  persecuciou  y castigo 
de  ios  delincuentes: 

Considerando  que  de  los  hechos  consigna- 
dos y udiniti.los  como  prubados  por  la  Sala 
de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  esta  capital 
en  la  maner'.''  con  que  aparecen  expuestos  en 
su  sontnncia,  y que  se  feen  en  los  re.sult.m- 
dos  que  preceden,  si  bien  resulta  que  doa 
Luis  Cortázar  y Barrero,  alcaliie  del  Arenal, 
al  jiracticar  las  primeras  diligencias  que  ¡n.s- 
triiyó  con  motivo  de  la  herida  y sucesiva 
muerte  ocasionada  á Carlos  Muñoz,  de  la 
misma  vecindad,  no  obró  con  el  exquisito 
celo  que  ie  iiuponian  los  deberes  de  su  cargo, 
omitiendo  en  los  pr!fnero.s  momeiUos  la  am- 
pliación de  dichas  d¡lÍHoncias  y la  práctica 
de  algunas  oirás,  que  sin  duda  eran  e.senc¡a- 
íe.s  y hubieran  ínLililado  la  acción  de  la  jus- 
ticia, no  resulta  asimismo  jnüi.íicado  que  esta 
falla  de  celo  fuese  maliciosa,  como  requiere 
e!  citado  art.  370  para  que  conslíluya  el  re- 
ferido delito  de  prevaricación:  y que  al  de- 
clararloasí  la  S'iia  por  lo.s  anl.ec'ídentes  ex- 
puestos lia  iiirríngido  el  mi>mo  artículo,  in- 
currioDilo  en  el  error  fie  derecho  que  señala 
el  caso  l.^del  art.  4."  de  la  h’y  tje  tti  de  ju- 
nio dé  1870.»  Sent.  iO  jimio  1872.) 

En  el  caso  del  fallo  anterior  la  ley 
exige  que  la  omi.<ion  sea  maliciosa.  ]ín 
otros  casos  no  exige  tanto,  y pfena  hasta 
la  ignorancia  ó negligencia  inexcusables, 
como  en  el  caso  del  art.  3t3í). 

PRISION  ARBITRARIA.— V.  Detención. 

PRISION  PROVISIONAL,  En  el  Diccio- 
nario hemos  tratado  detenidamente  del 
arresto,  de  la  detención,  y de  la  jjrísioíi 
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preven  (iva  {!),  haciéndonos  cargo  de  los 
arliculos  de  la  Oonstltucion  vigente. 

Después,  sin  embargo,  se  lia  publicado 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y ésta 
en  sus  arts.  382  al  394,  nos  dice  quién 
puede  detener  y á quién,  y cuándo  tiene 
el  deber  de  detener  la  autoridad  ó agente 
de  policía  judicial,  etc.  La  prisión  pro- 
visional solo  pueden  decretarla  los  jue-  i 
ces  de  instrucción  ó los  que  formaren 
las  primeras  diligencias,  y después  del 
sumario  el  Tribunal  competente  en  los 
casos  y en  la  forma  que  estabilicen  los 
arts.  394  al  404  de  dicha  ley. — V.  Aso- 
nó D£  PRISION  sufrida:  Pen.as. 

PRISION  CORRECCIONAL.  La  d uracion 
de  esta  pena  es  de  seis  meses  y un  dia 
á seis  años,  como  la  de  presidio  correc- 
cional, siendo  su  accesoria,  según  el  ar-  | 
lículo  62,  la  suspensión  de  lodo  cargo  y 
del  derecho  de  sufragio  durante  el  tiem-  I 
po  de  ía  condena.  La  manera  de  cum- 
plir esta  pena  se  determina  en  el  ar- 
tículo 

Se  impone  la  prisión  correccional' en 
toda  su  extensión  solamente  en  los  ar- 
tículos 151,  'lü4  y 446;  pero  se  prodiga 
todavía  más  que  la  de  presidio  correc- 
cional fraccionada  y en  combinación  con 
otras.  Hé  aquí  las  formas  y combina- 
ciones en  que  se  emplea; 

Prisión  correccional  en  sus  girados  ine'nímo 
y medio. — Se  señala  eii  los  arts.  Í9t , 190, 
d99,  202,  249  párrafo  segundo,  252,  204, 
267,  275,  320,  341,  342,  376,  381,  387, 
395,  423,  4Í6,  427,  431,  núm,  3.°  y pe- 
núltimo párrafo,  432,  434,  452,  458,  459. 
461,  408,  489,  4U5,  501,  512,  514,  538 
y 576. 

Prisión  correccional  en  sus  grados  medio  y 
má¿rimo.— Se  impone  en  los  arts.  236, 
237,240,249,  252,  255,  317,  353,  378, 
39o,  424,  425,  427,  431,  440,  448,  455, 
487.  4S8,  492,  501  y 504. 

Prisión  correccionaí  en  su  grado  medio  á 


(1)  La  Ley  de  Enjuiciamiento  la  llama  prí- 
«ion  proíJistonaí.  El  Sr.  Seijas  quería  que  se 
borrase  la  palabra  prisión  de!  procedimiento. 
«No  confundamos  las  penas,  decía,  con  aque- 
llos sacrificios  que  la  ley  puede  exigir  basta  del 
inocente.» 


prisión  írtftf/or  en  su  grado  minpmo . — Sft 
iinpnrui  cu  los  arts.  162,  púrraío  segundo 
y 264- 

Prision  correccional  en  su  grado  máximo  á 
prisión  mayor  en  su  grado  rnimmo.—SQ 
señala  en  los  aris.  163,  párrafo  cuarto, 
210  y 431,  penúltimo  párrafo. 

Grado  máximo  de  la  ]>rision  coTreccional 
en  sus  grados  minimo  y medio. — Se  im- 
pone en  los  arts.  264,  párrafo  último,  375, 
número  2.%  y 539  párrafo  segundo  con 
referencia  al  538. 

Grado  máximo  da  la  prlsioji  correccional 
en  sus  prados  medio  al  máximo, — Se  se- 
ñala en  los  arts.  425  con  referencia  al  428 
y en  el  442. 

La  tabla  sinóptica  de  la  duración 
de  la  pena  do  prisión  correccional  en 
sus  diferentes  formas  y combinaciones, 
es  la  misma  que  la  de  presidio  correccio- 
nal, pág.  273  sin  más  diferencia  que  las 
de  ser  pena  superior  á la  prisión  correc- 
cional la  prisión  mayor.  También  forma 
combinaciones  con  el  arresto  según  pue- 
de verse  en  la  tabla  de  la  pág.  29. 

PRISION  MAYOR.  La  d uracion  de  esta, 
pena  es  desde  seis  meses  y un  dia  á seis 
años,  lleva  consigo,  art.  6á,  la  suspen- 
sión de  todo  cargo  y del  derecho  de  su- 
fragio durante  ol  tiempo  de  la  condena 
y se  cumple  en  la  forma  que  prescribe 
el  art.  il5. 

Señala  el  Código  esta  pena  en  los  ar- 
tículos 159,  147,  149,  loO,  151,  153, 
158,  162, 18o,  246,  248,25!,  420,  424, 
425,  431,  440,  486  y 495. 

Fraccionada  y en  combinación  con 
otras  se  emplea  en  otros  casos,  aunque 
no  muchos,  siendo  además  de  los  indi- 
cados en  prisión  menor  los  siguienles: 

Prisión  mayor  en  sus  grados  mínimo  y me- 
dio.—Se  impone  en  el  art.  239. 

Pmion  mayor  en  sus  grados  medio  y mfl- 
ximo. — Se  impone  en  el  art,  163,  párrafo 
tercero. 

Prisión  mayor  en  su  grado  máximo. — Se 
impone  en  el  art.  442. 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  d reclu- 
sión feínporai  en  su  grado  minimo, — Se 
impone  en  los  arts.  184,  núms.  3.“  y 24G. 
Prisión  mayor  en  su  grado  medio  d recíu- 
sion  témpora  i en  loda  su  exícnsiofi, — Se 
impone  en  el  art,  210. 
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duración  de  la  pona  do  prisión  mayor  en  sus 
6S  lorinns  y combinaciones,  y de  su  división  en  grados. 


TIKMPO 

filio  00 m prendí; 
toda  la  pena. 


anos. 


Tiiiy.ro 

qufi  ruitiprPTiilo 
úl  ^rado  mínimo. 

TIEMI'Ü 

TlE.UÍ‘0 

que  ítaincrcndíí 
tíl  grado  inpiiio. 

C'ia  comprende 
o]  jínido  máximo. 

De  6 años  y' 

De  S años  y i 

1 

De  10  anos  y 

uu  día  á 8 

un  dia  vá  10 

un  dia  á 12 

años. 

años. 

años.  1 

l)e  6 años  v 


Pnsí'on  í?iffi/or  m sus  í;raííosPj^^  .^1  un  rita  á 7 


mínimo  y n\cdio 


• • 


luios. 


anos  y 4 me- 
ses. 

/De  8 'iñot?  ® y 

Prmon  í)ja?/09*  en  sus  f/racíoíj  ^ .|i  un  dia  á i) 

medio  y máx¿7no | ,^-^g  1 años  y 4 me- 

* .ses. 

De  10  años  y 
un  dia  á "" 

arios.  i y " 


Prisión  mayor  en  su  grador^„  lí.^'á'^ra 


171fl.T¿í710 


* t 


Prisión  írjíiyor  en  su  grado 
medio  á reclusión  tempo- 
ral en  el  mínimo 


\ 


ses. 


De  7 años,  4 p.  _ , 
inese.s  y ® anos, 

dia  á S'años 

y 8 Ineses.  H'»  a 10  anos. 
De  9 año.s, 

meses  y uní  ^ ^ anos,  8 

din  á 10  anos 
y 8 me.ses.  ' ^ ^ ^ “ 

De  10  años,  8/,,  , , - , 

meses  y únl”''  * 


meses  y un 
diaá  12  años. 


Prisión  may>.r 


Do  8 años  y ' "‘“‘'V 
,.  . ,i,  en  su  erado 

' s ineilioíSiiños 
anosy8me-\ 


Prisión  íjioyor  íu  su  grado 
medio  á reclusión  tempo- 
ral en  toda  su  extensión. . 


ses. 


aiu!?). 


1 

De  S años  y^De  8 años  y 


iui  dia  á 20 
año.'!. 


un  dia  á 12 
años. 


din  á 1 i años 
y 4 meses. 

[Reclusión 
Prisión  mnynrj  temporal  en 
en  su  gniiioj  su  grado  mí- 
nníxirno  (I0\  ninio(l2arios 
añ  is  y un  día  v un  dia  á I4 
á 12  años).  años  y 8 me- 
ses). 

De  IG  años  y 
iin  dia  á 20 
año-s. 


De  12  años  y 
un  dia  á lÓ 
año.*;. 


Deberán  tenerse  presentes  las  notas 
puestas  á las  tablas  de  Arresto,  Cade- 
na, CoNFliSAXIlENTil,  PrESIDIO  CÜRRECCIO- 

MAL,  Reclusión,  ele.,  donde  decimos  ios 
fundainenlos  de  la  división  para  las  penas 
que  no  se  componen  de  tres  grados  y pa- 
ra las  demás. 

PRUEBAS.  Da  jiartc  mas  fiindamen- 
lal  y esencial  en  el  juicio  criminal  es  sin 
género  alguno  de  diula  la  prueba  , ó sea 
la  comprobación  do!  hedió  criminal  tal 
como  se  ba  eJeciUado,  y de  las  circuns- 
tancias que  carácter  izan  el  delito  y el 
grado  de  criminalidad  de  sus  amores, 
cómplices  y encubridores  en  su  caso. 

PRECAUCIONES  IiE  Lk  LEV  nE.^liE  LO.S  pnníEROS 
II t.l M ICNTOS  1)13  TODA  CAU.'^A  CRIMINAL. 

Previene  la  Lny  líe  Enjuiciamiento  cri- 
minal, mas  melódica  y minuciosa  mente 
que  las  antiguas  leyes  y que  el  regla- 
mento provisional  de  justicia,  que  ante 


todo  se  compruebe  el  cuerpo  del  delito, 
ó se  bagan  constar  en  el  sumario  los 
vestigios  ó pruebas  materiales  de  su  per- 
petración, recogiéndolos  inmediatamen- 
te y conservándolos  si  fuera  posible  li as- 
ta el  juicio  oral,  así  come  las  armas,  ins- 
trumentos ó efectos  de  cualquiera  clase 
que  puedan  tener  relación  con  el  delito, 
y que  no  se  bailen  en  el  lugar  en  que 
este  se  cometió  ó en  sus  inmediaciones, 
ó en  poder  del  reo,  ó en  otra  parte  cono- 
cida, exlendieniio  de  todo  diligencia,  Ó 
diligencias  expresivos  de!  lugar,  tiempo 
y ocasicn  en  que  se  encontraren  y des- 
cribiéndolos miniiciosamenia,  para  que 
se  pueda  formar  idea  cabal  de  los  mis- 
mos, y del  lugar  y circunstancias  de  su 
Iiallazgo. 

Con  la  prueba  material  del  delito  y de 
sus  circunslíi nejas,  quiere  también  la  ley 


que  se  aprovechen  los  primeros  niomen- 
I tos  para  examinar  á los  testigos  presea- 
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cíales  ó conocedores  de  los  hechos,  ó 
Que  puedan  dar  razón  do  las  personas 
sobre  quienes  recaen  sospechas,  en  el 
acto  de  comelerse  el  delito,  procurando 
por  cuantos  medios  de  inveslij^^acion  sean 
prudentes  y legíiimos  llevar  luz  al  pro- 
ceso; sin  olvidar  la  incomunicación  y 
declaraciones  de  las  personas  sospecho- 
sas, ni  hi  confesión,  ni  los  planos,  dise- 
ños, copias,  fotografías,  autopsias,  aná- 
lisis químicos  y otros  reconocimientos 
periciales,  los  líamados  reconociínientos 
en  rueda  ó grupo  de  [iresos,  los  ca- 
reos, etc.,  según  la  clase  y la  naturaleza 
de  cada  delito  y las  dificultades  de  la 
identificación  de  los  culpables. 

Cuando  la  ley  desciende  á prevenir  á 
los  jueces  con  lama  nLÍiiueiosidad  y cui- 
dado las  diligencias  de  invesligacípn  que 
han  de  practicar,  cuando  les  autoriza 
para  acordar  de  oficio  (ari.  b^tO)  careos 
de  testigos  entre  sí  ó con  los  procesados, 
otras  diligencias  de  prueba  no  propues- 
tas por  las  parles,  que  consideren  nece- 
sarias para  la  comprobación  de  los  he- 
chos que  hayan  sido  objeto  de  los  escri- 
tos de  calificación,  ele,,  no  es  solo  por- 
que trata  de  prevenir  la  jm[)unidaíl  de 
los  delitos,  sino  porque  (]uiere  á la  vez 
dar  garantías  de  (jue  un  indiscreto  pro- 
cedimiento no  alcanzará  á envolver  en  el 
proceso  y comprointler  en  su  resultado 
á las  personas  que  sean  inocentes  y que 
no  tengan  por  (|ütí  temer  el  rigor  de  la 
justicia.  Por  eso  es  doblemente  previso- 
ra la  ley;  por  eso  establece  reglas  tan 
acertadas  y justas  en  la  formación  de  los 
procesos;  por  eso  abre  luego  en  plenario 
un  juicio  público,  un  nuevo  período  de 
prueba  á la  vez  que  el  de  discusión,  bus- 
cando por  toda  clase  de  medios  la  depu- 
ración de  la  verdad;  pues  que  como  dijo 
ya  el  sábio  legislador  de  las  Partidas, 
vdeveeha  cosa  es  (¡ne  el  pleilo  fpie  es  mo- 
vido conírii  la  persona  del  hombre  ú con- 
tra su  faina ^ que  sea  probado  ó aoeri- 
guado  por  ¡iruebas  claras  romo  la  luz  en 
que  no  ücnga  ninguna  dada.n 

DOBLE  OBJETO  DE  LA  LKY:  ARMONÍA  ENTRE  LAS 

REGLAS  DEL  SUMARIO  Y LA  SENTENCIA:  DIFE- 
RENTES CRITERIOS  JURÍDICOS. 

Ahora  bien;  si  la  ley  es  tan  exigente 


respecto  á la  comprobación  del  delito  y 
del  delincuente,  ha  de  ser  indudable- 
mente para  evitar  lo  indiscreción  y el 
error  de  los  jueces  en  sus  fidlos,  y [tara 
el  doble  efecto  de  que  los  del  tíos  no  que- 
den impunes,  ni  sean  confu ntli Jas  con 
los  criminales  las  personas  inocentes. 
Así  es  que  en  el  art.  87  (1)  disponiendo 
¡o  que  ha  de  ser  y ha  de  contener  la  sen- 
tencia en  el  juicio  criminal,  exige  de  los 
jueces  que  den  cuenta  de  los  hechos  que 
hubieren  dado  lugar  á la  fortnocion  de 
la  causa;  que  consignen  en  resníinndos 
numerados  los  hechos  que  eslnnaren 
probados:  que  expresen  las  conclusiones 
definitivas  de  la  aciisarior!  y defensa: 
que  expongan  en  considerandos  también 
numerados  los  fundamentos  de  la  califi- 
cación legal  de  los  hechos  que  estimen 
lirobadns^los  ile  la  ciiliHuaciori  de  la  par- 
licipacion  legal  de  cada  uno  de  los  pro- 
cesados, los  de  la  ealiíicacion  legal  de 
las  circunstancias  atenuantes,  agravan- 
tes ó eximentes  de  responsabilidad  cri- 
minal en  caso  de  iiaber  concurrido;  y los 
de  la  calificación  legal  do  los  mismos  Iie- 
chos  declarados  probados  con  relación  á 
la  responsabilidad  civil  en  que  liubieien 
incurrido  los  procesados  ó las  personas 
sujetas  á ella  á quienes  se  hubiere  oido 
en  la  causa ^ y los  correspondientes  á las 
resoluciones  que  bu  hieren  de  dictarse 
sobre  costas,  y á la  declaración  de  que- 
rella calumniosa;  concluyendo  con  la  ci- 
ta de  lüs  disposiciones  legales  que  se  con- 
sideren aplicables  y con  el  fallo  conde- 
natorio é absolutorio  i|ue  sea  procedente. 

¿Y  cuál  deberá  ser  la  regla  de!  criterio 
mdicial  para  estimar  ó no  estimar  pro- 
jados  los  Iiecbos?  ¿Qué  dispone  la  ley 
sobre  este  importan  Le  punto?  ¿Es  prefe- 
rible el  sistema  taxativo  de  la  ¡egis  ación 
antigua,  ó sea  de  la  ley  12.  til,  XlV,  Par- 
tida 8.“,  el  de  la  regla  4.5  de  la  Ley  pro- 
visional para  la  aplicación  del  Código 
penal  de  1850,  el  del  art.  12  do  la  ley 
de  18  de  junio  de  1870,  ó (d  del  art.  OoU 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal? 

^ 

íl)  !íl  art.  88  se  n-íiere  ú las  semencias  del 
Jurado  (lue  relaiivanit'idi'  á lus  lioclio.s  íjü  exi- 
ge .sino  coritcsiacioiies  tai'  gii ricas  de  sí  ó no  ai 
interrogatorio  sobre  lus  hechos. 
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Pora  comprender  lo  cjue  es  cada  uno 
de  estos  sistemas  daremos  á conocer  ante 
todo  tas  pataliras  mismas  de  ta  ley,  y ex- 
pondremos después  brevemente  nuestro 
juicio  sobre  ellos.  Hé  aciuí  to  que  dispo- 
nen las  leyes  citadas: 

Ley  14,  Partidas/ 

Esta  leVj  que  es  como  si  dijéramos  la  cla- 
ve de  todo  sisLema  Laxativo  que  preside 
en  las  dema.s  leyes  referentes  a!  valor  de  los 
dictios  lie  los  íestigiig,  según  su  número,  su 
clase,  etc.,  etc.,  y at  de  las  demás  jiruelias, 
dice  así;  «Criminal  pleito  que  sea  movido 
contra  alguno...  debe  ser  probado  abierta- 
mente por  testigos  ó por  cartas,  ó por  co- 
noscencia del  acusado;  é non  por  sospechas 
lan^  solamente.  Caderecha  cosa  es  que  el 
pleito  que  es  moviilo  contra  la  persona  del 
orne,  ó contra  su  fama,  que  sea  probado  é 
averiguíulü  por  pruebas  claras  como  la  luz 
en  que  nou  venga  ninguna  duda... 

Regla  45  de  la  Ley  provisional  para  la 
aplicación  dei  Código  de  1850. 

«Eu  el  caso  de  que  exarniuada.s  las  prue- 
bas y graduado  su  valor  adquirieren  los  Tri- 
bu nale.s  e!  con  vencimiento  de  !a  criminali- 
dad del  acüsadq,  según  las  reglas  ordinarias 
de.  la  crítica  racional,  pero  no  encontraren  la 
eviiloncia  moral  que  requiere  ia  ley  12,  tí- 
tulo XIV  (le  la  P.irt,  3. impondrán  en  su 
grado  mínimo  la  pena  señalada  en  el  Código. 
Sí  esla  fuere  una  sola  indivisible  ó se  com- 
pusiere de  das  igualnieute  indivisibles,  lo.s 
Tribunales  procederá ri  con  sujeción  á lo  que 
dis ponen  tas  regla.s  1/  y 2."  del  lirt.  6(5,  res- 
pecto de  los  autores  del  delito  frustrado  y 
cómplices  del  delito  consumado.» 

Arfc,  12  do  la  Ley  provisional  de  18  de  ju- 

nio  de  1870  sobre  reformas  en  el  proce- 
dimiento para  i^Iantear  el  recurso  de  ca- 
sación, 

«tLosjrribuaales  y juecos  aplicarán  las  pe- 
iia.s  .scualadíis  en  el  Itódigo  cuando  resulte 
prubada^  la  delincuencia  por  cualquiera  de 
los  medios  siguientes,  apreciados  por  las  re- 
glas de)  erilerio  racional:  i.°  Inspección  ocu- 
lar, 2.“  Cuiifesiou  de  lo.s  acusados.  3.®  Tes- 
tigos lideJigDos.  i.°  Juicio  pericial.  6.^  Do- 
Ciimenlo.s  fehacientes.  6.“  ludicins  graves  y 
concluyentes.  Para  que  pueda  fundarse  la 
ccüdtíuacioii  solamente  en  indicios  es  nece- 
sario: 1."  Que  liaya  más  de  uno.  2.®  Que 
resulte  probado  el  hecíio  de  que  se  deriva 
el  indicio.  >i.°  Que  el  conveiicimitínlo  que 
produzca  la  combinación  de  los  ímiieios  sea 
tal,  que  no  deje  lugar  á duda  racioual  de  la 


criiriinalidad  de!  acusado,  según  el  órden  na- 
toral  y ordinario  de  las  cusiis  » 

Art.  653  de  la  Ley  provisionfil  de  Enjui- 
ciamiento criminal. 

_«FJ  Tribuna),  apreciando  según  su  con~ 
ciencia  las  jiruelias  praclicadas  en  el  juicio, 
Ifl.s  razones  cxpui’slas  por  la  íicasneion  y la 
d»  fensa  y lo  inanifeslado  por  los  uii.sii)os  pro- 
cesados, dictará  seiileccia  deulro  del  lérmi- 
uo  lijado  en  asta  ley.» 

Primer  sistema:  taxativo  do  la  prueta. 

Como  se  deja  ver,  el  sistema  de  nues- 
tras leyes  de  las  Partidas  es  taxativo  coa 
grandísimos  inconvenientes,  tan  ocasio- 
nados á la  absolución  del  criminal  como 
á la  condenación  de  un  inocente,  y es 
fiilemás  contradictorio.  Lo  que  dicen  dos 
ó más  testigos,  por  ejemplo,  será  para  la 
ley  una  verdad  clara,  pero  pLierle  ser 
manirii  stamente  para  el  jm-z,  y según  las 
reglas  del  criterio  racional,  una  mentira 
encubierta.  El  juez  en  este  caso  ceirará 
los  ojos  ante  sus  propias  convicciones,  y 
viendo  solamente  por  los  de  la  ley,  ni 
siquiera  podrá  liacerlo  c.irgo  su  concien- 
cia de  que  el  fallo  que  ba  de  dictar  ó 
lia  dictado  ya,  venga  á sancionar  una 
iniquidad. 

Segundo  sistema,  ó de  la  regla  45, 

La  regla  45  de  la  Ley  provisional 
de  iSof*,  tal  vez  sin  ser  esla  la  intención 
del  legislador,  envuelve  el  más  expiiinto 
reconocimiento  del  sistema  taxiilívo  de 
la  prueba  establecida  por  las  k-yes  de  las 
Partidas,  pero  con  una  muiliíícncioi)  que 
no  lieja  de  ser  im porta tue,  Dtclia  re- 
gla 45,  que  es  la  segunda  rcfurm¡nla  de 
la  primitiva  ley  para  la  aplicación  del 
Código  de  1848,  se  dictó  sin  duda  con 
el  lin  de  evitar  la  ímpunid.id  de  los  deli- 
tos por  la  falta  de  la  evidencia  uiúcuÍ,  y 
en  sentido  inverso  con  el  de  evitar  el  es- 
cándalo de  toda  pena,  y esfiecial mente 
de  la  de  muerte,  fallando  el  convenci- 
miento de)  juzgador,  aflqniruio  según 
las  reglas  de  la  critica  rjicionul;  pero  la 
regla  no  dijo  lo  que  sin  duila  quiso  decir 
el  legislador,  y sus  frases,  crítica  racumal 
y cvitlencia  moral,  1 nerón  según  confe- 
sión dei  legislador  origen  de  grandes  di- 
ficultades en  su  aplicación. 
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Sistema  de  la  ley  do  1870. 

El  art.  í2  de  la  ley  de  18  de  junio 
de  1870  quiso  poner  corren  i vo  á los  in- 
convenienles  del  sistema  taxativo  de  la 
ley  de  Partida,  así  como  á las  dificulta- 
des déla  citada  regla  45,  y al  efecto,  se^ 
gun  i?s  paliibras  del  preámbulo  de  dicha 
ley,  estableció  un  término  medio  que 
consideramos  muy  aceptable  entre  el  sis- 
tema de  la  laxación  de  la  prueba  y el  del 
libre  criterio  de  los  juzgadores.  Esto  que 
se  llama  término  medio,  es  sin  embargo 
para  nosotros  el  libre  criterio  de  los  juz- 
gadores, bien  entendido,  y creemos  que 
sin  inconveniente  alguno,  tal  como  es,  ó 
con  alguna  modííicacinn,  podia  adoptar- 
se en  definitiva,  sustituyendo  acaso  con 
ventaja  al  de  la  nueva  Lev  de  Eniuicía- 
miento. 

La  indicación  que  uno  por  uno  hace 
el  art.  12  de  todos  los  medios  de  prueba 
conocidos,  no  es  poner  tasa  á su  aprecia- 
ción, puesto  que  lia  de  hacerse  por  las 
reglas  del  crilevio  racional’,  y si  bien  en 
el  Segundo  período  jione  alguna  á la  de 
indicios,  sobre  no  ser  peligroso  en  nin- 
gún caso,  tampoco  ofreceria  inconve- 
nientes su  supresión,  quedando  solo  la 
primera  parte. 

Cuarto  sistema:  Libre  criterio  judicial. 

El  art.  Omí  de  la  Ley  de  Enj.  criminah 
ya  hemos  vislo  que  lleva  tan  allá  como  es 
posible  el  libre  criterio,  puesto  que  les 
juzgadores  ban  de  apreciar  según  su  con- 
ciencia, y nada  más  que  según  su  con- 
ciencia, las  pruebas  practicadas  en  el  jui- 
cio, líKS  razones  expuestas  por  la  acusa- 
ción y la  defensa  y lo  inaniCeslado  por  los 
mismos  [irocesnilos.  Este  libre  criterio, 
que  no  rejjrocliarnos  en  el  juicio  por  ju- 
rados, á ¡les'ir  de  los  grandísimos  incon- 
venientes que  ofrere,  porque,  dada  esta 
inslilucion,  es  inevitable,  estando  por 
tanto  conhirmes  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  7(j0  de  la  ley,  puede  más  de  una  vez 
ser  peligroso  ira  laudóse  de  Tribunales 
de  derecho  poco  numerosos,  y doble- 
mente de  los  unipersonales  (1).  La  con- 

(0  La  iiiK'va  de  ICiijiiíciamiuMUj  crimi- 
nal no  rt^coiioco  lü.s  Trihiimi It's  iiiiipcrsunalos, 
coniü  ito  .sra  p.ira  la  primera  instancia  de  los 
juicios  sobre  taitas. 


ciencia  es  la  voz  del  alma  como  el  ins- 
tinto es  la  voz  del  cuerpo,  y el  hom- 
bre, según  ia  educación  qne  ha  recibido, 
según  las  ideas  que  ha  formado  de  tas 
cosas,  según  que  haya  ó no  cultivado  su 
inteligencia,  según  que  su  razón  esté 
sana  ó perturbada,  así  nos  inspira  más  ó 
mtínos  confianza  en  sus  juicios.  Por  eso 
nos  parece  excesiva  la  confianza  de  la 
ley,  y por  eso  á la  conciencia  del  juzga- 
dor, que  puede  tan  fácilmente  ser  erró- 
nea, preferimos  la  conciencia  definida 
por  las  reglas  del  criterio  racional,  y en 
este  sentido  nreferiinos  al  art.  (>53  de  la 
nueva  ley  el  12  de  la  de  1870,  tal  como 
está  ó algún  tanto  modificado,  según  de- 
jamos  dicho  (1).  V téngase  muy  eti  enema 
que  contra  la  apreciación  de  las  pruebas 
riese  dá  el  recurso  de  casación,  l',i liando 
consiguientemente  esta  garantía  contra 
el  error  notorio  de  nn  Tribunal,  y que 
siendo  la  conciencia  ilimitada  del  juz- 
gador la  única  regla  para  la  apreciación 
de  las  pruebas,  ni  quedan  siquiera  tér- 
minos hábiles  para  acusar  á un  Tribunal 
criminalmente  de  prevaricación,  pues 
que  epondria  la  excepción  de  su  pro- 
[)ia  conciencia,  ilustrada  ó ignorante, 
sana  ó errónea,  siendo  por  tanto  inapli- 
cables pora  este  caso  los  arts.  861  al  872 
del  Código  penal,  quo  deben  ser  el  últi- 
mo escudo  contra  el  juez  <[ue,  .sin  llegar 
al  soborno,  prevarica  desconociendo  los 
grandes  dehcre.s  de  su  elevado  cargo. 

Hoy,  es  verdad  que  no  rigo  todavía 


(1)  El  Sr.  Seij  as  I.oznrio,  üislinj^iiiclo  jurís- 
consuliü  español  y uno  de  los  más  oelasos  Mi- 
iijstros,  en  su  iiTi)iortfi!iie  olira  Teoría  de  las 
lURlttuciones  juüiciarías  lia  Jiciio  (jue  «la 
'‘apreciación  do  las  jiruehns  judiciitles  por  su 
s riíi liira li'za,  por  sus  corilintronciaH,  por  las  pa- 
»sioiies  dilerentps  (j up  pn  eilas  pjorccii  inlltijo 
*y  por  otras  niil  causas  flirprentes,  p.s  l.a  opera- 
«cion  más  dilfcil  del  onteiidimienio  Iiutit.'UiO, 
»0s  ol  escollo  CH  n IIP  fracasará  s it‘ ni n re  la  ius- 
» líela. » 

y (licp  la  ni  bien  sobre  el  mismo  ¡asunto  que 
«la  verdad  judicial  nace  por  d s^'racia  entre  las 
«pasiones,  i'rilrc  (d  iijtí'rés  di.'  onculirii  líi  y cti- 
»lre  mil  afectos  que  tieild'  ii  á «i.scuiecerla:  ella 
»es  menester  que  se¡i  arrancada  tío  entre  la 
• men tira  rnisrna  por  dalos  que  no  se  demues- 
«Irart,  pero  qne  se  sienten;  que  oo  se  señatan, 

«l'cro  que  los  percibe  la  conciencia  y habían  al 
« corazón, » 


PRUEBAS.  (J 

e!  art.  053  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  respecto  de  los  delitos  de  que 
conocen  los  jueces  de  primera  instancia, 
según  el  Real  decreto  de  ''it  de  diciem- 
bre de  1872;  pero  nos  ha  parecido  con- 
veninnie  indicar  el  juicio  que  de  él  lie- 
mos formado  para  que  se  piense  en  estu- 
diar sus  inconvenientes.  Si  á las  palabras 
según  su  conciencia  se  sustituyen  estas 
otras  j)OT  las  veglas  dcl  criterio  racional, 
el  art.  Co3  dejaría  ancho  campo  á los 
Tribunales  para  apreciar  según  sus  con- 
ciencia las  pruebas  del  proceso,  y no 
liabria  el  peligro  de  que  dichas  palabras 
fuesen  interpretadas  contra  su  recto  y ver- 
dadero espíritu. 

Hé  aquí  ahora  algunos  casos  de  ju- 
risprudencia sobre  pruebas,  pero  sola- 
mente en  cuanto  establecen  doctrina 
sobre  improcedencia  del  recurso  de  ca- 
sación ó sobre  denegación  de  alguna 
prueba,  pues  que  no  es  posible  que  pre- 
sentemus  un  solo  caso  sobre  el  valor 
absoluto  ó relativo  de  cualquiera  de  los 
medios  que  reconoce  la  ley: 

I.  Cuándo  es  aplicable  la  regla  4d  de 
ley  provisional^  y cuándo  el  art.  12  de 
la  ley  de  1870. — Siendo  más  beneficio- 
sa... la  penalidad  del  Código  reformado, 
su  aplicación  ha  de  tener  por  fundamen- 
to exclusivo  el  criterio  racional  consig- 
nado en  el  art.  12  de  la  ley  de  Í8  de 
junio  de  1870  (jue  reformó  el  procedi- 
miento criminal  para  armonizarlo  con  el 
recurso  de  casación  nuevamente  intro- 
ducido, sin  que  pueda  tener  lugar  al 
mismo  tiempo  la  regla  45  de  la  antigua 
ley  provi.íiona!  , aplicable  únicamente 
cuando  haya  de  ímponera  una  pena  de 
las  señaladas  en  el  Cóiligo  de  1850,  se- 
gún así  lo  tiene  declarado  el  Supremo 
Tribunal  en  repelidos  casos  análogos. 
(Sent.  16  jimio  1871.) 

II.  Criterio  judicial  distinlo^  según 
(¡ne  se  upliijue  el  Código  de  '18-iO  ó el 
de  1870.  {Cuál  deja  más  latitud  til  juz- 
gador^ Lo  fjue  es  el  art.  23  del  nuevo  Có- 
digo g el  criterio  de  (a  ley  de  18  <0. — La 
Auilfi'nciíi  (le  Valencia  tu  causa  solire 
robo  cnmeliilo  en  2 de  setiembre  de  i bíiO, 
y calificándole  como  tal  con  i rifan  i da- 
ción, declaró  que,  según  las  reglas  de  la 
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cjiiica  racional,  resultaban  autores  de 
delito  Francisco  Hidalgo,  Antonio  Simó 
y otros,  sin  circunstancias  atenuantes  ni 
agravantes,  excepto  Simó,  en  quien  se 
estima  la  de  no  haber  tenido  iuLencion 
de  causar  todo  el  mal  que  produjo,  im- 
poniéndoles tres  años  de  presidio  correc- 
cional con  sus  accesorias  é indemniza- 
ción correspondiente  al  ofendido.  Uonira 
esta  sentencia  se  interpuso  á nombre  de 
los  procesados  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  que  tres  letrados  nom- 
brados de  oficio  estimaron  insostenible, 
no  obstante  lo  cual  el  ministerio  fiscal  le 
interpuso  en  beneficio  de  los  mismos, 
fundándolo  en  los  casos  4.®  y 5.°  del  ar- 
tículo 4.°  de  !a  ley,  y alegando  como  in- 
fringidos el  núm.  5.“  del  art.  o!6y 
el  83  del  Código  penal  reformado,  apli- 
cable como  más  beneficioso,  y la  regia  45 
de  la  ley  provisional,  según  los  cuales, 
y fallántíoae  por  reglas  de  crítica  racio- 
nal, la  peua  que  corresponde  al  delito  es 
la  de  seis  meses  y un  dia  de  presidio  cor- 
reccional á tres  años  v ocho  meses  de 
presidio  mayor;  y subdividida  en  tres 
períodos,  debe  aplicar.se  á Simó  el  gra(.io 
minimu  por  haber  concurrido  una  cir- 
cunstancia atenuante  respcclo  de  él,  y á 
los  demás  en  el  grado  medio. 

Sustanciado  ei  recurso,  declara  rl  Tri- 
bunal Supremo  no  haber  lugar  á él: 

«Considerando  que  la  ley  pi’ovisional  re- 
formada, dictada  para  la  aplicación  de  las 
disposiciones  del  Código  penal  de  I8o0,  lo 
fue  determinadamenle  para  e.sle  Códigi,  y 
por  entonces  y liasta  que  .se  puhiicase  la  de 
procediíoienlos  y ía  ley  coiisfiuniva  de  los 
Tribunales,  como  le.vl.ualmente  se  expresa 
en  el  principio  de  la  misma; 

Considerando  que  pti.sleriormente,  en  IS 
de  junio  del  ano  próxima  pasado,  se  publicó 
otra  nueva  ley  provi.síonal  sobre  reforma  en 
e!  procedimiento,  dictada  para  plaiUear  el 
recurso  de  ca.sacion  en  lus  jiiicío.s  criminales, 
que  es  (a  que  rige  y coaiorme  á la  rpie  se 
aplica  ei  Código  penrd  reformado  vigente: 

Consideraniío  que  Ja  regia  05  de  la  prime- 
ra ley  e.stalj¡cce  u:i  criterio  judicial  para  ¡a 
prueba  de  convencimiento,  diatiiita  del  que 
se  prefiji  por  e!  art.  12  de  la  segunda,  pue.sto 
([ue  en  aquella  so  deja  más  latitud  y arbitrio 
;i  los  Tribunales  iniiilianle  la  gtoieraliilad  de 
su  contexto,  mieiilras  que  cu  el  ar  lien  lo  ci- 
tado de  la  segunda  su  limita  y determina  por 
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reglas  tasntivns  el  valor  de  la  prueba  ¡nrlicia-  | 
ria  par'H  ((ue  pneda  ser  apreciada  coiifuriue  al 
criterio  ruciunai  (i): 

Consiileraiido  que  no  puede  aatnitirse  a im 
mismo  tiempo  la  dodrina  de.  aplicar  las  dis- 
posicione.s  del  nuevo  Código  en  el  concepto 
de  más  favurables  a!  prncesado,  coDlurme  á 
bdispueslu  en  su  arl.  23,  y la  de  emplear 
un  criterio  establecido  para  la  aplicación  de 
otra  legi.slacion  penal  disliula,  separándose 
dcl  que  especial  y ilelermiiiailaintínte  se  lia 
prolija  do  para  que  sirva  de  regla  á los  Tri- 
bunales en  la  calificación  de  la  prueba,  cotno 
lo  tierie  reputidainente  declarado  este  Supre- 
mo Tribunal; 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la 
que  se  ha  interpuesto  el  recurso  de  casación 
se  ha  pronunciado  en  un  siuilído  favorable  á 
los  proce.sailos;  considerando  que  la  penali- 
dad dcl  Co  ligo  aclual  les  es  más  beneficio- 
sa, pero  que  no  ha  dt'biijo  ajustarse  á otra 
caliiicacion  de  la  prueba  que  la  que  se  esta- 
blece por  el  citado  arl.  12  de  la  actual  ley  de 
procediiiiientú: 

Consiilerando  que,  e.stn  no  obstante,  be- 
neliciando  á tos  procesado.?,  la  Sala  senten- 
ciadora lia  impuesto  á todos  la  pena  en  el 
grado  mínimo,  separándose  de  lo  dispuesto 
por  la  ley,  con  lo  ([lie  .si  bien  ha  producido 
una  irregularidad  en  la  penalidad  de  los  pro- 
cesados, equiparando  la  de  Antonio  Simó,  en 
quien  concurre  iría  circunstancia  atenuante 
que  se  reconoce  por  la  sentencia,  con  la  Je 
Jos  otros  procesados  en  quienes  no  concurre; 
irregiilaritlíul  que  no  puede  ser  objeto  de  ca- 
sación por  DO  haltersfi  iiilerpiiesto  el  recurso 
con  tí.sLe  fundatvienlo  pnr  el  miiiislerio  pú- 
blico sino  en  un  sentido  favorable  á los  pro- 
ce.sarlos: 

Y considerando,  por  tanto,  que  no  existe 
la  infracción  legal  que  .se  alega  como  base 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
ministerio  público  en  favor  de  In.s  procesa- 
dos, ni  gLUicra!  Ilion  te  ni  en  particular  res- 
pecio  itle,  .\nf.(ini()  Simó,  por  esiar  la  penatiilad 
de  ó.sle  coniprerulida  dentro  dfl  grado  míni- 
mo de  la  que  señala  el  párrafo  quinto  del  ar- 


(I)  En  osle  consitli’ranilo  dice  la  Sala  terce- 
ra del  Tribunal  Supremo  rjnu  la  regla  .írj  de  la 
ley  provisional  de  ISílO  deja  más  lalitud  y ar- 
bitrio ;i  lus '[‘i-ihuoale.s  11. ira  la  apreciación  de 
las  pnudias  quií  el  nrt,  12  de  la  de  18  de  junio 
de  1870.  NosúLros,  .sin  luibcrnos  hechtj  lurgo  de 
este  fallo,  Uabf¿unus  Cdiisignailo  y.a  nuestra 
Opinión  en  cootinrio  sentido,  y realmente  en- 
contriibainos  ni¿nos  Iilire  el  ailiiiriü  jucliri:il  ron 
la  regl.i  4i>cil;u!n  que  ccii  la  nueva  ley  de  1870, 
por  lo  qiiü  en  su  lugar  dejamos  indicado. 


ticulo  5ífi,  que  es  la  de  presidio  correccional 
á pr*»sidio  mfivor  en  su  erado  medio.»  (Sen- 
tencia 30sclicnibrc  iS7í.) 

II I.  La  apreciación  de  las  prueban 
no  puede  ser  motivo  de  casación.  — Las 
alegaciones  que  se  dirigen  y limitan  á 
impugnar  el  criterio  de  la  Sala  senten- 
ciadora en  la  apreciación  de  los  medios 
de  prueba,  según  las  regias  del  art.  12 
de  la  ley  de  18  de  junio  de  Ití'O  sobre 
procedimiento  en  los  juicios  criminales, 
no  pueden  ser  objeto  de  casación  ; por- 
que contra  la  apreciación  de  la  prueba 
hecha  por  la  Sala  sentenciailora  no  se  tlá 
recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  pues  que  dicha  infracción  no  está 
comprendida  entre  los  casos  que  marca 
taxativamente  el  art.  4.'’  de  la  ley  de  la 
misma  fecha  citada  sobre  casación  en  los 
juicios  criminales.  (Tres  sentencias  16 
octubre  1872;  otra  3 diciembre  clel 
mismo  año,  y otra  1/’  abril  1873.) 

IV.  Denegación  de  arlicAilo  de  prue- 
ba.,— Uecibida  una  causa  á prueba  para 
la  ratificación  de  los  lesligos  ó para  !a 
pro[niesta  por  un  procesado,  la  denega- 
ción, por  su  improcedencia,  de  alguno  ó 
algunos  de  los  artículos  propuestos  uo  es 
fundamento  de  casación,  porque  no  eílá 
comprendida  en  ninguno  de  los  siete 
casos  que  exclusivamíínte  se  prefijan  en 
el  art.  5.®  de  la  ley  provisional  de  casa- 
ción en  los  juicios  criminales,  (Sent,  15 
octubre  1872.) 

V.  ilííís  Sobre  denegación  de  artículo 
de  prueba:  cuándo  procede  el  recurso  de 
casación  (1). — Con  arreglo  á la  ley  de 
casación  en  los  juicios  criminales,  ar- 
tículo o.“,  no  procede  por  quebranta- 
miento de  forma,  fundado  el  recurso  en 

j la  denegación  de  algún  articulo  de  prue- 
ba; pues  el  caso  3.®  del  aiT.  5.®  le  limita 
al  caso  de  no  haberse  recibido  la  causa 
á prueba  para  la  ralificaeion  de  los  tesli 


(i)  Scgiin  la  Ley  rio  ICiiJiiiciamictilü  eriini- 
nal,  arlí.  Si '3  y S7i,  el  recurso  de  cíii-afiori  ¡lo- 
drá  iriierpouoTsc  por  fnieliraiUamíctiio  do  forma 
1 contra  el  auto  qui;  rechace  las  pruebas  propiios- 
I las  ole.,  si  t-c  ]ire|):ir.iro  oporlunaineiile  con  ia 
Cfirres[)oiHji(  rite  protesta  necesaria  ú indispen- 
1 sabio,  Según  el  art.  809  do  la  misma  ley. 
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gos  del  sumario,  y es,  por  lanío,  impro- 
cedente. (Seat,  10  marzo  1873.) 

VI.  Apr'ecinciori  de  pruebas:  infrac- 
ción del  art,  12  de  la  l^eij  del  Procedi- 
miento criminal. — Interpuesto  recurso 
de  casación  contra  sentencia  de  ia  Au- 
diencia fie  Madrid,  ^apoyado  en  el  pár- 
rafo fi;.®del  arl.  A,"  de  la  ley  de  48  de  ju- 
nio de  1870,  y rilando  como  infringidos 
los  núms.  3.“  y 6."  del  arl.  12  de  la  ley 
sobre  reforma  del  procedimiento  criminal 
déla  misma  fecha, puesto  que  la  condena 
se  fu  ndaba  en  el  dicho  de  dos  testigos  que 
solo  dnclaruron  presuruian  que  los  re- 
currecies  fueran  los  autores  del  delito, 
mediando  en  cuanto  á uno  de  ellos /jcí- 
mia  del  juez,  que  le  encarceló  para  obli- 
garle á declarar;  y que  al  tenerles  como 
íidedignos  se  prescindió  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  8.°  del  reglamento  provisional 
de  20  de  setiembre  de  1835,»  se  declara 
no  tiá  lugar  á su  admisión: 

«1.®  (.-onsiiicraiido  que  la  infracción  del 
arl.  12  de  ia  ley  sobre  reforma  de!  procedi- 
miento CTiiiiinal)  única  que  se  alega,  impug- 
nando la  apreciación  de  la  prueba  hecha 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta 
corte,  DO  puede  servir  de  base  para  susten- 
tar un  reciir.so  de  ca.^acion  en  el  fundo  por 
no  estar  comprendida  en  iiiiigmio  de  los 
casos  taxativamente  señalados  en  el  art, 
de  la  ley  que  lo  anlorizu,  puesto  que  las 
pruebas,  como  todas  las  cuestiones  de  hecho, 
son  del  eonociiiiiento  exclusivo  det  Tribunal 
senfenciador,  siendo,  por  lo  lanln,  infunda- 
do e!  interpuesto.»  (Seuls.  21  octubre  1S72, 
44,  21  y 22  marzo,  IS  enero  y 1."  abril 
1873,) 

Vil.  Apreciación  de  prueba:  no  pue- 
de sostenerse  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  f andado  en  la  falta  de 
pnieba,  ó para  mpugnar  la  forma  del 
procediífíienlo  — Así  se  establece  decla- 
rando lio  haber  lugar^  á la  admisión  del 
recurso  de  casación  ¡nterpuesio  contra 
sentencia  dictada  en  causa  sobre  disparo 
de  armas,  cuyo  recurso  se  fundaba  en 
cl  caso  i.®  del  art.  4.®  de  la  ley  provisio- 
nal de  1870,  citando  como  infringidas 
las  leyes  10,  28  y 32  doi  lít.  XV!,  la  42 
tit.  X’IV,  y la  7."  lít.  XXXI  de  la  rarti- 
da  3.®  y a'demás  el  arl.  12,  caso  O.Nle  la 
de  reforma  del  procedimiento  criminal, 


mrque  según  los  datos  de  la  causa  no 
labia  prueba  legal  cumplido,  ni  aun  in- 
dicios suncienles  á demostrar  la  crimi- 
nalidad del  rtcurrenie.  Y se  declara  no 
haber  lugar  á la  admisión; 

«Con-siderando  que  las  alegaciones  que, 
como  las  del  presente  recurso,  ?e  íimitan  á 
impugnar  la  forma  fie!  procedí  miento  no 
son  objeto  de  casación  por  ¡nrraccion  de  ley, 
cual  con  repetición  ha  sido  declarado  por 
este  Supremo  Tribunal,  per  iin  hallarse 
comprendidas  en  ninguno  tie  los  casos  que 
taxativamente  se  enurucran  en  el  art.  4.‘  de 
la  ley  de  18  de  jimio  de  1870.»  (Seiit.  16 
abril  1873.) 

VIH.  Apreciación  de  prueba.  Infrac^ 
don  de  leyes  de  Partida  y del  art.  12 
de  la  de  reforma  del  procediraiento  pe- 
nal.— Se  declara  no  haber  lugar  por  ca- 
recer de  fundamento  legal  á la  a il misión 
riel  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Francisco  Bordonau,  en  que  citaba  co- 
mo infringidas  varias  leyes  de  píuiida 
sobre  pruebas.  El  considerando  princi- 
pal de  este  fallo  dice  así: 

«Considerando  que  las  infracciones  de  las 
leyes  de  Partida  y del  arl.  12  de  la  de  refor- 
ma del  procedimieiilo,  alegados  en  primer 
léririino,  no  pueden  servir  de  base  :í  un  re- 
curso de  fondo,  por  referirse  á la  prueba  cu- 
ya apreciación  corresponde  á la  Sala  serilen- 
ciadora,  y no  estar  cotiqirondidas  en  ningu- 
no de  ios  casos  taxíilivaniente  señalados  en 
el  art.  4.*  de  la  ley  fie  easacinn  orí  lus  juicios 
criminales.»  (Sent,  18  abril  1873.) 

Otra  sentencia  análoga  y con  el  mis- 
mo considerando  de 22  Je  abril  de  1873. 

IX.  La  infracción  de  la  regla  45  de 
la  ley  provisional  adjunta  al  Código 
de  IbuO,  así  como  ta  del  art.  12  de  la  de 
reforma  del  procedimiento  criminal,  no 
puede  dar  lugar  á casación,  porque  Ira- 
Uándosc  de  impugnar  la  apreciación  de 
la  prueba  no  se  hallan  dichas  infraccio- 
nes comprendidas  en  ninguno  de  los  ca- 
sos del  art.  4.*"  de  la  de  casación.  {Sen- 
tencia 9 mayo  1873.) 

X.  Cues! iones  sobro  insuficiencia  ó 
apreciación  errónea  de  prueba.  A o son 
objelo  del  recurso  de  ctisucion.^ — Se  de- 
clara lio  liabcr  lugar  á la  admisión  de  un 
recurso  en  causa  sobre  lalsificacion: 

«Considerando.....  que  ni  la  iüsuüciencia 
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de  !a  prnebr),  ni  la  apreciación  errónea  de  ]a 
Sala  se  ij  ten  fiadora  respecto  & otros  heclios 
coosií’nados  en  !a  sentencia  recurrida,  que 
se  alegan  como  fundamento  del  recurso, 
aunque  fuesen  ciertas,  son  ni  pueden  legal- 
menle  estimarse  motivos  de  casación  por  no 
estar  cotn prendidos  en  ninguna  de  las  causas 
expresadas  en  Ins  ar(5.  TflS  y siguientes  has- 
ta el  802  inclu>ive,  ó en  el  800  de  la  Ley  de 
Eniuíciamiento  criuiinal,»  (Scnt.  9 octu- 
bre 1873.) 

Hemos  dado  a entender,  y es  así,  que 


si  bien  no  se  da  recurso  de  casación  con- 
tra la  apreciación  de  la  prueba,  puede 
ser  procedente  el  de  responsabilidad,  con 
arreglo  a)  arl.  98  de  la  Consliliicion,  ó la 
Ley  orgánica  judicial  y al  Código  penal, 
á cuyo  efecto  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
criminal  dicta  en  susarls.  50Ü  al  ü2ü  las 
reglas  que  lian  de  observarse  en  el  ante- 
juicio  que  es  necesario. 

— V.  Riscunso  DE  casación;  Declaha- 

CION  PERICIAL. 


OUEBRANTAMIENTD  DE  CONDENA  0 DE  j 
SENTENCIA,  El  delito  de  quebran la- 
miento  de  sentencia  se  pena  cu  los  ar-  ¡ 
lículo.s  Í2Ü  y 130  del  Código  reformado  ■ 
con  más  ó ménos  agravación,  según  que  I 
concurran  ó no  en  ía  fuga  ó quebranta-  ¡ 
miento  las  circunstancias  de  violencia,  | 
intimidación,  resisleñcia,  fractura  de  | 
puertas  ó ventanas,  paredes,  techos  ó [ 
suelos,  ó se  usen  ó no  ganzúas  ó llaves  | 
falsas,  ó se  verifique  ó no  con  escala- 
miento. 

Res[)ecto  á competencia  para  conocer 
de  este  delito  debo  observarse  la  regla 
general  del  procedimiento,  conoedendo 
de  el  preferenlernente  el  del  lugar  donde 
se  cometa. 

Las  Ordenanzas  de  presidios  v varias 
neales  ordenes  posteriores  establecen  al- 
gunas reglas  que  deben  observarse  para 
evitar  la  fuga  ó deserción  de  pre.sidiarios, 
y paro  instruir  los  sumarios  en  su  caso, 
debiendo  consuítar.^e  los  arts,  3:23  á 339 
de  dichas  orilenanz.as  y las  Reales  órde- 
nes de  Ib  de  niavo  de  1816,  6 de  mayo 
de  18110,  13  de  n ansio  y 8 de  noviembre 
de  18VK,  3 y 9 de  julio  de  1855,  il  de 
marzo  de  1861  y otras. 

I.  El  cumplimietUo  de  la  condena 
principin  deide  la  notificación  de  la  sen- 
tencia cj (’ culona j este  ó no  el  penado  en 
el  esíübiccimienlo  donde  haya  de  cum~ 
plii'ia.—'Áe\  habia  fuga  do  de  la  cárcel 
de  Avila  José  Barreiro  Lo  [tez  ei  día 

4 Ik  4 I 

lo  de  julio  (1(3  1871  jiottas  horas  des- 
pués de  notificarle  la  sentencia  ejecuto- 


rÍ3  dictada  en  una  causa  que  se  le  se- 
guía, por  la  cual  Sb  le  impusieron  ocho 
años  de  presidio  mayor.  Calificando  la 
Sala  este  hecho  como  quebrantamiento 
de  sentencia  con  la  circunstancia  espe- 
cifica de  escalamiento,  le  condenó  en 
nueve  meses  de  agravación  á la  pena  que 
se  le  babia  impuesto  con  sus  accesorias. 
Interpuso  el  procesado  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  fundó 
en  los  casos  1.°,  y del  art.  4.”  de- 
la  provisional  que  lo  autoriza,  alegando 
como  infringidos; 

1,®  El  .arl.  129  del  Código  pornoser 
aplicables  sus  disposiciones  al  caso  ac- 
tual, puesto  que  el  procesado  no  se  ba- 
ilaba todavía  sufriendo  la  condena  en  el 
establecimiento  destinado  al  efecto.  Y 2.° 
El  art.  130  del  mismo  Código,  por  no 
resultar  de  la  sentencia,  cuya  casación 
se  pretende,  qne  el  procesado  practicara 
por  sí  el  agujero  que  le  sirvi(j  para  la 
evasión,  y no  poderse  estimar,  por  con- 
siguiente, que  buho  escalan! ierilo ; pero 
el  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso; 

t ' 

«Considerando  que  el  quebrantinniiiuto  de 
condena  se  casliga  con  Ja  agravación  de  la 
pen.a,  y .siendo  aquella  de  pní.sidm,  pri.síon  ó 
arre.cto,  (•orre.spoiide  iia.'la  la  sexta  parte  de 
la  que  se  bi]bit3re  impne.sln,  en  conlbrniidad 
al  art.  139  y .■'ii  regla  3."  (lid  Código  petial: 

Consiileríifidü  que  el  cumplinuenlo  de  la 
conderia  principia  desde  la  nulificación  de  la 
sctilencia  cjecn loria,  esté  ó no  el  penado  en 
el  e.slab!ecÍiiiierjlo  donde  haya  de  cumplirla 
ó sus  destacamentos'  y si  bien  no  puede  apli- 
carse la  agravación  de  pena  á los  fugados 
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que  ebtalian  privailos  cJe  Ih  libcrtail  no  me- 
diando fracUira  de  fjutírla.s,  ven  lanas,  tedios 
ó suelos  ó alguna  otra  de  las  circunstancias 
comprendidas  en  ei  art.  130  del  Código  cita- 
do, habiéndose  fugado  el  Barreiro  de  la  cár- 
cel por  un  agujero  hecho  en  !a  pared  del 
corral,  es  evidente  el  rompimiento  de  la  mis* 
nía  y corresponde  por  consiguiente  la  agra- 
vación de  la  pena: 

Considerando  que  aunque  no  resulta  pro- 
bado que  el  Barreiro  haya  verificado  la  frac- 
tura de  la  pared,  habiéndose  fugado  por  la 
misma,  se  infiere  que  sí  ñola  hizo  por  sí 
solo  coadyuvó  con  lo.s  demás  fugados,  pues- 
to que  tenia  igual  interés,  y de  ella  se  ha 
aprovechado: 

Y'  considerando  qne  al  apreciar  ía  Sala 
senlcnciadora  ía  fuga  del  procesado  como 
delito  de  quebrantamiento  de  sentencia,  y 
penarlo  en  nueve  meses  de  agravación  á los 
ocho  anos  de  presidio  en  que  se  hallaba  con- 
denado, no  ha  incurrido  en  error  de  los 
comprendidos  en  los  casos  1.“,  4.“  y 5.°  del 
art.  4.®  de  la  ley  de  casación  criminal,  ni 
infringido  los  arts.  129  y 130  del  Código  di- 
cho.» (Seiit.  l.“  mayo  ÍS72.) 

IL  No  existe  este  delito  cuando  no 
consta  que  se  ¡uuja  empezado  d cumplir  la 
condena, — El  Tribunal  Supremo  casa  y 
anula  una  sentencia  de  !a  Audiencia  de 
Barcelona,  y declara  que  existe  ei  error 
de  derecho  consignado  en  el  núm.  1.® 
del  art.  4.”  de  la  Ley  de  casación,  é in- 
fracción dei  núm.  5,°  del  art,  129,  en  el 
caso  de  que  un  penado  á destierro  que 
no  ha  empezado  á sufrir  la  condena  sea 
condenado  como  comprendido  en  el  ar- 
ticulo citado.  Hé  aquí  lexlualmenle  el 
fundamento  de  la  casación: 

«Considerando  que  habiendo  el  recurrente 
elegido  la  ciudad  de  Barcelona  como  punto 
fijo  para  el  cumplimiento  de!  destierro  que 
le  fué  impuesto,  con  conocimiento  del  juez 
de  primera  instancia  de  Figueras,  encargado 
de  la  ejecución  de  la  sentencia  condenatoria, 
no  consta  justificado  que  liubiese  empezado 
á cumplir  la  pena,  ni  tampoco  que  se  hubie- 
se presentado  el  penado  al  gobernador  de  la 
provincia  ni  <á  la  aiitoriilad  local  con  objeto 
de  extinguirla;  y que  por  consiguiente,  con 
arreglo  al  penúltimo  párrafo  del  art.  31  del 
mencionado  Código,  no  pudo  haberse  que- 
brantado una  condena  que  legalmente  ^no 
liabia  comenzado  á cumplirse.  (Sent.  9 ju- 
lio 1873.) 

IIL  — Ju(?z  competente  para  conocer 


de  este  delito. — Cuancio  el  condenado  á 
vigilancia  de  la  auloridad  )|tjebranla  la 
condena  dejando  de  proüentarse  en  e!  si- 
tio donde  debe  quedar  sujeto  á díclia 
pena  y se  le  detiene  en  otra  parte,  no 
tiene  domicilio  legal  conocido,  y ¡lor 
tanto  surte  fuero  la  prevención  de  ías  di- 
ligencias (1).  (Sent.  5 marzo  1369.) 

IV.  Más  sobre  juez  competente. — De- 
cidiendo una  competencia  negativa  sus- 
citada entre  la  Sala  de  la  Audiencia 
de  Burgos  y otra  de  la  de  Oviedo  acerca 
del  conocimiento  de  la  causa  irislruida 
contra  José  María  Argüelles  por  que- 
brantamiento de  condena  fugándose  del 
presidio,  se  establece: 

«Que  el  delito  de  quebrantamiento  de  con- 
dena no  es  incidente  do  aquel  por  que  sufre 
el  penado  la  condena  que  quehraula,  sino 
distinto  y sin  relación  alguna  con  él: 

Que  la  doctrina  sancionada  por  este  Su- 
premo Tribunal  en  senteiiciadc  15  de  febre- 
ro de  18G‘í,  é invocada  por  el  juez  de  prime- 
ra instancia  de  Entrambasaguas  para  susluner 
que  el  referido  cielito  es  incidente  del  otro 
porque  ha  sido  penado,  no  se  opone  al  prin- 
cipio consignado  en  el  anterior  cnsideratido, 
porque  esta  se  refiere  á reos  de  fuero  esjie- 
cíal  y privilegiado,  estableciendo  que  estos 
co  pierden  el  suyo  por  la  comisión  del  delito 
do  que  ahora  se  trata,  sujetándose  á la  ju- 
risdicción ordinaria: 

Que  en  primer  lugar  el  fuero  competente 
para  conocer  de  todo  liectio  criminal  es  el 
del  lugar  donde  se  comete,  concurriendo 
además  en  este  caso  la  circunstancia  de  ha- 
ber sido  capturado  el  penado  dentro  del  tér- 
mino jurisdiccional  de  donde  se  fugó.»  (Sen- 
tencia 24  mayo  1869. 

QUERELLA.  Es  el  principio  de  toda 
causa  criminal  no  comenzada  de  oficio, 
cuyo  medio  han  de  ejercitar  también  los 
funcionarios  del  Ministerio  fiscal.  Tratan 
de  ia  querella  los  arts.  171  á 185  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  que 
nos  dicen  quiénes  pueden  querellarse, 
ante  qué  juez,  forma  y requisitos  de  ta 
quere  la,  lianza,  etc.  Sobre  su  admisión, 
si  es  procedente,  ó su  desestimación,  si 
les  liechos  en  que  se  funda  no  conslitu- 


I 


(1)  El  nuevo  Código  de  ÍS/0  no  reconoce  1& 
pena  de  sujeción  á la  vigilancia  de  la  auto- 
ridad. 
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yen  delilo,  véanse  los  orls.  221  á 2275  y 
sobre  requisitos  p3ra  proceder  en  las  que 
versen  sobre  injuria  ó calumnia,  téngan 
se  en  ouenla  los  ¿ris.  408  á oOl.^  _ 

Contra  los  autos  de  no  admisión  de 
querella  y deseslimalorios  del  recurso  de 
queja  y apelación  por  no  admisión,  pro- 
cede el  recurso  de  casación,  según  los  ar- 
tículos 707,  núms.  5."  y ü.°  y 801  de  la 
Ley  (le  EnjuiLiamienlo  criminal,  e(iui- 
valenles  á los  núms.  y 4.“  del  artícu- 
lo 2.^  de  lo  ley  de  18  ile  junio  de  1870. 

/mif/mísioíi  de  querella  de  injuria  por 
presci'ipcion, — So  declara  no  haber  luqar 
á la  admisión  del  recurso  de  casación 
contra  sentencia  (]iie  fu u dada  en  que  las 
acciones  de  ¡njuria  y calumnia  prescri- 
ben al  año,  según  la  ley  22,  íit.  IX,  Par- 
tida 7.'‘,  y el  art.  l3o,  párrafo  tercero  del 
Código,  sobreseyó  en  la  causa  sin  ulte- 
rior perjuicio: 

flConsidenindo  que  segun  el  caso  3.®  del 
arlículo  í.'' de  la  Ley  de  ca.sacion  criminal, 
las  sentencias  que  denieguen  ía  admisión  de 


cualquiera  denuncia  6 querella  solo  pueden 
servir  de  base  para  interponer  y admitir  el 
recurso  de  casación  cuando  se  funden  en  no 
estimarse  como  ilelito  el  hedió  que  diese  In» 
gar  aJ  procedimiento,  conforme  se  lia  decla- 
rado en  varias  decisiones  por  el  Supremo 
Tribunal  respecto  á las  sentencias  de  su- 
breseimicnto,  aplicando  estricLameute  el  ca- 
so 2.*  del  mismo  arlículo. 

Y considerando,  por  consiguiente,  que  la 
seoLtíoCja  reclatnada  no  puede  .servir  de  i)a.se 
para  sustentar  el  recurso  interpuesto  por  no 
calificar  el  hecho  generador  del  procedi- 
miento, limitándose  á resolver  un  caso  de 
prescripción.»  ( Sen t.  22  Junio  1872.) 

Hoy  este  recurso  hubiera  si'lo  admiti- 
do fundándole  en  el  núm.  3.“  del  ar- 
tículo 797  y SüO  de  la  Ley  de  Enjuieia- 
mienio  criminal,  citando  la  infracción 
del  art.  133,  pármío  tercero;  porque  di- 
cha ley  ha  hecho  esta  y otras  importan- 
tes novedades  en  la  provisional  de  casa- 
ción de  1870. 

V.  Acción  penal:  Acusación  y denun- 
cia; Calumnia;  Costas:  Injuria. 


OUERELLA.  REBELDIA.  {Jurisp.  penal). 


R. 


rebeldía.  De  la  declaración  de  la 
rebehlii)  did  procesado  y sus  efectos  tra- 
tan los  !Hl3.  128  ai  140  de  la  nueva  í^ey 
de  Enjuiciamiento  criminal.  Hé  aquí  al- 
gunos recursos  de  casación  sobre  proce- 
sados en  rt  bel  día; 

1.  Es  inac?mísií)/c  el  recurso  de  casación 
inferpitesto  á de  íui  procesado 

cuando  vo  ha  podido  noli  ^cúrsele  perso'- 
niiline?ilf'  la  sen!. enría  por  falla  de  presen- 
tación: yí('/!;)on..Síí6f7íV/arf  déla  Audiencia: 
Costas:  Acordado. — Procesado D. Carme- 
lo Muiuel  poresiafii,  y condenado  en  pri- 
mera instancia  á veintidós  meses  de  pre- 
sidio correccional  con  las  costas,  sin  ha- 
ber sido  reduciiio  á prisión,  el  fiscal  de 
la  A odie  liria  en  su  primera  censura  pi- 
dió por  medio  ile  otro  sí  <|ue  se  acordase 
su  prisión.  La  Sala,  des|)ues  de  conclusa 
la  causa  y en  el  mismo  dia  que  dictó 
sentencia,  mandó  librar  certificación  re- 
servada para  que  .se  procediera  á la  pri- 
sión, la  que  lio  pudo -tener  efecto  por 


haberse  ausentado  el  procesado,  segun 
el  juez  hizo  saber  á la  Sala.  Esta  en  su 
! vista  mandó  publicar  la  sentencia  y li- 
brar nueva  cerlificacion  al  juez  para  que 
se  llamara  al  procesado  por  euíctos  y 
pregones,  y sin  haberse  presen  lado  el 
reo  ni  sido  declarado  rebelde  ó conlu- 
' máz,  admitió  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  la  defensa  de!  mismo  por 
quebranta  míen  lo  de  forma  é infracción 
de  ley  etc.  Personadas  las  partes  en  el 
Tribunal  Supremo  después  de  aclarado 
el  punto  de  la  rebeldía,  el  fiocal  fué  de 
diciámen  que  el  recurso  no  podía  pros- 
perar por  haber  sido  admitido  indebida- 
mente, y que  por  tanto  se  devolviese  el 
proceso  á la  Audiencia.  El  Tribunal  Su- 
premo dispuso  continuase  la  suslancía- 
cion  del  recurso,  porque  liabiendo  sido 
admitido  por  la  Sala  sentenciadora  en 
virtud  de  sus  atribuciones,  al  Tribunal 

Supremo  solo  incumbe  sustanciarle  y 

decidirle  con  arreglo  á la  ley.' Y suslaa- 
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ciado  en  efecto  recayó  sentencia  en  los 
términos  siguientes: 

«Coosideraiido  que  por  el  art.  3.*  de  la  ley 
de  casiicion  eu  los  juicios  crioiioales  se  pre- 
viene que  este  recurso  se  podrá  iclerponer 
por  los  que  sean  parle  en  diclios  juicios,  los 
que  sin  serio  i:¡  li.iber  incurrido  en  rebeldía 
resulfen  condeuados  y los  beretleros  de  unos 
y otros: 

Considerando  que  si  bien  D.  Carmelo  Mi-  ' 
oel  1ki  sido  parle  en  esta  cau.sa,  nit  oh.'itante 
¡dado  fallo  por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  de  Valencia,  que  no  m*  le  ha  noli- 
íicado  persunalnienle  por  su  falta  de  presen- 
tación, ya  no  puede  apreciarse  que  tenga 
semejanltí  carácter,  mediante  su  falta  de 
coni parecencia  á los  llainainienlos  de  diclia 
Sala: 

Con  si  rieran  do  que  la  Sala  no  debió  admi-  , 
tir  el  recurso  como  lo  hizo  en  mérito  á las 
condiciones  c.-*peci<iles  que  para  ello  concur- 
rían; y r¡ue  no  cabe  decisión  defiuiliva  del 
nii.sinoen  cuanto  á los  molivos  por  que  se 
interpone,  toda  vez  que  falta  persrmalidad 
legal  é ¡ucontroverlibltí,  pndiendo  en  olro 
caso  darse  lugar  ii  que  fuese  ineíicaz  la  que 
recayese  por  iu  ft  riiia  irregular  con  que  se 
ha  interpuesto  y admilitio  ilicho  recurso; 

Fallamos  que  debernos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  á decidir  este  recurso, 
y devuélvase  esta  causa  á la  Sala  de  lo  cri- 
minal de  Ja  Audiencia  de  Valencia  para  que 
proceiia  cottforrtie  su  estado  con  arreglo  á 
derectio,  y la  condt'nüoios  en  los  rosíafr,  con 
lo  aconíado.í)  (SeiU.  29  ocliibtc  1S72.) 

II.  JVú  t 'ienif  cariirlor  ejerutnrio  el  fa- 
llo dicfodo  en  (nisenc^n  y rebeldía  de.  un 
procesado^  y no  pnede  peosperur  el  re- 
curso de  casación.^  Procesado  brancisco 
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puso  en  debida  forma  dicho  recurso  por 
infracción  de  ley.  El  faito  que  ha  recaído 
dice  asi: 

«t.®  Considerando  que  el  art.  19  de  la 
¡Sovísima  Ley  sobre  procetlímienios  rrími- 
nalesde  la  de  jiiiiio  ue  iS7ü  preceptúala 
sHsperision  del  juicio  duninie  la  ausencita  y 
relndilia  de  los  anisados  á fin  de  salvar  el 
Ingíliruo  rierecliu  de  defemsa,  qoe  no  es  dado 
ejercer  plena  y legalmente  slu  la  presencia 
(le  aquellos: 

2.®  Considerando  que  la  falla  de  tan 
esencial  circunstancia  priva  al  filio  recurri- 
do del  carácter  de  ejeciilitrio  y delimtivo, 
único  que  pueile  b galmeule  auLÚrizar  el  re- 
curso extraordinario  de  casación,  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  2.®  de  la  ley  que  lo  es- 
tablece; 

Fallamos  que  dL’benios  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  por  ahora  á proveer 
acerca  del  recurso  ftrígen  de  oslo  expediente, 
segi-in  se  acordó  en  providencia  de  4 lie  mar- 
zo último,  enlendiéiiilo.se  de  ««flcin  las  costas 
caiisado.<t  liasci  el  <lia;  y jióngase  en  conoci- 
mienlnde  ia  Sulailu  lo  ciiimoalde  la  Audien- 
cia de  Albacete  para  que  proceda  ;í  b'»  que 
hava  liiuar  ron  i.rrf'ülo  á derecho. d (Sen- 
tencia 25  jimio  1872.) 

REBELION*  Eu  el  orí.  Compktbncu,  nú- 
meros LIM  á LXV,  liemos  reunido  varios 
importantes  casos  de  jurisprudencia  so- 
bre el  delito  da  rebelión,  pero  no  sobra 
el  fondo  y e.sencia  Jel  delito  sino  sobre 
competencia  para  conocer,  scgiin  que 
tengan  ó no  carácter  militar.  Nos  remi- 
timos pues  á diclio  nrlículo  y aijui  solo 
insertaremos  el  siguiente  importante 
fallo: 


Marti tiez  por  asfv’inalo  frustrado  y con- 
denado en  primera  instancia  designó,  al 
notificarlo  el  fallo,  los  patronos  que  le 
defendieran  en  la  segunda,  y remitida  la 
causa  á la  Audiencia,  se  fugó  de  la  cár- 
cel y continuó  no  obslanic  el  procedi- 
miento cual  si  estuviera  presente,  dic- 
tándose sentencia  en  de  felirero 
de  1872  conforme  con  la  del  anterior. 

PiCf'arado  el  recurso  de  casación  por 
los  de  ensores  del  prófugo,  eleviron  el 
correspondiente  icslinionio  al  liibuna! 
Supremo,  por  quien  se  acordó  la  suspen- 
.sion  deí  cx[iedienie;  mas  a .ireliendiJo 
posteriormente  el  procesado,  ba  noinbra- 
do  sus  defensores,  por  quienes  se  iiiter- 


I.  L ns  exarri o n es  de  conli dudes  pa í'a 
sostener  una  reheliou  tirmadu  no  tienen 
el  carócler  de  robo,  ¿//'f//  diferencia  en- 
tre las  exacciones  d par  f tenia  res  y las  he- 
chas á fondos  púltlifos^  — Lu  el  mes  de 
Octubre  de  1809  invadió  el  pueblo  de 
Jarafuet  una  partida  rejuiblicaua,  al  fren- 
te de  la  cual  según  varios  lesligos  iba 
Luciano  Ibañez,  aunque  este  numifiesla 
en  su  indagatoria  ijue  hacia  las  funcio- 
nes de  secreiaj'jo  de  Pascual  Mala  como 
jefe  princi[Uil.  A c redil. id  os  estos  bfclios 
y los  de  otras  exacciones  á particulares 
y otra  al  Ayuntamiento  de  que  f.icitiió 
recibo,  recayó  sentencia  de  la  Audien— 
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declarando  que  los  hechos  de  que  resul- 
taba autor  Luciano  Ibañez  por  prueba 
(le  convencimiento  consliluian  dos  deli- 
tos de  robo  con  ituimidacion,  ejecutados 
l)íi]o  preicslos  políticos,  y una  exacción 
de  fondos  del  pro-comun  de  vecinos,  ac- 
cidente de  la  rebelión;  y en  su  conse- 
cuencia !e  impuso  tres  años  y cuatro 
meses  de  presidio  correccional  por  cada 
uno  de  los  dos  primeros  delitos,  con  sus 
accesorias,  declarándole  comprendido, 
en  cuanto  al  último,  en  el  decreto  de 
amnistía  de  9 de  agosto  de  1870: 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el 
mencionado  Ibañez  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  que  fundó  en  los 
casos  1 y Id.®  del  art.  4.”  de  la  ley  que 
lo  autoriza,  alegando  como  infringidos 
Jos  artículos  tÜÍj  y^ol)  del  Código  vigen- 
te y el  decreto  de  amnistía  de  9 de  agosto 
de  1870;  exponiendo  que  los  hechos  te- 
nían el  carácter  de  políticos,  puesto  que 
las  cantidades  que  se  exigieron  lo  fueion 
bajo  recibo  y para  el  objeto  de  la  rebe- 
lión. Admitido  y adherido  á él  voce 
en  el  acto  de  la  vista  el  ministerio  fiscal, 
se  declara  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación y se  casa  y se  anula  dicha  seji- 
iencia: 

«Considerando  que  para  sostener  una  re- 
belión armada  puede  ser  uno  de  ios  medios 
disponer  de  fondos  en  mayor  ó menor  canti- 
dad; y el  proporcionarse  con  e!  menor  per- 
juicio posible,  ya  de  fondos  comunes,  ya  de 
lartículares,  debe  apreciarse  como  inhéren- 

e y accidente  necesario  de  la  misma  re- 
belión: 

Considerando  que  habiendo  exigido  con 
amenaza  é intimidación  el  Ibañez,  como  jefe 
de  una  partida  republicana  en  octubre  de 
1869,  diver.sas  canUMades  á particulares  y 
alcalde  de  Jarafuel,  las  que  le  entregaron 
dándolos  recibo,  sí  bien  estos  hechos  cons- 
tituyen un  delito,  es  incidenle  del  de  rebelión, 
y mal  necesario  de  esta  misma  para  el  fin 
que  se  había  propuesto; 

Considerando  que  hallándose  comprendi- 
do e!  delito  de  rebelión  con  sus  incidencias 
en  la  amnistía  concedida  por  el  decreto  de  9 
de  agosto  de  1870,  corresponde  apreciar  en- 
tre aquellos  Ja  exacción  por  el  Ibañez  de 
5.000  pesetas  á D,  Vicenle  Brú  y Jiménez,  y 
de  200  á D.  Joaquín  Brú,  a^í  como  se  ha 
comprendido  por  ia  Sala  sentenciadora  la  de 
1.5(J0  de  fondos  comunes  al  alcaide,  porque 


hay  igual  razón  y son  de  lanío  respeto  esos 
fumius  como  los  (le  Jos  particulares,  habién- 
dose tornado  unos  y otros  para  el  mismo  ob- 
jeto y c(Ui  el  mí.smo  fio  (1): 

Considerando  que  penándose  en  la  senten- 
cia contra  la  que  se  ha  recurrido  las  exaccio  - 
nes con  intimidación  á D.  Vicente  y D.  Joa- 
quín Brú  como  delitos  de  robo,  se  dá  motivo 
para  la  casación,  según  el  caso  1.®  delarlicu- 
íü  4,°  de  la  ley  que  la  ha  establecido,  en  el 
que  se  funda  el  recurso,  y se  infringe  el  ar- 
tículo oíO  del  Código  penal.  (Sciit.  9 di- 
ciembre 1871.) 

RECLUSION.  Es  una  de  las  penas 
aflictivas  que  establece  el  Código  penal, 
y la  cuarta  en  gravedad,  según  el  ar- 
tículo 89.  Es  perpétua  ó temporal.  Se 
sufre  en  los  establecimientos  destinados 
á ella,  dentro  de  su  recinto,  y estando 
sujetos  los  penados  á trabajo  forzoso  en 
beneficio  del  Estado.  La  duración  de  la 
temporal  es  de  doce  á veinte  años.  (Ar- 
tículos m,  29,  fio,  80,  89,  90,  97  y 1 10. 

La  reclusión  es  una  pena  de  que  se 
hace  mucho  uso  en  el  (Código,  y se  im- 
pone en  los  arts.  147,  Í4S,  150, 15Í  pár- 
rafo tercero,  153,  158,  ICO,  101,  Í8S, 
24o.  251,  419,421,  425,  430,  4b3,  400 
y 49ü.  También  se  impone  fraccionada  y 
compuesta  en  esta  forma: 

Heclusion  temporal  en  sus  grados  medio  y 
máximo,  en  el  penúltimo  párrafo  del  ar- 
ticule 431. 

/íedusion  temporal  á reclusión  perpetua,  en 
los  arts.  líiU  y 4*i9. 

/Iccíusíon  íeuipoiaí  á muer/e,  en  lo.s  artícu- 
los 163,  párrafo  segundo,  184,  núm.  2.* 
y 245. 

Ueclusion  temporal  en  su  í^rado  Tíiáj'fmo  á 


(i)  Una  inmensa  diferencia  existo  sin  em- 
bargo entre  las  exacciones  de  fondos  públicos  y 
las  de  particulares;  .aquellas  afectan  por  igual  á 
todas  Las  clases,  y equivalen  y son  rcaliuenle 
un  impuesto,  más  ó menos  justo.  Las  exaccio- 
nes á particulares,  establecen  en  lodo  caso  una 
desigualdad  injusl.a,  suponen  otro  móvil  y otro 
objeto,  y pueden  afectar  graveineitleá  la  forlun.1 
de  las  familias,  causando  siempre  mayor  alar- 
m.i  y m.as  funestas  consecuencias.  Ba.sl3U  á 
nuestro  jiroiió.slto  estas  breves  indicaciones, 
que  nos  pcrmilinio.s como  un  breve  comentario 
al  art.  259  del  Cdiligo  penal,  y apoyados  en  la 
regla  4."  de  la  II.  O de  2 do  selieinbre  do  1871, 
que  vino  á definir  los  delitos  políticos  para  los 
efectos  de  la  amnistía. 
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wueríej  en  los  aris.  lo3,  158,  1G3,  184  . La  división  de  csía  pena  en  grados,  en 

necíuú¿n  perpetua  á muerte,  an  el  artícu-  distintas  combinaciones,  es  la 


lo  157. 


siguiente: 


TABLA  SINÓPTICA  de  la  duMr>lnr.  i 

diferGr>tr.Q  * ‘^^racion  de  la  pena  de  reclusión  en  sus 
oifeientes  eombmaeiouos , y de  su  división  en  grados. 


PENAS. 


TIF.MF’O 

tilia  i;o»i[irt'nila 
toda  la  pana. 


Reclusión  temporal  {IJ.. 


TIEMPO 

tiempo 

quo  ciinipri'iulo 
el  graiio  iiiíinmo. 

qvii)  mtiiiproiiJa 

el  i:r.iilo  metí  i 0 

m „ - I 

^De  12  ano.í  y 

De  U año.s  8 

+ » * 


un 

ofias. 


TIIÍ.UI'ü 
que  cotiiprpridn 
el  grado máximo. 


anos  y « me- 
ses. 

Da  14  años  8 

Reclusión  temporal  en  susp®  anos  8 J ineses  y un 

grados  medio  í/niíi,Címof2}.í  ..  ^ 1’  anos, 

^ ^ ( día  a 20  anos./  5 meses  y lü 

I días. 

_ , . U)e  i2  anos  yJ,.,  , 

RGCll¿St07l  tCTtlpOTúl  (I  TGClll^l  UD  HIlI  á rp*[  ínios  y 

Bionperpeda  (3) clusion  per-  “í  “ '« 

( pútna.  1 

Reclusión  temporal  á muer- 
loiij ^ 

/íficDíi’íOíí  fe?Ti/ioí*í3Í  c/i  síí  t7ra-j^^^  17  anos,  4 
í/o  máj;¿7nü  á miiíí?7(í  ^4j . - i y un 


De  17  años  4 

diaá  iT'añu^l  ‘I!*''';’'’ 
y 4 mes-es.  ' 

Do  10  año-s,  5 1 
iNtíses  y 11  De  18  años,  2 
íliasti  18añosJ  mesos  y 21 

2 meses  y 20  diasáSOáños. 
dias.  ] 

De  16  años  y 
un  día  á 20 
años. 


I 


D e 1 2 a u o .s  De  12  años  yl 
y un  (lia  ál  lui  día  á 2Ü  La  perpútua. 

ik  1 11  sil  p1  cii  ™ I ^ * 


anos. 

De  l7  anos,  4 
meses  y luí 


Muerte. 


día  a muerte. ! dia  á 20  años. . 

ua  á lRri,-lnüíin  rinr 

pélea e „,uer.  P^^-JMuerle. 


• ■ A * 


(!)  Es  la  i1¡v¡.síon  déla  tabla  tlcííiostraliv.a  del  arf  97 

(2,  llMiíüuios  la  división  con  arreglo  aUrt.  83,  qne  és'de  lleno  .oplicablc. 

I-i  f'ihlí^Üfí  ‘‘  ponaliibul  fm-niu  previs-a  pira  su  división  en  grados,  v como  liemos  rliclio  en 

ri  - nnm  lü  mas  acerLolu  es  dividir  el  p.'nodu  dii  la  reclu-siun  Icmpor.il  paia  los  grados 

niiinmo  y medio,  aiilicaruio  la  )ierpéiua  como  má.xtmo  ‘ ^ 

(4í  lis  de  lleno  aplicable  la  regla  del  arl  OS  para  las  dos  penas  á f¡.ie  se  re  lie  re  esta  nota. 

(oj  La  aplicación  de  esta  pena  se  hace  conforme  á las  reglas  del  segundo  párrafo  dcl  art..  SL 


KECüfíSO  DH  CASACION.  Como  ya  (ie- 
jinju.s  intiicado  en  la  [lág.  íj't,  por  nota 
al  nrt.  2/9  ile  la  Ley  orgátiiea  ile  Tribu- 
n Í.1  i c 5 í jue  determina  la  competeniiía  de  I 
la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo,  I 
esia  se  ba  de  alc-tiier  en  lo  sucesivo  «en 


Biuiantü  á la  interposición,  admisión, 
«susUinciacion  y rallo  de  los  recursos  de 
» casación  íí  lo  eslableííiilo  en  la  Í..(íy  pro- 
wvisiona!  de  En  inicia  míenlo  criminaU. 


Así  lo  establece  el  art.  o.'^  dtil 


decreto  del 


Gobierno  de  la  RcpLiblica  de  10  de  se- 

Año  de  1874, 


tiembre  de  1873;  y dice  como  fundamen- 
to en  el  preámbulo  (í)  que  si  hoy  no  se- 
ria prudente  derogar  el  ilecretu  de  á'¿  de 
diciembre  de  i 87 2 en  lo  que  sa  rcíiere  á 
la  siisianciacion  do  los  proce.'íos antiguos 
en  primera  y segunda  in.stancia  (2)  no 


(I)  Anuario  do  1873.  pág  o7i‘>. 

(2l  El  ilucrelu  ik*  23  do  diciembre  de  1873 
no  se  1-1’ floro  soiamoiito  á la  siisiainaaci-ni  ilo 
iüs  procesos  ,inli)íiiüs,  sino  p|U(;  tlisporiti  iJc  una 
10.111001  k’rni  irían  Le  la  regla  3 " ilrl  :irl.  l."(|ue 
«las  causas  por  delitos  cupo  coudcimiento  Ra- 
id 
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ofrece  ni  puede  idrf’í'cr  el  iiiHriür  incon- 
venieiUe  su  Jertt^í.icjoii  i'u  ludo  lo  Que 
se  .n  (¡ere  al  recurso  exiraortlinariü  de 
eas.icion. 

Ks.  pues,  absoir.lo  y sin  excepción  el 
prccppio  del  citado  ar(.  fi."  de  dicho  de- 
creto, y claro  es  ijne  desde  su  publica- 
ción ri^jp  para  todas  las  cansas  el  til.  VI 
del  libro  if  de  la  Ley  de  Enjuif  iíMnipnto 
criiiiinal,  que  trata  de  ios  recursos  fie 
casación,  sin  que  sea  dado  atenerse  á la 
ley  de  18  de  junio  de  1870, 

No  diremos  como  »d  Sr.  Miníslro  de 
Gracia  y Justicia  (¡ne  rsla  n'ivedad,  para 
la  que  no  se  consultó  ni  ai  Con.'ejo  de 
EsIihIo  ni  a!  Trihunal  Sufircmo  de  Jus- 
ticia, cari  zea  ileuluotios  inconvenientes. 
Los  tiene,  y íinuieran  podido  evitarse; 
que  no  era  tan  difícil  armunizar  las  dis- 
posiciunes  sobre  casación  de  la  I ey  ile 
Enjuiciamiento  con  el  procediiiiieulo 
antiguo. 

El  recurso  de  casación  por  qucbranla- 
mienlo  de  formn,  pir  ejci:i|ilo.  á que  .'e 
reitere  el  ari.  8ü  i de  la  nueva  ley,  tiene 
su  fiase  en  ella  nii^ma  y en  la  Infracción 
de  los  arls.  57 1,  57d,  ti'io  y (ilíá,  Esios 
artículos  están  contenidos  en  el  libro  II  de 
la  ley  (¡ue  trata  del  juicio  oral  que  no 
tiene  lugar  en  l.is  vuu'as  de  que  siguen 
conociendo  los  jueces  de  prinura  instan- 
cia, ¿eóino,  pues,  se  interpone  el  recur- 


*ya  de  correxpnnder  á los  Trihntinles  de  partí 
*do,  ctmlinuarán  suxiniiciáudfxe  fwsla  que  es 
»í(n  se  esiahlt'zcitn  cutí  arreniotil  procednnien 

*íf)  oct i(a / ta t TI í(!  líi íjt'w I (i • , t’.-»  decir,  cuu  arrt'tflf 
a!  linjct-iJiniiciiU)  ánli-rior  á la  Ley  Ue  Kiijui 
ciamienlo  criinnial.  übsurvaiida,  stn  embarjfti 
en  cuan  tu  á liiclias  causa.’!,  añadu  la  n tila  4.‘‘'’l( 
dispuesto  (!ii  til  líiulu  prcl i III ¡na r de  dicha  !cy 
(excepto  .su  capiluiu  Mi  que  traía  ite  lo.s  re 
cursos  contra  l.is  rcíolucioiies  do  los  Tribu 
nales  y jueces  de  insti ucriuu)  y ,.i,  libro  I 
excepto  su  lilulu  XlV,  que  irna  de  laconclu 
sion  drl  .suiiiariu  y del  sotireseimiiMiiu.  Dtí  ma 
ñera  que  par.v  los  recurs-is  «le  casarion  seguií 
ngiendo  la  ley  de  i8  de  junio  lie  ib70.  resp,-ct( 

de  todas  la.s  cau.sa.s  de  qtiu  ciuioci'n  losjupce¡ 

de  pritroTa  iiisiinria.  por  no  iiaberse  ludavíi 
establecido  los  Tribunales  ,ie  partido. 

A d acre  tu  di* *  16  «Je  salir  ni  bri 

ae  187.Í,  afiTla  como  .se  vo  á ludas  las  caus.is  i 
consiguiente  mente  el  til.  VI  del  libr.i  II  de'lí 
r’fy  l^ojuicianiieiito  criminal  es  desilesu  ni 
micaciou  el  qun  debe  observarse  e ti  lodos 
recursos  de  cas-acion. 


SO  por  quebrantamiento  de  forma  en  los 
casos  á que  se  refiere  el  orí.  5 ° de  la  ley 
de  187l)  que  no  tiene  olio  equivalente 
en  la  nueva  ley  que  el  citado  art.  80  t? 

Pero  además  de  este  inconveniente, 
que  ha  podido  evitarse,  liay  otro  que  es 
también  notorio,  b7l  arl.  17  de  la  ley 
de  1870,  fundado  sin  duda  en  (fue  por  el 
procedimiento  anterior  á la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal  liav  dos  instancias. 

m mf  í 

y en  que  cuando  no  hay  entre  ellas  con- 
formidad debe  presumirse  un  motivo 
racitinal  para  sosleritT  tal  recurso  de  ca- 
sación no  exige  en  dicho  caso  al  acusa- 
dor depósiin  para  la  interposición.  La  Ley 
de  Enjuiciamiento  criniiool,  (|iie  solo  re- 
conoce una  instancia,  le  exige  en  lodo 
caso,  principalmente  al  acusador,  ¿Sení, 
3ues,  justo  ffue  cuando  la  SPiilencia  de 
a Amlienoia  sea  revocatoria  de  la  pri- 
mera instancia  se  exija  di  pósitu? 

Dejando  a un  lado  estas  indicaciones 
sobre  las  cuales,  y principalinenie  sobro 
la  primera,  llamamos  la  atención  del  se- 
ñor Alinis’ro  de  Gracia  y Justicia,  nos  li- 
mitaremos á recomendar  quo  en  ia  in- 
terposición del  recurso  se  mediten  mu- 
cho las  disposiciones  de  la  ley  para  {¡ue 
sea  arreglínla  á ellas,  [uuTiemío  sienifire 
de  los  liechos  tales  como  en  la  sentencia 
se  consignen  y den  por  probados,  y ci- 
tando el  artículo  de  la  Loy  de  Enjuicia- 
miento en  que  se  funde  y los  artículos 
del  Código  que  se  supongan  infringidos. 
El  poner  en  duda  los  hechos,  el  dejar  de 
hacer  las  citas  indicadas  ('.on  precisión  y 

exactitud,  obstarán  á la  admisión  del  re- 
curso. 

El  recurso  de  casación  puede  ser: 

Contia  las  resoluciones  de  lusTriliu- 
nales  de  d-trecho. 

Contra  las  sentencias  del  Tribunal  ileí 
Ju  nado. 

En  uno  y otro  caso  puedo  tener  lugar: 

Per  infracción  de  ley. 

Por  í|iiebraniamienio  de  forma. 

Por  infracción  do  ley  y por  quebn li- 
la miento  cit!  forma  á ia  vez. 

Trillaremos  separadamente  de  cada 
uno  de  estos  recursos,  adviniendo  aquí 

que  en  lodo  caso  es  necesario  que  se  en- 
table por  quien  pueda  hacerlo,  .salvo  en 
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las  rausas  on  que  se  imponga  la  pena  de 
muerte  que.  según  el  arl.  871)  de  la  Ley 
de  Enjmeianiiento^  considera  admilido 
de  (ierecliü  en  [¡erieHeio  Je!  reo,  proce- 
diendo con  arreglo  á diclio  artículo  y si- 
guieiUes  liasia  el  ^85. 

Los  que  pueden  interponer  el  recurso 
do  casación  ^f)n: 

1.'’  El  minislorio  fiscal . 

Los  que  Ituljiese.n  sido  parle  en 
e!  juicio. 

Los  que  sin  linherlo  sido  resul- 
taren condeuiuios  en  la  sentencia. 

Les  herederos  delus  comprendi- 
dos en  tos  dos  números  anteriores.  (Ar- 
íícuioSlO  ) 

Los  actore.s  puramonie  civiles,  dice  el 
ariícutú  81!,  no  podrán  interponer  el 
recurso  mti.s  rpje  en  cuanto  pueda  afectar 
á las  restituciones,  re jia raciones  é in- 
demnizaciones que  tiuliitíseii  reclíunado. 

Cuando  se.  intíirponga  el  recurso  de 
casación  por  oi  tuinísieno  fiscal  se  aten- 
drá á lo  disjtueslu  en  los  artículos  873 
ai  878. 

RECURSO  Dt  CASACION  POR  INFRACCIOH 
DE  LEY  CONTRA  SíNTEnClAS  DE  LOS  TRI- 
BUNALES D£  DERECHO.  Vamos  á indicar 
hrcveioenio  ios  casos  en  que  tiene  lugar 
este  recurso,  lo  relativo  á su  preparación 
y la  forma  y diferentes  requisitos  para 
que  progresé. 

I. 

Cuándo  tiene  lugar  el  reciir-ío  de  casación 

por  inrraccion  de  ley. 

SÍPie  son  la  xa  ti  va  man  le  los  casos  en 
que  tiene  lugar  el  recurso  do  casación 
por  i II fracción  de  ley  en  las  resoluciones 
do  ¡os  Trihunales  de"  derecho,  y son  se- 
gún los  arts.  707  al  81)2  (I). 

l.°  En  las  sonteneias  defiaitivas. 

Primero.  Coa  mío  los  hechos  que  en 
la  sentencia  se  üetdaren  ji robados  sean 
caliíicadü.s  y penados  como  delitos  ó fal- 
tas, no  siéndolo  por  su  propia  naturale- 
za ó por  circunstancias  posteriores  que 
impidieren  penarlos. 

Segunda.  Cuando  los  hechos  que  en 


(1)  Los  arts.  707  ó SOí!  so  ti  concoré  aii  las  de 
los  arts.  2 ” y 4.®  ée  la  ley  de  casiuóoii  critninal 
de  IS  (la  j'.tniu  de  1870. 
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¡ la  sentencia  se  declaren  probados,  no  se 
califiquen  ó no  se  penen  como  delitos  ó 
I faltas,  siéntlolo  por  su  naturaleza  y sin 
que  circunslant'ias  posteriores  impidan 
' penarlos. 

Tercero.  Cuando  se  cometa  error  de 
derecho  al  hacer  la  calificarion  del  delito 
ü falla  que  rcalrn^*itie  constituyan  los 
hechos  que  se  declaren  prona  dos  en  la 
sentencia. 

Cuarto.  Cuiando  se  cometa  error  de 
derecho  al  calificar  la  particifiac.inn  de 
Cada  uno  de  los  procesatlus  en  los  hechos 
que  se  declaren  probados  en  la  sen- 
tencia . 

Quinlo.  Guando  se  cometa  error  de 
derecho  en  la  calificación  de  ios  hechos 
que  se  dt'claren  (vr abados  en  la  senten- 
cia en  Cüucepto  de  circunstancias  agra- 
vantes, aienuante.s  ó eximentes  do  res- 
jtonsabilidiul  crimimd,  ó en  ia  designa- 
ción del  grado  de  la  pena  correspondien- 
te id  culpable,  según  ia  caliílcaciuii  que 
se  baga  de  las  mis.nas  circunslancijts. 
(An.  71)8  y núm.  l.°  del  797)  (1). 

2. ^  En  las  seatencias  de  compe- 
tencia: cuando  dada  ia  calificación  de 
los  litchos  <[iie  apareciere,  en  la  senten- 
cia, el  Tribunal  hubiese  incurrido  en 
error  legal  al  rtísolvor  sobre  su  compe- 
tencia. (,\rts.  7Í)7  y 71, lí).) 

3. °  JCn  las  sentencias  que  se  hubie- 
sen admitido  las  exeepeionos  men- 
cionadas en  los  núms  2.*,  3 " y 4.'’  del 
art.  680:  cu  a mi  o diuius  los  hechos  que  se 
declaren  probados,  se  hubiese  incurrido 
en  error  de  derecho  al  derlararlos  com- 
prendidos en  una  sentencia  lirine  anlo- 
rior,  ó a!  considerar  prescrita  la  acción 
penal  que  naciere  del  d'^lilo  ü falla,  ó al 
ó comprender  tos  hechos  en  una  a m ni?' tía 
ó un  indulto.  (A  11.^.797,  núm.  3.“,  y 800.) 

4. '^'  En  los  autos  do  sobresei- 
miento. 

6."  En  los  de  no  admisión  de 
querella. 

6."  En  los  cpie  se  desestimare  el 
recurso  de  queja  propuesto  contra 
el  auto  en  que  se  deniegue  la  apela- 


{!)  listos  cinco  rasos  del  recurso  de  casa- 
ción son  los  más  oniinariu.s  y irccuenies  6 
ginles  A los  del  art.  4.“  do  la  ley  de  1S70. 
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cion  interpuesta  contra  el  de  no  ad- 
misión de  querella:  En  eslos  tres  ca- 
sos, 4.*,  o.®  y 6.”,  cuando  se  hubie- 
ren fundado  en  no  estimarse  como  deli- 
to o falla  los  hechos  de  que  en  aquellos 
se  hiciere  referencia,  siéndolo  por  su 
naturaleza  y no  habiendo  circunstancias 
posteriores  que  impidan  penarlos.  (Ar- 
tículos 7Ü7  y 801 .) 

7.“  En  los  autos  sobre  habilita- 
ción de  pobreza:  cuando  dados  los  he- 
chos que  se  declaren  probados  se  iiubie- 
se  intringido  lo  dispuesto  en  el  art,  22, 
sin  fundarse  para  ello  en  la  excepción 
expresada  en  el  ari.  23.  (Arls.  7ü7  y 802.) 

Para  que  pueda  admitirse  el  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  es  ne- 
cesario que  hayan  sido  dictados  en  úni- 
ca ó en  última  instancia  según  las  dis- 
posiciones de  esta  ley. 

II. 

Preparación  del  recurso. 

El  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  debe  prepararse  pidienilo  ante  el 
Tribunal  sentenciador  un  testimonio  de 
la  sentencia  ó aiilo  contra  que  se  ¡men- 
tare enlabiar  el  recurso,  dentro  de  los 
cinco  dias  siguientes  á la  nctiíicacioQ  ( 1). 
Arls.  82,  812  y 813. 

Salvo  en  el  caso  de  que  se  pida  fuera 
de  dicho  lérniiuo  el  Tribunal  sentencia- 
dor concederá  necesariamente  el  testi- 
monio, dentro  de  tres  dias;  y si  lo  dene- 
gasen podrá  recurrí rse  en  queja  confor- 
me á lo  establecido  en  los  arls.  8li  á 818 
de  la  ley. 

m. 

Forma  y requisitos  de  la  interposición; 

Sustanciaciou. 

De  la  interposición,  suslancíacion  y 
decisión  del  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  tratan  los  arls.  8U) 
al  Sáo. 

Diremos  lo  que  más  principalmente 
importa  tener  muy  presente, 

(1)  C tía  lulo  se  intcr[iuiiga  conlni  fallos  dic- 
tados en  juicios  sobre  fallas  ei  Ltiniiiini  será  el 
primer  dia  siiíuieiiLii  al  eu  que  se  buliicre 
ppiclicado  la  úlliina  iioitllcaeion.  ICl  leslimu- 
nio  habrá  de  roMipíendcr  uiinbieii  la  seniericifi 
del  infeiior  cuando  ace ¡d áridos  ; sus  fiindaíiien- 
los  no  se  hubieran  reproducido.  (Art.  812.) 


yVrmíJio.  Obtenido  e!  testimonio  de 
la  sentencia  debe  interponerse  .ante  ¡a 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo, 
dentro  de  los  quince  días  siguientes,  ó 
de  trei*ata  si  la  resolución  se  ha  dictado 
en  Canarias  (I). 

Citas.  Se  interpone  en  escrito  firma- 
do por  abogado  y procurailor  acompa- 
ñando el  testimonio  y expresando  clara 
y concisamente  sus  fundainentfts,  y se 
citarán  el  artículo  y párrafo  de  esta  ley 
que  lo  autorice  y las  leyes  ó artículos  de- 
terminados que  se  supongan  infringidos, 
expresando  en  su  caso  los  números  ó 
párrafos  á que  se  concreta  la  infracción. 
(Aft.  820  y jurisprudencia). 

Adhesión.  Los  procesados  que  no 
hayan  interpuesto  el  recurso  de  casación 
pueden  adherirse  á él  en  la  misma  forma 
y dentro  de  dicho  término,  si  los  moti- 
vos de  casación  alegados  fueren  aplica- 
bles á ellos.  {Art.  818). 

Depósito.  Deberá  el  recurrente  si  es 
acusador  jrivado  constituir  un  depósito 
en  el  esta Lleci miento  [lúblico  destinado 
al  efecto,  de  lOOU  [)eseLas  si  se  trata  de 
delito  que  puede  perseguirse  Je  oficio,  y 
de  oOO  solamente  si  el  delito  es  privado. 
Este  depósito  no  tiene  lugar  cuando  el 
ministerio  fiscal  deduzca  el  mismo  re- 
curso. 

El  acusado  ó procesado  que  interfion- 
ga  (d  recurso  debe  constituir  un  depósi- 
to de  pesetas. 

El  ((ue  esté  luibililado  como  pobre  se 
obligará  á responder  de  la  {‘anlidrd  re- 
ferida si  viniere  á mejor  fortuna  (2). 

Suslanciacioii.  Los  arls.  822  al  845 
disponen  lo  conveniente  sobre  el  num- 
bramiento  de  procuradores  y abogados 
traslados,  cuestión  previa  de  admisión 
vistas  y sentencias. 

Procesados  no  recurrenles.  Cuando 


f 


(1)  Por  la  ley  de  18  de  jimio  de  1870  eran 
veinte  días,  y ln'¡)ii,i  ¡lara  Camirias. 

(2)  ^ l.a  ii*y  de  1870,  en  sii  ail.  17  no  e.vigia 
dojj'ísilo  iil  liroeesadn;  y a I anisa  iJur  única  líten- 
le ciiiiiulü  líi  senlciieia  ^ie  se^tiii'la  iiisiiuicia  era. 
cutilirnia loria  de  la  de  primera.  Sulisisliendo 
hoy  las  dos  instanrias,  para  í;lí  causas  de  que 
tudiUÍa  i’iuióecn  los  jueces  de  pri ii;.era  ¡usta ticia 
¿lemliá  lu},'ar  kiiiaria  lu  dispuesto  en  dicho 
tirl.  i7  de  la  icy  de  1870? 
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b1  rficnrso  se  interponga  por  alguno  de 
ios  procesados,  la  sentencia  aprovechará 
á los  (Icn.ás  en  lo  que  les  fuere  favora- 
ble, pero  no  les  perjudicnrá  en  lo  que 
les  fuere  adverso.  (Arts.  b44  y 891.)  (I). 

IV. 

“Datos  para  estudiar  prácticamente  los  cin- 
co casos  de  casación  contra  sentencias 
definitivas. 

Son  cinco  taxativamente  los  casos  en 
que  tiene  lugar  el  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  en  las  sentencias 
definitivas,  lo  mismo  según  el  art.  798 
de  la  Ley  do  Enjuiciamiento  criminal, 
que  según  el  4.'-’  de  la  de  1870,  pues 
son  iguales.  Fuera  de  dichos  casos  cual- 
quiera otro  que  se  invoque,  ó invocán- 
dose inoportuna  mente  alguno  de  ellos, 
-no  tiene  lugar  la  admisión,  ó en  su  caso 
no  liabrá  lugar  á la  casación.  Los  mu- 
chus  fallos  contenidos  en  este  Reper to^ 
?’jo,  pueden  ser  por  lo  mismo  un  exce- 
lente estudio  práctico,  y á fin  de  que 
puedan  Itacerle  los  que  tengan  necesidad 
de  él,  vamos  á indicar  número  por  nú- 
mero los  casos  en  ellos  fundados  en  que 
el  Tribunal  Supremo  ha  estimatlo  la  ca- 
sación. Oicdiüs  casos  ocupan  su  tugar  en 
los  respectivos  arlieulos  y á ellos  debe- 
mos remitirnos  Este  párrafo  es  por  lan- 
ío de  simples  referencias,  poro  de  grande 
utilidad  su  estudio.  Veamos: 

Sobre  el  núm.  1."  Casación  por  ha- 


Homicidio,  núm.  VI,  p.  222:  Lestonks, 
núm.  III,  p.  2o4:  Roso,  etc. 

Sobro  el  núm.  3.”  Casación  por  er- 
ror de  derecho  en  la  calificación  del  de- 
lito^ — Consúltense  los  artículos  Asa- 
SKvATo,  núms.  V,  p.  32;  VII,  p.  33;  IX, 
pág.  31:  ATeNiADo,  núms.  !,  p.  33;  IV, 
pág.  3(5;  Vf.  p.  37;  Vil,  p,  38;  XXX, 
pág.  42;  XXXI,  p.  52:  CincuNSTANCiAS 
EXIMENTES,  Rúm.  XVlU,  p.  fiO:  Circuns- 
tancias AGItAVANTKS,  11  úm.  XI,  p.  83: 
Disparo  de  arma,  núm.  Vil,  p.  181:  Es- 
tafa, núms.  V,  p.  20 í;  XI,  p.  207;  Ho- 
micidio, núrn.  IX,  p.  223:  Hurto,  nú- 
meros XV,  p.  234;  XVIÍ,  p.  233;  XYIH, 
pág.  235:  I.mcrudencia,  mim.  X,  p.  241; 
Lesiones,  núms.  lll,  p.  254;  Vil,  pá- 
gina 250;  Rubü,  ole. 

Sobre  el  ntím.  4.”  Casación  por  er- 
ror  de  derecho  en  la  ralificiicion  de  la 
parlicipacion  de  los  procesados  en  los 
hechos. — Consúltense  tos  artículos  Ar- 
resto, núm.  IX,  p.  28:  Asesinato,  nú- 
meros Vil!,  p.  33,  IX,  ‘p.  34:  Atenta- 
do, núms.  I,  p.  3o,  VI,  p.  37;  XXX,  pá- 
gina 42;  Autor  de  dklito,  núms.  V,  pá- 
gina 45;  VI,  p.  45:  Circunstancias  exi- 
mentes, núm.  XVIll,  p.  06:  Circunstan- 
cias ATENUANTES,  RÚm.  I,  p.  07:  (bRCUNS- 
TANciAS  agravantes,  núiRS.  XI,  p.  83; 

XVI,  p.  80;  XXIIi,  p.  87;  XX!X,  p.  88; 
XXXI,  p 89:  Contrabando,  núm.  VIH, 
pág.  Ifi'i:  Disparo  de  arma,  núms.  ^ II, 


■ber  ctílificüdo  como  delitos  ó fallas  tos  \ pág.  *81;  XI!,  p.  'Ib4:  Encubuidor,  nú- 

■heckos  declarados  prohados  que  no  ' mero  1,  p.  191 : Falsedades,  núin,  !!,  pá- 
sen 

ILEGITIMOS 

Mentes,  núm.  XIV,  \i  63:  Coacciones, 
núm.  II,  p.  91:  Deiencion,  núm.  lí,  pá- 
gina 178:  Hurto,  núm,  ilí,  p.  2.10:  Mon- 
tes, núrn.  Vlíl,  p.  265;  Robo,  etc. 


. — Consúltense  ios  artículos  Apremios  i gina  213:  Homicidio,  lu'ini,  11,  p.  221; 
jítimos,  p.  24:  Circunstancias  exi-  ' Hurto,  núms.  XIII.  p.  233;  XV,  p.  23Í; 

XVII,  p.  235,  XVÍÍI,  p.  2jo:  lloüo,  etc. 

Sobre  el  núm.  6.°  Casación  por  er- 
ror de  derecho  en  la.  ealificncion  de  los 
hechos  que  se  declaren  probados^  en  con- 
Sobre  el  núm.  2.^  Casación  por  no  ' cepio  de  circunstancias  agravantes,  ate- 

haber  calificado  como  delitos  los  hechos  ! nuanles  ó eximentes Consúltense  los 

declarados  probados,  quenoloson. — Con-  artículos  Arrest*',  núm.  Vill,^^p. 


sú  lie  use  lus  artículos  Atentado,  nume 
ro  11,  p.  30:  Desobediencia,  núm.  HI, 
pág.  17.5:  Eclesiásticos,  núm...,  pájíi- 
na  186:  Eximiopiaciün,  núm.  11,  p.  211: 


(1)  ModiHcan  los  artículos  citados  lo  dis- 
Dueslü  on  el  ü:¡  dá  la  de  Ití/O. 


Circunstancias,  núm.  Vlll,  p.  ^**’  ^*^~ 

CONSTANCIAS  EXIMENTES,  nilNl.  pd"* 

gina  27;  CiRCtJ.vsrANCiAS,  núm.  VIH,  pá- 
gina 54;  Yllí,  p-  P- 


pág.  65:  Circunstancias  atenuantrs, 

números  I,  p.  6";  VIH,  p.  72;  X,  p.  /3. 
Circunstancias  agravantes,  núms. 
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rallo  fior  lu  Sala  senteiiciaditra  oxontiHlu  re.-?! 


>-(»  ir  n 70-  VI  r.  ^'Oj  P*’?’" 

'x  pV;  XI.  p.  S:'; 

xAí  iVb!);  -NXXl-fl.  p.  ««i  Disi'abo 

ukIbmÍ,  núrn.  IV,  p.  ItiO:  IloMir.uio, 

rúm.m  Í.X,  p.  sari:  XII I,  P.  Hun- 

TO,  nún>.  XIII,  p.  Rdb"  fie. 

Si  á la  vez  ijUB  se  coii'ullun  kis  lallos 
¡ntlicailos  en  que  el  Trihimal  Stqirenio 
ha  esliinado  la  casarion,  ee  procura  pa- 
sar la  vista  por  algunos  de  ios  en  que 

desesiiniü,  el  esLu.iio  comparativo  ha  de 
dar  los  mejores  resultados  y será  difícil 
que  habiendo  motivo  para  tumi  ai  el  re- 
curso deje  de  pro>iiei'a!'  por  nial  inter- 
puesto, que  es  lo  que.  debe  evitar  todo 
letrado  amante  de  su  reputacioD. 

V. 

Oíros  casos  de  juj  ísprudencia. 

Son  inuclios,  en  inmenso  número  los 
fallos  que  se  han  dictado  dei-brando  no 
haber  luf/ar  á la  admiston  del  recarso  de 
CíisncíOíi,  por  no  estar  bien  preparado  ó 
bien  inierpuf'slo,  por  falta  de  citas  de 
las  leyes,  ó por  ini[aignarse  la  aprecia- 
ción de  las  [iruehas  hecha  por  la  Sala 
seriOMiciíidora.  Nosotros  solo  haremos 
mériu  de  unos  cuantos  engoSj  y de  es- 
tos se  convencerán  nuestros  lectores  que 
sobran  alguiius.  Veamos. 

I.  CUa  de  leyeii  infriiiyidns.  Las  le- 
yes ó aj’fíri(/o.i¡  fiel  Cór/igo  penal  que  se 
citen  co'iiw  iti I ritigidas  han  de  ser  wcí'íj- 
Tif'íii'c.s'  (i  la  parte  disposilipa  del  fallo 
í/k;/u(/o,  710  biistniído  invocar  Ins  que  en 
ronrepto  dd  recurren  le  ha  dehidu  apli- 
car se  sino  en  su  caso  las  aplicadas  con 
la  infracción  que  contenqan.—  Kn  causa 
sobre  homicidio,  seeunla  con  ira  Ber- 
nardo loiiiás,  ía  Autliéiicia  do  Valencia 
lo  declaró  exento  de  res^ionsa  bilí  dad  por 
haber  obtado  en  ju-ta  defensa.  La  paite 
acusad-ua  .Mnría  Gracia  interpuso  recur- 
so de  cfisariuii,  ciiandü  como  infringidos 
O.S  íirliculos  dcl  Código  (¡ue  habrian  de- 
nulií  ajilicarse  á no  cnneuírir  dicha  cir- 
vunstancia  exirnenie,  y el  Tribunal  Su- 

cursu  'A). 


, , , re.'j.. 

ponsabiluiad  al  prucesíOiO  H.-rnnrdo  Tumás 

i-spana,  .“íe  citan  iniipiirliHiaiiit'iil.e  los  arií, 
culos  del  Tói);go  ¡K'iial  de  Í8o0  que  .se  invo- 

can  coniii  inli’ifigiiio^';  y son  c*l  ñ i3,  ¡lárrafo 
seíiuiiilo,  (pie  ilesiiíüii  la  pena  ilej  deiitn  do 
homicidio  simple;  cío!,  que  deierinina  los 

efectos  que  produce  la  inluihilitncioii  ubso- 

liila;  el  d7,  que  de.sifmn  la  accesoria  de  va- 
rias penas;  el  -1.%  que  delinc  el  dtdim  6 fal- 
ta, su  voiiintancdiol  y respoij.siibilidad;  i*t  3.* 
que  declara  puuihíos  los  dolitoH  constiniado^ 
Irmilraiio  y su  tonblivíi,  .híiniendo  estas 
tres  denominación''^;  el  i I . piirrafo  primero, 
que  estaidece  ia  rosiionsnbilitiuti  crmiinal  de 
los  autores  de  un  delito;  el  1 5,  que  coiistilu- 
ye  responsable  civihncnf."  ai  f[Ui‘  lo  sea  en 
el  concepto  df  crimina);  el  üo,  párrafo  se- 
guudo,  que  impone  el  rosarciinienLo  de  gas- 
tos del  juicio  y las  cosías  á los  autores  lie 
delito  ó falta;  y linalineute,  la  ri  gta  i.** 
del  74,  quemaren  el  griolo  de  penalidad  que 
corresponde  ai  respoutable  de  un  lielito 
cuando  no  enneurren  circunsUucias  agia- 
vaules  y atf3nuai1l.es. 

Considcriiudo  que  lo-los  eslos  artículos 
que  se  invocan  ciim  iülrmgidos  son  infipli- 
caLdes,  pueslo  qiuí  e.'^t.aldccula  la  exerjcinn  de 
respoiisabilidai!,  y no  hfiliíón'h'se  im[iüésLü 
pena,  no  lian  podido  ni  cilarse  ni  tenerse 
ireseutes  .i'ii  ia  seiileioda  contra  la  que,  .se 
:ia  recurrido,  la  qiio  so  funda  e.\rbisivauien« 
lo  en  la  cuncurrení  ia  do  tas  tres  circunslan" 


cias  de!  t¡úm 


(T  (i 

"i-. 


ili  1 arl . 8."  de  dicllO  Có- 


«llAVilSr 01üeCn.cras- 


dígí (Kcnt.  13  mayo  1S73.J 

íí.  Casos  liniildilos  do  la  proceden'' 

da  del  reeursu  por  infuicciau  de  ley  en 
sentenc.iii  defrutira:  iS eceddad  de  la  cí7íi 
de  la  Ley  de  Eajuiria  inientn  que  lo  anto- 
rice  y de  los  arlintlas  dad  Código  ííi/í’ííí- 
,9iV/üs.  — Contra  sonlencia  dictaila  por  la 
Audiencia  de  la  tloriifi.',  en  causa  de  ro- 
bo se  interpuso  ('or  Vicente  Vidal  ve- 
cu  rso  de  casación  p 1 ; r i n f r a r c i n n de  ley , 
sin  designar  el  arl.  ilo  la  do  Enjuicia- 
rnienio  criminal  en  que  se  furnia,  y ct^ 
tan  fio  como  infiiugiiío  el  art.  de! 
Código  penal  eu  su  ú'Líuia  parle,  por  ba- 
iKirse  iruníiesto  a!  ¡-rocpsiulu  tuav'''»'  ¡ictia 
que  la  cstablecídit  en  el  uiÍsiíio.  E! 
buriíil  Supreinf)  iloclai-a  que.  no  liáliuj(^t' 
ñ ia  admisión  del  recurso. 

ítConsid'.Tn iido  que,  segiin  el  arí.  797  dtí 
líi  Lf*Y  de  Krijuiciti  o liento  criuiiiial,  habrá  hi“- 
gar  al  recurso  de  ca.suciun  por  iníraccion  de 


UECÜUSO  l’OU  INF.  DK  LFY...  {Jurisp. 


m 


cllíi  en  las  resoh telones  de  los  Tnbuiuittíü  rte  Ctinsidor.nid''  i|jrt  co.  f». me  .í  lo  dUpues- 
fitM'eciio  lie  la.*!  siete  e.-itecies  allí  eniiinerailas 


Y á que  i>*;  roíleren  Ins  articulüS  simúlenles 
jineta  el  802;  y que  conlnrme  al  708  se  en- 
tiHiMÍe  que  ha  sidii  infringida  una  ley  para  el 
olqeto  (le  q to  pueda  Uilei  ponerse  tliclin  re- 
curso, esciusivamente  en  los  cinco  casos 
que  Jclerininn  y señala  de  un  modo  taxativo: 

Considerando  que  en  armonia  con  las  pre- 
citadas ilispostcioiies  lómales  se  esialtlece  en 
el  arl.  820  de  la  niistna  iey  que  td  recurso  de 
casaci"n  liehe  iiUerpotierse  en  escrito  üniia* 
do  por  abomido  y procurador,  expre.'íaiitlo 
en  éí  clara  y sucintnmenle  sus  fundamentos 
y citando,  á la  vez  q le  las  leyes  que  so  su- 
pongan iiifringiilas,  el  artículo  de  Enjuicia- 
miento que  lo  autoriza. 

Considerando  que,  IV’jos  de  haberse  cum- 
plido con  ese  precepto  legal  tan  claro  y ter- 
minante, se  ha  faltado  abiartnineule  en  ei 
présenlo  recurso  á la  ritiuilulad  por  aquel 
establecida  para  su  !n(erp*‘sici  *n,  puesto  que 
no  se  cita  el  artículo  de  la  repelida  Ley  de 
Enjuiciamiento  quo  lo  autoriza,  y que  por  lo 
Lanío  nn  debe  ser  admitido.»  (Sení.  (ioctii-  , 
bre  tS73. — Idutu  seiilencias ‘27  y 31  octii-  yidtis,  es  re(}ni}titú  eáe/ífiíi//)«í‘(i  sm  at/mí- 


to  en  *1  iirl.  Hí  de  la  k y de  18  de 
do  f87t)  y en  td  820  de  la  de  Enjuiciíumenlo 
criminal  el  rectirm  ile  cnsanoo  por  lofrac. - 
cioii  do  ley  dol)  ■ niterpomTM;  eu  eMTilo  (ir* 
mado  ¡»or  i'ihog.ipio  y ¡irocurador  • xpresnndo 
en  él  el. ira  y eom-isaineiile  sus  fundaiuen- 
lüs,  y cilathlo  el  articulo  de  la  que  lo  aulo- 
rice  y l.as  leyes  (|u<*  se  supiuigan  iufj inginas. 

Cün>idtírando  que  eu  td  presctile  recur- 
so se  bii  fakatli)  abiertiuiieiile  á osa  prescrip- 
ción legal,  iMiesto  que  s»*  ha  omitido  citar 
ei  artículo  de  la  .oy  que  lo  autoriza,  y que 
si  bien  se  citan  como  iiirringidas  la>  ringlas 
del  82  did  Código  jicnal  vigente,  no  piulit  o- 
do  fiatierlo  sido  todas  siete  .“i mu ll:i ¡ion metí le, 
é impíiiiondo  !a  vaguedail  misma  de  tacita 
conocerá  cuál  de  aquellas  se  renere  esta, 
equivale  eu  realiiiad  á no  bebería  hedió, 
por  lo  que  no  proce  le  nt  puede  ieg.il monte 
admitirse  dicho  recur.so.  {Sciil.  Í4  febrero 
1874.) 

IV.  f-tfi  cila  del  articulo  de  la  ley  que 
anlorice  el  recurso  y de  ins  leyes  }>tfnn~ 


bre  1873.) 

Oln  sentencia  declara  también  no  ha- 
ber lugar  á la  admisión  del  recurso  tle 
casación  «por  que  en  el  escrito  en  que 
se  inicrimno  se  ba  omitido  citar  el  ar- 
tículo de  la  Ley  do  Enjuiciamiento  que 
lo  autoriza,  y es  Inga! mente  improcedente 
su  admisión»  atendido  lo  dispiie.-^tn  en 
el  arl.  820  tle  dicha  lev.  (Sent.  6 octu- 
bre 1873.)  La  misma  tiocirina  es  aplica- 
ble cuando  iio  se  ella  tampoco  la  loy 


6'ion.—  l’oi  causa  sobre  alen  lado  a mano 
armada  contr  t ngi-iues  de  la  autoridad, 
se  interpone  por  tus  ¡irocesados  recurso 
tle  casación  coniru  lu  sentencia  do  la 
Audiencia  tle  Caceres.  jdegaTnlf>  la  in- 
fracción de  los  arts,  82  y 20 't,  íí7,  Ü8  y 
49  del  Cüiiigo  penal,  poro  sin  citar  el  de 
la  ley  de  casae.ion  que  io  autor  Íce.  Se  de- 
clara que  no  ha  lugar  á su  admisión: 

«fautsi  ierando  que  en  ol  [iresenle  recurso 
no  S'i  cita  ol  articulo  de  la  loy  que  le  auturi 


infringida  (Sent,  20  octubre  1873.)  j ce,  requi-jiio  iodispoubahle  para  su  iulirpo- 

III.  No  -í..  ciimoU  lo  illüinioslo  en  el  , f'Cpn  *•':!'"!  exí..vsainciil.-.  d l.i  .le 

a}  . 8_0  lie  /n  Ley  i e Lujaicuinuen  n c i-  conoocr.-'o  con  .‘leiniri  tad  .sus  fiiuilauien- 
vuanL  citnnuo  tu  ley  con  vaguedud,  ,íí-  , g j^iio  1873.) 

•íO  delee7itintiiido  el  uriienlo^  el  párrafo  1 
cu  su  cuso  y expresando  el  con  repto. — 

En  cansa  por  Icsiuiies,  condenó  la  Au- 


üencia  (le  Valencia  á José  Verclier  á 
tres  años  de  prisiun  correccional  é ínler- 
pupsio  [)  »r  el  [uoct'sadü  recurso  de  ca- 
sación por  i n fricción  de  ley  sin  citar  los 
artículos  en  que  lo  funda,  designando 
corno  infringiilas  l.is  reglas  del  arl.  82 
<¡el  Código  penal,  porque  no  debió  apli- 
carse l;i  pena  en  el  grado  máximo  sino 
eu  el  meditt,  el  4’ ri  bu  nal  Su  p romo  de- 
clara no  babor  lug  ir  a la  admi.'ion  dol 

- 

recurso  en  los  lérmiuos  siguientes: 


Y.  Cila  de  iiifruccion  de  principios 
de  jurisprudenciii  pemil,— Va\  causa  so- 
bre Ttibo,  condeno  la  Audiencia  de  Va- 
lencia á Marcelino  B. liberan  y Juan  B, 
Marti nez  con  uneglo  al  ail  321  del  Có- 
digo, ó intorpu  -slo  por  los  mismos  re- 
curso (le  casación,  citando  como  iiiírifl- 
gidn  el  art.  t2  do  la  )ey  provisional  de 
^8  tle  junio  do  Í87l),  por  babérsedes 
comlenado  sin  indicios,  ó con  uno  solo, 


i (l)  Iloy  Ins  art.'.  Sin.  K (7  y .>73,  Ley  de  Eu 
i jiiicuiiutciuo  criimual. 


RECURSO  POR  INF.  DE  LEY...  [Jurisp.  peiial). 

mos  por  lanío  á presentar  muchos  reex- 
traclados,  que  no  ha  de  sobrar  en  tan 
imporianlfi  asumo.  Son  en  su  mayor 
parte  casos  de  inadmisión  del  recurso  de 
casación  porque,  al  interponerle,  se  im- 
pugnan las  pruebas,  ó no  se  aceptan  los 
hechos,  según  ios  consigna  cotno  proba- 
dos el  Tribunal  sentenciador.  Veamos: 

Sentencia  14  marzo  1S71.  Cuan  do  se 
considera  infringido  un  artículo  dei  Código 
peual  que  tenga  varios  párraíos  ó inniifirols 
como  el  8.^,  9.*.  tO,  etc.,  es  preci.-^o  cilario 
claramente  y decir  el  número  ó números  á 
qué  se  reíieran  (as  infranciones. 

Sentencia  0 mayo  IS7i.  No  hasta  citar 
en  general  los  arts.  8."  y 9,“  del  CúiJigo,  pues 
coinpreuílietido  el  primero  once  números  y el 
segiimlo  ocliu  circuustnncias  tan  liderenles  y 
heterogéneas  las  más,  es  indispensable  nre- 
civar  las  que  se  supongan  infringidas. 

Sentencia  4 noviembre  1871.  En  el  re- 
curso de  casaciort  por  iniraccion  de  ley,  el 
que  lo  inlt-rpone  está  en  el  deber  irnlecíÍDa- 
blti  de  ajustarse  á los  hechos  establecidos  y 
admitidos  como  probados  en  la  sentencia,  los 
cuales  tiene  que  aceptare!  Tribunal  Supre- 
mo según  vengan  consignado.s  en  el  fallo  de 
cuya  casación  se  trate. 

Sentencia  2 noviembre  jS7i.  La  com- 
pelencfa  del  Tribunal  Supremo  en  el  recurso 
extraordinario  Je  casación  no  alcanza  á la 
apreciación  de  prueba,  .sino  que  se  limita  á 
admitir  tos  hechos  tales  como  hayan  sido  fija- 
dos y admitidos  como  probados  por  la.s  .\ii- 
diencias,  sin  pr_vr|'.]Ício  de  la  re.'Jponsaljilídad 
que  con  Ira  ).i.s  niismasen  dorecho  proceda  (1), 
Sentencia  8 noviembre  1872.  Solo  pro- 
. ^ , |"^de  la  admisión  del  recurso  de  casación  en 

La  doctrina  de  iurisnrudenciíi  mií»  iuicíns  criminales  por  ¡ul'racciun  de  ley 

ifitla  fiyniiíiatíi  ó ^ i las  alegadas  se  fundan  ó desprenden 

de  los  hecliüs  que  la  Sala  sentenciadora 
acepta  como  probados,  en  confnrmidad  á lo 
disptiesf.o  eu  los  arts.  -í.°  y 7.“  de  la  ley 
de  18  de  j'inin  de  1870. 

Sentencia  9 noviembre  JS72.  Carece 
de  todo  fumlaméiilo  y es  además  contrario  á 
la  ley  el  recurso  interpuesto  cuando  no  se 
muda  en  ninguijo  de  los  cinco  cnso.s  que 
coiiiprende  el  arl.  4.'  de  la  ley  de  18  de  ju- 
nio lie  i 870,  sino  ep  la  ineficacia  de  la  prue- 
ba, lo  Cual  es  notoriamente  coTitrario  á aquel 
precepto  legal,  puesto  que  de  aquella  ha  de 
partir  ía  para  deducir  el  error  de  derecho  que 
a la  .sentencia  ,se  alribuve. 
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necesitándose  á lo  menos  dos  y sin  el 
con venrimiento  indispensable  seg-un  el 
núm.  3.",  y la  doctrina  legal  que  manda 
decidir  en  casos  de  duda  en  favor  del 
reo,  se  declara  no  haber  lugar  á la  ad- 
misión: 

«Considerando  que  para  que  proceda  la 
admisión  de  toilo  recurso  de  casación  por 
infracción  lie  ley  es  iadispensable  que  se  ci- 
te, además  de  la  que  se  supo  iga  infringida, 
e!  caso  dtil  art.  4.®  de  la  ley  de  18  de  junio 
de  1870  en  que  se  estime  comprendida  la 
infracciMi : 

2.®  Ci.msiderando  que  en  el  actual  recur- 
so se  cita  soto  la  ley  sobre  reforma  del  pro- 
cedimieiiti),  que  nflieoe  caníc  er  penal,  ni 
su  lufrací  ion  está  comprendida  en  ninguno 
de  los  referidos  casos,  fiendo  por  consiguien- 
te su  cita  nnioriiunenle  ineficaz  para  esta 
clase  lio  recursos: 

Y S.'’  Consideraudo  que  no  lo  es  ménos 
el  principio  de  juríspniilencia  penal  invocado 
en  último  lugar,  supuesto  que  es  inndmi.sible 
todo  motivo  de  casnciun  que  no  se  funde  en 
ley  que  se  .suponga  infringida.»  (1).  (Sen- 
tencia 25  noviembre  1871.) 

VI.  Mas  Subre  cita  de  principios  de 
derecho. — El  recurso  solo  se  puede  in- 
terponer cuando  se  infrinja  alguna  ley 
en  !a  parte  dí.iposiliva  de  la  sentencia  y 
no  lo  es  una  máxima  ó principio  de  de- 
recho. No  son  por  tanto  admisibles  en  ca- 
sación crimina),  á diferencia  de  la  civil, 
las  doctrinas  de  jurisprudencia,  no  pu- 
diendo  progresar  si  no  se  fundan  en  la 
trasgresion  de  ley  pena!  escrita,  f Sent  16 
febrero  1873  y 20  diciembre  1871.) 


queda  expuesta  é indicada  con  relación 
á oíros  artículos  basta  para  hacer  más 
comprensibles  las  de  la  ley,  y seria  in- 
útil nOs  extendiésemos  demasiado  tra- 
yendo aquí  literalmente  otros  caso.s,  Va- 


(l)  El  principio tís  cii'rto,  con  arréalo  á las 

ley  US  de  partí  da,  á la  regla  íti  de  la  Itív  nrevíl 

sioiial  i)i|  iHuO,  .i  la  [ey  Uií  1870  y al  ari  633  'le 

Ja  de  brijuiciamienío  criniirial,  pero  como  he- 
mos  dicho  en  el  aruVuIo  I>ftUKius  y se  confirma 
^ -is  rPMjl liciones  arjiii  insertas,  no  puñ,li;n  ser 
motivo  de  casación  las  cu"sl iones  .sobre  íinre. 
ciacion  de  pruebas,  üebe  pues  el  le  nido  esfol 

del  criterio 

causal  ° inbunal  que  conozca  de  la 


< II  Sííi  perjuicio  (le  la  responsabilidad  que 
contra  las  mismas  en  derecyjo  proceda.  Véase 
lo  que  decimos  en  Puleiías. 


RECURSO  POR  INF.  DE  LEY...  (Jurisp.  penal). 


Scnlcncia  Uí  noviembre  1872.  Rn  todos 
los  cüsus  cunipremlitUis  en  el  arl.  4.®  de  la 
ley  de  18  de  junio  1870,  que  son  los  que 
laxalivufiieole  autorizan  los  recursos  de  ca- 
sación en  los  juicio.s  criminales,  lia  de  tomar- 
se por  base  los  lieclius  sef^un  iiayan  sido 
conslsuados  como  probados  en  la  sentencia, 
y no  liaciéndolo  así,  ei  recurso  es  cor  Irariná 
la  ley  y no  luí  lugar  á su  admisión  con  las 
cosías. 

Sentencia  15  noviembre  1872.  En  los 
reciirso.s  por  infraccio;!  de  ley  el  Supremo 
Tribunal  tiene  que  aceptar  in.s  hechos  como 
vienen  consignados  y declarados  probados 
en  la  serueiicia  impugnada,  sin  entrar  í dis 


va,  para  el  efecto  de  que.  pueda  inlerponers® 
el  recurso  de  ca-ítcioii,  taxativaniefde  seña- 
lados en  el  art.  798  lie  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento crimina!,  siendo  por  lanío  en  este 
concepio  nqtnríauienle  inadmisible  el  recur- 
so de  casación. 

Sentencia  12  febrero  1872.  La  aprecia- 
ción de  las  ¡iruebas  es  de  la  e.xrlusiva  com- 
petencia (leí  Tribunal  .sentenciador,  debiendo 
atenerse  á lo  di.'ípnesto  en  la  ley  sobre  refor- 
ma de!  procedimiento  de  tS  de  puno  de  1870; 
y cualquiera  que  .sea,  no  da  inolivo  para  re- 
curso de  casación,  siendo  iinperlineiites  para 
el  caso  de  aulos  las  leyes  1.^  y 2.“,  til,  XIV, 


partida  3.*  en  las  que  so  trata  de  lo  que  es 
cutir  nuevamente  la  pruoba,  porque  no  es  | prueba,  y á quien  corresponde  hacerla,  que 
posible  hacerlo,  ni  procede  en  tal  caso  su  acl-  se  suponen  infriri^'idas. 
misión. 

Sentencia  29  octubre  1872. 


En  los  re- 

cur.Sü.s  de  ea.sariou  por  infnecion  de  ley  el 
Tribunal  Sutirem  .i  tiene  que  aceptar  los  he- 
cbü.s  como  vengan  con.sígnadns  en  la  senten- 
cia de  cuya  casación  .<e  irale,  y no  es  adini- 
sililtí  el  recurso  (pie  stí  [’uinla  en  la  impuíina- 
cion  de  la  apreciación  de  la  pruelia  hecha 
por  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  su  e.x- 
clusiva  competencia,  impugnación  que  no 
está  comprendida  en  ninguno  de  tos  casos 
que  taxativamente  e.slíil)!ece  el  art,  4.“  de  la 
ley  para  que  pueda  ser  admisible. 

Sentencia  14  noviembre  1872.  El  im- 
pugnar la  prueba  d descomponer  el  cuidro 
de  indicios  estimados  por  la  Sala  es  contra- 
rio al  precepto  terminante  del  art.  7.°  de  la 
ley  de  casrieinn,  y como  no  se  aceptan  los 
JiechfAS  consignados  en  la  sentencia,  no  pro- 
cede en  C'^te  ca.so  la  adnusioo  del  recurso. 

Sen  ten  cía  29  marzo  1872.  Tan  lo  la  ley 
de  18  de  junio  de  1870  como  la  de  Enjuicia- 
miento  c.'ítaiilecen  (pie  el  error  en  la  {■alilica- 
cioii  del  di'lilo  lia  de  recaer  sobre  los  lieclios 
dados  como  pri ¡hados  en  la  sentencia  recur- 
rida, y no  es  aJinisible  en  otro  caso  el  recur- 
so de  casación. 

Sentencia  l.°  abril  1872.  Se  entiende 
haber  infracción  de  ley  para  los  efecLo.s  del 
recur.<o  de  casacimi,  única  y exctusiv.imente 
cuando  se  da  cnrdquiera  de  los  cinco  casos 
comprendidos  en  el  arl,  4.*  de  Ja  ley  que  es- 
taldfce  dic.bo  recir.^n. 

Sentencia  7 noviembre  1872.  Aun  en 
la  bipótüsis  de  qiM  se  hubiera  infringido  por 
la  Sai.i  .sentemáadora  el  art.  12  de  la  ley  pro- 
visional sobro  reformas  en  el  procedimiento 
criminal  de  18  de  junio  de  1870,  esta  infrac- 
ción nunca  podria  ser  motivo  de  casación, 
mediante  á no  estar  comprernliiia  en  ningu- 
no de  los  ca.sos  en  que  se  critiouile  haber  si- 
do infringida  una  ley  en  ia  sentencia  defíniti- 


Seiitencia  15  noviembre  IS72.  Cuando 
se  declara  en  una  sentencia  que  dos  proce- 
sailos  eran  autores  de  una  lesión  grave,  no 
puede  entrar  á disculirse  interponiendo  el 
recurso  de  casación,  .'i  uno  solo  de  los  dos 
.sin  saber  cual,  filó  el  autor,  y si  se  está  ó no 
en  el  caso  de  diclio  articulo. 

Sentencia  20  noviembre  1872.  Cuando 
la  base  de  im  recurro  es  la  apri'i'iacion  de 
un  lieclio  que  la  Sala  sentenciadnra  ilii  como 
probado,  estim.indo  (pie  las  lesiones  de  que 
.se  trata  iluraron  diez  dias,  no  cabe  discurrir 
sobro  si  fueron  nueve,  como  supone  ei  re- 
currente, porque  .siendo  de  la  txclusíva  fa- 
cultad (le  los  Tribunales  sentenciadores  la 
apreciación  de  l:i.s  pruebas,  la  ley  no  permite 
dudar  acerca  de  ios  heclu'S  que  sien  (a  como 
probados  en  la  sentencia;  y no  ha  lugar  en 
este  ca.so  ia  admisión  ¡l-l  re'mrso  de  ca-íacion. 

Sentencia  23  oelubre  1873.  Cuando  al 
fumlar  un  recurso  de  casacimi  no  stí  ¡larle  de 
la  ba.se  de  los  hechos  que  se  declaran  proba- 
dos por  la  Sala  sentenciadurí;,  sino  que  al 
contrario  se  furnia  el  reciirrenle  en  particu- 
lares de  hecho  que  en  ei  filio  de  ia  .\uiiieu- 
cia  no  se  admiten  como  (a(*rlos,  no  liá  lugar 
á .su  admisión,  porípieel  ar!.  798  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  quiere  que  se  parla 
de  los  hecho.s  nue  se  declaren  prubailos. 

Scnlcncia  30  octubre  1872.  Por  el  ar- 
tículo 798  de  la  ley  [irovi.'íinnrd  de  Enjuicia- 
miento criminal,  al  declarar  cuando  existe 
infracción  de  It*y  para  los  elVetra.s  del  recurso 
de  casación  y fijarlos  cinco  casos  en  que  es- 
ta proceda,  exige  como  ba^e  ei  que  los  he- 
clio.s  .se  declaren  probados  en  la  ¡íeiitencia, 
y no  es  admisible  por  tanío  dicho  rimurso 
parliendo  de  heclioí-:  que  no  se  declaren  pro- 
bados por  la  Sala  .sentenciadora,  (3  haciendo 
apreciaciones  conlnM’i.ts  ¡í  tdlos. 

Sentencia  9 abril  IS72.  No  apareciendo 
consignada  en  la  senteiiciu...  la  excepción 
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cai-r  sobra  los  hechos  i!:i-Jos  como  probados 

en  H spotoncio  recorrida , ^ 

SerileiK-ia  2 diciembre  1872.  La  simple 
enuivocaci'Oi  ijiíileria)  en  la  cita  de  uo  ur** 
tico  lo  en  lina  seiuoucia  no  piieiie  ser  itiulivo 
do  casación. 

Sentencia  1-1  marzo  JSfl.  {t/un/cs  S6 
ení jt'jídt‘11  civcunsíunctd^  poHicviüres  al  he- 


■le  e.,emist,irl  y •■.i.leríor  enire, 

el  iiuresiir  v ,su  v¡ciiii],i,  ((■«  piira  .lien  ■.  r I.) 

rc.s|,o.,sal,ií..le,l  crimm..:  .le  ‘'‘ll‘';‘ 


en  el  re.;ur....  rn.  «-■.  «In'le  «I  Trilmnai  Siipre 
1I.0,  enf  niie  .1  las  |.resi:ri||Ci.ine.s  .1^1  ar- 

liculü  7.”  lie  fa  ley  do  il«  jumo  de  lojOj 
accf'lar  los  li''Clios  i|iie  no  restillan  eslablB'” 

ci. los  on  el  fallo  r.miiti  proiiados.  n-.r-i  i ..  r 

Scnteiici.1  15  abril  IS/li.  Na  prncerle  la  i oAo  ./«a  Y.íérnrt  4.”  ,ie‘  la'  Laí“d¡ 

adinis.on  «leí  reciirao  «le  casani'.n  si  el  lun-  as  . 'i  .o-.'.  ...v  i.t'nn  i ó .1..1 


lámanlo  t!i;l  mismo  tns,  cu  una  cansa 
injnriiis,  p'*lal)r;is  no  fueron  iliri^íiilas 

á un  narlicular,  ^ino  á un  regidor  ó luccio- 


nariü  público,  cuando  en  la  senUticia  no  se 
delermina  fd  carác.l.er  público  d^d  ofemhdo. 

Senleiicia  15 lebrero  l-s/S.  No  procede 
Ja  admisión  ilel  rrcui.'^o  de  ciisacion  litudado 
en  h infracción  del  ari.  o 2(1  del  Cóilíg'i,  por 
haberse  perno  lo  como  roba  en  canlidu.l 
lie  |íí()  |)e.'=elíis  el  (pie  Sf  supone  no  excerltr 
de  9.6,  porq'jc  '■!  Triimnal  Supremo  tiene  que 
aceptar  ios  lt''cho.s  como  se  cnusígniin  en  la 
eiecnlnria,  iiimiándnse  á dec.larur  si  se  ha 
c.uuitiLido  o no  Ja  iidriicciou  ídeQüda. 


casación  criminal  de  iS7P,  hov  num.  \,^  del 
articulólos  de  la  Ley  de  Ei.jmciamiento  cri- 
minal, las  circunsíiini'ias  po^terinres  al  hecho 
que  impi'tan  peniirlo  so  entienden  las  que  el 
Código  .soriEila  como  casos  do  extinción  de 
penalidad  en  los  respecUvos  delitos  de  que 
Inda. 

Senfeneia  4 abril  1871,  (Falledmipnlo 
dcl  tx'Cítn  en/c  .— I hdiitím la  ocurrido  el  falle- 
címienlo  del  recurrenle  dura  ole  la  sustan- 
cincion  del  recurso  y manite.'-iiido  su,s  he- 
rederos que  no  quieren  .sí'giiirle  , sin  que 
par  parle  de.l  mili i>i crio  aiiblica  se  haya  tam- 
poco .Ltenladn,  na  puede  ser  objeto  do  de- 


Scnlcncia  15  octubre  1872.  No  puede  ; , 

fuH.tarsíí  unrtxurso  de  m.^aaion  en. /mí;er  | Sentencia  10  marzo  18/ 1.  (dd/iesíon). 
coficn  rrí'do  cil /'ííS  r.iVeua.''/uLCí£is  afíi/iuímfcs  ' — La  Licutlad  Concedida  a ios  procés  alos  qne 
üuii  las  cvií^iíinoihis  como  nrobadas  por  la  on  lian  prejiaraibi  el  recur.sa  de  aillierirse  al 

■ Linsable  que  se  p.irfa  interpuesto,  en  e.i  pitrndb  segundo  de!  ar- 


.S'íí'i,  pcrijue  e.-í  aHii.'.j.ensaiile  qilL  ^ . . i i i- 

lie  loh  íhicii.is  según  hayan  sido  cGnsignado.s  tícido  ifi,  y eu  el  párrafo  .'segundo  de]  i o es 
y csI.jukmIü.''  crbín<^  pt'+IkmIos  en  fíi  sotiiCDci'ij  | ¡ínlo  ciiGndíi  íi)Oti\os  ilu  CuSiicion  dii^fitiitos 
ío.scii:iliis  debe  aceptar  el  Trilmn  il  Suprema  ! lumen  aplicables  :1  íit  parle  dii  sciiUriCia  que 
D'ira  da  darar  si  se  Jia  cumelido  ó no  la  iu-  i se  reíiera  á elins,  No  se  eii  este  caso 


P'ir 

fracción  aiegadii, 

Sciituiicin  3L  octubre  li'73.  (/íccnnion 
/'uft./ü.Jos  tíft  el  caso  ñ."  dtí  orí.  798.)  «(‘ara 
el  efec'o  de  que  pued  i irUerju-Uicrsc  el  rccur- 
su  lie  casiicinii  jior  infracción  ik'  ley  con  ar- 
reglo id  ca-o  5.'^  del  art.  708  de  ia  de  Eu- 
]idciiuiiienl.u  crimina;,  os  de  absoluta  uece- 
sídadquese  liay.i  cotm  iido error  de  dereclm, 
ó en  lii  caliíiciiciun  de  tos  hechos  íidinítidos 
Ciinio  pi'übiulo.s  en  la  seuleDcia  lia  jo  el  con- 
ceptíi  de  ciri  tiridl'Hicias  aleriuaiite.s,  agra- 
vamos ó exiiiíeni-  .s  de  ri;spoii.sabi|idiid,  ó en 


ciKimio  los  molí  vos  alegados  por  el  recur- 
renle  son  personales,  v na¡ki  |)uede  tulluir 
su  ailir;j.don  y su  re.'^ídm  ion  f-ivu rabie  res- 
pecto al  i; lie  se  adhirió  ni  recurso,  y fiara 
qiiKUi  qce  ¡ú  lirme  la  soLilencia  por  oí  tras- 
curso de  los  ciñen  dia.s,  .‘¡iri  soliciLur  el  lesli- 
mrmiü  prnpiirulorio  del  mismo, 

V.  AmiEáiON:  I’eUjCC.ív, 

RECUflSD  SE  CASACION  POR  QUEBRAK- 
TAMdiHTO  DE  FORMA.  Según  el  ari.  8U3 
de  la  Ley  de  iíujiiiciamienio  ciurninal,  el 


liMb^signaciiiti  dei  grailo  de  la  pona  corres-  i recurso  de  casación  podrá  in'erpnncrse 
¡'■mo  par  viril]  I de  la  misma  califica-  ] por  queln’nniam ionio  do  forma  contra 

las  resoluciones  á que  so  re  lie  re  n los  ar- 
lícnb'S  57!.  579,  025  y fi’.i'?.,  qno  son: 

Denegación  de  alguna  díJigericia  de 
p rué  na,  supuesta  la  uportuna  prulcKla. 

Falla  do  cikiciun  para  et  juicio  oral  en 
el  caso  que  dice  ei  úliimo  párrafo  del  ar- 
ticulo 571). 

Ui'solucion  do  que  un  testigo  conteste 


cioii.í)  Venando  los  mulivnsde  casacinn  alo 
gaiJo.s  uo  So  liiuiian  tm  Imcho-S  de  lus  mlini- 
lidiis  c.'iiift  prohai'í-ts  eu  la  ‘’enteiicia  no  bá 
l igar.á  ].i  admi'^ií)!!  d- 1 njcur.sn, 

Sc  iieiicia  2‘)  abril  1873.  Tardo  la  ley 
de  18  d“  ]ui!Íi)  lie  1870  .■•ídire  el  l•slalllecl- 
niieiit.0  d(i  liis  ia  ci!r.s<;s  (le  cíi'Jácbui  en  los 
juicios  criinioidí'S, » bidé  Eajuiciauitcn- 
t.o,  eslablei  en  que  el  error  eii  la  caiilicacinri 


de  las  Girciitislaiic.ÚH  agravantes,  aieiimudes  i ú no  á (iregunlas  quo  (d  presidente  con- 
I uü  bxeiicioLi  de  responsabilidad,  íi  i de  re-  ^ Eiderc  capciosas,  sujcslivas  ú inipcrlincn- 


KEGÜUSÜ  POR  QUGB.  DE  FORMA. 


les,  heciia  también  la  proiexla  con  arré- 
alo a los  arts.  (i23  y Oüü  (I). 

T iinhion  pue<ltí  iiuer[)ünfírse: 


l.°  (jU.tniio  en  la  seiilencia  no  se  ex- 
preso clara  y Lerinitianlt’menie  cuáles 
pon  las  heclios  que  se  consiileren  pro- 


bailos. 

2. '^  Cuando  no  se  resuelva  en  ella  ; 
sobretodos  los  puntos  que  bayan  sido 
objeto  de  la  acusación  y de  b defensa. 

3. °  Cuando  se  pene  en  ella  un  delno 
más  grave  que  el  que  baya  sido  objeto  de 
la  acusación. 

4 Cuando  la  sentencia  liubiese  sitio  i 


dictada  por  ntenor  número  de  jueces  ó 
magisirados  f|ue  el  stM'ialado  en  el  segun- 
do párrafo  del  art.  8G. 


5.®  Cuando  hubiere  concurrido  á 
dictar  sentencia  algún  juez  ó magistrado 
cuya  recusación,  inieniada  en  tiempo  y 
forma  y fundada  en  causa  legal,  se  hu-l 
hiere  desestimado.  (Ari.  80 í.)  ; 

No  es  admisible  el  recurso  por  que-j 
briiiuainienlü  de  forma,  si  la  parte  ipie 
intontare  inter[ionerlo  no  hubiese  rccla- 
niaiU*  la  su bsa nación  de  !a  Lita  si  fuere  ' 


¡losilile,  y hecho  hi  oporluiia  prc testa: 

Ni  en  los  juicios  sobre  faltas.  (Artícu- 
los íiüü  y 800.) 


Interposición,  sustanciacion  y resolución 
do  los  recursos  por  queOrautamicato  de 
forma. 


Modo  de  ¡Hlerponerle  y término^  etc. 
Be  interpone  el  le curso  de  casación  pur 
f|urbr¡iiila miento  de  forma  ante  el  miamn 
Ti  ¡bu nal  semencia dor  diMilro  de  cinco 
dins  á contar  desde  la  última  nolilica- 
ciuri  de  la  resolución  juiiicial  que  fuese 
.'•‘U  objeto  por  medio  de  escriio  autorizado 


(i)  lín  nuestro  ciirict‘]tU>  delte  entenderse  res- 
l't  etu  de  tas  cau.'iis  on  que  se  .sigile  el  procedi- 
iiiieiiio  anterior  ú la  ley  de  iMijineianueniü  eri- 
minat,  ijiieis  procede  ti  le  el  recurso  de  casación 
por  qiicbraii  itUnienlu  de  furnia  en  tes  casos 
itnálo^’DS  que  Sun: 

1“  (Ruando  el  que  interiuistcre  el  recurso 
liayu  di’jadu  de  .'tt  citado  y emplaza  Jo  cu  cual- 
quiera di-  tii.s  in^lanctas. 

2.”  Uuatidn  las  partes  no  hayan  siilu  citadas 
para  alguna  iltli^eiicia  de  prueba. 

ií."  Cuando  no  .se  baya  recibido  la  caii.^a  :í 
pniebi  pala  !a  r.ililic.ici^m  de  los  leslijíus  del 
sumario,  sin  litdirr  n inimdado  á ella  los  inle- 
rpsadits.  (Son  k-s  tres  prhüeros  did  urt.  o.  ' de 
Ja  ley  de  1S70.) 


! 

I 


I 

I 


con  rir[na.<  de  letrado  y procurador  que 
ex  prestí: 

La  fecha  de  la  noiilicacion  de  la  sen-- 
icncia. 

La  de  la  prese rUacion  del  recurso. 

El  ariiculü  de  esta  ley  que  lo  autorice. 

La  falta  de  Turma  que  se  so  punga  co- 
metida. 

La  reclamación  practicada  para  subsa- 
narla y su  feclui,  si  la  falla  fuese  de  las 
que  exigen  este  requi.^ito. 

Cuando  el  recun  ente  sea  el  querellan- 
te particular,  di  berá  también  mauifusiar 
en  el  escriio  que,  para  el  caso  de  que  el 
Tribunal  admita  el  recur.<o,  está  dispues- 
to á presentar  ante  la  Sala  del  Ti  ih  un  al 
Supremo,  dentro  tle  Ins  lerminus  ijiie  .se 
expresarán  en  el  arl.  8i0,  el  documento 
(] lie  acredite  haber  depositado  en  el  e^- 
Uibleci.iiientü  [JÚblico  destinado  al  efte- 
lo  l.dÜÜ  pesetas  si  el  delito  fuere  públi- 
co, y üt)0  si  fuero  de  los  que  solo  puo- 
den  perseguirse  á insUuicia  de  p.irle  (1). 
(Arts.  82,  8'i(>  y 8'fc7.)  EtUiúr.dase  esto 
cuando  nu  esté  habilitado  como  pobre. 

Bol.) 

Sobre  su  ailmisioii.  La  admisión  ó 
denegación  de  admisión  du!  recurso  com- 
pete al  Tribunal  sentenciador. 

Pura  decidir  la  aiimi.-ian  ó no  admi- 
sión, no  entra  en  el  fondo  de  la  cuestión 
el  Tribunal  se  rilen  ciad  o r,  sirioi|ue  se  li- 
mita ú examinar,  sin  oír  á las  parles: 

Si  el  recurso  se  luí  interpuesto 
después  de  haberse  pruiuinciadu  seniea- 
cia  dtdiniliva. 

Si  so  ha  iulorpuesto  en  el  térmi- 
no de  la  ley. 

3. *^  Si  se  funda  en  alguna  de  las  cau- 
sas  expuestas  en  los  artículos  á que  se 
reliare  el  803,  y en  alguna  ile  las  expre- 
sa i las  en  los  801,  807  v 808. 

4, “  Si  la  falla  fue  reclamada  oportu- 
namente en  los  casos  en  que  esto  fuese 
necesario. 


fl)  .\’ü  cüiii[)rciidt‘fi  os  l;i  razón  tic  diriToncia 
iMilro  t'áic  o’curso  y t’I  df  int'r;u'cion  de  ley  ¡para 
e.xijíir  en  uno  .>/  y cu  itii'ii  nu  tbqnjsiUp  á Ui#  ¡tu- 
cesuilos  lecnrri  ules,  euandü  á lus  icu.'a>!oies  se 
Ies  t’.xige  siempre.  Lo  It'gieo  .serla  exigirle  en 
anibus  itMUir.sos  ú en  iiiiiguiiu  Cuino  bacía  la  ley 
de  18  de  junio  de  i8JU. 
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Concurr¡Bn<Jo  lodss  pstívs  ci'''cun>l3n— 
cias,  atJmilirá  el  recurso,  y remitirá  ia 
causa  ó el  rairio  de  eha  en  í|ue  se  supon“ 
ga  cometida  la  falta,  con  certificación  de 
la  sen  ten  oía,  de  los  votos  reservados,  si 
Jos  hubiere,  y de!  auto  admitiendo  el  re- 
curso, á la  Sala  segunda  del  Tribunal 
Supremo,  citando  y emplazando  á las 
parles  para  que  comparezcan  ante  ella 
dentro  de  los  quince  dias  siguientes  al 
de  la  ciucion,  ó treinta  si  la  causa  se  hu- 
bit?re  seguido  en  Canarias. 

Si  fallase  cualquiera  de  las  circuns- 
tancias referidas,  no  se  admitirá  el  re- 
curso. (A.ris.  8*18  y 8i0.) 

Dencgaf'ion:  ílf^cnrso:  Multas  á las 
partes  ij  á ios  nho^ados.  — Cuando  el  Tri- 
bunal senienciatior  denegare  la  admisión 
de!  recurso,  lo  hará  por  auto  del  que  se 
dará  copia  certificada  al  recurrente  al 
tiempo  de  hacerle  la  nolificacinn , v de 
este  modo  si  se  creyere  agraviado  podrá 
acudir  en  queja  á la  Sala  segunda  del 
Trilíunal  Supremo,  la  cual  sustanciará  y 
decidirá  este  incidente  en  la  forma  v tér- 
minos  establecidos  en  el  ari.  81o. 

Cuando  el  recurrente  fuere  defendido 
como  pobre,  y al  tiempo  de  hacérsele  la 
nouncdcion  del  auto  denegatorio  de  la 
admisión  lo  solicitare,  el  Tribunal  remi- 
tirá directamente  la  copia  certificada  que 
se  expresa  en  el  ariícuto  anterior  á la 
Sala  segunda  del  Tribunal  SupT’emo,  la 
•cual  mandará  nombrarte  abogado  y pro- 
curador <jue  puedan  interponer  el  recur- 
so de  (|ue)!i,  si  no  ios  liubiese  designado. 
(Ari.  8üO  y 851.) 

La  Sala  det  Tribunal  Supremo  confir- 
matá  ó revocará  el  auto  denegatorio,  re- 
clamando en  el  último  caso  la  causa  con 
los  nniecedenies,  como  queila  dicho  en 
el  párrafo  de  a ti  misión,  y .^in  darse  otro 
recurso  en  el  caso  i)e  confirmación.  En 
este  caso  autorizad  art.  8ó2  al  Tribunal 
Supremo,  si  resultaren  falsos  Ins  hechos 
alegados  por  fundamentus  del  recu i so, 
para  im[ioner  a!  recurrente  una  multa 
que  no  bajará  de  'á50  pesetas  ni  excede- 
rá de  1 OOÜ,  la  cual  podrá  hacerse  exten- 
siva á los  letrados  que  lo  hubieren  inter- 
puesto y sostenido,  con  aumento  de 
suspensión  en  caso  de  insolvencia. 


FORMA...  {Jurisp.  peyial). 

Claro  es  que  esta  corrección  solo  pue- 
de tener  lugar,  como  se  desprende  ilel 
artículo,  cuando  denegada  la  admisión 
por  el  Tribunal  sentenciador  interpusie- 
re recurso  de  queja  que  sea  desestimado; 
pero  debería  establecerse  la  reciproca 
para  el  Tribunal  sentenciador  cuando 
denegada  por  éste  la  admisión  revocare 
el  Tribunal  Supremo  su  auto  por  virtud 
de  la  queja,  y hubiere  lugar  á la  ca- 
sación (1). 

Las  demás  reglas  para  la  sustanciacion 
y decisión  de  estos  recursos  se  contienen 
¿n  los  arts.  853  al  Soií,  y en  otros  de 
referencia  á que  nos  remitirnos.  Veamos 
algunos  casos  de  jurisprudencia. 

I.  Cíisflctím  por  (aña  de  forma:  Ne- 
cesidad de  la  reclitmar.ion  en  tiempo  y 
forma  para  prepararla. — Se  declara  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  y se  estable- 
ce como  fundamento  «que  aunque  real- 
mente se  hubiera  cometido  la  falta,  no 
habiendo  reclamado  el  recurrente  la 
subsanacion  de  ella  en  el  tiempo  y for- 
ma prescritos  en  la  ley,  es  infundado  é 
improcedente  el  recurso  (!).  (Senten- 
cia 8 abril  1873.) 

Tí.  Omisión  de  hechos  resultajites  de 
doctmenfo  aute'nlico. — Si  esta  omisión 
es  uno  de  los  casos  de  quebrantamiento 
de  las  formas  exenciales  del  procedimien- 
to, según  el  núm.  4.'^  del  art.  5."  de  la 
Ley  de  casación  de  1870,  no  debe  en- 
tenderse que  son  documentos  auténticos 


(i)  En  un  proyecto  do  ley  sobre  recurso  de 
nulidad  en  las  causas  criminales  leído  por  el 
Sr.  Pacheco  en  las  Cortes  en  itíol,  eslahlecia  la 
facullail  de  impuníT  las  costas  á los  ma^datra- 
dos,  y ilecretar  y ijrocftiler  al  encausaiiiieiiLü  de 
los  mismos  ciiamlo  Im hiere  causa.  jN[o.sf!tros  di- 
jimos enioiiCtíS  en  nuestra  iíeaisía  de  ios  'I'ri- 
bunalcs  al  insertar  dicho  proyecio  müo  IHnl, 
página  Síít),  tjun  lanibieu  los  letrados  merecían 
su  correctivo  cuando  resultase  temeridad  6 ma- 
la fe  en  ia  interpnsiciou  de  los  recursos  ¿Por 
qué  la  Ley  de  Krijnicía miento  criminal  se 
acuerda  de  ia  corrección  de  los  aliogados  y no 
de  i a (le  Ujs  magistrados? 

(£}  Si  era  indis[)ensa]jle  hacerla  reclama- 
ción convj'nienle  con  arreglo  á la  Ley  provisio- 
nal de  i870,  arts.  5."  y 6,^,  no  lo  es  menos  hoy 
con  arreglo  al  art.  809  de  la  de  KnjuiciumieiUo 
crimina’ 
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á que  aquella  disposición  se  refiere,  ni 
las  declaraciones  indagalorias  de  los  pro- 
cesados, ni  los  diclios  de  los  testigos. 
[Sentencia  19  abril  1873.) 

IIl.  Q Hebra» tamie ufo  de  forma.. — En 
tanto  procede  la  declaración  de  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  que- 
braniamiento  de  las  formas  esenciales 
del  procedimiento,  en  cuanto  la  que  se 
cile  como  infringida  sea  de  las  que  taxa- 
tivamente deleriiiinael  ari.  5.°  de  la  Ley 
provisional  para  el  establecimiento  del 
expresado  recurso  en  ios  juicios  crimina- 
les. (Sent.  19  enero  1871.) 

RECURSO  DE  CAPACION  POR  INFRACCION 
DE  LEY  Y POR  QUEBRANTAMIENTO  DE  FOR' 
MA,  Rigen  para  este  dodle  recurso  las 
reglas  que  para  cada  uno  de  ellos,  pero 
se  interponen  ante  td  Tribunal  sentencia- 
dor dentro  del  término  de  cinco  diasque 
fija  e!  art.  tí'á  de  lo  ley,  f ululándose  f/eí- 
de  luego  el  de  (¡aebrauíamienio  de  for- 
ma^ con.  arreglo  al  arl.  847,  como  ya 
dejamos  dicho^  y anunciando  el  de  in- 
fracción de  ley.  (Arls  SüO  y SOI.) 

Las  demás  reglas  de  sustanciacion  se 
contienen  en  los  arls.  tíü2  al  87á,  á los 
cuales  nos  remitimos. 

V.  Recuuso  Dii  casación:  Rtcuuso  dk 

GASAi.lON  pon  LNFHACCION  DE  LKV:  RECUR- 
SO DE  CASACION  POR  QUERRAN TAMÍENTO  DE 
FORMA. 


3.°  Cuando  en  ellas  no  se  impongan  á 
loa  procesadas  las  penas  que  correspundan 
con  arreglo  á la  ley,  á los  delitos  y circuns- 
tancias declarados  en  el  veredicto. 

Art.  S07.  Despees  de  hnhprse  pronun- 
ciado sentencia  dfl¡"it¡va  por  el  Triboníil  del 
Jurado,  podrá  interponerse  recurso  de  casa~ 
don  par  quebraiiiatniento  de  /orina  cuando 
duran  te  lu  suslaueiacioii  de  la  causa  se  bu- 
hiese  cometido  alguna  tle  las  fallas  de  las 
que  dan  lugar  al  recurso  de  ca.'-acion  con 
arreglo  al  ari,  571  en  relación  con  el  7*23,  á 
los  025  y 032  en  relacii'n  con  el  730,  y á los 
artículos  700,  752  v 7S2. 

^ i’ 

Art.  SOS.  Poiira  íamOíen  ¿nierponerse 
el  recurso  de  casación  por  la  niisma  causa: 

1. °  Cuando  la  sentencia  ó el  veredicto 
iiayan  sido  diciados  por  meuor  i.úmero  de 
magistrados  ó de  jurados  que  el  exigido  por 
esta  ley. 

2. ^  Cuando  haya  concurrido  á dictar  la 
sentencia  ó el  veredicto  algún  magisiradoó 
jurado,  cuya  recusación  inleulaüa  en  tiempo 
y forma  se  hubiere  JesesLiniado. 

3. “  Cuando  se  pene  eu  la  sentencia  uii 
delito  más  grave  que  el  que  haya  sido  objeto 
de  la  acusación.» 

El  caso  del  núm.  l.°  del  art.  800  se 
refiere  ai  veredicto,  ó sea  á la  oaliíiC;i- 
cion  errónea  que  liaya  hecho  el  Jurado; 
ios  casos  2.^  y 3.*^  se  refieren  á la  seo- 
ten  cía  de  los  jueces  de  dert-'clio  í.os  ar- 
tículos 807  y 8lj8  son  sobre  qnebranla- 
mieiuo  de  forma  y son  bastante  espií- 
citoo. 


RECURSO  DE  CASACION  CONTRA  SEN- 
TENCIAS  DEL  TRIBUNAL  DEL  JURADO. 

(Dur  i iifi  acción  de  ley  y por  queliraiila- 
niierilo  do  forma.)  líl  procedí  mi  miento 
ó su sttiuci ación  do  estos  recursos  no  se 
diferencia  dei  de  los  demás,  según  que 
sean  [lor  infracción  de  ley  ó por  rjue- 
briintiiuiienio  de  forma;  [lero  respecto  á 
los  casos  eu  que  tiene  lugar  sou  distintas 
las  reglas,  y su  contiiíuen  en  los  arls.  8ijü 

al  SOS.  Dicen  así  estos  artículos: 

Art,  Habrá  lugar  al  recurso  de  ca- 

sación por  infracyton  de  ley  contra  las  seu- 
lüiiCKis  dtíliüiLivas  del  Trii)iiiial  del  Jurado: 

1. “  Guaudo  un  ellas  se  pune-  como  ilelito 
un  lieciio  que  no  lo  sen  jior  sn  nal ura laza. 

2. '’  CLiiiido  en  ellas  so  ab.suelva  de  un 
íleliU)  á un  jirocesado  cuya  culpabilidad  se 
haya  rieelaradú  en  el  veredicto,  6 cuando  se 
le  condene  en  el  caso  do  haberse  declarado  1 
en  el  veredicto  su  inculpabilidad. 


La  sustanciacion  de  estos  recursos  ya 
hemos  indicado  que  es  igual  á la  de  los 
demás.  Veamos  algunos  casos  de  juris- 


I.  Por  quebrantamiento  de  forma  e 
infracción  de  ley  en  causa  de  que  ha  co- 
nocido el  Tribunal  del  Jurado:  Debe  in- 
terponerse el  recurso  ante  el  'Tiibunal 
senle-nriadur.  — 'áe  átc.hio  no  haber  lugar 
á la  admisión  de  los  dos  recursos  de  ca- 
sación inierjujoslDS  jinr  quebraiUaiiiiento 
de  forma  é infracciuii  de  lev. 

y 

«Ctuisidenunlü  que  b-.s  ri  cur.'^os  pro*  que* 
braijtamioiit.0  de  fumín  deli  n ínter)  onerso 
iinte  el  Tcibunni  sentó nciador,  según  el  ar- 
tículo SiG  de  la  Ley  de  CíijNiciaiidcnlo  cri- 
minal, y conforme  id  88  de  la  misma  no  se 
cnnsigiiau  ios  iie<  bos  pruhadus,  debiendo 
atenerse  en  la  sentencia  á la  calificación 
de  los  mismos  por  el  Jurinlu  y su  vtirediclO: 
) Considerando  que  fundándose  los  recur- 
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sos  proptinstos  en  qnc  nnse  cnn.sif'nan  en  ¡a 
senimiciti  los  íjocíids  {¡ruljinjos  y no  hdbi;rse 
eslitriaiio  en  aquella  y voredíclo  las  cirruns- 
farií'ías  ¡iiucniauU’s  (!<■  [irovdcaoion  ó íimeiui- 
za,  viniiicacioii  [‘n'ixitna  de  ofensa  f?nivc  y 
obcoeacioa  y aiTelüifii,  y liabién'^ose  ínler- 
puesti'  por  qiieliraulainienl/j  ile  forma  ¡ujíe 
esta  Sala,  son  utiftrorerlfnles  p-*r  uno  y oLro 
coijceplu.j)  (Senl.  8 oclnbre  1873.) 

11.  Casos  en  (joc  tiene  htqar  el  i-ecur- 
so  coulrn  seuieuntis  del  Tribunal  del  Ju- 
rado: Verediclo. — So  declara  no  haber 
Jugar  ai  recurso  do  casación  [)Or  que- 
bratiUnnienU'  do  furnia,  ni  infracción  de 
ley,  inlerpuc.^U/ contra  sentencia  del  Tri- 
Jjunal  del  Jurado  dictada  en  Alicante, 
Los  nioiivos  alegados  (tara  interponer  el 
red n ISO,  v los  rnndanienios  de  la  deses- 
limat’inn  por  el  Tribunal  Supremo  son 
como  sigue: 

(fRc.sni'aiulo  que  elevada  la  causa  ¡í  este 
Trdiiifial  .Supremo,  ou  conformidad  á lo  dis- 
puehftticii  el  art.  SüO  do  ja  ley  t'rovísionai  de 
Eojuiciiimicnlü  crmiinal,  la  dcfcn.sa  del  reo 
ha  mlérpiii;;,lu  recurso  de  casación  pnrque- 
brani.miiento  tie  furnia  y p<ir  iiifraccion  de 
ley,  fuiiilado  el  pninrro  en  eJ  niimero  i ‘ del 
aiiículú  üü-i  de  I.J  U'V  de  Rojuieininlentii  cri 
ininal,  ntaitdo  como  infringidi)  el  art.  7f0  de 
dicha  ley,  por  cuan  tu  el  presidciile  de  la 
Sección  de  Maí'i.'.'radus  r-'-'^uinm  parcialmen- 
te la  discusión  octípándosc  casi  e.xcinsiva- 
mentó  tle  la  acusin  ion  y para  nad¿i  de  la  de- 
fensíi,  y haciendo  suyas  las  apreciaciones  de 
aquella,  Iierlio  que  viene  solcmuenie.nte  pro- 
ieslailii,  según  apa  rece  de!  acta  du  la  sesión 
del  Jurado  de  1."  Je  mayo  de  11173;  y ade- 
más, en  no  haberse  hecho  por  e!  Jurado  ia 
calilicacu^.n  de  si  el  procesado  era  autor, 
cómplice  ó cnc'ibridor  del  delilu;  y fundando 
el  de  infriicf'ioii  de  ley  en  eí  núm.'o.*  del  ar- 
líciiJo  4.*^  (le  la  provi-iona!  de  18  de  junio 
de  1870,  í).^  lie!  art.  7!)'{  v 3 del  80íj  de  la 
Ley  de  Ei  j'iiciamientu  criminal, citando  la  in- 
fracción de  las  circuíislancias  10,  15  y 20 
del  art.  lOdel  Cdditm  penal,  por  cuanto  se  ha 
irecia.lu  indebidamiüile  la  concurrencia  en 
iiecijo  de  tales  circunstancias: 

. Rcsiil lando  que  se  ha  dado  al  recurso  la 
sustanciaeion  rltd  derecho; 

Visto,  siendo  Pímetile  el  magistrado D.  An- 
tonio Valdé.s: 

Considera  rulo  que  en  los  fallos  do  las  cau- 
sas en  que  linya  conocido  ei  Jurado  dehen 
atenerse  los  tiingisirados  :1  ¡as  resoluciones 
de  ios  verodiclus  imponiendo  á los  procesa- 

f d_i  _ -1^.  '^1 

5 O los  delito.? 


a 

e 


de  que  se  los  hubiere  declarado  cuipnbles, 
cu  coiiforMiidiid  á los  art.-;.  HS  y ()(}o  dji 
Ley  de  Enjuiciamientu  criminal: 

Cunsider.uidij  t¡ue  contra  la  sentencia  del 
Tribunal  del  Jurado  sobr  pueilen  (t-rer  tugar 
los  recurso.?  de  casricion  pnr  infracción  lie 
ley  Y quebraulafniiMilo  de  forma  on  ios  ca- 
sos tax  divaineide  tniircuiios  en  los  íirls,  S06, 

807  y de  la  ley  diada: 

Coiisid'^nitJiiu  que  sobre  io.s  hccho.s  dei 
lundatiiento  dd  recurso  por  quebriHiLamien. 
to  de  forma,  de  (imisiones  al  reasumir  e! 
presidoiile  Iü'í  pruebas,  iulVirme  líel  iiiin¡.s[e- 
rio  Ji.se  li  y difitusor  del  |>nicesíido,  y hi  de- 
claraciiui  <le  aulur,  cómplice  ó cn(’uhrii|()r  en 
la  sentencia,  no  hay  demos! nicimi  alguna 
re.speclo  de  !a  priiiura,  y cu  la  liipótesis  de 
que  la  hubiese,  iiu  os  de  las  faltas  compren- 
didas en  los  arl.^  ^07  y los  de  referencia  en 
en  el  mismo  y }>08  ya  díado.s;  y en  cuanto  á 
la  .segunda  no  existe,  porque  e.'-tá  limitado  el 
veredicto  por  ia  ley  ú l.t  declaración  de  cul- 
pabilidad ó inciiipahilitlad  de  los  procesados, 
y á este  debe  arreglarse  la  íaMiU-ncia; 

Considerando,  rospeclo  al  de  irifraccion  do 
ley,  que  deliiendo  r,Lener.se,  ei  'rriimnaí  del 
Jurado  cu  su  svntencia  á las  re.-olucionc.s  ilel 
veredicto,  V habiéndose  dexl  nido  en  el  mi.s- 
mo  que  han  concurritio  en  la  ej'HUicion  dei 
delito  las  drcunslanciiis  agravinites,  (¡ueeii 
una  y otro  se  expre-san,  no  hay  falia  que 
motive  dicho  recurso: 

CoiisideraniiO  que  tratándose  de  sentencia 
<lel  Jurado,  lio  autorizan  el  recurso  el  error 
que  se  .sufutue  comprendido  en  el  tmiue- 
ro  i>.°ílei  art.  4."  de  la  ley  de  lií  de  junio  de 
187th  por  no  ser  aplicalile  cu  e.'ilos  cü.sos,  ni 
el  5.^  de!  70  de  la  antes  rilada  de  Knjuicia- 
niieiilii  criminal,  por  corresponder  su  «lispo- 
sicioii  á las  del  Tribunal  de  derecho: 

Considerando  que  biibiériilose  impuesto  en 
la  senteiicia  la  pena  al  procesado  con  arreglo 
a la  ley,  el  delito  y circuntancias  declarados 
en  e!  veredicto,  está  con  forme  á lo  que  se 
dispone  en  el  párrafo  tercero  fiel  art.  8U6  do 
ia  ley  referida,  que  se  ha  citado  tamliieu  fia- 
ra fundamento  de!  recurso,  y es  jmr  lo  lauto 
ímprocerlenle: 

Considerando,  por  lo  expuc.'íto,  que  ios 
motivos  alegados  no  se  lialiau  comprendidos 
en  los  arts.  -soq,  Bü7  y 80S  de  la  ley  dicfia,  y 
por  cnnsicnietUtí  no  es  [ircrcedenle  el  re.cursu: 

Fallamos  que  debemos  (h*rliirar  y declara- 
mos iio  liaher  lugar  al  recrir.io  de  ca.sacioit 
por  <]uehni[iL;uiiiput(i  dc  forma  ni  infracción 
de  ley,  interfiuesto  contra  la  sentencia  del 
Triltnnal  del  Jurado  dictada  en  Alicante,  y 
condena mo.s  en  costas  al  recurrente  Antonio 
Soler  y Rerbegal;  y pasen  les  autos  a!  fiscal 
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«Cnnsiiícraniirt  que  para  que  pror^da  |a 
admisión  df^l  rtCur.'O  (‘«'iif.rn  Inh  semencias 
<lpíinih‘vns  fi«l  Triótinal  drl  Jurado,  las  in- 
fracciones de  !fv  que  se  alefjtien  lian  de 
comprenderse  enlre  las  qn»*  desÍLVia  el  ar- 
tículo 8ü(j  de  lu  Ley  de  Eojuidaiuieídi)  crí- 
iiiiiial; 

Considerando  que  el  (aso  i “ riel  relerido 
arlículü,  invocad'»  á nomiire  d»‘l  [‘rocesado, 
se  reitere  lí  cuandit  se  pene  un  d-hl.»  (jue  no 
lo  sea  por  su  natura!*  za,  y atendida  l,i  lie- 
claracion  íjeclia  en  ol  vereiiiclo  dej  Jurado 
el  ¡lecliü  que  did  niár^eu  á este  procedi- 
initíiito,  no  sdlo  se  declaró  que  coii>tiiuia  el 
delito  de  liotnicidio,  sino  adeiníis  que  cti  su 

, . • I • . - I I i ej**ciicíoii  resiji'Clo  al  piui'fcsado  no  conrnr- 

ber  tenido  jn  encinn  i o cansar  un  mal  j.,.,,,  las  circunstancias  exiuienlcs  de  respon- 
de tanta  jsra vedad  y la  de  haher  obrado  ¡ salnlidad; 

por  estímulos  que  necesariamente  le  pro-  Considerando,  por  tanto,  (jue  es  infundada 
duj*'rtin  arrebato  y obcecación;  y rnerainenle  pratuita  ía  alegación  qm*  se 

En  vista  de  ilirlio  veredicto  losmagis-  ; fiace  al  preponer  el  recursttj),  iScnt.  10  le- 
trados jueces  de  Jerecbo,  conforme  á los  t»***-'*^®  1874.) 

artículos  del  Cediao  penal  11,  13,  isj  REHABlLITflClOK.— V.  iMiAmt.iTACinN. 
28,  40,  50,  5Í,  02,  ti4,  07,  121,  123,  ; RELEGACION,  Esta  pena  es  ó perpélua 
y 124,  asi  como  el  82  y el  419  del  Códi-  ’ ó temporal.  La  lempor:.!  dura  desde  doro 

’ afius  y un  dia  á veinte  añus;  se  sufre  en 
Ultramar  como  dt'jamos  indicado  en 
Confín amik.v  10,  v llt'va  cunsisío  la  inha- 

* fc-  n 

bilitaciori  jierpótua  absuiiiia,ó  la  tempo- 


para  los  ef'Ctus  det  nrL  do  i Voy  antes 
reforidn.»  (SeiU.  ‘iñ  octubre  IS7:>  j 

11 1.  No  p vorede  ! n o ti  m i a i o w , nos  i en- 
do en  los  r,us<is  limltiidii'S  del  art.  8fK)  de 
la  ley. — 1‘rucesíido  Pablo  Alvarez  Alon- 
so por  homicidio,  ú instruidas  las  dili- 
gencias sumarias  por  el  juez  de  Yaliadn- 
lid.  el  Jura  lio  en  su  veredicto  ilecdaró: 

7 

1.^^  Que  el  pablo  es  el  autor  del  delilu  de 
homicidio  cometido  en  la  persona  de 
Félix  Carnazón:  2.*^  Que  en  este  iiecho 
no  liabian  concurrido  las  cireunstíifH’ías 
eximentes  de  responsabiliilíjii:  Que 

Iialiia  concurrido  la  alimuanie  de  no  ba- 


go penal,  y considerando  que  las  dos  ' 
circiin>iaric¡¡ts  e^lilnada.‘í  en  el  veredicto 
eran  muy  calibeadas,  fallaron  que  debía n 
condenar  y condenaban  á Pal» lo  Alvarez 
A'onso,  alias  Cañero,  en  la  pena  de  nue-  ¡ (Art  25,  29,  56, 

ve  años  de  prisión  mayor,  accesorias  60,^89,  í)0,  9í,  97  y i II  ) 


correspondiente?,  500  pesetas  de  indern- 
nizacion  á lus  herederos  del  difunto  y 
las  costas. 

Preparado  competentemente  y pro- 
puesto el  recurso  de  casación  fundado 
en  el  párrafo  del  art.  805  de  la  ley 
V citando  como  infringlilo  el  caso  4.^ 

4< 

art,  8.°  del  Código,  pu«’sio  que  en  el  he- 
cho concoman  todas  las  circunstancias 
que  por  el  mismo  se  exigen  para  esti- 
marle exento  de  responsabilidad,  se  de- 
clara no  haber  lugar  á la  admisión; 


Se  señala  la  pena  do  relegación  pa- 
ra los  delitos  á (jue  se  relieren  los  ar- 
tículos 155,  167,  170,  173  y 17^,  y se 
impone  además  fraccionada  en  la  forma 
siguiente; 

/Ít/í’iyacion  temporal  en  su  grado  máximO) 
en  el  ¡irt.  170  y 173  en  n liicinn  cun  el  úl* 
timo  párrafo  del  172  y 175. 

Gruilo  máximo  de  la  relegación  temporal 
m su  grado  máximo,  i-n  el  170  en  rela- 
ción con  ei  172  y 17C. 
ndegacron  temporal  en  .<!u  jgirarfo  máximo 
á relegación  perpélua,  en  el  art.  155. 


TABLA  SITTÓTTICA  do  la  duración  do  la  pena  de  relegación  en  sus 

diferentes  combinaciones,  y de  su  división  en  grados. 


- — — — 

PENAS. 

T.KMí’U 
(pU'  rom[]íri^n'io 
itiilu  la  pena. 

qiiñ  roniprPBítfl 
graJü  Giíriuno» 

TlFJll’O 
que  (Miii|»r>'í»(1íi 
ol  grado  m<*tiio 

TI  KM  i ‘O  1 

rin'.  i;oiii[iron(Í<i 

L!t  grauo  máximo 

1 

Ibc  12  años  y 

ííeicoüfíon  lemporal un  dia  á 20( 

1 lino.*»,  I 

fDe  12  años  y 

1 un  dia  á 14 
años  V 8 me- 
ses. ; 

De  i 1 año.s  8' 
' meses  y iii>| 
dia  A i 7 nñosj 
y 4 Ineses.  ' 

* 

De  17  años  -L 
meses  y mi 
dia  á 20  años. 
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PENAS, 


TiElirO 

qau  cumprt'nd® 
toJa  la  pena. 


TIESH’O 
qun  compri'R'iO 


TlfíHrO 


TIEMPO 


(-[iifi  comi'rí'ntlc  : qu.i  romproiKio 


ui  grajo  njküiino.  el  praJo  medio.! el  grado  niáximo. 


I 


De  17  anos  i 

.Da  17  años  41  mese.s  y un 
Relegncion  temporal  en  sul  y ufJ  d ¡a  ú 18  año.'' 

grado  máximo  ] ¡joO  anos.)  2 meses  y 2íi 

dia.s. 


I>3  18  años  2 
meses  y 2 1 


De  1 9 años  un 


(lías  .1 19 años ^ n.p.sy  II  días 


un  mes  y 10 
íltas 


fi  20  años. 


/De  19  años  iin: De  19  anos  4. 


Grado  máximo  de  la  reíei/a-jDe  19  anos  un)  mesy  ludías 


don  íe/ii/)oraí  en  su  grado 
nmximo 


mes  y 1 1 dias  á 19  años  4 
á 20  años.  / meses  y 25 

‘ dias. 


meses  y 2(i|De  19  años  8 
dios  ti  19  añusj  me.'íes  y 14 
8 meses  y 13  citas  ;í20áños. 


n iLT 


'De  17  años  4Kjg  ,« 

Relegadon  temporal  en  sul  mese-s  y uní  ,^gggg  y JR  e ) e gacion 

grado  máximo  a relegacionl  d'ajl  rejega- j ,]m  á 18  años( 

perpélua 


i 


CiOQ  perpe-i  ^ meses. 
Ina.  ' ■’ 


diaá2Cafio.s/ 


Nos  remitimos  en  cuanto  á los  moti- 
vos de  la  división  de  esta  pena  en  sus 
diferenies  comhinaciones  á lo  que  =deja- 
nios  diclio  en  las  notas  á las  Tablas  si- 
nópticas de  Cadena,  ImiahiutaciOiN,  Re- 
clusicin,  P 11  ESI  dio,  ele.— V.  Pena. 

RELIGION. ”V.  LiiiEexAD  de  cultos. 

REPRENSION.  Ca  reprensión  cuando 
es  pública  es  pena  correccional,  y el  con- 
denado á cdla  según  el  art  117  del  Có- 
digo, la  recibirá  personalmente  en  au- 
diencia del  Tribunal  á puerta  abierta. 
La  reprensión  privada,  tiene  el  carácter 
de  pena  leve  y se  veriíica  á pre.sencia  del 
secrelaiiu  y á puerta  cerrada.  Los  ar- 
tículos 9ál  y 92*2  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  nos  dicen  la  manera 
de  ejpciiliirse  la  pona  de  reprensión  que 
es  indiv¡>ible. 

R£SiSTE.;CIA  A LA  FÜERIA  PÚBLh 

CA.  V.  Insulto  k caNTtNt.f.A,  donde  nos 
liacernos  cargo  de  una  resolución  sobro 
pennlidiij  aplicable.  Ver  también  Com- 
petencia. 

RESISTENCIA  ALA  AUTORIDAD.  Casti- 
gase esití  didim  en  el  cap.  IV,  tít.  Ill  del 
libro  il  del  Código,  ó sea  en  los  artícu- 
los 2Ü3  al  270.  V.  Atentado:  Descbs- 
Di ENCIA.  Si  la  resistencia  es  por  funcio- 
nario p indico  se  pena  en  e)  cap.  V del 
títiiiü  Vil,  solire  ¡o  cual  véase  Desomc- 
niEM  iA  y De.nec.acion  de  auxilio, 

Hó  aquí  otro  caso  de  jurisprudencia 
en  que  se  determina  la  necesidad  de 


obedecer  los  mandatos  de  la  autoridad. 

I.  iS’í?  debe  obediencia  á las  órdenes 
de  U fliiforíV/ití/,  .vívi  perjuirio  de  recla^ 
fíinr:  Cuestión  sobre  si  un  caso  de  i’esí's- 
iencia  es  6 no  grave... — El  lieclio  de 
oponerse  de  una  manera  pasiva  ó ser  re- 
conocido por  los  agen  les  de  ordoii  pú- 
blico y á ser  conducido  ante  esta  , aun- 
que en  el  reconocimiento  re.suliase  llevar 
el  detenido  un  [luñai  de  que  no  hizo  ni 
intentó  hacer  uso,  no  puede  calificarse 
de  resistencia  grave,  siendo  por  lo  tanto 
indudable  que  eslu  bocho  está  compren- 
dido en  la  disposición  del  art.  205  deí 
Código  penal,  y no  en  la  de!  2()3  y sfEt. 
Y como  la  Audiencia  consideró  el  caso 
comprendido  en  estos  últimos,  so  declara 
haber  lugar  al  recurso  do  casación  por 
infracción  de  los  mismos,  y del  2üo  con 
el  error  de  dereclio  á que  se  refieren  los 
cosos  3.°  y /í.“  del  art.  4.“  ile  la  Ley  de 
casación  criminal.  (Sentencia  10  ma- 
yo 1873  ) 

Otro  de  los  motivos  riel  recurso  alega- 
do por  el  recurrente  era  la  infracción  de 
los  arts.  l.“  _y  22  del  Código  penal  y '2.*^ 
y 3.”  de  la  tÁ;nsiiltJcion,  porque  el  he- 
cho de  resistirse  un  ciudadano  á ser  re- 
gistrado no  constituye  delito,  no  me- 
diando providencia  de  juez  competente, 
cuando  no  estaban  en  suspenso  las  ga- 
rantías consiíiucioiiídes;  pero  este  moti- 
vo no  se  Considera  bastante; 

«CoDsideniüdo  que  existiera  ó no  algún 
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motivo...  para  niamiar  registrar  y coQilucir  I 
deleniilo  á íiiclio  procesado,  debió  este  en 
todo  caso  haber  respetado  y obedecido  des- 
de luego  el  niaridólo  de  aquel  funcionario... 
sin  fierjuicio  de  denunciar  ó reclamar  ense- 
guida contra  cualquiera  exceso  ó abuso  que 
en  ofensa  de  su  persona  ó derechos  Iiubiera  ' 
podidi)  coitipierst'  por  los  referidos  agentes.)) 
(Sentencia  citada.) 

^V.  ArKNíAnos:  Compktencia:  Dene- 
gación DE  auxilio:  Desobediencia. 

REUNIONES  Y ASOCIACIONES  ILECALES. 

El  arl.  iSy  tlel  Código  deline  lo  que  son 

reuniones  ó manireslaciones  paciheas, 
que  se  penan  según  los  casos  en  los  ar- 
tículos siguientes  basta  al  1117.  El  artícu- 
lo 198  detine  las  asociaciones  ilícitas,  que 
penan  los  arts.  199  al  20“2.  Las  reunio- 
nes celc'liradas  sin  obtener  la  debida  li- 
cencia ó traspasando  los  límites  de  la 
concedida  se  penan  por  el  art.  o97  como 
faltas.  Las  reuniones  ó manifestaciones 
al  aire  libre  en  los  alrededores  del  Pala- 
cio de  los  Cuerpos  Coleuisladores,  se  pe- 
nan en  ios  arts.  I(i8  y 1G9.  Hó  aquí  uu 
caso  de  jurisprudencia: 

No  es  reunión  pública  la  celebrada  en- 
tre varias  personas  con  objeto  de  formar 
HHíi  sociedad  cooperativa , [Arts.  17,  l8 
Y 22  de  la  Cnnst Unción  y lüü  y 199  del 
Códiyo  penal.) — Formóse  causa  en  Vi- 
ilanuBva  y Gellrú  contra  Joaquín  Cató, 
como  fiindíulor  de  una  asociación  esta- 
blecida sin  ios  requisitos  prescritos  en  el 
caso  2.“  del  art  199  dei  Código  penal. 
El  procesado  dijo  en  su  descargo  que  la 
asociación  tenia  por  objeto  el  socorro 
mutuo  de  los  asociados,  mediante  el  pa- 
go de  un  real  mensual,  y que  como  no 
se  habia  celebrado  más  que  una  sola  re- 
unión y no  estaba  aun  constituida  la  so- 
ciedad, no  se  babia  aun  dado  conoci- 
miento á la  autoridad  local  de  su  objeto 
y estatuios,  y que  si  recaudó  alguna  su- 
ma fue  porque  la  entregaron  volunlaria- 
nienle  los  socios.  Sustanciada  la  causa 
se  dictó  sentencia  declarando  que  los 
hechos  prubiidüs  constituían  el  delito  de 
reuniüii  ilegal,  por  no  haberse  puesto  en 
conocimiento  do  la  autoridad  con  2 i ho- 
ras de  anticipación,  y se  condenó  á Cala 
en  dos  meses  y un  dia  de  arresto  mayor, 
Diulta  (Ic  125  pesetas  y en  las  costas. 

Jbk.  1‘en. 


Contra  este  fallo  interpuso  Cata  recurso 
de  casación,  (¡ue  es  estimado  en  los  tér- 
minos siguientes: 

«Gon-siderando  que,segiin  ios  artícnlos  17 
y IS  de  la  Conslilucion,  ci lados  como  funda- 
mentn  de!  recurso,  nitigun  español  podrá  ser 
privado  del  derecho  de  reunirse  pacílica- 
nieule  y de  a.sociaise  para  lodos  los  (ines  de 
la  vida  luiinana  que  no  .sean  contrarios  á la 
moral,  esliinilo  sujela  Inda  reunión  pública  á 
la.s  ilisposicioues  faenen) les  de  policía: 

Coüí'ideraíido  qiuí  por  lo.s  heclios  consig- 
nados  en  la  sentencia  Joaquín  Gala  se  reunió 
pacIlicamenLe  ron  olro-s  para  crear  una  aso- 
ciación coopera  1 iva,  .sin  íine  en  mida  fuese 
contrario  á la  inonil  púlilica;  y que  bajo  este 
concepto  usó  do  su  *lereclio,  sin  (jnc  la  Gons- 
Lilucion  prevenga  para  las  reun.oties  priva- 
das de  esta  clase  disposición  alguna  de  po- 
licía que  exige  para  las  reuniones  públicas: 

Considerando  que  el  arl.  190  dei  Código 
penal,  que  se  aplica  en  la  sentencia  y se  in- 
voca como  infringido  en  el  recurso,  no  so 
opnne  á los  arlícuíos anieriormetile  expresa- 
dos. sino  que  es  preciso  explicarle  por  ellos 
y por  el  22  de  la  Comstilncíon,  que  manda 
iio  se  estíibk'/xa  ni  jior  las  lejes  ni  por  las 
aulornliiiles  disposición  alguna  preven! iva 
que  se  reíiera  alcicrcicio  de  tales  derechos, 
y que  además  la  cansa  principió  y se  sustan- 
ció como  si  (d  hecho  estuviese  incluido  en  el 
caso  *2.“  del  art,  199,  que  se  apreció  después 
no  serle  aplicable: 

Considerando,  eo  su  virliid,  que  los  iie- 
cltos  admitidos  como  prolKido.s  y en  la  forma 
que  se  rtdieren  en  la  senlencia  se  han  califi- 
cado como  delilo,  no  sióndoio  por  .su  propia 
nalundeza,  inlnécmn  de  ley  señalada  en  el 
caso  1.*’  del  art.  í.**  de  la  de  casación  que  se 
ha  cilado  por  el  rccurrcnle; 

Fallarnos  que  debemos  itecliirary  declara- 
mos liaber  lugar  ai  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Jnaqtdn  Caté  y Serra.  (Sen- 
tencia iOiiiai'zo  1S73.) 

Ténganse  presemos,  sobre  reuniones 
públicas,  el  d(íi*reio-ley  de  1.*'*  de  no- 
viembre de  1 8(i8  sancionando  el  derecho 
de  reunión  pacífica,  la  R.  O.  de  14  de  ju- 
nio de  1871  resolviendo  que  es  el  alcal- 
de !a  autoridad  á quien  debe  darse  co- 
nocimiento de  l.is  que  se  celebren  y U 
justa  probibieion  impuesta  á los  jueces  y 
magistrados  de  tomar  parle  en  ellas,  qu® 
se  conti*>nQ  en  el  art.  7.®  de  la  ley  orgá- 
nica de  Trifuiniiles. 

ROBO-  Entre  los  delitos  contra  la  pro- 
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piedad  de  que  traía  e!  lít.  XIII  del  li- 
bro II  del  Código,  íiguraii  en  primer  tór- 
mino  los  robos  yen'segundo  los  hurtos. 
De  estos  hemos  iratado  ya  en  su  respec- 
tivo lugar,  indicando  las  diferencias  que 
existen  entre  el  robo  y el  hurlo;  y résta- 
nos conocer  las  disposiciones  del  Código 
sobre  robos,  y la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  e!  Tribunal  Supremo. 

El  cap.  de  dicho  til.  XI 11  com- 
prende los  art.  Sio  ai  ,">59,  y son  acaso 
ios  que  mas  com[)Í¡i:aPÍones  y dificulta-  i 
des  ofrecen  en  su  aplicación,  por  la  pe- 
nalidad fraccionada  y subfraccionada 
qyie  se  emplea  y por  las  referencias  ge- 
nerales con  agravación  ó atenuación  de 
grado  de  pena  ó con  ascenso  ó descenso 
á otra  en  la  escala  correspondiente,  que 
vienen  á producir  una  gran  confusión,  Ja 
cual  crece  por  ser  uno  de  jos  delitos  que 
más  guarismos  dan  en  nuestra  estadísti- 
ca criminal. 

Vamos,  pues,  á insertar  textualmente 
todo  el  capítulo  citado,  con  las  corveccio- 
7ies  hechas  por  el  decreto  de  1.”  de  enero 
de  ltí71,  para  facilitar  su  estudio  y apli' 
cacioD. 


Título  XIII  de  los  delitos  contra  la  propia- 
dad— Cap.  L -De  los  robos. 

Art.  yj5.  Son  reos  del  del/lo  de  robo  los 
que,  con  ánimo  de  tucr:ir.se,  se  apoderan  de 
las  cosas  i)]ucbie.s  ó ajenas,  con  violencia  ó 
ÍDlimidacion  en  las  personas,  ó empleando 
fuerza  en  las  cosas. 

Xrt.  _B16.  E!  ciilpahie  de  robo  con  vio- 
lencia ó iiitiinidacion  en  las  personas  será 
castigarlo: 

í.“  Con  la  pena  de  cadena  perpetuad 
muerte^  cuando  con  nirdivo  ó con  ocasión 
del  robo  resultare  lioniicidio  (1). 

2.®  Con  la  pena  de  cadena  temporal  en 
su  yvado  medio  o.  cadena  pcrpélua , cuando 
el  robo  fuere  aconi panado  ue  vj(j)iicion  ó mu- 
tilación causada  de  propósito,  ó con  su  moti- 
vo u ocasión  se  cau.sare  alguna  de  las  lesio- 
nes penadas  en  el  núiri.  t.^del  art.  43i  ó el  i 

robado  fuere  detenido  bajo  rescate  ó por  más 
de  un  dia  (2). 


(1)  Penas  del  art.  510.— Ver  la  escala  i 
^ero  7,  pero  lénffüse  muy  presente  fiue  !a  li 
taliva  y el  delito  fru-sirado  dcl  dolilo  á oue 
refiere  este  núm.  l.“  del  artículo  510,  se  ner 
especialmenio  por  el  519.  (Escala  núni.  13.) 

ÍS.  V parase  di  vis 
en  grados  véase  la  labia  sinói,ii¿a  de  Cade»* 


3. ®  Con  la  pena  de  cadena  temporal 
cuando  con  el  mismo  motivo  ú ocasión  se 
causare  alguna  de  las  lesiones  penadas  en  el 
número  2?  del  artículo  menoionailo  en  el 
número  anterior  (3). 

4. "  Con  la  pena  do  presidio  mayor  en  su 
grado  medio  á cadena  temporal  en  su  gra- 
do mtntmo,  cuando  la  violencia  ó intimida- 
ción que  hubiere  concurrido  en  el  rabo  Im. 
hiere  tenido  una  gravedad  tnaniíiestainente 
innecesaria  para  su  ejecución,  ó cuando  en 
la  perpetración  del  delito  se  imbieren  por  Jos 
delincuenles  inferídri  Ú personas,  no  respon- 
sables del  mismo,  lesiones  comprendidas  en 
Jos  núms.  3.®  y 4.°  del  citado  art.  431  (4), 

5. °  Con  In  pena  de  presidio  correccional 
á presidio  mayor  en  su  grado  medio  en  los 
demás  casos  (5). 

Art.  517.  Si  los  delitos  de  que  tratan  los 
números  3.®,  4.*  y 5.®  del  artículo  anterior 
hubieren  .=ido  ejecutados  en  despoblado  y en 
cuadrilla,  se  impondrá  á los  culpables  la  pe- 
na en  el  grado  md.ri'mo. 

Al  jefe  de  la  cuadrilla,  si  estuviere  total 
ó parcialmente  armada,  se  impondrá,  en 
los  mismos  casos,  la  pena  superior  inme- 
diata {6). 

Art.  518.  Hay  cuadrilla,  cuando  concur- 
ren á UD  robo  mas  de  tres  inalljeciiores  ar- 
mados. 

Los  ínalhechore.s  presentes  á la  ejecución 


(3)  Ver  )a  escala  núm.  y las  labias  si- 
nópticas de  CAniSNA  y PnEsmio,  sojíun  Jos  casos. 

(4)  Ver  la  escala  núm.  18  y la  labia  sinóp- 
tica de  Cadena. 

(5)  Decía  prisión  antes  de  la  corrección  he- 
día por  decreto  de  d."  de  enero  de  1871.  Ver  la 
escala  núm.  28  y !a  tabla  sinóptica  de  PnEsimo 
COntlECCIONAL. 

(6)  Penas  del  art.  517. — Las  penas  de  este 
artículo  son  nada  inénos  que  seis,  tres  del  pár- 
rafo primero,  á saber: 

Orado  máximo  de  cadena  temporal.  (Escala 
núm.  50.) 

G7'atlf>  tijóxiMio  del  presidio  mayor  en  su  gra- 
do medio  á cadena  temporal  en  su  grado  mí- 
nimo. (Escala  núm.  33.) 

Orado  máximo  del  presidio  correccional  á 

presidio  mayor  en  su  grado  medio  (Escala  nú- 
mero 34.) 

Y otras  tres  del  párrafo  segundo  para  el  jefe 
de  la  cuadrilla,  que  son  la  superior  inmediata 
de  los  núnis  ,3.",  4.”  y 5."  del  art.  S16,  á saber: 

En  el  caso  dcl  núm,  3."  la  .superior  es.'  Cadena 
perpelua.  (Escala  núm,  1.") 

En  el  caso  del  núm,  4/'  la  superior  es:  Ca^ 
ina  temporal  tn  su  grado  7nedio  á cadejio  wer- 
peiua.  (Escala  ti úrn.  18  ) 

En  el  caso  del  núm.  o.**  la  superior  es:  Pre^ 
SI  w mayor  e»  sm  grado  ^náximo  á cadena 
temporal  en  su  grado  medio.  (Escala  núm.  13.) 
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de  un  robo  en  despoblado  y en  cuadrilla^ 
serán  casligailos  como  autores  de  cualqoíe- 
ra  de  los  mentados  coinclidos  por  ella,  si  no 
constare  que  procuraron  impedirlos. 

Se  presume  haber  estado  presente  á los 
atentados  cuinelidos  ñor  una  cundrílta , el 
mallieclior  que  anda  liabilualmente  en  ella, 
salvo  la  prueba  en  conirario. 

Art.  519.  La  ten  tal  i va  y el  delito  frus- 
trado de  robo,  coinelidus  con  el  delito  men- 
cionado en  el  nútn.  I.®  del  art.  516,  serán 
ca.stí^ndo.';  con  lu  pena  de  cadena  temporal 
en  su  grado  7ndjr¿r/»o  á cadena  perpétuay  á 
no  ser  que  el  liomicídií'  cometido  Ja  mere- 
ciere mayor  según  las  disposiciones  de  este 
Código, 

Art.  5*20.  L1  que  para  defraudar  á otro 
le  obligare  con  violencia  ó intimidación  á 
suscribir,  otorgar  ó entregar  una  escritura 
pública  ó ducu mentó,  será  castigado  como 
culpable  «le  robo  con  la.s  penas  respectiva- 
mente señaladas  en  este  capítulo. 

Art.  5*2 j.  Los  que  con  armas  robaren 
en  casa  habitada  ó edilicio  público,  ó desti- 
nado al  culto  religioso,  serán  castigados  con 
la  pona  de  pre&Ulto  mayor  en  su  grado  me- 
dio á cadena  temporal  en  su  grado  rní»¿mo, 
sí  el  valor  de  los  efeclus  rolm  los  excediere 
de  500  pesetas,  y se  introdujeren  los  mal- 
bechores  en  la  casa  ó edilicio  tlonde  el  robo 
tuviere  lugar  ó en  cualquiera  desús  depen- 
dencias, por  uno  de  los  medios  stguíeoles; 

1. ®  Por  escalamiento. 

2. ®  Por  rompimiento  de  pared,  tedio  6 
suelo  ó fracliira  de  puerta  ó ventana. 

3. *^  Haciendo  uso  de  llaves  falsas,  gan- 
zúas ú otros  itistruiiitííilos  semejantes. 

4. “  Con  I Factura  de  puertas,  armarios, 
arcas  ú otra  clase  de  miieblus  ú objetos  cer- 
rados ó sellatlos,  ó su  sustracción  para  ser 
fracturados  ó violentados  luera  del  tugar  del 
robo. 

5. *  Con  nombre  supuesto  ó simulación 
de  autoridad  (7). 

Cuando  los  mnlliechores  no  llevaren  ar- 
mas y d valor  de  lo  robado  excediere  de  500 
pesetas,  se  impondrá  la  pena  inmediata- 
mente inferior  (8). 

La  iiiisuia  regla  se  tdiservará  cuando  los 


(7)  Penas  dei orí.  .521.  — L.a  pena  de  presidio 
mayor  en  su  grado  medio  d cadena  temporal 
tn  el  vininto  quo  señala  este  primer  párrafo 
del  art.  21  est.í  en  la  oséala  mi  ni,  18, 

(8)  La  pena  lie  este  párrafo  scfiundo  y del 
tercero  es:  Presidio  correccional  en  su  grado 
medio  d presidio  mayor  en  el  mínimo.  (lisca- 
•a  nüm.  18.) 


inilhecliores  llevaren  armas,  pero  el  valor 
de  lo  robado  no  excediere  de  500  pesetas. 

Cuando  no  llevaren  armas  ni  el  valor  de 
lo  robado  excediere  de  500  péselas,  se  im- 
pondrá á los  culpables  la  pena  señalada  en 
os  dos  párrafos  anteriores  c»  su  grado  mí- 
nimo (9). 

Arl.  52*2.  Cuando  los  delitos  de  que  se 
habla  en  el  artículo  anterior  hubieren  sido 
ejecutados  en  despnlvlado  y en  cundrüla,  ó 
los  efectos  robados  fuesen  cosas  destinadas 
a!  culto  religioso,  se  impondrá  á los  culpa- 
bles la  pena  en  el  grado  máximo  (10). 

Art.  523.  Se  considerará  casa  habitada j 
lodo  albergue  que  constituyere  la  morada 
de  una  ó mas  personas,  aunque  se  encon- 
traren accidentalmente  ausentes  de  ella, 
cuando  el  robo  tuviere  lugar. 

Se  considerarán  dependencias  de  casa  ha- 
bitada 6 de  edificio  público  ó destinado  al 
cultOj  .sus  patios,  corrales,  bodegas,  grane- 
ros, pajares,  cocheras,  cuadra.s  y demás  de- 
partamentos ó sitios  cercados  y contiguos  al 
ediíicio  y en  comunicación  interior  con  ej 
mismo  y con  el  cual  formen  un  solo  lodo. 


(9)  La  pena  de  este  párrafo  cuarto  es:  Cro- 
do  rnirituio  del  presidio  correccional  en  su 
grado  medio  ájjrtístíiio  mayor  en  el  mínimo. 
(Es  el  presidio  corrcccíoiiut  en  su  grado  medio.) 
(Escala  núm.  30). 

La  redacciuii  de  los  núineros  4.®  y 5.“  y la 
de  los  párrafos  .segundo,  torctro  y cuarto  del 
articulo  es  la  que  se  les  did  por  decreto  de  1.“ 
de  enero  do  1871. 

(10)  Penas  del  arl.  522  — Las  penas  de  esto 
arlfculosoii  tas  mismas  del  anterior,  en  su  grO’ 
do  máximo.  De  manera  que  en  todos  tos  casos 
de  rubo  eomprondidos  en  los  cuatro  párrafos 
dul  .arl.  521,  cuando  se  ejecutan  en  despoblado 
y en  cuadrilla,  las  penas  son: 

En  c!  caso  del  jnirrafo  jinmero;  Grado  n)d,TÍ- 
mo  del  presidio  mayor  en  su  grado  medio  á ca- 
dena temporal  en  su  grado  miniino.  (V^er  esca- 
la nüm.  33. J 

En  el  caso  del  párrafo  segundo:  Grado  máxi- 
mo del  presidio  correccional  en  su  grado  medio 
á presidio  mayor  en  el  mínimo.  (Escala  nú- 
mero 33). 

En  el  caso  del  párrafo  tercero:  Grado  máxi- 
mo del  grado  nttntmo  del  presidio  correccional 
en  .tu  ¡irado  medio  ó presidio  mayor  en  el  mí- 
nimo. Asi  es  en  efecto  la  pena  impuesta,  y real- 
mente parece  un  logogrifu  á que  nos  conducen 
referencias  de  reforencias  poco  meditadas.  La 
pena  viene  á ser  y es  realmente  el  grado  máxi- 
mo del  presidio  correccional  en  su  grado  me- 
dio. No  hay  mas  que  añailir  grado  máximo  á 
las  penas  de  Ja  escala  31)  y queila  formada  la 
de  ascenso  en  una  pena,  y la  de  descenso. 

Las  palabras  ó los  efectos  robados  fuesen  co- 
sas destinadas  al  culto  religioso  son  la  adición 
hecha  por  decreto  de  i.*'  de  enero  de  1871,. 
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No  estarán  comprendidas  eu  el  párrafo  an- 
terior las  liuertas  y demás  terrenos  desuña- 
dos ai  cultivo  ó á la  produccioD,  aunque  es- 
tén cercadas,  cnn liguas  af  edificio  y en  co- 
municación interior  con  el  mismo. 

Art.  52Í.  Cuando  el  robo  de  que  w U^ta 
enelart.  521  se  luibtere  efectuado  en  una 
dependencia  de  casa  Iiabitada,  edificio  pú- 

I M m m * I I I ..  1^'  *á 


biico  ó destinado  al  culto  religioso,  introdu- 
ciéndose los  culpables  sallando  un  muro  ex- 
terior, y se  hubiere  limitado  la  sustracción  á 
semillas  alimenticins,  frutos  ó UñaSf  y el 
valor  de  las  cosas  robadas  no  excediere  de  25 

Íesetas,  se  impondrá  á los  culpables  la  pena 
e orresfo  mayor  en  su  grado  medio  á pre- 
sidio correccional  en  s«  grado  míniino  (11). 

Art.  525.  El  robo  cometido  en  lugar  no 
habitado  ó en  un  edificio  que  no  sea  de  los 
comprendidos  en  el  párrafo  primero  del  ar- 
tículo 521,  si  el  valor  ife  los  objetos  robados 
excediere  de  500  pesetas,  se  castigará  con 
Ja  pena  de  presKiio  correccional  en  sus  gra- 
fios medio  y máximo,  siempre  que  concurra 
alguna  de  Jas  circuristuncías  siguientes: 

1.®  Escala  mifuto. 

2,'  R(im|jimiento  de  paredes,  techos  ó 
suelos,  6 fractura  de  puertas  0 ventanas  ex- 
teriores (12). 

3."  La  de  haber  hecho  uso  de  llaves  fal- 
sas, ganzúas  ó otrns  instrumentos  semejan- 
tes para  entrar  en  el  lugar  de!  robo. 

4.°  Fractura  de  puertas,  armarios,  ar- 
cas ú otra  clase  de  muebles  ú objetos  cerra- 
dos ó sellados. 

5.^  Sustracción  de  ios  objetos  cerrados 
ó sellados  de  que  trata  el  párrafo  anterior, 
aunque  se  fracturen  fuera  del  Jutrur  del 
robo.  ° 

Cuando  el  valor  de  ios  efectos  robados  no 
excediere  de  500  pesetas,  se  impondrá  la 
peno  iwnedialamenle  inferior  (13). 

Arl.  526.  En  los  casos  del  artículo  ante- 
rior, el  robo  que  no  excediere  de  25  pesetas 
se  casttgiirá  con  arresto  mayor  en  sus  gra- 
dos medio  g máítímo  (14). 

Si  las  cosas  robadas  fueren  de  las  men- 
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cíonadas  en  el  art.  524,  se  castigará  con  la 

pena  inmediatamente  inferior  (15). 

Art.  527.  El  rubn»  de  que  se  trata  en  los 
arlícuins  524,  525  y 526,  se  castigará  con  la 
pena  inmediataniinte  superior,  si  e!  culpa- 
ble fuere  dos  ó mas  wees  remcidenle  (16).. 

Art.  528.  El  que  tuviere  eu  su  putler 
ganzúas  ú otros  insi rumen to.<  destinados  e.s- 
pecialmente  para  ejecutar  el  deíiio  de  n>bo  y 
no  diere  ei  descargo  suficiente  sobre  su  ad- 
quisición ó conservación,  será  castiga  do  con 
la  pena  de  arresto  mayor  en  su  grado  máxi. 
mo  á presidio  correccioiial  en  su  grado  mi- 
nimo. 

En  igual  pena  incurrirán  los  que  fabrica- 
ren diclios  instrumentos  Si  fueren  cerraje- 
ros, se  les  aplicará  la  pena  de  presidio  citr- 
recciona!  en  su.s  grado.'!  medio  y máximo  (J 7). 
Art.  529.  Se  entenderán  llaves  falsas: 

1. ®  Los  iD.strLimentos  á que  se  refiere  el 
articulo  anterior. 

2. “  Las  llaves  legítimas  sustraídas  a!  pro- 
pietario. 

3. “  Cualesquiera  oirás  que  no  stan  las 
destinadas  por  el  propietario  para  la  apertura 
de  Id  cerradura  viuleclada  por  el  cul pable.)) 

E!  Código  hace  justa  distinción  entre 
los  robos  con  violencia  ó intimiilacioii 
en  las  personas,  de  que  tnitan  los  ar- 
tículos 5lñ  á 620,  y los  que  se  cometen 
empleando  fuerza  en  las  cosas  pero  sin 
intimidación  ni  violencia  en  !as  perso- 


'j24.-Ver  la  escala  nú-' 

mero  sí,  «*  “u 

Está  arreglado  este  artículo  á la  redacción 
que  se  le  duS  por  el  citado  decreto  de  1 “ de 

euerodelS?!.  ' ® 

^23.-Ver  la  escala  nú- 

inferior  (escala  39)  es  el  ar- 
resto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y medio. 

mero  3«  ^er  la  escala  nú- 


(15)  La  pena  i n media  lamente  inferior  al  ar- 
resta m.ayor  en  sus  grados  medio  y riiáximo  es 
multa  á arresto  mayor  en  «a  grado  «íííííwío. 
tEsc.aia  niim.  38  ) 

(16)  Pt'íins  íící  nrí.  o27.~SÍn  expresar  nin- 
guna son  nada  rneno.s  qne  cinco  ia.s  ¡'enas  de 
este  arljculo ; todas  de  referencia,  una  al  ar- 
tículo 524,  dos  al  art.  52o  y otras  dos  al  520. 

Hó  aquí  l.as  penas  que  resuliaii: 

Superior  á la  del  524:  ¡'residió  correccional 
en  su  grado  medio  á iiresidio  mayor  en  el  iiií- 
nirno.  (Escala  mi  ni.  21) 

Superior  á la  del  párrafo  1,"  del  arl  523: 
Presidio  mayor  en  sus  grados  niínfino  y medio. 
(Escala  nú  ni  39.) 

Superior  á la  del  párrafo  2.®  del  art.  52:}:- 
Presidio  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo.  (Escala  nú  tu.  39  ) 

S»pc?ior  á la  del  párrafo  1."  del  art.  326: 
Piesidíü  correccional  en  .sus  grados  iiiínimo  y 
medio.  I Escala  ntitn  38  ) 

Superior  á la  del  párrafo  2."  del  arl.  526: 
La  misma  dcl  pairafo  t.'',  6 sea,  arresto  mayor 

en  sus  grados  medio  y má.ximo.  (Escala  núme- 
ro 38.) 

(17)  Penas  del  art.  528. — Ver  la  escala  nú- 
mero 39  para  la  del  1,"  y 2."  párrafo. 
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nag,  que  penan  los  arts.  521  á 529.  Na- 
turalmente, los  primeros  son  más  graves, 
y la  ley,  prescin Jiendo  del  valor  de  lo 
robado,  aúende  exolusivamenie  al  daño 
causailo  á las  pei'sonas^  á cuyo  efecto  es- 
tablece, según  la  gravedad  del  mal  cau- 
sado, cinco  penalidades  dislinlas  en  los 
cinco  párrafos  del  5l6;  casliga  especial- 
metite  el  delito  frustrado  y la  tentativa 
cuando  resulta  homicidio,  y agrava  la 
penalidad  para  cuando  el  robo  se  hace 
en  cuadrilla,  rjue  driine  el  ari,  518. 

En  ios  robos  con  fuerza  en  las  cosas  se 
hace  la  distinción  conveniente  entre  los 
cometidos  en  casa  habitada  etc.,  y en 


lugar  no  habitado,  y se  atiende  al  valor 
de  lo  robado  y á la  circunstancia  de  lle- 
var ó no  armas  los  ladrones;  porque  el 
que  lleva  armas  se  supone  que  va  con 
e!  propósito  manifiesto  de  vencer  la  re- 
sistencia que  pueda  oponérsele,  ó de  de- 
fenderse en  su  caso. 

Para  facilitar  la  aplicación  de  la  com- 
plicada penalidad  de  los  robos,  según  su 
distinta  calificación  legal,  vamos  á pre- 
sentar en  tres  cuadros  sinópticos  la  pena 
que  corresponde,  según  los  casos,  á los 
autores  de  delito  consumado,  de  delito 
frustrado  y de  tentativa.  Veamos: 


Kobo  con  violencia  ó intimidación  en  las  personas  a que  se  refieren  los 

arts.  516  al  620. 


CALIFICACION  DEL  ROBO. 


PENA 

señalada  al  dnIUo 
consumado. 


PEN.A 

para  ul  delito 
frustrado. 


í7uando  con  mot.ivo  del  roho,n.  i . 

resulta  homicidio.  (Arücii*/  ® 

lu  516,  núm.  í.”J j “merte. 

Robo  que  fuere  acompañado] „ , . , 

de  vtolacron  ó 

d con  lesiones  que  califca)  grado  medio 
elndm.  del  art.  431.  ^ cadena  per- 

f Art.  516,  núin.  *2.**)  ....} 

Robo  causando  lesiones  pe-j 

nadas  en  ct  núm.  2.“  j . , 

art.  431.  (Ari.  516,  temporal. 

ro  3.°) \ 

Robo  con  violencia  ó tmtimi- 
dacfon  innecesarias,  ó co7i 

lesiones  coinprendida.s  en  ^ 

los  núms.  3.*’  y 4.“  del  «r-j  á caí  le  na  te.npo- 
/íc«/o4M.  (Árt.  516,  nú- 
mero 4.*’] 


Cadena  temporal  en 
su  grado  máxi- 
mo á cadena  per- 
pétua  fl). 

Presidio  mayor  en 
su  grado  me- 
dio Á cadena  tem- 
poral en  el  mí- 
nimo. 


PENA 

para  la  leolalWa. 

Cadena  temporal  en 
su  orado  máxi- 
mo a cadena  per- 
pétua  (1). 

Presidio  correccio- 
nal en  su  grado 
medio  á presidio 
mayor  en  el  mí- 
nimo. 


Presidio  mayor. 


Presidio  mayor  en 
t su  grado  medio 
id 

ral  en  el  mioímo. 


(Presidio  correccio- 
i nal, 

1 

Presidio  correccio-lArresto  mayor  en 
nal  en  su  grado/  su  grado  medio 


floto  en  los  demás  casos  de 
violencia  ó mí* m i’dací on.  ^ 


medio  á presidio 
mayor  en  el  mí- 
nimo. 


á presidio  cor- 
reccional en  el 
iiiínimo. 


Presidio  correccio-, 
nal  á presidio' 


(Art  516  núm  5 “1  i niayor  en  siigra-i 

tAri.  oio,  num.  o.  J ( 


Arresto  mayor. 


Multa. 


(1)  Penalidad  especial  del  art.  ol9  para  el  delito  frustrado  y la  tentativa. 


Nota.  Si  el  robo  ha  sido  ejecutado 
en  despoblado  y en  cuadrilla,  en  los 
tres  últimos  casos,  ó sea  en  los  casos  de 
ios  números  3.^^,  4.*  y 5.^  del  art.  510,  se 


castiga  con  el  grado  máximo  de  la  pena 
respectiva,  y con  la  pena  superior  inme- 
diata al  jefe  da  U cuadrilla,  definida  en 
el  art,  4l8.  Véase  la  nota  al  art.  617. 
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Robo  en  casa  babitada  ó en  edificio  publico  ó destinado  al  culto  religioso^  intro*^ 
diiciéndose  los  ladrones  en  la  casa  ó edificio  donde  el  robo  tuviere  lugar,  ó en  cuaU 
quiera  de  sus  dependencias  por  uno  de  los  medios  que  dicen  los  cmco  nilmeros  del 
aríículo^^i  (1).  (Arts.  521  al  524.) 


PENA 

seSalada  al  delito 
coQSRíoado, 


PENA 

para  el  ilolito 
frustrado* 


á cadena  tempo- 
ral en  su  grado 
mínimo. 


Con  armas,  si  el  valor  de  los 
efectos  robados  excediere  de 
600  pesetas.  fArt,  521,  pár- 
rafo primero.) 

Sin  armaSf  excediendo  (am- 

bien  de  m pesetas  el  corrcccio- 

cítf  lo  robado  (ArU  í>21, 

párrafo  segundo) 

Con  armas , si  el  valor  de 
lo  robado  no  excede  de  500 
pesetas.  (Art.  521,  párrafo 
tercero.) 


Presidio  mayor  en  > Presidio  correccío- 
su  arado  medio)  nal  eu  su  grado 


PEN.A 

para  la  tentativa. 


medio  á presidio 
mayor  eo  el  mí- 
nimo. 


nal  en  su  grado 
medio  á presidio 
mayor  en  el  mí- 
nimo. 


Arresto  mayor  en 
su  grado  medio  á 
presidio  correc- 
cional en  el  mí- 
nimo. 


Arresto  mayor  en 
su  grado  mrtdio/Multaáarresto  ma- 


Sin  armas,  y siendo  menor  de 
500  7>eset<7s  el  valor  de  lo 
robado.  (Art.  521,  párrafo 
cuarto)  (2) 


1 


Grado  mínimo  del 
presidio  correc- 
cional en  su  gra- 
do medio  á pre- 
sidio mayor  en 
el  mínimo  [ó  sea 
presidio  correc- 
cional ensiiera- 


á presidio  cor- 
reccional en  el 
mínimo. 


yor  en  su  grado 
mínimo. 


Grado  mínimo  de 
arresto  mayor  en 
su  grado  medio 
á presidio  cor- 
reccional en  el 
mínimo  (ó  sea 
arresto  mayor  eu 
el  grado  medio. 


Multa. 


do  medio.) 

En  dependencia  de  casa  ha- 
bitada, edificio  público  ó 
des/ ¿ñafio  al  culto,  iniro-h  i 

duciendose  los  culpables! , , 

saltando  un  muro  exterior\  grado  rnedioíMuIta  á arresto! 
si  ¡a  sustracción  es  de  se-]  ^ Presidio  cor-)  mayor  en  el  gra-(MnUa 
mííías  aíímeníícías,  fru/osl  reccionai  en  su 
ó leñas,  cuyo  valor  no  ea;-*  grado  mínimo. 
ceda  de  25  pesetas,  (Ar- 
tículo 524.) 

Y en  este  último  caso  Arresto  mayor  enl 

el  cuífia6/e  dos  6 más  oe-l  su  grado  medio  ál  Multa  á arresto 


do  mínimo. 


ces  reincidente.  (Arlícii- 
los527  y 524  ) 


W m m 


medio  á presidio 
mayor  en  el  mí- 
nimo. 


presidio  Correc- 
cional en  el  mí- 
nimo. 


mayor  en  el  gra 
do  mínimo. 


artículo  626  mpKtcTd^el' robore  cuatro  son  análogos  (5  idénticos  dios  del 

troilucirse  en  i a casa  con  no  mfir¿  tnnLptirs  este  no  puede  verificarse  el  in- 

gaño  en  los  moradores  para  franquear  las  nTÍm-ln  s.>rpresa  0 en- 

llculo  sai  ’ ‘ “is  Ki-ave  el  delile  en  los  casos  del  ar- 

y escuadrilla  ó hs  efectos  rohadni  fui-cesi  j ‘ l'uljieren  sido  ejecutados  en  despoblado 

culpables  la  prna  i'ii  el  erado  máxinio  í destinadas  ni  cutio  reltijioso,  se  impondrá  á loa 

firiéndose  cnSo  nneda  dicho  nTé  d si  fi^  '»  «l^hlece  el  arl.  522,  re- 

Dado  al  cu  lio  relíaln.o  No  ps  nuca ' anlir.hlo  habilada  6 edificio  iiülilico  d deslL- 

Milenios  526  al  sl^irhle^qne^Ta  «iSs  "»  Vl-'h»!»-  fifi»  casligan  los 

que  DO  en  los  del  art.  521 


ROBO.  [Jurisp,  penal). 


3il 


Bobo  en  lugar  no  habitado  d en  edifinio  que  no  sea  de  los  comprendidos  en  el 
pan-afo  jmmero  del  arl.  a21  eoncu, riendo  «/.,««,.  de  las  cinco  eireunslancias 

QH6  ificlicau  los  CUICO  uítfíiBros  dcl  urt^  (Arts,  525,  520  y 527  ) 


NA 

Eí^Dalüda  al  delito 
cousumado. 


St  el  valor  de  los  objetos  ro-  Presidio  correccio* 


PE.XA 

para  ol  delito 
frustrado. 


Arresto  mayor  cu 


TE  XA 

para  la  Icotatira. 


í/s  vuiut  at  tuft  uvjeiQs  ro-  rresinio  correceto- 1 — 

hados  excediere  de  HOO  pe-]  nal  en  sus  gra-i  gríido  tmlxi-  Arresto  mayor  en 
sfiías.  (Art.  525,  párrafo)  do.s  medio  y iná-(  ^ presidio)  stisgradosniíoi- 
primero.}.....,. xitno,  \ correccioual  enl  mo  y medio. 


V siendo  el  culpable  dos  ó 
mas  veces  reincidente.  (Ar^ 
tículo  527.) 


Presidio  mayor  en 
sus  grados  iiiíai- 
rao  y medio. 


el  ínÍDÍrno 

Presidio  correccio-[  '^*^J_^^J;^  Jiiayor  en 
nal  en  sus  gra-  " 
dos  medio  y má- 
ximo. 


su  grado  máximo 
á presitlirj  cor- 
reccional en  el 
, raíüimo. 

Arresto  mayor  en] 

Sino  excediere  de  óOO  pese-í  su  gratio  máximo!  Arresto  mayor  en 
ios  e¿^y«/or  de  /o  robado.l  á presidio  cor-\  sus  grados  míni-)Multa. 

(Art.  525,  párrafo  segundo).  ( reccional  en  suí  mo  y medio. 

grado  mínimo.  1 

Y siendo  el  í'ufnnhJo  dn^  jJPrtístdio  correccio- ' mayor  en j 

II  siendo  el  culpable  dos  o ,,¡.i  su  grado  maxiino  Arresto  mayor  en 

<'''■■  .losineüirymVi  « Fe..i'lio  cor-}  sus  «rarios  mini 

\ xlmo.  . . . 

mínimo. 


r^.ccional  en  el\  mo  y medio, 

# » 1 Ü 


Si  no  excede  de  25  nesefos.  I mayor  en |MuUa  á arresto  mad 
-.-tf»  \ ^ ) sus  "r:iiin.<í  mp- 


<Arl.  320.) ">e- 

) dio  y máximo. 


yor  en  su  grado  uVIuita. 

. . mínimo,  ( 

Y siendo  el  culpable  dos  mayor  en  Multa  á arresto  ma-j 

mo.!:  nprflfi  rfltnr>,h>nta  ÍAnÁ  “ SUS^ra-/  ,* 


nal  en  sus  tira-/  . 

dos  mínimo  y i grados  me- 

•* ' dio  y máximo 


mas  veres  reinc¿deníe.  (Ar 

líenlos  520  Y 527. J . 

•'  ' medio. 

y Sí  no  excediendo  de  23  pc-l,r  1,  / 
setas  las  cosas  robadas  tue-  ■ “ arresto  ma- 

rail  semillas  aiimentiriasÁ  su  grado j. Multa. 

frutas  ó leñas.  (Art.  520  }.í 
Y siendo  el  culpable  dos  d( Arresto  mayor  en 
mas  veces  reinculenle,  ( Ar-  sus  grados  medio 
líCLiios  527  y 520.). ..... .1  y máximo. 


yor  en  su  g 
mínimo 


-Multa. 


Multa  i arresto  m.a- ( 
yor  en  su  graitoiMulta 
mínimo,  ' 


Con  ía.s  breves  indicaciones  que  deja- 
mos lieclias,  los  notas  á los  artículos  y 
los  tres  cuadros  anteriores,  parécenos 
que  liemos  de  facilitar  la  inteligencia  y 
aplicación  de  la  ley  penal  á los  robes. 
Veamos  aliora  las  importantes  resolucio- 
nes de!  Tribunal  Supremo. 

í.  Hubo  con  homicidio:  Se  rustípa 
como  un  solo  delito  sefian  el  núm.  1 .“  del 
urt.  oOti,  )/  no  deben  dividirse  ni  para 
que  se  aprave  7u'  para  que  .-e  atenúe  en  > 
su  caso  la  penalidad. — D.  Antonio  Gi-  I 


nesta,  cura  párroco  de  Capelesaso  al  vol- 
ver de  Lalueza  de  ejercer  un  acto  de  su 
ministerio  fué  acometido  por  Pedro  Vi- 
ñas y Ramón  y Antonio  Laplana,  que  le 
esperaban  para  robarle.  Situados  estos  en 
un  barranco, el  Pedro  sin  armas  y los  otros 
dos  cada  cual  con  una  de  fuego,  cuando 
lle-gó  el  párroco,  le  detuvo  Laplana  dis- 
parándole un  trabucazo  que  no  le  hirió; 
á consecuencia  de  lo  cual  el  curase  de- 
fendió y ambos  lucliaron;  más  habiendo 
acudido  los  otros  dos,  lo  derribaron  de 
!a  burra  en  que  venia  montado,  le  ata- 


312 


ROBO.  {Jurisp.  pena!). 


ron  las  roanos  y lo  condujpron  al  bar- 
ranco, en  donde  le  qniiaron  13  rs,  que 
¡levaba  sobrantes,  de  21  que  había  re^ 
cibido  (le  estipendio  por  un  funeral  á 
que  había  asistido,  y el  reloj  de  plata  y 
la  cadena  de  acero,  lasados  en  25  pese- 
tas, partiéndose  el  dinero  los  hermanos 
Vi  ñas  y llevándose  ei  roloj  Laplana. 

Después  de  haber  dejado  al  cura  ata- 
do en  el  barranco,  marcharon  algunos 
pasos,  pero  como  dijese  Ramón  Viñas, 
que  á pesar  de  llevar  cubie.rla  la  cara, 
habia  sido  conocido  y era  preciso  ma- 
tarlo para  que  no  los  delatase,  volvió 
atrás  y le  disparó  un  tiro,  apoyando  el 
canon  del  arma  en  la  sien  derecha  y de- 
gollándolo después  con  una  navaja. 

Seguida  la  causa  contra  los  indicados 
Viñas  y Laplana  fen  rebeldía  Ramón 
VinasJ,  y confesos  del  delito  fueron  con- 
denados á muerte  por  ja  Audiencia,  ca- 
lificando el  iiecho  de  robo  con  ocasión 
del  cual  resultó  homicidio,  habiendo 
concurrido  las  circunstancias  agravantes 
de  abuso  de  superioridad  y falla  de  res- 
peto que  por  su  carácter  merecía  el 
ofendido  y sin  la  concurrencia  de  nin- 
guna atenuante. 

Admitido  de  derecho  el  recurso  de 
cas.icion,  y remitida  la  causa  por  la  Sala 
sentenciadora  á esta  tercera  del  Tribu- 
nal Supremo,  se  mmibró  defensor  de 
oficio  á Viñas  y á Laplana,  al  que  se  en- 
tregó la  causa  y la  devolvió,  interponien- 
do en  nombre  de  estos  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  fundó  en 
los  casos  4.'^  y o.“  del  art.  4.**  de  la  pro- 
visional que  lo  establece,  citando  como 
infringido  el  párrafo  primero  del  artícu- 
lo bit)  del  Código  penal,  ponjue  el  robo 
y el  homicidio  no  deben  considerarse 
unidos  y constitutivos  de  un  solo  acto 
sino  de  dos  distintos. 

El  ministerio  fiscal,  después  de  im- 
pugnar el  recurso  interpuesto  por  el  de- 
fensor de  los  procesa  líos,  lo  dedujo  á su 
vez  también  por  itifriiccion  de  ley,  fun- 
dándolo en  e,j  núm.  5.'*  del  art.  4.“  de 
la  misma,  y citando  como  infringidos  el 
párrafo  segundo  del  ari.  79;  el  lü  en  sus 
números  9.^»  y 20,  y el  Sí  del  Código  pe- 
nal, por  haber  apreciado  la  sentencia  dos 


circunlancias  agravantes  que,  como  iti, 
berentes  y consiiiuiivas  del  (lecljo  prin- 
cipal, no  debieron  tenerse  en  cuenta  pa" 
ra  el  efecto  de  aumentar  la  pena.  ^ 
El  Tribunal  Supremo  esiiiua  el  recur- 
so del  fiscal  en  estos  tcrniinos: 


etConsiderando  que  el  iiomicidio  ejeciUado 
con  motivo  ó con  ocasión  del  robo  se  cas- 
tiga como  un  solo  delito,  según  el  núm  t « 
del  art.  516  clei  Código  penal: 

Considerando,  en  cuanto  al  recurso  inter- 
puesto por  el  defensor  de  lo.s  [irocesaclos 
Viñas  y Laplana,  que  admitidas  en  la  sen- 
tencia recurrida  los  hechos  probados  de  que 
se  mató  al  párroco  después  lie  iiaherte  ro- 
bado con  el  fin  de  que  no  revelase  quiénes 
eran  los  delincuentes  ó alguno  de  estos,  te- 
meroso de  que  los  liuliíera'  conociilo,  se  de- 
duce que  se  ejecutó  i a muerte  con  motivo 
del  robo,  siendo  conexo  un  hecho  con  el 
otro,  y constituyendo  un  solo  lieülo. 

Considerando,  respecto  al  propuesto  por 
ei  ministerio  fiscal,  que  siendo  cou-slitutivo 
del  delito  de  robo  el  uso  de  fuerza,  y penán- 
dose como  se  pena  en  el  art.  516  del  Código 
referido  el  abuso  que  de  la  ini.sma  se  haya 
iieciio  por  el  daño  can.sado  a!  robado,  no  es 
procedente  apreciar  á la  vez  la  circuustan- 

C’a  agravante  genérica  de  abuso  de  superio- 
r i il  a d • 


utMi.siueranno,  por  íü  expuesto  que  .... 
hiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora  los 
dos  [lechos  de  robo  y homicidio  por  un  solo 
delito,  no  ba  cometido  error  que  dé  lugar  á 
recurso  de  cii.saciou;  y si  habiendo  estimado 
la  circunstancia  agravante  de  alm.so  tie  su- 
perioridad, comprendida  en  el  caso  f>,°  del 
art.  4.“  de  ia  ley  de  casación  criminal  infrin- 
giendo los  arts.  10  en  sus  números  O.**  y 2.*^ 
dei  del  Código  citado. 

fidlamos  que  debemos  doclarar  y decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
et  ininisteriq  fiscal  contra  la  sentencia  de  la 
Salfi.dtí  lo  criminal  de  la  AudieDCia  de  Zara- 


goza; y no  haber  lugar  ai  propuesto  j)or  el 
defen.sor  de  los  procesados;  casamos  y anu- 
lamos la  expresada  Bentencia,  y dé.'-e.  á esta 
causa  la  siLslaiiciaciem  que  corresponde  con 
arreglo  á derecho.»  (Scnl.  21  agosto  1873.) 


^ 11.  Robo  con  intiniidnrJon  ó violen-^ 
da  en  las  personas,  cometido  en  la  casa 
morada  resultando  /iowicií/io.— Este  de- 
lito es  el  previsto  y penado  (tn  el  ar- 
ticulo 51ü  del  Código  penal  y hasta  para 
que  el  robo  se  entienda  consumado,  que 
se  sustrajese  algún  objeto,  un  solo  reloj 


por  ejemplo,  aunque  no  tuviese  lugar  la 
sjislraccion  del  dinero  y demás  efectos, 
porque  temerosos  de  ser  descubiertos 
los  culpables  atendido  el  movimiento  que 
notaron  de  los  vecinos  se  vieron  preci- 
sados á huir. — No  puede  por  tanto  en 
dicho  caso  dividirse  el  robo  del  liomici- 
dio  para  ajdicar  con  error  de  derecho  á 
que  se  reliere  el  caso  ‘d.®  de  la  ley  de  ca- 
sación, el  arl.  Slí)  con  el  tíl.  (Sent.  7 
enero  1873  declarando  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  contra  sentencia  de 
la  Audiencia  de  Burgos.) 

II í.  Otro  caso  de  robo  con  homicidio: 
Basta  que  resulta  el  homicidio  aunque  íio 
haya  ánimo  deliberado  de  cometerle  pa- 
ra que  sea  aplicable  el  número  l.°  del  51  tí. 

- — Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto,  por  los  defen- 
sores de  Juan  Aguilar  condenado  á 
muerte  en  causa  por  robo  con  homicidio: 

«Considerando  que  el  arl.  ol6  del  Código 
penal  en  su  párrafo  primero,  impone  la  pena 
de  cadena  perpélua  á la  de  muerte  cuando 
con  motivo  ó con  ocasión  del  robo  resultase 
homicidio: 

Considerando  que,  con  arreglo  á las  pres- 
cripciones de  este  articulo,  no  se  exige  «I 
ánimo  deliberado  preexistente  de  cometer  el 
delito  de  homicidio  asociado  con  el  de  robo, 
sino  que  basta  y es  suficiente  que  aquel  se 
verifique  motivado  ó bien  ocasionado  por  es* 
te  último...  (Sent,  i2-i4  noviembre  1870.) 

ÍV.  Tentiva  de  robo  con  disparo  de 
arma  de  fuego  á corla  disiancinf  causan- 
do lesiones  graves.  Se  incurre  en  error 
de  derecho  aplicando  el  art.  510  del  Có- 
digo penal  con  la  degradación  de  pena 
correspondiotte  d la  íentativnj  en  vez  del 
519,  418,  419  ó 423  (1).— Juan  Romirez, 


{!)  Si  p1  acto  solo  de  disparar  un  arma  de 
fuego  contra  cualquiera  jiersona  se  pora  con 
prisión  correccional  en  sus  grados  ruin  i rao  y 
nifdio,  sin  aleiiiler  como  se  debe  á ai  las  lesio- 
nes causadas  merecen  luayur  pena,  cí  á si  (d 

ÍropdsUu  del  agente  era  el  de  malar,  no  cabe  en 
llenos  principios  que  conciirriendü  el  disparo 
de  arma  de  fuego,  con  graves  lesiones,  en  una 
leritativa  de  robo,  se  haya  de  aplicar  la  pena- 
liilíul  correspoml lente  á diclia  tentativa  de  robo 
que  supone  una  doble  degradación  ó descenso 
de  !a  pena,  dejando  imjmne  el  delito  do  dispa- 
ro de  arma,  ú las  lesiones  6 la  teiU.-iliva  ¿1  deli- 
to frustrado  do  homicidio  ó asesinato  según  ios 
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su  hermano  Manuel,  José  María  Martínez, 
Ramón  Peco  y Juan  Antonio  Moreno,  se 
nisieron  de  acuerdo  y concertaron  ro- 
aar  á D.  Manuel  Sánchez  Merino,  veci- 
no de  Ossa  de  Monlicl,  ó cuyo  efecto  el 
Moreno  fue  desde  Madriil  á dicho  pue- 
blo; y siendo  como  las  doce  do  la  noche 
del  20  de  octubre  de  1870,  retí ránil ose  á 
su  casa  el  D,  Manuel,  al  llegar  á una  de 
las  esquinas  próximas  á ella,  observó  que 
le  seguían  dos  hombres  y que  luibia 
otros  dos  ó tres  mas  adelante,  (;ue  le  pare- 
cieron sospechosos,  por  lo  que  se  dirigió 
á llamar  á la  puerta  de  su  mayordomo, 
en  cuyo  momento,  los  indicados  hombres 
le  dijeron  ocaballero»  y continuando  su 
comino,  repitieron  «caballero,  que  le 
disparamos  á Vd.»,  apuniándole  al  pro- 
pio tiempo  con  dos  carabinas  ó trabucos, 
visto  lo  cual  por  D.  Manuel  se  dirigió 
hacia  ellos,  tratando  de  sacar  el  estoque, 
mas  no  le  dieron  tiempo  pues  dispararon 
y líuyeron,  causándole  algunas  lesiones, 
que  lardaron  en  curarse  setenta  y seis 
(lias.  En  el  acto  ile  huir  y á las  voces  del 
acometido  el  alcoide  y otras  personas 
aprehendieron  ó José  Mana  Martínez, 
que  iba  enmascarado,  y á los  demás  cul- 
pables, que  en  sus  declaraciones  apare- 
cen conformes  en  los  hechos  expuestos. 
Sustanciada  la  cousa  el  .luzgado  de  A!- 
caraz  dictó  sentencia,  que  ftm  revocada 
por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audien- 
cia de  Albacete,  la  cual  declarando  que 
los  beclios  probados  constituyen  lenlati- 
va  de  delito  de  robo  con  violnncia  en  las 
personas,  del  que  resultaron  lesiones  gra- 
ves de  menos  de  noventa  (lias  y más  de 
treinta,  de  que  son  autores  los  procesa- 
dos, con  la  circunstancia  agravante  do 
haberse  ejecutado  de  noche  y la  de  rein- 
cidencia en  Peco,  sin  atenuante,  les  con- 
denó á dos  años  y cmlro  meses  de  presi- 
dio correccional  con  sus  accesorias,  ha- 
biendo habido  voto  particular  en  el  que, 
considerando  que  los  hechos  constituyen 
el  delito  de  tentativa  de  robo  y bomici- 


casüs.  Hízolo  así  la  AiuHoncia  fie  Albacete,  y 
muy  acertada menle  el  Tribunal  Supremo  casa 
y anula  la  sentencia  considerando  como  infrin- 
gidos los  artículos  que  quedan  citados. 
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dio  frustrado,  se  propone  que  á los  cin- 
co primeros  procesados  se  les  condene  á 
la  pena  de  quince  años  de  cadena  y sus. 
accesorias.  Contra  esta  sentencia  se  in- 
terpuso por  e!  actor  D.  M€'inuel  Sánchez 
Merino  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundándolo  en  el  error  en 
que  ha  incurrido  la  Sala  sentenciadora 
nt  calificar  el  delito,  y citando  como  in- 
fringidos: 

1. ”  El  art.  ‘U8  del  Código  penal,  ó 
por  lo  ménos  el  419,  con  referencia  al  3.® 
en  su  párrafo  segundo,  y al  90  por  cuan- 
to dados  los  antecedentes  del  suceso,  el 
propósito  de  lo»  agresores  y las  circuns- 
tancias del  caso,  el  hecho  principal  cons- 
tituye el  delito  frustrado  de  asesinato  ó 
de  liomicidio,  y como  tal  ha  debido  ca- 
lificarse y penarse,  supuesto  que  Imbien- 
dú  coexistido  con  la  tentativa  de  robo  es 
el  más  grave  de  los  dos. 

2. ®  En  el  caso  do  no  aceptarse  la 
frustración  del  asesinato  ó simplvinenle 
del  homicidio,  la  primera  parle  del  ar- 
tículo 423,  también  con  referencia  al  90 
del  mismo  Código,  toda  vez  (¡ue  el  acto 
de  disparar  los  trabucos  merece  otra  ca- 
lificación y penalidad  más  graves  que  las 
que  corresponden  ai  delito  de  lesiones 
declarado  por  la  Sala  sentenciadora;  y 
que  concurriendo  además  una  circuns- 
tancia agravante  ha  debido  imponerse  á 
los  culpables  el  grado  máximo  ele  la  pena 
señalada  para  castigar  el  acto  de  los  dis- 
paros, que  es  el  delito  más  grave  de  ios 
dos  que  se  han  perpetrado. 

Y el  ministerio  íi.;ca!  se  ha  adlicrido 
tirso,  fundándolo  en  los  casos  3." 
y 5.°  dfd  art.  4.°  de  la  provisional  sobre 
el  eslahleciniiento  de  estos  recursos  en 
los  juicios  criminales,  y alegando  por  su 
parte  como  infringidos  por  la  Sala  sen- 
tenciadora los  arliculos  del  Código  pe- 
nal reformado  510,  núm.  4.*^,  en  rela- 
ción con  el  431,  núm.  4.°,  que  se  han 
aplicado  indebidamente ; y por  no  apli- 
carse el  bl9,  3 ^ párrafo  segundo,  Ü6, 

circunsloneia  8.® 
^ iiibunal  Supremo,  apreciando  los 

undamenlos  del  recurso,  casa  v anula 
la  sentencia  en  estos  términos: 

«Considerando  que  el  disparo  de  arma  de 


fuego  cargada  con  proyectiles  contra  una 
persona  á corta  distancia  y dirigido  á la  par- 
le superior  del  cuerpo,  auriíjue  solo  haya 
causado  iiendas  de  más  ó ménos  gravedad, 
demuestra  que  el  propósito  del  ageule  era  el 
de  matar,  porque  es  el  efecto  natura!  de 

aquel  acto:  _ 

Considerando  que  acimitidos  en  la  senten- 
cia como  hechos  probados  el  que  iuteutando 
los  procesados  robar  ó detener  bajo  rescate 
al  Sancliez,  habiéndole  sorprendido  en  !a 
calle  á las  doce  de  la  noche,  y no  ([uerieodo 
pararse  á las  voces  que  lo.  dirigieron  cuando 
ya  estaban  apuntando,  y habiondo  disparado 
en  el  acto  dos  tiros  de  trabuco  á corta  dis- 
tancia hasta  el  punto  de  quemar  la  ropa  que 
vestía  en  los  puntos  vulnerados,  no  obstante 
de  haber  causado  solo  lesiones  que  tardaron 
en  curarse  setenta  y seis  días,  se  deduce  que 
la  intención  fué  de  matarle: 

Considerando  que  empleé rido.se  astucia, 
fraude  ó disfraz  para  la  comisión  de  los  deli- 
tos es  circunshincia  agravante,  cotn  prendida 
en  el  núm.  8.“  del  art.  iO  de!  Código  penal, 
y habiendo  sido  aprehendido  .losé  María  Mar- 
tínez con  careta  momentos  después  del  su- 
ceso, concurre  en  contra  del  mismo  aquella 
circunstancia: 

Considerando  que  liahiendo  la  Sala  senten- 
ciadora caliíicailo  los  hechos  expuestos  por 
delito  de  lesiones  graves,  y penado  bajo  este 
concepto  con  la  tentativa  de  robo,  haciendo 
aplicación  de  los  arls.  513  y 516,  núm.  4.% 
en  relación  con  el  431  y número  también  4.® 
y párrafo  tercero  del  3.®,  omitiendo  la  de  la 
circuDslnncia  8."  díclia,  respecto  del  José 
María  Mailínez,  lia  incurrido  en  error  de 
derecho  á que  se  refieren  !o.s  casos  3.®  y 5,*^ 
del  art.  4.®  de  la  ley  de  Casación  criminal  é 
infringido  el  nrl.  418  y los  demás  expresa- 
dos para  la  imposición  de  la  pena; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  al  recur.so  interpuesto 
por  D.  Manuel  Sancfiez  Merino  contra  la 
.sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  cri- 
mina! de  ia  Audiencia  de  Albacete  en  la  cau- 
sa seguida  contra  Juan  Uamírez  y otros,  (a 
cual  casamo.s  y ariulamo.s;  y líbrese  órdeu  á 
dicha  Audiencia  para  que  remita  !a  causa 
original  á los  efechis  del  art.  41  de  la  Ley 
de  casación  criminal.»  (Sent,  3 enero  1873.) 

V,  Robo  con  violencia  ó i nllim da- 
ción de  una  gravedad  inaniliesíamcnfe 
innecesaria;  cuso  4.“  del  arl.  fílí).  — Se 
declara  no  liaLer  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación i tuer puesto  por  el  ministerio  íís- 
cal  á favor  del  reo,  y que  no  estimaron 
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procedente  tres  letrados  nombrados  de 
oficio,  contra  sentencia  sjue  aplica  el. ar- 


tículo 510,  caso  4.”; 

«Corisklerando  que  dados  los  hechos  con- 
fiigoados  y utimilidos  eu  !¡i  sentencia,  no  se 
lia  cometido  error  de  derecho  en  la  caliíica- 
ciOD  del  delito  ní  en  la  pena  impuesta,  ca- 
sos 3.“  y 4.^*  de!  art.  4.“  de  la  ley  de  casa- 
ción, que  se  lian  invocado  en  el  recurso, 
porque  al  disparar  á seis  metros  el  procesado 
su  escopeta  con  Ira  uno  de  los  que  intentaba 
robar  y robó,  y que  no  oponía  resistencia, 
tuvo  hi  inliniidacioii  una  gravedad  manilies- 
tainente  innecesaria  para  la  ejecución  del  de- 
lito como  lo  aprecio  la  Sala  sentenciadora.» 
(Sciit.  19  febrero  1873.) 

VI.  Penalidad  del  robo  comprendido 
en  el  caso  5.°  del  art.  51ü. 
en  tres  periodos  ipuales  para  stt  aplica- 
don.  — En  la  misma  sentencia  á que  se 
refiere  el  num,  XXXl-ti  de  la  pág.  89, 
por  la  que  se  casó  y anuló  una  sentencia 
de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia 
de  Zaragoza  en  causa  contra  Bernardo 
Artigas  por  robo,  se  establece  la  doctrina 
de  que  la  subdivisión  en  grados  de  las 
penas  compuestas  que  no  contengan  tres 
grados,  según  el  art,  82  debe  hacerse 
con  sujeción  a!  art.  83.  Se  esplica  prác- 
ticamente esta  doctrina  en  los  dos  pri- 
meros considerandos  del  fallo  que  di- 
cen así: 

«Considerando  que  el  culpable  de  robo  con 
violencia  ó inliuiidaciou  en  la.s  personas, 
cuando  esta  no  hubiere  tenido  una  gravedad 
manifiestamente  innecesaria  para  su  ejecu-|' 
ciou,  ó cuando  no  se  hubieren  inferido  á 
personas  no  responsables  del  mismo  algunas 
de  las  lesiones  comprendiiia.s  en  los  núme- 
ros 3.“  y 4.“  del  art,  431  del  Código  penal, 
debe  ser  castigado  con  la  pena  de  presidio 
correccional  á presiifio  mayor  en  su  grado 
medio,  con  arreglo  al  núm.  o.*  del  art.  510: 

Considerando  que  siendo  esta  penalidad 
compue,sta  de  cinco  grados  de  dos  diversos, 
su  aplicación  ha  de  ver¡íicar.sc  subdívídién- 
dose  en  tres  períodos  iguales  Lodo  el  tiempo 
que  comprenda,  formando  un  grado  tie  cada 
uno  de  los  tres  períodos,  con  sujeción  al  ar- 
tículo 83,  sin  que  pueda  ascender  al  má,\imo 
cuando  no  concurriere  alguna  circun.staiicia 
agravante.» (1).  {Sent.  3 moyo  1873. j 


(1)  Siitueti  los  otros  tres  consir1('n.n(Jos  que 
pueden  consultarse  en  Circunstancias,  núme- 
ro XXXl-a,  pág.  89. 


VU.  Robo  en  despoblado  con  armas  e, 
iíiíiíHÍcíncío/i  en  las  personas  sin  concur- 
rir circunstancias  aleniiantes  ni  agra- 
vantes: penalidad  en  el  caso  5.“  del  ar- 
ticulo 5ltí  (1).  Error  de  derecho  en  la 
división  de  dicha  penalidad.  Error  de 
derecho  en  imponer  la  re.^ponsabílkiad 
subsidiaria  por  huolvendu  cuando  la  pe- 
nalidad excede  del  límite  del  presidio 
correccional. — La  Audiencia  de  Sevilla, 
calificando  el  delito  ue  robo  en  despo- 
blado con  armas  é intimidación  en  las 
personas,  sin  circunstancias  atenuantes 
□ i agravantes,  condenó  á sus  autores 
José  Pacheco  y Juan  Navarreie  á cada 
uno  á siete  años,  cuatro  meses  y un  dia 
de  presidio  mayor  con  la  responsabilidad 
subsidiaria  dei  art.  50.  Los  procesados 

interpusieron  recurso  de  casación,  fun- 
dándolo en  el  caso  5.°  del  art.  4.®  de  la 
ley  de  casación  y citando  como  infringi- 
dos el  art.  516,  núm.  5.°  y la  regia  1.® 
del  82,  porque  siendo  la  pena  aplicable 
la  de  presidio  correccional  á presidio  ma- 
yor en  su  grado  medio,  la  condena  no 
debió  exceder  del  grado  medio  supuesto 
que  no  concurrieron  circunstancias  ate- 
nuantes ni  agravantes.  El  ministerio  fis- 
cal se  adhirió  al  recurso  é interpuso  á su 
vez  otro  en  beneficio  de  los  [iroeesados 
fundado  en  el  caso  4.°  de  dicho  artículo 
de  la  ley,  citando  como  infringido  el  51 
de!  Código,  porque  impuesta  á los  reos 
la  pena  de  presidio  mayor  no  pudo  le- 
galmente aplicarse  la  disposición  del  ar- 
tículo oO...  Y el  Tribunal  Supremo  esti- 
ma los  dos  recursos  en  estos  términos: 

«Consideranilü  que  conforme  á lo  preve- 
nido en  el  caso  o.**  del  art.  4,“  de  la  ley  de  Í8 
de  junio  de  1870  sobre  el  establecimiento  del 
recurso  de  casación,  ha  lugar  al  nit.smo  cuan- 
do se  cometa  error  de  dereclio  en  la  desig- 
nación del  grado  do  la  pena,  según  la  califi- 
cación que  de  las  circunstancias  que  con- 
curran en  el  delito  se  luí  hiere  hedió  en  la 
sentencia;  y que  con  arreglo  al  caso  4.“  del 
artículo  4.'’  há  lugar  laiabíen  al  recurso  de 


(l)  Lo  mismo  este  fallo  que  el  anterior  esta- 
blecen doctrinas  sobre  división  do  pena  com- 
puesta de  más  d(3  tres  grados  i|ue  está  conforme 
con  nuestras  Tahlas  siniipticas.  Véase  la  pe- 
na lü  de  la  de  l^restdío  corraccionat  y todag 
las  análogas. 


ROBO.  {Jurisp,  penal). 


316 

casación  cuando  la  pena  impuesta  no  fuere 
]a  Que  correspenda  s»'gun  las  leyes: 

CoDskierando  que  con  arreglo  n la  djspo- 
fiicion  5.’  del  arl.  51  (i  del  Código  penal  re- 
formadoj  este  delito  dtlie  castigarse  con  ia 
pena  de  prisión  correccional  á presidio  ma- 
yor en  su  grado  medio;  y que  compoEiéndo* 
se  ésta  de  ciuco  grados  que  alcanzan  hasta 
diez  años  de  dicho  presidio  mayorj,  y debién- 
dose dividir  en  tres  peiíodos  iguales,  unidos 
los  dos  primeros  teriii¡n:m  en  ochenta  y dos 
meses,  ó sean  seis  años  y diez  meses,  fin  del 
grado  medio  de  dicha  peiiaiiilad,  y del  que. 
no  lia  podido  pasarse  en  el  caso  presente, 
conforme  Á la  regla  1.''  del  art.  82,  atendida 
la  apreciación  que  se  ha  dado  a!  hecho  de 
que  se  trata: 

Consideranílo  que  el  nrt..  51  del  citado  Có- 
digo di  .spnne  que  ía  responsaliilidad  personal 
subsiíJiiiría  por  inscilvcncía  no  se  imponga  al 
condenado  Á pena  superior  en  ia  escala  ge- 
neral a'  la  de  presidio  correccional: 

Considerando  que  de  los  íiechos  con.signa- 
dos  y ailmiUdos  como  probados  por  la  Sala 
de  lo  criminrd  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  re- 
sulla que  José  Pacheco  Cantero  y Juan  Na- 
varrt'le  son  reos  de  delito  de  robo  cometido 
en  despoblado  con  armas  é intimidación  en 
las  personas,  sin  que  concurriera  en  su  eje- 
cucini)  ninguna  circunstancia  agravante  ni 
atenuanle; 

Considerando  que  habiendo  impuesto  la 
Sala  sentenciadora  siete  años,  cuatro  meses 
y un  día  de  presidio  mayor  á cada  uno  de 
los  expresados  reos  Cantero  y Navarrete,  y 
confirmado  en  los  demás  extremos  la  senten- 
cia del  juez  de  primera  instancia,  dejando 
subsistente  ia  responsabilidad  subsidiaria  por 
insolvencia  á que  éste  los  condenaba  en 
aquella,  lia  incurrido  en  los  dos  errores  de 
dereclio  á que  se  refieren  tos  mencionados 
Casos  5."  y 4.“  del  nrt,  4.^“  de  la  citada  ley 
de  18  de  junio  de  18"0,  é infringido  los  tam- 
bién ci lados  nrts.  516,  en  su  quinta  disposi- 
ción, 51  y S2  en  su  regla  1/  dei  Código  del 
mismo  año,  por  luillarse  dentro  del  grado 
máximo  la  expresada  penalidad,  y por  la  de- 
claración de  la  responsabilidad' subsidiaria 
que  ia  excluye; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y dcclara- 
mos  hiiber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
José  Cantero  y Juan  Navarrele,  y sostenido 
por  el  niiiiisterifi  público  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  en  enante  se  refiere  al 
primer  extremo  dei  mismo;  y que  igualmen- 
le  lia  lugar  á (lidio  recurso,  ariipíiado  por  el 
referido  ininistijrio  público  en  el  segundo 
punto  en  el  que  se  funda,  casamos  y anula- 


mos en  su  consecuencia  la  referida  senten- 
cia, y reclámese  la  causa  original  á los  efec- 
tos del  art.  41  de  !a  citada  ley.»  (Sent.  30 
setiembre  1872.) 

YIIÍ.  Robo  en  cuadrillo:  regtdsiío pa- 
ra que  se  califique  asi:  penalidad. — La 
circuEstancia  de  cuadrilla  se  deline  en 
el  Código  reformado  de  una  manera  di- 
versa que  se  hacia  en  el  Código  prece- 
dente, puesto  que  para  que  exista  no 
basta  la  concurrencia  de  mas  de  tres 
malhechores,  sino  que  se  establece  ade- 
más que  estos  lleven  armas.  (Sent.  22 
mayo  1871.) 

IX.  Robo  frustrado  en  lugar  habi- 
tado^ sin  armas  y en  cantidad  menor 
de  500  pesetas,  con  rArcunstancia  agra- 
vante. La  penalidad  que  corresponde  á 
este  delito  es  el  arresto  mayor  en  su  gra- 
do medio  ó sea  desde  dos  meses  y un  dia 
á cuatro  vieses,  según  el  párrafo  4.°  del 
art.  521. — Asi  lo  confirma  el  Tribunal 
Supremo  casando  y anulando  una  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Madrid  que 
penó  a dos  reos  de  este  delito  con  vein- 
tiuno y veinticuatro  meses  de  presidio 
correccional,  contra  la  que  interpusie- 
ron recurso  de  casación  fundado  en  el 
caso  4.*^  del  art.  de  la  ley  de  i 870, 
por  infracción  del  párrafo  .4."  del  arlicii- 
!o  521.  Los  considerandos  de  este  fallo 
dicen  así  textualmente: 

((Considerando  que  por  el  párrafo  cuarto  del 
art.  521  del  Código  penal  reformado,  cuando 
los  que  robaren  en  casa  luibítada  no  llevaren 
armas  ni  el  valor  de  lo  robado  excediere 
ríe  500  pesetas,  se  impondrá  á los  culpables 
la  pena  señalada  en  los  dos  párrafos  anterio- 
res en  su  grado  mínimo,  y por  el  art,  06  i 
los  autores  de  un  delito  frustrado  la  inmedia- 
lameiite  inferior  en  grado  á la  señalada  por 
la  ley  para  el  delito  consumado; 

Considerando  que  ¡ovoenndo  la  Sala  los 
referidos  ártico  los  como  íiindamenLo  de  la 
sentencia,  los  lia  infringido  al  imponer  vein- 
tiuno y veinticuairo  meses  de  presidio  cor- 
reccional respectivamente  á los  procesados, 
porque  siendo  la  pena  para  el  delito  consu- 
mado el  grado  minimo  del  presidio  correc- 
cional, en  su  grado  medio  á presidio  mayor 
eri  Su  grado  mínimo,  y habiendo  de  bajar  á 
la  ¡fimedialíimente  inlerior,  ó .sea  arresto  ma- 
yor en  su  grado  medio  á presidio  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo,  como  frustrado. 
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no  puede  exceder  de  cuatro  meses  de  arres- 
to el  grado  mínimo  que  corresponde  á ios 
reos,  aunque  dentro  de.  él  se  les  aplique  el 
máximo  por  las  circunitancias  agravantes 
que  concurren  en  el  heclio: 

CoMsideraruin,  en  su  virtud,  que  admilidos 
los  heclios  cunsigiiados  en  la  sentencia,  la 
pena  impuesta  no  es  la  que  corresponde  se- 
gún las  eyes,  inrraccíou  comprendida  en  el 
caso  4.®  del  artículo  i. “de  la  ley  de  casación 
citada  por  los  recurrentes.»  {Sciit.  16  di- 
ciembre 1S7‘2.) 

X.  Otro  caso  en  que  se  establece  la 
misma  doctrina. — La  Audiencia  penó 
con  cuatro  meses  de  arresto  mayor  con 
sus  accesorias  un  robo  frustrado  en  ca- 
sa luiliitada,  sin  armas  y en  cantidad 
menor  de  500  pesetas.  El  fiscal  interpu- 
so recurso  de  casación,  y es  desestimado 
estableciendo  la  misma  doctrina  que  en 
el  caso  anterior.  (Sent.  20  diciem- 
bre 1S72.) 

Xr.  Robo  sin  amias  en  lagar  habita^ 
do  con  escnlamienlo  g fractura^  en  can- 
tidad menor  de  uÜÜ  pesetas:  La  pena  es 
presidio  correccional  en  sii  grado  medio: 
La  inferior  en  un  grado  es  arresto  mayor 
en  su  grado  inedia,  y la  inferior  en  dos 
grados  multa. — En  causa  contra  José 
Glaramunty  [llovera  y Miguel  Martí  por 
robo  de  objetos  valorados  en  10  pese- 
tas, dictó  sentencia  la  Audiencia  de  Bar- 
celona declarando  que  el  hecho  cons- 
liluia  el  delito  de  robo  sin  armas,  con 
escalamiento  y fractura  en  lugar  habita- 
do, en  cantidad  menor  de  oOO  pesetas, 
del  cual  era  autor  José  Ciaramunt  y en- 
cubridor Miguel  Martí,  y condenó  al 
primero  en  trece  meses  y once  dias  de 
presidio  correccional,  y al  segundo  en 
dos  meses  y veintiún  dias  de  arresto 
mayor,  indemnización,  accesorias  y 
costas. 

■ Contra  esta  sentencia  interpuso  el  mi- 
nisterio fiscal  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  fundándolo  en  el  caso 
4.“  del  arl.  4.'^  de  la  provisional  que  lo 
establece,  y designando  como  infringidos 
la  regla  5.®  del  art.  76  y el  del  Có- 
digo penal  vigente,  en  virtud  á que  no 
se  ha  aplicado  á los  reos  las  penas  que 
respectivamente  les  corresponde,  aten- 
dida la  edad  de  los  mismos,  y sa  cuali- 


dad Je  autor  el  uno  y de  encubridor  el 
otro,  y teniendo  en  cuenta  la  disposición 
del  citado  arl,  521  ; y el  Tribunal  bu- 
preino  estima  el  recurso  en  estos  tér- 
minos: 

«Considerando  que  el  art.  521  en  su  últi- 
mo párrafo,  cilioio  como  fiimhunento  de  la 
sentencia  y del  rfcnr-so,  impone  á los  culpa* 
bles  la  pena  señalada  en  los  ilos  ]ijirni!bs  an- 
teriores en  su  grado  míniiiHí;  y ¿ieiuio  pre- 
sidio correccional  en  su  grado  medio  á jire- 
sidio  mayor  en  sii  grado  mínimo,  corres- 
pumderia  al  delito  objelít  de  autos  ei  presidio 
correccional  en  su  grado  mediu  por  no  ha- 
berse cometido  con  arma.s  y el  valor  de  lo 
robado  hatier  sidu  de  10  peStíla.s. 

Cousideratido  que  siemlo  los  procesados 
mayores  do  15  anos  y menores  de  lí^,  se- 
gún consigna  la  sentencia,  se  ha  de  aplicar 
siempre  en  ei  grado  que  correspoinia  la 
pena  inmediata rtieri le  interior  á la  señalada 
por  la  ley,  segiin  lo  prc'icrito  en  el  párrafo 
segundo  del  art.  S6  del  Código  penal;  y ca- 
lificando íle  encubridor  la  misma  sentencia 
á Miguel  Martí,  se  le  ha  de  imponer  lanibien 
la  pena  iofertor  en  dos  grailus  á la  señalada 
por  la  ley  para  el  deliLu  consumado,  con  ar- 
reglo al  arl.  69  del  mismo  Código. 

Considerando  que  la  regla  5.“^  del  art.  76 
pre.scribe  que  cuando  ia  ley  señalare  la  pena 
al  delito  en  una  forma  especíahnenle  no  pre- 
vista en  las  cuatro  ao'eriores  reglas,  los 
Tribunales,  procediendo  por  analogía,  apli- 
: carón  las  penas  correspon  ilien  les  á ios  anlo- 
res  de  delito  frustrado  y tentativa  y á los 
cómplices  y encubridores;  y al  condenar  la 
Sala  á Ciaramunt  á la  pepa  de  pre>i  lio  cor- 
reccional en  su  grado  mínimo  y á Martí  en 
la  de  arresto  mayor  en  su  gnnlo  medio,  lia 
infriogkio  las  mismas  disposiciones  que  cita, 
por  las  cuale.s  á Ciaramunt  le  correspouuería 
' el  arresto  mayor  en  su  grado  inedio,  y á 
Martí  mulla  por  relaijarse  respecto  del  pri- 
mero á la  pena  ininediatainente  interior 
compuesta  de  tres  grados,  por  analogía,  co- 
mo menor  de  edad,  é imponiéndola  en  el 
mínimo;  y al  Martí  rcbajamlo  además  dos 
grados  corno  encubridor,  conforme  á las  dis- 
posiciones referidas. 

Considerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala 
sentenciadora  ha  cometido  error  de  derecho 
que  se  cita  por  el  recurrente  al  imponer 
una  pena  que  no  corresponde  sngua  las  le- 
yes, admitidos  los  hechos  consignados  en  la 
sentencia,  caso  de  casación  comprendido  en 
el  4.*  del  art.  4.*  de  la  ley  provisional  de  18 
de  junio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
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mos  hiiber  lugnr  al  reciir.so  'If 
lerpiicí®iíi  por  el  nitoisieno  fiscal*  (scni.  o 

julio  1872.) 

Xfl.  Roho  menor  de  ^QO pesetas,  exi  hr 
oar  hadiíodo/fractuj'ando  In  tapa  de  who 
arca  con  la  fiavaja  de  hijo  de,  los  auíorfs, 
está  comprendido  en  el  penúltimo  párrafo 
del  nrt.  521. -El  Triljiinal  Supremo  es- 
tima que  la  circunslanciá  de  haber=e 
fracturado  el  arca  con  una  navaja  de  los 
autores,  «manifiesta  cumplidamente  que 
Del  delito  se  ejecutó  con  armas,  por  mas 
«que  no  se  luciera  uso  de  ella  contra  las 
Ipersonas,  y como  la  Sala  de  la  Audien- 
■ cia  le  penó  corno  ejecutado  sin  armas, 
BCíisa  y anula  la  sentencia,  por  haber  in- 
«currido  en  e!  error  de  derecho  á que  se 
» refiere  el  caso  3.“  del  art.  4-.”  de  la  ley 
»dtj  casación,  é infringido  dicho  artícu- 
»lo.»  (Seut,  30  setiembre  1873.) 

Xin.  Robo  por  valor  inferior  de  500 
pesetas  shi  armas  en  lugar  habitado  y 
sin  circuyxstancias  aprecxables, — Penado 
e.ste  deliro,  asi  calificado  por  la  Audien- 
cia de  Madrid,  con  cuatro  anos  de  pri- 
sión correccional,  accesorias  y costas  el 
Tribunal  Supremo  estima  la  casación  de 
la  sentencia. 

«Considerando  que  presupuestos  los  be- 
clios  de  la  seiilencia,  se  lia  cometido  error 
de  derecho  en  la  designación  del  grado  de 
la  pena,  según  la  caíilicacion  que  de  las 
mismas  circiiuslíuicias  se  Itizo,  caso  5."  del 
artíiilo4.“  de  la  ley  provi.siona!  de  casación; 
porque  comprendido  el  delito  por  la  Sala  en 
e!  párrafo  último  del  art.  521  del  Cóiiipo  pe- 
na , sin  círcuiistancitis  apreciables,  y corres- 
pondiendo la  pena  de  pre5t'ci/o  correccional 
en  .su  grado  medio,  cuyir  duración  lia  de  di- 
vidir.se  en  tres  período.e  iguales,  no  se  pue- 
den imponer  lo.s  cuatro  años  que  pertenecen 
al  máximo  de  la  pena,  debiendo  ser  el  medio, 
.según  los  hechos  que  se  cosígnan  en  la  mis- 
ma senlencia,  y .según  dnctriiia  sentada  por 
esta  Sala  del  Tribunal  Supremo  en  varias 
sentencias.  tSciit.  10  febrero  1873,) 

XÍV.  Robo  en  casa  habitada  por  va- 
lor infei'ior  ú 500  pesetas  cometido  por 


robo.  [Jiirisp.  penal). 

dos  años  de  presidio  correccional,  acce- 
sorias y costas,  é interpuesto  recurso  de 
casación  por  el  penado  y por  el  ministe- 
rio fiscal  fundándole  en  el  caso  4.  del 
art.  4.®  de  la  ley  de  1870,  citando  como 
infringidos  ci  70,  80  y 521  del  Código 


penal  se  estima  la  casación  en  estos  tér- 
minos: 

«Considerando  que  el  robo  con  fuerza  en 
las  cosas,  excediendo  el  valor  de  lo  robado 
de  SOO  pesetas,  habiéndose  ejecutado  por  al- 
guno ó algunos  de  ios  medios  expre.sados  eii 
S art.  521  del  Código  penal,  se  castiga  con 
presidio  mayor  en  su  grado  medio  á cadena 
temporal  eú  el  mínimo;  y cuando  no  exce- 
diere de  aquella  cantidad  y los  iníd  hechores 
llevaren  armas,  con  la  pena  inmediaUnienle 
inferior;  y no  llevándolas,  con  la  del  grado 
niinimo  de  la  misma,  en  conformidad  á los 
párrafos  quinto  y último  dcl  mismo  artículo: 

Considerando  que  cuando  la  pena  señalada 
al  delito  se  componga  de  varios  grados  de 
otras  divisibles,  la  inrnediatamenle  inferior 
debe  componerse  del  grado  que  siga  al  mí- 
nimo de  los  que  constituyan  la  pena  ijnpues- 
la,  y de  los  otros  dos  mas  imnedialns,  que 
deben  temarse  de  la  misma  pena  si  los  hu- 
biere; y en  otro  caso  de  la  que  siga  en  nú- 
mero en  la  respectiva  escala  gradual,  según 
la  regla  4.“  del  arl.  76  del  Código  citado;  y 
aunque  .se  refiere  á lo  dispuesto  en  los  ar- 
I ¡culos  de.sde  el  CC  al  73  inclusive  respecto 
de  delitos  frustrarlos,  tentativas,  cómplices  y 
encubridores,  debe  observarse  lo  mismo  en 
los  demás  casos  en  que  haya  de  rebajarse  la 
pena  á la  i u mediatamente  inferior: 

Considerando  que  á los  mayores  de  Í5  años 
y menores  de  18  debe  aplicárseles  la  pena  en 
el  grado  inniedialamente  iulerior  á la  mar- 
cada por  la  ley  al  delito  que  liu hieren  come- 
tido, con  arreglo  al  art. 
ferido: 

Considerando,  por  consiguiente,  de  la  doc- 
trina expue-sta  que,  teniendo  el  procesado 
Fernandez  la  edad  de  17  anos  cuando  come- 
tió el  robo,  sin  llevar  armas,  de  las  prendas 
que  se  han  valorado  en  23  pesetas  y 25  cén- 
timos, le  corresponde  la  pena  de  arresto  ma- 
yor en  su  grado  medio,  que  es  el  mínimo  de 
la  señalada  por  la  ley: 

Considerando  que,  aunque  el  Fernandez 


del  Código  re 


ttít  menor  de  18  niios  sin  aj'nias  con  re~  . reincidente  por  haber  sido  penado  con  an 
incíííciici’a:  La  pena  es  el  arresto  mayor  Pf*’'  estafa,  no  puede  subir  la  peua- 

en  s«  ¡irado  medio,  según  los  arts.  76,  mi"'  “Srevanle  Ael 

86  y S21  dd  Código peuul.-U  Audienl  “o6« 


Cía  de  la  Cor  uña  penó  este  delito  con 


Considerando  que  habiendo  la  Sala  sen- 
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tenciadora  condonarlo  al  Fernandez  en  dos 
años  de  presidio  correccional,  parhtindo  del 
equivocado  concepto  de  que,  siendo  la  pena 
superior  del  delito  el  j^Tudo  medio  de  la  mis- 
ma, delria  ser  la  ininediatamenle  inlerinr  el 
inínifno  i'ara  el  delincuente  por  razón  de  la 
edad,  lia  incurrido  en  e!  error  comprendido 
en  el  caso  -4."  del  iirl.  4/  de  ia  ley  sobre  ca- 
sación criminal,  é iurrinjíido  la  regla  S.*  del 
artículo  76,  párrafo  segundo  del  86  y último 
del  5-1  del  Código  pena!  antes  citarlo; 

Falla mos  que  debemos  rlcclarfir  y declara- 
mos lialier  lugar  al  recurso  iiilerpneslo  por 
el  defensor  del  procesado  y ministerio  fiscal 
contra  la  sentencia  de  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  la  Cnriiña,  y casamos  y 
anulanv's  dicha  sentencia:  rechiineso  de  la 
misma  la  causa  original  para  ios  efectos  dtd 
«artículo  41  de  la  de  t;asacÍon  criminal  antes 
citada.»  {Sent.  i.°  febrero  18T3.) 

En  la  Escala  correspondiente  núme- 
ro 33  puede  verse  prácticamente  demos- 
trada la  doctrina  de  este  fallo. 

XV.  Jloho  con  ó sin  armas  en  casa 
habifada  6 cdipcio  mihlir.o  ó destinado 
ai  culto  religioso:  Pena  en  los  distintos 
casos:  Descenso  de  la  compuesta,  segttn 
las  reglas  del  arl.  70. — Teniendo  en 
cuenta  ia  regla  4.®  del  arl.  70  del  Código 
penal,  la  pena  inmediatamente  inferior  á 
la  de  presidio  mayor  en  su  grado  medio  á 
cadena  temporal  en  su  grado  mínimo, 
que  impone  ei  art.  52!,  es  la  áe,  presidio 
correccional  en  su  grado  medio  d presi- 
dio mayor  en  el  minimo,  y la  inferior  á 
ésta  la  de  arresto  mayor  en  su  grado  me- 
dio li  presidio  correccional  en  su  grado 
7«í?imo.  Esto  supuesto,  la  pena  corres- 
pondiente al  robo,  de  que  trata  el  últi- 
mo párrafo  dei  art.  5’21 , cuando  el  reo  es 
mayor  de  quince  años  y menor  de  diez  y 
ocho,  e.^,  según  dicho  artículo,  el  segun- 
do párrafo  del  80  y la  regla  4.*  del  7(>, 
arresto  mayor  cji  su  grado  medio,  y se 
infringen  dichos  artículos  imponiendo 
trece  meses  de  presidio  correccional, 
como  hizo  la  Audiencia  de  Barcelona  en 
el  caso  <á  que  se  refiere,  de  un  robo  eje- 
cutado por  Miguel  Sadurní  en  lugar  ha- 
bitado, por  medio  de  llaves  sustraídas  á 
su  dueño,  por  valor  menor  de  500  pese- 
tas, con  la  circunstancia  de  ser  Sadurní 
mayor  de  quince  años  y menor  de  diez 
y ocho. — Los  términos  en  que  se  estima 


este  recurso,  interpuesto  por  el  ministe- 
rio fiscal,  son  los  siguientes: 

«Considerando  que  la  pena  señalada  en 
el  art.  521,  párrafo  primero  ile!  Código  pe- 
nal vigente,  «al  delito  consumiólo  de  rol)n  en 
epa  li ahitada  ó ciialquiera  de  .sus  ih’penden- 
cias,  cuando  los  mallierliorcs  se  inirotiujesen 
haciendo  uso  de  ilaves  íalsas,  llevaren  armas 
y el  valor  de  lo  reliado  excediere  de  50ü  pe- 
setas, es  la  de  presidio  mayor  en  sn  grado 
medio  á c.adena  tempo  ral  en  su  grado  míni- 
mo: que  conforme  A lo  ilispuesto  en  el  p:  r- 
rafo  segundo  del  mismo,  cuando  lo.s  malhc- 
cliores  llevaren  arnias  y el  valor  de  lo  robado 
no  excediese  de  Ja  expresada  canlidnd,  debe- 
rá imponerse  la  pena  inmediatanienle  infe- 
rior, ó sea  la  de  presiilio  correccional  en  su 
grado  medio  á presidio  mayor  en  el  mínimo; 
y que  según  se  prescribe  en  <d  párrafo  ter- 
cero y úitimo  de  díclio  artículo,  esa  misma 
pena  se  impondrá  en  su  grado  mínimo  cuan- 
do no  llevaren  aquello.s  armas  ui  excediese 
lo  robado  de  500  pesetas. 

Considerando  que,  según  aparece  de  los 
hechos  que  como  probados  se  consignan  en 
la  sentencia  recurrida,  el  procesado  Miguel 
Sadurní  está  convicto  y ooiiftí.so  de  haber  ro- 
bado en  lugar  iivibilado , haciendo  uso  de 
ilaves  falsas  y sin  armas,  varios  efectos  en  24 
oe.setas:  que  ese  delito,  atendidos  su  lugar  y 
a forma  en  que  se  ha  perpetrado  y el  vaJor 
de  dichos  efectos,  se  liaíia  indudablemente 
comprendido  en  el  párrafo  último  de!  citado 
art.  521;  y que  constando  de  la  referida  sen- 
tencia que  el  Miguel  Sadurní  es  mayor  de 
quince  años  y menor  de  diez  y orlin,  coa 
arreglo  á lo  prescrito  en  el  jiárr  do  .segundo 
del  art,  86  del  mi.sino  Código  dclic  imponér- 
sele la  pena  inm-^dialamenle  interior  á la  se- 
ñalada en  el  reierido  párrafo  final  de!  artícu- 
lo 521  en  el  grado  que  corresponila: 

Considerando  que,  según  la  regia  4.*  del 
art.  76  del  referido  Código  penal,  es  eviden- 
te que  dicha  pena  inmediatamente  inferior 
en  el  presente  caso,  se  compone  del  grado 
mínimo  del  presidio  cnrrecrional  y de  los  gra- 
dos máximo  y medio  del  arresto  mayor;  y que 
este  último  es  precisamente  el  grado  en  que 
corre.sponde  imponerla,  conforme  á la  pres- 
cripción del  repetido  párrafo  final  de  ar- 
tículo 621, 

Con.siderando,  por  lo  tanto,  que  la  Sala 
sentenciadora,  imponiendo  al  procesado  Mi- 
gue! Sadurní  en  vez  de  la  pena  de  arresto 
mayor  en  su  grado  medio,  que  es  la  npticabie 
en  el  caso  de  que  se  trata,  según  se  lia  de- 
mostrado, la  de  trece  meses  de  presidio  cor- 
reccional, ha  iofringido  las  disposiciones  le- 
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cales  anferiormeote  citadas,  é incurrido  en 

el  emir  de  derecho  á que  se  refiere  el  ca- 
so 4/  del  art.  i.*  de  la  provisional  sobre  es- 
tablecimieDlo  del  recurso  de  casación  en  ios 
¡uícins  criminales; 

Fallüfiins  que  debemos  declarar  y declara- 
mos iiaber  lu^ar  al  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley  que  el  ministerio  (isral  ha 
¡Dteputíslo  etc.»  (Sciit.  15  octubre  1872. ) 


XVI.  Otro  /’o//o.— Igual  doctrina  se 
establece  casando  y anulando  otra  sen- 
tencia «le  la  Audiencia  de  la  Gorunü, 
que  impuso  al  robo  frustrado  del  último 
párrafo  del  art.  od!,  dos  años  y cuatro 
meses  de  presidio  correccional,  pues  «es 
induiiable  que,  conforme  á ¡o  prescrito 
en  el  ail.  ()Ü,  la  pena  que  en  el  presente 
caso  correspoiule  imponer  al  procesado, 
es  la  inmediatamente  inferior  en  grado  á 
la  señalada  por  la  ley  en  el  párrafo  últi- 
mo de  dicho  art.  aií  para  ei  delito  con- 
sumado, ó sea  la  de  arresto  mayor  en  su 
grado  medio,  según  la  regla  4.®  del  ar- 
ticulo 7Ü;  y que  por  tanto,  la  Sala  sen- 
tenciadora ha  incurriilo  en  el  error  de 
derecho,  lique  se  refiere  el  caso  4,°  del 
art.  de  la  ley  de  casación  criminal 
é infringido  las  disposiciones  legales  ci- 
tadas.» (Sent.  14  febrero  1872.) 


XVlí.  Otro  caso — La  misma  doctri- 
na se  establece  casando  y anulando  otra 
sentencia  de  la  referida  Audiencia  en 
causa  contra  Pedro  Guzraan; 

ftCuusiileraado...  que  el  robo  consumado 
con  armas  no  excedente  de  500  pesetas,  en 
higar  habitado  se  pena  en  el  último  párrafo 
de!  arl.  5H  con  el  presidio  correccional  en 
sii  grado  medio  á presidio  mayor  en  el  mí- 
nimo^ y que  no  llevando  armas  los  culpa- 
bles ni  excediendo  el  robo  de  la  cantidad  que 
queda  señalada  la  peiia^  mencionada  lia  de 
aplicarse  en  sn  grado  mínimo: 

Considerando  que  habiéndose  de  rebajar 
coiifnTmc  al  art.  06  uua  penalidad  completa 
a!  ?*oljo  fruslradotou  las  condiciones  que  que- 
dan .scfi.dadas,  la  cual  se  compone  de  tres 
grados  ó sea  del  mínimo  del  presidio  correc- 
cional al  medio  del  arresto  mayor,  debe 
aplicarse  este  último  al  robo  Irustrado  que 
se  persigue; 

Y consiilerando,  que  la  Sala  sentenciadora 
al  haber  impuesto  al  procesado  un  año  de 
presidio  correccional,  ha  iofríngído  el  ar- 
Ucnlo  Sil  del  Cédigo  penal  en  su.s  dos  últi- 
mos párrafos,  el  66,  97,  90  y regla  0.®  del 


sp.  penal). 

82,  é incurriendo  en  el  error  de  derecho  á 
que  se  rt'fieren  los  caso.í  -t.  y 5*  art.  4.®  de 
la  lev  de  18  de  junio  de  Í870.»  (Sciit.  26 
marzo  1873.) 

XVIÍ.  Otro  caso  de  robo  sin  ornias 
que  no  excede  de  aOO  pesetas  en  lugar 
habitado  etc.,  comprendido  en  el  párrafo 
último  del  art.  5"¿!1  del  Co7íjí;o  penal: 
Pena  de  la  ftm/oííüfl. —Inter puesto  por 
Manuel  Carrera  recurso  de  casación  con- 
tra sentencia  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ro ña  que  impuso  cinco  meses  de  arresto 
mayor  á la  lenlaliva  del  robo  no  exce- 
dente de  500  pesetas,  sin  armas,  en  lu- 
gar habitado  ( último  párrafo  del  art.  521) 
se  declara  haber  lugar  á él,  establecien- 
do en  los  considerandos: 

tíQue  la  pena  impuesta  (cinco  meses  de 
arresto  mayor)  no  es  la  que  corresponde  y 
que  se  ha  infringido  ei  art.  67  del  Cóiligo; 
C]ue  tratándose  de  tentativa  do  robo  que  es 
la  calificación  hecha  por  la  Sala  al  suceso 
porque  se  procede,  la  pena  correspou diente 
es  la  inferior  en  dos  grados  á la  del  delito 
consumadi.u  que  el  robo  no  exceden  le  de  500 
pesetas,  ejecutado  sin  armas  en  lugar  habita- 
do, ha  de  castigarse  con  el  presidio  corree- 
cional  en  sii  grado  medio,  y que  á la  tentati- 
va correspoDile  la  mulla  ó el  arresto  mayor 
en  su  grado  mínimo. 

Y que  la  Sala  sentenciadora  rd  haber  im- 
puesto cinco  meses  de  arresto  mayor  ó sea 
el  máximum  de  esta  penalidad  ha  infringido 
el  citado  art.  67  del  Código  penal  é incurri- 
do en  el  error  de  derecho  á que  se  contrae 
el  núm.  4,°  del  art.  4.“  de  la  ley  ile  18  de 
junio  de  1870.»  {Sent.  1."  marzo  1873.) 

XIX.  Otro  robo  sin  armas  fjiie  no 
excede  de  500  pesetas,  en  lugar  habitado, 
comprendido  en  el  párrafo  último  del  ar- 
tículo tiál  del  Código  penal:  La  pena 
marcada  por  la  ley  para  este  delito  es  el 
presidio  correccional  en  su-  grado  medio, 
y concurriendo  una  circunstancia  agra- 
vante corresponde  la  penalidad,  desde 
tres  años,  seis  meses  y veintiún  dias,  á 
cualro  años  y dos  meses. — Asi  lo  estable- 
ce el  Tribuna!  Supremo  casando  y anu- 
lacdü  una  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  causa  contra  Blas  González 
y Antonio  Roda  Pefialva.  La  Audiencia 
impuso  á los  procesados  por  el  delito, 
según  se  califica  en  el  epígrafe,  dos  años 
I y seis  meses  de  presidio  correccional,  y 


ROBO 


liabiendo  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción los  procesados,  fundándole  en  el 
núiutro  5/'  liel  arl,  í.°  de  la  ley  de  1870, 
V citan  lio  como  infringidos  el  art.  78 
y 3."  del  8i,  por  no  haberse  designado 
e!  grado  de  la  pena  (¡ne,  correspondía,  á 
pesar  de  haberse  c.diíieado  (|ue  en  el  he- 
cho concurrió  una  circuiislancia  agra- 
vante y ninguna  atim liante,  es  estimado 
por  los  fuüdainenlüs  siguientes: 

«Considerando  qivo  según  el  art.  5*21  del 
Código  pena!,  el  robo  ejecutado  con  armas  y 
[lor  tos  medios  que  eu  el  mi.nno  artículo  su 
ilestgnan,  siendo  el  vulor  de  los  electos  ro- 
lui'lo.s  mayor  de  5UU  pesetas,  se  castiga  con 
presiilio  mayor  c:i  .su  grailo  medio  á Ciidena 
temporal  eti  id  mímnio,  y no  e.veediendo  de 
aquella  oatilidad,  cou  la  pVjiia  inmediatamen- 
te iiilririor,  y si  se  ejecutare  sin  armas  con 
solo  el  grado  luíiiiuio  de  e,sla  peyalidai]; 

Cousiderando  que  el  periodo  legal  de  las 
penas  divisibles  se  onLiende  distribuido  en 
tres  partes,  que  Ibrman  los  tres  grafio,?,  mí- 
nimo, medio  y máximo,  según  el  97:  y en  el 
caso  de  medí:ir  eircuaslaiu  las  agravantes  ó 
atenuantes  debe  impouerse  la  pena  cu  más 
ó menos,  en  coiiftírmidad  á lo  tiispueslo  en  la 
seccioné.*"  del  cap.  IV,  lib.  1,  lít.  lll  del  Có- 
digo relerirlo: 

t.  ’ 

Considerando  que  habiéndose  apreciado 
en  la  sentencia  ia  circunstancia  agravante  de 
haberse  ejecutado  el  robo  de  noche,  y de- 
biendo dividirse  la  pena  de  presidio  eorrec- 
cíouai  en  su  grado  medio,  que  es  la  marcada 
por  la  ley,  en  Ire.s  partes  que  comprenden 
desde  dos  anos,  dos  meses  y un  dia  a cuatro 
y dos  me.ses,  la  correspondiente  en  el  caso 
de  autos  es  desde  tres  anos,  siete  meses  y 
veinlíuii  dias  al  máximo expre.sa do  (I). 

Cousiderando,  por  consiguiente,  que  ba- 
biéüdnse  iiupuesto  por  la  Sala  sentenciadora 
la  pena  de  dos  años  y .seis  meses  de  presidio 
correccional,  ha  incurrido  en  el  error  de 
dereclio  comprendido  en  e!  cuso  5.*  ilel  ar- 
tículo 4.*  de  la  Ley  de  casación  criminal,  é 
iniringido  los  arls.  78  y 82  eu  su  núme- 
ro 3.“  dei  Código  citado.»  (Scut.  1."  octu- 
bre 1873.) 


(1)  Debe  Iiabor  errores  de  copia  tí  de  ini- 
prenla  en  este  consiileríimlo,  pues  el  grado  me- 
dio del  presidio  correccional  comprende  desde 
do.s  años,  ciialro  meses  y un  dia  ¡i  cuatro  años 
y tíos  meses;  }■  de  esta  peiialidail  el  grado  máxi- 
mo ci)ni]>reride  desde  tres  níTos,  seis  meses  y 
veinliuii  días,  á cuatro  años  y dos  meses.  Véa- 
se nuestra  tabla  de  la  pág.  273. 

JuR.  Peis. 


XX.  Otro  ctiso  fir  robo  comprendi- 
do en  el  párrafo  fillimn  del  arL  oíál. 
Contrariedad  de  doelrinas. — Procesado 
Eloy  Hodriguez  ¡lor  rolio  y calilicailo  por 
la  Sala  de  lo  crimin.il  do  la  Aiitiiencia 
de  Madrid  como  t*jeciit.ido  en  lugar  ha- 
bitado, con  frrictut’íj  y escalamiento  en 
canlidail  menor  do  fíüO  pesetas  sin  cir- 
cunstancias aprerialde.i,  filé  conilenado  á 
catorce  meses  tle  presidio  correccional. 
Contra  esta  senlfueia  interpuso  Eloy 
Rodríguez  recurso  do  casación  que  tres 
letrailos  nomlirados  de  fdicio  sucesiva- 
munte  consideraron  improcedente,  no 
obstante  lo  cual  ol  mlui.'’lerio  público  lo 
interpuso  en  beneficio  del  mismo  proce- 
sado fundado  en  td  caso  4.'*  del  art.  4.“ 
de  la  ley  provisional  y alegan  lo  tomo 
infringido  el  ü2I  del  Código  y la  re- 
gla 4.^*  del  7(í,  según  los  cuales  la  pena 
que  corresponile  al  delito  de  que  se  tra- 
ta es  la  do  arresto  mayor  en  su  grado 
máximo.  El  Tribuiud  Supremo  declara 
no  haber  lugar  al  recurso: 


«Considerando  que,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  521  del  Código  puñal  vi- 
gente, el  robo  en  lugar  híibitado,  cuando  no 
excede  de  5i)Ü  péselas  y se  verilica  sin  ar- 
mas se  castiga  con  el  grado  medio  del  presi- 
dio correccional;  y que  á este  misiiio  delito, 
cuando  es  frustnulo,  corresponde  la  pena 
inmediatamente  ¡iilériffr,  con  arreglo  ai  ar- 
tículo 66  de  dicho  Código; 

Cousiílerando  que  de  los  hechos  consig- 
nados y admitidos  como  probados  eu  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  criminal  de 
la  Audiencia  de  esta  capital  aparece  que  Eloy 
Rodríguez  es  autor  del  robo  frustrado  eu 
cantidud  menor  de  oóO  pe.setus,  verificado 
sin  armas  y sin  la  concurreucia  de  circuns- 
tancias agravantes  ni  atenuantes;  y que  al 
imponerle  dicha  Sala  la  pena  do  catorce  me- 
ses (le  presiilio  corníceíona!,  se  lia  sujetado 
á las  pre.scri liciones  del  cítailo  Código,  porque 


de.s]gnando  éstos  únicumenle  el  grado  medio 


como  pena 

para  el  delito  consumado,  y debiendo  bajar 
para  el  frustrado  á la  inmediataineulc  infe- 
rior en  grado,  esta  debe  ser  la  del  mínimo 
tan  solo  de!  mismo  presidio,  y no  la  com- 
puesta de  éste  y de  los  otros  dos  de  la  mas 
inmediata,  toda  vez  que  ésta  cnuibinacioa 
debe  hacerse  cuando  la  pena  .señalada  al  de- 
lito conste  de  varios  gnuio.^,  según  'o  dispo- 
ne la  regla  i,®  dei  arl.  76  del  referido  CódÍ- 

'21 
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^¡gg  y no  cuando  conste  de  uuo  cooio  6d  6l 

caso  presente;  . , , , 

Consideratido,  en  virtud  do  io  expuesto, 
que  la  Sala  seriteiicíadnra  no  lia  incurrido 
en  el  error  de  dtireclio  que  señala  ef  caso  4/ 
dcl  art.  í/  de  la  ley  de  13  de  junio  de  1870 
i)t  infrínííido  los  arí^.  76  y 321  dcl  Código.» 
(Scnl.  í;í  junio  ÍS7’2.) 

Nos  complacemos  en  consignar  que  la 
doctrina  del  fallo  anterior  no  !a  hemos 
visto  repetida  en  ningún  otro,  y lejos  de 
eso,  antes  y después  de  la  fecha  del  mis- 
mo, vemos  que  se  establece  la  contraria, 
que  creemos  mas  conforme  con  el  espí- 
ritu de  la  ley  según  hemos  dicho  en  el 
artículo  Escal.^s,  donde  Ir.atamos  con 
alguna  extensión  csie  asunto.  Por  lo  de- 
más el  fundíimento  de  este  fallo  no  es 
muy  sólido,  pues  que  no  es  exacto  que 
la  penalidad  del  último  párrafo  del  ar- 
tículo :)!i!  sea  el  arresto  mayor  en  su 
grado  medio,  sino  el  grado  mínimo  de 
la  sen  liada  en  el  anterior,  ó sea  el  grado 
mínimo  del  presidio  correccional  en  su 
grado  medio  á presidio  mayor  en  el  mí- 
nimo, (¡ue  por  lo  mismo  se  compone  de 


ROBO.  {Jiirisp.  penal). 

cuando  la  ley  exige  copulativamente  que  sea 
en  despoblado  y en  cuadrilla...»  [Senten- 
cia 27  febrero  1873.) 

XXII.  Párrafo  úlítmo  del  arf 
Robo  j}ienor  de  500  pesetas  en  lugar  no 
habitado,  con  escalaiyiieuto^  ó ronjní- 
miento,  ó fractura,  ó uso  de  llaves  fal^ 
sas,  ó sustracción  de  objetos  cerrados,  etc. 
penado  en  el  idírmo  párrafo  del  art.  525; 
La  pena  correspondiente  á este  delito  es 
arresto  matjor  en  su  grado  máximo  á pre^ 
sidio  correccional  en  su  grado  mínimo. 
— Así  lo  estabiec.e  el  Trlíiunal  Supremo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  do 


tres  grados. 


El 


arrf*sto  mayor  en  su  grado 
medio  es  sí  la  pena  que  viene  á resultar, 
pero  no  por  eso  hemos  de  denominarla 
así  para  el  efecto  de  alterar  su  índole  ó 
carácter  de  compuesta  de  tres  grados. 


Robo  en  despoblado  ij  en  cua- 
drilla: El  arl.  o22  del  Código  penal  solo 
esaplimhle  concurriendo  copulalioamen- 
te  las  dos  circunstancias.  — Se  declara 
babor  lugar  al  recurso  de  casación  que 
tres  letrados  que  se  nombraron  do  oficio 
estimaron  improcedente  y que  sostuvo  el 
ministerio  " 


^ «CoiHÍderarulo  que  por  el  art.  322  del  Có- 
digo peasil  vigente  se  previene  que  Jos  delito.s 
de  robo  de  que  h ilda  el  art.  .321  serán  casti- 
gados con  la  pena  que  este  id  timo  impone  en 
su  grado  máximo,  cuando  hubiesen  sido  eje- 
cutados en  despoblado  y en  cuadrilla; 

Y couside ramio  que  el  delito  de  robo  que 
ha  dallo  lugar  á e.ste  p.'-o  cedí  miento  .se  verifi- 
có en  la  ca.sa  del  cura  de  Huerta  de  Abajo 
que  no  resulta  esté  en  despoblado  y sí  deu-^ 
tro  lU-í  la  pohhmion  que  invadieron  ios  malhe- 
chores, por  lo  que  la  Sala  serilenciadora  ha 
infringido  dicho  arlículu,  agravando  la  pena- 
Jidiidde  D.  Uoiioralo  Curcuera,  cu  concepto 
de  iiaber  verificado  el  robo  en  cuadrilla 


casación  interpuesto  por  el  fiscal  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza  en  estos  términos: 

«Gonsideranrlo  que  al  fijarse  en  el  art.  76 
reglas  para  graduar  las  penas  correspondien- 
tes á lo.s  autores  de  delito  frustrado  ó tenta- 
tiva, así  como  á los  cómplices  y encubrido- 
res, se  establece  en  la  regía  que  es  la 
que  alega  la  parte  fiscal  como  infringida,  que 
cuando  la  pena  señalada  al  delito  se  com- 
ponga de  varios  grados  corre.spondientes  á 
diversas  penas  divísible.s,  la  inmediatamente 
inferior  so  ha  de  componer  del  grado  que  si- 
ga al  mínimo  de  los  que  constituyen  la  pena 
impuesta,  y de  los  otro.s  dos  más  inmediatos 
que  se  lomarán  de  la  propia  pena  impuc.sta, 
si  los  hubiere,  y en  otro  caso  de  la  pena  que 
siga  en  número  en  la  respectiva  escala  gra- 
dual, y que  asimismo  se  determina  eu  lifre- 
gla  3.*  de  dicho  artículo  que  cuaudo  la  ley 
señalase  pena  al  delito  en  una  furnia  no  pre- 
vista en  las  cuatro  reglas  anteriores,  ¡os  Tri- 
bunales, procediendo  por  analogía,  apliquen 
las  correspondientes  ú los  aiitore.s  de  delito 
frustrado  y tentativa  y á los  cómplices  y en- 
cubridores: 

Considerando  que  se  persigue  en  esta 
causa  e!  delito  con.-iumndo  de  robo  menor 
de  500  pesetas  en  lugar  no  babilado,  y de 
ninguna  manera  el  frustrado  ni  la  tentativa, 
para  los  cuales  so  establecen  las  expresadas 
reglas  4.*  y 5.*  del  art.  76;  que  este  deli- 
to consumado  eu  cantidad  mayor  de  di- 
chas 500  pesetas,  y con  alguna  de  las  cir- 
cunstancias señaladas  en  el  art.  52o,  so  cas- 
tiga con  el  presidio  covrecciojial  en  sus 
grados  medio  y má.vimo]  y que  conforme  al 
último  párrafo  de  dicho  articulo  ha  de  impo- 
nerse la  pena  ¿nmediat ámente  inferior,  gue 
consiste  en  el  mínimo  del  presidio  correccio- 
nal tj  máximo  del  arresto  mayor,  compues- 
ta de  do.s  grados,  como  aquella  de  que  se  re- 
baja cuando  el  valor  de  ios  efectos  robados 
no  excediere  de  las  500  pesetas:  que  no  se 


ROBO,  {Jurisp.penaL) 


tríita  en  este  caso  de  varios  prados  de  diver- 
sas penas  lüvisildes,  que  es  ;í  lo  que  se  con- 
trae la  cilada  repla  4.“  del  ,irl..  70,  Ío  cual  es 
olri)  iiiotívo  para  n i aplicarla: 

Cotisuleramio  qnii  la  Sala  sentenciadora, 
al  irupenera!  prnce^a  In,  eonrnrme  al  úiliiun 
p.irrafo  de  i nrt..  q ni  une  inesi's  fie  fircsi- 

dio  correccional,  los  ciirde.s  están  dentro  del 
medio  del  prado  niiiiiino  de  dicdia  pena,  que 
es  el  qtie  corresponde  con  sujeción  á la  re- 
gla i.*  del  arl.  8'í,  toda  vex  que  no  apreció 
circonslancias  atenuantes  ni  agravantes,  no 
]ia  infringido  las  reglas  (pie  quedan  citadas 
BÍ  el  art.  .o25,  sino  que  se  ha  ajustado  á los 
artículos  ít7  y 08  del  Ciídigo,»  (Seiil,  22 
marzo  1873.) 


XXIIÍ.  Pcnnlidad  del  robo  compren- 
dido en  el  arl.o'lit  p-rll . Lnpena  tnme- 
dial'irnente  superior  al  arresto  mayor  en  i 
^iis  prados  medio  y máxirno  es  el  presidio  ' 
correccional  en  sus  fj rodos  minimo  y me~  ! 
í/f’o. -- Procesado  líct-quiel  Milán  por  ro- 
bo, la  Sala  le  Cídilicó  como  ejecutcido  en 
lugar  no  habitado  en  cantidad  menor  de 
2?i  peseta.®,  con  la  circunstancia  con.sli- 
luiivfi  de  ser  dos  veces  reinciden  le  y la 
agravante  gencirica  de  haber  sido  casli-  ' 
gado  por  delito  á (¡ue  la  ley  señala  igual 
pena,  imponiéndole  tres  años  de  presidio  ' 
correccional  con  su  accesoria,  indemni- 
zación de  8 pesetas  H céntimos  y costas.  ¡ 
Inlerfuieslo  recurso  de  casación  por  su- 
poner infringidos  los  arls.  52ü  y 527,  se 
dexlara  no  haher  lugar  á él:  | 


«Coiisidernndo  que  el  art.  52í!  da!  Código 
petud  castiga  con  arrc'íLi)  mayor  cu  sus  gra- 
dos medio  y iná.\ii:io  al  culpaiile  da  robo  que 
no  ('xcedie.se  de  25  pe.sota.s,  y el  527  con  la 
pena  ifiinediataineiile  .superior  si  fuere  dos  ó 
rná.s  veces  reiucideitte;  habiéndose  de  obser- 
var [lar.i  su  «radoaciori,  según  el  art.  02, 
las  reglas  prescritas  en  los  arls.  76  y 77,  y 
di.stribnyóndosi?.  en  Iras  ]iartes  (i!  período  le- 
gal de  la  (Itiracion  lie  ia.s  penas  divisibles,  con 
arreglu  al  art.  97: 

Cunsideraudo  que  síomlo  el  presidio  cor- 
reccional en  .sus  grados  tnínimo  y medio, 
que  abraza  el  tiempo  de  seis  meses  y un  día 
a cuatro  años  y dos  meso.s,  l;i  pena  ínmedia- 
tamimle  superior  ai  arre.sto  mayor  en  sus 
gra  los  miiiiio  y máximo,  ai  imponer  la  Sala 
sentenciadora  al  proce.sado  tres  años  de  pre- 
sidio correcciona!,  aplicando  una  círcunslan- 


Ciiya  grava  lile,  .sin  ninguna  atenuante,  no  ha 
infringido  los  arliculos  anteriormente  citado.s 
en  perjuicio  del  reo,  á quien  ha  impuesto  el 


mínimo  del  máximo  de  la  pena  señalad i por 
la  Uy  a!  dplilo  comelido — » (Seiit.  5 fe- 
brero 187-1.) 

XXIV.  Otro  caso  sobre  penalidad  del 
arl.  52f).  — El  art.  520  del  (código  penal 
relormado,  castiga  el  robo  ejecutado  por 
cualquiera  de  los  cinco  medios  designa- 
dos en  el  arl.  52o,  cuando  el  valor  de 
lo  robado  no  excede  de  2,5  pesetas,  con 
las  penas  de  arresto  mayor  en  sus  grados 
medio  y máximo;  y con  la  inferior  inme- 
diata, ó sea  arresto  mayor  en  su  grado 
mínimo,  y mulla  que  no  liaje  de  t2E) 
pesetas,  cuando  las  cosas  robadas  fuesen 
frutas,  semillas,  caldos  ú otros  objetos 
destinados  á la  alimentación.  (Seut.  10 
marzo  1872.) 

XXV.  Párrafo  segundo  del  art.  52G. 
— El  robo  enlitgar  no  habitado  de  semi- 
llas alimenticias,  frutos  ó leñas,  7io  exce‘ 
£¿tVnf/o  de  25  pesetas,  se  pena  ron  multa 
ó arresto  7níí_f/or  en  el  grado  mínimo,  se- 
gun  el  párrafo  segundo  del  art,  52t). — 
Así  se  establece  al  declarar  haber  lugar 

O 

al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Miguel  Piedrabila  y otros  y por  el  mi- 
DÍslerio  público; 

«Considerando,  respecto  del  fundarnento 
de  casación  alegado  por  el  mÍ0F.sl(!rio  públi- 
co, que  según  el  arl.  326  del  Código  penal, 
en  relación  con  los  dos  que  inmediatamente 
le  preceden,  el  robo  menor  de  23  pesetas  ha 
de  castigar.se  con  los  grados  medio  y máximo 
del  arresto  mayor;  y si  las  cosas  robadas  fue- 
sen semillas  alimenticias,  la  pena  será  !n  in- 
mediatameiile  inferior,  ó sea  la  de  multa  á 
arresto  mayor  cu  el  mínimo; 


cede,  coiisi.stente  en  uu  celemín  y medio  de 
trigo,  valuado  en  una  peseta  29  '/o  cénti- 
mos; y que  la  Sala  sentenciadora  al  imponer 
por  él  á Miguel  Piedraliita  cuatro  meses  de 
arriíslo  mayor,  medio  de  esta  penalidad,  ha 
infringiilo  el  citado  artículo  526  del  Código 
peni'!,  é incurrido  en  el  error  de  derecho  á 
que  se  contrae  el  iiüm.  i.“  del  art,  4.“  de  la 
ley  provisional  de  18  do  junio  de  1870.» 
(Sent.  8 marzo  1873.) 

XXYI.  Error  de  dej'echo  en  calificar 
de  consumado  ini  robo  frustrado. — Se 
hace  cargo  el  Tribunal  Supremo  de  lo 
que  disponen  el  párrafo  primero  del  ar- 
tículo 3.°  y el  66  del  Código  penal,  y es. 


ROBO.— SENTENCIAS.  [Jurisp.  penal.) 


tleníndosey  gunrdondo  la  Cíinlidad  sustraída 
cin  qnc  la  cirdinslancía  dü  uo  ljal>erse  uiilj, 
¡ado  de  ella,  por  Itahérsela  encontrado  y re. 

^ _ J . V . k f fu  í L 1 f tT  Í4  TPi  #■ 
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tima  ia  casación  de  un  fallo  de  la  Au- 

díen cia.de  Madrid:  , /.¡ihu 

«Coüsiderando  (pie  de  In^  hechos  cons  „-  ; . po^ierioriiieíde,  sea  motivo  para  tener 

nados  y adiidli.los  cmijo  P^;; | no?  frustrado  un  iicclm  qo¡\va  tenia  rea hV.a^ 

resulta  que  [«’ranciscn  Haer  as  « /''“loro  M.  r comploto.»  (ücnt.  Ib  abril  1S<3.) 

eos  penetraron  con  olqelo  tie  robar  eu  la  h..- 

bitacuon  que  ocupa  l^nincisco  Benito  cuando  ) XXVIIÍ.  Error  (h  derecho  en  la  ca- 
éste  se  liüllaba  fuera  de  ella,  abriendo  con  i roto. —El  lieclio  de  entrar 

otra  llave  distinta  de  laque  aquel  usaba  e!  j empujondü  la  puerta,  que 

-iSla?  ^"T-  Ise  iXb^cerr.,!!.  'con  .olo'upa  piera 
Sr'irap'i'liéDilulea  que  salieran  i!e  la  refe-  ' por  delrás,  no  pueJu  enlent  crse  (|ue  hu- 
riila  iiabiUfHon  con  tos  efectos  de  que  se  ha-  . bo  fuerza  en  as  cosas  por  ninguno  de 
bían  apoderado  ya,  lo  cual  constituye  un  de-  ^ ¡os  medios  expresos  en  el  art.  t>2l  del 
lito  de  robo  frustrado:  _ ^ 'Código  citado;  y apreciándolo  la  Sala 

Consideramlo  ¡«ne  habiendo  sido  ca.ilicado  i gg^tenciadora  por  delito  de  robo  en  aquel 

' ^ala  como  robo  consuiua- I comete  el  error  de  derecho 

que  se  refiere  en  el  caso  3.°  del  art.  4,® 
de  la  ley  sobre  establecimiento  de  la  ca- 
sación criminal,  é.  infringe  el  mini, 
del  art.  iilO  del  Código  dicho.  (Seut.  H 

•ímTin  1 t 


este  ¡icciio  j. ..  — — , 

d(»i  Y penados  .sus  íOilorcs  con  arrcg.o  a lo 
que  di.'pone  el  .arf.  (U,  se  ha  inínr.gitlo  ese 
arlícido  y los  3.°  y 6(5  ciUidos  anteriormente, 
V -<6  ha  incurrido  en  el  error  de  dcTCCliO  que 
LííXl  cnso  3.»  dr.l  arl.  4.»  .k  h Iry  ,le  18 
de  junio  de  1870.»  tSent.  2 enero  18i3.) 


xxvu.  0/ro  CASO  sobre  calilicacion 
de  delito  consumado  ó frustrado.  Sus  di- 
feveucios. — No  há  lugar  á la  admisión 
de  recurso  de  casación  contra  sentencia 
que  castiga  como  consumado  el  robo  de 
una  cantidad  sin  utilizarse  de  ella  el 
ladrón: 

«Considerando  que,  segnn  ius  hechos  de- 
clarados probadík.s  por  hi  Sala  .sentenciador.', 
el  procesado  praclici  todos  los  actos  consti- 
tutivos dt’i  delito  de  hurto  consumado,  apo- 


XXIX.  EscMlamieufo.  — El  escala^ 
miento  que  según  el  art.  21  existe  cuan- 
do se  entra  por  una  vía  que  no  sea  la 
destinada  al  efecto,  es  uno  de  los  ele- 
mentos que  caraclerizan  la  fuerza  inhe^ 
rente  al  delito  del  robo.  (Sent.  28  di- 
ciembi’O  1871. ) 

V.  AuTOIV  UK  OELITO:  CiFmUNSTANC1.4.S; 

Compete.^tcia:  Hurto;  Eximiüri ación  ile~ 

GAL  Dli  DlEiNES:  EsCALAS,  ClC. 


SEDICION.  Y.  Rebelión. 

SEDUCCION  DE  TROPAS.  • Lo  que  es  es- 
te delito,  penalidad  y competencia,  lo 
dejamos  indicado  en  el  artículo  Insulto 
Á centinela. 

SENTENCIAS.  El  art.  6G8  de  la  Ley 
orgánica  de  Tribunales  nos  dice  lo  qua 
son  providencias,  autos,  sentencias,  sen- 
tencias firmes  y ejecutorias.  El  art.  73  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  seña- 
la los  términos  dentro  de  los  ijue  han  de 
diciarse,  y son,  por  regla  general,  en  el 
dia  las  providencias;  a los  tres  dias  los 
autos;  y á los  cinco  dias  las  senten- 
cias; contados  desde  que  se  hubiere  ce- 


Itíbrado  la  vista  de!  inciden  Le  ó se  hubie- 
re terminado  el  juicio,  excepiuándoso 
las  del  Jurado  que  se  ilictan  en  la  misma 
sesión,  y las  de  Ius  juicios  de  fallas  que 
han  de  darse  en  el  mismo  dia  ó en  el  si- 
guiente de  celebrarse. 

Respecto  al  número  de  magistrados 
necesarios  para  dictar  oiUos  ó semencias, 
han  venido  rigiendo  iiasta  el  dia  el  ar- 
tículo 74  del  regla rnenío  provisional,  el 
Real  decreto  de  4 de  noviembre  de  1838 
y la  regla  4á  de  la  Ley  provisional 
de  Í8o0;  pero  hoy  rige  el  art.  80  de  la 
citada  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal, 
que  de  acuenlo  con  el  640  de  la  Ley  or- 
I gánica  judicial,  exige  tres  magistrados 
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para  rlicEar  aulos  ó sentenc.ia:>  en  los  jui- 
cios cuyo  conocimi'^nlo  corresponde  á 
las  Salas  de  lo  criminal  de  las  Audien- 
cias con  ó sin  Jurado. 

Veamos  algunos  fallos  de  casación  so- 
bre la  i nipona  ule  cuestión  del  número 
de  magistrados  necesarios  [lara  que  ba- 
ya sentencia: 

I.  Son  necesarios  para  diríar  senten- 
cia (i  lo  juénos  tres  volas  conformes,  y 710 
puede  tener  tal  carde íer  un  acuet'do  to- 
mado por  dos  solos  7nng¡sirQdos  de  tres 
que  hnynn  conrAirrido  ú la  vista. — For- 
niíiiia  causa  c.onira  D...  por  el  delito  de 
rapto  con  miras  deshonestas,  se  dictó 
sentencia  por  la  cual  se  absolvió  al  D..., 
y elevada  en^consuUa  á la  Audiencia  del 
'distrito,  la  Sala  de  lo  criminal,  con  la 
concurrencia  de  dos  solos  votos  confor- 
mes (le  los  tres  que  la  formaban,  dictó 
una  Fíísolucion  en  21  de  diciembre 
d(í  1871,  condenando  al  acusado  a dos 
años  de  prijion  correccional  con  sus  ac- 
cesorias. Contra  este  acuerdo  se  interpu- 
so recurso  de  cisacion  por  el  ren,  ale- 
gando haberse  infringido  por  la  Sala  las 
leyes  que  cita  (asi  dice),  y el  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lagar  á deci- 
dirle en  los  términos  siguientes: 

1. "  Considerando  que  con  arreglo  al  ar- 
tículo 74  del  reclámenlo  provisional  de 

de  setiembre  de  i 8 3o,  y e!  Real  decreto  de 4 
de  n.n-fombre  de  i 838,  rm  derogados  por  la 
regla  4-1  do  la  ley  provisional  para  la  aplica- 
ción de!  Código  p-mal  de  lIJoO,  son  necesa- 
rios para  diciar  sentencia  á lo  menos  tres 
volo.-í  enteramente  conformes: 

2. *^  Considtí.rindo  que  los  arts.  640  y 6Í1-4 
de  ia  loy  de  organización  dd  poder  judicial, 
aunque  señala  ol  número  do  imigialrados 
neces  trios  para  componer  las  S ila.s  de  justi- 
cia, nada  ilderminan  acerca  del  que  sea  pre- 
preclso  [lara  acordar  el  fjllo,  y que  el  673 
previene  que  osle  so  dicte  p.ar  el  número 
de  yoins  iiece.snri'is  con  arreglo  á las  leyes  de 

'I  4 ^ ) j-m  1 ^ t ^ 


3.  Omsi  ierandn  que  de  o.sla naturaleza 
son  en  lo  criminal  las  citadas  disposiciones 
yigentü.s  de  dicho  re^latuenlo  provisional  y 
Real  docreto  fie  iírjS,  [JO  derogados  por  lo 
tanto,  ni  modllicado.s  siquiera  eii  ¡a  tneucio- 
naiia  ¡ey  de  organización; 

■4.'^  Ciui.siderandü  que,  enmo  consecuen- 
cia de  estas  premi.sas,  las  resoluciones  de  las 
Audiencias  que  no  reúnan  tres  votos  absoluta- 
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mente  conformes  no  puoilen  tener  el  carác' 
ter  legal  de  verdaderas  sentencias; 

5. ®  Consiilerando  que  para  admitir  ó de- 
negar la  admisión  de  un  recurso  de  C ísacion 
es  necesario,  con  arreirlo  al  arl.  2/  de  la 
ley  provisional  de  tS  de  junio  de  RS70,  que 
se  baya  iní,erfnie.sl.o  contra  sentencia  ileliní- 
tiva,  y qtie  no  puede  tener  la  autorización 
de  (al  un  acuerdo  lomado  por  tíos  solos  ina- 
gi.strados  de  tres  que  hayan  coucurri  lo  á la 
vista: 

6. *  G'insiderando  que  e.sla  misma  doctri- 
na legal  rige  en  los  negocios  civiles,  en  los 
cuales  con  arreglo  :d  art,  63  de  la  I."y  do 
Enjuiciatnienlo,  no  p lede  h iber  sentencia 
delinitiva  en  los  Tribunales  superiores  sin 
el  voto  conforme  de  tres  magistrados,  doc- 
trina que  ha  sillo  reiteratbi  por  e.ste  Tribu- 
nal Supremo  on  sentencia  de  la  Sala  prime- 
ra de  21  de  abril  de  1871 ; 

7. *^  Considerando,  además,  quesería  un 
conírasentido,  que  no  puede  suponerse  en 
la  ley,  exigir  esta  tres  votos  conformes  para 
la  decisión  de  un  litigio  civil,  y tener  por 
suficiente  la  (concurrencia  de  dos  voto.s  solos 
para  la  imposición  de  ptMiiis  que  pueden  lle- 
gar á ser  lie  suma  gravedad: 

8. “  Considerando  que  la  resolución  de 
que  se  ha  liecho  mérito  y contra  la  cual  se 
ha  propuesto  el  recurso  ha  sido  dictado  so- 
lamente por  dos  magt.strados  de  los  tres  que 
componían  la  Sala,  y por  coiLsígniente  que 
no  es  verdadera  sen! encía  jurídica; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y declara- 
mo.s  no  haber  lugar  á decidir  el  presente  re- 
curso; y mandamos  que  se  comunique  esta 
resolución  á la  Sala  de  dicha  Audiencia  que 
ha  enlcnílído  en  la  expre.sada  causa  para  que 
proceda  á lo  que  corrcíspondu  con  arreglo  ó 
derecho.  (SeiU.  12  abril  IST2.) 

II.  Otro  caso:  Número  de  íw ai/ ís/ ra- 
dios 7iecesarios  para  coíi.sí/ííií'r  sentencia: 
No  es  dado  rali f car  de  tales  fallos  los 
dictados  por  número  7nenor  de  magistra- 
dos.— Se  declara  no  haber  lugar  á deci- 
dir un  recurso  de  casación, 

«Considerando  qne  td  iiúinern  de  magis- 
trados para  laliar  pleitos  y causas  dehe  ser 
siempre  impar,  ido  que  pueda  liajar  del  ne- 
cesario para  cetelirar  nudieucia,  ni  exceder 
del  que  baste  á dictar  .sentencia  definitiva, 
según  la  naturaleza  del  pleito  6 causa,  con 
arreglo  á las  leves  de  Enjuiciamiento;  y que 
la  sentencia  ha  de  dictarse  por  mayoría  ab- 
soluta de  votos,  conforme  á lo  preven  i !o  ea 
lo.s  arts.  673  y 687  de  la  Ley  provisional  so- 
bre organización  del  Poder  judicial: 

Considerando  que  legalinente  no  puede  ha- 
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lier  senleocfa  en  las  Salas  ile  las  Ainiiencias 
del  reiüo  sino  en  cuanto  fjüe  restieivaa  los 
tres  votos  ribsnliitLiinenlú  conformes  que  exi- 
ge el  art.  7i  del  reglamento  provisional  para 
la  adtíijntsíracton  de  justicia  de  2fi  de  se- 
tíemlire  de  1835,  caiiforine  con  el  Uea!  de- 
creto de  4 de  n.»ví(ímbrQ  ile  1838,  leyes  las 
dos  vigentes  sobre  Enjiuciamiento.»  ^Sen- 
tencia  ’2G  junio  1872,) 

I II.  Otro  caso  csUiWeciendo  la  mis- 
ma ihctrina. — Interpuesto  recurso  de 
casación  en  causa  sobre  injurias,  apoya- 
do en  eí  caso  1,“,  art.  4.“  de  la  ley,  y por 
infracción  del  art.  478  del  Código  penal, 
se  deciara  7io  haber  lugar  á decidir  por 
ahora  el  recurso^  y que  se  comunique  á 
la  Sala  de  ¡a  Audiencia  para  que  proce- 
da á lo  que  hubiere  lugar  con  arreglo  á 
derecho,  por  los  siguientes  fundamentos: 

«1,*  Cctosiileraniio  que  e.s  circunstancia 
esencial  é iudbClinaliltí,  para  que  proceda  y 
haya  lugar  al  recurso  extraordinario  de  ca- 
sación, así  en  los  juicios  civiles  como  en  los 
criminales,  según  e!  art.  2.*  de  la  ley  de  18 
de  junio  de  1870,  que  las  sentencias  ó lallos 
contra  los  que  .se  reclama  tengan  el  carácter 
de  tales,  ya  poniendo  término  al  juicio,  ya 
privando  absolutamente  de  un  derecho  que 
irrogue  irreparables  perjmcíüs  á cualquiera 
de  las  partes  cmUeriíiieute.s; 

2.'^  Considerando  que  no  es  dado  califi- 
car de  tales  fallos  resolutorios  los  diclailos 
por  menor  número  de  juece.s  que  Jn.s  que  la 
ley  determine,  y que  exicieíido  as:  ésta  co- 
mo la  jurisprudencia  uniforme  de  los  Tribu- 
nales, cansiguada  en  diferentes  decisiones 
de  este  Supremo,  que  sean  necesarios  por  lo 
ménos  tres  votos  ccui formes  para  constituir 
sentencia,  las  providencias  que  carezcan  de 
tan  esencial  requisito,  como  el  que  ha  dailo 
origen  al  presente  recurso,  excluveri  su  ad- 
misión legal.»  (Scnt.  28Jiin¡o  1872.) 

IV.  La  ínistna  doctrina:  hitellgcn- 
cia  del  art.  / t del  J'pglanicuto  p}’o])i~ 
sional^  del  lieal  decreto  de  4 de  7ioviefíi- 
hre  de  1838  y de  la  ley  orgánica  de  7 Vi- 
bunales  de  1870.'~En  otra  sentencia  de 
21  do  setiembre  de!  mismo  año,  dictada 
en  causa  sobre  hurto  do  árbolMs,  se  de- 
clara también  no  haber  lugar  decidir  el 
recurso  de  casación  por  idénticos  funda- 
mentos. Los  tres  últimos  considerandos 
de  la  de  21  de  setiembre  explican  de 
otro  modo  la  misma  doctrina. 

Dice  así  esta  sentencia: 


Considerando  que  conforme  jí  lo  dispuesto 
en  el  art.  74  del  reglamento  provismnal  pura 
la  ailmiiiisl  ración  de  justicia  d<i  2(i  de  sotiiini- 
bre  de  1833,  y d la  ihsposlcion  3.”  del  artícu- 
lo único  del  Real  decreto  de  4 de  noviembre 
de  1838,  no  puede  halier  sentencia  en  los 
pleitos  ni  en  las  eaiisa.s,  sin  la  concurrencia 
de  trtí.s  votos  enteramente,  conformes: 

Cüritiderando  que  esla.s  disposicioues  no 
han  .sido  derogadas  por  la  ley  provisional  de 
lo  de  .setiembre  de  1870  .subre  organización 
del  poder  juílici.'d,  por  no  liitllar-se  aun  for- 
mubulos  ni  aprulíiidos  los  difereiiles  regla- 
mentos necesarios  para  su  ejecucinn  que  la 
mi¿ma  exige  en  el  art.  -í.",  lit.  XXI H de  sus 
disposiciones  transitorias;  razón  por  la  cual, 
su  observancia  no  ]>nede  ser  completa  en  to- 
das sus  parles,  y •rjuello.s  punlo.s  que  liagan 
relación  con  la  susiiincííicion  y procedimien- 
to del  juicio  criminal  delnui  .sujetarse  precisa 
y necesariamente  ;í  bes  reglas  eslalileculas  en 
anteriores  leyes  ó reglanienlos,  únicos  que 
subsisten  y }iuetien  cunsu liarse  hasta  que 
otros  vengan  ;i  derogarlos  y mnilarios: 

Considerando  que  el  art.  (i-iO  de  la  referida 
ley,  que  ira  la  (an  .sólo  del  número  de  jueces 
ó magÍElrados  que  baslan  para  Ibrtnar  Sala 
en  toiios  aquellos  casos  en  que  la  ley  no  exi- 
ja determinado  mlinero,  no  se  opone  de  nin- 
guna manera  á que  coiilimiori  observó  mi. jse 
Jas  citadas  disposiciones  prG,-críl.a.s  un  et  re- 
glamento prnvi.sioria!  de  18.35  y Real  decre- 
to de  noviembre  de  1838,  ni  aun  combinado 
can  el  C84 /(ue  proviene  que  la  .sentencia  so 
dicte  por  mayoría  de  votos, excepto  en  los  ca- 
sos en  que  la  ley  exigiere  expresatuen te  ma- 
yor número,  poripie  !imb'i.s  e.st.aÍjluCí*n  su 
cumplimiento  tan  sólo  en  cuanto  .se  hallen 
en  armonía  y no  se  contradigan  con  lo  que 
hasta  el  dia  de  .su  publicación  se  viniere 
practicando; 

Consiflerando  que  habienilo  sido  nece.saria 
iin.sla  el  din  la  ciuicnrroncia  de  tres  votos 
conlonnes  para  la  validez  íie  las  sentencias 
que  no  reqiiíerta  mayor  número;  y no  ex- 
pi‘e.sándo.‘'e  tenuinantemenle  en  ios  iiicricio- 
nado.s  artículos,  ní  en  ningimo  otro  de  la  re* 

I TÍ. la  ley  provisional  sidiro  organización  dol 
poder  judicial,  que  basten  dos  votos  para  for- 
mar setilencin,  .serla  exponerse  á fabsenr  .s 
objeto,  y desde  luego  i contrariar  su  espíritu 
aiimil iendo  en  .seiitirlo  re.'ítridivr»  variación 
tan  importante,  é introduciendo  iiua  perjinii- 
cial  novedad  en  contra  de  los  derechn  de  los 
encausados,  disiiiinnyoudo  las  garanlias  del 
mejor  acierto  en  los  j¡illo.s,  principios  tuilos 
tan  atendidos  y recuineiidiuios  por  la  repetí- 


.su 

3 


Considerando,  por  último,  que  este  criterio 
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pie  busca  ea  la  mayor  autortilad  y respeta-  . el  caso  tle  fundarse  en  no  estimarse  co 
Iñlidad  de  las  sentencias  la  verdadera  y eficaz  1 m 


bilida 

saucioQ,  que  es  la  del  núrnoro,  excluye  cual- 
quiera otra  interpretación  que  quiera  darse 
íi  la  ley  en  el  sentido  de  que  se  trata.»  (Sen- 
tencia ‘21  selicnbrc  1872. 


Hoy  rige  el  art.  80  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento crimiua!,  y según  éste,  para 
¿idüí' autos  ó seniencias  en  los  asuntos 
de  que  conozca  la  Sala  segunda  del  Tri- 
bunal Supremo,  son  necesarios  siete  ma- 
gistrados, y en  los  juicios  cuyo  conoci- 
miento correspoiula  á las  Salas  de  lo 
criminal  de  tas  Audiencias,  con  ó sin 
Jurado,  serán  necesarios  tres  magis- 
trados. 

¿Han  de  ser  todavía  tres  votos  confor- 
mes los  que  constituyan  sentencia,  ó bas- 
tará mayoría?  Si  hemos  de  atenernos  á 
la  letra  déla  ley  la  mayoría  hace  senten- 
cia, y de  mayoría  habla  la  ley  orgánica 
al  tratar  de  las  discordias  en  los  artícu- 
los íi9(í  y siguientes.  Pero  no  sabemos  si 
será  éste  su  espíritu,  lo  que  el  Tribunal 
Supremo  decidirá  con  sus  siempre  res- 
petables fallos. 

SOBRESEIMIENTO.  Es  la  suspensión 
de  la  causa,  ó la  cesación  en  el  procedi- 
miento criminal  contra  algún  procesado. 
La  doctrina  legal  sobre  esta  materia,  an- 
terior á la  Ley  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal, se  contiene  en  los  arts.  11  y 51,  re- 
gla 4.^  del  reglamento  provisional,  en  las 
reglas  36  á la  40  de  la  Ley  provisional 
para  la  aplicación  del  Código  de  i 850,  y 
en  el  art.  2.“  de  ]a  ley,  reformando  el 
procedimiento  de  18  de  junio  de  1870. 

Según  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
mina! el  sobreseimiento  es  provisional  ó 
libre,  y el  libre  ó total  ó parcial,  (jue  nos 
explican  los  arts.  548,  549,  350,  555  y 
560,  que  pueden  consultarse  en  el  Apén- 
dice de  1872,  teniendo  en  cuenta  que 
están  comprendidos  en  el  tit.  XIV  del 
libro  I para  los  efectos  de  la  regla  4.“,  ar- 
tículo 1 del  Real  decreto  de  22  de  di- 
ciembre de  1872. 

Contra  los  autos  de  sobreseimiento  se 
da  recurso  de  casación  conforme  al  nú- 
mero 2.“  del  art.  2.“  de  la  Ley  provisio- 
nal de  1870,  boy  al  número  4.*'  del  797 
y 801  de  la  de  Enjuiciamiento,  solo  en 


mo  delito  ó falta  ei  lundio  que  dé  motivo 
al  procedimiento.  He  aquí  varios  casos 
de  jurisprudencia: 

I.  Las  sentencias  de  sohreseiniienío 
solo  jiíWíííií’H  servir  de  base  para  interpo- 
ner y ñdmthr  ei  recurso  de  casación 
cuando  se  f miden  en  no  r.vícjíííj/\s*í?  rowio 
delito  el  hecho  qne  hahiesc  dado  layar  al 
pj'ocedimienlo,  según  se  ha  declarado  por 
el  Tribunal  Supremo  rn  repetithis  decisio- 
nes, aplicando  esiriclaniente  el  párrafo 
segundo  del  art.  2.“  de  la  ley. — Se  decla- 
ra inadmisible  el  recurso  de  casación  en 
causa  sobre  estafa: 

«1.®  Coiisidoniiidü  que  según  lo  di.spues- 
to  en  el  núiii.  2.'’  del  art.  2.*^  de  la  ley  de 
18  de  junio  de  1870,  el  auto  de  sobreseimien- 
to solo  puede  servir  de  ba^e  para  la  interpo- 
sición y admisión  del  recurso  de  casación, 
cuando  se  funda  en  no  eslimarse  cuino  deli- 
to el  liccÍK)  quf*  Itubiése  dado  lugar  al  proce- 
dimiento.» ibciit.  ‘24  jimio  1872.) 

Conforme  esta  doctrina  con  el  artícu- 
lo 797,  número  4."  y 801  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal. 

II.  La  cualidad  do  «por  ahora  y sin 
pei'juicio  con  ()ue  se  sobresee  priva  á la 
sentencia  del  carácter  de  definitiva,  sin 
el  cual  no  es  susceptible  de  casación,^ 
(Sent.  26  junio  1372.) 

III.  Otro  caso  de  sobreseimiento  por 
ahora  y sin  perjuicio —(jOIMVíí.  auto  de 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, que  aprobó  el  del  inferior,  sobre- 
seyendo en  una  causa  sobre  estafa  con  la 
cualidad  do  por  abera,  interpuso  el  que- 
rellante recurso  de  casación,  apoyado  en 
el  número  2.^  del  artículo  de  la  ley 
de  1870,  y citando  como  infringidos  los 
artículos  548  y 550  did  Código  penal.  El 
Tribunal  Supremo  declara  no  haber  tu- 
gar á la  admisión: 

«Cüu.'-úleraudo  que  si  bien,  según  previe- 
ne e!  núiii.  2.”  del  art.  2.*  de  ley  sobre  el 
establecimiento  de  los  recursos  dé  casación 
en  los  juicios  criminales,  procederán  aque- 


llos cuando  las  seutenciiis  de  sobreseimiento 
se  funden  en  no  e.slitriarse  como  delito  el 
beclio  que  hubiese  dado  lugar  á la  forma- 
ciou  de  causa,  es  iiidispeusahle  que  el  fallo 
tenga  e!  carácter  de  definitivo,  del  cual  ca- 
rece el  recurrido.»  (Seat,  22  abril  1873.) 


Hoy  son  nplicables  ol  casojjuo  diú  lii- 
ffiir  3l  recurso  los  nris.  /íl”}  núm.  4. 
y 801  de  la  Ley  tle  Enjuiciamieoio  cri- 
minal, y á pesar  de  que  su  redacción  es 
más  ciara  y precisa,  parécenos  Indudable 
que  dado  el  caso  de  un  sobreseí mienlo 
con  la  cualidad  de  por  ahora,  seguirá 
siendo  improcedente  el  recurso  de  ca- 
sación. 

— V,  Competencias:  Recurso  de  ca- 

S.\CI0N. 

SUSPENSION.  Es  una  de  las  penas  es- 
lableeidas  por  el  Código,  cuyo  efecto  es 
inhabilitar  al  penado  para  ejercer  cargo 
público  ó el  derecho  de  sufragio  activo 
y pasivo,  ó profesión  ú oficio  por  el 
tiempo  de  ia  condena,  que  puede  ser 
desde  un  mes  y un  dia  á seis  anos.  (Ar- 
iíciiios2Ü,  3S,  30,  40,  ■\%  90  y 

97.)  Es  análoga  á la  inhabilitación,  pero 
comienza  la  dumcion  de  ésta  desde  seis 
años  V un  dia  Insta  doce 

La  suspensión  de  empleo  ó cargo  pú- 
blico no  se  reputa  ¡tena,  según  el  ari.  áS, 
cuando  se  acuerda  durante  el  proceso  ó 
para  instruirlo.  Los  jueces  deberán  de- 
cretar la  suspensión  cuantío  apareciesen 
motivos  racionales  para  creer  que  han 
comeiido  delito  que  el  Código  penal  cas- 
tigue con  suspensión  ó con  pena  que  la 
lleve  consigo  como  accesoria,  y con  más 
motivo  si  es  inhabilitación;  está  así  dis- 
puesto en  la  ley  municipal  de  SO  de  t 


[Jurisp.  penal.) 

agosto  de  1870,  respecto  de  Ins  conceja- 
les (art.  184);  se  desprende  del  mismo 
art.  23  del  Código,  y á mayor  abunda- 
miento lo  ha  reconocido  así  también  la 
jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado, 
como  puede  verse  en  nuestro  Dicciona- 
rio, artículo  Aí.calues  y Ayuntamientos, 
tomo  I,  pág.  389,  donde  hemos  tratado 
la  cuestión  de  si  la  facultad  de  suspen- 
pender  los  alcaldes  es  privativa  de  los 
gobernadores  ó si  pueden  acordarla  tam- 
bién los  jueces,  punto  Iioy  monos  difícil 
todavía  con  la  nueva  legislación  adminis- 


trativa. 

Se  impone  la  suspensión  de  cargo  etc;, 

en  los  arls.  3(17,  368,  879,  389,  393 
y 409.  La  suspensión  en  los  grados  íní- 
«inio  y medio  en  los  arts.  *204  párrafo 
tercero,  20(5  piirrafo  tercero,  210,  214  á 
217,  229,  378,  382,  391  y 401 . Se  impo- 
neen  los  grados  medio  y máximo  en  los 
arls.  204,  206,  298,  213.  párrafo  últi- 
mo, 219,  228,  230,  232,  233,  324,  387 
y 493.  En  su  grado  medio  á inhabiUta-^ 
don  absoluta  temporal  en  su  grado  me- 
dio, en  el  art.  22o;  en  el  máximo  á la 
misma  inhabilitación  en  su  grado  míni- 
mo, en  los  arls.  224  y 231;  y en  el  grado 
máximo  á igual  inhabilitación  en  su  gra- 
do medio  en  los  arls.  210,  214  y 260. 

Veamos,  pues,  la  división  ile  estas 
combinaciones  de  penalidad  en  la  si- 
guiente 


TABLA  SINOPTICA  de  la  duración  de  la  pena  de  suspensión  en  sus 

diferentes  combmaciones,  y de  su  división  en  grados. 


PENAS. 

TIEMPO 
que  con]|ir(íDd<! 
toJa  la  pena. 

TIEMPO 
que  rompremle 
el  forado  miuttiio. 

TIEMPO 

qiiñ  comiironíie 
ei  (¿ríidü  ínedio. 

TIlOíPO 
que  com(ir(iTnle 
(‘1  grafJü  uiíiiimo  1 

'Suspensión 

Suspensión  en  ios  grados  mi- 

nimoymedio 

füe  un  mes  y 
un  día  á 6 
l años. 

De  na  mes  y 
im  dia  á 4 
[ años. 

De  ua  mes  y 
un  dia  á i? 
años. 

,De  un  mes  y' 
uu  dia  á un^ 
ano,  4 meses, 
y 20  dias.  1 

1 

1 

De  2 anos  y 
un  (lia  á 4 
arios. 

De  1 n iifiO,  4 

1 meses  y 21 

1 (lias  íi  2' años 

1 8 meses  y lü' 
días. 

De  4 años  y 
iin  dia  á 6 
anos. 

De  2 años,  8 
meses  y 11 
dias  á 4 años. 

1 

SUSPENSION.—TROPA  ARMADA.  (Jtinsp.  penal,} 


PENAS. 

TIEMPO 
que  comprende 
toda  )ii  pcDU. 

TIEMPO  1 

qno  canil  ir  en  de 
el  grado  mínimo. 

TIEMPO 
qna  comprende 
el  ^raüo  medio. 

Suspensión  en  los  grados  ^ 


dio  y inawimo . . 


t m * 


.1 

I 


UD  (lia  á 
años. 


Suspensión  en  su  grado  mrt-Jjx  . - 

oainio  á inhahiiilacion  ab-|  ® 
solufa  temporal  en  su  gra-i  ^ 

do  minimo I 


y 

8 


Suspe/isi’on  en  su  grado  má-j^ 
ximo  á inhahiUtacion  ab-y^  4 anos 

soluta,  temporal  en  sw  nra-í  ^ 
do  medio. . . ' 


* 4 4 « 


• • » 


Suspensión  en  sus  grados]...  « 
medio  y má.rimo  á en/ia-l  ® 
í bilí (ación  absoluta  tempo-i  - 

' I n n Q 

¡ poral  en  su  grado  7nedio.  J 


anos 
dia  á 


y 

10 


De  2 años  y 
un  dia  á 3 
años  y 4 me- 
ses. 

De  4 anos  y 
un  dia  á 5 
años  y 4 me- 
ses. 

El  grado  iná* 
xirno  de  la 
suspe n .si  o n 
\ (De  4 años  y 
nn  dia  á 6 
años.) 

De  2 años  y 
un  dia  á 4 
años  y 8 me- 
ses. I 


De  3 años,  4, 
in  eses  y ii  n 
(lia  á 4 áño? 
y 8 mese.'!. 

De  5 años,  4 
meses  y ud 
dia  !Í  6 años 
y S meses. 

E!  grado  mí- 
nimo tío  la  in- 
habilitación . 
(De  6 años  y 
nn  dia  á 8 
año-s.) 

De  4 años  8 
meses  y un 
dia  á 7 años 
y 4 me.ses. 
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TII'.MOO 

gil»}  conipronde 
ol  ^radú  máximo. 


De  4 años,  8 
meses  y un 
día  á 0 años. 

De  6 años  8 
me.'^es  v un 
dia  a 8 años. 

El  grado  me- 
()i()  de  la  in- 
hnhiiilacion  , 
(De  8 años  y 
un  dia  á 10 
anos.) 

De  7 años,  4 
meses  y un 
dia  á 10  años. 


Nos  remitimos  á las  notas  d'e  las  ta- 
blas de  Arresto,  Cadena,  Presidio,  etc., 
en  cuanto  á los  motivos  ó fundamentos 


de  la  división  para  las  penas  que  no  se 
componen  de  tres  grados  y para  las 
demás. 


TALA  DE  MONTES.— V.  Montes:  Com-  ; 

FETE^CIA. 

TENTATIVA^  Delito  frustrado. — El 
artículo  3,'^  (iel  Código  nos  dice  que  «hay 
lenialiva  cuando  ei  culpable  dá  princi- 
pio á la  ejec7icion  del  delito  directamen- 
te y no  practica  todos  los  actos  de  ejecu- 
ción que  debieran  producir  el  delito, 
por  causa  ó accidente  que  no  sean  su 
propio  y voluntario  desistimiento.»  Y 
que  «hay  delito  frustrado  cuando  el  cul- 
pable p7’ac/Í£‘a  todos  los  actos  de  ejecu- 
ción que  debieran  producir  como  re- , 
suliado  el  delito,  y sin  embargo  no  lo 
producen  por  causas  independientes  de 
la  voluntad  del  agente.» 

En  el  artículo  Dei.ito  consumado,  he- 
mos indicado  las  diferencias  de  penali- 
dad entre  la  tentativa  y el  delito  frustra- 
do, y por  más  que  la  definición  que  nos 
dá  el  Código  sea  clara  y acertada  en  prin- 


cipio, sin  embargo  casos  hay  en  que  es 
difícil  distinguir  estos  dos  accidentes  del 
delito,  como  puede  verse  en  los  artícu- 
los Adulterio,  Allanamiento,  Asesinato, 
Disparo  de  árm.\,  Homicidio,  Hurto,  Ro- 
bo, etc. 

Si  pues  en  una  sentencia  se  califica 
como  delito  frustrado  lo  que  es  tentativa 
ó vice-versa,  supuesta  siempre  la  con- 
formidad con  los  hechos,  puede  interpo- 
nerse el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  fundado  en  el  núm.  4.”  del 
articulo  797  y 3."  del  798  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  criminal  (núm.  3,’  del 
artículo  4."*  de  la  ley  de  1870),  citando 
como  infringido  e)  ari.  3.®  de!  Código 
por  la  razón  que  sea.  (Sent,  19  octu- 
bre 1871.) 

TENTATIVA  DE  ADULTERIO.— V.  Adul- 
terio. 

TROPA  ARMADA.— V.  Insulto  á. 
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USURPACION...— VIGILANCIA.  {Jurisp,  penal) 


U. 


segun  stí  prescribe  en  ki  regla  8 * d«  la  lev 
prí)V|siQn!!l  para  la  aplicacidn  tlei  Código  oe- 
ual  iie  1850  y en  otras  decisiones: 

ítCousidfirauiln  qoe  ai  recüiir  oí  alcalde- 
corregidor  López  Moreno  la  queja  de  ¿alia- 
no  sobre  iüvasiou  de  sa  propiedad  por  los 


USURPACION  DE  ATRIBUCIONES-  No  | 

incurre  en  el  delito  penado  en  el  art,  ílííQ 
del  Código  penal  el  alcalde  qaepara  evi~  j 
lar  las  consecuencias  de  contestaciones 
entre  dos  propietarios  sobre  uso  de  cierta 
servidumbre^  toma  una  providencia  pre- 
ventiva é í;ií¿fri>íf¿  sobre  el  asunto.^ 
Así  lo  eslablece  el  Tribunal  Supremo 
casando  y anulando  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Albacete,  por  la  que  se 
condenaba  como  reo  del  delito  indicado 
á 1).  Jo  sé  López  Moreno,  alcalde-corre- 
gidor que  fué  de  Montiel,  siendo  los 
fundamentos  de  la  casación  lossiguíentes; 

«Cofisideraodu  que,  en  coaformídad  ¡í  los 
articulos  75,  párrafo  segundo,  y 76,  párra- 
fos segando  y quinto  de  la  ley  de  Ayunta- 
rnienlds  de  8 de  enero  de  i 845,  reformada 
eu  2o  de  octubre  de  1866,  vigente  cuando  la 
ejecución  del  hecho  motivo  de  esta  causa, 
correspoDilc  a!  alcalde,  como  delegado  del 
Gobierno,  bajo  la  autoridad  itimediala  tíel 
gobermiilor  civil,  adoptar  Indas  Jas  medidas 
protectoras  de  ia  seguridad  personal,  de  la 
propíetlad  y de  la  tranquilidad  pública,  pro- 
curar la  conservación  de  las  fincas  pertene- 
cieutes  al  común,  y cuidar  de  todo  lo  relati- 
vo á policía  rural  coo  arreglo  á las  leyes: 

«Gonsiderando  q.ie  por  el  arU  10  dé  la 
misma  ley,  y 77  del  reglamento,  el  aleable- 
corregidor  ocupaba  el  lugar  del  ordinario, 
tOjTio  autoridad  fjuraírti^.nLe  guboroativa  v 
política,  aunque  sin  atribuciones  iudicialec 


criados  de  Yanez  que  sacaban  por  ella  caba- 
llería.s  cargadas  de  mieses  poniendo  tablones 
encima  de  una  zanja  regadera  del  servicio 
del  pueblo,  y a!  protegerle  preventiva  é inte- 
rinameute  para  evitar  los  males  que  pudieran 
surgir  por  las  contestaciones  habidas,  obró 
como  autoridad  guberualiva , sin  usurpar 
atribuciones  judiciales,  .sino  muís  bien  reape- 
táudülas  al  mandar  á las  partes  al  Tribunal 
competente  para  ventilar  su  derecho: 

«Considerando  que  contra  cualquier  error 
injusticia  ó arbilrariedad  que  pudiera  haber 
en  In  órden  del  alcalde  ó en  su  ejecución  le- 
DÍa  Yañez  para  repararlos  eipedila  !a  recla- 
maciou  al  superior  jerárquico  en  la  línea 
gubernativa;  no  exi-stiendo  motivos  para  exi- 
gir la  responsabilidad,  con  arreglo  al  artícu- 
lo 308  del  Código  penal,  porque  no  cabía  de- 
lito cuando  notoriamente  faltaba  la  intención 
de  delinquir  en  la  conducta  de!  alcalde,  que 
aparece  con  los  caracléres  de  la  buena  fé 
especialmente  al  comunicar  por  escrito  sil 
decreto,  medio  que  e.s  de  suponer  no  habría 
empleado  sí  hubiese  sabido  ó dudado  que 
carecía  de  facultades  para  el  efecto.»  (Sen- 
tencia 30  enero  1871.) 


Aunjque  la  vigente  ley  municipal 
de  1870  no  es  tan  explícita  corno  la 
de  184o,  pa récenos,  sin  embargo,  que 
como  delegados  ó representantes  del 
Gobierno,  y bajo  la  dirección  de  los 
gobernadores,  pueden  lioy  los  alcaldes 
adoptar  las  medidas  protectoras  de  la 
seguridad  personal,  de  la  propiedad  y de 
la  tranquilidad  pública  etc,,  según  el  es- 
píritu de  los  arts.  191  al  (93  de  dicha 
ley,  y teniendo  también  presentes  el  107 

al  109,  lo9,  100,  102  y 170  ai  176. 


VIGILANCIA  DE  LA  AUTORIDAD.  (Sui©- 

Clon,  a la)  li|  ^rt.  215  .leí  Código  vigen- 

n.:»!®"''"'®''’"' y penas  que 

pueden  imponerse  con  arreglo  á sus  dis- 

posiciones,  no  comprenJe  la  sujeción  á 

la  Vigilancia  de  la  autoridad;  y por  con- 


siguiente, aplicándola  la  Sala  sentencia- 

ora,  comete  el  error  de  derecho  cora- 

3rendido  en  el  caso  4.«  del  art.  4.®  de  la 

ley  de  casación  criminal.  (Sent.  16  mar- 
zo 1872.) 

Naturalmente,  habiéndose  suprimido 


VIOLACION. 

esta  pena  por  el  Código  reformado,  no 
puede  imponerse  conforme  al  art.  23, 
aunque  al  cometerse  el  delito  rigiera  el 
de  IH60. 

VIOLAGICH.  Define  el  delito  de  viola- 
ción el  art.  4ü3  del  Código;  y el  463  es- 
tablece que  para  proceder  en  las  causas 
de  violación  y en  las  de  rapto  ejecutado 
con  miras  deshonestas,  bastará  la  denun- 
cia de  la  persona  interesada,  de  sus  pa- 
dres, abuelos,  tutor  ó curador,  aunque 
no  formalicen  instancia,  bastando  la  del 


{Jurisp,  penal),  331 

procurador  síndico  ó el  fiscal  municipal 
por  fama  pública  tratándose  de  persona 
desvalida.  Lo  mismo  lia  venido  á estable- 
cerla Ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en 
el  párrafo  segundo  del  art.  6.°  con  re- 
ferencia á los  citados  artículos  del  Códi- 
go Para  proceder  por  delito  de  violación 
no  se  necesita  celebrar  el  acto  de  conci- 
liación, conforme  al  art.  182  de  la  cita- 
da ley, 

V.  Adulterio:  Calumnia. 
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TABLA  de  correspondencia  de  los  artículos  del  Código  penal  de  1 870 

con  los  análogos  ó concordantes  del  de  1850  (l). 


!áD.  BE  1870 

Arliciilos. 

cón.  DE  18S0. 

Artímlos. 

CÓD  DE  1870. 

; /lrííc«/os. 

l.“ 

1." 

35 

2." 

2.“ 

36 

3.“ 

3.” 

37 

4.° 

4.° 

38 

5.“ 

39 

6." 

6a* 

1 40 

7." 

7." 

41 

8.° 

Sa* 

42 

9.” 

9.° 

43 

10 

10 

44 

11 

11 

45 

12 

» 

46 

13 

12 

47 

14 

}> 

48 

lo 

13 

49 

10 

14 

50 

17 

14 

51 

18 

15 

.52 

19  1 

10 

53 

20 

17 

54 

21 

18 
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22 
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De  las  faifas  7/ suí  penas,  eoncluyeodo  con  el  art.  626.  En  el  Códiaó  de  1850  emnip/a  el 

ibro  lll  con  el  art.  48J  y termina  crin  el  506,  conteniendo  además  seis  disposiciones  tran- 
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PRTJLEífClA  DE  ESPAÑA  (l). 


Fiirhai.  Materia  de  Uü  dispesicioaDS.  Págs. 


Ano  1846. 

Mayo  2R.  Competencia  ndmini?!.,  Y. . 

Junio  2a.  Coinfietenciii  aflminist.,  Y , . iji 
Julio  29.  Coinpeleiicia  aiiminist.,  Y. . Í5i 

Año  1847. 

Feb.  4.  Gompptíincíii  ailm.,  XXXVI.  Í57 
iP.  Cotn  peten  cía  ariin.,  XXXVI.  157 
Dic.  2o.  Coüipeloncia  aiiin.,  XXXVJI.  157 

Año  1848. 

Feb.  16.  Competencia  ailminist.,  Y. . 451 
16.  Coiiiptilencia  admin.,  VIH. . 152 
23.  Competencia  aiiminist.,  Y. . 151 

Año  1849. 

Julio  12.  Competencia  aiiminist.,  III . 151 
Octub.  24.  Goinpelencia  aclmíni.'it.,  Y. . 451 

Año  1850. 

Abril  10.  Competencia  adminí.^t.,  ÍX.  152 
Sbre,  11.  Competencia  adm.,  XXXI..  156 
OcLub,  18.  Competencia  adin.,  XXXI..  156 

Año  1851. 

Oclub.  8,  Competencia  adin.,  XXXI, . 156 

Año  1852. 

Marzo  17.  Competencia  aflmioist.,  Y. . 451 
Aguato  11.  Competencia  adin.,  XVin. . 154 
11.  Competencia  adin.j  XXIII . . 154 

Año  1853. 

Marzo  30.  Competencia  adin.,  XVIII  . , 154 
Julio  13.  Coiiipetencifi  administ.,  Y. . 151 
Octnb.  17.  Giimptílencias,  LXXXVÍI , . . 143 
IXov.  30.  Cüiiijitíteticia  adm.,  XXV, . . 15í 

Año  1854. 

Agosto  14.  Competencia,  LX.XXIV. ....  -143  j 


Frxhas*  Malnria  las  iiifiposieiones.  Pá]í«* 


Año  1856. 

Marzo  5.  Competencia  ndminist.,  V. . 151 
Mayo  28.  Competencia  admin XtX.  154 
Agosto  13.  Competencia  adminisL,  Y. . 151 
Dic.  40.  Competencia  adrninist.,  Y. . I5i 
17.  Competencia  administ.,  Y. . 151 

Año  1857, 

Marzo  11.  Competencia  adm.,  XXXY..  157 

11,  Competencia  adm,,  XLV. . . 158 

2.5.  Competencia  adm.,  XXXÍ. . 156 
23.  Competencia  adnn,,  XXXVI.  157 
Junio  -10.  Competencia  administ..  Y. . 151 
16.  Competencia  admio . , XtX.  154 
Octub.  7.  Gompelcncia  adm.,  XXXVI.  157 

Año  1858. 

Mayo  23.  Competencia  admin.,  XII..  153 

Año  1859. 

12,  Competencia  administ,,  X. . 153 

Año  1882. 

Dic.  11.  Competencia  admin.,  VIII. . 152 
H.  Competencia  administ.,  XI.  153 

Año  1863. 

Enero  30.  Contra b-m do,  II 460 

Marzo  18.  Contrabando,  1 100 

' Julio  28.  Contrabando,  111 100 

¡Agosto  18.  Competencia.  XGIV 146 

Nüv,  21.  Contrabando,  IV 16I 

Dic.  9.  Competencia  adm.,  XXX. . . 156 

Año  1864, 

Enero  2.  Competencia  administ.,  V. . 151 

¡ 2i . Contrabando,  VI 162 

Marzo  10.  Contrabando,  V tCl 

Año  1865. 

Dic.  6,  Competencia  adm.,  XIII...  15 

* 


(1)  Tambifin  se  contípnen  en  el  Indice  los  diferentes  decretos  ó consulta  del 
iado  decidiendo  cuir, petciicias  do  que  se  liuce  mdrilo  en  la  obra. 
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Feb.  27.  Competencia,  LXXXVIII...  no 
Marzo  7.  Competencia  aiim.,  XLIV. . 158 
2í.  Competencia,  LXXXV,....  143 
24.  Competencia,  LXXXVIÍI .. . Í43 

Mayo  30.  C ompetencia  LXXXVI 143 

Junio  17.  Competencia  adinín.,  XXX.  150 
Oclub.  Í4.  Competencia  adtniii.,  Vlll . . 152 
14.  Competencia  atimin.,  XIV, . 153 

Año  1867. 

Enero  11.  Competencia  adm.,  XXIV. ..  154 
Feb.  21.  Compoloncia  adm.,  .XXXÍ..  156 
Abril  21.  Competencia  aihn.,  VIH. .. . 152 

Mayo  10.  Competencia,  LX.XXIII 14á 

Julio  25.  Competencia  adm.,  XVI. .. . 153 
Agosto  3.  Competencia  adin.,  IV. .. ..  151 

3.  Competencia  admio.,  V 151 

Oclnb,  16.  Competencia  adm.,  XX.X. . . 156 

Año  1888. 

Feb.  11.  Competencia  admin.,  XX...  151 

Mayo  2.  Montes,  ill 262 

22.  Competencia  admioist,,  .XX.  154 
Junio  24.  Competencia  admin,,  XV!I.  154 
Julio  23.  Competencia,  X.XXVIiI,...  121 

25.  Montes,  I[ 261 

25.  Montes,  II. 262 

25.  Competencia  admin.,  XXL . 154 
25.  Competencia  adm.,  XXVL,  155 
Agosto  20,  Montes,  I 261 

Año  1869. 

Enero  15.  Comp.  admin.,  XXXIIL  .. . 156 
Feb.  14.  Competencia  admin.,  XV..,  153 
14.  Competencia  admin.,  XXL  154 


14.  Montes,  V. 262 

22.  Montes,  IV 262 

Marzo  5,  Quebrantamiento,  lIl 285 


H.  Competencia  admin.,  V,,.  451 

Abril  5.  Competencia,  LXXXll 142 

Mayo  23.  Competencia  adm,,  XXVIII.  155 

23.  Comp.  adm.,  XXXVIll 157 

24.  Quebrantamiento,  IV 285 

25.  Competencia 1J9 

Julio  2,  Competencia administ.,  Vil.  152 

4.  Competencia  administ.,  VL  152 
7.  Faltas,  VII 219 

12.  Competencia,  IX 107 

Agosto  5.  Competencia,  XXXIII H9 

Sbre.  13.  CompetenciaJX 106 

13.  Competencia,  X. 107 

23,  Compelencia,  XXXVir,....  121 
29.  Competencia,  LXXVIIL...  141 

Octub.  26.  Autorizac.  para  procesar. . . 46 

Nov.  10,  Competencia  administ,  ti...  151 


Fpch.i5.  Matera  de  las  disposiciones.  Págg^ 
Nov.  10.  Competencia  adm.,  XXVii,,  ^55 

10.  Competencia  adm.,  XXXIL.  {50 

13.  Coinpttencía,  XCII 

Id.  Delitos  electo  rale.':,  I {57 

Bíc.  4.  Gom pelen eia  adm.,  1 15^ 

7.  Comp.  adm.jX.XXlX  .....  157 
10.  Competencia,  .XíV 

Año  1870. 


Enero  5.  Competí ncia,  CXXXI...... 

7.  Competencia,  -XXIX 1 17 

10.  Competencia,  XXXI.V 121 

14.  Competenciíj,  XI.íí 126 

22.  Competencia,  XWin 117 

Feb.  3.  Competencia,  XLV ,127- 

0.  Competencia,  XII log 

Marzo  1.®  Competencia,  LX.WI 149 

16,  Competencia,  XLVlll 128 

Abril  25,  Competencia,  LXXV 140- 

27.  Competencia,  LXX.X 141 

^Mayo  7.  Contrabando,  Vil igg 

3i.  Competencia,  XXÍ 113 

Junio  15.  Competencia,  XIX 112 

Julio  21.  Competencia,  XI 107 

21.  Competencia,  EXXIX Mi 

27,  Competencia,  LXXI 139 

Sbre.  14.  Competencia,  XLIIÍ 126 

14.  Competencia,  .XLlV 127 

Octub.  8,  Adlitísijn,  I 13' 

21.  Competencia,  XXXI 119 

27.  Competencia,  LXVI 138 

Nov,  12.  Hobri,  III 313 

14.  Robo,  HI 313 


21.  Autor  de  delito,  III ...... ..  44 

Dic.  24.  Libertad  de  cultos,  1 257 

26.  Circunsts,  ateas.,  XXVIII  . 77 

Año  1871. 

Enero  H.  Homicidio,  1 220 


13.  Injuria,  II 245 

17.  Comptílencia,  XV, 109 


19.  Competencia,  I á III 103 

19.  Recurso  de  casación,  IIL  . . 301 
21.  Circunstancias  alen.,  VL . . 69 

28.  Competencia,  XX.XV 120 

30,  Usurpación 

31.  Circunsl.  aten.,  XXVr 77 

Feb.  L*  Efectos  retroactivos,  IV....  189- 

A -VV  t M * m.  ' 


6.  Homicidio,  lí 221 

7.  Competeneia,  XVIII 112 

8.  Homicidio,  IH.., 221 

9.  Embriaguez.  190. 

lo.  Circunstancias  aten.,  V, . 69 

15.  Circunstancias  exiin,,  X. .. . 63 
15,  Circunstancias  aten,  XII...  74 
20.  Competencia,  LXVII 138 

Marzo  4.  Falsedades,  V 215- 
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APENDICE  AE  DTCCTONABIO 


DF,  lA 


Cumplimos  nuestro  ofrecimiento  do  dar,  torminado  el  aiio  de  1875,  el  primer  APÍ:smtiR 
Ai.  lUddUiNAltio  ni;  LA  .lüIiisrtiL’inifiulA  PENAL,  comprendiendo  en  el  la  doctriua  de  los  fallos  dic- 
tados por  el  Tribunal  Supremo  eu  materia  criminal  durante  el  periodo  de  dos  años, 
basta  fiu  clol  citado  de  1875.  Do  esto  modo,  el  libro  no  perderá  su  interés  do  actualidad, 
y diariamonto  nos  facilitará  el  estudio  de  la  Jurisprudencia,  ayudándonos  á resolver 
las  dudas  que  no  puedo  ménos  de  ofrecer  la  recta  inteligí encía  y aplicación  del  Código. 

Jilra  nuestra  intención  haber  sido  más  breves  en  esta  apÉNPICK;  pero  gran  número  de 
suscritores  nos  ha  indicado  que  quisiera  toda  la  posible  amplitud,  y esjtisto  que  trate- 
mos de  conciliar  con  ol  nuestro  su  deseo. 

Va  continuada  la  misma  paginación  y la  numeración  de  ios  párrafos  do  cada 
articulo,  proporcionando  este  concierto  la  más  fácil  consulta  de  toda  la  obra. 


&BAHD0HG  DE  DESTINO.  K1  abundono 
dtí  funciones  púldicii!*  es  un  delito  que 
define  y peno  el  ari.  d87  dtsl  Código  pe- 
nal, yen  él  incurron  ei  escribano  y el 
maoslro  de  primera  enseria nza,  como  lo- 
dos ios  demás  funcionarios  (juo  estén 
comprendidos  en  la  disposición  del  ar- 
tículo 4l(í  del  niisnio  Código,  ya  ejerzan 
sus  funciones  por  disposición  inmediata 
de  la  ley,  ó [)or  elección  popular,  ó por 
nombramiento  de  autoridad  coinpelenie. 
“He  aquí  ílos  c-isos  do  jurisprudencia: 

1.  Jncurre  eti  el  delito  de  abandono 
de  desiino  el  maestro  ó profesor  de  pri- 
mera enseñanza  (jue  sin  licencia  del  al- 
caide se  anseníii  del  pueblo  dejando  cer- 
rada la  escuela. — Los  maestros  ejercen 
¡unciones  públicas  con  forme  al  urt.  416 
del  Código  penal. 

Así  lo  establece  el  Tribuna!  Supremo 
declarando  no  babor  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Ü.  Victoriano 
Martin,  ni  al  deducido  en  beneficio  de 
éste  por  ol  Ministerio  Bscal  contra  sen- 
tencia de  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 

Jun.  l*E!N, 


diencia  de  Madrid,  que  declaró  consti- 
tuir delito  de  abandono  de  destino  pena- 
do en  el  art.  387  del  Código  penal,  ei 
liecho  de  haberse  ausentado  del  pueblo 
de  Fuentes,  cuya  escuela  servía  el  refe- 
rido D,  Victoriano,  sin  permiso  de!  al- 
calde y bajo  el  protesto  de  que  no  se  le 
pagaba.  Se  fundaba  el  recurso  en  no 
constituir  delito  el  hecho,  según  los  ca- 
sos l.“  y 3.“  del  arl.  4,*^  do  la  ley  de  18 
de  junio  do  1870,  y so  citaba  como  in- 
fringido el  expresado  arl.  387  del  Có- 
digo penal.  Los  futid  amen  los  del  fallo 
del  Tribunal  Supremo  dicen  asw': 

«Considerando  que  hay  ¡niVaccion  de 
ley...  .según  los  arts.  3.'*  y‘  i.“  do  la  Uy  de 
casacioia...  etc. 

Considerando...  que  por  el  art.  387  del 
Código  penal  vigente  se  castiga  con  la  pena 
de  fiuspenston  en  sus  grados  medio  y máximo 
alTmicionario  (lúblico  que  sin  habérsele  ad- 
mitido la  renuacia  de  su  destino  lo  abando- 
nare con  daño  de  la  causa  pública;  y que 
conforme  á lo  dispuesto  en  el  416,  para  ios 
efectos  del  tít.  Vil  y de  los  anteriores  del  li- 
bro 11  de  dicho  Código,  se  reputa  funciona- 
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rio  público  íí  iodo  el  que  por  disposición  in- 
mediata do  la  ley  ó por  eíeceioii  popular  6 
por  nombra  míenlo  de  fuitorifiad  competente 
parlicipo  de  i’'jnc¡ú:.e.s  públicas; 

Considerando  que  do  ios  beciios  que  como 
probados  se  con.'íigiian  en  ]a  senlencia  re- 
currida aparece  que  ei  procesado  Ib  Victo- 
riano Martín  García  se  auscnlj  de  Fuentes 
el  día  23  de  abril  (ie  1872  sin  perini<n  ni  au- 
torización HeJ  alcaliie  de  aquel  pueblo,  al  que 
no  quiso  volver  .i  pesar  de  haber  sido  re- 
queriilo  al  efecto  dos  veces  cíicialrnciite  por 
la  expresada  autoridad  local; 

Considerando  que,  según  se  deduce  cla- 
ramente (le  los  mismos  hechos,  e)  caso  de 
autos  no  es  el  de  ima  escuela  particular  ó 
privada  que  un  mae.slro  (»  profosor  de  ins- 
trucción primaria  en  uso  de  su  derecho  liu- 
hie.íe  aiiierto  en  el  referido  pueblo  y cerrado 
ó abandonado  después  fior  no  convenirle  se- 
guir ejerciendo  alJí  de  e.se  modo  su  profesión, 
sino  que  se  trata  de  uua  escuela  [lública;  y 
que  según  el  regtamenlo  y las  demás  disjio- 
siciones  legales  por  que  se  rigen  las  de  esa 
clase,  debió  obtener  el  procesado  mediante 
oposición  ó concurso  por  nombramiento  de 
la  autoridad  cornpelenle: 

C'»n.sider:indo  que  dadas  la  íodolc  y con- 
diciones especiales  propias  de  dicha  escuela, 
(13  iridiidahltí  ijiio  el  que  ia  sirve  ejerce  fun- 
ciones puhlícíts,  teniendo  por  consiguícnle 
el  carácter  de  luncinnirio  público,  como 
evidentemente  comprendido  en  Ja  letra  y es- 
píritu (b*  1,1  disposición  consignada  en  el  ar- 
tículo 41  (i  del  precitado  Código: 

C'tn.sideraiido  que , cualquiera  que  fuese 
el  número  de  niuos  que  asistiesen  á la  refie- 
tiiJa  escuela  pública,  el  abandono  de  esta 
por  parle  dcl  procesarlo  no  podía  mónos  de 
causar  alquil  retraso  en  la  instrucción  de 
j^y  P'^r  lo  tanto  con  druio  de  ia  causa 
publica,  a la  que  interesa  siempre  el  ad'dun- 
ti)  y progreso  de  la  instrucción  primaria  cu 
t()do.s  los  pmdilos: 

, ^ con.sidiiraiido,  en  virtud  de  lo  expues- 
to que  |;i  Sata  sentenciadora  al  calificar  de 
delito  el  liecho  que  ba  motivado  esla  caii-ía 
y a penarlo  del  modo  que  lo  ha  verificado’ 
no^lia  iucurri  lo  en  los  errores  de  duretlin 
seiialailds  etj  los  casos  3,0  del  art.  40 


Hfiraniou  de  las  cirr.unsinucias  aienuan-- 
tes  y 7.*^,  de  haber  obrado  el  reo  por 
esfhmdos  poderosos  i¡ii€  le  produjeron 
arrebalo,  y no  haber  tenido  intención  (fe 
cansar  daño. 


Un  escribano  de  Juzgado,  teniendo 
nolicin  de  que  (’u  cierta  causa  crimi- 
nal so  había  dictado  aillo  do  prisión 
contra  ol  mismo,  so  ausenta  de  la  pobla- 
ción sin  licencia  dcl  juoz,  abandonando 
la  escribanía  y no  prosenEándoso  Imsta 
que  fue  llamado  por  el  Juzgado.  Uorma- 
da  causa  por  este  hecho,  estimólo  com- 
prendido en  Ci  art.  'í87  )a  A^iidioncia  de 
Barcelona,  sin  circunstancias  aprecia- 
bles,  condenando  ai  reo  D.  Joaquín 
Ameiller  á cuatro  anos  de  suspensión  y 
pago  de  costas;  é interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  que  fun- 
dó eí  procesado  en  ci  art.  798,  núme- 
ro b.®  de  la  Bey  de  Enj,  crim.,  ci- 
tando como  infringidos  ios  artículos  del 
Código  penal,  9.®  en  sus  circunstan- 
cias 3.®  y 7.®,  82,  reglas  5.“  y 7.%  y 
97  con  su  tabla  demostrativa,  porque  ni 
se  hablan  apreciado  en  la  sentencia  las 
dos  circunstancias  referidas,  el  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar ^ por  no 
haber  incurrido  la  Sala  en  error  de  de- 
rerlio  ni  infringido  las  disposiciones  ci- 
tadas por  el  recurrente: 


de  la  repuLida  Uy  de  casaciuc  crimina!,  iií 
nifriugiilü  nitjguüa  (ie  las  disposiciones  lega- 
íes  que  (‘11  í.;il  concepto  citan  los  recurren- 

^ 1874.— 6ac,  íi  agosto, 

H.  Incup'e  en  el  delito  de  abando 
(le  Ueslino  el  esenha-no  que  se  ausenta  sin 

iicencAa  del  juez, ---BequisUos  para  la 


no 


ca- 


(fConsiderando  que  para  que  pueda  apre- 
ciarse corno  circuDslaDcia  atenuante  la  de  *0 
cauáar  lodo  el  mal  que  se  prodúzcaos  nece- 
sario que  el  que  lo  ejecuta  tenga  conocimien- 
to ded  que  se  propone  causar,  y al  hacerlo 
se  exceda  de  su  intención,  loque  no  ha  po- 
diilo  suceder  cu  el  caso  de  autos;  porque  al 
abandonar  AmetJIer  su  escribanía,  era  ini- 
posib  e que  pudiese  salter  á dóniie  asceiide- 
ri.in  los  perjuicios,  ni  á quióu  los  causaría 
con  su  abandono;  y que  para  (a  de  obceca- 
ción y arrebato  se  hace  índi.spensable  que 
preceda  inmediaiamcnle  ua  e-stíinulo  capaz 
I e ocasionara,  no  .siéndolo  el  tener  noticia 
( c Jiaberse  dictado  auto  de  prisión  contra 
uua  persona  cuando  ésta  sabe  que  se  le  sigue 

causa  criimna!  porque  entórices  más  bien 

j guye  inaucia  de  e.síar  prevenido  para  ocul- 
tarse.» (Sent.  14 noviembre  1874  ~Gac.  íí 
enero,  pág.  í.) 

aborto.  El  aborto  causado  de  pro- 
posuo  se  castiga  en  e!  art.  42S,  y el  oca- 
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'¿Tonndo  violentamentn  sin  el  propósito 
{je  causarlo  en  el  426.  Consiguiente- 
jnenie  no  se  incurre  en  el  error  de  de- 
recho del  caso  4.'’,  ari.  7Í)S,  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  ni  se  infringe  el 
referido  art.  42li  del  Código,  ciiaiulo  se 
impone  la  pena  (jue  es!c  señala,  consig- 
nando como  fu ndamento  (juo  el  acusado 
no  tuvo  ei  jirojíósiio  do  causare!  aborto. 

• (Sent.  23  abril  ig74.~ííoc.  20  julio, 

pág,  38.) 


ABUSOS  DESHOHESTOS.  Es  el  delito 
penado  en  el  art.  4oi  del  Código  penal, 
sobro  cuyo  penalidad  lié  aquí  un  caso  de 
jurisprudencia: 

1.  La  pena  inmoilifitamcnie  inferior 
a la  prisión  correccional  en  sus  ijrados 
medio  y viiiximo  señalad  a por  el  ari.  454 
á ios  aOosQS  deshonestos  f es  el  arresto 
7}iayor  en  su  grado  wáxi^no  a prisión 
corre.ccionul  en  el  vúnirno. — Apreciada 
la  circunslancia  de  edad  para  id-  descenso 
de  penalidad^  no  puede  dársela  además 
el  carácter  de  atenucnfte. 


La  doctrina  expuesta  se  consigna  co- 
mo fu  nd  amen  lo  del  fallo,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto contra  sentencia,  que  estiman- 
do como  delito  de  abusos  deslio nesí os  el 
herbó  de  iiaber  tratado  de  cohabitar  con 
una  niña  de  cuatro  años  y diez  meses, 
sin  consunuir  (d  acto,  pero  causándola  le- 
siones que  desaparecieron  ames  de  los 
seis  dias,  impuso  a!  reo  mayor  de  quince 
y menor  de  diez  y ocho  años,  un  ano  y 
un  din  de  prisión  correccional  y su  acce- 
soria, y pago  de  costas.  Fundado  el  re- 
curso en  el  núm.  5/'*,  art.  7Ü8,  Ley  de 
Enj.  crim.,  citando  corno  infringido 
c!  80  cu  su  párrafo  2.*^  drl  Código  pe- 
nal, los  ftinilamenlus  del  fallo  de  no  ha- 
ber lugar  dicen : 


«C')n.sid{!randü  fine  la  fieiia  designada  en 
el  art.  4;)-t  del  Cúdigu  jieiial  al  delita  de  ;diu- 
sns  deslioiiesUis  es  la  pri.siou  cerreccioiiai  en 
fíu.s  graiiu.';  medio  y máxiiiio: 

«Considerando  que  si  el  reo  fuese  mayor 
de  quince  y menor  de  diez  y ocho,  lia  de 
aplicársele  siempre  en  el  grado  que  corres- 
pondi)  la  peiui  imniuiialamente  inferior  á la 
señalarir.  por  la  ley,  que  re.specto  al  delito 
de  que  se  trata  consisle  en  el  arresto  mayor 


en  su  grado  máximo  á pri.sion  correccional 
en  el  mínimo  (IJ,  distribuyéndola  en  tres 
periodos  igunlcs,  cada  uno  de  loa  cuales 
i'armará  un  grado;  todo  esto  conforme  á lo 
dispuesto  en  los  artículos  H3  y S6,  párrafo 
segundo  (2): 

«Coiisiiierfindo  que  apreciada  ia^circuns- 

tancia  de  edad  did  reo á fin  de  aplicarle 

la  pena  inf..Tior  A la  ordinaria  del  delito,  no 
puede  liársela  además  el  caráeler  de  ate- 
nuante y rebajar  dicha  pena  al  grado  míoi- 
mu;  Cürres[iondieiuÍo  imponérsela  eu  el  me- 
dio, .según  la  regla  1.'’  del  art.  82: 

«Considerando  que  dentro  de  ese  grado 
medio  se  liaba  la  de  un  aiio  y un  dia  da  pw- 
siou  correccional  á que  ha  sido  condeuado; 
y que  por  tanto  la  Sa  a senlenciadora  no  lia 
cometido  cd  error,  ni  !a  infracción  do  ley 
que  por  el  recurrente  se  alega.  (Seiil.  di  di* 
ciemhre  JS74, — Gac.  1!)  marzo  1875,  pá- 
gina 58.) 

ACTO  DE  CONCILIACIOH  SOBRE  INJU- 
RIAS. Cuando  la  I>ey  orgánica  del  po- 
der judicial  eslíiblñce  en  su  art.  270  que 
COI rcsptinde  á los  jueces  municipales, 
en  materia  civil,  intervenir  en  la  cele- 
bración (le  los  actos  de  cemeiliaeion,  y 
cuando  la  Ley  de,  Enj.  civil  dieta  tam- 
bién en  los  arls.  20!  al  2*20  las  reglas  y 
formalidades  pare  su  celebración,  era  na- 
tural Y lógico  que  la  Ley  orgánica  y la 
d'*  Enj.  crim.  hubieran  sido  igualmente 
ex  ¡ilícitas  relativamente  á los  actos  de 
cnnciliacion  sobre  injurias.  Estas  leyes, 
sin  embargo  han  guardado  silenciosobre 
este  punto,  si  bien  el  art.  300  de  la  pri- 
mera, y el  182  y 498  ai  501  de  la  se- 
gunda nos  dan  una  regla  general  sobre 
ctunpelencia  en  lodos  los  actos  de  conci- 
liación y exigen  precisamente  la  certifica- 
ción iJe'haherse  celebrado,  para  la  admi- 
sión de  toda  querel  la  sobre  delito  privado 
ó que  sólo  pueda  perseguirse  á insta  acia 
do  parte,  salvo  que  verse  sobre  violación 
ó rapto.  Este  silencio  ha  hecho  creer  que 
en  todos  los  actos  de  conciliación  así  sobre 
maieria  civil  como  sobre  materia  pena!, 
tiebian  observarse  los  arts.  20 1 al  220  de 


(1)  Conforme  cun  nuestra  escala  iiiini.  41, 
pág.  201. 

La  distribución  do  esta  pena  en  irea  pe- 
ríodos la  hacemos  en  la  tabla  sinóptica  do  la. 
p.ig,  29,  i|uc  os  extensiva  á todas  las  formas  y 
couihinaciones  en  que  el  Código  penal  refor- 
mado impone  la  pena  do  arreslu. 
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lü  Ley  de  Enj.  eivil.  pero  no  es  así, 
según  lo  establece  el  Tribunal  Supremo, 
do  manera  fine  hay  que  atenerse  al  ca- 
pítulo II  del  reglamento  provisional  de 
jusljcio,  y así  In  consignamos  también 
nosotros  por  nota  al  referido  Cü[iítiiÍo, 
en  ía  páj:.  5Ü(>  del  torno  VIH  del  Díceío- 
7iario.  Hé  a(|uí sohre  acto  de  cnnoiliacion 
en  materia  «le  injurias  la  doctrina  <jiie 
consigna  el  Tribunal  Sujircmo  de  Jus- 
ticia. 

I.  La  sputendti  en  (¡ue  el  T)  iban  al 
seniencmdor  se  abslimc  de  fnliur  sobre 
injurias  comprendidns  en  ntia  (juerella 
nue  110  lo  fueron  en  la  deifiafida  de  con- 
ciliación no  es  definilirn. — fjt  infracción 
del  arl.  188  de  la  Lep  de  Enj.  crifíi.  no 
puede  servir  de  fnndmnenia  ú un  recurso 
de  casación  en  el  fondo.  - Los  arls.  láOb, 
212  1/213  de  la  Ley  de  Enj.  civil  no  tie- 
nen apliracinn  alguna  en  maíeriu  crimi- 
nal.— Cuvdicioncs  para  í/uc  sea  adniisi- 
hle  el  recurso  de  casación. 

Declara  e!  Ti  ib  un  ai  Su|}remo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  quen  liante  , contra 
sentencia  de  la  Audii-ncia  ile  N.  fjue 
absolvió  al  acusado  en  [laite,  porque  en 
una  exjjosicioii  reservada  dirigida  al 
prelado  nu  pudieron  inferir-se  injurias, 
y en  [larie  porque  otras  no  fueron  df; ta- 
lladas y cr  iiqireudidas  en  el  acto  de  con- 
ciüacioi  ; y esta  Mese  !a  dncuiaa  expue  s- 
ta teiiieiulü  en  cuenta  (t\  niim.  í.'’  del 
arl.  797  y M 820  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento crimina]. 

«Loiisiileraiiflo  que  la  sentencia  pronuu- 
ciada  por  la  Sala  de  lo  criiiiiiial  de  la  AurJien- 
da  ileN.  cu  ¿iS  de  ncivíeinlire  íilliino  no  tie- 
ne el  ciUíu  ler  de  delinilivu  respecto  ¡í  laa 
injurias  que  IV.  N.  iifirina  lo  fueron  inferidas 
eu  2-i  iJm  uííosto  y 8 de  odiibro  de  1872 
por  I).  A’,  NL,  puesto  que  dicho  Tribunal 
.sólo  se  lia  abstenido  de  pronunciar  por  aJio- 
ra  su  fallo  snlire  ellas  en  atención  á que,  uo 
habiendo  sido  olijeto  del  acto  de  conciliaciou 
cehdirado  entre  la  injuriada  y el  injuriante 
fallabíi  !a  base  del  procedintieiilo,  y por  lo 
misino  le  queda  ú aquella  expedito  su  dera- 
cho  para  subsanar  la  indicada  falta  y promo- 
ver  de  nuevo  la  conlinuaciou  de  ¡a  causa; 
'considerando,  además,  que  ni  en  cuanto 


■ I ■ 


"^aris-p.  penal]. 

á dichas  injurias  n acerca  dó  las  que  se  su- 
ponen llocllas  á I:i  recurrente  en  la  exposición 
dirigida  por  X.  al  diocesano  con  feclia  4 de 
ocluiire  |iróx¡ino  pa.sado  .se  ha  cumplido  con 
lo  delenninado  en  ei  nicncionadn  art.  S20  de 
la  expre-^ada  I^ey  de  Enj.  crini. , porfpie 

si  bien  so  ha  citado  el  art.  188  de  la  misma 
y el  2U5,  y 213  de  la  dc_  Enj.  civil , la  in- 
fracción del  jiriniiTii,  en  ei  siipiiesU!  de  qq^ 
exi.'^tier.’y,  no  [iifei.ie  servir  de  ioiHlameiil;.!  ¡q 
recurso  de  casación  en  ei  bticlo.  y los  .se- 
gniido.s  no  lien  en  apliclicioii  alguiui  eii  ma- 
le-na  criniiiial: 

Y con.siderando,  por  todo  lo  expuesto,  qao 
el  recurso  do  casación  por  infracción  do  ley 
iíiíerputí.'ili:  por  carece  tle  las  condidoues 
legales  indisof-nsaldes  para  qim,  pueda  ser 
íidiiiilido.»  (Sent.  -1  marzo  1875.  — 6Víc.  8 
mayo.) 

ACUSACiOH  D DENUNCIA  FALSA.  He- 
mos traiado  do  esle  delito  on  ía  ¡lúg.  4, 

y comprendido  allí  once  párrafos  ó casos 
de  juri? prudencia.  Conlnviiaremos  aquí 
ei  mismo  artículo  con  los  siguientes; 


No  se  cómele  error  de  derecho 
de  los  co7K/i)‘í.''ttí/(í/o.v’  en  los  iíiítiís.  I."  y 3.^' 
art.  798,  Ley  de  Enjuiciamienlo  ^ ni  se 
injritiye  el  arl.  467  dtd  Código  pcnal^ 
por  cí  hecho  de-  no  declarar  maliciosa  la 
ffríí.í/7í.-í‘oí/-  ó denuncia^  íií  mandar  pro- 
ceder contra  cí  acusador  ó f/cnií/ícíaí/o?* 
Jíí  hacer  declaración  alguna  perjudicial 

al  mismo^  aunfjue  se  absuelva  librenienle 
ni  acusado. 

Co,!>7('í.í.  — Nú  deben  r}n,ponerse  al  cine- 
reliante,  según  el  art.  119,  Ley  de  En- 
jille. crun. , cuando  no  resulte  que  ha 
oÍJi'üíío  con  temeridad  ó mala  fe. 

Do-ña  AngeLa  Cehallos,  dueña  de  cier- 
tas heredades,  después  de  haber  desa Ini- 
ciado al  arrendatario  Juan  López,  de- 
nuncio ai  Juzgado  el  hecho  do  laber  re- 
colectado éste  Io3  Irulos  de  las  mismas  y 
Iiauer  vendido  el  rastríijo,  I.nsiruida  la 
corresjjondienie  causa  criminal,  se  de- 
c aia  en  deüriiiiva  que  el  hedió  denun- 
ciado no  consiituia  delito  de  hurto,  ab- 
so viendo  libremente  á López,  sin  que 
e procedimieciio  Je  perjudicase  en  su 
reputación  y fama,  y de  oficio  las  costas, 
reservando  su  derecho  á Doña  Angela 

para  que  en  la  vía  civil  lo  ejercitara  se- 
gún viera  convenirle. 
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Lopoz,  inierpuso  recurso  do  casación, 
fundado  p.n  los  cíiSos  1.”  y i-í/^  de  los  ar- 
tículos ;í.'^  y 4,"  de  la  l^ey  de  casación,  y 
citando  corno  infringido  et  arl.  407  del 
Código,  portjtio  se  le  ínipuló  caliiiunio- 
samenle  en  la  denuncia  el  delito  de 
Iiurlo  y debió  declararse  así  en  la  son- 
tcncia;  pero  el  Tribunal  Stijiremo  de- 
clara que  no  ha  lugay  d la  admisión  del 
reeuiáo: 

«Cousideraudo  que  el  delilo  de  calumnia 
dtílinidu  en  el  arl,.  AHI  del  Código  sólo  puede 
perseguirse  á ¡n.sUine¡a  de  la  parte  olendida, 
no  debiendo  sin  embargo  piocederse  contra 
el  dcnurioiiidor  ó acusador  sino  en  virtud  de 
sentencia  lirine  ó auto  tainijieri  firme  de  su- 
Lreseimienlo  iJel  Tribuiía)  que  hubiese  co- 
nocido del  delilo  itnpuliulo , el  cuaLmandaní 
proceder  de  olido  conira  utiuel  siempre  que 
de  ia  causa  principa!  resultaren  méritos  lias- 
tan  les  para  abrir  el  nuevo  ¡u’oceso,  á tenor 
de  lo  prevenido  en  el  art.  3í0: 

((Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
a!  absolver  Idjremente  á .luán  López  de  -luán 
de  la  denuncia  lunnuíada  por  iJoiia  Angela 
Celuillos  escalera  relativa  á ia  suslraccion 
de  frutos  de  linas  tierras  de  la  propiedad  de 
la  misma,  deciarando  las  costas  de  oficio,  .se 
alistuvo  (ío  mandar  jiroceiler  contra  la  parte 
df'üunciadora  por  no  oiiconírar  en  la  cansa 
principal  méritos  baslantcs  á su  juicio  para 
abrir  el  nuevo  proce.so: 

^Considerando  que  para  la  imposición  de 
las  costas  á ia  parte  querellante  es  de  nece- 
sidad que  do  las  actuaciones  resulte  que  ba- 
ya oíirado  con  temeridad  ó nuda  fé,  según 
lo  dispnesln  en  ei  párrafo  final  dtd  art,  Íi9 
de  ia  Ley  de  Enj.  cnm.,  ii  cuamlo  aparezca 
haberse  quejauo  sin  ruudamento  como  osla- 
ba prevenido  en  el  art.  del  rt^gl amento 
provisíoriai  para  la  Adndnislracion  de  justi- 
cia, y en  el  caso  actual  uiiigmio  de  diclios 
motivos  lia  existido  según  la  apreciación  de 
la  misma  Sala: 

Consiiieraiido  que  siendo  de  la  exclusiva 
competencia  de  ésta  la  apreciación  de  la.'í 
pruebas  relativas  á los  boclios  adinitidtis,  en 
virtud  de  los  cuale.s  ab.solvió  libremerde  al 
procesado  Juan  López  de  Juan  sin  declara- 
ción ninguna  perjudicial  íí  la  parle  denun- 
ciadora, este  Tribuna!  Supremo  lia  de  acep- 
tarlos como  veiigau  cutisi-’iiaiios,  limitándose 
á declarar  si  se  coimdió  ó no  la  infracción 


nuñ: 


«Cousidt'.riiiídú,  por  tanto,  que  la  Sala 
sentenciadora  no  lia  cometido  ningún  error 
de  derecho  de  los  comprendidos  eu  los  nú- 


{Jurisp.  pfinnl)* 

meros  y a.''  del  arl.  4.^  de  la  ley  do  ca- 
sación , ni  inlViiigido  ninguna  de  las  leyes 
(jue  sirven  do  lundamcnlo  al  recurso,  etc, 
(Sent.  28  febrero  1*S74, — Gac.  25  mayo,  pá- 
gina i 4-s.J 

Xlií  Cuando  sr  di'dnra  que  no  co/is- 
/í7nyt*  delilo  íjí  ¡alia  el  hecho  denuncia^ 
do,  no  cabe  que  se  declare  á la  vez  ca- 
lumniosa la  denuuria. 

En  el  Juzgado  de  Las  Ibdmas  so  for- 
mó causa  cónica  Duba  Virginia  Tilli  en 
viruiil  de  denuncia  de  U.  Saiiliago  Ra- 
niircz,  en  ia  cual  exponia  que  aquella  se 
negaba  á devolverle  un  piano  que  le 
lia  Lia  prestado,  lo  cual  consUluia  el 
delito  jvnnisto  en  el  art.  HiH  del  Có- 
digo. Habiéndose  dictado  auto  de  so- 
bre.sei miento  sin  uliorit.’ir  progreso,  en 
razón  á no  constituir  delilo  ni  falla  los 
luMiliíis  denunciados,  y declarada  calum- 
niosa la  denuncia,  mandando  proceder 
de  oficio  contra  Ramirez,  se  instruyó  la 
causa  correspún diente,  que  susiaii ciada 
en  forma,  leniiinú  por  sentencia,  decla- 
rando que  Rainirez  al  deuunciar  y acu- 
sar de  estafa  el  becbu  de  que  Doña  Vir- 
ginia se  negaba  á devolverle  el  piano  que 
iiabia  alquilado,  halda  cornetidu  et  delito 
de  denuncia  falsa  sin  circunstancias  ate- 
nuantes ui  agravantes,  y le  condenó  en 
dos  anos  de  prisión  correccional,  2íi0 
[lesetas  de  mulla,  accesorias  y costas. 

Inierpiieslo  recurso  de  casación  por 
el  procesado,  te  Lindó  dcliidamente  en 
e!  caso  1 del  art.  7b8  de  la  Eey  de  Ea- 
! jiiic.  nrim.,  invocando  como  iulringidos 
el  340  y el  caso  del  548  del  Código; 
y con  electo  se  casa  y anula  la  sentencia 
en  estos  lérrniuos'í 

«Con.sidcrando  que  comete  el  delito  de 
acusíicion  ó denuncia  fiils  i,  conidnne  ai  ar- 
tículo 340  de!  Código  pena!,  el  que  imputa 
falsamente  á alguna  persona  iieclios  que  si 
fuesen  ciertos  conslituiriiin  delito  de  los  que 
dan  lugar  ú [irocedimieutode  oficio,  sí  la  im- 
[lutaciíiu  se  hiciere  auto  funcionario  adiniuis- 
iratívo  ó pidicial  que  por  razón  de  su  cargo 
debiera  proceder  ásu  uveriguaciou  ó castigo: 

«Considerando  qne  la  Sala  de  la  Aiidieu- 
cia  de  Las  Taimas  en  la  causa  qiui  por  de- 
nuncia de  l).  Santiago  Uainirez  Rocha  se  si- 
guió contra  Uoña  Virginia  Tillí  declaró  que 
el  hüciio  deuimciado  no  Cüii.sliLuia  delito 
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ni  falta,  sobre.sfivcndo  libremente  en  ella: 

«Considerando'que,  ar.enfii.ia  dicha  decla- 
racioo , no  puede  decirstí  que  Ramírez  Ro- 
cha imputó  á doña  Virginia  Tiilí  hechos  que 
mereciesen  la  calificación  de  delito,  y en 
tal  concepto  l.a  acusación  6 denuncia  com- 
prenderse dentro  de  las  prescripciones  del 
artículo  3i0  difl  Código  penal  ya  citado  (t); 

Fallamos  que  ílebetnos  declarar  y decla- 
rarnos Jiaber  liif.’ar  al  recurso  de  casación 
que  á nomiirc  de  D.  Santiago  Itaniiroz  Rocha 
se  ha  propt]e.«to,  cpsando  y anulando  la  .sen- 
tencia dictada  en  IS  de  octubre  de  1872:  y 
dése  á la  causa  la  snstanciacion  que  la  ley 
determina.!)  {Seiit.  (>  nie.yo  1S74. — G'nc.  5 
ogosto,  pág.  61.) 

XIV,  A rcion  df  i)>Juna  y calumnia. 
No  se  cnfiimde  obuv donada  la  acción^ 
aunque  d qfiereUauIr,  obteniendo  senten- 
cia favorable  en  primera  instancia^  no 
se  muestre  parle  en  la  segunda. 

Declaranilo  no  haber  logara!  recurso 
de  casación  interpuesto  [jor  el  Sünisierio 
fiscal 

dó  en  , ^ 

de  Enj.  crim.,  citando  como  infringidos 
el  179  de  la  misma  y el  482  del  Código 
penad,  por  haberse  seguido  la  segundé) 


en  béncficiü  dfd  procesado,  que  l'uri- 
e!  caso  l.°  del  art.  7í)8  de  la  Ley 

+ * * É 


[Jurisp.  penal). 

ciamiento  criminal ^ contra  senlenela  ¡i... 
br emente  absolutoria , por  el  hecho  de  ne 
mandar  proceder  de  ofmo  contra  el  de-. 

nií)icífir/ordííCíf.íní/í}r,  n(rtrí//o  la  *S’n/a  ?ic 

ha  hallado  méritos  bastantes  para  ha- 
cerlo. 

9 

Deciar.'indo  no  haber  lugar  á la  ari- 
mision  de  recurso  de  casación,  con- 
firma el  Tribunal  Supremo  la  doctrina 
del  epígrafe,  que  es  también  la  de  la 
sentencia  de  28  de  febrero  do  187-1. 
(Sent.  10  abril  1875. — Gac,  11  mayo. 

pág.  118.) 

XYÍ.  No  basta  para  que  /;íífí¿o  perse- 
guirse el  delito  de  acusación  ú f/ffití/ícía 
fiiísa  el  haberse  dictado  sentencia  firme 
de  libre*absolucion,  si  no  se  7tianda  proce- 
der de  o feto,  ó se  declara  la  ocnsacioQi 
calumniosa,  ó se  contiene  alguna  reserva 
en  este  sentido. 

Interpuesto  recurso  de  casación  contra 
auto  denegatorio  de  a il misión  do  quere- 
lla por  denuncia  falso,  fundado  en  el  nú- 
mero o.°  deí  art.  797  de  la  l^ey  tie  En- 
juiciamienlo  crimina!,  y citando  como 
infringido  el  .'>40  del  Código  penal , se 

j J - j_  I _ 1 I 1 1 * *■ 
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nstancia  sin  intervención  de  la  parto  | declara  no  haber  lugar  por  los  siguien- 


actora,  asilo  establece  el  Tribunal  Su- 
premo; 

«Considerando  que  .si  bien  ía  acción  de 
Cülumni.a  ó injuria  como  privada,  sólo  puede 
Dromover.se  por  la  parto  agraviada,  al  veri- 
ficarlo esta  ca  lorina  en  primera  iiistaucía, 
y obtenido  sentencia  fiivorable , cual  aconte- 
ce en  el  caso  presente , no  estaba  obligada 
por  !a.s  leyes  á comparecer  en  las  ulteriores, 
scgiin  ha  ,^ido  di  clru-ailo  por  este  Supremo 
Tnbunal  (2);  y por  con.«iguiente  no  se  han 
iDlriDgidq  ios  artículos  in  del  Código  penal 
ni  el  179  de  la  Ley  del  procedimienLo  crimi- 
Dal  cilada.s  ii  so  propósito  por  el  Ministerio 
fiscal.»  (Sent.  ‘28  noviembre  1874.— Gaceta 
26  enero  1875,  pág.  24.) 

XV.  No  es  procedente  el  recurso  de 
casación  por  infracción  dd  art.  470  del 
Código  penal  y 89  de  la  Ley  de  Enjui- 

"e“p?í)’°eri  ^ ¿y 

nim.  Vut  p4"h7*‘  ” 


tos  fúndame  otos: 

«Cnn.siderandoqiie  para  que  pueda  perso- 
go ir, se  el  delito  de  acusación  ó de  un  neta  falsa 
definido  en  el  art.  .710  del  Códig(.  neiCLÍ  vi- 
gente, con  arreglo  á lo  díspuestu  eii  k' ■ ircs 
lárraíos  que  é.sle  C'ui tiene,  no  basta  que  se 
laya  dicta i lo  sentencia  firme  de  libre  abso- 
b.cion,  u auto  también  firme  de  soíiresei- 
iTiienlo  sin  nlterior  progreso  por  el  Tribunal 
que  haya  conocido  del  delito  imputado,  sino 
(pie  es  preciso  además  que  ese  Tribunal  ha- 
ya mandado  proceder  contra,  el  acusador  ó 
ílenunciador,  según  debí;  liacerlo,  siempre 
que  de  la  causa  principal  re.sn liasen  méritos 
para  abrir  el  nuevo  procediniíeiilo: 

(-.(losíderaflfio  que,  según  aparece  de  los 
hecho.s  que  como  probados  se  consignan  en 
lü.s  resultandos  del  auto  recurrido  en  la  cau- 
sa lonnada  en  23  de  mayo  de)  año  próximo 
pasado  con  motivo  de  iialierse  ocupado  va- 
ria.s  ropas  y algunos  reíales  da  ornamentos 

i>^  Jí  habitación  dei  recurrente 

. Manuel  i’erez  Sánchez,  el  Juzgado  dictó 

o de  sribreseiniieiito  ."íin  ulterior  progre- 

otro  que  en  29  de 
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)a  Aiuiitincia  de  este  distrilo,  sin  que  en  r-l 
se  hiciera  reserva  alguna  á favor  de  Perez 
SanclíeZj  contra  quien  so  dirigió  e!  prucedi- 
miento,  ni  otra  declaración  que  la  de  ¡as  eos* 
tas  de  oficio: 

Considerando  que  ai  confirmar  dicdia  Sala 
el  referido  aulo  de  sohreseíiiiie-nfo  en  favor 
de  O.  Manuel  Perez  Saucfiez,  usando  ;ití  la 
facultad  discrecioual  ó prudente  arbitrio  que 
se  la  concede  en  el  párrafo  3.“  del  precitado 
art.  340  de!  Código  penal,  por  no  bailar  sin 
duda  en  la  Cansa  basiantes  uicrítos,  so  abs- 
tuvo de  mandar  proceder  contra  eJ  denun- 
ciador de  aqueí;  y que  no  siendo  legalnieute 
posible  sin  ese  indispeusabJe  requisito  perse- 
guirle ahora  por  lidsa  de/iuncia,  es  á todas 
luces  procedente  y arreglado  á derecho  el 
aulo  recurrido; 

Y considerando  por  lo  tanto  que  Ja  repeti- 
da Sala,  al  desestimar  ia  querella  de  que 
aquí  se  trata,  no  ba  incurrido  en  ninguno  de 
Jos  errores  do  derecJiO,  ni  infringitio  tampo- 
co ninguna  de  las  disposiciones  legales  que 
eu  tai  concepto  cita  el  recurrente;  etc.» 
(Sent,  7 octubre  ISTñ— Gac.  30  id,} 

ADHESiQH  Al  RECUBSO  DE  CASACIOH. 

Sin  perjuicio  de  consultar  el  artículo 
Recurso  dií  casación,  añadiremos  aquí  á 
lo  dicho  en  la  pág.  13  !a  doctrina  de 
otros  dos  fallos  para  mayor  claridad 
ÍV^  Los  arls.  818,  819/820,  82tí  y 
827  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  limitan 
los  casos  en  que  puede  tener  lugar  la 
adhesión  a!  recurso,  siendo  preciso  que 
los  motivos  de  casación  alegados  fuesen 
aplicables  á la  parle  de  sentencia  que  á 
ellos  se  refiera.  Cuando  esto  no  suceda, 
no  valdrá  emplear  la  pal  a lira  adhesión; 
pues  será  otro  recurso  disiinio,  y habrá 
necesidad  de  prepararé  interponer,  con- 
forme al  art.  81:i  y oíros  ' ' ' ’ 

ley.  (Sents.  7 febrero  y 
yo  1874. — Gacs,  (5  mayo 
págs.  l'ü-í  y 51.) 

ADULTERIO.  En  la  pág.  14  se  lialla 
inserta  textualmente  la  sentencia  de  8 de 
niayo  de  1871  que  vino  á resolver  una 
importantisima  cuestión,  la  de  que  es 
punible  la  tentativa  de  adnltevio  j como 
lo  es  también  la  de  violación  y aborto, 
contra  lo  consignado  por  distinguidos  y 
eminentes  comemadores  del  Código.  Allí 
se  contiene  también  otro  caso  que  aclara 
lo  que  debe  entenderse  por  .for;jrí!ííticr 
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en  udnlíerio  el  marido  d la  nwjer.  Hé 
acj-m  otros  faltos  que  tnnlo  piiedon  con- 
'a  recia  inteligericla  v aplicación 


de  I 

y 


a citada 
de  ma- 


2 


agosto, 


tribuir  i. 

de  Im.s  dispocicicnes  penales  sobre  este 
delito. 

III,  Complicidad  en  el  adulterio. — 
La  ucnio7i  penal  en  el  delito  de  adidteTÍo 
Se  Intuía  por  la  ley  d los  dos  culpables,  y 
no  cabe  ampluirla  por  motivo  de  compli- 
cidad^ ni  por  otro  concepto  d mas  perso- 
nas, inciirriéndose,  sise  hace,  en  los  er- 
rares de  derecho  señalados  en  los  casos  4.® 
y íi.^  del  art.  798  í/t’ /u  Leí/  de  Enjuicia- 
miento Cí’t?«iíía¿. 

Establece  el  Tribunal  Supremo  esta 
importante  doctrina  en  un  caso  de  adul- 
terio en  que  penados  los  dos  culpables, 
por  virtud  de  querella  del  marido  agra- 
viado, lo  fué  también  como  cómplice  ia 
criada  con  la  circunstancia  agravante  de 
abuso  de  confianza.  Dice  así  lexiual- 
menle  el  fallo: 

«Kesu liando  (jue  en  21  de  junio  de  18G7... 
•presentó  querella  acusando  del  delito  de 
adulterio  á su  esposa...  y...  y de  cómplice 
del  iTiisfiio  delito  á...,  criada  de  aquella: 

Besultando  que...  avisaba  al  ..  de  las  au- 
sencias de...,  durante  l«as  en  ales  aquel  pene- 
traba en  la  casa  de  la...,  siendo  la...  la  que 
vigilaba  y les  avisaba  de  Ja  llegada  de,..: 

Resultando  que  la  Sala,  declarándola  cóm- 
ilice  del  delito  de  adulterio  , con  la  circuns- 
-uncia  agravante  de  ahii.so  de  confianza,  la 
condenó  en  la  pena  de  veinticuatro  meses 
de  prisión  correccional,  con  su  accesoria  y 
cuarta  parte  de  costas. 

Utí.sultítiido  que  contra  sentencia  in- 
terpuso,.. recurso  de  {Ui-sacion  por  infracción, 
de  ley,  que  fundó  en  los  casos  1.®  y 5.“  del 
art.  798  de  la  provisiocíl  de  Enj.  criin.,ale- 
•'andü  que  se  ba  comelido  ei^ror  al  calificarla 
o cómplice  de  nn  delito  en  que  no  puede 
haber  jiias  que  autores;  y además  que  si 
ella  avisaba  ai  adúltero  era  en  virtud  da 
obediencia  debitia  á sii  nina,  ignorando  tal 
vez  para  qué  era  llamado  aquel,  liabién- 
düse  padecido  igual  error  en  la  apreciación 
de  la  circunstaTicía  agravante  de  que  se  ha 
hecho  mérito: 

Visto,  siemlo  ponente  el  magisírado  Don 
Dieco  Fernandez  Cano: 

Omsiderando,  en  cuanto  al  primero  de  tos 
dos  motivos  de  casación  alegados,  que  según 
lo  dispuesto  eu  el  párrafo  primero  del  ar- 
tículo -449  del  Código  penal  vigente,  no  pue- 


(1 


de  iiripoiicrse  ficna  por  delito  de  adulterio 
síqo  en  virtud  de  íjücrella  de!  marido  agra- 
viado} y f^ue  en  tal  caso»  cnidonno  á lo  ter- 
minan temen  le  prescrito  en  párrafo  segun- 
do ne  diclio  artículo  no  podrii  el  marido  de- 
ducir la  acción  penal  sino  contra  ambos  cul- 


pables; 

Considerando  que  limitada  de  este 
la  referida  acción  penal,  no  cabe  ampliarla 
extendiéndola  por  motivo  de  complicidad  ni 
en  ningún  otro  concepto  Á la  procesada...  ni 
á cualquiera  otra  per.«ionn  fuera  de  la  dn  ain- 
l)os  culpables,  que  son  \ás  única.s  que  la  ley 
señala  como  responsables  criminalmenle  del 
expresado  delito  al  lijar  y establecer  la  ex- 
tensión y alcance  de  la  acción  penal  prove- 
niente de!  mismo: 

Consideraofio , adermis , que  las  acciones 
penales  pr^r  .su  natiir-ale;;a  y con  arreglo  á los 
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sas  y denilasy  entrevistas  en  una  casa  pú- 
blica de  citas  por  parte  de  huíí  7nvjer  ca- 
sada con  su  amante^  demnestran  no  solo 
un  troto  í7iVi/o,  sino  actos  que  conslilu. 
yen  adulterio  y san  eonsiyuienlcs  á esas 
relaf'ioncs. 

El  hecho  de  continuar  la  mujer  en  la 
kahilacion  de  su  marido  y aco7n¡)auarla 
este  (i  los  paseos  después  de  sorprendida 
en  adulterio.,  no  suponen  cnnsentmienío 
en  la  infidelidad,  ni  el  perdón. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  que  la 
Sala  de  la  Audiencia,  no  lia  incurrido  en 
error  coniprondido  en  los  casos  l/'y  íí.® 
art.  4,°  dé  la  Ley  de  casación  [casos 
7j  5.'\  url.  "98,  Ley  de  Enj.  erhn.),  ni  in- 


prlrjcijjios  ilel  derecíjo,  nunca  deben  ain 
plía'rse,  sino  por  el  contrario,  entenderse  y 
aplicarse  siempre,  rfe  un  modo  restrictivo: 

CoD.sirierando,  respecto  al  .segundo  motivo 
de  casación,  que  no  entra  en  la  esfera  de 
ninguno  de  los  rumos  del  servicio  doméstico 
el  espionaje  de  los  actos  de  la.s  mismas  per- 
sonas á quienes  su  sirve;  y que  aúnen  la  lii- 
pélesis  de  que  fue.se  lícito  confiar  á un  crian- 
do y ailtnilir  6.slc  ini  encargo  tan  repugnante 
y contrario  á ja  moraüilad,  no  podría  esti- 
marse que  la  recurrente  lialiia  abusndo  de 
tal  confianza,  pi]e.'>lo  (pie  de  los  liecbos  que 
como  probado.^  ,se  consignan  en  la  sentencia 
recurrida  no  apaiece  ni  se  deduce  que  su 
amo...  Ja  liubiera  encargado  que  vigiia.se  la 
conducta  y los  pasos  de  su  ama... 

Considerando,  en  virtud  ile  lo  expuesto, 
que  la  Sala  senloiududora  al  calificar  y penar 
del  modo  que  lo  había  hedióla  participación 
que  en  el  delito.de  autos  atribuye  «5  la  pro- 
cesada,.., y al  apreciar  en  contra  de  ésta  y 
coinnconcucrenle  !a  circun.staucia  agravante 
da  abuso  da  coniiatiza  , lia  incnrrnlo  en  lo.s 
errores  de  derecho  señaladris  en  los  casos  4,^ 
y de!  art.  798  de  Ja  Ley  de  Enj.  criiii.,  é 
infringido  las  disposiciones  lega  .es  que  en 
tal  concepto  cita  la  defensa  de  la  recurrente} 

Pallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  ñor 
infracción  de  ley  que  la  procesada..,  ]ia  in- 
terpuesto contra  la  .sentencia  nronmiciada 
en  H de  ogo.slo  último  por  la  Sala  de  lo  cri- 
minal dé  la  Audiencia  de.,.,  la  cual  casamos 
y anulamos;  y líhre.se  la  corrcspondienle 
fterLiricacio,a,  remitiéndola  á dicha  Sala  por 
el  conducto  debido.»  (Sciil.  3 ¡unió  1874 
—Gao.  IS  agosto,  ¡iilg.  íOU.) 


fringidü  losarts.  í 4'i8y  449  uel  Código 
penal,  esiahlociendo  en  los  fu  mi  amentos 


«Consideraudo,  respecto  ai  recurso  inter- 
puesto enn  omine  i1t.í y .su  primer  funda- 

mento, que  iüs  hechos  Euhiiitidos  como  pro- 
hado.s  en  la  sentencia  que  es  objeto  del  rc- 
enrso,  de  las  cíirlas  aniorosas  dirigidas  mú- 
tiiamciite  entre  los  procesados,  sus  citas  y 
entrevistas  en  iliíerenle.s  sitios,  especialmente 
en  la  ca.sa  púldica  de  citas,  deijiuestran  sin 
dejar  dmia,  no  sélo  su  trato  ilícito,  sino  los 
actos  <[uc  constituyen  adulterio  y son  coiisi- 
guieiites  á esa.*?  relaciones: 

Considerando,  eii  fo  referente  ai  segundo 
fuíídamenio,  que  por  ios  hechos  de  conti- 
nuar la  procesada  en  la  hai.iitacion  de  suiiia- 
rido,  acom parlarla  éste  en  los  paseos  y teatro 
de.spues  de  haber  sídn  soriirciulida  con  eh... 
no  se  infiere  el  consenliiniento  de  su  infide- 
lidad ni  el  perdón,  y ménos  en  el  caso  pre- 
sente, ctuindo  ha  formalizado  querella  y 
con  lili  nado  parte  en  la  cau.sa  para  la  impo- 

.sicion  de  pena,  y siéndolo  aún  en  este  íc- 
cu  r.so : 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expues- 
to, que  la  Sala  sentenciadora,  a!  apreciar  los 
hechos  por  delito  de  adullbrio  é imponer  ia 
pena  do  prisión  correccional  á amlios  reenr- 
rente.s,  no  ha  incurrido  en  error  conijirim- 
dirJoeii  Jos  casos  1."  y .3.o  del  art.  4.”  de  la 
ley  sobre  c:i.sacion  criminal  <le  i 870,  ni  in- 
fringido Jos  arhs.  1.0,  418. y dd  Código 
jireci tildo.»  (Sent.  23  junio  [Sli.—Gac.  5 
sfiliembre,  pág.  135.)' 

V.  Llenados  en  la  nceioti  de  aduile- 


í'ío  los  7'eguisitos  cjue  exiya  el  449 

IV  / rt ^i^dujo  penal  de  ser  el  marido  quien 

re7icia  deca't  lasutnoro-  i h eyercile  y de  enlabiarse  'precisamente 
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conh'ti  ambos  ntl pables  iío  puede  soste- 
nerse el  sobreseimiento  de  la  causa  por  la 
rebeldía  del  acusado  como  co-auíor,  res- 


tíi la  salida  «leí  esia)t!ecinii?i»lo  dé  nin 


pecio  del  que  queda  en  suspensa. 

Conlra  sent*im‘Í3  dictad;»  un  causa  de 
adulterio,  condenando  á la  [íroccsr.da  y 
suspendiendo  el  proredimicnlo  respecto 
al  procesado  por  su  rebeldi?,  interpuso  la 
procesada  recurso  de  casación,  que  fun- 
dó un  el  casol.°de!  artículo  7U8  de  la 
Ley  do  Enj.  crim.,  citando  como  infrin- 
gido el  A49  del  Código  penal  en  su  pár- 
rafo 2.^‘ 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  lia- 
ber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  (jue  el  arl.  4 39  del  Código 
penal,  citado  como  único  fundamento  dcl 

Íirescnto  recurso,  lermínautemente  prescri- 
le  que  Ja  acción  penal  de  adulterio  sólo  es 
dado  ejercitarla  al  íiiarido  agraviado,  qtjíen 
la  lia  (le  entablar  precisamente  contra  ambos 
culpables;  circunstancias  que  han  concurri- 
do en  la  querella  origen  de  este  procedi- 
niionto  estando  por  consiguiente  destituido 
de  Indo  apoyo  legal  dicho  recursíM)  (Sen- 
tencia IC  cuero  1875. — 6’ac,  30  marzo,  pá- 
gina 6:í.) 

• VI.  Amancebamiento  o sea  adullerio 
dcl  marido.— El  Códí(}Q  penal  castiga 
en  su  cap,  ] del  til.  iX  con  el  epígrafe 
de  ndidterio  la  violación  de  la  fe'  conyu- 
gal, tanto  cuando  se  cornete  por  la  mu- 
jer como  cuando  se  veri fi:a  por  el  mari- 
do, aunque  exigiendo  para  este  último 
caso  condiciones  diferentes  y establecien- 
do otra  penalidad  , sí  bien  igualando 
ambas  violaciones  en  cuanto  ai  ejercicio 
de  la  acción  y exlension  de  esta. 

Este  es  el  fundamento  textual  del  fallo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación,  contra  sentencia  que  aplicó  el 
artículo  del  Código  pena!,  interpues- 
to por  los  procesados  que  suponían  in- 
fringido el  arl.  44ÍI.  (Sent.  12  febrero 
1875. — Gac.  4 abril,  pág.  So.) 

ALCAIDES.  Emisión  de  presos  par  ¡m- 
pruden cia : J n fracción  de  reglarnen  tos . 

1.  El  beciio  de  consentir  salir  de 
la  cárcel  en  clase  de  demandadero  á 
un  preso,  contra  lo  dispuesto  en  el  re- 
glamento de  cárceles,  que  no  cousien- 


gun  preso,  diMcnido  ó penado  sin  orden 
escrita  de  la  autoridad  á cuya  disposi- 
ción se  011  cu  entre,  siendo  aquella  tole- 
rancia ó abuso  causa  de  la  evasión, 
constituye  ¡a  imprudencia  temeraria  con 
infracción  del  roglatnenlo  de  cárceles,  y 
calillcailo  así  por  la  Sala  no  in.curro  en 
el  error  de  deri'cbo  del  caso  3.'*  del  ar- 
tículo 7f)B  do  la  Ley  do  Enj.  crim.,  ni 
infringe  el  fJSl  del  (bídigo  penal.  (Sen- 
tencia 28  octubre  1874,  dicloda  en 
recurso  jiromovido  por  i).  César  Mani- 
quí, alcaide  de  la  cárcel  de  Alcafiiz.) 

11.  Otro  caso  de  evasión  de  presos 
por  twi^jruí/cHcítf. 

El  alcaítle  (¡iie  colilla  las  llaves  de 
la  cárcel  a un  preso,  siendo  esto  oca- 
sión de  que  se  fugue,  es  responsable 
del  delito  do  imprudencia  lumoraria, 
puesto  que  no  obró  con  la  previsión  y 
diligencia  con  que  hubiera  cdirado  un 
funcionario  de  su  clase  medianamente 
celoso  en  el  cutujdimieulo  de  su  deber; 
y la  sentencia  que  así  lo  estima,  no  in- 
fringe el  art.  581  del  Código  penal. 
(Sent.  10  noviembre  1874,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  ü.  Isíiloro  Jiménez,  alcaide  de  Gau- 
cin. — Gac.  2Í)  dieicmbie , pág.  23o.) 

ALCALDES  DE  BARRIO.  Tratan  de  h. 
elección  y atribuciones  de  los  alcaldes 
de  barrio,  bis  aris  . 35,  53,  5i,  57,  58, 
109,  III,  194  y 188  de  la  Ley  munici- 
pal de  20  de  agosto  »le  lS"0,  y son  in- 
dudabieuientn  autoridades  »jue  ejercen 
autoridad  propia  (1).  Veamos,  pues,  al- 
gunos casos  lie  jurisprudencia  que  cali- 
can  como  atentados  á la  auloridad  ^os 


(!)  Aos  imrccc  accrl.i(]a  la  resolución  conle- 
í'ii  Hua!  rinlcii  Oe  311  óe  cuero  lie  1875,  de 
(]uc  kt.s  alcaliios  de  liarrlo  sólo  podrán  exigir 
las  multas  de  que  habla  ol  art.  72  dt»  la  Ley 
iininictpal,  y linícanu  nle  por  infracción  de  ia.s 
Ordenanzas  imiiiiCHpah‘.s,  cuando  el  iciiiente 
respectivo  ó el  alcalde  en  su  caso  hayan  dele- 
gado  en  ellos  esta  parle  de  sus  funciones  ; pero 
no  como  se  con.sipna  on  sus  fundnmcnios  «que 
ios  alcaUic.s  de  harrío  sólo  [medan  ejecutar 
aquellos  actos  para  los  cuales  se  ios  baya  au- 
torizado.» (Véase  esta  Rea)  órden  en  el  .4]í¿n- 
flice  de  1875,  pág.  112.) 
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insultos  y amenazas  á los  alcaldes  de 
barrio. 

í.  Los  alcaldes  de  barrio  son  aato- 
ridades  poniue  ejercen  jurisdicción  pro- 
pia.— El  atentado  á la  auioridod  causa 
desafuero  según  el  caso  íi.“,  art.  34U  de 
la  ley  orgánica  (1). 

Ed  causa  contra  carabineros  sobre 
atentado  y lesiones  A un  alcalde  do 
barrio,  á quien  afjiiollos  maltrataron 


que  el  .Míoisterio  fiscal  ha  interpuesto  con- 
tra la  sentencia  pronunciada  en  1 de  t.r.viein- 
bre  de  1873  por  Ja  S.Tla  de  lo  criminal  de  la 
Audiencia  de  la  Coruna,  la  cual  casarnos  y 
anulamos;  y líbrese  Ja  certificación  corres- 
pondienfe  á dicha  Auiliencia.»  (Sent.  ‘29 
enero  187J, — Gac.  17  abril,  pág.  H3.) 

IJ.  Los  insultos  y amenazas  á nji  al- 
calde de  barrio  constituyen  el  fl<on/fií/í> 
gue  castiga  el  art.  254  del  (Código penal. 

En  causa  seguida  í'i  Fernando  v Froi- 

. l._l  ; ■“  . 


u<jiiiu,  a aquciius  [iiaiiniiaron  j ir^ii  causa  seguí  tía  a i' ernaiiuo  y r roí- 

bajo  el  preleslo  de  (¡ue  no  andaba  de  I lan  Fernandez  por  haber  insultado  y 
prisa,  el  juez,  de  confoniHiiad  con  amenazado  á un  alcalde  de  barrio,  íue- 
f.I  lUtaúmon  ron  estos  condenados  con  arreglo  al  ar 

i ' i í'i  ^ 1 ^ . 


prisa,  ^ 

el  dictáüien  del  pioniotoi-,  dictó  auto 
de  inhibición  dcefarandoso  incompe- 
tente , y inaniliuido  remitir  las  dili- 
gencias a!  eapitnn  general,  cuyo  auto 
jué  aprobado  cu  consulta  por  la  Au- 
diencia de  Ja  Coro  ña,  .Sf  interpuso  re- 


curso de  casación  por  el  Slinislerio  fis- 
cal, fundado  en  el  núm.  2.*^,  art,  7i)7, 
Ley  de  En],  crini,,  citando  como  infrin- 
gidos los  aits.  :1o,  51  y 58  de  la  Ley 
municipal,  y es  estimado  en  esta  forma*; 

^Considerando  que,  según  el  arl.  277  del 
Código  penal,  so  repula  aiituridcd  al  que  por 
sisóle  ó como  ¡tidivíduo  de  algiiTia  tbirpora- 
cion  rí  Tribunal  ejerce  jurisdíccínri  propia: 

Lensideraudo  que,  con  fu  riñe  :i  los  arlícu- 
lo.s  35,  54  y 5tS  de  Ja  J^ey  de  Ayij[ifainiento.s 
del  20  (lii  agosto  de  1870,  Jos  alcaldes  de 
barrio  tienen  jurisdicción  propia,  ya  se  atien- 
da a la  forma  de  su  notiilirtmíenlo,  ya  ti  ios 
motivos  y causas  por  que  pueden  ser  sepa- 
rados , y ya  porque  como  lalcs  autoridades 
usan  la  insignia  que  los  acredita: 

Considerando  que  si  Itíen  los  carabineros 
al  tenor  del  art.  348  de  ¡a  Ixy  orgánica  del 
poder  jUtliciaJ  están  bajo  la  denmiiinacíon 
del  servicio  nulitar  activn  y sujetes  á las  Or- 
denanzas iniiiiares,  se  iialJarj  excepluad  ís 

cuandyeoTr'  *'  j“'''‘’'*'ccíon  ordinaria 

cuando  cometieren  alguno  de  ins  delitos 

comprendidos  en  el  art.  34!í  de  dicha  ley: 

Considerando  que  el  lieciio  que  ha  moti 

vado  esto  pr<i(;n,,|i„,ieiii(,  consliinvo  el(  ¡ 

alentado,  porquo  (¡I  alcalde  do  barrio  eicr" 

cía  runc".iies  propias  al  ser  rnallrulailo  é ¡ii- 
jnriado  por  los  carabineros,  y osle  ricino  esK 
xcepiua  o y canse  dosafu’cJo,  según  el  c^ 
d«I  repetido  art.  349; 

nmíia  'lííbeinos  declarar  y decla- 

ramos haber  Jugar  a]  recurso  do  casación 

(1)  Víanse  loa  casos  5.*  y G."  de  la  pág.  37. 


liculo  20í  como  reos  de  aieniudo.  In- 
terpusieron recurso  de  casneiou,  funda- 
rio  en  el  caso  3.“  del  art.  798  de  la  ley, 
citando  como  infringido  dicho  artículo 
i del  Código,  porque  no  siendo  e!  alcalde 
de  barrio  autoridad,  sino  sólo  un  auxi- 
liar de  ella,  sejfíuu  ios  ¡iris.  í91  y 194, 
Ley  de  Enj.  crim.,  se  ha  calificado  mal 
el  delito,  aplicando  iüdebiiJaniente  di- 
cho artículo  en  vez  del  270.  El  Tribunal 
Supremo  declora  no  haber  lugar. 

(I.. .. Considerando , en  cuanto  ai  primer 
motivo  do  casación,  suponlcndu  rnal  apli- 
cado el  art,  204  por  no  ser  autoridad  el  ■al- 
calde de  barril),  que  al  tenor  de  lo  dispuesto 
en  lo.s  art.s,  3o,  54  y 19-4  de  la  Ley  munici- 
jial,  lo.s  referidos  funcíouario.s  ejercen  jiiris- 
diccum  propia  en  su  respectivo  distrito,  ya 
se  atienda  á la  fcrimi  de  su  iiombrauiiento, 
ja  a los  inolivos  y i::iij.sas  por  que  pueden 
ser  separados;  y en  .su  conformidad  así  su 
li.i  neciarado  con  repetición  por  este  Su  pro- 

iiioJnbunal.»(Scfil,  23  ionio  1874.— 6’acc- 

ta  o setiembre,  p¡ig.  133.) 

ALLAHAMIÍNTO  OE  MORADA.  Do  oslo 
rtehii,  liemos  tratado  en  l.i  líái;.  -18  don- 

do  se  oonlioDen  odio  casos  do  iiirisprii- 
dentia  relativos  al  mismo.  Hé  anuí 

Oíros  importantes:  ^ 

IX.  No  sa  infringe  el  art.  504  del 
-odf.jro  casitgaudó  como  rea  de  allana- 

Zitrün  !/  yf^fido  en  segui- 

enn  ti  entra  en  morada  ajena 

J^olencta  y contra  la  noluntad  de  sn 

üi  iJr  puerta  para  amvarar 

Mí  perseguido. 


‘¡culo  804%®  el  mV 

‘ y ei  ooi,  por  suponer  que  e 
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hecho  constitnia  imprudencia  temeraria  | 
y no  allananiie.nto  de  morada,  so  ioter- 
puso  este  recurso  que  declara  el  Tribu- 
na! Supremo  no  haber  logará  él,  estable- 
ciendo lo  doctrina  del  epígrafe.  (Senten- 
cia 10  febrero  1874.— Gac.  ()  mayo, 

pág.  125.) 

X.  Allana'niiento  corno  medio  de  co~ 
meter  el  delito  de  violación.  Prescripción 
de  la  acción  penal. 

Cuando  el  delito  de  allanamiento  do 
morada  haya  facilitado  ó sido  medio 
para  cometer  el  de  violación,  supuesto 
que  se  extinga  la  acción  penal  ó pena 
de  éste,  no  lo  está  igualmente  la  de  aquel. 
(Sent.  11  julio  1874.  — Gac.  12  setiem- 
bre, píig.  160.) 

XL  Allanamiento  con  violencia  ó in- 
timidación.— Error  de  derecho  en  la 
npliciicion  de  la  pena,  fundado  en  d mi- 
mero  5.'^  del  ari.  798  de  la  Ley  de  En~ 
jiiicianiienlo  criminal:  infracción  de  los 
arts.  50  4 y 82  de  Código  penal. — Divi- 
sión en  (res  grados  de  la  pena  de  prisión 
correccional  en  su  grado  medio  al 
máximo. 

El  delito  tío  allanamiento  de  morada 
con  violencia  é intimidación , se  pena 
por  el  arí.  504  con  prisión  correccio- 
nal en  su  grado  medio  y máximo.  Divi- 
dida esta  pena  en  tres  grados,  corres- 
ponden id  grado  medio  de  Iros  anos,  seis 
meses  y veintiún  dias,  á cuatro  anos, 
nueve  meses  y diez  dias,  I.,a  Audiencia 
de  Granada  iinfmso  á Jusc  Hurlado  No- 
fuentes  cuatro  años  y diez  meses,  sin 
duda  por  error  de  cálculo  en  la  divi- 
sión (1);  y preparado  el  recurso  de  ca- 
sación y remitidos  los  aulecedentes  al 
Tribunal  Supremo,  fueron  nombrados 
de  oficio  sucesivamente  tres  abogados 


dijeron  no  encontrar  méritos  para  soste* 
ner  el  recurso.  Interpúsole  el  Ministerio 
tiscal  en  beneficio  del  reo,  fundándole 
en  el  nútn.  del  ari.  7'J8,  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  citando  como  in- 
fringidos el  50't  y 82  del  Código  penal; 
y le  estima  el  Tribunal  Supremo  y casa 
y anuía  la  sentencia: 

ftConsidcrando  que  una  voz  declarado  en 
la  ejecutoria  que  José  Hurlado  Nofuentes  era 
autor  del  delito  de  aüaunniiento  de  morada, 
definido  en  el  párrafo  seguíido  del  art.  50*1 
Código  relbr ruado,  sin  circunstancias  agra- 
vantes ni  atenúa  riles,  debió  iiniionérsels  ia 
pena  correspondiente  en  el  grado  medio  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  ta  regla  del  ar- 
tículo 82; 

Y considerando  que  las  penas  señaladas  al 
expresado  delito  eu  el  referido  párrafo  se- 
gundo del  art.  o04  .son  las  de  prisión  correc- 
cional en  el  grado  medio  al  iiiá.icimo,  y mul- 
la de  125  á 1.250  pesetns;  y que  por  lo  mis- 
mo, dividida  la  primera  en  tres  períodos 
iguales,  en  conl'onniihid  á lo  determinado  en 
los  arts.  97  y 08,  es  evidente  que  la  Sala 
sentenciadora,  al  condenar  al  procesado  á 
cuatro  años  y diez  meses  de  prisión  correc- 
cional impuso  dicha  pena  en  vi  grado  máxi- 
mo, iticurriendu  en  su  senleucia  en  el  error 
de  derecho  <\  que  se  refiere  el  núm.  S.®  del 
art.  798  de  la  *Ley  de  Erij.  crirn.,  é infrin- 
giendo además  ia  regla  1.'^  del  expresado 
arf.  82  del  moncionado  Código,  citados  por 
el  Ministerio  liscai; 

Trillamos  que  debemos  declarar  y de- 
claramos haber  lugar  ¡il  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  dicho  Ministerio,  etc.» 
(Sent,  29 flctiibre  1874. — Gac.  15  diciein- 
lire,  pág.  219.) 

XII.  Error  de  derecho  por  haber  ca- 
libeado como  delito  cc nsumado  de  alla- 
namiento de  morada  lo  (]uc.  es  sólo  ten- 
tativa. Infracción  de  los  arts.  504,  3.^ 
y 57  del  Código  penal. 

En  la  nocbo  fiel  15  de  diciembre 


que,  nu  íijácdose  en  el  error  cometido, 


ti)  Sin  más  que  Jijarse  en  la  Tabla  sinópti- 
ca de  la  pág.  273,  á que  nos  referimos  en  el  ar- 
tículo Pm.sioN  con»Ecr.tON.\L,  pág.  27tí,  se  vé  pat- 
pablemente  el  error  de  cálculo  ó de  urilirtéiica 
cometido,  que  se  convierte  en  el  error  de  dere- 
cho del  nüin.  í>.“  det  art.  79S  de  la  Ley  de  Pjn- 
juícLiiiiiento  criminal,  porque  se  iiniiono  más 
pena  do  la  correspondiente  al  grado  medio. 


de  1873,  Manuel  González  llegó  A casa 
do  Gregorio  Abril,  y como  éste  lo  mani- 
leslaso  ([uo  no  le  recibía,  por  conduelo 
de  su  criado,  trató  do  subirá  las  habita- 
cioues  donde  aquel  osloba,  y porque  el 
criado  se  lo  impidió  sacó  un  arma  blanca 
y le  infirió  una  herida  en  !a  ingle  que 
no  necesitó  asistencia  favuUativa.  La 
I Audiencia  de  Granada  calificó  y penó 
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este  iií’ciio  como  a lian  a míen  lo  de  mo- 
rada, ó interpuesto  recurso  de  casación 


{Jurisp.  pctnil) 


es  estimado: 

<fCoii.=!deraLido  que,  scfíun  los  artícuios 
50-í,  3.°  y G7  (iel  Ci'jdigo  que  so  citan  como 
iiifnugiilt'is , ol  que  eiiirare  en  inorada  ajena 
contra  la  voluntad  dn  su  morador  será  caslí^ 
gado  COI)  jirisiou  correccional  en  sus  grados 
medio  y máximo  y multa,  sí  el  It'^cho  se  eje- 
cutase cou  Violencia  6 intimidación  en  las 
personas,  y liuy  tentativa  en  el  delito  cuando 
e!  culpable  da  prínciiiin  á su  ejecuctou  direc- 
lamerite  por  hoclio.s  exlorioros,  y no  practi- 
ca lodos  lo.s  actos  que  dehierati  producirle 
por  causa  d accidente  que,  jm  sean  su  propio 
y voluntario  desislímicnlo;  Ijabiéndo.se  de 
imponer  á sus  aulnres  la  pena  ÍDrerior  en 
dos  grado-s  á la  senalinla  por  ia  ley  jiara  el 
delito  C'uisumadtu 


algunas  obras,  léjos  de  resistirse  á clin  ni  de 
Ijá^'cr  la  menor  oposicinn,  dejó  que  los  ope- 
rarios traba  piran  ]<or  espacio  d«  tres  días,  y 
per  lo  mi.Miio  no  puede  .sostenerse  logalrncn- 
le  que  uniniran  contra  su  voluntad: 

Y considerando,  en  su  virtud,  que  al  de- 
clarar la  Sala  .sentencíaítura  que  los  hecJios 
probados  no  con.'tiluian  ei  delílo  de  allana- 
niienlo  de  morada  y absolver  libremente  ú 
Marín  no  lia  incurrido  en  el  error  de  dore* 
clio  á que  .se  reliere  ei  núm.  de!  arl . 7í)s 
de  la  Ley  de  Lnj.  crim.,  ni  iidringido  In.s  ar- 
tículos 5.^  y tid'  lie  la  Con-stitucton  de!  Esta- 
do . ni  el  405  V t3  del  Código  penal,  citados 
por  el  rnriirrente  José  Alvaro'/;»  fSciil.  S 
marzo  1875. — Cae.  8 mayo;  pág.  102.) 

XÍV.  Állananiiento  cometido  por 
dueño  de  enm  alquilada  en  la  habUacmi 
I de  vn  inquilino. 


eCoii.^í  ierjndo  (¡ije  nn  consjgnánilo.se  en 
la  seiitcnoia  qu'"*  pJ  procesado  entrara  en  la 
morada  de  D.  Cregorio  Abril,  aunque  io  in- 
tentó, dando  principio  á bi  ejecución  del 
delito,  que  im  consumó  por  impedírseio  el 
Criado  á quien  hirió,  la  Sula  ba  comelido 
error  de.  ileret  bo  al  hacer  la  cal  ideación  del 
delito  que  realmente  constituyen  las  lieclios 
que  se  declaran  prolKuio.s,  que  nn  es  el  de- 
lito consumailo  de  ali.imimiento  de  moraiia, 
sino  la  tetilaíiva,  como  se  lia  recíaniailo  por 
oí  rcoj  « 

Faiiiiioos  <|!¡e  debemo?  declarar  y declara- 
juos  babor  logara!  reGur>o  de  cai-acior]  in- 
lej'pucsfí)  por  Manuel  íbinzalez  deLara,  etc.» 
(Sent.  12  febrero  1875. — Gac.  4 abril,  pá- 
gina 84.) 


XIII.  «i’fli'rt  que  exUta  el  dídiio  pre- 
pislo  ert  el  nri.  iiü4  del  Código  jicnal^  es 
indisperiütíble  enlrar  en  morada  ajena 
cunlru  la  voluntad  de  sw  í/ioí’ííf/or.» 


Declnra  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  José  A i va  re  z en  causa  contra  D.  .luán 
Marín  sobre  a llana  miento  de  su  casa- 
liabitacion , y establece  lexlualmerUe  en 
cl  primer  considerando  la  doctrina  de! 
cpngraltí.  Los  otros  dos  dcl  fallo  dicen: 


«Coiusidenindo  quee!  presentarse  l>.  «uu 
Mario  e!  2 de  noviembre  de  1872  en  Ja  bo 
hardilla  de  la  casa  ninn.  1 1 de  la  calle  de 
I aloma  de  e.sta  Corte,  que  con  Angel  Pare 
ues  habitaba  Jo.sé  Atvarez,  y Jiaccr  presen 
ü lannijer  do  ésto,  única  que  allí  se  ballab 
necesidad  de  entrar  en  el  cuarto  con  l 
>ani]os  que  le  acompañaban  para 


Ei  lieclio  de  pendrar  el  ensero  ó 
I dueño  de  casa  en  la  bahilacion  que 
! tiene  dada  en  arriendo,  ausente  et  in- 
quilico  (y  lo  líiisrno  será  estando  pre- 
sente sí  se  opone  al  acto),  y desccu- 
' parla  ile  iiujebles,  aunque  conste  que  se 
i le  deben  alquileres  do  varios  meses, 
’ conslituye  el  delito  de  allanamiento  do 
morada,  sin  que  puedan  apreeiarso  cOmo 
‘ circunstancias  atenuantes  e!  jierjiiicio 
dr!  dueño  y el  arrebato  que  no  constan. 

¡ (Seat.  19  mayo  1875.— Guc.  i8  julio, 
pág.  o.) 

! XV.  Los  arls.  50i  y f)05  del  Código 
peiialj  no  son  fí/3/icfló/íJi‘  á la  Justicia  ó d 
¿os  que  la  prestan  ayuda. 

D.  Antonio  Fernaiuiez  acusador 
privado,  ioicrpuso  recurso  de  casación 
j contra  sentencia  que  declaró  no  oxísliv 
' el  fJolilo  de  allanamiento  que  liabia  de~ 
; iiunciado,  citando  como  infringidos  loa 
: arts.  í)04  y 505  del  Código  penal.  Y el 
; Tribunal  Supremo  deciara  no  haber  lu- 
gar al  recurso: 

ftConsiderandü — que  la  Sala  sonlencia- 
dura  a!  absolver  á los  [trocesiidos  de  !a  acu- 
•Süeion  del  delito  de  alituiainienlo  de  moradíi 
¡ DO  ha  infringida  los  arí ¡culos  ilel  Código  pe- 
nal citados,  porque  reiiriéiidose  al  particular 
que  entrara  eu  morada  ajeua  contra  la  vo- 
luntad de  su  morador,  no  o,s  aplicable,  según 
o prescrito  eu  los  mismos  artículos,  ai  que 
lo  hiciere  para  prestar  algún  .servicio  á ¡)t 
jusUcia;  y iirecisainentc  era  la  misma  justi- 


AMENAZAS.  [Jurisp.  penal). 


cía,  represenlatb  por  e!  juez  miinicipu!  com- 
petenL»;  para  el  ohjcto  y sus  ainilinres,  !a<juo 
iciiftró  cu  la  casa  de  l'eríuuidez  Daza,  cuyas 
pilarlas  indcbidaiiienttí  se  halda  uputíslo  á 
abrir  á la  auturidad  que  reí!, eradas  veces  s:ü  lo 
inaíuió  para  cumplir  el  reqnerimieuLo  do 
paf^o  que  dclonniiiatui  la  instrucción,  Im- 
biéridose,  todavía  negaiio  á él  después  de  ha- 
ber onirado  en  !a  casa  contra  su  voluntad, 
insistiendo  en  excusas  y reclaniacíoues  que 
no  eran  de  la  coiiijieLencia  tlel  juez  inuuici- 
pal  resolver,  ni  podían  aletiderso  por  la  Ad- 
ministración sin  el  previo  pagu  de  la  cuota 
de  cnntrihucion  impuesta  y recargos  apro- 
bados.» 'Sent.  2 junio  ISTú,  consideran- 
do i,°~~Gacs.  íit  piÜü  y líí  agosto.) 

AMENAZAS.  Ya  dejamos  indicado  en 
la  página  22  lo  qiio  es  oslo  delito  y losar- 
tfculos  del  Código  penai  que  le  son  apli- 
cables según  su  carácter  y naturaleza.  Ex- 
ponemo.í  allí  también  tres  casos  de  ju- 
risprudencia, y lié  ü<iuL  otros: 

IV.  La  amenaza  que  se  hace  enn  mo- 
tivo de  una  disputa  acalorada,  sin  em- 
picar  expresiones  diré  olas  y concretas 
sino  vayas  ó indeterniinüdas  no  consti- 
tuye el  delito  penado  en  el  núm.  2.^  del 
ariktilo  507,  y si  se  pena  como  tal  se  in- 
fringe dirho  articulo  incurriendo  en  -el 
error  de  derecho,  iiúm.  del  arl.  798 
de  la  Ley  de  Evj.  crim. 

Así  se  establece  declarando  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  y casando  y anu- 
lando la  sentencia  de  la  Sala  de  lo  cri- 
minal de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en 
causa  sobre  amenazas  contra  .loséy  Feli- 
pe Arias  y Antonio  Cabero.  (Sent.  13 
abril  1874.— í/ífc.  21  julio,  pág.  25.) 

V.  Pena  de  la  amenaza  condicional 
de  asesinato  si  no  se  entrega  derla  can- 
tidad.— División  en  (jrados  del  presidio 
correccionnl  en  sa  grado  máximo  d pre- 
sidio mayor  en  el  medio. 

La  pena  del  asesinato  es  cadena  tem- 
poral en  su  grado  múxjmo  á niuerte,  la 
inmediata  interior  presidio  mayor  en  su 
grado  máximo  á cadena  temporal  en  el 
medio,  y descendiendo  do  esta  otro  gra- 
do, Iiay  que  aplicar  la  de  presidio  correc- 
cional en  su  grado  máximo  á presidio 
mayor  en  el  medio,  según  la  escala  del 
artículo  92- — El  grado  máximo  de  esta 


última  es  de  ocho  anos  y un  día  á diez 
años  de  presidio  mayor.  (Sent.  22  mayo 
1874,  declarando  no  haber  logara!  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Pedro 
Fernandez  Pardo. — Gac.  1 i agosto, pá- 
gina 80.) 


Yí.  CflívírííU’  í/(i  las  n mena  zas  cotn- 
pn'íií/(í/íis  c»  el  art.  507  del  (d¡digo 
penal. 

Para  que  tenga  lugar  la  aplicación  del 
artículo  t)07  dol  Cótligu  ufual,  es  indis- 
pensable que  las  ameníizas  se  dirijan  in- 
tencional mente  propnniéiidose  algún  fm 
lícito  ó ilícito,  y no  sean  eíííclQ  inmedia- 
to de  un  aitercado  ó acabtramÍTOlo.  (Sen- 
tencia 4 julio  1874,  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recur.so  de  casación  Ínter- 
fiuesto  por  el  queiellanle  José  de  JaCruz, 
— Gac.  7 setiembre,  pág.  IW).) 

Vil.  ylTJUotozn.^  d «»i  comÍJfioíiflí/fl  dt 
apremio;  delito  del  arl.  270. 


El  hecho  de  ir  en  busca  de  un  comi- 
sionado de  apremio  y de  intimarle  con 
tono  muy  descom[)uebto  y en  desafora- 
das voces  para  que  se  retirara  del  pueblo 
amenazándolo  en  caso  contrario  comisar 
I armas  de  fuego,  constituye  el  delito  del 
I artículo  270  del  Código  pon, al  aplicado 
por  la  Sala,  y no  las  faltas  del  núm.  C,® 
artículo  589  ni  el  íiOí,  ni  el  líOl,  queso 

I citan  con  generalidad  como  infringidos, 

■ cuando  abrazan  varios  casos.  (Sent,  29 
abril  1874,  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  inierpueslo  por  Dionisio  Díaz 
i Carralejo. — Guc.  20  julio,  pág.  4í>.) 

1 

YIII.  Aí/irna-íi  condicional  del  (U*- 
ticulo  ^01 , párrafo  2.®  del  núm.  1.*^ 

El  hecho  de  amenazar  en  cartas  á una 
; persona  pidiéndole  salisbiccion  y dieién- 
doio  que  si  no  la  daba  rogaran  á Dios  por 
los  dos,  porque  habla  de  matarle  aunque 
subiera  él  al  cadalso,  constituye  el  delito 
I de  amenazas  y coacciones  que  castiga  el 
párrafo  2."  del  núm.  1."  del  art.  507  del 
, Código  penal,  y no  se  infringe  aplicán- 
dole como  io  hizo  la  Audiencia  de  Bar- 
celona. {Sent.  17  diciembre  1874. — 
Gac.  t>  febrero,  pág.  47.) 

• IX.  Amenazas  de  muerte  en  el  calor 
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j } ‘ r.  <•;«  nfirtivfir  pn  fil  nronósito  de  í como  e!  de  iajuria  particular,  que  es  el  caso 
de  laxra^sin  persmii  en  €bpi  p e .-Ia  nn  ins  mía  uo  tiene  renresentacion 


llevarlos  á cabo  (1) . 

No  se  infringe  el  arl.  507  del  Código 
calificando  como  falta,  de  la  competencia 
del  Juzgado  rauuicipa!,  las  amenazas  de 
muerte  proferidas  en  el  calor  de  la  ira, 
cuando  los  liechos  que  los  siguieron  no 
demuestran  el  propósito  de  llevarlas  á 
cabo,  ni  era  medio  el  practicado  para 
realizarlas,  ni  se  insistió  en  ellas.  Así  se 
consigna  declarando  no  haber  lugar  a! 
recurso  de  casación  en  cansa  por  inju- 
rias y amenazas.  {Sent.  3 abril  1875. — 
Gac.  11  mayo,  pág.  113.) 

AMHIST  flf.  Amnistiar,  dice  un  escri- 
tor, no  es  iiaeer  gracia,  no  es  perdonar, 
es  olvidar.  I\'ro  la  gracia , el  perdón , el 
olvido  que  do  lodo  tiene,  no  puede  me- 
nos lie  dejar  á salvo  ciertos  derechos  de 
terceras  personas.  Veamos  varios  casos 
de  jurisprudencia. 

1.  La  Lp}j  de  amnistía  de  15  de  fe- 
brero de  1873  como  todas  los  de  su  clase 
dejan  completamente  á salvo  los  derechos 
de  íerceri),  y no  se  extíf^nden  por  tanto  sus 
efectos  ti  tas  causas  de.  injuria  scyuidiis  á 
instancia  departe  (^j. 


de  autos,  en  los  que  no  tiene,  representación 
el  Ministerio  fiscal,  no  pudieudo  nadie  ser 
penado  sino  á querella  de  la  parte  ofendida, 
salvo  algunas  excepciones  que  se  refieren  a 
otros  hechos,  y quedando  únicamente  rele- 
vado de  la  pená  impuesta  el  culpable  de  iu- 
juría  contra  particulares,  medíanle  perdón 
de  la  parle  ofendida,  como  so  dispone  en  el 
párrafo  tercero  del  arl.  482,  citado  oport  i- 
namentú  como  iiiiringido  por  el  re  curren  le: 

Considerando  que  así  se  ha  entendido  eu 
nuestras  leyes  antiguas  y modernas,  así  lo 
han  fijado  la  legislación  y jurisprudencia 
universales  respecto  de  las  amnistias,  y así 
se  explicó  por  u!  Pre.sidentí  del  Poder  fije- 
cutivo  y el  de  la  Comi.sion  en  la  Asamblea 
iNaciouái,  no  creyendo  fuese  necesario  se 
consignara  en  la  ley  que  quedaban  á saíno, 
coniplcl amento  á salvo  los  derechos  de  terce- 
ro; puü.s  seria  una  irritante  injusticia  privar 
de  los  medio.s  do  vindicar  su  honor  ¡lública- 
iritíiite  ultrajado  al  ofendido,  dejaudo  indem- 
ne al  ofensor; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos liaber  lugar  al  rec-irso  de  casación  ín- 
ter pue.s  lo  por  ]).  líiirael  Rivero,  tílc.  (Sent.  Sí 
junio  1874. — Gac.  líi  agoste,  pág.  104.) 

II.  Excitación  á las  turbas  en  xin  pro- 
í¡ nnciaminnto  polilicú  para  comelcr  ciertos 
excesos:  Comprend.idos  en  la  amnistia. 


Cíisaiidu  y anulando  una  sentencia  de 
¡í!  Audiencia  de  Sevilla  que  sobreseyó 
en  causa  seguida  á instancia  de  parte 
sobre  injurias  por  medio  de  la  prensa, 
por  consideraria  coniprendida  en  el  de- 
creto de  amnistía  de  lo  de  febrero 
de  1873,  se  consigna  ia  doctrina  del 
epígrafe  en  los  términos  siguientes; 

...(iCoiisiilcraudo  que...  ¡lor  el  arl.  SflO  do 
la  Ley  de  Fíij.  criiu,  hay  iiifracciuu  cuando 
se  comete  error  por  compreuder  los  hechos 
eu  una  ainntsttu; 

Considerando  que  la  Ley  de  amnislía  de  15 
de  febrero  de  1873,  como  todas  las  de  su 
clase  mi  tuvo  por  objeto  en  sus  di.sposieioues 
y bp.neücios  mas  que  las  causas  seguidas  de 
oficio  jfor  lo.s  delitos  políticos  que  determi- 
na, comprendiendo  todos  lo.s  cometidos  por 
medio  de  la  imprcula  en  este  concepto , sin 
que  pudiera  exleDder.se  á otros  comunes,  y 
límuosáios  perseguidos  á instancia  de  parte, 


Véase  la  ñola  de  ía  pág,  33, 

(2)  La  ley  de  43  de  febrero  está  inserta  en  el 
Apcndi.ee  de  dicho  año,  pág.  91. 


Publicados  los  decretos  de  9 de  agos- 
to y 30  del  mismo  mes  de  1870  y 1871 
en  virtud  de  los  cuales  so  roo  cede  amplia 
y general  aUinistío  ó todas  las  personas 
sujetas  á responsabilidad  por  los  delitos 
po  í ticos  de  cualquier  especie  cometidos 
desdeño  de  setiembre  de  1868  hasta  la 
fecha  de  su  publicación,  se  infringen 
dichos  decretos  no  aplicándolos  á un 
acusado  de  haber  excitado  las  lurbcis  en 
la  noche  del  29  de  setiembre  de  1868  á 
consecuencia  del  pronuncia  míen  tu  polí- 
tico que  tuvo  efecto,  penetrando  en  la 
casa  del  gobernador  do  Logroño  v arro- 
jando y entregando  á sus  compañeros 
algunos  muebles  para  que  los  quema- 
ran.» (Sent.  6 julio  1874.— G«c.  7 se- 
tiembre, pág.  148.) 

APREMIOS  ILEfilTfhlpS.  La  ley  lia  es- 
tablecido reglas  precisas  para  proceder 
ejecuiivamenie  contra  los  deiulores  á 
fondos  públicos,  y la  infracción  de  estas 
reglas  por  pane  de  ios  jueces  niunícipa- 
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les,  de  los  recaudadores  ó de  oíros  fun- 
cionarios puede  consüluir  alguno  de  los 
delitos  que  pena  el  Código,  En  la  pági- 
na 24  dejamos  expuesto  un  caso  de  ju- 
risprudencia y lié  aquí  otro: 

II.  No  observándose  en  los  apremios 
para  la  cobranza  de  las  contribucioneSy 
los  requisitos  que  exige  la  Instrucción 
de  o de  dicie7nbre  de  ÍSOy,  no  puede  el 
juez  municipal  aniorizar  al  ejecutor 
para  entrar  en  el  domicilio  de.i  deudor  y 
embargar  bienes  ^ y haciéndolo , incurre 
en  el  delito  del  art.  3í>9  del  Código  pe- 
nal ^ y el  recaudador  que  exige  los  recar- 
gos, en  el  de  exacciones  ilegales. — Cuáles 
son  estos  requisitos  ó formalidades. — 
Casación  de  senteiicia  por  infí'nccion  de 
esta  doctrina. 

Esta  doctrina  os  sustaacialmente  la 
misma  que  sa  contiena  en  sentencia  do 
21  de  setiembre  de  1872  (pág.  24),  don- 
de también  se  casó  y anulo  el  fallo  de  !a 
Audiencia  de  Granada,  que  calHicó  de 
delito  de  denegación  de  auxilio,  el  be- 
cbo  de  no  haber  autorizado  la  entrada 
en  ei  doinicilio,  por  no  liaberse  llenado 
los  requisitos  legales,  caso  contrario  al 
actual,  pero  que  dan  por  resultado  una 
misma  doctrina. — Hé  aquí  textual  este 
importante  fado: 

((En  la  villa  de  Madrid,  á 14  de  noviembre 
de  1874,  en  el  recurso  de  casación  por  Ío- 
fraccion  de  ley  que  ante  Nos  pende,  inter- 
puesto poT  D.  Ignacio  y 1>.  Vicente  Salas  In- 
fante, IJ.  Manuel  Bravo  Romo,  D.  José  Le* 
desma  Navarro,  D.  Cristóbal  da  Salas  Gon- 
zález, D.  Francisco  López  Galan  y D.  Jo.sé 
López  Jurado  eontra-la  sentencia  de  la  Sala 
de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Granada, 
dictada  en  causa  que  se  instruyó  á instancia 
de  los  recurreiiLes  contra  D.  Rías  Infante 
Colorado  y D.  Gregorio  Infante  González  por 
ab  usos  en  ia  cobranza  de  contribuciones; 

Resultando  que  después  de  aprobado  en 
forma  el  reparfimienlo  de  impuesto  personal 
de  Casares , respectivo  al  ano  económico 
de  1869  á 70,  se  acordó  por  el  Ayuntamien- 
to de  eliebo  pueblo  proceder  á su  cobranza, 
y nombró  recaudador  para  esta,  así  como 
para  los  atrasos  del  ano  anterior,  á D.  Grego- 
rio Infante  Grmzalez;  y ei  alcalde,  en  ciim- 
plimitíuto  de  este  acuerdo,  publicó  un  bando 
en  31  de  julio  de  1870  aniiuciando  que  des- 
de el  siguiente  día  de  agosto  empezaba 


la  cobranza,  y fijando  el  plazo  de  ocho  para 
que  abonasen  sus  cuotas  respectivas  los  cod- 
tribiiyentes  bajo  conminación  de  apremio: 

Et  citado  recaudador  Infante  expidió  en  1 1 
de  diclao  mes  cerlifieaejon , incluyendo  en 
ella  couio  deudores  morosos  á los  siete  re- 
currentes; y el  alcalde  en  providencia  dul 
mismo  (lia  les  iinjiuso  el  recargo  de  4 mara- 
vedís por  real,  y imituló  expedir  despacliO 
para  que  fuesen  oolificados  los  deudores  per 
medio  de  iiapelela.s; 

Resiillaiulü  que  i).  Juan  Giraldo  García, 
coniisioiuuíü  ejecutor,  expidió  en  fl  de  se- 
tiembre siguiente  cerlilicaciou  en  (|ue  in- 
clnia,  entre  otros  deudores  moro.sos,  tilos 
siete  recurrentes,  manifestando  que  su  obje- 
to era  obtener  del  juez  de  paz  (así  dice)  la 
competente  autorizteion  ji.ira  entrar  eu  el 
domicilio  de  ius  expresados  deudores  y em- 
bargarles bienes  .suíiiuuntes  á cubrir  la  .suma 
de  9.571  pesetas  y 4ü  cénl irnos,  la  que  fué 
concedida  en  forma  por  taito  del  siguieuto 
dia  7; 

Resultando  que  el  alcalde  da  Casares  pu- 
blicó un  .segundo  bando  en  *22  de  octubre 
invitando  á los  contribuyentes  morosos  & que 
abonasen  sus  atrasos  y el  importe  del  apre- 
mio de  primer  grado  en  ei  término  de  tres 
dias,  corimiruíndolos  con  el  del  segundo  si 
diijaJían  de  veri  (icario:  y que  en  23  se  con- 
signó esto  además  en  siete  f»ape]ela.s  con  ei 
sello  de  ia  alcaldía  y firma  de  éste,  dirigiíias 
á los  siete  recurrentes: 

Resultando  que  en  2S  del  miáiiio  mes  Roa 
Ignacio  Salas  y demás  seis  recurrentes  se 
presentaron  en  l:i  oficina  de  recaudaciou  á 
pagar  sus  respectivas  cuotas  sin  recargo,  lo 
cual  relm.só  el  recaudatior  D.  Gregorio  Infan- 
te miéntras  nú  fuese  también  entregado  el 
importe  de  éste; 

Resultando  que  1).  Antonio  OiKliiiez  , nue- 
vo ejecutor  nombrado  por  el  Ayuntamiento 
en  .sesión  de  9 de  dicho  octubre,  obtuvo  en 
cada  expediente,  relativo  á los  citados  deu- 
dores morosos  , autorización  para  entrar  y 
embargar  en  el  dotriiciliode  ésto.s,  que  otor- 
gó el  juez  municipal  I).  Blas  Infante  Colora- 
do en  providencias  dt;  11,  17  y 28  de  no- 
vicjiibre  siguiente;  á coíi.secuencia  de  lu  cual 
procedió  el  nuevo  ejecutor  al  requerimiento 
y diligencias  de  apremio  de  .segundo  ónlen, 
lo  qne  dió  por  resultado  la  Cobranza  de  las 
cuotas  , recargos  y costas; 

líií-sultandi)  que  D.  Gregorio  Salas  íufauta 
y demá.s  recurrentes  deunneiarou  estos  he- 
ciio.s  íi  la  autoridad  judicial,  como  conslitu- 
livüs  de  los  delitos  de  e.xacciones  ilegales  res- 
pecto ul  recaudador,  y de  abuso  de  las  funcio- 
nes judiciales  con  relucioü  al  juez  municipal; 


3G'i 
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y que  rormaJa  on  su  virluci  la  correspon- 
(lieiiLe  causa ) dició  en  ella  serili’.ncia  la  Sala 
áutcs  relerifU  absol  viendrj  á ambos  liltrtunou- 
te  por  no  coostítuir  loo  litíclios  donunciailos 
los  delitos  que  se  atribuíaii,  y tieclaró  deofi- 
cíii  las  costcifc: 

nesullando  que  ronfra  esta  sentencia  se 
ha  ¡til.ftr[iueslo  á iiomhredni  los  siote  detiiiii- 
ciantes  recurso  de  (;:>saciori  por  iiilrareiuü 
de  ley,  que  se  ruiuin  en  el  núiu.  2.“  ilel  ar- 
tíc'iío  4.“  de  la  ley  de  IS  de  jiiuiti  de  I-StO, 
dtísiiínando  corno  ¡jifririíiiilos  los  arlírtiios 
121,  y 413  de!  penid,  por- 

fjtie  no  habitiii  siiln  calilicadtis  de  deJilo  he- 
chos que  lo  coristiluian ; (;iiyu  rceuiso  ha 
sido  ariiiiitidü  en  Inrma: 

Visto  siendo  pfjneitLe  el  magistrado  0.  Vic- 
toriano Lareiig.i; 

«CoiisideniinJo  que  si  bien  fd  art.  4.®  de  Id 
ley  de  10  de  julio  de  en  (jue  so  esla- 

td(!Co  el  procetlíiüieiild  adiuiriisíraíivií  que 
lia  íhi  seguirse  [lara  la  cobranza  do  las  cu*  tas 
respectivas  ii  los  pruneros  y segundos  con- 
iribiiyei  tes  morosos,  doblara  la  competencia 
de  los  jueces  d',¿  paz  para  decretar  la  entrada 
en  et  dom¡cili*i  lie  un  espiuiol  6 extranjero 
residente  en  España  con  el  objeto  de  llevar 
á efecto  los  embargos  de  bienes  y autorizar 


como  eulregada  la 


Ire  en  casa  a individuo  aigniio  do  la  lainilia 
ó servicio  del  contnbuyer.do,  prcviijiéndose 
que  tome  por  testigos  del  bocho  á dü.s  veci- 
DOs,  iixleiidier.do  Ja  currespnntlieute  di 
cía , y ijue  se  cuíisider 
jia¡u;ieta: 

Cuíisiilerando  que  el  CoriJexto  de  todas  es- 
tas dispi'siciones  y Ld  ¡le  oirás  varias  de  la 
tiioijcioiiada  irisIruccíOM  dentueslran  de  la 
manera  íuíÍs  clara  que  los  recaurbulores  de 
ceutriburiunes  os'áu  obligadus  á formar  uu 
exprolientu  escrito  para  c.itla  contribuyente 
iiioroso,  en  ci  cual  bagan  constar  por  luedio 
de  Id  oportuna  diligernua  que  se  notificó  al 
iuluresadii  la  píovidiMicia  (iictaíia  por  el  ad- 
iniiiistrador  ccom'imico  ó por  el  alcalde  res- 
pectivo de  que  anteriormente  se  ha  Imclio 
mérito: 

Considerando  que  esta  diligencia  consti- 
tuye la  principal  gara-itía  tle!  conlribuyonte, 
puesto  f|üe  de  SU  practica  ú omisión  puede 
depender  en  imiclios  casos  el  que  éxte  sufra 
la  vejación  del  apremio,  siu  liaiier  precedido 
a\Íso  alguno  y iiiucbo  muís  si  se  atiende  á 
que  estando  asignado  á ios  recaudadores  el 
importe  do  los  recargos  leuririan  estos  íun- 
cionarios  gran  interés  eii  suponer  que  las 
üolincaciones  liabian  sido  hechas  en  tiempo 


la  venta  de  estos,  al  propio  tiempo  determi- í oporliiun;  y que  por  lo  mismo  los  bandos 
na  que  no  pueda  autorizarse  dicfio  (3ml)argo  puldiiados  por  el  alcalde  de  Casares  coumi- 
y V'  iila  de  bienes  sino  cnarulu  de  los  expe-  nando  con  el  apremio  ¡í  los  contribuyenles 
ilion  tes  resulte  haberse  llenado  todos  los  re-  morosos  de  aqmd  pueldo,  entre  los  cuales  se 
ijuisitos  que,  para  qiij!  uno  y otro  sean  Jiro- { hallaban  lus  recuiTontes,  no  bastan  para 


ceden  les,  exÍL;eri  las  leyes  que  rigen  el  in- 
dicado  procedmiiento  administrativo; 


subsanar  la  falta  de  dicha  liiligencia: 
Consiiltirando,  en  este  .supuesto,  que  una 


«Eonsideríindo  que  las  di.sposiciones  á que  \ vez  acreditado  (|ue  el  recaudador  ile  coutri- 
tísle  tiene  que  subordinarse  son  las  compreu-  bucioims  de  Casares  I).  Gregorio  Infante  Gnu- 

i I I j L I jOl  Ti  I 1 f 4.  j h.  I . n . A J ^ J ' _ : ^ ! I I*  , 


( Idas  en  !a  Instrucción  de  3 de  diciembre  1 zalez  no  formó  expelientes  escritos,  ni  hizo 
del  mismo  ano  publicada  para  la  ejecución  I constar  por  medio  do  la  oportuna  rliligenci? 
de  la  inenoiouada  iey,_eQ  las  cuales  se  pre-  | en  la  forma  establecida  en  Jos  referidos^ 

tientos  21  y'22  de  la  expre.satla  instrucciou 
que  á lo.s  recurreule.s  se  les  noLilicó  la  provi- 
oncia  del  alcalde  contninúndoios  con  eí 


vnme,  como  aparece  del  art.  21,  que  la  pro- 
videncia que  dicte  e!  administrador  econó- 
inico  ó ei  alcalde  refpeclivo,  .señalando  para 

el  pago  d.)  ia.s  canlidades  adeudadas  el  plazo  apremio,  nodtdiió  urocmler  íi  este  ni  el  iimz 


h 
ti 

trillo  su 


buveiiltí 

»i  _ _ 

su  lamilla  ó servicio  que  úo  sea  menor  de 
edad,  extendiendo  de  ello  la  oportuna  tiili- 
gencia  para  ios  efectos  subsiguientes; 


t 


junio  de  ISGít: 

Considerando  que  el  art.  94  de  ia  instruc- 
ción mencionada  rlíspone  que  los  jueces  de 
¡'niiiera  iiistaucía  y ( 


Considerando  ciue  en  el  ard  2^  Tn  rnn«;„  1”  t isiancia  y de  paz,  los  alcaldes  po- 
Ba  el  úrJen  con  que  debo  ijroceder  el  cornal  i fo“ 'ccnih  oín'loí  d'.''"*  í 

fiund»  vez  la  referida  notificación  no  eícuen-  ..naT^j^iTat  Tor  loaTXllíer'coí^! 
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tenles  por  las  faltas  y dolitos  quo  conietnu  ■ 
con  niolivo  do.  ro?|i('.cl¡v;i  ínlfr vención  en  ¡ 
el  proeediinienlo  ariinini^lrativo  do  a[iri;miii; 

«Considerando  que  , con  arreglo  ¡í  lo  dts- 
pueslü  en  el  art.  .iÍ3  del  Código  penal  relbr- 
iiia'lo,  en  relación  con  el  13  de  la  Con.'^tiUi- 
cion  de  1S^!9  citado,  e)  funcionario  púldico 
que  exigiere  directa  ó indireclamenle  inayo- 
res  derechos  que  los  que  le  estuvieren  seña- 
lados |iür  ra/,'111  de  su  cargo  debe  ser  casti- 
gado ron  la  multa  del  duplo  al  cuá  Implo  de 
la  canlidail  exigida; 

«Consiileratido  que  en  el  párrafo  ’S.'^  del 
articulo  30!)  de  dicho  Código  .se  castiga  con 
la  pena  de  i - habilitación  teuipnra!  especial 
en  su  grado  ináxiino  á inlialtilitacíon  perpe- 
tua especial  al  función  a ri<i  pnlilico  (¡ue  dic- 
tare ó consultare  por  ni.'gli:;encia  ó ignoran- 
cia inexcusable  providencia  (á  resolución  ina- 
Q di  esta  ni  en  te  iuiosla  en  negocio  conleucioso- 
adinñiistrativo  6 nieruiiiente  adiniaislrativo: 

«Considerando,  en  .su  virtud,  que  al  pro- 
ceder D.  Gregorio  Infante  Gfuizahiz  y l).  lilas 
Infaíiltí  Co!ora<iO  en  la  firma  que  lo  hicieron, 
incurrieron  en  la  rtí3[)on--‘ahilidad  que  al  pri- 
m‘To  le  seíiida  el  arl.  -M3.  v al  segundo  el 
párraío  2.”  de!  art.  3ti0  liel  G«')dígo  cil.atlos; 
y que  por  lo  tnisnio  la  Sala  senliMiciadura,  al 
absolverles  Jibreniente , ha  incurrido  eu  el 
error  de  derecho  á que  se  refiere  el  niiin.  2.° 
del  art.  4.*^  de  la  ley  provisional  sobre  casa- 
ción criminal  de  18  de  junio  de  1870,  é in- 
fringido el  arl.  A-.°  de  la  ley  de  G)  de  julio 
de  iíUiO,  en  rehu-ioo  con  los  2i,  22  v 94  de 
la  Iii.slriiccion  ; el  párrafo  2.®  del  339  del  Có- 
digo, y el  4l3  del  mismo  Código , en  re- 
lación con  e!  15  de  la  Constitución  del  Es- 
tado; 

Fallamo.s  que  debemos  declarar  y decla- 
ramo.s  haber  lugar  a!  recurso  de  casación  in- 
terpuesto p-ir  I).  M muel  Bravo  Romo,  l)  .m 
Cristóbal  Safas  González,  I>.  José  Lope?,  Ju- 
rado, D.  Jo.sd  Ledesma  Navarro,  D.  Ignacio  y 
Don  Vicente  Sda.s  infante  y D.  Francisco 
Lofiez  y Calan  c intra  la  sentencia  pronun- 
ciada en  20  de  marzo  íiltiino  por  la  Sda  de 
lo  criminal  de  la  Ai.di«.mc¡a  de  Granada,  y cu 
SI]  consecuencia  casamos  y anniamo.s  iliclio 
falló.»  (Sent.  14  noviembre  1874. — Gac.  29 
diciembre,  pág.  2.38.) 

ARRESTO  MAYOR.  Dejamos  dicdio  on 
la  pág.  25  que  esta  pena  es  iina  de  las 
más  prodigadas  en  el  Código  , con  la 
que  se  forman  muy  variadas  combina- 
ciones, origen  todos  los  dias  de  dudas 
en  el  foro  y ocasión  de  innnitas  nu- 
lidades con  las  que  nada  gana  el  presti- 
gio de  la  JM¡igÍ.stralura,  Lo  que  en  bre-  ; 

JuR.  Pi:r. 
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ves  frases  inrlicamo.s  en  ío.s  artículos  Ar- 
RESTO,  GutOUNST.^..NC] AS,  EsCALA.S  fíK.ADUA- 

LE.S  y PíN.vs,  debemos  rcjieiii'lo  una  y otra 
vez  para  que  no  juaseo  desa[iercibídas  ó 
la  Comisión  coditicadora  los  gravísimos 
mconvenidüies  qm?  e.-^te  desalentado  sis- 
tema viene  produciendo.  Son  no  pocas 
las  sentenems  que  lia  casado  y anulado 
e!  Tribunal  Scpriuno,  por  no  babor  ac.er- 
tadu  las  Audiencias  en  la  división  de  !>;S 
tres  períodos  de  la  ¡uma,  cuaíiJo  esta  se 
compone  de  tres  grados  de  dos  distintas 
divisildes.  Hay,  como  dijimos  en  la  pá- 
gina 29,  dos  sistemas  que  seguir,  el  del 
artículo  83  ó el  del  98,  siendo  muy  no- 
table la  diferencia  que  do-  uno  á otro  re- 
sulta en  algunos  grados  y pen.i.¿l>ii] 
es  el  más  conforme  a la  ley?  Nosoiros, 
lenienilo  en  cuenta  i a sentencia  del  Tri- 
buna! Supremo  Je  10  de  marzo  de  1871 
(pág.  28)  en  la  que,  casando  y anulando 
una  do  ia  Audiencia  de  la  Cüruñ,4 , opta 
por  la  distribución  de  la  pena  en  grailos 
con  forme  á la  regla  de!  arl.  98,  íi  mol  lia- 
mos a ella  nuestras  Tablas  sinópticas 

1 

aunque  indican du  que.  acaso  sena  mé- 
nos  ineonveoiento  y más  acertado  arre- 
glarla al  arl.  83,  porque  así  se  evitaría 
notable  desproporción  en  los  grados  de 
la  penalidad.  Indudablemente  hasta  aho- 
ra viene  [irevaleciendo  esta  doctrina;  pe- 
ro cuando  aplicándola  ha  tenido  el  Tri- 
bunal Supremo  que  declarar  la  casación 
de  varios  fallos,  no  se  concibe  el  descui- 
do de  sancionar  la  contraria  en  los  con- 
si duran  dos  de  algunos  suyos,  pudiendo 
hoy  citar  el  tercero  de  la  sentencia  de  30 
de  enero  de  1873,  donde  terminante- 
mente se  consigna  que  el  grado  máximo 
de  !a  pena  deprísío/i  norreccio7ial  en  su 
^rado  me¿lio  á prisión  ma^or  en  el  mi- 
do mí/íí'mo,  le  constituyen  el  períndo  de 
seis  míos,  wn  mes  y once  dias  á 0(:k& 
años,  que  solo  puede  ser  verdad  llena 
de  exactitud,  optando  por  la  división  de 
dicha  pena  con  arreglo  al  arl.  83  (I). 

lié  ai|uí,  pues,  otro  fallo  en  que  el  Tri- 
bunal Supremo,  casando  y anulando  la 
sentencia  dictada  también  por  la  Au- 


(1)  Véase  este  fallo 
ro  XLV,  pág.  377. 
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ARRESTO  .MAYOR.  {Juñsp.  penal)- 


diencia  de  La  Coruñés  confirma  la  mis- 
nía  <ioctrÍDD  del  He  10  tic  marzo  de  Ih/i* 

Xfíf.  La  división  en  grados  de  la 
vena  de  arresto  7nngor  en  sn  grado  me- 
dio á presidio  correccional  en  su  grado 
íTiíMiíMO,  debe  hacerse  conforme  al  pár- 
rafo primerodel  art.  98. — Casación  de  uti 
falh  de  la  Andienria  de  La  Coruña  en 
causa  sobre  hurto  en  cantidad  magor 
de  lOO  pesetas  ij  menor  de  500  sin  cir- 
cunstancias apreciables. 

Manuel  Vidal  sustrajo  á las  ence  de  la 
noche  del  21  de  enero  de  187o  de  lo 
cuadra  de  D.  Vicente  Manuel  Ruga,  sin 
violencia  m ioiimidacion  en  las  personas 
ni  fuerza  en  las  costs,  una  yunta  de  bue- 
yes de  la  propiedad  de  éste,  que  vendió 
en  ia  feria  de  Tt^a  por  BOá  rs.  y fueron 
apreciados  en  210  pesetas. 

Seguida  la  causa,  la  Sala  calificó  el 
hecho  de  delito  de  hurlo  en  cantidad 
mayor  de  100  pesetas  y menor  de  500, 
definido  en  el  caso  l.°  del  ari.  5d0  del 
Código  penal,  sin  circunstancias  apre- 
ciables; y condenó  al  procesado  á once 
meses  de  presidio  correccional,  acceso- 
rias y costas: 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  á 
nombre  del  (irocesado  recurso  de  casa- 
ción por  infr.jccion  de  ley,  ijue  se  fundó 
en  el  núin.  o,°  del  art  798  de  la  de  En- 
juiciamiento criminal,  designando  como 
infringidos  los  82,  8:t  y 97  de!  Có  ligo 
penal,  en  razón  á que,  ciimponiéndose 
de-tres  grados  ía  pena  impuesta  al  delito, 
calificado  por  bi  Sila  sm  circunstancias 
a preciables,  y debiendo  ser  imjmesla  en 
el  grado  medio,  no  debió  exceder  del 
máximo  del  arresto  mayor,  cuy  ) recur- 
so fuó  admitido.  El  Triltunal  Supremo 
casa  y anula  la  sentencia  en  estos  tér- 
minos: 

«Considerando  que  hay  infracción  de  ley 
para  los  efectos  ti**.!  recurso  da  ctsacioti, 
conforme  al  caso  5,®  del  art.  19S  de  la  pro- 
visional de  Knj.  crim.  que  en  apoyo  de  su 
pretensión  invoca  «1  recurrente,  cuando  se 
comete  error  de  derecho  al  designar  el  gra- 
do de  la  pena  correspondifntt*  al  culpable, 
según  la  calilicacinn  que  se  haga  de  las  cir- 
cunstancias agravantes,  aten  la otes  Ó exi- 
mentes de  responsabilidad  criminal: 


Considerando  que  la  pena  con  que  se  cas- 
,.ga  el  hurto  qtie  pasando  de  100  pe.setas  no 
excediere  de  iiOi),  como  sucede^cri  el  de  au- 
Ins,  .segiin  el  nútu.  3.°  dül  ai  t.  5 J1  del  Códi- 
go penal  vigente,  es  la  de  arrL-slo  mayor  en 
su  grado  fiiedio  á presidio  correccional  en 
su  grado  niíniino: 

Cunsiderando  que  sí  bien  el  art,  83  del 
mismo  Cniligo  autoriza  á lrt.s  Tribunales  para 
diviihr  en  tres  períodos  iguales  el  tiempo  que 
comprende  la  pena  impuesta,  formando  un 
¡jrailo  de  cada  uno  tle  los  tres  período.s,  se- 
gún .se  ha  lieclio  eu  la  sentencia  recurrida, 
esa  disposición  se  limita  lujícamente  al  ea.so 
en  que  la  pena  señalada  por  la  ley  no  so 
componga  de  tres  grados,  en  el  cual  indti- 
dahie mente  no  nos  hallamo.s  : 

«Considerando  que  no  teniendo  en  el  caso 
presente  ia  pena  señalada  por  la  ley  al  deli- 
to de  que  se  trata  una  de  las  formas  espe- 
cialmente previstas  en  el  lib.  I del  repetido 
Cóiligo  , deben  distribuirse  los  grados  apli- 
cando por  analogía  las  regias  lij  ólas  en  el 
mismo,  secun  se  previene  en  el  párrafo  2.® 
de  .su  art.  98: 

«Considerando  que  el  caso  de  mayor  ana- 
logía que  hay  eti  el  Código  es  indudablemen- 
te e!  cmnprendiilo  en  el  párrafo  l.°  del  niis- 
Djo  arl.  í)fl.  en  el  que  se  dispone  que  cuantío 
la  ley  señale  una  pena  compuesta  de  tres 
dislínl.as,  cada  una  de  estas  formará  un  gra- 
do de  l:i  pena  total,  y que  por  cunsiguienle 

en  el  ea.so  actnal  el  grado  metlio  del  arre.slo 

' ... 

mayor  en  que  empieza  la  pena  aplicable  al 
mismo  forma  e!  grado  mínimo  de.  ella,  el 
gruio  m/i.vimo  del  arresto  el  medio,  y el 
grado  mínimo  del  presidio  correccional  el 
m:íxím(): 

«Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
q:ie  la  Sala  .sentenciadora  al  imponer  al  pro- 
cesado once  meses  de  presitlio  correccional 
no  se  ha  apistado  á lo  dispuesto  en  el  preci- 
tado art.  í)8,  sfigun  el  cual  la  pena  corres- 
pondiente y que  debió  aplicarse  no  podía 
exceder  lie  los  seis  meses  que  comprende  el 
grado  tnáximo  del  arresto  mayor,  y que  por 
lo  tanto  ha  incurrido  en  el  error  de  lierecho 
señ  il  itlo  en  el  caso  5,°  de!  art.  798  de  !á  re- 
ferida Ley  de  Enj.  crim.,  é infringiilo  el  ar- 
ticulo n3  del  repetido  Código , de  que  ha  he- 
cho indebidamente  aplicación; 

Fallamos  que  debernos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto ti  nombre  del  proce.sado  Manuel  Vi- 
rlal  y Conde  contra  la  sentencia  pronunciada 
en  4 de  agosto  último  por  la  Sala  de  lo  cri- 
ininai  ile  la  Aiidieocia  de  la  Goriina , la  cual 
casamos  y anularnos;  y lílrrese  A dicha  Sala 
la  correspondieute  certificación , asi  de  esta 


ASESINATO.  (. 

sentenci.i  roma  de  la  dietada  á coulnuitin'nn.» 
(Scnt.  (liciiMnlirc  1S75. — Gac.  13  ene- 
ro 187G,  II.) 

Ten-Mnci',  pues,  resuelto  por  ía  juris- 
prinleneia  tleiios  seDieneias  enteramente 
conformes,  un  punto  importante  de  nues- 
tro doreclio  penal,  y es  que  la  división  de 
!a  penalidad  compuesta  de  tres  grados  de 
dos  penas  distintas  se  hace  con  arreglo 
al  párrafo  primero  del  art.  98. 

ASESINATO.  En  la  pág.  31  dejamos  ■ 
ya  ex  I»  u estos  varios  casos  en  que  el  Tri- 
bunal Supremo  establece  dociriua  rela- 
tivamente al  delito  de  asesinato  que  cas- 
tiga el  art.  418.  Hé  aquí  continuados 
otros  fallos: 

XI . A.&e&inaio  cali^r,ado  por  la  ale- 
vosía.— No  son  apreciables  las  circunstan- 
cias agravantes  quecoyistíLuyen  este  delito. 

En  causa  sobre  asesinato  seguida  con- 
tra Julián  Kodriguez  Mediano  y otros,  se 
declara  haber  lugar  en  parte  y en  parte 
no  al  recurso  de  casación,  consignando: 

«Que  la  circunstancia  agravante  2.“  de 
alevosía,  constitutiva  del  delito  de  asesinato, 
no  puede  aplicar.se  doblemente  udmitiéndoia 
además  como  genérica. 

Que  tampoco  son  de  apreciar  en  dicho 
caso  la  8.'^  y 14,  porque  el  abuso  de  supe- 
rioridad, erompleo  de  medios  que  debilíten 
la  defensa,  el  de  ejecutarse  el  hecho  con 
auxilio  tle  gente  armada  ó de  personas  que 
aseguren  6 proporcionen  la  impunidad,  son 
en  este  caso  medios  que  califican  la  alevosía. 

En  cuanto  á la  circunstancia  i-ó  de  haberse 
cometido  el  delito  de  noche,  no  es  apreciable 
por  haber  concurrido  incidentalmeDle  eu  el 
delito,  ó sea  porque  éste  se  cometió  de  no- 
che incirlentaiinenle  sin  ser  buscada  de  pro- 
pósito. (Scnt.  11.  febrero  1S74.— í7ac.  ti  ma- 
yo, pag.  127.J 

XU.  Asírsmuío  y j'obo,  siendo  el  pri- 
mero medio  necesario  cotneler  el 

segundo. 

Se  comete  error  de  derecho,  compren- 
dido en  el  núm.  3.“  del  art.  798  de  la 
vigente  Ley  de  Enj.  crim.,  calificando  así 
el  robo,  cuando  con  motivo  del  mismo 
resulta  homicidio,  penado  en  el  núm.  i.“ 
del  art.  ñKi  del  Código;  pues  siendo  un 
solo  delito  complejo  no  puede  suhdivi- 
d'irse  calificándole  como  asesinato  v robo. 


furisp.  penal).  367 

[Sent.  18  marzo — 18  abril  1874,  de- 
clarando haber  lugar  á fa  ca.sacion  (i). 
Gac.  16  junio,  pág.  174). — V.  Roso  con 

HOMICIDIO. 

Xlll.  Asesinato  y afi'ní«f/o  íí  «?i  agen- 
te de  la  autoridad.  Se  incurre  en  error 
de  derecho  comprendido  en  los  niíms.  3.*^ 

7/  5.°  del  art.  798  de  la  Ley  de  En^- 
juic.  crm.,  y se  infringe  el  90  ded  Có- 
digo , considerando  como  dos  delitos  no 
sólo  distintos  sino  independientes  uno  de 
otro  el  atentado  d un  agente  de  la  auto- 
ridad y el  asesinato  del  mismo.  Son  si 
dos  delitos,  pero  procediendo  de  una  mis- 
ma causa  ó de  un  hecho,  es  aplicable  el 
art.  90  d todos  los  que  en  él  lomaron, 
parte. 

La  Audiencia  de  Albacete,  en  causa 
seguida  contra  José  Garrote  y otros,  por 
atentado  á un  guarda  de  montes  y a.se- 
sinato  del  mismo  en  el  acto  de  aprehen- 
derles con  un  carro  de  pimpollos,  decla- 
ró en  definitiva  que  los  hechos  consti- 
tuían los  delitos  de  asesinato  y atentado 
á un  agente  de  la  autoridad,  siendo  au- 
tores del  primero  José  Garrote  y Ven- 
tura Larrea,  y los  mismos  y José  Varea 
y Casto  Navarro  del  segundo,  condenó 
en  .su  consecuencia  á ios  dos  primeros 
en  la  pena  da  cadena  perpetua,  con  su 
accesoria,  indemnización  de  2.000  pe- 
setas y dos  quintas  partes  de  costas , y 
por  eí  delito  de  alentado  á dichos  dos 
procesados  y José  Varea  y Casta  Navar- 
ro en  dos  años,  cuatro  meses  y un  día 
de  prisión  correccional  á cada  uno,  con 
su  accesoria,  1.500  pesetas  de  multa,  y 
otras  dos  quintas  parles  de  costas  á los 
dos  últimos;  y á Mariano  Malavia,  como 
cómplice  del  atentado,  en  tres  meses  de 
arresto  mayor  y accesoria , indemniza- 
ción de  oOO  pesetas  y quinta  parte  de 
costas. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el 
Ministerio  fiscal  recurso  de  casación 
por  infracción  ley,  que  fundó  en  !us 
artículos  797  y 798,  números  3.°  y 
de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  citando  co- 
mo infringido  el  artículo  90  del  Código 


(í)  Este  fallo  Uene  dos  b'cbas;  en  la  cabe 
7.a  18  de  marzo,  y al  lúé  18  de  abril. 
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penal,  toda  vez  que  la  Sala  senlenoia- 

(lora  liíi  considerado  que  losheclioscons- 

liuiven  dos  delitos , do  solo  distintos, 
sino*  independientes  uno  de  oin»;  y en- 
tendiendo que  el  uno  era  ei  de  asesi- 
nato y el  otro  el  de  atentado  contra 
agente's  de  la  autoridad,  lia  impuesto  á 
los  que  ejecutaron  el  primero,  juzgán- 
dolos sólo  responsables  del  de  asesinato 
V no  del  de  atentado,  el  grado  medio 
íle  la  pena  marrada  por  la  ley,  debien- 
do haberlo  herbó  en  el  máximo,  según 
dicho  arl.  í)0  determina : 

El  Tribunal  Supremo  estima  el  recur- 
so en  estos  términos: 


aConsiderando  que  la  resistencia  al  guania 
ó giiari^as  de  montes  pir  los  pr'icesados 
firincíjdando  por  desobedecerles,  disputando 
éntrennos  y oíros  el  desarme  de  aipiellos 
después,  y la  ai.'resioii  y muerte  dei  José  M tría 
l'erez,  lodos  estos  actos  están  relucituiados 
entre  sí  y proceden  de  una  misma  causa,  de 
suerte  que  siemio  el  acometido,  emno  !o  era, 
agente  de  autoriiiad,  a!  par  que  se  incurre  eu 
el  delito  de  alentado,  también  en  el  que  re- 
sulta por  efecto  de  la  misma  agresión: 

Considerando  que  todos  aquel !ns  actos 
aparecen  como  un  heclm,  resij-tiendo  :il 
agente  de  autoridad  por  difercules  accione:? 
V inedius  basta  matarlo,  y corresponde  apre- 
ciarlo como  constitutivo  de  lios  el  tie 

alentado  y el  de  ía  muerte, dcbietidu  fienarsc 
tan  sólo  e!  más  grave  en  su  grado  máximo, 
en  conf'irinídad  al  art.  90  del  Código  penal: 

Considerando  que  liabiendu  apreciado  la 
Sala  sentenciadora  que  los  heclins  conslituian 
dos  delitos,  é impuesto  pena  por  cada  uno  de 
estos,  ha  incurrido  en  error  compreotiídn  en 
los  números  3.®  y 5,®  del  art.  79H  de  la  Lev 
d<-  Enj.  crim.jé  infriugidoel  90  del  Código  va 
citado; 

Kallumos  que  deheinos  declarar  y declara- 
mos liaber  lugar  al  recur.so  interprn^stn  por 
el  Ministerio  fiscal  contra  la  setuencia  iln  la 
Sala  'le  lo  criminal  de  la  Andit-ncia  de  Allia- 
celrt:  casítiiios  y anulamos  dicha  sentencia, n 
(Sciit.  17  marzo  1S74.  — (Jac.  16  junio,  pá- 
gina 172.) 

XIV.  Edü  bien  ca  I i/ica  do  dt.  «.sestn  a io 
el  hecho  de  disparar  un  arma  canlra  ma- 
rido y mujer,  causando  la  muerte  del 
primero,  hutlándose  asomados  á una  ven- 
tana de  su  casa,  cotiliados  é inermes,  y en 
uncí  si’íuacíon  que  no  podian  oponer  dj 
modo  alguno  resislencia  á la  agresión^  íi¿ 


apelar  á otro  medi^  de  defensa  que  ím- 
pidiesc  recibir  las  heridas  causadas  ; con- 
curriendo por  lo  lantú  circunstnnein  cali- 
ficativa de  alevosía. 

Ejecutado  este  delito  de  noche  ha  esta- 
do bien  calificada  la  circunsiu  acia  agra- 
vante l5.“  del  art.  10, 

Se  eslabiñco  la  doctrina  del  epígrafe, 
declarando  no  haber  lugar  al  recar>o  de 
casación  inlerpticslo  en  heneürio  deJoa- 
quin  Toro  condenado  á muerte.  (Son- 
teacia2S  marzo  1874  — Gac.  15  julio, 
pág.  !)  ) 

XV.  AicsíWrtfo  con  circunstancias 

agravantes  sin  ateniiauíes. 

No  btá  lugar  á casación  en  causa  sobre 
asesínalo,  contra  sentencia  de  muerte, 
cuando  concurre  circunstancia  agra- 
vante sin  ninguna  atenuante: 

«Considorando  que  el  art.  418  del  Cóiiigo 

penal castiga  con  la  pena  de  cailena  tcm- 

porai  eu  su  grado  máximo  á muerte,  al  reo 
de  asosiualo  q le  matare  á alguna  persona, 
coDCurriendu  alguna  de  las  circiindancias  de 
alevosía  y premeditación  conocitln;  y lialiion- 
do  declarado  el  veredicto  del  .lurado  que 
Juan  Aíitonío  Alonso  cometió  Cfui  estas  cir- 
cunstancias, y además  con  la  agravan  Lo  de 
liaberbi  ejecutado  de  noche,  sin  intervenir 
ninguna  atenuante,  la  sentencia  en  confor- 
midad al  referido  artículo,  le  impuso  recta- 
iiv?nte  en  su  grado  máxuno  la  pí'na  que  es  ia 
de  muerte.»  {Sent.  4 abril  1874. — Gac.  i 5 
jidio,  pág.  13.) 

XVI.  Calificando  como  homicidio  y 
no  como  asesinato  el  hecho  de  dar  ^niierte 
á uva  mujer  que  se  encuentra  sola  y des- 
valida en  su  casa,  empleando  medios  más 
directos  y especiales  para  asegurarla  sin 
rtc.!70  de  los  culpables,  se  comete  el  error 
de  derecho  3.°  del  art.  7!l8  de  la  Ley  de 
Enj.  enrn.,  y la  tíj/’íYircío?*  délos  articu- 
las  418  y 'i  \ ’J  del  Código  penal. 

Interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  re- 
curso (le  casación,  fundadu  en  el  caso  :>.® 
del  art,  798  de  la  de  Enjuiciamiento, 
contra  sentencia  de  la  Audiencia  do  Va- 
lencia en  causa  por  muerte  violenta  Je 
María  Aparicio,  es  estimada,  conside- 
rando lo  dispue.sto  en  el  citado  art,  798, 
caso  3.'’,  y en  el  418  y 10  del  Código 
penal,  y además: 
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.flConsiilerando  que  la  sertieticia  contra 
la  cual  el  Minislerio  fiscül  Ita  recurriilo  con- 
signa como  tieclios ciertos  quelos  procesaiios 
se  iiitrodují'rtin  uno  tras  otro  en  ía  casa 
‘Mari-i  A parí  c¡i\  cerrando  la  puerta  de  un  ino* 
lio  segiirn  para  itnpedir  que  nadie  pmliese  en* 
Irar,  y A consecuencia  do  voces  y quejidos 
lastimeros  percibidos  desdo  afuera  dentro  do 
la  casa,  varias  personas,  con  el  lin  de  prestar 
auxilio,  viendo  que  la  puerta  estaba  cerrada, 
penetraron  por  una  ven  la  un,  cncontrtarou 
allí  el  cadáver  ensangrentado  de  la  María  con 
Señrdes  recientes  de  liaber  sitio  muerta  vio- 
leulitmenlc,  y sorprendieron  allí  inÍPino  á los 
dos  procosaiios  con  muestras  do  alurtl imien- 
to y sidiresaito,  .«in  que  hubiese  ninguna 
otra  [lersoiiu  en  (oda  la  casa  : 

C'iusiderando  quo  estos  hechos  declarados 
probados  ilernuestran  que.  los  procesíulos 
conciirrierou  lí  la  ejecución  de!  delito,  em- 
pleando los  medios  más  directos  y especiales 
para  asegurarla,  sin  riesgo  para  sus  perso- 
nas que  procediera  de  la  defensa  de  la  ofen- 
dida, la  cual,  estando  sola  y desvaü.la,  no  po- 
día por  su  edad  y sexo  oponer  resistencia  á 
la  luerza  y violencia  de  dos  hombres  (¡ne  así 
la  liabian  sorpreuilitio;  todo  lo  cual  constitu- 
ye una  evideule  alevosía  con  todas  las  cir- 
cunstancias dtíl  precitado  art,  10  eii  su  nú- 
mero 2.°: 

Consiilitraiido,  por  consecuencin,  que  la 
Sala  sentenciadora,  al  calificar  de  simple  ho- 
micidio con  circunstancias  agravantes  la 
muerte  dada  á María  Aparicio,  ha  cometido 
error  de  derecho  é infringido  los  arls.  4ifí 
y 4in  del  Código  penal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  i)á  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpueslc  por  el  Ministerio  fiscal;  y en  su  vir- 
tud casamos  y anulamos  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  S.'datle  lo  criiniiuil  lie  la  Au- 
diencia de  Valencia,  ú la  cual  se  iiirígirá 
oportunamente  la  correspondiente  certifica- 
ción.» (Sciit.  20  abril  1874. — Gac.  26  ju- 
lio, pág.  35.) 

XVll.  No  es  úcUlo  (h  lesloves  súto 
ases'mnlo  frustrado  el  hecho  de  disparar 
á distancia  de  diez  ó doce  pasos  arma 
de  facfjO  cargada  con  bala  contra  per- 
sona desapercibida  e indefensa,  por  con- 
currir la  cí>c«íts/íírif;ta.  de  alevosía. 

En  la  tarde  del  2/t  de  agosto  do  1872, 
salió  Fernando  Esiéban  de  casa  de  su 
amo,  con  las  caballerías  para  trillar,  y de 
ia  última  esquina  del  pueblo,  salieron 
Celedotiio  Salas  con  un  trabuco  y su 
primo  xVlberio  con  una  pistola,  y liaciéa- 
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dolé  ambos  fuego  á distancia  de  diez  o 
doce  pasos,  le  ocasionaron  en  las  piernas 
varios  lesiones  que  necesitaren  asistencia 
facultativa  por  espacio  de  noventa  y cin- 
co (lias.  Instruida  la  causa,  la  Sala  cali- 
ficó estos  hechos  de  asesinato  frustrado, 
y los  procesados  interpusieron  recurso 
de  casación  por  no  haberlos  calificado 
de  lesinnes. 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  ha- 
ber lugar: 

Considerando  (lo  di.spuesto  en  los  ca- 
sos 3.°  y 5.®  de  la  Ley  de  ca.sacion,  ei  3.® 

y 4Ui  del  Código  penal.) 

«CoDsideriiíuio  que  los  dos  procesados,  al 
descargar  á un  tiempo  Y á bi  distancia  de  10 
ó 12  pa.sos  sus  armas  d*'  fuego,  carga.las am- 
bas con  bala,  contra  Fernando  E.stéban  en 
ocasión  en  que  éste,  do  quien  estaban  aque- 
ik*s  resen tiii os  de.sde  el  día  autor i(jr,  iba  des- 
apercibido y de.sarmtuli)  conducitínilo  una 
nuda  á la  era  do  su  amo,  según  aparece  de 
los  lieclios  que  como  probado.^  se  cousigaan 
en  la  referida  seiiteucia,  no  sólo  ejecutaron 
cuanto  estaba  de  su  parle  para  producir  la 
muerte  del  mismo,  sino  que  obraron  con 
manifiesta  alevosía,  puesto  que  emplearon 
medios,  modos  y formas  (|ue  lendian  directa 
y especialmente  á asegurar  la  realización  de 
su  criminal  propósito  sin  riesgo  para  sus  per- 
sonas, procedente  de  la  defensa  que  pudiera 
hacer  el  ofendido; 

Considerando  que  el  art.  431,  nuiii.  3.”, 
que  la  tÍL*fen.-:a  de  los  recurrente.s  supone  ha- 
berse infringido  eti  la  precitada  sentencia,  no 
tiene  aplicación  al  caso  presente,  que  es  in- 
dudablemente de  asesinato  trust  rudo;  y que 
la  Sala  sentenciadora  en  la  calificación  del 
hecho  de  autos  y en  la  apreciación  de  jas 
circunstancias  concurrentes  en  su  ejecución 
no  lia  incnrriiio  en  el  error  de  derecho  a que 
se  refieren  los  casos  3.®  y 5.°  del  art.  4.  de 
la  repetida  ley  de  ea.‘iacion  crimioal,  ni  in- 
fringiilo  ninguna  de  las  disposiciones  legales 
que  en  tal  concepto  cita  la  antedicha  delensa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción, <’tc.>)  (Sont,  4 mayo  1874.  Gac.  5 
agosto,  pág.  o 8.) 


Asesinato  en  la  propia  mo- 
rada de  la  victima. 

Es  apreciablo  la  circunstancia  agravan- 
te de  cometerse  en  la  propia  morada  del 
ofendido  el  asesinato  cuando  éste  puede 
cometerse  independientemente  de  ella 
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pnr  ciiaiquier  oirr»  medip.  (Sent.  16  ju' ¡ nal;  [lero  el  friLuoal  Supremo  deciara 
nio  1874. — Í/uí;  ‘26  agotlu,  (>íig.  1 Í8.)  > no  haber  lugar: 


XIX.  Asesi7iulQ  caUficado por  la  pre- 
mediiacion  conocida^segufi  el  número  4.^ 
del  art,  418:  Ktrorde  derecho  en  la  ca- 
lificación de  esta  circwistaiicia. 


En  causa  contra  Eugenio  Muñoz  Gar- 
cía sobre  asesinato,  interpuso  el  procesa- 
do recurso  de  casación  fundado  en  los 
casos  3.*  y 5."  del  art.  798  de  la  Ley  de 
Enj.  crim.  y ciiandu  como  infringidos 
el  418  y 419  dei  Código,  por  no  deducir- 
se de  los  hechos  racionalmente  la  exis- 
tencia de  la  circunstancia  cualifica  ti  va 
de  premeditación  conocida,  tal  como  el 
Código  penal  exige  y es  preciso  para  que 
el  delito  de  homicidio  se  eleve  á la  cate- 


goría de  asesinato;  y con  efecto  se  casa 
anula  la  sentencia: 


« Considerando  que  pnra  que  sea  pro- 

cedenitf,  según  la  regia  3.*^  ds  art,  .s->,  la 
imposición  de  la  pena  intnediata  inferior  á la 
señalada  por  la  ley,  es  de  absoluta  neee.'íidad 
que  además  de  ser  dos  ó más  la.s  cirounstan- 
C)a.s  atenúan  les  concurrentes  en  el  delito 
merezcan  éstas  ser  muy  caliíicaiias;  y tuuno 
de  los  hechos  consignados  en  la  .seiitcncia 
DO  aparece  ninguno  por  ios  cuales  sea 
procedente  semejante  calllicacion,  y pur  ei 
conirario,  el  Tribunal  sentenciador  lince  una 
declaración  e\'pre.sarnente  contraria,  alendi- 
da  la  naturaleza  de  las  circunstancias  de  atc- 

niiaciou  admitidas  pnr  el  Jurado 

V uo  lia. cometido  el  i'rror  de  di*recho 

comprendido  en  el  párrafo  il."  del  art.  SÜ6 
de  ja  Ley  de  Enj.  crim.,  ni  iiifringidn  !a  re- 
gla 2.*  del  art.  ^2  de!  Código.»  (Seúl.  27 
junio  1874.  — Gac.  t)  setiembre,  pág,  I4i). 


«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
ha  infringido  el  art,  418  del  Código  penal  al 
aplicarle  al  caso  de  autos,  catilicando  el  deli- 
to de  asesínalo,  viDÍcamenle  por  haber  con- 
currido premeditación  conocida  del  procesa- 
do en  la  muerte  violenta  de  t).  Pedro  Rivas, 
cuando  por  ios  hecltos  que  se  declaran  pro- 
hados en  la  sentencia  no  consta  que  Eugenio 
Muñoz  hiera  de  intento  á buscará  Hivas,  nf 
que  con  anticipación  .supiere  que  estaba  en 
el  punto  del  .'=uce.so,  sino  que  se  infiere  que 
el  encuentro  fné  casual,  por  el  sitio,  la  hura 
y las  dtunás  circun.stancias  en  que  ocurrió; 
no  pudiendo  adinilir.se  que  al  ejecutarse  el 
homicidio  concurriera  la  premeditación  co- 
nocida que  exige  e!  Código,  ó sea  la  niedita- 
Cton  refl-'xiva  antes  de  su  perpetración.» 
(Sent.  18  junio  1874.— Gac.  setiembre, 

pág.  12¿  j 

XX.  Asesínalo  con  la  circunstuncia 
de  haber  obrado  el  procesado  en  vindi- 
cación próxiuta  de  una  ofensa^  y la  de  no 
haber  tenido  intención  de  producir  un 
mal  de  tanta  gravedad .~~N o son  estas 
circunstancias  muy  calificadas. 

Calificado  por  el  Jurado  un  asesinato 
como  expresa  el  epígrafe,  y condenado  el 
reo  Mariano  Feijóo  á diez  y siete  anos 
cuatro  meses  y un  día  de  cadena  tcniporai 
con  sus  accesorias,  indemnización  y cos- 
las  interpuso  recurso  de  casación  (ca- 
*0  o,  , art.  80(>),  citando  como  infrinei- 
aa  la  regla  8.“  del  an.  «2  del  Código  pe- 


XXL  Otro  caso  en  que  se  declara 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por 
estar  bien  calificado  el  delito  de  asesinato 
frustrado  y no  de  lesiones,  con  i a cír- 
cií/is/íincía  agravante  de  haberle  íy’i  c?í/a- 
do  de  noche.  Apercibimiento  ai  abegado. 

Establece  el  Tribunal  Supremo  In  doc- 
trina de  que  ha  sido  bien  calihci  lo  ei 
delito  de  autos  como  asesinato  frustrado 
de  D.  Antonio  Gallego,  con  la  circuns- 
tancia agravante  de  haberse  ejecutado  de 
noche.  Los  fundamentos  donde  se  con- 
signan también  los  heciios,  diceu: 


«Considerando que  consignadns  en  la 

sentencia  los  lieclios  como  prohados  ile  la 
agresión  de  noche,  verificada  por  lui  proce- 
sado con  sorpresa  de  disparo  de  arinn  de  lue- 
go á la  distancia  de  una  vara,  dirigido  al 
Centro  del  cuerpo,  y despne.s  por  oiro.s  con 
diferentes  armas,  vertiendo  uno  de  elio.s  la 
frase  de  «hombre  muerto  no  hahla,»  se  infie- 
re el  propósito  de  malar; 

_ CorisifJerfindo  también  que  íiabicndo  sido 
cinco  lf).s  agresores  arinados  contra  ní  a per- 
.soua  merme  y sorprendida,  apostados  aque- 
llos en  puntos  próximos  entre  sí,  y verifica- 
da la  acometida  de  noche,  .se  luíiere  el  iii- 
lenlü  premeditado  de  ejecutar  ei  actn  sin 
nesgo  (le  sus  personas  por  la  defen.sa  que  pu- 
diera hacer  el  ofendido,  y por  con.signíente, 
qiui  procede  la  calificación  de  asesinato  l’rus- 
irailo,  con  las  circun.s  tan  cías  de  alevosía  y 
premeditación  conocida- 
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Considerando que  al  caülicar  la  Sala 

sentenciadora  los  hectios  admitidos  como 
prol.'ados  de  delito  de  asesinato  fruslrado 
y uo  de  lesiones  graves,  no  ha  cometido 
error,  como  se  deja  consignado  en  el  consi- 
derando anterior: 

Considerando  que  habiéndose  ejecutado 
los  hechos  de  noche,  colocados  los  agresores 
armados,  sorprendiendo  al  ofendido,  se  de- 
duce que  se  valieron  de  la  oscuridad  para  la  ! 
ejecución  de  su  propósito  y seguridiul  de  sus 
personas,  procediendo  por  lo  tanto  apreciar 
aquella  circunstancia  agravante:  i 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  la  Sala  sentenciadora,  al  caldicar  los  he- 
chos por  asesinato  frustrado  cou  la  circuus-  ■ 
tancias  calificativas  de  alevo-sía  y premedita- 
ción conocida,  y la  agravante  de  haberse 
ejecutado  de  noche,  y estimar  probada  la  de- 
lincuencia de!  García  Gallego  y demás  pro- 
ce.sadüs  como  autores,  no  ha  incurrido  en  el 
error  comprendido  eii  los  casos  3,“,  4.°  y 5,“ 
del  arl-  de  la  ley  sobre  casación  criminal,  ' 
ni  infringido  ios  arts,  13  de  la  de  sobre  re- 
forma del  procedimiento;  10,  circunstan- 
cia 15;  23,  .S2,  418,  419,  43!  del  Código  vi- 
gente, ni  los  333  y 343  del  anterior; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  haber  lugar  á los  recursos  de  casa-  ' 
clon,  etc.:  se  apercibe  ai  abogado  defensor 
de  .losé  María  Gallego  por  uo  atenerse  en  el 
escrito  de  interposición  del  recurso  á lo  pres- 
crito en  el  art.  16  de  la  ley  sobre  casación 
criuu'nal  y Í120  de  la  de  EnjuiciamienLo,  pro- 
pasiiudo.se  á copiar  la  sentencia,  haciéotlolo 
extensivo  hasta  cuarenta  y cuatro  fólios,  co- 
mo .se  le  ha  encargado  ya  otra  vez  por  pro- 
videncia de  e.sla  Sala;  y comuniqúese  al  Tri- 
bunal sentenciador  á los  efectos  correspon- 
dieules.»  iSent.  0 julio  iS74. — Gac.  6 oc- 
tubre, príg.  161.) 

XXII.  A sesinaío  sin  circMuslancias 
apreciables. 

No  concurriendo  circunstancia  agra- 
vo rUe  ni  atenuante,  la  pena  que  corres- 
potuie  imponer  es  !a  del  gratlo  medio,  ó 
sea  la  de  cadena  perpetua.  (Seut.  28  se- 
tiembre 1874,  en  causa  centra  Erasino 
Jauine.— G«c.  13  octubre,  pág.  17ít.) 

xxni.  A sesiiiato  con  una  circuitslan- 
cia  agravaíite  y ninguna  utenuanle. 

Hecha  por  el  Tribunal  sentenciador 
esta  calificación  no  puede  menos  de  im- 
ponerse la  pena  de  niucrie.  (Seiit.  14 
abril  1875,  en  causa  contra  Antonio 
Triano.™ Grtc.  il  mayo,  pág.  120.) 


XXIV.  Tentativa  de  asesinato:  íJe.~ 
chos  que  la  constituyen. 

No  incurre  en  el  error  de  derecho  se- 
ñalado en  e!  número  3.”  del  art.  798 
de  la  Ley  de  Enj.  crim.  ni  se  infringe 
el  418  ded  Código  penal  calificando  co- 
mo tentativa  de  asesinato  el  hecho  de 
esperar  uno,  dos  ó mas  á una  persona 
ocultos  en  un  sitio  por  donde  saben 
que  tiene  que  pasar,  y aparecérsele  de 
improviso,  causándote  varias  lesiones  con 
listólas  y piedras  y persiguiéndole  asi 
insta  que  se  refugió  en  un  cortijo. 
Estos  hechos  demuestran  que  la  inten- 
ción fué  atentar  como  alentaron  contra 
la  vida  del  ofendido,  con  premedita- 
ción, constituyendo  tentativa  del  delito 
penado  en  el  citado  art.  418.  (Seu- 
teneia  14  mayo  1875,  declarando  no 
liaber  lugar  al  recurso  de  casación. — Ga- 
ceta  22  junio,  pág.  -ido.) 

XXV.  Aseíinoíí)  de  un  niño  de  tres 
meses  por  sií  misma  nodriza,  por  medio 
de  veneno^  sin  circunstaHcias  atennanles 
y con  agravante  de  abuso  de  confianza. 
— La  de  ofensa  al  respeto  que  por  su 
inocencia  y debilidad  merecía  el  nino, 
como  inherente  al  delito^  de  tal  modo  que 
sin  ella  no  hubiera  vodido  cometersef  no 
es  ap  red  able  en  este  caso,  y es  l im  dudóla 
en  e.l  sentido  genérico  del  art.  10  se  in- 
fringe este  artículo  y el  71).  — Casación  de 
sentencia  sólo  en  e.l  terreno  de  la  juris- 
prudencia, sin  alterar  la  pena  de  rnimle. 

En  causa  sobre  asesinato  de  un  niño 
de  tres  meses,  que  tuvo  lugar  por  medio 
de  la  intoxicación  por  el  fósforo,  según 
el  análi>is  practicado,  fué  procesada  la 
nodriza  Josefa  Ortiz. 

La  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audien- 
cia de  Granada,  por  sentencia  de  9 de 
julio  de  1873,  califico  los  becbos  como 
delito  de  asesinato,  cometido  por  medio 
del  veneno,  del  que  apa  recia  autora  la 
[trocesada  Josefa  Ortiz  Ponce,  con  las 
circunstancias  agravantes  do  abuso  de 
confianza  y de  haberlo  ejecutado  con 
ofensa  del  -respeto  que  por  su  inocencia 
y debilidad  merecía  el  niño  Ildefonso; 
y cou  arreglo  á los  arts  418,  núme- 
1 ro  3.“,  circunstancia  10  y 20  de!  10,  re- 


ASESINATO.  Uurisp.  penal). 


gÍ3  3.*  del  82  y demás  de  aplicación  ge- 
neral del  Código  penal,  condenó  á dicha 
i rocesada  á la  pena  d-'  muerte,  y para 
en  C8PO  de  indulto  á la  de  inhabilitación 
absoíiiM  pprf'étua  en  cnanto  le  fuese 
a(dicíib¡L*,  si  riu  se  !e  remitiere  expres.a- 
merite;  á la  intiemnizacion  de  1.50Ü  pe- 
setas á D.  Emilio  de!  Caslilio,  y en  las 
costas. 

Mandada  remitir  la  causa  al  Tribunal 
Supremo  conforme  á lo  prevenido  en 
sos  arls.  879  y 880  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  y preparado  también 
recurso  de  casación  á nombre  de  la  pro- 
ce.sada,  lo  han  interpuesto  los  defensores 
Je  ésta  por  infracción  de  ley  autorizado 
por  los  arls.  3.°  y 4.“,  caso  5.°  de  la  Ley 
de  1870,  y per  sus  concordantes  los  797. 
y caso  5.'’  del  79S  de  la  ya  citada  de 
Enj.,  yalcgarnlo  haberse  incurrido  en  la 
infracción  de  los  núms.  10  y 20  del  ar- 
ticulo ¡0,  última  parte  del  79  y regla  1.** 
del  82  del  t>ódigo  penal,  razonándole 
conformo  á sus  propóí  itos  con  vista  de 
varios  fallos.  El  Tribunal  Supremo,  en- 
teramente de  acuerdo  con  el  dictámeri 
fiscíii,  encuentra  bien  calificada  la  10  cir- 
cunstancia apravacie,  errónea  la  20,  y 
aunque  por  é>!a  casa  v anula  la  senten- 
cia, es  solamente  útil  esta  casación  en  el 
terreno  de  la  jurisprudencia,  pero  sin 
resultado  práctico  á favor  de  la  procesa- 
da, condenada  á muerte.  Dicen  así  los 
fundanaenlos: 

«CoDsiderr,ndo  que  la  Sala  sentenciadora 
ha  apreciado  dehidíiuieute  en  este  proceso 
como  agnivanle  la  circunstancia  de  ser  la 
(fue  dió  muerte  al  niño  lldeíonso  del  C.istíllo 
nodriza  del  mismo,  por  la  coníiafiza  ilimita- 
da que  lleva  semejarte  cnrgoj  sin  que  pueda  ¡ 
enleuderse  qua  diclia  circunslaiicia  sea  de 
tai  manera  inlierentc  al  delito  que  sin  Ja 
concurrencia  de  ella  no  hubiera  podido  co- 
meler.se,  porque  para  esto  seria  preciso  es- 
tablecer que  sólo  una  codriza  puede  atentar 
contra  la  vola  de  una  criatura  en  lactancia 
lo  cual  no  es  cierto:  ’ 

Coo.^¡(lerando  que  si  se  admitiera  la  teoría 
expuesta  por  la  recurrente,  vendría  á resul- 
tar que  en  **1  hecho  que  se  persigue  era 
Igual  que  el  agente  del  crimen  fuesr  la  no- 
driza ó cualquiera  otra  persona,  con  lo  cual 
se  prescindiría  para  la  penalidad  »b‘l  ra.sgo 
caracleríslico  más  grave  de  este  delito,  que 


es  la  circunstanci.a  de  haber  dado  la  muerte 
al  niño  (a  persona  encargada  preci.sanmnte 
de  nutrirlo  y cuídaritt;  y que  colocada  p¡ira 
este  lin  en  ef  lugar  de  la  madre,  tenia  res- 
pecto lio  aquella  desvcnluratla  cria'ura  gran- 
des obligaciones  y deberes  que  llenar: 

Considerando  que  e.s  im  proceden  te  por 
tanto  el  motivo  de  casación  que  se  alega  «n 
primer  término,  fumlado  en  el  caso  3.'*  dei 
artículo  708  ile  la  Ley  de  lünj,  crim.,  y que 
la  Sala  sentenciadora,  al  apreciar  que  la  .fu- 
scíii  Ürtiz  obró  con  la  circunstancia  agra-. 
vante  de  abuso  de  confianza,  no  ha  iui'rin- 
gido  el  art,  tO,  circunstancia  10,  ni  et  7:i  en 
sn  última  parle,  ni  la  regla  L'*  del  nrt.  .S:¡ 
del  Código  pcoa!,  ciludos  por  !a  recurrente: 

Considerando  que  no  son  materia  de  ca- 
sación en  lo  criminal  las  sentencias  de  este 
Trilmual,  como  t.ene  el  mismo  repetidas  ve- 
ces declarado:  pero  que  en  todo  caso  nn  es 
apiicnbití  ú este  proctí.-so  ja  doctrina  consig- 
nada en  las  sentencias  de  30  de  ilíciembre 
de  1871  y 2ó  de  octubre  de  1 872  citadas  en 
el  recurso,  pudiendo  en  camino  invocarse 
por  analogía  y en  sentido  contrario  la  de  26 
de  marzo  de  i 87 3 (1): 

Considerando  que  respecto  de  la  segunda 
circunstancia  agravante  apreciada  pmr  la 
Sda  , que  es  la  vigésima  dei  citado  art.  10 
del  Có<  tgo  penal,  ha  incurrido  la  misma  ea 
el  error  de  derecito  alegado  en  ¡a  casación, 
porque  dado  el  a.sesinato  de  un  niño  de  (res 
njese.s,  sea  cual  fuere  su  autor,  no  podía 
menos  de  ejecular.se  el  deüti)  coii  ofensa  y 
desprecio  de  la  edad  y debilídail  de  la  vícti- 
ma; snmdo  por  tanto  esta círci.iii.staucia  inlie- 
reote  de  ta  manera  al  delito,  que  sin  ella  no 
huhtt.ra  podido  cometerse  ; por  lo  cual  no 
puede  ser  apreciada  en  el  .sentido  genérico 
Jet  citado  íirt.  10  que  diclia  Sala  ha  infrin- 
gido en  esta  parte,  así  como  el  79: 

(considerando  que  .subsi.stente  la  primera 
circunstancia  agravante  e.stiinada  en  la  sen- 
tencia, ó sea  la  del  abuso  ile  confianza,  y no 
habiendo,  como  no  hay,  ninguna  atenuante, 
es  claro  que  de  nada  aftrovechíi  á la  recur- 
renlü  el  reconocimiento  del  error  cometido 
en  la  apreciación  de  la  otra  cimitislancia 
agravante,  puesto  que  hasta  para  la  aplica- 
ción de  la  pena  de  muerte  la  existencia  del 
delito  de  asesinato  con  una  sola  circiuistan- 
cta  agravante  y ninguna  atenuante,  y que  la 
rieclii.''üc¡on  que  en  esta  parle  hag.a  el  Tri- 
bunal es  útil  solamente  en  el  terreno  de  la 
jurisprudencia ; 

Í.umí-iderafido  que  exuuninado  e.ste  proceso 

pínil  las  cüiUtniclas  en  las  p;í- 

gmas  83  y 8/,  bajo  los  núms.  X,  XViil  y XIX. 
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n(i  aparece  ningim  filro  motivo  do  casación 
ni  en  la  forma  ni  en  el  fondo; 

Fai laníos  que  debemos  declarar  y decla- 
rainos  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Jo.sofa  Orliz  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  criminal  de 
ja  Audiencia  de  Granada,  casamo.s  v anula- 
iiiüs  la  expre.saaa  sontencia;  y comuniqúese 
esta  causa  al  señor  íiscal,  á los  efectos  do 
!ti  ley.  (Sent.  3 setiembre  1875. — Goc.  8 
octubre,  píig.  4ri.) 

Han  de  consultarse  además  ios  artícu- 
los Díspaho,  Lesión liSj  Homicidio,  Rodo 
Y Homicidio. 

ATENTADOS;  DESACATOS:  AMENAZAS 
CONTRA  LA  AUTORIDAD  Y SUS  AGENTES. 

Definen  y castigan  el  atentado  el  arlícit- 
]ü  263  al  20o  del  Cóiligo  penal,  y e!  des- 
acato el  260  al  *270  comprendidos  en  el 
título  íll  ileilib.  lí ; «í/c/ííos  íToníra  elór- 
den público.'»  .^V! gimas  dudas  sobre  quien 
tiene  el  carácter  de  autoridafl  ó de  agen- 
te de  la  misma,  sobre  la  calificación  del 
delito  en  otro  concepto,  y sobre  la  pena- 
lidad han  sido  resueltas  por  los  fallos  del 
Tribuna!  Supremo  como  puede  verse  en 
Jos  XXXI  casos  contenidos  en  las  pági- 
nas 35  al  43,  y en  los  ariínulos  Dusoue- 
DiENciA  y Resistencia.  He  aquí  otros: 

XXX ÍL  No  son  agentes  de  la  niiío?^- 
dad  todos  los  que  prestan  aítxilio  á la  mis- 
wm,  if  se  infringe  el  arL  203,  reputando 
como  tal  para  la  califícaGion  del  alentado 
al  que  presta  algún  servicio.,  no  por  tír- 
deti  sino  por  consejo  de  aquella. 

Con  motivo  de  un  hurlo  de  ovejas, 
habiéndose  encontrado  cierta  noche  al- 
gunas en  el  corral  de  Ignacio  Vázquez, 
el  alcalde  del  pueldo  que  se  presentó  ins- 
tado por  varios  vecinos  aconsejó  á éstos 
que  vigilasen  la  casa  del  Vázquez;  y como 
éste  al  amanecer  quería  echar  las  ove- 
jas de  su  corral  y se  opusiese  Angel  Es- 
teban, fue  herido  por  aquel  causándole 
algunas  ligeras  lesiones.  Seguida  la  can- 
sa por  e!  hurto  y las  lesiones,  la  Sala 
peno  dos  delitos,  el  de  hurlo  y el  de 
alentado  contra  un  agente  de  la  autori- 
dad; é interpuesto  recurso  de  casación 
por  infracción  de  los  artículos  263  y 
2(14,  es  estimado  en  esta  parte,  casándo- 
se y anulándose  la  sentencia: 
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«Ctuisideraudo que  el  alcalde  sólo  acon- 

sejó ti  los  vecinos  en  Ja  noche  indicada  que 
vigilasen  la  casa  de  Ignacio  Vázquez,  sin  que 
por  ello  ntnguoo  de  los  vecinos  estuviese  re- 
viíslido  con  el  carácter  de  agente  de  la  auto- 
ridad, y con  las  circutislanctas  que  prescri- 
ben los  artículos  263  y 264  del  Código  pen.il, 
por  lo  cual  al  oponerse  .\ngei  E.-;  té  lian  al  in- 
tento del  procesado  de  hacer  salir  las  ovejas 
del  corral,  y causarle  varías  contusiones  con 
un  instrumento  contiindeiile , no  se  lia  co- 
metido el  delito  de  alentado,  y si  sólo  el  de 
lesiones  rnénos  graves,  infringiéndose  de 
c.sta  manera  el  expresado  art.  2G3,  como 
con  error  de  derecho  se  ha  apreciailo  eii  la 
sentencia.»  (Sent.  12  mayo  1874. — Gac.  10 
agosto,  pág.  66.) 

XXX UI.  El  atentado  coyiU'a  los  agen- 
tes de  la  autoridad  «o  se  justifica  por  el 
abuso  que  ésta  haga  de  sus  facultades. 
Por  lo  tanto  en  cansa  sobre  atentado  no 
es  pertinente  citar  corno  infringidas  dis- 
posiciones que  condenan  los  abusos  de 
autoridad. 

En  causa  sobro  atontado  á los  agentes 
de  la  autoridad,  caliíicado  así  por  la  sen- 
tencia, interpusieron  los  procesados  re- 
curso do  casación  fundándolo  en  el  pár- 
rafo I.'*  del  art.  2.'’,  y en  el  4.°  y 5.^ 
del  4.°  de  la  ley  de  -1870,  citando  comn 
infringidos  los  aris.  2,°,  9.®,  13  y 22  de 
la  Constitución,  y 11  y 13  del  Código 
jenal;y  el  Tribunal  Supremo  declara  no 
laber  lugar  á su  admisión,  por  no  ser 
peni  non  les  los  a r líen  los  citados  en  una 
causa  de  atentado,  siéndolo  sólo  si  se 
refiriese  á abusos  de  la  aulorid.id.  (Sen- 
tencia e junio  1874. — Gíic.  18  agosto, 
pág.  102.) 

XXXÍV.  Los  guardas  del  campo  ju- 
ramentados son  agentes  de  la  autori- 
dad (l). 

Calificado  por  la  Sala  senlencitidora 
como  alentado  á un  agente  de  la  autori- 
dad el  hecho  de  haber  Mariano  Díaz  abo- 
feteado y acometido  con  una  navaja  á 
Cipriano  Sampero,  guarda  del  campo, 
cuando  ambos  salían  de  celebrar  un  jui- 


(11  y.  CincrNSTANCiAS,  núm.  XIX,  pág.  56, 
donde  se  iriHorUi  otro  fallo  do  4 de  rliciembre 
de  1S71,  penando  el  doble  delito  de  atentado 
y homicidio  de  ua  guarda  de  campo. 
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cío  de  fallas  por  denuncia  que  éste  ha- 
hia  hecho  contra  aquel  por  corla  de  le- 
fiHS,  interpuso  Díaz  recurso  de  casación 
que  se  declara  no  haber  lugari 


«Considerando...  que  los  guardas  de  cam- 
pi)  juramentados  no  pueden  niénos  de  ser  y 
son  reputados  como  tales  agentes  de  la  au- 
loridad,  pue.s  que  ejercen  funciones  delega- 
das por  aquellas  y entónces  las  estaban  ejer- 
cientlo; 

Y considerando  que Mariano  Díaz  ha 

incurrido  en  esa  responsaliilídad  fia  del 
2<j4*2§3)  por  haber  dado  de  bofetadas  y acó* 
metido  con  navaja  abierta  y rasgado  la  cha- 
queta, aunque  no  le  causara  otra  lesión,  al 
guarda  del  campo  Cipriano  Sampero  con 
ocíi.'ion  del  ejercioin  de  su  cargo....»  (Sen- 
tencia 10  junio  1874, — Gac.  24  agosto,  pá- 
gina lOO.J 

XXXV.  Los  alcaldes  ejercen  juris- 
dicción propia,  teniendo  por  consiguienie 
el  carácter  de  anloridad  y de  funciones 
permanentes  conforme  al  art.  277  del 
Código. 


^ Seguida  causa  contra  Juan  García  y 
Enrique  Fernandez  por  alentado  al  al- 
calde de  Felea-Gonzaío,  á quien,  al  reti- 
rarse á su  casa  en  la  noche  del  2 de  fe- 
brero de  1873,  salieron  a]  encuentro  sor- 
prendiéndciie,  apechugándole  y causán- 
dole con  un  palo  heridas  en  Ja  cabeza  y 
oreja  izquierda  que  curaron  á los  diez  y 
seis  dias,  la  Audiencia  de  Volladolid  les 
c(»Qdenó  á cuatro  años,  dos  meses  v un 
d¡a  de  prisión  correccional  á cada  íino 
c-un  su  accesoria,  multa  de  300  pesetas, 
indemnización  de  32  y costas. 

ínlerpue.'to  recurso  de  ca.sacion  fun- 
dado en  el  núm.  3."  del  art.  708,  Ley  de 

infringidos  el 

¿bd  V 2b  (del  Codige,  porque  el  hecho 
debió  ca.ilicarse  de  lesiones  ménos  'Ta- 
ves  y no  do  atentado,  porque  el  alcalde 
no  estaba  al  ser  acometido  ejerciendo  sus 
funciones,  ni  fué  con  ocasión  de  ellas  se 

declara  no  haber  lugar  á él:  ’ 

«Considermido  que D.  Manuel  Borre- 

go , alcalde  de  Pelea- Gonzalo , al  retirarse  á 
5“  la  noche.  <let  2 de  febrero  de 

dn  ^ sonii-endido,  acnnielido  v íesimia- 

menm  ^1  mío  ‘evidente- 

o f coinprendido.s  en  e!  núme- 

ro  2.‘>  del  art.  2tí3  y eu  el  núm.  3.^  del  264 


, del  Código  penal,  puesto  que  Borrego  por  sí 
solo,  y como  individuo  del  Ayuntamienio  fj\ 
de  dicho  pueblo  ejercía  jurisdicción  propia, 
teniendo  por  consiguiente  con  arreglo  li  ¡o 
dispuesto  en  el  art.  277  de  dicho  Código  el 
carácter  de  autoridad  y de  funciones  perma- 
nentes por  la  índole  y naturaleza  del  cargo 
que  desempeñaba.»  (Sent.  24  junio  1874.— 
Gac.  5 setiembre,  pág.  t36.J 


XXXVI.  A ten  lado  compren didoe n el 
íí  iím.  2.°  del  art.  2í)3  y círc/ííi/ííiicjfí  1 * 
del  202. 

El  acto  do  disparar  un  tiro  contra  el 
alcalde  que  va  con  otros  vigilando  la  ])o- 
blacion  durante  una  noche,  constituye  el 
alentado  del  núm.  2.°,  art.  263  y circuns- 
tancia 1."  del  2G4  y penándole  con  cua- 
tro años  y cuatro  meses  de  prisión  cor- 
reccional p r no  concurrir  circunstan- 
cias que  apreciar,  no  se  infringen  dícljos 

artículos.  (Sent.  6 octubre  1874. 

Gac.  M noviembre,  pág.  185). 

XXX  Vil.  Ale7itado  á un  sereno  incre- 
pándole, dándole  de  bofetadas  y cogién- 
dole la  lanza  para  arrebatársela.  Penuii- 
dad  del  último  párrafo  del  art.  264.  In- 
fracción  del  url.  8o.  Toda  penaiiclad-  es- 
pecial del  Código,  como  la  del  art.  90,  la 
del  segundo  párra  fo  del  264  y otras  debe 
aplicarse,  subdividiendose  en  grados  se- 
giin  las  circunstancias. 


Tal  es  la  doctrina,  muy  importante 
que  se  desprende  del  siguiente  fallo.  lié 

aquí  el  caso: 

Como  á media  noche  del  12  de  junio 
de  1873,  un  hombre  embriagado,  iMa- 
nuel  Uodrigupz,  escandalizaba  en  la  plaza 
de  Argüelltís  de  Sevilla,  por  lo  que  le  re- 
convino un  sereno,  al  cual  increpó,  en 
vez  de  obedecerlo,  con  frases  indecoro- 
sas y hasta  llegó  á acoraelerie  dándole 
de  bofetadas  y cogiendo  la  lanza  para  ar- 
rebatársela, basta  que  al  fin  se  togriíi  con- 
ducirlo detenido. 

Laliíjcado  el  iiecbo  de  alentado  contra 


CQ  Ú..t.;Jr.n  ' fluhTC  (ieci 

c? m'"  “¡y  irnlivíduüdel  Avon 

íiic  alcaldes,  tes  lerrienlís  d 

des  un  m tic  Itarrioson  autorida 

Eicmr^  í delegadas  los  re 
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un  agente  de  la  autoridad  durante  el 
ejercicio  de  su  cargo,  poniendo  en  él  las 
manos,  y declarando  que  no  era  aplica- 
ble al  caso  actual  la  circunstancia  ate- 
nuante de  embriaguez,  según  e!  párrafo 
último  del  art.  264  del  Código  penal, 
condenó  á Manuel  Rodríguez  Dávalos  á 
dos  años,  once  meses  y once  días  de  pri- 
sión correccional,  multa  de  loO  pesetas 
y [as  costas. 

Interpuesto  recurso  de  casación  fun- 
dado en  los  casos  3.°  y 5.°  del  art.  798  y 
en  la  infracción  de  los  arts.  203  á 205, 
60'i,  83  y circunstancia  atenuante  6.“ 
del  art.  9.“,  es  estimado  en  parle  en  es- 
tos términos: 

«Considerando  que,  segiin  el  art.  2C3  del 
Código  penal  en  su  núm.  2.°,  incurren  en 
atentado  los  que  acometen  á la  autoridad  ó 
á sus  agentes,  ó emplean  fuerza  contra  ellos, 
ó los  intimidan  gravemente,  ó les  hacen  re- 
sistencia grave  cuando  se  hallan  ejerciemlo 
las  funciones  de  su  cargo  o con  ocasión  de 
ella.'i. 

«rCouáiderando  que  Manuel  Rodríguez  Da- 
valas ai  acometer  al  sereno  Luis  Sol  y Gar- 
cía, dándole  de  bofetadas  y luchando  para 
arrancarle  la  lanza,  ha  cometido  el  expre- 
sado delito;  porque  cualquiera  que  sea  la 
agresión  6 la  fuerza  que  se  haya  ejercido 
sobre  los  agentes  de  la  autoridad,  basta  para 
definirlo; 

«Considerando  que,  cuando  la  agresión 
existe,  pero  no  se  verifica  é mano  armada, 
como  ha  sucedido  en  el  heclio  de  autos, 
debe  penarse  con  arreglo  á lo  dispuesto  en 
el  último  párrafo  del  art.  20)4,  según  así  lo 
ha  apreéiailü  la  Sala  sentenciadora; 

«Considerando , sin  embargo,  que  si  bien 
se  establece  en  el  último  párrafo  del  artículo 
citado  que  la  pena  en  su  caso  se  ha  de  im- 
poner en  el  grado  máximo,  refiriéndose  á la 
señalaila  en  el  que  le  precede,  estonoexclu- 
ye  que  .se  divida  en  tres  períodos  iguales, 
aplicándola  en  el  grado  corre.spondiente,  Lo- 
mando en  cuéntalas  circunstancias  atenuan- 
tes y agravantes,  según  lo  dispuesto  en  los 
artículos  82  y 83  del  Código  penal; 

«Considerando  que  la  Sala  de  lo  criminal, 
admitiendo  como  jjrobada  la  circo  instancia 
áteriuante  h.'*’  dei  art.  9.°  al  prescindir  de 
e.se  jirincipio  de  aplicación  general,  .supo- 
niendo que  se  halla  limitado  en  el  último 
párrafo  del  art.  204  y condenando  al  proce- 
sado á una  pena  t ue  tra.spasa  los  límites  del 
grado  mínimo  de  la  misma,  ha  incurrido  en 


error  de  derecho  ó ínfrirgído  el  art.  83  qué 
á este  propósito  se  citó  (1); 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  liá  lugar  a!  recurso  interpuesto, 
(basamos  y anulamos  la  expresada  .sentencia 
dictada  por  la  Sala  de  lo  criminal  de  ia  Au- 
diencia de  Sevilla,  en  cuanto  por  ella  le  fué 
impuesta  una  canlidari  de  pena  superior  A la 
que  correspondía.»  (Sciit.  S octubre  1S74. 
— G’uc.  H noviembre,  pág.  i y".) 

NXXVllI.  Atentado  á la  autoridad, 
poniendo  manos  en  ella.  Es  ajdicable  el 
íií7íc«/o  264,  y no  el  265.  Penalidad. 

En  las  primeras  horas  de  la  noche 
de!  30  de  diciembre  de  1872,  con  moti- 
vo de  haberse  suscitado  una  quituera 
entre  Francisco  Adarve  y Miguel  Her- 
nández, vecinos  del  barrio  de  la  Alham- 
bra,  en  la  ciudad  de  Granada,  acudie- 
ron el  alcalde  de  Viznar,  el  teniente  al- 
calde y un  regidor;  y al  preguntar  estos 
a!  Adarve  por  lo  ocurrido  , principió  á 
insultarlos,  dando  un  palo  eii  un  in  m- 


(!)  Está  conforme  esta  iloclrinu  con  nuestro 
comentario  sobre  el  úHivio  considerando  do  la 
sentencia  de  26  de  abril  de  1872  (pág  71).  Lo 
mismo  en  el  caso  del  art.  90  que  en  el  del  úl- 
timo párrafo  del  art.  264  y que  en  otros  en  que 
£e  señala  el  grado  máximo  de  una  pena,  no  ha- 
cen en  rigor  sino  establecer  una  penalidad  espe- 
cial, ü sea  una  pena  nueva,  á la  que  deben  ser 
aplicables  todos  los  principios  de  atenuación  6 
agravación,  según  las  circunstancias  que  con- 
curran. Por  eso,  pues,  dice  nceríadaiiieiite  til 
Tribunal  tSuiirerno  que  en  el  caso  del  recurso 
es  apreciable  la  eircunstancia  aleniiante  de  em- 
briaguez y que  ha  debido  iiujioiier.'re  el  grado 
iníniinode  la  penalidad  í(m‘  .señala  el  ültiino 
jíárrafo  del  eilado  art,  El  autor  de  e.ste 

lUccionario.  que  lo  ha  ententlído  así,  ba  coni- 
prenditlo  en  la  Tabla  siiuipiiea  du  presidio  (ó 
prisión)  oi>rrecci(jnril,  juig.  273,  la  pena  de  (Ira- 
do máximo  del  presiiiio  correreitinnl  en  sus 
grados  mininiü  y medio  con  relación  á dichos 
párrafo  y arlícuio.  y al  648,  párrafo  2."  del  nú- 
mero i.**  Con  la  división  de  la  iiiisiiia  en  tres 
grados  para  su  aplicación,  según  las  circunstan- 
lanciaB, 

Pero  no  obstante  que  la  Audtennia  declaró 
que  no  era  aiireciablo  la  ciicnnsiancia  atenuan- 
te de  embriaguez  en  su  aplicación  al  último 
párrafo  ibd  art,  204,  es  lu  cierto  ([ue  apUcú  la 
pena  como  sí  i a hubiera  apreciado,  de  manora 
que  no  iial lamas  exacto  que  traspasóse  l(>s  lími- 
tes del  grado  minimo,  que  eutnprende  cíesf/tí  dos 
años,  once  meses  y once  dias  á tres  años,  cua- 
tro meses  y sieto  dias  (véase  nue.slra  Tabla), 
pues  que  no  pudo  imponer  ni  un  dia  menos  do 
lo  que  impuso. 
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hro  ai  alcal'íe  y dos  al  teniente,  abalan- 
zándose á éíie  para  quitarle  una  escope- 
ta que  llevaba,  dejándole  caer  al  suelo, 
continuando  después  insultándolos  has- 
ta que  fue  conducido  al  arresto,  habien- 
do inferido  al  teniente  alcalde  uno  heri- 
da contusa  en  el  parietal  izquierdo. 

La  Sala,  declarando  que  el  hecho  cons- 
lituia  el  delito  de  atentado  ó la  autori- 
dad,^dei  que  era  autor  Francisco  Adar- 
ve Sánchez,  con  la  circunstancia  ate- 
Xiuaiite  de  embriaguez  no  habitual,  le 
condenó  en  la  pena  de  dos  anos,  cuatro 
inese.s  y un  día  de  prisión  correccional, 
coa  su  accesoria  y pago  de  costas. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  pro- 
cesado recurso  de  casación  y 710  es  esti- 
ma c/ o. 


f... ..CoD.sideraDdo  que  Ja  pena  señalada  al 
delito  en  dicho  art.  '2(>i  es  la  de  prÍMíou  cot* 
Teccional  en  su  gratío  medio  á pnsio7i  ma- 
ijor  en  sagrado  niíniiiií-;  v que  en  su  vir- 
lud,  habitíiido  sido  condenado  el  reo  á la  de 
dos  anos,  cuatro  [iieses  y un  dia  de  prisión 
correccional,  grado  iníninio,  en  atención  á 
haber  cnncurrído  la  círcuustuncia  atruuan- 
te  fie  eriibriagnez,  no  ha  incurrido  la  expre* 
sana  Sala  en  el  error  de  derecho  á que  se 
reliere  el  nún).  3."  did  arf.  798  de  la  Ley 
de  Loj.  critn.,  ni  infringido  los  artícu- 
los 263  y 265  del  referido  Código  cítado.s  por 
el  recurrente  ftj.»  (Scnt.  13  octubre  1S74. 
— Oac.  28  noviembre,  pág.  20 i.} 


I 


. ■ -’líds  sobi'e  la  pc7ialidad  del 

Wimo  pdr7'üfo  del  arí.  26 1. 

Se  comete  error  de  derecho  compren- 
dido en  el  núrn.  5.°_d(d  arl.  79S  de  la 
1-ey  de  Enj.^crim. , imponiendo  única- 
mente dos  años,  cuatro  meses  y un  dia 


(1>  Este  caso,  comparado  con  el  anterior 
que  contiene  la  sentencia  de  8 de  octubre  none 
n líí- desproporción  que  existe’ en  la 

ítuio  !.Ob  dos  casos  son  análogos  mn 

aícaíd^mm'^l  """"  ¿ un 

alcaj  le  que  a un  sereno  que  es  a?enle  subalier- 

no,  y sin  embarfío.  habiendo  de  aplicar  en  su 
a ícuio“rf“  del  últimoS^árrafo  de^ 

amboseLos  nní 

forni-,  Vibla  de  la  pás;.  273  y se 

Incunveriieiitesqueiri- 

do  io  ,U3  allí  Velamos  ' 


de  prisión  correccional  por  el  íiientado 
comprendido  en  el  último  párrafo  dn] 
artículo  26Í  del  Código  penal,  }iorque 
la  pena  que  señala  principita  en  dos  afins, 
once  meses  y quince  dias  p).  (Sent  2o 
octubro  1874.  — Gac.  3 diciembre,  j)á., 
giua  !¿12 ) 

XL.  Amenazas  d agen  Ies  de  la  auto- 
ridad fuera  del  ejercicio  de  sus  cargos. 

No  deben  confundirse  las  amenazas 
que  se  hacen  á un  agente  de  la  autori- 
dad en  ejercicio  de  sus  funciones  coa 
las  que  se  hacen  a los  agentes  sin  rela- 
ción al  cargo  que  ejercen,  pues  en  este 
caso  no  constituyen  atentado,  (Sent.  de 
casación  28  octubre  1874,— GTjc.  3 
diciembre,  pág.  2!  o.) 

XLÍ.  No  existe  atentado  ni  desacato 
sino  relat>va7ne7tte  á funcionarios  con 
carácter  ;jííí/('co  eirianando  del  Gobierno 
co7isiiiuido . 

Así  se  establece  con  motivo  de  reyerta, 
en  que  ostentaba  carácter  de  agente,  An- 
tonio García  Lara,  en  la  tarde  del  iíG  de 
junio  de  1873  en  Granada. 

«Con.sÍderani]o  que  para  que  puedan  te- 
ner exacta  aplicaciun  legal  Jas  disposiíuones 
coDteiiida.c  etj  los  capítuio.s  4.*^,  5/’  y 6.“  dei 
título  II,  lih.  n del  Lúdigo,  es  Condición  e.*;- 
pcciaj  é indeclmable  que  las  ofensas  de  he- 
cho ó de  palabra  inferidas  ó la  aulorúlad  ó á 
sus  agentes,  y que  cunstituyan  los  delitos  de 
alenlado  ó desacato,  se  dirijíran  á la.s  perso- 
nas que  se  hallen  revestidas  de  tal  carácter 
publico,  emanando  del  Gobierno  It'ffilinja- 
menleeoiislituido: 

Considerando  que  careciendo  de  tal  inves- 
tidura el  recurrente,  cuyas  funciones  proce- 
diau  de  no  inovimieiilo  revolucionario,  hay 
que  calificar  sus  actos  como  Jos  de  un  .siin- 
(W.  parljcular  sin  caráclfir  alf-uno  i.úlilico...» 

í á juez  muyxicipal:  es 

autoridad  de  ¡unciones  permanentes. 

Los  jueces  municipales  ejercen  fun- 
ücr.  pcn/iíiníf/iííí  en  cualíiuiera  parte 
<le  la  demarcación  de  su  ilislrilo,  y con- 

<1¡«!  y once 
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siguientemente  cometen  ít  lenta  do  los 
que  les  insulian  ó acometen  ó desobede- 
cen gravemente  etc. , aunque  el  delito 
tenga  efecto  en  la  era  del  juez  munici- 
pal donde  se  presentó  como  tal  juez. 
íSent.  17  noviembre  1874.  — Gac.  18 
enero,  pág.  5.) 

XLÍU.  Lo  que  constituye  el  alentado 
(i  la  autoridad.  Alcaldes  de  barrio. 

En  causa  sobre  alentado  á un  alcalde 
de  barrio  se  declara  no  baberáe  cometi- 
do en  Id  sentencia  el  error  de  derecho  3.® 
del  art.  7b8,  ni  la  infracción  de  los  21Í.3 
y 204  del  Código  penal. 

«Considerando  que  si  el  procesado  acome- 
tió á la  autoridad,  armándose  rd  efecto  de 
una  piedra,  poniendo  iiiíinos  en  la  misma, 
niaitralándolu  en  fin  de  palahr  i y obra,  es  in- 
dLuiai)le  que  este  lieclio  complejo  constituye 
el  delito  (le  atentado,  poríjue  concurren  va- 
rias c¡rcunstancia.s,  de  las  que  se  requieren 
para  calificarlo  cuando  una  de  ellas  bastaría 
á ese  propí^isíto,  según  los  arlículos  ciladus 
combiuados  entre  sí;  y por  con-siguieute  la 
Sala  sentenciailora  no  ha  incurrido  en  el 
error  de  derecho  que  se  supone.»  (Scnl.  27 
noviembre  1874.  — Gac.  23  enero,  pág.  iíi.) 

XLIV,  Penalidad  del  último  párrafo 
del  art.  2(54:  Grado  máximo  de  la  pri- 
sión correccional  en  su  grado  mininio  al 
medio:  Su  división  en  grados. 

Dividida  la  pena  de  prisión  correccio- 
nal en  su  grado  mínimo  al  medio  en 
tres  períodos  iguales,  según  dispone  eí 
artículo  83,  el  período  del  grodo  máximo 
comprende  desde  dos  años,  once  meses 
y once  dias  á cuatro  años  y dos  meses, 
ion  forme  á la  Tabla  demos!  ral  iva  ded  ar- 
tículo 97;  y habiendo  de  aplicarse  el  úl- 
timo párrafo  del  art.  264  con  la  con-  . 
currencia  de  una  circunstancia  atenuan- 
te, sin  ninguna  agravante,  no  se  infrin- 
ge impeniendo  tres  años  de  prijion 
correccional  comprendidos  en  el  mínimo 
del  grado  máximo.  Así  lo  consigna  el 
Tribunal  Supremo  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  eii  causa 
contra  Antonio  Verzal : 


per:;i  irii puesta  en  el  máximo  de  estos,  coa 
arreglo  al  art.  264  del  Código  oportuna- 
meuLe  aplicado  por  la  Sala  seiilenciadora: 

CüiLsiiieraiuIo  que  dividida  la  mencionada 
pena  en  tres  periudos  iguales,  según  se  dü- 
poue  en  el  art.  83,  el  tercer  período  que 
coustitiiye  el  grado  má.vimo  con» prende  des- 
de dos  anos,  once  meses  y once  dia.s  á cua- 
tro arios  y dos  meses  conforme  á la  Tabla  de- 
mostrativa del  art.  97 : 

Considera íiilo  que  la  Sala,  al  imponer  al 
recurrenttí  la  pena  de  tres  añii.s  do  prisioa 
correccional  q-ie  es  el  mínimo  del  grado  rná  - 
xiiiu),  se  ha  ajustado  á las  di.sposícinues  de 
ios  mencionados  nrl ¡culos,  y por  lo  tanto  no 
ha  cometido  el  error  de  derecho  ni  la  iitlVac- 
cion  fie  ley  que  en  el  recurso  .se  aEgm.» 
(Sent.  27  noviembre  1874. — Gac.  23  ene- 
ro, pág.  19.) 

XLV.  División  en  tres  grados  de  la 
pena  de  presidio  correccional  en  su  grado 
7nedio  d presidio  mayor  en  el  rninimo, 
que  se  señóla  eit  el  párrafo  I.*’  del  artí- 
culo 264,  conforme  al  83.  ¿Que  periodo 
de  liempo  cojuprende  el  grado  máximo  do 
la  prisión  correccional  en  su  grado  me- 
dio á la  prisión  mayor  en  el  rninimo''} 

En  causa  por  alentado  y lesiones  gra- 
ves á un  sereno  de  Ahíoy,  declaró  en  de- 
finitiva la  Sala  de  la  AtJiliencia  do  Va- 


lencia que  los  hechos  constituían  los  de- 
litos de  atentado  y lesiones  graves,  de  los 
quo  era  autor  José  Cortés,  con  la  cir- 
cunstancia at(ííiuante  de  obcecación  y ar- 
rebato, y haciendo  aplicación  de  los  ar- 
tículos 261,  núm.  1.‘';  43!,  num.  5.**; 
90,  92,  regia  2 02,  18,  28  y 124  de! 

Código  penal , condenó  al  mismo  en  la 
pena  de  seis  años  y dos  meses  de  prisión 
mayor,  con  su  accesoria,  multa  de  1.000 
líeselas  con  77  de  indemnización  al  le- 


sionado y pago  de  costas. 

(jontra  este-  fallo  interpuso  ol  proce- 
sado recurso  de  casación  fundado  en  el 
caso  o ”,  art.  798,  Ley  de  Enj.  crim.,  y 
citando  como  infringido  el  82  en  su 
caso  2.^^  del  Código  pena!  pomo  haberse 
apreciado  la  circunstancia  atenuante. 
El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso: 


«Considerando  que  la  pena  correspondien- 
te al  delito  de  atentado  potiiendo  manos  en 
los  agentes  de  la  autoridad  es  la  de  prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo  al  medio; 


«Considerauilo  que  cuando  el  liccho objeto 
del  prucedimieuto  con.stiluye  dos  delitos, 
como  sucede  en  la  presente  causa,  debe  im- 
ponerse la  pena  correspondiente  al  mayor  de 
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ellos  en  e!  grado  máximo,  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  el  art.  90  del  Código: 

((Ooíisíderando  que,  en  el  caso  de  que  la 
pena  señahida  for  la  ley  no  se  componga  de 
tres  grados,  los  Tribunales  deben  aplicar  las 
reglas  del  art,  dediclio  Código,  dividien- 
da  en  tres  períodos  iguales  e)  Uempo  que 
comprenda  la  pena  impuesta,  formando  un 
grado  de  cada  uno  de  los  tres  períodos, 
como  se  proviene  en  el  art.  83: 

cCoD.siderando  que  la  Sala  sentenciadora 
tuvo  presentes  y aplicó  estas  dispO'íiciones; 
puesto  que  constituyendo  en  el  caso  actual 
en  el  arado  máximo  de  la  pena  señalada  a! 
delito  de  atentado  en  el  párrafo  l.°  del  arlí- 
culo  264  el  período  de  seis  años,  un  mes  y 
once  dias  á ocho  años  de  prisión  mayor,  sólo 
condenó  al  procesado  á seis  años  y dos  me- 
ses de  diciia  prisión , en  atención  á la  circuns- 
tancia atenuante  de  haber  obrado  aquel  con 
obcecación  y arrebato,  y que  por  lo  mismo 
EO  incurrió  en  el  error  de  derecho  lí  que  se 
refiere  el  núm.  5.“  de!  arí.  798  de  la  Ley  del 
procedimiento  criminal,  ni  infringió  el  artí- 
culo 8-2,  en  su  caso  2.“,  del  Código,  citados 
por  el  recurrente.»  {Sent.  30 enero  1875.— 
Gac,  31  marzo,  pág.  79.) 

Un  brevG  comentario. 

El  fallo  inserto  no  debe  pasar  desaper- 

ciidilo  por  la  doctrina  que  se  desprende 

del  ultimo  considerando  respecto  á la  di- 

vi.sion  de  la  pena  e.siahlecida  en  el  párrafo 

pri inero  del  art.  Í20i,  que  es  «prisión  co?'- 

Tccciüfiül  cíi  5ÍÍ  grado  m^dio  á prisiofi 

?/í(íí/ur  en  su  grado  fninimoT»  compuesta 

como  se  vé  de  tres  grados  de  dos  distin- 
tas penas. 

E-tq  penalidad  y otros  análogas  que  se 
emplean  en  dislinlos  artículos  del  Co- 
digo,  ó está  de  lleno  comprendida,  para 
?u  división  en  grados,  en  la  regla  del 
íin.  «0  ó no  tiene  una  de  las  formas  de 
peniiiidad  firevi.-;ta  en  el  libro  1 del  Có- 
( ipc  (I).  Si  lo  primero,  no  hav  cuestión* 


íl»  La  pnruT  óe  prisión  correccional  en  su 
9* apo  inedia  a presidio  mayor  en  el  mínimo 

lín  conforme  á !a  regla  del  ar- 

imuiü  f7..^rjDS  da  osle  resultado;  Toda  la  pena- 

y Uf  dia  á ocho  año.' 


* j 'L'niuun 

TaUal" ',rÍ'4“  a'"™' 


todo  el  tiempo  que  comprende  la  pona  se 
distribuye  en  tres  periodos  iguales  para 
su  aplicación,  según  las  circunstancias 
que  concurran.  Supuesto  lo  segundo,  es 
cuestionable,  si  conforme  al  último  pár- 
rafo del  art.  98,  la  regla  que  por  analo- 
gía ha  de  aplicarse  es  la  establecida  en  el 
ya  citado  art.  85  ó la  del  primer  párrafo 
del  mismo  art.  98.  ¿Cuál  es  la  que  tiene 
adoptada  la  jurisprudencia? 

Ya  vimos  en  Akrksto  iuayoii,  núme- 
ros X y XIII,  págs.  28  y 365  las  senten- 
cias de  15  de  marzo  de  1871  y 9 de  di- 
ciembre de '1875,  con  nuestro  comen- 
tario á las  mismas.  Con  arreglo  á esta 
sentencia,  la  regla  aplicable  por  ana- 
logía es  la  dfci  art.  98;  de  modo  que  los 
tres  grados  de  dos  distintas  penas  vienen 
á considerarse  como  tres  penas  diferen- 
tes que  nos  dan  ya  medidos  los  grados 
mínimo,  medio  y máximo. 

El  fallo  de  ilO  de  enero  de  1875,  arriba 
inserto, no  resuelvecomo  los  indicados  di- 
recianienle  la  cueslioD,  ni  estaba  llamado 
tampoco  á resolverla;  pero  es  la  verdad 
que  se  parte  en  é!  de!  supuesto  de  la  dis- 
tribución de  dicha  pena  como  beclia  con 
arreglo  al  art.  83;  pues  que  aplicando  la 
regla  de!  art.  98,  el  grado  má;ximo  de  la 
pristan  correccional  en  sit  grado  medio  á 
la  prisión  mayor  en  el  í/iíriwío,  compren- 
de desde  siete  años,  cuatro  meses  y un 
día  á ocdio  años;  y solo  la  regla  dei  ar- 
tículo 85  es  la  que  nos  dá  por  resultado 
en  el  grado  máximo  de  dicha  penalidad 
los  seis  años,  un  mes  y once  dias  á ocho 
años  que  dice  el  considerando  aludido 
uel  fallo  á*i  30  de  enero. 

T V son  defectuosas,  el 

inhunal  llamado  por  su  ciencia  y su 

rapeta  hil  i dad  á formar  la  jurispruden- 
cia, debía  poner  mucho  mayor  esmero  en 
evitar  estas  y otras  contradicciones  que 
pueden  dar  ocasión  á nuevos  recursos  y á 
nuevas  casaciones  con  desprestigio  de  los 
Iribunales  superiores. 

XL\  L No  hay  necesidad  de  que  el 
rtfen/arfo  contra  agente  de  la  auloridad 
tga  vgai  en  el  acto  de  ejercer  sus  fun^ 

^eUas^'  con  ocas  ton  ó motivo  de 

Interpuesto  recurso  de  casación  fun- 
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dado  en  que  al  tener  lugar  el  suceso  de 
autos  contra  un  sereno  no  ejercía  éste 
su  OÍ! cío  ó cargo,  se  declara  no  haber 
lugar; 

«Considerando  que  e!  Iieclio  de  liaher  aco- 
metiiio  a!  .sereno  fue  por  acto  de  las  í'uncío-  i 
nes  del  suceso  ejecutado  en  la  noche  ante-  | 
rior  del  mismo,  y por  lo  tanto  con  ocasión  I 
de  ellas,  por  loque  constituye  el  delito  de  ' 
atentado.»  (Seiit.  5 febrero  1Í175. — Gac.  31 
marzo,  pág.  80.)  ( 

I 

.XLVII.  Lo  que  constituye  el  atenta- 
do á la  autoridad.  , 

Según  el  núrn.  2.'’,  art.  863  del  Códi- 
go penal  el  delito  de  atentado  contra  la 
autoridad , no  sólo  se  constituye  por  el 
acometimiento  ó la  misma  en  ei  ejerci- 
cio actual  de  sus  funciones,  sino  tam- 
bién con  Ocasión  de  ellas,  esto  es,  de  las 
ya  ejercidas  ó que  hayan  de  ejercerse. 
(Seut.  15  febrero  1875. — Gac.  4 abril, 

pág,  87.) 


dora,  el  procesado  Antonio  Albors  y Ferri 
al  dar  una  bofetada  A D.  Francisc  Molió, 
queso  hallaba  en  funciones  de  teniente  de 
alcalde,  y que  como  tal  se  dió  ií  conocer,  co- 
metió el  delito  de  alentado  contra  la  autori- 
dad poniendo  mano.s  en  la  misma,  previsto 

y penado  eii  ios  arls.  2(13  y 2(14  del  Código 
penal  : 

Considerando  que  ai  estimarlo  así  la  Sala 
no  lia  infringido  artículo  alguno  de  dicho 
Código,  _u¡  cometido  por  tanto  el  error  de 
Cíitiíicacion  que  supone  el  recurrente  y á 
que  .se  refiere  el  caso  iiúin.  3.*^  que  cüa  del 
artículo  798  de  la  Ley  de  Cnj.  crini.; 

Y considerando  que  á la  Sala  sentencia- 
dora corresponde  apreciar  cuándo  es  ó no 
iiabtlital  la  embriaguez,  no  sólo  porque  en 
este  caso  da  el  hecho  por  probado,  sino  por- 
que el  art.  9.*  del  citado  Código  deja  á su 
resolución  esta  circunstancia , por  lo  que  es 
visto  que  tampoco  lia  cometido  infracción 
alguna,  ni  se  está  en  el  cinso  5.“  dcl  mencio- 
nado art.  798  (Sent.  15  marzo  1875. — Ga- 
ceta 9 mayo,  pág.  106.) 


XLYÍIÍ.  Atentado  contra  la  autori- 
dad poniendo  manos  en  la  misma  sin  cir- 
cunstancias apreciahles.  Calificación  y 
penalidad. 

Caüricado,  como  queda  dicho  en  el 
epígrafe,  el  heclio  de  haber  dado  una 
bofetada  á un  teniente  alcalde,  la  Sala 
de  lo  crimina!  de  Valencia  condenó  ai 
procesado  á cuatro  años,  dos  meses  y un  - 
dia  de  prisión  correccional , multa  de  í 
500  pesetas  y costas.  El  procesado  Anto- 
nio Albors , interpuso  recurso  de  casa- 
ción que  fundó  en  los  casos  3.'’  y 5.“, 
artículo  798  de  la  Ley  de  Enj.  crim,  de- 
signando como  infringidos  los  689  o 604 
del  Código,  y subsidiariamente  el  9.° 
en  sus  circunstancias  3.%  6.“^  y 7.“,  y el  l 
82  en  su  regla  5.®,  porque  no  constando  ' 
de  la  sentencia  que  el  procesado  hubiese  ¡ 
reconocido  á la  autoridad,  no  cometió  i 
delito,  sino  falta,  y porque  no  se  aprecia- 
ron las  circunstancias  atenuantes  com- 
prendidas en  los  números  citados,  que 
asegura  liaber  concurrido  en  el  hecho, 
ni  se  impuso  la  pena  en  el  grado  corres- 
pondiente. El  Tribunal  Supremo  decla- 
ra no  haber  lugar  al  recurso. 

«(Considerando  que,  dado.s  los  hecíios  que 
se  declaran  probados  por  la  Sala  seotencia- 


XLIX.  El  agentado  rí  juez  munici- 
pal con  Ocasión  del  oficio  d profesión  que 
este  ejerce^  no  por  eso  deja  de  constituir 
el  delito  de  alentado  á la  autoridad,  pero 
deben  apreciarse  las  circunstancias  de 
atenuación  3.“  y 7.“,  por  más  que  tengan 
su  origen  ó fundamento  en  cuestiones  par- 
ticulares ó relacionadas  con  el  oficio  ó 
profesión  del  que  desempeña  la  auto- 
ridad. 

D.  Cárl  os  Aizpiolea,  juez  municipal 
suplente  de  Motril,  era  á la  vez  procu- 
dor  dei  .luzgado  é intervenía  en  unos 
autos  ejecutivos  contra  D.  Felipe  Del- 
mas,  quien  había  convenido  en  la  venta 
de  una  tinca  á condición  de  reintegrar  á 
su  mujer  6.000  rs.  que  se  reservó  en 
ella.  Suponiendo  Delmas  que  Aizpiolea 
retenía  indebidamente  dicha  cantidad 
fue  á su  casa  algunas  veces  para  obte- 
nerla; pero  en  la  mañana  del  26  de  ju- 
nio de  1874,  yendo  Aizpiolea  en  direc- 
ción al  Juzgado,  llevando  el  bastón  de 
autoridad,  recibió  por  la  espalda  un  gol- 
pe en  la  cabeza,  dado  con  un  rewoiver, 
y volviendo  la  cara  se  encontró  con  Del- 
mas que  tenia  en  la  mano  la  referida  ar- 
ma, y el  cual  profirió  insultos  contra  la 
persona  y autoridad  de  aquel,  diciendo, 


■MENTADO  Y DESACATO...  {Jmisp.  penal.; 

COT.Klancia.'!  aleDii.ule.':  casarnos  y anulaino... 
en'  csl«  conceplü  iii  .«.'nlonm  pronuntia- 

(ia,  i.lc.»  (Sciit.  U mayo  lSi.>.— 6oc.  18 
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L.  Injitna  de  palabra  y heclw  d 
un  agenie  de  la  aiilondod  sin  caustirig 
daño  ni  lesión  alguna:  casación  por  apli- 
car indebidamente  los  arts.  y ¿ü'i 

dcl  Código  penal  en  vez  ííf/570. 

Conílena.Jo  Fermin  Hables  por  Ja  au- 
(Jiencia  ile  Granada  en  cuiitro  oñes  de 
prisión  i'orrt.'ccionül  y ni n lia  de  200  pe- 
setas, por  el  delito  de  atentado  «por  ha- 
ber puesto  mano  en  un  agente  de  la  au- 
toridad con  ocasión  de  sus  funciones, 
comprendido  en  el  núm.  2.^  del  arlíi'u- 
lo  2ü3  y casi: gado  en  el  204  sin  circuns- 
tancias atenuantes  ni  agravantes,  é ia- 
terjniesto  recurso  de  casación  fundado 
en  el  núm.  3.”  de!  arl.  7'J8,  Ley  de  Fn- 
uiciaraiento  criminal,  citando  como  in- 
ringido,  en  p^riuier  término,  el  a rite  u- 
lo  2tí3,  porcfue  según  los  hechos  admi- 
tidos y probados  el  recurrente  Dta 
lo  que  se  deíine  en  el  articulo 
en  ninguno  de  sus  dos  números  se 
pena  en  el  siguiente,  el  Tribunal  Su- 
premo casa  y anula  !a  sentencia.» 


3S0 

entre  otras  cosas,  que  se  hacia  la  tal  en 
el  bastón  que  éste  le  presentaba. 

Seguida  la  causa,  la  Sala  (Granado), 
declarando  que  el  beclio  constituía  el 
delito  ríe  alentado  á mano  armada  y po- 
nitriido  manos  en  la  autoridad,  vistos  los 
arts.  203,  20^1,  circunstancias  1.''  y 3.% 
18,  28,  47,  49,  oO,  (»2,  Ci,  regla  1.“  del 
82  y 124  del  Código  penal,  condenó  a 
Del  mas  á cuatro  años,  dos  meses  y un 
dia  de  prisión  correccional  con  sus  ac- 
cesorias, mulla  de  l.OuÜ  pesetas  y pago 
de  costas.  1 oler  puesto  recurso  de  ca>a- 
ctori  por  el  procesailo,  citando  como  in- 
fririgidus  los  arts.  \°  y circunstan- 
cias 3.“  y se  esl  ma  sólo  en  cuanta  á 
la  no  apreciación  de  las  circunstancias 
aienuanies,  Hé  aquí  textualmente  los 
corisiderandos: 

«Cousiderauílo  que  supiiest.is  los  lieclios 
qotí  declaran  probados  la  Sala  seiiteriCiadora 
oe  haber  puotu  Uelrnas  manos  en  .\iz|diileii 
cuando  se  inaniíesfú  como  autoridad  iiiuui- 
cipal,  llevamio  el  bastón  que  la  represtínUiba 
á la  que  Íu.>ulló  l.inibieíi  en  e!  misino  fOn- 
ccplo  coa  las  palabras  depresivas  que  se  rese- 
ñan en  el  primer  resullantlo,  no  ha  coineliiio 
errur  de  derecho  la  Sala  al  calificar  el  liecíio 
como  di'litü  de  atentado  definido  en  el  pár- 
rafo segundo  del  arl.  2(i3  del  Código  penal  y 
castigado  en  el  2d4,  que  (m  aplicado  sin  in- 
fringir el  art.  t.°  del  Código,  que  se  cita  in- 
deludameote  como  piímer  fumlanieuLu  del 
recurso,  porque  ¡as  acciones  de  Delmas,  oli- 
jelo  de  la  causa,  fueron  volunUrias  y penadas 
por  la  ley: 

Consiiterando  que  declarados  también 
probados  en  la  .sentencia  los  lu'chos  de  qi;e 
ei  juez  suplente  de  paz  era  á la  vez  procura- 
dor, que  labia  intervenido  como  tai  en  unos 
autos  ejecutivos  contra  el  priicesado,  origi- 
ná mióse  de  rHclamacíones  en  ti  asunto  de 
delito  de  a'itos,  .son  de  esiimar  las  c¡r(,;i ins- 
tancias alen uiiii tes  3.®  y T.*  del  arl.  9.°  del 
Código,  que  se  han  alegado  como  segundo 
motivo  de  casación,  porque  el  Delniás  no 
lavo  intención  de  causar  un  mal  de  tanta 
grayedad  tutno  el  que  produjo,  olvitlando  e! 
carácter  de  autoridad  que  tenia  el  procura- 
dor, y obró  por  e.slímulos  tan  pOiitírosos,que 
nt'Auriil mente  le  produjeron  arrebato  y ob- 
Cecaciuiv,  al  creer  que  se  le  releuian  tj  000 
reales  pertenecientes  á la  dote  de  su  esjio.sa; 

Fallamos  que  debenio.s  declarar  y decla- 
rarnos haber  lugar  al  recurso  de  casación 
inierpucslo  por  el  motivo  alegado  de  las  cir- 


(f Considerando  que  según  el  art,  263 

del  Código (su  parte  dispositiva.) 

«Cori.^íj dora  mió  que  el  procesado  Fermín 
Hübies  Cüitz.dez  no  lia  ejecutado  ninguno 
de  esos  hech'js  que  en  lus  núms.  1 y 2.° 
del  precitado  art.  2ü3  se  marcan  únicamcu- 
te  como  ('.0115111011  vos  del  delito  de  alen  ludo, 
y que  cousLstieudo  tan  sólo  el  que  ha  per- 
petrado aquel  y mnliviulo  esta  causa  en  lia- 
ber  ofendido  é injuriado  de  hecho  en  la 
oc'ision  áiites  indicada  al  guarda  municipal 
de  Creerá  Apolouio  Simcíiez,  sin  causarle 
lesión  ni  daño  de  Dingiiu  género,  según  apa- 
rece y se  con.->igna,  aunque  de  un  mudo  de- 
masiado vago,  eu  la  sentencia  rccurciila,  es 
indudable  que  se  baila  comprendido  en  el 
artículo  270  del  mismo  Código,  no  pudiendo 
en  su  consecuencia  calificársele  de  alentado: 

Comsiderando,  por  lo  lariLo,  que  la  Sala 
.si'nlenciadura,  ai  calificar  y penar  el  hedió 
de  autos  en  ei  concepto  y de  la  manera  que 
io  ha  verificad  o,  ha  incurrido  eu  el  error  de 
derecho  á que  se  refiere  el  uúiii.  3.°  del  ar- 
tículo 798  de  la  citarla  Ley  de  Enj.  crini.,  é 
infringido,  á la  vez  que  los  arts.  2G3  y 26  4 
del  repelido  Código  penal,  indebidaiuenlu 


Oí? 

V 


ATr.>íTADÜ  Y DESACATO...  (.DiriAj).  pennb. 
a sPii . t‘l  -70  ijol  i como  ontorcs  (?¡n  circiinntpncins  cpro 
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P.nücriíios  en 

riiisiuo,  fpití  lio  Fo  aplicA  .soí:>>q  coiT',  sIhoi- 
ijOi  orí  cl  prc^'  nU  cufo.»  ( Seiit.  2S  mayo 
JST5.— ÍAic.  31  julio,  lüiir.  10.) 


El,  Cvfindo  non  dos  ó viás  los  (tyeitles 
df  1(1  tíHinritiod  conlra  (pticiies  se  comete 
i'í  (ileutüdo^  tío  por  eso  debe  cali  ficarse  el 
/íí'(’/(0,sfjif>  como  un  solo  díditOj  no  tenien- 
do lufiar  en  actos  dilerentes. 

Esla  ilocLrina  stí  coiisijína  en  cansa 


formada  conti';;  Man n el  García  por  ios 
insultos  de  palabra  y de  licclm,  y ame- 
oüZiis  d i ri Jaldos  á los  guardias  civiles  que 
auxiliaban  la  recaudación  de  contribu- 
ciones en  Almendral,  á la  vez  que  dio 
un  bofetón  al  mismo  recauda  flor.  La 
Sala  calilicó  los  insultos  y amenazas  á 
ios  guardias  de  atentado  comprendido 
en  el  último  párrafo  del  art.  204,  penán- 
dole con  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal, multa  de  200  pesetas  y accesorias;  y 
además  por  la  falta  en  tres  di  as  de  ar- 
resto. 

Interpuesto  recurso  de  casación  se 
declara  no  baber  lugar  en  cuanto  á la 
calificiicion  del  delito  y penalidad,  y que 
há  liipar,  y se  casa  y anula  la  sentencia 
por  haber' incurrido  en  el  error  de  de- 
recho, núin.  3.°,  art.  7!)8,  é infringido 
el  an.  604  del  Código,  en  cuanto  á cas- 
tigar con  separación  la  falta: 

«Considerando  que  el  haber  dado  el  re- 
currente un  bofetón  al  recaudador  de  contri- 
buciones , según  alirma  la  Sala  en  un  consi- 
ileraiido  sin  cpie  aparezca  de  los  resultandos, 
no  cüustiliiye  una  falta  incidental , sino  el 
mismo  delito  de  atentado  que  se  jiersigne, 
en  atención  á que  iliclio  recaudador  está  re- 
vestido del  carácter  de  agente  de  la  autoridad, 
sin  que  por  ello  seau  dos  los  atentados  por- 
que tuvieran  lugar  en  el  mi.smo  acto  y por  el 
mismo  motivo  ;"y  pur  consiguiente,  al  penar 
como  falla  el  heclio  expresado,  ha  infringido 
la  Silla  el  art.  601.  del  Código,  é ¡ocurrido  eu 
el  err  ir  de  derecho  del  núin.  3.“  del  arlicii- 
lo,  708  de  la  Ley  de  Enj.  crim.»  (Scril.  3 julio 
1875.^ — 6’oc,  5 .setieinhre,  pág.  33.) 


eiable.vl  Basilio  Pérez  y Natalio  Kemero, 
el  primero  en  cuarenta  meses  de  prisión 
correrciona!  y el  segundo  en  ire.s  anos 
de  la  misimi  [ye na  [t),  inlerpusierun  re- 
curso de  casación,  suponiendu  el  cncr 
de  derecho  3,”  del  arl.  768,  pero  td  Tn- 
bunal  Supremo  declara  no  haber  lugar 
por  no  existir  el  error  d'»  derecliu  invo- 
cado. (Sent.  15  noviembre  1875. — 
Giic.  1(1  diciembre,  pag.  116.) 

LUI.  Vos  dtdi  l os  d isíin  ( o.>‘  de  a ten  ta  o'o 
uno  }j  otro  de  dcsacatú , que  deben  penae- 
se  se  parad  ámenle  por  no  íiaberse  conicíioVi 
en  un  solo  acto:  JSo  es  tampoco  aplicalU 
el  ürí.  DO. 

La  Silla  de  lo  cria^LÍiial  de  la  Audien- 
cia de  Granada  en  causa  contra  Antonio 
Luna,  declara  probado  en  su  fallo,  que- 
éste  en  la  larde  del  20  de  diciembre 
de  1874,  dirigiéndose  al  lenieiUe  alcalde 
de  la  villa  de  Coin  i|ue  salió  de  su  cosa 
con  las  insignias  de  autoridad  para  apa- 
ciguar una  riña  , le  desobe  deció,  quitó 
el  bastón  y le  dió  vlos  ó tres  golpes  que 
no  consiguió  le  alcalizasen,  y que  termi- 
nado aquel  hecho  con  la  retirada  de  di- 
cha autoridad,  después  en  otro  distinto 
cuando  el  juez  de  primera  inslaiiciá  se 
constituyó  en  casa  de  Luna  y le  ordenó 
se  diese  preso,  [irorumpió  en  voces  di- 
ciendo que  se  hacia  ia  tal  en  éste  y que 
no  le  obedecía,  cu  vos  dos  hechos  calibeo 

wi 

y penó  dicho  Tribunal  el  primero  como 
alentado  y el  segundo  como  desacato  (2). 

Interpuesto  recurso  de  casación  por  el 
procesado,  fundado  en  el  caso  3.'',ail.  /D8 
Ley  de  Enj.  crim.,  y citando  como  infrin- 
gido el  90,  declara^el  Tribunal  Supremo 
que  no  liá  lugar  al  recurso: 

(cCoustiirTíindo  (jutí  estos  dos^  hechos  lo 
tienen  enlace  ni  conexión  entre  sí,  poniiieno 
se  practicaron  en  nn  solo  acto,  se  dirigierun 
luliferenles  personas  y on  diversas  ocasi*  Des, 


Lll.  Atentado  á agentes  de  (a  autori- 
dad en  funciones  de  su  cargo,  infrien  do- 
lé una  lesión  de-  cnrácler  leve,  que  jué  en- 
fada f7i.  .Síf'íc  dios.  Penahdod  det  úliuno 
párrafo  del  url,  264  del  Código. 

Deíinido  asi  el  delito  y condenados 
Juu,  PiíN. 


(1)  A(dic3dü  el  ullimo  jiarrafo  del  art.  204, 
sin  cireunslaiicias  aprecialdes,  el  {irado  medio 
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(3)  Este  caso,  coniu  se  ve  , es  distinto  nel 

contenido  bajo  el  mini.  L. 
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constíluycndo  además  dos  calificaciones,  ia 
uua  de  a leu  lado  y la  otra  de  desacalo: 

Considerando  que  el  art.  8S  del  Cótlí£;a  pe- 
nal dispone  qne  al  culpable  de  dos  f>  niás 
delitos  ó fallas  se  nnpondrán  todas  las  penas 
.correspondientes  á la.s  diversas  iníracciones: 

Considerando  que  el  art.  90  def  mi.sino  no 
e.s  aplicable  al  caso  presente,  porque  el  re- 
curren le  no  ejecutó  un  solo  hecho  que  cons- 
líl oyese  dos  ó más  delitos,  sino  dos  lieciios 
interrumpidos  contra  personas  distintas,  de 


i los  que  cnila  uno  tiene  su  carácter  y penali- 
■ dad  especial , sin  que  sea  ninguno’ ¡ie  ellos 
medio  necesario  para  cometer  el  otro: 

V considerando  que  no  se  ha  infringido 
; por  la  Saia  sentenciadora  el  art.  £)h  dejániio- 
' le  de  aplicar,  ;qit.sl;índo.se  á lo  en  él  dispnes_ 
to  y al  art.  8S.  por  lo  que  no  procede  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  infracción 
1 de  los  inilicadus  artículos  del  Códíem  penal.),! 

I (Senl.  24  diciembre  1875. — Gac.  IG  ene- 
I ro  1870,  pág.  31 .)  ' 


C. 


ClRCUHSTñHClAS.  Según  que  sean 
eximentes  ó a temíanlos  ó agravantes  Jas 
circunstancias  que  concurren  en  los  de- 
litos, la  ley  establece  reglas  para  la  apli- 
cación íle  las  penas,  alendicMido  á su  na- 
turaleza, á su  calidad,  á su  número. 

Hemos  hablado  de  las  circunstancias 
en  general  en  Ja  pág.  51,  y ahí.  núme- 
ros l al  IV  y en  el  XXll , hemos  indica- 
do también  los  inconvenientes  del  seña- 
lamiento de  penas  fraccionadas  para  el 
castigo  de  los  delitos,  por  las  dificultades 
de  la  división  en  grados  y del  suhfraC' 
cionamicnto  en  su  caso.  Algunas  dudas 
ha  resuelto  ya  ia  Jurisprudencia,  como 
puede  verse  en  los  XXXV  casos  allí  con- 
tenidos y en  ios  demá.s  artículos  de  esta 
obra;  pero  e-slamos  todavía  muy  lejos  de 
haber  llegado  á fijar  ta  verdadera  inte- 
ligencia de  la  ley.  Pejando  para  los  tres 
artículos  que  siguen  todos  los  casos 
que  especialmente  corresponden  ó cada 
uno,  hé  aquí  otros  dos  sobre  concur- 
rencia de  circunstancias  atenuantes  v 

agravantes  y su  manera  de  conipen- 
íacion.  ^ 


^ » J V .1 


Cioncur7'‘eiici(i  de  cuatro  cít- 
ciinslancifijf  utenininles  ron  uno  agravan- 
tC.  i\o  es  aplicable  en  este  caso  el  des- 
censo de  pena  prevenido  en  la  rea  la  o"' 
del  íiri.  b2.  J • 

Rn  causa  per  homicidio,  suponiendo 
el  procesado  infringida  la  regla  5.’  del 
ariiculo  82  porque  no  se.  aplicó,  babioti- 

dü  concurrido  cuatro  circunstancias  ale- 
antes y una  sola  agravante,  deciara  el 


Tribunal  Supremo  que  no  há  lugar  al 
recurso. 

«Considerando  que  aunque  cuando  en  un 
hecho  concurren  ilqs  ó más  círcuústancia.s 
aleíiuaiiltís  muy  calificadas  debe  iniponerse 
la  pena  inmediaiamente  inferior  á la  señala- 
da por  la  ley  en  el  grado  qne  sea  proceden- 
te según  el  número  y entidad  (ic  las  mismas, 
no  es  apliCfihhí  este  beneficio  á ios  culpables, 
conourrierulo  á la  vez  alguna  agravante  eii 
conformidad  á la  regla  5.“  del  art.  82  ' 


«Considera iido  que  en  e!  caso  de  autos  se 
lian  tístifiiado  en  el  veredicto  cuatro  circuns- 
tancias a ten  lian  tes  y una  agravante;  y por  ¡o 
lauto,  habiéndose  aplicado  por  el  Tribunal 
del  jurado  la  pena  de  la  ley  correspon fílente 
al  ibdito  en  el  grado  míniino,  no  su  ha  in- 
currido en  error  comprendido  en  el  número 
3.  del  art.  80G  de  la  Ley  de  Enj.  criin.,  ni 
infringido  el  art.  70  iii  regla  5,*^  del  82  del 
Código  citarlo.»  (Sciií.  9 febrero  1S74, — 
Gac.  6 mayo,  pág,  12i.) 


Coinpensncioti  de  cii'cuns- 
tanaas  agnivanles  con  atemianles.  Puede 
ser^  tal  el  valor  de  esta  última  que  des- 
virtúe el  de  la  primera,  segnn  el  caso 
de  los  arls.  81  w 85. 

En  causa  sobre  injurias  á la  aulori- 

ad, declaró  la  Audiencia  de  Madrid  nne 
era  autor  Juan  Marcial  Navarro  coti  la 
circunslancía  atenuante  de  arrebato  y 
obcecacioQ,  y la  agravante  de  haber  sido 
ca.>ngado  anteriormente  por  delito  á que 
impone  mayor  pena,  condenándo- 
en  os  meses  y un  día  de  arre.sfo  ma- 
yor con  su  accesoria  y pago  de  costas, 
nporiiendo  el  procesado  que  la  cir- 


CiRClTNSTAT^CIAS  EXIMENTES.  [Jurisp.  penal). 


ciinstoncia  atenuante  tenia  más  valor,  y 
que  por  lo  mismo  debió  imponerse  la 
nena  on  el  grado  mínimo,  interpuso  re- 
curso de  casación,  ci lando  rumo  infrin- 
gidos el  caso  á.®  de  los  arls.  81  y 82; 
pero  el  Tribunal  Supremo  declara  no 
luiber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  si  bien  al  compensar 
una  circunstancia  atenuante  con  otra  agra- 
vaiite  puede  preponderar  la  fuerza  de  la  pri- 
mera sol)ro  la  de  !a  segunda  basta  el  punto 
de  buscar  la  proporción  de  la  pena  en  el  gra- 
do mínimo,  no  debe  estimarse  así  en  el  caso 
presente,  por  cuanto  la  atenuación  resultan- 
te de  los  lieclios  admitidos  no  es  superior  á 
la  agravación  nacida  de  la  penalidad  ante- 
rior, que  siendo  más  alta,  é impuesta  por  un 
delito  análogo  de  resistencia  á la  guardia  ci- 
TÜ,  liié  insuiiciente  para  corregir  al  recur- 
rente: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora, impoDÍeiido  la  pena  en  el  grado 
medio,  compeijsó  racionalmente  las  circuns- 
laucias  del  delito  y no  infringió  la  regla  4.'^, 
arl.  82.  fie!  Código  penal » (Sent.  110  di- 

ciembre IS74. — Gao,  14fehri‘ro,  pág.  50.) 

CIRCUNSTANCIAS  EXlIlfiENTtS  DE  RES- 
PONSABILIDAD CRIMINAL.  Hemos  visto 
en  la  pag.  ;f8  cuáles  son  éstas,  y reuni- 
do XIX  casos  de  jurisprudencia  que  aquí 
vamos  á ampliar  con  otros. 

XX.  Exención  de  responsahilidnd  de 
homicidio  en  prepia  defensa,  por  con- 
cunir  las  tres  circimstancias  (jue  exige 
el  núm.  4.°,  iirt.  8.°  del  Código  penal: 
Cosacxoih  de  senlemyia  por  no  haber  esti- 
7nado  la  ronatrrencia  de  la  necesidad  ra- 
cional deí  medio  empleado  para  impedir 
6 repeler  la  agresión  (1). 

El  guarda  particular  y jurado  del  cam- 
po, Francisco  Lucía,  queriendo  infor- 
niarsé  de  quién  era  un  ganado  que  en- 
contró dentro  de  una  heredad  de  trigo, 
se  lo  preguntó  al  pastor,  quien  negándose 
ó darle  1-j.s  noticias  que  le  eran  necesa- 
rias para  la  denuncia,  quiso  acometer  al 
guarda.  Este  se  vio  precisado  á disparar 
a pscnpela  y mató  ai  pastor. 

El  juez  de  primera  instancia  dictó 


sentencia  de  libre  absolución,  pero  la 
Audiencia  de  Zaragoza  declarando  que 
el  bfcbo  constituía  el  delito  de  homic.idio, 
del  que  era  autor  Francisco  Lucía,  con 
las  circunstancias  de  agresión  ilegítima 
por  parte  del  ofendido  y falla  de.  provo- 
cación por  la  del  ofensor,  condenó  al 
Lucía  on  cuatro  años  de  prisión  correc- 
cional con  su  accesoria,  á la  indemniza- 
ción de  l .000  pesetas  y costas,  declarán- 
dole comprendido  en  el  beiuTicio  del  l\eal 
decre.to  de  9 de  octubre  de  185")  (1). 

Interpuesto  recurso  de  casación  fun- 
dado en  ios  casos  1.°,  o.®  y r>.”  del  ar- 
tículo 4.”,  ley  de  casación,  y citando  en- 
tre otras  infracciones  la  de  la  circuns- 
tancia 2.'^  del  caso  4.”  del  art.  toda 
vez  que  el  procesado  usó  del  único  me- 
dio que  á su  alcance  estaba  para  repeler 
la  agresión,  le  estima  el  Tribunal  Supre- 
mo casando  y anulando  la  sentencia.  Hé 
aquí  los  considerandos  donde  también 
se  consignan  los  beclins. 


«Considt'rando  que  de  los  fundainenlos  de 
liecbo  aceptado  y ileclarados  como  jirobtidos 
por  la  Silla  do  lo  eriruiiial  de  la  .Audiencia  de 
Zaragoza  constn  que  el  pastor  Miguel  Ca.sti]io 
se  dirigió  coulra  Francisco  biuu'a  en  ademan 
amenazador,  llevando  pendiiuite  en  el  brazo 
iz(|iiicrdo  el  cayado  y ron  dos  piedras  en  las 
manos;  que  efCastiilo,  á pesar  de  haberle 
dado  e!  Lucía  la  voz  de  alto  por  tres  veces 
apuntándolo  con  la  escopeta,  aproximó  A 
tdla  liíiíta  ca.-íi  locarla  , y que  Ift  revocó  para 
que  le  tirase  y matase,  pues  do  otra  manera 
ól  seria  quien  lo  hiciese: 

«Con  si  de  ramio  que  asimismo  consta  pro- 
bado que  los  te.stigns  presenciales  Francisco 
Simón , r.isciiai  García , Pioqiie  Rea , su  es- 
posa Concepción  García  y Ana  María  Izquier- 
do confirman  respectivamente  io  que  afirma 
e!  proce.sado  en  sn  declaración  indagatoria 
respecto  de  !a  agre.sion  que  se  le  iiiitrió  y 
necesidad  que  tuvo  de  ejeciilar  en  su  delen- 
sa  el  acto  que  practicó  de  disparar,  causando 

la  muerte  que  produjo: 

«Considerando  que  por  lo  que  de  dicIio.s 
precedentes  resulta  no  puede  tiióiios  de  apro- 
ciar.stí  que,  ademas  de  las  dos  circunstancias 
que  ha  aceptado  la  Sala  sentenciadora,  con- 
curre tiuubieu  ia  de  liafter  existido  la  necesi- 
dad racional  del  medio  empleado  para  impe- 


(1)  Sobre  l;i  circunstancia  4. \ 6 caso  4.“  i)cl 
ari.  8.".  consúltense  los  nüms.  lil  y siguientes 
ítl  IX,  ]uig.  tío. 


(1)  V.  Abono  de  ua  PiusioN  si-i-iunA  en  b pá- 
gina 1 y su  nota. 


dirú  re.nelcr  la  agresión  ik-pílima;  y que  ei 

rcí'Ufí'ü  éti  c*n  iio  hQl)6r¡>€  ApruíJiido 

esta  circufiítanda  ; por  lo  que  es  pro- 

ce'.ienle  ron  arreglo  a !a  jev  en  la  manera 
que  viene  )nl>:r[uiüi-lo.»  {Scnt.  9 marzo 
187J.  — 6'a.;.  b jmiío , [lág.  IGl.) 

XXL  Coexistencia  necesaria  de  las 
tres  circunsluneias  del  núm.  4.*’  del  ur~ 
lieuln  S."'  /atra  que  proceda  la  exención 
de  responsabilidad,  j4^j/ít’fiCÍ0íí  en  su  caso 

dtí  art.  87* 

La  exención  ile  responsakilidaíl  cri- 
minal esiíihlecida  en  el  núni.  4.“  del  or- 
liculo  8.“  de!  Código  pf  na),  lia  de  tener 
por  fundamenlo  necesario  la  coexisten- 
cia de  las  ires  ciminsuinrias  (jue  en  el 
mismo  se  exigen.  Cuando  sólo  concurre 
el  mayor  número  de  días  no  tiene  lugar 
la  exenciún,  y podrá  tener  aplicación  ja 
rebaja  de  pfnalidad  prescrita  en  ei  ar- 
tículo 87.  (Sent.  12  marzo  1874,  de- 
clarando no  hab^r  luuar  al  recurso  de 
casación  iiilerpueslo  por  Francisco  Au- 
ii.  — Güc.  8 junio,  [lág.  lC6.} 

XXIL  //míÉÍríe/ío  f/i  pro//ía  defensa. 
Cusacioti  de  seniencia  por  no  declarar  la 
exención  de  responsabilidad  criminal, 
conctirrieiidñ  las  Ires  circunslaucias  del 
íiúmeíYt  4.'"  deí  arl.  8.°  del  Códiqo  penal, 
una  de  las  cuales,  la  segunda,  7io  eslima 
la  Sala  seutenciudora  Ííícüí’n’f'nií/o  t’íi. 
error  de  derecho. 

La  Audiencia  de  Cáceres  en  causa  por 
homii’idio  de  José  Mariíiiez,  seguida 
contra  Escolástico  liuiz,  declaró  en  su 
sentencia  que  los  hechos  probados  cons- 
tituían cd  tielito  de  homicidio  del  que 
era  autor  el  procesado  Escolástico  Uuiz 
Calero,  i|iie  hahia  obrado  en  defensa 
pro|iÍa  concurriendo  las  circunstancias 
de  agresión  ilegitima  Je  parte  del  ofen- 
dido \ la  de  falta  de  provocación  de  par- 
te ilt‘1  ofi*nsor,  pero  no  la  de  necesidad 
racional  del  medio  empleado  pura  repe- 
ler aquella. 

Iiilerpueílo  recurso  de  casación  por 
infracción  de!  caso  í.°  del  art.  8 “ del 
Código  penal,  es  eslimado  por  no  haber- 
se a preciado  la  exención  completa.  Di- 
cen así  los  principales  fundamentos  del 
fallo ; 

«Cousíderaiulo  que  de  los  hechos  que  co- 


ilENTES.  [Jnrisp.  penal). 

mo  probados  se  < ostgnan  en  la  sentencia 
riH’urrida  aparerv  que  sin  que  ¡irccediera 

üfen.-a  ni  provocaetun  alguna^  de  parle  del 
procesa- io  Escolúslicü  Huiz  fue  amenazado  y 
ac-'iiH'tid<)  en  seguida  con  un  cuchillo  por 
.lusé  Marliíiez  Ariuero;  y aunque  d-'siie  lue- 
■'ü  se  puso  aquel  -m  aptitud  do  delensa  cou 
una  liiiviija.  huyó  sin  embargo  liácia  un  rin- 
cón de  la  cocina,  á donde  fué  ó acumeterle 
de  nuevo  el  Martínez,  sin  que  pudíestui  con- 
lener  á óste  algunas  personas  que  lo  inten- 
taron, ni  soltase  de  la  mano  el  cucliíllo  casi 
basta  el  momento  en  que  cayó  m-ierlo  por  !a 
piirialadíi  que  le  díó  ei  procesado: 

Considerando  que  jiresupu-’sto.s  esos  hu- 
ellos, vs  iadudab  e que  tn  a ofeii.^a  de  di- 
cho iinicesiido  lian  concurrido,  no  sóli»  [¡ic 
circuM.siancias  í.'^  y 3. '‘del  núm.  -i.“  do!  ar- 
lIcuK'  i'í.*  lie!  preciiado  Cóiirgu»  penal  , esti- 
madas un  la  repetida  gunteiiciíi,s¡no  lainbien 
en  la  2,*‘,  ó sea  !a  de  necesidad  racional  del 
medio  eiunleadú  para  impedir  <5  repeler  la 
reiterada  agresión  üegíliina,  puesto  que  lia- 
hiondo  tenido  en  la  mano  Martioez  Arinero 
hasta  un  moineiilo  antes  de  su  muerte  el  cu* 


cliillu  con  que  acometió  dos  veces  á aquel, 
que  estuvo  ¡lasta  enlóiices  ]ior  cou.siguieiUe 
eu  iu  mi  nenie  peligro  de  perder  su  vida, 
pudo  en  uso  legitimo  del  derecho  de  defen- 
.s:i,  sin  esperar  á que  le  liiriese  .su  agresor 
ni  á que  me-iiaraíi  y !c  librasen  del  peligro 
en  que  estaba  las  per.souas  allí  presen le.s, 
herirle  del  modo  y al  tiempo  quo  lo  Íjízoj 
.siendo  evhlente,  por  lo  tanto,  que  con  arre- 
glo á esa  disposición  legal  está  exento  cuie- 
ruinente  de  responsabilidad  criminal: 

Gonsideran-Jri  1 eu  virtud  de  lo  exfiueslo, 
que  la  repetida  Sala  al  estimar  que  no  ha 
coüCLirriilu  en  «I  liecho  de  autos  :*  segunda 
circunstancia  de  las  tres  que  .se  i'miiiieraü 
V señalan  eu  el  núin.  -i.®  del  arl.  del  re- 


feriilo  Código  penal  como  indispensaliles  tia- 
ra eximir  de  resfiousaliÜidad  criiniríal  al  que 
obra  en  (ieieusa  de  su  persona  ó dervcliof, 
lia  incurrido  en  el  error  de  derecho  ;í  que 
se  contrae  el  caso  5.®  del  art.  4.^^  i!e  la  ley 
de  casación  ih;  18  de  junio  de  1870,  é in- 
friiigido  íi  la  vez  ia  disposición  legal  consig- 
nada en  el  art,  8.°,  núm,  -i.®,  que  en  lid 
conceplo  cita  la  defensa  ilel  recurre nf-*: 

Falla íiios  que  debemos  declarar  y decla- 
raiiios..,  que  !i;5  lugar...  al  recurso  de  casa- 
ción que  e!  procesado  Escolástico  Uuiz  ba- 
lero ha  iolerpuesto  contra  la  senti-m  ia  pro- 
nunciada en  13  (le.  mayo  de  i<S73  [mr  la  Sala 
de  lo  criminal  de  la  .Audiencia  de  Ence- 
res, la  Cual  casaniiKS  y anulanjo.",  ele.»  (Sen- 
Uuifia  27  junio  1874.— Cae.  6 setkMijbro, 
pag.  i 43.) 


X X n I . If  omi  cidio  en  propia  tí  efe  nsa, 
paro  roncnrrieodo  solas  dos  cirrunsídii- 
‘rifisilei  )\úm.  4/\  urL  H.'\lei  Códif/o  pe- 
■nol.  faltando  la  necesidad  rticional  del 
medio  empleo  do  poro  repeler  i a agre- 
sión. Infracción  did  aí7.  87  y casación  de 
senieacia. 

En  este  caso  se  encuentra  el  guarda 
(le  viíri  que  eciiando  de  e|!a  al  ganado 
(jtíft  Si:  baila  dentro,  y diciindo  á su 
encargado  que  llevaría  alguna  oveja  para 
dar  parle  al  alcalde,  es  acometido  por  di- 
cho encargado  recibiendo  de  él  un  golpe 
de  palu,  en  cuyo  acto  el  guanla  <!ió  a! 
agresor  algunos  irteiidos  con  el  cañón  dé- 
la pscopeia  y en  uno  de  ellos  se  disparo 
causa  mi  o su  muerte. 

La  Sala  sentenciadora  calificó  estelie- 
cbo  lie  bomicidio  con  la  circunstancia 
atenuanie,  7 /'  del  art.  0/  y condenó  al 
guarda,  Lino  Rodrignez  á doce  a ños  y un 
(lia  de  reclusión  temporal. 

jmerpuso  el  procesado  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  los  núms.  1.^  y del 
art.  708  de  la  Ley  de  Enj.  crini.  y ale- 
gando líi  infracción  de  los  aris.  11,13 
y 410,  el  art.  8.°,  caso  4.®  y otros,  el 
Tribunal  Supremo  estima  el  recurso  y 
casa  V anula  la  sentencia; 


«nonsiiieranno  cpie,  conforme  al  art.  410 
del  l.^Jd¡^;o  penal,  es  reo  de  lioinicídio  y ha 
de  siT  ca.stigiido  con  la  reclusión  letiiporal  e! 
que  ittalare  á otro,  .sin  es  i ¡ir  comprendí  do  en 
el  art.  417  y sin  que  hayan  conciirriiio  en  el 
cii'CLinstnncias  niiineradaseM  el  418: 


que  im  de  imponerse  la  pena  inferior  en  uno 
ó lies  irrados  ¡í  la  señalada  por  iaieycuatulo 
el  hiicliM  no  fuere  del  todo  excusable  por  fal- 
ta de  alguno  de  lus  requisilos  que  se  exigen 
uara  eximir  do  responsabilidad  criminal  en 
os  ri.‘‘:pecd\M).s  ciiso.s  de  que  se  trata  en  el 
artículo  siempre  que  concurriere  el  ma- 
yor número  de  ellos,  imponiéndola  los  Tri- 
biinaii'S  en  el  grado  que  estimen,  atendido  el 
DÚmero  y entidad  de  lo.s  requisitos  que  fal- 
taren  ó concurrieren,  según  se  determina  en 
el  art.  87  del  mismo  Código;  y que  Con  arre- 
glo al  iiúm.  4. “^de]  citado  art.  8.**  está  exento 
de  respniisabiliiIaL!  criminal  oí  que  obra  en 
defensa  de  su  persona,  siempre  que  concurra u 
ias  tres  circunslancias  de  agresión  ilegítima, 
necesidad  raciona)  del  medio  empleado  para 
iiiipedirla  ó repelerla,  y falta  de  provocación 
siilicieüLC  por  parle  de!  (pie  se  defieudc: 


Considerando  que  según  los  hechos  con- 
signados y admitidos  en  la  sentencia,  e]  pro- 
cesado, que  tenia  lí  su  cargo  la  guarda  de 
unas  viñas  y vió  dentro  de  ellas  algunas  ove- 
ja.s,  las  echó  fue.M.  diciendo  á los  encarga- 
dos lie  dicho  ganado  que  se  llevaria  unas 
cuantas  calieza.s  para  dar  parle  del  daño  en 
el  inmediato  pueblo  de  Pantojn;  (jue  opo- 
niémioso  á esta  determinación  Santiago  Mu- 
ñoz Grande,  mediaron  entre  lo.s  dos  contes- 
tacinnes  de.sagradables,  que  terimnarün  dan- 
do c.'ste  útiímn  algún  golpe  cíe  palo  al  Uno 
Rodrignez,  quien  se  fué  á ól  con  la  escopcía 
que  llevaba,  ia  cual  disparada  produjo  la 
muerle  del  S'intiago: 

Considerando  que  el  Lino  UMlriguez,  en 
cumplimiento  ile  .su  obligación  como  guarda 
de  las  viñas,  echó  fuera  las  ovejas  que  en- 
contró dentro  de  ella.s,  y pretendió  también 
llevar  algunas  al  pueblo  inmediato  como 
prueba  de  su  intención  y para  ohfencr  el  cas- 
t'go  del  daño,  con  lo  cual  no  ejecutó  provo- 
cación de  ninguna  ciase:  que  estas  gostÍone.s 
fueron  cnnte.sladaspnr  el  pastor  Muñoz  Gran- 
de íu'.omelióndoio  á palos,  ósea  con  unaagre* 
sion  ilegitima  contra  su  persona: 

Considerando  que  si  iden  no  hay  méritos 
bastante.s  para  calilicar  de  racionalmonle  ne- 
cesario el  medio  que  para  repelerla  empleó 
e!  acusado,  queíué  hacer  uso  de  su  e.scope- 
la,  concurrieron  las  otras  dos  circunstancias 
de  agre.sion  ilegítima  y falta  de  provocación 
suficienfe  por  su  parte,  y tiorie  aplicación  ai 
caso  el  mencionado  art.  tS7  rbd  Código; 

Y considerando  que  la  S;da  senleuciadora, 
al  caliíicarde  liomicidio  simple  el  hecho  por 
que  se  procede,  é imponer  pi>r  él  ¡a  pena  del 
delito  sin  tener  en  cuenta  la.s  circums  tan  cías 
deque  queda  hecha  expre.<ion,  in  infringido 
e!  art.  87  liel  Código  é incurrnbi  en  el  error 
de  (lerpciio  á fjue  se  roliere  el  núm.  b.*’  del 
nrlículo  708  de  la  l.ey  de  Enj.  criminal.» 
[Seut  30  abril  1874.— Gnc.  2i)  julio,  pa- 
gina 48.) 

XXÍV.  La  pronoeaeion  no  eslaagre- 
sion.  ilegal:  Cnajido  el  provorndor  está 
inenne,  y elprotweado  dos  g más  veces 
con  lo.íi  e jóte  tos  de  inamtno,  rochino,  que 
tenia  que  beber  su  sangre,  etc.,  se  pone 
en  actitud  de  defensa,  ¡f  usa  íaiu  arma 
blanca  con  la  que  causa  al  provocador 
tres  heridas  que  le  producen  la  muerte, 
fallan  la  agresión  ilegal  g la  necesidad 
racional  del  medio  empleado  para  defeU’- 
derse. 

Así  lo  estima  el  Tribunal  Supremo 
declarando  no  haber  lugar  ul  recurso  de 
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casación  interpuesto  por  Buldomero  Gó- 
mez, que  citaba  como  iníringitlo  el  ar- 
tículo 8.°  y el  art.  87.  (Sent.  38  se- 
tiembre 1874. — Gac.  15  octubre,  pá- 
gina 17  í.} 

X X V.  No  restilfan d o , segnn  los  heck os 
aceptados  y declarados  probados  en  la 
sentenria,  de  yuién  partió  en  primer  te'r- 
mino  la  affresiün,  no  puede  estimarse  esta 
circuustancia  ni  la  del  medio  empleado 
para  defenderse,  por  ser  consecuencia  de 
la  primera]  i¡  no  se  comete  por  tatito  error 
de  derecho  no  aplicando  la  f’jre’»cio7i  del 
caso  4.'*^  art.  8."  del  Código  penal. 

Asi  lo  consigna  el  Tribunal  Supremo 
declaran  rio  no  haber  lugar  al  recurso  de 
caíaciou  interpuesto  por  Inocente  López. 
{Sent.  8 abril  1875. — Gac.  11  mayo, 
pág.  1 líi. ) 


XXVTI.  IJoviicidio  precediendo  pro- 
vocación cií/t'Cííííf/íi  y amenaza  por  parle 
del  ofendido. 

No  so  infringe  la  circunstancia  8.“^  del 
art.  8.®  no  admitiéndola  á favor  del  pro- 
cesado que  acometido  con  pistola  en 
mano,  se  la  (juita  al  agresor,  y disparán- 
dole dos  ó tres  tiros  le  causó  !a  muerte, 
toda  vez  que  cogida  la  pistola,  se  había 
impedido  y répeliJo  la  agresión,  y estimó 
bien  apreciada  !a  circunstancia  ateriuaii- 
le  4.'^  lie!  art.  D.®  (Sent.  12  noviem- 
bre 1875.  — Gfic.  *14  noviembre  , pá- 
gina 88.) 

XXVTlí.  Obrar  en  defensa  de  un  her- 
mano no  siendo  el  hecho  del  todo  excu- 
sable y en  vindicación  próxima  de  una 
ofensa  grace.  Infracción  dd  art.  87,  n 
del  22 , regla  ti.*  (1). 


XXVI.  ¡íomicidi  ’o  en  propia  defensa: 
Exención  por  concurrir  las  tres  circuns- 
tancias del  caso  del  art.  8.®,  y casa- 
ción de  sentencia  que  no  «simia  la  exen- 
ción de  responsabilidad. 

Según  el  núm.  4.®,  art.  8.®  del  Código 
penal,  la  apreciación  de  esta  circunslau- 
cia  debe  liacersc  teniendo  en  cuenta  íos 


1 


actos  anteriores,  coetáneos  y posteriorei 
ejecutados  por  el  acusado;  de  modo  (íui 
si  no  hay  verdadera  provocación  jiui 
éste,  si  yé  sobre  su  cabeza  una  poderosí 
arma  ó insirn mentó  corlante,  y saca  rr 
el  acto  su  na  va  ja,  y con  una  sola  lesior 
deja  muerto  ú su  agresor,  concurren  toi 
requisitos  de  exención  por  propia  defensa 
loblemcnlo  si  resulta  de  los  hechos  quf 
*1  procesado  no  procuró  el  desgraciadt 
lance,  v que  después  de  él  concurrió  é 
mismo  á prestarle  auxilio,  que  deplore 
la  extensión  del  mal  causado,  que  no  se 
ocultó  para  eludir  la  acción  de  la  ley  y 
que  confesó  el  hecho  explícitamente.  * 
Consignando  estos  fundamentos,  el 
Irihunaf  Supremo  casa  y anula  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Madrid,  por- 
que calificó  solamente  la  concurrencia 
do  dos  circunstancias  atenuantes  muy 
cafibcadas,  y no  estimó  la  exención  de 
responsabilidad  del  procesado.  (Sent  26 

setiembre  1875.-6'íie.  U ocluiré, 
SO.)  ’ 


Cuando  en  la  sentencia  que  pena  el 
homicidio  se  aprecia  la  circunstancia 
atenuante,  primera  del  art.  í).°,  y do  los 
hechos  consignados  en  ella,  resulta  la 
concurrencia  también  de  la  quinta  se 
infringen  los  arts.  87  y 82,  regla  5.“,  no 
aplicando  la  pena  en  el  grailo  inferior 
que  corresponde.  {Sent.  b junio  1874. 
— Gac.  18  agosto,  pág.  lÜO.j 

X.XIX.  Infringe  el  núm.  ti.”,  art.  8.° 
del  Código  penal  la  sentencia  (¡ue  no  de- 
clara exenta  de  responsubilidod  d una  jo- 
ven de  diez  'j  nueve  años  que  viendo  á su 
padre  liamon  Arnau  reñir  con  Vicente 
Carsi  y caer  ul  suelo,  «rrojía  una  piedra 
al  Carsi,  causándole  leswnes. 

La  Audiencia  de  Valencia  apreció  la 
circunsiiiricia  como  atenuante,  é inter- 
puesto recurso  de  casación  á nombre  de 
la  indicada  joven,  Rosa  .Xrnau,  es  esti- 
mado, y casada  y anulada  la  sentencia: 

«Copsitlerando  que  es  uno  de  los  casos  de 
exención  de  responsabilidad  criminal  el  de 
haber  obrado  en  defensa  de  la  persona  de 
un  a.sceüdiente,  siempre  que  concurran  las 
circuiislaücias  de  agricsion  ilegítima , nece- 
siilad  racional  del  medio  empleado  para  im- 
pedirla ó repelerla,  y que  en  caso  do  liaber 
precedido  provocación  de  parle  tle  acome- 

c,í*^  £>n  la  pútr.  C;í  tos  núrns.  X al  XII 

sobre  la  o.  cireunstaacia  del  un.  8.'* 


CIRCUNSTANCIAS 

l¡(]o  no  liaya  leuido  parlicipacion  en  ella  el 
defensor,  según  dispone  eí  art.  8.”,  núme- 
ro d.° Código  penal: 

Considerando  que  aun  cuando  hubiera  de 
apreciarse  como  provocación  por  parte  de 
Raniou  Arnau  el  lieclio  de  haber  ido  A la 
barraca  de  Vicente  Carsi,y  sacádole  de  ella, 
no  resulta  que  en  esto  tuviera  participación 
alguna  la  procesada : 

Considerando  que  el  liaber  echado  y ar- 
rojado a tierra  Carsi  a Arnau  constituye  una 
agresión  iiegítinia,  y que  pura  repelerla  uso 
Rosa  Arnau  el  medio  que  podia  emplear, 
atendidas  las  condiciones  de  su  edad  y sexo; 

y considerando  que  obró  en  defensa  de 
su  padre  con  todas  las  circunstancias  nece- 
sarias para  eximirla  de  responsabilidad  cri- 
minal, y que  al  no  eslimarlo  así  la  Sala  sen- 
tenciadora cometió  error  de  derecho,  infrin- 
gieodo  el  ya  citado  núm.  5.°,  nrt.  8.  del 
Código  penal.»  (Sent.  IS  noviembre  .1,874. 
— Gac.  i 8 enero,  púg.  7.) 

XXX.  No  es  procedente  apreciar  en 
beneficio  del  que  resulta  kaber  sido  el 
agreso)'  la  circunsinneia  eximente  4.®  del 
articulo  8.°  del  Código  penal  aunque  pre- 
cediese alguna  ofensa  al  mismo  de  pa- 
labra. 

Así  lo  consigna  el  Tribunal  Supremo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Gavino  Manza- 
no en  causa  sobre  lesione.^  á Pío  Herranzi 

(cCoüsiderando  que  si  bien  el  procesado 
pudo  creorsB  ofendido  de  pulabríi  por  ei 
llcrranz,  ha  sido  el  primero  en  acometerle 
dándole  un  empujonj  y siendo  agresor  no  es 
procedente  apreciar  en  su  bentíicio  la  cir- 
cunsLaifcia  eximente  dei  art.  «S.  del  Có- 
digo penal.»  (Sent.  20  enero  1875.— Guce- 
fa  30  mayo,  pág.  09.) 

XXX I,  Exención  T.”-  dei  orí.  8.‘'  Eje- 
cutar un  hecho  que  produzca  daño  en  la 
heredad  ajena  pava  evitar  un  mal  mayor. 
Muerte  dada  ti  una  vaca  y lesión  d un 
toro  de  lidia. 

El  dia  t-'’  de  julio  de  1872  se  escaparon 
del  soto  donde  pastaban  un  toro  de  lidia, 
ana  vaca  mansa  y dos  becerros  de  la  pro- 
piedad de  D.  Angel  López,  vecino  de 
Ciempozuelos  ; y Itabienoo  penetrado  en 
un  corral  de  D.  José  baturnino  Valdi- 
vieso, en  San  Martin  de  la  Vega,  que  es- 
taba abierto,  éste  intentó  expulsarlos  de 
él ; pero  bien  porque  no  lo  pudo  consa- 
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guir  arrojan  Joles  piedras,  bien  porque 
el  loro  bravo  le  hiciese  cara,  el  Valdivieso 
disparó  dos  ó tres  tiros  sobre  las  reses, 
matando  a la  vaca  ó hiriendo  al  toro  en 
la  región  lumbar; 

Formada  causa  y seguida  por  sus  trá- 
mites, la  Sala,  declarando  que  los  hechos 
constituian  el  delito  de  daño  en  cantidad 
mavor  de  tiO  pesetas,  del  que  era  autor 
D.^J  osé  Saturnino  Valdivieso,  con  la 
circunstancia  atenuante  de  haber  proce- 
dido con  arrebato  y obcecación  ; vistos 
los  arts.  o79,  9.'*,  circunstancia  7.^;  84, 
50,  75,  18/121,  12;íy  28del  Código  pe- 
nal, le  condenó  en  la  multa  de  200  pese- 
tas, indemnización  de  igual  suma  y pago 
de  costas; 

Contra  sentencia  interpuso  el  procesa- 
do recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  que  fundó  en  los  casos  1.“,  2.”,  3.^ 
y l}.^  del  ari.  798  de  la  de  Ecj.  criminal, 
alegando  que  no  existe  hecho  constituti- 
vo de  delito,  y citando  como  infringidos 
el  art.  8.°,  circunstancia  7.*,  del  Código 
penal,  teda  vez  que  el  procesado  al  eje- 
cutar el  heclio  trató  de  evitar  un  mal 
mayor,  no  tenieudo  otro  medio  menos 
perjudicial  para  impedirlo,  y el  art.  599, 
por  no  haberse  penado  la  falta  cometida 
ai  no  observar  el  debido  cuidado  en  la 
custodia  del  ganado  bravo:  y el  Tribunal 

Supremo  le  esliuia ; 

«Considerando  que  el  recurrtinte  al  ejecutar 
el  hedió  que  ha  muLivado  e.sla  causaübróini' 
’iulsado  por  e!  derecho  que  tenia  de  hacer  sa- 
ir  de  su  corral  al  toro  de  lidia  y evitar  el  mal 
mayor,  cuya  realización  debía  esperarse  al 
ver  que  no  pudo  conseguir  por  otros  medios 
que  dicho  toro  y ia.s otras  reses  que  leacorn- 
pañaban  se  fueran  al  soto  de  donde  se  habiuD 
escapado  ; e-staudo  por  lo  tuiito  el  recurren- 
te, su  familia  y liasla  ios  vt^cinos  del  pueblo 
expuestos  á qúe  en  una  salida  irii prevista  del 
loro  cansara  éste  miichas  desgraciaos  y de 
nuichísima  más  imporLanciaque  el  daño  pro- 
ducido con  la  inuerte  de  la  vaca  y nerida 

causada  al  mi.smo  : , • r 

y considerando  que,  según  queda  indica- 
do, concurrieron  en  el  hecho  las  circun.siaii- 
cias  que  exige  dicho  Código  para  eximir  de 
respoosabdidud  criminal,  sin  que  por  otra 
piirlB  íipíirozcíi  tjutí  hubo  iuLGUcion  ilo  cíiustir 
un  daño  innecesario,  por  más  que  los  dis- 
paros no  fueran  certeros  y produjeran  por 
iiiBro  íiccidBülB  !í3i  iTiuGrtB  ds  un  del 


388 


ClIiCÜNSTAN’CIAS  EXUIEMES.  (Jurisp.  penal) 


cual  iind,'!  Iiabía  qae  temer  ; y por  lo  miímo, 
a]  declarar  la  Sala  qi¡e  el  recurreute  es  cri- 
mÍDíilmoíile  responsaltle  ileí  hedió  por  que 
f-e  lu  Ira  acosaiiü.  ha  incurrido  en  el  emir  de 
der<“flto  é 'nfraccion  alegados.»  (Sonl.  3 no- 
vicí;.J)re  xb75. — Cae.  30  novtembrej  pá- 
gina ÍH.) 

XXX íl.  Exención  8.^  dcl  art.  8.^‘; 
Obrar  violentado  por  una  fuerza  irresis- 
Uble.  f^ara  que  concurra  estacn'cunsían- 
cta,  ex  necesario  que  la  fuerza  irresistible 
sea  extraña.  Si  no  lo  es.  si  la  violencia  es 
moral  d la  fuerza  es  interna,  será  arre- 
bato., ú obcecación  ó miedo  ú oirá  circuns- 
tancia, pero  no  constituyela  fuerza  irre- 
sisUhie  de  esta  exención. 

Despréndese  la  doctrina  expuesta,  de 
la  soDíencia  de  5 de  julio  de  1872,  nú- 
mero XV,  pág.  6o,  y de  la  siguiente: 

Comlenado  Tonrás  García,  corno  reo 
de  desacato  grave  a!  alcalde  de  Altnarza, 
interpuso  recurso  de  casación  por  no  ha- 
berse apreciado  la  circunstancia  del 
artículo  8.®  del  Código,  y al  desestiinor- 
SH  e!  recurso,  se  consigna  como  funda- 
nienio : 

«Que  de  ninguno  «le  ios  hechos  que  como 
probados  se  consignair  en  ksenUíflcia  recur- 
rida, aparece  ni  puede  tampoco  dtíducir.se 
legiti.'iiamenté  que  el  procesado  recurrente 
al  insiiltar  é injuriar  gravemeide  al  alcalde 
'■u  .su  presencia,  y cuando  se  hallaba  ejer- 
ciéiidü  liis  funciones  tie  su  cargo,  obra.se 
'violenlutio  por  una  íuerza  extraña  irresistible, 
único  caso  en  que  corresponde  aplicar  la 
ctrcunslancia  eximente  de  responsabilidad 
crimtmi!  contenida  en  el  núii:.  3.*^  tiel  artí- 
i;iiln3.°ti(;I  Código  penal  vigHuie.»)  {Semen- 

cía  JO  enero  1870.— Gac.  29  enero,  ná fi- 
na 4<í.J  ^ “ 

XXXlíl.  Exención  10  del  urt.  8,°: 
Miedo  insiiperubie  de  un  nía/  tonal  ó 
mayor. 

La  exención  de  responsabilidad  con- 
cedida en  el  núm.  10  del  art.  8.'*  del  Có- 
'iigo  penal  á los  oliran  impulsados 
por  miedo  insuperable  de  un  mal  igual 
o mayor,  sólo  es  aplicable  cuando  los  pro- 
cesados no  lian  podido  eludir  el  mal  de 
que  se  ven  amenazados  sin  recurrir  á 
medios  violentos  y de  fuerza;  pues  en 

Olio  caso  se  les  autorizaría  para  causar  el 


mal  sin  necesidad.  (Sent.  2 diciem- 
Tore  1874. “G(ÍC.  26  enero,  [lág.  23.) 

CIRnUNSTAHCIAS  ATENUANTES.  Va 

liemos  tratado  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes en  la  póg.  Í17,  y son  XXX  los 
casos  de  jurisprudencia  allí  contenidos, 
algunos  de  los  cuales  establecen  doctrina 
iniporianip  sobre  puntos  de  dudosa  re- 
solución. Hé  aquí  otros; 

XXXI.  6Ví’  el  iidpahle  menor  de 
diez  y ocho  años.  Es  esto  la  seynnda  r/r- 
cunslancia  atenuante  qne  hace  descender 
la  pena  conforme  al  seyundo  párrafo  del 
arlicido  86,  y no  hacie'ndose  asi,  se  in- 
fringe dicho  nrlicnlo  y se  incurre  en  el 
error  de  derecho  núm.  j.“  ilelarl.  708  de 


Se  declara  imber  lugar  al  recurso  de 
casación  inierpuesin  por  José  Jiménez  en 
causa  por  liomicidio: 

«Con.siilerando  que  en  ia  sentencia  contra 
la  quo  se  ha  ioterpuesto  el  recui'so,  aparece 
cou.sigüado  que  ui  procesado  José  Jmienez 
Castillo  se  ludia  un  la  edad  de  diez  y sef-sanos, 
y esta  circuus!ai]ci!i  personal  coiisli  lii  yo  la  ate- 
nuante Sf-gunda  del  art.  h.°  del  Código  pe- 
na!, por  la  que  según  el  párrafo  del  artí- 
culo 80  del  IJJÍ.SÍUO  Códím),  correspondo  ba- 
jar ia  pena  a la  inmeiliataníenttí  iiiferior  de 
la  señalada  por  la  ley  el  (Sent.  23 

abril  1874.- Gac.  2H  julio,  pág.  36.) 

XXXIi.  Jgua]  doctrina  se  establece 
casando  y anu laudo  otra  sentencia  de  la 
Audiencia  de  VatladoÜd  en  causa  sobre 
lesiones  contra  Pascasio  Mayor  t/ue  sólo 
tenia  díi-z  y siete  años,  y se  le  impuso  la 
pena  señalada  a!  delito: 

-T  que  conTorme  ai  párrafo 

di.’!  urt.  86  de!  Códign,  al  mayor  de  quin- 
ce anos  y menor  de  diez  y ocho,  sa  ha  de  apli- 
car .siempre  en  ci  gratín  correspondiente  la 

pena  inmediatamente  inferior  á la  señalada 
por  la  ley; 

_ ^ I . . . que  consiguíiiidose  en  la 

seiileiicia  objeto  del  pre.sente  recur.so  (lue  el 

procesado  al  enmeter  el  delito  de  íesiones  iné* 
nos  graves,  tenia  diez  y siete  años  de  edad; 
lehiü  aplicarle  el  becelicío  que  dispensa  a 
lo.s  de  su  ctasfj  et  citado  art.  S(i  del  Código: 

' con.siderantln  por  lo  expuesto  que  la 
bala  al  prescindir  y hacer  case  nmi.so  de  la 

en  el  árl.  SC  del  Códi- 

la  pena  en  el  grado  superior 


I ¿JO 
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al  que  corresponde  según  in  ley,  !ia  incurrí* 
cío  en  error  de  derecho.?  (Sent.  ISnoviejíi' 
bre  1ST4. — Gac.  20  dicienibre,  púg.  '238. 

XXX III.  Exactamente  la  misma  doc- 
trina sirvo  de  fundamento  á la  casación 
do  otro  fallo  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
en  causa  sobre  robo  contra  Francisco 
García,  siendo  de  notar  que  tres  letra- 
dos nombrados  de  olieio  estimaron  im- 
procedente el  recurso  que  sostuvo  el  Mi- 
nisterio tiscal  en  benelicio  del  reo: 

«Considerando  que  habiendo  consignado 
la  Sala  que  el  proce.sado  Francisco  García 
Castillo  era  de  diez  y siete  ano.s,  no  le  impuso 
la  pena  inmediataruente  inferior  á la  .señala- 
da por  la  iey  al  delito,  sino  que  prescindió 
de  esta  circo n.stancia  coincliendo  el  error  de 
dereciio  comprendido  en  el  núrn.  5.”  del 
artículo  '798  de  la  Ley  de  liln).  crini.  al  desig- 
nar la  pena  correspondiente  al  culpable.» 
(Sent.  27  enero  1875. — Gac.  31  mayo,  pá- 
gina 7C.) 

XXXIV.  Pura  njirerlar  la  circuns- 
t linda  o.“  íUdart.  y."’  dni  Cúd\(¡o  pcanl. 
d sen  la  de  no  haber  tenido  los  deliacuen- 
les  i n(  ene  ion  de  causar  un  mal  de  tanta 
(¡ravedad  como  el  que  se  produjo,  han  de 
tenerse  presente  los  actos  que  se  efectiian 
y sus  cimsecuenciaSj  atendidos  los  hechos 


Teniendo  en  cuenta  esta  doctrina,  el 
Tribunal  Supremo  establece: 

«Que  concurre  ¡a  referí  di  circunstancia 
alemiaiite  en  el  liomicidío  causado  por  una 
pedrada  en  un  momento  de  arrebato,  previa 
provocación  ded  ofendídoj  porque  delie  en- 
í ender.se  que  el  acusado  no  tuvo  intencioD 
lie  producir  el  mal  que  produjo,  porque  rara 
vez  SLiceiie  que  arrojando  una  piedra  contra 
una  ptr.SDoa  se  obtenga  semejante  resultado. 

Que  en  este  supuesto,  la  Sala  senlenciado- 
ra,  al  no  apreciar  como  atenuaate  esta  cír- 
cunsUuicia,  incurrió  en  oi  error  de  dereclui 
número  5."  de!  art.  798  de  la  Ley  de  Enjiiia- 
míeiiLo  criminal,  é infringe  (d  art,  9.“,  cir- 
(Minslancia  3."  del  Código.  {Sent,  9 octu- 
bre. 1875.^ — Gac.  li  noviembre,  pág,  70.) 

XXXV.  a ircunstancia  atenuante  3.® 
de  no  haber  tenido  el  delincuente  iíi/í?n- 
cion  de  rtiusar  un  vial  de  tanta  gravedad. 

A,  No  concurre  esta  circunslaucia  en  las 


(1)  Véanse  sobre  esta  circunstancia,  en  la 
pág.  G7  y siguientes,  los  iiúnus.  { ai  VI. 


injurias  y amenazas  dirigidas  sin  motivo  á 
un  ítíjenle  de  la  autoridad.  (Sent.  10  ma- 
yo 1875,  casando  un  fallo  de  la  Audiencia 
dtí  Zaragoza, — Gac.  18  julio,  pAg.  5.) 

li.  Tampoco  concurre  en  cansa  sobre  le- 
.siones  ciuando  el  rec»  no  .sólo  provocó,  sino 
que  acometió  con  palos  y piedras,  causando 
distinla.s  lesiones,  porque  estos  actos  y la 
insistencia  en  ellos,  más  que  el  no  tener  in- 
tención de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad, 
demuestran  el  ánimo  de  ofender  de  la  mane* 
ra  que  resulta.  (Scnl.  2-i  mayo  1S75.— Ga- 
ceta 18  junio,  pág.  7.) 

C.  Del  mismo  modo,  no  es  apreciable 
tampoco  la  referida  circunstancia  en 
causa  sobre  lesiones  producidas  por  disparo, 
si  este  tiene  lugar  dentro  de  una  habitación 
en  la  que  hay  varias  personas,  y á corla  dis- 
tancia, y si  el  arma  estaba  cargada  con  pro- 
yectiles capaces  de  pruductr  la  muerte.  (Sen- 
tencia 31  mayo  1875. — Gac.  31  mayo,  pá- 
gina 12. 

D.  En  causa  sobre  liomicidio  si  ei  reo 
dió  dos  puualada.s  al  interfecto,  una  eu  el 
pecho,  y otra  en  el  cuello,  que  causaron 
luego  su  muerte,  no  cabe  suponer , ni  puede 
admitirse  que  no  tuviese  aquel  i ii tención  de 
causar  todo  el  mal  que  produjo,  (Sent.  15 
noviembre  1875.— Gac.  líi  diciembre,  pá- 
gina 3.) 

E.  Del  hecho  de  la  embriaguez  aprecia- 
do por  la  Sala  como  circunstancia  atenuante, 
no  puede  deducir.se  á la  vez  !a  3.’  de  no  ha- 
ber tenido  intención  de  causar  un  mal  de 
tanta gnivcilud.  (Sent.  i 5 noviembre  1875. — 
Gac.  líj  diciembre,  pág.  1 13.) 

F.  No  es  tampoco  apreciable  la  circuns- 
tancia 3.'*-  referida  en  causa  de  hnmicidio, 
Clin z do  de  los  lieciio-s  que  ^se  declaran  pro- 
bados en  ia  ejecutoria,  no  Jiay  indicación 
siquiera  de  ninguno  quo  autorice  la  idea  de 
que  el  procesado  no  Imbiese  tenido  iolericíon 
de  malar,  sino  que  por  el  contrario  consig- 
na la  Sala  que  con  anLerioridad  por  rei^ent!- 
míenlo  con  la  víctima  le  iiabia  dirigido  ame- 
nazas de  muerte,  que  al  íin  realizó.  (Sent.  20 
noviembre  1875. — Gac.  10  diciembre,  pá- 
gina 11.8.) 

G.  Cada  una  de  las  circunslancia.s  ate- 
núan te.s  sena!ada.s  en  el  arl.  9.°  del  (Üódigo 
pena! , rcsporiile  ;i  un  órden  di.stinto  de  idea.s, 
.sin  que  puedan  confundirse  entre,  sí  ni  susti- 
tuirse una  por  otra.  Consiguientemente  des- 
echaría la  einliríaguez  por  cmisiderarse  lia- 
bitual,  no  es  posilde  que  la  misma  se  aprecie 
como  la  de  no  haber  tenido  intención  de  cau- 
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.sar  un  mal  de  tanta  gravedad  conm  el  que 
produjo. j>  (Seiil.  5 enero  1S7G, — Gac.  31 
enero,  pag.  50. J 

aXXVÍ.  Cuarta  y quinta  circiinstan-‘ 
das  atemta7ites:  Provocación  y vindica- 
ción de  ofensa  grave.  De  un  hecho  no 
puede  derivarse  sino  una  sola  circuns' 
tanda  atennante;  de  modo  gue^  aprecia- 
das unas  palabras  ofensivas  como  provo- 
cación, no  puede  sostenerse  que  deban 
apreciarse  lambien  co7no  vindicación  pró-  i 
xima  de  ofensa  grave  (1). 


XXXVU.  Cuán  (¿o  concurre  necesa- 

riujjiente  la  circunstancia  atcHuajite. 

Existe  Ja  circuu.startcia  :i!enuaf]l.e  de  pro- 
vocación  inmediata,  á lavor  del  autor  de  unas 
lesiones,  ciiamlo  no  es  él  sino  el  ofendido  el 
que  inició  la  India  en  que  tuvo  lugar  el  deli- 
to, y se  infringe  el  nútn.  4.®  del  art.  S>.®  qq 
apreciándola.  (Sciit.  2Í)  seliembre  1875.— 
Gac.  11  octubre,  pág.  55.) 

XXXVllI.  Calific:xcÍon  délas  dos  cir- 
cunstancias y 7."  cuando  concurren 

juntas. 


Así  lo  establece  , el  Tribunal  Su[>renio 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  en  causa  sobre  disparo  de  arma, 
en  estos  términos: 


«Considerando  que  la  Sala  .sentenciadora 
aprecia  como  circunstancia  atenuante  las  pa- 
labras ofensivas  que  1).  Gaspar  de  Arce  diri- 
giera á IJ.  Juaquin  Pardo,  comprendiéndola 
en  e!  caso  i.“  del  art.  9.®; 

«Considerando  que  eo  el  caso  de  autos  de 
las  palabras  ofensivas  sólo  puede  derivarse 
un  solo  motivo  ríe  atenuación,  cual  lo  tiene 
declarado  este  Tribunal  Supremo  en  distintas 
sentencias,  y no  do.s  cual  el  recurrente  pre- 
tende ai  alegar  que  la.s  referidas  expresiones 
ofensiva.s  corístituyen  lambien  la  circunstan- 
cia atenuante  del  expresado  art.  9,°: 

Y con.síderando , en  .su  virtud , que  no  exis- 
tiendo mú.s  que  una  circunstancia  atenuante, 
la  Sala  sentenciadora  no  lia  infringido  la  re- 
gla 5.®  del  art.  S2  del  Código  penal,  ni  incur- 
rido en  el  error  de  derecho  comprendido  en 
el  núm.  ii.«  de!  arl.  W de  ladeEnj,  crim.» 

iSenl.  29  marzo  1875.— Gac.  9 mayo,  pági- 
na 111.)  J > c b 


(í)  ^ Véanse  i«js  riúms.  VI  y Vil  en  Us  págin 

ciT.iunstancías  atenuantes  4.",  5 

y 7.  , süo  de  una  inisnia  naluraleaa  y puede 
lacuiueiiLe  corifunduse.  Una  palabraú  un  hecl 
pueden  ser  una  provocación  0 una  amenaza  arl 
cuad  i,  pueden  constituir  (iKnbierj  una  ofeni 
grave  i[iití  califique  la  vindicación,  y puedt 
causar  el  arrebato  y la  obcecación,  que  son  li 
Circunstancias  indicadas.  Teniendo  pues  el  mi 
mo  origen,  puerloii  cunfundirsa  en  una,  y ur 
sola  es  la  apreciable.  Hay  en  esto  no  ideuiirla 
pero  sí  analogía,  erm  lo  que  respecto  á los  del 
tos  dispone  el  art.  90;  y casos  habrá  también  < 
que  el  nuáiuo  liecito  sea  divisible  por  su  doh 
trascendencia,  etc.  (Véase  el  núm,  XII,  pág.  7í 
y podran  apreciarse  dos  circiinslancias  en  \\ 

mismo  principio  debe  ser  ap 
cable  a ias  Circunstancias'  eximentes, 


agravantes. 


y á 


I Las  circunslancias  atenuantes  4.®  y 7.“  do 
pueden  justameiile  aiireciarse  como  tmiy  ca- 
lificadas para  que  .'?ea  aplicable  la  regla 
del  art,  82.  fSenl.  12  noviembre  1875,  de- 
clarando no  haber  lugar  á la  casaciau. — 
Gac.  2t  novieiribre,  pág.  88.) 

XXXÍX.  Quinía  circunstancia  ate- 
niianté:  Vindicación  próxima  de  ofensa 
grave.  Súpito  acometimiento  al  que  nos 
calumnia  (1). 

Se  declara  haber  lugar  al  recurso  de  ca-'^a- 
ciou  interpuesto  por  no  haberse  apreciado 
dicha  circunstancia  en  causa  sobre  lesión  que 
causó  con  uo  palo  Pedro  Gutiérrez  á Domin- 
go Rodríguez  en  el  acto  de  imputarle  que  era 
el  autor  de  la  sustracción  o desaparición  de 
efectos  de  la  carreta  de  otro  compañero; 
porque  iiiduiiableifienle  obró  en  vindicación 
próxítna  de  uoa  ofensa  grave,  concurriendo 
por  tanto  dicha  circunstancia.  {Seiit.  18 
abril  1874.— Gac.  21  julio,  pág.  30.) 

XL.  Sexta  circunstancia  atenuante: 
«Ejecutar  el  hecho  en  estado  de  embria- 
guez cuando  ésta  no  fuere  habitual  ó pos- 
terior al  proyecto  de  cometer  el  delito  (2)  . 

Sobre  la  calificación  de  esta  circuns- 
tancia ha  consignado  el  Triltunal  Su- 
premo como  fundamento  en  sus  fallos; 


A.  Que  según  el  art.  9.®  en  su  núin,  6,® 
no  basta  para  Ja  calilicacion  de  esta  circuns- 
tancia corno  atenuante  cualquiera  per  turba - 
cioü  inental  derivada  dei  abuso  de  la  bebi- 
da, sino  que  es  íiidispensable  que  ño  sea  ha- 
bitual la  embriaguez,  n¡  po-sLerior  al  proyecto 


(t)  Lst.a  es  un, i de  las  circunstancias  atc- 
nuantes  más  caiiltcad.ns.  Véanse  los  núms.  Ví 
y V II  en  las  pájs.  69  y 70. 

las'páíis.  73  á 70  los  nüme- 
ros  Al  ai  XVII,  y también  en  Ja  paeina  an- 
terior el  num.  XXXV,  caso  G. 
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de  comcler  el  delito,  y que  cuando  según  la 
sentencia  únicamente  consta  que  el  recur- 
rente í'ué  á la  laberna  con  otros  á beber  vi- 
no, no  es  príícedenlo  el  recurso  de  casación 
por  no  (ifireciarse  tliclia  circunstancia. 
{Sent.  20  abril  1S7-Í. — Gac.  26  julio,  pá- 
gina 33.) 

En  causa  por  honiidio  y lesiones: 

B.  «Que  admitido  en  la  sentencia  el  lie- 
cho  de  liaber  salido  el  procesado  bastante 
bebido  de  la  taberna  poco  antes  del  suceso, 
y ejecutado  los  actos  de  agresión  contra  sus 
amigos  Y parientes  sin  causa  que  piuüese  ha- 
ber excitado  las  pasiones,  son  indicios  que 
producen  el  convencimiento,  sin  dejar  duda 
racional  de  la  embriaguez,  v por  lo  tanto 
corresponde  apreciar.se  esta  circunstancia 
aten  lian  le.»  (Sent,  7 noviembre  1874. — 
Gao.  £3  diciembre,  pág.  230.) 

En  causa  por  lesiones  á una  mujer: 
compensación  de  circunstancia  de  eni’ 
briaguez  con  la  de  abuso  de  superio- 
ridad. 

C.  «Que  en  las  lesiones  causadas  por 
un  hninbrtí  á una  iriujer  hay  abuso  de  supe- 
rioridad; y coucurrinndo  !a  circunslancia 
atenuante  de  la  embriaguez  no  infringe  la 
Sala  ios  arts.  iO,  piírr.  9.°,  82,  regla  2. ‘‘y 
433  del  Código,  compensando  racionalmen- 
te aquellas  dos  circunstancias;  sin  que  pue- 
da sosíentír.se  que  el  ébrio  no  tiene  concien- 
cia de  su  superioridad  cuando  de  improviso 
y sin  motivo  acometió  á una  mujer  iudefen* 
sa  sentada  á la  puerta  de  su  propia  casa.» 
(Sent  9 diciembre  1874. — Gac.  29  enero, 
pág.  33.) 

XLl.  Ob  rar  por  esthmdos  tan  pode- 
rasos  (jue  naUtraimenle  hayan  producido 
arrebato  y obcecac.ion,  (Circunstancia  7.^ 
del  art.  9.°). 

Sobre  esta  circunstancia  tiene  estable- 
cido el  Tribunal  Supremo: 

A.  En  causa  por  homicidio  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación: 

«Que  la  circunstancia  atenuante  núm.  7.° 
del  art.  9.*^  del  Código  sólo  puede  apreciar- 
se para  los  efectos  de  la  regla  2.“  del  art.  82 
cuando  de  los  hechos  admitidos  como  pro- 
bados en  ia  sentencia  se  deduce  fundada- 
mente que  el  autor  del  delito  comelido 
obró  por  estimólos  tan  poderosos  que  natu- 
ralmente le  hayan  producido  arrebato  y oli- 
cecacioo;  no  bastando  para  la  atenuación  de 


la  penalidad  señalada  por  la  ley  cualquiera 
excitación  momentánea  y pasajera^  insufi- 
ciente para  producir  en  el  ánimo  del  agente 
una  prnfiHida  y fuerte  impresión  moral  que 
lo  perturbe  en  sn  modo  habitual  y jiriulente 
de  obrar. o (Sent.  20  enero  1874. — íjííc.  10 
abril,  pág.  111.) 

IS.  En  causa  sobre  disparo  de  arma 
al  oticial  de  una  escribauía,  hora*!  des- 
pués de  haber  hecho  una  nolilicacion  de 
sentencia  coinlenatoria  á unas  mujeres, 
allegadas  de  los  procesados: 

«Que DO  son  estímulos  poderosos  que 

natural  mente  pudieran  producir  arrebaiu  y 
obcecación  en  lo.s  procesados  recurrentes  el 
haber  ido  á uolilicar  á uuas  mujeres  proce- 
sadas la  soutencia  condenatoria  dictada  en  la 
causa  y el  conducirlas  en  seguida  á la  cárcel 
cu  que  debían  extinguir  su  condena;  y que 
aun  en  la  hipótesis  de  que  esos  actos  com- 
pletamente iriufeasivos  y ejecutados  en  eum- 
pliriiieuLo  de  uu  encargo  o mandato,  fueran 
capaces  de  producir  tal  efecto,  habría  esto 
tenido  lugar  en  el  momento  de  su  ejecución 
y de  ningún  modo  después  de  haber  pasado 
muchas  horas, « (Sent.  24  mayo  1875,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción.— Gac.  18  julio,  pág.  6.) 

C.  Arrebato  6 obcecación  efecto  de 
la  necesidad  y miseria  en  el  hurto.  En 
el  de  un  potro  ni  cabe  que  pueda  con- 
currir dicha  circunstancia. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  liaber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Juan  Marcos  Pavón,  contra  senten- 
cia de  la  Audiencia  de  Gáceres,  dictada 
en  causa  sobre  burlo  de  un  potro: 

«Gonsideratulo  que  para  que  proceda 

el  recurso  de  casiiclon  por  lu fracción  de  ley, 
según  el  caso  5.°  del  artículo  798  de  i:i  de 
Enj.  crim.,  ha  de  cometerse  error  de  dere- 
cho en  ia  calificación  de  los  hechos  que  se 
declaren  probados  en  la  sentencia  en  con- 
cepto de  circunalancia.y  agravantes,  atenuan- 
tes, ó de  excepción  de  responsabilidad,  ó en 
la  designación  de  la  pena  correspoiulieule  al 
Culpable,  según  la  calificación  que  se  llaga  de 
las  mismas  circunstancias : 

Considerando  que  de  los  aceptados^  y de- 
clarados probados  en  !a  sentencia,  ni  áuo  re- 
motamente .se  desprende  que  el  procesado  al 
ejecutar  el  hurlo  [irocediese  por  arrebato  ni 


(1)  Véanse  en  las  pá^s,  73  v 76  los  núme- 
ros XV  al  XVllI. 
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Obcecación  eb'Cío  de  ia  necesidad  y miseria 
en  que  se  eiiconíraba,  ¡laes  ni  el  menor  in- 
dicio aparece  que  así  lo  tinjíque,  m la  nafii- 
raieza  ilei  Ijecbo  puede  dar  lugar  á que 
concurra  dícJia  circnnslancia.»  (Sciit.  ‘2j 
íibril  l'S75. — Gac.  3 junio,  pág.  124.) 

D.  Er  causa  por  lesiones, declarando 
no  lialjLT  lugar  al  recurso  de  casación: 

«Que  para  que  tenga  aplicación  la  circuns- 
tancia alenuaole  7.^  del  art.  9.°  no  basta  el  , 
haber  obrado  en  TÍrtudile  cualquier  estímulo  j 
sino  que  se  exige  que  estos  sean  lales,  que 
naturalmente  hayan  producido  arrebato  y 
obcecación  al  agente  del  hecho  pucibíe.» 
(Scnt.  27  seticjiibre  1S75. — Gac.  11  oclu-  . 
bre,  pág.  112.) 

E.  En  causa  sobre  homicidio,  decla- 

rando que  no  liá  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación ; ¡ 

One  na  cabe  estimarse  jurídicamente  que 
concurra  la  circun.'^taocia  de  arrebato  y ob- 
cecación, fundándose  en  resen timien los  on-  i 
terínres  y nienos  en  una  injuria  recibida 
cuatro  meses  antes,  cuando  para  vindicar-la 
se  acudifj  como  se  debía  á los  Tribunales. 
{Scnt.  28  scíicmbre  lS7ñ. — Gac.  11  octu- 
bre, pág.  114.  j • 

F.  El  acaloramiento  natural  de  toda 
riña  no  es  el  arrebato  ú obcecación. 

Asi  lo  consigna  el  Tribunal  Supremo 
casando  y anulando  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Palma  de  Mallorca,  en  cuan- 
to estimó  indebidamente  esta  circunstan-  • 

cía  Hp  causa  sobre  homicidio  de  Francis- 
co Miró: 

«Consiilerando  que  en  los  hechos  que  pre- 
cedienm  a!  Immicidio  de  Francisco  Jliró,  no 
aparece  snce.'.o  alguiio  que  pudiera  causar  ar- 
rebato y Obcecación  en  la  pursoija  deJ  proce- 
sado, como  liii  apreciado  la  Sala  sentencia- 
dora . pues  lejos  de  ser  provocado  por  el 

oten  di  lio  filó  quieu  le  abofeteó  v derribó  al 
suelo: 

Considerando  que  no  delie  confumtirse  el 
acaioramienlú  riafura!  de  toda  riña,  con  el 
sentimienlo  que  produce  en  el  ánimo  de  toda 
persona  cuando  se  ve  lastimada  en  su  amor 
propio,  lia.sla  el  punto  de  causar  en  ella  ar- 
rebato y Obcecación , jo  cual  en  este  caso  deió 
de  acontecer.»  (Scnt.  10  enero  1870,— Go- 
cela  29  enero,  pag,  44.) 

XLÍÍ,  Oirás  cnrunslancins  nndlonas 
iVo  o son  In  confesio7i,  ia  buena  conducta 
y €i  no  iiaon  delinquido  anterio  miente 


Todas  las  rircunsíanrins  alniunufes  se 
f/üídan  en  hechos  que  debihiun.  (h  cier- 
ta numera  la  votnniad  del  agente ^ y 
cuando  se  invoca  alguna  qior  (malogid^ 
debe  concretarse  esta  especial  y señala- 
damente. 


Hé  aquí  varios  caso.s  en  que  se  esta- 
blece esta  doctrina: 

A.  En  causa  sobre  malversación  de 
caudales^  se  declara,  en  cnanto  á no 
apreciar  la  confesión  como  oircunslancia 
atenuante,  no  liaber  lugar  ai  recurso  de 
casación: 

«Considerando que  el  que  la  Sala  sen- 

tenciadora no  haya  admitido  como  cirenns- 
liincia  alenur.nte  la  expon  tánoa  con  lesión  del 
procesado  no  e.s  ni  puede  serlo  de  casación, 
porque  según  jnri.íprudencia  adoplaíla  por 
este  Supremo  Tribunal,  ni  áun  so  compren- 
de entre  las  análogas  á que  .so  roíiero  la 
dtd  9.“  del  Código,  no  siendo  preexis- 
tente á la  comisión  del  delito.»  fScnl.  16 
marzo  1874,— Gac.  l(i  junio,  pág.  169.) 

B.  En  causa  sobre  homicidio,  inter- 
puesto el  recurso  por  p!  procesado,  fun- 
dándole en  "no  haberse  estimado,  entre 
otras,  la  circunstancia  atenuante  de 
buena  coiiducta , comprendida  en  la  8.® 
dei  art.  9.°,  y declarando  no  haber  lugar 
á él,  se  establece: 


«Que  para  admitir  y poder  e.slimar  como 
círcun-stancia  atenuante  la  que  .se  alegase 
como  comprendida  en  el  núm.  S."  del  ar- 
tículo 9.°  del  Código,  e.s  proci.so  inilier  de- 
mostrado la  igual  entidad  y aíoilogía  de  ia 
circunstancia  alegada  con  alguna  de  las  par- 
liculanneDle  seiialadas  on  los  siete  número.s 
anteriores,  expresándose  jjor  p|  recurrente 

ce  un  modo  claro  y concreio,  á cuál  de  ellas 
se  refiere; 


Que  al  alegarse  aquí  la  buena  conducta 
tin tenor  del  procesado  recurrente  como  cir- 
cunstancia atenuante  compnuulifla  en  el  nú- 
mero 8.0  del  referido  art.  lójos  de  ha- 
berse  liecbo  tal  determinación  y referencia 
en  la  forma  e.special  y concreta  ijue  corres- 
ponde, se  ha  limitado  á una  simple  y vaga 
n dicncinn,  siendo  por  consiguiente  de  todo 
punto  irifnnílada  y legnlmente  inadmisible  la 
alegacmn  de  rliclift  circunstancia.»  {8ent.  15 

noviembre  187;), — Gac.  Ui  diciembre,  pá- 
gina fl3.)  * 


C.  La  mibiua  doctrina  y en  términos 


CÍRCUNSTANCIAS  ATENUANTES.  [Jurisp.  ])enal). 
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más  obsulntosi  se  consigna  en  oirá  causa 
con  ira  José  Monlserral  por  homiciilia. 

ftConsi-ücraufio  que  entre  ias  circunstan- 
cias cDmiirenciülas  en  e!  urt.  9/’  ée!  Código 

penal no  está  iuduiJa  ia  buena  con- 

d Licia: 

V ccinsiderando  que  esta  no  es  análoga  á 
á ninguna  de  aquellas,  pnrijue  todas  se  fun- 
dan en  becíic.s  que  de  dlilan  de  cierta  ma- 
nera la  vid  untad  dr-!  agente {Scnt.  10 

enero  JSTG. — Gac.  59  enero,  pág.  45.) 

D.  Tampoco  puede  apreciarse  como 
circunstancia  atenuóme  análoga  á ia  ex- 
presadas en  el  arl.  9.°  el  no  haber  drlin- 
qnido  aníerionneute  el  procesado.  (Sen- 
tencia 10  enero  1876. — Gac.  29  ene- 
ro, líág.  ÍÍJ.) 

Xldlí.  Cir  C'unsí an cías  a lemui n tes  de- 
rivadas de  un  solo  hecho.  No  deben  esti- 
marse covio  distintas. 

En  causa  sobre  homicidio  declarando 
que  no  liá  lugar  a!  recurso  de  casación, 
se  establece: 

«Que  las  circunstancias  atenuantes  desig- 
nadas en  ei  art.  9.°  del  Código  penal,  no  de- 
ben cai(licar.se como  liiversas  para  los  efectos 
de  la  regla  del  art.  tí*!,  cuando  derivan- 
do. de  un  solo  hecho  son  inseparables  y se 
confunden  necesariamente  entre  sí,  de  modo 
que  (a  existencia  de  la  una  lleve  consigo  la 
concurrencia  de  la  otra,  por  irías  que  tengan 
denomiuacioiieñ  distintas  en  el  citado  ar- 
tículo, corno  así  se  halla  consignado  en  reite- 
rada.s  sen  ton  cías  de  este  Supremo  Tri  bu- 
nal.  fSeiit.  25  mayo  1874. — Gac.  13  agos- 
to, pííg.  y -i.) 

XLiV,  Las  circunstancias  atenuantes 
3.^^,  4.*^  y 7.®  cuando  concurren  juntas 
sin  ninguna  agravantey  atendido  su  nú- 
mero, í/fí/eí’íHíí¿ri'fi  la  aplicación  de  ia  re- 
gla O. del  art.  82. 

En  causa  por  homicidio  contra  Pedro 
Alonso  declaró  el  veredicto  del  Jurado 
haber  concurrido  las  tres  circuiiótancias 
atenuantes  3,‘\  y y la  Sección  de 
magistrados  aplicó  la  pena  conespon- 
dienle  al  delito  en  su  grado  mínimo  con- 
forme á la  regla  2.*^  del  art.  82. — Inter- 
puesto recurso  de  casación,  designando 
como  infringida  la  regla  o.**’,  se  casa  y 
anula  la  sentencia  consignando: 

« Que  si  bien  cada  una  de  las  atenuan- 


tes 3.^,  4.’^  y 3ei  art.  9.^*  del  Código  no 
determinan  la  cualidad  especial  [do  muij  ca- 
lificadas) á que  se  refiere  la  regía  5.* 
titíl  82  para  rebajar  la  penalidad  al  grado  in- 
ferior i D mediato,  ateiuiido  su'tiúuicro,  i,i  de- 
claración de!  Jurado,  y conside rada.s  en  con- 
junto iuduceu  el  ánimo  á formar  td  criterio 
racional  de  aplicar  la  ley  en  íkMitido  favora- 
ble al  procesado,  cual  se  pretende  en  el  re- 
curso.» {Sciit.  29  setiembre  1874. — 6’ac.  íí 
novitíiiibre,  pág.  180.) 

XLY.  Concurrencia  de  las  circiius- 
t andas  atenuantes  3.*^,  4."^,  1.^  In- 

fracción de  la  regla  5.'^  del  art.  82,  por 
no  apreciarlas  como  mug  ciiUficadas. 

En  causa  sobre  homicidio  se  declara 
haber  lugar  al  recurso  de  casai;ion,  esta- 
bleciendo la  misma  doctrina  que  en  el 
caso  anterior,  considerando: 

Que  según  los  hechos  consignados  y ad- 
mitidos corno  probados  cnnnirrieron  la.s 
circunslaocicis  atenuantes  3.*b  4.'^,  y 7.®’ 
de!  art.  9.*^  del  Código,  y que  apreciando  el 
Tribunal  dichas  circunstancia.?  como  una 
.sola,  sin  darles  la  imporlauci.i  de  muy  cali- 
licadas,  incurrió  en  el  error  de  derecho  dei 
caso  del  urt.  798  é infringió  la  regla  5.** 
del  art.  82.  (Sent.  5 noviembre  1874. — 
Gac.  23  dicieriíbre,  jiág.  228.) 

XLVT.  La  misma  doctrina  se  esta- 
blece casando  y anulando  otra  sentencia 
por  no  haber  apreciado  como  muy  cali- 
íicadas  las  circunstancias  atenuantes  4.® 
y 7.^^  á la  vez  que  la  que  se  a pro  ida 
como  tal.  (Sent.  6 noviembre  1874. — 
Gac.  23  diciembre,  pág.  2i;0.) 

XLVII.  Son  ci'rr?ín6'í(i?ir(o.'í  atennau- 
les  muy  calificadas  ¡a  7.“  del  ar- 
ticulo 9.*^  cuando  se  refieren  d los  requi- 
sitos d que  se  contrae  el  vám,  5.^  {ó  en 
5ii  caso  el  4.”)  del  arl.  8.”  Casación  de 
sen  leticia  por  in  fracción  del  art.  82, 
regla  od’' 

Decláralo  así  el  Tribunal  Supremo  ca- 
sando y anulando  una  sentencia  en  cau- 
sa contra  Mateo  Cortés  por  homicidio. 
(Sent.  12  noviembre  1874.— Goc.  21) 
diciembre,  pág.  23ü.) 

La  misma  declaración  de  casación, etc., 
idéntica  doctrina,  contiene  otra  senten- 
cia de  12  de  enero  de  1875  dictada  en 
causa  contra  Diego  Pueita.  (Guc.  20 
marzo,  pág.  62.) 


CFRCUNSTANCÍAS  AGRAVANTES.  [Juñf^j¡.  penal). 


Declaraudo  do  liaber  luaar  a!  recurso 
(le  casación,  se  establece: 

«Que  la  circunslaucia  de  ser  el  recurrente 
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CIRCUNSTANCIAS  AGRAVANTES.  Ya 

dejamos  diclio  en  ía  pág.  77,  que  son  ta- 
xativamente 23  las  circunstancias  geoe- 
raltís  de  agravación  que  pueden  concur- 
rir en  los  delitos  y sus  autores,  con  ia 
particularidad  de  que  algunas,  ¡a  l.“  y 5.“, 
pueden  apreciarlas  los  Tribunales  como 
atenuantes,  según  ta  naturaleza  y los  efec- 
tos del  delito,  y que  la  13. '‘y  fas  to- 

rnarán ó no  en  consideración  según  la 
naturaleza  y accidentes  del  mismo;  de- 
biendo en  lodo  caso  tenerse  también 
muy  en  cuenta  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 79,  según  el  cual,  no  producen  el 
efecto  de  aumentar  ia  pena  las  circuns- 
tancias agravantes,  de  tal  manera  inhe- 
rentes al  delito,  que  sin  la  concurrencia 
de  ellas  no  pudiera  cometerse,  ni  las  que 
pur  sí  mismas  constituyen  un  delito  es- 
pecialmente penado  por  ia  ley. 

Son  XXXIII  los  casos  de  jurispruden- 
cia contenidos  en  el  lugar  citado  (pági- 
nas 77  á 90),  y vamos  á continuarlos: 

XXXIV.  El  parentesco  en  el  delito  de 
lesiones  ??icrtos  graves  es  circunstancia 
agravante.  Apreciación  de  la  Sala. 

En  causa  contra  Bernarda  García  por 
haber  golpeado  y herido  en  la  plaza  de 
Aíúbes  y causado  lesiones  menos  graves  a 
una  liermaria  política,  se  interpuso  re- 
curso de  casación,  alegando  la  infracción 
de  la  circunstancia  1.*^  del  art.  10,  por- 
que atendidos  los  resentimientos  y dis- 
gustos de  familia,  el  parentesco  en  este 
caso  debia  estimarse  como  atenuante  y 
no  como  agravante.  Declarando  no  haber 
Jugar  al  recurso,  .se  establece: 

Que  respecto  de  la  circunstancia  de  pa- 
reirlescrj  de  la  procesada  con  Ja  ofendida, 
apreciada  como  agravante  eo  este  caso  es 
di.^  la  atribución  de  la  Sala  scntenciadura  Ja 
caiiíicacion  que  corresponde  dar  á la  misiria 
teniendo  presente  ta  naturaleza  de  los  liprjjos 
y los  nfertos  de!  delito.  (Sent.  10  diciem- 
bre 1874. — Gao.  2í)  enero,  pág,  37.) 

XXXV.  La  niísma  docirinaen  causa 
sobre  lesiones  graves  con  perdida  de  un 

OJO, 


liermano  afin  del  agraviado,  debe  ser  apre- 
ciada como  agravante  en  e.<te  caso,  porque 
el  paren  leseo  hace  más  grave  el  acto  crimi- 
nal perpetrado,  según  las  reglas  de  la  .sana 
crítica,  sin  que  se  alcance  razón  alguna  en 
que  pueda  sostcner.se  con  fundamento  que 
diclm  circunstancia  atenúa  la  responsabilidad 
del  agente  ni  dismimiye  Ja  trascendencia 
moral  del  Itficho. 

«y  con.siderando  que  apreciada  en  esto 
sentido  por  Ja  Sala  la  circunstancia  de  que 
se  trata,  no  puede  decirse  que  lia  itifringiu'o 
el  art.  10,  círcun-slancia  l.“  del  Cúdigu  pe- 
nal... invocando  el  ca.so  5.°  del  art.  708  de 
la  Ley  de  Euj.  crím.»  (Sent.  27  setiembre 
lS7r>.-— Goc.  di  octubre,  pág.  SI.) 

XXXVr.  La  misma  doctrina  en  el 
delito  de  homiridio:  el  parctitesco  es  cir- 
cunstancia agj'avanie. 

Declarando  no  haber  lugar  al  recurso, 
Sé  consigna: 

ffQue  atendidos  la  naturaleza  y los  efectos 
del  delito  de  que  se  trata,  e.s  imíudabis  que 
en  el  caso  actual  corresponde  apreciar  como 
agravante  ia  circun.stancia  de  ser  el  proce- 
sado cunado  de!  interfecto,  según  se  lia  he- 
cho en^Ja  sentencia.»  (Sent.  10  noTÍem- 
bre  1875. — Gac.  SI  noviembre,  pág.  86.) 

XXX  VIL  Séptima  circunstancia  agra- 
vante: Obrar  con  premeditación  co- 
nocida. 

La  premeditación  es  de  tal  manera  inhe- 
rente á lo.s  (lolito.s  de  estala  y fal.siíicacion, 
que  no  pudiendo  ejecutarse  sin  su  concur- 
rencia, se  infringe  el  párrafo  segundo  de!  ar- 
ticulo 70  del  Lódigo,  apreciándola  como 
circunstancia  agravante.  (Sent,  10 
1874.— Gac.  24  agosto,  pág,  ioO.) 

XXXVIII.  OcAavo  cvrcunslancia  agra- 
vante: Emplear  astucia,  fraude  ó disfraz. 

Ya  hemos  visto  lo  que  se  entiende  por 
disfraz  en  e!  núm.  XII,  pág.  85,  con 
rereren.cia  á un  fallo  de  3U  de  abril 
de  1872.  En  otras  sentencias,  declarando 
no  haber  lugar  a!  recurso  de  casación, 
se  consigna  también: 

«Que  raciona)  y Icg.Thnentc  se  entiende 
por  disfraz  todo  medio  empleado  por  los  de- 
Imcuenles  para  evitar  el  ser  conocidos,  pro- 
curando asi  sustraerse  á ía  responsabilidad 
incurran  por  sus  cClos  criminales. 

_s  o supuesto,  coíisliiuye  dicha  circun.stan-- 
cía  ei  hecho  de  pintarse  ú tiznarse  la  cara  6 


junio 
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empolvarse  de  blanco  el  peto  para  no  correr 
e!  riesgo  de  ser  coiincido.»  (Sent.  U)  julio 
IST.'). — í7f7.c.  1 2 si'lit'nil>ri.‘,  jiííg,  157.— biein 
Sciit.  I-  jolio  1S'<5. — Gac.  5 solieiiibre, 
pdg-  31).) 

tX  XXIX.  /Yone;ia  ch'mnslím  r/ia:  A hu- 
so de  superioridad  y 6 e77i]i(eo  demedio 
que  debUiie  la  defensa. 

Refiriéndonos  á los  núms.  X á XVil 
de  este  mismo  artículo,  págs.  83  y si- 
guientes, lié  aquí  otros  casos: 

A.  «El  hecho  de  ir  tíos  reunidos  para 
acoineler  á otro  solo  y desaniuulo,  causáu- 
dtde  la  iniierl.e,  prueba  la  circunslancia  agra- 
vante de  ubu.so  de  superioridad.»  (8cnl.  1.® 
mayo  IS73  en  causa  por  íiomicidio. — Gac.  2 
agosto,  pág.  o2.) 

B.  «Cuando  cuatro  personas  atacan  ó 
acometen  á otra  que  .se  encuentra  sola  é 
inerme,  e.s  indudable  que  existe  y concurre 
en  ese  hecho  la  circunstancia  agravante  de 
abuso  de  superioridad,  y que  estimándolo  así 
la  Sala  no  iulringe  la  circunstancia  del 
art.  íOdel  Cédigo  penal.»  (Scut.  2-i  mayo 
11175, — Gac.  18  julio,  pág.  ti. — Id.  Sent.  It) 
febrero  1875. — Gac.  7 abril,  pág.  89.) 

6\  En  causa  por  lesiones  graves  á 
Moría  Rosa  Saez.  Declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación,  .se  establece: 

«Que  cuando  un  hombre  acomete  con  na- 
vaja eu  mano  á una  mujer,  concurre  in duda- 
blemente en  este  liecho  abuso  de  superiori- 
dad. También  usando  de  un  arma  contra  la 
ofendida,  que  no  la  tenia,  empleó  un  medio 
que  no  sólo  debilitaba  la  dvb'nsa,  sino  que  ,1a 
impedía  del  lodo.»  (Senl.  O octubre  1875. — 
Gac.  30  octubre,  pág.  62.) 

XL.  .Décima  sexta  r(í'níH.s/rtííc/a: 
Ejecuta?'  el  didiío  de  noche,  ó en  despo- 
blado y eti  euadrilln. 

SioTTipre  que  el  delito  se  comete  de 
noclie  buscado  de  propósito  para  mayor 
seguridad  de  los  autores  o impunidad  dé- 
los mismos,  es  ít])reciahle  e-^ia  circuns- 
laiicia  agravante;  no  lo  es  cuando  el  de- 
lito se  comete  de  noche  incidenlalmenle 
Esta  es  la  doctrina  de  jurisprudencia. 

En  cuanto  ó cometerse  en  despoblado 
y en  cuadrilla,  lian  de  concurrir  jun- 
tas esta»  dos  circunstancias  para  que 
sean  motivo  de  agravación.  Veamos  otros 
casos,  ademas  de  los  contenidos  en  este 


artículo  bajo  los  números  81  y siguien- 
tes en  la  pág.  87. 

A.  Asesinato  cojiictido  de  noche, — Está 
bien  apreciada  como  agravante  la  crciins- 
tancia  de  haberse  cjeculudn  de  noche,  en  el 
asesinato  cometido  disparando  dc.^de  la  cnlíe 
á dos  person.Ts  qno.se  liallaban  en  una  ven- 
tana de  su  casa.  (V.  íNsesin.ato,  Senl.  28 
marzo  187  T — Gac.  15  julio,  pág.  U.) 

li.  //tirio  de  noche — l^o  esta  lambien  en 
el  hurto  de  ovejas  cometido  de  noche  en  e! 
cam[m.  {Senl.  12  mayo  1S74. — Gac.  iO 
agosto,  pág.  06.) 

C.  En  despoblad o.—L^  circimslnncia  de 
come(fir.SL'.  el  delito  en  despoblado  no  puede 
apreciarse  sin  concurrir  conjentamente  la  de 
en  cuat/r/7ífí,  como  exige  ti  arl.  tü,  núme- 
ro Ifi,  atendiiia  la  reforma  que  ¡ütrndnjo  el 
decreto  de  1.*^  de  enero  de  1871.  (Scut.  13 
niaj'o  1874,  casando  y anulando  una  senten- 
cia en  causa  por  Jesiones. — Gac.  JO  agosto, 
página  69.) 

I).  Homicidio  de  noche. — ^E.slá  iiien  apre- 
ciada esta  circunstancia  agravante  en  el  ho- 
micidio de  mi  pastor,  cometido  de.  noeljc,  ha- 
llándose é.sto  Cuidando  el  gana. lo  en  su  cor- 
ral. (Sent.  30  mayo  1874. — Gac.  17  agos- 
to, pág.  95.) 

E.  Bobo  en  lugar  /iíií?í7a//o  con  fuerza 
en  las  cosas. — Xo  es  circurnítaiicia  inherente 
á lo.s  delito.s  de  robo  en  lugar  habitado  con 
fuerza  en  las  cosas  por  cualquiera  de  lo.s 
medios  Consignados  en  el  art.  521  del  Código 
penal,  el  Jiaherlos  ejecutado  de  noche,  puesto 
que.  es  posible  é igual  m en  le  fácil  ejecularlo.'í 
de  día,  y la  noctiirnida-I  supone  ser  na  me- 
dio escogitado  por  los  iiutnres  para  mayor 
seguridad  de  su  propósito  é tmpuniilad  'le  los 
mi.'mo.?,  (Sent.  10  noviembre  1S74,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción.— Gflc.  29  diciembre,  pág,  234.) 

XLÍ.  Deciina  sepiima  rircvuslancia: 
Delincuencia  anterior  del  procesado. 

Ya  heraos  visto  en  el  núm.  XXVI,  pá- 
gina 88,  que  no  siempre  se  debe  tomar 
en  (Mienta  la  circiinsloncia  agravan  le  de 
haber  sido  castigado  el  culpable  anterior- 
mente por  delito  á que  la  ley  señale  igual 
ó mayor  pena,  ó por  dos  ó más  delitos  á 
que  se  señale  pena  menor,  pues  el  mis- 
mo art.  10  permite  el  arldírin  judicia!. 
De  este  debe  hacerse  uso  cuando  se  ele- 
va demasiado  la  pena,  cuando  los  ti  el  ¡los 
anteriores  fueron  de  otra  iiiituraleza,  ó 
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atendidas  ias 
te.  ííé  aquí  oíros  casos; 

A.  Pa  Salo  de  lo  criminal  do  la  Au- 
diencia de  Valladoliíij  calificandu  el  ilc- 
lito  de  la  causa,  de  liurto  comprendido 
en  el  arl.  Íi30  y penado  en  el  art.  531, 
nú  mero  2.°,  declaró  aulor  á Narciso 
Herrero  con  la  oircunslancia  agravante 
de  haber  sido  ónles  castigado  por  delito 
á que  señala  igual  pena  la  ley,  y le  im- 
puso cuatro  años  de  presidio  correccio- 
nal, accesorias  y las  costas: 

El  procesado  interpuso  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  el  caso  5.°,  arl.  798 
de  la  ley,  alegando  la  infracción  de  la 
circunstancia  del  arl.  Uh  Se  casa  y 
anula  la  sentencia: 

«Con.siderando que  la  circunstancia 

agra\aíila  il  del  art,  lü  del  Código  pen;d  se 
ha  aplicado  pur  la  Sala  con  error  de  liercclm, 
porque  liecesiláadtjse  para  que  proceda,  se- 
gún las  circunstancias  del  dsOocuenLe  y la 
naturaleza  y efectos  del  delito,  que  el  cul- 
pable hubiese  sido  castigado  aulertonneate 
por  delito  á que  la  5ey  señala  igual  ó mayor 
pena,  ó por  dos  ó más  á que  la  señale  me- 
nor, y habiendo  sido  condenado  i\.  á diez 
y siete  meses  Je  prisión  correccional  por 
desaculo  grave,  no  le  puede  .servir  de  cir- 
cunstancia agravante  en  el  hurto,  que  según 
el  párrafo  2.^  del  articulo  531,  se  castiga  con 
la  pena  de  presidio  correccional  en  sus  gra- 
dos mínimo  y medio.»  (Seat.  29  scliem- 
brc  1874. ~Goc.  8 noviembre,  pág.  180,J 

B.  En  causa  por  falso  testimonio  cu- 
yo autor  babia  sido  antes  penado  por 
ailaiiarniento  de  morada  y la  miden  por 
les  iones,  se  declara  no  lia’her  lugar  á la 
casación  de  sentencia  que  estimó  la  cir- 
cunstancia agravante  17.®: 

((Coüsiderando  que  para  apreciar  6 no  co- 
mo a gruyan  te  la  circu  usía  n cía  de  penas  an- 
tenuj’tís  impuestas  por  otro  ú otros  delitos 
de  distinta  especie,  es  necesario  atender  á lo 
que  en  cada  caso  resulte  sobre  las  condicio- 
nes del  delincuente  y sobre  la  naturaleza  v 
eíecibs  del  delito: 

Considerando  que  en  los  datos  que  con- 
iiene  ia  sentencia  reclamada  iiu  se  halla  ra- 
zón sulicieultí  para  contrariar  ía  apreciación 
jurídica  de  la  Audiencia,  mucho  ménos 
cuando  uno  de  los  delitos  anlerKirmenle  co- 
metidos por  el  recurrente  es  de  mavor  pena- 


j lídad  que  el  actual,  y podría  con.^^íiluir  por  sí 
solo  la  agravación  sin  añadir  el  ilolib^  prece- 
dente adverso  del  otro  de  pena  mlerinr; 

Y considerando,  por  lauto,  que  la  Sala 
sentenciailora  no  iiilringió  los  arls.  i o y 82 
del  Código  pena!,  ni  por  con.sigii¡eiUe  incur- 
rió en  e!  error  de  derecho  que  se  la  atribuye 
con  arreglo  al  núm.  6.°,  art.  7!t8  de  la  Ley 
lie  Eiij.  crim.»  (Sení.  2 Junio  1875. — Ga- 
ceta 31  julio,  pág.  15.J 

C.  En  causa  contra  Manuel  Bejon, 
la  Audiencia  do  Granada  dictó  sen lencia 
declarando  que  el  heciio  consUlnia  e! 
delito  de  ateLtadoá  laanloridad,  previs- 
to y penado  en  los  arts.  263  y signienius 
del  Código,  sin  que  fuese  de  apreciar  cir- 
cunstancia alguna  atenuante,  y sí  la  agra- 
vante 17  del  art,  10,  por  haber  sido  ánlps 
penado  en  doce  meses  de  prisión  correc- 
cional por  liurío.  lnterputí.sto  recurso  de 
ca.^acion,  fundado  en  el  caso  5.'’  del  ar- 
tículo 798,  Ley  de  Enj.  ciirn.,  alegando 
la  infracción  del  articulo  10  en  su  cír- 
cuns'ancia  17,  se  casa  y anula  ia  sen- 
tencia : 

«Con.siderando  que,  según  aparece  de  la 
sentencia  recurrida,  .Manuel  Bejon  Alvarez, 
condenado  eu  ella  por  el  delito  de  .acDladoá 
la  autoridad  á siete  años  de  prisión  mayor  y 
mulla  de  200  pesetas,  io  fué  ya  antes  por  el 
de  hurto  á doce  meses  de  prisión  correccio- 
nal; que  la  pena  de  este  último  delito,  aúnen 
el  caso  más  grave  de  lo.s  cinco  que  compren  - 
de  y señala  el  art.  531  deí  Código  penal  vi- 
gente, no  pasa  de  los  grados  medio  y máxi- 
mo del  presidio  correccional;  y que,  con 
arreglo  á la  clasificación  estabiecída  en  el  26 
del  mismo  Código,  es  evideulemeule  inferior 
á la  que  se  ha  impuesto  ahora  ú dicho  pro- 
cesado: 

y Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  en  el  caso  de  autos  no  puede  legalrnenle 
estimar.se  la  circunstancia  agravante  17  del 
artículo  10  t!el  referÍLlo  Código  penal , puesto 
que  Consiste  esta  en  halier  .sido  castigado  ol 
culpahje  nnlerior mente  por  delito  á que  la 
ley  señale  igual  ó mayor  pena,  ó por  dos  ó 
fná.s  delitos  á que  aquella  señale  pena  menor; 
y que,  por  consiguiente,  en  haberla  aprecia- 
do como  concurrente,  !a  Sala  .sentenciadora 
lia  incurrido  en  e¡  error  de  derecho  á que  se 
refiere  el  párrafo  quinto  doi  art.  708  de  la 
Ley  'le  Enj,  crirn. , é ¡ufringíilo  ia  di.spo5¡(:¡oii 
legal  que  en  tal  concepio  cilael  recurrente.» 

(Sciit.  14  mayo  1875, — Gac.  22  junio,  pá- 
gina 134.) 
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XLU.  Décima  octava  circunstancia: 
Beincidencia: 

E'ia  circunstancia  agravante  es  de  las 
que  menos  diticuUades  ofrecen  en  su 
aplicación  por  estar  perfectamente  deli- 
nida  en  el  Código.  Al  caso  XXIX,  pá^ 
gina  S8,  aíladiremos  el  siguiente: 

En  causa  sobre  tentativa  de  robo,  con- 
tra Ramón  Uson,  penado  ya  antes  dos  ve- 
ces por  robo,  la  Audiencia  (Zaragoza)  no 
estimó  esta  circunstancia  agravante,  á 
interpuesto  recurso  de  casación  por  el 
Ministerio  fiscal,  fundado  en  los  aris,  796 
y 797,  casp  5.°  del  798  y 819  de  la  Ley 
de  Eoj.  crint.,  citando  como  infringido 
el  82  del  Código  penal,  se  casa  y anula 
la  sentencia: 

«Con.siderando  que  el  Código  penal  vigen- 
te, al  establecer  como  circunstancia  agravan- 
te la  ÍS  del  art.  10,  de  ser  el  culpable  reinci- 
den le.  define  que  hay  reincidencia  cuando 
éste  al  ser  juzgado  estuviere  ejecutoria rncMüe 
condenado  por  otro  delito  comprendido  en 
eí  mismo  título  de  dicho  Código: 

Considerando  que  al  dictar  su  sentencia  la 
Sala  de  vacaciones  de  la  Audiencia  de  Zara- 
goza en  13  de  agosto  íilLiino  condenando  a! 
procesado  Ramón  Usou  y Uson  por  el  delito 
de  tentativa  de  robo,  lo  estaba  ya  por  senten- 
cias firmes  de  i 5 de  diciembre  de  1874  y 18 
de  marzo  de  1875,  en  !a  primera  por  robo 
frustrado  y en  la  segunda  por  robo  consu- 
mado en  lugar  habitado,  delitos  funhos  que 
están  comprendidos  en  el  mismo  título  y ca- 
pítulo que  el  que  ha  dado  lugar  á esta  causa: 

Y cousiderando  que,  en  su  consecuencia, 
la  Sala  ha  cometido  error  de  derecho  al  no 
apreciar  la  circunstancia  agravante  de  reio- 
cideucíii,  é infringido  el  art.  82  del  propio 
Código  en  su  regla  3,%  que  di.spnr)e  que, 
cuando  la  pena  señalada  ni  delito  contenga 
tres  grados,  so  impondrá  en  el  grado  máxi- 
mo cuando  concurriese  sólo  alguna  circuns- 
tancia agravante,  como  sucede  en  el  presente 
caso.»  (8cnt.  14  diciembre  1875. — G’ac.  15 
enero,  pág.  17.) 

XLIII.  ctí’cuíísírtncici:  Eje- 

cutar el  hecho  co7i  ofensa  ó desprecio  del 
Tespeto  que  por  la  dignidad^  eclad  ó sexo 
mereciese  el  ofendido^  ó en  su  7nÍS7na  7no- 
rada , cuando  no  haya  provoendo  el 
suceso. 

No  deja  de  ofrecer  alguna.?  dificultades 
la  aplicación  de  esta  circünstancia  20,^ 

Ji:u.  Rea. 


en  los  distintos  casos  que  comprendo,  y 
remitiéndonos  á los  números  XXIX 
á XXXIl  de  este  mismo  artículo,  prági- 
na  88,  hé  aquí  otro  fallo  rtdativameníe  ó 
la  morada  del  ofendido  (1). 

En  causa  por  lesiones  graves  á Rosa 


, acometiéndola  en  su  propia  casa,  y 
causándola  la  lesión  en  la  calle.  Se  es- 
tablece: 

ífQue  .si  el  principio  de  la  agresión  tiiv»» 
lugar  ea  la  casa  mi.snuule  la  ofendida,  donde 
el  agresor  sacó  ya  la  navaja,  ann(|ne  la  lesión 
la  causare  ya  estando  en  la  ca  le  á donde 
iiuyó,  no  puede  dividirse  el  acto  ejecutado, 
ni  quebrantarse  la  unidad  que  en  óf  aparece, 
siendo  no  dos  actos  distintos  sino  uno  solu, 
que  principió  por  sacar  el  arma  y terminó 
por^  emplearla  causanito  lesión;  por  lo  que 
está  bien  apreciada  la  circun.'Jtuncia  agra- 
vante 20.»  (Seiit.  0 octubre  1875. — Dac.  30 
octubre,  pág,  62.) 

COACCIONES.  Va  dijimos  en  la  pági- 
na 99,  que  según  el  art.  510  dcl  Código 
de  1870  (420  de!  de  1850),  es  coacción 
el  hecho  de  impedir  á otro  con  violencia, 
y sin  estar  legítimamente  autorizado, 
hacer  lo  que  la  ley  no  probibe,  ó de 
compelerle  á efectuar  lo  que  uo  quiera, 
sea  justo  ó injusto. 

Califica,  pues,  este  delito  la  violen- 
cia, y supone  acto  de  fuerza  material 
sobre  la.s  personas,  no  sobre  las  cosas. 
La  coacción  mora!  constituirá  otro  deli- 
to, en  su  caso,  según  la  naturaleza  del 
hecho,  la  amenaza,  la  estafa,  elc.;  pero  no 
el  penaiio  en  el  art.  510.  Además  de  los 
casos  de  jurisprudencia  contenidos  en  la 
página  90,  hé  aquí  oirus. 

Ilí.  uPara  que  mi  hecho  se  compren- 
da bajo  la  .s'auciOíi.  del  art.  510  del  Códi- 
go penal  y es  indispe^isahle  que  el  acto  se 
ejecute  con  violencia^  y esta,  ya  se  atienda 
á su  signi/ic'icion  genuina  y gramatical, 
ya  fi  la  aplicación  que  ei  misino  Código 
pe7ial  le  dd  cuando  traía  del  delito  de 
robo  C071  violencia  en  las  personas,  supo- 
7ie  un  acto  de  fuerza  7nateriüLí> 

Consignando  el  Tribunal  Supremo 

(1)  Véase  en  A.sEsiN.vro,  páí^.  371,  iiííiik  - 
ro  XXV,  hi  siMUencia  lie  3iio  seliembre  de  1873. 
donde  se  establece  imporlaiile  düiUnua  subre 
esta  circuMSlanciii,  no  comsíderáuilola  apii  ciablo 
por  ser  inrierente  a!  dclilo. 

21) 
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textualmente  la  doctrina  deí  epígrafe, 
casa  y anula  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  lo  rriíniiial  de  la  Audiencia  de 
Valladolid,  por  la  que  calificó  y pono 
como  coacción  el  heclio  de  haberse  ne- 
gado un  párroco  á adoiioisirar  lossacra- 
íiienlos  de  confesión  y extremaunción, 
y después  la  sepultura  ectesiásiica,  á 
José  Crespo  por  estar  conceptuado  como 
usurero  manifiesto,  liabiéndose  visto  pre- 
cisados su  viuda  é liijos,  para  que  se  die- 
se á Crespo  la  sepultura,  á otorgar  una 
obligación  de  hacer  restituciones  y ó 
cumplirlas  condiciones  tjuesfi  les  impu- 
sieron, El  Tribunal  Supremo  consigna 
que  todos  estos  heclios  no  ctmsiiluyen 
la  violpn"Í3  á que  se  refiere  el  art.  510 
del  Có-!igo,  faltando  la  fuprza  material 
queera  necesaria.  (Sont,  l.^mayo  1874, 
— Gac.  it  agüito,  pág.  5ü.} 

ÍV.  Con^iifiiye  el  delito  de.  coacción 
definido  y penado  en  el  art.  510  del  Có- 
digo el  hecho  de  impedir  por  7nedio  de  la 
fuerza  el  dueño  de  una  casa  que  el  que 
la  tiene  arrendada  entre  en  ella',  pues  le 
impide  con  violencia  hacer  lo  que  la  ley 
no  le  prohíbe. 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Eugenio 
Gaona  y Eugenia  Sanz  contra  sentencia 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  que  cali- 
ficó y penó  el  hecho  de  autos  como  co- 
acp/ion  con  la  circunstancia  atenuan- 
te l.\  porque  el  Ín([uilin6  no  le  pagaba 
los  alquileres. 

Se  fundaba  el  recurso  en  el  núm.  3.® 
y otros  del  art.  79S  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  citando  como  in- 
fringido el  art.  GO'r,  pue*slo  que  tratán- 
dose de.  una  coacción  producida  en  e! 
momento  de  cuestionar  dos  individuos 
sobre  sus  intereses,  no  conshluia  el  deli- 
to de!  art.  nlO,  v sí  solo  cuando  más  la 
falla  prevista  en  cd  núm.  5.'’  dH  ar- 
tícido  (iOV.  (Sent  28  setiembre  1874. 

Gac.  H npvifuilire,  pág.  178.) 

A.  Coacción  cow  la  circunstancia 

(ilP-iiuantfí  de  parentesco  entre  el  agresor 
y el  ofentiido.~i\o  hay  sólo  coacción 
frustradat  smo  consmnada^  cuando  la 


violencia  se  ha  einplcndoj  e impedido  ha- 
cer lo  que  la  ley  no  prohíbe. 

En  ocasión  de  estar  sacando  paja  To- 
más Sánchez  de  un  pajar  de  su  propie- 
dad, se  presentó  para  impedírselo  su 
hermano  Demetrio,  como  se  lo  impidió 
con  violencia,  acometiéndole,  golfieán- 
dole  y lesionándole  en  la  cabeza,  huyen- 
do en  seguida  cuando  á las  voces  del 
ofendido  acudieren  sus  criados  y otras 
personas.  La  Sala,  declarando  que  estos 
hecitos  constituyen  un  delito  de  coacción 
y una  falta  coa  la  circunstancia  atenuan- 
te de  ser  e!  ofensor  hermano  del  ofendi- 
do, le  condenó  por  e!  delito  en  la  pena  de 
dos  meses  de  arresto  mayor  con  su  acceso- 
ria y multa  tle  30Ü  pesetas,  y por  la  fal- 
ta en  diez  días  de  arresto  menor,  indem- 
nización de  diez  pesetas  y pago  de 
costas. 

Iruerpuesio  recurso  de  casación  por 
Demetrio,  fundado  en  el  caso  3.^,  ar- 
tículo 798  de  la  L'-y  de  Enj.  crim.,  ci- 
tando como  infringidos  los  orts  5Í0, 
3.®,  párrafü  2.®,  y 66  del  Código  penal, 
por  haberse  calificado  de  delito  consu- 
mado de  coacción  en  vez  de  calificarlo 
de  frustrado,  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara no  haber  lugar  al  recur.so,  por  ha- 
llar evidente,  según  los  hechos  declara- 
dos probados,  que  e!  deli^o  de  que  se 
trata,  conforme  al  tenor  literal  y e<piri- 
lu  del  art.  510  del  Código,  quedó  con- 
sumado y no  frustrado.  (Sent.  10  ene- 
ro 1876. — Gac,  29  enero,  pág.  46.) 

CÓDIGO  PENAL  DE  1850.  Es  aplicable 
á un  delito  coruetido  en  la  niañana  del  5 
de  Hiiemhre  de  1n70,  cuando  sus  dispo- 
siciones son  más  beneficiosas  ú ios  reos. 

Se  declara  haber  lugar  ai  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Ministerio 
fiscal  en  causa  sobre  robo  con  honii- 

* I , 

eidio, 

«Cüos^iderando que  bahíéndnse  publi- 

cado el  Códií/o  penal  vigente  en  la  Gaceta  del 
Heiiji-  lie  íít  de  íigft.sU)  do  tS70.  y no  con.s- 
If  ado  el  día  cierto  de  la  publicación  dei  mís- 
nioen  el  Doleiin  ofeial  da  la  provincia  de  Sa* 
Lmanra,  á la  que  pertenece  el  pueblo  don- 
de Se  cometió  eí  delito  en  la  mañana  de!  fi  do 
selieiiibre  siguiente,  ni  siendo  probable  si- 
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quiera  que  en  ese  dia  estuviera  promulgado 
en  este  último,  ya  que  es  más  favorable  á los 
procesados  el  anterior  de  i 850  con  aplica- 
ción de  la  regla  45  de  la  Loy  provisional  para 
ja  ejecución  de  sus  disposiciones  que  e!  vi- 
gente, corresponde  juzgar  i Ins  procesados 
por  aquel.»  (Sent.  31  marzo  1ST4. — Gac.  15 
julio,  píig.  12). — V.  Efecto  hethoactivo. 

COMPETENCIA  EN  MATERIA  CRIMINAL 
POR  RAZON  DE  LAS  PERSONAS  Ó DE  LA  ÍN- 
DOLE DE  LOS  DELITOS.  Extensamente 
liemos  tratado  de  esta  importante  mate- 
ria en  las  págs.  92  y siguientes  á la  1.47, 
insertando  lextiialmenle  en  primer  tér- 
mino los  arls.  "¿OO  y otros  de  la  Ley 
de  Enj.  crim.,  y el  til.  VIH  de  la  orgá- 
nica del  poder  judicial,  arts.  208  á H98, 
cuyas  disposiciones  determinan  las  atri- 
buciones de  los  jueces  y Tribunales  y su 
competencia  en  materia  criminal,  y á 
continuación  XCIY  casos  de  jurispru- 
dencia que  resuelven  otras  tantas  ciies- 
liones  y facilitan  la  recta  inteligencia  y 
aplicación  de  la  ley  en  el  deslinde  de  las 
causas  de  que  por  razón  del  lugar  cor- 
responde conocer  á los  respectivos  jueces 
de  la  jurisdicción  ordinaria,  ó á ésta  ó á 
las  de  Guerra  y Marina,  por  la  índole  de 
los  delitos  ó de  las  personas  culpables. 

Vamos  abora  á consignar  otro  gran 
número  de  casos  de  contienda  jurisdic- 
cional, advlrliendo  de  paso,  que  la  ma- 
yor parte  de  las  suscitadas  lo  han  sido 
entre  la  jurisLliccIon  ordinaria  y la  de 
Guerra  en  las  causas  sobre  alteración  del 
orden  público,  complicadas  hoy  por  la  si- 
tuación excepcional  del  país,  en  virtud 
del  decreto  de  18  de  julio  de  i8"4,  y de 
los  bandos  de  los  capitanes  generales  que 
.‘dieran  fundamenlalinenie  el  derecho 
constituido,  ó sea  las  disposiciones  de 
la  Ley  de  Enj.  crim.,  de  la  orgánica  del 
poder  judicial  y de  la  de  orden  público. 

Fuera  de  estas  competencias  sobre  co- 
nocimiento en  causas  de  rebelión  y se- 
dición y de  robos  en  cuadrilla  que  ocu- 
pan ios  núms.  CXXIí  á CXLIl,  las  de- 
más, todas  importantes,  son: 

Sobre  la  necesidad  de  suspender  toda 
actuación  durante  las  contiendas  ó expe- 
dientes de  competencia,  el  núm.  XCV. 

Sobre  que  los  jueces  de  instrucción 
no  pueden  por  sí  ni  inhibirse  ni  recla- 


mar la  inhibición  , el  núin.  XCVL 

Sobre  hallazgo  de  un  cadáver  vestido 
de  soldado,  sin  que  conste  que  sea  efec- 
to de  delito,  el  núm.  XCVIl. 

Sobre  qué  juez  es  competente  para  co- 
nocer do  as  causas  por  quebrantamiento 
de  condena,  los  núms.  XGVIII,  XGÍX 
y G. 

Sobre  competencia  en  juicios  sobre 
lesiones  que  constituyen  siMo  falta,  cau- 
sadas por  aforados,  los  núms.  GI  y GIL 

Sobre  delitos  cometidos  por  militares 
de  reemplazo,  el  núm.  íllll;  por  guardias 
/orales  de  Navarra,  el  CIY;  por  volunta- 
rios movilizados,  etc.,  el  GV  á GYIl;  y 
por  militares  rebajados  el  CVÜl  y GIX. 

Sobre  conocimiento  de  los  delitos  co- 
nexos y en  que  resultan  procesados 
militares  y paisanos,  los  núms.  CX 
á CXII. 

Sobre  delitos  cometidos  en  tierra  por 
gente  de  mar,  el  núm.  GXIIL 

Sobre  robo  de  efectos  pertenecientes  á 
la  Hacienda  militar,  el  núm.  CXIV. 

Y últimamente,  sobre  desafuero  de 
militares  y paisanos  por  alentado,  des- 
acato, desobediencia  y resistencia  á la 
autoridad,  insulto  á centinela,  etc.,  los 
números  CXVá  CXXII. 

Hé  aquí,  pues,  continuados  los  XCIV 
casos  insertos  en  las  págs.  92  á 147: 

XCV,  5u.íj)eíi5Íí)Ti  de  toda  acíuacÁon 
en  las  causas  durante  la  contienda  de 
competencia.  El  olvido  de  este  principio 
constituye  extralimitacion  de  fiicullodeSy 
con  arreglo  al  art.  590  del  Código 

pe7iaL 

Con  motivo  de  haber  continuado  pro- 
cediendo la  jurisdicción  de  Guerra  has- 
ta dictar  sentencia  en  una  causa,  no  obs- 
tante la  competencia  suscitada,  el  Tribu- 
nal Supremo,  al  decidirla  á favor  de  la 
jurisdicción  ordinaria,  declara  nulo  la 
sentencia  dictada  por  la  autoridad  mili- 
tar, después  de  haber  sido  requerida  de 
inhibición,  y manda  sacar  Le^llmünio 
del  tanto  de  culpa  por  lo  que  hace  á la 
extralimitacion  de  facultades,  en  los  tér- 
minos siguientes: 

«Considerando  que,'  conforme  tí  lo  rjue 
previene  el  art.  390  dtfl  Código  penal  vigen- 
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le,  e!  funcionario  público  ¡egalmente  reque- 
rido de  íDÍiibicioo  no  puede  continuar  proce- 
diendo Jiasta  que  se  (lecida  la  coulieuda;  y 
que  constando  en  las  actuaciones  remitidas 
por  la  autoridad  militar  que  ésta  dicLd  sen- 
tencia y la  ejecuU>  a!  dia  siguiente  de  haber 
sido  requerido  por  la  civil , no  pudo  proceder 
á este  trámite,  é incurrió  por  tanteen  la 
responsabilidad  que  marca  el  art,  39tl; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  esta  causa  cor- 
responde á la  jurisdicción  ordinaria,  á la  que 
se  remitan  unas  y otras  diligencias  para  que 
proceda  cou  arreglo  á dereclio  ; siendo  uiiia 
la  sentencia  dictada  por  la  autoridad  militar 
después  de  haber  sido  requerida  de  inhibi- 
ción ; y saque  testimonio  del  tanto  de  culpa 
por  lo  que  hace  á la  exlralimitacion  de  facul- 
tades que  resulta,  y lo  remita  aJ  Trili^iual  de 
Guerra  que  proceda,  poniéndose  este  fallo 
en  conocimiento  del  Juzgado  de  la  Capitanía 
general  de  Valencia.»  fSent.  22  noviembre 
1874. — 6’ac.  29  diciembre,  pág.  240. J 

XCVI,  Los  jueces  de  instrucción  no 
pueden  promover  y sostener  cúmpet en- 
cías, MÍ  inhibir  ú la  jurisdicción  orcíi- 
naria. 

Se  declara  mal  formada  uua  compe- 
tencia negativa  que  inició  la  jurUdic- 
cion  militar  después  de  haberse  inhibido 
el  juez  de  primera  instancia  de  Cai  rion, 
como  juez  de  instrucción  , en  causa  [lor 
robo  en  cuadrilla:  y se  mandan  devolver 
los  antecedentes  al  j uez  para  que  consul- 
tando su  auto  inhibitorio  proceda  con 
arreglo  á derecho. 

tConsiderando  que,  ya  se  califique  de  re- 
belión, ya  de  robo  en  cuadrilla,  el  hecho 
motivo  de  esta  causa  j y auuqiie  se  supouga 
que  el  conocimiento  de  ella  correspotidia  ú 
Ja  jurisdicción  ordinaria,  el  Trihuual  com- 
petente para  conocer  de  ella  hubiera  sido  Ja 
Audiencia  de  VaJladolid,  conforme  á los  ar- 
Uculos  274  y 976  ile  !a  Ley  orgánica  del  po- 
der judicial,  y el  juez  de  primera  instancia 
de  Larnon  no  hubiera  tenido  otro  carácter 
quede  ínstrucciou,  al  cual  prehibiael  ar- 
ticulo 302  de  la  citada  ley  promover  v sos- 
tener competencias: 

Considerando  que  no  es  permitido  i dicho 
juez  de  primera  in.slancia  inhibir  á la  juris- 
dicción ordinaria  de  este  asunto  sin  la  apro- 
nacinn  de  la  Audiencia  dei  territorio,  con 

quien  no  consultó  el  auto  inhibitorio,  sino 
que  lo  ejecutó  por  sí  solo  sin  aquel  requisi- 
to, motivo  por  el  cutí  la  competencia  nega- 
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tíva  pendiente  no  i -me  estado  de  decidirse.» 
(Sent.  10  abril  IS/ó. — Gac.  18  mayo,  pá, 
gina  90.) 

Véase  el  núm.  XCÍ,  pág.  I.i4. 

XCVn.  Hallazgo  de  un  cadáver  ves- 
tido de  soldado  en  la  ria  de  Saniona.  Es 
siempre  competente  la  jurisdicción  ordi- 
naria para  el  conocirnienio  y averigua- 
ción de  los  hechos  de  esta  índole,  mien- 
tras no  se  acredite  (a  existencia  do  un  he- 
cho diminuí  {!). 

Suscitada  competencia  entre  el  Juzga- 
do do  guerra  de  la  Capitanía  general  de 
Burgos  y el  de  primera  instancia  de  Ea- 
redo,  acerca  del  conocimiento  do  una 
causa  formada  por  arabos  con  motivo  del 
iiallüzgo  de  un  cadáver  vestido  de  solda- 
do en  el  sitio  del  Puntal  de  la  ría  de  San- 
loña,  se  decide  que  corresponde  al  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Laredo: 

«Considerando  que  para  determinar  lo  que 
proceda  á favor  de  uno  ó de  olro  de  do.s  jue- 
ces que  coDtieucien  en  órden  íí  competencia 
de  jurisdicción,  es  indispensable  que  exista 
un  hecho  criminal  que  surta  fuero  por  causa 
de  materia,  cuando  no  se  trata  del  que  pueda 
competir  por  razón  déla  persona: 

Considerando  que  el  hecho  aislado  de  ha- 
berse encontrado  un  cadáver  vestirlo  de  sol- 
dado en  el  sitio  del  Puntal  de  la  ria  de  Santo- 
fia,  del  que  después  se  lia  comprobado  la 
identidad,  como  asimismo  la  causa  de  su 
inuerltí,  debida  á haberse  arrojado  ai  agua 
cuando  con  otros  enfermos  era  conducido  al 
hospital  militar  da  aquella  villa,  □□  es  en  sí 
punible  mientras  que  por  las  actuaciones  ul- 
teriores no  resulte  que  es  producto  de  un 

delito  que  sirva  de  baseá  la  cuestión  de  com- 
petencia: 

Considerando  que  los  artículos  (349  y 330) 
déla  Ley  provisional  sobre  organización  ileí 
poder  judicial  citados  por  el  Juzgado  do  la  Ca- 
pitanía general  de  Burgos  para  iniciar  esta 
competencia,  presupone  siempre  la  existen- 
cia de  un  delito,  toda  vez  que  al  deslindar  Ja 
competencia  de  los  Jüzgaüo.s  ordinarios,  y el 
especial  de  guerra,  hablando  los  delitos  cuyo 
conocimiento  corresponde  respectivamente 
a una  ú otra  jurisdicción,  y que  faltando  esta 
base,  corno  en  el  caso  pre.sente,  no  hay  tér- 
minos hábiles  para  decidir  esta  cuestionó 
lavor  de  la  jurisdicción  de  guerra: 


{!)  Véanse  los  númcrci.:  LXXV  á LXXVlí 
en  ia  pág.  140. 
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Consiilerando  q:ie  fcti  todo  caso  el  conocí- 
inisiiio  y averijíuaciüLi  de  heclios  de  la  índole 
del  cjuo  se  trata  corresponde  siempre  en  pri- 
jiier  término  ¡i  fa  jurisdicción  ordinaria, 
iniéntras  por  resultado  de  las  actuaciones  no 
aparezca  un  fumlumento  legal  para  atribuirlo 
á la  privilegiada : 

Vistas  las  disposiciones  citadas,  y con  arre- 
glo á la  constante  jurisprudencia  de  este 
Trilmual  j 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  coHocimienlo  de  esta  causa 
corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia 
de  baredo,»  (Seut.  l.°  marzo  1875. — Ga- 
ceta '27  abril,  pííg.  S3.) 

XCVÍII.  Quebrantamiento  de  conde- 
na. Conoce  de  este  delito  el  juez  de  la 
deniarnacion  en  que  se  comete^  conforme 
al  art.  oía  de  la  Ley  orfjfdnícti.  La  fuga 
de  un  sentenciado  constituye  delito  inde- 
pendiente del  que  dio  lugar  á la  condena. 

Habiéndose  fugado  del  presidio  d® 
Tarragona  varios  penados,  se  instruye- 
ron por  el  Juzgado  las  diligencias  suma- 
rias, y oido  el  iiscal  se  inhibió  del  cono- 
cimiento de  la  causa,  suponiendo  cor- 
responder á los  Juzgados  de  Borja  y Be- 
nabarre  jmr  que  fueron  condenados,  y 
por  reputar  la  fuga  ó quebrantamiento 
de  condena  como  incidente  del  princi- 
pa!. Los  Juzgados  referidos  se  inhibie- 
ron de!  conocimiento  do  la  causa,  fun- 
dando su  incompetencia  en  que  el  delito 
se  habia  cometido  en  Tarragona,  y sus- 
tanciada la  competencia  negativa,  se  de- 
cide por  e!  Tribunal  Supremo  que  cor- 
responde el  conocimiento  al  Juzgado  de 
Tarragona,  en  conformidad  al  art.  325 
de  la  Jjcy  orgánica: 

« Consiilerando  que  el  hedió  que  ha 

motivado  esta  cuestión  jurisíliccional  se  ha 
cometido  dentro  del  término  dei  Juzgado  de 
Tarragona,  y os  independiente  é inconexo 
con  ios  delitos  por  los  que  los  expresados 
procesados  se  liallabao  cumpliendo  condena 
en  e!  presidio  de  aquella  ciudad,  y por  lo 
tanto,  de  la  competencia  de  aquel  Juzgado.» 
(Sent.  19  abril  1875,— 6ac.  IS  mayo,  pági- 
na 94.) 

XCIX.  La  misma  doctrina  en  causa 
por  quebrantamiento  de  conde7ia  de  un 
penado  por  la  jurisdicción  de  guerra. 

Un  penado  por  la  j urisdiccion  de  guer- 


ra que  sufría  su  condena  en  el  presidio 
de  Tarragona  se  fugó  el  dia  21  de  di- 
ciembre de  1872.  Instruidas  las  diligen- 
cias sumarias  por  el  Juzgado  de  primera 
instancia  se  inliibíó  del  conocimiento, 
cuyo  auto  fué  aprobado  por  la  Audien- 
cia del  territorio.  Remitidas  las  actua- 
ciones al  Juzgado  de  guerra  se  produjo 
competencia  negativa,  y el  Tribunal  Su- 
premo decide  que  corresponde  al  Juzga- 
do ordinario. 

«Considerando  que,  con  arreglo  a!  artícu- 
lo 32o  (le  la  Ley  provisional  sobro  organiza- 
ción del  poder  judicial , son  competentes 
para  la  iostruccioa  de  lasctousasy  castigo  de 
las  faltas  y los  delitos  los  jueces  y Tribuna- 
les de  la  demarcación  en  que  se  hayan  co- 
metido: 

Y considerando  que  el  hedió  que  ha  mo- 
||ivado  esta  competencia  es  el  de  quebranta- 
miento de  condena,  que  constituye  un  delito 
nuevo,  independiente  é inconexo  con  c!  pri- 
mitivo, y se  liaüa  castigado  con  distinta  pe- 
nalidad, y que  se  ha  cometido  dentro  de 
término  del  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Tarragona,  y por  lo  tanto  de  la  competencia 
del  mismo.»  (Sent.  19  abril  1875.— tíace- 
ta  18  mayo  1873,  pág.  95.) 

C.  Exactamente  la  misma  doctrina  se 
con.signa  como  fundamento  de  otra  decisión 
también  sobre  competencia  negativa  entre 
el  Juzgado  de  Tarragona  y ei  de  Calamocha 
en  caso  .análogo.  (Sent.  19-20  abril  J875. 
— Gac.  18  mayo,  pág.  94.) 

Véase  en  la  pág.  28i  el  artículo  Qüe- 

líRAHTAMlEiXTO  D£  CONDENA. 

Cl.  Lesiones  leves  que  constituyen 
sólo  falta  f á un  carabinero  de  servicio. 
Competencia  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria, confoimie  al  párrafo  14  del  art.  349 
de  la  Ley  orgánicuj  y vista  la  Real  orden 
de  17  de  febrero  de  18(54,  que  no  tiene 
aplicación  á este  caso  por  no  tratarse  de 
agresión  violenta  y decidida,  con  ar- 
anas, etc. 

Suscitada  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  guerra  de  ia  Comandancia  gene- 
ral del  Campo  de  Gibrallar  y el  munici- 
pal de  La  Línea,  pretendiendo  ambos 
conocer  en  juicio  verbal  de  lesiones  in- 
feridas á un  carabinero  de  servicio,  se 
decide  que  corresponde  el  conocimiento 
al  Juzgado  municipal: 
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«Considerando  que  pertenece  á la  juris- 
dicción ordinaria  el  juicio  de  las  faltas  casti- 
gadas en  el  lib.  ill  del  Código  penal,  según 
el  art.  349,  párrafo  decimocuarto  de  la  Ley 
sobre  organización  del  poder  judicial,  y qué 
de  falta  se  trata  en  estas  actuaciones; 

Considerando  que  de  las  diligencias  remi- 
tidas no  aparece  probado  que  el  paisano  Bru- 
zon  atropellase  al  carabinero  Gómez,  me- 
diando agresión  violenta  y decidida  con  ar- 
mas de  fuego,  Itlancas,  palos  ó piedras,  Jo 
cual  sería  preciso  para  dar  ccmpelencia  en 
el  presente  raso  á ia  jurisdiccioD  militar, 
conforme  á la  Reai  órr!.*n  de  il  de  febrero 
de  (Scnt.  3 octubre  lS7.ó.~6’«c.  17 

octubre,  pág.  Ü7.) 


mo:»  (Seiit.  7 octubre  I8T5. — Gac.  17  octu- 
bre, pág.  28.) 

Gilí.  Dc'lilos  cometidos  por  milíhires 
de  reemplazo.  La  jurisdicción  do  guer-^ 
ra  es  la  iniica  competente  para  conorcr  de 
¿as  causas  criminales  sobre  delitos  come- 
tidos por  militares  en  servicio  activo,  se- 
gim  se  determina  en  el  art.  3'r7  de  la 
sobre  organización  dcl  podir  judicial 
sin  más  excepciones  de  este  principio  aue 
las  conlenidüs  en  el  343  de  la  misma  loi. 
Los  oficiales  de  reemplazo.,  no  puede  du- 
darse yiie  prestan  servicio  activo  en  el 
ejército. 


CU.  L esianes  yue  sólo  consiitugen 
faltas f causadas  por  uji  guardia  civil. 
No  siendo  de  las  exceptuadas  por  el  ca- 
so !4.°  d<4  art.  34!)  de  la  Leg  orgánica, 
conocimiento  corresponde  á la  juris- 
dicción ordinaria. 

^ Requerido  de  inhibición  el  juez  niu- 
i)ici[)a!  de  Boíl  olios  por  el  Juzgado  de 
Guerra  de  la  Capitanía  general  de  Au- 
dalucia,  sobre  conocimiento  de  juicio  de 
faltas  contra  un  guardia  civil  por  lesión 
leve,  y • so.'tenida  por  ámbos  su  compe- 
tencia, la  decide  el  Tribunal  Supremo  á 
favor  del  juez  municipal: 


Esta  es  la  doctrina  contenida  como 
fu  oda  monto  de  la  decisión  ú favor  de  la 
jurisdicción  de  guerra,  del  conoetmiento 
1 de  una  causa  sobre  estafa  atribuidaá  un 
•olkial  mientras  estuvo  do  reemplazo. 
[(Sent.  24  junio  XB15.-Gac.  tí)  julio, 

pág.  8.) 

Véase  también  ei  mim.  í,  pág.  103. 

CÍV.  Delitos  cometidos  por  guardias 
[orales  de  Navarra.  No  pertehere  este 
cuerpo  al  ejército  permanente^  ni  son  por 
consiguienie  7nilitares  en  activo  servicio, 

! debiendo  por  tanto  ser  juzgados  por  la 
g u r isd i ccion  o r diñaría , 


ffConsider.aDdo  que  deben  ser  jiizgado.s  por 
ia  ju.  isdiccíoQ  ordinaria,  conforine"  á lo  quo 
previene  la  regla  14  del  art.  349  de  ia  Ley 
provisional  sobre  organización  del  poder  ju- 
dicial, los  que  incurrieren  en  faltas  castiya- 
das  en  eljib.  ill  del  Código  penal,  excepto 
aquellas  a que  las  ordenanzas,  regía menlos 
j bandos  militares  del  ejército  y armada  se- 
ñalen pena  mayor,  cuaudo  fueren  comeliiias 
por  íii il itiir es,  las  cuales  serán  de  la  comne— 

teucia  de  la  jurisdicción  de  Guerra  ó de  Ma- 
rina; 

Considerando  que  el  hecho  de  que.se  tra- 
ta en  estas  acluacione.s  constituye  una  falla 

comprendida  en  la  regla  14  cilada,  porque 
se  redujo  a una  lesión  leve  que,  según  la  de- 
claración de  los  facultalivos  forenses,  no  tu- 
vo necesiíJad  para  su  curación  de  asistencia 
lacultaliva,  y que  no  se  lialla  entre  los  excen- 
cionadas  en  la  mencionada  regla  14  por  ha- 
ber sido  producida  dicha  lesión  por  un  coiné 

caldo  sb 

íl  ibh  r ílue  como  p.-irticular  se 

beí  sfi  servicio  por  ha- 

ise  iLlardado  en  el  cumplimiento  del  niis- 


Teniendo  en  cuenta  !o  dispuesto  en  los 
anícuios  547  y 348  de  ia  Ley  orgánica 
en  que  se  fundaba  la  jurisdicción  militar 
para  sostener  su  competencia  en  la  causa 
sobre  robo  y homicidio  .seguida  contra 
dos  guardias  torales  de  Navarra,  se  de- 
cide á favor  de  la  jurisdicción  ordinaria: 

«ConsideraDLlo  que  ia  guardia  íoral  de  Na- 
varra, do  que  .son  individuos  lo.s  procosiulo.? 
en  esta  causa  Joaquín  Porez  y FéÜ.x  Valois, 
es  UD  Cuorpo  GriTíatio  creíKlo  por  la  Dioiita- 
Clon,  recorvándose  ésta  el  iinmltramienlo  de 
jefes,  oíiciales,  sargeDto.s  y calios,  a.sí  como 
el  expulsar  del  Cuerpo  a los  individuos  que 
esUine,  y Jiacieiulu  depender  la  exislencia  del 
mismo  (le  lo  que  rcjui^  ran  Jas  circunstancias 
ti  JUICIO  de  la  propía  Diputación,  según  el  re- 
glamento que  publicó  y aprobó  en  lo  de  fe- 
brero de  1873: 

V considerando  por  todo  que  la  referida 
uerza  armada,  aunque  con  organización  mi- 
llar, El  depende  en  lodo  üeJ  Ministerio  de  la 
tiuerra,  rii  aunque  pre.ste  servicie  mililar 
activo  puede  ser  comprendida  para  los  efec- 
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tos  fíe  1:’  expresíidíi  ley  en  Ins  palabras  ejér- 
cito permanente,  que  son  las  do  tu  arl,  348 
ya  cilailo.»  (Sent.  J3  marzo  iSTó. —Gac.  TI 
abril,  pág.  84.) 

CV.  Delitos  cOTnftidosporvolinüarios 
ffiovilizados.  No  pertenecen  al  eje'rcito 
pennanenlú  ni  son  por  tanto  7nilitares  en 
activo  servicio,  y de  las  causas  contra 
ellos  conoce  la  jurisdicción  ordinaria. 

Suscitada  cora  potencia  entre  el  Juzga- 
do de  guerra  de  !a  Capitanía  general  de 
Burgos  y ei  juez  de  primera  instancia  de 
Miranda  en  causa  sulire  homicidio,  en 
que  el  procesado  era  voliinlario  moviliza- 
do, se  decide,  vistos  los  arls.  2(jí),  Íi2l, 
B47  y 348  de  ía  Ley  orgánica,  á favor  de  la 
jurisdicción  ordinaria; 

...«Considerando  que  e!  procesado  Neme- 
sio García  Herranz  uü  se  llalla  incluido  en 
ja  referida  excepción  (del  arl.  348)  porque 
aunque  la  fuerza  á que  pertenece  está  orga- 
nizmía  inilitarjneiite  y depende  en  tal  con- 
cepto del  Ministerio  de  la  Guerra,  no  tiene  el 
carácter  de  permanenle,  ni  se  iialla  manda- 
da por  jefes  iiiililares,  requisiLo.s  ÍLidis¡ití[i.sa- 
bles  que  exige  el  art.  348  antes  citado  para 
reputar  la  expresada  fuerza  movilizada  com- 
prendida tiü  el  art.  341.»  (Sent.  22  mar- 
zo 1875.  — Gac.  27  abril,  pág.  84.) 

CVI,  Otra  decisión  análoga  en  compe- 
tencia entre  el  Juzgado  de  Santander  y el  de 
Guerra  del  distrito  sobre  conocimiento  de 
causa  contra  un  corneta  de  voluntarios  mon- 
tañeses. (Sent.  27  abril  1875. — Gac.  18 
mayo,  pág.  9o.) 


miento  de  causa  por  robo,  contra  un  sol- 
dado rebajado  sólo  temporalmente  del 
servicio  mecánico,  se  decide  á favor  del 
Juzgado  de  guerra,  visto  el  arl,  349  de  ia 
Ley  orgánica: 

«Cousiderando  que  en  el  presen  le  caso, 
sin  embargo  de  hallarse  el  soldado  ile  arti- 
llería Juan  barros  Silva  rebajado  temporal- 
mente del  servicio  ínecáíuco  del  Cuerpo  con 
permiso  de  su  coronel  cuando  so  inició  la 
causa  respecto  del  iiidiciulo  delito  de  robo, 
DO  lia  perdido  por  tal  rmuivo  el  íuero  militar, 
puesto  que  no  se  le  lia  dado  de  baja  depni- 
tiv(^  en  el  ejército,  y por  el  contrario,  per- 
manecía subordinado  á la  autoridad  de  esta 
clase,  estaba  obligado  a pernoctar  en  el  cuar- 
tel, á pasar  listas  y revislas  y .sujeto  á las  Or- 
denanzas miliíare.s,  debiéndosele  reputar  per 
tanto  en  servicio  activo  para  los  efectos  pre- 
venidos en  e!  citado  artículo  de  la  ley  pro- 
visional.» (Scut.  7 abril  1875. — Gac.  27 
abril,  pág.  Sb.) 

CIX.  Diditos  come ii dos  por  militares 
dados  de  baja  en  sus  Citerpos.  Conoce  de 
ellos  la  jurisdicción  ordinaria. 

Competencia  decidida  á favor  de  !a  ju- 
risdicción ordinaria  conforme  al  art.  3 '¡9, 
núm.  13  de  la  Ley  orgánica.  (Sent.  10 
albrü  1875.  — Gtíc,  18  mayo,  pág.  91.) 

ex.  Delitos  comunes  cometidos  por 
militares  aforados  y otras  personas  que 
no  lo  son:  Id.  por  aforados  cuando  cstibi 
prestando  auxilio  á la  autoridad  admi- 
nislrativa.  Conoce  la  jurisdicción  ordi- 
naria. 


CVH.  Otra  decisión  también  como  las 
anteriores  á favor  de  la  juri.sdiccion  ordinaria 
en  competencia  sobre  conocimiento  de  cansa 
contra  Saturnino  González  y Jü.sé  Aspe,  vo- 
luntarios de  la  coiilraguerrdla  de  Miranda, 


ni  llalla rse  manilada  por  jefes  militares,  no 
obstante  que  la  misma  tenga  organización 
militar  y dependa  en  tal  concepto  del  Minis- 
terio fíe  la  Guerra.  Se  citan  os  arls.  269. 


32t,  347  y 348  de  la  Ley  orgánica.  (Sent.  28 
diciembre  1875. — Gac.  17  enero,  pág.  6.) 


Véanse  los  casos  contenidos  bajo  ios 
números  V á Vlíí,  págs.  lOi  y siguientes. 


CVI II.  Delitos  cornetillas  por  solda- 
das rebajados  temporalmente  del  servicio 
mecánico.  Conoce  la  jurisdicción  mUitur. 

Suscitada  cumpetencia  sobre  conoci- 


Se  decide  á favor  del  juez  de  primera 
instancia  de  Cambados  la  competencia 
con  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de 
Galicia  sobre  conocí  mienl o de  causa  con- 
tra un  carabinero  que  estaba  prestando 
auxilio  á los  arre  Dilatar  ios  de  arbitrios, 
y dos  paisanos  por  robo  de  un  barril  de 
aguardiente  y lierida  inferida  á uno  de 
los  que  le  custodiaban,  vistos  los  artícu- 
los 322,  327,  329  y segundo  párrafo 
del  348,  (Sent.  l.°  abril  1875. — Gaca- 
ía  27  abril,  pág.  8o.) 

CXl.  Delitos  comunes  y sus  conexos 
cometidos  por  aforados  y paisanos.  Cono- 
ce la  jurisdicción  ordinaria.  Incidencias. 
Conocimiento  de  faltas. 

Suscitada  competencia  sobre  conocí- 
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uaíeoto  lie  causa  contra  unos  paisanos 
por  escándaío  y tleaórden,  en  que  á ia 
vez  resuiiaban  cargos  contra  los  guardias 
civiles  por  lesiones  leves,  se  decide  á 
favor  de  le  inrisdiccion  ordÍDaria: 

«Considerando  que  según  los  arts.  322, 
327,  328  y 329  de  la  Ley  proTÍsional  sobre 
organizacíoü  del  poder  judicial,  el  conoci- 
riiieolo  de  las  causas  por  delitos  comunes  y 
sus  conexos,  eo^  que  aparezcan  culpables 
personas  sujetas  á la  jurisdicción  ordinaria  y 
otros  aforadas,  corresponde  exclusiva  meóte 
á aquella,  salvo  el  caso  en  que  el  castigo  es- 
tuviese reservado  á otra  especial,  y que  el 
juez  ó tribuna!  competente  para  la  instruc- 
ción ó couocimieniü  de  una  causa  lo  sea  tam- 
bién para  conocer  de  todas  sus  incidencias: 

Gonsdderando  que  las  lesiones  inferidas  por 
los  individuos  de  la  guardia  civil  al  paisano 
Manuel  Fernandez  Vieites  lo  fueron  cuando 
se  trataba  do  reprimir  el  desórden  promovido 
por  aquel  y por  efecto  de  la  resistencia  que 
opuso,  constituyendo  este  hecho  un  inciden- 
te del  delito  principal  de  que  conoce  ya  la 
jurisdicción  ordinaria,  y en  tal  concepto  no 
puede  ser  apreciado  y corregido  por  separa- 

rado,  porque  se  dividiría  la  contmencia  de  la 
causa : 

Considerando  que  constituyendo  sólo  una 
lalta  las  lesiones  inferidas  a]  Fernandez,  do 
Jas  comprendidas  en  el  libro  3."  del  Código 
penal,  se  baila  este  caso  incluido  en  el  nú- 
mero 14  dei  art,  349  de  Ja  indicada  ley,  que 
atribuye  tí  la  jurisdicción  ordinaria  ia  facultad 
de  juzgar  á todos  los  qoe  los  cometan,  sin 
otra  excepción  que  Jos  que  tengan  señalada 
pena  imiyor  por  las  ordenanzas,  reglamen- 
tos ó bandos  militares; 

Y considerando,  por  último,  que  los  guar- 
dias civiles , en  la  ocasión  en  que  pudieron 
cometer  la  falta  lesión  a o rlo  al  Manuel  Fernan- 
dez, obraban  como  agentes  de  la  autoridad 
administrativa,  por  lo  cual  e!  presente  ca^o 
se  halla  comprendido  en  el  párrafo  segundo 
del  arL  348  de  la  ya  expresada  ley.»  (Scu- 

27  ibríl,  P4. 


CAII.  Oirá  decisión  iiiénlicn  á favor  dei 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Miranda  en 
causa  contra  el  capitán  D,  José  Moya  Rodrí- 
guez y otro  paisano,  sobre  estala: 

«Considerando  que  el  conocimiento  de  tas 
causas  sobre  delitos  cometidos  por  personas 
a oradas  j otras  sometidas  ai  líero'^  común 

“‘■'■osponde,  en  virtud  de  lo 

á ií  mn  r " prooitadn  lev, 

a la  juriüdicciun  ordinaria,  siendo  ésta  coin-  i 


pefente  para  juzgar  á todos  los  encausados 
siempre  que,  como  eu  el  caso  presente,  el 
delito  no  esté  reservado  al  couocímiento  de 
otra  jurisdicción  especial.))  (Sent,  23  di- 
ciembre 1S75. — Gac.  17  enero,  pág.  4.J 

Además  consúltense  los  números  XXV 
á XXVJI,  pág.  1J5. 

CXIIf.  Delitos  comunes  camélidos  en 
tierra  por  la  gente  de  mar.  Conoce  de 
ellos  la  jurisdicción  ordinaria  conforme 
al  núm.  d.*  del  arí.  349  de  la  Ley  orgá- 
nica de  Trihnnales  (IJ. 

Competencia  entre  el  Juzgado  ele  pri~ 
mera  instancia  de  Almería  y el  de  Mari" 
na  de  la  Capitanía  general  del  departa" 
mentó  de  Cádiz,  sobre  conocimiento  d® 
causa  por  injurias  al  jefe  del  Estado. 
(Sent.  33  setiembre  1875.— Gac,  47 
octubre,  pág.  25.) 

eXIV.  Bobo  de  efectos  pertenecientes 
á la  Hacienda  militar  ó de  marina ^ en 
los  almacenes,  cuarteles,  esiablecimienios 
militares,  arsenales  y buques  del  Estado. 
Conoce  de  este  delito,  es  robo,  la  ju- 
risdicción de  Guerra  ó de  Marina,  con- 
forme al  caso  C.^  del  art.  350  de  la  Ley 
orgánica,  pero  no  si  se  trata  sólo  de 
hurto. 

Competencia  negativa  entre  el  juez  de 
primera  instancia  de  Tarragona  y el  de 
guerra  de  ia  Capitanía  genera!  de  Cata- 
' luna  sobre  conocimiento  de  causa  con- 
tra Juan  Segú  por  hurto  de  dos  sábanas. 
Se  declara,  como  sosten  ia  el  Juzgado  de 
guerra  , que  el  conocimiento  correspon- 
de al  juez  de  primera  instancia  do  Tar- 
ragona, considerando  que  según  resulta 

de  las  diligencias,  el  delito  cometido  no 
es  el  de  robo  y si  el  de  burlo  de  efectos 
pertenecientes  á la  Hacienda  militar. 
(Sent.  27  setiembre  1875.— Gac.  17 
octubre,  pág.  26.) 

CXV.  El  delito  de  desacato  comtetido 
por  ^ln  teniente  de  carabineros  á nn  al- 
calde, es  de  la  competencia  de  la  juris- 
dicción ordinaria. 

Decidiendo  á favor  de  la  jurisdicción 
ordinaria  ia  competencia  con  el  capitán 

(1)  Véase  también  el  nüin.  XIX,  pág.  112. 
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general  de  Extremadura,  se  establece 
como  fundaniealo  la  doctrina  del  epígra- 
fe, citando  el  art.  de  la  ley  sobre  re- 
fundición de  fueros  de  C de  diciembre 
de  186S  y e!  núm.  6.”  del  art.  319  de  !a 
Ley  orgánica  del  poder  judicial.  (Sen- 
tencia 30  octubre  1874. — Gac.  il  no- 
viembre, pág.  191.) 

CXVI.  El  ateníado  ó agresión  come- 
tidos por  tin  militar  contra  la  persona  que 
desempeña  el  cargo  de  juez  de  primera 
instancia , no  hallándose  ejerciendo  sus 
funciones  ni  con  ccasion  de  eilaSj  no  cau- 
sa desafuero. 

El  j uez  municipal  de  Pontevedra  co- 
menzó ó instruir  diligencias  contra  don 
José  Perez  Dávila,  teniente  de  la  guardia 
civil,  a consecuencia  do  comunicación 
f|ue  le  pasó  el  juez  de  primera  instancia 
dándole  parte  de  que  bailándose  en  su 
despacho  y ocfipado  en  el  estudio  de  los 
negocios  del  Juzgado,  se  babia  presenta- 
do el  Dávilfi,  y con  motivo  de  cierta 
cuestión  política  le  babia  injuriado  de 
palabra  y dado  tres  ó cuatro  bastonazos. 

La  autoridad  militar  requirió  de  inhi- 
bición al  Juzgado  ordinario,  invocando 
e!  num,  l.°  del  art.  350  de  la  Ley  orgá- 
nica y la  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  17  de  enero  de  1871,  El  Juzgado 
ordinario  sostuvo  su  competencia  funda- 
do en  que  el  delito  constituía  atentado  ó 
desacato  y en  todo  caso,  en  el  núm.  11 
del  art.  349  porque  compete  exclusiva- 
mente al  fuero  común  el  castigo  de  las 
injurias. 

Jíi  Tribunal  Supremo  decide  la  com- 
petencia á favor  del  Juzgado  de  guerra: 

«Considerando  que,  según  el  art.3-i7  de  la 
ley  sobre  organización  del  poder  judicial , la 
jurisdiciou  dtí  guerra  es  la  única  competente  ; 
para  conocer  de  las  causas  crimina  tes  por 
delitos  que  Cometen  lo.s  inililare.s  de  todas 
clases  en  servicio  activo  del  ejército,  en  el 
(jue  se  comprendo  el  que  presta  el  Cuerpo  de 
la  guardia  civil : 

Consideraudo  que,  entre  los  casos  excep- 
tuados de  Ja  regla  anterior  y cuyo  conocí- 
ndento  corresponde  á la  jurisdicción  ordina- 
ria, se  encuentran  el  de  «Jos  reos  de  atentado 
y desacato  contra  las  autoridades  políticas,  ad- 
niinistrativas  ó judiciales,»  y el  de  <doa  reos  i 
niiülarss  por  injuria  ó calumnia  á personas  [ 


que  no  sean  militares»  (art.  349 , números 
6.°  y { 1),  que  son  los  que  se  alegan  y discu- 
ten en  la  presente  cuestión  de  competencia: 

Considerando  que  para  que  baya  atentado 
contra  la  autoridad  ó desacato  á la  misma  es 
necesario  que  se  halle  ejerciendo  las  funcio- 
nes de  su  cargo,  ó que  sea  con  ocasión  de 
ellas , según  tenninanlemente  se  establece  en 
ios  artículo.s  263 , 265  y 266  del  Código  pe- 
nal ; 

Con.sideriindo  que  cuando  en  un  mi.srno 
acto  se  injuria  y se  llega  á poner  manos  en 
la  autoridad,  los  dos  hechos  constituyen  un 
solo  delito  , como  se  ha  declarado  ya  por  sen- 
tencia de  este  Tribunal  Supremo  de  '29  de 
octubre  de  Í872,  no  conceptuando  fácil  que 
se  consume  un  atentado  sin  llevar  consigo 
alguna  palabra  insultante  ó amenazadora  por 
parle  de!  delincuente : 

Considerando  que  el  acto  de  agresión  co- 
metido por  el  teniente  Perez  Dávila  contra 
D.  Antonio  Pineda  no  se  verificó  hallándose 
éste  ejerciendo  ¡as  funciones  de  su  cargo  de 
juez  de  primera  instancia  ni  con  ocasión  de 
ellas,  sino  que,  así  por  el  motivo  que  lo  pro- 
dujo como  por  demás  circunstancias,  no  sale 
de  !a  esfera  de  un  suceso  de  índole  privada: 

Considerando  que  las  expresiones  injurio- 
sas , aun  cuando  constituyeran  un  delito  se- 
parado del  de  atentado,  serian  sin  embargo 
un  incidente  conexo  con  aquel,  debiendo 
conocer  de  uno  y otro  un  solo  juez  ó Tribu- 
nal de  ios  que  sean  cornpelentos,  con  arre- 
glo al  art.  328  de  la  Ley  orgánica  deJ  poder 
judicial : 

Considerando  , en  consecuencia  de  todo, 
que  no  media  causa  aigunn  que  proiUizca 
desafuero  del  procesado  D.  José  I'erez  Dávila; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimieolo  do  esla  causa  cor- 
responde al  Juzgado  de  guerra  de  la  Ca|)i- 
tanía  genera!  de  Gidicia,  etc.»  (Sciit.  17  iin- 
viembre  1871. — Oac.  27  noviembre,  pági- 
na 199.) 

ex  VIL  Desafuero  de  militares  por 
atentado,  desacato,  desobediencia  ó re- 
sistencia cow//'a  la  autoridad  política  ad- 
ministrativa ó judicial,  conforme  al  ar- 
ticulo 349 , núm.  de  la  Ley  or- 
gánica. 

Procesado  un  guardia  civil  por  desobe- 
diencia al  juez  de  primera  instancia  y 
luego  también  por  negarse  á comparecer 
á prestar  declaración  y suscitada  compe- 
len eia,  se  decide  á favor  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  vistos  los  arts.  347,  349, 
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núm.  0.'’  de  lu  Ley  orgánica  y 265  tie! 
Código  penal: 

«Confítierando  que  los  hechos  porque  se 
procede  eu  esta  causa  consisten  en  haber  el 
guardia  civil  Manuel  Vázquez  Veioso  desobe- 
decido la  urden  de)  juez  de  primera  inslaucia 
de  Verifí,  que  se  le  anunció  como  tal,  y re- 
sistido después  la  detención  de  su  persona 
dictada  pnr  la  misma  autoridad ; hechos  que 
están  Cf.mprendidos  eu  ias  disposiciones  le- 
gales que  quedan  citadas,  y de  consiguiente 
deben  ser  juzgados  por  la  jurisdicción  ordi- 
naria.» (Sent.  7 abril  1875. — Gac.  27  abril, 
pág.  87. J 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  16 
de  abril,  Gaceín  IG  mayo  1873,  pág.  93. 
Id  .son  te  ti  fia  de  9 de  setiembre  de  1875; 
Gacela  17  octubre,  pág.  25. 

Cousíúltonse  lainljien  tos  nüms.  XVJI 
y XVllI  XXIXalXXXlIy  otros,  pág.  111 
y siguiente.s. 

ex  VIH.  Desacato  ó atentado  á un 
alcalde  pedáneo  ó de  barrio  por  guardias 
civiles.  Es  competente  la  jurisdicción 
ordinaria,  conforme  al  párrafo  2,®  del 
ai  ticulo  348,  y otros  de  la  ley  orgánica. 

Competencia  entre  el  juez  de  primera 
instancia  de  Redondela  y el  de  guerra 
de  Galicia,  sobre  el  conocimiento  de  la 
cansa  formada  á dos  parejas  de  la  guar- 
dia civil  pur  íi  lenta  do  ó ilesacato  al  alcal- 
de de  barrio  de  Pazos.  El  juez  ordinario 
defiende  su  jurisdicción  fundado  en  el 
articulo  349  en  relación  con  e!  segundo 
párrafo  del  348  de  la  ley  orgánica;  y el 
de  Guerra,  se  apoya  para  so&lener  la  su- 
ya eu  ios  artículos  323,  347,  3i8  y 3o0 
de  la  misma  ley,  en  las  semencias  de  23 
de  enero  de  18 j 3,  y 13  de  agosto  de 
1874,  en  que  las  parejas  de  la  guardia 
civil  iban  á prestar  un  servicio  propio 
de  su  instituto;  en  que  las  autoridades  y 
sus  agemos  tenian  obligación  de  prestar 
olauxilÍL  (|ue  otras  les  demandasen, cons- 
tituyendo la  denegación  un  delito  penado 
en  el  art,  382  del  Código;  en  que,  cuan- 
do los  guardias  se  hallan  prestando  aquel 
servicio,  las  faltas  o delitos  en  que  pue- 
dan incurrir  corresponde  á la  jurisdic- 
ción de  guerra:  que  teniendo  además  el 
carácter  de  centinelas,  los  insultos  y 
amenazas  que  dichos  guardias  son  agen- 


tes de  la  autoridad  y funcionarios  de  la 
Dolicía  judicial,  y por  consiguiente  los 
lechos  de  que  se  trata  no  constituyen 
atentado,  porque  los  contendientes  gozan 
de  aquellas  cutisideraciones: 

Insistiendo  ambos  Juzgados  en  su  res- 
pectiva coriijielencia , remitieron  cada 
uno  sus  actuaciones  el  Supremo  Tribu- 
nal; y pasadas  al  señor  íiscai,  es  de  dic- 
tíimen  que  se  dirima  esta  discordia  á 
favor  del  de  Redondela,  apoyándose  en 
el  art.  348  de  la  lev  antes  citada,  ó sea 
que  los  guanlias  en  vez  de  tener  el  ca- 
rácter de  cemioelas  tenian  el  de  auxilia- 
res de  la  policía  judicial,  no  siendo  cierto 
que  tuviesen  el  de  autoridad  cumo  el 
alcalde  de  Pazos,  sino  que  éste  lo  era 
efectivamente  y aij  uellos auxiliares,  cons- 
tituyendo por  lo  tanto  los  hechos  un 
verdadero  i,le.>acato,  lie  que  delie  cono- 
cer la  jurisdicción  ordinaria,  con  arreglo 
al  párrafo  ü.'^  del  art.  349  de  la  repelida 
ley  ^riránica: 

El  Tribunal  Supremo  de  acuerdo  con 
el  diclánien  íisca!,  decide  á favor  de  la 
jurisdicción  ordinaria: 

«Considerando  que,  .sin  embargo  de  lo 
prevenido  en  el  art.  Sil  ile  la  ley  sobre  or- 
ganización del  poder  judíciíd  rtí.s|iecti)  lie  cjutí 
«la  jurisdicción  de  guerra  y de  marina  son  las 
únicas  competen  les  para  conocer  respecti- 
vainenle  de  la.s  causas crimiualüs  pur  delitos 
cometidos  por  rnilitare.s  y marinos  en  servi- 
cio activo»  deben  sor  juzgados  é.ítos  por  la 
jurisdicción  ordinaria,  según  delermina  el 
núm.  $.°  del  art.  349  de  la  misma  ley, 
cuando  se  les  exija  la  rtísponsahilidiul  como 
«reos  de  alentado  y desacato  contra  ias  au- 

toridailes  políticas,  administrativas  ó ¡udí^ 
ci  illas;» 

ftlamsiilerando  que,  con  arreglo  al  párrafo 
2.® del  iirt.  348  de  dicha  ley,  los  indivíiluos 
del  Cui;.'’po  de  la  gnárdia'  civil  no  son  res- 
ponsables ¡í  la  jiirisdiccíoii  militar  en  lo  que 
se  reliare  á los  ilelítos  6 faltas  que  cometen 
como  agentes  de  las  autoridades  adinini.slra- 
tivas  ó judiciales,  respecto  á los  cuales  seráu 
juzgados  por  la  jurisdicciou  ordinaria: 

«Considerando  que  limitado  el  sumario  ins- 
truido por  el  juez  de  primera  instancia  de 
Redondela  contra  cuatro  guardias  c¡v¡le.s  al 
delito  de  ateiiliido  ó desacato  al  filcabie  del 
barrio  déla  parroquia  de  í’azos  Jo.^ó  Renito 
Miguez,  es  incontrovertible  que  á dicho  jue". 
compele  conocer  de  esta  causa,  con  arreglo 
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al  expresado  luirn.  6.®,  art.  349,  reservando 
para  defiuitivn  la  apreciación  de  las  pruebas 
contradiclorias  que  aparecen  de  los  dos  su- 
marios iuiciddos: 

Y consideran  lio , además,  que  el  hecho 
oriííinariíi  de  esfe  procedimiento  fué  ejecu- 
tado por  los  guardias  civiles  como  agentes  ó 
auxiliares  de  la  autoridad  adminislrativa;  y 
que  líiMiliíeii  bajo  este  concepto  deben  ser 
juzgados  por  la  jurisdicción  ordinaria,  con- 
forme al  mencionado  párraíb  2,*  del  art.  348 
de  la  repetida  ley  orgánica; 

Fallamos  que  dr- hemos  declarar  y declara- 
mos  que  el  conocimiento  de  esta  cansa  cor- 
responde ai  juez  de  primera  instancia  de 
Redomlela.»  (Seiil,  24  diciembre  1S75. — 
Gac.  il  enero,  píg,  5.) 

CXIX.  Caso  de  desafuero  por  resis- 
tencia en-  timnllo  á los  guardias  munici- 
pales en  el  ejercicio  de  sus  funciones. — 
Para  el  desafuero  de  paisanos  t-u  los  de- 
litos 6'Oíi/cíi  el  órden  yíií6/fco,  no  obstan- 
te la  sííiíacioí?.  excepcional  y se  requiere 
giie  sean  tales  que  produzcan  alarina  por 
su  naturaleza  tí  por  su  carácter  político. 
—Atracción  por  tratarse  de  delitos  co- 
nexos. 

Se  decide  á favor  de  la  jurisdicción 
ordinaria  la  competencia  sobre  conoci- 
miento de  causa  foriuaila  contra  un  cabo 
y otros  individuos  de  la  guardia  muni- 
cipal de  San  Fernando,  por  lesiones  al 
cabo  y otros  soldados  de  un  batalioii  de 
reserva,  causadas  por  la  resistencia  de 
éstos  al  tratar  de  poner  orden,  pues  es- 
taban dando  escándalo  en  una  casa  de 
mujeres  en  la  calle  de  la  Amargura  de 
dicha  ciudad: 

ttConsidcrando  que  los  tres  hechos  de 
agresión  <i  las  mujeres  de  la  calle  déla  Amar- 
gura, rtísisteiiciii  á los  guardias  municipales 
y lesiones  a!  cabo  de  la  reserva  son  conexos, 
como  origen  el  primero  de  los  otro.s,  y co- 
metidos cüü  la  necesaria  simultaneidad: 

Considerando  que , según  e!  art.  329  de 
la  Ley  de  organización  del  poder  judicial,  la 
jurisdicción  ordinaria  es  lo  compelente,  con 
exclusión  de  toda  otra,  para  juzgar  á los 
reos  de  delitos  conexos,  siempre  que  alguno 
esté  sujeto  ú eila,  aunque  los  demás  sean 
aforados; 

_ Con.siderando  que  la  resistencia  á los  guar- 
dias municipales  se  produjo  en  tumulto,  caso 
de  desafuero,  según  el  7.“  del  art.  349,  y 


que  da  por  tanto  competencia  á la  referida 
jurisdicción  ordinaria; 

Considerando  que  el  estado  de  sitio  en 
que  se  encontraba  la  Naci*m  por  el  decreto 
de  do  julio  de  ltS74,  y td  bando  publicado 
en  su  consecuencia  por  el  ca[iitarj  genera!, 
no  pueden  en  el  presente  caso  atraer  á la 
jurisiliccioo  militar  el  conoci:Ti¡enlo  de  esta 
causa  como  delitos  contra  el  órden  público, 
en  la  más  lata  acepción  de  esta  palabra,  toda 
Vez  que  ni  produjeron  alarma  entre  los  ve- 
cinos de  la  ciudad,  ni  áun  i!e  los  barrios  in- 
mediatos al  suceso,  ni  raénos  tuvieron  ca- 
rácter alguno  poli  tico; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
rnos que  ei  conocimiento  de  e.sl.a  causa  cor- 
responde al  Juzgado  de  primera  insta ncia 
de  la  ciudad  ibi  San  Fernando.»  Seiit  31, 
diciembre  1S75. — Gac.  17  enuro,  pág.  l,) 

CXX.  Insulto  á un  centinela:  Desor- 
den: Lesiones.  Cuando  se  cometen  estos 
delitos  separadamente  el  primero  de  ¿os 
segundos  sin  conexión  alguna , de  modo 
que  no^  se  divide  la  continencia  de  la  cau- 
sa, debe  conocer  del  íí(6'h//£í  á rentinela 
la  jurisdicción  de  guerra  y de  los  otros 
la  ordinaria,  conforme  d los  oí/.s. 

325,  329,  330  y 348.  Supuesto  que  los 

culpables  de  las  lesiones  gocen  fuero  mi- 
litar, no  le  dis frutarán  cuando  ei  delito 
se  cometió  con  ocasión  de  auxiliar  á la 
autoridad  é sus  agentes. 

Esta  es  la  doctrina  que  se  consigna 
como  fundamento  de  la  decisión  de  !a 
competencia  entre  el  Juzgado  de  Bulora- 
da  y el  de  guerra  de  B virgos,  con  moti- 
vo de  la  cansa  sobre  insulto  á centinela 
y sobre  desorden  y lesiones  graves  que 
causaron  !a  muerte  de  dos  personas,  en 
que  resultaba  procesado  el  cabo  de  la 
compañía  de  tiradores  de T Norte.  (Sen- 
tencia 4 junio  1875. — Gac,  19  julio, 
pág.  3.) 

CXXÍ.  Insidio  á la  guardia  civil. 
Los  individuos  de  la  guardia  civil  cuan- 
do están  de  seroicio.,  se  reputa  que  prestan 
el  de  cent  hiela,  y es  indudable  la  compe- 
tencia de  la  jurisdicción  milttar  para  co- 
nocer de  los  desacatos  contra  la  misma 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Suscitada  competencia  negativa  entre 
el  Juzgado  de  guerra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Andalucía  y ei  juez  de  primera 
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insUncia  de  Aguilar  sobre  conocimiento 
de  causa  instruida  por  desacato  á un 
cabo  de  la  guardia  civil  de  servicio  en 
una  estación  del  ferro-carril,  que  pre- 
sentándose en  un  coche  de  tercera,  re- 
querido por  los  empleados  para  evitar 
cierto  escándalo,  le  cogió  por  la  espalda, 
de  los  brazos,  el  paisano Joaquin  Manga- 
noli  que  se  habia  bajado  del  referido  co- 
che diciéndole  que  no  sabía  cumplir  con 
su  deber. 

Inhibióse  de  la  causa  el  juez  de  Agui- 
jar con  aprobación  de  la  Audiencia  y re- 
mitida al  Juzgado  de  guerra,  éste,  oído 
su  liscal,  se  inhibió  también  de  su  cono- 
cimiento á favor  de  la  jurisdicción  civil, 
á quien  mandó  devolver  las  actuaciones, 
poniendo  á su  disposición  al  procesado, 
apoyándose  en  la  ley  de  6 de  diciembre 
de  I8d8,  en  el  núm.  4.°  del  art.  4.°,  y 
en  el  7.”  de  la  de  31  del  mismo  mes  y 
año;  y en  que  si  bien  era  cierto  que  el 
delito  de  insulto  á centinelas  y tropa  ar- 
mada corresponde  su  conocimiento  á la 
jurisdicción  militar,  no  sucedía  lo  mis- 
mo en  el  caso  presente,  porque  para  que 
hubiera  desafuero,  era  necesario  que 
concurriera  resistencia  violenta  con  ar- 
mas blancas  ó de  fuego,  piedras  ó palos, 
correspondiendo  por  lo  mismo  al  Juzga- 
do ordinario,  según  lo  disponen  las  Rea- 
les Ordenanzas  del  ejército,  la  Rea!  or- 
den de  17  de  febrero  de  18C4  y la  de  8 
de  mayo  de  1864. 

El  Tribunal  Supremo,  de  acuerdo  con 
el  diciámen  fiscal,  declara  que  el  cono- 
cimiento corresponde  al  Juzgado  de  la 
Capitanía  general: 

^Considerando  que  corresponde  á la  ju- 
risdicción de  guerra  el  juzgar  el  delito  de  in- 
sulto á centinelas,  según  se  determina  en  el 
niitriero  -i.*,  art.  350,  de  la  Ley  sobre  orga- 
nización del  poder  judicial: 

V considerando  que  los  individuos  de  la 
guardia  civil  cuando  están  de  servicio  se 
repula  que  prestan  el  de  centinelas,  y que 
el  insuilo_  hecJio  sobre  que  versa  esta  causa 
loé  dirigido  contra  un  guardia  civil  que 
prestaba  su  servicio  como  tal  en  la  estación 
Uel  Ierro-carril  deAguilar,  y de  consigmen- 
le  que  es  indudable  la  competencia  de  la  ju- 
risdiccion  militar  para  conocer  acerca  de  él.» 

1875.— 6’ac.  17  enero, 

iJagillLL 


Consúltese  e!  artículo  Insulto  a cbntI' 
NELA,  en  la  pág.  248,  con  los  casos  de 

jurisprudencia  allí  indicados. 

CXXIL  Efectos  de  la  declaración  de 
estado  de  guerra.  Lo  que  comprende  la 
competencia  de  la  autoridad  militar,  se- 
gún la  ley  de  orden  público  y supuesta  la 
declaración  de  estado  de  guerra.  Delitos 
de  que  taxaiivomenle  conoce  la  jurisdic- 
ción militar  (I). 

Suscitada  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  guerra  de  la  Capitanía  general  de 
Castilla  la  Vieja  y e!  de  primera  instan- 
cia de  Barco  de  Avila,  sobre  conoci- 
miento de  una  causa  contra  vecinos  de 
Recodas,  sobre  tentativa  de  reparto  de 
terrenos  comunales  en  24  de  enero 
de  1874,  se  decide  á favor  del  último: 

«Considerando  que  declarado  en  estado  de 
guerra  el  territorio  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Vieja  según  el  bando  publicado 
en  4 de  enero  u timo,  la  competencia  de  la 
autoridad  militar  comprende  el  conocimiento 
de  aquellos  delitos  taxativamente  señalados 
en  los  artículos  27,  28  y 29  de  la  ley  de  ór- 
den  público  de  23  de  abril  de  1870,  preva- 
leciendo fuera  de  estos  casos  Ja  regla  gene- 
ral establecida  en  el  art,  30  : 

Con.siderando  que  del  resultado  que  hasta 
ahora  ofrecen  las  presentes  diligencias  no 
aparece  que  los  heciios  que  las  han  motivado 
hayan  producido  perturbación  del  órdeu  pú- 
blico, ni  que  las  personas  que  lomaron  parte 
en  la  tentativa  de  reparto  de  terrenos  coinu- 
nale.s  lo  hicieran  lumuituaríameule  pertur- 
bando la  tranquilidad  pública,  ardes  bien 
contaron  para  ello  préviamenle  con  la  auto- 
ridad local  del  pueblo  de  Becedas,  á quien 
hicieron  presente  su  proyecto,  sin  perjuicio 
de  someterlo  después  á la  aprobación  de  ia 
autoridad  superior  civil  de  la  provincia; 

Gonsideraodo  que  los  sucesos  ocurridos  no 
lian  Teveslido  carácter  militar  alguno , ni 
consta  que  en  ellos  y para  realízarlys  liaya 
tomado  parte  ninguno  de  esta  clase,  ni  fuer- 
za de  la  milicia  popular,  ni  que  los  vecinos 
se  presentaran  armados  ni  se  liubieseu  le- 
vantado en  armas  en  poblado  ni  en  despo- 
blado: 

Considerando  que  el  art.  30  de  la  e.xpre.sa- 
da  ley  establece  una  regla  genera!  de  com- 
petencia á favor  de  ia  jurísdiccioa  ordinaria 


ít)  Véase  Estado  de  gueufia,  púg.  203,  y los 
caso»  de  competencia  allí  citados. 
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extensiva  á todos  los  casos  y personas  no  ex- 
ceptuados expresameute  en"  los  artículos  an- 
teriores, y que  por  lo  tanto  tiene  perfecta  é 
iueUicÜble  aplicación  al  que  es  motivo  de  la 
presenté  contienda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  estos  autos  cor- 
responde al  Juzgado  de  primera  instancia 
dei  Barco  de  Avila,  etc.»  fSent.  4mayo  1874. 
— Í7üc.  IS  mayo,  pág.  132.) 

CXXllI.  Más  sobre  los  efectos  del  es-' 
iado  de  (¡uerra.  Se(}un  el  art,  26  de  la 
Ley  de  orden  público  y la  competencia  de 
la  autoridad  militar,  áwi  declarado  el 
estado  de  guerra  de  tma  provinciay  está 
Ihniíada  á conocer  de  los  casos  especial- 
mente previstos  en  los  arís.  27,  28  y 29 
déla  misma,  siendo  privativo  de  la  ju- 
risdicción ordinaria  el  coyiociihiento  de 
todas  las  demás  causas  que  se  refieran  á 
los  delitos  de  rebelión  y sedición,  con 
arreglo  ci  la  terminante  disposición  del 
art.  30. 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  la 
causa  en  averiguación  da  los  sucesos  so- 
bre un  desorden  y alboroto  promovidos 
en  el  pueblo  de  Fuentecen  el  dia  5 de 
febrero  de  1874,  corresponde  al  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Roa,  y no  al  de 
la  Capitanía  general  de  Burgos.  (Sent.  9 
mayo  1874. — Gac.  18  mayo.) 

CXXiV.  Ni  por  el  art.  321  de  la  Ley 
orgánica  del  poder  judicial,  ni  por  el  21 
de  la  de  orden  público , ni  por  el  decreto 
de  18  de  julio  de  1870,  es  competente  la 
jurisdicción  militar  para  coiiocer  en  cau- 
sa sobre  lesiones  causadas  en  una  riña 
entre  cuatro,  sin  que  se  consigne  ninguna 
circunstancia  ni  hecho  que  signifique  la 
alteración  del  orden  público. 

Suscitada  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
Nueva  y el  de  primera  instancia  de  Val- 
depeñas, se  decide  á favor  del  último, 
consignando  como  fundamento  la  doc- 
trina del  epígrafe.  (Sent.  5 noviem- 
bre 1874,— -Gac.  27  noviembre,  pá- 
gina 194.) 

CXXV.  La  competencia  de  la  juris- 
dicción militar  en  los  casos  de  declara- 
ción de  estado  de  guerra,  está  Ihnitada 


por  los  arts.  27  á 30  de  la  Ley  de  orden 
público.— Cumplimie7ito  en  caso  de  inhi- 
bitoria de  los  arts,  393  y siguientes  de 
la  ley  orgánica. 


Suscitada  competencia  entre  el  Juz- 
gado de  guerra  de  la  Capitanía  general 
de  Castilla  la  Nueva  y e!  de  primera  ins- 
lancia  de  Guadalajara  sobre  conocimien- 
to de  la  causa  formada  á consecuencia 
de  desórdenes  promovidos  entre  varios 
paisanos  de  Guadalajara  y los  alumnos 
de  la  Academia  de  Ingenieros,  seniecide 
á favor  déla  jurisdicción  ordinaria. 


«Considerando  que  e!  art.  25  de  la  Ley  de 
órdeu  público  no  se  refiere  á las  autoridades 
judiciales,  á quienes  nada  puede  delegar  la 
militar , sino  á las  civiles  de  gobierno  y ad- 
ministración , estando  bien  patente  en  aque- 
lla la  diversidad  de  esas  denominaciones, 
según  lo  demuestra  su  art.  4.”; 

Considerando  que  el  objeto  del  citado  ar- 
tículo 25  no  es  el  de  atribuir  competencia 
para  conocer  de  los  delitos  que  .se  cometan, 
sino  el  de  evitar  dispo.siciones  en  contrallas  y 
conflictos  para  conservar  y restablecer  el  ór- 
den  público,  prohibiendo  todaintervenciou  i 
las  autoridades  civile.s,  fuera  de  las  delegacio- 
nes que  bagan  las  militares  cuando  por  k de- 
claración del  estado  de  guerra  se  han  susti- 
tuido estas  el  lugar  de  aquellas : 

CoD.siderando  que  la  competencia  re.'ípec- 
to  de  las  causas  que  en  tales  circunstancias 
se  formen  e.slú  determinada  en  ios  artículos 
27,  28  y 29  de  dicha  ley,  que  fijan  casos 
especiales  en  que  han  de  conocer  los  Cutise- 
jos  de  guerra;  y el  30 , que  establece  uiia 
regla  general  á favor  de  lu  jurisdicción  ordi- 
naria; 


Considerando  que  ni  en  las  excepciones 
de  lo.s  mencionados  artículos  ni  en  ia.s  que 
contienen  el  347  y siguientes  de  la  Ley  orgá- 
nica del  poder  judicial  á favor  de  la  iuri.sdic- 
cion  militar  se  comprenden  los  lieclio.s  que 
han  dado  lugar  á esta  contienda  de  compe- 
tencia ; 


Fallamos  que  debemos  decidirla  y la  deci- 
dirnos á favor  déla  autoridad  judicial,  á quien 
se  remitan  unas  y otras  actuaciones,  debien- 
do tener  presente  la  misma  que  en  estos  ca- 
sos, cuando  los  procedimientos  se  hallen  en 
sumario,  lia  de  cumplir  los  artículos  393  y 
siguientes  de  la  citada  Ley  orgánica  del  ptider 
judicial.  Póngase  en  conocimiento  de  la  juris- 
dieion  de.  guerra  por  medio  de  la  opnrUma 
certificación. Jí  (Sent,  7 noviembre  ÍS74. — 
Gac.  27  noviembre,  pág.  190.) 
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Cíinsí.leraDLlo  que  las  m^ididaf;  í?eiierales 

coinpreDilidas  en  los  arts.  J 2.'^  »lel  de- 
creto Je  18  Je  julio  están  si.jetas  á las  liini- 


CXX  VI.  Bandos  de  los  cMpüanes  ge- 
"neyalcsi  Facultades  de  estas  autoTidades. 
Delitos  cayo  conocimiento  pueden  reser- 
•liarse. — Él  arl.  8.”  del  decreto  de  18  de 
julio  determina  los  delitos  cuyo  conoci- 
miento corresponde  á la  jurisdicción  mi- 
litar^ y los  capilíines  generales  no  pue- 
den menos  de  atenerse  á él  y d otras  dis- 
posiciones que  se  citan.  Doctrina  impor- 
tante sobre  esta  7nateri(t. — No  deben  sus- 
citarse compelencias  sin  instrucción  pre- 
via de  diligencias. 

Con  motivo  del  robo  y rriaerte  violen- 
ta Jada  á Doña  Narciso  Martínez  de  Iru- 
jo,  en  la  calle  de  la  Luna  de  esta  Córíej 
el  Juzgado  de  guerra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Castilla  la  Nueva  suscitó  com- 
petencia al  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  la  Universidad,  sin  instruir  di- 
ligencia alguna,  y refiriéndose  solamente 
á ijue  el  rumor  público  y la  prensa  pe- 
riódica atribuían  el  heclio  á tres  ó más 
personas. 

Fundó  la  autoridad  militar  su  reque- 
rimiento en  el  decreto  de  18  de  julio  de 
1871,  en  el  bando  que  publicó  al  si- 
giiienie  dia,  por  el  que  se  reservó  el  co- 
nocimienio  de  las  causas  sobre  robo  co- 
metido por  tres  ó más  personas;  en  el 
cap.  V,  tít.  y tratado  VÍÍI  de  las  Orde- 
nanzas del  ejército  que  dá  á ese  bando 
fuerza  de  ley,  y en  la  de  16  de  setiem- 
bre de  1873  que  mandó  aplicar  aquellas 
en  todo  su  vigor.  Y la  Audiencia  sostie- 
ne la  compelpncia  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, fundándose  en  el  art.  3.^  del 
decreto  citado  de  18  de  julio. 

El  Triijunal  Supremo  decide  la  com- 
petencia á favor  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria. 

«Considerando  que  la  jurisdicción  militar 
DO  ilehió  promover  la  competencia  sin  ins- 
trucción prévia  de  algunas  diligencia.^ , cuyo 
resultado  ofreciera  á su  juicio  una  razón  su- 
licienle: 

Considerando  que,  según  reglas  inconcu- 
S!is  do  recta  interpretación  , conviene  averi- 
guar los  inotivos  y alcance  de  una  ley  ó de- 
creto por  la  exposición  contenida  en  el 
preámbulo,  y asi  hieu  relacionar  entre  sí  los 
artículos  de  que  conste  para  declarar  y de- 
terminar por  unos  el  sentido  de  los  otros: 


s 

taciones  señaladas  en  el  3.°,  que  es  el  regu- 
lador de  la  ejecución  de  aquel  las  en  punto  á 

desafuero  por  razón  de  delito: 

Considerando  que  los  de  couspiracíon,  re- 
belión , .seíiicion  y auxilio  á rebeldes , allí 
dt.sigoados,  revelan  el  sen  1 ido  análogo  de 
carácter  político  que  deíie  darse  á la  expre- 
sión subsiguiente  de  otro.s  que.  tiendan  á la 
alteración  del  órden  público  , guarflando  así 
exacta  congruencia  con  el  preámbulo  del 
decreto: 

Considerando  que,  si  no  se  admitiera  este 
sentido  restrictivo,  podría  la  autoridad  mili- 
tar reservarse  el  conocíraientvi  de  lodos  tos 
delitos , porque  todos  ellos,  hasta  los  pocos 
que  llevan  el  nombre  de  privados,  no  sólo 
tienden  á perturbar,  sino  que  e:j  roalidad  per- 
turban el  orden  público  ; resultando  de  aquí 
la  confusión  de  que,  según  lu.s  distintos  cri- 
terios de  los  capitanas  generales,  se  supri- 
miera en  unos  puntos  y se  cercenara  más  Ó 
menos  en  otros  la  jurisdicción  ordinaria,  lo 
cual  quiso  evitar  el  Gobierno  en  el  decreto 
mencionado  de  18  de  julio  cuu  la  enumera- 
ción de  los  delitos  que  en  virtud  del  inismo 
hablan  de  quedar  sujetos  á los  Consejos  de 
guerra: 

Considerando  que  es  inoportuna  la  cita  de 
ja  ley  de  tfi  de  setiembre  de  1873,  porque 
la  riguro.^a  aplicación  de  tas  Ordenanzas  con 
las  alteraciones  por  ella  introducidas  se  con- 
creta f^x  presa  y terminan  temen  te  á los  deli- 
tos militares  y á su  peiiaiidad,  y es  bien  ma- 
nifiesto que  no  tiene  ese  carácter  et  hecho 
de  que  aquí  se  trata: 

Considerando  que  las  racultaJes  extraor- 
dinarias que  para  dictar  bandos  con  una 
fuerza  asimilada  á la  do  leyes  otorgan  Jas 
Ordenanzas  a los  jefes  militares,  ¡i  quienes 
se  confian  según  sus  expresiones  el  acierto 
de  las  operaciones  y e!  Imnor  de  la.s  armas, 
tienen  las  limitaciones  que  naturalmente  las 
impone  su  propio  objeto,  y que  .sucesiva- 
mente se  lian  deterininailo  en  dil'ereutcs  dís- 
posicione.s  posteriores,  emno  b»  han  sido,  en- 
tre otras,  la  in.slrucciou  de  25  de  junio  de 
18.55,  las  leye.s  del  órden  juiblico  de  Jos 
años  07  y 70,  y recieuteine.nttí  el  arl.  3.'^  del 
decreto  de  18  de  julio  úliimo,  que  publicó 
el  Gobierno  con  la  cláusula  de  ü ir  cuenta  á 
las  Córles; 

Fallamos  que  debemos  decidir  v decidirnos 
esta  competencia  á favor  de  la  jurisdicción 
ordinaria,  remitiéndose  los  expuolionles  á la 
Audiencia  con  la  corre.sponiiicote  certilica- 
cion , y trasiadándüse  esta  docisioti  al  capí- 


{Jurisp,  penal). 


{nn  cenL'raMe  Gaslílla  la  Nueva.»  (Sent.  14 
clivienibrc  1ST4. — 6'ac.  2;]  id.,  pág.  232.) 

CXXVIÍ.  Más  sobre  bandos  de  ¡os  ca- 
pí lunes  (/enera  hs. — Delitos  conh’a  el  or- 
den público.  — Los  bandos  de  los  capíia- 
nes  generales  dictados  en  las  pi'ovincias 
declaradas  en  estado  de  sitio,  deben  estar 
arreglados  á ¡a  legislación. — El  delito  de 
atentado  á la  autoridad  no  debe  conside- 
rarse como  nn  ataque  al  orden  público  y 
de  carácter  poUtico  que  canse  desafuero^ 
aun(¡ue  se  ejecute  empleando  fuerza  y 
agresión. — ¿Es  apelable  el  auto  de  un 
juez  sosUmiendn  su  competencia  en  cues- 
tión jurisdiccional  conofro  Juzgado"^  (i). 

Snscilada  competencia  entre  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  de  Santa  Fé  y el 
capitán  general  de  Granada  sobre  cono- 
cimiento lie  la  causa  principiada  por  am- 
bas jurisdicciones  el  día  7 de  setiembre 
de  1874  contra  Rafael  Garcíó.  Sánchez  y 
otros  por  atentado  contra  el  alcaide,  te- 
niente alcalde  y auxiliares  de  éste,  be 
aquí  la  importante  doctrina  que  al  resol- 
verla se  contiene  en  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo: 


«Resultando  que el  juez  de  primera 

instancia  requirió  al  captlari  general  del  dis- 
trito de  inhibición  como  único  competente 
para  conocer  de  aquel  delito: 

Rosultaudo  que  el  capitán  genera],  en  la 
suposición  de  cumpeleiite también  por  jiallar- 
se  la  provincia  en  estado  de  sitio,  facultades 
extraordinarias  de  que  se  hallaba  investido, 
bandos  dictados  por  el  íiiismo  en  22  y 24  de 
julio  y 7 de  agosto  últimas,  y que  los  proce- 
sados por  aquel  tieüto  de  alentado  lo  estaban 
asimismo  ame  su  autoridad  por  oposición 
lumultLiaria  á la  celebración  del  .sorteo  de  la 
quinla  extraordinaria  desde  el  11  de  agosto 
citado,  contestó  ai  juez  que  sin  dilación  le 
remitiera  lo  obrado  y presos: 

Hrisnllando  que  insistiendo  el  juez  en  su 
competencia,  el  capitán  general  repitió  la 
mi.smn  reclamación,  y al  efecto  de  recoger  la 
causa  y conducir  los  pre.sos  comí.sÍonó  á un 
teniente  de  la  guardia,  el  que  se  per.^onó  en 
la  cárcel  de  Sania  Fó  con  vanos  individuos 


(1)  Un  poco  más  cxplfcttos  podían  estar 
Rf'br.'  psie  último  punto  ¡os  firis.  ttóí),  374,  376 
y 376  fie  la  Ley  orgánica  did  Poder  judicial;  y 
también  podía  haberlo  estado  en  este  fallo  el 
arihutiai  Supremo. 


militares  de  .su  iusliluto,  y habiéndose  opues- 
to el  juez  por  lo  manifestado  al  capitnn  gene- 
ral, se  retiró  con  la  contestación  de  éste; 

Resol  lamió  que  el  juez,  sosten  ieuclo  SU 
competencia,  de  conformiilad  con  el  promo- 
tor lis  cal,  remitió  á este  Trilmna!  Supremo 
testimonio  de  las  diligencias  conducentes 
para  dirimir  la  cuestión  jurisdiccional,  parti- 
cipándolo á la  Capitanía  general  á lin  de  que 
hiciera  lo  mismo  de  lo  por  si  obrado: 

Resultando  que  después  de  esto,  el  pro- 
motor fiscal  presentó  escrito  al  Juzgado  re- 
firiéndose á órden  de  su  superior  jerárquico, 
solicitando  la  inliibiciou  y remisión  al  capitau 
general  de  la  causa  y presos,  que  el  juez 
desestimó;  é interpuesta  alzada  del  auto  por 
el  mismo  promotor,  fue  adniilida  en  un  solo 
efecto,  mandando  dar  testimonio  de  varias 
diligencias,  que  fiié  remitido  á la  Audiencia: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  criiiiiiial  de  la 
misma  conoció  de  ella,  y resolvió,  revocando 
el  auto  del  Juzgado,  que  éste  había  sido  in- 
competente para  la  cuestión  jurisdiccional 
que  había  provocado  y correspondía  conocer 
por  el  delito  de  alentado  al  l'ribiinal  de 
guerra  del  di.slrito,  mandando  que  se  remi- 
tieran al  mismo  la  causa  y presos,  de  cuyo- 
auto  remitió  testimonio  á la  Sala  segunda  de 
este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  esta  Sala,  estimando  erró- 
nea la  resolución  de  la  de  lo  criminal  de  Gra- 
nada, la  declaró  nula  y sin  efecto,  y mandó 
que  se  devolvieran  la  cansa  y los  presos  al 
Juzgado  de  Santa  Fé,  debiendo  atenerfíe  á lo 
que  se  decidiera  por  osle  Tribunal  Supremo 
en  la  cuestión  de  competencia  : 

Vista,  siendo  ponente  el  magistrado  D.  An- 
tonio Valdé.s: 

CoD.siflerando  que  los  bandos  de  los  capi- 
tanes generales  dictados  en  las  provincias 
declaraiia.s  en  estado  de  sitio  deben  estar 
arreglados  á la  legislación  ; 

CMUsidcrando  que, así  por  la  F.ey  do  órden 
público  de  23  de  abril  de  RI70  como  po”  el 
decreto  de  18  do  julio  del  año  próximo  plisa- 
do, en  cuanto  al  desafuero  y cimocimieiito 
de  la  autoridad  militar  por  delitos  que  .sub- 
vierten el  órden  público,  están  limitados á los 
de  carácter  poli  Meo  que  tiendan  al  trastorno 
social,  sin  que  deba  euleu(ier.se  por  lus  deli- 
tos comunes,  aunque  todos  en  mas  ó inéiios 
alteran  el  órden  : 

Cousideraudo  que  e!  delito  de  atentado 
cnnfru  la  autoridad  ó sus  agentes,  aunque  se 
ejecute  empleando  fuerza  y agresión  resis- 
tiendo mandato  suyo,  no  debe  comprenderse 
como  un  ataque  al  órden  público  y de  ca- 
rácter político,  que  cause  desaroero  del  de- 
lincuente ó delincuentes; 
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decía  comandante  general  de  ]as  previo- 
cias  (It?  Guadalajíira  y Cuenca, 

Terminados  los  sumarios  y remitidos 
á la  Audiencia,  prévío  dietámen  fiscal, 
S0  inhibió  por  auto  de  14  de  setiembre 
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Considerando  que  aunque  conociera  y deba 
conocer  el  tribunal  rnilifar  del  delito  de  opo- 
sición tuniultuaria  ai  sorteo  do  la  quinta  e.\- 
traonlinarifl,  y sean  los  culpables  los  misinos 

30 lie  el  uno  juris- 
a diversidad  entre 


que  e)  de  atentado,  no  su 
dicción  para  el  otro  por 
sí,  sin  coiiesíon'alguoa,  tanto  de  tiempo  como 
de  Jugar  y objeto,  ó lia  que  aquellos  pudie- 
ran proponerse: 

Considerando  que  la  resistencia  y agresión 
de  los  procesados  al  alcalde,  teniente  alcalde 
y agentes  de  Alarfe  no  tuvo  carácter  político 
ni  tendencia  siquiera  á ¡a  alteración  del  ór- 
den  popular,  constituyendo  simplemente  el 
delito  de  atentado,  del  que  corresponde  co- 
nocer ai  Juzgado  ordinario; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  la  causa  por 
aquel  delito  corresponde  á la  jurisdicción  or- 
dinaria, y mandamos  que  se  remitan  los  es- 
pedientes al  juez  de  primera  instancia  de 
Santa  Fé,  debiendo  separarse  cuaulo  se  re- 
fiera al  da  Oposición  á la  celebración  del  sor- 
teo y remitirse  al  capitán  genera),  trasladán- 
dose al  mismo  esta  re.soliicion  y lo  acorda- 
do.» (Sala  .3.^  Sent.  23  fébrero  1S75. — Ga- 
ceta 27  abril,  pág.  83.) 

CXXVIll.  Competencia  en  causa  por 
conspiración  para  el  delito  de  rebelión^ 
no  hallándose  declarado  en  estado  de 
guerra  el  lerrilorio  donde  se  comete^  ni 
teniendo  carácter  militar. — La  conspi- 
ración para  el  delito  de  rebelión  no  es  la 
j?íjswfz  rebelión  con  curácler  7nilitar. — 
Inteligencia  y aplicación  de  los  üríí.269, 

321,  328,  329,  349,  núm.  5.®  de  la  ley 
oreiánica^  y de  la  circular  de  17  de  enero 
de  1873. 

A consecuencia  de  una  comunicación 
dirigida  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación al  juez  de  primera  instancia  del 
Centro  de  Madrid,  denunciando  el  deli- 
to de  conspiración  para  cometer  el  de 
rebelión  en  sentido  carlista,  se  formó 
causa  al  vice-presidenie  de  la  Junta  cen- 
tral católico-monárquica  D.  Cándido  No- 
ceda! y otros  individuos  de  la  misma,  á 
que  se  unieron  luego  las  incoadas  con- 
tra D.  José  Magan  Martin  y otros,  entre 
ellos  p.  Francisco  de  Toro,  comandante 
del  ejército,  de  reemplazo,  por  alista- 
miento ó enganche  de  paisanos  para  ser- 
vir en  las  filas  rebeldes,  donde  aparece 
de  un  documento  que  uno  de  ellos  se 


de  1874  del  conocimiento  en  favor  de  la 
jurisdicción  militar  ó de  guerra,  porque 
siendo  el  principal  delito  el  que  se  per- 
seguía de  conspiración  para  cometer  el 
de  rebelión  carlista,  bailándose  ésta  al- 
zada en  armas  en  una  parte  de  la  Na- 
ción, y sus  fuerzas  militarmente  organi- 
zadas, á ésta  correspondía,  con  arreglo 
á lo  dispuesto  en  el  núm,  5.”  del  artícu- 
lo 3i9-de  la  Ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial y circular  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia  de  17  de  enero  de  1873. 

Remitida  y recibida  la  causa  por  el 
Juzgado  de  guerra,  la  devolvió  al  del 
Centro  expresando,  después  de  oirá  su 
fiscal , que  no'  aceptaba  la  inhibitoria ; y 
que  sí  le  asistiesen  razones  para  insistir 
en  ella,  tuviese  por  entablada  en  forma 
esta  competencia  negativa , fundándose 
en  que  el  día  20  de  abril  de  1872,  en 
que  tuvo  lugar  el  hecho  y ei  principio 
del  procedimiento,  no  se  hallaba  decla- 
rado en  estado  de  guerra  este  distrito: 
en  que  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la 
ley  provisional  sobre  organización  del 
Doder  judicial,  los  reos  del  delito  de  re- 
oelicn,  no  perteneciendo  al  ejército,  de- 
ben ser  juzgados  por  la  jurisdicción  or- 
dinaria, salvo  el  caso  único  en  que  la 
rebelión  tenga  carácter  militar : en  que 
DO  era  aplicable  al  caso  la  citada  circular 
de  17  de  enero  de  J873:  y en  que  no 
fué  militar  la  rebelión  que  tuvo  lugar 
en  1870,  según  lo  tenia  declarado  en  rei- 
teradas sentencias  el  Tribunal  Supremo. 

^ Aceptada  y sustanciada  la  competen- 
cia negativa,  opinando  el  Ministerio  fis- 
cal que  eí  conocimiento  pertenece  al 
Juzgado  de  guerra  por  ser  el  delito  de 
carácter  militar,  el  Tribunal  Supremo 
decide  que  el  competente  es  el  Juzgado 
ordinario: 

«Considerando  que,  conforme  á lo  preve- 
nido eu  los  arts.  269,  321,  328  y 329  de  la 
Ley  provisional  sobra  organización  del  poder 
judicial,  corresponde  á la  jurisdicción  ordi- 
naria conocer  de  todas  las  causas  crimi nales, 
sin  más  e.\cepcioües  que  las  establecidas  ex- 
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presamente  en  la  misma  ley;  que  un  solo 
lUPz  6 tribunal  de  los  que  sean  competen- 
tes enleuderi  de  los  delitos  que  tengan  co- 
nexión entre  sí,  y que  á dicha  jurisdicción 
ordinaria,  con  exclusión  de  toda  otra , in- 
cumbe juzgar  en  este  caso  á los  reos,  siem- 
pre que  alguno  esté  sujeto  á ella,  aun  cuan- 
do los  demás  sean  aforados: 

Considerando  que,  según  el  núm.  5.*  del 
artículo  349  de  la  citada  ley,  deben  ser  juz- 
gados por  la  jurisdicción  ordinaria  los  reos 
de  delitos  contra  la  seguridad  del  Estado  y 
el  órden  público  cuando  !a  rebelión  ó sedi- 
ción no  tenga  carácter  militar: 

Considerando  que  admitida  la  interpreta- 
ción ó inteligencia  que  se  da  á la  prediclia 
disposición  en  la  circular  del  Jlíuisterio  de 
Gracia  y Justicia  de  tT  de  enero  de  1873, 
procedería  considerar  como  delitos  de  rebe- 
lión de  carácter  militar'',  primero,  los  que 
se  cometen  por  fuerzas  armadas  y legalmen- 
te  organizadas;  segundo,  los  que  se  cometen 
por  paisanos  armados  y organizados  á las  ór- 
denes de  jefes  militares:  tercero,  los  que  se 
cometen  por  iniciativa  ó bajo  la  protección 
de  las  fuerzas  á que  se  refiere  el  núm.  1.°;  y 
cuarto , los  que  se  cometen  en  despoblado 
por  paisanos  eu  número  mayor  de  12  indi- 
viduos, si  concurren  las  circunstancias  que 
determina,  á fin  de  que  puedan  ser  reputa- 
dos como  fuerza  rebelde  tnilüarmenle  or- 
ganizada: 

Considerando  que,  con  arreglo  á la  refe- 
rida legislación  , debo  resolverae  el  actual 
conflicto  de  jurisdicción,  porque  en  la  época 
en  que  se  dicen  ejecutados  los  hechos  justi- 
ciables comprendidos  en  Jas  tres  causas  de 
que  conoce  el  juez  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Centro  de  esta  capital  no  se  ha- 
llaba declarado  en  estado  do  guerra  el  terri- 
torio de  la  Capitanía  general  de  Castilla  la 
Nueva: 

Considerando  que  Jos  hechos  sobre  que 
versa  la  causa  seguida  contra  ios  individuo» 
q;  e formaban  la  disuelta  Junta  central  cató- 
lico-moDíírquica  y otros  constituyen  el  de- 
lito de  rebelión  denunciado  en  estado  de 
conspiración  , según  la  terminante  califica- 
ción consignada  por  dicho  juez  en  el  auto 
que  ha  dictado  el  2 del  mes  próximo  ante- 
rior; y por  consiguiente  el  procedimiento 
criinisal  principió  ántes  de  que  las  fuerzas 
rebeldes,  que  hayan  podido  ser  levantadas 
en  virtud  de  la  iniciativa  Ó de  los  medios  de 
ingestión  que  hubiesen  empleado  los  trata- 
dos como  reos,  se  organizasen  con  Iropias 
del  ejército  sustraídas  A la  obediencia  del  Go- 
bierno ó con  paisanos  armados  á las  órdenes 
de  jefes  militares,  condiciones  esenciales  que 
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requiere  la  citada  circular,  y que  no  con- 
curren eu  este  caso,  para  que  se  consideren 
esos  actos,  si  estuviesen  probados,  como  de- 
lito de  rebelión  de  carácter  militar:  ^ 
Considerando  que  en  análogas  condiciones 
se  hallan  las  otras  dos  causas  instruidas  con- 
tra D.  José  Magan  y Martin,  D.  Francisco  y 
1).  Isidro  de  Toro,  D.  Manuel  Salvador  Pala- 
cios y Antonio  Contreras  Zafra,  que  están 
unidas  á la  antes  mencionada  por  la  cone- 
xión que  existe  entre  las  mismas,  puesto  que 
en  cada  una  de  aquellas  se  procede  princi- 
palmente por  la  proposición  de  enganche  é 
reclutamiento  que  se  supone  hecha  á dos 
sujetos  de  la  clase  de  paisanos  para  servir  en 
las  filas  carlistas,  y que  ha  sido  rechazada 
por  éstos,  lo  cual  de  manera  alguna  puede 
calificarse  tampoco  de  delito  de  rebelión  de 
carácter  «u’h'íar,  atendiendo  á que  se  ha 
frustrado  el  designio  de  los  culpables,  y por 
tanto  no  llegó  al  acto  de  organizarse  por  sus 
gestiones  fuerza  rebelde  armada  a las  órde- 
nes de  militares,  y en  número  de  i2  indi- 
viduos : 

Y considerando,  finalmente,  que  de  los  32 
reos  comprendidos  en  las  tres  expresadas 
causas,  úüicamente  cinco  pertenecieron  al 
ejército  del  Gobierno,  y los  demás  estabai 
sujetos  á la  jurisdicción  ordinaria,  y por  con- 
secuencia á ésta  compete  juzgar  á todos,  se- 
gún prescriben  los  indicados  arts.  328  y 32# 
de  la  ley  provisional  sobre  organización  del 
poder  judicial; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conociiniento  de  las  referidas 
causas  corresponde  al  juez  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Centro  de  esta  capital, 
á quien  se  remitan  todas  las  actuaciones  ; y 
comuniqúese  esta  decisión  al  capitán  general 
de  Castilla  la  Nueva  para  su  inteligencia.» 
fSent.  l."niayo  1875.— Gacs.  18 y 23  mayo, 
pág.  96.) 

CXXIX.  Bebelion  sin  carácter  mili^ 
lar  por  simples  paisanos  sin  objeto  polu- 
Ííco.  No  está  comprendido  este  delito  eu 
el  decreto  de  18  de  julio  de  1874  nt  en 
el  art.  29  de  la  Ley  de  órden  público. 

En  1.*  de  enero  de  1875,  al  tener- 
se noticia  de  la  exalt&tíion  al  Trono  de 
S.  M.  el  Rey  D.  Alfonso  XII,  se  suble- 
varon varios  vecinos  de  Melgar  de  Yuso, 
dirigiéndose  á la  casa  del  secretario  del 
Juzgado  municipal  dando  voces  de  mue- 
ran^ en  la  cual  había  otros  que  cerraron 
la  puerta  para  evitar  ser  asesinados,  por 
lo  que  empezaron  á tirar  piedras  y dar 
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golpes  hasta  romperla,  tratando  además 
de  incendiar  ia  casa ; luego  ailanaron  la 
casa  (Jei  alcalde,  ía  registraron  y rompie- 
ron sus  vidrieras,  anduvieron  por  las 
calles  tirando  tiros,  disparando  uno  por 
Ja  ventana  de  Ja  habitación  donde  dor- 
mía un  regidor  y vertiendo  el  vino  de 
la  bodega  del  secretario  con  otros  es- 
cesos. 

Formada  causa  se  inhibió  el  Juzgado 
con  arreglo  al  art.  3.“  del  decreto  de  Í8 
de  julio  de  1874;  pero  suscitada  compe- 
tencia negativa  por  el  Tribunal  de  Guer- 
ra declara  el  Tribunal  Supremo  que  el 
conocimiento  corresponde  á la  jurisdic- 
ción ordinaria : 

«Considerando  que  según  lo  dispuesto... 
(núins.  5.°  y 7.®  deJ  art.  349  de  la  Ley  orgá- 
nica.) 

Considerando  que  el  hecho  que  ha  dado 
lut;ar  á la  íbrm ación  de  ¡a  presente  causa  no 
tiene  carácter  iniliUir,  por  cuanto  fué  pro- 
movido por  siin}3ltís  paisanos  á consecuencia 
de  cuestiones  locales,  sin  que  mediase  re- 
sistencia a la  fuerza  pública  ni  tuviese  objeto 
alguno  politíco: 

Consiilerandn  que  en  tal  concepto  no  se 
halla  cnmprendiiio  en  el  decrelodetS  de 
julio  úlíÍJiiO,  ni  en  el  art.  29  de  la  l.ey  de  úr- 
den  púliitco  de  23  <le  abril  iJe  (Sen- 

íencia  31  mayo  1873.— Goc.  10 junio,  pá- 
gina 1 15.) 

ex  XX,  Bfhelion  armada  y re  ¡nía- 
rizada  con  jefes  militares'.  Conoce  la  ju- 
Tisdiccion  de  guerra. 

Se  decide  á favor  de  la  jurisdicción 
de  guerra  la  competencia  suscitada  por 
la  Audiencia  de  Gáceres  en  causa  iior 
sublevación  en  sentido  carlista. 

«Considerando  que,  aunque  por  reglfi  ge- 
neral corresponde  roiiocer  á la  jurísdicfion 
ordinaria  de  ios  ildiios  contra  la  seguridad  i 
interior  del  Estado  y el  órden  público,  no 
así  cuando  la  rebelión  ó sedición  tenga  ca- 
rácler  militar  según  el  núm.  5.®  dei  anfeu- 
lo  349  de  la  ley  sobre  organización  dei  po* 
der  judicial , pues  en  estos  casos  es  de  la 
competencia  del  Tribunal  de  guerra; 

Coí.'ííiderando  que  la  rebelión  de  que  se  ' 
trata  en  enla  causa  apareció  desde  el  primer 
moinerito  bajo  las  formas  de  milicia  armada  ■ 
y_  regularizada  con  jefes  militares,  y por  con- 
siginenfe  con  carácter  militar.— (Sent.  13 
abril  187^, — Qac.  13  mayo,  pág.  92.)  i 


I CXXXI.  Desórde7ies  en  Montilla:  fig.. 
kelion:  Incendios^  etc.  Inteligencia  de  los 
arliculos  y o 17  déla  Ley  orgánica.,  y 
déla  orden  do  17  de  enero  de  1873.  He- 
belion  sm  carácter  militar  de  la  co7npe~ 
tencia  de  la  jurisdicción  ordinaria  con 
arreglo  á la  Ley  orgdnicay  por  íio  esíar 
declarado  el  estado  de  guerra  ^ etc. 

En  la  noche  del  12  al  13  de  febrero 
de  1873,  varios  grupos  de  paisanos  al 
grito  de  viva  la  República,  incendiaron 
algunas  casasen  Moniiila , entre  ellas  la 
en  que  se  hallaba  el  Registro  de  ia  pro- 
piedad, inutilizándose  muchos  de  sus  li- 
iaros  y dando  muerte  violenta  á Don 
Francisco  Suriano  y otro,  con  otros  ex- 
cesos. Instruida  por  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  la  correspondiente  sumaria, 
la  jurisdicción  militar  promovió  después 
competencia,  fundado  en  ¡as  órdenes  de 
17  y 20  de  enero  de  iSid  y en  el  de- 
creto ele  18  de  junio  de  1874,  posterior 
al  delito.  Sustanciado  el  expediente,  el 
Tribunal  Supremo  declara  que  corres- 
ponde el  conocimiento  á la  jurisdicción 
ordinaria: 


«Considerando  que  según  lo  dispuesto, 
(este  pniiieru  y el  .segundo  considerando,  re* 


que  es  p 

petente  ia  jurisdicción  ordinaria  para  cono- 
CfT  de  los  delitos  cometidos  por  varios  pai- 
sanos del  pueblo  de  Montilia,  iuceudiarulo 
diver.sas  casas  de  la  población  y asesinando 
é hiriendo  gravemente  á algunos  de  sus  ve- 
cinos al  grito  lie  viva  la  Repúbli-'a,  sin  que 
fueran  capitaneados  por  jefe.s  iiiiliíares,  por 
lo  que  se  liaünn  coiíifirendidos  en  las  ya  ci- 
tadas disposiciofiefi  de  los  casos  5.*  y 7.*^  dcl 
artículo  .349,  y no  en  las  de  que  trata  eí  líun- 
bien  citado  347,  ni  tampoco  en  liis  enume- 
radas en  el  243  dol  Código  perjíd  vigente: 

Con-síderanilo  que  la  órrloii  fifi  17  lie  enero 
de  1873  únicamente  .se reitere  íi  las  circuns- 
tancias que  deben  concurrir  en  la  comisión 
de  los  delitos  de  rebelión  para  que  esto  sea 
considorado  como  de  carácter  mitifar,  que 
no  altera  y ante.s  por  el  contrario  confirma 
las  prevenidas  en  la  ley  orgánica,  por  lo  que 
no  puede  desvirtuar  las  pre.scripcíones  de 
esta  ultima,  así  como  tampoco  pueden  ha- 
cerlo el  decreto  de  18  de  julio  de  1874  ni  el 
bando  del  capitán  general  de  22  del  ínLsmo 
roes  y ano,  por  ser  posteriores  á la  comisión 


« 


del  delito  v no  llevar  consigo  la  cláusula  de 

relroactividadj 

Fiillainos  quedebenios  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  ríe  esta  causa  cor- 
res ¡ion  de  al  Juzgado  de  jirimera  inslancia  de 
Moni  illa.»  (Sciit.  31  diciembre  1S75. — Ga- 
ctíia  17  enero,  pág.  8.) 


ex XX I r.  En  cansa  sobre  robo  ejecuta- 
do por  diez  hombres^  armados  miichos^ 
sin  dar  (jriios  sediciosos^  es  competente  la 
jurisdicción  ordinaria,  según  la  Ley  de 
orden  público.  Las  autoridades  viilitareSj 
deben  atenerse  á dicha  ley  en  sus  bandos. 


A.sí  se  establece  en  la  competencia  sus- 
citada entre  el  Juzgado  de  guerra  de  la 
Capitanía  general  de  Burgos  y el  de  pri- 
mera instancia  de  Agreda,  acerca  del  co- 
noctmienlo  de  la  causa  sobre  robo,  ve- 
rificado el  dia  1 de  febrero  de  1874  en 
Beraton,  por  10  hombres  armados,  no 
obstante  que  en  4 de  enero  se  declaró  el 
distrito  militar  en  estado  de  guerra,  y 
que  según  el  art.  H.“  dfl  bando  «los  la- 
drones en  cuadrilla  y facciosos  serian 
considerados  como  rebeldes,  y juzgados 
7nililarmcnte  como  si  fueran  partidas  ar- 
madas.Fundábase  en  este  bando  la  au- 


toridad militar,  ye!  Juzgado  ordinario  de 
los  artículos  3l25,  343,  3Í1)  iiúm.  9.°,  y 
330  de  la  ley  orgánica,  pero  se  decidió  la 
competencia  á favor  dei  último: 


((Considerando  que  conforme  á lo  dispues- 
to en  los  ¡iris,  26 , 27  y 2il  de  la  Ley  de  ór- 
den  [júblico  de  23  de  abril  de  1870,  la  juris- 
dicción lili  litar  deberá  entemler  uiiicaineule 
en  todas  aquellas  cansas  que  se  formen  con- 
tra ios  perlLirhadores  dei  órden,  siempre  que 
lo  ejcculcu  alziiiiduse  en  armas  con  aquel 
objeto,  6 se  afilien  á una  bandera  que  tenga 
el  de  verificarlo  por  medio  de  una  sedición 
ó rebelión:  cuando  éstos  se  bailen  mandados 
por  jefes  iiiiltiares,  y cuando  el  movimiento 
se  inicie  (í  sostenga  por  fuerzas  armadas  del 
ejército  ó de  la  intlicia  popular,  caso  en  el 
que  ios  olitiíales  de  dicha  milicia,  ó los  que 
en  su  delecto  ó de  cualquier  modo  hagan 
sos  veces,  y !o.s  rebeldes  ó sediciosos  que  en 
número  mayor  de  12  iiulivídiins  se  levanten 
en  armas  en  despoblado  , quedarán  también 
snj(-los  á la  jurisdicción  de  los  Consejos  de 
Buerra  ordinario.s: 

Consideran  (lo  que  fuera  de  estos  casos, 
áiin  las  personas  que  en  cualquier  concepto 
se  consideren  responsables  de  los  expresa- 


dos delitos  de  rebelión  y sedición,  quedan 
sujetos  á la  jurisdicción  ordinaria  , 'conforme 
al  procedimiento  á que  dicha  ley  lia  de  ajus- 
tarse con  arreglo  á lo  que  dispone  el  art.  30 
de  la  misma: 

Considerando  que  según  los  hechos  con- 
signado-s  y admitidos  como  probados  por  los 
dos  Juzgados  que  sostienen  esta  competen- 
cia, 10  hombres  del  pueblo  de  Nevares,  al- 
gunos de  ellos  armados,  se  liirigieron  al  da 
Beraton  , con  el  objeto  de  robar  á sus  veci- 
nos; y que  consumado  este  hecho  abando- 
naron la  población , sin  haber  dado  ninguQ 
grito  sedicioso,  ni  causado  otra  alarma  que 
la  que  era  inherente  á un  delito  de  esta 
clase: 

Considerando  que  aunque  alterada  la  tran- 
quilidad de  las  fiiinllías  en  la  manera  que 
queda  expuesta,  no  se  perturbó  ei  órden  pú- 
blico en  el  sentido  á que  se  refiere  la  ley 
que  lleva  este  liLulo,  porque  no  se  pretendió 
con  aquella  alteración  la  del  tirden  de  cosas 
establecido,  ni  se  propa.saroii  sus  autores  á 
otros  excesos  que  á los  que  se  liabian  pro- 
puesto de  robar,  por  lo  que  el  iiecho  cons- 
tituye simplemente  un  delito  común  , sujeto 
á la  jurisdicción  civil  ordinaria  , aun  en  los 
casos  de  estados  excjpdoiiales,  toda  vez  que 
en  las  d¡sposicione..s  que  en  ellas  adopten  las 
autoridades  inilitare.s  no  |nieden  separarse 
de  las  que  laxativamente  marca  la  repelida 
ley.»  (Sent.  9 mayo  1874. — Gac.  30  id.  pá- 
gina 155). 

CXXXin.  Robo  de  esparlopor 
tud  de  hombres  con  resistencia  d la  guar- 
dia civil.  Competencia  de  la yirisdicaon 
ordinaria  para  conocer  de  este  delito  co- 
7iex0,  conforme  á los  arts.  328  al  332  y 
ooOf/í!  la  Let)  orgánica. 

Suscitada  competen  cío  entre  el  juez 
de  primera  instancia  de  Guadix  y el  de 
guerra  de  i a Capí  la  nía  general  de  Gra- 
nada sobre  conocimiento  de  la  causa 
formada  en  mayo  de  iS73  contra  varios 
vecinos  de  Purullena  por  robo  de  es- 
parto con  resistencia  á la  guardia  civil  y 
lesiones,  se  decide,  vistos  tos  arls.  328 
ai  331  y 330  de  la  ley  orgánica,  y e!  90 
de!  Código  penal,  á favor  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria: 

((Considerando  que,  cuando  un  solo  hecho 
constituye  dos  ó más  delitos,  ha  de  impo- 
nerse á sti  autor  la  pena  en  su  grado  máxi- 
mo correspondiente  al  más  grave  de  ellos, 
según  se  determiaa  en  el  art.  90  del  Código 
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penalj  y que  un  solo  juez  ó Tribunal  de  los 
ue  seao' competen  les  lia  cíe  conocer  de  ios 
elitos  que  tengan  conexión  entre  sí,  con- 
forme al  art.  328  de  la  Ley  orgánica  del  po- 
der judicial: 

Considerando  que  la  jurisdicción  ordina- 
ria  es  la  competente,  con  exclusión  de  toda 
otra,  para  juzgar  á los  reos  de  delitos  cone- 
xos siempre  que  alguno  esté  sujeto  á ella, 
aun  cuando  Jos  demás  sean  alorados;  que  se 
consideran  delitos  conexos  los  cometidos  sí- 
mulláneamente  por  dos  ó más  personas  re- 
unidas como  medio  de  perpetrar  otros  d fa- 
cilitar su  Ejecución,  d para  procurar  la  im- 
punidad de  ellos,  conforme  á los  arts.  329 
y 331  de  dicha  ley  orgánica: 

Y considerando  que  la  sustracción  de  es- 
parto, ejecutada  por  muliitud  de  hombres 
sujetos  á la  jurisdíccíoD  ordinaria,  de  un  pre- 
dio de  dominio  particular  sin  contar  con  la 
voluntad  de  su  dueño,  y la  resistencia  á ma- 
no armada  que  los  mismos  opusieron  á la 
guardia  civil  cuando  los  requería  para  que 
cesaran  en  su  mal  propósito  y después  cuan- 
do  conducían  á tres  de  los  culpables,  cons- 
tituyen dos  delitos,  de  sustracción  de  espar- 
to el  uno,  de  resistencia  el  otro,  los  cuales 
deben  juzgarse  por  un  mismo  juez;  que  el 
de  resistencia  es  conexo  como  medio  de  fa- 
cilitar aquella  y de  procurar  su  impunidad, 
y ambos  deben  ser  juzgados  por  la  jurisdic- 
ción ordinaria,  como  se  ha  diclio.»  (Senten- 
cia 13  abril  1875. — 6rac.  18  mayo,  p.  92.) 

CXXXIV.  Robo  en  cuadrilla  con  ho- 
micidio y resistencia  á la  fuerza  públi- 
ca. Compeíenan  de  la  jurisdicción  de 
guerra  con  forme  al  decreto  de  18  de  ju- 
lio de  187 í,  d la  ley  de  17  de  abril  de 

iSli  y á la  circular  de  12  de  marzo  de 
1875. 

El  capitán  general  de  Valencia,  en  uso 
de  la  facultad  concedida  por  el  art.  l.° 
título  III,  tratado  VII  da  las  Ordenanzas 
generales  del  ejercito,  y hallándose  la 
provincia  en  estado  de  sitio,  publicó 
bandos  en  23  de  julio  de  1874  y 4 de 
enero  de  1875,  con  arreglo  á instruccio- 
nes superiores,  los  cuales  circulo  en  ios 
Boletines  ofcialeSj  reservándose  expre- 
samente por  ios  arts.  3."  y 4.®  el  cono- 
cimiento de  los  delitos  de  robo  en  cua- 
drilla,  y por  el  11  del  último  do  aquellos 

asuntos  que  reclamasen  las  circunstan- 
cias especiales  en  quo  estaba  el  país. 

En  la  mañana  del  dia  16  de  enero  da 


1875  salió  de  Sueca  ía  diligencia  que 
conducía  pasajeros  á la  estación  del  fer- 
ro-carril de  Silla , custodiada  por  una 
pareja  de  guardias  móviles  de  la  Muni- 
cipalidad que  designó  la  autoridad  mili- 
tar, y fue  asaltada  por  8 ó 10  bandidos 
armados  que  robaron  á todos,  quedando 
en  consecuencia  de  !a  refriega  herida 
una  joven  que  formaba  ó hacia  parte  do 
ios  pasajeros,  falleciendo  á poco,  y tam- 
bién uno  de  ios  ladrones,  y heridos  los 
dos  referidos  móviles. 

Instruida  sumaria  por  el  juez  del  par- 
tido, y á la  vez  por  el  comandante  mili- 
tar, se  suscitó  después  competencia  so- 
bre el  conocimiento  de  la  causa  que  ei 
Tribunal  Supremo  decide  á favor  de  la 
jurisdicción  de  guerra: 

ftConsiderando  que  por  decreto  de  18  de 
julio  de  1874  se  declararon  en  estado  de. sitio 
todas  las  provincias  de  la  Península  é islas, 
adyacentes,  autorizando  á Jos  capitanes  gene- 
rales para  reasumir  las  facultades extraonii- 
narias  que  en  tal  situación  le.s  otorgan  las  Or- 
denanzas generales  del  ejército,  conociendo 
por  medio  de  Comisiones  militares  perma- 
nentes de  los  delitos  de  conspiración  , rebe- 
lión y sedición,  y también  de  todos  los  que 
tendiesen  á alterar  el  orden  público; 

Con.siderando  que  revisten  este  carácter 
en  términos  los  más  alarmantes  los  robos 
ejecutados  en  los  caminos  públicos  por  cua- 
drillas de  bandidos  ó .salteadores  compuestas 
de  cuatro  ó más  reos  que,  como  en  el  cri.'^o 
deque  en  esta  causa  se  trata,  hacen  resis- 
tencia á la  fuerza  pública  con  armas  de  fue- 
go ú otras,  realizando  su.s  criminales  pro- 
pósitos DO  sólo  con  la  intimidación,  sino 
además  con  el  homicidio,  y así  se  ha  reco- 
nocido y consignado  en  diferentes  disposi- 
ciones legales,  y con  especialidad  en  el  de- 
creto de  las  Córtes  de  17  de  abril  de  1821, 
restablecido  en  1836: 

Considerando  que  para  disipar  las  dudas 
que  mas  ó menos  fundadas  se  lian  suscitado 
eu  algunos  casos  acerca  de  si  el  citado  de- 
creto de  Córtes , que  obtuvo  fuerza  de  ley 
en  2G  de  dicho  me.s  y ano,  había  quedatlo  ó 
no  derogado  por  la  de  órilen  público  de  23 
de  abril  de  1870,  se  expidió  en  12  de  marzo 
ultimo  la  circular  que  contiene  Ja  declara- 
ción expresa  de  que  aquella  ley  se  halla  vi- 
gente en  cuanto  á deJitos  que  designa  su  ar- 
ticulo 8.°,  figurando  en  primer  término  el 
de  robo  en  cuadrilla  y eu  despoblado,  que 
es  el  de  que  se  traía: 
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Y consiiierando  que  en  la  misma  circular 
áüles  citada  se  declara  también  que  los  ex- 
presados delitos  deben  ser  perseguidos  y 
juigados  ])or  el  fuero  y el  procedimiento  que 
Ja  mencionada  ley  establece,  cuando  los  de- 
iincuenl.es,  como  en  el  caso  de  este  proceso 
se  lia  verificado,  hostilizan  <5  resisten  con  ar- 
mas de  fuego  ú otras  á la  fuerza  pública,  y 
por  ésta  lian  sido  aprehendidos,  siendo  tam- 
bién dicha  declaración  conforme  al  espíritu 
y letra  de  las  demás  disposiciones  que  el 
juzgado  militar  invoca  en  favor  de  su  com- 
petencia. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos que  el  conocimiento  de  la  presente 
causa  corresponde  á la  jurisdicción  militar 
deJ  capitán  genera!  de  Valencia. « (Sent.  S 
mayo  1875. — Gac.  23  mayo,  pág.  97. 

CXXXY.  Olro  caso  de  robo  en  cua- 
drilla con  lesiones  y resistencia  á la 
fuerza  pública  de  dos  guardas  municipa- 
les. Competencia  de  la  jurisdicción  de 
guerra  conforme  al  decreto  de  \ % de  ju- 
lio de  1874,  al  arf.  5.*,  tratado  77/7,  ii- 
tulo  V¡¡¡  de  las  Ordenanzas  del  ejército^ 
y al  art.  350,  párrafo  9.°  de  la  ley  or- 
gánica. 

Suscitada  competencia  entre  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Tamarite 
y el  capitán  general  de  Aragón  sobre  co- 
nocimiento de  la  causa  formada  por  robo 
en  cuadrilla  al  conductor  de  caudales 
de  la  recaudación  de  contriltuciones, 
acompañado  de  dos  guardas  municipales 
y otro  auxiliar,  todos  armados,  con  le- 
siones graves  á uno  de  los  guardas  , el 
Tribunal  Supremo  la  decide  á favor  de 
la  jurisdicción  militar; 

«Considerando  que  el  decreto  de  18  de  ju- 
lio último  declaró  en  estado  de  guerra  todas 
las  provincia.^  de  la  Nación,  y que  el  bando 
en  cousecueucia  publicado  por  el  capitán  ge- 
neral de  Aragón  ea  30  del  mismo  mes  con- 
cedió á la  Cumisiou  militar  permanente  el 
conocimiento  de  los  delitos  de  robo  en  cua- 
drilla, cual  es  el  de  que  se  trata  ; 

Considerando  qae  el  bando  referido  se  pro- 
mulgó con  fundamento  lega!,  según  el  ar- 
tículo 5.°,  tratado  VIU,  lít,  VIII  de  las  Orde- 
nanzas del  Ejército  y decreto  de  18  de  julio 
citado : 

Considerando  que  los  artículos  do  la  Ley  de 
órden  público  no  tienen  aplicación  el  caso 
actual  por  referirse  á ios  Consejos  de  guerra 
y no  á las  Comisiones  militares  permanentes, 


creadas  por  el  referido  bando  con  posteriori- 
dad á la  indicada  ley : 

Y considerando,  por  lodo  ello,  que  para 
decidir  la  presente  competencia  no  ha  de 
atenderse  al  párraf»  noveno  del  art.  349,  sino 
al  mismo  párrafo  del  art.  350,  óinbos  de  la 
Ley  de  organización  del  poder  judicial , por- 
que el  delito  de  que  se  trata  se  ludía  com- 
prendido en  el  bando  dictado  con  arreglo  á 
Ordenanza  por  el  capitán  general  de  Ara- 
gón.» (Sen!.  25  mayo  1875. — Gac.  10  junio 
pág.  114.) 

ex XX Vi.  Bobo  en  cuadrilla  sin  nin- 
guna de  las  circunslancias  qne  exige  para 
el  desafuero  la  ley  deíl  de  abril  de  1821, 
Es  competente  la  jurisdicción  ordinaj'ia. 

Promovida  competencia  negativa  entre 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gra- 
nollers  y el  de  guerra  de  la  Capitanía 
general  de  Cataluña  en  causa  sobre  robo 
en  cuadrilla  cometido  en  una  casa  de 
campo  por  diez  y seis  hombres  armados, 
sin  otro  distintivo  especial  que  el  de  lle- 
var boinascncarnadas,  y mallralandoá  los 
dueños  y dependientes,  insistiendo  am- 
bos Juzgados  en  su  inhibición,  el  fiscal 
del  Tribunal  Supremo  emite  su  dictá- 
men  diciendo:  que  el  conocimiento  do  la 
causa  corresponde  en  principio  y en  caso 
de  duda  á la  jurisdicción  ordinaria  ó 
común,  porque  no  existen  motivos  bas- 
tantes para  deducir  con  seguridad  que 
dichos  diez  y seis  hombres  formaran  una 
partida  organizada  de  carlistas,  sino  más 
bien  una  cuadrilla  de  ladrones  y bandi-^ 
dos  armados  que  perpetraron  e)  robo 
con  violencia  en  las  personas. 

El  Tribunal  Supremo  declara  que 
corresponde  el  conocimiento  de  esta 
causa  al  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Granollers: 

«Considerando  que  la  Ley  provisional  de 
organización  del  poder  judicial  en  su  art.  349, 
párrafo  noveno,  establece  que  la  jurisdicción 
ordinaria  es  la  competente  para  conocer  de 
las  causas  por  robo  en  cuadrilla: 

Considerando  que  sólo  este  delito  se  per- 
sigue en  ia  sumaria  criminal  que  motiva  esta 
competencia  por  no  existir  en  las  expresadas 
diligencias  prueba  alguna  de  que  los  delin- 
cuentes armados  que  perpetraron  aquel  delito 
formasen  partida  de  carlitas  ó de  otra  clase 
organizada  militarmente , siendo  insulicien- 
tes  para  suponer  esa  organización  los  indiví- 
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dúos  que  refiere  ej  juez  de  primera  instaucia 
de  Granoílers  ; 

Y consíder.-iDdo , por  último  , que  en  el  ex- 
presado caso  de  que  se  trata  en  estas  actua- 
ciones DO  concurre  ninguna  de  las  circuns- 
taacias  necesarias  para  que  pudiera  tener 
aplicactOD  la  ley  de  26  de  abri  de  1821 , se- 
gún la  circular  de  12  de  marzo  del  presente 
año , publicada  por  Gracia  y Justicia  en  la 
Gaceta  oñctal  del  día  13.»  (Sent.  9 junio 
1875.— Gac.  19  julio,  pág.  4.) 

CXXXVIl.  Más  sobre  robo  en  cuadri- 
lla. Es  lajurisdíccioji  militar  la  compe- 
tente para  conocer  de  este  delito  si  los 
malhechores  son  aprehendidos  por  la  tro- 
pa  destinada  d su  persecución,  ó éstos  ha- 
cen resistencia  con  armas  á la  misma. 

Competencia  entre  el  Juzgado  de  guer- 
ra de  la  Capitanía  general  de  Galicia  y el 
de  primera  instancia  de  Bande,  sobre 
conocimiento  de  causa  por  robo  al  abad 
de  Prado  en  cuadrilla,  verificado  en  po- 
blado por  diez  hombres  armados,  mal- 
Iralando  á dicho  abad,  cuyos  malhecho- 
res fueron  luego  aprehendidos  por  ia 
columna  de  operaciones  de  Bande. 

El  Tribunal  Supremo  decide  la  com- 
petencia á favor  del  capitán  general  de 
Galicia: 

«Considerando  que  corresponded  la  auto- 
ridad militar  el  conocimiento  de  ias  causas 
por  delitos  de  robo  en  cuadrilla  cuando  los 
malhechores  son  aprehendidos  por  ia  tropa 
destinada  á su  persecución  , ó éstos  hacen 
resisteDcia  con  armas  ti  la  misma , en  con- 
formidad ál  art.  8.0  de  ia  ley  de  i7  de  abril  de 
1821 , que  está  en  observancia,  según  se  ha 

dóclsruQo  por  la  Real  órden  de  16  de  marzo 

ultimo; 

Y considerando  que  los  procesados  por  el 
robo  en  cuadrilla  que  se  refiere  en  Jos  resul- 
tandos han  sido  aprehendidos  por  la  columna 
de  operaciones  militares  de  Bande , no  p“ 
mandato  del  juez  de  primera  instancia  ni 
corno  agentes  de  la  policía  judicial,  sino  por 
las  funciones  propias  de  su  cargo.»  (Sent.  22 
junio  1875. — Gac.  19  julio,  pag.  8.) 

CXXX  VI  [[.  Más  todavía  sobre  robo  en 
fMadrilla\  su  coííocíí«i>íííí>  corresponde  á 
ia  jurisdicción  de  gtterra,  si  el  delito  está 
comprendido  en  ba7ido  publicado  por  el 

^ ^ It:  t i i (o,  que  j'eviste 

en  la  situación  excepcional  el  carácter  de 

general  en  jefe,  con  arreglo  al  mismo 


bando,  á la  ley  de  17  de  abnl  de  1821, 
al  decreto  de  18  de  julio  de  1874,  y al 
núm.  9.°  del  art.  350  de  la  Ley  orgánica. 

Así  lo  establece  el  Tribunal  Supremo, 
decidiendo  competencia  entre  el  Juzgado 
de  guerra  de  la  Capitanía  general  de  Ga- 
licia y el  juez  de  primera  instancia  de 
Allariz,  sobre  conocimiento  de  la  causa 
contra  Domingo  Baramo  y otros  por  ro- 
bo en  cuadiilla,  cometido  de  noche  en 
poblado,  maniatando  al  robado  y á sus 
criados,  habiendo  siilo  aprehendidos  los 
malhechores  por  la  guardia  civil : 

«Considerando  que  , según  lo  di.spueslo  en 
el  núm.  9.*^  del  artículo  3oO  de  la  Ley  sobre 
organización  del  poder  judicial,  «!a.s  jurisdic- 
ciones de  Guerra  ó de  marina  en  sus  casos 
respectivos  son  las  úuicas  competen te..s  para 
conocer  de  los  delitos  y faltas  comprendidos 
en  los  bandos  que  con  arreglo  á ordenanza 
pueden  dictar  los  generales  en  jefe  de  tos 
ejércitos  y los  almirantes  de  las  escuadras:y> 

Cousiderando  que  en  2i  de  julio  de  1874 
publicó  el  capitán  general  de  Galicia  un  ban- 
do, por  el  que  se  declaró  competenle  para 
conocer  de  los  delitos  de  robo  en  cuadrilla, 
sin  distinción  de  los  ejecutados  en  poblado  Ó 
despoblado  ; 

Considerando  que  , atendido  el  estado  ex- 
cepcional de  guerra  en  que  se  halla  dicho 
distrito  militar  en  virtud  de  lo  acordado  por 
el  decreto  del  Gobierno  de  18  del  mismo  me.s 
de  julio  de  lf¡74 , y el  carácter  de  general  eu 
jefe  de  las  tropas  que  rev¡.sten  lus  capitanes 
generales  en  estas  situaciones,  es  iiidiidahio 
que  de  Jos  delitos  y faltas  comprendidos  en  ei 
referido  bando  compete  para  conocer  á la  ju- 
risdicción de  guerra,  conforme  á Jo  que  pres- 
cribe el  citado  art.  350  de  Ja  Ley  órganica  del 
poder  judicial : 

Y considerando  que  ei  robo  en  cuestión 
fué  ejecutado  en  cuadrilla , porque  concurrie- 
ron á él  más  de  tres  malbechore.s  armarlos, 
con  arreglo  á lo  que  determinan  el  art.  8.®  de 
la  ley  de  17  de  abril  de  1821  y el  5IS  del 
Código  penal  vigente ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  el  conocimiento  de  la  cau.sa  de  que 
se  trata  corre.sponde  a!  .Juzgado  de  Guerra  de 
Ja  Capitanía  general  de  Galicia, etc. » (Sciit.  IS 
setiembre  1875. — Gac.  17  octubre,  pág.  25.) 

CXX.XLV.  Otra  decisión  también  á.  favor 
del  Juzgado  de  guerra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Galicia,  sobre  conocimieulo  de  la 
Causa  contra  Ramón  González  y otros  sobre 
robo  en  cuadrilla.  Son  idénticos  los  conside- 
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ranillas  on  toda  su  ikictriiiii  y contenido. 
(Sen i.  10  diciembre  1875. — Gao.  17  enero 
de  187ti,  pí5¿;.  2.) 

CXL.  Otra  decíjíinn  también  idéntica 
en  todo,  en  cansíi  contra  Fructuoso  Gon- 
zález y otros.  (Sent.  lü  diciembre  1875. — 
Gac.  17  enero,  pág.  3.) 

CXLÍ.  /iodos  en  cuadrilla  con  homi- 
cidio cometidos  en  los  dins  20  de  fe- 
brero ai  17  de  mayo  de  1874,  ]^or  un 
grwpo  de  malhechores  sin  organización 
nii7t/ar,  cíí^íya  aprehensión  no  se  ha  verifi- 
cado por  fuerza  pública  destinada  á su 
per'secncion.  Competencia  de  lajitrisdic- 
cion  ordinuriay  y deljneZy  en  cuyo  ter- 
ritorio se  naya  cometido  el  delito  de  ma- 
yor gravedad  (i ). 

Suscitada  competencia  entre  los  Juz- 
gados de  primera  instancia  de  Castro- 
jeriz,  Lerma,  Burgos  y Frecliilla,  con  el 
de  Guerra  de  la  Capitanía  general  de  este 
último  punto,  pretendiendo  todos  ellos 
conocer  de  la  causa  que  han  instruido 
contra  Üionisio  Arranz  y otros,  por  ios 
delitos  de  robo  en  cuadrilla  y muerte 
consiguiente  del  párroco  de  Belvimbre, 
y Doña  María  Celis,  se  decide  con  vista 
de  las  disposiciones  que  se  citan  á favor 
de  la  jurisdicción  ordinaria,  y del  Juz- 
gado de  Castrojeriz! 

«Considerando  que  según  el  art.  269  de  la 
Ley  sobre  organización  del  poder  judicial, 
corresponde  á la  jurisdicción  ordinaria  el  co- 
nociiniento  de  todas  las  cau'^as  críinÍDules, 
sin  más  excepción  que  las  marcadas  en  la 
misma  ley;  que  la  de  guerra  es  competente 
para  conocer  de  las  que  se  formen  contra 
mllitare.s  en  activo  .servicio,  y que  bajo  esta 
última  denominación,  y para  ios  electos  de 
dicha  ley,  se  entiende  el  del  ejército,  guar- 
dia civil  y el  de  cualquiera  otra  fuerza  perma- 
nente inililarmeule  organizaila  que  esté  man- 
dada por  jefes  militares  y su|eta  á la  Orde- 
nanza del  ejército,  .según  se  determina  en  tos 
artículos  347  y 348  dé  la  expresada  ley;  y que 
conforme  al  núm.  9.°  del  34'J  de  ella , los  reos 
de  robo  en  cuadrilla  deben  ser  juzgados  por 
la  jurisdicción  ordinaria: 

Considerando  que  los  Con.<íejos  de  guerra 
ordinarios  han  de  juzgar  á los  reos  de  rebe- 
lión militar , la  cual  se  entiende  existir  cuan- 
do los  rebeldes  ó sediciosos  estén  mandados 


(1)  Véanse  los  números  LXXl  y LXXIL 


por  jefes  militares:  que  han  de  juzgarlos 
también  los  mismos  Cmisejos  de  guerra, 
cuando  en  número  mayor  de  tloce  sostengan 
la  rebelión  con  armas  en  despoblado,  si  fuesen 
aprehendidos  por  fuerza  pública  destinada  á 
s\i  persecución,  ó les  hicieren  resistencia, 
como  previenen  los  27  al  29  de  la  ley  de  23 
de  abril  de  I87O;  con  cuyas  disposiciones  es- 
tán acordes  las  de  la  circular  del  &lÍDÍ.sleriode 
Gracia  y Justicia  de  i7  de  enero  de  (873,  y 
la  de  12  de  marzo  del  corriente  año,  que 
declara  en  vigor  la  ley  de  17  de  abril  de  1821 
en  cuanto  á los  delitos  comprendidos  en  su 
art.  8.®: 

Considerando  que  los  robos  en  cuadrilla 
que  dieron  motivo  á la  formación  de  las  cau- 
sas á que  se  contrae  la  presente  competencia, 
aparecen  ejecutados  por  grupos  de  Iiomlires 
que  daban  gritos  subversivos  en  sentido  car- 
lista; que  carecían  de  organización  militar, 
no  estaban  mandados  por  ningún  jefe  militar, 
DO  fueron  aprehendidos  por  fuerza  pública 
destinada  á su  persecución , ni  hicieron  resis- 
tencia, sino  que  los  detenidos  iiasta  ahora  lo 
fueron  sin  ella  por  el  alcalde  de  Pampliega; 
por  lo  cual , y conforme  á los  preceptos  lega- 
les que  quedan  sentados,  es  la  jurisdicion 
ordinaria  quien  debe  juzgarlos: 

Considerando  que  ella  es  la  competente 
para  juzgar  á los  reos  de  delitos  conexos 
siempre  que  alguno  le  esté  sujeto : que  tienen 
aquel  carácter  los  delitos  cometidos  siinul- 
táneamente  por  dos  ó más  personas  reunidas, 
é por  los  mísmo.s  en  distintos  lugares  6 tiem- 
pos si  hubiere  precedido  concierto  para  elb:, 
y que  en  estos  casos  compete  el  conocimiento 
de  las  causas  al  del  territorio  en  que  se  haya 
cometido  el  delito  á que  la  ley  señale  una 
pena  mayor,  según  se  preceptúa  en  los  artí- 
culos 329,  331  y 332  de  la  precitada  Ley 
orgánica  del  poder  judicial : 

Considerando  que  son  conexos  los  deliloí! 
por  que  se  procede  en  estas  causas,  como 
ejecutados  al  parecer  por  unas  mismas  per- 
sonas, prévio  concierto:  que  si  bien  .son  los 
más  graves  el  de  que  empezó  á conocer  el 
juez  de  primera  instancia  de  Castrojeriz  de 
robo  al  cura  párroco  de  Belvimbre,  de  que 
resultó  la  muerte  .del  mismo  , y el  de  mbo 
también  con  malos  tratamientos  á Dona  Ma- 
ría Celis que  murió  igualmente  de  sus  re- 
sultas, y de  que  conoció  el  juez  de'FrechíIIa, 
el  primero  tiene  una  gravedad  mayor  , aten- 
dido el  carácter  y dignidad  de  la  persona  víc- 
tima de  él,  por  lo  cual  corresponde  el  cono- 
cimiento sobre  ámbos  y los  demás  al  juez  de 
Castrojeriz . 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos que  ia  jurisdicciou  ordinaria  era  compe- 
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el  capitán  general  despué.?  lie  la  declaración 
de  estado  de  sitio,  en  el  que  se  reserva  co- 
nocer de  las  causas  por  robo  en  cuadrilla, 
que  es  nuo  de  los  fundamentos  de  Ja  compe- 
tencia sostenida  por  aquella  autoridad  mili- 
tar, que  no  ha  sido  impugnado  por  la  civil.» 

Se  declara  que  el  conocimiento  de  esta 
causa  por  robo  en  nuadnila  corresponde  al 
Tribunal  de  guerra,  etc.  (8e«t.  28  diciem- 
bre i875.— 17  enero,  pág.  6.) 
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lente  para  conocer  de  las  causas  que  se  tra 
tay  que  corresponde  el  conocimiento  de  to- 
das ellas  al  juez  de  primera  instancia  de  Cas- 
Irojenz,  etc,— (Sent.  18 octubre  1875. — Ga- 
ceta f.** diciembre,  p%.  33.) 

CXLII.  Moho  en  cuadrilla  cuando  los 
malhechores  son  aprehendidos  por  tropas 
iel  ejército  ó de  la  milicia  provincial  ó 
local  sin  orden,  requerimiento  ni  en  au- 
ioilio  de  la  autoridad  civil,  y conforme 
gl  bando  del  capitán  general.  Compe- 
tencia de  la  jurisdicción  de  guerra. 

Instruida  causa  por  el  Juzgado  de  Ar- 
zúa  sobre  robo  hecho  el  23  de  febrero 
de  187o  por  una  partida  de  hombres  ar- 
mados, de  noche,  en  casa  de  un  vecino 
de  Codesoso,  y suscitada  competencia 
por  ei  Juzgado  de  guerra  de  la  Capita- 
nía general  de  Galicia , defendió  la  suya 
el  juez  por  orden  de  la  Audiencia  , fun- 
dándose en  el  art.  321  de  la  Ley  orgáni- 
ca, en  el  cap.  III,  sección  2.‘‘de  la  mis- 
ma y en  el  ait.  749;  y el  Juzgado  militar 
invocaba  en  su  apoyo  el  art.  323  de  di- 
cha ley,  las  circulares  de  17  de  enero  y 
7 de  abril  de  1873,  el  art.  8.*  de  la  ley 
de  1821  y el  bando  del  capítan  general 
del  distrito,  publicado  en  24  de  julio 
de  187Í.  ^ 

El  Tribunal  Supremo  declara  que  el 

eoDocimiento  corresponde  al  Juzgado  de 
guerra, 

«Considerando  qce  son  de  la  competencia 
de  los  Tribunales  de  guerra  las  causas  por 
delitos  de  robo  en  cuadrilla  cuando  ios  mal- 
hechore.'!  .son  aprehendidos  por  tropas  del 
ejército  ó de  la  uiíljcia  provincial  ó munici- 
pal sin  órdon,  requerimiento  6 en  auxilio  de 
]a.s  autoridades  civiles,  en  conformidad  al 
arlícUjO  8.°  de  la  ley  de  17  de  abril  de  1821: 

Considerando  .que  corresponde  también 
eonocer  á los  mismos  Tribunales  de  los  de- 
nlos y faltas  comprendidos  en  los  bandos 
que  con  arreglo  a Ordenanza  pueden  dictar 
los  generales  en  jefe  de  los  ejércitos  y almi- 
rantes de  las  escuadras,  setruu  el  caso  9." 

del  art.  3^0  d<»  Ja  soore  organización  ..el 
80'..er  juQicial: 

Considerando  que  el  delito  que  da  motivo 
ínlj  ?desbon  jurisdiccional  es  de  robo  en 

eiiinlKi  ’ ^ aprehendido  uno  de  los 

mi  guardia  civil  sin  orden,  re- 

quer  miento  m en  auxilio  de  la  autoridad  ju- 
diciaj,  y.quese  halla  publicado  bando  por 


Véanse  además  de  los  casos  aquí  cori- 
tenidos  los  núms.  XXXVII  a XH,  pá- 
ginas 121  y siguientes, 

COMPETENCIAS  CON  LA  ADMINISTRA- 
CION, Ó ENTRE  LA  ADMINISTRACION  Y LOS 
TRIBUNALES  (1 ).  De  estas  competencias 
hemos  tratado  ya  en  ta  pág.  147,  recor- 
dando lo  que  sobre  ellas  establecen  el 
reglamento  de  25  de  setiembre  de  1863 
y la  Ley  orgánica  deí  poder  judicial,  y 
reuniendo  los  casos  de  jurisprudencia 
relativos  á esta  muy  importante  ma- 
teria. 

Poco  es,  por  tanto,  lo  que  ahora  nos 
queda  que  añadir,  y vamos  á hacerlo 
brevemente,  empezando  por  recordar 
que  en  materia  criminal  sólo  en  dos  ca- 
sos taxativamente  pueden  los  goberna- 
dores suscitar  contiendas  de  compe- 
tencia: 

l.“  Cuando  el  castigo  de!  delito  ó 
falta  haya  sido  reservado  por  la  ley  álos 
funcionarios  de  la  Administración, 

Y 2.*^  Cuando  en  virtud  de  la  misma 
ley  deba  decidirse  alguna  cuestión  pré- 
via,  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los 
Tribunales  ordinarios  ó especiales  hayan 
de  pronunciar. 

No  queremos  tampoco  dejar  de  recor- 
dar, que  la  autoridad  judicial  no  puede 
suscitar  contienda  de  competencia  á la 
Administración,  sin  perjuicio  del  recur- 
so de  queja  á que  se  refieren  los  arts.  290 
á 297  de  la  Ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial, como  ya  hemos  dicho  en  la  pági- 
na 150  insertando  dichos  artículos,  fíé 
a^ui  algunas  importantes  resoluciones, 
que,  sin  embargo,  nada  nuevo  añaden  á 


(t)  Toda.s  las  decisiones  de  competencia 
entre  la  Administración  y los  Tribunales,  lo 
son  por  íleal  decreto  dictado  con  audiencia  del 
Consejo  d«  JÉstado  en  plcao. 
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ia  doctrina  contenida  en  los  XLV  casos 
comprendidos  en  las  págs.  147  á 158,  y 
en  los  que  se  contienen  en  Faltas,  pá- 
gina 2i7  yen  Montes,  pág.  26L 

XLVl.  Infracciones  de  las  Ordenan- 
zas de  montes.  Hurto  de  leña  cuyo  valor 
no  llega  á 20  pesetas^  en  monte  públi- 
co. Su  castigo  corresponde  d los  alcaldes 
conforme  á los  arts.  120  y 121  del  regla- 
mento de  17  de  mago  de  ISÜS. 

Suscitada  compelencia  negativa  entro 
la  Audiencia  de  Valencia  y el  goberna- 
dor de  la  provincia,  pretendiendo  la  pri- 
mera que  el  conocimiento  de  la  denun- 
cia de  sustracción  de  leña  del  monte  co- 
munal de  Albaida,  lasado  en  inéoos  de 
20  pesetas,  correspondía  á la  Adminis- 
tración, y el  gobernador,  que  correspon- 
de á ia  autoridad  judicial  por  tratarse  de 
hurto;  vistos  los  arts.  120,  reglas  2.*^  y 
3.“’  del  121  y 124  del  reglamento  de  17 
de  mayo  de  1865  y el  606  del  Código 
penal,  se  declara  que  el  conocimiento 
corresponde  á la  Administración,  en  es- 
tos términos: 

tConsiderando: 

1. °  Que  según  se  ha  declarado  repetidas 
veces,  los  Tribunales  ordinarios  sólo  están 
llamados  á conocer  de  los  danos  causados  en 
montes  públicos,  cuando  el  valor  del  daño 
exceda  de  l.ÜOO  escudos,  ó cuando  el  daño 
haya  sido  medio  de  perpetrar  un  delito  de- 
finido en  el  Código  penal: 

2. *  Qué  asimismo  se  lia  declarado  que 
no  es  de  apreciar  la  cuantía  del  daño  cuan- 
do este  constituya  un  delito  penado  por  el 
Código,  ó cuando  habiendo  mediado  sustrac- 
ción de  leñas  ó frutos,  el  valor  de  estos  ex- 
ceda de  las  cantidades  prefijadas,  para  que 
pueda  calificarse  el  hecho  como  delito  de 
hurto: 

3. ®  Que  el  daño  causado  en  el  monte 
comunal  de  Albaida  no  excede  de  la  canti- 
dad de  1.000  escudos,  ni  constituye  el  hurto 
que  el  art.  530  del  Código  castiga  corno  de- 
lito, porque  su  valor  no  llega  á 20  pesetas, 
ni  tampoco  aparece  corno  medio  de  perpe- 
trar otro  delito;  quedando  por  tanto  el  he- 
cho reducido  á un  simple  daño  ó infracción 
de  las  Ordenanzas  cometida  en  monte  pú- 
blico, y cuya  represión  incumbe  á los  alcal- 
des, según  el  texto  expreso  de  los  citados  ar- 
tículos 120  y 121  del  reglamento  de  17  de 
mayo  de  1865; 


Conformándome  con  lo  consultado  por  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno, 

Vengo  en  declarar  que  el  conocimiento 
de  este  asunto  corresponde  á la  Adminis- 
trnciou.))  (R,  D,  de  6 abril  1874. — Gac.  16 
abril.) 

XLVII.  Jííis  sobre  infracciones  de  las 
Ordenanzas  de  mo7ites.  En  dos  casos  es 
incompetente  la  Administración  para  co~ 
nocer  de  las  infracciot^es  del  reglamento 
ú Orí/enansfií  de  montes:  1.“  cuando  la 
iirfraccion  fuese  el  medio  de  perpetrar 
delito  definido  por  el  Código  penal; 
y cuando  la  cuanlia  del  daño  causa- 
do en  el  rnonte  público  exceda  de  1.000 
escudos.  En  los  dos  referidos  casos  sólo 
son  compete7ites  los  Tribunales  con  ar- 
reglo al  art.  124  del  reglamento  de  17  de 
mayo  de  1865  y á la  constante  jurisprtt- 
dencia  (l). 

Así  se  establece  decidiendo  la  compe- 
tencia negativa  suscitada  entre  el  gober- 
nador de  Castellón  y el  juez  de  primera 
instancia  de  Lucena,  con  motivo  de  la 
sumaria  por  cortas  de  172  pinos,  de  los 
que  sólo  se  hallaron  40  dentro  del  mon- 
te, Guyo  daño,  según  diciámen  pericial, 
ascendía  á 505  pesetas.  El  juez  de  pri- 
mera instancia  en  cumplimiento  de  pro- 
videncia de  la  Sala  se  inhibió  de  la  cau- 
sa por  ser  la  cuantía  menor  de  2.500 
pesetas.  El  gobernador,  de  acuerdo  con 
el  parecer  de  la  Comisión  provincial,  se 
declaró  incompetente , porque  el  hecho 
procesable  puede  constituir  el  delito  del 
artículo  530.  Y el  Gobierno,  de  acuerdo 
coD  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Es- 
tado, decide  que  el  conocimiento  cor- 
responde ala  autoridad  judicial  con  vis- 
ta del  art.  124  de!  reglamento  de  17  de 
mayo  do  1865,  del  párr.  3.'*  del  art.  530 
del  Código  penal,  del  núm.  l.°  del  ar- 
tículo 606  del  mismo,  del  art.  91  de  la 
Constitución  y de  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  de  9 de  diciembre  de 
1871,  El  único  fundamento  de  esta  re- 
solución, dice  así; 

«Considerando  que  la  infracción  á que  sa 

(1)  Este  caso  y el  L y LIV  confirman  la  doc- 
trina que  se  contiene  en  los  núms.  1 al  IX  del 
articulo  üloNTies,  pág.  2G1, 


refiere  ]a  preseute  fleuuncía  ha  sido  el  me- 
dio necesario  de  perpetrar  el  delito  de  hur- 
to , sepuo  Jo  define  el  art.  530  del  Código 
peoaí;  V por  lo  tanto  rí  las  autoridades  admi- 
nístrativas  estó  vedado  conocer  de  ella , al 
tenor  de  lo  presento  en  el  art.  J24f  del  re- 
glamento de  1865  y de  lo  declarado  por  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  antes  cita- 
da,» (R.  D.  30  julio  1874. — Gac.  5 agosto.) 

XLViíf.  Tránsito  de  carros  for  he- 
redad ajena  fara  obras  públicas.  Res- 
ponsabilidad del  ingeniero  conslrucÁor  de 
tin  ferro-carril  que  lo  autoriza.  Compe- 
tencia del  juez  municipal  para  conocer 
de  esta  falla. 

Se  declara  que  no  ha  debido  suscitar- 
se contienda  de  compelencia  á un  juez 
municipal  que  contra  un  ingeniero  de  la 
empresa  constructora  de  un  ferro-carril 
conocía  en  juieicf  de  faltas,  por  haber 
asumido  toda  la  responsabilidad  del  trán- 
sito de  varios  carros  por  heredades  aje- 
nas contra  la  voluntad  del  dueño. 

El  requerimiento  del  gobernador,  de 
acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  se 
fundaba  en  ios  arls.  16  al  2í  del  regla- 
mento de  27  de  julio  de  Í853,  y en  el  4.® 
del  decreto  de  42  de  agosto  de  4860  (1). 
Y el  juez  municipal,  de  acuerdo  con  el 
dictamen  del  fiscal,  sostuvo  su  jurisdic- 
ción fundándose  en  que  la  denuncia 
versaba  sobre  una  falla  contra  la  pro- 
piedad, prevista  y castigada  en  el  lib.  III 
del  Código  penal,  siendo  evidente  la 
competencia  de  la  autoridad  judicial, 
por  no  haber  precedido  la  debida  in- 
demnización ni  el  mandamiento  judicial 
necesario  antes  de  verificar  la  ocupación 
de  las  fincas;  en  que  el  Código  señala 
pena  de  arresta  ai  que  invade  una  finca 
acotada^  y en  que  no  concurría  ninguna 
de  las  dos  excepciones  de  la  regla  que 
prohíbe  á los  gobernadores  provocar  com- 
petencias en  los  juicios  crimínales;  ci- 
tando, por  último,  el  juez  en  apoyo  de 
sus  razonamientos  los  ans.  271  y 286  de 


|l\  El  reglamento  de  37  de  julio  de  i8o3 
wta  inserlü  en  Enajenación  í''orzosa,  tomo  VI 
líjccionorío.  pág.  579.  El  decreto  de  12  de 
agosto  de  1869  en  el  Apéndict  del  mismo  año, 


[Jurisp>  penal), 

de  la  Ley  del  poder  judicial,  el  art.  54 
del  reglamento  de  2o  de  teliembre  de 
de  4863,  varias  seuiencias  del  Tribunal 
Supremo,  dos  decisiones  de  compeUm- 
cia  á consulta  del  Consejo  de  Estado,  y 
los  arts.  13,  14,  91  y 92  de  la  Gonsiiiu- 
cioD  vigente. 

Los  fundamentos  de  esta  importante 
decisión  que  establece  la  competencia  de 
la  autoridad  judicial  dicen  así; 

«Considerando: 

4.®  Que  denunciado  el  tránsito  de  carros 
por  heredad  ajena  sin  permiso  del  dueño 
como  una  falta  definida  en  el  art.  C07,  uú- 
rnero  4.®  del  Código  pena!,  y habiendo  reco- 
nocido el  ingeniero  D.  Federico  Maibol  su 
participación  en  aquel  lieclio,  sólo  á la  au- 
toridad judicial  compete  exigirle  la  respon- 
sabilidad penal  que  hubiere  contraído. 

2. ®  Que  en  ios  reglamentos  y demás  dis- 
posiciones invocadas  por  el  gobernador,  no 
aparece  haberse  reservado  á la  Administra- 
ción la  facultad  de  corregir  la  falta  denun- 
ciada ante  el  juez  municipal  de  Zalamea,  oi 
tampoco  resulta  iniciada  oficialmen  te  cuestión 
alguna  administraliva  de  cuya  prévia  resolu- 
ción dependa  el  tallo  que  haya  de  recaer  en 
ei  juicio  de  faltas  incoado. 

3. “  Que,  por  tanto,  carece  de  fundamen- 
to legal  el  requerimiento  de  ínliibicíon  íór- 
mulado  por  el  gobernador  contra  lo  dispuesto 
en  el  citado  art.  54,  núm.  i.*  del  reglamen- 
to de  25  de  setiembre  de  í8tS3,  que  proiiihe 
expresamente  suscitar  competencias  en  los 
juicios  criminales  cuando  no  concurre  nin- 
guna de  las  dos  excepciones  que  determi- 
na.» (R.  1>.  30  abril  1875.— Gao,  44  junio.) 

XLIX.  Infracciones  de  las  Ordenan- 
zas de  riegos,  «En  los  aprovechamientos 
ilegilimos  de  aguas  sujetas  á Ordenanzas 
especiales  hay  que  distinguir  entre  el  me- 
ro hecho  del  riego  abusivo,  cuyo  conoci- 
miento ha  sido  reservado  al  Tribunal  ó 
Jurado  de  aguas  y las  circunstancias  que 
concurrieron  en  la  ejecución  de  aquel  he- 
cho, las  cuales  cuando  pvederi  constituir 
dehto,  deben  ser  apreciadas  por  la  auto- 
ridad judicial» 

Así  textualmente  se  consigna,  deci- 
diendo una  competencia  suscitada  entre 
e!  gobernador  de  Navarra  y el  juez  de 
primera  instancia  de  Tudcla  acerca  del 
conocimiento  de  una  denuncia  sobre  dis- 
tracción de  aguas  del  rio  Alhama  que  cor- 
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respondían  á los  campos  de  Corella,  con 
intimidación  y empleando  fuerza. 

El  gobernador  defendiendo  la  compe- 
tencia del  Tribunal  de  aguas,  invocaba 
el  art.  54,  párrafo  1.*^  del  Reglamento 
de  2o  de  setiembre  de  18G3,  el  Regla- 
mento de  23  de  setiembre  de  l8oO  para 
el  disfrute  de  las  aguas  de  dicho  rio,  las 
Reales  órdenes  de  15  de  marzo,  30  de 
junio  y 25  de  setiembre  de  1849,  los  ar- 
tículos 293  y 294  de  la  Ley  de  agua.s,  y 
la  orden  del  Regente  del  Reino  de  26  de 
julio  de  1870.  Y el  juez  se  fundaba  en  el 
artículo  618  del  Código  penal,  y en  su  caso 
el  579  y en  el  204  y 321  de  la  Ley  mu- 
nicipal. 

Oido  el  Consejo  de  Estado,  y vistas  las 
disposiciones  que  quedan  citadas,  por 
Real  decreto  de  l.°  de  junio  de  1875,  se 
decide  esta  competencia  á favor  de  la 
autoridad  judicial  en  cuanto  al  conoci- 
miento del  delito  denunciado,  sin  per- 
juicio de  las  facultades  conferidas  al  Tri- 
bunal de  aguas  para  reprimir  las  infrac- 
ciones del  Reglamento  de  riegos  vigente 
en  la  localidad.  La  doctrina  establecida 
en  los  considerandos  es  textualmente  la 
del  epígrafe,  puesto  que  la  intimidación 
j la  fuerza  es  asunto  distinto  de  la  dis- 
tracción de  aguas  de  que  conoce  el  Tri- 
bunal especial  creado  por  las  concordias 
y reglamento. .{R.  D.  l.°  junio  1876. — 
Gac.  27  setiembre.) 

L,  Corta  de  lena  que  se  reduce  á car- 
hon.  Se  deduce  que  hay  el  propósito  de 
utilizarla  y dehe  co7iocer  la  autoridad 
judicial,  no  obstante  que  se  hallan  vigen- 
tes las  Ordenanzas  de  montes  con  relación 
á los  públicos. 

Suscitada  competencia  negativa  entre 
la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de 
Valencia  y e!  gobernador  de  la  provincia 
sobre  conocimiento  de  denuncia  contra 
Vicente  Sanz,  por  haberle  encontrado 
quemando  un  horno  de  carbón  que  con- 
tendría unas  40  arrobas,  cuya  leña  se 
valuó  en  2(1  pesetas,  se  decide  á favor  de 
la  Autoridad  judicial  con  vista  del  ar- 
ticulo 121  del  Reglamento  de  17  de  mayo 
de  1865,  530,  núm.  3.“  y 006,  núm,  1.” 
del  Código  penal  en  estos  términos: 


«Considerando.  l.°  Que  atendidas  Jas 
circunstancias  con  que  aparece  caiisatlo  el 
daño  en  el  monte  conuin  de  Mogenle,  puede 
en  su  dia  ser  calilicado  de  hurto  el  iiecho  do 
cortar  leña  valorada  en  mas  de  20  pesetas  y 
con  el  propó.sito  de  utilizarla,  como  lo  de- 
muestra el  acto  de  reducirla  á carbón  inme- 
dialainenle : 

2. °  Que  basta  que  el  daño  cansado  haya 
sido  el  medio  de  perpetrar  un  delito  para  que 
los  Tribunales  de  justicia  estén  llamados  á 
reprimirlo,  conforme  á las  prescripciones 
contenidas  en  los  citados  artículos  dei  Re- 
giamento  de  montes  de  17  de  mayo  de  i 865: 

3. °  Que  según  se  ha  declarailo  repelidas 
veces,  la  circunstancia  de  hallarse  vigentes 
los  Ordenanzas  de  montes,  con  relación  á 
los  del  dominio  del  Estado,  de  lasproviiicias 
ó de  los  pueblos,  no  obsta  para  que  las  in- 
fracciones de  las  mismas  Ordenanzas  sean 
sometidas  a!  conocimiento  de  la  jurisdicción 
ordinaria  cuando  con  motivo  de  tales  infrac- 
ciones resulten  méritos  para  pre.siimir  la 
existencia  de  un  delito  previsto  por  el  Códi- 
go penal ; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el 
Consejo  de  Estado  en  píeno,  vengo  en  de- 
clarar que  el  conocimiento  de  este  asunto 
corresponde  á la  autoridad  judicial,  y lo 
acordado. » 

Dado  en  Palacio  á 10  de  junio  de  1875. — 
Alfonso. — El  Pre.sideiite  del  Consejo  de  Mi- 
nistros, Antonio  Cánovas  del  Castillo.  (6'íi- 
cfifa  3 julio.) 

Ll.  del  abasto  de  car- 

nes con  exclusiva.  El  urt.  592,  niím.  4." 
del  Código  penal  que  castiga  la  defrau- 
dación al  público  en  la  venta  de  siutan- 
ciaSy  ya  sea  en  cantidatC  ya  en  calidad^ 
por  cualquier  medio  no  penado  expresa- 
mente, no  distingue  entre  los  expendedo- 
res de  sustancias  sujetos  á condiciones 
expresamente  estipuladas  y los  demás 
vendedores  que  ejerzan  el  tráfico  libre- 
mente. Y no  estando  reservado  d la  Ad- 
ministración el  castigo  de  estas  faltas^ 
ni  por  la  htslruccion  de  consumos  ni  por 
otra  disposición  general,  ni  habiendo 
cveslion  previa  que  resolver  sobre  la  in- 
teligencia del  contrato,  es  indudable  la 
competencia  de  la  autoridad  judicial, 
conforme  al  art.  54,  nmn.  1.”  del  regla- 
mento de^ode  setiembre  de  1863  (1). 

Denunciado  ai  juez  municipal  de  San- 


(1)  Véase  sobre  lo  que  es  objeto  de  esta  de 
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toña  el  liecho  de  que  el  remaianle  de  la 
venia  exclusiva  de  carnes  había  vendido 
en  un  dia  determinado  la  de  una  vaca 
que  no  tenia  las  condiciones  del  remate 
de/raudando  al  público  en  la  calidad,  se 
celebró  el  correspondiente  juicio  de  fal- 
tas y ánlcs  de  dictarse  la  sentencia,  se 
suscitó  competencia  por  el  gobernador, 
fundándose  en  que  la  falta  denunciada 
no  está  comprendida  en  el  art.  592  del 
Código  penal.  El  juez  municipal  invocó 
en  favor  de  su  competencia  el  art,  592 
del  Código  penal  y los  271,  núm.  L®; 
343  y 3i4  de  la  Ley  orgánica  provinciai. 

Por  Real  decreto  de  23  de  agosto 
de  1875,  vistas  las  disposiciones  citadas 
y el  art.  54,  núm.  del  reglamento 
de  25  do  setiembre  de  1S63,  que  prohíbe 
á los  gobernadores  suscitar  contiendas 
de  competencia  en  las  causas  criminales 
salvo  en  tos  dos  casos  que  expresa,  se 
declara  que  no  ba  debido  suscitarse  la 
de  que  se  trata,  por  tratarse  de  un  juicio 
de  fallas  y no  concurrir  ninguna  de  las 
dos  excepciones  que  en  materia  crimi- 
nal autorizan  á los  gobernadores  para 
requerir  de  inhibición.  (E.  D,  de  23 
agosto  1875. — Gac.  31  agosto.) 

LII.  Efectos  del  requcrimienío  en 
las  cotnpelencias.  Suspensión  de  todopro- 
cúdimienlo  (1). 

Lo  dispuesto  en  el  art.  58  del  regla- 
mento de  25  de  setiembre  de  1863,  se- 
gún el  que  «el  Tribunal  ó Juzgado  re- 
querido de  inhibición,  luego  que  recíba 
el  exhorto  suspenderá  todo  procedi- 
miento en  el  asunto,  raiéntras  no  se  ter- 
mine Ja  contienda,  es,  según  la  juris- 
prudencia sentada  en  casos  análogos, 
aplicable  tanto  á Ja  autoridad  judiciai 
cuanto  á la  administrativa,  porque  su 
objeto  es  evitar  que  se  alteren  los  tér- 
minos en  que  el  conflicto  se  ha  planiea- 


cisiün.  la  nota  95,  pág.  197  del  tomo  III  í 
Jnccioíiarf o de  ta  Adminisiracion  esnaño 

mérito  át  la  jurisprudencia 
labiecida  sobro  el  art.  482  , segunda  parte, 

núm. 

oel  192  del  vigente, 

números  XXIII  al  XVII. 

ppa  164,  donde  se  contiene  la  misma 
trina. 


do,  (R.  D.  2 noviembre  1875,  deci- 
diendo una  competencia  entre  el  gober- 
nador de  Zaragoza  y e!  juez  de  Daroca  á 
favor  de  la  autoridad  judicial  sin  lomar 
en  cuenta  documentos  presentados  des- 
pués de  suscitado  el  conflicto.  [Gac.  14 
diciembre.) 

LHI.  Incomunicación  de  presos  por 
vía  de  correccioji.  Los  alcaides  pueden 
corregir  á los  encarcelados  con  íMcoínu- 
nicacion  conforme  á los  arts.  o9  y 60 
del  reglamento  de  cárceles  de  25  de  agos- 
to de  1847  (1). 

Con  motivo  de  haberse  quejado  dos 
presos  en  la  visita  semanal  de  cárceles 
de  que  el  alcaide  les  tenia  incomunica- 
dos por  cinco  dias,  se  formó  causa , en 
la  que  el  alcaide  declaró  que,  en  efecto, 
era  cierta  la  incomunicación  que  había 
dispuesto  conforme  al  art.  59,  y partici- 
pándosela al  gobernador  conforme  al  60 
del  reglamento  de  cárceles  de  1847.  Sus- 
citada competencia  por  el  gobernador, 
de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Di- 
putación foral,  citando  el  art.  4.®  y 59 
de!  referido  reglamento,  el  54  y siguien- 
tes del  dictado  parala  ejexucion  de  la  ley 
de  25  de  setiembre  de  1863,  la  Real  or- 
den de  31  de  julio  de  1863  y ley  de  26 
de  julio  de  1849,  y sostenida  por  el  Juz- 
gado fundándose  en  los  arts.  269,  321, 
325  y 36  de  la  Ley  orgánica  judicial, 
280  y 269  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  y 
caso  5,®  del  213  del  Código  penal,  se  de- 
cide á favor  de  la  Administración. 

«Considerando: 

1 Que  las  atribuciones  concedidas  á las 
autoridades  judiciales  para  decretar  la  inco- 
municación de  los  presos  durante  la  sustan- 
ciacion  del  sumario  en  nada  limita  ni  ex- 
cluye las  atribuciones  que  á su  vez  se  con- 
ceden también  por  los  reglamentos  á los 
funcionarios  de  la  Administración  para  im- 
poner á los  presos  aquellas  correcciones  que 
tienen  por  objeto  asegurar  la  disciplina  y el 
buen  drden  de  Jas  cárceles; 

2.“  Que  todo  lo  que  se  refiere  al  órden 
interior  de  dichos  establecimientos  está  con- 


íl)  K1  reglamento  de  25  de  agosto  de  1847 
está  inserto  en  el  artículo  PnistoNKS  del  Diccio- 
nario de  la  itíímtTiísírocíon  española , tO“ 

rao  XL 
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liado  á la  autoridad  ariniioistrativa,  y por  lo 
tanto  el  alcaide  Ü.  Tomás  Sagarduy  obró 
dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones,  se- 
gún io  dispuesto  en  los  citados  arts.  59  y GO 
dtl  reglamento  rigente  de  cárceles: 

3.°  Que  los  actos  del  alcaide,  como  fun- 
cionario de  la  Administración,  están  sujetos 
al  criterio  del  gobernador,  su  superior  je- 
rárquico; y habiendo  éste  usado  ya  de  sus 
legítimas  atribuciones  aprobando  la  conduc- 
ta del  expresado  funcionario,  concurren  en 
el  presente  caso  las  circunstancias  que  por 
excepción  permiten  á los  gobernadores  pro- 
rocar  competencias  en  los  juicios  criminales; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  e! 
Consejo  de  Estado  en  pleno, 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  ó favor 
de  la  Administración,  y lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á 2 de  noviembre  de  18^5. 
—Alfonso.— El  Presidente  del  Consejo  de 
Ministros,  Joaquín  Jovellar.»  (Gac,  12  di- 
ciembre.) 

LIV.  Corta  de  leñas  cuyo  daño  no 
asciende  á 2.500  pesetas. 

La  corta  de  leñas  en  una  dehesa  de 
propios,  sin  que  resulte  que  se  haya  co- 
metido delito  alguno  de  los  previstos  en 
el  Código  penal,  cuyo  daño  no  asciende 
á 2.500  pesetas,  es  de  la  competencia  de 
la  Administración.  (B.  D.  10  noviem- 
bre 1875,  decidiendo  á favor  de  Admi- 
nistración una  competencia  con  vista  de 
los  arts.  121  y 124  del  reglamento  de  17 
de  mayo  de  1875.) 

Consúltense  además  los  casos  conteni- 
dos en  los  núms,  XLYl  y L. 

CONFESION.  (Sobre  sw  apreciación.)  — 
La  confesión  del  procesado  es  uno  de  los 
medios  de  prueba  de  que  hace  mérito  el 
artículo  !2  de  la  ley  de  18  de  junio 
de  1870,  que,  según  el  261  do  la  de  En- 
juiciamiento crim. , no  exime  y con  mu- 
cha razón,  de  practicar  las  diligencias  del 
sumario  con  el  celo  y actividad  que  en 
los  demás  casos.  Y.  Pruebas  en  las  pá- 
ginas 277  y siguientes.  Hé  aquí  impor- 
tante doctrina  de  jurisprudencia  sobre  un 
caso  de  confesión  del  delito. 

I.  Cuando  se  admite  la  confesión  de 
un  procesado  en  lo  que  le  es  adversa ^ 
debe  admitirse  tambienen  lo  que  le  es  fa-~ 
vorahie^  siempre  que  no  haya  en  la  causa 
otros  datos  apreciados  por  el  Tribunal  en 


coíi/ra  de  este  extremo;  y no  haciéndose 
asif  se  incurre  en  error  de  derecho. 

Así  lo  establece  el  Tribunal  Supremo 
en  sentencia  de  8 de  mayo  de  1*875  ca- 
sando y anulando  la  de  la  Audiencia  de 
Cáceres  en  causa  contra  Miguel  Cordero, 
por  homicidio  de  Francisco  Cabero.  El 
Miguel  se  confesó  autor  del  delito  di- 
ciendo que  Cabero  le  tiró  antes  una  pie- 
dra, dándole  en  la  nariz;  y como  la  Sala 
fundándose  en  esta  confesión  declaró 
probada  su  criminalidad,  sin  que  pudiera 
atenuarla  en  sus  declaraciones,  alegacio- 
nes y defensa,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  el  caso  5."  del  art.798 
de  la  Ley  de  Enj.  crim.  por  no  haberse 
apreciado  á la  vez  las  circunstancias  ate- 
nuantes 4.^  y 7.*;  el  cual  es  estimado 
en  estos  términos: 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
declara  justiíicada  la  culpabilidad  de  Miguel 
Cordero  Muñoz  en  el  homicidio  de  Francisco 
Cabero,  fundándose  en  la  confesión  que 
aquel  hace  en  su  declaración  de  haber  tirado 
á éste  dos  golpes  con  la  navaja,  uno  en  la 
cara  y otro  en  el  pecho,  que  fueron  los  que 
le  causaron  la  muerte  : 

Considerando  que  esta  confesión,  que  Ja 
referida  Sala  declara  probada,  es  el  funda- 
mento exclusivo  y único  que  aprecia,  y que 
de  ella  aparece,  no  sólo  el  extremo  que  ad- 
mite, sino  que  también  comprende  el  de  que 
Francisco  Cabero  le  tiró  ántes  una  piedra, 
dándole  con  ella  en  la  nariz  : 

Considerando  que  aceptando  la  confesiou 
del  procesado  para  declararle  culpable,  sin 
expresar  otros  fundamentos,  es  preciso  ad- 
mitir aquella  en  todos  sus  extremos,  tanto  en 
lo  que  es  perjudicial  como  en  lo  que  le  es 
beneficioso,  y que  de  ella  aparece  de  una 
manera  indudable  que  en  el  hedió  concurrió 
la  circunstancia  atenuante  de  haber  precedi- 
do provocación  inmediata  de  parte  del  olen- 
dido  al  tirarle  la  piedra  que  le  dió  en  la  nariz; 

CoDsiiierando  que  coasisUemlo  i a atenua- 
ción que.  nace  de  la  provocación  en  el  arre- 
bato que  ella  produce  en  el  agente,  y no 
existiendo  en  la  causa  otros  motivos  distintos 
de  este,  no  es  aplicable  la  circunstancia  de 
haber  obrado  por  estímulos  poderosos  que  le 
arrebatasen  ú obcecasen,  puesto  que  estos 
consistieron  en  haber  sido  provocado  pré- 
viarnente: 

Considerando  que,  en  su  consecuencia,  es 
procedente  el  recurso  en  cuanto  ásu  primer 
fimdamento,  que  es  la  infracción  dei  art.  9.° 
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del  Código  pena!  en  su  circunstancia  4.^, 
pero  DO  respecto  de  la  *7.^  del  mismo  ar™ 

líenlo;  , , , , 

Küllarnof?  que  debemos  declarar  y declara- 
mos haber  lugar  a!  recurso  de  casación,  etc.» 
{Sení.  8 mayo  1S75. —Gac.  22  junio,  pá- 
gina 133.) 

En  Circunstancias  atenuantes,  nú- 
meros XXllI,  XXIV  y XUÍ,  págs.  70 
y 3Í)2,  hemos  visto  que  la  confesión  no 
puede  reputarse  como  circunstancia  ate- 
nuante por  no  guardar  analogía  con  las 
sefialadas  expresamente  en  el  art.  9.*^ 

COHTRABAHDO  Y DEFRAUDACION  A LA 
HACIENDA-  iJe  rste  delito  hemos  trata- 
do en  la  pág.  lo9,  donde  pueden  con- 
sultarse las  doctrinas  que  contienen  ocho 
importantes  fallos  di‘Í  Tribunal  Supre- 
mo. Ai{uí  haremos  mérito  de  otros  tres 
íambicn  muy  imjmrlantes. 


IX.  La  mulía  impuesta  por  la  ley  á 
los  reos  de  eontrabnudo  y defraudación 
es  prpporcioíífi/  á ios  derechos  defrauda- 
dos: y cuando  son  dos  ó más  los  reos,  la 
wiií//a  es  dlvisilde  entre  elfos,  sin  qíie  en- 
tre todos  pueda  exceder  del  máxiioiQ  con- 
forme (i  (a  recta  infeliyencia  del  ariietl- 
lo  27  del  íh'al  decreto  de.  ¿O  de  junio 
de  IS'iá, — Este  decreto  está  irlyenle  asi 
en  la  parte  penal  como  en  la  de  prtu'edi- 
mienlos  (1). 

Con  arreglo  al  art.  80  de!  Real  decre- 
to do  2U  de  junio  de  1Ko2  el  fiscal  de  la 
Audiencia  de  Cáeeres  interpuso  recurso 
de  casación  contra  la  sentencia  dictada 
por  el  juez  de  primera  instancia  de  Ba- 
dajoz, en  causa  sobre  defraudación  á la 
Hacienda  cuntra  ...anuel  Arroyo  y Ber- 
nardo Heriiandez,  fundándole  on  la  in- 
fracción del  art.  ¿7  del  mismo.  El  Tri- 
bunal Sii|iiemo  casa  y anula  la  senten- 
cia y dicta  (a  stii/a  en  estos  términos: 

c<Cüns¡LlerauTÍo  que  los  reos  de  delito  de 
deíramlatitm  sufrirán,  además  del  comiso 


(H  Según  hemos  visto  en  las  págs.  159  á 
16 i,  la  ley  lie  Jíj  Ue  junio  de  Í87Ü  sobre  recur- 
sos de  casación  en  lo  criaiinal  estuvo  aplicán- 
dose á las  ñausas  sobro  con  traba  mió;  pero  ya 
indicamos  atl i al  íinal , que  según  la  ley  do 
i^nj.  cpm.,  para  dichas  cau.sas  rice  el  Real  de- 
•reto  deSn  de  juniu  do  1852,  y asi  lo  consigna 
ya  el  tribunal  Supremo.  1 


del  género,  una  multa  que  no  baje  del  du- 
plo ni  exceda  del  cuádruplo  dei  importe  del 
derecho  ó impuesto  defraudado , según  se 
fiispoce  en  el  art.  27  del  decreto  de  20  de 
jumo  de  1 852 : 

Considerando  que  la  pena  correspondien- 
te á los  delitos  de  contrabando  y defrauda- 
ción es  proporcional  al  valor  de  los  géneros 
ó importe  de  los  dereclios  de[raudado.s,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  los  reos,  de 
modo  que  la  multa  impuesta  á todos,  cuando 
sea  mas  de  uno,  nunca  ha  de  exceder  del 
máximo,  siendo  una  y divisible  entre  ellos; 
lo  cual  se  baila  ya  repetidas  veces  declarado 
y establecido  en  sentencias  de  este  Tribu- 
nal Supremo: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida, 
después  de  declarar  que  los  procesados  eran 
autores  del  delito  de  defraudaciem  con  las 
circunstancias  atenuantes  1.*  y 2.*^  del  ar- 
ticulo 23,  ó sean  las  de  ser  uno’  de  aquellos 
menor  de  diez  y siete  años  y no  ascender 
á 600  rs.  el  iriijjorte  de  los  dereclios  defrau- 
dados, y que  íiabian  incurrido  en  la  pena  del 
duplo,  impuso  á cada  uno  de  los  dos  reos 
multas  que,  .sumadas,  importan  el  quíntuplo 
de  la  cantidad  defraudada: 

Considerando  que  en  consecuencia  de  esto 
hay  en  la  mencionada  sentencia  un  error 
de  derecho,  infringiéndose  en  ella  la  dbspo- 
siclon  del  art.  27  del  decrolo  de  ÍÍ152,  vi- 
gente para  estos  casos,  asi  en  la  parle  penal 
como  en  la  de  procedimientos,  con  arreglo 
al  art,  7. del  Código  penal  y u lá  dLsposi- 
cion  final  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de 
487?; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesíto  por  el  Ministerio  fiscal  contra  la 
sentencia  que  el  juez  de  primera  instancia 
de  Badajoz  dictó  en  la  causa  por  defrauda- 
ción seguida  á Manuel  Arroyo  Barrueco  y 
Bernardo  Hernández  Torrarlo;  y casamos  y 
anulamos  dicha  sentciicia  en  la  parte  que  se 
refiere  á la  imposición  de  mulla  á los  dos 
mencionados  reos,  á quienes  cnndenamo.'í 
colectivamente  en  la  mulla  del  triplo  de  los 
derechos  rlefraudados,  ó sean  21  pesetas  y 15 
céntimos  ; entendiéndose  que  de  esta  canti- 
dad pagará  el  Arroyo  14  pesetas  y 10  cénts., 
y Hernández,  7 pesetas  5 cénts,' y la  deja- 
mos suljsistente  en  los  demás  particulares 
nue  contiene:  devuélvase  la  causa  á la  Au- 
njencia  de  que  procede  con  la  competente 
certificación. ü (Sciit.  14  noviembre  1874. — 
Gdc.  18  enero,  pág.  3.) 

X.  Sobre  el  recurso  de  casación  fun- 
dado en  el  art,  8tí  del  Heal  decreto  de  20 
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de  junio  de  d8?)2.  Este  recurso  que  puede 
interponer  el  Ministerio  fiscal  fuera  de 
Jos  diezjUaSy  no  debe  con  fundirse  con  el 
ordinario  del  art,  96,  ni  produce  sus 
efectos;  y 
ca7nente 
mar  le 

Seguida  causa  en  el  Juzgado  de  Her- 
vás  contra  Matías  Fernandez  y Eugenio 
Calvo,  por  contrabando  de  sal  que  les  fiié 
aprehendida  en  la  noche  del  19  de  se- 
tiembre de  1869  en  tres  caballerías  sin 
guia,  el  juez  de  primera  instancia  dictó 
en  29  de  setiembre  de  1873  sentencia 
condenatoria,  con  arreglo  á los  arts.  17, 
núni.  1,°;  18,  núm.  4.°;  21,  2á.  nú- 
mero 9.“;  23,  núm.  2/^;  24,  2o,  párra- 
fo 1/;  28,  29  y 33  del  K.  D-.  de  20  de  ju- 
nio de  1852.  No  apelada  esta  sentencia, 
el  juez  remitió  la  causa  al  fiscal  de  la  Au- 
diencia á les  efectos  del  art.  8G,  y éste  á 
los  seis  dias  de  recibirla  interpuso  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley 
conforme  al  9G,  alegando  haberse  come- 
tido en  ella  tres  infracciones  (jue  fundó 
en  el  art.  25  y en  el  29. 

La  Sala  de  la  Audiencia  admitió  el  re- 
curso, y el  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lugar,  estableciendo  como  funda- 
mento la  doctrina  del  epígrafe  en  estos 
textuales  términos: 

«Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  97 
del  decreto  de  20  dé  junio  de  1832,  el  recur- 
so de  casación  debe  interponerse  dentro  de 
los  diez  dins  siguientes  al  de  la  notificación 
del  fallo  que  lo  motive : 

Considerando  que  la  Sala  do  la  Audiencia 
de  Cííceres  incurrió  en  error  al  decir  en  el 
auto  de  ailmision  del  recurso  que  había  sido 
interpuesto  dentro  del  mencionado  plazo; 
pues  colejada-s  las  feclias  oportunas  resulta 
que  la  interposición  no  tuvo  lugar  hasta  mu- 
cho tiempo  después  de  trascurrido: 

CoD.siderando  que  el  recurso  que  el  art.  86 
del  y)recit.ailo  decreto  permite  al  fiscal  inter- 
poner fuera  de  los  diez  días  contra  las  .sen- 
tencias de  los  jueces  de  primera  instancia  de 
que  no  .se  apele  por  ninguna  de  las  partes  no 
debe  confundirse  con  el  ordinario,  atribu- 
yéndole todos  sus  efectos,  lo  cual  pudiera 
perjudicar  á los  interesados  que  con  el  fallo 
se  hayan  mostrado  conformes,  sino  que  cor- 
responde .suponerlo  establecido  en  interés  ei- 
clusivo  de  la  ley  y para  fijar  jurisprudencia; 


debe  suponerse  establecido  úni~ 
en  Ínteres  de  la  ley  y para  tmt- 
r jurisprudencia. 


doctrina  qne  se  halla  ya  consignada  en  sen- 
tencias de  este  Tribuna!  Supremo: 

Considerautlo  que  el  recurso  de  que  se  tra- 
ta no  se  lia  interpuesto  con  ese  objeto,  ni 
con  arreglo  al  art.  86,  sino  al  art.  96,  en  so- 
licitud de  casación  de  la  sentencia  por  intrac- 
cion  de  ley,  alegando  motivos  que,  si  bien 
alguno  pudiera  ser  admisible  y favorable  á. 
los  reos  condenados,  otro  les  serta  da- 
ñoso; 

F’allamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  liaber  iiabido  lugar  á la  admisión  del 
recurso  interpuesto  por  el  fiscal  de  la  Au- 
diencia de  Cáceres  contra  la  sentencia  no  ape- 
lada del  juez  de  primera  instancia  de  Hervís 
á que  .se  refiere,  sin  perjuicio  tle  la  facultad 
que  tiene  de  utilizarlo  en  interés  de  ia  ley  y 
salvos  los  efectos  ejecutoriu.s  de  la  sentencia; 
y devu61va.se  la  causa  á la  AuiÜencia  de  que 
procede  con  certificación.»  fSeut.  17  di- 
ciembre Í87  í. — Gac.  6 febrero,  pág.  46.) 

Xr.  Prohamr.a  en  las  cansos  de  con- 
trnbando  y defraudación.  Se  raiijicapor 
las  reglas  de  la  critica  racional  tiinío  con 
relación  á los  actos  y circunsUincins  que 
6’owsfííiíí/í?n  el  delito  como  respecto  de  la 
adminiilidad.  Se  diferenciti  de  la  prueba 
laxativa  pura  los  efectos  de  la  casación 
en  que  esta  es  discutible  y aquella  no  {!). 

Formada  causa  contra  D.  Antonio 
Llucb  y su  liijo  del  mismo  nombre  por 
contrabando,  la  Audiencia  de  Barcelona 
les  absolvió  en  definitiva  libremente. 

El  fiscal  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  fundó 
eií  el  ari.  96  del  Real  decreto  de  20  de 
junio  de  1852,  citando  como  infringidos 
los  arts.  82  y 18,  núm.  3.°,  «porque  de- 
biendo fallarse  las  causas  de  esta  especie 
según  el  con  vencí. miento  que  produzca 
la  crítica  racional  sin  sujeción  exiricta 
á las  pruebas , había  cometido  error  la 
Sala  absolviendo  á unoá  reos  que  según 
los  dalos  del  proceso  debieron  ser  cali- 
ficados basta  de  i ntrodii clores,  ó cuando 
menos  de  porteadores  conscientes  del 
górierp  extranjero.» 


(1).  En  el  artículo  Pruebas  , págs.  277  y si- 
pui&ntes,  iiitlicamos  las  difi'remúas  eotrií  olsis- 
tema  de  prunba  taxativa  y fus  demás  de  la  ley 
provisional  pora  la  ai.dicacioii  del  Oúdigu,  de 
la  de  48  de  junio  de  1870  y de  la  de  Enjuicia- 
miento criminal. 


m 

El  Tribunal  Supremo  declara  no  ha” 
ber  lugar  al  recurso  de  casación* 

((Considerando  que  en  el  art.  82  del  Real 
decreto  de  20  de  junio  de  sobre  repre- 
sión de  los  (itílílos  de  contrabando,  defrau- 
dación y sus  conexes,  se  dispone  que  e!  jui- 
cio sobre  la  certeza  de  los  hechos  ha  de  for- 
marse en  esta  clase  de  procesos  por  las  re- 
glas ordinarias  de  la  crítica  racional  aplica- 
da á ios  indicios  , ciatos  Y comprobantes  de 
toda  especie  que  aparezcan  en  la  causa,  y 
que  además  este  Supremo  Tribunal  tiene 
declarado  que  esta  crítica  racional  recae, 
tanto  con  relación  á los  actos  y circunstan- 
cias que  constituyen  el  delito  como  á la 
criminalidad  de  los  procesados , pues  por  la 
especialidad  de  taJes  contravenciones  la  ley 
no  distingue  entro  la  prueba  del  hecho  que 
se  cree  punible  y de  la  culpabilidad  imputa- 
da é las  personas : 

Considerando  que,  á diferencia  de  la  prue- 
ba taxativa,  que  tenia  reglas  basadas  en  la 
ley,  las  de  la  crítica  racional  por  su  índole  y 
naturaleza  no  pueden  sor  discutibles  para 
los  efectos  de  la  casación  cuando  el  juicio 
formado  no  contradice  los  heclíos  declara- 
dos como  probados,  antes  por  el  contrario, 
se  funda  en  ellos,  como  sucede  en  estos  au- 
tos, en  los  que  se  consignan  dalos  y justifi- 
caciones que,  analizados  y comparados  entre 
sí,  lian  producido  en  el  Tribunal  sentencia- 
dor la  convicción  de  la  inocencia  de  los  pro- 
cesados, por  lo  que  no  puede  méoos  de  res- 
petarse la  apreciación  de  la  Sala,  que  es  U 
competente  para  el  efecto: 

Y considerando  que  en  su  consecuencia 
no  se  han  iufriugido  ni  el  art.  18  del  citado 
Rea!  decreto  y ménos  el  82  , que  autoriza  á 
los  Tribunales  para  dictar  su  juicio  según  las 
las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional.» 
(Sciil.  4 noviembre  11175.— Gac.  2 i id,, 
pág.  85.) 

COSTAS  PROCESALES.  Brevemente  va- 
mos á exponer  la  doctrina  consignada 
por  el  Tribunal.  Supremo  sobre  imposi- 
ción de  costas,  ya  á los  reos,  ya  á ios 
acusadores,  remitiéndonos  á lo  que  que- 
da expuesto!  en  la  página  164.  Hé  aquí 
sumariamente  otros  fallos. 

111.  Requisito  para  la  cotiúíenacíon 
de  costas. — «El  que  no  ha  sido  declarado 
responsable  crijninalme7ile  de  un  delito  ó 
falta  no  puede  ser  condenado  en  las  costas 
del  juicio  y según  la  terminante  disposi- 
ción del  ürí.  en  ^naly  porque 
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no  existiendo  pena  principal  »io  puede 
existir  líi  accesoria  de  cosías  deterfíiina- 

dii  «n  el  art.  26. » 

comete  por  tanto  un  firror  mani- 

fiesto  de  derecho  comprendido  en  los  can- 


sos 1.^  y 3.°  del  art.  /98  de  la  Ley  de 
Enj.  crim.  y se  infringen  los  arls,  1.°^ 
18,19,121  y 611  del  Código  penaly  cuan- 
do se  absueloe  á un  procesado  y se  le  con- 
dena al  propio  tiempo  al  pago  de  las 
cosías. 

Así  lo  establece  el  Tribunal  Supremo 
casando  y anulando  una  senienci.*»  dicta- 
da en  juicio  de  faltas  por  el  juez  de  pri- 
mera instancia  de  Almería.  {Sent.  20 
junio  1874. — Gac,  l.°  setiembre,  pá- 
gina i27.) 

IV.  «Publicada  la  Ley  provisional 
de  22  de  diciembre  de  1872,  que  por  su 
disposición  final  deroga  todas  las  leyes  y 
reglamentos  en  que  se  hayan  dictado  re- 
glas  de  Enj.  crim.j  no  puede  invocarse 
como  moítuo  de  casación  el  art.  3.”  del 
Reglamento  provisional  de  justicia  de  26 
de  setiembre  de  1835.... 

Así  se  consigna  en  el  penúltimo  con- 
siderando de  la  sentencia  de  2 de  junio 
de  1875  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación,  en  causa  sobre  alla- 
namiento de  morada,  (Gac.  5 agosto  de 
i87o,  pág,  16.) 

V.  Según  el  nÚ7n.  3.°  del  páf'rafo  se~ 
gu7ido  del  art.  1 19  de  la  Ley  de  Enj.  cri- 
minal sólo  puede7i  impoiiei'se  las  costas  ul 
querellante  joarítctt/ur  cuando  resulta  de 
las  actuacio7ies  que  ha  obrado  con  ieíne^'i- 
dad  y mala  /V,  aimque  se  sobresea  en  la 
causa  á que  dé  Lugar  la  querella. 

D.  Anastasio  López  interpuso  recur- 
so de  casación  contra  auto  de  la  Audien- 
cia de  Albacete,  que  sobreseyendo  libre- 
mente en  causa  que  se  formó  á su  instan- 
cia por  denuncia  de  abusos  de  autoridad, 
le  condenó  en  todas  las  costas  como  de- 
nunciante sin  razón  ni  fundado  motivo. 
Citó  el  recurrente  como  infringidos  el 
art.  119  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  y el  3.° 
del  Reglamento  para  la  administración 
de  justicia,  etc.,  y el  Tribunal  Supremo 
declara  haber  lugar  al  recurso  y casa  y 
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anula  el  referido  aiUo  en  cuanto  a la  im- 
posición de  costas: 

....«CoDsideratido  que,  según  el  núm.  3.”, 
párrafo  2.®  del  art.  119  de  la  Ley  de  Eiijiii- 
ciamiento  criin.,  sólo  pueden  imponerse  las 
costas  al  querellante  particular  cuando  re- 
sulta de.  as  actuaciones  que  na  oorado  con 
temeridad  y mala  fó;  y como  de  los  hechos 
DO  aparece  que  el  recurrente  eu  ia  denuncia 
faltara  á la  verdad  relacionando  los  heclios, 
por  mas  que  su  apreciación  fuese  errónea, 
ni  que  haya  continuado  ia  querella,  es  evi- 
dente que  no  obró  con  mala  fe  ni  que  sostuvo 
esta  con  temeridad.....  y por  consiguiente  la 
Sala  sentenciadora  ha  infringido  el  núm.  3.” 
del  art.  119  de  la  ley  citada  imponiendo  las 
costas  al  recurrente  por  suponer  que  produ- 
jo la  denuncia  sin  ra/mn  ni  motivo  fundado  y 
que  la  sostuvo  con  mauifieala  temeridad.» 
(Scnt.  2 octubre  1875.— Gac.  30  id. , pági- 
na 58.) 

VI.  Sobreseimiento  con  imposición 
de  cosías  al  querellante.  — Es  improce- 
dente la  cita  del  art,  d.”  del  reglamento 
provisional ^ invocándose  á la  vez  el  nú- 
mero 3.*^  del  art.  119  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento ci'iniinal  qne  ha  modificado 
aquel,  y al  cual  hay  que  atenerse.  Proce- 
de la  iín/j05tt-¿0íi  de  costas  al  denuncia- 
dor ó quereilanle  particular  temerario  ó 
malicioso. 

D.  José  Galíndo  y D.  José  Serrano 
denunciaron  al  Juzgado  de  Huelva  á 
D.  Miguel  Saavedra  por  hurto  de  mieses 
de  la'  pertenencia  de  los  denunciantes, 
quien,  en  efecto,  confesó  que  había  se- 
gado y sustraído  las  mieses  á que  se 
referia  la  denuncia  en  ejercicio  de  un 
derecho  legítimo,  como  postor  remáten- 
le en  pública  subasta,  decretada  por  au- 


toridad competente  , por  débitos  atrasa- 
dos de  contribuciones  délos  denuncia- 
dores, como  asi  resultaba,  en  efecto,  del 
expediente  de  apremio  según  el  testi- 
monio unido  á loa  autos. 

Dictado  auto  de  sobreseimiento  por  el 
^ uez  que  aprobo  la  Sala  con  reserva  á 
Saavedra  del  derecho  que  pudiera  coni- 
pelirle  respecto á la  denuncia  calumnio- 
sa, y con  condena  de  costas  á los  denun- 
ciantes, interpusieron  éstos  recurso  de 
casación,  citando  corno  infringido,  en 
cuanto  á las  costas, el  art.  3.°  del  regla- 
mento provisional  en  armonía  con  el  119 
de  !a  Ley  de  Enj.  crim.  Y el  Tribunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso : 

«Considerando , respecto  al  tercer  motivo 
de  casación  alegado,  que  es  improcedente  la 
cita  del  art.  3."  del  reglamento  provisional 
de  justicia  de  1835,  invocándose  á la  vez  el 
número  3.®  del  art.  119  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  único  vigente,  y el  cual 
uo  SQ  ha  infringido  en  la  sentencia,  porque 
prescribién do.se  que  se  condene  en  costas  al 
querellante  particular  cuando  resultare  de 
las  actuaciones  que  ha  obrado  con  temeridad 
ó mala  fé,  la  Sala  le  ha  aplicado  al  imponer 
las  costas  á los  querellantes  GaliniJo  y Serrano 
que  con  temeridad  ó -mala  fó  aciusaron  como 
reo  de  hurto  y alteración  de  precios  á I).  Mi- 
guel Saavedra  por  autos  notoriamente  legí- 
timos é ¡nocentes.»  {Sent.  12  noviembre 
1875.— Gac.  30  noviembre,  pág.  95. } 

Los  fallos  anteriores  juntamente  con 
los  contenidos  en  la  pág.  164,  y los  nú- 
meros iV,  Vil,  vm,  IX,  X y Xll,  pagi- 
nas 4 y 352  ilustran  suficientemente 
esto  importante  punto  de  condenación 
de  costas  en  los  juicios  criminales. 


D. 


daros  de  carados  {invasión  de  la 

propiedad  ajena.,  causando  ó no  daño.) 
Trata  de  las  fallas  contra  la  propiedad 
el  tít.  IV  del  libro  III  del  Código  penal 
de  1870  vigente,  arts.  606  á ül9. 

Las  más  frecuentes  entre  estas  fal- 
las son  las  causadas  por  ganados  , en- 
trando en  heredad  ó campo  ajeno  cau- 

JuR.  PeNi 


sando  ó no  daño,  sin  culpa  del  dueño  ó 
pastor,  ó de  propósito,  ó por  abandono  ó 
negligencia.  La  ley  tiene  en  cuenta  es- 
tos distintos  accidentes,  y la  importan- 
cia del  daño  para  graduar  la  pena  como 
se  vé  en  los  art».  011  á 614. 

Veamos  ia  doctrina  establecida  porTei 
Tribunal  Supremo  al  decidir  varios  re- 
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cursos  de  nasacioo  interpuestos  contra 
semencias  rliclaiias  en  la  segunda  instan- 
cia de  ios  juicios  de  faltas. 

I.  La  pe.nnlldnd  sancionadn  m el  ar- 
ticulo iS\  i del  Código  reformado  es  sola- 
mente aplicable  al  dueño  de  ganados  que 
entrasen  en  heredad  ajena  y causaren 
daño  que  exceda  de  Ü pesetas. 

También  es  requisito  que  la  enh'ada 
sea  en  heredad  ajena  , pues  siendo  en 
terrenos  de  aprovechamiento  común.,  don- 
de hay  derecho  á llevar  los  ganados  no 
existe  la  infracción  de  dicho  articulo  (1). 

Así  se  consigna  como  fundamento  de 
la  sentencia  de  casación  dictada  en  jui- 
cio sobre  faltas  por  el  juez  de  primera 
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(t)  Los  arls.  61 J al  613  lal  como  quedan  re- 
daclados  según  la  reforma  hecha  por  decreto 
del  Regente  del  Reino  de  i."  de  enero  de  1871, 
inserto  en  el  Apéndice  al  7.L'/rcíonar¿o  de  la  Ad- 
ministración'española^  Anuario  de  1870,  pá- 
gina 884,  dicen  asi: 

Art.61I.  lú!  dueño  de  ganados  que  entra- 
ren en  heredad  ajena  y causaren  daño  que  ex- 
ceda de  3 plíselas,  será  castigado  con  la  multa 
por  cada  cabeza  de  ganado: 

1.®  De  7í>  cénis.  de  peseta  á 2 pesetas  y 20 
céntimos  si  fuere  vacuno. 

2 “ De  ciO  cénts.  de  peseta  á una  peseta  y 50 
cént^  mn.s  si_/itertí  caballar,  mular  o asnal. 

3. '*  ¡te  25  á 7:"  cénts.  de  peseta  si  fuere  ca- 
lino y la  hercdatl  tuviere  arbolado. 

4. “  Del  tanto  del  daño  á un  tercio  más  si 
iU6rG  Idriíir  o du  otra  esjiecit^  no  coinprend  ¡dá 
en  los  n limeros  anteriores.  E.-ilo  mismo  so  ob- 
servará si  el  ganado  fuere  cabrío  y la  heredad 
no  tnvi.-rc  arbolndo. 

Los  dueños  de  ganados  compren- 
didos en  los  núms.  V‘  y 3.'>  del  artículo 
anterior  que  entraren  sin  causar  daño  en  here- 
dad ajena,  ó carnsando  sino  inferior  á o pesetas 
sin  permi.ío  del  dueño,  incurrirán  en  la  multa 
de  medio  real  pnr  cabeza. 

Si  la  lii.redfiri  fuere  cercada  d tuviere  viñetlos 

olivares,  sembrados  ú otros  plantíos,  6 hubiese 

reincidencia,  so  impondrá  la  mulla  señalada 

on  el  articulo  anterior  según  los  ca.sos  oue 
comprende.  ^ 

Art._6l3,  Si  ios  ganados  se  introdujeren  de 
propo.sito  o pnr  abandono  rj  nigtigencia  de  los 
diieiios  rj  ganaderos,  además  de  pagar  las  mul- 
tas expresadas  en  los  artículos  anteriores,  su- 
irirán  los  dueños  y ganaderos  en  sus  respecti- 
vos casos  de  uno  á treinta  dias  de  arresto,  si  no 
les  correspondiera  mayor  pena  como  reos  de 
burto  ú daño  por  voluntad  d imprudencia. 

bi  reincidieran  por  torcera  vez  en  el  término 
de  treinta  días,  serán  juzgados  y penados  como 

bro*  II®  ^ comprendidos  en  el  li- 


instancih  de  Almefia*  (Sent.  20  junio 
1874,— Gffí.  1.°  seliembre,  [Vig.  2(j.) 

11.  El  hecho  de.  introducir  de  propó^ 
sito  unos  bueyes  en  prado  que  viro  tiene 
arrendado  t doblemente  si  en  juicio  ver- 
bal se  ha  decidido  ya  cvóilmente  la  cues- 
tión ^ constituye  la  falta  det  art.  613, 
y es  nula  la  sentencia  que  absuelve  al 
acusado. 

Fundados  Pedro  y Julián  Bardon  en 
que  en  años  anteriores  habían  aprove- 
cltado  un  prado  que  llevaba  en  arrenda- 
miento Faeundo  Alvarez  , introdujeron 
varios  bueyes  de  su  pcrlen encía  en  el 
mismo,  dando  lugar  á ser  demandados 
en  juicio  de  faltas,  pues  en  juicio  ver- 
bal civil  se  Jiabia  ya  declarado  que  el 
Bardon  no  fuere  osado  á intrusarse  en 
el  prado  durante  e¡  arriendo  de  Alvarez. 

El  juez  inunicípai  condenó  á Pedro 
Bardon  en  irednta  dias  de  arresto  me- 
nor, y á su  hijo  Julián  en  diez,  y ambos 
en  la  mulla  de  4 pesetas,  indemnización 
de  2 por  el  daño  causado  y las  costas 
del  juicio.  Y el  de  primera  instancia  de 
Murías,  por  apelación  de  los  demanda- 
dos, dejó  sin  efecto  el  fallo  apelado  y 
condenó  en  todas  las  costas  ai  juez  rau- 
nicipal,  fundándose  en  no  ser  delito  el 
becho  ejecutado,  y sí  sólo  una  cuestión 
civil  sobre  derechos  que  afectan  á par- 
ticulares. 

Interpuso  el  Ministerio  fiscal  recurso 
de  casación  que  fundó  en  el  núm.  1.® 
del  art.  797,  y el  2.®  de!  798  de  la  Ley 
de  En),  crim. , citando  como  infringi- 
dos los  arts.  Gil  y 613  del  Código  pe- 
nal; y se  declara  haber  lugar  en  estos 
términos: 

«...Considerando  que  de  los  dalos  y fun- 
damentos de  liocíío  consignados  en  el  su- 
plemento de  serUencia,  aparece  jiislificado 
corj  cuatro  te.stjgif.s  contestes  y sin  excep- 
ción que  el  racuodo  Alvarez  llevaba  en  ar- 
riendo el  campo  e.xpresado,  asi  como  que 
perturbado  en  su  desfrute  por  el  Pedro  Bar- 
don,  promovió  para  sosleiier.so  en  el  arren- 
damiento juicio  ver])al , acordánilose  en  él 
judicialmente,  .segan  consta  por  certifica- 
ción que  obra  en  las  diligencias,  que  el  Bar- 
don  no  fuese  osado  á intrusarse  en  el  prado 
dwraníe  el  año  que  constituia  el  arriendo 
^Ud  le  teman  autorizado  los  testamentarios: 
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Cansiderando  que  amparado  así  por  e! 
jucx  el  üerecbo  del  Alvarez,  con  conoci- 
jnienlo  ó inleligencía  del  líardon,  no  puede 
adiiiilirse  que  fuese  lícito  á éste,  cualquiera 
que  fuese  el  título  que  creyese  tener  antes 
(le  ser  vencido  en  juicio,  quebrantar  después 
su  resultado  y desotiedecer  el  precepto  ju- 
dicial, aprovec liándose  de  los  pastos  del  pra- 
do con  perjuicio  de  un  tercero  que  los  dis- 
frutaba con  un  titulo  legítimo: 

Considerando  que  la  doctrina  legal  esta- 
blecida por  el  juez  sentenciador  no  tiene 
aplicación  ai  caso  presente,  puesto  que  Al- 
varez no  tenia  un  ji  re  ten  dido  y dudoso  dere- 
clio  liisciililjle  que  debiera  decidirse  por  los 
Tribunales,  sino  que  le  tenia  ya  declarado  y 
amparado,  sin  que  pudiera  desvirtuarle  ni 
contradecirle  una  disposición  gubernativa, 
que  además  de  no  explicarse  en  los  resul- 
tandos con  qué  derecho,  en  qué  términos  y 
pira  qué  efecto  fuese  dictada,  nunca  podía 
dejar  sin  efecto  la  cosa  ya  juzgada: 

CunsíJenindo , por  tanto,  que  es  proce- 
dente el  recurso  interpuesto  por  el  Ministe- 
rio liscülj 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos babor  lugar  á dicho  recurso,  y en  su 
consecuGocia  casamos  y anulamos  la  sen- 
tencia dictada  por  el  juez  de  primera  ins- 
ta iiciu  de  Murías  de  Paredes  en  8 de  octu- 
bre de  1873.»  (Sent,  13  mayo  1874, — Ga- 
ceta i 0 agosto  , pág.  68. J 

lli.  La  misma  doctrina  del  núm,  /. 
— El  que  respaclo  de  wna  jinca  tiens  á 
Sil  favor  una  providencia  judicial ^ no 
puede  meaos  de  ser  considerado  como 
poseedor  lepithnoj  ¡f  en  este  supuesto  está 
bien  dtadíii'íulo  aiiloe  de  la  falta  del  arti- 
culo C)  i o el  que  desconociendo  esta  pose- 
sión inlrodace  sus  ganados  en  aquella, 

1).  Mateo  García  Herrero,  fuá  conde- 
nado por  el  Juzgado  municipal  de  Avi- 
la , y en  apelación  por  el  de  primera  ins- 
tancia, como  reo  de  la  falta  del  arl.  613 
por  haber  introducido  sus  ganados  en  un 
prado  (jue  posee  como  suyo  D.  Cándido 
Oriiz  de  Pinedo,  suponiéndose  con  de- 
recho para  ello,  no  obstante  haberse 
desestimado  un  interdicto  que  promovió 
a!  efecto.  Contra  dicha  sentencia  inter- 
puso el  mismo  D.  Maleo  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  que  fundó 
en  el  núm.  1.^  del  art.  738  de  la  de 
Enj.  crim.,  designando  como  infringidas 

las  leyes  2.%  til.  XXXIV,  y 3.%  til.  Vllí, 


lib.  XI,  Nov.  Recop.,  la  10,  tít.  XIV  y 
XXVlll,  tit.  11  de  la  Part.  'ó.\  el  princi- 
pio legal  de  que  el  que  usa  de  su  derecho 
no  delinque,  etc,;  y el  Tribunal  Supre- 
mo declara  no  íiaber  lugar  al  recurso^ 
condenando  ai  recurrente  en  las  costas 
y pérdida  del  depósito  de  lio  pesetas, 
por  los  íundamentos  siguientes: 


«Considerando  que  de  los  datos  consigna- 
dos en  la  sentencia  del  juez  de  primera  ins- 
tancia de  Avila  aparece  que  I).  Cándido  Or- 
íiz  de  Pinedo  estaba  en  posesión  del  prado 
titulado  de  Abajo,  en  la  deliesa  del  Fresuillo, 
y tambieu  de  sus  paslos,  cuando  e!  recur- 
rente introdujo  en  él  sus  ganados;  constando 
esto,  ya  por  declaración  de  testigos,  ya  por 
la  escritura  de  venta  que  se  le  hizo  de  dicha 
linca,  y ya  por  la  cerlüicaGion  del  secretario 
de  la  Comisión  de  evaiuaciou  de  la  riqueza, 
en  ia  que  se  expresa  que  del  amillarainiento 
consta  que  D.  Gandiíto  Orlíz  dt-sde  áutes  de 
1862  viene  considerado  como  dueño  exclu- 
sivo do  la  dehesa  del  Fresiiillo  y 1).  Francis- 
co Hernández  como  colono,  pagando  las 
contribuciones  consiguientes,  sin  que  apa- 
rezca otro  partícipe  de  las  utilidades  de  tal 
linca : 

Considerando  que  también  consta  que  in- 
terpuesto por  el  recurrente  interdicto  contra 
el  1).  Cándido  solicilanijo  so  le  amparase  en 
su  preteudidíi  posesión,  y suministrando  para 
ello  la  corre.spondieule  información,  se  dictó 
auto  declarando  no  liaber  lugar  á diclm  in- 
terdicto, coa  lo  que  se  robusteció  y aürmó 
el  dereclio  de  I).  Cándido  por  providencia 


Considerando  que  cuaUpiiera  que  sea  el 
valor  é imiiortancia  de  los^títulos  que  tenga 
el  H,  Maleo  para  distrutar  de  los  pastos  del 
citado  prado,  liabioiido  sido  vencido  en  jui- 
cio, y teniendo  á su  favor  el  D.  Cándido  una 
providencia  judicial  , ínterin  no  se  destruyan 
sus  efectos  por  otra  de  igual  origen,  no  pue- 
de niéoos  de  ser  este  actualmente  conside- 
rado como  po.seedor  ItígíLimo,  por  lo  íiue  no 
es  lícito  á aquel  perturbarle  en  el  disfrute 
de  los  pastos  que  !e  carrespondon: 

Considerando  que  la  seutentíia  contra  la 
que  se  recurre,  dictada  en  juicio  de  taitas, 
no  prejuzga  la  cuestión  civil  de  mejor  dere- 
cho á los  referidos  pastos,  que  puede  con- 
trovertirse en  el  juicio  correspondiente,  y sí 
sólo  aceptándola  situación  actual  posesoria 
del  D.  Cándido^,  corrige  con  arreglo  al  Có- 
digo penal  el  daño  cau.sado  con  la  introduc- 
ción de  ganados  sin  dereclio  actual  recono- 
cido y amparado: 
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cucion  del  hecho  puniMo.  \ el  Tribunal 
Siipremo  declara  no  Itaber  lugar  al  re- 

I ■ ^ 1 
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Considerando  que  de  ludo  ío  expuesto  se 
infiere  rpie  ro  es  procedente  este  recurso,  * 

rr  ¡ f,  fr  í n j r I 'j  cr  IfiD  /I  t c nn  c í r*  inn  ü ntia 


iUlIclO  IjlliX  J ' 1 vrvw 'J  ^ II  l-U  OM|NCniU  tlífttltih  tlí*  iíli\/íf  di  f 

Diapareren  irifririqídas  las  disposicione.s  que  j ronsienaiido  en  cuanto  á !n  cues- 

so  cto  » ¡Sent  8 junio  1874,-G<,c.  24  ¡ |os  siguienles  fum  a- 

agosto,  pííg.  Ido.) 


IV.  ¡nleUgencm  de  los  arls.  611,  6Í2 
y 6 1 ;í  respecto  á si  son  responsables  los 
dueños  de  ganados  ó los  pastores.  Los  ar- 
tículos Q\\  y 612  se  refieren  ó los  dueños 
de  ganados]  el  613  á los  f/«eiíos  d yana- 
deros  . 

D.  Matías  López  y D.  José  Tomás  de 
Bustos  denunciaron  en  23  de  mayo 
do  1871  en  el  Juzgado  municipal  de  Vi- 
llanueva  de  los  Infantes  la  ganadería  la- 
nar de  D.  Tomás  María  Jiménez  por 
daño  causado  en  las  viñas  de  aquellos, 
en  la  noche  del  21  al  t%  Celebrado  el 
juicio  verbal,  los  denunciadores  suminis- 
traron prueba  de  testigos  que  llamados 
por  los  guardas  municipales  reconocie- 
ron la  trocha  de  ganadería  lanar  desde  la 
majada  qu(3  eu  la  citada  noche  tuvo  la 
que  fué  objeto  de  la  denuncia  hasta  las 
viñas  indicadas,  volviendo  después  el 
rastro  desde  las  mismas  á la  majado.  Y 
excepcio fiando  entre  otras  cosas,  ei  de- 
nunciado que  el  juicio,  en  su  caso,  debía 
entenderse  con  el  postor  encargado  del 
ganado,  único  responsable  de  los  danos 
aunque  subsiiliarianiente  lo  fuera  el  due- 
ño, se  dictó  sentencia  por  el  juez  muni- 
cipal que  confirmó  en  apelación  el  de 
primera  instancia,  declarando  que  et  he- 
cho consiiuiía  una  falla  de  que  era  res- 
ponsable el  Jiménez,  condenándole  con 
arreglo  á los  aris.Oli,  620,  624  y 18 del 
Código  penal  en  la  multa  de  4ü0  pesetas, 

indemnización  á los  denunciadores  de! 

importe  de  los  perjuicios  y en  todas  las 
costas,  sufriendo  en  caso  de  insolvencia 
un  día  de  arresto  por  cada  5 pesetas. 

Jiménez  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  conforme  á los  ar- 
tículos 797,  caso  4.°  del  798  déla  Ley  de 
Enj.  criin.  citando  la  infracción  de  los  ar- 
tículos l.°,  1!,  15^  |g  y pygg 

no 

cabía  entender  las  palabras  dueño  de  qá- 
wadosen  un  sentido  tan  literal  que  im- 
plicara necesaria  su  responsabilidad  sin 
aber  contribuido  ni  con  su  voluntad. 


mentes: 

«Considerando  que  ni  art.  6M  dni  Código 
penal  caslica  con  multa  la  entrada  de  ganador 
caw.condo  daños  eu  iieredad  ó campii  ajeno, 
así  como  el  612  impoiip  la  misnin  claíe  iíq 
nena  cuando  eclramn  .sírt  producir 
lacíendo  responsables  de  la  pena  untcaniMi). 
le  á los  dueños  de  losganuilos,  de  quienes  no 
exige  la  comisiou  de  acto  alguno  referente  á 
dicha  entrada : 

Con.^ideranilo  que  solamente  cunudo  inedia 

próposito,  aboTidonn  ó negligencia,  es  cnan- 
do  en  e!  art.  Gi3  se  hace  mención  do  los 
dueños  ó ganaderos  para  la  pena  que  esta- 
blece y que  aquellos  sufrirán  en  sus  respec- 
tivos casns : 

_ Considerando  que,  así  definida  la  diferen- 
cia entre  los  dos  casos,  no  puede  coniliatirse 
el  primero,  ó sea  el  del  art.  611,  enmo  lo  ve- 
riflp  el  recurrente  con  la  regla  gen-^nd  del 
artículo  i.*',  ni  tienen  tampoco  iipiicacioa 
oportuna  los  H,  13,  15  y 18  que  (anibien 
cita,  puesto  que  tan  clara  y terminante  se 
halla  Ja  disposición  de  penaren  concepto  de 
falta  imputable  á los  dueños  e)  mero  hedió 
de  la  entrada  de  los  ganados  fl).»  (Sent.  7 
diciembre  1874,— 6ac.  20  enero,  pág.  33.) 

V,  Sobre  apreciación  de  ctrcunstnu- 
cias  en  las  fallas. — <íSegun  el  art.  620,  en 
la  aplicación  de  las  penas  en  los  juicios 
sobre  faltas,  proceden  los  tribunales  .según 
su  prudente  arbitrio',  y habiéndole  usado 
en  esta  forma  el.  juez  seníeveiador,  no 
ccihe^  alegar  la  infracción  de  los  arts.  82 
y /&  del  Código  penal,  suponiendo  que  se 
ha  impuesto  indebidamente  la  pena  en 
el  grano  medio  por  concurrir  circunstan- 
cias atenuantes',  pues  n o se  hübrian  infr in- 
artículos dun  en  el  caso  de 
ran.n 

Así  se  consigna  como  fundamento  del 
fallo  declarando  no  haber  lugar  a!  recur- 
so de  casación  interpuesto  por  José  He- 
dondo  contra  sentencia  f[U8  le  condenó 
como  pastor  de  ganado  que  entró  á pas- 


^ Dicaonai'io  de  la  Adniivistra- 

-ciSpfwioío,  articulo  Daños  hemos  iratiido 
^ a ni I ama  cuesLioii,  y nuasira  oiiinion  coofor- 

íTj  tí  C ü n I n 1 1 p I f k I ■ I o . ...  _ . 1 _ _ ! ^ 


ni  r . au  Vüiuntau,  y nuaslra  uilitiion  coofor- 

ni  por  negligencia  6 abandono  á la  eie- 1 tí’mif''”  Supremo  no  lo  es  sin 

"je  embargo  en  absoiulo,  por  li  que  allí  decimos.. 
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tar  en  heredades  ajenas.  (Sent.  7 abril 
1875. — Giic.  11  mayo,  pág.  115.) 

Yi . Daños  cansados  por  ganado  lanar. 

— nhJ  íirt.  ()1 1 del  Código  penal  castiga 
con  el  lanío  al  tercio  del  daño  que  cause 
el  ganado  lanar  enlrando  en  heredad  aje- 
íí(í;  g como  al  hacer  su  aplicación  en  la 
seníencia  se  impone  la  pena  por  el  número 
de  cabezaSy  es  evidente  que  se  ha  infrin- 
gido dicho  urticuio  en  áu  íiújn.  4.”  y que 

por  consiguiente  procede  la  cíisíícíú?!  de 
la  misma. 

Así  lexiiialmeDle  se  consigna  como 
íundainenio  del  fallo  declarando  l¿i  casa- 
ción dt'l  del  Juzgado  de  Hiiercal-Ovoraí 
pero  léngtise  en  cneiUa  (|  ueloda  la  cuesljon 
nació  de  no  iiaber  lenido  presen  le  díolio 
juez  ia  corrección  hecha  en  el  arl,  Gi  l 
por  el  tleciTjto  del  Regen  le  de  1/  de 
enero  de  1671.  ¡Sent.  25  junio  1875. 

— Gac.  27  agosto,  pág.  29.) 

Ylí.  D año  cnu'iado  por  ganado  lanar 
no  llegando  d 5 pesetas.  Esta  falta,  que 
lio  está  penada  esiiectal  y determinada - 
fneuíe  por  el  arl.  «í  otros,  se  en- 
cuentra t:üf/inr60íí/((/a  en  la  sanción 
deltiVj, 

Tal  como  aparecen  redactados  los  ar- 
tículus  Gil  al  013  del  CíHÜgn  penal,  cor- 
regidos por  el  decreto  de  l,°  de  enero 
de  1871,  DO  está  prevista  en  ellos  la  en- 
trada de  ganado  lanar  sin  causar  daño,  ó 
causando  daño  inferiora  5 pesetas;  pero 
aplicado  á este  caso  el  61Ü  por  el  juez 
municipal  y en  apelación  por  el  de  pri- 
mera instancia  de  Tordesillas,  é inter- 
puesto por  el  dueño  de  ganados  recurso 
de  casación  á que  se  adhirió  el  Ministe- 
rio íiscal,  el  Ih'ibunat  Supremo  declara 
no  haber  lugar  d e'l,  y consigna  como 
fundamentos  los  siguientes: 

«Considerando  qae  el  art.  612  del  Código 
peiml,  corregido  en  ia  fortna  que  se  eipresa 
en  el  decrelu  de  1.'’  de  eiien»  de  1871,  estu- 
hlecü  ja  penalidad  correspoiulieiileá  ios  due- 
ños (le  ganado  vacuno, caballar,  mular  ó as- 
nal y cabrío  que  entraren  en  heredad  ajena 
siü  causar  daño,  ó que  este  sea  menor  de  5 
pesetas; 

Consideran  do  que  el  ganado  de  I).  Ramón 
García  Alvarez,  que  invadió  la  tierra  de  la  pro- 


piedad del  Rodríguez  Ulanco,  no  corre.'jpoD- 
dia  á líus  especies  aulerionnente  intlicadas,  y 
si  á la  ianar,  por  lo  que  no  era  aplicable  á la 
billa  cometida  la  disposición  del  referido  ar- 
tículo: 

Considerando  que  siendo  el  espíritu  de  la 
ley  ca.sligar  lodos  los  daños  que  se  causen 
conira  la  propiedad,  di.spuso  generaimeDle en 
el  arl.  Giy  que  ios  que  inieiicioimliúeüie,  por 
negligencia  ó por  descuido  causaren  un  daño 
cualquiera  no  penado  en  los  libros  II  y iU 
del  expre.sado  Código,  serian  casligados  con 
la  multa  del  inedio  al  lauto  del  daño  causado 
sí  fuere  eslimablo,  y uo  siéndolo  con  Ja  multa 
de  í)  á 75  pesetas  : 

Y consb  erando  que  en  el  caso  presente  se 
ha  ]iroducido  un  daño  que  lia  sitio  valorado 
por  lüs  peritos  en  4 pesetas  y 37  y medio  cén- 
liino.s,  y que  este  daño  no  está  penado  espe- 
cial y delenninadamento  por  ningún  otro  ar- 
tículo del  Código,  por  lo  que  se  encuentra 
comprendido  en  ci  él 9 y con  la.s  circunsian- 
cia.s  que  el  mismo  exige......  (Sent.  10 no- 

Ticmbre  1875.) — Gac.  30  id.,  pág.  98. 

VIH.  Entrada  de  ganado  lanar  en 
heredad  ajena  sin  causar  daño.  No  es 
falla  /:&7njorcudíí/u  en  el  Código  y se  tn« 
fringe  el  arl.  G12  penándola  como  tal. 

Así  se  consigna  en  el  siguiente  caso: 
En  '7  de  mayo  de  187o  se  celebró  juicio 
de  faltas  ante  e!  juez  municipal  de  Val- 
depoló  contra  Petra  Fernandez,  viuda, 
por  liaber  entrado  su  ganado  lanar  en 
los  pastos  boyales;  y condenada  por  el 
Juzgado  municipal  y en  apelación  por  el 
juez  de  primera  inslaneia  á pagar  medio 
real  por  cada  cabeza  de  ganado  lanar 
que  entró  á jiastar  y las  costas,  interpu- 
so recurso  de  casación  el  Ministerio  fis- 
cal por  infracción  de  ley,  que  coadyuvó 
el  defensor  nombrado  á la  Petra,  fun- 
dándole en  el  núni.  1.®  del  arl.  798  da 
la  de  Enj.  crim.,  designando  como  in- 
fringido el  012  del  Código  penal,  porque 
se  calificó  y penó  como  falla  un  hecho 
(pue,  según  el  mismo,  no  la  constituye. 
Él  Tribunal  Supremo  estima  el  recurso 
y consigna  en  su  fallo  la  doctrina  del 
epígrafe  en  Jos  tórrainos  siguientes; 

«CoDsiderando  que,  según  e!  núm.  1,* 
del  arl.  798,  se  entiende  que  lia  sido  infrin- 
gida la  ley  en  la  sentencia  definitiva  cuando 
se  califique  de  falta  un  liecho  que  no  lo  sea, 
por  su  propia  naturaleza; 
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‘ Considerando  fjne  al  calificar  el  juez  de 
primera  instancia  rie  Saliagun  de  falta  el  tíe- 
cho  de  liaber  entrado  el  panado  lanar  de  Pe- 
tra Fernandez  en  los  pastos  boyales  del  pue- 
blo de  Villa bibiera,  ha  incurrido  en  eJ  ex- 
presado error,  aplicando  el  núm.  4-°  del  Ar- 
ticulo 6 M del  Cddipo  penal,  sin  tener  en 
cuenta  cjue  este  artículoj  en  relación  con 
el  612,  debe  entenderse  rectificailo  por  el 
Real  decreto  de  de  enero  de  1871,  toda 
vez  que  no  consta  que  el  ganado  lanar  cau- 
sara daño  alguno; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos liaber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  .Ministerio  fiscal,  y coad- 
yuvado por  Petra  Fernandez,  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  el  juez  de  primera 
instancia  de  Saliagim,  declarando  de  oficio 
las  costas,  y líbrt’se  ;í  dicho  juez  la  oportu- 
na certificación  de  esta  sentencia,  asi  como 
la  que  se  difta  i confínnacion.»  {Sent  27 
diciembre  1S75. — Gac.  27  enero,  pág.  33. j 

No  dejan  de  ser  importantes  las  doc- 
trinas contenidas  en  los  fallos  anteriores 
sobre  los  arts.  6ti  ai  613  del  Código  pe- 
nal, que  corregidos  y enmendados  por 
el  decreto  de  l.°  de  enero  de  1871,  ri- 
gen como  quedan  insertos  en  la  nota  Je 
la  pág.  430. 

Obsérvase  que  en  ellos  queda  sin  cas- 
tigo la  entr.jda  de  ganado  lanar  en  here- 
dad ajena  sin  causar  daño,  y no  nos  pa- 
rece justa  esta  excepción.  De  lodos  mo- 
dos, téngase  en  cuenta  que  si  dicho  ga- 
nado se  introduce  de  propósito  ó por 
abandono  ó negligencia ^ en  este  caso  el 

hecho  es  ya  punible  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 613.  ° 


DELITO  CONSUMADO.  (Jvrisp.  penal). 

DEFENSA  POR  POBRE.  Del 

de  pobreza  en  los  juicios  cnrninales  tra- 
ta el  cap.  II  del  título  preliminar  de  U 
Ley  de  Enj.  crini,,  ó sean  los  arts.  18 
á 39.  No  se  dá  en  estos  incidentes  otro 
recurso  que  el  de  casación  conforme  al 


a rl ionio  36. 

Un  solo  caso  tenemos  presente  de  re- 
curso contra  sentencia  de  juez  de  pri- 
mera instancia  en  incidente  de  pobreza, 
entablado  por  un  acusador  privado,  y 
el  Tribunal  Supremo  declaró  por  sen- 
tencia de  13  de  abril  de  1874  no  haber 
lugar  ó su  admisión,  teniendo  presente 


DECLINATORIA  DE  JURISDICCION.  En- 

la  pág.  103  hemos  hablado  de  la  decli- 
natoria, citando  los  artículoss  de  la  Ley 
orgánica  y de  la  de  Enj.  crím.  que  la  son 
aplicables*  Sin  duda  que  puede  propo^ 
nerse  á la  vez  que  las  demás  excepcio- 
nes ó defensas;  pero  como  artículo  de 
previo  pronunciamiento  debe  tramitar- 

f®  ^ dispuesto  en  el  artícu- 

Jo  dJi.  de  ía  Ley  orgánica  del  poder 

a oto)  (le  la  de  Enj.  crím.  (Sent.  7 
^exetnbre  1874  decidiendo  un  recur- 
ra. 'D'erpuesto  por  D.  To- 
nina 33.)  29  enero,  pá- 


el  art.  802,  el  22  y 26,  porque  el  jues 
se  fundó  en  este  último  para  no  otorgar 
el  beneficio  Je  pobreza  al  acusador.  La 
condena  de  costas  y el  pago  de  la  can- 
tidad de  1.000  pesetas  de  depósito  coa 
arreglo  á los  arts.  821  y 83o  á que  se 
verán  obligados  los  que  pierdan  estos- 
recursos,  hará  que  sean  poco  frecuentes 
tratándose  de  acusadores  privados. 

DELITO  CONSUMADO:  DELITO  FRUS' 
TRADO.  H emos  diclio  dos  palaliras  ea 
la  pág.  167  sobre  la  penalidad  de!  delito 
consumado,  fru.stra(o,  etc.,  y aunque 
debemos  remitirnos  como  allí  á los  ar- 
tículos respectivos  á cada  delito,  Asesi- 
nato,  Allanamiento,  Atentado,  Delitos 
electorales,  Detención  i leo  al,  Hurto, 
Robo,  etc.,  vamos  á indicar  sokunenle 
algunos  casos  de  jurisprudencia  sobre 
robo  y hurto,  atentado  á lu  autoridad 
y disparo  de  arma. 


I.  Caracteres  del  robo  consumado. — 
No  deja  de  ser  consumado  el  robo  por 
que  la  cantidad  robada  sea  de  escasa 
importancia,  aunque  se  frustrase  en  la 
mayor  que  se  propusieran  los  culpables. 
(Sent.  26  noviembre  1874. — Gac.  23 
enero  1876,  pág.  17.) 

IL  Más  sobre  robo  ó hurto. — No  se 
requiere  para  que  el  robo  ó hurto  sea 
consumado,  que  el  agente  se  utilico  de 
los  efectos  sustraídos,  porque  esto  es  in- 
dependiente y extraño  al  delito  mismo  y 
porque  la  ley  no  lo  exige;  bastando  qusr 
concurran  todos  los  elementos  y cir- 
cunsiancias  para  su  completa  consuma- 
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DELITOS  ELECTORALES. 

cion.  (Sent.  3 mayo  1875  (í).^ Gace- 


ta 22  junio,  pú^.  129.) 

IH.  Otro  cusó. — Cnondo  á la  volun- 
tad de  lomar  una  cosa  ajena  se  sigue  el 
acto  de  lomarla,  se  consuma  el  hurlo; 
y el  occidente  posterior  que  priva  a!  de- 
lincuente de  la  tenencia  de  la  misma  y 
le  impide  su  aprovechamiento,  no  pue- 
de alterar  una  esencia  ya  constituida. 
(Sent.  11  mayo  1875. — Gac.  22  junio, 
pág.  134.) 

IV.  Caracteres  del  delito  consumado 
de  atentado  á la  autoridad  ó sus  agejites. 
— La  índole  de!  alentado  excluye  la  apli- 
cación de  los  párrafos  2,*^  y 3.°  del  artí- 
culo 3.°  del  Código  pena!,  puesto  que 
aquel  lo  consliluyo  un  acto  externo,  y 
sólo  por  otro  puramente  interno,  al  que 
no  alcanza  la  ley  penal,  podrá  verificar- 
se y tener  lugar  su  falta  de  ejecución, 
para  constituir  la  frusiraeicm  ó tentativa 
á que  se  refieren  tos  citados  párrafos  2.° 
y 3.®  del  art.  3.°  del  Código,  (Sent.  7 
diciembre  1874. — Gac.  29  euero,  pá- 
gina 32.) 

V.  Caracte'res  del  homicidio  frustra-- 
do:  Disparo  de  arjuas. — Está  bien  califi- 
cado el  disparo  como  homicidio  frustra- 
do, aunque  sólo  produzca  le-siones,  aten- 
dida la  naturaleza  del  arma  de  fuego, 
los  proyectiles  mortíferos  con  que  esta- 
ba cargada,  ia  corla  distancia  en  que  se 
hizo  el  disparo,  y la  dirección  del  tiro  á 
la  parle  media  y principal  del  cuerpo, 
hechos  todos  que  demuestran  que  si  no 
fué  el  resultado  el  homicidio,  fué  por 
causa  independiente  de  la  voluntad  del 
agente.  (Sent.  11  octubre  1875.) 

DELITOS  ELECTORALES.  Hemos  trata- 
do ya  en  la  pág.  1(17  de  los  delitos  elec- 
torales, y aquí  vamos  á continuar  ex- 
poniendo ia  doctrina  del  Tribunal  Su- 
premo de  justicia  en  otros  fallos. 

V.  El  hecho  de  turbar  gravemente  el 
orden  y causar  lumullo  eu  un  colegio  elec- 


(i)  Se  trataba  del  robo  ejecutado  en  la  per- 
lería de  una  casa,  cuya  puerta  forzaron  los 
culpables,  y sustrajeron  un  saco  do  lana  y va- 
rios efeclos,  sientlü  un  el  acto  perseguidos  y 
ocupándoles  ios  efectos  robados. 


{/wnV^í.  penal), 

toral  y despue's  en  las  ralles  y desobedecien- 
do al  nlculdcy  al  juez  municipal  y rf  los 
guardias  civiles  que  acudieron  eu  su  an- 
a:iliOy  es  el  dctüo  del  art.  271  del  Código 
penaly  no  el  del  175,  núm.  de  la  Ley 
electoraly  atendido  h dispuesto  en  el  186 
de  la  misma j y teniendo  en  cuenta  que  el 
tumultOy  7ii  se  concretó  ol  colegio  electo- 
raly  tti  ffíiirt  por  objelo  impedir  « cual- 
quier elector  el  ejercicio  de  su  derecho. 

Declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano 
Nielo  y otros  contra  sentencia  de  la  Au- 
diencia de  Valladolid,  establece  el  Tri- 
bunal Supremo  la  doctrina  del  epígrafe, 
(Sent.  28  setiembre  1874. — Gac.  13 
octubre,  pág.  17G.) 

VI.  Otro  caso  de  tumulto  Ó sedición 
que  impide  la  libre  celebración  de  elec- 
ciones municipales , 7io  per^nitieudo  que 
se  fortnase  la  mesa  ni  que  pudieran  en~ 
írar  los  electores  en  el  local  desionado  al 
efecto.  Este  delito  se  halla  definido  en 
el  art.  230  del  Código  penal  vigente  con- 
fórmelo  expresa  el  núm  l.“  del  misino, 
y por  tanto  y su  persecusíon  y castigo  de- 
be sujetarse  á las  prescripciones  del  cita- 
do Código. 

Así  se  consigna,  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  Je  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  interpuesto  por  D.  Francis- 
co Segurado  y otros  contra  auto  pronun- 
ciado por  la  Autiiencia  de  Vallatlo- 
•iid,  etc.  (Sent.  28  setiembre  1874. — 
Gacs.  13  octubre  y 8 noviembre,  pá- 
gina 17íi. 

Vil.  Tentativa  en  los  delitos  eleelora- 
les.  Son  aplicables  en  5»  castigo  las  re- 
glas generales  establecidas  en  el  lib.  I del 
Código  penal. 

Así  lo  consigna  el  Tribunal  Supremo, 
declarando  7io  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  por  infracciou  de  ley,  inter- 
puesto por  D.  Antonio  López  Fernandez 
y otro  en  causa  sobre  haber  tratado  de 
emitir  sus  votos  presentando  cédulas 
electorales  legítimas,  pero  extendidas  en 
favor  de  otras  personas.  Dicen  así  tex- 
tualmente los  fundamentos: 

«Considerando  que  si  bien  es  cierto  que 
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eii  el  arl,  166  y en  el  ndm.  6.“  del  167  de 
)a  Ley  electoral  vigente  do  se  castiga  más 
que  él  delito  de  falsedad  consumado,  como 
que  en  el  arl.  186  se  previene  que  los  deli- 
tos no  comprendidos  expreíumenle  en  las 
disposiciones  de  Ja  inisiiKt , se  castipiin  con 
arreglo  á lo  dispuesio  en  el  Código  penal,  es 
evidente  que  eJ  áiiiiüo  del  legislador  íué  el 
que  la.s  omisiones  ó vacíos  de  la  referida  ley, 
y los  casos  do  que  nn  ella  no  se  Jiidera  es- 
pecial mención,  se  rigierao  como  en  los  de- 
litos comunes  por  las  reglas  generales  esta- 
Jblricidas  en  el  libro  I dej  expresado  Código: 

Considerando  en  este  supuesto  que  al  ca- 
lificar el  lieclio  la  Sala  sentenciadora  de  ten- 
tativa de  falsedad  comprendida  en  ios  expre- 
sados arts.  166  y 107  tio  la  Ley  electoral  y 67 
del  Código  penal,  no  ha  incurrido  en  el  er- 
ror de  derecho  á que  se  refiere  el  iiúm.  l.° 
del  art,  806  de  la  Ley  de  Enj.  crim. , ni  por 
consiguiente  infringido  los  artículos  expre- 
sados, y L'l  2,®  Y de  dicho  Código  citados 
por  los  recurren  tes.  j)  (Seiit.  30  setiembre 
1874.— Gac.  8 noviembre,  pág.  481. J .. 

Mil.  Abandono  de  cai'go  demesa^  No 
constituye  la  falla  del  núm.  10  del  ar- 
ticulo 173  de  la  Ley  eit'CÍoraí,  el  hecho 
de  salir  del  local  de  la  elección  el  presi- 
dente de  la  mesa  elector  al  j y volver  in- 
meduilainente  de  evacuar  la  diligencia 
aue  le  impulsó  ü dejar  el  sitio ^ puesto  que 
la  salida  fue  por  cnu.xrt  motivada  y legi- 
tima y la  avsencia  rjí0íní??i/£iíica. 

Así  se  consigna  por  el  Tribunal  Su- 
premo como  fundamento,  declarando  bo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  con- 
tra el  auto  de  sobreseimiento  con  cos- 
tas al  denunciador,  dictado  por  el  Juz- 
gado de  Peñafifil  y confirmado  por  la 
Audiencia  de  A’^aiiadoÜd,  en  causa  for- 
mada por  denuncia  de  D.  Pedro  Gonzá- 
lez contra  un  presidente  de  mesa  elec- 
toi^l  por  abandono  de  cargo.  (Sent.  9 

oexubre  1874. — Goc.  11  noviembre, 
pág.  187.) 

DEHUHCIA  calumniosa.  Denuncia  fal- 
sa, ISos  remitimos  á Acusación  ó De- 
nuncia Falsa,  diciendo  aquí  únicamen- 
mente  que  si  bien  el  Código  de  IBoOy  el 
reformado,  al  sancionar  la  penalidad  de 
sus  respectivos  artículos  218  y 341  usan 
locuciones  diferentes,  calificándose  de  de~ 
'^‘ancia  calumniosa  en  el  antiguo,  y da 
denuncia  falsa  en  el  reformado,  ambos 


sin  embargo  tienden  de  conformidad  y 
directamente  á penar  un  mismo  hecho, 
diciéndose  en  sus  respectivos  aris.  3Go 
y 407  que  es  rfi/t<wiííí(í  la  falsa  imputa- 
ción de  un  delito  délos  que  dan  lugar  d 
proceder  de  oficio.  Así  lo  dice  el  Tribu- 
nal Supremo  en  Sent.  30  abril  1874. 
Ver  también  el  artículo  Costas. 

DESACATO.  En  Atb.ntados,  Desaca- 
tos, Amenazas  contua  la  autohidad  y 
sus  AGENTE»,  págs.  35  v 373  dejamos  tra- 
tada ya  esta  materia.  Hemos  reservado 
sin  enibago  para  aquí  algunos  fallos  so- 
bre e!  delito  de  desacato  cuyos  caracteres 
según  los  arts,  26C  al  270,  son  calum- 
nias, injurias,  insultos  ó amenazas  á un 
Alinislro  de  la  corona  ó á una  autoridad 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó con 
ocasión  de  ellas,  á su  presencia  ó fuera 
de  su  presencia. 

Ei  atentado,  la  resistencia,  la  desobe- 
diencia, el  desacato,  son  pues  delites  de 
un  mismo  orden,  pero  distintos  por  su 
gravedad,  por  sus  circunstancias  carac- 
terísticas. El  atentado  le  define  el  an.  263; 
ia  resistencia  y desobediencia  á la  auto- 
ridad ó á sus  agentes  que  no  constituyen 
alentado  el  art.  265  (1);  y el  desacaro  el 
206  a!  270,  cuyo  último  artículo  habla 
ya  no  sólo  de  autoridades  sino  de  funcio- 
narios públicos  y de  agentes  de  la  auto- 
ridad. Veamos  algunos  casos  de  jurispru- 
dencia. 

I.  El  hecho  de  dar  cencerrada  á un 
juez  de  primera  mstancia^  profiriendo 
palabras  obscenas  é injuriosas  á la  puer- 
ta de  su  casa  y estampando  letreros  in- 
decorosoSy  constituye  el  delito  del  iirlicu- 
lo  2ü9  del  Código  penal;  poi  'que  aunque 
el  juez  estuviese  dentro  de  su  casa  y no 
se  hallase  presente  en  el  acto  de  la  cen- 
cevtada  y de  los  insultos  é injurias  que 
contra  él  se  proferian,  no  por  eso  deja- 
ba de  ser  una  autoridad  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones f que  son  siempre  peruna- 
nenies  por  razón  de  su  cargo. 

Consigna  el  Tribunal  Supremo  la 
doctrina  del  epígrafe  como  fundamento 


(Ij  Sobre  Dií.souk  di  encía  vé-ise  su  artículo 
especial. 
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preseDiarse  al  acto,  contestó  fjue  no  se 
liallaba  en  el  caso  de  acudir  ni  de  entre- 


de un  fallo  declarando  no  liaber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
P,  Diego  pinto  contra  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  que  calificando  el 
delito  de  desórdenes  públicos  é insultos  j 
ó la  autoridad,  condena  á sus  autores 
en  tres  meses  de  arresto  mayor  á cada 
uno.  Los  recurren tí*s  citaron  como  in- 
fringidos los  arts.  2G6  y 2íi9  y el  capí- 
tulo de  desórdenes  (arts.  271  á 27ü), 
por  haberse  aplicado,  y el  474,  porque 
en  su  caso  seria  el  procedente.  (Senten- 
cia 1°  mayo  1874. — Gac.  2 agosto,  pá- 
gina 53.) 

IL  L as  injurias  que  se  dirigen  á la 
autoridad  en  el  ejercieio  d con  ocasioyi  de 
sus  funciones  constituyen  el  desacato. 

Injuriado  el  alcalde  de  Baríg  al  salir 
de  una  tienda  de  bebidas  adonde  fué 
acompañado  de  varios  dependientes  de 
consumos  para  verilicar  un  reconoci- 
miento, fué  procesado  el  autor  y penado 
como  culpable  de  desacato  con  arreglo  á 
los  arts.  2G6  y 207.  Interpuso  recurso  de 
casación  y se  declara  no  haber  lugar  á 
la  admisión. 

«Considerando  que  es  un  hecho 'probado 
basta  por  confesión  del  procesado  que  al  salir 
el  alcalde  del  establecimienlo  á donde  había 
ido  corno  tal  autoridad  le  iJaiiió  ladrón,  lo 
mismo  que  los  agentes  que  Je  acompañaban 
hecho  que  coD.st¡luye  por  regla  general  el  de- 
lito de  injuria  grave,  según  el  art.  472  del 
Código  penal;  y que  cuando  esas  palabras  se 
dirigen  á Ja  autoridad  en  el  ejercicio  de  sus 
fuDcíoDes  6 con  ocasión  de  estas,  constitu- 
yen el  delito  de  desacato,  .según  el  art.  266, 
y asi  lo  ha  definido  la  Sala  penándole  confor- 
me á lo  d¡spue.slo  en  el  arl.  267.»  (Sent.  10 
octubre  1874. — Gac.  li  noviembre,  pá- 
gina 190.) 

IIL  Cuando  hay  sumisión  y respeto 
á ¿a  autoridad  j aunque  se  hay  a vertido 
alguna  expresÍo?i  en  cierto  modo  alusiva 
á ella,  no  puede  calificarse  el  hecho  de 
desacato. 

Tratando  el  juez  municipal  de  Gumiel 
de  Mercado  como  comisionado  dei  de  pri- 
mera instancia  de  poner  en  posesión  á 
un  vecino  de  cierta  finca  objeto  de  un 
interdicto,  Luis  Yiñé  que  tenia  inter- 
puesta apelación,  al  ser  notificado  para 


gar  la  finca  ínterin  la  Superioridad  no 
resolviese.  Cuando  el  juez  municipal  es- 
taba á cumplir  su  cometido,  sa  perso- 
nó Vi  fié  llevando  una  escopeta,  é inter- 
poniéndose entre  dicho  juez  y testigos, 
manifestó  que  en  la  tierra  nadie  entraba 
8un(|ue  fuera  más  juez  que  L.rislo,  y que 
al  ([uc  entrara  le  pegaría  un  tiro  y lo  ma- 
laria. El  juez  iiiunicipal  le  contestó  que 
él  no  hacia  más  que  cumplir  con  lo  que 
se  le  había  mandado:  Viué  se  retiró,  y el 
acto  de  la  posesión  se  llevó  á efecto. 

Instruida  causa  y condenado  Yiñé 
como  reo  de  dosacolo  grave,  interpuso 
recurso  de  casación  fundado  en  el  caso 3.® 
del  art.  798  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  ci- 
tando la  infracción  de  ios  arts,  26Cy267, 
puesto  que  de  los  hechos  tonsigados  en 
la  sentencia  se  deduce  que  el  de  autos 
constituye  el  delito  de  resistencia  y des- 
obediencia grave  á la  autoridad  y no  el 
de  desacato. 

Y el  Tribunal  Supremo  establece,  ca- 
sando la  sentencia,  t)ue  el  hecho  no  cons- 
tituye ni  el  delito  de  desacato  ni  otro  al- 
guno. Dicen  así  los  fundamentos  de  su 
fallo. 

«CoD.siderando  que  los  hechos  compren- 
didos en  ios  resull ¡indos  ejecuLadüs  por  el 
Yiñé  no  constituyen  delito  ric  desacato  ni 
Otro  alguno,  puesto  que  la  ameníiza  en  pre- 
sencia del  juez  miniidpal  de  tirar  un  tiro  ó 
matar  no  fué  dirigida  lí  éste  ni  demás  perso- 
nas que  se  hullaljáiien  la  tierra  que  suponía 
de  su  propiedad,  sino  á los  que  entrasen;  y 
que  en  el  momento  de  iiaberle  manifestado 
que  se  estaba  cumpliendo  con  un  mandato 
dtíí  Juzgado  de  primera  instancia  se  retiró  si- 
lencioso .sin  demost.nicion  alguna: 

Considoraucio  que  liahíendo  apreciado  la 
Sala  setenciadora  aquellos  hechos  por  delito 
de  desacato,  lia  incurrido  en  error  compren- 
dido en  el  niiin.  S.”  del  art.  798  de  la  Ley 
de  Enj.  crim.  6 infringido  el  267  del  Código 
penal.»  (Sent.  7 diciembre  1874, — Gac.  29 
enero  1876,  pág.  34.) 

IV.  Desacato  d tm  juez  en  uw  escrito 
po7'  una  de  las  partes  que  litigan.  Cons- 
tituyen desacato  las  expresiones  que  tne- 
recen  la  calificación  de  injurias,  según 
la  definiexon  del  art.  471  del  Código  pe- 
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nal,  dirigidas  al  juez  que  conoce  de  un 
pleito  en  escrito  que  se  le  presenta,  Al 
desacato  no  es  aplicable  la  ndraisien  de 
prueba  conforme  al  arl.  47o  respecto  á 
vijurias  á empleados  públicoSf  ni  ta7npQ- 
co  lo  que  dispone  el  4b2. 

Así  se  consigna  en  causa  contra  Den 
Felipe  Fernandez,  que  en  pleito  con  su 
hermano  D.  Prudencio  presentó  un  es- 
crito injurioso  al  juez,  y condenado  co- 
mo reo  de  desacato,  interpuso  recurso 
de  casación  fundado  en  e!  núm.  i.°  de 
los  aris.  797  y 798  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  citando  como  infrin- 
gidos los  471,  474,  9d(i,  267,  467,  469, 
488  y.  47í)  del  Códiifo  penal.  {Sent.  30 
diciembre  1874. — G(ic.  29  marzo  1875, 
pag.  o;.) 

V.  Dos  desacatos  al  alcalde  y luego 
al  juez  innnicipiil,  dando  golpes  d las 
respectivas  piicrtas  de  sus  casas  hallán- 
dose acostados,  y diciéndoies  ^levántate, 
ladrón.,  que  te  pego  un  íiro.» 

Calificados  y penados  por  la  Audien- 
cia de  Cáceres  como  dos  desacatos  los 
hechos  que  indica  el  epígrafe,  interpu- 
so el  procesado  Cipriano  Iglesias  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley, 
con  arreglo  al  caso  5.^.  art.  798,  Ley  de 
Enj.  crim.,  designando  como  infringido 
el  núm.  1.'*,  art.  2(ií3  del  Código  penal, 
porque  las  autoridades  no  ejercen  fun- 
ciones públicas  cuando  duermen,  y por- 
que no  consta  que  las  palabras  ofensivas 
fuesen  dirigidas  al  alcalde  y juez,  de  lo 
cual  deduce  que  únicamente  cometió  la 
falta  del  núm.  5.°  art.  589.  El  Tiibunal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  al  re~ 

CU7'S0\ 

aCoDsideraudo  que  en  el  caso  actual  con- 
curren todos  lo.s  cara  cié  res  del  desacato,  á 
saber:  insultos  y amenazas,  autoridades 
ofendidas  con  ocasión  de  sus  funciones  y 
presencia  de  las  mismas: 

Consideraedü  queá  Ja  condición  de  la  pre- 
sencia no  se  opone  ei  que  ajgun  obstáculo 
impida  la  vista  de  la  autoridad  si  el  ofunsor 
se  dirige  á ella  á una  disUuicia  proporciona- 
da con  intención  de  que  perciba  ó pueda 
percibir  por  el  oido  sus  actos  ó palabras: 

Lonsiderando,  por  tanto,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora no  infringió  ei  art.  2Ü6  del  Códi- 


go, ni  cometió  por  consiguiente  el  error  de 
derecho  que  se  le  atribuye  por  e!  recurren- 
te al  citar  el  núm.  3."  del  art.  79^^  de  la  Ley 
de  Eoj,  crim.»  (Sent.  21  abril  1S75.— (ca- 
ceta 3 Junio,  pág:  i 23.) 

desobediencia  a la  autoridad  ó a 

sus  AGENTES.  Puede  ser  grave  la  des- 
obediencia, que  constituya  el  delito  del 
art.  265  del  Código,  ó leve  que  se  califi- 
que como  falta  en  los  casos  5.°,  6.® 
y 7.°  del  arl.  589.  Remitiéndonos  á los 
cuatro  casos  de  jurisprudencia  conteni- 
dos en  la  pág.  175  y en  los  artículos 
Desacato  y Atentado,  hó  aquí  otros: 

V,  La  reiterada  desobediencia  á las 
órdenes  de  wn  alcalde  einpleando  frases 
inconvenientes,  consiituye  la  desobedien- 
cia grave  que  castiga  el  art.  265  del  Có- 
digo penaL 

E!  alcalde  de  Solillo  (Avila)  dispuso 
la  formación  de  una  ronda  ó patrulla 
para  la  conservación  del  orden  público 
en  la  noche  de  16  de  agosto  de  1873,  y 
habiendo  llamado  entre  otros  vecinos  á 
Antonio  Martin,  por  medio  del  alguacil, 
dándole  al  efecto  orden  verbal,  contestó 

aquel  que  no  le  saüa  de (profiriendo 

una  frase  obscena)  el  ir  á tai  servicio, 
respuesta  que  dió  también  al  segundo 
llam.amiento  ante  dos  testigos,  no  obs- 
tante habérsele  dado  á conocer  el  algua- 
cil como  agente  de  la  autoridad.  For- 
mada causa  por  este  hecho  y calificado  y 
penado  como  desobediencia  grave  sia 
circunstancias  apreeiables,  el  procesado 
interpuso  recurso  de  casación,  citando 
como  infringido  el  art.  589  en  sus  pár- 
rafos 5.°  y 6.”,  puesto  que  la  desobe- 
diencia fué  leve  y no  activa  y tenaz,  li- 
mitándose á dejar  de  cumplir  una  orden 
verbal  de!  alguacil;  pero  el  Tribunal  Su- 
premo declara  no  haber  lugar,  consig- 
nando como  fundamento  lo  dispuesto  en 
ios  citados  artículos  y la  doctrina  del 
epígrafe.  (Sent.  12  octubre  1874.— 
Gac.  11  noviembre,  pág.  191.) 

^}'  infringen  los  arís.  263 

y 264  del  Código  penal  calipcando  y pe- 
nando como  desobediencia  grave  el  hecho 
de  oponet'se  d un  embargo  que  el  juez  niu- 
nicipüi  y el  alcalde  iba^i  á praclicur  en  la 
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era  de  un  vecino  fara  hacer  efectivos 
descubiertos  á fondos  públicos,  diciendo  el 
deudor  que  daria  un  molondrazo  al  pri- 
mero que  echara  7nano  á los  sacos,  que  los 
de  Áy7inta7niento  eran  iodos  unos  ladro- 
nes, que  el  juez  municipal  no  fuera  solo 
por  ninguna  parte,  porque,  al  volver  7ina 
esquina  acaso  se  encontraría  con  lo  que 
no  quisiera,  retirándose  la  autoridad  sin 
llevar  á efecto  el  embargo. 

Así  lo  establece  el  Tribunal  Supremo 
declaranrlo  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  que  contra  sentencia  de  la  Au- 
diencia de  Madrid  en  causa  contra  Pablo 
Herranz,  interpuso  el  Ministerio  fiscal 
citando  como  infringidos  los  arts.  203 
y 204  del  Código  penal.  El  hecho  tal 
como  se  consigna  en  los  resultandos,  es 
el  que  indica  el  epígrafe,  y los  funda- 
memos  los  siguientes: 

«Considerando  que  el  proce.s.Tda  Pablo 
Herranz,  cuando  estuvieron  en  su  era  el  juez 
iminicipal  y el  alcalde  do  Torre-cuadrada  á 
embar/iarle  granos  para  el  objefo  antes  indi- 
cado, si  bien  se  opuso  y resistió  el  embargo, 
esta  resistencia  aunriue  tenaz  no  fue  grave, 
como  tampoco  pueden  e.stimarse  de  gravedad 
ni  su  amenaza  respecto  á dicho  juez,  porque 
era  de  un  mal  futuro  y contingente, n»  la  del 
molofidrazo  al  que  tocara  á los  sacos  del  gra- 
fio, daila  la  manifiesta  superioridad  que  sobre 
el  amenazantetenian  los  amenazados,  que  no 
sólo  eran  las  dos  expresadas  autoridades, 
sino  también  los  tres  liombres  que  en  aquel 
acto  jas  acompañaban,  seguu  aparece  de  los 
hechos  que  como  probados  se  consignan  en 
la  mencionada  sentencia : 

Considerando  que  por  más  que  no  se  lle- 
vase á efecto  eii  aquel  mismo  acto  e!  antedi- 
cho embargo,  no  puede  con  razón  suponerse 
que  los  referidos  funcionarios  desistiesen  de 
realizarlo,  porque  Pablo  Herranz,  que  se  ha- 
llaba solo  y desarmado,  pues  no  consta  en  la 
sentencia  tuviese  arma  alguna,  emplease 
fuerza  ó intimidara  ó causara  miedo  bastante 
para  impedirlo;  y que  por  consiguiente  no  se 
han  infringido  tampoco  en  aquella,  según  se 
pretende  en  el  escrito  de  ini.erpo.sicioD  del 
presente  recur.so,  elart.26-ien  su  circunstan- 
cia 4.^,  ni  mucho  ménos  el  26o  de  dicho  Có- 
digo, que  siendo  el  único  aplicable  al  caso  de 
que  se  trata  ha  sido  aplicado  según  procedía 
fin  la  repelida  sentencia  (i): 

(1)  £1  Tribuual  Supremo  establece  qúo  el 


Considerando,  en  virtud  de  !o  expuesto, 
que  la  Sala  sentenciadora  al  calificar  y penar 
el  delito  que  ha  motivado  esta  causa  de  la 
manera  que  lo  ha  hecho  no  ha  incurrido  en 
el  error  de  derecho  marcado  en  el  núm.  3.® 
del  art.  798  de  la  Ley  provisional  de  Enj.  cri- 
minal, ni  infringido  tampoco  ninguno  de  los 
artículos  del  repetido  Código  penal  que  en  tal 
concepto  cita  el  recurrente; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y decla- 
rarnos no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción, etc.»  (Sent.  13  marzo  1875. — Crac.  9 
mayo,  pág.  105.) 

Víí.  La  actitud  agresiva  de  fin  deu^ 
dor  fi  la  awíortrfííí/  que  va  á hacer  «ri- 
efnbargo,  diciendo  giie  si  subían  á la  cá- 
mara d embargar  atravesaba  uno  en  la 
escalera,  constituye  la  resistencia  ó des- 
obediencia grave  del  art.  9íia  del  Códi- 
go pefial,  no  la  falta  del  mim.  del  ar- 
iicido  589. — No  constando  que  el  proce- 
sado tuviera  arfiias  g siefido  muchos  ios 
acofnpananíes  ó agentes  de  la  autoridad, 
falla  la  ín/imif/acion  grave  conslituliva 
del  atentado. 


Se  casa  y anula  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Burgos  contra  la  que  in- 
terpuso recurso  de  casación  el  Ministe- 
rio fiscal , citando  como  infringidos  los 
artículos  263  y 204,  circunstancia  4.^, 
por  no  haberlos  aplicado,  y el  .^89,  nú- 
mero 5,°,  por  haberle  aplicado  con  er- 
ror, remitiendo  el  conocimiento  al  juez 
municipal.  Dicen  asi  los  fundamentos: 

«...Considerando  que  según  e!  núm.  2." 
del  art.  798  de  la  Ley  de  Enj,  criui.  se  eii- 
tieode  que  lia  sido  ¡ulringida  una  ley,  etc. 

Considerando  que  la  Safa  son  Le  ociad  ora  in- 
currió en  e!  error  de  derecho  anteriormente 
expresado,  pue.s  lia  infringido  el  art.  539, 
número  5.®  del  Código  penal , citado  por  e( 
Ministerio  fiscal,  al  aplicarle  al  Cílso  de  au- 
tos; porque  castigándose  en  él  á los  que  fal- 
taren al  respeto  y consideración  del)¡<ia  lí  la 
autoridad,  ó la  desobedecieren  levemente 


art.  2CS,  es  el  único  del  Código  aplicaldeal  caso 
con  referencia  shi  duda  á los  citados  al  inter- 
poner el  recurso;  pero  el  hecho  (al  como  se  re- 
lata en  el  fallo  más  que  atentailo,  y más  que 
desobediencia  parece  el  desacato  ilcfinido  y pe- 
nado en  ios  art.s.  266  y 267,  porque  hay  amena- 
zas á la  autoridad,  hay  insultos,  hay  injurias, 
pues  dijo  el  procesado  que  los  del  Ayunta- 
miento eran  uno.s  ladrones;  bccbos  todos  qua 
califican  el  desacato. 
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dcjantio  fifi  cumplir  las  órdenes  parlículares 
que  Ifis  iliclare,  si  la  falta  de  respeto  6 la 
desobediencia  no  cocstíluyera  delito , no 
puede  comprenderse  en  esta  dispostcion  el 
Jicclio  cometido  por  el  procesado,  que  re- 
sistió y íiesobedeció  gníveinenie  á la  autori- 
dad y á sus  agentes  en  el  ejercicio  de  las 
foncioijcs  de  sus  cargos,  delito  que  se  casti- 
ga como  aletjiado  en  el  arl.  26b  del  Código. 

CoiiSiilorando  que  no  procede  elevar  la 
criminalidad  al  alfiiitado  que  se  pena  en  los 
artículos  263  y 264-  respecto  de  los  que  aco- 
meten á la  autoridad  ó á sus  agentes  , ó los 
intimidaren  gravemente;  porque  no  consig- 
ndndnse  en  la  sentencia  que  el  procesado 
tuviera  arma  ni  nada  en  las  manos  para  in- 
timidar, ni  que  estuviera  acompañado,  y aun 
expresándose  la  duda  de  si  estaba  baldado, 
no  e.s  justó  c.iliíicar  de  intimidación  grave 
para  l:t  pfinabVbid  las  palabras  que  profirió 
contra  .‘^iete  per.sonas,  que  eran  á la  vez  la 
autoridad  y .sus  agentes.; 

Faflamos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos lialier  lugar  en  el  concepto  expresa- 
do al  recur.so  de  casación  interpuesto  por  el 
Ministerio  liscal;  c.asiimos  y anulamos,  etc.» 
(Seiil.  11  junio  1875, — tíac.  ib  agosto,  pá- 
gina 22, J 

VIII.  El  Ctrl.  270  del  Código  penal 
no  es  aplicable  á los  gue  injurian^  iusul- 
tan  ó amt  naznn  á ¿a  aii{07  Ídad , sino  á 
los  que  Í7ijni-¡(ni^  insultan  ó amenazan  d 
sus  agentes  ó á los  funcionarios  públicos 
en  su  presencia  ó en  escrito  gue  se  les  dí- 
rigicre. — Menos  es  aplicabU  á los  acias 
gue  constitugen  la  resistencia  ó desobe-' 
diencÁa  que  pena  el  art.  265. 

Así  lo  consigna  ei  Tribunal  Supremo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Concepción  Gal- 
don  , contra  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Granada  en  causa  sobre  resistencia  á 
un  embargo  con  injurias  é insultos  á la 
.autoridad.  (Sent.  12  octubre  1876. — 
Gac,  12  noviembre,  pág.  7o.) 

IX,  Cuando  en  ¡a  desobediencia  á la 

no  median  expresiones  que 
tiendan  d desprestigiarla,  y deja  de  cum- 
ylirse  su  mandato  por  no  líuisíír  en  lle- 
varle adelante^  no  existe  la  desobedien- 
cia grave  que  castiga  el  arl.  205  del  Có- 
digo penaL  ■ 

Declara  el  Tribunal  Supremo  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 


por  D.  Conrado  Bobadüla,  fundado  en 
el  núm.  l.°  dei  art.  79S  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  y alegando  la  in- 
fracción del  art.  265  del  Código,  por  ha- 
berse cal  i lira  do  como  desobediencia  gra- 
ve el  hecho  del  proceso,  consistente  en 
no  Iiaber  llevado  unas  cargas  de  leña  al 
punto  que  señalaba  el  juez  municipat, 
eu  depósito,  mediando  enlre  ellos  pala- 
bras más  ó ménos  acaloradas,  pero  que 
no  eran  ofensivas  ni  en  desfiresligio  de 
dicha  autoridad.  (Sent.  2 noviembre 
1876.— -Gnc.  21  noviembre,  pág.  ?S4.) 

DESOBEDIENCIA  DE  FUNCIONARIOS  PÚ- 
BLICOS A SUS  SUPERIORES.  En  desobe- 
diencia de  un  funcionario  público  á su 
superior,  para  quo  constituya  delito  ha 
de  iiacerse  abierlameute,  ó de  un  modo 
manilieslo,  no  bastando  el  no  ejecutarlo 
que  se  manda,  á no  ser  que  se  insista  en 
la  desobediencia  después  de  desaprobada 
la  suspensión.  Tal  debe  ser  la  iiUeligen- 
ciíi  de  los  arts.  380  y 381  del  Código  pe- 
nal que  definen  este  delito,  dejando  ín- 
tegra la  jurisdicción  disciplinaria  para 
castigar  en  su  caso  los  actos  de  desobe- 
diencia que  no  constituyen  delito. — Vea- 
mos un  caso  de  jurisprudencia  sobre 
aplicación  del  art.  380. 

1.  El  alcalde  que  después  de  apercibi- 
do y multado  por  desobediencia , desobe- 
dece tan,  bien  la  órden  de  suspensión  cu  el 
ejereAcio  de  la  Alcaldioj  que  en  conse- 
cuencia se  dicta,  iíicurj’c  en  el  delito  del 
artículo dei  Cóí/?^o;jc?íaL — JSo  obsta 
que  la  orden  de  suspensión  se  haya  dicta- 
do o comunicado  durante  un  periodo  elec- 
toral, porque  el  art.  171  de  la  ley  se  en- 
tiende tan  sólo  €71  los  casos  en  que  no 
haya  causa  legitima. — El  ei'ror  ó í^rno- 
raiicia  de  derecho  «o  es  circunstancia 
eícimetiíe  ?ii  atenuante. 

Habiénd  ose  negado  el  alcalde  de  Bena- 
vides  D.  Francisco  Sabugo  á remitir  á la 
Comisión  provincial  de  León,  un  certifi- 
cado del  acuerdo  del  Ayuntamiento  sobre 
creación  de  un  partido  médico  cerrado, 
fue  apercibido  y multado,  ó insistiendo 
en  la  desobediencia  se  le  suspendió  del 
cargo  de  alcalde.  Como  á pesar  de  esta 
orden  de  suspensión  que  le  fué  notifica- 
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da,  continuase  desempeñando  la  Alcaldía, 
acordó  la  Comisión  referida  que  sacando 
la  cerliíicacion  de  los  documentos  nece- 
sarios, se  remitiera  al  Juzgado  de  Astor- 
ga  para  proceder  contra  él.  Seguida  la 
causa  por  sus  trámites,  la  Sala  de  lo  cri- 
mi.nal  de  la  Audiencia  de  Vatladolid,  de- 
clarando que  el  hecho  constiluia  el  deli- 
to de  prolongación  de  funciones  del  que 
era  autor  D.  Francisco  Sabugo,  condeno 
al  mismo  en  la  pena  de  6 años  8 meses 
y 1 dia  de  inhabilitación  especial^  multa 
de  oOO  pesetas  y las  cestas. 

Contra  esta  senlencia  interpuso  Sabu- 
go recurso  de  casación,  fundado  en  los 
números  y o.°  det  art,  7Í)8  de  la  Ley 
de  Enj.  crim.  citando  como  infringidos 
los  arís.  1.®,  8.^^  en  su  núm.  11;  9.° 
y 380 del  Código  y el  171  de  la  Ley  elec- 
toral, razonándole  convenientemente;  y 
el  Trihunal  Supremo  lo  desestima  en  los 
términos  siguientes; 

«Consiileramlo  que  incurren  en  responsa- 
bilidad ios  Avuiitainitíntos  y concejales  que 
no  prestan  ohediencia  ó desacatan  á los  su- 
periores jerárquicos,  y procede  la  suspensión 
de  sus  cargos  cuando  instalen  en  la  desobe- 
diencia, después  de  iiaher  sido  apercibidos  y 
multados  según  los  arls.  471  y í80  de  la  Ley 
municipal: 

Cousiíieranda  que  la  suspensión  guberna- 
tiva de  ios  alcaldes  y concejales  acordada  por 
el  gobernador,  de  coníorinidad  con  la  Comi- 
sión provincial,  es  ejecutoria  desde  la  nn- 
tiíicacioM  y duradera  por  cincuenta  dias,  si 
no  se  niand'ise  proceder  á la  formación  de 
causa,  así  como  lo  es  cuando  corresponde 
determinar  al  Gobierno  sobre  la  misma  sus- 
■nm.í'OM,  según  los  artículos  ISl  y 4 82  de  la 
ley  referida: 

Considerando  que,  aunque  también  son 
ejecutorios  los  acuerdos  dé  los  Ayuntamien- 
tos en  asuntos  de  su  competencia,  y sólo 
procede  contra  los  mismos  recurso  de  alzada 
en  conformidad  al  art.  461  de  ía  ley  dicha, 
puede  la  Comisión  exigir  certificado  de  los 
acuerdos  para  determinar  en  las  quejas  6 re- 
cursos que  ante  la  misma  se  hayan  propues- 
to, sin  que  sea  lícito  á los  alcaldes  excusarla 
remisión  sin  incurrir  en  desobediencia: 

Considerando,  en  coD.seciiencia,  que  ha- 
biendo el  procesado  desobedecido  laórdeii  de 
suspensión  en  el  ejercicio  de  la  alcahlía,  des 
pues  de  apercibido  y multado,  por  no  lialier 
remitido  le.stimoD¡o  del  acta  que  la  Comisión 
provincial  habla  reclamado,  ha  incurrido  en 


el  delito  penado  en  el  art.  3S0  del  Código 
penal  f í ) : 

Con.siderando  que,  no  obstante  que  según 
el  art.  171  de  la  Ley  electoral  no  puede  sus- 
penderse á loa  empleados,  agenles  ó ilepeii- 
dientes  de  cualquier  ramo  de  la  .Administra- 
ción de!  Estado,  proviiicid  ó imuiicipio  en  ei 
período  desde  la  convocatoria  hasta  di.’.spués 
de  termiiiaiia  ta  elección  de  diputados  á Cór- 
les,  se  entiende  tan  sólo  en  los  casos  que  no 
baya  causa  legítima,  y que  no  afecte  á la  lo- 
calidad (*2)  electoral  de  modo  alguno  como 
medio  de  coacción  indirecta : 

Considerando  que  el  ó ignorancia  de 
derecho  no  eximen  ni  atenúan  la  responsa- 
bííidail,  y aunque  el  procesado  creyera  tle 
buena  fé  que  por  la  interposición  dul  recurso 
de  alzada  no  tenía  efecto  inmediato  !a  sus- 
pensión acordada,  iio  puede  apreciarse  como 
circunstancia  atenuante,  por  no  ser  de  las 
comprendidas  ni  análogas  alas  designadas  en 
el  Código  penal : 

Considerando  que  habiendo  apreciado  la 
Sala  .sentenciadora  los  liethos  por  delito  de 
desobediencia,  no  ha  incurrido  en  error  ni 
infriugido  los  artículos  del  CóiUgo  penal  y le- 
yes que  se  supone  en  el  escrito  del  recurso 
por  lo.s  molÍvo.s  alegados  : 

Falla  mos  que  debemos  declarar  y declara- 
mo.s  no  haber  lugar  ai  interpuesto  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  etc.»  (Sciil.  22 
enero  1875. — Gac.  30  marzo,  pág.  70.) 

DESÓRDENES  PÚBLICOS.  Defínese  ol 
delito  de  desórdenes  públicos  en  el  títu- 
lo lll,  cap.  VI  del  lib.  11  del  Código  pe- 
nal que  comprende  tos  ariículos  271 
á 276. 

Respecto  al  delito  que  castiga  el  artí- 
culo 271,  tiene  establecido  el  Tribunal 
Supremo  que  la  senlencia  que  impone 
la  pena  de  un  año  y siete  meses  de  pri- 
sión correccional  para  dicho  delito,  cuan- 
do no  concurren  circunstancias  atenúa n- 
tes  ni  agravantes,  infringe  la  regla  l.'Met 
artículo  82,  porque  el  año  y siete  meses 
está  dentro  de!  grado  máximo,  y en  dicho 


(ti  El  delito  penado  por  la  Andiencia  de 
Valladolid,  es  el  de  prolongación  de  funciones 
públicas  compren Jifio  en  el  art.  38:j,  no  el  del 
articulo  3S0.  Aplicado  este  artícuio  como  lodaá 
enteiuier  el  considerando,  la  pona  hubiera  .sido 
lo  menos  de  once  años  y un  dia,  impuesta  en 
el  grado  medio. 

(2)  Deberá  entenderse  legalidad  y no  lo- 
calidad. 


44S  DETENCION  ILEGAL,  (Jurisp-  penal], 

caso  currppponde  el  medio.  (Sent,  l.° 
junio  1875.— Gflc.  31  julio,  pág.  13(1). 

DETENCION  ILEGAL.  De  este  delito  he- 
mos hablado  en  lo  pág.  170,  con  refe- 
rencia á jos  arts,  210  y siguientes  del 
Código  penal , cuando  es  cometido  por 
funcionarios  públicos,  y á los  arts.  á9o 
ó 497  cuando  lo  es  por  particulares.  Los 
dos  casos  de  jurisprudencia  allí  conle- 
nidfs  se  refieren  á detención  por  alcal- 
des. Veamos  otra  de  detención  por  par- 
ticular. 


llí.  Es  deliío  consumado  y no  frus- 
trado de  detención  ilegal  comprendido 
en  el  arí. /i9o  del  Códtgo  el  hecho  de  con- 
ducir á la  fuerza  á una  persona  á la 
cárcel  j pretendiendo  del  alcaide  la  en- 
cerrase, aUfKjue  negándose  éste  á ello, 
se  la  dije  luego  en  libertad. 

En  la  noche  del  5 de  mayo  de  1873 

m 

IBaidomero  Cliave,  cabo  de  voluntarios 
movilizados,  situado  en  Pola  de  Lena, 
se  retiró  á su  alojamiento  en  la  casa  de 
Doña  Rosa  Escalada,  y como  lardaran 
en  bajar  á abrir  la  puerta  de  la  calle, 
dando  golpes  con  la  culata  del  fusil  lo- 
gró abrirla,  y entrando  en  ol  cuarto  don- 


en  la  nnclie  del  3 al  6 de  mayo  de  1873,  y 
eo  ímra  bastante  avanzada  de  el  la, se  pre- 
sentó el  procesado  en  la  casa  de  Doña  Rosa 
Escalada,  la  hizo  levantar  de  lu  cama  y ti  la 
fuerza  la  condujo  a la  cárcel,  pretendiendo 
del  alcaide  la  encerrase;  y negando.<e  éste  á 
ello,  pasado  uii  poco  tiempo  regresó  la  Dona 
Rosa  á su  morada: 

Considenmdo,  en  virtud  de  lo  eipuesto, 
que  por  ei  liecho  de  haber  sido  conducida  á 
la  fuerza  Doña  Rosa,  detenida  y privada  de 
su  libertad,  aunque  fuese  por  pocos  momen- 
tos , se  cometió  por  ei  procesado  ei  delito 
consumado  de  detención  ilegal  practicado 
por  un  particular  y comprendido  en  el  ar- 
tículo 49o  de!  Código,  penado  en  el  párrafo 
tercero  del  mismo  por  concurrir  todas  las 
condiciones  y circunstancias  que  en  él  se 
exigen: 

Considerando  que  de  los  mismos  datos 
consignados  no  se  desprende  la  circunstan- 
cia atenuante  7.*^  del  art.  9.®  del  expresado 
Código,  como  así  se  ha  apreciado  en  la  sen- 
tencia: 

Y considerando  que  al  calificar  la  Sala 
sentenciadora  ei  hecho  de  autos  como  deli- 
to consumado  de  detención  ilegal , realizada 
por  un  particular,  no  lia  cometido  error  de 
derecho  ui  lia  iufriDgido  los  artículos  citados 
en  la  defensa.»  (Sent.  29  mayo  1874. — Gü- 
ceia  i 7 agosto,  pág.  91.) 


de  la  Ditña  Rosa  dorrnia  la  hizo  levantar 
de  la  cama , conduciéndola  contra  su 
voluntad  á la  cárcel  de  Villa,  pretendien- 
do de!  alcaide  la  encerrase,  á fo  que  éste 
se  negó,  consintiendo  al  fin  Chaye,  des- 
pués (le  pasado  un  poco  de  tiempo  que 
aquella  volviera  á su  morada. 

Formada  causa  y seguida  por  sus  trá- 
mites, la  Sala  declaró  que  el  hecho  cons- 
tituía el  delito  de  detención  ilegal , im- 
poniendo á Chave  veintiún  meses  de 
prisión  correccional;  contra  cuya  sen- 
tancia  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidos  los  arts.  3.",*  C6 
y 81,  regla  3.'^.  El  Tribunal  Supremo  de- 
clara «o  haber  lugar  ai  recurso,  ■ 

«Considerando  quede  los  dalos  consigna- 
dos y adinitidos  como  probados  resulta  que 


ti)  Esta  sentencia  no  hace  sino  corroborar 
1 esliibleciila  por  las  de  15  de  marzo 

de  1871,  y 9 de  ilicienibrij  de  1875,  que  se  lia- 
llan  inserías  bajo  los  números  X y Xíll,  en  las 

paginas  ..8  y 360,  á tas  cuales  eslá  arreglada  la 
tabla  sinúpUca  de  la  pág.  29. 


DISPARO  DE  ARMA  DE  FUEGO  CONTRA 
PERSONAS.  De  este  delito  hemos  habla- 
do en  la  pág.  179,  y vamos  aquí  á po- 
ner en  claro  lo  que  allí  dijimos  para  evi- 
tar una  equivocada  inteligencia,  no  de 
nuestra  opinión,  que  tan  poco  significa, 
sino  de  la  doctrina  consignada  por  el 
Tribunal  Supremo  en  los  fallos  de  casa- 
ción. 

El  art.  423  dice  así:  «El  acto  de  dis- 
»parar  una  arma  de  fuego  contra  cual- 
»quiera  persona  , será  castigado  con  ia 
»pena  de  prisión  correccional  en  sus 
«grados  mínimo  y medio,  si  no  hubie- 
»ran  concurrido  en  el  hecho  todas  Jas 
«circunstancias  necesarias  para  consti- 
»tuir  delito  frustrado  ó tentativa  de  par- 
«ricidio,  asesinato,  homicidio  ó cual- 
»quier  otro  delito  á que  esté  señalada 
»UD3  pena  superior  por  alguno  de  jos 
«artículos  de  este  Código.» 

Este  artículo  no  tiene  concordante  en 

■ 

el  Código  de  1850,  pues  fué  añadido  en 
el  vigente  de  1870,  El  propósito  del  le- 


DISPARO  DE  ARMA  DE 

gislador  fué  qup.  el  disparo  de  arma  a 
cualquiera  pt^rsona,  tan  difícil  de  definir 
por  el  propósito  é intención  del  agente, 
no  quede  en  ningún  caso  impune,  si- 
quiera no  cause  lesiones,  y que  si  las  cau- 
sa y son  leves  no  sea  castigado  con  me- 
nor pena  que  la  íÍp,  prisión  correccional 
en  sus  grado  miuimo  y medio.  No  hacia 
fídta  en  rigor  esta  disposición,  porque  el 
disparo  contra  determinada  persona  pue- 
de ser  ahora  corno  ántes,  por  la  intención  ' 
ó per  los  accidentes  del  liecho,  tentati- 
va y hasta  delito  frustrado  de  parricidio, 
de  asesinato,  de  homicidio,  etc,;  pero  se 
consideró  conveniente  establecer  la  re- 
gla que  contiene  para  evitar  impunida- 
des y hasta  ciertas  dificultades  de  apli- 
cación, y no  hemos  de  censurarla  en 
principio;  sí  bien  aceptado  éste,  podría 
ser  necesaria  del  mismo  modo  otra  que 
en  todo  caso  señalase  también  pena  al 
que  acometiere  á cualquiera  persona  con 
puñal  ó navaja  ó arma  blanca , no  con- 
cuíTÍendo  en  el  hecho  todas  las  circuns- 
tancias necesarias  para  constituir  delito 
frustrado  ó tentativa  de  homicidio,  etc. 

Pero  sin  ánimo  de  combatir  en  prin- 
cipio el  art.  423  del  Código,  io  que  no 
podemos  aceptar  sin  discusión , lo  que 
no  conceptuamos  n¡  equitativo  ni  justo, 
es  que  el  disparo  de  arma,  cuando  cau- 
sa lesiones,  constituya  como  lo  consigna 
la  jurisprudencia  dos  delitos^  el  de  dis- 
paro y el  de  lesiones.  No  entendiamos 
así  el  citado  art.  423,  ni  nos  pareció  éste 
su  verdadero  espíritu,  ó el  recto  sentido 
de  su  literal  contexto,  al  querer  armoni- 
zarle con  el  pensamiento  que  ha  presi- 
dido en  él  y con  los  arts.  417  y siguien- 
tes del  mismo  título,  que  castigan  el 
jarricidio,  el  asesinato,  ef  homicidio  y 
.as  lesiones. 

El  delito  del  art.  423,  como  decimos 
en  la  pág.  185,  sólo  existe  rniéntras  el 
disparo  no  haya  causado  lesiones  que 
merezcan  pena  superior  á la  señalada  en 
él.  En  este  caso  y en  el  de  que  por  las 
circunstancias  ó accidentes  del  hecho 
deba  calificarse  de  tentativa  ó delito  frus- 
trado de  homicidio,  etc.,  el  delito  que 

debe  penarse  no  es  el  de  disparo  de  ar- 
ma do  fuego  que,  por  absorción  en  el 
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otro,  deja  de  existir  Icgalmenie,  sino  el 
que  realmente  resulte  cometido  de  le- 
siones graves,  homicidio  frustra  Jo  ó con- 
sumado ú otro  cualquiera.  Si,  pues,  en 
este  coso  ni  la  ley  ni  la  jurisprudencia 
tienen  para  nada  en  cuenta  el  repetido 
artículo  4¿3,  si  no  aplican  en  conse- 
cuencia el  art.  ÍIO  para  castigar  el  parri- 
cidio, el  asesinato,  el  homicidio  ni  las 
lesiones  gravea  causadas  por  disparo  que 
tienen  señalada  mayor  pena  en  los  pár- 
rafos 4.°  y 2.“  del  art.  431,  por  la  mis- 
ma razón  tampoco  de  he  hacerse  aplica- 
ción de  aquel  para  las  lesiones  que  estén 
castigadas  con  pena  inferior  á a de  di- 
cho artículo;  pues  que  habiendo  venido 
el  art.  423  no  solo  á evitar  impunidades, 
sino  también  á establecer  un  notable  au- 
mento de  penalidad  en  muchos  casos, 
no  es  conforme  ¡i  los  buenos  principios 
de  la  ciencia  penal  que  se  añada  una 
nueva  é injustificada  agravación  aplican- 
do á la  vez  la  regla  del  art,  90,  cuyo 
verdadero  espííilu  es,  no  agravar  sino 
más  bien  atenuar  la  penalidad  evitando 
ia  simultaneidad  de  cimtlenas,  como  se 
desprende  de  su  enlace  y relación  con  el 
artículo  88  (1). 


(!)  Se  dirá  que  siendo  dos  detilos  ecimo  se 
vienen  calificando  el  disiiaro  y las  lesiones  que 
causa,  ia  ajilicacion  dei  art,  9U  produce  el  efec- 
to de  atenuar.  Nosotros  no  eiicon iranios  nunca 
los  dos  del itcs  juntos  sino  uno  solo,  pues  el 
otro  desaparece  por  absorción  desde  el  momen- 
to que  produce  ii'siunes  tpie  merer.can  mayor  ó 
menor  pena,  6 que  delja  calificarse  de  iciitaliva 
ü homicidio  frustrado,  ele.  No  es  capriclnisa  opi- 
nión nuestra,  sino  que  creemos  lo  dispone  así  el 
mismo  art.  423  que  viene  á establecer  el  si- 
guiente dilema: 

O el  delito  de  lesiones,  (5  de  Iiotnicidío  frus- 
trado, etc.  (según  la  cnliíicacion  que  se  le  dé), 
tiene  señalada  jiena  mayor  que  la  de  pn.ííori 
coj'reccioííaí  e»  sns  grados  mínimo  y íjícíZío,  6 
la  tiene  señalada  menor. 

En  el  jirimercaso,  ó de  pena  mayor,  para 
nada  es  aplicable  oí  art.  423,  porque  así  lo  dice 
el  mismo  explíciiainenle  sin  que  haya  el  más 
pequeño  motivo  de  duda,  debiendo  imponerse 
la  pena  stulaiada  en  el  respectivo  arlfcuio. 

En  el  segundo  caso,  ó sea  cuando  la  jtcna  se- 
ñalada á las  lesiones  causadas  es  menor  á la 
referida  del  art.  423,  entonces  se  aplica  éste, 
porque  también  lo  dice  así  el  mismo  articulo.  * 
¿üdnde  está,  pues,  la  duda?  ¿Dónde  la  nece- 
sidad de  acudir  para  nada  al  art.  90?  ¿No  se 
bastad  sí  mismo  el  art. 423?  ¿Noes  este  artículo 
una  excepción  especialísirna' dentro  del  sistema 
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Estás  breves  consideraciones  bastan  á | 
nuestro  propósito,  que  es  poner  en  claro 
lo  que  dijimos  en  la  pá^.  18-)  bajo  el 
epígrafe  de  Una  cuesdon  mporíante.  No 
tratfimos  con  estas  líneas  de  que  preva- 
lezca nuestra  Opinión  en  la  práctica,  sino 
de  apuntar  las  dificultades  é inconve- 
nientes que  ofrece  el  art.  42-í  tal  como 
se  entiende  por  la  constante  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo  de  justi- 
cia, según  la  cual  las  lesiones  causadas 
por  disparo  de  arma  de  fuego  que  tienen 
señalada  menor  pena  que  la  del  articulo 
citado,  constituyen  dos  delitos  ejecuta- 
dos por  un  solo  liecho  y deben  penarse 
con  arreglo  al  ari.  90  cou  el  grado  má- 
ximo de  la  pena  señalada  al  más  grave, 
es  decir,  siempre  con  el  grado  máximo 
de  la  pena  del  art.  423,  puesto  que  cuan- 
do sea  mayor  la  de  las  lesiones  ésta  será 
únicamente  la  aplicable  sin  género  al- 
guno de  duda,  atendido  e!  literal  y recto 
sentido  de  aquel  artículo. 

Veamos  otros  fallos  del  Tribunal  Su- 
premo además  de,  los  Xlll  contenidos  en 
las  págs  Hy  y siguientes; 

XIV.  Disparo  de  pislola  causando 
horniridioy  lesiones  graves.  En  el  disparo 
de  arma  de  [negó  conira  persona  deter- 
minada, no  pui'de  apreciarse  la  inleneion 
del  agente  de  no  causar  todo  el  mal  pro- 
ducido, ni  tüJjipoco  por  el  daño  ocasiona- 
do cou  el  mismo  disparo  d persona  disiin- 
la,  siendo  inaplicable  por  tanto  la  re- 
gia  del  arl.  Üo  del  Código  penal, 

Esuimlo  jugandítá  las  chapas  con  otros 
su  ge  los  José  Clarín  Perez,  al  ecliar  este 
las  niunedas  previno  que  no  se  bajara 
nadie  á cogerlas;  y como  Francisco  Nu- 
ñez  se  bajóá  recoger  algunas,  promovida 
cuestión  entre  ellos,  Marín  disparó  una 
listóla  infiriendo  á Nuñez  una  herida  en 
a mano  izquierda,  de  la  cual  curó  á los 
sesenta  y cinco  dias,  quemando  en  la 
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cara  con  el  fogonazo  á otro  del  corro,  é 
hiriendo  gravemente  en  la  cabeza  á Fran- 
cisco Martin  que  pasaba  por  allí  condu- 
ctendo  unos  cerdos,  de  cuya  lesión  falle- 
ció á los  dos  dias. 

La  Audiencia  calificó  estos  hechos  de 
homicidio,  lesiones  graves  y leves,  y 
conforme  á los  artículos  419,  423  y 00, 
y denuia  concordantes  del  Código  con- 
deno á Marín  en  diez  y siete  años,  cuatro 
meses  y un  día  de  reclusión  y acce- 
soria (1). 

Interpuesto  por  Marín  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  los  casos  4.*’  y de 
la  Ley  de  casación  (4.®  y 5.*^,  art.  798, 
Ley  de  Enj.  crirn.)  y citando,  como  in- 
fringidos el  art.  05  y el  9.“,  circunstan- 
cia 3.^,  puesto  que  el  delito  ejecutado 
i'ué  distinto  del  que  se  propuso  el  recur- 
rente, el  Tribunal  Supremo  cleclcira  no 
haber  lugar  al  recursoi 


■ 

de!  Cóili|;o?  ¿No  so  calcula  que  Inbiendo  de 
aplicarse  sirnijirela  pena  de  i arl.  4áy  en  su  grado 
'inávhiio  desde  las  lesiones  iiténos  graves,  que- 
dan barlú  estrechos  lo.s  liiniieS  de  la  pena  [jara 
hacer  la  dehiila  dtsllnciua  eiiire  las  lesiones  de 
los  úUimos  párrafos  del  arl.  43i  y las  del  432 
y 433,  según  su  gravedad  y eircuiislaiicias?  \ 


do-3  como  probados  en  la  sentencia  que  dic- 
tó la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audieucia  do 
Granada  aparece  que  José  Marín  Perez  di.s- 
paró  una  pistola  coulru  Francisco  Nuñoz 
López,  causándole  una  lierida  que  tardó  en 
curarse  sesenta  y cinco  días,  y quemó  la 
cara  además  con  el  fogonazo  á Ral'aei  López 
yendo  después  el  mismo  proyectil  á dar  en 
la  frente  ú Francisco  Martin  Nuñez,  que  e.s- 
laba  próximo  id  sitio  de  la  ocurrencia,  de 
resultas  de  lo  cual  laileció  á los  dos  dias: 

Gousideramiü  que  e.st03  liechos  conslitu- 
yen  los  delitos  de  homicidio  y de  le.-^inues 
graves,  porque  no  estando  demostrado  que 
sólet  tuvie.sb  intención  el  procesado  de  herir 
al  que  se  baju.se  á coger  las  mone.lH,':,  usan- 
do de  cualquier  otro  medio,  el  acto  de  dis- 
parar una  pistola  cargada  con  proyectil  nior- 
lííero  á corla  di.stancia  y á itersoría  delermi- 
uada  no  puede  rnénus  de  producir  hi  respun- 
síibilidad  de  sus  consecuencias,  sean  las  t¡ue 
fueren  las  que  resul taren,  y auu  cuando  es- 
tas reíluyau  en  persona  distinta  de  la  que  se 
i u tentó  ofender ; 


ti)  Aquf  tiene  perfecta  aplicación  el  arl.  90: 
el  disparo,  que  es  un  solo  hecho,  produjo  dos 
delitos:  él  de  homicidio  y el  de  lesiones  grave?, 
y por  eso  se  impone  ünicainerue  la  pena  seña- 
lada al  n;á.s  grave  en  su  grado  máximo,  y tlen- 
tro  de  este  el  período  mínimo  por  haber  apn;- 
ciadü  una  circunstancia  atenuante,  como  lo 
consigna  el  Tribunal  Supremo  en  los  cunside- 
randos. 
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Consiílerííiílo  que  iinbiemio  impuesto  la 
Sala  scnleneiailora  á .José  Mariu  Pt?rez  la 
pena  rnrrespontliente  al  tielilo  ne  ¡loiniculio 
en  su  fírado  máximo  no  lia  iofringicio  el  ar- 
lículu  05  del  Código  que  cita  el  recurrente, 
y que  l;*m|)('CO  lia  qiudiraiilado  la  circuns- 
tancia .3.“  ilel  9.*^,  que  lamltien  invoca,  aun- 
que no  se  haya  así  expresado  en  la  senten- 
cia, toda  Tez  que  la  referida  pena  ha  sido 
impuesta  en  el  período  mínimo  de  los  tres 
en  que  ilehe  suhdivuiirse  e!  prado  máxíiuo 
de  ret.kisiun  señalada  por  el  mencionado  ar- 
tículo 05 » (Sent,  marzo  1S74. — Ga- 

ceta do  mayo,  piíp.  1,53.) 

XV.  Dos  disjiaros  de  'pUiola  d perso^ 
Tíos  determinadas^  no  cííMs<í«r/o  á éstas 
lesión  alffnna,  y si  d otra.  En  el  disparo 
de  arma  de  fue  (jo  no  puede  apreciarse,  la 
intención  del  tujcnle  de  no  wiísar  íorfo  el 
vial  producido. 

Procesadc  Ramón  García,  por  haber 
disparado  con  una  ¡lisióla  de  dos  caño- 
nes un  tiro  á Antonio  Borja,  y otro  á 
Pedro  García,  sin  haberles  lesionado,  y 
sí  á Ana  García  produciéndole  una  heri- 
da que  sanóá  los  veintiocho  dias,  y con- 
denado por  los  dos  delitos  de  disparo  y 
lesión,  con  una  circunstancia  atenuante 
y otra  agravante,  (¡ue  se  compensan,  en 
tres  años  de  jiriftiou  correcciona!,  inter- 
puso el  Rainou  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringido  el  art.  íí.°  ilel  Có- 
digo en  su  circunstancia  3.*^  por  no  ha- 
ber tenido  intención  de  cansar  un  mal 
de  tanta  gravedad.  El  Tribunal  SiipreLiio 
declara  no  haber  lugar  al  recurso: 

((Cotisideranilo  que  el  solo  aclo  de  dispa- 
rar un  anua  de  fuego  contra  cualquiera  per- 
sona se  castiga  con  prisión  correccional  en 
sus  grados  mínimo  y medio , y con  mayor 
pena  si  por  las  circunstancias  que  concurran 
constituye  otro  delito  de  más  gravedad  con 
arreglo  al  art.  4*23  del  Código  pena): 

((Considerando  que  penándose  el  acto  de 
disparo  de  arma  de  fuego  coulra  persona  de- 
lerminad’i  no  puede  apreciarse  la  iutencion 
del  agente  de  uu  causar  todo  el  mal  produci- 
do, como  so  propone  por  lundamento  del  re- 
curso, ni  tampoco  por  el  daño  ocasionado  con 
el  mismo  disparo  á persona  distinta,  que  no  : 
se  ha  penado  en  el  caso  de  autos: 

Y considera  rulo,  por  consiguiente,  que  la 
Sala  scntiincindora  no  ha  incurrido  en  error 
por  no  haber  estiinado  la  circunstancia  ate- 
nuante de  no  haberse  propuesto  e!  procesa- 

JuK.  Pt:N. 
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d(5  causar  fd  niá]  de  la  gravedad  que  ha  pro- 
ducido ni  infringido  la  circunstaoria  .3.^  del 

arlículo  9/’  del  Código  penal.»  (Sent.  25 
abril  IS74. — Gac.  29  julio,  pág.  43.) 

XVI.  Disparos  de  pistola  contra  de- 
terminada persona.  A’í  uno  ni  dos  dispa- 
ros de  pistola  contra  deter'mínada  per- 
sona roíi.-í/í/aycH  el  delito  de  homicidio 
frustrado^  cuando  de  los  hechos  cunsiy- 
nados  no  se  deduce  yac  el  culpable  hu- 
biese tenido  intención  preconcebida  de 
alentar  conh  a lu  vida  de  ayuella.,  sien- 
do en  este  caso  apUc.ahle  el  art.  Í23,  sí 
no  se  causaron  lesiones  d merecen  menor 
pena  que  la  de  dicho  articulo. 

Asi  lo  consigna  como  fiindamenio  de 
un  fallo  el  Tnimnal  Supremo,  declaran- 
do haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Ministerio  fiscal  en 
beneficio  del  reo , contra  sentencia  que, 
con  infr.iccion  de  los  arts.  3.°  y 423, 
calilicó  e!  hecho  como  homic-idio  frus- 
trado. (Sent.  9 mayo  1874 — Gac.  5 
agosto,  pág.  í)3  ) 

XVÍI.  Doble,  delito  de  disparo  de  ar- 
ma de  ftteyo  contra  persona  determinada 
y lesiones  graves  que  tardaron  en  curar- 
¡ se  iveinla  y ocho  dias^  sin  circunstancias 
üpreciahles . 

Calificado  así  el  hecho  por  ia  Audien- 
cia de  Madrid,  impuso  á Quinlin  Muñoz 
tres  años  de  prisión  correccional,  acce- 
sorias, indemnización  v costas;  ó inter- 
puesto recurso  ue  casaciou  fundado  en 
los  iiúms.  3.*'‘  y ti.”  del  art.  7í)8  de  la 
Ley  de  Enj.  crim.,  citando  como  infrin- 
gidos los  arts.  í23  y 431  del  Código  pe- 
nal, porque  fuó  calificado  de  doble  deli- 
to el  que  debió  serlo  sólo  de  lesiones,  se 
declara  no  haber  lugar  d la  admisión: 

((Con  sida  rao  do  que  cuiiudo  el  dis¡taro  de 
arma  de  fuego  contra  cnahpiíera  persona 
produce  lesioiu'.s  graves  ó inénos  graves,  co- 
mo ha  sucedido  en  ol  caso  rie  autos,  es  apli- 
cable á éste  el  art.  90  del  Cíódigo  penal  vi- 
gente, con  arreglo  al  cual  procede  imponer 
eu  su  grado  máximo  la  pena  correspondien- 
te rd  delito  más  grave  de  los  do.s  que  consti- 
tuye e.se  hecho,  según  lo  ha  declarado  es- 
ta Sala  repetidas  veces;  y que  fundándose 
tan  .s(>!o  el  pre,<;c rite  recurso  en  un  supuesto 
abiertamente  contrario  á esa  iuris-prudencia, 
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cnijsándnlcí!  con  ello»  ÍfiP*cncs  Qiic  fueron  cu- 
los vcHitícualro  y 


su  cxámen  seria  de  todo  punto  inútil  é inefi- 
caz por  lo  que  no  dehe  admitirse,»  {Scnl.2G 
mayo  1874.— tíac.  13  agosto,  iiác.  PB,) 

X VIH.  El  njtsmo  r.aso  de  doble  delito 
de  disparo  y Umnes  gravn  con  la  cir- 
cunstancia agravante  de  reincidencia. 

Calificado  así  el  delito  por  la  Audiencia 
de  Granada  condenando  á Manuel  Marios 
á cuatro  años  de  prisión  correccional, 
é interpuesto  recurso  de  casación  citando 
como  infringidos  los  aris.  423,  í3I  y 90 
del  Código  penal,  se  declara  no  haber  lu- 
gar á su  admisión: 

«Considerando  que  la  Sala  al  calificar  de 
dos  deliluñ  el  liecho  por  td  (fue  se  procede,  el 
uno  de  disparo  de  arma  de  fuepo  coatra  de- 
terminada persona,  el  otro  de  lesiones  graves, 
y ül  ca.stigarfos  con  el  grado  máximo  de  la 
pena  .señalada  al  mií.s  grave,  no  iui  ínírinííido 
lo-s  arls.  90,  423  y 431  del  íyuiígo  penal, 
como  pretende  el  recurrente,  y se  iia  ajusta- 
do á las  declaraciones  de  este  Supreino  Tri- 
bunal en  casos  iguales  y niultitud  de  senten- 
cias.» (Senl.  i 1 junio  1874. — (íac.  24  agos- 
to, píg.  112.) 

XIX.  Dos  disparos  (ic  orino  de  fue~ 
go  gue  produjeron  lesiones  á dos  perso- 
nas, ruga  curación  se  obtuvo  ánies  de  los 
Ireintn  días,  con  tina  cirevustauda  ate- 
núa n te. 

La  Audiencia  de  Granada  calificando 
así  los  hechos  de  que  era  autor  Alfonso 
Vela,  Y haciendo  aplicación  del  art.  90 
del  Código,  le  condenó  en  tres  afio.s  de 
prisión  correccional  por  cada  uno  de  los 
dos  disparo?.  Interpuesto  recurso  de  ca- 
sación, fundado  en  el  núm,  3.",  art.  798 
Ley  de  Enj.  crim.,  citando  la  infracción 
del  y 433  del  Código,  se  declara  «o 
haber  tugar  d la  admisión: 

«Con.sidorando  que  el  di.sparo  de  arma  de 
fuego  Cüiura  persona  delertíitnuda  y las  le- 
siú[ie.s  menos  graves  son  ilos  deJílos  penados 
resptíCtivanitíiiíe  en  bs  art.  423  y 433  del  Có- 
digo penal,  y que  conforme  al  HO  del  mismo 
cuapdo  un  solo  hedió  constituye  dos  6 más 
delitos,  ha  de  iiupoiit’rstí  eu  siigrado  máximo 
¿a  p^üii  (iorrespoudieule  at  más  grave: 

Consideraudo  que,  .según  los  hechos  con- 
signados y admitidos  como  probados  en  la 
fieoteocía,  Alfonso  Vela  Sánchez  disparó  dos 
tiros  tle  arma  de  fuego  contra  Sautiagn  Ho- 
drigiiez  Gasquez  y Francisco  Rubio  Fraile, 


rada.s  respectivameiile  ñ ios  v 
veintiocho  dia.s;  y .Manuel  Vela  Fax an  in- 
íirió  sin  ürfiiíi  i).  Itísio^ 

nes  que  fueron  curadas  á los  ocho  (lias,  con 
la  circunstancia  agravante  de  reincidencia: 

Y considerando,  que  la  Sala  sentenciadora 
al  cahficar  como  dos  deiiio.s  cada  uno  de  los 
dos  disparos  de  nnna  de  fuego  y las  lesiones 
que  produjerou,  c imfioner  también  por  cada 
uno  de  ambos  disparo.s  tres  año.s  de  pri.sion 
correccional  dentro  del  grado  uiáxiino  de  la 
pena  señalada  al  m<ás  grave,  no  ha  inlringido 
como  pretende  el  recurrente  los  artículos  ci- 
tados del  Código  423  y -t33,  .sino  que  a 
lándose  á cdlos  lo  ha  lieclio  lamhieii  con 
me  á las  declanicíoue.s  de  este  Tribunal  Su- 
premo en  multitud  de  scnt*‘ncia.s  y casos 
ieualtís.»  (Sgnt.  15  junio  iS74. — Gac.  26 
pág.  117.) 


US' 
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Disparo  de  armas  de  fuego  sin 
causar  lesiones  y sin  circunstancias  opre- 
ciables. 

Penado  este  delito  perla  Audiencia  de 
Valencia  con  do.süri08  de  prisión  correc- 
cional con  arreglo  al  art.  423  y regla  2.® 
del  82,  é interpuesto  recurso  de  casaoioQ 
fundado  en  los  núms.  l.°  y 3.°  de!  ar- 
tículo 798  V citando  como  infringidos  el 
artículo  423,  porque  no  era  aplicable, 
y el  1,°  y ei  (iOi,  núm.  íi.°,  se  declara  no 
haber  lugar  d él: 

«Consiileranrio  que  el  acto  de  disparar  un 
arma  de  fnegn  contra  cualquiera  persona  se 
castiga  ¡iiíF  el  art.  423  da!  C(4digo  en  la  pena 
de  prbion  correccional  en  su.s  grados  mínimo 
y medio,  si  no  huliieson  concurrido  en  el  he- 
cho todas  las  circunstancias  nticesarias  para 
constituir  delito  frustrado  ó tentutiva  de 
parricidio,  asesinato,  homicidio  ó cualquier 
otríi  delito  ri  que  e.sl6  señalada  una  pena  .su- 
perior por  alguno  de  los  demás  artículos.» 
(Sent.  25  solicmbrc  1874. — Gac.  13  octu- 
bre, pág.  172.) 


Disp,aro  y lesiones  menos  graves 
sin  nVc!(Tí,í/<í /leías  apreciables. 

Haciendo  esta  catific.scion  del  her.ho, 
la  Audiencia  de  Madrid  condenó  á Pablo 
Lofiez,  en  tres  años  de  prisión  correc-cio- 
nal,  aplicando  los  arts.  423,  433,  90  y 
otros  concordantes;  ó interpuesto  recur- 
so de  casación  por  la  calificación  de  los 
liechos  como  constitutivos  de  dos  delitos, 
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se  declara  no  haber  lugar  á la  adynision. 


«Considerando  que  el  ocio  cíe  disparar 

arma  de  fuego  cnnlra  cuíiiqaier  persona 
constituye  por  sí  solo  el  delito  penado  espe- 
cialiuenic  por  dicho  arl.  423 ; pero  cuando 
concurren  circunstancias  por  las  que  mere- 
ce calincaciou  más  grave,  6 aquel  sea  medio 
necesario  para  cometer  otro  jiisticialile,  aun- 
que la  pena  á éste  sefialada  sea  menor  que  la 
determinada  á aquel,  debe  aplicarse  el  prin- 
cipio g*‘míral  esliihli-cíilo  eti  el  último  párra- 
fo del  arl.  90,  ¡tríucipio  á qiicolicdece  índu- 
daldíMuente  la  redacción  ( el  art.  423  en  su 
segund;:  parte.»  (Seiil.  1.”  octubre  1S74, — 
Cae.  « novieinitre,  pág.  IS2.) 

XXlí.  La  misma  doctrina  se  contiene 
en  sentencias  de  9 octubre  de  1874  y 
13  octubre  de  1875,  declarando  no  lia- 
ber  lugar  á otros  recursos  interpuestos 
en  causas  sobre  disjiaro  de  arma  de  fue- 
go causando  también  lesiones  menos  gra  ■ 
ves.  {Gacetas  11  noviembre  1874  y 30 
octiíbrc  1875,  págs.  188  y G í.) 

xxni.  Disparo  de  escopeta  causando 
lesión  con  impedimento  de  miembro  e 
inntilidttd  para  el  trabajo^  con  las  cir- 
cunstancias de  ser  el  culpable  vieitor  de 
diez  y ocho  años  y la  atenuante  3.*^  del 
art.  O.”  (1). 

Calincado  así  el  delito  por  la  Audien- 
cia de  Valencia,  y condenado  José  For- 
nés,  menor  de  diez  y ocho  años  y mayor 
de  quince,  con  una  circunstancia  ate- 
núame, en  un  año  de  prisión  correccio- 
nal, accesorias,  indemnización  y costas, 
interj)iiso  recurso  de  casación,  que  fundó 
en  el  núm.  5.®,  art.  798,  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  designando  como 
inflingidos  los  artículos  del  Código  8G, 
pártiifo  ‘2.°;  92,  escala  2.“;  9.“,  circmts- 
laiiíiia  3,‘,  y 82,  regla  porque  se 
ití  había  impuesto  pena  superior  á la  que 
le  corres  [ion  dia  según  b ley. 

El  Tribunal  Supremo  declara  7ío  ha- 
ber lagar  al  recurso  en  estos  ténniaos; 

«Con.^ideranilo  que  los  articulo.s  del  Códi- 
go penal  citados  como  l\ja  da  mentó  del  recur- 

.(b)  lin  el  caso  de  este  fallo  no  .se  hace  mé- 
rituikl  art.  423,  ni  coiisignientemeiUe  del  ÜO; 
y con  r.izoii  no  se  aplican,  porque  las  lesiones 
causadiis  tienen  scñalaüii  mayor  pena  que  la 
ostablcciilu  en  el  citado  art.  423. 
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so  y de  la  sentencia  no  lian  sido  infringidos, 
porque  castigándole  por  el  núm  2.®  del  artí- 
culo 431  coa  ia  pri.siou  correccionnl  en  sus 
gra. -ios  medio  y máximo  al  autor  de  lesiones, 
si  de  su.s  resultas  el  olcndivio  imbiese  queda- 
do impeilido  de  algún  miembro  principal  ó ín- 
utilizado  para  el  trabajo  A que  basta  eutónces 
se  hubiere  liahilualinenle  dedicado,  que  es 
el  caso  de  autos,  so  ha  aplicado  la  pona  in- 
mediatamente inreriMr,  arresto  m,T\Mir  en  su 
grado  miíximo  á prisión  rorrocciounl  en  su 
grado  miiiimn,  á la  señalada  por  la  ley,  por 
ser  el  procesado  mayor  de  15  años  y menor 
de  IS  cuando  cmiielió  el  delito,  é imponién- 
dola en  el  gra  lo  miuimn  en  toda  su  extensión 
por  haber  reconocido  la  circunslnncia  ate- 
nuante 3.®  fiel  art.  9.“,  y on  conformidad  i 
la  reíílu  2.*  del  artículo  82: 

Y considerando  que,  según  ia  labia  demos- 
trativa del  arl.  97,  (a  prisión  correccional  en 
su  grado  mínimo  comprende  el  tiempo  de 
seis  meses  y nn  día  á ríos  año.s  y cuatro  me- 
ses; y habiéndose  de  dividir  en  tres  perio- 
dos iguales  t i tiempo  que  comprende  la  pena 
impuesta  por  la  ley,  formando  nn  grado  de 
cada  lino  de  los  tre.s  periodos,  según  se  de- 
termina en  el  art.  83,  la  Sala  no  ha  cometido 
error  de  tiert'clio  al  imponer  al  procesatio  un 
año  de  jirision  correccimial,  lu  ha  infringido 
el  art.  92,  escala  2.®  ( !); 

Fitl  laníos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos no  Itiiber  lugar  al  recurso  de  casación 
etcétera.» — (Sent.  20  octubre  1874. — Ga- 
ceta 3 tiiciemhrc,  pág.  211.) 

XXIV.  Disparo  con  lesiones  graves 
gue  prodacen  algún  tanto  imposibilidad 
para  el  oficio  de  labrador  d gae  se  dedi- 
ca el  lesionado:  L’ííSíícíoíí  de  fallo  por  no 
haberse  roUfirado  el  hecho  de  homicidio 
frustrado  atendidvs  los  antecedentes  del 
mismo. 

Mariano  Vicente,  que  había  tenido  al- 
gunas palabras  con  Andrés  Lope,  salió 
al  encuentro  de  éste  dias  después,  sien- 
do de  noche;  y al  pasar  por  la  calle  del 
Horno  del  pueído  de  Peñatlor  ie  disparó 
un  arma  de  fuego,  causándole  una  he- 
rida en  la  articulación  del  brazo,  que 


(1)  Cónsul!.'» II (lü  nin>slr,i  escala  41,  en  la  pá- 
píiia  2íil  y I.!  laida  sinóptica  de  la  pena  de  arresto 
en  todas  sus  formas  y cuinbi naciones,  se  ve  que 
con  efecio  la  ¡miiuesta  es  la  que  procede,  com- 
prendida en  el  prado  mínimo  del  arre.’iío  mayor 
en  su  grado  máxwio  á prtsío7i  corrccctcrml  «» 

CÍ?77l!7O'm0. 
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necesitó  para  su  curación  ciento  ochen- 
ta y tres  dias,  quedando  algún  tanto  im- 
posibilitado para  dedicarse  á su  oficio  de 
labrador. 

Seguida  la  causa,  la  Sala,  declarando 
que  ios  Ivechos  conslituian  los  delitos  de 
disparo  de  arma  de  fuego  contra  perso- 
na determinada  y de  lesiones  graves  con 
impediinenio,  condenó  al  Mariano  en  la 
pena  de  cuatro  años  de  prisión  correc- 
cional con  la  accesoria  indemnización  y 
costas. 

El  Ministerio  fiscal,  fundado  en  el 
número  3.”,  art.  .708,  Ley  Je  Enjui- 
ciamiento crim.,  interpuso  recurso  de 
casación , citando  como  infringidos  los 
aníbulos  423,  431,  núrn.  3.“,  v 90  del 
Código,  toda  vez  que  el  hecho  ha  debido 
calificarse  de  homicidio  frustrado;  y 
aprecia ndu  ius  motivos  alegados  casa  y 
anula  el  Tribunal  Supremo  la  indicada 
sentencia : 

«Considerando  qne  el  disparo  de  arma  de 
fuego  cargada  con  bala,  dirigido  á corta  dis- 
tancia á la  parle  superior  del  cuerpo  de  una 
persona,  supone  la  intención  de  matarla,  por 
ser  el  resu  lado  iialural  y ordiníirio  de  esos 
actos;  y aunque  sucede  muchas  veces  Jesío-  ¡ 
nar  tan  sólo  má-s  ó mónos  gravemente,  es 
por  accidentes  que  el  agente  no  puede  pre- 
ver ni  evitar: 

Considerando  que  el  haber  salido  el  Ma* 
riano  Vicenle  al  encuentro  de  ios  licrnianos 

Jorge  y Andrés  Lope,  y disparar  el  arma  de 
tucgü  contra  el  Andrés  sin  hablar  palabra 
alguna , Imllándose  próximo  d lo.s  misinos, 
habiéndole  ocasionado  le.sione.s  graves  en  un 
brazo,  supone  el  propósito  de  matarle  , pues 

no  se  concibe  que  iii tentaba  lo  que  ha  su- 
cedido; 

Considerando  que  habiendo  la  Sala  sen- 
tenciadora apreciado  los  liechos  por  delitos 
de  lesiones  graves  y disparo  de  arma  de  fue- 
go contra  una  persona,  ha  incurrido  en  er- 
ror  comprendido  en  el  núm.  3.»  del  arlícu- 
0 798  de  la  Ley  de  Eiij,  crim. , é infringido 

^3i,  párrafo  tercero,  y 9C)  del 
Código  penal ; j j ubí 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 

mos  haber  lugar  al  recurso  de  casación,  etc.» 

^cnt,  20  octubre  1874.— Gac.  28  noviem- 
bre, pág.  205,} 

XXV.  Doble  delito  de_  atentado  á la 
autoridad  y disparo  de  una  carabina  d 
«a  misma  sin  lesionarla , pero  causando 


lesiones  á otra  tercera  persona  ij  lenes  « 
un  niño.  Casiicwn  por  haberse  penado 

los  dos  delitos  separadamente. 

Antonio  Mestre,  vecino  de  las  Islas, 
resistiéndose  á llevar  un  pliego  á Pra- 
dell  que  le  ordenaba  el  alcalde,  rompió 
el  pliego  arrojándole  los  pedazos;  y en- 
trando en  su  cosa  y toman  do  una  cara- 
bina acometió  ai  referido  alcalde  apun- 
tándole para  hacerle  fuego,  lo  que  evitó 
metiéndose  en  sn  moríido  ; pero  como 
movida  por  ti  alboroto  act-rtose  á sa- 
lir Mariana  Cubro  , consorte  del  alcalde, 
para  recoger  un  liijo  suyo  de  diez  y seis 
meses  que  estaba  en  la  calle,  <á  la  sa- 
zón que  Mestre  disparaba  la  carabina,  la 
causó  dos  heridas,  cuya  curación  se  re- 
tardó cuarenta  y nueve  dias,  y al  niao 
una  lesión  leve  en  e!  vientre,  que  curó 
sin  necesidad  de  asistencia  facultativa. 

La  Audiencia  de  Barcelona  penó  dos 
delitos;  el  de  alentatlo  con  cinco  años  de 
prisión  correcciunal  y multa  de  250  pe- 
setas: el  de  disparo  de  arma  y lesiones 
con  tres  años  de  la  misma  pena  é in- 
demnización. 

El  procesado  interpuso  recurso  de  ca- 
sación lundaJo  en  os  aris.  7Ü8  v 804 
de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  citando  como 
infringido  e!  90  dol  Código  penal,  y con 
efecto  se  casa  v anula  la  sentencia. 


«...Cotisitlcrnodo que  el  lieciio  fue  uno 

solo,  cüosliliilivü  de  los  liiditos  de  a ten  Ludo  á 
mano  armada  cootra  el  referido  alcalde,  de- 


huido  en  los  arts.  S63  y 2G4  del  Código;  de 
IcMones  graves  á Mariana  Cabré,  compren- 
dido en  el  núm,  4.°  del  arl,  4-3 í,  y de  la  fal- 
la de  lesión  al  tnericionailo  iiiño,  á que  se  re- 
fiere el  núnu  i.°  de  i art.  603.  y que  por  lo 
mi.smo  debieron  ser  castigados  conjunta- 
mente con  rd  grado  máximo  de  la  pena  cor- 
respondiente ai  iiiá.s  grave,  con  arregk)  á lo 
dispuesto  en  el  art.  90  del  Código  penal: 

Y coD.sideraniln  que  al  no  hacerlo  así  la 
sentenciadora  y penarlos  con  separa- 
ba i ocurrido  im  el  error  de  derecho 
comprendido  en  el  núm.  3.^  del  art.  798  do 
la  Ley  de  Enj.  cnin.,  é iijIVingído  el  men- 
cionado art.  90  fiel  Cúiligo.»  (Sent.  IS  no- 
viembre 1874. — Gac,  ÍS  enero  1875,  pági- 
na 6.)  ’ ' 

XXVI.  Disparo  de  escopeta  cargada 
con  perdigones^  causando  ligeras  lesio- 
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V('s,  CfíS'Jcion  por  hnhrrse  calificado  de 
homicidio  frustrado^  sin  marcar  la  dis- 
tan cia  del  dispnrOy  cíe. 

So  casa  y anula  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Granada,  por  la  que  cali- 
íirando  como  reo  de  liomícidio  frustrado 
íi  Manuel  Tito  por  lialjer  disparado  á An- 
tonio Fierres  un  tiro  de  escopeta  carga- 
da con  perdigones,  de  los  cuales  sólo  le 
alcíuuaron  dos  en  la  parte  posterior  del 
Jjrazo,  causándole  dos  ligeras  lesiones 
que  no  necesitaron  asistencia  facuitaliva 
para  su  curación,  le  condenó  á ocho 
años  y un  di  a de  ¡irision  mayor.  El  fun- 
da memo  de  esta  casación  es: 

«Qiie  la  Sala  senlenciadora  lia  cometido 
error  ile  derecho  al  calilicar  de  iiomicidio 
iVusirado  el  acto  del  Uro  que  disparó  Tito 
contra  Pierres,  al  que  alcauzaron  dos  perdi- 
gones, causápdoit'  lesiones  que  no  iiccesiLa- 
rou  asistencia  ftcii Ilativa  ¡tara  su  cura- 
ción  pues  por  estos  datos  y sin  que  se 

lije  la  distancia  del  disparo  en  la  sentencia, 
TIO  se  jiu-de  suponer  que  IiuÍjo  la  intención 
ríe  iría  lar  y menos  que  el  col  pable  practicara 
lodos  los  actos  de  ejecución  que  deberían 
orodiicir  Cíiiiio  resiihado  el  delito,  y sin  em- 
bargo no  lo  produjeron  por  causas  indepeu- 
dieüli's  de  la  Vdluril.ad  del  agente.»  (Sen- 
tencia 28  noviembre  JS74, — 6'ac.  23  ene- 
ro 1873,  [iág.23.) 

XXVII.  Disparo  de  tres  tiros  de.  rcwol- 
ve}\  causando  una  ¡esion  que  imposibili- 
tó al  lesionado  para  dedicarse  íi  stís  fue  - 
ñas  ordinarias  del  campo  comprendida 
en  el  niun.  del  ari.  431  del  Códi- 
go (1). 

Habiéndose  trabado  cuestión  entre 
José  Barranco  y Serafín  Peinado,  yendo 
juntos  con  otros  íiinigos,  en  la  tarde 
del  0 de  octubre  de  1872,  y sacando  el 
primero  un  rrwuíver  y Seraíin  una  na- 
vaja, aquel  di?|)aró  á éste  basta  tres  ti- 
ros, de  uno  de  los  cuales  resultó  herido 
Peinado,  quedando  imposibilitado  para 


ti)  Cuín paraiiiio  este  c.tso  con  el  tic  la  sen- 
teíicia  de  20  de  octubre  de  IS74,  ijútn,  XXIil,  se 
vé  que  allí  no  se  iqdica  el  ;trt.  423  ni  ei  ‘lU,  y 
íi(|ut  sj.  Jj£i  fie  na  qm!  señala  el  arl.  43i  on  su 
iiuin.  2.”,  es  mayor  que  la  del  arl.  423.  y eunsi- 
yuitíiileíiienle.  este  articulo  nu  debe  tener  apli- 
cación á éste  casíí,  como  no  fe  tuvo  en  el  ilc  la 
sonteticia  do  20  de  octubre  citada. 


dedicarse  á sus  faenas  ordinarias  del 
campo. 

La  Audiencia  declaró  que  el  hecho 
conslituia  dos  delitos,  de  disparo  de  ar- 
ma de  fuego  y tle  lesiones,  y condenó  á 
Barranco  en  la  pena  de  cuatro  anos  y 
diez  meses  de  prisión  correccional,  con 
su  accesoria,  indemnización  de  GüÓ  pe- 
setas y pago  de  costas. 

Interpuso  Barranco  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  fundó 
en  et  caso  3.®,  ari.  798,  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal  citando  como  in- 
fringidos el  párrafo  2."  del  -í25  del  Có- 
digo, pues  el  recurrente  sólo  cometió  un 
solo  delile,  el  de  lesiones  ({ue  inuiiliza- 
ron  al  ofemlido,  toda  vez  que  ei  disparo 
solo  fue  el  inslru mentó  para  cometer  di- 
cho del  i lo;  y el  Tribunal  Supremo  decla- 
ra TIO  haber  lugar  á la  admisión: 

«Considerando  que  este  Tribunal  Supremo 
tiene  declarado  con  repetición  que  el  liecho 
complejo  de  disparo  de  arma  de  fuego  con- 
tra cualquiera  persoua,  cuando  ésta  resulta 
lesionada,  consliLuye  dos  delitos,  y dobe  pe- 
narse ei  más  grave,  conforme  á lo  dispuesto 
en  lo.s  arts.  9U  y 423  del  Código  peuai,  que 
aplicó  la  Sala  .sentenciadora: 

Considerando  que  ej  recurso  de  casación 
que  se  iiilerila  íí  riumbre  do  José  Barranco 
Jaén  tiene  por  único  objeio  impugnar  esa 
junspriuluncia  incontrovertible,  y por  con- 
siguieiito,  no  e.xi.ste  razón  aletuliíjlti  en  que 
pneda  fundarse  la  admisión.))  (Sciit.  J-4  di- 
ciembre JS74. — ííac.  6 fiíbrero  1873,  pági- 
na 43.) 

XXVÍlí.  Disparo  de  pistola  sin  Causar 
lesiottes^  calificado  cotno  homicidio  frus- 
trado y penado  con  arreglo  d los  419 
y tí(>,  sin  tener  en  cuenta  ni  el  4á3  ?íi 
'el  90  (1). 

En  la  la  rile  del  31  de  enero  de  1874, 
José  Perez  que  habia  sido  destituido  del 
cargo  de  ordenanza  del  Gobierno  civil 
de  Granada,  hallándose  en  la  escídera 
con  Antonio  Ramos,  á quien  atribuía  su 
destitución,  le  disparó  una  pistola  con 
^lireccion  al  pecho,  cuyos  proyectiles  per- 
foraron por  tres  puntos  la  capa  que  éste 
tenia  puesta. 


(1)  Véase  también  la  .sep Lancia  do  2l)  de  oc-^ 
tubre  de  ÍS74,  mim.  XXlil. 
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La  Sala  calificó  e!  hecho  de  homicidio 
frustrado  sin  circunstancias  «preciables, 
y vistos  los  artículos  íl9,  3.°,  66,  II, 
28,  47,  49,  62,  63,  121  y 124,  condenó 
á Perez  ó ocho  años  de  prisión  mayoFj 
con  sus  accesorias  y costas. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por 
no  haber  sido  apreciada  la  circunstancia 
de  arrebato  y obcecación,  el  Tribunal 
Supremo  (leclora  no  haber  lugar  á él  en 
estos  términos: 

<tCoDsi(lerarH¡o  que  aun  cuando  el  orde- 
nanza José  Perez  estuviera  acalorado  por 
creer  que  el  portero  A n ionio  Hamos  había 
sido  causa  de  su  cesanlín,  no  puede  deducir- 
se de  aquí  la  existencia  de  una  circunstaucia 
aterjuaoLe,  rjorijue  no  consta  que  esa  creen- 
cia fuera  fu u ijada,  ni  eu  su  casu  que  el  se- 
cundo etnpJeíma  inedios  reprobados  pura  per- 
judicarlü,  ni  tampoco  cuáles  fueran  esos 
medios  que  den  á conocer  una  ofensa  pró- 
xima ó el  inílujo  de  motivos  poderosos  que 
naturaimente  hayan  producido  arrebato  y 
Obcecación; 

Y considerando,  por  tanto,  que  ia  Sala 
sentenciadora  no  cometió  la  infracción  que 
se  la  atribuye,  ni  por  coobiguienLe  incurrió 


en  el  error  de  derecho  comprendido  en  ej 
caso  5.^  del  art.  798  de  h'i  Ley  de  línjtiicia- 
miento  criminal. w {Sent.  5 julio  1S75.— ^Ga- 
cefa  5 setiembre,  pág.  35.) 

Todavía  pueden  consultarse  otros  ca- 
sos de  jurisprudencia  sobre  el  delito  da 
disparo,  calificado  por  la  intención  y 
3or  sus  consecuencias,  en  Homicidio  y 

¡iOilIGIDlO  FRUSTUADO. 

DOBLÉ  DELITO  PRODUCIDO  POR  UN  SOLO 
HECHO.  INos  remitimos  á las  indicacio- 
nes hechas  en  la  página  ISO,  bastándo- 
nos cor  repetir  que  según  el  art.  88  dol 
Código  penal,  al  culpable  de  dos  ó más 
delitos  han  de  imponerse  todas  las  penas 
correspondientes  á las  diversas  infrac- 
ciones, y que,  según  el  90,  es  excepción 
de  esta  disposición  genera!  la  del  caso 
en  que  un  sedo  hecho  c'  'siituya  dos  ó 
más  delitos,  ó cuando  el  uno  de  ellos  sea 
medio  necesario  para  cometer  el  otro, 
pues  que  entonces  sólo  se  aplica  la  pena 
del  delito  más  gravo  en  su  grado  máxi- 
mo. También  hemos  hablado  del  doble 
delito  en  Disparo  de  armas  de  fuígo. 


ECLESIASTICOS.  Negativa  de  sepultu- 
ra eclesiástica,  injurias  al  Goói^rno.— 
De  un  fallo  de  casación  dictado  en  cau- 
sa Contra  un  eclesiástico  sobre  provoca- 
ción á la  inobservancia  de  las  leyes,  he- 
mos dado  cuenta  en  la  pág.  I8b,*  y ^aquí 
vamos  á presentar  otros  dos  que  son  re- 
lativos uno  á negativa  de  sepultura  ecle- 
siástica y otro  á injurias  al  Gobierno. 
Veamos: 

II.  Negativa  de  sepultura  eclesiásli- 
ta  a un  guarda  a civil  muerto  por  conse- 
cuencia de  descarga  que  se  le  hizo  estan- 
tío apostado  con  otros  para  cousermir  la 
captura  de  crimmales.  Procesamiento 
tíel  párroco  que^  desobedeciendo  el  auto 
juamaly  denegó  la  sepultura  en  razón  á 
que  el  ^uaí7//ti  se  había  casado  civil  y no 

^anontcamente.  Calificación  de  este  ddito. 

Hallándose  la  guardia  civil  apostada 


en  las  inmediaciones  del  pueblo  de  Me- 
dí ni  lia  ^Burgos)  para  conseguir  Ja  cap- 
tura de  unos  criminales  la  noche  del  15 
de  julio  de  1871 , fue  sorprendida  por  la 
espalda  con  una  descarga  de  trabucos, 
produciendo  la  muerte  instantánea  del 
I guardia  Julián  Nogal,  quien  sólo  excla- 
mó «¡ay  Dios  mío!»  on  vista  de  lo  cual 
se  constituyó  allí  el  Juzgado  de  Burgos, 
y practicadas  las  oportunas  diligencias, 
ordenó  se  iliera  sepultura  eclesiástica  ai 
cadáver  del  guardia,  dirigiendo  a!  efec- 
to comunicación  al  ecónomo  encargado 
de  la  parroquia,  que  se  negó  á ello,  ea 
razón,  dijo,  á que  el  guardia  sólo  se 
na  Haba  casado  civilmente,  y no  podía 
verificarlo  sin  licencia  del  arzobispo;  en 
vista  de  lo  cual  se  le  requirió  de  nuevo 
con  la  prevención  de  proceder  á lo  que 
hubiere  lugar  en  justicia,  conceptuando 
su  negativa  como  un  acto  do  dosobedien’ 


ECLESIASTICOS.  [Jurisp,  penal). 


cia  á las  determinaciones  del  Juzgjiilo, 
Et  provisor  de  !a  diócesis  ordenó  al 
ecónomo  González  que  abriese  informa- 
ción , y si  aparecía  que  el  guardia  Nogal 
dió  alguna  muestra  de  arrepentimiento 
y dolor  debía  enlerrnrle  en  sagrado  con 
los  ritos  y ceremonias  de  la  Iglesia,  abs- 
teniéndose de  ello  en  caso  contrario;  y 
que  si  se  empeñase  fuerza  mayor  io  de- 
jara, sin  tornar  parte  en  el  acompaña- 
miento ni  hacer  sufragios;  mas  enmono 
se  presentaran  testigos  á declarar  sobre 
dichos  extremos,  insistió  e!  ecónomo  en 
su  negativa,  por  lo  que  el  Juzgado  mu- 
nicipal procedió  al  enterramiento  del 
cadáver,  al  cual  acompañó  con  seis 
hombres  más,  sin  la  asistencia  del  pres- 
bítero González,  quien  se  negó  diciendo 
no  podia  ronsentirlo  su  conciencia  y ór- 
denes superiores  que  tenia  al  efecto: 

instruida  la  correspondiente  causa, 
se  acreditó  en  ella  que  et  difunto  Nogal 
cumplía  regularmente  los  deberes  de 
cristiano,  llevando  un  escapulario  de  la 
Vírgt-n  sobre  el  pecho  cuando  murió: 
que  practicó  algunas  diligencias  para 
llevar  á efecto  su  matrimonio  canónico, 
si  bien  no  se  tMgó  á incoar  el  expediente 
a!  efecto,  y que  ni  él  ni  su  esposa  fue- 
ron requeridos  ante  notario  para  que  no 
vivienin  juntos:  el  ecónomo  D.  Félix 
González,  convino  en  f[ue  le  constaba 
la  buena  conducta  y antecedentes  del 
guardia  rL-tta!,  y que  no  sabia  so  le  hu- 
bieran hecho  tas  tros  amonestaciones 
prescritas  por  los  cánones,  ni  que  estu- 
viera separado  de  la  comunión  de  los 
fieles,  afiadieuiio  que  su  negativa  á dar- 
le sepultura  ecíesiásiiea  no  significaba 
desobediencia  á la  Ley  do  matrimonio 
civil  ni  á las  demás  del  Reino,  y que  so- 
bre ello  consultó  al  provisor,  á conse- 
cuencia de  una  circular  dirigida  por  el 
arzobispado  á tos  párrocos,  de  la  que  se 
continuó  ccrlificuciun  en  la  causa,  pre- 
viniéndose, entre  otras  cosas,  que  los 
que  Ue^preciilndo  la  doctrina  católica 

contrajeran  matrimonio  civil  y rehúsa- 

' * 

ran  ce  elu'ar  el  canónico,  quedaran  su- 
jetos á las  penas  de  privación  do  Sacra- 
mentos y sepultura  eclesiástica. 

Seguida  la  causa  por  sus  trámites,  la 


Sala  de  lo  criminal  de  la  Auiliencia  de 
Burgos,  apreciando  los  hechos  como 
delito  lie  desobediencia  grave  coiiipren- 
clido  en  el  art.  2G5  del  Código  sin  cir- 
cunstancias apreciables,  condenó  al  ecó- 
nomo á dos  meses  y un  día  de  arresto 
major,  multa  de  2ü0  pesetas  y acceso- 
rias, <^on^ignandü  tjue  no  era  aplicable 
la  amnistía  invocada  por  el  procesado. 

Contra  la  anterior  sentencia  interpuso 
el  Ministerio  lisml  recurso  de  casación, 
y también  e!  ecónomo,  citando  éste  como 
infringida  la  ley  de  arauisiía  de  31  do 
julio  de  1871,  el  ait.  21  de  la  Constitu- 
ción, que  consigno  la  libertad  religio- 
sa, y que  por  lo  tanto  atribuye  exclusi- 
vamente á la  Iglesia  católica  y á sus  mi- 
nistros el  derecho  de  conceder  ó dene- 
gar la  sepultura  eclesiástica;  cuya  in- 
fracción produce  como  consecuencia  la 
de  los  arts.  75,  82,  84  y 8ü  de  la  Ley 
del  Registro  civil;  el  arl.  2.°  del  decreto 
de  unificación  de  fueros  de  ü de  diciem- 
bre de  1808,  según  el  cual  es  de  la  com- 
petencia exclusiva  de  la  jurisdicción  de 
la  Iglesia  la  cuestión  relativa  á la  priva- 
ción ó concesión  de  sepultura  eclesiásti- 
ca; doctrina  además  confirmada  por  Rea- 
les órdenes  de  íi  de  octubre  de  1859, 
9 de  febrero  de  18G0,  11  de  marzo 
de  1867  y ií)  de  julio  de  1871  (I),  y por 
último,  el  art.  265  del  Código  penal  por 
no  bailarse  dentro  de  sus  prescripciones 
el  hecho  objeto  de  la  causa,  y el  art.  238 
del  mismo  Código,  cu  cuya  sanción  in- 
currió e!  juez  de  primera  iiislancia,  por- 
que sin  tener  atribuciones  trató  de  obli- 
gar ni  recurrente  á ¡iracticar  contra  su 
voluntad  actos  del  culto  caiótico. 

El  Tribunal  Supremo  declara  haber 
lugar  al  recurso  de  casación,  y casa  y 


ti)  Ijas  Ht‘alt‘.s  únJonrs  tfiii*  se  citan,  se  ha- 
iliiii  insertas  en  i;l  arlíeuiu  Ciíwsntiíiiiüb  v Se- 
pulturas (Je  nui'.síro  Dlecianario  de  ¡n 
tu'sírfifíon  cs;>aí7íj/n  cun  olios  irtiporlanles  do- 
cunienUis,  eiiiiT’  ellos,  vio  dietáine.T  einitiilo  por 
(d  tiscal  «te  la  tJ-Tinara  del  Iteai  Pal  rúñalo  en  3 
de  inar/.u  de  lom  j 111,  páj;.  i21;  y reco- 

mendamos su  esiudio  y el  de  la  consulta  del 
Consejo  de  listado,  que  se  inserta  en  la  pájí.  118 
del  mismo  tonui,  porque  la  vloetrina  canónica 
cu  (jiuí  se  apoyan , iÍiíiiií  y no  ^luedu  ménus  de 
tener  la  misma  autoridad  (|ne  en  léfiS  y que 
en  1859. 
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anula  la  sfintencia,  porque  el  ileüto  no  . 
es  el  del  art.  206,  sino  el  del  144  del  : 
Código,  y ésie  se  halla  comprendido  en 
la  arnoislia.  Dicen  así  los  funrlanientos 
en  cuanto  á )a  calif-icacion  del  delito: 

«Consiflerando  que  según  los  datos  con- 
sigJiado.s  y aiJtnilidos  cctno  prohadus  en  la 
senieíjcja  dicliuia  por  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  da  Burgos  eu  ‘¿\  de  iiicrzo 
de  1874  e!  hecho  de  que  se  traía  y por  ci 
que  eo  la  misma  se  condena  al  presiiílero 
Ó.  Félix  González  Alonso,  ejecula-lo  en  los 
dias  siguientes  A la  noclie  riel  15  de  junio  | 
de  1871,  se  reduce  á qce  liabiernio  sido  i 
muerto  alevosamente  el  gnariJi  civil  Julián 
Nngal^,  hallándose  en  la  reiorida  iioclie  des- 
emperiiiDfio  actos  dvf  sorvicio,  y á que  dis- 
puqsLd  por  el  Juzgado  iininicipaí  ía  inliuina- 
cion  de  so  cadáver  en  sepultura  ecje.siáslica, 
el  ecónomo  se  negó  á verificarlo  por 

sí,  I ajo  el  ¡irelexto  de  que  el  difunto  se  l)a- 
llaba  casado  civilmente,  sin  Jiaber  eelejjrado 
e!  mfilrirnonio  canónico: 

Gooside raudo  que  este  hecho  se  h?d!a 
comprendido  en  la  delÍDÍciiit)  y sanción  pe- 
•naJ  dei  art.  144  de!  Código  Yi-zente,  como 
dice  el  Mifiisterio  íiscnl  al  pre])arar  e!  recur- 
so en  U Audiencia,  porque.  !a  conducta  ob- 
servada por  el  procesado  se  limitó  á la  inol)- 
servíincia  por  su  parle  de  la  lev  que  le  man- 
daba dar  sepultura  ccb'sjaslfca  á un  cadáver 
de  la  comnmVm  caíólicn,  y no  ci  nin  supone 
el  mismo  Ministerio  en  esté  Supr-mo  Tnlm- 
nal,  en  la  del  art.  279  c/>í)  relación  á los  nú- 
meros primeros  del  2G3  y 250^  porque  no 
impidió  que  otra  autoridad  l is  ejecutara,  ni 

se  alzó  públicamente,  ni  empleó  fuerza  ijara 

alguno  lie  los  objetos  señala  ¡osen  los  delitos 

V ^ ^ ^ ¿ I I V y por  lo  lauto,  no 

provocó  la  ejecución  de  delito  alguno....  » 

(Seúl.  0 octubre  1874  — Gac.  8 noviembre 

pag.  183.)  ^ 

HI.  í^junas  al  GobicTno  en  comiüií- 
cacion  dirigida  por  «n  ecie&iáslir.o  á un 
ge  fe  económico. 

Con  fecha  26  de  setiembre  de  1875 
el  administrador  económico  de  la  pro- 
vincia de  Canarias  [lidio  al  gobernador 
eclesiástico  del  Obisfiado  de  Tenerife 
ciertos  antecedfinlHS  relativos  al  párroco 
del  Sagrario  de  aquella  diócesis,  3’ el 
hernador  eclesiástico,  en  oficio  de  51°de 
octubre  siguiente,  después  de  haber 
contestado  la  pregunta  que  se  ie  hacia, 
anadio  el  siguiente  párrafo:  «El  Gobier- 


[Jurisp.  penal). 

no  aetiinIjSÍ  bien  lia  suprimido  el  jura, 
mentó  á la  Constitución  d^l  Estado,  sin 
embargo,  muy  consecuente,  como  lo  son 
tudi  s los  Gublernos  liberales  tratándose 
de  la  lgle^ia,  ha  dejado  de  jiagar  su  do- 
tación al  personal  y niatenai,  que  era 
una  carga  de  juslicia;  fior  cuauiu  el  Es- 
tado, digno  emulo  de  la  cuailrilhi  ,íq 
José  Mana,  robó  cuantiosos  bienes  á la 
Iglesia:» 

Puesto  el  hecho  en  conocimiento  del 
fiscal  y presentada  por  éste  la  etmespon- 
dienle  querella  contra  el  referido  gober- 
nador eclesiástico,  se  siguió  la  causii  por 
todos  sus  trámites,  reconociéniiose  el 
procesado  autor  del  escrito,  diciiMido 
que  iiabia  estampado  aquellas  frases  por 
iiaberlíts  visto  en  libros  y discursos  pro- 
nunciados en  las  Cortes: 

La  Sala,  declarando  que  el  hecho 
conslituia  el  dererbo  de  injurias  al  Go- 
bierno de  la  Nación,  de  que  era  autor 
D.  Do  mi  Jigo  Cortés  y Sanrnarti,  le  con- 
denó en  ia  pena  de  cinco  me?es  Je  ar- 
resto mayor,  con  su  accesoria,  nueve 
años  de  iühabiütaciou  absoluta  temporal 
y pago  de  costas; 

interpuesto  recurso  de  casación  por  el 
procesado,  que  fundó  en  el  caso  l.°,  ar- 
ticulo 798,  Ley  de  Enj.  crim.,  citando 
como  infriügidos  los  arís,  1/',  209,474, 
208  y demás  cuncunlíinles,  el  Tril.-unal 
Supremo  declara  no  haber  lagar  ul  re~ 
curso: 

«Considerando  que  apreciadas  ,eri  coujim- 
tü  las  palabras  del  párrafo  deiuiiiciaih.i,  tie- 
iieij  indudahftíiTu-nte  el  sentirlo  ciitíu.sivti  que 
IdS  atribuyó  la  Sala  seíileuciadora,  y que  en 
su  virtud  no  lia  infringido  é.sla  los  arlícuios 
de.  Codigo  penal  que  cila  el  recurrí*  11  te.» 

(Sent.  13  iiovicmbre  1874.— Gao.  29  di- 
ciembre, pcíg.  2.37.J 

Consúltese  también  en  Coacciones, 
pág.  o97,  la  sentencia  de  l.°  rüü3'o  1874 
inserta  bajo  eJ  núm.  lU. 

ENCUBRIDOR.  [Caso  1.°  del  arl.  16 
del  Código.  Aprovecharse  de  los  aféelos 
del.  delito  fíon  conocimiento  de  la  perpe- 
tración de  este.)  Hemos  dicho  en  la  pá- 
gina 191,  que  es  una  circunstancia  que 
caracteriza  el  encubrimiento,  según  el 
artículo  16  del  Código,  intervenir  con 


post&yioi'idíld  á la  ejQCUcion  del  delito, 
leniendo  cotí oci miento  tle  su  perpetra- 
ción, de  algunos  de  los  modos  que  e! 

niiímo  artículo  señala- 

Uno  de  . estos  modos,  el  primero  que 
es  itajtvovecharse  por  sí  t?ií.swios  ó ot/u- 
daudod  los  delincuentes  para  que  se  apro- 
vechen de  los  efectos  dcl  delito puede 
ofrerer  la  siguienlfi  dilicultadí  Una  per- 
sona compra  un  objeto  que  ha  sido  rolla- 
do sin  conocer  esta  circunstancia  cuan- 
do hizo  la  compra,  y luego  de  estar  ya 
en  su  poder,  llega  á su  noticia  que  el 
objeto  comprado  lia  sido  robado,  ¿Utili- 
zándose de  este  objeto  incurrirá  en  res- 
ponsabilidad criniina)  como  encubridor 
dei  ladrón  ó burlador?  (1). 

E'íte  caso  ha  sido  resuello  por  el  Tri- 
bunal Supremo  á consecuencia  <le  liaber 
sirio  procesado  D.  Narciso  Parés,  por 
haber  cobrado  e!  cupón  de  un  título  de 
la  Deuda  consolidada  que  había  sido  ro- 
bado á l).  Francisco  Blanco  del  Valle. 
En  su  declaración  Pares  manifestó  que 
no  tenía  título  alguno  de  la  Deuda,  y que 
si  había  cobrado  aquel  cupón  como  otros, 
era  por  efecto  de  los  muchos  negocios  de 
esta  clase  que  se  le  encargaban  sin  re-^ 
cordar  la  persona  de  quien  lo  recibió  ni 
la  fecha.  El  acusador  privado  pedia  que 
se  condenase  á Purés  como  encubridor; 
pero  la  Audiencia  de  Mudriii,  de  con- 
formidad con  el  iiiito  dei  Juzgado  y con 
el  dicláinen  fiscal  sobreseyó  en  e)  asun- 
te, entendiéndose  por  ahora  respeclodei 
delito  de  hurto  de  título,  y libremente, 
con  relación  á Pares,  declarando  de  ofi- 
cio las  costas. 

El  acusador  privado  interpuso  recurso 
de  casación  que  fundó  en  los  casos  4.” 
y S."  dei  ari.  ’iOtS,  Ley  ile  Etij.  crim.  de- 
signando como  infringidos  lüSo53  y oí^9 
de  la  misma,  y el  10  del  Código,  por(|ue 
debía  calificarse  á Parés  de  encubridor 
del  hurto,  imponiéndole  la  pena  corres- 
pondiente, y haciéndole  responsable  ci- 


(.1)  No  viiinos  que  se  debn tieso  en  asta  causa 
el  alcance  drl  im.  122  Jet  OiW.iigo  penal,  según 
el  cual,  la  re.sliiucton  por  respotisabilifiafl  civil 
proctskMile  lie  deiilo,  .sellará  aunque  la  cosa 
se  halle  en  poder  de  un  tercero,  y é.sio  la  baya 
adquirido  por  un  medio  legal,  salva  su  repeli- 
eiüu  contra  quien  corresponda,  etc.,  etc. 


ENCUBUIDOR.  [Jurisp,  penal). 

vilmente  dé  las  consecuencias.  Pero  el 
Tribunal  Supremo  declaro  no  haber  lu- 
gar, estableciendo  la  doctrina  que  queda 
consignada  en  los  siguientes  funda- 
mentes; 


«Coiisidcrando  que  sesun  aparece  de  los 
tieclios  que  como  prohados  .*^6  C("in.sií4tian  en 
lii  sentencia  recurrido  et  procesado  I).  Nar- 
ciso Pavés,  cuaudo  presen bi  en  3ü  de  jimio 

de  1809  para  su  cobro  la  factura de  159 

cupones , entre  olios  ol  pruGedonlc  del  lítiiio 
á que  se  refiere  la  den  uncia  que  ha  tnolivndo 
esta  causa había  ya  adquirido  jior  ei'mpru 
con  el  descuento  acostunibradu  este  úliiaio 
cupón,  cuyo  origen  descuimcia  de  la  perso- 
na que  se  lo  presentara,  pagándolo  cual  solia 
liacerlo  con  otros  inncíics,  en  el  acto;  no 
luthiendo  prestado  aun  eiilónces  el  Parés  su 
primera  declaración  en  iiiclja  cansa , ni 
constando  tampoco  lorlavía  en  el  Colegio  de 
corredores  de  Barcelona  la  suslraocion  ó 
burlo  del  referido  litub': 

«Considerando  tpie  p^esupue^tqs  eso.s  he- 
chos, es  indudable  que  tíciia  y válidumenle, 
sin  incurrir  en  responsíYlniidiiil  criuiinai,  po- 
día Parés  adquirir  el  cupón  de  que  se  l.  ata 
cuaiiilo  le  compró;  y tjue  si  bien  cuando  le 
cobró  después  en  lo  de  marzo  i!e  1870  debía 
ya  tener  noticia  de  su  prncedeucia,  no  por 
eso  puede  calificársele  de  encubridor,  pues- 
to que  no  hizo  enlónces  má.s  que  reembol- 
sar.se  del  precio  que  diera  por  aquel  cmindo 
se  le  presentó  y lo  adquirió,  ignojando  su 
condición  , y que  do  ninguna  manera  puede 
estimarse  ese  liecbo  como  cniislitutitn  del 
a]'ri,ivecii!Uiiirinlo  de  que  iial>!a  ol  núm.  i.* 
del  art.  ÍO  del  Código  penal,  cu  que  se  des- 
cribe uno  de  los  mudus  do!  enc.iibrimii'nto: 

«Considerando,  que  nu  siemlo  liiclio  pro- 
cesado criminatmeiile  resfuuisable , según 
se  Im  demoslradn,  en  ningún  senlidoiii  con- 
cepto, por  lo  que  coucienie^  ó Loca  al  delito 
de  sustracción  ó hurto  del  título  que  ha  da- 
do lugar  á este  procedimiento,  es  bien  claro 
que  carece  a bsolul ámenle  de  iiiuse  y eslá  des- 
tituida de  fuiidameulo  Ja  cita  ó alegación  que 
el  recurrente  hace  de  la  disposición  conte- 
nida en  el  ca.so  5.°  del  art.  798  de  !a  referida 
Ley  de  En],  crim.: 

«Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  la  repetida  Sala  al  acorilar  en  la  senten- 
cia recurrida  la  libre  absolución  del  procesa- 
do 1).  Narciso  Paré-s  y ila.s  .se  ha  arregindo 
períecUuuenle  a lo  ilispuoslo  en  el  núm. 
lie!  art.  555  de  la  Ley  prti  visión  al  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  aplicable  al  hecho  de 
autos,  sin  que  por  consiguiente  haya  incur- 
rido en  los  errores  de  derecho  seliaiados  en. 


m ENVENENAJIIENTO.- 

los  casos  4.°  y 5.“  del  art.  798  de  diclia  Ley 
de^Eojiiiciamieiilo,  ni  infringido  tampoco 
ninguna  de  las  disposiciones  legales  que  ea 
tai  ronceptn  cita  el  recurrente.»  (Sent.  18 
octiilíre  1875. — Gac.  Í2  noviembre,  pági- 
na 80. J 

ENtf£NEHflM!EHTO.  Es  una  de  las  cir- 
cunstancias que  califican  el  asesinato, 
penado  en  el  art.  il8  con  la  cadena  tem- 
poral en  su  grado  máximo  á muerte. 

La  pena  correspondiente  al  delito  frus- 
trado es,  según  ia  tabla  demostrativa  del 
artículo  77,  el  presidio  mayor  en  su  gra- 
do máximo  a cadena  temporal  en  su 
grado  medio.  Cuando  el  culpable  prac- 
tica todos  los  actos  de  ejecución  que  de- 
berían producir  como  resultado  ei  deli- 
to, umfdeando  un  veneno  enérgico,  que 
llega  á tomar  la  persona  á quien  se  quie- 
re administrar,  y sin  embargo  no  sobre- 
YÍene  la  muerte,  ya  por  la  insuíieienle 
cantidad,  ya  pt^r  los  prontos  auxilios  dis- 
pensados (¡ue  hicieron  arrojar  inmedia- 
tamente !a  su^lauciu  nociva,  el  üoÜlo 
será  frustrado,  poríjue  nu  llegó  á consu- 
marse por  causas  itulcpendieates  de  la 
voluntad  d^l  ageuie.  Así  se  consigna  por 
elTrib  unal  Supremo  declarando  no  ha- 
ber lugar  ai  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Faustino  García  contra  sen- 
tencia de  la  Sala  de  lo  crimina!  de  la 
Audiencia  de  Albacete,  que  le  condenó 
ú quince  años  de  ca-lena  por  cada  uno  í 
de  dos  dtílitcs  frustrados  de  asesinato, 
con  una  circunstanci'i  agravante.  (Sen- 
tencia 2b  abril  1874.— Gac. ‘>9  iulio, 
pág,  42.] 

ESCALAS  GRADUALES  DE  LAS  PENAS. 

Heñios  (•' xa  mi  ti  el  do  y comeulado  en  jas 
págs.  1 1) i y siguientes  las  disposiciones 
del  Código  sobre  escalas  graduales  de  la 
penalidad,  y sobre  formación  de  las  de 
penas  froccion.idas  y compuestas  que  se 
señalan  en  una  furnia  no  prevista  en  las 
reglas  dot  on.  7(j,  indicando  los  deft-c-  ' 
tos  de  estas  y su  más  recta  ■ inteligencia  J 
y aplicación  de  acuerdo  con  la  jurispru- 
deneia.  Aquí  no  liaremos  sí  no  indicar 
brevemente  la  dcctritia  contenida  en 
otros  fallos  que  confirman  la  fíne  ya  te- 
nemos conocida. 

I.  De&cmso  de  la  ¡)enalidad  compueS”  j 


ESCALAS.  [Jurisp.  penal). 

ia  de  dof!  grados  de  una  misma  pena.~~~ 
Guardando  las  regios  de  analogía,  segun 
lo  prevenido  en  la  regla  o.*  del  art,  7b 
f/í*í  Código,  la  pena  inferior  en  grado  al 
presidio  correceioiml  en  sus  grados  me- 
dio y máximo  que  señala  el  art.  en 
su  núm.  i, es  la  de  presidio  correccio- 
nal en  stt  grado  ininÍ7no  y aí'reslo  mayor 
en  el  máximo;  y la  inferior  d eslu  es  el 
arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y 
medio  , ó sea  desde  «u  mes  y un  dia  á 
cuatro  meses,  divisible  como  la  anterior 
en  tres  periodos  iguales. 

Esta  es  la  doctrina  consignada  como 
fundamento  de  la  sentencia  de  l'i  de  fe- 
brero dtí  1874  (V.  HunTo)  , declarando 
no  haber  lugar  á la  casación  contra  sen- 
tencia dictada  por  la  Audiencia  de  Al- 
bacete. 

Y la  misma  doctrina  se  establece  res- 
pecto tie  la  penalidad  compuesta  de  dos 
grados  de  dos  penas  distintas,  ó sea  del 
máximo  de  una  y mínimo  de  la  siguien- 
te, en  sentencia  de  26  de  febrero  de 
187't  (1)  (Y.  Lesioines.) 

íl.  Auííí)í5£)  y desoejhso  de  la  penali- 
dad compuesta  de  tres  ó más  grados  de 
dos  penas.  La  pena  superior  al  arresto 
mayor  en  .su  grado  medio  d presidio  enr- 
reccional  en  el  mihiino,  es  el  presidio 
correccional  en  su  grado  medio  á presi- 
dio mayor  en  el  mínimo. 


uocirina  consignada  como  landamen- 
to  (le  bi  sentencia  de  3 de  febrero  de 
(Y.  Hurto)  , decbarando  no  haber 
lug.ar  á casación  en  causa  sobre  hurto 
(loméstico,  y de  las  otras  de  5 do  junio  y 
6 de  noviembre  del  mismo  año  (V.  Es- 
TAF.-\),  declarando  también  no  haber  [li- 
gara la  casación  en  causa  sobre  estafa. 

L.'tá  también  conforme  osla  doctrina 
con  nuestra  escala,  man.  21,  y con  las 
demás  del  cuarto  grupo  ó sea  de  penas 
compuestas  de  tres  ó más  grados  de  dos 
penas,  como  puede  verseen  la  pág.  199. 

ESCÁNDALO  PÚBLICO.  Entre  los  deli- 
tos contra  la  honestidad  que  son  objeto 


(1)  Confonnr;  esta  jurisprudencia  con  nues- 
Utis  escalas,  nunis  ¡b'í  á 4-,  cojn¡)n‘ndíi!a.s  en 
et  se.xto  grupo  (pág.  200;,  á ellas  nos  rernilimüs. 


ESCALDALO  PUBLICO.  {Jurisp;  penal) 


del  tít.  IX,  cap.  III,  lih.  lí  del  Código, 
se  cuentan  los  de  escándalo  público. 
Son  estos,  según  los  arts,  455  á 457,  el 
contraer  nuevo  matrimonio  según  la  ley 
civil,  bailándose  va  casado  canónica- 
mente  ó vice-versa  (I);  el  oTender  el  pu- 
dor ó las  buenas  costumbres  con  hechos 
de  grave  escándalo  ó trascendencia  , no 
comprendidos  expresamente  en  otros 
artículos  del  Código,  y el  exponer  ó 
proclamar  por  medio  de  la  imprenta  y 
con  escándalo  doctrinas  contrarias  á la 
moral  pública.  Hé  aquí  dos  casos  de  ju- 
risprutiencia  sobre  los  delitos  de  leá  ar- 
tículos 455  y 456: 

I.  Está  bien  comprendido  en  el  ar- 
tículo 456  del  CódiffO  el  hecho  de  poner- 
se d cantar  á la  puerta  de  la  casa  de  un 
vecino  cuartetas  dirigidas  al  mismo  y á 
sus  hijas,  usando  ea'presiones  ofensivas 
al  ho)wr  del  padre  y de  las  hjas,  lo 
mismo  cjue  al  pudor,  la  moral  y las  bue- 
nas costumbres. 

Calilicadú  así  el  delito  y condenados 
Serafín  Gfreía  y otros  por  la  Audiencia 
de  Valladolid  en  dos  meses  y un  dia  de 
arresto  mayor  y reprensión,  y Lucio 
Herrero,  menor  de  diez  y ocho  años, 
en  125  pesetas  de  multa,  y en  la  octava 
parte  de  las  costas  cada  uno,  interpu- 
sieron recurso  de  casación  citando  la 
infracción  dcl  art.  456,  porque  el  hecho 
debia  ser  calificado  de  falla;  y el  Tribu- 
nal Supremo  declara  no  baber  lugar  al 
recurso: 

«Considerando  que  según  los  beclios  con- 

signado.s  y aiiinitidos  como  probados las 

palabras  ofensivas  y los  cantares  (djscenos 
que  ios  jirocesailo.s  dirigieron  á K.  García  y 
S11.S  hijas,  no  sólo  constituyen  uu  delito  de 
injuria  contra  estas  personas,  sino  lamíiien 
el  definido  y penado  en  el  art.  45fi  del  Códi- 
go penal  vigente,  porque  con  diclias  [ta!a- 
bras  ofensivas  y cantares  nbscenos  ofemlie- 
ron  el  pudor  ó buenas  costunilíres  con  lie- 
chos  de  grave  escándalo  dado  por  la  po- 
blación: 

Considerando  que  aunque  por  el  primero 


(1)  La  celebración  de  Hiflíí'íinoníos  ilcfjales 
se  castiga  en  lus  irla.  486  al  4114  del  Códij^'o  vi- 
gente, que  concuerUan  con  el  3Gi>  d 404  del 
4 o 1850. 


455 

de  los  referido.s  hechos  no  pueden  ser  cas- 
tigados lo.s  procesailos  |iorf|nc  constituyen 
un  delito  privado,  que  no  puetle  perseguirse 
sino  á instancia  de  parte,  y E.  García  no  ha 
sostenido  una  quero! la  de  injurias  contra 
aquellos,  nn  surede.  |n  mismo  respecto  del 
segundo,  que  e.s  un  dclifo  público,  y e.slc 
tiene  su  sanción  penal  eu  el  Gádigo  vigente 
V su  arlícnlo  cilndo » (Sent.  8 ju- 

lio 1874. — Gac.  7 setiLunlire,  pág.  üil.) ' 

Jl.  Tentativa  de  escándalo,  ronsíí- 
tenle  en  practicar  dili yendas  para  con- 
traer matrimonio  dvil  un  rasado  cníid- 
nicumeníe.  La  pena  dd  arl.  4.55  sólo 
alcanza  en  sus  distintos  grados  al  cón- 
yuge que  intenta  abandonar  d su  con- 
sorte  y contraer  nuevo  v/ioín'moHío,  no 
á la  otra  persona  con  quien  se  proyecUi 
el  consorcio. 

Así  lo  establece  el  Tribuna)  Supremo, 
casando  en  parte  una  sentencia  en  el 
caso  siguiente:  Francisco  Gástelo,  que 
estaba  casado  canónica  mente  con  Juana 
Lodeiro  desde  1871 , acudió  con  i\h(in!e' 
la  .Montero  al  Juzgído  municipal,  soli- 
citando que,  próvios  ios  requisitos  lega- 
les, autorizase  el  matrimonio  que  inten- 
taban contraer.  La  Loileiro  acudió  al 
juez  municipa!  oponiéndose  ai  nuevo- 
matrimonio  de  su  marido , y al  juez  de 
primera  instancia  participándoie  el  fle- 
cho; y formada  causa  y seguida  por  sus 
trámites,  la  Sala  do  lo  cnininal  ile  la 
Audiencia  de  la  Coruña , Ciditicando  el 
delito  como  tenlaliv;i  de  escándalo,  con- 
denó á Gástelo  y la  Monleru  en  la  mulla 
de  125  pesetas  á c,ida  uno  y pago  da 
costas,  interpuesto  recurso  de  ca.siicion 
fundado  en  el  caso  art.  798,  Ley 
de  Enj.  crirn.,  y alegaiulo  la  infracción 
del  ari,  455,  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara no  haber  lugar  al  rccntsoon  cuaiuo 
á Gástelo  y sí  en  cuanto  á la  Montero: 

« Considerando  que  ia  pena  con  que 

castiga  este  tieclio  ul  art.  ídü  d(-l  Código  pe- 
na!, útdcameiUe  ateanza  en  .-íu.s  distintos 
grados  á la  persona  que  fndláiiiiose  un  ida  on 
matrimonio  religioso  indisoiuble  alcmiicna  á 
su  consorte  y contrae  nuevo  mal  .-i  moni  o, 
según  la  ley  civil,  con  otra  persona  ó vice- 
versa, aunque  el  nialrimonio  religioso  que 
nuevamente  contrajere  no  fuere  indisoluble; 
siendo  por  tanto  necesario  para  que  esista. 


ESTAFA.  [Jurisp.  petiaí). 


delito  en  el  Cü.sn  de  qne  se  trata,  el  requisito 
íníiíápaiisaljie  de  que  el  acusjulo  esté  unido 
anferiortm'nte  á otra  persnita  y la  aijantiuna: 

Y cíinsidt;rando  qite  si  hieu  Gástelo  se  iia- 
jlaba  casado  caüüuicarnenttí  ron  Juana  Lo- 
deiro,  A la  que  se  propuso  abandonar  cuan- 
do in tentó  contraer  nuiíriinonio  civil,  siendo 
por  esfi  procedente  la  declaración  de  su  cul- 
pabilidad y la  pena  que  se  le  impuso,  no 
puede  Ivfjalfnente  npn-ciarse  de  la  misma 
manera  el  hecho,  tun  relación  á Manuela 
Monleru,  la  cual  no  h^iaiia  anteriormente  á 
otro  lioiiilire  ctu*  hizo  alguno  conyupal.  es- 
taba en  coiij[)ifda  !íl>ert-ii!  para  casarse  cívil- 
mecle  sin  incurrir  en  la  penalidail  que  com- 
prende ol  citado  arí.  íó.-í  del  Codico.i)  ÍSen- 
Iciicio  JOdicicmhre  JS74.  — Gcc,  14  febre- 
ro, pá;:^.  51.) 


ESTAFA.  liemos  tratado  de  la  estafa 
en  la  fi.ic.  205,  comprendiendo  allí  Xlí 
casos  de  juri^prudericia;  vaquí  vamos  á 
continuar  ron  ios  siguientes,  que  son 
importantes,  en  cuanto  siguen  ayudan 
donosa  deslindar  los  limites  de  este  de- 
lito y iíel  de  falsilicacion  y hurto,  y á 

señalar  los  de  su  [jenalidad. 

Xlll.  Difercnt'ia  mire  el  delito  de 
esta  fu  y de  fulsificacinn.  el 

déla  o de  nlufa^  y no  e!  de  falsedad  de 
documentu  pruvjdo^  el  hecho  de  presen- 
tarse coa  un  pujad  ó carta  que  se  supone 

puesta  por  jiersoua  d>‘ terminada,  ú liom- 

01  e dn  (isiu j ij  oiileuer  osi  de  oirá  una 
cosa  ^ (oda  vez  qtie  eu  la  corla  ó papel  no 
se^  conlrakaya  ó ¡¡uja  la  letra ^ firma  ó 
Túbi  ¡cij.  de  la  persona  (i),  Pío  hoy ^ por 
tamo,  en  este  caso  doble  delilo,  m es 
aplicable  el  arl.  ÍIO  del  Código. 

Asi  lo  con.'^igna  el  Tribunal  Supremo, 
casando  y anulanilü  una  sentencia  do  la 
bala  iln  lo  criminal  de  la  Audiencia  de 
JVIadn.1  que  caliücó  y penó  como  dos 
uelilos  de_  f^^l^ilicacio^  y estafa,  en  el 
giiiílü  máximo  de  la  pena  corre.spondíen- 


(tj  Si  el  suponer  carta  ó papel  ríe  delerr 
nada -persona  sin  con iraliacer  su  letra,  íirm; 

rubrica  cuino  rncfiio  de  cometer  el  delito  de 

dvlito  y no  e)  Je  fa 

!-,rí  n í 'Oís roo  modo,  oí  hecho  de  fals 

íímí.h  privado  con  ánimo  de  !uc 

íais.a„7y  iir oi  d«,rr'rr“"'" '' , 

el  a, 11..,^ CViet 'T 
«I  mim.  lY,  pag.  2ü4  y el  XI,  pág.  207. 


te  ai  delito  más  grave,  con  arreglo  a[ 
art.  90,  el  íiecho  de  haberse  presentado 

Benito  Salamanca  con  una  carta  supups* 
la,  pero  sin  co  otra  hacer  letra,  firma  ni 
rúbrica,  para  que  el  portero  de  una  casa 
le  entregase  el  plomo  de  unos  canalo- 
nes. (Seut.  14  febrero  1874. — -fíne.  18 
mayo,  jiag.  JdÜ.) 

XIV.  Pena li d ad  de  la  es l a fa  e n ea 7i (i- 
dad  mayor  de  lOü  pesetas  y menor  de 
2 500,  con  una  circnnslancia  «.qrut’f/íi/f?. 
A' o 5(?  infringen  el  arí.  83  ni  í¿o47,  )ii¿- 
mero  2.*,  castigándola  con  veinte  meses 
de  prisión  correccdonal  (1). 

Consigna  la  doctrina  dei  epígrafe  el 
Tribunal  Supremo,  y declara  no  lialier  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
José  Alvarez,  procesado  por  dicho  deliio, 
citando  como  infringido  el  arl.  83  del 
Código  por  no  haberse  aplicado  sus  dis- 
posiciones al  caso,  toda  vez  que  no  exis- 
tiendo más  que  una  circunstancia  agra- 
vante no  es  lógico  imponer  al  ¡i  rocosa  do 
mayor  pena  que  el  grado  mínimo  del 
grado  máximn  de  la  penalidad  mareada 
en  el  Código.  Los  fundamentos  de!  fallo 
de  no  haber  lugar,  dicen  : 


«Gonsiderando  que  de  lo^  hechos  con.sig- 
iiíidos  y admilidos  cumu  (troliíidos  en  lu  sen- 
tencia dictada  por  ki  Sala  délo  criminal  ite  la 
AiiditíMcia  di' (j.sta  capihil  tqinrcce  queJiusó 
■Alvarez  Valvt-rdo,  (tcijltaiuln  un  Inilludeires 
que  liabiti  Sacario  de  ta  estación  del  ferro- 
carril tUd  Mcdiiidia,  con  encargo  de  entre- 
garlo.'í  á su  duetio,  y rin  presentando  mis  que 
dos,  c importando  147  pesetas  los  efectos 
que  conienia  ol  que  retuvo  eu  su  poder,  co- 
metió el  dfdito  de  eslafa,  definido  y pena- 
do eu  el  ítrL  547,  núin,  2.^^,  por  exceder  el 

importe  de  la  estafa  de  100  nesetas  v no  pa- 
sar de  2.500: 

Cansiderando  que,  conforme  á lo  que  en 
el  cilfirlo  íirtícnlq  se  dispone,  la  pena  enrres- 
pondienle  al  referido  delito  es  la  de  arresto 
mayor  en  sn  grado  merlio  á presidio  correc- 
cional en  el  mínimo,  la  cual,  como  se  cern- 
potie  de  tres  gradn.s  correspondientes  á do.s 
distintas,  debe”  ser  dividida  en  tres  períodos 


_ (1)  El  art.  83  no  es  aplicable  para  la  divi- 
si-on  do  las  jietias  compuestas  do  tre.s  grados  d« 
düs  uiijiintas,  siriü  el  Oy  conforme  á la  jurispru- 
dencia del  mismo  Tribunal  Supremo. 


ESTAFA.  {Jnrisp,  penal).  457 


iguales  f i)j  y que  sieotio  reiacidenle  José  Al- 
varez  Valvenleeu  delito  de  la  niisniaesiiei'ie, 
COMIO  aparece  dts  los  njistnos  Ir-cIuis  acliiiili- 
dos  como  probados,  debe  íiniiuDérscle  cu  el 
último,  que  es  lo  mismo  en  el  máximiuu  de 
ios  referidos  tres  periodos  que  alcauza  Imsla 
vcinlioclio  meses  de  presidio  correccional; 

Y cootiderando  que  ludiendo  impuesto  la 
Sala  sentenciadora  veinte  meses  de  dicho 
presidio  no  lia  iul'riugiiio  el  arl.  83  citado 
por  el  recurrente,  ni  lia  incurrido  en  el  error 
de  derecho  que  seríala  el  caso  5.*^  del  art.  -i.® 
de  la  ley  de  18  ile  junio  en  que  apoya  su  re- 
curso.» (Sont.  18  febrero  1874. — Gac.  18 
mayo,  pág.  133.) 

XV.  No  es  reo  de  estafa  segiin  el  » li- 
mero l.°  del  art.  548  el  que,  cu  garantid 
de  un  /í7’í?.s'írtmo,  hipoteca  una  fnea  de  sk 
propiedad  con  linderos  delerrninados, 
aunque  resulte  tener  menor  cabida  que  la 
eoepresa  en.  el  contrato',  g calificando  el 
hecho  corno  delito,  se  incurre  en  el  error 
de  derecho  d que  se  refie}  e el  caso  í.°  del 
articulo  798  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  in- 
frxvgiendo  el  citado  artículo  del  Có- 
digo, 

Así  se  establece  declarando  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación,  y casando  y 
anulando  una  sonieneia  de  la  Audiencia 
de  Granada: 

«Considerando  que  cl  mutuatario  no 

aparentó  bienes,  crédito  ni  negociaciones  de 
ninguna  esjieeie,  ni  se  valió  de  ningún  otro 
eiigiino  equivalente  al  liipolecar  im  inmue- 
ble que  era  suyo  con  Iíül  erus  recouocidos  y 
que  estando  en  el  arbitrio  del  acreedor  cer- 
ciorarse de  la  calidad  y cabida  de  la  linca 
á 11  tes  de  aceptarla  garantía,  de  ningún  modo 
puede  atribuir  á su  deudor  que  le  hubiere 
engañado,  ni  usado  de  verdadero  fraude  en 
el  c'tudrato  hipotecario.»  (Sent.  27  mar- 
zo 1874. — Gac,  13  julio,  pág.  9.J 

XVí.  D iferencia  entre  la  estafa  y el 
hurto.  No  incurre  en  el  delito  de  hurto  el 
cr%ado  á guien  su  amo  entrega  h«  billete 
del  Banco  para  cambio  á metáUco,  y 
se  apropia  ó distrae  dicha  cantidad,  y 5Í 


|1)  No  es  esta  la  doctrina  sobre  división  es- 
tablecida por  el  Tribunal  Siiproino,  como  pne- 
de  verse  en  la  sen  leticia  de  15  de  marzo  do  187Í, 
página  28,  y 9 de  diciembre  de  1873,  pág.  366 
y- en  otras.  Véase  el  ¿reve  comentario  ae  la  pá- 
filna  378. 


en  el  de  estafa  con  arreglo  al  nútn.  5.'^  del 
articulo  548  del  Código  (1 ). 

La  Audiencia  do  Madriil,  califican  Jo 
cd  liocho  indicado  en  el  rpígrsfo  como 
estafa  penada  en  el  número  5.'‘  Jcl  ar- 
ticulo 548  del  Código,  impuso  á iMigue! 
Varas,  cinco  ine.^es  de  arresto  nuiyurcoQ 
su  accesoria  y costas  igrado  iuedii-  de  la 
pena).  El  Minislerio  tiscal  inter[ui'0  re- 
curso de  casación,  sosteniendo  que  debía 
calificarse  el  hecho  como  Invio,  y el  Tri- 
buna! Supremo  deciara  no  haber  lugar 
al  recurso,  consignamlo  la  ducirina  del 
epígrafe.  (Sent.  25  mayo  1874.— Ga- 
ceta  13  agosto,  pág.  84.) 

XVII.  Tres  delitos  de  estafa]  dos  en 
cantidad  mayor  de  H)0  pesetas,  y otro 
que  no  exced>ó  de  esta  suma,  con  la  cir~ 
cimsiancia  califirulivn  de  reincidencia. 
Castigados  estos  dcíitús,  con  cuatro  años 
y seis  meses  de  prc.iidxo  corrección  al  los 
dos  primeros,  y con  un  año  el  i'(//  j7íiíj,  iio  se 
incurre  en  error  de  derecho,  ni  se  infrin- 
gen los  arts.  547,  páí  rufos  l y 2.“,  y u43, 
párrafo  5.° 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  haber 
lugar  ai  recurso  de  casación  contra  sen- 
tencia de  la  Sida  do  ¡o  criminal  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  ea  causa  contra 
José  Maximiliano  I.,opez,  que  fingiéndose 
comisionado  de  D.  Loureann  Sorni  con 
Carla  fingida  de  éste,  Sticó  varias  lelas  y 
sabanas.  (Sent.  15  octubre  1874. — Ga- 
cela ^8  Qoviembie,  pág.  !2Ü1.; 

XVI II.  Ejerciein  de  la  «cf’ío?»  civil 
previamente  á la  penal.  El  hecho  de  de- 
clarar una  persona  haber  vendido  á otra 
dos  aderezos  que  se  detallan,  en  la  canti- 
dad í/e 2.500  rs.,  los  cuales  conservaría 
en  poder  en  clase  de  depústto,  y sí  á 
ios  dos  meses  no  devotvta  dicha  cualidad 
que  tenia  recibida,  dtspondtia  el  compra- 
dor de  ellos  como  suyos,  no  constituye  el 
verdadero  depósito,  para  el  efecto  deper- 
seguir coíno  reo  de  estafa  al  vendedor  que 
no  eniregaen  siidia  las  alhajas^  toda  vez 
que  no  se  obligó  d devolverlas  precisamen- 
te sino  estas  ó su  ;j/  <í<;ío,  y que  el  vende- 
dor no  niegue  los  hechos.  Antes  que  la 


(1)  Véase  el  núm.  V,  plj.  204. 
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mcion  penal  en  este  caso^  deberán  ejercí-  ' 
iarse  las  civiles  que  sean  conducentes. 

DeclaraDíío  el  Tribunal  Supremo  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
pues[o  por  D*  José  María  Soriano,  con- 
tra sentencia  que  le  condenó  como  reo 
tie  riefraudacion  por  medio  de  engaño, 
con  arregio  á losarls.  548  y 554  dei  Có- 
digo, consigna  como  fundamento  la  doc- 
írina  dei  p [Jigra fe.  (Sent.  20  octu- 
bre 1874.— (7rtc.  3 diciembre,  pág.  212.) 

XIX.  El  alcance  en  lina  cuenio  que 
no  se  niega  y que  se  explica  por  perdidas 
ó equivocaciones^  no  es  la  distracción  ó 
apropiación  de  dinero  ajenOy  recibido  en 
aepósiio,  rf/»iMioíí  ó administración  6 por 
otro  titido  que  produzca  obligación  de 
entregarlo  ó devoherlo  (1). 

Declara  el  Tribunal  Supremo  haber 


ESTAFA.  [Jurisp,  penal). 

pesetas  y parte  de  costas.  El  procesado 
interpuso  recurso  de  casación,  negan- 
do el  delito  de  estafa,  discutiendo  U 
pruelia  y citando  infracciones  varias  que 
el  Tribunal  Supremo  uo  e.stima,  oienién- 
dose  á los  beclios  corno  se  declaran  pro- 
bados (1).  (Seut,  13-15  enero  1875.— 
Gacetas  29  y 3ü  marzo,  pág.  65.) 

XXI.  Enajenación  de  cosa  ajena  fin- 
giéndose dueño.  Incurre  en  el  delito  de 
estafa  comprendido  en  el  art.  550  del 
Código  el  que  vende  una  finca  que  fue' 
suya,  pero  que  dejó  de  serlo  por  habe'r- 
seia  enajenado  el  Juzgado  en  un  juicio 
con  citación  del  í?iÍA'mo  dueño. 


lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Manuel  Guzman,  recaudador  que 
fue  de  contribuciones,  en  causa  que  se 
le  formó  por  un  alcance  de  2.048  pese- 
tas que  se  obligó  á satisfacer  por  men- 
sualidades, y se  consigna  como  funda- 
mento la  doctriria  del  epígrafe  y que  al 
aplicar  al  caso  ile  autos  íos  arts.  547, 
número  2 ",  y_5'(8,  núm.  5.",  la  Sala  los 
ba  infringido  incurriendo  en  el  error  de 
derecho  del  atl,  798.  (Sent.  1."  di- 
ciembre 1874.  — Gac.  25  enero,  pá- 
gina 25.) 

XX,  Penalidad  de  la  estafa  rfe  9iO 
pesetas,  comprendida  en  el  caso  segundo 
del  (ui.  517  del  Gódigosin  circunslancias 
aieniianiesni  agravantes.  Díutsíon  de  la 
penalidad  compuesta  de  (res  grados , de 
dos  penas  distintas,  como  la  del  2." 
dcl  art.  547,  que  impone  el  arresto  ma- 
yor en  su  grado  medio  á presidio  correc- 
cional en  el  minimum. 

La  Audiencia  de  ia  Coruña,  calilican- 
do  corno  expresa  el  epígrafe  el  delito 
imputado  á D.  Manuel  Martínez  Alfaya 
)e  condenó  en  diez  y odio  meses  de  pri- 
sión correccional  (deberá  ser  de  presi- 
dio), accesorias,  i'tíslitucioQ  de  las  910 


(1)  Véanse  Us  sentencias  de  19  de  ahril 


Así  se  establece  declarando  no  babor 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Doña  Rosa  Fernandez,  á quien  co- 
mo culpable  de  cliclio  delito  , sin  cir- 
cunstancias apreciabitís,  se  la  impuso 
por  la  Audiencia  de  la  Coruña  la  pena 
de  dos  meses  de  arresto  mayor  y multa. 
(Sent.  20  abrU  1S75.  — tícíi.  3 junio, 
pág.  127.) 

XXU.  La  pena  superior  al  arresto 
mayor  en  su  grado  medio  al  presidio 
correccional  cn  el  minimo  para  la  estafa 
que  excede  de  lOü  pesetas  y no  pasa  de 
.2.500,  siendo  los  culpables  dos  ó mdsve~ 
ces  reincidentes , conforme  al  art.  510, 
es  el  presidio  correccional  en  su  grado 
medio  al  mayor  en  el  minimun.  El  gra- 


(1)  El  Tribunal  Supremo  está  sólo  llamado 

en  lo.H  recursos  de  casación  á examinar  Jos  fun- 
ciamoiUos  del  recurso,  el  error  de  doreclio  in- 
vocado y las  leyes  que  so  supongan  infringidas. 
Si,  pues,  el  recursu  de  casación  inlerjiuesto  en 
esta  c.iusa  se  hubiera  ruridado  cn  el  caso  5.* 
de!  ari.  798,  y se  hubieran  cilado  corno  in- 
fringidos el  art.  47  en  su  p;írr.afo  2."  y la  re- 
gla t."  dfc’l  art.  82,  por  haberse  aplicado  la  pena 
en  un  grado  superior  al  que  cürres|ioíide,in- 
d udablenien te  el  Tribunal  Supremo  ji tibiera 
examinado  este  punto  y babria  casado  y anu- 
lado la  sen lencia , fiorque  según  la  calíJicaciou 
que  la  Sala  de  ia  Auiliencia  hizo  dcl  delito,  de- 
bió aplicare!  grado  medio  de  la  pena  señalada 
al  misnji),  y ósta  era  de  cimíro  meses  yundia  d 
sets  meses  de  arresto  mayor,  salvo  que  cu  vez 
de  bacer  Ja  división  con  arreglo  al  art.  98  cumo 
*a  iurisprud'uicia  del  Tribunal  Supremo  tiene 
eslablecido,  se.  baga  cojifornie  al  art,  83,  asun- 
to que  hemos  tratado  ya  repelida  mente  en  este 

en  A iuiesto,  ' págs.  29  j 
ooo,  y á que  se  reliero  la  nota  de  la  pág.  30, 


ESTAFA. — ESTUPRO.  {Jurúp.  penal). 


do  medio  de  esia  penalidad  es  el  presidio 
corrcccioHíil  en  ^rado  ludscitno. 

En  13  de  marzo  de  1N74  se  presentó 
Benito  Warlio  en  ei  establecimiento  de 
joyería  de  D.  Félix  Saniper,  y con  una 
carta  supuesta  del  .Ministro  de  Fomento, 
obtuvo  un  aderezo  que  ha  sido  tasado 
en  í)  á 10.000  rs.,  que  empeñó  en  1.&00, 
y luego  vendió  en  lüO  rs.  la  papeleta  de 
empeño. 

La  Audiencia  de  Madrid,  teniendo  en 
con.=íi(lerücior)  que  no  Itahia  existido  con- 
tra coi  o n de  firma  ó ficción,  comprendi- 
da en  el  íirt.  314  del  Código,  puesto  que 
la  rarta  ni  áun  aparecía  suscrita  con  el 
nombre  del  Ministro,  calificó  el  hecho 
de  estafa,  y por  ser  dos  veces  reinciden- 
te  el  procesado  ie  impuso  cinco  años  de 
presidio  correccional.  El  procesado  in- 
íerjíuso  recurso  de  casación  [lor  infrac- 
ción de  ley,  que  fundó  en  el  núrn.  5.°, 
artículo  7tlS  Ley  de  Enj.  critn.,  por  su- 
ptuicrque  50  le  a|iiiró  lo  pena  en  el  gra- 
do máximo  y no  en  el  medio  como  cor- 
respondia;  y el  Tribunal  Supremo  de- 
clara no  haber  lupar  al  recurso,  consig- 
nando la  doctrina  del  epígrafe,  y por 
tanto  que  no  incurrió  la  Sala  en  error 
de  derecho  (1).  {Sent.  5 junio  1875. — 
Gnceta  15  agosto,  pág.  íáO.) 

XXIlí.  La  misma  docirina  se  establece 
Gil  Ciro  caso  análogo,  y lan  análogo  que  es 
el  niisinri  Benito  Martin  t;l  procesado,  el  mis- 
ino D.  Benita  Félix  Samper  el  estafada,  íin- 
gitíudo  llamarse  José  Leiva  y .ser  lierranno 
(k‘1  .*;ecrctarÍo  del  MinÍ.stro  de  Ftimento,  he- 
cho üue  tuvo  también  lugar  el  mismo  din  13 
<le  marzo  de  1874.  Fi  fiimlamcnlo  del  re- 
curso era  idéntico  6 idénticos  los  dei  fallo 
tío  no  iniber  lugar  á casación.  (Sent.  0 no- 
viembre 1875.— G’ac.  30  noviembre,  pági- 
na 94. ) 


lificarlo  ujf  la  Sala  sentenciadora  íbr— 
ciírre  en  error  de  derecho  con  in fracción 
de  aquel. 

Consígnalo  así  el  Tribunal  Supremo 
declarando  haber  lugar  at  recurso  de 
casación,  y casando  y anulando  una  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Granada,  dic- 
tada en  causa  iniciada  por  querella  de 
D.  Luis  Ramírez  contra  I).  Francisco 
Balastegui.  (Sent.  14  octubre  1875. — 
Gac,  i2  noviembre,  pág.  73.) 

XXV.  DelUo  frustrado  de  estafa  en 
cantidad  mayor  de  2.500 jmsf’ío.'í  por  dos 
culpables  y uno  de  ellos  procesado  anie^ 
riormenie  por  dos  delitos  de  estafa.  Cons- 
tituye delito  frustrado  de  estafa  y no 
tentativa ^ el  hecho  de  presentarse  en  el 
ferro-carril  d recoger  dos  bultos  de  gé- 
neros de  co7nercio  con  el  /u/ort,  que  no  se 
sabe,  si  fue'  eactraido  del  carreo^  y no  ha- 
berlo conseguido  por  teñi  rlos  ya  retirados 
la  casa  á que  venían  consignados,  puesto 
que  los  culpables  practicaron  todos  los 
actos  de  ejecución  que  debería  producir 
el  delito,  y no  se  produjo  por  causas  in- 
dependientes de  su  voluntad  (1). 

Así  lo  establece  ei  Tribunal  Supremo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  contra  sentencia  que  condenó 
como  reos  de  delito  frustrado  al  proce- 
sado, dos  veres  reincidoTUe,  á dos  años 
y cuatro  meses  de  presiilio  correccional, 
y al  otro  en  cuatro  meses  de  arresto  ma- 
yor. (Sent.  3 enero  1876. — Gac.  31 
enero,  pág.  49.) 

ESTUPRO.  Hemos  definido  e!  estupro 
en  la  pág.  203,  adonde  nos  remitimos. 
Allí  se  encuentran  dos  fallos  del  Tribu- 
nal Supremo  que  establecen  doctrina 
sobre  el  asunto,  y lié  aquí  otros: 


XXIV.  Negativa  de  haber  recibido 
una  cantidad.  La  negativa  de  haber  sns- 
cnto  ó firmado  un  ífocfí?nf;n/o,  y de  ha- 
ber recibido  la  cantidad,  ü que  el  mismo 
Se  refere,  constiluye  el  delito  de  estafa 
previsto  y penada  por  el  núrn.  5.®  del  ar- 
ticulo 548  del  Código  penal,  y al  no  ca- 


lir.  Exímoion  déla  arción  penal  por 
el  perdón  dé  la  parle.  Se  comete  error  de 
derecho,  y se  infringe  el  penúltimo  pár- 
rafo del  arl.  403  del  Código  penal,  con- 
thuundo  una  causa  de  í’5fít/í?*o  despties 
de  presentada  la  primera  copia  de  una 
escritura  pública  de  desistimiento  de  la 


ill  Véaso  riic-stra  escala,  núm,  21,  pA- 
pina  lílVl,  y la  penalidad  séliina  de  la  labia  si- 
ii(>]}rica  de  la  pá¿.  273. 


I (1)  OonsiiUesc  también  la  sentencia  de  5 d* 
I abril  de  1873,  mi  ni.  X,  pág.  áUü, 
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acción  enlabiada,  aunque  la  parte  que- 
reliante  no  se  ratifique. 

En  causa  soLre  estupro,  fallada  ya  en 
primera  instancia,  y Ijallándose  en  la 
Audiencia,  presentó  el  acusado  la  copia 
fehaciente  de  una  escritura  pública  otor- 
gada en  28  de  octubre  de  1872,  por  la 
que  la  querellante  y su  madre  desistie- 
ron y se  apartaron  de  la  acción  enta- 
blada, renunciando  á lodo  su  derecho, 
C"mo  acordarla  por  la  Sala  la  ratificación 


ESTUPRO.  (Jurisp.  penal). 

hubiera  por  lerniinada  la  causa,  la  Sala  sen- 
tenciadora, al  mandar  la  prosecución  ñe  la 
niisina  hasta  dictar  senlericia  coiidenaioria 
cometió  un  error  de  derecho  coinprendifio  en 
el  caso  sobredicho; 

Ccmsidfi ramio  que  las  contestaciones  liadas 
por  la  parte  querellante  para  dejar  de  cum- 
plir lo  pactado  en  aquella  escritura  púhJica 
resistiéndose  í3  raííiicarse  en  ella,  no  podía 
desvirtuar  e!  absoluto  dosistiniienlo  y penloa 
que  aquella  contenía  sin  ninptina  limitación 
y que  por  consecuencia  la  Sala  sentencíarlo- 
ra,  dando  efectos  legrdes  á esa  ipisina  falta 


de  [as  otorgantes,  manifestaron  madre  é ' de  ratificación  en  una  escritura  solrnineque 


hija  que  no  se  ratificabau,  añadiendo  la 
madre  que  la  razón  era  no  liaher  cuni- 
:)li(Íu  N.  su  pahdira  de  casamiento,  dicto 
a Síilíi  sonleficia,  vistos  los  arts,  458, 
404  y otros,  condenando  al  acusado  eu 
cuatro  meses  de  arieslo  mayor,  acceso- 
rias, á dotar  á !a  ofendida  en  cantidad 
de  l.oOO  pesetas,  á reconocer  y man  te- 
ner la  prole  y en  las  costas. 

El  acusado  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  fundado  en 
el  núm.  l.°,  art.  4.®,  Ley  de  casación,  y 
cuaiiiio  como  inl'riugido  el  párrafo  cuarto 


ñola  necesitaba,  infringía  ei  precitado  ar- 
tículo 4t)3; 

i> 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
i mes  haber  lugar  al  recurso  de  casíiciim,  etc. 

■ (Sciit.  16  junio  1874. — Gac.  '26  agosto,  pá- 
i giua  i 1 í).j 

IV.  La  pi'omesa  de  matrimonio , no 
cumjilida,  constituye  el  engaño  d que  se 
ref  ere  el  nrL  458  del  Código  penal ;jarrt 
castigar  el  estupro. 

Interpuesto  recurso  de  casación  con- 
tra sentencia  condenatoria  en  causa  de 
estupro,  el  recurrente  invocaba  como 


del  4(j;í  del  Código,  por  no  haberse  dado  . ^ , 

por  terminado  el  proceso  con  el  [lerdon  | 'fR/^ngido  el  art.  458,  puesto  que  el  en- 
de fíi  parte;  y cmi  efecto  el  Tribunai  Su-  í á (jue  se  refiere  y que,  constituye 


prerno  casa  y anula  la  sentencia  consig- 
nando como  fundamentos  los  siguientes; 

((Considera ndu  que  es  procedente  el  re- 
curso de  casación  con  arreglo  al  caso  J del 
arl.  4,°  de  la  ley  que  lu  ha  establecido, 
cuando  los  hechos  admitidos  en  la  sentencia 
se  caliliijuen  como  delitos,  no  siéndolo  por 
circunstancias  [mslerieresá  su  ejecución  que 
impidan  pumirfo: 

Cunsidcraijilo  que  eu  las  causas  sobre  es- 
tupro cd  perdón  de  la  parte  ofendida  extingue 
Ja  acción  prnial,  y tijinhien  la  pena  misma  si 
ya  Imbiesesido  iiripue.sia  al  culpable,  á tenor 
de  lo  dispue.slo  eu  el  penúltimo  párrafo  del 
ürt,  4(>3  (Itíl  Códitío  penal; 

Coüsideraudo  que  habiéndose  presentado 
eo  i„st;„,c¡a  por  el  prSeesedo  la 

pi  uñera  copia  lo  ha  cien  te  de  una  escritura 
publica,  en  virtud  de  la  cual  la  parte  quere- 
iaute  desistía  y se  apartaba  de  la  acción  en- 
laplaila,  dejando  absolutamente  libre  do  toda 
respousabiliilad  al  procesado,  sin  imponerle 
ondiciun  11!  restricción  de  ninguna  especie, 

ariifesUnclo  además  que  la  presentación  de 

PÚl^bco  y solemne  fuese 


el  delito  no  es  la  promesa  anterior  ó pos- 
terior de  matrimonio,  sino  !a  falacia  ó 
‘seducción  empleadas;  y el  Tribunal  Su- 
premo declara  no  haber  lugar  al  re- 
curso: 

«Considerando  que  consignado  terminan- 
teinenie  eu  la  sentencia  impugnada  que  pre- 
cedió á la  comisión  del  delito,  la  promesa  de 
matrimonio  á ta  ofendida  por  parte  del  ofen- 
sor para  llevar  á cabo  su  iiiíd  propósilo,  y sin 
que  aquella  se  Imbiese  cumplido,  esta  cir- 
cunstancia determina  ia  falacia  con  que  se 
Jiizo  y la  seducción  ern[ileadíi  por  tal  medio; 
circunstancias  que  son  las  que  ca-'-liga  la  ley, 

y fueron  las  que  concurrieron  eu  el'  caso  de 
autos: 

Considerando  por  lo  expuesto,  que  la  Sala 

núblicíi  pti'vírhi  I u '»■  Ti  — sentenciadora  al  cfdificar  el  delito  y aplicar 

liaDtf  !l’e, istia  V se  srr ' ifin  ‘““rrido  en  ei  error  de  Heíeclio 

íni.i..  1..  ‘i”'  \ P'frtaba  de  la  acción  en-  ¡que  se  pretende  en  elTccurso,  (Seiit.  7 

octubre  1874.— í?ac.  27  uoviembre,  pági- 
na i9S.]  ' ‘ 

La  misma  doctrina  se  contiene  en  otro 

bastante  ñor  Vi' ^ iuese  1 fjillo  de  8 abril  de  1875  , inserto  en  la 

por  solo  para  que  desde  iuego  se  I Gaceta  de  H de  mayo,  pá¿.  115. 


ESTUPRO.— EXACCIONES 


No  se  itifríuffe  el  ovt.  453  del  Có- 
digo penal  que  castiga  el  estupro^  cuando 
de  los  hechos  que  consigna  en  su  fallo  la 
Sala  sentdnciadoraf  no  aparece  que  in- 
te7'viniera  engaño  por  parte  del  acnsadOj 
en  el  caso  de  ser  ciertas  las  relaciones 
deshonestas  que  se  suponen  con  la  joven 
de  ligera  conducta  iV.,  pues  ni  consta  que 
mediase  promesa  formal  de  matrimonio, 
ni  ningún  otro  molioo  que  pudiera  pro- 
ducir el  engaño. 

Declarando  el  Tribunal  Supremo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación,  con- 
signa como  fundanienlo  la  doctrina  del 
epígrafe,  teniendo  en  cuenta  el  núm.  2.” 
del  art.  798  de  la  Ley  de  Enj.  crim. 
(Sent.  14  mayo  1875.  — Gíic.  22  junio, 

pág.  1B5.) 

YI.  Para  el  estupro  que  castiga  el 
pári'iifo  3.°  del  art,  4o8  del  Código,  has- 
ta que  la  mujer  sea  77uiyor  de  doce  años  y 
menor  de  y^tníiím,  de  buenas  costumbres 
y concurrir  el  engaño,  que  le  constituye 
el  negarse  á cumplir  lapromesa  de  matri- 
monio. Condena  del  procesado  ü dolar  á 
la  ofendida,  d reconocer  y mantener  la 
prole  rectijicando  la  inscripción  en  el  Re- 
gistro etc. 

Instruida  causa  sobre  estupro  por 
querella  que  dedujo  el  abuelo  de  laofon- 
uida,  se  acreditó  que  el  acusado  sostuvo 
una  larga  y animada  correspondencia 
con  la...,  prometiéndola  constantemente 
casarse  con  ella:  que  visitaba  con  fre- 
cuencia y confianza  la  casa  de  la  misma, 
sin  que  se  la  atribuyeran  relaciones  con 
olrosugeto  en  aquella  época,  siendo  per- 
sona de  buenos  antecedentes;  y que  en... 
de...  de  187...  la  joven  dio  á luz  un  niño, 
que  inscribió  eu  el  Registro  civil  como 
hijo  suyo  y de  padre  desconocido,  cuyo 
niño,  según  los  facultativos  forenses,  te- 
nía semejanza  física  y orgánica  ó de  fa- 
milia con,... : 

La  Audiencia  calificó  los  hechos  como 
delito  de  estupro  cometido  mediante  en- 
gaño con  niujor  mayor  de  doce  años  y 
menor  de  veintitrés,  y del  que  aparecía 
responsable  como  autor  el  procesado..., 
sin  circunstancias  atenuantes  ni  agra- 
vantes; y con  arreglo  á los  arls.  458,  pár- 

Jun.  Pen, 
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rafo  3.^,  46i,  regla  1.^  del  82  y demás 
aplicables  de!  Código  penal,  le  condenó 
en  cuatro  meses  de  arresto  mayor,  acce- 
sorias, á dolar  á la  ofendida  en  cantidad 
de  2.000  pesetas  y á reconocer  y mante- 
ner la  prole,  de  cuyas  penas  quedaría  re- 
levado casániiose  con  aquella,  y en  las 
costas;  manilundo  recliíicar  la  inscrip- 
ción ene!  Registro  del  niño  quedióá  luz 
la,..,  anotándolo  como  hijo  natural  de  la 
misma  y del  procesado: 

Contra  este  fallo  interpuso  el  procesa- 
do recurso  de  casación  suponiendo  in- 
fracción del  art.  458,  porque  no  se  habia 
acrediladoque  la  ofendida  fuese  doncella, 
y port[ue  respecto  del  engaño,  era  opinión 
común  que  debia  revestir  mayor  grave- 
dad y trascendencia  que  la  de  una  sim- 
ple promesa  de  matiimonio;  peroei  Tri- 
bunal Supremo  declara  no  haber  lugar 
al  recurso: 

«Gonsiderando  que,  según  el  tercer  párra- 
fo del  art.  458  del  Código  penal,  el  estupro 
cometido  con  una  miijfr  mayor  de  doce  años 
Y menor  de  veintitrés,  luLervinieiidu  engaño, 
debe  castigarse  con  la  pena  de  arresto  mayor: 

Considerando  (¡ue  la  Sala  sentenciadora, 
consignados  en  la  sentencia  los  hechos  que 
quedan  referidos,  al  calificar  de  autor  del  es- 
tupro con  engaño  de...  al  acusado...,  no  lía 
incurrido  en  el  error  de  castigar  como  deli- 
to los  actos  que  iio  le  cotislituyen,  porque  de 
aquellos  se  deduce  que  ha  habido  estupro  co- 
mclido  con  una  mujer  mayor  de  doce  años  y 
menor  de  veintilres,  de  buenas  costumbres, 
á quien  había  [irometido  elacn.sado  con  rei- 
teración que  se  casaria  ron  ella,  y en  la  ac- 
tualidad se  niega  á cumplir  la  promesa;  por 
consiguiente  no  se  lian  infringido  por  la  Sala 
los  arts.  y 458  del  Código  penal,  ni 

incurrido  en  ios  errores  qu  i expresan  los  nú- 
meros i ° y 3.°  deí  art.  “iQS  iie  la  Ley  de  En- 
juiciamiento crim  , siendo  p r tanto  impro- 
cedente el  recurso  de  casacio  i ínter pr. esto; 

Fallamos  que  iltdieinos  declar'F  y declara- 
mos no  haber  lugar  al  r-murso  de  Casa- 
ción.(Seiit.  24  setiembre  1875  —Gac,  8 
octubre,  pág.  47.) 

EX  A CCl  OH  ES  ILEGALES.  Este  delito 
itueden  consiiluirle  las  infracciones  de 
os  arls  223  á 227  dol  Código  compren- 
didos en  el  tít,  ll  de  los  delitos  contra  la 
Constitución , ó las  de  los  ans.  4l  1 á 414, 
que  tratan  de  fraudes  y exacciones  ile- 
gales por  funcionarios  públicos. 
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S'^bre  los  primeros  véanse  los  dos  ca- 
sos contenidos  en  las  págs.  209  y 210. 

Knlre  los  fraudes  y exacciones  ilega- 
gales  cometidas  por  funcionarios  públi- 
cos, se  contio/ien  los  conciertos  con  los 
especuladores  en  las  contratas  y liqui- 
daciones, etc.,  la  participación  en  los 
contratos  y operaciones  en  que  intervie- 
nen, la  exacción  de  mayores  derechos 
de  los  legítimos,  y todos  los  casos  de  es- 
tafa á que  impone  agravación  el  art.  Í14. 

La  estafa  supone  siempre  engaño  ó 
fraude,  y consiguientemente  cuando  no 
inedia  éste  no  hay  estafa  ni  puede  tener 
aplicación  al  art.  414.  (Sent.  9 febre- 
ro 1875.) 

La  exacción  de  maíjores  derechos  de 
los  que  corresponden  en  ios  juicios  con- 


formo á los  aranceles,  es  el  delito  que 
castiga  el  art.  4t3.  lín  los  juicios  verba- 
les los  derechos,  computados  los  de  lo- 
dos los  partícipes,  no  pueden  exceder  de 
la  A.^  parte  del  valor  de  lo  litigado  y de 
la  8.“  en  la  ejecución  de  lo  convenido, 
prorateándose  los  derechos  exigibles 
cuando  no  alcanzan  á cubrir  los  de  lo- 
dos los  interesados,  conforme  á los  ar- 
tículos 11,  núms.  l.°  y 2.®,  y 12,^70  y 77 
del  aranced  de  13  de  julio  de  1871,  Si 
pues,  en  un  juicio  verba!  se  exitm  por 
derechos  más  de  la  4.“^  y 8/  parle  res- 
pectivamente, y asi  resulta,  se  incurre 
en  el  delito  del  art.  41  d,  y se  comete 
el  error  de  derecho  si,  supuesta  la  prue- 
ba, son  absueltos  los  culpables,  (Senten- 
cia 14  diciembre  1874. — Gae,  (i  febre- 
ro 1875.) 


F. 


FALSEDADES.  Como  complemento  del 
artículo  de  la  pág.  2(3,  donde  se  con- 
tienen Y[  casos  de  jurisprudencia  sobre 
diferentes  falsedades,  lié  aquí  oíros  va- 
rios, en  los  cuales  se  modifica  la  doc- 
trina establecida  en  algunos  de  aquellos, 
pues  con  más  acierto  el  Tribunal  Su- 
premo en  la  falsificación  con  lucro  sólo 
encuentra  penable  la  falsificación  y no 
la  estafa;  del  mismo  modo  que  sólo  es 
penable  la  estafa,  como  en  su  lugar  de- 
jamos consignado,  cuando  para  come- 
terla se  suponen  canas  ó papeles,  en  que 
no  se  contrahace  ó ínula  la  letra,  firma 
ó rúbrica,  porque  no  existe  en  este  caso 
falsificación.  Veamos. 

VJL  Falsificación  comprendida  en  el 
caso  del  flíf.  514.  Diferencia  de  unas 
palabras  entre  la  matriz  y la  copia  que 
no  se  aprecian  como  delito.  — Imposición 
de  costas  al  acusador  por  su  íemeridad. 

Cuando  la  diferencia  entre  la  copia  y 
Ja  tnairií  se  exnÜea  por  una  omisión  in- 

voluntaria,  cuando  la  Sala,  nprccando 
las  pruebas  de  la  causa,  declara  «que  laj 
omisión  ni  por  su  trascendencia,  ni  por 
as  circunstancias  de  las  personas  con- 


trayentes , ni  por  la  cuantía  de  la  cosa 
vendida,  ni  por  las  circunstancias  per- 
sonales del  notario,  ni  por  las  demás 
cláusulas  del  contrato,  podía  constituir 
delito  de  falsedad,  y se  deduce  de  los 
hechos  admitidos  como  probados  la  te- 
meridad de  la  parte  acusadora  a]  soste- 
ner con  insistencia  tenaz  su  acusación 
en  ambas  instancias,  la  Sala  usó  de  su 
facultad  imponiéndole  las  costas,  no  co- 
mo pena  accesoria  de  un  delito  que  no 
existe,  sino  como  consecuencia  necesa- 
ria de  la  temeridad  del  liiigaute.»  (Sen- 
tencia 7 febrero  1874.— Gac.  6 mayo, 
pág.  122.) 

VHl,  Penalidad  del  art.  319  sohre 
hacer  uso  de  un  docutncnlo  privado  fal~ 
so^^  con  intención  de  lucro.  Irresponsa-’ 
hiiidad  de  la  mujer  procesada  como  en- 
cubridora por  no  concurriría  circunslaU" 
da  4.*^  del  art.  1G  del  Código.  Doctrina 
sohre  la  declaración  de  cónyuges^  etc. 

Casando  en  parte  y en  parte  nó  una 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Valladolid 
se  establece : 

Que  la  pena  de  dos  meses  y un  dia  de  ar- 
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resto  miiyor  y multa  se  ajusta  exlrictameu- 
te  al  art.  319,  puesto  que  es  la  pena  interior 
en  grafio  á la  de  presidio  correccional  en  sus 
grados  mínimo  y medie: 

Que  la  mujer  del  procesado  no  es  respon- 
sable como  encubridora  de  su  marido,  por- 
que no  aparece  probado  que  la  mujer  del 
¡moccsado  concurriera  de  modo  alguno  á la 
lalsilicacion  que  dió  molivo  á la  causa  , ni 
que  la  misma  huya  ejeculaiio  ningún  acto 
para^MiCubrir  el  de  liaberíe  presentado  en 
juicio  su  marido , lo  cual  sena  penable  en 
esta  causa,  toda  vez  que  conforme  ai  art.  17 
del  Código,  no  lo  es  el  eacubrimienio  cutre 
cónyuges,  si  no  concurre  la  circunstan- 
cia i ./‘del  art.  16: 

Que  la  íleclaracion  en  esta  causa  de  la 
procesada  l.aiiipoco  puede  calillcarse  de  en- 
cubrimiento de  su  marido,  pues  la  evacuó 
como  procesada  cuando  ya  estaba  presenta- 
do en  juicio  oí  expresado  documento; 

Y que  no  pudo  obligársele  á dar  su  testi- 
monio en  causa  contra  su  marido,  siendo  en 
todo  caso  irresponsable  de  la  declaración 
que  dice  como  couipreuJicla  en  el  núm.  9.'^, 
artículn  dei  Código.  [Sents.  2 marzo  y 3 
julio  1S74.— üacs.  25  mayo,  pág.  iu9  , y 7 
■etiembre,  pág.  i 46.) 


IX.  FJ  arl.  314  del  Código  es  sólo 

aplicable  al  eclesiásüco  ó fwicio^iario  pú- 
blico que  abusando  de  su  oficio  come  Itere 
falsedad  de  alguno  de  los  modos  que  iilli 
se  expresan^  y no  lo  es  por  tanto  ñipar-’ 
iicular  sin  Ululo  pericial  7ií  ningún  otro 
requisito  de  empleado  ^jíÍó^íco,  que  para 
un  solo  acto  determinado  es  7iombrado 
fasatior  de  una  finca  ^ coineliondo  fal- 
sedad (1). 

Así  lo  establece  el  Tribunal  Supremo 
casando  y anulando  una  sentencia  de  la 
Au  diencia  de  Burgos,  que  aplicó  el  ar- 


(1)  Kii  tíi  ij't.  Vil,  lib.  11  dtíl  Código  penal, 
se  contiene  un  arlioulo,  (d  416,  que  dice  asi: 
«Para  lus  (.'foclus  dü  csle  título  y da  losanierio- 
Tüs  del  pre^eiUe  libro,  se  reputará  funcionario 
público  iLidu  el  que  por  disposición  imncüiaia 
de  la  ley  ó por  elección  popular,  ó poí'  «om- 
óramítííifo  de  autoTÍdad  cumpelenle,  parlícipe 
de!  ejercicio. de  lunciunes  púbiic&s.» 

La  Audiencia  de  ílurgos  luvü,  sin  duda,  pre- 
sen le  este  arliculu  al  a[dicar  el  314  á Ü,  Isidoro 
SancIif’Z,  y necesitainos  ver  cuiilinnada  por 
Olrus  lid  los  Ja  duc trina  que  se  desprende  de  la 
casación  pronunciada  por  el  Tribunal  Supremo 
para  que  considérenlos  ésta  con  la  autoridad  de 
punto  resuello  por  la  jurisprudencia. 
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tículo  22G  y no  el  2i7  del  Código  de  ÍÍ85D 
{314  y 315  del  vigente),  á D.  Isidoro 
Sánchez,  de  olicio  impresor,  que  nom- 
brado por  la  Ádniinisiracion  corno  perito 
para  la  tasactnn.de  una  linca,  la  dió  una 
cabida  de  i 89  fanegas  teniendo  ob4* 
(Sent.  6 octubre  1874:. — Gííc,  8 no^ 
viembre,  oág.  1S2.) 

X.  Falsifcacioti  en  la  nuiner ación  de 
un  billete  de  la  loísi'ia  con  estafa  de 
193.934  rs.  sin  circunslanciüs  atenúan- 
tes  7ii  agí  avanles:  Su  castigo  como  doble 
delito  con  el  grado  ?íuidumtí  dei  presidio 
maijor. 

Habiéndose  presentado  al  cobro  un 
billete,  al  parecer  premiado  en  la  lotería 
de  JSavidail  de  1871,  que  había  descon- 
tado en  Bilbao  D.  José  Benilo  Velasco^ 
en  la  casa  comercio  de  D.  Francisco  So- 
laegui  entregándole  193.994  rs,,  resultó 
que  estaba  talsilicado  en  la  numeración, 
siendo  legúiiiio  en  su  jiarie  luugrálica. 
Procesado  Vetasco,  la  Audiencia  üe  Bur- 
gos declaró  (jue  los  lieclios  cunsuiuian 
los  delitos  de  talsillcaciun  y estafa,  siendo 
aquel  medio  para  cometer  este;  y badea- 
do  aplicación  de  Jos  arts.  ,¿11, 314,  o48, 
90,  regla  1.*"  del  y otros,  condenó  i 
Velascu  como  autor,  en  Ja  pena  de  once 
años  de  presidio  mayor  con  su  aeoesoria, 
indemiiizaciuM  y cusías. 

Jil  pr  u cesa  do  m le  r puso  recurso  de  cá- 
saciüii  por  iriíruccion  del  art. ,4.3  del  Có- 
digo, y se  declara  no  babor  lugar,  pOr 
que  la  Sala  estimó  como  probado  que 
era  el  autor  de  la  falsiticaciou.  {Sent.  13 
febrero  1873. — Gac.  4 abril,  pág.  8Ü.) 

XL  FaUificacioii  de  ini  duGiWieiila 
privado  reconociendo  una  deuda  de 
2ü.3bü  rs.  Aplicado  el  ai  t.  318  íi  ÍoS  que 
han  riitervenidú  en  la  ftilsificaciuiif  aun- 
que el  reconocido  acreedor  sea  el  que  íe 
presente  eu  jutcio^  no  puede  decirse  m- 
fringido  dicho  ai  ItciUo  como  nuil  aplica- 
do ^ iu  319  como  aplicable. 

Asi  se  consigna  por  el  Tribunal  Su- 
premo, declarando  no  haber  tugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Don 
Joaquín  Arandi  y otros,  que  iiiterv mia- 
ron en  la  falsillcacioo,  a quienes  se  apliéa 
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dicho  art.  318.  fSent.  9 marzo  1876, — 
Gac,  8 mayo,  pág.  103.) 

XI í.  La  falsedad  de  dQcxmento 
p'ivado  con  ánimo  de  lucro ^ es  wft  sólo 
delito  penado  en  el  art.  318,  y se  íh- 
fringen  el  90  y el  548  castigando  el 
hecho  como  doble  delito  de  falsedad  y 
estafa.  Es  rccjuisito  indispeixsable  para 
qite  la  falsificación  de  uíí  documento  pri- 
ijado  consUtuya  delito , que  e’sta  se  haya 
ejecutado  en  perjuicio  de  tercero  ó coxi 
ánimo  de  causarle. 

Procesado  Félix  Sao  Miguel  por  ha- 
berse presentado  en  casa  de  D.  Miguel 
Faura  con  supuesta  carta  de  D.  Genaro 
Brasé,  fingiendo  la  letra  y firma  de  éste, 
para  que  por  cuenta  del  mismo  le  entre- 
gase Faura  IGO  pesetas,  lo  cual  realizó  á 
su  presentación  , la  Audiencia  de  Barce- 
lomir,  calificaudo  el  hecho  de  delito  de 
falsificación  de  documento  privado  con 
objeto  de  cometer  una  estafa,  y hacien- 
do aplicación  del  art.  90  del  Código, 
condenó  al  Félix  á cuatro  años  de  presi- 
dio correccional,  1.500  pesetas  de  mul- 
la, accesorias , indemnización  y costas. 

Interpuso  el  procesado  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  que  por 
haber  calificado  de  improcedente  tres 
letrados. designados  de  oficio,  ha  sosteni- 
do el  Ministerio  fiscal,  fundado  en  el 
núpi.  3.",  art.  798,  Ley  de  Enj.  crim., 
(lesignande,  como  infringidos  el  oi8 
y,  90,  porque  so  había  cometido  error 
descomponiendo  el  hecho  en  dos  delitos 
diversos,  uno  de  falsificación  y otro  de 
estafa,  aplicando  el  último  artículo.  Y el 
Tribunal  Supremo  te  estima,  conside- 
rando lo  dispuesto  en  los  arts  314 
y 318; y 

r 

(íConsiderando  que  es  requisito  indispen— 
saL*e  para  que  la  iaí.sifícacion  de  un  docu- 
mento privado  constituya  delito  que  ésta  se 
náya  ejecutado  en  perjuicio  de  tercero  6 con 
ánimo  de  causarle,  y por  címsiguienle,  el 
daño  o lucro  que  provengan  por  este  medio 
esláD  intimamente  unidos  con  la  falsedad 
que  son  inseparables,  formando  un  mismo  y 
tínico  hecho  penable  comprendido  bajo  una 
sota  sanción,  conatiluyen  un  solo  delito  pe- 
nado  en  el  citado  art.  318: 

' Considerando  que  al  declarar  la  Sala  sen- 


(Jurisp.  penal), 

tenciadora  que  el  acusado  comelió  los  deli- 
tos de  falsedad  y estafa,  el  primero  como 
medio  para  realizar  la  segunda,  é imponerle 
el  grado  máximo  de  la  pena  del  delito  más 
grave,  ha  íiifringidí)  los  arlíeulos  90  y 548 
del  Código  penal,  aplicándoles  al  caso  pre- 
sente, ó incurriendo  en  el  error  .señalado  en 
el  tiúm,  3,®  del  art  798  de  la  Ley  de  En- 
juiciainienlo  criminal; 

Fallarnos  que  debemos  declarar  y decla- 
ramos haber  lugar  ai  recur.'in  de  casncion 
interpuesto,  y en  su  consecnencia,  casamos 
y anulamos  la  sentencia  recnrrida,  en  cuan- 
to se  refiere  á los  delito.':  de  falsedad  y esta- 
la, como  medio  uno  para  ejecutar  el  otro,» 
(Scnt.  18  junio  1875. — 6'ac.  15  agosto,  pá- 
gina 24.)  ' 

XIIL  Al  que  habiendo  tomado  parte- 
en la  enmienda  de  una  partida  de  tau- 
tismo,  sustiluyrmdo  un  nombre  por  otro, 
la  presenta  luego  en  el  juicÁo  de.  exendo^ 
nes  del  servicio  militar  para  eximir  d 
su  hijo,  le  es  aplicable,  no  el  art.  316* 

5inoe/315. 

Decláralo  así  el  Tribunal  Supremo, 
no  dando  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Erasmo  Maure  contra 
sentencia  que , aceptando  la  circunstan- 
cia atenuante  7.'',  le  condenó  como 
autor  de  la  falsificación  en  siete  años  do 
presidio  mayor  y multa  de  590  pesetas. 
(Sent.  14  octubre  1875.— Gac.  12  no- 
viembre, pág.  77.) 

XIV.  El  art.  318  del  Código  penal 
es  aplicable  á la  falsednd  cometida  en 
perjuicio  de  tercero  d con  (irnmo  de  cníi- 
sársele,  y por  tanto,  se  ha  aplicado  bien 
al  que  llamándose  cirujano,  pone  un 
anuncio  al  público  para  adquirir  cUen-^ 
tes,  suponiéndose  de  aruecdo  con  eltné- 
dico  del  partido , cuya  wrdin  frm a su- 
plantada ‘aparece  en  el  anunrio.  No  se 
requiere  qüe  el  perjuicio  á tercero  sea 
en  sus  intereses  materiales^ 

Condenado  con  arreglo  al  art.  31 S 
D.  bímoD  ILañez  como. reo  íiel  expresa- 
do delito,  interpuso  rt^curso  de  casación 
fundado  en  el  caso  1.^,  art.  798,  Ley 
de  Enj.  crim.,  y en  la  infracción  de  di- 
cho artículo  del  Código,  alegando  que 
^ste  requiere  como  condición  precisa 
sedad,  un  perjuicio  real  y efec- 


de  la  fa 


faltas.— FIANZA.  [Jurisp.  pen^l). 


iWo  á tercero,  y el  procesado  tío  se  le 
causó  á nadie.  Fl  'Iribú nal  Supremo 
-declara  no  baber  tugar  al  recurso,  esta- 
bleciendo en  sus  fundamentos  la  doctri- 
na del  epígrafe.  (Sent.  5 Gnoro  1870, 
— Gao,  31  enero,  pag.  50.) 

FALTAS.  En  las  páginas  215  á 2í0 
liemos  Halado  con  alguna  extensión  de 
las  faltas,  y allí  nos  remitimos,  así  como 
á Daños  de  ga.nados,  pág.  429,  y á 

CORIP El  ENCIAS  CON  LA  ADMIMSTRaCION, 

pág.  4i0. 

Cuando  las  fallas  son  incufentales  de 
un  delito  quedeline  el  ari.  054,  concre- 
lándoias  ú las  que  los  procesados  liubie- 
jen  00 metido  antes,  al  tiempo  ó después 
del  delito  como  medio  de  perpetrarlo  ó 
encubrirlo  ó relacionadas  con  él,  son 
Juzgadas  por  el  Tribunal  que  conozca 
deTRiiimo  delito,  cunforme  al  ari.  í>o3; 
pero  no  son  incidentales  las  faltas  come- 
tidas ó imputadas  á las  personas  ofendi- 


das, de  modo  que  el  coriocimiento  de 
estas  se  reserva  á los  jueces  municipales, 
(Sent.  25  abril  1874.— Gaí:.  23  julio.) 

FIAHIA  DEL  QUERELLANTE.  El  articu- 
lo 184  de  la  Ley  de  linj.  crim.,  habla  de 
la  lianza  que  debe  prestar  el  querellante, 
y el  i8o  exime  de  prestarla  ai  ofendido 
ó sus  lierederos  ó sus  representantes  le- 
gales, Aun  en  el  supuesto  de  que  cu  una 
causa  baya  debido  exigirse  fianza  y no 
se  hubiera  exigido,  esta  falla  no  consti- 
tuye ninguna  de  las  infracciones  en  que, 
según  la  misma  ley,  puede  fundarse 
un  recurso  de  casación,  no  puliendo 
portal  motivo  darse  lugar  á él.  (Sent.  9 
•octubre  1874.) 

Trata  de  ¡as  lianzas  y embargos  el  ti- 
tulo XI  del  lib.  I de  la  citada  ley,  ar- 
tículos 4ü9  á 490;  pero  aunque  parezca 
que  están  fuera  de  su  lugar,  hay  que  te- 
ner también  presentes  los  arta,  405 
al  427. 


HOMICIDIO.  Define  este  delito  el  ar- 
íículu  4l9  del  Código,  y ie  cantiga  con 
la  pena  de  reclusión  temporal,  cuya  du- 
ración es  de  doce  años  y un  dia  á veinte 
años.  En  su  aplicación  se  suscitan  du- 
das sobre  si  las  lesiones  que  le  producen 
deben  calificarse  como  tales  ó como  ho- 
micidio, cuando  ia  muerte  del  lesionado 
sobreviene  por  falta  de  pronto  auxilio,  ó 
por  descuido  ó por  otros  accidentes,  y 
también  sobre  si  en  el  caso  de  lesiones 
■y  sin  lesiones,  algún  hecho  debe  caii- 
licarse  de  homicidio  frustrado  ó de  len- 
laiiva.  Los  casos  de  jurisprudencia  con- 
tenidos en  las  págs.  á 2¿9  ilustran 
esta  materia,  y aquí  vamos  á conti- 
nuarlos, 

XVI.  -Ciíaíro  autores  de  un  homicidio 
con  abuso  de  superioridad. 

Declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  , se  establece: 

«Que  aCL.inelieiido  cuatro  á tino  dándole 
uno  una  boltítada,  otros  con  palo  y otro  con 
-una  cucíiilla  causándole  dos  heridas,  una 


incisa  leve  en  la  nalga  inquierda  y otra  con- 
tusa en  Jíi  cabeza,  prufunda  hasta  el  hueso, 
que  le  produjo  la  moer  le,  los  cuatro  son  au- 
tores del  homicidio,  contbnne  al  arl,  13  del 
Código,  cou  la  circunstancia  agravante  de 
abuso  de  superioridad,  y no  .se  infringe  el 
(lidio  art.  13,  impoiuendo  á cada  uuo  délos 
cuatro  diez  y siete  años,  cuatro  nuises  y ua 
dia  de  reclusión  comprendiilos  en  el  grado 
máximo.»  (Sent.  "26  enero  1S74. — ííac.  10 

abril,  pág.  lUO.J 

XVII.  Constiiuijcn  el  delito  de  fió-- 
inicidio  las  lesiones  (juc  son  causa  d'e  la 
muerte,  siquiera  sea  por  falla  de  auxilio. 

Declarando  no  haber  lugar  &1  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Francisco 
Ramírez,  alegando  la  infracción  de  ía 
regla  1.“^  del  art,  05  del  Código,  se  esta- 
blece: 

Que  aunque  .se  admita  que  los  esfuerzos 
del  Jesioiudo  por  defenderse  al  ser  herido, 
y .su  agitaciou  en  aquellos  momentos  aumen- 
taran la  hemorragia  y precipitaron  la  muer- 
te, y áun  admitido  támbieu  que  auxiliado  en 
los  ¡iriineros  momentos  pudo  ser  curado  . en 
: cortos  dias,  siendo  cierto  ó indudable  que  ía, 


lesión  fuá  cansa  de  la  muerte,  su  autor  debe 
ser  responsable  civil  y criminalmente  de  Ja 
misma,  nitjcíío  mas  cuando  la  lesión  fué  pe- 
netrante de  E)  íl  b pulgadas  inferesnndo  la 
arteria  braquial.  (Sent.  2 marzo  1874. — 
Gaceta  25  mayo,  pái^.  IfiO.) 

XVIIl.  La  mistna  doctrina  del  nú- 
tíiero  onteríor.  Lesión  con  insirnmevto 
piinzo-corioule  de  exencia  pelijjrosa  y 
tnorlal  por  accidente. 

Calificada  así  por  los  facultativos  la 
Jesion  que  produjo  ia  muerte,  é inter- 
puesto recurso  de  casación  contra  la  sen- 
tencia condenatoria  cilanrio  como  in- 
fringidos los  arts.  431  y 6o,  etc.,  se  de- 
clara: 

Que  está  bien  calificado  el  honiicidin  por 
que  ífbabiendo  sido  la  intención  dei  a^'re.sor 
herir  al  ofendíiio  en  una  parle  tan  principal 
del  cuerpo  y en  viscera  tan  esencial  para  la 
vida  como  lo  es  el  víenire,  la.s  consecuencias 


lificado  el  homicidio.  —Concurriendo  las 

dos  circunsianciüs  aienuanies  6.'^  y 7,®^ 
se  infringe  la  regla  0.“'  del  8*2  no  apli^ 
cando  la  pena  inferior. 

Declarando  que  no  liá  lugar  en  portej 
y en  parte  si  ai  recurso  de  casación  con- 
tra sentencia  de  ia  Audiencia  do  hi  Co- 
ruña,  quec.alificó  y penó  como  boniiei- 
dio  con  una  circunstancia  ¿Uenu.'.nte  el 
hecho  de  autos,  consistente  en  una.j  le- 
siones causadas  con  el  mango  de  una 
navaja  y un  puñetazo  á Felipe  González, 
do  cuyas  resultas  murió  tiempo  después, 
siendo  su  autor  Ignacio  Mendoz,  pailre 
de  Clementina,  sobreexcitado  porque  ha- 
biendo entrado  ésta  en  la  viña  donde 
aquel  estaba  vendimiando  á lomar  uvas 
de  un  cesto  la  echó  á enripellones  de  ella, 
se  consignan  por  el  Tribu  nal  Supremo 
como  fundamentos  los  siguientes; 


de  su  mal  propósito  di?i>en  serle  enteramen- 
te inipulabfes , .'siquiera  por  las  circunstan- 
cias de  la  Incalidad  no  ImbiesR  .sido  posible 
aplicar  inmediatamente  ios  auxilios  y medios 
Curalivn.s  eJicaces  para  evitar  toda  con.se- 
Cuencia  mortífera.  fSent.  10  marzo  1874. — 
Gacela  8 junio,  pann  í63.) 


XIX,  Otro  caso. — ha  ini.sma  (liicírina  se 
establfii’.e  declarando  íamiden  no  íiaber  lu- 
gar al  recur.ío  de  casación  de  otro  fallo  de  la 
Audiencia  de  Bú.-gns,  que  calificó  e!  delito 
de  itouiieidio,  no  obstante  que  los  facultati- 
vos declararon  era  posüde  se  hubiera  evita- 
do !a  inuerle  d<'I  ofendido  con  el  inmediato  y 
Oportuno  auxido  lacultativo,  toda  vez  que  si 
el  lesionado  murió  tío  fue  por  accidente  al- 
guno indepéTidienl e y ajeno  ó la  leaion  nue 
hubiese  p.„ii,l„  aKr.iv„rla,  (Scnl.  9 ociu! 
ore  18/5,— -6’ñc,  U noviembre,  pág.  90.) 


XX.  Otro  caso. — Análoga  doctrina  se 
tablece  en  otro  caso  de  única  lesión  con  i 
vaja  en  la  parle  aiilerior  de!  muslo  que 
teresó  la  vena  femoral,  y que  septin  'los 
culta t ¡yes  ftié  causa  de  la  muerte  por  la  I 
morragfíí  ocasionada  en  breves  instant 

(Sent.  13  iiigrzo  1874. — Gac,  8 junio,  i 

ginalfi7.) 

XXí.  Otro  caso. — Hotnicidio  proa 
ciÉm  por  /£',s‘iOTics  tío  mor  tales  por  nece 
«Qa,  so6ívy<ííicíis/o  Ifi  muerte  por  ac 
dmles  inexperados.  Guando  estos  aa 
aenles  no  son  cansados  por  ímprudenc 
32í  descuidos  en  la  curación  está  bien  t 


«Que  iiabienílo  fallecido  Felipe  González  á 
consecuencia  do  la  inllamacion  sui.isiguieuLe 
á las  lesiones  que  sufrió  y su  terminación 
en  la  gangrena,  dados  ios  hccim.s  admitidos 
como  probados  cu  la  sentencia,  el  delito  co- 
metido por  Ignacio  Méndez  al  inferir  aque- 
lla.s  aJ  González  es  ei  de  iíoniicidio,  por  más 
( '.;e  aquel  muriera  á ios  veintinueve  días 
después  de  inferidas  dicíias  lesione?,  y que 
Jos  facuJlalivüS  opinaron  que  pudieran  haber 
curado  á lo.s  setenta  dias  si  no  bubíeran  so- 
brevenido ios  referidos  accidentes,  porque 
esto.s  no  fueron  cau.sados  por  im[iriulencias 
ni  descuidos  que  tuvieran  el  paciuiile  y per- 
sonas que  le  aFÍstieron,  sino  con.secuencia 
do  las  repetidas  lesiones,  en  virtud  de  lo  cual 
la  Sa[a  de  Jo  criminal  de  la  Audiencia  de  Ja 
Coruñíi  lia  dado  al  delito  la  caiiíicacion  que 
corresponde: 

«Que  este  delito  se  halla  compremiido  en 
la  sanción  penal  del  art.  -íití)  de!  Código  pe- 
nal vigente,  y que  debe  ser  castígniio  con  la 
pena  ele  reclmsion  temporal,  coníórme  al 
párrafo  del  mismo: 

«Que  dados  los  mismos  iieclios,  al  acometer 
y herir  el  Mendez  á Gonzidez  lo  hizo  por  ver 
á su  hija  maltratada  por  uno?  jornalero?, 
contra  todos  Jo.s  que  se  dirigió,  teniendo 
aquella  que  de.signarJe  el  que  le  liahra  ofen- 
ílulo  para  lijarse  en  él,  lo  cual  priuiujo  en  oí 
rni.smo  arrebato  y olícecacion,  conciirriendo 
por  ello  en  la  comisión  dei  mencionado  de- 
lito do.s  circunstancias  atenuantes  de  las 
comprendidas  en  el  art.  9.®,  como  son  ia 
y 7/,  üo  pudieiido  decirse  lo  inisiuo  res- 


pecio  (le  !a  3.'",  también  alega(.ia......  (Scii-  ’ 

lencia  20  marzo  1ST4. — (^ac.  12  julio,  pá- 
gina 3.) 


muerte  no  es  íina  con- 
secuencia inmediata  necesaria  e ineoi- 
table  de  las  lesiones^  sino  originada  por 
cir  c un  s/a  n das  es pee  ¡ales,  ¿m pru  d ene  i a g 
descuido  en  la  medicación^  en  es(e  caso 
no  hng  homicidio  ^ fj  se  incurre  en  error 

asi. 


Esle  caso  es  vice- versa  que  el  ante- 
rior, Aquí  se  establece  por  e!  Tribunal 
Supremo,  casando  y anulandú  una  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Piladrid,  que 
la  lesión  que  produjo  la  muerte  no  pue- 
de calificarse  de  homicidio, 

Gerónimo  Arranz  dió  con  la  aijada  un 
golpe  en  la  cabeza  ó Gregorio  Pablos,  pas- 
tor, porijue  suponia  que  tenia  los  ganados 
en  e término  de  su  pueblo.  Descuidando 
éste  cumpleiameote  la  curación,  estuvo 
once  dias  sin  hacer  nada  más  que  la  cura 
de  primera  intención  por  un  practicante, 
y agravándose  la  herida  falleciíá  á los  vein- 
te dias.  Según  los  facultativos  y el  in- 
forme déla  Academia  de  Medicina  de  Ma- 
drid. la  causa  inmediata  de  la  muerto  fué 
una  erisipela  traumática  coni]>iicada,  y 
que  la  causa  ocasional  y primitiva  de  ésta 
fué  la  lierida  sufrida  por  Gregorio  en  la 
parte  superior  deí  hueso  parietal  izquier- 
do, ái  bien  es  probable  que  á no  haber  !ia- 
bidoeo  el  lesionado  predisposición  á eri- 
sipelas, á no  haberse  expuesto  á la  in- 
temperie y a haber  tenido  una  medica- 
ción adecuada,  se  hubiera  evitado  tal 
accidente  y la  lesión  se  hubiera  curado 
antes  de  treinta  dius. 

La  Sala  , caiiticando  el  hecho  como 
homicidio  con  la  circunstancia  atenuan- 
te 3.*^,  condonó  á Gerónimo  á doce  años 
y un  dia  de  reclusión,  é interpuesto  re- 
curso de  casación  por  éste  citando  como 
infringidos  los  arts,  410  y 1.°  del  Códi- 
go se  Casa  y anula  la  seuteucia  por  error 
en  la  caiilieacion. 

«...CoiisideratKlo  quo  , según  aparece  de 
los  heclios  qiiüifioino  probados  se  udmiteti  y 
Coiisiíniao  011  la  sentencia  recurrida,  la  muer- 
te de  G’-  'gorio  de  Pablos  uo  fué  una  coiiso- 
cuencii  inmediata  necesaria  é inevitable  de 
la  lesiuü  áiiLús  indicada  que  el  procesado  le 


HOMICIDIO.  {Jurisp. 

infirió  en  la  cabeza,  puesto  que  los  cinco  la- 
cnlLativos  que  le  reconocieron,  y de.spués  la 
Academia  do  Medicina  de  esta  capital,  han 
opinado  unánimemente  que  sin  la  predispo- 
sion  del  Gregorio  á erisipelas,  sin  haberse 
éste  ex  puesto  como  se  expuso  á la  intempe- 
rie, y liabierulo  tenido  una  medicación  ade- 
cuada , prohidilüiueiUe  se  hubiera  evitado  tal 
accitionlc  y curado  la  referida  lesión  ánles 
de  los  treinta  dias: 

Considerando  que  mediante  la.s  expresadas 
circunstancias  especiales  que  han  concurrido 
en  el  hecho  de  anfns , no  puede  éste  legal- 
mente calificarse  de  homicidio,  porque  con 
tal  crdificacion  vendría  á hacerse  responsa- 
ble al  procesado  recuiTenle  de  las  conse- 
cutíueias  do  actos  y omisiones  ii-4ableineute 
imprudentes  de  Gregorio  de  Pablo.-?,  i¡uü  por 
defgracia  contribuyeron  conocidamente  á su 


muerte,  y (jue  en  razón  y en  jii.sficia  son  nn 
pntables  so  amento  á este  último  y de  nin- 
gutí  modo  á aquel,  que  ni  tuvo  participación 
alguna  en  ella  ni  podía  evitarlas; 

Y considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  la  Sala  seLteuciadora  al  calificar  el  he- 
cha de  nulo-;  como  hoiincidio  ha  incurrido 
en  el  error  de  dere  el  lO  á que  .se  refiero  el 
caso  3.”  di'l  art.  -í.®  de  la  precitada  ley  é in- 
fringido las  d¡s|insiciones  li*gales  citadas  por 
el  reciirreníe.»  (Sent.  15  junio  1874.— Ga- 
ceta  26  agosto,  pág,  Í15. 

XXIII.  El  delito  de  lesiones  nunca 
•prresupone  la  mnerte  del  ofendido,  y des- 
de el  momento  que  sobreoiene  esta,  la  ca- 
lificación legal  de  aquel  ha  de  ser  de  ho- 
micidio. 

Juan  Antonio  Vallejo  y. Félix  Yuste, 
vecinos  de  Gespedosa,  salieron  al  cami- 
no de  Puente  Congosto,  en  ocasiou  que 
pasaba  por  allí  el  mozo  Andrés  Martin,  y 
deteniéndole  le  inatlriilaroD,  obligándole 
á dar  medio  duro  (jue  llevaba,  en  razón  á 
que  estaba  para  casarse  con  una  mucha- 
cha de  aquel  pueblo,  y por  lo  mismo  de- 
bía convidar  á los  mozos.  Martin  al  lle- 
gar á su  cosa  manifestó  estaba  enfermo, 
se  metió  en  la  cama,  y como  no  mejoraba 
á los  cuatro  dias,  su  podre  dió  cuenta 
de  lo  ocurrido  á la  autoridad  que  instru- 
yó la  causa  habiendo  sucumbido  á los 
nueve  dios.  Los  médicos  que  practicaron 
la  autopsia  declararon  i¡ue  la  muerte  fué 
proil acida  por  exlrangulacloii  que  se 
verificó  por  medio  de  fuerte  presión  al 
cuello,  ele.  y la  Academia  de  Medicina 
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de  VaÜadolid,  que  fuá  ocasionada  por 
una  pleiironeumoriía  doble,  debiendo  in- 
fluir como  concausa  á dicho  padecimien- 
Ip  las  lesiones  recibidas,  y añafiiendo 
que  las  contusiones  observadas  debieron 
curarse  á los  doce  ó veinte  dias  cuando 
más,  sin  dejar  inutilidad  alguna. 

Calificado  el  deJilo  como  homicidio 
con  dos  circunstancias  atenuantes  muy 
calificadas,  y condenados  á ocho  años 
de  prisión  mayor  los  procesados,  inter- 
pusieron recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundados  en  los  casos  l.°  y 
5.**  do!  art.  198,  Ley  de  En],  crim.;  y 
citando,  como  infringidos  el  419  como 
indebidamente  aplicado,  y e!  433  que 
debió  aplicarse.  El  Tribunal  Supremo  de- 
clara no  haber  lugar  al  recurso: 

«Con.sideraudo  que  el  iirt.  419  califica  de 
liomiciUa  al  que  inalare  lí  otro  siinpieinente, 
siempre  que  este  no  fuese  alguno  délos  com- 
prendidos en  el  Ul: 

ctCüüsiderando  que  las  disposiciones  pe- 
nales comprendidas  en  el  cap.  YII,  lít.  VIII 
del  Üb.  II  del  Código  que  trata  de  las  lesio- 
nes, nunca  pueden  ser  aplicables  ni  confun- 
dirse con  las  consignadas  en  el  cap.  III  del 
mismo,  puesto  que  eslas  nunca  presupurien 
la  muerte  deí  ofeoiliVIo,  y cuando  sobreviene 
cual  en  el  caso  presenté,  por  causas  deter- 
minantes que  la  produzcan , la  calificación 
legal  indefectiblemente  ha  do  ser  la  de  lio- 
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micidio: 

4 cousirierando,  jior  lo  expuesto,  queaten- 
.dido  el  faüeciniiento  de  la  víctima,  sólo  ca- 
be tal  calificación  de  Itoniitidio  al  hecho  de 
autos,  siendo  improcedente  la  aplicación  del 
articulo  4.13  cual  preteiuie  el  recurrente,  y 
legal  por  el  conlnirio  la  con.sígnadít  por’ la 
Sala  senlenrm.lora  im pugnada  j)  (Scrif,  25 

sctiejiihrc  1874. — Gao.  13  octubre,  pági- 
na 171.)  ’ * ® 

El  (lutov  (Ifí  UfiüS  lesionas  ñus 
se  cah  finan  de  gravísimas  y que  producen 
lu  Wíí/eríí?,  es  reo  de  /íokiíc¿í/ío  y «o  se 
infringe  el  ari.  431,  aplicando  el  411). 

Sentencia  de  3 de  diciembre  de 
1875,  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  contra  el  fallo  dictado 
por  la  Audiencia  de  Valladolid,  conde- 
nando á Nicolás  Cuadrado  á diez  y ocho 
anos  de  reclusión  como  autor  del  homi- 
cidio, con  la  circunstancia  agravante  de 
reincidencia.  (Gac. 5 enero  1876,  pág.  2.) 


{Jurisp.  penal], 

XXV.  En  el  homicidio  que  se  causa 
en  riña  entre  rfos,  que  se  suspende  y se 
aplaza  á manera  ele  desafio ^ se  obra  de- 
¡iberadamenle  y no  por  estimulos  pode- 
rosos que  produzcan  arrebato  y obce- 
cación. 

' Esta  es  la  doctrina  establecida  como 
I fundamento,  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Rafael  López  contra  sentencia  que  no 
apreció  díclia  circunstancia  atenuante. 
(Sent.  7 diciembre  1876.  — Gac.  6 
enero  48715,  [lág.  7.) 

XXVI.  Homicidio  en  defensa  de  la 
persona^  ó derechos  de  nn  extraño^  por 
mediar  la  circunstancia  de  agresión  ile- 
gitima, y necesidad  del  medio  empleado 
para  impedirla  ó repelerla , y obrando 
sin  resentimiento  niespintude  venganza, 

Cosme  López  Segovia  que  había  ser- 
vido como  acemilero  en  el  ejército  del 
Norte  basta  la  liberación  de  Bilbao,  ha- 
j llántloseen  el  Valle. de  Líendo,  dio  muer- 
te con  su  navaja  á un  comandante  car- 
lista que  se  presento  allí  pidiendo  racio- 
nes y queriéndose  llevar  á D.  Antonio 
Duran,  ayudante  de  obras,  sin  que  le 
hicieran  desistir  los  ruegos  de  los  del 
pueblo  que  le  acompañaban.  Frocosado 
Cosme,  el  juez,  de  acuerdo  con  e!  pro- 
motor, le  declararon  exento  de  re.'íponsa- 
bilidad  criminal;  pero  la  Audiencia  de 
Burgos,  contra  el  diciámeu  de  su  fiscal, 
le  condenó  como  homicida  con  circuns- 
tancias atenuantes  muy  calificadas, á sie- 
te anos  de  prisión  mayor. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por  el 
procesado,  fu  miado  en  el  caso  5.*^,  ar- 
ticulo 798  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  y ci- 
tando como  infringido  el  8.°  en  su 
caso  G.°  del  Código,  adhiriéndose  á él  iti 
voce  el  fiscal,  el  Tribunal  Supremo  casa 
y anxda  la  sentencia  considerando  lo  dis- 
puesto en  el  citado  núin.  ü.°  del  ari,  8.° 
que  además  el  Cosme  estuvo  como  sir- 
viente á las  órdenes  de  Duran:  y 

«CoDsidcr.indo  que  es  #ticiie.?liouaI)le  la 
agresión  ilegítima  del  comandante  carlista 
Feraaiidezal  insistir  en  su  perverso  projiósi- 
ío  do  llevarse  preso  á Ü,  Antonio  Duran  y al 
perseverar  eu  él,  no  obstante  las  súplicas 
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más  <5  ménos  leales  y sinceras  do  los  que  con 
-él  estaban: 

Consideran  cío  que  éstos,  aunque  vecinos 
del  Vallo,  constantemente  saqueado,  vejado 
y amenazado  por  los  facciosos,  ó amedren- 
tados ó indiferentes,  no  dieron  señales  de  ¡u* 
tentar  oponerse  con  la  fuerza  a!  proyecto  del 
cabecilla,  que  sin  duda  se  hubiera  efectuado 
sin  la  nuda?,  y generosa  intervención  del 
recurrente: 

Considerando  que  el  medio  que  empicó 
para  prestarla  era  el  único  racionalmente  no* 
cesarlo  para  repeler  eficazmente  la  agresión 
de  que  era  víctima  Duran,  el  cual  de  otro 
modo,  y atendida  la  pusilanimidad  ó la  con- 
nivencia de  los  circnuslanles,  habría  perdido 
la  libertail  y tal  vez  la  vida : 

Considerando  que  el  recurrente  no  obró 
por  espíritu  de  venganza  ó resentimiento 
contra  el  titulado  jefe  carlista,  á quien  no  co- 
nocía, sino  impelido  por  el  noble  estímulo  de 
librar  á un  desgraciado  del  peligro  que  fatal* 
mente  le  amenazaba,  ai  pueblo  donde  residía 
de  un  facineroso  que  con  sus  repelidas  exac- 
ciones io  empobrecía  y arruinaba,  á sus  con- 
vecinos de  un  malvado  secue^rador  y de  nn 
implacable  y armado  enemigo  á su  patria: 

Considerando  que  su  arrojo  al  acometer  y 
matar  al  cabecilla,  íjue  ostentaba  su  uniforme 
y á quien  no  podía  suponer  desarmado,  se- 
gún lo  declara  la  misma  Sala  sentenciadora, 
arrostrando  tan  digna  y generosamente  las 
iras,  la  venganza  de  la  facción  que  rodeaba  el 
pueblo,  es  un  beclio  que  no  puede  legalmen- 
le  calilicarse  de  criminal : 

V considerando  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  han  concurrido  en  el  que  se  trata  ^ulas 
las  circunstancias  exigidas-  por  el  referido 
número  6.“  del  art.  8.^^  del  Código  para  la 
exención  de  responsabilidad,  y que  por  lo 
tanto  la  Sala  sentenciadora  lo  lia  infringido 
en  su  sentencia  condenat'ria.»  (Sciit.  29 
noTÍcinbi'c  JS75. — Cae.  2)í  diciembre,  pági- 
na 123.) 

XXYII,  J^o7nic¡ílio  carnada  por  dis- 
paro de  pistola  carf/ada  con  bula:  Pena- 
lidad— Bn  riña  ó pelea  intencional  no 
cabe  invocar  la  justa  defensa. 

En  una  riña  intencional  entre  dos 
han  dos  de  jóvenes  de  Daroca,  fué  muer- 
to Antonio  Sandio  por  d disparo  de  una 
pistola  cargada  con  bala,  y calificando  co- 
mo autor  de  este  delito  á Pedro  Tajada, 
la  Audiencia  de  Zaragoza  le  condenó  por 
concurrir  !a  circunsiancia  atenuante  4.® 
*5  doce  años  y un  dia  do  reclusión.  Ta- 


jada interpuso  recurso  de  casadoTii  ale- 
gando que  debia  declarársele  exento  de 
responsabilidad  por  haber  obrado  en 
propia  deftjnsa,  y el  Tribunal  Supremo, 
declarando  no  haber  lugar,  establece  co- 
mo principal  fundamento: 

fíQue  siendo  preparado  y buscado  de  in- 
tento el  encuentro,  ito  Im  existido  el  caso  de 
una  necesaria  defensa  motivada  por  una 
agresión  ilegítima,  sino  una  riña  ó pelea  in- 
lenciorjel  promovida  para  ofemler  y ofen- 
derse reciprocamente  los  que  en  elia  toma- 
ban parte  con  vnlunlnd  decidida.»  (Sent.  1.® 
mayo  IS-Td. — Gac.  2 agosto,  pág.  03.) 

xxvni.  A ut07'es  de  komÍcidio.~-‘ 
Cuando  uno  cotí  puñal  en  mano  acomete 
(i  tres  que  se  ven  en  la  necesidad  de  de- 
fenderse con  palo  uno  , con  la  7na7io  otro 
y el  tei'cero  con  ww  cuchillo,  si  la  con- 
tienda se  contrae  luego  d e'ste  y al  agre- 
sor, guien  sale  lesionado  y de  resultas 
muere,  7io  S07i  aului'cs  del  lin7n¡cidio  los 
tres  acometidos  quo  se  dcfendiero7i,  smo 
el  que  causó  la  lesión,  único  que  tomó 
pai  te  directa  en  él  eo7i  las  rircxmstancAas 
que  exige  el  ard.  líl  del  Código;  y si  se 
pena  á los  ii'es  como  autores  se  infringe 
este  articulo,  y se  incAm'e.  e7i  el  ei'i'or  de 
derecho  4.”  del  arí.  708  de  la  Ley  de  E7ir 
j uic i am iento  crwtin a l . 

El  Ministerio  fiscal  interpuso  recurso 
de  casación  contra  sentci.cia  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  que  d (^clarando  que 
el  beclio  constituía  el  delito  de  homici- 
dio y que  eran  los  tres  a cometidos  sus 
autores,  con  las  circunstancias  de  agre- 
sión ilegítima  y falta  de  provocación  su- 
ficiente, sin  la  necesidad  racional  del 
medio  empleado  para  defenibírse , les 
condenó  en  siete  años  de  prisión  mayor, 
Y el  Tribuna!  Supremo  casa  y anula  la 
sentencia  por  infracción  d(d  art,  13,  con- 
signando la  doctrina  del  rpigrafe.  (Sen- 
tencia 2 junio  1874. — Gac,  18  agosto, 

pág.  99.) 

XXIX.  Homicidio  no  del  iodo  excu- 
sable  por  *f alta  de  alguno  de  los  requisi- 
tos que  exige  el  urt.  8.”,  conctu'riendo  una 
ch'cuiis tanda  agravante.  Debe  afdicarse 
el  art.  87  imponiendo  ¿apena  inferior  en 
el  grado  que  eoíTesponda, 

Reunido  el  Jurado  en  la  ciudad  da 
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para  fallar  la  causa  sobre  ho- 
niicídio  contra  Regino  Negro,  en  su  ve- 
redicto declaró  al  procesado  culpable  de 
dicho  delito  en  el  concepto  de  autor, 
concurriendo  á su  favor  las  circunstan- 
cias atenuantes  1.®  del  art.  9.”  en  rela- 
ción con  ja  4.“  y 5.^  del  8.^  así  como 
la  3.%  iP-  y IP  del  9.“,  apreciando  tam- 
bién la  existencia  de  ia  agravante  de  rein- 
cidencia en  el  mismo  delito. 

La  Sección  de  magistrados  condenó  a 
Negro  á doce  anos  y un  dia  de  reclusión, 
ó interpuesto  recurso  de  casación  fun- 
dado en  el  párrafo  3.”,  art.  80íi,  Ley  de 
Enj.  crim  , citando  la  infracción  del  ar- 
tículo 87  del  Código,  se  casa  y annla  la 
sentencia  por  error  en  la  imposición  de 
la  pena. 

«Cotisiiierando  que  no  siendo  el  hecho  del 
todo  excusíiMe  por  faltar  alguno  de  los  re- 
quisitos exigidos  para  eximir  de  responsabi- 
lidad crimina!  en  ios  respectivos  casos  de 
que  se  trata  en  e!  art,  8,^;  pero  habiendo 
concurrido  en  el  hecho  de  autos  las  cireuns 
lancias  alenuanles  expresadas,  por  mas  que 
exisla  !a  agravante  de  reincidencia  , ha  de- 
bido tenerse  en  cuenUiel  art.  87  para  la  im- 
posición de  la  pona  en  e)  grado  correspon- 
clfente,  aiondi.lo  el  nú  moro  y entidad  de  los 
feqiiisitos  que  filiaren  ó concurrieren  (1); 

Y consiih-ran  in  que  af  no  realizarlo  a.sí  la 
Sala  .senlencíudoni,  ha  cometido  el  error  rKí 
derecho  cnmprenilhio  eo  el  párrafo  3.°  del 
artículo  806  de  la  Ley  de  Euj.  crim,,  v ha 
infringido  al  va  citado  art.  87  del  Código"  pe- 
nal.» (Sent.  ‘20  junio  iST-i.— Gao.  óseliem- 
hre,  pág.  429.) 

XXX.  IJimicidio  en  jusla  defensa. 
La  necesidad  racional  del  medio  em~ 
‘picado  para  repeler  la  agresión , debe 
apreciarse , concordíindo  los  actos  y cir- 
cunstancias que  hayan  mediado,  el  me- 
dio y forma  con  que  se  haya  llevado  á 
efecto^  y hasta  las  circuuslancias  perso- 
nales del  ofensor  y del  ofendido. 

La  Audiencia  de  Madrid,  calificando 


(l)  Es  i ni  por  la  lile  y nos  parece  acortada  la 
Odrina  eonienida  en  este  fallo  de  que  la  con- 
currencia do  una  circunstancia  agravanlo,  no 
oüsla  a!  descenso  de  la  penalidad  en  el  caso  de 

tiin  líinia  analogía  tiene  con  el  de  la 

rcela  ü del  art.  8-2 , respeolo  de  la  que  se  esta- 
xiltíce  lo  contrario.  ^ 
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I el  hecho  de  autos  como  homicidio  cou 
la  concurrencia  de  dos  de  las  tres  cir- 
cunstancias que  exige  el  núm.  4.“  del 
art.  SP  del  Código,  y estimando  que 
falló  la  necesidad  raciona!  del  medio 
empleado  para  repeler  la  agresión,  con- 
denó á su  autor  Aquilino  Fernandez  \ 
oclio  años  y un  dia  de  prisión  ma- 
yor, etc.,  é interpuesto  recurso  de  casa- 
ción por  no  haberse  estimado  la  exen- 
ción de  responsabilidad,  ei  Triliunai  Su- 
premo, casando  y aíiu/aíi£¿í)  dicha  sen- 
tencia^ establece  como  fundamento  los 
siguientes: 

«Considerando  que  para  que  pimda  ser 
aprnciado  dicho  requisito,  es  decir,  el  déla 
i)tíce.s¡dad  racional  del  medio  empleado,  los 
Tribunales,  sujetándose  á las  reglas  de  ta  más 
estricta  crítica,  ó interpretando  rectametUe 
el  Código  en  este  punto,  deben  coinparar  y 
concordar  tmlos  los  actos  y circiuistancias 
que  hayan  mediado  en  la  ejecución  dei-  he- 
cho, el  medio  y forma  con  ífue  se  haya  lleva- 
do á efecto  y hasta  las  cualidades  personales 
del  ofensor  y ofendido: 

Considerando  que  de  los  íieciios  admitidos 
Y dedil rados  probados  en  !a  sentencia  resul- 
ta que  Aquilino  Fernandez  en  la  nociie  del  20 
de  enero  último,  después  de  salir  de  la  casa 
de  Francisco  Juárez  caminaba  á la  suya  tran- 
quilo y sosegado,  y ya  próximo  á ella,  brus- 
ca y repentinamente  fuó  acometido  por  e!  úl- 
timo, arre  jándole  primero  una  piedra  y dán- 
dúle  eu  seguida  un  garrotazo  en  la  cabez 
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que  le  causó  una  íier¡da,por  lo  que  tuvo  ne- 
ce.siJail  imprescindible  de  poüer.se  en  defen- 
sa con  el  objeto  de  evitar  un  mal  que  á su 
persona  pudiera  traer  mayores  y más  fatales 
con  .secuencias: 

Considerando  que  al  usar  de  la  navaja  que 
llevaba  para  repeler  Ja  injusta  agresión  de 
"ue  era  víctima  no  se  excedió  de  los  límites 
e la  justa  defensa , áun  en  el  supuesto  que 
huljie.se  llevado  un  palo  con  una  bayoneta: 
litícho  que  no  se  declara  probado , pues  lo 
mismo  con  este  que  con  el  otro  instrumento 
puede  cau.iarJe  la  muerte;  y no  se  excedió, 
ya  se  atieinia  á que  en  la  oscuridad  de  la  no- 
che no  podía  distinguir  si  ei  ofen.sor  llevaba 
otra  arma,  yaá  que  con  ia  mi.sma  que  le  hi- 
rió pudo  matarle,  y ya,  en  fin,  á que  en  aque- 
lla hora  no  ii:tb:a  persona  que  le  pinilese  pres- 
tar auxilio  ni  casa  donde  refugiarse  para  evi- 
tar que  (a  agresión  continuase  y conseguir 
ei  agresor  su  mal  propósito; 

Y considerando,  por  tanto,  que  la  Sala 
í sentenciadora  ba  incurrido  eu  el  error  de 
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derecho  conriprendíiio  en  el  caso  3.®  del  ar- 
tículo 708  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cri- 
minal , é infriní^iijo  en  su  consecuencia  el 
caso  4/  del  art.  8.'’ do!  Cddigo  penal;»  (Sen- 
tencia 10  diciembre  lS/5. — Gac.  i3  enero, 
piig.  13.) 

XXXI-  Ifomicidio  causado  por  tina 
sola  lesión  cotí  puñal.  No  constituye  esta 
cit'cunstancia  la  atenuante  de  no  haber 
tenido  intención  de  causar  un  mal  de 
tañía  gravedad. 

Consígnalo  así  oí  Tribunal  Supremo, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Antonio  Fer- 
nandez Flores,  alegando  que  no  tuvo  in- 
tención de  causar  el  nial  que  produjo, 
como  lo  denniestra  el  hecho  de  no  haber 
causado  al  ofendido  mas  que  una  heri- 
da. (Sent.  9 abril  1875.— Güc.  11  ma- 
yo, pág.  117.) 

XXXTÍ.  El  'vor  en  calificar  como  ho- 
micidio el  asesinato,  por  haber  co7icu7'~ 
rido  la  cirotnslancia  de  alevosia.  Su- 
puesta la  defioicio7i  que  da  de  la  alevo- 
sía el  art.  10  del  Código  y lo  dispuesto 
e7i  el  art.  418,  C07islituiie  el  delito  de 
asesinato  el  hecho  de  retar  á o ir  o con 
insistencia  d la  calle.,  y sin  deseiiibozar- 
se  el  retador  de  la  manía,  cuando  [han 
andando  asestar  de  iniprovisQ  al  vela- 
do , .sin  que  éste  se  apercibiera , un 
golpe  con  daga  eii  el  hipogastrio  que  le 
imposibilitó  de  defenderse  y le  causó  la 
muerte. 

Casación  de  la  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  de  Valencia,  que  estimó 
como  homicidio  este  hecho,  en  el  que 
concurrió  la  circunstancia  de  alevosía 
que  cal  íica  el  asesinato.  (Sent.  15  ene- 
ro 1870. — Gac.  29  enero,  pág.  48.) — 

Id.  (Sent.  13  enero  1870.- — Gac.  31 
enero,  pág.  30.) 

HOMICIDIO  FRUSTRADO.  Supuesta  la 
definición  (]ue  dei  delito  frustrado  nos 
da  el  art.  3.'^  del  Código,  es  casi  siem-  i 
pre  difícil  la  calificación  del  mismo, 
cualquiera  que  sea  eí  delito  de  que  se 
trate.  En  el  homicidio  coulribuve  á au- 
mentar  las  dificultades,  si  se  quiere,  el 
mismo  art.  423,  cuando  hay  disparo  de 
arma  de  fuego,  con  ó sin  lesiones;  y en  I 


todo  caso,  cualquiera  que  sea  el  arma 
que  se  emplee,  no  es  fáítl  dar  reglas 
precisas  para  determinar  la  intención 
del  culpable,  que  es  lo  que  caracteriza 
el  hecho.  Remitiéndonos,  pues,  á Dis- 
paro Da  ARMA,  págs.  179  y i4i,  á De- 
lito FiiusTRAuo,  á Homicidio,  pág.  220, 
y á otros  artículos,  lié  aijuí  otros  ca- 
sos de  jurisprudencia  que  pueden  guiar 

i 


DOS  algo  para  la  inteligencia  de  la  ley  en 


[.  I/ispa)'o  de  Uro  de  pistola  y agre- 
siortes  C071  arma  blanca.  Se  califica  bien 
el  hecho  de  delito  frustrad  o,  cuando  des- 
pués de  caer  en  tierra  el  lesionado,  se  le 
sigue  ar07íU’íí'í?íií/o  con  arma  blacica  hasta 
ver  aproximarse  d otras  pei’sonas. 


Pablo  Arando  y otros  dos  acometie- 
ron en  la  noche  del  9 de  noviembre 
de  1872  á Pedro  Pellicer,  disiuiránJole 
Aranda  un  tiro  de  pistola,  y dándole  los 
otros  de  puñaladas  después  de  estar  ten- 
dido en  el  suelo  á consecuencia  do  las 


heridas  causadas  por  ei  disparo.  Curadas 
las  lesiones  á los  cu-irenla  y ocho  dias, 
la  Sala  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  de- 
claró que  los  hechos  probados  consti- 
tiiian  el  delito  de  homicidio  frustrado, 
y condenando  á los  tres  procesados  co- 
mo autores  con  abuso  de  superioridad, 
les  impuse  diez  años  y un  dio  de  pri- 
sión mayor,  etc.,  con  .irreglo  á los  ar- 
tículos U9,  3.^  reglas  3.^^  y del  82, 
til),  y 10,  circunslr.ncitT  O,''' 

interpuesto  pur  los  prucesados  recur- 
so de  casación,  suponiendo  que  el  deli- 
to cometido  era  el  del  art,  4'il  (lesiones) 
se  declara  7io  haber  lugar  ó él : 


«Considerando  que  lo.s  procesades  Pablo 
y Miircos  Aranda  Peral  y Valero  Trivesy  Plo- 
res a!  dispararle  a Pe-dro  Pellicer  un  tiro  de 
pistola  el  primero  causándolo  una  lesión  que 
le  liizo  caer  eu  tierra,  y ar.oineUéndoie  en  se- 
guida los  otro-s  dos  con  arma  blanca,  causán- 
dole varias  heridas , y uo  separándose  del 
ofendido  hasta  ver  se  «iproxirriaban  otras  per- 
soua.s,  son  hechos  que  ilemucstran  laintou- 
cioü  de  matarle  , y que  si  no  lo  consiyuierogi 
tué  por  causa  independiente  de  su  voluntad: 

Y considerando  que  eu  tal  concejdo  la 
Sala  sentenciadora  a!  caldicar  de  homicidio 
frustrado  el  referido  delito,  no  ha  infringido 
los  artículos  del  Código  penal  419,  G6  y 4ü3 


1 
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Di  incurrido  en  el  error  de  derecho  com- 
prendido en  el  caso  3.“  del  art.  4.®  de  la  ley 
provisional  estahlecinndo  el  recurso  de  casa- 
ción críminal.i)  (Scnt.  IS  abril  íSi-i.  Gíi- 
ceífl2i  julio,  pág.  31.) 

■ II,  La  misma  doctrina  que  en  el  caso 
anterior.  Disparos  á quema-ropa  al  ver  se 
acometido  por  otro  en  un  momento  de 
sobreexcitación  y furbacion,  causando 
lesión  grave.  No  hay  homicidio  frus- 
t7'ado. 


tículo  798,  Ley  de  Enj.  crim.,  citando 

como  infringido  e!  del  Código  y la 
jurisprudencia  consignada  en  sentencias 
de  2 de  octubre  de  1873  y 42  de  junio 
de  187Í-  (l),  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  hay  dellfo  frustrado 
cuando  el  culpable  pracíica  tiulos  los  actos 
de  ejecución  que  debieran  producir  como 
resultado  el  delito,  v sin  embargo  no  lejiro- 
diicen  por  causas  independien  les  de  lavolim- 


Casando  y anulando  una  sentencia  de 
ja  Audiencia  de  Madrid,  se  consigna 
como  fundamento: 

Que  cuando  cruzándose  palabras  entre 
dos  uno  ríe  eilns  da  á oiro  dos  palos  y el  aco- 
metido saca  un  re^Yo!ver  de  cuatro  tiros  y 
dispara  dos  contra  su  agresor,  no  obstante 
iiaberse  hechn  los  disparos  á cjuema-ropa  y 
causado  con  los  niÍs;i¡os  lesión  grave,  no 
es  procedente  deducir  que  tuvo  el  propósito 
y determinada  intención  de  matar,  porque 
con  la  sobreexcílacioo  y luriiacion  que  son 
naturales  en  esos  casos,  aunque  sea  el  obje- 
to causar  daño  al  que  lia  ofendido,  no  debe 
suponerse  el  más  grave  cuando  no  se  de- 
muestra por  iiecho  alguno;  y que  habiendo 
calificado  la  Safa  de  huinícídio  frustrado  el 
delito,  fifi  C'íiiO'to  error  en  la  calificación 
fcasü  3.",  art,  708,  Ley  de  Enj.  crim.),  in- 
fringienrlo  los  nrlíciitos  rererenles  íí  este  de- 
lito.» (Sent.  12  junio  1874.— Gcc.  26  agos- 
to, pág.^  12.) 

III.  Otro  ra.^o  de  dispai'o  de  pistola^ 
ealificado  como  honúcidiú  frustrado. 


lad  del  agente: 

Consideniiuio  que  Manuel  Uodríguez  Sier- 
ra disparó  uno  de  los  tiros  del  rewolver  que 
llevaba  contra  Manuel  Perez  Diiiz  á distancia 
de  cuatro  pasos,  dirigiéndole  á la  región  epi- 
gástrica, parlo  central  y mu  y imporiaute  del 
cuerpo,  que  si  bien  no  le  produjo  la  muerte 
y .sí  solo  lesiones  que  duraron  mas  de  treinta 
dias,  lué  por  causas  independientes  ile  su  vo- 
luntad, manifesliula  eu  los  a dos  ejecutados; 

Cousideraiulo  que  además  de  las  circustan- 
cias  anteriores,  que  revelan  su  intención, 
aparece  e.sta  áun  más  manifiesta  por  haber 
irecedido  moinenlos  ántes  otro  disparo  con- 
ra  Francisco  Fernandez  á la  rnisniu  distan- 
cia de  cuatro  pasos,  que  si  bien  no  causó  daño 
alguno  ofrecía  Umbien  el  riesgo  de  haberle 
producido; 

Considera iido  que  por  lo  mismo  la  Sala 
sentenciadora,  al  calificar  el  segundo  hecho 
el  homicidio  frustrado,  no  ha  cometido  error 
ni  infringido  el  art.  3.“  dtd  Código  penal  en 
sn  párrafo  segundo  (2).  (Scnl.  2 octubre 
1875. — Gac.  11  novienibre,  pág.  65.) 


Hnbientlo  disputado  Francisco  F 
uandez  y SLinuel  Rodríguez,  viniend 
las  manos,  Uodrigiiez  disparó  un  rew 
ver  contra  Fernandez  sin  causarle  di 
alguno,  y des(MJós  disfiaró  otro  tiro  i 
dicha  arma  á JLnucl  Pérez  que  ha 
acvidido  á separarlos,  causándole  i 
herida  en  la  región  epigástrica  que  ci 
después  de  los  treinta  dias.  La  Audii 
cía  de  Búrgus  declaró  que  estos  liec 
■constituian  dos  delitos,  uno  de  disp 
de  arma  de  fuego  y otro  de  homici 
frustrado,  é impUFo  al  procesado  po: 
V>timo  ocho  afiüs  y un  dia  de  pris 
mayor,  y por  el  de  disparo  veintiún  t 
■Ses  de  prUson  correccionai. 

Interpuesto  recurso  de  casación  po 
procesad©,. que  fundó  en  el  caso  3.“, 


(1)  Núni.  11  de  este  artículo  y XI  , pág.  184. 

(2)  lié  aquí  un  caso  r.aru  de  aplicación  del 
art.  423  y del  S.^cori  relación  al  411).  lludriguez 
que  dispulíiha  con  Fernandez,  disjmra  á éste  un 
tiro  de  rewolver  y no  le  caiisií  daño;  este  dispa- 
ro se  califica  como  delito  dei  arl.  423.  Dispara 
otro  tiro  contra  Perez  con  quien  no  di.spuuba, 
y le  causa  lesiones  enya  curación  duró  más  de 
Irciniadia»,  y secalilicado  liomicidiu  frustrado. 
Ahora  bien:  cd  primar  disparo  iba  dirigido  á su 
contendiente,  y no  se  califica  de  dcdito  frustra- 
do, creemos  que  con  acierto;  pero  en  este  caso, 
¿por  qué  el  otro  disparo  que  se  d irlgia  contra  uíi 
tercero  que  acudid  á separarlos  ha  merecido  la 
calificación  indicada?  Lo  naliiral  y lógico  c8 
creer  que  si  Itodriguez  tuvo  intención  de  malar 
á alguno  fuese  á la  persona  con  quien  estaba  en 
lucha,  y que  si  disparó  luego  conir.i  Feroz  qua 
se  presentó  á separarles,  fué  por  estar  sobrees- 
citaiio  ó turbado.  Sin  embargo,  no  lia.sido  así; 
y no  comprendemos  la  r.azon.  Mejor^  todavía 
coinprcnderianiüs  que  se  hubieran  calificado  loa 
hechos  como  dos  homicidios  fruslrailos. 
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IV,  Homicidio  fiuslrado  en  propia 
de  fen  ,w,  por  concurrir  agresión  ilegiti- 
ma ^ necesidad  racional  del  medio  em- 
pleado para  impedirla  ó repelerla , y 
falta  de  prooocacion.  Casación  de  sen- 
tencia por  no  apreciar  la  exención. 

Sobre  las  siete  de  la  mañana  del 
de  febrero  de  t87t>,  marchaba  por  el 
camino  de  Al  mora  di  Julián  Martínez 
montado  en  un  pollino,  y advertido  de 
que  detrás  de  él  iba  José  Fabra,  con 
quien  la  noche  anterior  había  tenido 
cuestión , echó  pié  á tierra  y le  increpó 
con  las  palabras  de  e¿ái]n  vienes  por 
aquí,  ladrón?»  y sacando  un  cachorrillo 
trató  de  dispararle,  pero  inútilmente, 
pues  ni  aun  reventó  el  pistón,  en  cuyo 
acto  sacó  Fabra  una  pistola  de  dos  caño^ 
nes  y disparó  uno  de  ellos  contra  Mar- 
tínez sin  acertarle;  y éste  entonces  trató 
de  disparar  un  segundo  cacborrilio,  ob- 
teniendo el  mismo  resultado  que  ante- 
riormente, y Fabra  disparó  á su  vez  el 
otro  cañón  de  la  pistola,  causando  á su 
adversario  una  lesión  con  bala  en  la  ca- 
ra, para  cuya  curación  se  emplearon 
treinta  y cuatro  dias. 

La  Audiencia  de  Valencia  declaró  que 
el  hedió  constituía  el  delito  de  homicidio 
frustrado,  con  las  circunstancias  ate- 
nuantes muy  calibeadas  do  agresión  ile- 
gítimo, y Je  haber  obrado  por  estímulos 
tan  poderosos,  que  naturalmente  le  pro- 
dujeron arrebato  y obcecación  , sin  nin- 
guna agravante;  y conforme  á los  artí- 
culos 419,  3.°,  9.®,  circunstancias  1.*^  y 
7,*^,  condenó  á Fabra  en  tres  años  de 
prisión  correccional,  accesorias,  indem- 
nización y costas: 

Interpuesto  por  el  procesado  recurso 
de  casación , citando  como  infringidos 
Jos  arts.  8.^,  nüm.  4.®,  419,  3.°, 

423,431,  núm.  4.°,  y 87,  el  Tribunal 
Supremo  declara  haber  lugar,  y cn^a  y 
anula  la  sentencia  en  estos  términos: 

ftCousiderando  que,  según  el  caso  4.^ 
del  art.  8.°  del  Código  penal,  no  delinque, 
y por  consiguiente  está  exento  de  responsa- 
bilidad crimioal,  el  que  obra  en  defensa  de 
su  persona  ó derechos,  siempre  que  concur- 
ran las  circunstancias  de  agresión  ilegitima, 


necesidad  racional  tle!  medio  empleado  para 
impedirla  ó repelerla,  y falta  de  provocación 
suficiente  por  parle  del  que  se  defiende: 

«Considerando  que,  según  los  hecfios  con- 
signados y declarados  prohiulos  en  la  sen- 
tencia, José  Fabra  caininalia  aosogudo  y tran- 
quilo para  Almoradi;  y visto  por  Julián  Mar- 
tínez, que  marcha  lia  delante,  se  bajó  do  la 
aolliua  en  que  iba  montado,  y al  acercarse 
i:*’ abra  le  ífisuUó  y apostrofó  llamándole  «la- 
drón,» disparáiukiie  incontinenti  una  pistola; 
en  cuyo  acto,  y para  salvar  su  existencia  el 
referido  Fabra,  le  disparó  otro  tiro  coa  otra 
pistola  de  dos  cañones  (;ue  llevaba,  sin  ha- 
cer uso  del  otro  hasta  ([ue  por  segunda  vez 
le  hizo  otro  disparo  el  Martínez: 

«Considerando  que  estos  hechos  demues- 
tran del  modo  más  claro  é indufiable  que  la 
agresión  partió  del  Martínez;  que  esta  fué 
ilegítima  en  cuanto  á que  ningún  antecedente 
inmediato  aparece  que  le  moviese  á ello;  que 
Fabra  tuvo  necesidad  racional  de!  medio  em- 
pleado para  impedirla  ó repelerla,  no  sólo 
atendiendo  al  lugar  en  que  ecurrió  el  suceso 
sino  también  á la  ciícíe  de  arma  con  que  una 
y otra  vez  fué  acometido , y que  parparte 
del  mismo* no  hubo  provocación  alguna: 

Y consideratulo,  por  lanío,  tjiic  al  no 
apreciar  Ja  Sala  seuteuciadura  estos  tres  re- 
quisitos que  han  concurrido  en  el  hecho  de 
herir  José  Fabra  á Julián  Marlínez,  ha  infrin- 
gido el  caso  4°  del  art,  8.*^  del  Código  pe- 
nal , 6 incurrido  en  el  error  de  derecíio  com- 
prendido eu  el  caso  5."  del  art.  déla 
Ley  de  Enj.  crim.»  (Sent.  4 enero  i87ü.— 
Gac.  27  enero,  pág.  40.) 


HURTO-  Al  tratar  de  este  delito  en  la 
pá  gina  229,  liemos  indicado  sus  diferen- 
cias del  robo,  é insertado  el  lexlo  de  los 
artículos  530  al  533  de!  Código,  qua 
deñnen  el  hurto  y establecen  las  penas 
según  la  importancia  déla  cantidad  hur- 
lada y el  carácter  calificado  del  hecho 
por  razón  de  la  cosa  ó por  las  circuns- 
tancias del  delincuente. 

Varaos  á continuar  los  casos  de  juris- 
prudencia sobre  este  delito;  pero  antes, 
para  facilitar  más  y más  la  aplicación  de 
la  complicada  penalidad  del  mismo, pre- 
sentaremos en  una  tabla  sinóptica  la  pena 
que  en  cada  caso  corresponde  á los  auto- 
res del  delito  consumado,  de  delito  frus- 
trado, de  tentativa,  y á los  cómplices  y 

encubridores,  atendidas  también  las  cir- 
cunstancias atenuantes  ó agravantes. 
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•tabla  SINÓP'T'ICA  de  lo  penalidad  que^  en  los  disltalos  casos  de  Kuito  sinipiQ  y 
^%o  consumado, 'al  frustrado,  á la  tentativa  y d ios  aviares,  cómplice  y encubridores, 


CALIFICACION 
dcl  luirlo. 


ii 


tIURTO  SlMRRE- 
(Arís.  5JI  tj  í>3-2  del  Có.líyo  jicnol.) 


PENA 

señalada  al  aulor  de  hurlo 
consumado. 

2.‘ 


PENA 


PENA 
para  oí  aulor  do  tonta- 


4: 


Presidio  forrfí'CiOtJíJÍ  sn  su 
ffrado  medio  ni  máximo. 

c-  , T j 1 1 Grado  mín.  De  á años,  4 

Si  el  valor  de  la  cP®^|mese.s  v 1 día  á 3 años,  fi  nic- 

V 20  dms.-MEi.:  De  3 
de2  aOOpo..etas.  ^ dias  á 

(Arl.  .,.11,  nain.  L 

yiÁ\.  Do 
dias  á G anos. 


3." 


Arresto  viaf/or  en  su  grado 
máximo  á presidia  correc- 
cional en  el  miuimo. 

Graiío  .MiN.  Do  4 meses  y 1 


No  excediendo  de 
2.500  pesetas  y pa- 
sando de  500. 

(Art.  53i,  núm.  %") 


No  excediendo  deoOO 
pcsela.s  V pasando 
de  iÜO.  ' 

(Arl.  ri3í , núm.  3.") 


No  excediendo  riel 00 
pesetas  y iiasamlo 
de  10. 

(Arl.  531,  nú  na.  4.") 

No  excediendo  de  10 
péselas  6 de  20  .si 
• fueren  semillas  ali- 
men Licias,  frutos  ó 
leñas,  salvo  que  el 
reo  en  uno  y otro 
caso  bubiese  sido 
contiena  do  por  de- 
litos  de  robo  ú liar- 
lo, ó dos  veces  por 
burlo  en  juicio  de 
fallas. 

(Arts,  331,  núm.  6.'' 
y 532.) 


Presidio  correccional  en  sir 
grado  mínimo  ai  «ledto. 

Goado  mín.  De  (5  meses  y 1 
día  áiaño,  8 meses  y 20  clias.l 
— Msi).  De  1 año,  8 meses  y 
21  ilias  á 2 años,  11  meses  y lüj 
días. — Max.  De2  años,  11  me- 
ses y H dias  á 4 años  y 2 meses. 

Mr  resto  mayor  en  .s;í  grado 
ííiedfo  al  presidio  correc- 
cional cji  el  mínimo. 

' üuADO  .uiN.  De  2 meses  y 1 
lililí  á4  meses  — Med.  De4iiie- 
ses  y 1 dia  á 6 meses. — MÁxi- 
.Mo.  De  6 meses  y 1 dia  á 2 
años  y 4 meses. 

Art'íJtío  7nfl_j/or. 

Guauo  mÍn.  De  1 á 2 meses, 

— SIed.  De  2 meses  y 1 dia  .Multa  (1). 
|4  meses. — MXx.  De  4 mesesy 
; 1 d i a á G ;in  esos . 


para  el  anlor  do  burlo  frnstrado,  fruVtraS^y'^aQmh'ííi? 
P y complico  dei  consumado.  ^^"^^1 

4.“ 

Arresío  mayoreníag 
grados  «iííiíhio  y 
medio. 

Guado  MÍn.  De  1 
rnesy  1 diaá  2mesc3. 
—Meo.  De  2 meses  y 
1 dia  á 3 meses.— 
Max.  De  3 meses  y 1 
dia  á 4 meses. 

Multa  á nrmío  mo- 
yor  en  el  grado 
‘minhno. 

Gil  A DOS  MÍN.  y ME- 
DIO. Multa  (1). — Má- 
ximo. Arresto  de  1 íí¿ 
meses. 


?.-dia  á 1 año.— Med.  De  1 año 
neses  y s»  ‘^i V 1 diaá  1 afio  y 8 meses.— 

meses  y 10  rfias.-i  ^ año,  8 meses  y i dia 

-i  aiiüs,  .1  meses  j 11  ^ ^ ;iñüs  v 4 meses. 


AíTcsfo  mayor  en  stis  grados 
medio  al  md-xímo. 

Grado  mÍn.  De  2 meses  y 
1 dia  á 3 meses  y 10  dias. — 
Med.  De  3 meses  y H diasá  4 
meses  y 20  dias. — MÁx.  Do  4 
meses  y 21  dias  á 0 meses. 


Multa  á arresto  mayor  en  su 
grado  jíiíkiiíío. 

Grado.s  MÍn,  y med.  Mul-^MuUa  (i), 
ta  ti).— Max.  Arresto  de  1 á 2| 
meses. 


Mulla  (Ij. 


Aítcsío  mayor  en  su  rimdoi 
7n¡nimo  ai  medio. 

^ Grado  mín.  De  1 mes  y 1 
^diaá  2 meses,— Med.  De. 2 Multa  (1] 
meses  y 1 diaá  3 meses.— f 
Máx,  De  3 mesesy  1 dia  á 4 
meses. 


Multa,  (i). 


inás^e^eJlSdente^'^'^^'’  <íeslmadas  .al  culto,  d cometido  en  acto  religioso,  ó 

ll)  En  todos  loscasos  en  qué  se  desciende  á la  müUa,  téngase  preséntelo  que  dejamos  dicho  en 


MüL 
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alificEido  d0?í!/)fV'’hfííVí),?  cu  los  arts.  o31,  532  y 533  del  Códiyo  pencili  con  espoude  ül  de 
jn  división  de  (¡vados  pava  5»  aplicación  spynn  las  circunstancias  que  concurran-. 


c 
con 


HURTO  CALIFICADO  (*)• 
(.4rí,  S33  del  Cdúitjo  penal.) 


PENA 

soSalatia  al  autor  del  hurto 
consumado. 


PENA 

parad  autor  di^l  hurto  frnalraílo 
y cómplice  doi  consumado, 

6/ 


PENA 

para  el  autor  de  tentativa  do 
linrto  consuniailú,  rófri pairos  dal 
frustrado  y cnculuidor  del 
consumado, 

7/ 


, 


Presidio  ?í!ayoj'  en  sti.s  grados  ^ninimo  y ÍArresfo  ínoí/or  eii  su  oruda 

medio.  ¡Prcsnhocori'ecciorial  cn  sus\  máximo  á presidio  coi'rec- 

Grado  mín.  De  6 años  y i di. i a 7 anos  y 4 prados  medio  al  maxmo.J  / ¡¡f  mininio. 

meses. — Meo.  De  7 años,  4 meses  y 1 dia  á 8.  Grados.  tYer  la  colum-j  f,n;^pys,  {Verla  cülum- 
años  yS  meses.  — MÁx.  I3e  8 años,  8 meses! na  2.“)  • • \ 

y 1 dia  á 10  años. 


na  3.") 


Presidio  correccional  en  su  grado  7ná.rimo  á 
presidio  mayor  en  el  minirno.  ¡Presidio  correccional  en  su'- Arresto  mayor  en  su  grado 

Grado  mín.  Do  4 años,  2 meses  y 1 dia  á Sl  grado  mínimo  al  incdío.l  medio  al  ináximo. 
años,  5 meses  y 10  dias. — Med.  De  o anos,  oí  Grados.  (Ver  la  coium-i  Grados.  tVer  la  colum- 
meses  y 11  dia.?  ¿i  6 años,  8 meses  y20diua5.  — \ua  2.  '}  Ina  3."! 

Máx.  De  G años,  8 meses  y 21  dias  á 8 años. 


íPresirlío  correccional  sn  5K  prado  medio  ^j^rre-síó  maí/or  en- sw  prado  %r  j,  ■ , *,  > 

» presidio  ma^or  en  eí  mínimo.  medio  d presidio  corree- 

Grado  mjn.  De  2 anos,  4 meses  y 1 día  a 4(  V 9vado  wnumo. 

años  V 2 mesps.-MíD  De  4 afios.  2 meses  y Grados.  ' (Ver  la  coíum-  G'ia^os.  (Yci  la  colum- 
1 día  a G anos. — MÁx.  De  6 anos  y 1 día  á 8Ln  2 “y  3.  ) 

años.  **■  -'  I ) 


■r 


Presidio  correccional.  ■ I 

Grado  .mín.  De  6 meses  y \ dia  á 2 años  y [ Arresto  mayor. 
4 mese.?.— Med.  De  2 años,  4 meses  y 1 dia  ál  Grados,  (.Ver 
¡i  años  y 2 meses. — Máx.  De  4 años,  2 mesesína  2.") 

"i  dia  a Ganos.  \ 


la 


I 

colum-ÍMulla  (1). 


(Arresto  me, yor  en  su  yrado  md.ximo  d pre-|  < 

Siííío  correccional  en  el  minirno.  'Arresto  mayor  en  su  yradol 

Grado  jiÍn,  De  4 meses  y 1 dia  á 1 año.— 1 miiiimo  al  medio.  í 

''ed.  De  1 año  y 1 dia  á 1 año  y 8 meses. — [ Grados.  (Ver  la  colum-r 

¿TT  Inilíl  ÍJ  iTXfXtíAC  TT  J rl  í ü O fv  i'xu  Y ^4  fia  2+ 1 


Med.  De  i ano  y i m.i  n -i  uuu  y o miíscii.^i  iíkai 
Máx.  Uc  1 año,  8 meses  y l dia  á 2 años  y 4\na  2.“) 
meses.  • 


(muHr  (1). 


'1 

T 1 

edificio  destinado  á celebrarlos,  6 doméstico,  é con  grave  abuso  de  confianza,  é siendo  el  culpable  dos  Ó 
pág.  269,  y en  la  nota  2. de  la  i.*  columna  de  la  pág.  197. 


HURTO.  [Jiírisp.  penal). 

y no  pueda  el  i'co  api'ovccharse  del  ca- 
ballo. 


m 

XX.  En  la  duda  de  si  un  hecho  es 
hurto  ó robo  debe  calificarse  de  hurto. 

Se  casa  y anula  una  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Madrid  en  la  que  cuestio- 
nándose si  en  el  delito  medió  fuerza  en 
ta  cosa  y si  por  tanto  era  hurto  ó roho, 
no  dándose  expresamente  por  probada  la 
fuerza  en  lá  referida  sentencia,  se  con- 
denó sin  embargo  al  procesado couro  cul- 
pable de  robo,  y establece  el  Tribunal 
Supremo;  i|ue  en  caso  de  duda  debe  es- 
tarse siempre  por  lo  que  sea  más  favo- 
rable a!  reo.  (Sent.  6 marzo  1874. — 
Gac.  30  mayo,  pág.  IfiO.) 

XXI.  Cuestión  sobre  calificación  de 
hurto  consumado. 

Con.stituye  hurto  consumado  el  hecho 
de  sustrarr  de  una  casa  ó tienda  una 
cosa  mueble  ajena  con  ánimo  de  lucrar- 
se, arrojándola  al  suelo  al  verse  perse- 
guido, fuera  ya  del  punto  en  donde  se 
tomó  el  efecto  burlado.  Siendo  el  cul- 
pable doblemonle  reincidenie,  la  pena 
según  el  art.  533  es  la  inmediata  supe- 
perior,  de  modo  que  no  excediendo  lo 
hurtado  de  100  pesetas  y sí  de  10,  la 
pena  por  Ja  dobla  reincidencia  será  pre- 
sidio correccional  V conforme  al  citado  ar- 
tículo y al  u31.  (Sent.  22  junio  1874. 

' — Gac.  D setiembre,  pág.  13í2.) 

XX H.  Es  hurlo  comprendido  en  el 
art.  530  del  Código  (A^l  del  í/í*  ISoOJ  el 
hecho  de  vendimiar  para  si  el  fruto  de 
una  uiñtt  que  otro  cultiva  como  suya  ó 
copio  arrendatario^  sin  contar  con  h vo- 
luntad de  e'sie. 

Casa  y anula  el  Tribunal  Supremo,  por 
infracción  de  los  arts,  1.*  y 630  del  Có- 
digo, una  sentencia  de  la  "Audiencia  de 
Albacete  i[U0  declaró  que  este  hecho  era 
obieio  de  un  juicio  civil  y no  conslituia 
deíi  lo,  estableciendo  la  doctrina  del  epí- 
grafe. (Sent.  8 junio  1874.— 18 
agosto,  pág.  103.) 

XXI n.  Otro  caso  de  cuestión  sobre 
califiracion  de  hurto  consumado.  Es  hur- 
to coiisiimado  el  hecho  de  tomar  un  ca- 
ballo ajeno  con  ánimo  de  tucro^  sacarle 
dé  la  ciiadra  donde  está  y echar  á andar 
con  elf  aunque  entonces  sea  sorprendido 


Así  lo  consigna  el  Tribunal  Supremo 
declarando  no  haber  tugar  al  recurso  de 
casacion-contra  sentencia  de  la  Audien- 
cia de  Madrid  que  caliíicó  y penó  como 
consumado  el  hurto  expresado.  El  reo 
sostenía  que  era  frustrado  y que  se  había 
infringido  el  núm.  2.°  del  art.  3.'’  del 
Códgio,  sin  tener  en  cuenta  que  el  con- 
seguir aprovecharse  ó no  de  los  objetos 
de  un  delito,  no  constituye  parte  de  su 
ejecución,  toda  vez  que  os  un  resultado 
posterior  completamente  ajeno  é inde- 
pendiente del  mismo.  (Sont,  2 mar- 
zo 1875. — Gao.  8 mayo,  pág.  98.) 

XXIV.  No  es  robo  y sí  hurto ^ la  sus- 
tracción de  dinero  que  hace  nn  i 

$us  amos  en  la  casa  de  éstos  abriendo  el 
baúl  de  donde  le  extrajo  con  la  llave  de 
una  cómoda  que  había  en  la  misma  casa 
y que  dejaron  puesta  íiis  amos.  Error  de 
derecho  y casación  de  sentencia.  Dife- 
rencias en  la  penalidad. 

La  Audiencia  Je  Madrid  calificó  como 
robo  el  hecho  indicado,  é impuso  á su 
autor  Román  Contreras,  dos  años  y cin- 
co meses  do  presidio  correccional,  con 
su  accesoria,  indemnización  de  4Íj  pe- 
setas y las  costas;  é interpuesto  por  el 
procesado  recurso  de  casación  fundado 
en  el  núm.  3,°,  art.  798,  y citando  como 
infringido  el  último  párrafo  del  521  del 
Código  por  no  ser  el  que  corresponde, 
ei  Tribunal  Supremo  casa  y anula  ia  sen- 
tencio, porque  el  hecho  no  es  robo  según 
el  art.  u2l,  y porque  apreciado  como  tal 
y haciendo  aplicación  de  diclio  articulo 
se  incurre  en  el  error  de  derecho  citado 
y se  infringe  e!  referido  art.  521  (!]. 
(Sent.  22  octubre  1874.  — Gac,  28  no- 
viembre, pág.  203.) 


(1)  Este  recurso  no.s  parece  contra  produ- 
c«níeí)i,y  visto  su  resultado  terKlrUmus  gusto 
en  saber  el  fallo  que,  á consecuencia  de  la  casa- 
ción, dicicJ  el  Tribunal  Supremo  sobre  el  fundo. 
En  primer  lugar  la  pena  que  a[)iicó  la  Audien- 
cia, supuesta  la  calificación  que  hizo  dei  delito 
como  robo  comprendido  en  el  penúltimo  párra- 
fo del  art.  Sil,  debió  ser,  por  concurrir  una  cir- 
cunstancia agravante,  !o  menos  de  tres  añosseis 
nicfles  y veintiún  dias,  pudiendo  alargarse  has* 


HURTO . 


XXV.  No  es  hurto  el  hecho  de  ven-  \ 
diniiuv  una  viña  el  que  está  en  posesión 
legitima  de  ella^  por  no  haherside  liofifí- 
cado  personalmesñe  la  sentencia  que  le 
condena  d la  dejación  de  la  misma  ^ ni 
haberse  expresado  al  dar  posesiion  d otro 
que  esta  se  extendia  al  fruto  q)€ncíienie 
para  el  que  el  jji  orcsado  había  costeado 
las  labores  precisas',  porque  no  se  in-fiere 
que  haya  tomado  la  uva  con  mala  fe'  y 
ánimo  de  lucro,  á sabiendas  de  ser  ajena. 

Decíoraniio  haber  lugor  al  rfcur^o 
oasacton  iníerpuesío  por  D.  Felipe  Fer“ 
namlez  corilra  sentencia  de  ia  AniÜenci'' 
de  Valladüüd  quo  lecoiuíenó  como  reo  de 
burlo,  consigna  dicha  doctrina  ct  Tribu- 
nal Supremo  por  haber  incurrido  en  el 
error  de  derecho,  núm.  1.®,  arl.  798,  é 
infringido  los  arts,  1."  y bdO  del  Código, 
(Sent.  27  enero  1875. — Gac.  31  mar- 
zo, pág.  74.) 

XXVI.  El  hurto  verificado  en  casa  de 
sus  amos  por  la  que  ha  servido  de  no- 
driza en  ella,  y qui’  por  lo  mismo  entraba 
y salia  en  la  casa  sin  recelo  de  parte  de 
aquellos,  d es  dome'siico  o con  grave  abu- 
so de  confianza,  y en  imo  ú otro  caso 
como  cuali/ieado  está  comprendido  en  el 
articulo ’óli'd  con  referencia  al  531, 

Declarando  no  luiber  lugar  ai  recurso 
de  casación  así  lo  establece  el  Tribuna! 
Supremo.  (Sent,  IG  diciembre  1875, 
— Gaceta  15  enero,  pág.  20.) 

XXVU.  Árt.  5 3 ‘i,  «úm.  1.^  Hurto 


rando  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación en  causa  contra  Doña  Eloísa  Re- 
yes y otros. 

Qiie  la  división  de  la  pena  de  presidio 
correccional  en  sus  grados  medio  y máximo 
para  su  npHcacioii,  según  las  circunstancias 
que  concurran  en  el  delito,  delie  hacerse  ea 
tres  períodos  iguales  según  el  art.  83: 

Que  guanlandu  las  reglíus  de  analogía  se- 
gnn  h.  prevenido  en  la  regia  del  t rl.  76, 
la  pena  infenor  al  presidio  correccional  en 
sus  grados  medio  y niiximo,  debe  compo- 
nerse de  presidio  correcciona!  en  sn  grado 
mínimo,  y tle  arresto  mayor  en  el  iiuíxiino, 
divisible  también  en  otros  tres  períodos  igua- 
les, para  su  aplicación  con  arreglo  al  art.  82, 
según  tas  circunstancias  que  concurran: 

Que  habiéndose  impuesto  á los  cómplices 
del  dídilo,  sin  concurrencia  de  ninguna  cir- 
co ustaacia  atenuante  ni  agravante,  doce  me- 
ses y un  dia  ríe  presidio  correccional,  ia  sen- 
tencia se  ha  ajii-slado  á ios  límites  de!  perío- 
do medio  del  rtiempo  .señaliulo  para  !a  pcua 
correspondiente : 

Que  debiendo  aplicarse  á ios  culpable?  ma- 
yores de  quince , y menores  de  diez  y ocho 
añú.s  la  pena  in mediatamente  inferior  á la  ¿e- 
nalada  por  la  ley,  y caiiíicfdo  como  cómplice 
sin  circuiislancias  atenuantes  ni  agravantes, 
la  .sentencia  que  íe  bu  impuesto  tros  meses 
de  arresto , término  medio  de  Ja  penalidad 
correspondiente  á este  caso  (arresto  mayor 
en  sus  grados  mínimo  y medio)  se  ha  ajus- 
tado al  art  86 , porque  la  menor  edad  da 
diez  y ocho  año.s  no  delie  apreciarse  sino  una 
sola  vez  para  descender  de  la  pena  en  un 
grado,  pero  no  ya  también  como  circuns- 
tancia aienuatite.  (Sent.  14  febrero  1874. — 
Gaceta  IS  mayo,  pág.  129.) 


de  efectos  valorados  en  más  de  2.500 
setas.  Penalidad  : Su  división  en  gra- 
dos: Descenso  d la  penalidad  inferior  en 
uno  y dos  grados  y sií  respectiva  división. 

Establece  el  Tribunal  Supremo  decla- 


ta  cuatro  años  y dos  mese.s;  y en  segundo  lugar 
que  calificado  eiliccho  como  hurto,  por  extraño 
que  parezca,  tiene  según  el  arl,  333,  con  rela- 
ción al  ca.sü  3."  del  33i  una  pena  mayor  como 
lo  es  la  do  cuatro  añus  dos  iiioses  y un  dia,  á 
seis  año.s,  suponiendo  quo  se  imponga  en  el 
grado  medio  por  Jiu  concurrir  circunstancias 
aprcciable.s,  pues  en  el  burlo  es  calificativa  la 
de  aliiiso  de  confianza  ó ser  cometido  por  do- 
méstico. 

No  hacemos  sino  apuntar  este  breve  comen- 
tario al  recurso,  al  fallo  dol  't  ribunal  Supremo 
y á los  arís.  521  y u33  del  Código. 

Juit.  PtbN. 


XXV III.  11  arlo  de  dinero  en  canti- 
dad Wíínor  de  500  pesetas  y 7nayor  de  100 
s in  circ  ansian  c i as  a jirec  iables. — Corres- 
pondiendo impo7ier  el  grado  medio  de  la 
pena  señalada  en  el  párrafo  3,”  del  ar- 
ticulo 551  , se  infringe  dicho  articido, 
regla  \ y el  98,  huponiendo  diez 
y seis  meses  de  presidio  coírgceíoftíi^  (\), 

Esta  doctrina  es  el  fundamento  de  la 
casación  de  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Valencia  en  causa  contra  Vicente  Gil, 
pues  que  indudablemente  el  grado  me- 


dí Exactamente  la  misma  doctrina  se  es- 
lablecc  en  otra  sentencia  de  9 de  diciembre  del 
mismo  año  1873,  que  dejamos  inserta  eu  el  ar- 
ticulo AuntüSTO  MAYOEi,  púg.  363. 
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dio  de  ]a  pena  señalada,  liaciendo  la  di- 
visión confunne  al  art.  i)S,  no  puede  ex- 
ceder de  seis  meses  de  arresto  mayor. 
(Seut.  1,'^  octubre  1875. — V¡ac.  30  oc- 
tubre, pág.  57.) 

XXIX.  Hurlo  de  leñas,  semillas  ali- 

# 

mc/iticias  y frxUos  mando  el  valor  de  la 
oosa  sustrnicla  no  excediere  de  ^0  pese- 
tas y el  reo  no  hubiese  sido  condenado 
por  delilos  de  robo  ó hurto,  ó dos  veces 
por  falta  de  hurlo. 

A este  hecho  es  aplicable  el  art.  di 7, 
castigándose  como  falta,  y no  le  altera  eí 
haber  sido  penado  el*  reo  por  tres  faltas 
de  hurlo  en  un  niismo  acto  ó juicio, 
siendo  necesario  para  que  esté  compren- 
dido como  delito  en  el  art.  531,  que  haya 
sido  condenado  tres  veces,  es  decir,  en 
tres  juicios  distintos.  Casando  y anulan- 
do una  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Madrid  asi  lo  e.siablece  el  Tribunal  Su- 
premo. (Seut.  12  diciembre  1874. — 
Gaceta  29  enero,  pág.  3ü.) 

aXX.  Hurto  de  un  talón  de  cuenta, 
corriente  del  Banco  por  valor  de  más 
de  2.500  por  n?i  dependiente  de 

la  casa,  ó sea  con  abuso  de  con fanza,. 

Condenado  Pablo  Flamani  en  la  pena 
de  siete  años  y seis  meses  de  presidio 
mayor,  con  sus  accesorias  y pago  de 
costas  (período  medio  de!  presidio  ma- 
yor en  sus  grados  minimo  y medio)  no  se 
infringen  los  art.?.  531,  533,  82  y 70  del 

Código.  (Sent.  16  diciembre  Í874  

Gacela  14  febrero,  pág.  49.) 

cantidad  inayor  de 
BUO  pesetas ^ y menor  de  2.500  con  la 
cxicunslancia  de  doble  reincidencia,  y en 
tal  concepto  comprendido  en  el  art!  fj7i‘A 
número  2.”,  con  relación  al  53 1 , núm.  2.° 

Penado  este  delito  con  seis  anos  de 
presidio  correccional  é interpuesto  re- 
curso  alegando  la  infracción  del  ariicu- 

8:.,  regla  0.*^,  por  haber  impuesto  ma- 
yor pena  de  la  correspondiente  al  gra- 
do máximo,  se  declara  no  Inber  lugar 

Lt«  penalidad  de 

méro^9  0°  P . nü- 

rinr  ^ *ooiediaiamente  supe- 

nor  en  grado  conforme  ai  núm.  3.®  del 


HURTO.  {Jurisp. 

artículo  533,  y que  siendo  dsta  eí  presi- 
dio correccional  en  su  grado  máximo  á 
presidio  mayor  en  e!  mínimo  se  baila  la 

t I i*v  rt  íi  1 n f 1 t A /■?  rt  n t ^íTlI  i* 


pena  impue.sl!)  dentr«  del  grado  medio 
que  comprende  de.sJe  rinco  años,  cinco 
meses  y once  dias  de  presidio  correccio- 
nal, á seis  años,  odio  meses  y veinte  dia.s 
de  presidio  mayor.  (Sent. 9 junio  1874. 
— Gacela  24  agosto,  pág.  108.) 

XXX If.  Hurto  domestico  exi  cantidad 
mojjor  de  500  pesetas  y ineíior  de  2,500. 
row  la  circiüiSlancia  agravante  de  rein- 
cidencia.— Casación  por  error  de  de- 
recho. 

Siendo  la  pena  de  este  delito  com- 
prendido en  el  art.  533,  la  inmediata- 
mente superior  á la  señalada  en  el  pár- 
rafo segundo  del  531,  en  su  grado  má- 
ximo, y concurriendo  la  circunstancia 
agravante  de  reinridencia , la  penalidad 
correspondiente  tiene  que  ser  de  seis 
años,  ocho  meses  y veintiún  dias  á ocho 
olios,  grado  máximo  del  presidio  correc- 
cional en  su  grado  máximo  a!  presidio 
mayor  en  el  mínimo.  Consiguientemente 
infringe  los  arts.  76,  regla  5.%  531  y 533 
del  Código,  la  sentencia  que  castiga  el 
hurto  indicado  con  ocho  años  y un  día 
de  prisión  mayor.  (Sent.  25  junio  1874. 
— Gacetaij  setiembre,  pág.  138.) 

XXXlir.  En  el  mismo  hurto  domésti- 
co no  concurriendo  circunstancias  agra- 
vantes ni  atenuantes,  la  pena  es  desde 
cinco  años,  cinco  meses  y once  dias,  á 
seis  años,  ocho  meses  y veinte  dias,  de 
manera  que  castigándole  con  seis  años  v 
un  nía  de  prisión  mayor  (seis  meses  y 
un  día,  dice  por  error  material  la  Gace- 
ta) no  se  infringe  el  art.  533.  (Sent.  24 
noviembre  1875, — Gac.  7 diciembre, 
104.)  ’ 

. //wrío  doméstico  en  canli- 

( ac  mayor  de  lOO  pesetas  y xnenor  de  500 
en  monedas  que  el  crxado  tomó  de  una 
comoda  Sin  señales  de  fractura. 

^ Condenado  por  este  delito  Ramón  Hu- 
íjUet  á cuatro  años,  dos  meses  y un  día 
ú presidio  correccional,  interpuso  re- 
curso de  casación  alegando  la  infracciou 


de  la  regla  1,’^  del  arl.  82,  párrafo  3." 


HURTO.  (Jarisjt.  penal). 


m 
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del  33!,  y párrafo  “S.”  del  533  del  Códi- 
go, poTíjue  s\!puesla  la  culpabilidad  del 
recuiTonte,  nó  exisiieiulo  circunsiancia 
alguna  quo  apreciar,  y siendo  el  huno 
doméstico  debió  imponerse  la  pena  iti' 
mediatamente  superior  en  graiio,  divi- 
diéndola en  tres  y aplicándola  en  ed  me- 
dio. El  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lufjar  al  recurso. 

«Considerando...  que  el  hurlo  que  pasare  ' 
de  iUO  pesetas  y no  excediere  de  5U0,  com- 
prendido en  el  núm.  3.^  del  arl.  o31  dei 
Código  penal  vigeiile,  en  el  que  se  establece 
■para  su  castigo  la  pena  de  arretlo  mayor  en  ’ 
su  grado  medio  á presidio  correccional  en  el 
in'mimo,  cuando  hiere  doméstico,  como  su- 
cede en  el  presente  caso,  conforme  á lo  dia- 
piie.sto  en  el  núm.  del  b33  del  mismo 
i'ódigo,  debe  castigarse  con  la  inmediata- 
inente  siiperiór  en  gradoj  la  cual,  compren - 
riienrio  también  tres  grados  como  aquella,  es 
claro  que.se  extiende  cie.sde  el  grado  medio 
del  presidio  correccional  liasta  el  mínimo 
del  presidio  mayor  (1). 

Cuusiderando  que  e¡  grado  medio  de  esa 
pena  superior  es  indudablemente  el  máximo 
del  presidio  correccional,  el  cual  empieza 
en  cuatro  anos,  dos  meses  y un  dia,  y ter- 
mina en  .sei.s  años,  según  aparece  de  la  tabla 
demostrativa  del  art.  97  de  diclio  Código;  y 
que  estando  dentro  de!  mismo  la  pena  im- 
puesta al  procesado  Ramón  Huguel  por  no 
Jiaber  concurrido  en  la  ejecución  de  delito 
de  que  se  trata  circunstancia  alguna  agra- 
van te  ni  atenuante  común,  es  evidente  que 
la  Sala  sentenciadora  no  lia  incurrido  en  los 
errores  de  derecho  señal  idos  en  los  núme- 
ros 3.*’  y 5.^  del  art.  708  de  ía  referida  Ley 
de  Enj.  criin.,  ni  infringido  tampoco  ningu- 
no de  io.s  artículos  del  repetido  Código  pe- 
nal que  en  tal  concepto  cita  el  defensor  re- 
currente.» (Sent.  O febrero  1875. — Gac,  4 
abrd,  piíg.  84.J 

XXXV.  líurfo  doméslico  de  «na  ye- 
fjua  lasada  en  %íÚ  pesetas  con  ¡a  circuns- 
tancia especial  alenuanie  de  ser  el  reo 
menor  de  diez  y ocho  años. 

Debiendo  aplicarse  la  penalidad  in- 
mediata superior  á la  señalada  en  el  ar- 
lículü  531,  núm.  3.“,  con  arreglo  a!  ar- 
ticulo 533,  y luego  descender  á la  in- 
mediata por  la  circunstancia  especial 


odio  años,  vuelve  á ser  la  ordinaria  del 
artículo  531,  v siendo  ésta  el  arrc.slo  ma- 
yor en  su  grado  medio  á presidio  cor- 
reccional en  el  mínimo,  so  ajusta  á ella 
la 'sentencia  que,  por  no  concurrir  cir- 
cunstancias aprecia  bles,  impune  el  arres- 
to en  su  grado  nváximo.  (Scut.  7 di- 
ciembre 1875. — Gac.  5 enero,  pág.  8.) 

XXXVI.  Otro  caso. — La  misma  doc- 
trina so  eslablere  en  otra  sentencia  tam- 
bién por  burlo  doméstico  do  dinero  en 
cantidad  mayor  de  100  pesetas  que  no 
excede  de  500,  penado  con  cuatro  años, 
dos  meses  y un  dia  de  presidio  correccio- 
nal. (Sentencia  2 noviembre  187 5. — 
Gaceta  30  noviembre  , pág.  89.) 

XXX  VI 1.  Jlurto  frustrado  de  i37 pe- 
setas por  el  mozo  de  un  jivlnlo  ai  recoíio- 
cer  uii  carro.¡  sin  circunstancias  apre- 
dables,  concurriendo  la  cnalifieativa  de 
abuso  de  confianza. 

Calificado  así  el  delito,  está  arreglada 
la  penalidad  a1  art.  00  y al  núm.  2.*^  del 
artículo  533  en  relación  con  el  530  y 531 
del  Código,  imponiendo  cuatro  meses  y 
un  dia-  de  arresto  mayor,  grado  medio 
dcl  arresto  mayor  en  su  grado  medio  á 
presidio  correccional  en  su  grado  míni- 
mo. (Sent.  19  enero  1874.  — Gac.  10 

abril,  pág.  105.) 

XXXVUI.  Hurto  de  dos  caballerias 
apreciadas  en  pesetas,  con  doble  rein- 
cidencia, penado  con  cuatro  años,  dosme^ 
se$  y un  d¡a  de  presidio  correccional,  con- 
forme al  art.  531  ^lúm.  3.“  al  533  7iúín.  8,® 

Siendo  la  pena  señalada  en  el  núme- 
ro 3.°  del  art.  531  arresto  ña  a y or  en  su 
grado  medio  á presidio  correccional  en 
el  mínimo, y debiendo  imponerse  la  in- 
mediata superior  por  la  doble  reinciden- 
cia, conforme  al  núm.  3.°  del  533  y ca- 
‘ so  18  del  10,  no  se  infringen  dichos  ar- 
; tículos  condenando  al  culpable  á cuatro 
años,  dos  meses  y un  dia,  grado  medio 
déla  penalidad  correspondiente,  que  es 
el  presidio  correccional  en  su  grado  me- 
dio al  presidio  mayor  en  el  mínimo. 
(Sent.  30  abril  1874.— Gac.  2 agosto, 

pág.  50.) 


(1)  Conforme  con  nuestra  escala,  nüai,  1 
del  4.”  grupo,  pág,  129. 


480  HURTO.  (Jurisp.  penal). 

XXXIX.  Hurto  doméstico  que  no  ex- 


cede de  pesetas  ni  baja  de  10. 

El  hurlo  hedió  por  unu  criada  á su 

amo  de  efectos  valuados  en  7Í2  pesetas, 

sin  concurrir  circunstancias  atenuantes 

« 

ni  agravantes,  y sí  únicamente  la  Guali- 
dad  de  doméstico,  debe  penarse  con  el 
grado  medio  de  la  prisión  correccional 
(presidio  siendo  hombro  el  culpable)  por 
ser  la  pena  superior  al  arresto  mayorque 
señala  ei  art,  o33  con  relación  al  o31 
Dúm.  4.°  (Sent.  21  febrero  1874.— 
Gaceta  22  mayo,  pág.  138.) 

XL.  La  misma  doctrina  en  senten* 
eia  de  28  octubre  1814..— Gac.  lo  di- 
ciembre , pág.  218.) 

La  misma  también  en  otro  caso  de 
hurto  de  una  arca  de  ánimas  que  conte- 
nía 32  pesetas  y media  sustraídas  de  la 
iglesia,  penado  con  dos  años,  cuatro  me-  I 
ses  y un  dia  de  presidio  correccional, 
grado  medio  de  esta  pena.  (Sent.  15 
noviembre  1874.— Gac.  16  diciembre 
pág.  114.)  M 

La  misma  en  otro  caso  de  hurto  do- 
méstico, mayor  de  10  y menor  de  100 

pesetas.^ (Sent,  3 diciembi-e  1875. 1 

Gacela  o enero,  pág.  3.j 

XLI.  Hurto  de  efectos  de  valor  de  22  1 

pesetas  50  céntimos  con  doble  reinci- 
dencia. 

Supuesta  la  definición  de  la  reinci- 
dencia del  núm.  18,  art.  10  del  Código 
es  remeidente  el  culpable  por  un  delito 
que  estuviere  ejecutoriamente  condena- 
do por  otro  comprendido  en  el  mismo 


título;  y por  tanto  no  se  infringe  el  caso  .3,® 
de!  art.  í)33  imponiendo  al  autor  del 
liurto  dos  ó más  veces  reíncidenLe,  siu 
¡ otra  circunstancia  atenuante  ni  agravan- 
' te,  treinta  y seis  meses  de  presidio  cor- 
reccional, comprendidos  dentro  del  gra- 
do medio  de  esta  pena.  (Sentenoia  23 
abril  1874. — Gac.  20  julio,  pág.  37.) 

XLIÍ.  Hurto  frustrado  de  cubiertos 
en  la  fonda  del  Universo  aprer.iitdos  en 
6 pesetas^  con  la  circunstnveia  caiifi^ 
cativa  de  triple  reincidencia,  y una 
vauíe  genérica,  penado  por  error  de  de- 
recho con  diez  y siete  meses  de  presidio 
correccional. 

Si  la  pena  correspondiente  al  hurto 
consumado  en  que  no  excede  de  tO  pe- 
setas con  reincidencia,  y c!  caso  liel  nú- 
mero 5. del  art.  o3f,  es  arresto  mayor 
en  sus  grados  mínimo  y medio,  hay  que 
ascender  un  grado  conformo  al  arb  633 
núm.  3.°  para  el  caso  de  doblo  reinci- 
dencia, y en  este  caso  correspondo  el 
arresto  mayor-  en  su  grado  máximo  ú 
presidio  correccional  en  el  mínimo.  Pero 
como  hay  que  descender  un  grado  do 
esta  pena  por  tratarse  de  delito  frustrado, 
conforme  al  arí.  íiG,  vuelve  á quedar  en 
la  misma  penalidad  de  arresto  mayor  en 
sus  grados  mínimo  y medio,  cuyo  [lerío- 
do  máximo  aplicable  por  concurrir  cir- 
cunstancias agravantes,  no  puede  e.xcG- 
der  de  cuatro  meses  de  arresto  mayor;  y 
habiéndose  impuesto  diez  y siete  meses 
de  presidio  correccional,  se  ha  incurrido 
en  error  de  derecho.  (Sentencia  28 
mayo  1874. — Gac.  17  agosto,  pág.  Oü.) 


1. 


IMPRUOEHCIA  temeraria  Y SIMPLE  I 

imprudencia  en  la  i 
r 1 ¿ y expusimos  allí  hasta  XIl  fa- 
lios  del  Tribunal  Supremo,  que  con  el 

X Xlír'“  EXlMaUTES, 

ilustran  este 

importante  pumo. 

El  epígrafe  del  título  que  el  Godizo 
dedica  a este  delito  dice  «Z)g  la  Íw^íru- 


dencia Jemerariay^  y sin  embargo  el  ar- 
tículo 681,  único  que  contiene,  habla  en 
su  párrafo  primero  de  la  lemerarin,  y ea 
el  segundo  ile  la  simple  con  infracción  de 
los  reglamentos , sin  descenderá  definir- 
las. Cuando  ¡asimple  imprudencia  ó ne- 
gligencia se  comete  sin  infracción  de  los 

reglamentos,  causando  un  nial  que  sí 
mediase  malicia  constituirla  de  Íto  ó 


IMPRUDENCIA 

falla,  se  rastíga  como  Talla  por  el  artícu- 
lo Oll-'J  ron  mulla  de  T*  a -o  pesetas. 

Se  nota  cstiiiJ lando  el  art,  581  que  en 
el  delito  do  imprudencia  la  ley  no  esla- 
j)lece  Jiña  graduada  proporción  entre  la 
temeraria  y la  simple  con  infracción  de. 
los  reglamentos,  pues  señala  mayor  pe- 
na para  la  última  sin  mirar  ó la  gravedad 
del  delito  ó mal  causado,  que  para  la  te- 
meraria si  el  liecho  siendo  malicioso 
solo  consiiiiiyera  delito  menos  grave. 
Esto  desproporción,  sin  embargo,  deja 
de  existir  desde  e!  momento  en  <]ue  por 
el  párrafo  tercero  se  deja  la  aplicación 
de  la  pena,  sin  sujeción  á grados  ni  á 
circunslíi ocias,  al  prudenie  arbitrio  de 
Jos  Tribunales;  y cuando  según  el  últi- 
mo iiay  quo  descender  á la  [tena  inme- 
diata si  resultare  la  de  io  imprudencia, 
igual  ó mayor  que  la  señalada  al  delito 
que  resultaria  ejecutado  si  el  hecho  fue- 
se malicioso. 

Vea  mos  otros  casos  de  jurisprudencia 
además  do  los  contenidos  en  las  pági- 
nas ci  242,  y de  este  modo  podrá 
comju'enderse  prácticamente  cómo  se 
entiende  y aplica  el  art.  581  (1). 

XIII.  Imprudencia  en  el  servicio  de 
arrastres  en  «h  muelle. — Constituye  ho- 
micidio por  iinjirudencia  grave  y leme- 
laria  el  hecho  de  haber  atropellado  á un 
niño  causando  su  muerte  al  conducir 
nn  wagón  por  la  vía  destinada  al  servicio 
de  arrastres,  en  un  muelle,  estando 
abierto  y en  sitio  frecuentado,  donde  por 
lo  mismo  ofrece  el  riesgo  de  que  por 
descuido,  distracción  ó faíla  de  previsión 
atraviese  algún  niño  ú otra  persona  in- 
experta, sin  haber  tenido  la  precaución 

acosliimbrada  de  empujarle  ios  mozos 

— ■* — - ■ _ . — 

(I)  Lo."?  flelilos  tic  im])ru(lencia  no  pueden 
reputarse  sino  como  lates  para  el  efecto  de  la  ca- 
lificación .tle  Ja  reine  ¡(leticia;  de  nioilo  tud  si 
yino  lia  sido  penado  como  reo  de  lesiones  ¡lor 
imprudencia,  ó para  liahlar  con  más  prujiicdad, 
como  reo  de  imiundciicia  lemcraj'ia  (í  de  itn- 
prudencia  sinijile  con  infracción  de  los  regla- 
monios,  causando  lesiones,  si  luego  al  mismo 
so  Je  procesa  y pena  como  reo  de  lesiones,  la 
primera  condena  no  puede  tenerse  en  cuenía 
para  calificarlo  de  reinciden  te  en  el  mismo  de- 
lito, porque  la  imprudencia  está  penada  en 
otro  tíinlü  clcl  Código.  Véase  la  sentencia  do  6 
üo  marzo  de  1874  en  Lesiones. 
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por  ambos  lados  para  vsr  lo  que  pasa 
por  delante  y evitar  lances  como  e!  ocur- 
rido. Calificado  así  el  Iteclio,  y penado 
con  seis  meses  de  arresto  mayor,  no  se 
infringe  el  art.  581.»  (Sent.  3 febrero 
1874. — Gac.  17  abril,  pág.  M7.) 

XIV.  Imprudencias  en  el  íí50  y ma- 

nejo de  armas. — La  imprudencia  supone 
acto  voluntario,  pero  sin  mediar  malicia 
ó intención  de  causar  doblo.  Cuando 
falta  también  la  voluntad  ; cuando  ea 
ocasión  de  ejecutar  un  acto  lícito  con  la 
debida  diligencia  se  causa  un  mal  por 
mero  accidente  sin  culpa  ni  iiuercioii  de 
causarlo,  en  este  caso,  el  agento  no  de- 
linque ó está  exento  de  responsabilidad, 
conforme  á la  circunstancia  8.“*  del  ar- 
tículo 8.°.  Esta  doctrina  la  aplica  el  Tri- 
bunal Supremo  casando  un  fallo  de  la 
Audiencia  de  Valencia  que  condenó  co- 
mo culpable  de  le.siones  graves  por  im- 
prudencia temeraria  á Abdon  Ibañer, 
alguacil  dei  Ayuntamiento  de  Segorbe, 
que  en  ocasión  de  bailarse  en  servicio  de 
ronda  con  otro  compañero,  y tratando  de 
auxiliar  á éste,  se  dejó  disparar  el  tiro 
por  mero  accidente,  hiriendo  á uno  que 
les  seguía.  (Sent.  24  febrero  1S74. — 
Gacela  22  mayo,  pág.  141.)  ^ 

XV.  nías  sobre  hnprudencia  en  el  uso 
de  armas.  — Si  el  acto  licito  se  ejecuta 
sin  la  debida  diligencia,  por  ejemplo, 
marchando  dos  con  sus  escopetas,  uno 
detrás  del  otro,  y el  que  vá  detrás  no 
lleva  el  galillo  sobre  el  seguro,  ni  el  ca- 
ñón de  su  arma  en  tal  dirección  que  no 
pueda  herir  á su  compañero,  aunque  se 
dispare  por  accidente,  en  este  caso,  no 
obstante  que  sea  licito  el  ir  de  caza  y el 
llevar  armas,  aunque  sea  con  las  licen- 
cias convenientes,  si  ía  escopeta  so  dis- 
para y hiere  ó mata  al  que  va  delante, 
labni  una  verdadera  imprudencia  pena- 
da en  el  art.  581 , y no  será  apreciable 
la  exención  8.”‘  del  art.  8.”  del  Código, 
pues  el  acto  de  ir  á caza  y de  llevar  ar- 
mas no  se  ejecutó  con  la  (Jeldda  diligen- 
cia, y el  mal  causado  no  fue  por  mero 
accidente.  Aplicando  en  este  caso  el  ar- 
tículo 581,  ni  se  infringe  este  artículo  ni 
el  nú  ni.  8.”  del  art.  8.^  (Seut.  10  mar» 
zo  1874.) 


TEMERARIA,  [Jurisp.  penal). 


m 


IMPRCDEN'CIA  TEMERARIA.  [Jurisp,  penal), 

riK^nor  qn elft  cotilenida  eo  elarL  5S1  con\o 
stí  ha  Sfiitadit  antiTiornitíiiItí: 

V rontiiiuraniii.)  qne  ía 


1 í.  La  misma  calificación  de  im- 
prudencia lenipraría  merece  el  hecho  de 
sacar  un  rewoIviT  para  manifeslórsele  á 
otro  con  cualquier  motivo,  si  por  falta 
de  precaución  se  dispara  y iiiere  á otro. 
(Sent.  20  abril  1874. — Gac.  ífü  julio, 
pág.  33.) 

XVíf.  Lesiones  curadas  ti  ¿os  siete 
dias  y daños  valuados  en  100  pesetas, 
siendo  a(/iiellas  y estos  producidos  por 
imprudencia  temeraria  : Casorio?!  por  no 
haber  aplicado  el  arl.  90.  ¿Es  conforme 
la  doctrina  (¡ne  establece  el  Tribunal  Su- 
premo con  la  que  ya  tiene  consignada  en 
oíros  fallos J 

Juan  Asenjo  y otro  iban  cada  uno  con 
su  carro  por  eí  camino  y cuesta  de  Pa- 
lacios de  ía  Tilla  de  Roa,  y queriendo 
Asenjo  tomar  la  delantera  sobre  el  carro 
de  su  compañero  aznió  á su  ganado,  y 
sacándole  sobre  un  lado  del  cíiinino  atro- 
pelló á Felipe  Tovar,  que  iba  montado 
sobre  una  pollina  conduciendo  esiiércul, 
produciéndole  dos  ligeras  contusiones  en 
las  piernas  que  se  curaron  á los  siete  dias, 
y sufriendo  ia  pollina  una  lesión,  de  cu- 
yas resultas  murió,  la  cual  fuó  lasada  en 
loo  pesetas. 

La  Audiencia  de  Burgos  calificando  el 
bocho  como  didilo  de  daño  por  iinpru  • 
dencia  temeraria  y falta  incidental  de  le- 
smneSj  condenó  á Asenjo  por  el  daño  en 
20  pesetas,  indemnizacioD  de  las  100  y 
las  cosías,  y por  la  falta  incidental  de  le- 
siones en  once  dias  de  arresto  mayor. 

El  procesado  interpuso  recorso  de  ca- 
sación, citando  como  infringidos  los  ar- 
tículos l.°  y 581 ; y e!  Tribunal  Supre- 
mo casa  y anula  la  sentencia , conside- 
rando lo  dispuesto  en  los  artículos  cíta- 
uos,  y además , 

«Considerando  que  de  conroriiddad  á lo 
que  se  declara  probado  en  la  sentencia  de 
haber  sido  un  acto  el  que  produjo  el  daño  v 

DarS^lTñf  ■1'“':  '■“"“'''•'‘.V'i  un  solo  liedií 
para  la  pena  ida<l  cmi  arred.)  al  arl.  90  del 

go  penal , aunque  híibíéndose  de  imno- 

la  vey  Ji  ? Srave;  y califiyánito  á 
sehabrk  imprudencia  ü-meniria, 

rurcMrest.nfi'r''  '"'uediala  á lá 

que  correspondiere,  si  la  señaiucU  era  igual 


......  ...  

ha  infrfouido  í".'i  ref-Tidos  artículos  al  imno. 
ner  do.s  ¡uma.s  .'OparaiJasa]  proce.sado  cuando 
ha  sido  solii  im  Itoclio  ei  que  lia  constiluidQ 
el  lia  un  y la.s  lesione.^:;  y bahíéndole  com- 
preiuiido  en  la  imprudencia  temeraria,  íiun- 
poco  pudo  imponer  por  las  le.sioues  ia  pena 
ordinaria  señalada  en  la  lev,  .sino  la  ínine- 
dfiita  inferior  ¡1).»  {Sent.  14  febrero  1874.— 
Gac.  18  mayo,  pág.  134.) 

XVIIÍ.  Imprud  encia  en  los  conducto-. 
res  de  Eí  conductor  de  un  car- 

ro que  marcha  por  un  camino  estrecho 
y no  teniendo  la  precaución  do  ponerse 
dolante  para  evitar  un  daño  atropella  ú 
una  persona,  incurre  en  imprudencia 
temeraria,  y está  bien  aplicado  ei  ar- 
tículo fi8l  imponiendo  al  culpable  un 
mes  y un  din  da  arresto  mayor,  sin  que 
sea  a precia  ble  la  exención  S.'"  del  artícu- 
ío  8.°,  po^ue  aquel  no  ejecutó  con  la 
debida  diligencia  un  acto  lícito,  (Sen- 
ísnciOi  18  marzo  1874,— Gtrc,  1(3  ju- 
nio, pág.  173.) 

imprudencia  en  el  exceso  de 
carga. — ■ La  misma  cahlicacjon  de  im- 
irudencia  temeraria  rnerece  el  hecho  de 
laber  cargado  un  carro  con  ocho  cubas 
vacias,  con  peligro  do  que  desatadas  las 
ligaduras  ó rotas,  rodasen  y causasen 
daño,  si  realmente  sucedió  así j pues  al 
salir  de  ia  cochera  donde  se  liizo  la  car— 


(I)  ¿Es  conforma  la  doctrina  de  esto  fallo 
con  la  que  el  Triimnal  Sur>renio  tiene  ya  esta- 
blecida en  ütroa?  K)  aru ‘JÜsc  rdicrca!  caso 
en  ||ue  un  .solo  licriio  constituya  do.s  ú mil-í 
f e/Uas,  y no  dice  ríe  un  delito  y 'falla  ; y según 
lor  riña  riel  frilinnal  8u[  remo  oonsigiiada  cu 
semen  cía  do  J3  de  mayo  ilr:  1873,  «no  pueden 
I ispüsieiones  dtd  art.  9U  liacersu  extensivas 
a as  iaila.s,  porrpic  la  pena  designada  para  es- 
«s  nunca  sena  tan  gravosa  para  ci  delincuen- 
te como  la  del  grado  máximo,  de.» 

e modo  que  si  traíamos  de  ijonor  en  armo- 

aliara  que  debe  apiiearse  ed  arl.  90  en  el  caso 
Jeque  un  Solo  liecho  protluzca  un  delito  v íal- 
«Lt!  bendiciadü  el  reo.  En  lodo' caso 

tlíi  n ^'*1^  en  la  sentencia  casada  el  error 

Ul  no  iiaber  doscer.didü  en  el  castigo  de  la  fal- 

n-ií  ,1  nrreglü  al  párrafo  fi- 
fi 1 1 ^ niisnio  Mi  odo  que  se  dcscen- 

mo  para  rd  castigo  riel  riaño,  u liaber  aplicado 
smo  para  la  falta  el  iiúm.  3.«  del  art.  


ca,  siendo  el  volútnen  de  ésta  mayor 
que  el  hueco  de  la  puerto  , se  rozaron  y 
rompieron  las  cnerdas,  y las  cubas  ro- 
daron por  la  calle  matando  á un  niño. 
Lo  Audiencia  de  Madrid  penó  como  ciil- 
píibie  de  la  iciprudencia , con  cinco  me- 
ses de  arresto  mayor  al  dueño  de  las 
cubas  que  impuso  al  conductor  tanta 
carga,  y á éste  |)or  haberla  aceptado,  no 
dándose  lugar  á la  casación  que  inter- 
nisieron  ios  procesados  alegando  la  in- 
Vaccion  del  art.  íj8l  aplicado  indebida- 
mente, y del  G0?í  que  debió  aplicarse. 
(Sent.  13  mayo  1874. — Gac.  10  agos- 
to, pág,  (i7.) 


XX.  Explosión  de  pólvora  almace- 
nada en  un  sótano  causa iido  desfj radas 
personales  y hundimiento  de  seis  casas. 
— i),  Antonio  Rodriguez  Quintana  te- 
nia, según  su  declaración,  tres  ó cuatro 
arrobas  de  pólvora  en  el  sótano  de  su 
tienda  de  ferretería,  callo  de  Toledo, 
para  su  venta  al  por  monor;  y habiendo 
bajado  al  mismo  un  dependiente  con 
una  cerilla  encendida  puia  buscar  una 
piedra  de  afilar,  debió  arrojarla  sobre  la 
pólvora,  produciendo  su  explosión,  y 
con  ésta  el  liundimiento  de  parle  de  la 
citada  casa  y de  cinco  de  las  limítrofes, 
á consecuencia  del  cual  Miurieron  seis 
personas,  sufriendo  lesiones  catorce  y 
per|uicios  estas  mismas  y veinte  más. 

Formada  la  correspondiente  causa,  la 
Audiencia  de  Madrid,  confirinando  el 
auto  de  sobreseimiento  del  inferior,  de- 
claró el  liecho  como  falla,  mandando 
remitir  el  proceso  al  juez  municipal  para 
conocer  de  ella.  El  Ministerio  fiscal  in- 
terpuso recurso  de  casación  fundado  en 
ei  art.  801  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  y 
citando  como  infringidos  ios  538,  381 
y 1 1 del  Código,  alegando  que  el  lieciio 
constilnia  una  grandísima  imprudencia, 
pero  el  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lugar  en  estos  términos: 


«Considerando  que,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  801  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
luienlo  criminal,  es  procedente  el  recurso 
de  casación  que  se  inierpcine  contra  tos  au- 
tos de  sobres'umienlo  cuando  este  se  hubie- 
re fundado  en  no  estimarse  como  delitos  ó 
faltas  los  liecbos  de  que  en  aquellos  so  lu- 


ciere refereneia , siéndolo  por  su  naturaleza, 
y no  habiendo  ctrcnnsiancias  posterioras  que 
impidieríui  penarlos; 

«Gonsiderandn  que,  según  los  lieclios 
consignados  y adniitnlos  como  probados  en 
el  auto  de  sobreseimienlo  objeto  de  este  re- 
curso. D.  Antonio  Uod.''iguez  Quintana  tenía 
almacenadas  en  la  cueva  de  su  casa  tres  ó 
cuatro  arrobas  de  pólvora,  que  ipllanuidas 
oor  descuido  de  uno  de  los  dejiendientes  del 
duiülaiia  produjeron  el  hundimiento  de  la 
casa,  caiisuiido  algunas  desgracias  persona- 
les y varios  perjvucios  en  sus  intereses  á los 
vecinos  más  inmediatos: 

«Considerando  que  el  hedió  de  tener  al- 
macenada la  pólvora  en  la  cantidad  referida 
se  llalla  penado  en  el  art.  601  del  Código 
vigente,  en  su  núm.  -t.°,  por  iiaber  infrin- 
gido con  este  excesivo  depósito  las  medidas 
de  seguridad  que  previenen  ios  reglamenlqs 
de  policía  urbana:  que  no  pueden  tener  apli- 
cación li  él  las  di.sposiciones  de!  581 , porque 
ei  Quintana  no  ejecutó  por  sí  lieclio  alguno 
que  con  malicia  ni  sin  ella  consLiluyere  de- 
lito grave  ni  leve;  y que  la  imprudencia  que 
motivó  los  de  que  lian  sido  objeto  de  las  di- 
ligencias de  que  se  trata  í'ué  cometida  por  el 
dependiente,  su  primera  victima: 

«Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala 
sentenciadora , confirmando  el  auto  iki  so- 
breseimiento ilel  juez  de  primera  instancia, 
no  ba  incurrido  en  el  error  de  derecho  que 
expresa  el  fiscal,  ni  iufringido  los  artículos 
del  Código  que  cito  este  Ministerio; 

Faltamos  que  deliemos  declarar  y decla- 
ramo.s  no  haber  lugar  al  recurso  que  contra 
el  auto  de  sobreseimiento  aprobado  por  la 
referida  Sala  do  lo  crimina!  de  esta  capital 
en  21  de  febrero  de  este  año  interpuso  el 
Mini.sterio  fiscal,  y las  costas  de  oficio,  etc.» 
fSent.  1.®  diciembre  IST-i. — Gac.  20  ene- 
ro 18*70,  pág.  27.) 

El  Tribunal  Supremo,  desestimando 
ei  recurso  interpuesto  por  el  Ministerio 
fiscal,  ha  declarado  que  el  sobreseimien- 
to do  la  causa  procedía,  y que  el  hecho 
consliluia  r-ólo  la  falta  dei  art.  COI , sin 
ser  aplicable  al  procesado  Rodriguez 
Quintana  el  art.  1Í,  que  no  se  infringe, 
ni  el  581  ni  ulro  alguno.  Respetando  co- 
mo respetamos  tanto  las  resoluciones  del 
Tribunal  Supremo,  no  encontramos  la. 
doctrina  de  esta  en  armonía  con  la  es- 
tablecida en  otros  casos.  En  buen  hora 

que  el  si ra jilo  hecho  de  tener  almacena- 
das materias  inflamables  dentro  de  la  po- 
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blacioD  sea  la  falta  clei  arl.  fiOl  , como 
ei  correr  caba Herías  ó carruajes  por  las 
calles,  paseos  y sitios  púLlicos,  consti- 
tuyo ía  falta  del  núm.  5.°  del  art  599; 
pero  si  corriendo  un  carruaje  ó caballe- 
ría se  atropella  y mata  á una  persona, 
¿será  sólo  esto  hecho  la  falla  indicada,  ó 
será  también  la  imprudencia  del  artícu- 
lo 381?  Si,  pues,  con  el  depósito  de 
pólvora  en  una  calle  tan  poblada  se  in- 
iringe  el  arl.  COI,  cuando  ha  ocurrido 
una  explosión  y se  han  causado  taaias 
desgracias,  parecía  de  lleno  aplicable  el 
art.  581 , con  relación  al  372  y otros  del 
Código;  y tanto  más,  cuanto  que  la  pól- 
vora, á lo  que  se  deduce,  se  liallaba  al- 
macenada en  malas  conniciones,  donde 
habia  otros  muchos  artículos  del  comer- 
cio, donde  bajaban  los  dependientes  á 
buscar  estos,  no  con  faro!  y otras  pre- 
cauciones, sino  encendiendo  cerillas, 
de  lodo  lo  cual  debe  ser  responsable  el 
principal  del  comercio.  Un  solo  caso  no 
constituye  jurisprudencia,  y no  nos  pa-  ¡ 
rece  justo  que  se  califiquen,  como  con 
razón  se  califican,  de  imprudencias  te- 
merarias la  dcl  conductor  del  carro,  nú- 
mero  XVJII ; la  del  que  estaba  pasando 
espíritu  de  vino  de  un  frasco  á otro, 
número  XXII;  la  omisión  del  núme- 
ro XXIII,  etc.,  y no  se  califique  así  la  de 
&ste  número  con  toda  su  enorme  gravedad. 


Incendio  por  imprudencia. — 
No  se  infringe  el  art.  58l  dei  Código 
penal  imponiendo  doce  meses  de  presi- 
dio correccional  al  que  con  imprudencia 
temeraria  deja  lumbre  en  heredad  suva, 
de  la  cual  se  comunicó  á un  monte  con 
facilidad  causando  daño  mayor  de  250 
pesetas  y menor  de  2.oü0,  po'r  ser  allic- 
tiva  la  pena  señalada  á este  delito  en  su 
grado  máximo.  (Seiit.  lo  junio  1874 
— Gac.  15  agosto,  pág.  20.) 

XXÍI.  Otro  caso  de  imprudencia  vor 
encender  una  cerilla.--  Debe  calificar.se 
de  imprudencia  temeraria,  que  si  hu- 
biese mediado  malicia  constituiria  delito 
menos  grave,  el  hecho  de  encender  una 
cerilla  para  el  cigarro  al  tiempo  de  estar 
traspasando  espíritu  de  vino  de  un  frasco 

arrojando  el 

irasco  i la  calle  en  ocasión  que  pasaba 


un  niño  de  nueve  años,  sufrir  éste  que- 
maduras ó lesiones  comprendidas  en  el 
núm.  o ° del  art.  431 , porque  se  curaron 
después  de  noventa  días.  La  penalidad 
es  la  del  arresto  mayor  en  sus  grados 
mínimo  y medio.  (Sent.  1.^  julio  1875. 
— Gac.  27  agosto,  pág.  32.) 

I XXIII.  Jmprudencia  por  oínísioji. 

' El  arl.  5S1  del  Código,  al  penar  la  eje- 
cución de  actos  de  imprudencia,  com- 
prende las  oinisií  nes  igualmente  que  las 
acciones,  cuando  si  unas  ú otras  provi- 
nieran de  malicia,  constituirían  uno  de 
ios  delitos  definidos  en  el  lib.  U del  mis- 
mo. Esta  doctrina  se  aplica  al  dueño  ó 
casero  que  teniendo  un  terrado  en  su  ca- 
sa sin  barandilla  ó antepecho,  se  sale  á 
aquél  un  niño  y se  cae,  causándose  le- 
siones. (Sent.  5 abril  1875.— Gnc.  11 
.mayo,  pág,  114. 

INCENDIO.  Del  delito  de  incendio  y 
de  otros  estragos  trata  el  cap.  Vil,  títu- 
lo XI!  del  Código,  cornpren9lién  do  le  en 
los  delitos  contra  ía  propiedad.  Pero  no 
dándonos  de  él  la  definición  , como  su- 
cede con  muchos  otros  delitos,  ha  de 
ocurrir  la  dificultad  de  determinar  los 
limites  del  incendio  consumado,  de! 
frustrado  y de  la  tentativa.  El  Código  em- 
plea la  frase  los  gue  itieeiidiare7i ^ y la 
duiia  está  en  sí  el  delito  se  considera 
consumado  ó es  sólo  frustrado  desdé  el 
momento  en  que  se  ha  puesto  fuego  ó !a 
casa,  almacén,  teatro,  tinada,  mieses  etc., 
aunque  el  incendio  no  haya  llegado  á 
propagarse.  Los  Tribunales,  pues,  deben 
atenerse  á lo  que  por  regla  general  esta- 
blece el  art.  3.°,  y no  puede  obstar  por 
lo  mismo  á la  calificación  de  delito  con- 
sumado el  que  la  casa,  tinada  ó edificio 
á que  se  pone  fuego  no  sea  consumido 
por  Jas  llamas,  por  accidentes  ajenos  á 

. j ^ clon  del  culpable.  La 

voz  incendiar  significa  poner  ó pegar  fue- 
go á inia  cosa^  y esta  acción  es  la  que  se 
castiga  en  el  indicado  capítulo,  atendien- 
do  i^as  veces  y otras  nó  al  daño  causa- 

j*?’  1 m í^robien  la  inteligencia  que  le 
da  el  Tribunal  Supremo  en  el  siguiente 
caso: 

Felipe  Fernandez,  declarado  culpable 


del  delito  de  incendio  de  une  tinada  y 
casa  dentro  de  !a  que  liabia  gente ^ cuyo 
incendio  logró  apagarse  después  de  que- 
■niada  toda  la  primera  y parte  de  la  se- 
gunda, fué  condenado  á cadena  perpe- 
tua por  concurrir  una  circunstancia  agra- 
vante, con  arreglo  al  art.  íiíi2  del  Códi- 
go. Intimpuso  recurso  de  casación  ale- 
gando el  error  de  haberse  calificado  de 
consumado  y no  de  frustrado,  cuando 
la  casa  se  quemó  muy  poco  y no  sufrie- 
ron perjuicio  las  personas  que  babia  en 
ella;  pero  el  Tribunal  Supremo  declaró 
no  bafer  lugar  al  recurso,  estableciendo 
«que  el  hecho  solo  de  incendiar  un  edi- 
ficio ó tinada  donde  se  hallasen  una  ó 
más  personas  constituye  un  delito  con- 
sumado de  incendio  previsto  y penado 
en  el  art.  502  del  Código  y aplicado  se- 
gún corresponde  en  la  sentencia  de  la 
Sala.»  (Sent.  11  dieiembi*el875, — Ga- 
cela enero,  pág.  14.) 


INDEMtflACION  DE  PHRJUlCtOS.  Ha- 
blan de  la  responsabiliiiad  civil  los  ar- 

lícuios  IB  a!  21,  24,  48  íi  52  y 121  á 128 
de!  Código  penal,  y el  7°  al  17  y 530 
al  530  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  Se  lia 
suscitado  !a  duda  de  si  pueden  los  Tri- 
bunales decretar  de  oficio  la  indemniza- 
ción de  perjuicios,  ó si  es  necesaria  la 
reclamaciori  de  parte.  La  práctica  cons- 
tante de  nuestros  Tribunales  ha  sido  U 
de  decretar  dicha  indemnización  de  ofi- 
cio ó por  excitación  fiscal,  y así  sigue 
baciéndose  después  de  puesta  en  vigor 
la  Ley  de  Enj.  crim.  Esta  práctica  no  es 
contraria  á ios  preceptos  de  la  ley,  que 
no  la  prcdtibe  á los  Tribunales;  y antes 
bien,  parece  conforme  á los  arts.  18 
y 24  dol  Código,  que  sin  hacer  distin- 
ción entre  el  Ministerio  fiscal  y los  par- 
ticulares, disponen  que  ejercitada  sólo 
la  acción  penal,  se  entenderá  utilizada 
dei  mismo  modo  ia  civil,  á no  ser  que 
el  dañado  ó perjudicado  la  renuncie  ó 
s_e  reservase  expresamente.  Y además 
tiene  á su  favor  la  sanción  del  Tribunal 
Supremo,  que  la  abona,  entre  otros,  en 
los  casos  siguientes: 

L En  causa  por  imprudencia  teme- 
raria contra  Pedro  Fernandez  Bueno, 


condenado  también  á la  indemnización 
de  perjuicios,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, citando  como  infringido  el  ar- 
tículo 12i  del  Código  y el  M de  la  Ley 
(le  Enj.  crim.,  puesto  que  sin  haber 
ejercitado  acción  alguna  civil  para  recla- 
mar indemnización,  no  pudiendo,  [tor 
tanto,  procederso  de  oficio  respecto  de 
ella,  se  le  condenaba  á una  indemniza- 
ción que  sólo  á instancia  del  perjudicado 
ó su  legítimo  representante  podía  decre- 
tarse, y el  Tribunal  Supremo  declara  «o 
haber  lugar  al  reenrso: 

«Considerando  que  toda  persona  responsa- 
ble criminalmanla  loes  también  civilinenle; 
y habiéndo.se  condonado  en  la  sentencia  al 
importe  prudencial  por  ímlemiiizacion  de 
daños  y perjuicios  sin  reclamación  de  la  par- 
le ofendida,  no  obstante  de  estar  dispuesto 
en  el  art.  H de  la  Ley  de  Enj.  crim.  que 
puedan  ejercitarse  las  dos  acciones  civil  y 
penal  por  una  misma  persona  ó por  varias, 
y que  no  podrán  usar  de  la  civil  sino  el  Mi- 
nisterio fiscal  por  daños  causados  al  Estado, 
ó por  los  que  íiiibiesen  sido  diiñailos  ó per- 
, udicados,  no  es  prohihiLivo  á los  'i'ribuna- 
es  la  condena  de  aquella  responsabilidad  ci- 
vil iniierente  á la  crimina!,  aunque  no  se 
haya  reclamado  especial  y concretamente 
por  el  interesado;  y por  consiguiente  no  es 
motivo  para  casación  en  esos  casos.»  (Scii- 
feneía  20  junio  1874. — í?ac.  ü ocluhrcj  pá- 
gina 1(32.) 

ÍL  Más  ámpiiamento  se  establece 
esta  SDísraa  jurisprudencia  en  recurso 
de  casación  interpuesto  por  U.  .luán 
Diaz  en  causa  sobre  homicidio  frustrado, 
citando  como  infringido  el  párrafo  2.*^ 
del  art.  7.'^,  y e!  2.°  del  H de  la  Ley  de 
Enj.  crim.,  y el  2.^  también  del  24  del 
Código,  al  condenarle  á la  indemniza- 
ción pedida  sólo  por  el  Ministerio  fiscal 
y no  por  el  perjudicado,  siendo  así  que 
aquel  no  puede  ejercitar  ta!  petición  sino 
en  los  daños  causados  al  Estado.  Hé  a([uí 
textuales  los  fundamentos  del  fallo  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso: 

«Considerando  que  aun  cuando  fuera  pro- 
cedente el  recurso  de  casación  re.spiícto  á las 
cuestiones  concernientes  á la  indemnización 
de  perjuicios,  siempre  resuitaria  infundado 
el  interpuí2sto  por  Diaz  López,  porque  no  se 
han  infringido  los  |)árralbs  segundos  dei  ar- 
tículo 7.“  de  la  reíerida  ley , y del  24  del  Có- 
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si  sealienild  -i  que  el  ofeniiítio  nn  cou- 
doiiií  al  procesado  la'íriileniDÍzacii)fi  de  per- 
juicios. y sófo  renunció  á mostrarse’ parte 
en  la  causa,  lo  cual  es  iimy  diverso: 

«Considerando,  por  oirá  parte,  respecto 
á este  último  motivo  de  casación,  que  el  ar- 
lícuio  10  de  la  mencionada  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal , de  acuerdo  con  lo  precep- 
tuado en  los  artículos  18  y 24  del  Código  pe- 
nal, dispone  expresamente,  sin  hacer  distin- 
ción alguna  entre  ei  Ministerio  Oscal  y los 
particulares , que  ejercitada  sólo  la  acción 
penal  se  entenderá  utilizada  tarubien  lu  ci- 
vil , á DO  ser  que  el  dañado  ó perjudicado  la 
renunciase  ó reservase  expresameDte: 

«Considerando  que  si  bien  el  arf . 1 1 , des- 
pués de  prevenir  que  puedan  asimismo  ejer- 
citarse expresamente  las  ilos  acciones  por 
una  misma  persona  ó por  varias,  añade, pero 
DO  podrá  ejercitarse  la  civil  sino  por  ti  Mi- 
nisterio final  /'or  daño  cansado  ai  Fsíat/o, 
d poí’  /os  que  hubiesen  sido  perjudicados  por 
el  delito  ó falla,  ó por  sus  rf;)rÉ:se/i/aí7/es  d 
causa- /írt (>í cíií 6's  ; el  sentido  de  esta  cláusula 
DO  e.s  el  que  preUmde  el  recnrrenle;  antes 
por  el  contrario  aparece  que  el  precepto  que 
envuelve  no  es  prohibitivo  para  el  Ministerio 
fiscal,  y sí  más  bien  permisivo,  estando  re- 
ducida á determinar  que  sólo  este  tiene  el 
derecho  de  ejercitar  la  acción  civil  aislada  ó 
separada  ile  /a  pena)  por  daño  causado  al 
Estado,  clejando  por  lo  demás  subsistente  el 
debí!!'  que  fücho  Ministerio  fiscal  ha  tenido 
siempre  y tiene  hoy  de  pedir  que  se  Ijaga 
efectiva  la  re.spon-sahilidad  civil  de  los  reos 
en  favor  de  las  Corporaciones  ó particulares 
perjudicados  con  motivo  de  la  perpetración 
de  un  delito  ó falla  , á no  ser  en  los  casos  de 
renuncia  expresa  de  los  interesados,  de  que 
híihlan  Ins  mendunados  artículos  lOdediciia 
ley,  y el  24  dcl  Código,  pues  de  olro  modo 
serian  muy  poco.?  los  ca.so.s  en  que  lasindem- 
nizaciunes  .se  hicieran  efectivas;  y además  si 
hubiera  sido  otro  el  pensamiento  del  legisla- 
dor, la  locución  Imhria,  estado  concebida  en 
términos  tnás  absolutc.s,  precisos  y claro? 
jiorque  así  lo_ exigía  la  importante  y irasceit-í 
dental  variación  que  se  introducía  en  el  dere- 
(dio  pemil: 

Y considerando  además,  que  aun  cuando 
la  imiemnizacioti  de  perjuicios  forma  parle 
de  la  respon.saliilídad  civil,  en  virtud  délo 
dispuesto  en  el  art.  t2i  del  mismo  Código, 
no  deja  de  producir  en  cierto  modo  efectos 
penales  en  algunos  casos , puesto  que  si  el 
reo  es  insolvente  queda  sujeto  áia  responsa- 
nUiaacl  personal  suii.'-idiaria  á razón  de  un  dia 
por  cada  cinco  pesetas,  con  arreglo  á lo  pre- 
venido en  el  arl.  oü,  y que  esta  razón  basta- 
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ria  para  reconocer  al  Ministerio  fiscal  el  de- 
recho de  ejercitar  siempre  la  acción  civil, 
siu  que  por  ello  se  en  ten  diera  infringido  el 
referido  art.  1 1 de  la  expresada  Ley  do  En- 
juiciamiento criminal.»  tSeiit.*21  diciembre 
1874.  — Guc.  14  lebreru,  pág.  52.) 

La  misma  doctrina  que  en  los  anterio- 
res fallos,  se  contiene  en  otro  de  9 ju- 
lio 1874,  inserto  en  Gao.  12  setíeni- 

Lftí  1874,  pág.  Ib3. 

INFANTICIDIO.  Sólo  Ja  madre  ó los 
abuelos  nía  le  r nos  pueden  cometer  esto 
delito  que  pena  e!  art.  424  del  Código, 
siendo  requisito  esencial  que  el  ni  ñu  no 
baya  cumplido  tres  dias.  Fuero  de  este 
í’aso,  y sienilo  otros  los  culjmbles  del 
hecho,  constituirá  el  delito  de  parricidio 
ó asesinato.  La  pena  es  prisión  correc- 
cional en  5U  grado  medio  al  máximo  á 
!a  madre  culpable,  y prisión  mayor  á los 
abue!o.s  maternos, 

INFIDELIDAD  EN  LA  CUSTODIA  DE  DOCU- 
MENTOS. E stá  comprendido  (ftte  delito 
en  el  liluio  De  los  delilos  de  los  emplea- 
dos públicos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos^ 
cap.  II I,  arls,  !í75  al  377. 

El  art.  375  se  refiero  al  funcionario 
público  que  sustrajese,  destruyese  ú 
ocultase  documentos  ó papeles  que  le 
estuviesen  con  lis  dos,  de  modo  que  sq 
aplica  bien  al  escribano  que  uo  unió 
como  se  mandó  por  el  juez  las  pruebas 
practicadas  en  un  pleito,  ocultando  par- 
le de  ella  en  su  poder  y destruyendo 
otras  que  no  han  parecido;  siendo  inad- 
misible la  exculpación  no  probada  do 
graves  ocupaciones ; pues  en  las  distin- 
tas ocasiones  que  pasaron  los  autos  por 
sus  manos,  debió  cumplir  ia  providen- 
cia dictada,  no  constando  nada  respecto 
de  (]ue  su  acción  no  fuese  voluntaria. 
(Seut.  8 marzo  1875.— Gíií;,  8 mayo, 

pág,  101.) 

Si  por  el  contrario  de  los  hechos  que 
se  declaran  probados  no  se  desprende 
que  baya  habido  ocultación,  sustracción 
ni  destrucción  de  documentos  ó papeles 
por  parte  de  un  funcionario  público,  Ó 
que  no  hubo  ocultación  formal  ó mate- 
rial, porque  no  estaba  encargado  do 
ellos,  y los  que  obraban  en  su  poder  no 
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negó  quo  los  tenia,  ni  los  separó  tlel  lu- 
gar que  ocupaban  en  su  olictua  donde 
podían  sor  vistos  de  lodos,  siendo  por 
otra  porte  evidente  el  escaso  inierés  que 
tenían  y í[ue  sin  inlenciun  de  delinquir 
se  omitieron  en  el  inventario  y relación 
de  documentos  de  que  hiio  entrega  el 
acusado,  en  esto  caso  no  existe  la  iniN 
del  i dad  que  deívne  el  citado  art,  375. 

(Sent.  17  abril  1875.— Gac.  3 junio, 
página  lál-) 
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INJURIAS.  En  la  pág.  241  y siguien- 
tes liemos  delinido  la  injuria  y expuesto 
varios  cosos  de  jurisprudencia  que  nós 
ayudan  á la  mejor  inteligencia  délos  ar- 
tículos 471  al  482.  Hé  aquí  otros. 

X.  Diferencia  et}(re  calumnia  é in- 
juria,— Para  que  haya  calumnia  no  es 
suíiciente  la  imputación  de  un  hecho 
vago  é indflerrninado  sino  de  un  hecho 
concreto  y delerniinadn,  que  con  arreglo 
á las  prescripciones  del  Código  Constitu- 
ya delito'  de  los  que  dán  lugar  á [troce- 
dimiento  de  oiicio.  Consiguientemente 
si  se  acusa  á uno  por  injuria  y calumnia 
por  haber  llamado  ladrón  al  querellante, 
y la  Audiencia  le  castiga  como  autor  de 
injuria  grave,  no  infringe  el  art.  471  del 
Código,  ni  incurre  en  el  error  do  dere- 
cho comprendido  en  los  casos  i°  y 3.® 
del  art.  798  de  la  Ley  de  Enj.  crim. 
{Sent.  18  marzo  1875. — Gac,  9 mayo, 
pág.  106.) 

XI.  Falla  de  acto  conciliatorio.  — La 
ley  no  enumera  entro  los  motivos  de  ca- 
sación la  falta  de  acto  conciliatorio  con 
relación  á causas  sobre  injurias,  pero 
aun  en  la  hipótesis  de  ([ue  la  enumerara 
seria  improcedente  alegarla  si  oportuna- 
mente ante  el  juez  de  jirimera  instancia 
ó la  Audiencia  no  so  hubiera  reclamado 
que  se  cumpliera  esta  parto  del  procedi- 
miento. (Sent.  28  abril  1875. — Gac.  20 
abril,  pag,  I2íi.) 

XII.  Para  perse  giiir  injurias  causa- 
das en  juicio,  es  requisito  indi.'ipensnble 
la  licencia  del  juez. — Toda  vez  que  se- 
gún los  arts.  482  del  Código  penal  y 499 
de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  nadie  puede  de- 
ducir acción  de  calumnia  é injuria  cau- 


sadas en  juicio  sin  prévia  licencia  del 
juez  que  conociese  del  mismo,  no  pue- 
de ser  procedente  el  recurso  do  casación 
interpuesto  contra  semencia  que  decla- 
ra nulo  todo  lo  actuado  en  causa  sobre 
injurias  inferidas  en  un  juicio  verbal, 
por  no  haber  precedido  ia  licencia  del 
juez  municipal  ; siendo  claro  y evidente 
que  no  podría  admitirse  la  querella,  y 
que  una  vez  admitida  y sustanciada  ado- 
lece del  vicio  radical  de  nulidad.  (Son- 
tencia  7 noviembre  1874. — Gfu-.  2o 
diciembre,  pág.  230.) 

XIII.  La  7rtÍsma  doclrina  respccAo  dú 
expresiones  vertidas  C7i  un  c.^rrilo  dwi- 
(jlido  d un  superior  que  se  calijiquen  de 
injui'iosas  por  el  inferior  ú quien  alu- 
den.— En  el  ca.so  do  que  en  un  escrito 
dirigido  á un  Tribunal  superior  se  ha- 
ble irrespetuosamente  del  inferior  al 
censurar  sus  procedimientos  , aunque 
tenga  conocimiento  de  ello  por  la  misma 
exposición  o escrito  quo  se  Ic  remite 
paro  informe,  no  lodrá  proceder  contra 
el  autor  de  las  palabras  que  crea  inju- 
riosas ó calumniosas  sin  haber  impetra- 
do y obtenido  la  licencia  prevenida , y 
haciéndolo  obró  abusivamenlc  yoonno^ 
Loria  incompetencia,  porque  no  podía  ni 
debía  atribuirse  facuiíad  para  conocer  de 
un  asunto  que  pendíO  ante  su  superior 
y en  el  que  era  parte  interesada. 

Dicen  asi  los  fundamentos  de  este  fallo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  do 
casación  contra  el  de  la  Audiencia  ([uu 
declara  nulo  lo  actuado  por  el  juez. 

(cCoiisitlerauclo  que  Donu  Mai’íade  la  Con- 
cepción Navarro,  quejándose  al  pre.sidente 
de  la  Auliiencía  lie  la  coMduct.i  observada 
por  tí!  juez  de  primera  instancia  do  Las  Pal- 
mas l>.  Domingo  Fons,  usó  dtí  uu  perfecto 
dtíreclio  cousigmulo  cu  el  art.  98  de  la  Cous- 
litucioii  del  Estado  y en  el  núiu.  iü  dul  ar- 
líCLiiü  381  {le  la  Ley  orgánica  del  poder  ju- 
dicial; 

Considerando  que  ei  juez  de  primera  ins- 
tancia debió  limitarse  á evacuar  el  informe 
que  .se  le  pulió  por  el  pre.sidente  do  la  Au- 
{iieucia  en  justilicacion  de  sus  actos,  y al 
propa.sar.Stí  desile  luego  á in.slruir  causa  su- 
lonieiulu  calumniosas  las  frases  con  que  se 
e calificaba  eu  la  (|utí.ja  , obró  abusivamcmla 
y con  notoria  iucompeluiicia,  porque  uo  po- 
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dia  ni  dehia  alrümirse  facuJtad  para  conocer 
de  un  asunto  que  pendía  ante  su  superior  y 
ea  el  que  era  parte  deouDciaila; 

Ycon.u'iiorando  que  la  Sala  sentenciadora, 
?1  declarar  nulas  las  diligencias  que  instruyó 
abusivamente  el  juez  D.  Domingo  Fons,  no 
deliijió  ningún  derecho,  por  cuanto  dejó  ín- 
tegra la  cue-stiou,  y por  consiauienle  no  ha 
iDCurrido  en  error  de  dereclin  ni  infringido 
artículo  alguno  del  Código  pena!  de  los  que 
el  Ministerio  fiscal  ella  á este  propósito.» 
(Sent.  9 dícícjubre  1874. — í?ac.  29  enero, 
pág.  30.) 

XIV,  Querella  de  injuria  y ahsolu- 
r.ion  del  acusado  por  calificar  el  hecho  de 
calumnia  y resultar  probado.—  Las  pa- 
labras üladron,  condenado,  estafador  de 
sus  venias  y palrmonios^  dirigidas  en 
público  por  una  suegra  á su  7jerno,  aun- 
que anserite  este,  por  haber  cobrado  unas 
rentas  pertenecientes  al  jiatrirnonio  de 
aquella  en  el  acto  que  tuvo  noticia  de 
ello,  aunque  sean  perseguidas  como  in- 
jurias, si  la  Sala  las  califica  cotno  ca- 
lumnia y absuelve  á la  acusada,  no  in- 
fringe los  arts.  472,  «úm.  2.®,  y 4C7 
del  Código, 

Así  lo  cFialdece  el  Tribunal  Supremo 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  iniorpuesto  porD.  Hilario  Pom- 
ho  contra  la  sentencia  absolutoria  dicta- 
da coa  motivo  de  su  querella  sobre  in- 
juria cüiilr^  su  suegra  Doña  Manuela 
González.  Texlualraenie  dicen  así  los 
fundacnenlos: 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora 
no  ha  Cometido  error  de  dereclio  ai  calificar 
que  las  expresíoüe.s  vertidas  por  Doña  Ma- 
nuela contra  su  yerno  no  debían  ser  objeto 
de  un  procedimiento  por  injurias  grave.s,  co* 
mo  ei  entiiblado  por  el  recurreofe,  sino  en 
su  caso  de  calumnia,  por  imputarse  al  Porn- 
bo  hechos  delcrminados  y concreto.s  á que 
sereíerinn  las  palabras  ladrón,  condenado  y 
estafador  de  sus  rentas  y patrimonio,  únicas 
de  ia  querejia  que  declara  probadas  la  Sala, 
cuando  Doña  Manuela  al  presentarse  para 
cobrar  ¡as  rentas  se  encontró  que  las  iiabia 
percibido  su  yerno  sin  su  consentimiento  y 
^n  darla  cuenta  de  ellas,  por  !o  que  inine- 
diataiiieute  acusó  su  conducta  en  el  sentido 
Circunscrito  expresado; 

^ considerando,  en  su  virtud,  que  no  se 
ii^an  inirmgido  los  artículos  invocado.s  como 
motivo  de  ia  casación  472  , núm,  2.”,  que 


declara  injurias  graves  la  imputación  de  nn 
vicio  ó taita  de  nioralidad,  ciiya.s  consecuen- 
cias pueden  perjudicar  consideraldemente  ia 
fama,  créiütosó  iutorés  del  agraviado,  y 467, 
que  define  la  calumuia,  la  falsa  imputación 
(le  un  delito  de  los  que  dan  lugar  á proce- 
dimientos de.  oficio;  porque  aplicadas  las  ex- 
presiones proferidas  por  Dona  .MantieJa  al 
acto  de  haberse  apoderado  sin  anlnridad  y 
contra  .'?n  volunlad  dri  sus  rentas  el  D.  Hila- 
rio. le  hacia  una  iuipulacion  que  seria  ca- 
lumniosa si  no  lo  probaba  , y que  c.staria 
exenta  de.  responsabilidad  si  lo  justificaba, 
bajo  cuyo  concepto  no  se  podía  seguir  como 
injuria,  que  no  admite  prueiia  sobre  la  ver- 
dad de  las  imputaciones. » (Sent.  17  noviem- 
bre 1875, — 6'ac.  í 6 diciembre,  [lág.  i 17.) 

i 

XY.  En  las  injurias  no  cabe  la  cir- 
cunstancia ntennantc  3.*^  del  arí.  9." — En 
la  frase  ladrón,  dirigida  á una  persona, 
no  cabe  la  circunstancia  atenuante  de  no 
haber  tenido  el  procesado  inioncion  de 
causar  todo  el  mal  que  produjo,  pues 
dicha  expresión  injuriosa  produce  el 
mal  que  constituye  el  delito,  y . no  puede 
concebirse  discordancia  entre  el  acto  del 
que  la  profiere  y su  intención.  (Sent.  16 
abril  1874.—  Gac.  21  julio,  pág.  29.) 

— La  misma  doctrina  sirve  de  funda- 
mento á la  casación  de  uu  fallo,  dicien- 
do que  «!a  expresión  de  la  voluntad  es 
el  distintivo  (jarácter  que  constituye  por 
sí  sola  el  delito  de  injuria  , motivo  por 
el  cual  no  es  aplicable  lega! mente  á este 
delito  )a  circunstancia  3.'^  del  arí.  9.® 
del  Código.»  (Sent.  12  octubre  1874. — 
Gacela  II  noviembre,  pág.  190.) 

XVI.  Er  ror  en  la  calificacioyi  de  una 

'fr  4 *§  ^ 

injuria  como  grave. — La  frase  «os  in- 
digno de  tratarse  con  person.as  delicadas» 
dirigida  á un  cura  ecónomo  por  una 
señora  hallándose  en  la  casa  de  aquel, 
no  es  bastante  graduada  para  que  pueda 
elevarse  á la  categoría  de  injuria  grave, 
atendidas  las  circunstancias  del  ofensor 
y ofendido,  las  relaciones  (]ue  entre  los 
mismos  mediaban  y el  lugar  y ocasión 
en  que  la  frase  fué  proferida;  y califica- 
da como  grave  por  la  Audiencia , ha 
incurrido  en  error  é infringido  lus  ar- 
tículos 471  y caso  A.°  del  472.  (Senten- 
cia 26  setiembre  1874. — Gac.  13  oc- 
tubre, pág.  172.) 
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XVII.  Las  frases  «es  V.  el  hombre 
más  indecente  que  he  conocidos  dirigi- 
das á persona  de  distinción,  sin  expresar 
]a  inteligencia  ó sentido  en  que  se  ex- 
presan que  minore  su  importancia,  su- 
ponen faltas  que  perjudican  considera- 
jlemenle  la  fama  y crddito  de  aquel  á 
quien  se  dirigen,  y apreciadas  de  esto 
modo  no  se  infringe  el  art.  472  dol  Có- 
digo. (Sent.  26  octubre  1874.— GflC.  3 
diciembre,  pág.  214.) 

XVIÍÍ.  Calificación  de  la  palabra  in- 
juriosa ladron.—El  llamará  uno  ladrón 
con  otras  expresiones  de  este  jaez,  cons- 
tituye injuria  grave,  porque  infieren  im- 
putaciones que  lastiman  la  fama,  yen 
este  supuesto  la  sentencia  quo  calificáíi- 
dolas  como  fallas  absuelve  al  acusado, 
reservando  al  querellante  su  derecho 
para  que  lo  use  en  la  forn}a  conveniente, 
infringe  los  ans.  471  y 472  del  Código. 
(Sent.  11  Jimio  1875.— Gac.  13  agos- 


requerido  por  algunos  contribuyentes,  se 
presenta  en  la  Secretaría  del  Ayunta- 
miento á extender  acta  notarial  expresi- 
va de  que  no  eran  oten  di  rías  las  quejas 
de  los  conlribiiyeníps.  (Sent.  4 abril 
de  1874. — Gac.  o julio,  pág.  15.) 

Cuando  las  ofensas  ó expresiones  in- 
niriosas  se  dirigen  á un  funcionario  pii- 
jüeo  ó á un  agente  de  la  autoridad,  e! 
delito  cometido  es  el  dol  art.  270  del 
Código,  no  el  del  474,  porque  trata  de 
injurias  contra  particulares,  ni  el  389^ 
oorque  versa  sobre  ofensas  á agentes  de 
:a  autoridad  que  no  constiiuya^n  delito. 

(Sents.  18  abril  y 19  mayo  1874. 

Caes.  21juiioy  10  agosto,  págs.  3o  y 72.) 

IHSULTO  h CEHTIfiELñ,  Además  de  lo 
que  dejamos  dicho  en  la  pág.  248,  in- 
cluyendo varios  casos  de  jurisprudencia 
y haciendo  un  breve  comentario  sobro 
la  doctrina  de  una  resolución,  consúl- 
tense también  ios  números  CXX  y CXXÍ 
en  el  artículo  Competencia,  pág,  407. 


INJURIAS  Á LA  AUTORIDAD  DE  HECHO  6 
DE  PALABRA.  Ya  hemos  dicho  en  Des- 
acato que  los  que  calumnian,  injurian, 
insultan  a la  autoridad  de  hecho  ó de 
palabra  fuera  dt?  su  presencia  ó á su  pre- 
sencia, incurren  según  los  casos  en  los 
delitos  penados  en  los  arts.  2üí)  y 2G7  y 
en  el  No  es,  pues,  aplicable  el  ar- 
tículo 471  á las  injurias  inferidos  á per- 
sona que  ejerce  autoridad  pública,  (Sen- 
tencia 13  diciembre  1875.— Gac.  13 
enero  1876,  pág,  14.)— V.  Desacato. 

INJURIAS  Á FUNCIONARIOS  PÚBLICOS. 

Las  injurias  de  hecho  ó de  palabra  á los 
funcionarios  públicos,  se  castigan  en  el 
art.  270,  comprendido  en  el  título  de  los 
delitos  contra  ei  orden  público,  y en  el 
mismo  capítulo  que  los  desacatos,  sin  que 
esto  quiera  decir  que  constituyan  des- 
acato, siendo  para  ello  preciso  que  la  in- 
juria se  refiera  á un  Ministro  de  la  Co- 
rona ó á una  autoridad  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  y á su  presencia. — 
V.  Desacato. 

I.  Incurre  en  este  delito  el  secretario 
de  Ayuntamiento  que  injuria  á un  nota- 
rio cuando  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  y 


INTERDICCION  CIVIL.  Pena  accesoria  de 
la  cadena  perpetua  y déla  cadena  temporal 
que  priva  al  penado  durante  la  condena 
principa!  de  los  derechos  de  patria  po- 
testad, tutela,  curaduría,  participación 
en  el  consejo  de  familia,  do  la  autoridad 
marital,  de  la  administración  de  bienes 
y del  derecho  de  disponer  de  loa  propios 
por  actos  entre  vivos,  salvo  en  los  casos 
en  que  la  ley  limita  determinadamente 
sus  efectos  (arís.  20,  43,  54  y 57  del  Có- 
digo). Para  la  ejecución  de  estn  pena 
deben  tenerse  en  cuenta  las  reglas  que 
establece  el  art.  4.°  do  la  ley  de  18  de 
junio  do  1870,  debiendo  inscribirse  en 
el  Registro  de  la  propiedad  conforme  á 
la  Ley  hipotecaria  (arL  923  de  la  Ley  de 
Enj,  crim.). 

INTRUSOS  EN  LAS  FACULTADES  DE  ME- 
DICINA Y FARMACIA*  El  atribuirse  la 
cualidad  da  profesor  y ejercer  pública- 
mente actos  propios  de  una  facultad  que 
no  pueda  ejercerse  sin  título  oficial, 
constituye  el  delito  del  art.  343  del  Có- 
digo, del  mismo  modo  que  constituye 
la  falla  del  591  el  ejercer  sin  título  actos 
de  una  profesión  que  lo  exija.  Aunque 
parece  que  se  confunden  los  limites  de 
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Ja  falla  y el  delito,  sin  embargo,  hay  una 
circunslancia  esencial  en  el  delilo,  que 
consiste  en  fingirse  profesor. 

Hemos  lialílado  de  esle  asiinlo  en  el 
artículo  CnaANDEno,  de  nuestro  Diccio- 
nario de  la  Administración,  tomo  IV,  pá- 
gina 9o í,  y nos  remitimos  á lo  que  allí 
dijimos  sobre  la  dificultad  que  ocurre  al 
tratar  de  apreciar  la  competencia  para  el 
castigo  de  estas  simples  intrusiones.  Algo 
ilustran  este  asunto  los  siguientes  casos 
de  jurisprudencia: 

I.  Juicio  de  faltas  contra  nn  cínija- 
no  por  haber  iraiado  una  enfermedad 
interna.  Aplicación  del  ari.  591  del  Cñ- 
dipo  pencd.  Cnestion  sobre  competencia 
de  la  autoridad  gubernativa  pura  casti- 
gar las  intrusiones. 

T).  Francisco  Lavin,  cirujano  de  ter- 
cera ciase  cjue  asistió  á D.  Rafael  Puente 
en  la  enfermedad  de  que  murió,  eypre- 
só  en  la  certificación  presentada  en  el 
Juzgado  municipal  para  los  electos  de  la 
inscripción  en  el  Registro , ({ue  había 
fallecido  de  diarrea  dinámica.  Acusado 
y condenado  Lavin  en  juicio  verbal  de 
fallas  en  2.5  pesetas  de  multa  y cosías, 
con  arreglo  al  art.  59i  del  Código,  in- 
terpuso recurso  de  casación,  cuyos  fun- 
damentos y ios  de  la  sentencia  que  le 
desestima  , dicen  así: 

<: Resultando  que  á noinhre  del  referido  su* 
gelo  (dú  Laviu)  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción contra  dicha  sentencia,  fundado  en  el 
caso  3.*’  dtíl  art.  798  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  y alegando  como  infringido 
el  art.  7. ''del  Código  penal,  toda  vez  que  e! 
hecho  perseguido  se  hallaba  penado  por  una 
legisiacion  e.special  comprendida  en  la  Real 
cédula  de  10  de  diciembre  de  1828,  Reales 
órdenes  do  23  do  noviembre  de  184.^,  2 de 
abril  del  iní.smo  ano,  17  de  feljrero  de  1846 
7 de  enero  de  1847  y d de  setiembre  de  1857^ 
pues  con  arreglo  ú estas  disposiciones  sólo 
á los  gobernadores  de  provincia  corresponde 
conocer  de  las  intrusiones  en  el  ejercicio 
de  la  ciencia  iiiédícíi,  debiendo  pasar  en  el 
caso  de  reincidencia  el  expediente  al  Juzgado 
ordmario;  liahiendo  sido  bajo  este  concepto 
inlnngidas  ¡us  expresadas  disposiciones,  como 
asimismo  el  principio  inconcuso  de  dereciio 
de  que  los  jueces  tan  sólo  pueden  fallar  y de- 
cidir sobre  aquello  á que  su  competencia  se 


[Jurisp.  penal). 

extiende:  cuyo  recurso  fié  admitido  por  esta 
Sala: 

Visto,  siendo  ponente  el  magistrado  Don 
Francisco  .Vniusto: 

Considerando  que  el  art.  591  del  Código 
penal,  eiv  su  número  L®,  castiga  con  la  pena 
de  5 á 25  fíeselas  á los  que  ejercieren  sin  tí- 
tulo actos  de  una  profesión  que  lo  o.\ija; 

Considerando  que  de  lo-s  liechos  con.signa- 
dos  en  la  sentencia  aparece  que  el  recurren- 
te, como  mero  cirujano  de  tercera  clase  la- 
culliido  para  el  tratamiento  de  afecciones 
externas  de  determinadas  clases,  nsislió  á 
I),  Rafael  Puente  en  una  enferniedail  inter- 
na que  produjo  su  muerte,  expidiendo  de  ello 
la  necesaria  ctírtificaciou  para  el  Registro 
civil: 

Considerando  qne  el  Juzgado  de  primera 
instancia,  come  único  competente  para  co- 
nocer en  apelación  de  los  juicios  do  fallas  con 
arreglo  á losarlículo.s  274  y 343  de  la  Ley  or- 
gdiiica  de  Tribunales,  condenó  al  recurrente 
en  la  pena  sobredicha,  ajinstándose  al  pre- 
cepto lega)  del  repetiilo  art.  oDl: 

CoDsideranito  que  no  ha!jióndo.se  suscilado 
en  la  primera  ui  en  la  segunda  instancia  del 
juicio  de  faltas  ninguna  cuestión  de  compe- 
tencia ni  por  declinatoria  ui  por  inhibitoria, 
y no  liahiendo  tampoco  el  Gobernador  de 
provincia  promovido confiieto  ninguno  de  jn- 
risdicion , según  el  art.  286  de  la  precitada 
ley  orgánica,  carecen  de  a^ilicacion  al  caso 
presente  hi  Real  cédula  de  28  de  diciembre 
de  1828  y todas  la.s  demás  Reales  órdenes 
que  se  invocan  como  líuidainento  del  recurso, 
pues  que  aun  suponiedo  que  fueren  aplica- 
bles la  pena  de  30  ducados  designada  en  ia 
primera  contra  los  intrusos  por  primera  vez 
en  el  arle  de  curar,  no  podrá  imponerse  se- 
gún el  art.  23  del  Código  penal,  que  estable- 
ce el  principio  de  relroactividad  de  las  leyes 
penales  cuando  las  posteriores  son  más*!  favo- 
rables al  reo  de  un  delito  ó falta: 

Considerando  que,  con  arreglo  a!  art.  625 
del  Código,  ni  en  ios  reglamentos  generales 
ni  particulares  de  la  Administración  pueden 
establecerse  en  lo  sucesivo  penas' mayores 
que  las  señaladas  en  este  libro,  aun  cuando 
hayan  de  imponerse  en  virtud  de  atribucio- 
nes gubernativas,  á no  ser  que  se  determine 
otra  cosa  por  leyes  especiales,  no  existiendo 
ninguna  de  esta  clase  posterior  que  derogue 
lo.s  repelidos  artículos  del  Código  y de  la  ley 
orgánica: 

Considerando  que  no  bahiéndose  podido 
invocaren  el  caso  actual  el  art.  799  déla 
Ley  de  Enjuiriaiiiienlo  criminal  por  no  exis- 
tir sentencia  sobre  competencia,  todo  lo  qne 
se  alega  en  la!  .sentido  como  fuadainento  del 
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ley  con  arreglo  á los  casos  1.°  y t>.“,  ar- 


recurso  ínterpnesfo  es  impertinente  y ajeno  | 
al  mismo  reciirso: 

Consiiieraiuio,  por  lo  expuesto,  que  el  -Juz- 
gado sentenciador  no  lia  comelido  error  de 
derecho  compretiilido  en  el  caso  3.‘^'  de!  ar- 
tículo 70!^,  ni  infringido  el  art.  591  del  Có- 
digo y demás  disposiciones  invocadas; 

Fallarnos  que  dehemos  declarar  y decla- 
ramos que  no  liá  lugar  a!  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  interpuesto  por 
D.  Franciscpi  Lavin  y Perez  contra  la  sen-  : 
tencia  pronunciada  por  el  juez  de  primera 
iníhintíia  de  Fntramhasagnas  en  ?5  de  ocfu-  i 
bre  de  ifl73  en  el  juicio  de  faltas  de  que  se 
ba  iieciio  mención,  etc.»  (Senl.  28  ma- 
yo 1874. — Gaa.  17  agosto,  pág.  89.)  i 

lí.  Procesawienfo  de  mi  parlieular 
por  aín  bu  irse  la  cual  i dad  de  fannaccu- 
tico , ejerciendo  la  profesión  de  farma- 
cia y condenado  en  liece  meses  de  prisión 
corrección el\  con  arreglo  al  arí.  1443 
del  Código.  JS'o  es  circnnslancia  alenuan~ 
le  el  haber  tenido  autorización  de  una 
Jun la  7'eo o tucion ari a . 

Procesa ílo  D.  Antonio  Pinar  por  ejer- 
cer públicamente  la  profesión  de  farma- 
cia sin  tener  título  oficial  y sí  sólo  una  , 
autorización  de  la  Junta  revolucionaria 
de  Sevilla  de  20  de  octubre  de  1868, 
fue  condenado  conforme  al  art.  343  de! 
Cód  igo  en  trece  meses  de  prisión  corree-  ; 
cionai,  accesorias  y costas.  Interpuso  I 
recurso  de  casación  por  infracción  de  1 


tieiilo  798,  Ley  de  Enj.  crini.,  y citando 
como  infringidos  jos  arts.  343  y 591  del 
Código,  y las  circuustancia.s  1.“  y 8.® 
del  art.  9.”,  se  declara  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación: 

«Considerando  que  según  el  art.  343  del 
Código  penal,  el  que  atribuyéndose  la  cuali- 
dad de  profesor  ojercicn'  públicamenfo  actos 
propios  de  una  facultad  que  no  puede  ejer- 
cerse sin  título  olicial,  incurrirá  en  ]:i  pena 
de  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á pri- 
sión correccional  eii  su  grado  rniníino: 

Considerando  que  de'  los  lieclios  dados 
como  probados  necesariamente  se  deduce 
que  el  acusado  Pinar  no  .sólo  ha  ejf'reido 
.sm  titulo*  legítimo  actos  de  una  profesión 
que  le  exige,  sino  que  se  lia  atribuido  la  cua- 
lidad de  profesor  mediante  una  autorización 
concedida  por  la  Junta  revolucionaria  de  Se- 
villa en  20  de  octubre  de  1868: 

Considerando  que  no  puede  apreciarse 
como  circunstancia  atenuante  la  de  haber 
obrado  el  recurrente  en  virtud  de  la  indica- 
da autorización,  porque  precisamente  e!  ha- 
ber ejercido  la  farmacia  en  virtud  de  aquella 
y sin  título  legítimo,  es  lo  que  constituye  el 
delito;  y 

Considerando,  por  tanto,  que  al  aplicar  al 
caso  presente  la  Sala  sentenciadora  el  ar- 
tículo 343  del  Código  penal  no  ha  infringido 
éste  ni  el  9,'’  en  las  circunstancia  1.*^  y S.% 
ni  el  391.»  (Sent,  22  marzo  1875. — Gac,  9 
mayo,  pág.  109.) 


JUEGOS  Y RIFAS.  Hemos  tratado  do  ' 
este  asunto  en  la'pág.  251.  Lo  único  que  I 
aquí  añadiremos  es  que  está  compren-  ' 
dido  en  el  art.  558  el  dueño  de  una  casa  ' 
de  juego  donde  se  juegti  á la  lotería,  por 
.ser  éste  de  suerte,  y que  declarándolo 
asi  en  una  sentencia,  no  se  incurre  en 
error  de  derecho  ni  se  infringe  el  art.  l.“ 
cou  relación  al  3o8;  y también  que  para  i 
apoyar  un  recurso  contra  sentencia  que 

caliíica  un  delito  de  juegos  prohibidos, 

no  basta  citar  el  artículo  de  la  Ley  de 


Enj.  crim.  que  le  autoriza,  sino  también 
la  que  se  suponga  infringida,  sin  que 
baste  presentar  consideraciones  que  á 
juicio  del  recurrente  impidan  penar  co- 
mo delito  el  hecho  de  autos,  porque  se 
halle  más  ó niénos  tolerado  por  la  auto- 
ridad gubernativa.  (Sents.  29  setiem- 
bre 1374  y 27  del  mismo  mes  de 
1875.  — Gacs.  8 noviembre  y 11  oc- 
tubre.) 

JUEI  MUHICIPAL,  — V.  Desacato  y 
Usurpación  de  atribuciones. 


m 


LESIONES  CORPORALES.  {Jurisp,  penal). 


LESIONES  CORPORALES.  Hemos  trata- 
do de  este  delito  en  la  pág.  253  y tam- 
bién por  la  relación  que  con  é!  tiene,  en 

DiSPAaO  OE  AlíMA  DE  FUEGO,  BD  ¡35  pági- 
nas 179  y 442,  y en  Homicidio,  págs.  220 
y 4G5,  Las  lesiones  tienen  una  pena 
mayor  ó menor  según  su  importancia, 
calificándose,  aparte  de  la  mutilación  de 
miembro,  arts.  429  y 430,  como  graves 
las  dei  art.  431  cuando  producen  de- 
formidad ó pérdida  de  ojo,  etc.,  ó inca- 
pacidad para  el  trabajo  por  más  de  trein- 
ta dias;  como  menos  graves^  art.  433,  las 
que  inutilicen  ó incapaciten  para  ei  tra- 
bajo por  odio  dias  ó mas,  y como  leves 
penadas  como  faltas  las  que  inutilicen 
para  el  trabajo  de  uno  á siete  dias. 

La  duda  más  grave  que  puede  susci- 
tarse respecto  de  este  delito  es  si  deberá 
penarse  como  tal  ó bien  como  homici- 
dio, etc.,  cuando  sobreviene  la  muerte 
sin  ser  !a  causa  primitiva  y determinante 
de  ésta  las  lesiones  recibidas,  ó si  son 
más  ó menos  graves  cuando  su  duración 
se  retarda  p«r  una  afección  ó accidente 
independiente  de  la  acción  dei  culpable. 
Estas  cuestiones  las  tiene  resueltas  con 
su  superior  criterio  ei  Tribunal  Supremo 
en  los  fallos  insertos  á continuación,  y 
en  algunos  que  se  encuentran  en  Homi- 
cidio. Veamos: 

IX.  Cuando  las  lesi07}es  no  son  la 
causa  primitiva  y deterniina^ite  de  la 
mtierte  del  lesionado,  octirrida  después  de 
declarada  ya  su  curación^  pudiendo  ha- 
ber contribuido  á ella  la  avanzada  edad 
de  agiiel , el  delito  es  de  lesiones^  no  de 
homicidio. — No  es  cfVcuHí/íincia  agra- 
vante el  cometerse  el  delito  en  despoblado 
no  siendo  en  cuadrilla.  Casación  por  no 
haberse  calificado  el  abuso  de  confianza. 

En  la  mañana  dei  i5  de  abril  de  1872, 
D.  Jacinto  Blasco,  de  setenta  y un  años 
de  edad,  salió  de  su  casa  al  campo  acom- 
pañado de  su  guarda  Eugenio  Vázquez 
para  ver  sus  labores  y cobrar  10  pesetas 


de  unos  ganaderos.  Coba'olas  en  efecto 
Blasco  á presencia  de  Vázquez,  y siguien- 
do su  marcha,  al  Negar  á una  cumbre  el 
mismo  Vazíjuez  le  exigió  dirlia  cantidad, 
y negándosela  su  amo,  fué  é>ttí  amena- 
zado y derribado  dándole  golpes  con  la 
mano  y una  escopeta  causani  ole  varias 
contusiones  en  una  pierna  y producién- 
dole perturbación  en  e!  cerebro  con  sín- 
tomas de  una  ligera  congestión,  de  la  f|ue 
le  dieron  por  curado  á los  treinta  y seis 
días  del  modo  posible,  atendida  su  edad, 
Pero  como  Blasco  muriese  luego  ó los 
cincuenta  y cuatro  dias,  en  lo  de  julio,  ■ 
y el  facultativo  de  asistencia  declaró  que 
si  bien  las  lesiones  no  fueron  la  causa 
primitiva  y determinante  de  la  inuerle, 
contribuyeron  física  y moralmente  á 
agravar  sus  padecimientos  y á producir 
otros  que  ocasionaron  su  muerte,  la  Sala 
dé  lo  crimina!  déla  Audiencia  de  Madrid 
calificó  ei  delito  como  lesiones  graves, 
con  abuso  de  superioridad  y nmguna 
atenuante,  condenándole  en  dos  años  y 
cuatro  meses  de  prisión  correccional  v 
accesorias,  con  arreglo  á los  arts.  43 i', 
núm.  4.*^,  circunstancia  9.^  del  10,  re- 
gla 3.®  dei  82  y demás  concordantes. 

La  viuda  dei  finado  Blasco  interpuso 
recurso  de  casación  por  no  haberse  cali- 
ficado como  homicidio  el  delito  y por  no 
haberse  estimado  las  circunstancias  agra- 
vante.s  de  despoblado  y abuso  de  con- 
fianza; y el  Tribunal  Supremo  solo  la 
estima  en  cuanto  no  se  apreció  el  abuso 
de  confianza,  considerando  lo  dispuesto 
en  los  núms.  2.°  y 3.^^,  art.  79S  Ley  do 
Enj.  crim.  citados  para  apoyarle,  y 

«Considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
ai  declarar  que  los  heclios  prídiados  en  la 
Causa  Constituyen  el  delito  de  le.siones  gra- 
ves, no  ha  infringido  el  art.  419  del  íaidigo 
penal  que  se  invoca  como  primer  motivo  de 
casación,  porque  casligá  mióse  en  él  al  reo  de 
liomickiio,  lio  puede  ser  calificado  fie  tal  le- 
gatiiiente  el  procesado  que  causó  á ü,  Jacinto 
Blasco  varias  contusiones  en  la  pierna  ilere— 
cha,  de  las  que  se  dió  por  curado  á los  trcin- 
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ta  y seis  días,  sin  que  sobre  esta  declaración 
se  protestara  ni  se  luciera  oposición  alguna; 
y aunque  después  falleció  á tos  ciucuenia  y 
cuatro  riias,  atendiendo  su  avanzada  edail  y 
sus  anteriores  padecimientos,  agravados  aca- 
so por  las  lesiones,  no  cabe  imputar  al  aulor 
de  estas  el  delito  de  liomicidio,  cuando  el  fa- 
cúlfalivo  consignó  que  no  habían  sido  la  cau- 
sa primitiva  y detcrmiiuuito  de  la  muerte,  por 
lo  que  sin  duda  no  se  practicó  ni  solicitó  por 
la  parlo  acusadora  la  autopsia  que  habría  sido 
necesaria  para  ia  prueba  del  iiomicidio: 

Considerando,  ^ cuanto  al  segundo  moti- 
vo de  casación,  que  si  bien  ia  Sala  sentcneia- 
dora  no  lia  cometido  error  de  dereclio  ;d  no 
calificar  en  el  procesado  la  circunstancia  agra- 
vante 15  del  art.  10  del  Código,  por  no  ha- 
berse ejecutado  el  delito  en  despoblado  y en 
cuadrilla,  como  era  preciso  para  que  existie- 
ra según  la  ley,  le  ha  cometirlo  al  no  declarar 
concurrente  al  hecho  de  autos  la  10  del  mis- 
mo artículo  alegada  en  el  recurso,  porque 
Eugenio  Vázquez,  criado  de  Blasco,  al  lesio- 
narle cuando  le  acompañaba  para  su  seguri- 
dad , obró  con  patente  abuso  de  coníiauza, 
que  lia  debido  apreciarse  como  una  circuns- 
tancia agravaiite  del  delito,  infringiéndose  al 
no  hacerlo  el  artículo  citado  comprendido  en 
el  número  5.“  del  art.  798  de  la  Ley  de  enjui- 
ciamiento criminal  referida (1).»  (Sent.  5ju- 
rijo  1874. — Gao.  18  agosto,  pág.  101.) 

X,  Lesiones  cuya  curación  se  relar- 
da por  una  afección  ó accidente  inde- 
pendiente de  la  veimíad  y de  la  acción 
del  culpable.  Los  dias  de  retardo  no  se 
toman  en  cuenta  para  califcar  la  culpa- 
liiidad  y determinar  la  pena. 

Así  lo  consigna  el  Tribunal  Supremo 
casando  y anulando  una  sentencia  de  ia 
Audiencia  de  Valiadolid  que  calificó  co- 
mo comprendidas  en  el  caso  3.“  dei  ar- 
tículo 431  del  Código,  unas  lesiones  cau- 
sadas á Manuel  Muñoz,  que  se  curaron 
á los  noventa  y tres  dias,  sin  tener  en 

(1)  No  se  hace  niériio  ni  en  la  sentencia  ni 
en  el  recurso  del  delito  de  robo,  y realinenle 
esta  es  la  calificación  legal  que  tIebiO  darse  al 
hecho,  conforme  al  art.  Klt>.  Por  lo  demás  cali- 
ficado el  delito  como  lesiones  y penarlo  con  dos 
años  y cuatro  meses  de  prisión  correccional  se 
le  impuso  la  pena  en  toda  la  extensión  .sin  po- 
der alargarse  un  solo  dia  más;  por  lo  que,  aien- 
dido  también  lo  dispuesto  en  la  regla  (i  “ del  ar- 
tículo 82  del  Código  la  casación  fue  sólo  para  el 
efecto  de  lijar  la  jurísjíi'udcncia,  prt  ducieiido  á 
la  vez  el  de  la  devolución  del  depósito  consti- 
tuido por  la  parle  recurrente. 

JUR.  PeN. 


cuenta  que,  según  la  declaración  de  los 
facultativos,  se  retardó  ia  curación  un 
septenario  por  iiaber  padecido  á la  vez 
el  lesionado  una  afección  eruptiva  en  los 
términos  que  expresan  los  dos  siguien- 
tes considerandos: 

«Considerando  que,....  los  dos  facultativos 
nombrados  en  virtud  de  auto  para  mejor  pro- 
veer, á fjü  de  que  manifestaseu  el  efecto  que 
en  su  juicio  produjo  el  sarampión  que  pade- 
ciera por  etiLónces  el  referido  Manuel  Muñoz 
sobre  la  curación  de  sus  lesiones  y la  dura- 
ción del  impedimento  de!  mismo  para  el  tra- 
bajo, declararon  que  aquella  afección  retra- 
só un  septenario  ia  saoidad  del  lesionado: 

Considerando  que  esos  siete  dias  de  re- 
traso no  pueden  legal  mente  lomarse  en 
cuenta  para  calificar  la  culpabilidad  del  pro- 
cesado, como  tampoco  para  designar  la  pena 
que  corresponde  aplicar  á éste,  porque  las 
disposicione.s  contenidas  en  los  diferentes 
números  del  art.  431  del  Código  penal  pres- 
criben de  un  modo  claro  y terminante  que 
en  esa  calificación  y designación  ha  de  lo- 
ma r.se  por  guia  y por  medida  tan  sóio  la  ex- 
tensión ó alcance  del  resnilado  ó efecto  na- 
tural y necesario  de  la.s  mismas  lesiones; 
por  lo  que  en  todos  aquello.s  se  emplea  con 
repetición  la  frase  si  de  resultas  de  las  lesio- 
nes hubiere  sucedido  tal  6 cual  cosa; 

Y considerando  que  reducidos  á ochenta 
y .seis  dias  los  noventa  y tres  que  al  darse  ia 
sanidad  á Manuel  Muñoz  habían  pasado, 
mediante  la  deduccíou  que  en  el  presente 
caso  debe  hacer.se  de  ios  siete  dei  retraso 
ocasionailo  por  ia  indicada  afección  que  ac- 
cifb'nlaliueute  sufriera  aquel  durante  la  cu- 
ración de  sus  le.siones,  es  indudable  que  el 
iieclio’de  autos  se  halla  comprendido  en  el 
número  4.°  del  art.  43 i del  citado  Código 
penal;  y por  coosiguieute,  que  la  Sala  sen- 
tenciadora en  haberlo  calificado  y penado 
con  arreglo  al  núm,  3.’’  del  mismo  artículo 
ha  infringido  las  dispo.sicioaes  legales  de  esos 
dos  números  y cometido  el  error  de  derecho 
señalado  en  el  ca.^o  3.”  del  art.  798  de  la 
Lev  de  Enj.  crim.»  Sent.  5 octubre  1875. 
— Gao.  H noviembre,  pág.  C7. 

XL  Pena  del  núm.  4.°  del  art.  431. 
Lesiones  que  tardan  en  curai'se  más  de 
ireinía  y menos  de  nóvenla  dias.  Descen- 
so á la  pena  inferior  por  ser  el  culpable 
menor  de  diez  y ocho  anos. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Andrés  Gracia  suponiendo 

o2 
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equivocadamente  que  la  pena  inmediata 
inferiora!  arresto  mayor  en  su  grado  má- 
ximo 3 prisión  correccional  en  el  míni- 
mo, debe  ser,  conforme  á la  regla  4.*^  del 
arl.  7t),  la  mulla  al  arresto  mayor  en  su 
grado  mediOj  se  establece; 

«Que  cuando  la  pena  de  la  ley  para  un  de- 
lito .se  compone  de  dos  solos  prados,  e!  má- 
ximo de  una  y mínimo  de  la  siguiente,  la  in- 
mediatamente inferior  no  puede  méuos  de 
componerse  de  dos  grados  también  que  si- 
guen al  mínimo  de  aquella  penalidad,  porque 
ia  ley  no  la  varía  más  qtie  de  la  mavor  á Ja 
menor; 

Que  siendo  la  pena  de!  delito  de  lesiones 
en  el  caso  de  autos  l*1  grado  máximo  de  ar- 
resto mayor  y mínimo  de  prisión  correccio- 
nal, según  el  núm,  4.° del  art,  -43 1 del  Códi- 
go referido,  corresponde  aplicar  la  inmedia- 
tamente inferior,  por  la  circunstanciá  de  ser 
el  proce.'^ado  mayor  de  quince  años  y menor 
de  diez  y ncbo,  qne  se  compone  solamente 
de  los  grados  medio  y mínimo  del  arresto,  y 
no  de  tres  como  se  expresa  en  el  escrito  en 
que  se  propone  el  recurso,  llevando  el  error 
hasta  lijar  el  míoimo  en  el  arresto  menor, 
siendo  así  que  esta  pena  no  pertenece  á las 
escalas  graduales  de  las  de  los  delitos,  por- 
que es  la  última  la  de  multa  como  se  designa 
en  el  art.  93  del  Código  ya  citado: 

Y que  entendiendo  distribuido  el  período 
legal  de  las  penas  divisibles  en  tres  partes 
que  forman  los  grados  máximo,  medio  y mí- 
nimo, según  el  art.  97  de!  Código,  los  sesen- 
ta y un  dias  de  arresto  mayor,  impuestos  al 
procesado,  están  dentro  del  grado  medio  de 
Ja  pena  correspondiente  (1).»  (Scnt.  26  fe- 
forero  1874.— Grtc.  25  mayo,  pág.  U5.) 

XI I,  Pena  del  núm.  3.**  del  art.  43. 
Lesiones  con  \m  haston  de  pie  resulta 
deformidad.  La  pena  es  la  prisión  nor- 
reccional  en  sus  grados  mínimo  y medio, 
y aunque  el  culpable  haya  sido  penado 
dntes  jwr  imprudencia  temeraria  que  pro- 
dujese /ejiones  no  es  apreciabie  en  este 
caso  la  circunstancia  de  reincidencia. 
Casación  de  sentencia  por  error  en  esta 


(1)  La  doctrina  que  sirve  de  fundamento  á 
este  fallo  es  la  que  constantemente  viene  esta- 
eciendú  el  Iribnnnl  Ruprenio,  como  puede 
verseen  varios  lu|íaresde  esta  obra,  y especial- 
niervle en  Escalas  craduales^  19l  y si- 
guíenles  Véase  nuestro  comentario  sobre  la  re- 
gia 4.  del  arl.  76  y sus  notas,  pág.  194. 


apreciación  y por  haber  impuesto  la  pena 
del  núm,  2.“  del  art.  431. 

José  Bonaterra,  desenganchando  el  ea- 
bailü  de  un  coche  de  que  era  conductor, 
recibió  tres  golpes  en  ia  cabeza  que  le 
dio  con  un  bastón  de  látigo  Salvador 
Roben,  y después  de  liaber  necesitado 
asistencia  facu  taliva  por  espacio  de  se- 
tenta dias,  quedó  inutilizado  de  un  ojo. 
La  Sala  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
declarando  que  e!  lieqito  constituía  el 
delito  de  lesiones  graves  de.l  que  resultó 
deformidad,  con  la  circunstfincia  ate- 
nuante de  no  haber  tenido  iniencion  de 
causar  todo  el  mal  producido  y !a  agra- 
vante de  reincidencia,  pues  resultaba  que 
Roberí  habla  sido  condenado  antes  en 
causa  sobre  lesiones,  pero  causadas  por 
el  vuelco  de  un  coche  ó sea  por  impru- 
dencia, le  impuso  tres  años  y siete  meses 
de  prisión  correccional. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por 
Roben  alegando  la  infracción  de  ios  ar- 
tículos 431,  párrafo  5.®,  y 10,  circuns- 
tancia 18,  porque  debió  aplicarse  ia  pena 
de  dicho  párrafo  y no  la  de)  2.°,  y porque 
la  Sala  confundió  el  delito  de 'lesiones 
con  el  de  imprudencia  para  calificar  ta 
reincidencia,  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara haber  lugar  al  recurso,  y casa  y 
anula  la  sentencia: 

«Considerando,  en  cuanto  al  primer  moti- 
vo de  casaciou  , que  por  e!  párrafo  tercero 
del  art,  43i  del  Código  penal  cl  que  hiriere 
á otro  Será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y medio 
.si  de  resultas  de  las  lesiones  el  ofendido  hu- 
biere quedado  defornie,  y caliíicando  la  Sala 
sentenciadora  el  delito  bajo  el  concepto  úni- 
co de  haber  quedado  deforme  el  ofendido, 
no  pudo  aplicar  ai  procesado  el  párrafo  se- 
gundo del  arl.  43 í,  que  impone  la  pri.sioa 
correccional  en  sus  grados  medio  y máximo, 
sin  hacer  la  declaración  que  correspondía 
para  estar  comprendido  en  dicha  disposiciim: 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  mo- 
tivo de  casación  alegado,  que  según  la  cir- 
cunstancia agrayanle  Í8  del  art.  JO  de!  Có-’ 
oigo,  liay  reincidencia  cuando  al  ser  juzgado 
el  culpable  por  un  delito  estuviere  ejeciUoriu- 
ineiile  condenado  por  otro  comprendido  en 
el  mismo  título  del  Código;  y al  declarar 
reincidente  la  Sala  sentenciadora  al  procesa- 
do que  sufrió  condena  fundada  eñ  el  título 
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de  la  imprudencia  temeraria , que  es  disLínto 
dei  que  se  invoca  para  juxgarle  en  el  caso  de 
autos,  ha  infringido  el  artículo  de  la  circuns- 
tancia agravante  expresada: 

Y considerando  en  su  virtud  que  admiti- 
dos los  hechos  cotisignados  en  la  sentencia, 
la  pena  impuesta  no  es  la  que  corresponde 
según  las  leyes,  y se  lia  cometido  error  de 
derecho  en  la  calificación  déla  circunstancia 
agravante  do  reincideocia,  casos  4.°  y5.“de 
Ja  ley  provisional  de  casación  de  1870  que  se 
lian  citado  corno  aplicables  ul  hecho  de  autos.» 
(Scnt.  C marzo  1874, — Gac.  30  mayo,  pá- 
gina 159. J 
■■ 

NIII.  Lesiones  menos  graves  d per- 
sonas const ¡inidas  en  dignidad  ó autori- 
dad p'úWfCíi.— Para  los  efectos  del  ar- 
tículo 434  del  Código,  es  autoridad  cons- 
tituida toda  persona  que  se  hal-le  reves- 
tida de  un  cargo  que  le  confiera  el 
derecho  de  ejercer  una  jurisdicción  per- 
nio nenie.  (Sent.  1.”  abril  1874;, — Gíi- 
ceia  15  julio,  pág.  ii.) 

XIV.  Lesiones  que  se  curan-  despve's 
de  treinta  dias^  comprendidas  en  el-  mí- 
mero  4.'^  del  art.  431. — La  pena  es  ar- 
resto mayor  en  su  grado  máximo  á pri- 
sión correccional  en  el  mínimo,  y si  por 
concurrir  dos  circunstancias  atenuantes 
muy  calificadas  hay  que  descender  á la 
pena  inferior,  en  esto  caso  es  arresto 
íiiayor  en  su  grado  mínimo  al  medio, 
cuya  duración  es  de  un  mes  y un  dia  á 
cuatro  meses,  y por  tanto  la  sentencia 
que  impone  seis  meses  de  arresto  mayor, 
infringe  el  art.  82,  circunstancia  y 
el  87  del  Código.  (Sent.  11  diciem- 
tore  1874. — Gac.  29  enero,  pág.  37.) 

XV.  La  penalidad  de  las  lesiones 
tne'nos  graves  del  art.  433  ps  alternativa 
al  prudente  arbitrio  de  los  Tribunales 
entre  el  anuísto  mayor  ó el  destierro  y 
mulla. 

Declara  el  Tribunal  Supreino  que  no 
há  lug:ír  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Eufrasio  Ruiz,  y establece  la 
doctrina  del  epígrafe  en  estos  términos: 

cfCansiderando  que,  al  calificar  el  art.  433 
del  Código  las  lesiones  de  rnénos  graves  para 
determinar  la  penaliilad  de  este  delito',  esta- 
blece aiternativameDle  el  arresto  mayor  ó el 
destierro  y mulla,  equiparando  estas  dos  con 


la  primera,  y dejando  su  aplicación  al  pru- 
dente arbitrio  de  los  Tribunales,  según  los 
casos  y circunstancias:. 

Y considerando  , por  consiguiente,  que  al 
usar  de  dicha  facullad  discrecional  ia  Sala 
sentenciadora  en  el  presente  caso  no  ha  in- 
fringido el  art.  433,  cual  supone  el  recurren- 
te.» (Scnl.  12  enero  1875. — Gac.  29  mar- 
zo, pág.  63.) 

XYl.  Apreciación  de  las  declaracio- 
nes ó infoimcs  pericioles. — Guando  los 
facultativos  forenses  que  luán  reconocido 
á UD  herido  un  mes  tlespués  de  obte- 
nerse la  s, anidad,  declaran,  no  como  cosa 
cierta  sino  ilubilativamente,  que  el  herido 
hubiese  sanado  dentro  de  los  siete  pri- 
meros-dias  si  no  hubiese  trabajado  en  su 
oficio,  hablado  en  demasía  y salido  á la 
calle,  si  las  lesiones  duraron  diez  y siete 
dias,  y en  tal  concepto  las  pena  la  Sala, 
hay  que  estar  á esta  apreciación.  (Sen- 
tencia 27  marzo  1875, — Gac.  9 mayo, 

pág.  111.) 

XVil.  Lesiones  de  cuyas  resultas 
queda  el  ofendido  deforme. — La  fealdad 
permanente  que  queda  en  el  rostro  del 
esionadü  por  ios  repliegues  de  la  cicatriz 
según  se  reconoce  en  la  sentencia,  es  la 
deformidad  del  art,  431,  caso  3.°,  y con- 
siguienieraente  no  puede  decirse  que 
aplicando  diclio  caso  y artículo  hay  in- 
fracción de  ley.  (Sent  7 mayo  1875. — 
Gac.  22  junio,  pág.  132.) 

XVnt.  Más  sobre  lesiones  que  pro- 
ducen deformidad. — Cuando  se  declara 
por  los  facultativos  en  términos  expresi- 
vos que  no  ofrecen  duda,  que  en  el  le- 
sionado existia  una  deformidad  y anqui- 
losis  en  la  articulación  de  la  segunda  y 
tercera  falange  del  dedo  anular  de  una 
mano,  imperfección  que  le  molestaba, 
péro  que  no  le  impedía  entregarse  á sus 
ocupaciones  habituales,  está  bien  apli- 
cado el  núm.  3.*^  del  art.  431,  porque 
el  Código  no  exige  que  la  deformidad 
sea  notable.  (Sent.  10  mayo  1875.— 
Gac.  22  junio,  pág.  133.) 

XIX.  JV/fÉ5  sobre  lo  7nismo. — Se  apli- 
ca con  error  el  caso  4.®  del  art.  431  en 
vez  del  3.®,  cuando  los  facultativos,  des- 
pués de  haber  ca'ificado  de  grave  la  he- 
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rida  cu3'a  curación  duró  cuarenta  y dos 
días,  (lecisran  además  que  le  había  que- 
dado ai  lesionado  deformidad  en  el  brazo 
izquierdo,  sin  que  sea  preciso  apreciar 
si  es  ó no  notable,  pues  el  artículo  no 
distingue,  y consigna  sólo  que  haya  que- 
dado deforme.  (Sent.  30  junio  1875. — 
Gac.  27  agosto,  pág.  31.) 

XX.  Er  ror  en  la  penalidad  de  las 
lesiones  con  alguna  de  (as  circunslancias 
del  arl.  418.  Siendo  dos  las  circunstan- 
cias calificativas ^ una  de  ellas  califica  y 
otra  se  aprecia  como  agravante  (!).  El 
abuso  de  superioridad  es  un  elemento 
aue  contribu7je  á la  justa  apreciación  de 
la  circunstancia  de  alevosía,  y si  se  apre- 
cia e'sl  a no  puede  apreciarse  d la  vez  la 
otra.  Eos  ó más  son  coautores  cuando 
toman  parle  directa  en  la  ejecución  del 
delito. 


Declarando  el  Tribunal  Supremo  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  Ministerio  fiscal  contra  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  Burgos,  en 
causa  contra  Acacio  y Melquíades  Alon- 
so, calificados  como  reos  de  lesiones  que 
no  se  curaron  basta  los  ochenta  y cuatro 
dias,  con  Jas  circunstancias  agravantes 
de  premeditación,  alevosía  y abuso  de 
superioridad,  y condenados  el  uno  como 
autor,  en  dos  años  y once  meses  de  pri- 
sión correccional  y el  otro  como  cóm- 
plice, en  seis  meses  y un  dia  de  igual 

pena,  establece  como  fundamento  los  si- 
guientes: 


«Considerando  que  aun  cuando  á !a  eiecu- 
cion  material  del  delito  concurrieron  con 
dislinlos  notos  Acacio  y Ulelquiades  AIod.so 
tienen  ambos  el  carácter  de  autores,  porque 
asociándose  para  ofender  á Dominco  Ruera 
aparecen  igualados,  no  sólo  por  una  misma 
parljcipacion  moral,  sino  también  porque 
agarrándose  el  uno  con  el  ofendido, pudo  el 

1^  lesión  grave  que  se  lia  per- 


Con.sider3ndo  que  e!  abuso  de  superiori- 
dad  es  en  el  caso  presente  uu  elemento  que 
contribuye  a la  justa  apreciación  de  ía  eir- 


pa«"oanScTr\rd:il, ^ 


cunstnncia  de  alevosía,  y no  puede  consti- 
tuir por  separado  otra  agravante: 

Considerando  que  adin ¡tilias  las  dos  de 
. premeditación  y alevosía,  y bastando  la  una 
para  alterar  Ja  especie  de  penalidad , según 
el  párrafo  penfiltímn,  art,  431  dei  Código 
penal,  el  efecto  de  la  otra  es  el  que  Üene 
I cualquiera  agravante  para  ju.^tiílcar  la  apli- 
cación del  grado  ináxiinnjfcl  cual,  relativa- 
mente á la  prisión  correccional  limitada  al 
mínimo  y medio,  principia  más  allá  de  los 
treinta  y cinco  meses  impuestos  por  la  Sala 
sentenciadora: 

Y con.s¡derandri,  por  tanto,  que  lejos  de 
haberse  cometido  las  infracciones  que  se  su- 
ponen porfiarte  de  Acacio  y Melquiades  Alon- 
so, existen  por  el  contrario  las  que  sirven 
de  fundamento  al  recurso  fiscal, con  arreglo 
á ios  números  4.”  y 5.°,  art.  708  de  la  Ley 
de  Enj.  crim.»  (SenC  21  junio  1875.— íía- 
ceta  27  agosto,  pág.  2.o.} 

XXL  Pciiiilulad  délas  lesiones  (¡r aves 

comprendidas  en  el  caso  2.”  dei  art.  431 
del  Cód.,  siendo  el  culpable  menor  de 
diez  y ocho  años,  con  las  circunstancias 
agravante  de  ser  el  lesio7uido  lío  car- 
nal,  y la  alenunnle  de  enibiiaguez.  Error 

en  noimp07ier  la  pena  inmediata  inferior 
y en  apreciar  co77iú  agravante  el  haberse 
ejecutado  el  delito  de  7iochc,  habiendo 
esto  ocurrido  acad  en  taimen  te. 

La  pena  señalada  en  e!  caso  2.”  del  ar- 
tículo 431  es  prisión  correccional  en  sus 
grados  medio  y máximo.  La  inferior  es 
arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á pri- 
sión correccional  en  el  mínimo  que  com- 
prende do  cuatro  meses  y un  dia  ó dos 
años  y cuatro  meses.  Apreciando  la  cir- 
cunstancia agravante  de  paren  leseo  y com- 
pensándola con  la  atenuante  de  embria- 
guez no  habitual,  leniendoen  cuenta  que 
la  de  haberse  ejecutado  de  noche  no  es 
apreciable  cuando  no  se  busca  de  pro- 
pósito, la  pena  máxima  que  debió  impo- 
nerse fué  de  un  año  y un  dia  de  prisión 
correccional  aun  ano  y ocho  meses,  gra- 
do^medio;  y como  la  Audiencia  déla  Cü- 
ruña  impuso  treinta  y cu.uro  meses,  y el 
procesado  interpuso  por  ello  recurso  da 
Casación,  el  Tribunal  Supremo  casa  y 
anula  la  sentencia,  estableciendo  la  doc- 
trina (fue  dejamos  consignada.  (Sent.  27 

diciembre  1875. — Gac.  27  enero,  pá- 
gina 33.) 
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r^ALVERSAClON  DE  CAUDALES  PÚBLI- 
COS. íli'mos  tratiiiio  de  este  delito  en  la 
página  259,  y expuesto  allí  la  doctrina 
consignada  en  varios  fall  os  por  el  Tri- 
])un3l  Supremo,  algunos  de  los  cuales 
contribuyen  á la  más  recta  inteligencia 
de  los  artículos  5 05  á dlO.  Los  fallos  dic- 
tados con  posterioridad  sobre  este  delito 
son  importantes,  aunque  no  resuelven 
duda  alguna  grave,  Veámoslos: 

VI i.  Penas  del  arf.  407  y del  40o 
íio  verificándose  el  reintegro.  — Se  casa 
y anula  una  sentencia  de  la  Audiencia 
de  Burgos,  porque  aplicando  el  arl.  407, 
lio  concurriendo  circunstancias  atenuan- 
tes ni  agravantes,  condenó  al  culpable 
en  la  mulla  de  iSo  pesetas  y diez  años  y 
11  n día  de  inhabilitación  si  veriticaba  el 
reintegro  de  la  cantidad  malversada,  y 
en  otro  caso,  en  cuatro  años,  nueve 
meses  y quince  dias  de  presidio  correc- 
cional. 

Como  se  impuso  la  pena  en  el  grado 
máximo  debiendo  liaberlosido  en  el  me- 
dio, fue  este  uno  de  los  motivos  dcl  re- 
curso que  estimó  el  Tribunal  Supremo 
por  infracción  dcl  art.  82,  incurriendo 
en  el  error  de  derecho  del  caso  5.^^  del 
artículo  798  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  Dice 
así  textualmente  el  fundamento  de  la  ca- 
sación. 

«Considerando,.. , que  la  expresada  Sala 
de  lü  criminal  de  la  Audiencia  de  Burgos, 
habiendo  dictado  la  sentencia  condicional- 
inente  sin  liacer  mérito  de  la  concurrencia 
de  circunstancias  agravantes  ni  atenuantes, 
si  bien  impuso  la  pena  contenida  en  la  pri- 
mera de  ias  condiciones  en  cJ  grado  corres- 
pondiente, que  es  el  medio,  no  guardó  esta 
misma  proporción  en  la  que  contiene  la  se- 
gunda de  dichas  condiciones,  toda  vez  que 
para  el  caso  de  que  ésta  se  cum [diera  desig- 
nó el  grado  máximo  de  la  que  correspondía, 
debiendo  haber  designado  también  el  medio, 
infringiendo  de  este  modo  el  arl,  83  del  Có- 
digo, ó incurriendo  en  el  error  de  derecho 
del  caso  que  para  apoyar  dicho  motivo 


cita  el  recurrente  (1).»  (Sent.  16  marzo 
1874. — Gac.  16  junio,  pág.  1G9.) 

VIU.  Otro  fallo  de  20  febrero  1875,  de- 
clarando que  no  há  lugar  á la  casaciou  de 
un  fallo  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  e.sta- 
!)lece  que  no  llenándose  los  requisitos  que 
exige  el  Código  para  que  haya  malversación 
(sustracción  de  fondos,  distinta  aplica- 
ción, etc.)  no  existe  dicho  delito,  aunque  se 
advierta  alguna  falla  administrativa  sujeta 
á la  acción  del  superior  jerárquico,  como  la 
de  toma  de  razón  de  los  librainienlos,  cuan- 
do no  supone  malicia  ni  ánimo  de  delinquir. 
{Gac.  7 abril,  pág.  90.) 

IX.  Otro  de  2 diciembre  1875,  casando 
y anulando  en  parte  uua  sentencia  de  la  Au- 
diencia de  Zaragoza,  e.sta!>lece  que  cuando 
un  depositario  municipal,  excediéndose  de 
sus  facultades,  entrega  al  alcalde  cantidades 
dül  presupuesto  sin  acuerdo  del  .Miriicipio, 
con  daño  del  servicio  público,  y sin  las  for- 
malidades establecidas  por  la  ley  (2),  con  un 
simple  recibo,  y c)  alcalde  las  recibe  y las 
distrae  ó malversa,  los  dos  son  criminal- 
mente re.sponsal)les  como  autores,  con  ar- 
reglo á los  arts.  405  y '407  del  Código  y Ley- 
municipal. 

X,  Y otro  fallo  de  9 diciembre  1875  casa 
y anula  una  sentencia  de  la  Sala.de  lo  cri- 
minal de  la  Audiencia  de  Albacete,  que  ab- 
solvió a!  jefe  de  la  Tesorería  de  Cuenca, 
D.  Tomás  Bueno,  en  causa  sobre  sustracción 
de  3.502  pesetas  con  50  céntimos  que  impor- 
taban unos  pagaré.s  de  biene.s  nacionales  re- 


(1)  La  inhabilitación  temporal  dura  de  seis 
años  y un  dia  á doce  años,  sopvin  el  arl.  39  dcl 
Código  , y conforme  á \a  labia  demoslralíva  del 
artículo  97  el  grado  medio  comprende  desde 
ocho  años  y un,  dia  á diez  años.  El  presidio  cor- 
reccional en  sus  grados  medio  y máximo  que 
es  la  pena  de!  art.  405,  niim.  3.“,  comprende 
desde  dos  años,  cuatro  meses  y un  dia  á seis 
años,  siendo  el  grado  medio  tre,s  años,  seis 
meses  y veinliiin  dias  á cuatro  años,  nueve 
vieses  y diez  dias.  Consiguientemente,  al  me- 
nos según  nucslro  entender,  en  los  dos  casos 
impuso  la  Audiencia  ci  grado  máximo,  y en 
ambos  incurriu  en  el  error  de  derecho,  motiva 
del  recurso, 

(2)  Véanse  los  arts.  14S  y siguientes  al  ioS 
•de  la  Ley  municipal  de  20  de  agosto  de  1870. 
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cogidos  por  el  comprador  con  las  notas  al 
dorso  de  quedar  cancelados  por  haber  entro- 
gado  su  importe-  Como,  á pesar  de  esto,  di- 
cha cantidad  no  aparecía  en  los  libros  de  eu- 
.Irada  y salida  de  la  Tesorería  y fuera  luego 
reclamada  al  comprador,  «s(e  exhibió  dichos 
pagarés,  lo  cual  di(5  fugará  la  cansa  que  ter- 
minó con  la  libre  absolución  del  jefe  de  la 
Caja,  no  habiéndose  presentado  el  cajero. 

Pero  como  el  comprador  venia  quedando 
responsable  á la  Haciendá  de  lo  que  tenia  ya 

Ísgado,  interpuso  recurso  de  casación  y el 
ríbiiDíd  Supremo  le  estimó,  considerando, 
entre  otras  cosas,  que  el  jefe  de  la  Tesorería 


D.  Tomás  Bueno  no  podía  menos  de  ser  ca- 
lificado como  coautor  de  la  malversación  por 
haber  tomado  parte  directa  en  la  suslraccíoii 
de  los  pagarés  por  medio  de  las  notas  que 
puso  y autorizó  al  dorso  de  aquellos.  {Gace- 
ta 13  enero  t87fi,  pág.  12.) 

MONTES.  {Delitos:  Faltas.)  Nos  ré- 
Diitinios  3 la  pág.  261,  donde  dejamos 
tratada  esta  materia  presentando  varios 
casos  de  jurisprudencia;  y también  al 

artículo  CüMPETEiSClAS  CON  LA  ADMINIS- 
TRACION Ó ENTRE  LA  Administración  y los 
Tribunales,  pags.  420  á 425. 


P. 


PARRICIDIO.  Dos  palabras  hemos  de- 
dicado á este  enorme  y horrible  crimen 
en  la  pág.  209,  y debemos  remitirnos  á 
lo  que  allí  decimos  y á los  artículos 
Asesinato,  Homicidio,  Infanticidio  y Le- 
siones, así  como  á Circunstancias. 

PENAS.  De  las  penas  en  general  tra- 
tamos ya  en  las  páginas  269  á 271 , y en 
Escalas  graduales  de  las  penas,  páginas 
191  á 203  y 454,  habiéndolo  hecho  en 
particular  de  cada  una  en  sus  respecti- 
vos artículos  Arresto,  Cadena,  Cau- 
ción, Confinamiento,  etc.,  etc. 

Vamos  aquí  á presentar  la  escala  ge- 
neral de  las  penas  como  nos  la  da  el  ar- 
ticulo 20  del  Código,  añadiendo  en  otra 
columna  su  duración  y en  otra  las  acce- 
sorias que  cada  una  lleva  consigo,  para 
la  más  fácil  consulta  y estudio  de  las 
doctrinas  de  jurisprudencia  contenidas 
fcü  este  libro.  Y también  vamos  á enu- 
merar una  por  una,  por  orden  alfabético, 
todas  las  penas  que  se  emplean  en  el 
Código  en  sus  distintas  formas  y com- 
binaciones, fraccionadas  unas  veces  y 
compuestas  otras,  reniitiémionos en  cada 
una  á la  escala  gradual  respectiva  que 
3ara  facilitar  el  descenso  y aplicación  á 

os  cómplices,  encubridores,  delitos  frus- 
trados, .tentativa,  etc.,  etc.,  dimos  for- 
madas en  las  páginas  191  y siguientes, 


con  sujeción  á las  regias  del  art.  76  y á 
la  jurisprudencia. 

Con  dichas  escalas  á que  nos  remiti- 
remos y con  las  tablas  de  división  de  cada 
pena  que  se  hallan  en  sus  respectivos  ar- 
tículos, creemos  ha  de  facilitarse  mucho 
la  inteligencia  y aplicación  del  lib.  I del 
Código,  debiendo  advertir  que  cuando 
alguna  duda  ofrece  la  ley  que  no  haya 
resuelto  la  jurisprudencia,  lo  indicamos 
siempre  para  que  el  que  haya  de  consul- 
tarlas obedezca  á su  propio  criterio.  Em- 
pezaremos por  la  escala  genera!  de  penas 
con  su  clasificación , duración  y acce- 
sorias, después  indicaremos  alfa  bélica- 
mente todas  las  penas  simples,  compues- 
tas y fraccionadas  en  las  distintas  com- 
binaciones en  que  las  emplea  el  Código, 
y concluiremos  con  ligeras  indicaciones 
sobre  la  división  de  cada  una. 

L 

Escala  geoera!  de  pesas. 

Según  la  escala  general  de  penas  del 

artículo  26  del  Código,  se  clasifican  en 

allictivas, correccionales,  leves,  comunes  > 

a las  tres  y accesorias,  y deiUro  de  esta 

clasificación  se  encuentra  la  de  perpé- 

luas,  temporales,  pecuniarias, etc.,  etc.  á 
saber : 


• ESCALA  GENERAL, 

DUn.VClON. 

Penas  aflictivas. 

11 

Muerte 

(1) 

Cadena  perpélua 

A los  SOaños  indulto  (2).í 

Reclusión  perpetua..  . 

A los  30  años  indulto  (2).í 

Relegación  perpélua 

A los  30  años  indulto  (2).| 

Extrañamiento  perpéluo 

A los  30  años  indulto  (2).' 

Cadena  temporal 

12  años  y 1 dia  á 20  años, 

Reclusión  temporal 

12  años  y 1 día  á 20  años,  j 

Relegación  temporal..  - 

^ } 

12  años  y 1 dia  á 20  años.; 

Extrañaniienio  temporal 

12  años  y l dia  á 2Ü  añoa.( 

Presidio  mayor 

6 años  y 1 dia  á 12  años.j 

Prisión  mayor 

6 años  y 1 dia  á 12  años.í 

Confinamienlo.  

6 años  y 1 día  á 12  años.j 

Inhabilitación  absoVula  perpélua. 

(3) 

Inhabilitación  absoluta  temporal. 

6 años  y 1 dia  á 12  años. 

fniiabilitacion  e.special  perpélua.. 

(3)  . 

Inhabilitación  especial  temporal. 

6 años  y 1 dia  á 12  años. 

Penas  correccionales. 

I 

Presidio  correccional 

6 meses  y 1 dia  a 6 años.j 

Prisión  correccional 

6 meses  y 1 dia  á 6 años.i 

Destierro **  ■ -*  « , . • • i* 

6 meses  y 1 dia  á 6 años. 

Reprensión  pública 

1 

Suspensión  do  cargo  público.  . . . 

1 mes  y i üia  a 6 anos. 

1 

Arresto  mayor 

i mes  y i dia  á 0 meses. | 

PenaB  leves. 

1 

Arrp^tn  rñOiiCir.i  é * 

1 á 30  ditis,  • . • * 

Reprensión  privada. 

Penas  comunes  á las  tres. 

Multa.  — Caución. 

Penas  accesorias  (4). 

Degradación.  — Interdicción  civil. 

— Pérdida  o comiso  de  los  íns- 

trunientos  y efectos  del  delito. 

— Pago  de  costas. 

1 
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hay  indulio  y no  se  remite  ex- 
presamente esta  pena  (art.  53)- 


(art.  36). 


In teriliccion  civil  durante  la  con- 
dena; Inhabililacion  absoluta  per- 
pétua  tart.  37).  » 

Inhábil  ilación  absoluta  temporal 
(art.  60). 

Inhabilitación  ab-soluta  temporal  en 
toda  su  extensión  lart.  60). 

Inhabilitación  absoluta  temporal  en 


Suspensión  de  lodo  cargo  y del  de- 
recho de  sufragio  durante  el  tiem- 
po de  la  condena  (art.  62). 

Inhabililacion  absoluta  temporal 
durante  el  tiempo  do  la  condena 
(art.  61). 


Suspensión  de  todo  cargo  público, 
profesión,  oficio  ó derecho  de  su- 
fragio (art.  59). 

Suspensión  de  lodo  cargo  y del  de- 
recho de  sufragio  durante  el  tiem- 
po de  la  condena  (art.  62). 


(11  Esta  oena  no  so  imnono  on  caso  alguno  sola,  sino  cotn puesta  con  otras  como  indiranioí  en  la  páp.  967. 

(9)  So  concede  el  indulto  á los  30  ¿ños  cuando  la  condacta  do  los  penados  u otrai*  graves  nO 

sean  un  obstáculo.  .Asi  lo  dice  ol  art.  20,  y nada  en  contrario  establece  la  ley  do  18  de 
(5)  Resiiecto  do  estas  penas  no  se  establece  como  para  las  demás  perpetuas,  sm  duda  por  EU  i special  oain- 

ralpia  ano  á los  3U  años  se  olorgiio  el  indulto,  pero  no  se  opone  á etto  la  ley  especial.  , , ■ 

(d)  No  íiiiiiran  en  la  escala  gañera!  la  inhabilitación  y suspeusiim  corno  accesorias,  pero  lo  son  laiahion 
según  el  art.  28  y se  señalan  on  tal  concepto  por  tos  arls.  53  á Gl.  i i .•  , 

(5)  lis  pi?na  LUTosoria  en  loilo  caso  la  pórdttla  de  los  üftíotüS  íjüg  provengan  du.  doUto  y Je  los  instrumeDLos 
con  quo  so  liubiero  ejecutado  (Utis.  03  y 022). 
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Escalas  graduales. 


Las  penas  comprendidas  en  la  escala 
general  son , digámoslo  así  simples,  ó sin 
composición  ni  fraccionamiento;  pero, 
como  dejamos  dicho,  el  Código  las  em- 
plea pródigamente  en  forraasVirapues- 
tas  y fraccionándolas.  Hemos  hecho  de 
estas  penas  un  estudio  práctico  para  for- 
mar las  escalas  de  ascenso  que  en  nú- 
mero de  sesenta  se  contienen  en  ei  ar- 
tículo Escalas  graddales,  y para  formar 
también  las  tablas  de  división  en  grados 
que  en  sus  lugares  correspondientes  se 
encuentran;  y aquí  sólo  nos  limitaremos 
á dar  un  resúmen  general  alfabético  de 
todas  estas  penas,  añadiendo  la  indica- 
ción de  la  escala  donde  se  encuentran. 
Son  las  siguientes  (1) : 

Peji as  simples,  compucjías,  fractionadas  y siibfrac- 
cioiiadas  que  se  emplean  en  el  Céiligi),  con  ex- 
presión dcl  mi  mero  qite  cada  una  tiene  en  las  es- 
calas graünales  y las  páginas  en  que  se  encncnlran. 

Arresto  mayor  { Escalas  1.**  y 2.*^;  pág.  Í97). 
Arresto  mayor  en  su  grado  'mhumo  (Esca- 
las 47,  50  y 5S;  pág.  202J. 

Arresto  «la^or  en  su  grado  medio  (Eses.  48, 
55  y 57;  pág.  202 j. 

Avresto  tnayor  en  su  grado  máximo  (Es^ 
Ciiias49  y 50;  pág.  202). 

Arresto  mayor  en  sus  grados  mínimo  y me~ 
dio  {Eses.  39  y 41;  pág.  2ül). 

Arresto  tnayor  en  sus  grados  medio  y má- 
ximo (Eses.  38  y 40;  pág.  2üi). 

Orado  máximo  de  arresto  mayor  en  sus  ora- 
dos  minimoy  medio  (E.sc.  46;  pág.  2üt). 
Arresto  mayor  á prisión  correccional  en  su 
grado  mínimo  (Esc.  24;  pág.  200.) 
Arresto  mayor  en  su  grado  medio  á prisión 
correccional  en  su  grado  mínimo  (Esc  2*^* 

pág.  200J,  ^ 

ilrmío  mayor  en  su  grado  medio  á presi- 
dio correccional  en  el  grado  mínimo  (Es- 
cala 21;  pág.  200).  ^ 

^rmío  mayor  en  su  grado  máximo  á pri- 
stan correccional  en  su  grado  mínimo 

(Esc.  41;  pág,  20tj. 
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Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á pre- 
sidio correccional  en  su  grado  mínimo 
(Esc.  39;  pág.  202). 

Arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á pri- 
sión correccional  en  su  grado  merfto  ( Es- 
cala 19;  pág.  100). 

>4rresfo  mayor  en  su  grado  máximo  ó pre- 
sidio rorrcccíonaí  en  su  grado  medio  (Es- 
cala 20 ; pág.  \ 00). 

Grado  máximo  del  Arresto  mayor  en  su  gra- 
do medio  á presidio  correcefojmí  eii  su 
grado  mininio  ( Esc.  31  ; pág.  200). 

Grado  mfnánío  del  Arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  d.  prisión  correccional  en  su 
grah  miiumo  (Esc.  43;  pág.  20í). 
Grado  máximo  del  Arresto  mayor  cíí  .su  gra- 
do tnáximo  á prisión  correccional  en  su 
grado  minitno  (Esc.  46;  pág.  201). 


camiw  í^rlículo  relativo  á catla  pena  indi- 
camos uno  por  uno  los  artículos  del  CrttliKo  en 

?ho  tas  de  que  Imcemrm?. 

nio,  y allí  repetimos  esta  su  división  en  grados. 


Cadena  perpetua  (Esc.  1.^;  pág.  197). 
Cadena  temporal ^{  Esc.,  1.*^;  pág.  197). 
Cadena  temporal  á caderírt  perpétua  (Es- 
cala 9,^^;  pág.  198). 

Cadena  temporal  eh  sú'  gradó  7?iedío  á ca- 
dena perpetua  ( Esc.  Í8;  pag.  198). 
Cadena  íc7tiporal  en  su  grado  máximo  á ca- 
dena perpétua  (Esc.  Í3,  pág.  198). 
Cadena  íemporuí  en  su  grado  máximo  á 
muerte  i Esc.  14;  pág.  198). 

Cadena  perpétua  á tnuerle  (Esc.  7.^:  pá- 
gina 197  J. 

Cadena  temporal  en  su  grado  máximo  (Es- 
cala 50;  pág.  202). 

Caución  (Eses.  3.*^  y 4.*^;  pág.  197). 

Comiso  (Es  accesoria). 

Confinamiento  (Esc.  4.*^;  pág.  197). 
Confinamiento  en  su  gi’ado  mínimo  ( Esca- 
la 51;  pág.  202). 

í7o7í/ínarTií  cíifo  en  sus  grados  minwio  ytne- 
^ dio  (Esc.  35;  pág.  200). 

Confinamiento  en  su  grado  máximo  ( Esca- 
la 54;  pág.  202 ). 

Grado  máximo  del  Confinamiento  en  su 
grado  máximo  ( Esc.  59;  pág.  202). 

Con  finamiento  grado  máximo  á ve- 

legación  temporal  (Esc,  25;  pág.  199). 

Costas  (Es  accesoria). 

Degradación  (Es  accesoria ). 

Destierro  (Eses.  3.«y4,*;  pág.  197). 

DesHerro  en  su  grado  minimo  (Esc.  51; 

202).  ^ 

Destierro  en  el  grado  minimo  al  medio 
(Esc.  36;  pág.  202). 
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Destierro  en  el  grado  medio  al  máximo 
( Esc.  35 ; p,ig,  202). 

Deiítií'rro  en  el  grado  máximo  (Esc,  54;  pá- 
gina 202). 

Extrañamiento  perpetuo  (Esc.  4.'^;  pági- 
na 3 07  I. 

Exlrañamienlo  temporal  (Esc.  4.*^;  pági- 
na 197). 

Inhabilitación  absoluta  verpétua  (Esc.  5.^: 
pág.  197). 

Inhabilitación  ictnporal  (Esc.  5.*^^  pági- 
na 197), 

Inhahiiitacion  especial  perpetua  (Esc.  6.": 

7 97). 

7n/íafjí7i'(acíon  temporal  (Esc.  6.*;  pági- 
na 197). 

Inhahilii ación  absoluta  temporal  cn'su  gra- 
do mínimo  (Esc.  52;  pág.  202). 

Inhabilitación  especial  temporal  en  su  gra- 
do mínimo  ([{se.  53;  pág.  202). 

Inhabilitación  absoluta  temporal  en  sus  gra- 
dos mínimo  y medio  (Esc.  37;  pág.  200). 

Inhabilitación  absoluta  temporal  en  su  gra- 
do máximo  á inhahiiitacion  absoluta 
perpélua  {Esc.  15;  pág.  193). 

Inhabiiilacioíi  teinporal  especial  en  su  gra- 
do máximo  á inhabiiitacioji  perpetua  es- 
pecial { E.SC.  2G;  pág.  199). 

Inhabilitación  absoluta  temporal  á inhabi- 
l/taeiofi  absoluta  perpétua  (Esc.  10;  pá- 
gina 198). 

Muerte  (Eses.  1.*^  y2."';  pág.  197). 

Multa  (Nota  2.*^;  pág.  197). 

Presidio  correccional  ( Esc.  1.®;  pág.  197). 

Presidio  correccional  en  s«s  grados  mínimo 
y medio  { Esc.  38;  pág.  200 ). 

Presidio  correccional  en  sus  grados  medio  y 
máximo  ( Esc.  39;  pág.  201 ). 

Presidio  correccional  en  su  grado  medio  á 
presidio  í?iaj'Oí' en  eí  mínimo  (Esc.  21; 
pág.  199). 

Presidio  correccional  en  su  grado  máximo 
á presidio  mayor  en  el  minimo  ( Esc.  38; 

pág.  200). 

Pr  esidto  correccional  en  su  grado  máximo 
á presidio  niogor  en  su  grado  ?nerfio  (Es- 
cala 20;  pág.  199}. 

Presidio  cor?*ecc/onaí  á presidio  mayor  en 
sn  grado  medio  (E.sc.  28;  pág.  199). 

Grado  minimo  de  Presidio  correccional  en 
su  grado  medio  á ;)resí£Í/o  mayor  en  el 
minimo  ( Esc,  30;  pág.  199). 

Grado  máximo  de  Presidio  correccional  en 


SOI 

sus  arados  mínimo  y medio  (Esc.  44; 

pág.  201 ). 

Grado  máximo  de  Presidio  correccional  en 
su  grado  medio  á presidio  7nayor  en  el 
mínimo  ( Esc.  31 ; pág.  202). 

Grado  máximo  de  Presidio  correccional  en 
su  grado  máximo  á presidio  mayor  en  su 
grado  minimo  (E.sc.  44;  pág.  201). 

Grado  máximo  de  Presidio  correccional  en 
su  grado  máximo  á presidio  mayor  en  su 
grado  medio  (Esc.  32;  pág.  200). 

í?rííí/o  ííifíiCímo  de  Presidio  correccional  á 
presidio  mayor  en  su  grado  medio  ( Esca- 
la 34;  pág.  200). 

Presidio  mayor  (Esc.  1.**;  pág.  197 ). 

Presidio  rnayor  en  su  grado  medio  d cadena 
temporal  en  su  grado  minimo  {Esc.  21; 
pág.  199). 

Grado  máximo  de  Presidio  7nayor  cti  su 
j?rflcío  medio  á cadena  fempoi-al  en  su 
grado  ■mí7itmo  (Esc.  33;  pág.  200). 

Prisión  correccional  (Esc.  2.^;  pág.  197). 

jPriSíon  correccional  en  sus  grados  minimo 
y medio  (Esc.  40;  pág.  201 ). 

Prisión  corrección  a/  en  sus  grados  medio  ij 
7náximo  (Esc.  41;  pág.  201). 

Prisión  correccional  en  su  grado  medio  á 
prisión  maiyor  en  su  grado  mínimo  (Es- 
cala 29;  pág.  199 ). 

Prisión  correccional  en  su  grado  máximo  á 
prisión  mayor  en  su  grado  minimo  (Es- 
cala 40;  pág.  201 ), 

Grado  7nna:í'mo  rfe  Prisión  correccional 
en  sus  grados  minimo  y medio  { Esc.  45; 
pág.  2ÓÍ ). 

Grado  7náxÍmo  de  Pri'^ion  correccional  en 
sus  grados  medio  al  máximo  ( Eso.  46; 
pág.  201). 

Prisión  mayor  ( Esc.  2.®;  pág.  197). 

Prisión  mayor  en  sus  forados  minimo  y me- 
dio (Esc.  41 ; pág.  201 ). 

Prisión  mayor  en  sus  grados  medio  y má- 
ximo (Esc,  40;  pág.  201 ). 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  á reclu- 
sión tempo7'al  en  su  grado  minimo  ( Es- 
cala 22 ; pág.  199  ). 

Prisión  mayor  en  su  grado  medio  á reclu- 
sión temporal  en  toda  su  exlcnsioii  ( Es- 
cala 29*  pág.  199. 

Reclusión  perpetua  (Esc.  2.®;  pág.  197). 

Reclusión  temporal  (Esc.  2.®;  pág.  197). 

Reclusión  temporal  en  sus  grados  medio  y 
máximo  (Esc.  41;  pág.  201 J, 

Peciusíon  temporal  á reclusión  perpétua 
( Esc.  11 ; pág.  198). 

Pec/u.non  temporal  á muerte  (Esc.  12;  pá- 
gina! 98). 
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fíeclusíon  temporal  en  su  grado  máximo  á 
muerte  (Esc.  16;  páí?.  Í98).  _ 

Beclusion  perpéiua  á muerte  (Esc.  8.  ; pagi- 
na 198), 

lielegacton  perpétua  {Esc.  3.®;  pág.  197). 
Betegacion  temporal  (Esc.  3,®;  pág-  ^197). 
Belegacion  temporal  en  su  grado  máximo 
(Esc,  54;  pág.  *202}. 

Grado  7náximo  de  Belegacion  tepiporal  en 
su  grado  máximo  f Esc.  60;  pág.  2Ü2  ). 
Belegacion  temporal  en  su  grado  máximo  á 
relegación  perpétua  (Esc.  17;  pág.  198). 

/?eprcnsíon  ( Eses.  3.®  y 4.®;  pág.  197). 

S^uspen.S!on  f Eses.  5.®  y 6.®;  pág.  197). 
6‘uspcnsíon  en  sus  grados  mínimo  g medio 
( Esc.  42 ; pág.  201 ). 

Suspensión  en  tos  grados  medio  y máximo 

( Esc.  37 ; pág.  200 ). 

Suspensión  en  su  grado  medio  á /ain/iaí>¿- 
íifacion  aÍJS0¿uía  temporal  en  su  gi'ado 
medio  ( Esc,  27  ; pág.  199 ). 

Suspensión  en  su  grado  máximo  á inhabí- 
litación  absoluta  temporal  en  el  mínimo 
( Esc.  42;  pág.  201 ). 

.Suspensión  en  su  prado  máacímo  á ¿nftabjii- 
tacion  absoluta  temporal  en  el  medio  (Es- 
cala 23 ; pág.  199). 

iir. 

Duración  de  las  penas  simples,  compuestas  y 
fraccionad aSf  y tiempo  que  abraza  cada 
uno  de  sus  grados. 

La  tabla  demostrativa  de  la  diiracioD 
de  las  penas  divisibles  y del  tiempo  que 
abraza  cada  uno  de  sus  grados^  nos  la  dá 
formada  el  Código  penal  á continuacioD 
del  art.  97;  pero  esta  tabla,  limitada  á 
las  penas  simples,  no  puede  bastar  por 
sí  sola  para  conocer  la  duración  de  las 
compuestas  y de  las  fraccionadas  en  sus 
distintos  grados,  siendo,  como  son,  tan- 
tas y tan  variadas  las  formas  en  que  el 
Código  las  emplea,  según  hemos  demos- 
trado en  esta  obra  y acabamos  de  enu- 
merar en  el  capítulo  anterior. 

Cierto  que  el  Código  en  sus  arts.  81 , 
83,  84 , 97  y 98 , ha  tratado  de  dar  re- 
glas para  determinar  los  tres  grados  de 
Jas  penas  cuando  éstas  se  emplean  en 
combinación  con  otras  ó fraccionadas; 
pero  no  abrazan  dichas  reglas  ni  todos, 
ni  los  más  principales  casos  de  composi- 
ción, ni  los  de  fraccionamiento,  y los 


Tribunales  las  han  venido  aplicando  con 
distinto  criterio,  yáun  el  mismo  Tribu- 
na! Supremo  ha  llegado  á vacilar  alguna 
vez,  como  hemos  tenido  ocasión  de  ver. 
No  tiay,  pues,  regla  que  sea  de  lleno 
aplicable  á la  pena  compuesta  del  grado 
máximo,  de  una  divisible  y otra  indivi- 
sible fl);  ni  para  la  de  un  grado  de  pe- 
na divisible  y dos  indivisibles  (2);  ni 
para  la  combinación  de  una  divisible  en 
toda  su  extensión  con  otra  indivisi- 
ble (3)  ó de  una  divisible  con  dos  indi- 
visibles (4);  ni  para  la  compuesta  do 
cuatro  y cinco  grados  de  dos  penas  divi- 
sibles (5);  ni  para  la  de  tres  grados  de 
dos  penas  igualmente  divisibles  (0),  for- 
mas y combinacioDes  que  hay  que  some- 
ter, sin  embargo,  á una  do  las  reglas  do 
división  ó del  art.  83  6 del  98,  por  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  úhi- 
mo.  Algunas,  sin  embargo,  no  caben  ni 
por  analogía  siquiera,  en  el  molde  de 
dichas  regias. 

Gomo  en  sus  respectivos  artículos  he- 
mos visto  al  tratar  de  las  penas  en  parti- 
cular, para  cada  pena  hemos  formado  una 
tabla  demostrativa  ciei  tiempo  de  su  du- 
ración en  sus  diferentes  combinaciones 


(1)  En  este  caso  están,  crilre.  otras,  la  cade- 
ría  icmporal  en  su  {¿ratlo  nuixinio  á la  perpétua 
nota  3,  pág.  48;  la  inliabüiucion  en  su  grado 
máxhiiQ  á la  perpéiua,  nota  3,  pág.  244,  etc.,  á 
las  que  ninguna  regia  creemos  ajdicíible. 

(2:  En  este  caso  se  bailan  la  Cadena  tem- 
poral en  su  grado  máximo  á iiiuerle,  y la  lle- 
olusion  temporal  en  su  grado  iiiáxiino  á muer- 
te; y si  no  de  lleno,  por  analogía  es  aplicable 
el  jiárrafo  primero  del  art.  98. 

(3)  La  Cadena  temporal  á Cadena  perpétua, 
la  hiliabilitacion  temporal  á la  perpétua,  la  Ue- 
clusiori  temporal  á la  perpetua,  tampoco  líenen 
forma  prevista  para  su  división;  pero  diviilien- 
do  en  dos  grados  la  pena  divisible,  y dejando 
para  el  má.xinio  ia  indivisible,  cn’i'nios  que  se 
llena  el  objeto  y pensamiento  de  la  ley. 

(4)  Esta  pena,  como  la  de  la  nota  2,  está 
dentro  (le  la  regla  del  art.  98- 

(5)  Todo  e)  tiempo  que  comprenden  los  cua- 
tro 6 cinco  prados,  se  divide  en  tres  períodos 
iguales,  conforme  al  art.  83. 

(6)  Esta  combinación  de  pena  compuesta  de 
tres  grados  de  dos  penas  distintas,  ))iiiliera  di- 
vidirse, lo  mismo  que  la  anterior,  en  tros  pe- 
ríodos iguales,  conforme  al  art.  83;  pero  el  Tri- 
bunal Supremo  ha  encontrado  mayor  analogía 
en  la  regla  del  art.  98,  y este  es  el  que  vieno- 

. considerando  aplicable. 
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y en  cada  uno  de  sus  grados  , procuran- 
do amoldarlas  á los  artículos  citados,  y 
en  cuanto  lia  habido  posibilidad  á la  ju- 
risprudencia establecida  por  el  Tribunal 
Supremo.  Al  formar  nosotros  estas  ta- 
blas, a las  cuales  nos  remitimos  en  todo, 
tratamos  de  informarnos  de  si  se  habia 
publicado  ya  algún  trabajo  análogo  so- 
bre la  base  del  Código  de  1870,  y nada 
encontramos  rjue  nos  alentase  en  tan 
árida  tarea , !a  cual  acometimos,  sin 
embargo,  porque  la  considerábamos 
útil,  y porque  para  nuestro  particular 
uso  era  como  el  croquis,  como  el  plano 
indispensable  de  la  penalidad,  para  com- 
prender con  más  prontitud  y con  más 
facilidad  las  importantes  doctrinas  del 
Tribunal  Supremo  que  sirven  de  funda- 
mento á sus  fallos  de  casación,  y que 
son  el  objeto  de  esta  obra. 

Ocasión  es  esta  de  que  digamos  algo 
sobre  una  apreciable  obra  recienlemen- 
to  publicada,  y en  que  se  contiene  una 
labia  de  la  duración  de  las  penas  y de 
su  división  en  grados,  que  se  nos  ba  di- 
cho disiente  en  no  poco  de  tas  nuestras, 
como  así  es  verdad.  Si  ios  Tribunales 
superiores  en  sus  fallos  no  están  acordes 
sobre  esto,  y poco  á poco  la  jurispruden- 
cia delTribunal  Supremo  vá  uniforman- 
do la  inteligencia  de  los  puntos  que 
ofrecen  dificultad,  no  es  extraño  que  los 
escritores  disientan  del  mismo  modo  en 
sus  apreciaciones.  La  ley  penal  6 Eslii- 
dios  prácticos^  importante  obra  del  se- 
ñor Azcutia,  abogado  fiscal  (irimero  del 
Tribunal  Supremo,  y ventajosamente  co- 
nocido corno  escritor  jurídico,  en  su 
cuadro  de  división  de  las  penas,  pági- 
na 420,  disiente  en  efecto  de  nuestras 
tablas  sinópticas;  pero  preciso  es  conve- 
nir en  que  coinciden  en  el  fondo  sus 
apreciaciones  con  las  nuestras.  De  las 
35  penas  que  contiene  el  cuadro  del  se- 
ñor Azcutia,  es  enteramente  igual  á la 
nuestra  la  división  de  las  i,“á  la  5.%  15, 
14,  22  y 31  á 35,  entre  las  que  están  las 
compuestas  del  grado  máximo  de  pena 
divisible,  y otra  indivisible,  ó de  uno, 
dos  y tres  grados  de  pena  divisible  y dos 

indivisibles,  etc.,  que  son  acaso  las 

más  difíciles,  congratulándonos  mucho 


de  ver  confirmada  nuestra  doctrina  por 
la  de  tan  ilustrado  funcionario  y es- 
•criíor. 

No  están  conformes  la  división  del 
señor  Azcutia  y la  nuestra  respecto  de 
las  penas  compuestas  de  tres  grailos  de 
dos  penas  distintas;  y en  verdad  que,  no 
obstante,  coincidió  también  nuestro  cri- 
terio con  el  del  autor  de  Dn  ley  penal^ 
y apreciábamos  como  él  la  manera  de 
dividir  estas  penas  que  tonto  se  emplean 
en  el  Código,  ajustándonos  para  ello  al 
artículo  83;  pero  estudiando  la  juris- 
prudencia, vimos  que  eran  objeto  de 
casación  los  fallos  de  las  Audiencias  en 
que  se  seguía  este  sistema,  y nos  fuá  pre- 
ciso renunciar  á él  optando  por  la  divi- 
sión amoldada  al  párrafo  primero  de! 
artículo  98,  que  es  el  que  tiene  adopta- 
do por  analogía  el  Tribunal  Supremo  do 
justicia,  como  repetidamente  liemos  ad- 
vertido en  esta  obra. 

Hay  otras  diferencias  que  son  siempre 
importontPS  en  la  división  de  las  penas 
().^  0.%  11,  12,  15,  17  á 21,  23  á 20, 
28  y 29  del  cuadro  del  Sr.  Azcutia,  di- 
ferencias que  consisten  en  error  aritmé- 
tico ó de  cálculo.  El  presidio  correecio- 
nal  d presidio  mayor  en  su  yradomedioy 
por  ejemplo,  penalidad  compuesta  de 
cuatro  grados  de  dos  penas  distintas, 
que  es  la  17  en  orden  en  el  cuadro  del 
Señor  Azcutia,  comprende  desde  seis 
meses  y un  dia  d diez  años , y la  duración 
de  sus  grados,  según  dicho  cuadro,  es: 
Miuimo,  de  seis  meses  y un  dia  á tres 
años,  ocho  meses  y dos  dias:  Medio,  de 
tres  años,  ocho  meses  y tres  dias  á seis 
años,  diez  meses  y cuatro  dias : Máximo^ 
de  seis  años,  diez  meses  y cinco  dias  á 
diez  años.  Esta  división,  como  todas  las 
de  las  penas  últimamente  indicadas,  no 
nos  parecen  exactas,  y un  solo  dia  de 
más  ó de  menos  en  el  respectivo  grado 
de  la  pena  es  motivo  de  casación.  El  ar- 
tículo 83  quiere  que  los  tres  períodos 
sean  iguales,  y iio  lo  son  ciertamente 
según  la  división  indicada,  porque  el 
tiempo  de  seis  meses  y un  día  á diez 
años  comprende  exactamente  nueve  anos 

y seis  meses,  y divididos  en  tres  perío- 
dos toca  á cada  uno  tres  años  y dos  me- 
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ses.  Ahora  bien,  añadiendo  á los  seis 
meses  de  raíz  los  indicados  períodos,  el 
grado  mhimo  de  dicha  pena  será  de  seis 
meses  y un  dia  á ires  años  y ocho  meses; 
el  jncdio  desde  tres  años,  ocho  meses  y 
un  dia  a seis  años  y diez  meses;  y el 
máximo  desde  seis  años,  diez  meses  y 
tin  dia  á diez  años.  Esta  es  nuestra  divi- 
sión en  fa  pena  que  nos  sirve  deejerapío 
y así  en  las  demás  indicadas,  importan- 
do mucho,  repetimos,  un  solo  dia,  ó 
dos,  ó tres  de  diferencia,  porque  siendo 
ya  el  límite  de  cada  grado,  puede  apli- 
carse la  pena  en  el  que  no  corresponde 
y ser  motivo  y fundamento  de  casación. 

Nos  complacemos  pues,  en  que  no 
sean  tan  radicales  fas  diferencias  que  al- 
guno nos  ha  hecho  notar  entre  el  criterio 
del  ilustrado  escritor  Sr.  Azcutia  y el 
nuestro,  que  por  lo  que  dejamos  dicho 
y manteniendo  en  loda  su  integridad 
nuestras  tablas,  pueden  aquellas  redu- 
cirse á no  haber  tenido  presente  dicho 
autor  la  jurisprudencia  establecida  y á 
simples  y ligeros  errores  de  cálculo  arit- 
mético, sobre  lo  que  es  tan  fácil  incurrir 
en  equivocaciones  hasta  á las  personas 
más  versadas  y prácticas  en  la  ciencia  de 
los  números. 


PREVARICACION*  Para  perseguir  aun 
juez  como  prevaricador,  ó sea  para  pro- 
mover el  aniejuicio  que  exigen  los  artí- 
culos fjOO  al  529  de  !a  Ley  deEnj.  cnm., 
es  requisito  indispensable,  según  el  ar- 
tículo 510,  que  esté  terminado  por  sen- 
tencia firme  el  pleito  ó causa  en  que 
se  haya  dictado  la  que  dé  motivo  al  pro- 
cedimiento, y consiguientemente  contra 
la  denegación  de  apelación  debe  acud ir- 
se al  recurso  de  queja , y hasta  tanto  que 
éste  termine  no  podrá  promovérsela  que- 
rella pur  prevaricación  para  el  antejuicio. 

La  Ley  de  Enj.  crim.,  en  los  artículos 
citados,  establece  según  los  casos,  los 
requisitos  que  son  indispensables  para  recurso. 


exigir  la  responsabilidad  criminal  á los 
jueces  y magistrados,  y no  pueden  pros- 
perar las  querellas  sin  su  estricto  cum- 
plimiento. Esta  es  la  síntesis  de  la  reso- 
lución de!  Tribunal  Supremo,  declaran- 
do no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
contra  semencia  de  la  Audiencia  de  Bar- 


celona, que  no  admitió  por  prematura 
cierta  querella  contra  un  juez.  (Sent.  10 
abril  1874.— Ortc.  18  julio,  pág.  21.) 

PRUEBAS*  Hemos  tratado  ya  de  las 
pruebas  en  las  páginas  277  á 28i  y ex- 
puesto allí  nuestra  o[Mnion  sobre  los  cua- 
tro sistemas  de  apreciación  de  las  mis- 
mas, ó sea  sobre  el  laxativo  de  la  ley  12, 
título  XIV,  Parí.  S.*",  sobre  el  de  la  re- 
gla áo  de  la  Ley  provisional  para  la  apli- 
cación del  Código  de  1850,  sobre  el  del 
artículo  12  de  a ley  de  18  de  junio  de 
1 870,  q ue  estableció  reformas  en  el  pro- 
cedimiento para  plantear  el  recurso  de 
casación , y sobre  el  libre  criterio  judi- 
cial del  art.  (i53  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento criminal. 

Las  cuestiones  solire  prueba  pueden 
ser  ó sobre  su  admisión  ó denegación  ó 
sobre  su  apreciación.  Las  cuestiones  so- 
bre denegación  de  alguna  diligencia  de 
prueba,  si  se  ha  hecho  en  fórmala  opor- 
tuna protesta  prevenida  en  el  art.  1 de 
la  ley  de  1870,  ó el  571,  625  ó 632  de 
en  la  de  Enj.  crim.,  pueden  ser  objeto 
del  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma. 

La  cuestión  de  si  en  la  sentencia  se 
han  apreciado  bien  ó no  las  pruebas 
practicadas,  puede  ventilarse  en  la  se- 
gunda instancia  niiénlras  subsista;  pero 
de  ningún  modo  puede  ser  objeto  deí 
recurso  de  casación  ni  en  el  fondo  ni 
en  la  forma,  bien  que  según  el  art.  804 
de  la  Ley  de  Enj.  crim,  sí  podrá  inter- 
ponerse por  quebrantamiento  de  forma 
cuando  en  la  sentencia  no  so  exprese 
claramente  cuáles  son  los  hechos  que  se 
consideren  probados,  y cuando  no  se 
resuelva  en  ella  sobre  lodos  los  puntos 
que  hayan  sido  objeto  de  la  acusación  y 
déla  defensa;  pero  sobre  apreciación  de 
la  prueba,  repetimos  no  es  en  ningún 
caso  y de  ninguna  manera  procedente  el 


Hó  aquí  algunos  puntos  de  doctrina 
de  jurisprudencia  sobre  esta  materia  apar- 
te de  los  que  pueden  consultarse  en  re- 
curso DE  cASÁcioTN’,  y dc  los  contenidos 
en  las  páginas  281  y 282. 

X.  La  apreciación  de  prueba  en  los  jui- 
cios criiniüaies  es  de  la  exclusiva  compelen- 


cia  del  Tribiioal  seDtenciador,  debiendo  ad- 
iníUrce  los  lieclios  tales  como  hayan  sido 
apreciados  por  el  nii.smo,  sin  que  por  ello 
haya  causa  para  recurso  de  casación  por  in- 
fracción do  ley  de  las  comprendidas  en  el 
artículo  798  de  ia  Ley  de  Knj.  crina,  como 
en  diferentes  sentencias  ha  sentado  este  Tri- 
bunal Supremo.  (Scnt,  31  marzo  1874. — 
Gac.  13  julio  j pág.  13.) 

XI.  Los  medios  de  prueba  en  los  juicios 
criminales  deben  apreciarse  por  Jas  reglas 
del  criterio  racional  y conciencia  dcJ  Tribu- 
nal, .según  se  iiaila  dispuesto  en  los  artícu- 
los 12  de  la  ley  sobre  reforma  del  procedi- 
miento, y 953  de  la  de  Enj.  crím.,  v no  por 
las  leyes  12,  lít.  XIV,  y XXll,  tít.  XVI  de  la 
Partida  3.*  ya  derogadas  que  se  citan  como 
iofringidas  en  el  recurso.  (Sent.  31  marzo 
1874. — Gac,  15  julio,  pág.  13.} 

XII.  La  infracción  de  las  leyes  que  arre- 
glan el  procedimiento  no  puede  servir  de 
motivo  para  la  interposición  del  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  y consiguientemente  el 
que  se  funda  en  el  quebrantamiento  del  ar- 
tículo 12  de  la  ley  sobre  reforma  del  proce- 
dimiento, la  cual  por  otra  parte  se  halla  de- 
rogada por  la  de  22  de  diciembre  de  1872, 
carece  de  Jas  condiciones  necesarias  para  que 
pueda  ser  admitido  (I).  {Sent.  9 enero  1875. 
— Gaa.  29  marzo,  pág.  60.) 


(1)  La  doctrina  contenida  en  e.ste  fallo  y en 
los  demás  que.  se  indican  en  el  núm.  XI JI,  de 
que  la  ley  de  tS  de  junio  de  1870  sobre  reforma 
üel  procedimiento  para  plantear  el  recurso  de 
casación  en  Jo  criminal  está  derogada  por  la 


XIIl.  Derogada  por  la  disposición  final  de 
la  Ley  de  Euj.  crim.  de  22  de  diciembre 
(le  1872  ia  provisional  de  18  de  junio  de  1870 
sobre  reformas  en  el  procedimiento  para 
plantear  el  recurso  de  casación  en  los  juicios 
criminales,  no  lian  podido  ser  infringidos  sus 
arts.  12  y 13  en  la  sentencia  recurrida,  se- 
giin  supone  el  recurrente.  (Scnt.  2 junio 
1875. — Gao.  31  juiio,  pág.  13);  y io  mismo  se 
dice  en  sentencias  de  8 y 11  (le  julio  y 28  de 
octubre  de  1874  y o do  mayo  de  1873. 


disposición  final  de  la  Ley  de  Enj.  crím.,  no 
nos  parece  del  todo  exacta,  atciuíido  lo  dis- 
puesto en  e'I  lícal  decreto  de  22  de  iliciernbre 
de  1872,  por  el  que  se  mandó  pubUcar  diclia, 
ley  y que  rigiera  desde  el  15  de  enero  de  1873 
con  las  limitaciones  que  se  dicen,  coino  puedo 
VL'r.sc  en  la  pág.  473  del  Apétidi-'S  de  1872. 
Cuando  por  el  decreto  del  Minitterio-Uegencia 
del  3 de  enero  se  suspendió  la  observancia  de 
la  Ley  ele  Enj.  crim.  en  la  parlo  relativa  al 
jurado  y al  juicio  oral  y púb  ico,  dijimos  por 
ñola  lo  conveniente  que  sería  declarar  explicita 
y terminantemente  qué  tílulc.s,  ca pimíos  y ar- 
Itculos  rigen  de  la  misma,  y asi  so  evitariau 
dudas  y contrariedades  en  la  jurisprudencia, 
que  no  es  fácil  uniformar  con  los  recursos  do 
casación  , siendo  tíu»  limitad,,is  los  casos  en  qua 
tienen  lugar  por  qiu’branlaniiento  d(í  forma.  Do 
todos  modos  téngase  presente  que  en  otros  mu- 
chos fallos  posteriores,  cuya  doctrina  puede  ver- 
se en  Rkcürso  de  casación  (pág,  oiO),  con  los 
números  XIX  y XXII,  al  citarse  et  arl.  12  do 
la  ley  de  1870  se  dice  con  acierto  que  no  pue- 
de ser  motivo  de  casación  por  no  estar  com- 
prendido en  ninguno  de  los  casos  del  arl.  798 
y ser  opuesto  á ellos  y al  838,  pero  no  que  so 
bailo  derogado. 


Q- 


QUEBRANTAffllENTO  DE  CONDENA. 

Además  de  lo  ijue  dejamos  expuesto  en 

la  pág.  284,  conviene  tener  presente  que 
del  delito  de  quebramamiento  de  con- 
dena son  condiciones  esenciales  la  vo- 
luntad y el  hecho  bien  demostrados  de 
evadirse  de  ella  ó hacerla  ilusoria.  Con- 
siguientemente, el  penado  por  arresto 
que  teniendo  abierta  la  puerta  de  su  de- 
partamento y sufriendo  la  pena  sin  cus- 
todia alguna  sale  de  él  dos  veces á asun- 
tos propios  y vuelve  inraediatamiente  al 
mismo,  no  puede  afirmarse  que  infrin- 
ge los  arts,  129  y 130;  y absolviéndole 
libremente  la  Sala,  con  prevención  al 


alcaide  de  que  en  lo  sucesivo  ejerza  ma^ 
yor  vigilancia  con  los  presos  que  le  es- 
tén confiados,  no  incurre  én  cí  error  de 
derecho  2.*^  del  arí.  798.  (Sent.  15  ju- 
nio 1875.) 

Si  son  varios  los  penados  que  se  fugan 
de  un  presidio,  lodos  los  tugados  in- 
curren como  autores  en  el  delito  deque- 
brantamienlo  de  condena,  sin  que  pue- 
dan alegar  válidamente  que  es  sólo  cóm- 
plice el  que  ha  buido,  porque  no  ha  to- 
mado parte  directa  en  la  ejecución  del  he- 
cho. (Sent.  16  diciembre  1375.— Gíi- 
ceta  lo  enero,  pág.  20.) 


QUIEBRA...— RAPTO.  [Juri/^p.  penal), 

Consíderíiniio  que  si  bien  el  Obligo  de  1 S50 
en  su  art.  448  castiíí  i ul  deuduruo  dedicado 
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"OUiEBRA  É INSOLVEHCIA  PUNIBLES. 

Esltí  delito  está  cfírUeoido  en  el  título 
de  las  DEFnAUDACioxK?,  j en  él  se  com- 
prenden como  delitos  el  alzamiento  con 
sus  bienes  en  perjuicio  de  acreedores, 
la  quiebra  é insolvencia  punibles  y otras 
estafas  y engaños;  arts.  530  á 
Entre  el  Código  de  1850  y el  de^  1870 
vigente,  existe,  según  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo,  una  diferencia 
notable  que  debe  tenerse  muy  presente 
respecto  al  deudor  no  comerciante  que 
se  consliliiya  en  insolvencia.  Procedióse 
en  virtud  lieqimrella  contra  Doña  Eíeu- 
teria  Calleja,  heredera  de  D.  Manuel  Pi- 
nedo, atribuyéndola  el  delito  del  artícu- 
lo 448  de!  Código  de  1850,  y absuella 
libromeute  por  Ja  Audiencia  é interpues- 
to recurso  de  casación  por  ei  querellan- 
te, declara  el  Tribuna!  Supremo  que  no 
há  hipar: 

ftCprisiderando  que  e!  art.  23  del  Código 
penaÍTcformadu  .sanciona  el  principio  de  que 
las  leyes  penales  tienen  efecto  retroactivo  en 
cuanto  favorezcan  al  reo'l|ii  un  delito  ó falta, 
aunque  al  publicarse  aquellos  hubiese  recaí- 
do sentencia  firme  y el  condenado  estuviere 
extinguiendo  la  pena  impuesta; 


al  comercio  que  .se  con.slftuya  en  iosolvencía 
por  ocultacinn  ó enajenación  maliciosa  de 
sus  bioues,  esta  sanción  penal  no  está  com- 
prendida en  el  Góiligo  reformado  que  se  limi- 
ta al  castigo  del  que  .se  alzare  con  sus  bienes, 
según  el  art.  536,  ó del  quebrado  fraudulen- 
to ó culpable,  á tenor  de  los  arts.  537  y o38, 
V del  concursado  no  comercrante  in.sol vente 
por  alguna  de  las  causas  señaladas  en  los  ar- 
tículos 542  y 543 : 

Considerando  que  la  proce.^ada  no  se  alzó 
con  los  bienes  heredados  del  testador  D.  Ma- 
nuel Pinedo,  ni  ha  sido  declarada  on  estarlo 
de  quiebra  fraudulenta  ó culpable  ni  tampo- 
co sujeta  á concurso  de  acreedores  por  nin- 
guna de  la.s  causas  indicadas,  y que  por  con- 
secuencia no  puede  ser  declarada  culpable 
de  un  hecho  que  , aun  suponiéndolo  proba- 
do, ya  DO  pertenece  á la  categoría  ue 
delito: 

Y considerando,  por  tanto,  que  la  Sala  seu- 
tencíadora  al  declarar  absuella  libremente  á 
Ja  procesarla  por  no  existir  delito  no  ha  come- 
tido el  error  de  derecho  comprendido  en  el 
número  2.“  de!  art.  4.°  de  la  precitada  ley, 
ni  infringido  ningún  art,  de  los  citados  como 
fundamento  de  la  casación;»  (Sent.  24 ju- 
nio 1S74.  — (tíic.  6 setiembre,  pág,  137.)’ 


R. 


RftPTO.  Es  uno  rio  los  delitos  contra- 
ía honestidad  que  castigan  los  arts.  4t)0 
á 40:2  del  Código.  El  art.  4C0  castiga  e! 
rapio  de  mujer  sin  atender  á su  edad  y 
condición,  pero  ejecutado  contra  su  vo- 
luntad y con  miras  deshonestas.  El  461 
pena  et  rapio  de  doncella  menor  do 
veintitrés  años  y mayor  de  doce,  ejecu- 
tado con  su  anuencia,  que  debe  supo- 
nerse con  miras  de?lionesias.  La  ley,  en 
verdad,  no  habla  en  este  caso  de  miras 
deshonestas,  pero  dedúcese  asi  por  el 
título  en  que  está  contenido  el  rapto,  y 
además  lo  tiene  consignado  el  Tribunal 
Supremo  en  uno  desús  fallos,  declaran- 
do que  no  era  aplicable  á un  caso  en  que 
el  rapto  se  ejecutó  con  anuencia  de  la 
mujer  menor  do  veimitres  años,  para 
ponerse  en  una  casa  de  maternidad  y 
ocultar  su  embarazo.  Sin  embargo,  la 


verdad  es  que  la  ley  no  exige  que  sea 
con  miras  deshonestas,  por  más  que  no 
constando  evidentemente  lo  contrario, 
deberán  suponerse.  Hé  aquí  tres  impor- 
tantes fallos  que  dan  luz  en  la  materia: 

I.  Rapio  de  doncella  menor  de  neín- 
iilres  años  y mayor  de  doce^  ejecutado 
con  su  anuencia  y abusando  de  ella. 

Condenado  el  culpable  en  veintiún 
meses  de  prisión  correccional,  á dotar  á 
la  ofendida  en  la  cantidad  de  1.000  pese- 
tas, á reconocer  y manlener  la  prole,  si 
la  hubiere,  y accesorias,  interpuso  el 
procesado  recurso  de  casación,  apoyado 
en  el  caso 4.°,  art.  708  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  y citando  como 
infringidos  el  l.°,  4Cl  y 464,  porque 
la  ofendida  no  era  doncella,  teda  vez 
que  ya  Inbia  tenido  trato  íntimo  con 


RA.PTO.  {Jurisp.  penal). 


«l!a  ántes  del  rapto  (i).  El  Triliimal 
Supremo  declara  no  haber  lugar  al  re~' 
curso , considerando  !o  dispuesto  en  ios 
artículos  citados,  y que  según  los  hechos 
que  se  declaran  probados  en  la  senten- 
cia, N...  estuvo  cuatro  dias  con  la  N..., 
que  con  su  acuerdo  salió  de  casa  de  su 
padre,  y según  la  declaración  del  proce- 
sado, entonces  fué  cuando  abusó  de  ella. 
{Sent.  29  octubre  1874;.- — Gac.  15  di- 
ciembre, pág.  2í¿0.) 

II.  L as  miras  deshonestas  son  requi- 
sito esencial  en  el  rapto  del  art.  4ül,  áwíi 
cuando  no  se  exprese  en  él. 


Habiendo  salido  Doña  N...  de  la  casa 
de  su  padre,  de  acuerdo  con  N...,  con 
quien  tenia  trato  íntimo,  para  ponerse 
en  uua  casa  de  maternidad  por  iiallarse 
embarazada , se  procedió  contra  él  por 
el  [ladre  de  Doña  N...,  y seguida  la  cau- 
sa, la  Audiencia  le  absolvió,  porque  el 
rapio  se  ejecutó  con  anuencia  de  Do- 
ña N...  y para  ocultar  su  embarazo,  y el 
hecho  no  consliluia  delito.  El  acusador 
interpuso  recurso  de  casación  apoyado 
en  el  caso  del  ari.  798  de  la  Ley  de 
En),  crim.,  y citando  como  infrin-gido 
el  4(>í  dé!  Código,  y el  Tribunal  Supre- 
mo declara  no  haber  lugar: 

«Considerando  que  para  que  exista  el  de- 
lito de  rapio,  con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
arf.  40 í del  Código  penal , es  preciso  que  el 
iiGi-ho  se  liaya  ejecutúdo  con  miras  desho- 


nestas: 

Considerando  que  en  el  de  que  se  trata 
Doña  N.  IV.  estaba  eniharazada  de  .seis  meses 
y fué  sacada  de  la  casa  de  sus  padres  por  el 
acusador  á sus  ruegos  y con  el  único  obje- 
to de  que  !a  llevara  á ia  casa  de  maternidad 
de  N.,  á donde  fue  en  efecto  conducida: 


(i)  La  cualidad  dií  doncel  la  creemos  que  no 
la  exige  la  ley  en  c¡  scniído  de  mujer  que  no 
baya  conocido  varón,  sino  de  mujer  lioncsta  y 
recatrula.  En  el  recurso  n(i  se  resuelve  directa- 
Jiienltí  este  importan  le  punto;  pero  parécenos 
Josué  lio  por  el  buen  son  i ido  moral  y por  el  tallo 
do  tíO  de  noviembre  de  187S,  conleiiido  en  cl 
riutrifro  III.  A quien  no  será  ¡ipltcable  el  nrlícu- 
Jo  4fvi  será  á ia  viuda,  pnrfjne  alerulida  su  con- 
dición civil,  es  jefe  de  l'amiliii;  ni  á la  casada, 
porque  en  esle  caso  lia  befa  o adulterio  d tciila- 
liv;i  de  adnl terio,  ele  El  art  41)0  como  quo  no 
e.xigc  la  anuencia  de  la  mujer,  es  aplicable  á 
todas  en  giMieral. 


Considerando  que  este  iiecho  no  constitu- 
ye el  doblo  de  rapto  penado  por  el  artículo 
ántes  citado,  y que  por  consiguienle  no  lia 
sido  infringido:»  ( Sent.  16  noviembre  1874. 
— Gac.  18  eiioro,  pag.  5.) 

IIL  El  rapto  existe  aunque  el  punto 
en  que  se  veripque  7io  sea  la  misma  casa 
paterna^  con  tal  que  se  sustraiga  de  su 
scHo,  dirección  y vigilancia  á la  doñee- 
lia  ofendida^  77ienor  de  veintitrés  ouos, 
aunque  sea  con  su  anue7icia. 

Declara  el  Tribunal  Supremo  no  ha- 
ber lugar  a!  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  N...  fundado  en  el  caso  1,“’, 
art.  798,  Ley  de  Enj.  crim.,  contra  sen- 
tencia que  le  condenó  como  reo  de  rapio 
con  infracción  del  art.  461 , alegando 
que  no  habiendo  sacado  á la  IN...  de  su 
casa,  d quien  halló  en  la  calle,  no  exis- 
tía el  rapto,  y sí  cuando  más  el  estupro, 
no  obstante  que  la  tuvo  en  una  posada 
más  de  dos  dias,  pasando  luego  aviso  á 
su  familia.  Los  fundamentos  dei  fallo 
que  con  los  dos  anteriores  tanto  pueden 
contribuir  á la  mejor  inteligencia  de  los 
aris.  400  y 401,  dicen  así: 

«Considerando  que  de  los  datos  y antece- 
dentes consignados  en  Ja  Eentcncia  objeto  de 
este  recurso  nada  resulta  justificado  en  con- 
tra de  la  moralidad  de  la  jóven , de  edad  de 
catorce  años,  ní  la  de  su  madre,  en  compañía 
de  la  que  vivía: 

Considerando  que  al  ocuparse  el  Código 
penal  en  eJ  cap,  V del  tít.  IX  del  libro  If, 
del  delito  de  rapto,  lo  hace  distinguiendo 
en  el  art.  460  el  rapio  de  una  mujer,  ejecu- 
tado contra  su  volimtad  con  miras  deshones- 
tas, sin  determinar  la  edad  de  la  que  liuya 
sido  objeto  de]  rapto;  y en  el  461  siguiente 
el  de  una  doncella  menor  de  veintitrés  y ma- 
yor de  doce,  ejecutado  con  su  anuencia,  no 
expresando  el  quesea  con  miras  deshonestas: 

Considerando  que  el  contexto  de  ambo.s 
articutns  expresa  bien  el  espíritu  de  la  ley, 
que  es  el  de  castigar  en  el  461,  no  la  violen- 
cia que  se  hace  á la  persona  objeto  de!  rapto, 
toda  vez  que  da  por  supuesto  su  consenli- 
mieuto,  sino  c)  ultraje  quo  hace  á la  familia 
y ía  üiarma  que  en  ella  produce  la  desapari- 
ción de  un  individuo  de  la  misma,  que  tanto 
por  su  edad  corno  por  su  sexo  está  más  ex- 
puesta á las  seducciones  y a!  engaño: 

Considerando  que  es  indiferente , y por  lo 
mismo  no  lo  expresa  el  Código  penal,  el  sitio 
ó lugar  donde  se  verifique  el  rapto  , porque 
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siendo  el  fin  de  la  ley  corregir  la  ofensa  á ia 
fatnília  y también  á la  moral  pública  , ambas 
cosas  se  verifican  siempre  que  se  sustrae  de 
su  seno,  dirección  y vigilancia  ia  donce- 
lla menor  de  veintitrés  años  y mayor  de  doce, 
siendo  castigado  con  i a mayor  pena  del  ar- 
tículo -ÍOO  e!  rapto , cuando  fuere  menor  de 
doce , por  l-i  tnavor  alarma  y consideración 
que  este  delito  produce; 

Considerando,  por  tanto,  que  el  liecho  eje- 
cutado por está  comprenrlido  en  e!  ar- 

tículo 461  antes  citado,  v que  en  su  aplica- 
ción no  se  ha  cometido  el  error  de  derecho 
que  se  alega;»  (Sent,  30  noviembre  1875. — 
Gac.  £8  diciembre,  póg.  12o.) 

RECURSO  DE  CASACION.  En  las  pági- 
nas 280  á 303  hemos  tratado  del  recurso 
de  casación  con  todo  el  detenimiento 
conveniente  para  dar  á conocer  las  doc- 
trinas de  jurisprudencia  sobre  este  im- 
portante asunto.  Muchos  son  los  fallos 
dictados  con  posterioridad  que  están  lla- 
mados á este  artículo  por  referirse  á la 
interposición,  admisión,  sustanciacion  y 
decisión  de  los  recursos,  pero  con  indi- 
car que  todos  ellos  no  han  hecho  sino 
confirmar  la  misma  doctrina  que  aparece 
ya  explicada  y consignada  en  los  ante- 
rioruiente  diclaiios,  y Je  que  en  las  pá- 
ginas citadas  nos  hicimos  cargo,  podría- 
mos dar  por  terminado  este  articulo  y 
evitaríamos  muchas  inútiles  repeticiones. 
No  podemos  hacerlo,  sin  embargo,  co- 
nociendo que  si  no  mucho,  algo  nuevo 
pnede  hallarse  que  satisfaga  el  justo  de- 
seo de  todos  de  conocer  los  puntos  de- 
cididos por  la  jurisprudencia,  que  pre- 
sentaremos para  mayor  claridad  metodi- 
zados y compendiados. 

Trata  remos  con  separación,  primero, 
de  los  recursos  por  infracción  de  ley,  y 
luego  por  quebrantamiento  de  forma, 
pero  advirtiendo  de  nuevo,  como  lo  hi- 
cimos ya  en  la  pág.  289  que  desde  la 
publicación  del  decreto  de  16  de  setiem- 
bre de  1873,  los  recursos  indicados  han 
de  interponerse,  sustanciarse  y decidir- 
se, no  según  la  ley  de  18  de  junio 
de  1870  ya  derogada,  sino  en  conformi- 
dad á ia  de  Enj.  crina,  como  lo  prescri- 
ben esta  misma  y el  art.  6.®  del  citado 
decreto  de  16  de  setiembre  de  1873,  do- 
blemente cuando  el  hecho  penado  se 
ejecutó  con  posterioridad  á este  decreto. 


Los  recursos  interpuestos  con  arreglo 
á la  antigua  ley  de  1870  no  son  admi- 
sibles. (Seuts.  14  abril,  10  mayo,  21  se- 
tiembre, 12  noviembre,  3,  4,  íü,  18,  24 
y 30  diciembre.  1876,  3,  5 y 22  enero 
1876,  loda.s  declarando  no  haber  lugar  Ó 
la  admisión  por  el  motivo  indicado.) 

RECURSO  DE  CASACION  POR  INFRACCIONI 
DE  LEY.  En  la  pág.  2S)1  explicamos 
cuándo  tiene  lugar  el  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  la  prepara- 
ción de!  recurso,  la  forma  y requisitos 
de  la  interposición  y algo  sobre  sustan- 
ciacion, y presentamos  datos  para  estu- 
diar prácticamente  los  cinco  casos  de  ca- 
sación contra  sentencias  definitivas  con 
importantes  decisiones  de  la  jurispru- 
dencia. Goniínuaremos  exponiendo  la 
doctrina  contenida  en  fallos  posteriores. 

Interposición  del  recurso:  Citas  de  leyes  ( 1 ). 

I.  Con  arreglo  á lo  dispuesto  da  un  modo 
terminante  y preceptivo  en  el  art,  820  de  la 
Ley  de  Enj,  crim.,  el  recurso  de  casación  sg 
interpondrá  en  escrito  firmado  por  abogado 
y procurador,  en  et  cual  .se  expresarán  clara 
y concisamente  sus  fundamentos,  ilebiendo 
citar  el  artículo  de  la  misma  que  lo  autorice 
y las  leyes  que  se  supongan  infringidas.  Es- 
tos requisitos  son  esenciales,  y sin  todos  y 
cada  uno  de  ellos  no  puede  tener  cursi»  ni 
declararse  en  definitiva  si  se  ha  cometido  ó 
no  infracción.  (Sents.  23  enero,  .5  febrero, 
20  marzo,  2o  y 27  abril,  30  junio  y 27  agos- 
to 1874,  10  y 12  julio,  4 noviembre,  27  y 31 
diciembre  1873  y otras.) 

II.  Aunque  se  cite  la  ley  infringida,  no 
puede  admitirse  el  recurso  si  á la  vez  no  so 
cita  también  el  artículo  de  la  Ley  de  Enjiii- 
ciatnienlo  criminal  que  lo  autoriza.  (-Seníew- 
cias  27  lebrero,  3 marzo  y 0 abril  1H74,  8 
marzo,  14  junio,  20  noviembre  y 15  diciem- 
bre 1873  y 13  enero  Í87G  y otras.) 

IIL  Es  necesario  citar  de  una  manera 
ciara  y terminante  las  di.sposicioues  legales 
que  _se  consideren  violadas,  sin  que  baste 
consignar  en  términos  indefinidos  y gene- 
rales los  errores  de  derecho  que  se  snpoiieQ 
cometidos  en  el  fallo  reclamado,  porque  se 
falla  á aquel  requisito  esencial  que  exige  el 

art.  820,  y sin  él  no  es  admisibie.  fScrtí,  13 
marzo  1074.J 


(1)  Consúltense  los  casos  contenidos  bajo  los 
núms.  I al  VI  en  ia  pág;,  294. 
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IV.  Pero  es  inás,  si  la  ley  tiene  varios  I 
artícnlns  el  articulo  varios  uúmeros  ó pár- 
rafos la  cifa  debe  ser  bien  expresiva  del  ar- 
ticulo y número  quesea  aplicable,  razonan- 
do .siempre  los  fundamentos  como  lo  exilíe 
el  art.  820  de  la  ley,  pues  en  otro  caso  el 
recurso  no  será  admisible.  (Stínfs.  IS  |unio 
íS74,  2 noviembre  1875  y 21  euero  1876.) 

V.  El  escrito  de  interposición  debe  ser 
conciso  como  lo  quiere  el  art.  820  , lo  cual 
no  está  en  oposición  con  los  requisitos  de 
expresar  con  claridad  los  fundamentos  y ci- 
tar el  arlículo  de  la  ley  en  que  se  funde  y la 
ley  6 leyes  violada.s.  Por  iiaberse  extendido 
un  abogailü  Ija.sta  44  fólios  en  el  escrito,  c! 
Tribunal  Supremo  le  apercibió  como  puede 
verse  en  .scjié,  0 julio  1874,  inserta  con  el 
número  XXI  en  ia  pág.  37U. 

VI.  Las  citas,  como  dejamos  dicho,  de- 
ben referirse  no  á la  ley  de  IS  de  junio  de 
1870  ya  derogada,  sino  á la  de  Enj.  crim. 
vigente,  pues  en  otro  casorio  es  admisible 
el  recurso.  (Saníencias  antes  citadas.) 

VIL  Pero  no  basta  citar  el  art.  798  de  la 
ley  y el  caso  en  que  se  comprenda  la  infrac- 
ción, es  preciso  además  que  la  infracción 
alegada  tenga  apoyo  en  él,  es  decir,  que 
baya  exactitud  en  las  citas,  pues  si  se  cita 
por  ejemplo  el  caso  5.°  del  art.  798  y ia  in- 
fracción no  e.stá  comprendida  en  él,  aunque 
esté  en  otro , no  prospera  el  recur.so.  {Sen- 
iencia  3 diciembre  1 873. -Gac.  5 enero  1876, 
pág.  3)  (1). 

ATII.  Es  tan  importante  el  requisito  de 
las  citas  de  leyes,  que  los  motivos  de  casa- 
ción que  no  alegan  por  escrito  las  partes  ó 
el  Ministerio  fiscal , aunque  se  expongan  en 
el  acto  de  la  vi.sta,  no  pueden  ser  objeto  de 
resolución  conforme  á la  ley.  {SciU.  16  di- 
ciembre 1875.  — Cae.  15  enero  1U76,  pá- 
gina 20.) 

Recurso  contra  producentera, 

IX.  No  es  procedente  el  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  la  infracción  de  leyes  que 
aph'cada.s  agravarian  la  situación  de  los  re- 
currentes, por  pugnar  con  los  principios  de 
la  moral  y de  !a  justicia.  (Se/ií.  29  setiembre 
1874.— Gao.  8 noviembre,  pág.  'i78.} 

Citas  de  jurisprudencia  (2). 

X.  La  cita  de  sentencias  del  Tribunal 
Supremo  no  es  motivo  ni  base  para  el  re- 


tí) Véase  sobre  esto  el  núm.  XXIX.  ' 

(2)  Véanse  los  números  V y VI,  páginas 
295  y 290, 


curso  de  casación,  y nn  será  admisible  el 
recurso  si  se  omile  la  de  la  lev  ó las  leyes 
queso  consideren  infringidas.  (Sen/Cíioías  12 
octubre  1874  , 23  febrero,  20  noviembre  y 4 
diciembre  1875  y oirás.) 

Depósito. 

Xl.  No  es  admi.'iibie  ei  recurso  de  casa- 
ción cuando  no  se  presenta  en  el  tiempo, 
modo  y forma  que  estalilece  el  art.  1121,  el 
d icumeutn  jusliíica'iva  de  la  (‘onstilucion  del 
depósito.  [St'ííf.  3 ft'brero  1874.  Gao.  17 
abril,  pág.  1 18.  — Seat.  20  marzo.  Gao,  12 
julio,  pág.  2. — Sent.  22  marzo,  pág.  5.) 

Cuestiones  de  prueba  y de  apreciación  ó no 

apreciación  de  hechos. 

En  rnnUitud  de  fallos  tiene  resuelto  e'l 
Tribunal  Supremo,  declarando ' la  no 
admisión  del  recurso  de  casación,  qne 
la  apreciación  de  la  prueba  hecha  fior'el 
Tribunal  sentenciador  no  es  discutible 
en  dicho  recurso,  conforme  a!  art.  838 
y á lodos  los  casos  del  798,  que  tienen 
por  base  los  bechos  declarados  probados 
en  la  semencia.  Aunque  parezi-a  algún 
tanto  enojosa  la  repetición,  bé  aquí  las 
múltiples  fornjüs  con  que  ei  Tribunal 
Supremo  ba  venido  consignando  esta 
doctrina: 

XH.  Los  recursos  deben  fundarse  sobre 
la  apreciación  que  se  suponga  erróiiea  de  los 
lieciuis  admitido.s  como  probados  en  la  sen- 
tencia, sieudu  por  tanto  iuqirocedente  el  que 
se  furnia  en  uiiii  circunstancia  sobre  la  cual 
no  se  lian  consignado  lieciios.  (Sení.  28  fe- 
brero 1874.) 

XUL  Para  la  interposición  del  recurso 
ha  dé  partirse  de  los  hechos  adni¡iido.s  como 
probados  por  ei  Tnbniia!  sentenciiidor,  y 
sin  conlranarios  ni  tergiversarlos  ni  ¡irésciQ- 
dir  de  ellos,  deducir  las  infracciones  de  de- 
recho que  juitiiricen  la  casación.  ]Sen/s.  2 y 
14  marzo  1874,  13  julio  y 16  noviem- 
bre 1875,  4 enero  i 87.6.) 

XIV.  Que  en  tanto  procede  la  admisión 
del  recurso  de  casacúm  en  ](ts  asunlos  cri- 
minales, en  cuanto  las  infracciones  alegadas 
no  están  en  ciuilradicciun  con  los  íiethoB 
acepladiis  y admitidos  como  probados  en  la 
senleocta.  (.Sení.  25  mayo  1874. — Gao.  13 
agosto,  pág.  83.) 

XV.  Cuando  en  la  interposición  de!  re- 
curso no  se  observa  lo  liispue.'ítn  eu  el  ar- 
lículo 798  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  atacando 
la  apreciación  de  la  prueba  hecha  por  el  Tri- 
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buDa!  sentenciador,  do  es  aquel  adinisibie. 
(Sent.  18  enero  1875.  Gac.  30  marzo. — 
Sent,  22  marzo  1875.  Gac.  9 mayo,  pági- 
na lio,} 

XYI.  Para  que  sea  procedente  el  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  en  los  ca- 
sos del  art.  7li8  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  es 
imprescindible  que  se  derive  de  los  lieclios 
admitidos  por  Ja  Sala  sentenciadora,  á la  que 
exclusivamente  compete  la  apreciación  de  la 
prueba,  sin  que  el  recurrente  pueda  pres- 
cindir ni  separarse  de  ellos,  como  así  está 
declarado  por  este  Tribunal  Supremo  en 
reiteradas  sentencias  que  forman  jurispru- 
dencia constante  con  arreglo  á diclios  ar- 
tículos 798  y 838.  {Sents  S5  enero  y 10 
abril  1874,  29  mayo,  12  julio  y 18  diciem- 
bre 1875.) 


XVir.  En  Jos  recursos  de  casación  por 
infracción  de  ley,  así  el  Tribunal  Supremo 
que  ba  de  decidir  sí  há  lugar  ó no  á ellos, 
como  los  interesados  en  los  mismos,  para 
fundar  sus  respectivas  pretensiones,  lienen 
que  aceptar  los  hechos  como  vengan  con.sig- 
nados  en  la  ejecutoria,  y si  se  impugnan, 
se  discuten  6 se  prescinde  de  ellos  para  ale- 
gar las  infracciones,  no  es  arlmi.sible  el  re- 
curso.-(Sení.  16  diciembre  1875.  Gac.  16 
enero,  pág,  19. --Sení.  13  enero  1876. 
Gac.  31  enero,  pág.  54. — Sent.  20  ene- 
ro 1870.  Gac.  29  abril,  pág.  60.) 

XVIU.  El  Tribunal  Supremo  ha  de  acep- 
tar los  hechos  como  vengan  consignados  en 
la  sentencia,  y es  exclusivo  de  la  Sala  que 
la  dictó  el  apreciar  la  prueba  de  ellos.  (Sen- 
tencia 26  febrero  1874.) 

XIX.  En  materia  de  casación  no  puede 
traerse  at  debate  la  prueba  admitida  por  el 
Tribunal  sentenciador,  porque  es  de  a ex- 
clusiva competencia  de  éste  la  apreciación 
de  aquella , y no  es  admisible  el  recurso  que 
se  funda  en  la  infracción  de  los  arts.  12  y 13 
de  la  Ley  provisionai  sobre  refurma  del  pro- 
cedimiento criminal.  fScnís.  23  enero  v 7 
marzo  1874,  22  enero  1876  y ülra.s  ) 


XX.  No  es  admisible  el  recurso  fundado 
en  la  infracción  de  las  leyes  2.*,  lít  XlV 
Part.  3.^  y í2,  lít.  XVI  de  la  misma  Parti- 
da ; porque  contra  la  apr  .ciacion  de  la  prue- 

hccíia  por  la  Sala  seiilenciatlora  no  se  tiá 
recurso  de  casación,  (^ení.  l.«  abril  1874 
^Lac.  15  julio,  pág.  13.) 

XXI.  En  los  recursos  de  ca.sacion  no 
puede  traerse  al  debate  la  prueba  admitida 
por  Ja  bala  sentenciadora;  porque  siendo  la 


apreciación  de  aquella  de  la  exclusiva  com- 
; pete  ocia  de  ésta , no  e.s  admí.sible  el  que 
' trate  solamenfe  de  desvirtuar  e!  valor  de  di- 
cha prueba.  {Sent.  11  abril  1874. — Gac.  18 
julio,  pág.  22.)’ 

XXn.  No  es  admisible  el  recurso  fundado 
en  la  infracción  del  art.  12  de  la  ley  de  18 
de  jumo  de  1879  sobre  reformas  en  el  pro- 
cedimiento; porque  la  apreciación  de  Ii 
prueba  no  puede  discutirse , y en  ninguno 
de  los  casos  establecidos  en  el  art.  798  de  la 
Ley  de  Enj.  crim.  , está  comprendido  este 
motivo.  {Sents.  13  febrero,  3 y 22  noviem- 
bre 1875  y 7 enero  1876.) 

XXIII.  Como  con  repetición  tiene  decla- 
rado este  Supremo  Tribunal  en  conformidad 
á la  ley,  no  es  admisible  ei  recurso  de  ca- 
sación cuando  se  funda  en  contradecir  la 
apreciación  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala 
sentenciadora,  no  sólo  porque  ella  es  de  su 
exclusiva  competencia  sino  también  porque 
DO  es  infracción  comprendida  entre  la.s  que 
taxativamerde  enumera  el  art.  798  de  la  Ley 
de  Enj.  crim.  (Scuí.  13  noviembre  1875. 
Gac.  7 diciembre,  pág.  98.  — Sunf.  3 enero 
i 876.  Gao.  27  enero,  pág.  39.) 

Falta  de  expresión  de  algrim  hecho  en  la 
sentencia,  ó de  resolncion  sobre  alg'iin 
plinto  discutido  eu  Ja  acusación  ó defensa. 

XXIV.  Cuando  una  parte  entienda  que 
en  la  sentencia  no  se  expresan  ctara  y ter- 
minantemente cuales  sean  los  heciios  que 
admite  como  probados,  tiene  expedito  el  de- 
recho que  le  concede  el  art.  804  de  la  Ley 
de  Enj.  cnm.  inlerponiendo  ei  recurso  por 
quebrantainienlo  de  forma;  y no  haciéndolo, 
acepta  como  consecuencia  necesaria  los  lie- 
clios  tales  como  aparecen  consignado.s  en  la 
inisrna  sentencia.  (Sent.  23  mayo  1874.— 
Gac.  13  agosto,  pág.  80.) 

XXV.  Cuando  en  la  sentencia  se  omite  la 
expresión  de  algún  beciio  del  que  se  deduzca 
la  concurrencia  de  alguna  circunstancia,  te- 
niendo el  Tribunal  Supremo  que  afireciar  los 
hechos  realmente  existentes  y que  la  senten- 
cia haya  declarado  como  probados,  no  puede 
fundiir.se  en  el  hecho  omitido  el  recurso  in- 
terpuesto por  iníraccirm  de  ley,  n¡  es  pro- 
cedente la  práctica  de  diligencias  para  su[dir 
la  omisiüD  , sin  que  por  esto  quede  privada 
la  parte  de  defensa,  pudiendo  eu  tiempo 
oportuno  interponer  el  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  forma  si  entiende 
que  la  sentencia  incurre  en  el  defecto  pre- 
visto en  el  núin.  1,“  (ó  de  los  demás  en  sa 
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caso)  del  art.  í>04.  (Senf.  <6  noviflmbre  lS7o. 
— Gac.  16  diciembre,  pág,  H7)  (1). 


Sentencias  de  competencia. 


XXVI.  Cuando  do  se  ha  debatido  la  cues- 
tión de  competencia  ni  el  Tribunal  senten- 
ciador lia  resuelto  por  consiguiente  sobre 
ella,  no  es  admisible  el  recurso  de  casación 
fundado  en  los  arls.  797,  núm.  2.®  y 799  de 
la  Ley  de  Enj.  criin.,  y citando  la  infracción 
de  artículos  t e la  Ley  orgánica  que  determi- 
nan sobre  competencia.  {Sent.  ü abril  1875. 
— Gac.  11  mayo,  pág.  H4)  (9). 


Autos  de  sobreseimiento. 

XXVII.  )\ira  que  sea  procedente  el  re- 
curso de  casación  en  los  autos  de  sobresei- 
miento, con  arreglo  al  art.  801  de  la  Ley  de 
Enj.  crim.,  es  de  absoluta  necesidad  que 
esto.s  se  hayan  fundado  en  no  estimarse 
como  delitos  los  ber.lios  á que  se  luciere  re- 
ferencia, siéndolo  por  su  naturaleza,  y no 
liabiendo  circunstancias  posteriores  que  im- 
pidan penarlos.  (Sent.  26  enero  1874. — 
Gac,  10  abril.) 

XXVIII.  Si,  pues,  ei  auto  de  sobresei- 
miento se  funda  en  que  los  lieelios  lienun- 
ciados  no  bao  sido  justificados  ni  probados, 
siendo  esta  cuestión  de  prueba  de  la  facultad 
exclusiva  del  Tribunal  sentenciador,  no  es 
procedente  ni  admisible  el  recurso  de  casa- 
ción contra  dicho  auto.  (Sení.  24  mayo  1 875. 
— Gac.  18  julio,  pííg.  7.) 

Sobro  fianza  en  la  querella. 

XXIX.  No  es  sentencia  definitiva  contra 
la  que  sea  procedente  el  recurso  de  ca.sacion 
la  que  manda  a!  querellante  constituir  fianza 
uara  responder  de  las  resultas  del  juicio.  No 
basta  alegar  la  infracción  del  art.  ISo  de  la 
Ley  de  Enj.  crim.  si  no  se  cita  el  articulo 
í|ue  lo  autoriza  6 el  que  se  cita  no  e.s  aplica- 
ble, como  al  caso  de  la  fianza  no  lo  es  e 802. 
(Scuí.  90  abril  1874.— Gac.  2 agosto,  pági- 
na 49.) 


Autos  de  habilitación  de  pobreza. 

XXX.  Conforme  á lo  prescrito  en  el  ar- 
tículo 802  de  la  Ley  de  Enj.  crim,,  se  on- 
iiende  iufringitia  la  ley  para,  el  efecto  de  la 
caí:acion , cuíimio  dados  los  becijos  que  se 
declaren  probados,  se  liubiere  infringido  lo 
dispuesto  en  el  art.  22,  sin  fundarse  para 


(1)  Víase  UECURSO  por  QUEUnANTAUlENTO  HB 
POIUIA. 

(á)  remitimos  á la  doctrina  consignada 
en  el  artículo  Uecusaciün. 


ello  en  la  excepción  expresada  en  el  art.  25. 
Y es  evidente  por  tanto,  que  al  fundarse  un 
juez  de  primera  instancia  no  en  el  art.  25 
sino  en  el  34  para  denegar  la  habilitación  de 
pobreza  á quien  la  solicita,  para  seguir  el 
recur.so  de  casación  contra  sentencia  dictada 
en  juicio  de  fallas,  comete  la  infracción  legal 
señalada  en  el  art.  802,  {Sent,  3 febrero  í 874, 

— Gac.  17  abril.) 

Término  para  interponer  el  recurso. 

XXXI.  No  es  ailmisible  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  fuera  del  término  de  quin- 
ce dias  siguientes  al  de  la  entrega  ó remesa 
del  testimonio  de  la  sentencia,  y trascurrido 
este  término  se  entiende  firme  y consentida 
dicha  sentencia.  (Sení.  24  enero  1874.  Ga- 
ceta íO  abril,  pág.  108.— Sení. H enero  1876, 
pág.  53.) 

XXXlí.  Cuando  se  presenta  el  recurso 
fuera  de  los  cinco  dias  prevenidos  por  la  ley, 
ya  se  atienda  á la  época  en  que  se  remitió  la 
certificación,  ya  ó la  entrega  al  procurador  y 
abogado  nombrados  de  oficio  para  proponer- 
lo, no  es  admisible.  {.Setií.  25  febrero  1874.) 

— Con  arreglo  á lo  dispuesto  en  ei  art.  818 
de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  en  relación  con  ei 
815,  ios  interesados  eu  un  recurso  de  casa- 
ción deben  comparecer  en  !a  Sala  de  la  mis- 
ma á hacer  valer  su  derecho  dentro  del  tér- 
mino de  quince  días  contados  desde  ei  si- 
guiente ai  en  que  .se  les  hubiere  notificado  y 
emplazado.  (Sení.  2 marzo  1874.) 

XXXIII,  Aunque  no  expresen  lo.sartícu- 
loscitado.s  ni  ninguno  otro  de  la  citada  ley,  el 
término  en  que  deben  de.spués  de  compare- 
cidos lo.s  interesados  formalizar  ei  recurso, 
es  evidente  que  dehe  ser  el  orílinario,  por  el 
cual  se  entregan  los  autos  á las  partes,  que 
es  el  de  cinco  dias,  y sin  embargo  esta  Sala, 
por  una  .jiiri.spriidenc!a  beneficiosa  para  los 
interesados,  admite  sus  escrilo.s  si  se  pre- 
sentan dentro  de  los  quince  dias  del  empla- 
zamiento. {Sent.  2 marzo  1874. — Gac.  25 
mayo,  pág.  152.) 

XXXIY.  Seguii  los  artículos  819  y 820 
de  ia  Ley  de  Enj.  crirn.,  es  necesario  inter- 
)oner  los  recursos  dentro  del  tél-mínn  seña- 
ado  y citar  la  prescripción  de  la  misma  que 
Ies  auloriee  y es  inadmisible  el  tardíamente 
interpuesto,  (Sent.  10  abril  1875. — Gac.  11 
mayo,  pág.  1 19.) 

XXXV.  No  es  admisilde  c!  recurso  inter- 
puesto fuera  de!  término  establecido  en  el 
artículo  819  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  Se  de- 
muestra que  es  tardío  cuaudo  la  certificación 
de  la  Audiencia  resulta  expedida  en  23  dii 


512 


RECURSO  POR  QUEB.  DE  FORMA.  (/urí.5p.  penal). 


noviernljre  y la  presectacion  fiel  mismo  en 
Secretaría  en  17  de  diciembre.  {Smt,  24 
enero  1876. — Gac.  29  abril,  pág.  64.) 

Adhesión  al  recurso. 

XXXVí.  Véase  la  cíoctrina  consignada  en 
sentencia  de  10  de  marzo  de  1871 , pá^'.  298, 
y la  e:xpuest:i  en  la.s  páginas.  13  y 333 , donde 
se  vé  que  las  disposiciones  ele  la  ley  sobre 
este  a.siinto  obligan  lo  mismo  á las  partes 
que  al  RIíoísIltío  fiscal,  sobre  lo  que  véase 
también  en  este  arlícuio  el  núm.  VÍn. 

i 

Patospnra  estudiar  prácticamente  los  cinco 
casos  de  casación  contra  deünitivas. 

Nos  reniil  irnos  á los  que  dejamos  indicados 
en  Ja  pág.  293,  pudieudo  además  consuiiarse 
otros  mticlios  en  esta  obra,  y entro  ellos  los 
siguientes; 

Sobre  el  caso  l.°  ilel  art.  798.  las  senten- 
cias de  (i  mayo  y 16  junio  de  1874,  núme- 
ro Xlll,  pág.  353,  y niim.  III,  pág.  *459. 

Sobre  el  caro  2.°,  la  sen  ten  era  de  1-4  de 
noviembre  de  1874,  tiúm.  11,  pág.  363. 

Sobre  el  caso  3.®,  las  sentencias  de  20 
abril,  13  junio,  26  ocliibre  y 18  noviembre 
de  1874,  núms.  XVI,  pág.  3fi8j  XXII,  pági- 
na 467;  XXIV,  pág,  447,  y XXV,  pág.  448,  y 
las  de  12  febrero  y 18  junio  de  1873,  núme'- 
ros'XIl , ]‘ág.  359,  y XII,  pág.  464. 

Sobre  el  caso  4.°,  Ja  sentencia  de  3 junio 
de  1874,  núm.  fií,  pág.  35o. 

Y sobre  e!  caso  3.",  las  .sealencias  de  4 
enero  y 30  abril  de  1874,  núm.  IV,  pági- 
na  473,  y núm,  XXllI,  pág.  385;  y Jas  de  8 
ri)a\o,  3 setiembre,  29  noviembre  y 9 di- 
cieiiibre  de  1873,  nnms.  I,  pág.  493;  XXV, 

pág.  371;  XXVI,  ' ■ ' 

na  366. 

RECURSO  DE  CASACION  POR  QUEBRAN- 
TAMIENTO DE  FORMA.  De  este  recurso 
hemos  tratado  en  las  páginas  298  á Ja 
301,  liabiendo  expuesto  también  en  la 
página  289  nuestro  juicio  sobre  e!  mis- 
mo con  motivo  del  planieamiento  parcial 
de  la  Ley  de  Enj.  crím,,  que  no  deja  de 
ofrecer  algunas  dudas  todavía  no  resuel- 
tas. Nada,  pues,  podemos  hoy  añadir 
como  apéndice  á este  artículo,  sino  que 
en  nuestro  concepto  se  deja  de  utilizar 
en  algunos  casos  en  que  es  procedente, 
interponiendo  viciosamente  en  su  lugar 
el  de  infracción  de  ley,  y esto  mismo  se 
oesp rende  de  Jos  casos  de  jurispruden- 

números  XXÍV 

y (pág.  519),  y de  los  dos  si- 

guientes: 


püg.  468,  y XIJl,  pági 


I.  Há  lugar  al  recurso  de  casneinn  por 
quebranlaiiiionto  de  turma  con  arreglo  á los 
’iárralbs  1.*^  y 2.^  del  art.  SU4  d ’ la  Ley  de 
ínj.  crim.,  fundándiile  en  nu  liah  'r.se  expre- 
sado en  la  sentencia  ciara  v lennijKuUemen- 

I' 

le  enáltís  eran  las  beclios  (pie  se  considera- 
ban probados,  cuando  los  qiu(  se  admiten, 
como  probados  uo  aparecen  con  la  claridad 
y e.xaclil.ud  necesarias  para  lurmar  el  debido 
conocimiento  de  la  juslilicaciun  de  los  fuu- 
damenlusde  derecfio  i iMjio;  se  apuvn,  (Sen- 
tencias 2S  febrero,  30  marzo  y S junio» 
loT4  — Gócelas  25mayM,  ¡üjuiiu  y 24'agüs- 
to,  páginas  49,  il  y 103  re.<iii;cLiva!iieDte.) 

II.  Ilá  lugar  al  r(-cnr.so  de  ciisaciou  por 
queitrautamieníu  de  furma , Inmhido  en  Jos 
iúrrafos  l.°y  2.‘’del  arl.  804  de  la  Ley  de 
ínj,  crim. , en  causa  sobri;  atenlado  á uo 
guarda  de  campo,  cuando  Ja  def.-nsa  del  pro- 
cesado trata  de  deinosfrarque  luiiielno  reu- 
nía las  condiciones  que  se  roi[i]¡¡>ren  para 
que  ln$  que  rie.'empeñnn  estos  cargo.s  sean 
reputados  como  agenles  de  iii  autoridad,  si 
en  la  seiitencía  , aunque  se  cnnsÍL'fie  que  el 
hecho  probado  consliluyi;  el  d-dilo  de  aten- 
tado contra  ageule  de  la  aulnrida  I , Yjo  se 
detiene  lá  Sala  a apreciar  ú desestimar  los 
fundamentos  de  la  iinp'^goaciiui  y expresar 
los  que  crea  bástanles  jara  ilesviriuarJoSj 
incurriendo  por  tanto  tui  la  io fracción  del 
ujencionado  art.  804  cd.'ido  por  id  rocúrron- 
le,  (Sent.  13  nctubre  1S74. — 6’ac.  27  no- 
viembre, pág.  197.) 

lil.  Para  los  efeclos  de  la  casación,  ei 
auto  de  sobreseirnicntn  líbre,  diclado  en  con- 
formidad con  lo  dispuesto  mi  el  art.  333  do 
la  Ley  de  Enj.  crim.,  produce  los  efectos  de 
la  sentencia,  porque  pone,  como  ella,  com- 
pleto término  al  juicio  (I);  V Clin  siguiente- 
mente, cuando  en  ios  rt'^Mlt;^nll(l.‘•■  no  sólo  no 
se  expreva  clara  y lermmaulcim'ule  cuáles 
son  los  heciios  que  se  ciuisbli-ríín  fírobados, 
sino  que  ni  áiin  .se  cuusigmiri  lo.'<  que  moti- 
yanju  la  formación  de  cíutsa,  bimtándose  la 
bala  á manifeslar  que  lus  lo  rio  s justilicndos 
no  Constituyen  delito,  sm  dedgiiar  cuáles 
eran  éstos  y en  qué  coosislen,  i;t!  incurreen. 
error  de  derecfio  y liá  iiigsr  al  recurso  de 
casación  por  quebrarUítríiiento  de  forma  con 
arreglo  al  art, .804  de  bi  L *vde  Enj.  crim. 
(Sent.  15  abril  1S74  — Güc.  21  julio,  pógi- 

Híi  28,} 

IV.  La  denegíicinn  de  prueba  pedida  en 
lorina  y sobre  cuya  dm rgacion  se  Idzo  en 


(1)  Ver  el  número  XXVll  de  Hecl'rso  pof. 
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tÍcmpo:]a  oparíiina  pnitt’Sln,  liii  Inijar  al  re- 
curso lie  riisctcitni , (.'niirurriiti  al  iirt.  SO.)  de 
]a  Ley  de  Loj.  cniii.,  l'Ttiiulándose  con  las 
solen'inid.uli's  y r- (ji.isilos  preiícrdos  eii  ios 
arLs.  7í)ii  y S i7  de  la  Ley  de  Enj.  criin.:  pero, 
cuando  td  rnbunal  rechaza  como  absoliila- 
líieiite  inipertiueiíl.e  el  tevaiAoinieDto  de  un 
plano  lopofíráticci  ilel  siho  en  (.]Utí  .se  cjecnlo 
’.m  crimen,  como  innecesario  bajo  lodos  as- 
peclo.'í,  dispendiosf  y dihitorin  eii  perjuicio 
(Í6  ia  pronlíi  y recta  adminislracion  de  justi- 
cia, íle-sdii  liicso  se  de  muestra  ia  improce- 
dencia lie  dicho  recurso,  lauto  más  Cuando 
en  la  cau.sa  se  han  hecho  cousUr  los  datos 
precisos  jaira  furmar  idea  exacta  de  la  loca- 
iidíid  iiiiticjiia.  Sciit.  25  febrero  1874. — 


Gaceta  25  mayo,  pág. 

Y.  En  los  aris.  ií2 4 y 625  sobre  que  el 
presidente  del  Triímiiíd  no  pcrmilirá  que  se 
conteste  á premunías  ó repreguntas  sugesti- 
a'a.s,  se  conijiri.'nden  deteniiinadamente  Ins 
que  se  diri^'cn  á tesU'gi's'y  no  á ios  procesa- 
dos, y ronsíguienhuiiento,  no  es  procedente 
el  rccur.sn  jior  qmdirant  a mien  to  de  íorina, 
con  forme  al  arl.  Sn.j.  contra  resolución  re- 
ferente á p’i'í^nida  I ¡celia  á un  procesado, 
(Seat.  7 noviciíibre  ÍS74. — Gac.  23  diciem- 
bre, pág.  231.) 


Yl.  No  resulta  penado  un  delito  más  gra- 
ve que  el  iie  la  acLisacion  cuando  el  tiscal 
calilica  el  hecho  de  atentado,  y este  es  el 
penado  aunune  l>!i]''i  distinto  criterio.  {S^n- 
'lencia  2 diciembre  1874. — Gao.  26  enero, 
pág.  3U.) 


Yfl.  No  puedo  suponerse  que  se  lia  cas- 
tigado otro  delitii  más  grave  que  el  compren- 
dido en  la  acusación,  cuaniio  la  diíerencia 
entre  la  penaliiiad  ilcsignada  en  la  acusación 
■y  la  impuesta  por  la  sentencia  consiste  en 
haberse  apreciado  en  ésta  una  de  las  circuns- 
tancias determinan  les  de  su  gravedad  que  no 
se  tuvo  en  cuenta  en  aquella,  {Sciit.  7 abril 

1875. — Gac.  10  juniti,  pág.  tlfi.) 

■ 

Yllí-  Para  que  sea  procedente  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
lia  de  es! a r compriuulido  en  cualquiera  de 
ios  casos  en  que  le  unloriza  la  Ley  ríe  Enjui- 
ciamiento criminal  que  es  la  única  vigente  y 
no  en  la  de  íS  de  junio  do  1870  que  está  de- 
rogaiia.  (Seiit.  S junio  1875. — Gac.  -19  ju- 
ito,  pág.  4.) 

IX.  Cmindo  la  exactitud  é impnrlancia  de 
algunos  htíclio.s  constan  úrdcauieule  por  !a 
aseveración  de  los  mlere.sados,  .si  no  puede  la 
Sala  expresar  si  ios  considera  ó no  probados, 
ao  será  procedente  el  recurso  de  casación 


por  esla  causa , 1.^  (kd  art.  S04.  (Sent.  Í5 
junio  1875.— iíao.  19  julio.) 

X.  Para  la  siistanciacion  y decisión  de 
los  recursos  do  casación  por  quehraulainiento 
de  forma  interpueslos  ¡uir  los  procesados,  no 
es  necesario  depósito  de  cantidad  alguna  y 
y «ó'o  se  exige  por  ia  ley  ;i  los  querellantes 
partícula re.s.  de  modo  que  .'=■  se  consigna,  aun 
no  lili  mióse  lugar  al  ri’curso,  procedt*  la  de- 
volución de  !it  Ciiiitidiul  depttsitada.  (bent.  5 
abril  1875.— (7ac.  10  junio,  pág.  114.) 

REGUSACIOM.  Ea  tie  Enj.  crim. 
no  trata  de  la  recusación,  pero  lo  haca 
ámpliaraente  la  orgánica  del  poiler  judi- 
cial en  su  tú.  Vlll  , artículos  42(>  a 471, 
estableciendo  también  disposiciones  so- 
bre competecciu  los  artículos  575  a 277. 
Sin  embargo,  como  no  lian  llegado  to- 
davía á plantearse  los  Tribunales  coa 
arreglo  ú dicha  ley  orgánica,  surgen  di- 
íicuitades  que  no  siempre  es  bástanle  á 
resolver  lo  establecido  por  la  circular  de 
30  de  setiemlire  de  1870  (1). 

Una  de  las  dificultades  que  se  han  to- 
cado en  la  práctica  relativamente  á la 
recusación,  es  quién  debe  conocer  de 
las  recu.‘=ac¡ones  de  los  jueces  de  prime- 
ra instancia  en  lo  crimina!.  Sí  hubiéra- 
mos (le  atenernos  á la  circular  citada  de 
30  de  setiembre  de  1870,  el  juez  do  pri- 
mera instancia  es  en  primer  término  el 
que  debe  decidir  sobre  su  propia  recu- 
sación, pero  no  siendo  esta  la  monte  de 
la  ley,  ni  menos  que  la  Audiencia  co- 
nozca en  primera  instancia  bay  que  pro- 
ceder de  otro  modo.  ¿Cómo? 

Esto  nos  lo  dice  el  siguiente  recurso, 
cuyos  fundamentos  damos  íntegros  por 
la  importancia  que  tienen. 

(9  junio  1874.)  D.  José  García  Jime- 
nezpromovióen  el  Juzgadode  S.  Clemente 
causa  crirainalcoiura  1).  José,D.Gonzaloy 
Doña  Cármen  Meneses  por  lesiones  é inju- 
rias á 1).  José  Meneses.  Recusado  el  juez 
por  Jiménez  negando  aquél  que  íuesen 
ciertos  los  motivos,  mandó  formar  pieza 
separada  con  los  testimoniosnecesarios  y 
remitirla  á la  Audiencia  para  ia  instruc- 
ción del  expediente,  absteniéndose  du- 
rante la  susianciacien  del  conocimiento 


(i)  Está  insoria  á conlimiacioii  de  la  ley 
orgánica  en  el  jíjíencíicc  de  1870,  pág.  6GS. 


RECUSACION.  {Jansp.  penal). 


de  la  causa  en  que  era  recusado,  que  pa- 
só al  juez  municipal. 

Pidió  Jiménez  que  se  dejase  sin  efecto 


el  auto  indicado  por  no  ser  competente 
el  juez  municipal  para  reemplazar  al  de 
priatera  instancia  en  el  asunto  de  la  re- 
cusación, ni  la  Audiencia  para  conocer 
de  ésta,  pero  negada  la  reposición  y ad- 
mitida la  apelación  que  subsidiariamen- 
te se  iolerponia,  la  Audiencia  confirmó 
ios  autos  apelados,  dando  lugar  al  re- 
curso de  casación  cuyo  fallo  desde  el  úl- 
timo resultando  dice  así: 

«Resultando  que  contra  esta  sentencia  in- 
terpuso D.  José  García  Jiménez  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  que  fundó 
en  los  artículos  797  caso  2.°,  y 799  de  la  Ley 
de  Enj.  crin).,  citando  como  infringidos  los 
artículos  í28,  129  y 130  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y los  68,  69,  70,  73,  27-4, 
caso  4.“;  278,  caso  3.°:  298, 302,  443,  pár- 
rafos tercero  y cuarto;  449,  párrafo  tercero; 
431,  párrafo  último  y disposición  transito- 
ria 14  de  la  Ley  orgánica  del  poder  judicial: 

Visto , stend'o  ponente  el  magistrado  Don 
Francisco  Annesto: 

Consideranílo  que  la  Ley  orgánica  del  po- 
der judicial  dispone  en  el  húm,  4.®  de  su  ar- 
lictilo  274  que  será  atribución  de  jos  Tribu- 
nales de  partido  conocer  en  primera  instan- 
cia de  las  recusaciones  de  los  jueces  de  ins- 
trucción de  sus  distritos,  así  como  de  las  que 
se  ¡Bterpongan  contra  un  solo  juez  del  mis- 
ino Tribunal;  y que  la  precitada  ley,  en  el 
Dum.  5.”  del  arl.  276,  previene  que  las  Salas 
de  lo  criminal  de  las  Audiencias  conocerán 
en  segunda  instancia  de  los  incidentes  de  re- 
cusación de  aquellos  funcionarios,  siendo 
consecuencia  necesaria  de  estas  disposicio- 
nes que  en  los  asnillos  de  tal  naturaleza 
haya  de  haber  ilos  instancias,  correspondien- 
do en  la  primera  al  presidente  del  Tribunal 
de  partido  la  instrucción  del  incidente  de  re- 
cusación y al  mencionado  Tribunal  la  deci- 
sión del  mismo,  á tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
núm.  4.“  del  art.  443,  y números  3.“  y 6,® 
del4i9: 

Considerando  que  dicha  Lev  orgánica  no 
puede  niénos  de  ser  cumplida  en  todo  aque- 
llo que  fuese  posible  ántes  de  que  lleguen  á 
plantearse  los  nuevos  Tribunales  de  partido, 

6 se  reformen  definitivamente  los  actuales  ■ 
procedimientos  así  civiles  como  criminales; 
y que  en  su  virtud  la  circular  de  30  de  se-  ' 
liembre  de  1870  ha  ordenado  que  ios  jueces 
actuales  de  primera  instancia  sean  los  que 
<iesempeñeu  por  ahora  las  atribuciones  que, 


segnu  la  repetida  ley,  corresponden  á los 
Tribunales  de  partido  ó á sus  presidentes  y 
jueces  respectivos: 

Considerando  que  en  semejante  estado  ex- 
cepcional, cuando  se  proponga  la  recusación 
de  un  juez  de  primera  instancia  en  causa  cri- 
mínai  que  se  haíle  instruyendo  , como  en  el 
ca.‘'0  presente  ha  sucedido  con  el  juez  del  par- 
tido de  San  Clemente,  es  imposibio  quoAsle, 
ni  con  el  carácter  de  presiden  lo  del  Tribu- 
na! de  partido,  ni  con  el  tle  juez  único  del 
mismo,  ejerza  las  dobles  atrihiiciuncs  desig- 
nadas en  los  predichos  artículos  de  la  Ley  or- 
gánica ; y que  si  bien  lüclio  juez  recusado 
obró  dentro  de  círculo  de  sus  atribuciones 
propias  ai  denegar  la  recusación  y abstener- 
se in  totum  de  la  prosecución  de  la  causa, 
pasándola  desde  luego  a!  juez  municipal  com- 
petente, tampoco  éste,  como  suplente  para 
un  caso  especial,  podia  desetnpeñar  las  fun- 
ciones de  Tribunal  de  partido  en  inaleria  de 
la  recusación  del  juez  propietario;  y que  por 
consecuencia  es  de  absoluta  uecesidad  , para 
llenar  el  vacío  de  la  Ley  orgánica,  buscar  en 
la  legislación  anterior  los  meiiios  de  preparar 
y resolver  e)  incírleute  de  recusación  en  las 
dos  instancias  referidas: 

Considerando  que  la  Sala  de  lo  criminal 
de  la  Audiencia  de  Albacete  no  llene  junsdi- 
cion  para  conocer  en  única  instancia  de  la 
recusación  propue.sla  contra  el  juez  de  San 
Clemente,  pue.sio  que  se  lo  impide  la  terrai- 
nante  disposición  contenida  en  el  núm.  4.® 
del  sobreiliclio  art.  276  referente  á nii  caso 
enterrimente  distinto  que  no  admite  inter- 
pretación; no  pudiendü  por  otra  pártelos  in- 
teresados en  el  incidente  promovido  ser  pri- 
vados del  derecho  de  usar  para  su  mayor 
defensa  de  las  dos  instancias  que  les  concedo 
el  núm.  5.®  del  mismo  artículo: 

Considerando  que  el  medio  legal  de  ase- 
gurar éste  mismo  derecho  y conciliar  los  ar- 
tículos de  la  Ley  orgánica  es  el  de  recurrir  á 
la  ley  anterior  de  procedimiento  civil  en  ma- 
teria de  recusación  , atendido  el  espíritu  do 
la  predicha  circular  de  30  de  seliembre  de 
1870;  y teniendo  presentes  sus  arlículos  128, 
130  y párrafo  final  del  133,  pasar  el  inciden- 
te de  recusación  del  juez  ile  San  Clemente  al 
juez  de  priinera  instancia  del  partido  más  in- 
mediato al  domicilio  del  recusado  para  que 
lo  ins^^ruya  y decida  en  primera  instancia,  re- 
mitiéndolo en  caso  de  apelación  á la  Sala  de 
lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Albacete; 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  dicha 
Sala , al  atribuirse  el  conocimiento  del  repe- 
tido incidente  de  recusación  , encargando  al 
magistrado  más  moderno  <le  su  instrucción 
y continuación,  ha  cometido  el  error  lega 


ROBO.  [Jurisp,  penal). 


comprendido  en  el  art.  lííO  de  ia  Ley  de  pro- 
cedimienlo  criminal  referente  al  oúm.  2.® 
del  7117,  é infringido  los  precitados  artículos 
27i.  í?76,  443  y 449  de  la  Ley  orgánica; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y declara- 
mos liaher  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto á nombre  de  D.  José  García  Jimé- 
nez; en  su  consecuencia  casamos  y anulamos 
los  autos  diclados  por  !a  Sala  de  lo  criminal 
déla  Audiencia  de  Albacete  en  12  y 23  de 
agosto  de  t873  en  todo  lo  tyne  se  refieren  á la 
competencia  de  sus  atribuciones  en  el  inci- 
dente de  recusación  del  juez  de  primera  ¡ns- 
taucia  del  partido  de  San  Clemente,  librándo- 
se la  Certificación  competente.»  (Seiil.  9 ju- 
nio 1874.— Gac.  24  agosto,  pág.  106.) 

ROBO.  Hemos  tratado  del  robo  en  las 
páginas  306  á 324  definiendo  este  deli- 
to, insertando  texluaimente  los  artículos 
61o  al  529  del  Código  con  las  correccio- 
nes hechas  por  el  decreto  de  l.°  de  ene- 
ro de  1871  y con  referencia  en  cada  uno 
á la  escala  respectiva;  hemos  dado  tam- 
bién, páginas  309  á 3H,  tres  cuadros 
sinópticos  para  facilitar  la  aplicación  de 
la  complicada  penalidad  de  las  distintas 
calificaciones  de  robos,  y comprendimos 
también  en  el  mismo  artículo  hasta  XXIX 
casos  de  jurisprudencia , á los  cuales  hay 
que  añadir  los  siguientes: 

XXX.  Robo  con  homicidio. — Es  pro- 
cedente la  pena  de  muerte  ü los  autores 
del  delito  complejo  de  robo  con  homicidio 
si  concurre  alguna  circunstancia  agra- 
vante sin  atenuantes  y y no  tmpoí’ía  que 
en  el  homicidio  no  tomase  parte  alguno 
de  aquellos  y pues  la  ley  en  su  art.  516 
no  lo  exige. 


homicidio  en  dos  distintos,  fundaron  el 
recurso  en  la  infracción  de  los  artículos 
418  y 615,  y en  no  concurrir  en  ellas 
circunstancias  agravantes,  etc.  Y el  Tri- 
bunal Supremo  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso,  consigna  principalmente 
como  fundamentos  los  siguientes: 

«Que  el  art.  516  del  Código  en  su  número 
1.°  no  atiende  á que  existan  dos  delitos  que 
están  previstos  y penados  por  separado  en 
otros  arlícuio.s  del  mismo,  sino  que  haciendo 
completa  abstracción  de  la  calificación  sepa- 
rada que  hubiera  podido  dar  á ambos  lieclios, 
los  ha  reunido,  creando  y constituyendo  un 
delito  especial  complejo,  que  liace  de  los 
do.s  uno  solo  indivisible  por  estar  ligados  en- 
tre sí  por  la  cláusula  de  con  7notivo  ó con 
Ocasión  del  robo;  de  forma  que  sólo  fallando 
eíte  motivo  y esta  ocasión  pudieran  ser  di- 
visibles, pero  atendidas  siempre  las  condi- 
ciones del  hecho: 

Y que  es  indilerente  para  la  responsabili- 
dad del  hecho  complejo  ejecutado  de  robo  y 
muerte  el  que  uno  de  los  autores  contribu- 
yese ó no  con  actos  materiales  al  asesinato... 
si  bien  en  el  caso  de  autos  aparece  que  .sí 
tomaron  parle  activa  las  dos  recurrentes.» 
(ScnL  17  diciembre  1875. — Gac.  do  enero, 
página  2d.) 

XXXL  La  misma  doctrina  del  cas» 
anterior. — Al  robo  con  homicidio  com- 
prendido en  el  párrafo  primero  del  ar- 
tículo 6l6  concurriendo  una  circunstan- 
cia agravante,  está  bien  aplicada  la  pena 
de  muerte,  con  arreglo  al  caso  1."  del 
art.  81 . (Sent,  9 setiembre  1874,—' 
Gac.  6 octubre,  pág,  165.) 

— Id.  (Sent.  17  octubre  1874,— 
Gac.  3 diciembre,  pág.  211.) 


En  la  causa  por  robo  y asesinato  de 
Doña  Narcisa  Mariinez  de  Irujo  declara 
el  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  que  decla- 
ró que  los  hechos  constituían  el  delito 
de  robo  con  homicidio  sin  circunstancia 
alguna  atenuante  y con  las  agravantes 
de  alevosía,  abuso  de  confianza  y haber- 
se ejecutado  de  noche,  condenando  á 
sus  autoras  Javiera  Fernandez  y Maria- 
na García  á la  pena  de  muerte.  Los 
abogados  de  las  procesadas  descompo- 
niendo el  delito  complejo  de  robo  con 


XXXIL  jRobo  frustrado  con  asesinato 
consumado. — El  asesinato  se  castiga  por 
el  art.  418  con  la  pena  de  cadena  tempo- 
ral en  su  grado  máximo  á muerte;  el 
parricidio  per  el  417  con  la  pena  de  ca- 
dena perpólua  á muerte,  y el  robo,  cuan- 
do cun  motivo  ú ocasión  del  mismo  re- 
sulta homicidio,  con  la  misma  pena  que 
el  parricidio.  Esta  es,  pues,  le  pena  ma- 
yor que  se  señala  en  el  Código,  y por 
eso  el  art.  516  la  impone  al  delito  com- 
plejo de  robo  con  homicidio  , debiendo 
aplicarse  la  de  muerte  cuando  concurra 
alguna  circunstancia  agravante. 


516 


ROBO.  (Jurisp.  penal) 


Apartándose  el  Código  en  el  art.  419  ' Código,  es  preciso,  como  lo  liemiiostra  el  te- 


de  la  regla  general  f'Stablecida  en  tos  ar- 
tículos 66  y 67,  señala  para  la  tentativa 
y delito  frustra  do  de  robo  con  liomieidio 
una  pena  proporcionada  á la  gravedad 
del  becho,  siguiendo,  sin  embargo,  en 
la  idea  Je  considerarle  también  comple- 
jo, pero  sólo  mientras  el  homicidio  co- 
melido  no  merezca  mayor  pena  que  la 
de  cadena  temporal  en  su  grado  máximo 
á la  perpéiua.  Pero  si  al  liomieidio  se 
califica  de  parricidio  ó de  asesinato,  en 
este  caso,  como  que  la  pena  es  mayor, 
ha  t!e  estarse  á las  disposiciones  genera- 
les de!  Código , dejando  de  ser  complejo 
el  delito.  Así  se  consigna  en  el  caso  si- 
guiente, donde  se  establece: 

«Que  imponiendo  la  pena  de  muerte  á los 
autores  de  robo  íriistrndo  con  violencia,  del 
que  ^e^uila  asesinato,  por  couciirnr  alguna 
de  las  circunstancias  del  art.  418  v con  agra- 
vantes genéricas,  no  se  infring.-ü  los  artículos 
90  , f3l9,  82,  regla  3,%  SIS,  5tfj,  10  y oíros 
del  Código,  atendiendo  á que  por  el  art.  519 
la  lentcitiva  y el  delito  frustrado  de  robo  co- 
metidos enn  el  mencionado  en  el  núm.  l.° 
de!  art,  516,  deben  cas-tiffur.se  con  la  do  ca- 
dena temporal  f3n  su  gnuio  m^xiinü  ;í  cade- 
na perpéiua,  á no  ser  que  el  homicidio  co- 
inetiiio  la  tnertícití.se  mayor,  segnn  las  dispo* 
sicionfes  de  dicho  Códigcq  lo  cual  tiene  lugar 
como  en  este  caso,  cuando  el  homicidio  me- 
reemse  Ja  calificación  de  íisesinato,  (Sent.  \° 
julio  1875.— 6 ac.  27  agosto,  pág.  32.) 

XXXIII.  Carade'res  del  roko  con 
fuerza  en  las  cosas.  No  comete  el  delito 
de  robo  y si  el  de  estafa,  núm.  5.“  del 
art,  ;)4?í,  el  depositario  yiie  fracturando 
un  baúl  que  hu  recibido  en  depósito,  sus- 
trae de  él  efectos  y los  empeiin.  En  esta 
estafa  no  es  aprecuible  como  agravante 
la  circuíí.<íí2í!Cfa  de  abuso  de  confianza 
como  í)i/ií?rgní«  al  delito, 

. Declafiando  el  Tribunal  Supremo  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  contra 
sentencia,  de  la  Audiencia  i!e  Madrid, 
fundado  en  los  casos  3.°  y 5.*^,  art.  798* 
Ley  de  Enj.  crim,,  por  infracción  del  ar- 
lículo  548,  Eúni.  5.®,  y circunstancia  10 
del  art.  10  del  Código,  establece  como 
doctrina  y fundamento: 

«Que  para  gue  exista  cualquiera  de  in.s  de- 
litos de  robo  ú que  se  refiere  el  art,  521  del 


ñor  literal  de  ladi.sposicion  en  él  cnusignada, 
que  ios  malhecitores  se  iiitrodnzcan  en  la 
casa  ó edificio  donde  el  robo  tuviere  lugar, 
6 en  cualquiera  de  sus  dependencias,  por 
uno  de  los  medios  que  allí  se  establecen 
concreta  y taxativamente. 

Que  lallan  ta.s  coniJicinues  esenciales  y ca- 
racterí.'ílica.s  dcl  delito  de  robo  cuando  para 
la  Irncttira  y sustracción  de  e rectos  de  unos 
baúles,  no  fué  necesario  introducirse  el  cul- 
labíe  en  ¡a  casa  ó edificio  donde  éstos  se  ha- 
lasen, sino  que  por  el  contrario,  recibió  es- 
tos en  depósito  de  manos  de  su  dueño. 

Que  daila  la  existencia  de  este  depósito,  es 
induvlahle  que  el  beclio  de  .sustraer  el  depo- 
sitario con  íVacLora  efectos  contenido-s  en  los 
baúles  para  empeñarlos,  se  halla  comprendi- 
dii  como  estafa  eu  el  núm.  deí  art.  698 
del  Código. 

Y que  ai  indicado  delito  de  estafa  es  inhe- 
rente el  abuso  de  confianza,  y no  e.s  por  tan- 
to a precia  ble  como  genérica,  (Sent.  3 ene- 
ró 1876.  — Gac.  27  enero,  pág.  37.) 

XXX  ÍV.  Caracteres  del  robo  consu-^ 
mado. — Con  arreglo  al  art.  3.*^  del  Có- 
digo, es  reo  de  robo  cofistisiado,  y no  se 
infringe  dicho  articulo  ni  el  06,  califi- 
cando así  al  que  saltando  un  tejado 
penetra  en  una  casa  por  una  ventana,  ó 
sea  con  escalamiento,  y apoderándose  de 
varios  efectos  es  detenido  en  el  tejado  de 
la  casa  inmediata  ; porque  dados  tales 
hechos,  el  procesado  logró  su  propósito 
de  apoderarse,  empleando  fuerza  ea  las 
cosas,  de  los  efectos  indicados,  con  lo 
cual  consumó  el  robo,  por  mas  que  fuese 
detenido  antes  de  llevarlos  al  juirilo  que 
hubiese  determinado.  (Sent.  14  febre- 
ro 1874. — Gac.  18  mayo,  pág.  131.) 

XXXV.  En  Oí  en  plíoar  la,  p ena  d e 
presidio  á una  rnuj€r.~'Á&  comete  el  error 
de  derecho  com[irendido  en  el  caso  4.'* 
de!  art.  4.°  de  la  ley  de  18  de  junio 
de  1870,  cuando  admitidos  los  hechos 
consignados  en  la  semencia  se  impone  á 
una  mujer  el  presidio  correccional  en 
vez  de  la  prisión  correccional,  con  in- 
fracción de!  art.  96  del  Código  (l).  {Sen- 
tencia 14  abril  1874.— Goc.  2i  julio, 
pág.  27.) 


t t)  En  los  párrafos  tic)  arl.  798  do  ia  Ley  rio 
Enj,  crim.,  cuiiiaiiosamonto  exainiiiailos , no 
bailamos  que  oslé  comprendido  este  caso  do  in- 
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XXXVI.  Dos  robos  no  comprendidos 
en  el  art.  90  aunque  tienen  algún  enlace 
entre  si — Cuando  se  cometen  dos  robos 
en  actos  distintos  por  unas  mismas  per- 
sonas, el  uno  en  la  caite  apoderándose 
del  reloj,  petaca  y dinero  df^l  robado  y 
de  las  llaves  de  la  casa,  y el  otro  robo  en 
la  casa  del  mismo  ó de  sus  ]);idres,  doi.de 
abrieron  los  culpables  con  diclias  llaves 
sorprendiéndolos,  no  ?e  fdmele  el  error 
de  derecho  S.'*  del  art.  7Í)S  de  la  Ley  de 
Enj.  crim.,  ni  se  infrioyi*  e]  art.  90, 
el  510  y imponiendo  ¡as  penas  cor- 
respondientes á dichos  dos  robos,  con- 
forme al  art.  88,  por  no  ser  aplicable 
el  90.  (Sent.  l.'*  mayo  1874=. — Gac.  2 
agosto,  pág.  o4.) 

XXXVII.  Caracteres  del  robo:  hurto 
doméstico, — La  sustracción  de  dinero 


XXXIX.  Pena  inferior  ni  presidio 
correccional  en  5»  grado  medio. — Seña- 
lando el  párrafo  úllinio  del  art.  o2l  al 
robo  efecuic^do  en  casa  Iial.Minda  ó en  de- 
pendencia de  la  mi>ma  , sin  armñs  y en 
cantidad  menor  de  5Ü0  pesetas  el  presi- 
dio correccional  en  su  gntdo  medio,  la 
pena  ininetliata  inferior  aplicable  al  me- 
nor de  diez  y oclm  auo>  y mayor  (Í6 
quince,  es  el  arresto  mayor  en  su  grado 
medio;  v se  comete  el  error  de  dere- 
cho  5.”  íiel  art,  798,  imponiendo  á dicho 
menor  de  diez  y ocho  años  veinte  meses 
y veintiún  dias  de  pr-sidio  correccio- 
nal (1).  (Sent.  16  junio  1874. — Ga^ 
ceta  agosto,  pág.  117.) 

La  misma  doctrina  se  establece  en  otra 
sentencia  de  2 junio  1875,  ca.'^ando  y 
anulando  una  sentencia  de  la  Audiencia 


que  hace,  un  criado  en  casa  de  sus  amos 
abriendo  un  baúl  con  la  Itave  de  una 
cómoda  no  es  robo  y sí  hurto.  Es  el  nú- 
mero XXIV  de  la  pág.  476,  á donde  nos 
remi  ti  mus. 

XXXVÍIL  Pena  del  cómplice  del  robo 
en  el  caso  'i. del  art.  5 1 ü.  — Ah  cómplice 
de  robo  frustrado  con  violencia  ó inti- 
midación en  las  personas  müniiibStamea- 
le  innecesarias  (caso  4.®  del  art.  51ÍJ), 
le  corresponde  la  pena  de.  arresto  mayor 
en  su  grado  medio  á presidio  correccio- 
nal en  su  grado  mÍDiiiu»,  ó sea  dos  gra- 
dos más  baja  que  la  impuesta  jior  la  ley 
a[  autor  de  delito  consuma  do,  y (jue  de- 
biendo imponerse  en  su  gr.ido  máximo 
por  concurrir  circunstancias  agravantes, 
la  pena  correspondiente  es  el  grado  mí- 
nimo del  presidio  coi r.^cciona! , que 
compremle  desde  seis  me.'íps  y un  dia  á 
dos  años  y cuatro  meses;  por  lo  que  se 
ha  incurrido  en  error  de  derecho  impo- 
niéndole tres  años  contenidos  dentro  de 
los  liíiiUe.s  del  grado  medio  del  presidio 
correccional  (1).  (Sent.  22  mayo  1874. 
— Gac.  11  agosto,  pág.  78.) 
^ - 

fracción  de  ley,  porhnberse  .suiirimiilo  en  el  á." 
laspnlnbras  *ó  la  pena  imjmcsla  íio  fuere  la 
que  corresponda  seguu  las  leyes.»  ^íu  tullíamos 
jusJiric.i(!:i  obtíi  üiiiision. 

(t)  Conforme  con  nneslro  Cuíidro  sinóptico 
de  Ja  pág.  íííJ'J  y cutí  la  labl.'i  dü  división  do  la 
déciuui  penalidad  de  la  pág.  SU. 


XL.  Pena  del  úllifuo  párrafo  del  ar- 
iíciilo  621.  Su  dioision  en  grndn.s.  — Im- 
poniendo ól  perra  fu  último  del  art,  621 
á los  que  T'  han  en  lugar  h ubi  lado  íin  ar- 
mas y en  valor  menor  de  ÜOO  pr.setas  el 
grado  minino  de  la  pena  señalada  en  los 
dos  casos  anteriores , la  pena  ci»rrespGn- 
diente  es  el  presidio  fori>  crio  nal  en  su 
grado  medio,  que  conqirende  dos  años, 
cuatro  nmses  y un  día  á truiitro  años  y 
dos  meses:  (¡ue  dividido  este  período  en 
tros  parles  iguales  para  formar  los  tres 
grados  de  la  pena , corresponde  a cada 
grado,  siete  meses  y diez  dias  sobre  la 
base  de  dos  años  y cuatro  meses,  limite 
del  presidio  correccional  en  su  grado 
mínimo,  y que  por  tanto,  no  se  incurre 
ene]  error  de  derecho  3."  del  art.  798, 
ni  se  infringe  ei  art.  521,  párrafo  último 
del  Código  penal , irapunu  ndo  al  autor 
del  deliiü  sin  circunstancias  ajircciables, 
tres  años  de  presidio  correccional  (2). 
j (Sent.  7 noviembre  1874. — Gac.  29 
diciembre,  p.ig.  2j:{.) 

(1)  listos  fallos  son  mía  nueva  confirmación 
de  nucslro  Cuíidro  sinúpltco  de  la  pág.  31Ü,  y 
consiguicnti'ineti it*  de  la  escala  inini.  3.®,  pá- 
gina 199  y del  comentario  sobre  la  regla  3.'  y 
notas  do  la  |>ág.  193 

(2)  Coiifurnic  la  doctrina  de  este  fallo  con 
nuestro  Ciiíidro  sindplico  de  la  pág.  310  y con 

la  i<enal¡dad  11  de  la  tabla  de  ta  división  tie  la 
pág.  273. 


ROBO.  {Jurisp.  penal). 


518 

XLI.  Pena  del  último  párrafo  del 
art.  521  para  el  robo  mayor  de  2o  pese- 
tas y menor  de  500.— El  robo  de  dos  car- 
neros coraelido  en  una  tinada  con  esca- 
lamiento, siendo  el  valor  de  aquellos  de 
27  pesetas,  está  comprendido  en  el  pár- 
rafo último  del  art.  52o,  que  le  castiga 
con  la  pena  de  arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á presidio  correccional  en  el 
mínimo,  y concurriendo  la  circunstan- 
cia agravante  de  nocturnidad,  se  arre- 
gla á dicho  articulo  la  sentencia  que  con- 
dena á su  autor  á dos  años  de  presidio 
correccional  (1).  (Sent,  3 diciem- 
bre 1874. — Gac.  26  enero,  pág.  30.) 

XLII.  Caracteres  del  robo  en  depen- 
dencia de  casa  habitada. — Es  condición 
precisa  é indispensable  la  comunicación 
interior  para  que  el  robo  cometido  en 
dependencia  de  edificio  público  Ó casa 
habitada,  conforme  al  art.  523,  sea  cas- 
tigado con  arreglo  al  art.  521  del  Códi- 
go, y se  infringe  dicho  articulo  si  para 
aplicarle  se  loma  en  cuenta  dicha  cir- 
cunstancia cuando  aparece  que  si  hubo 
en  tiempo  una  puerta  de  eomuuicacion, 
ésta  se  encontraba  tapiada  al  cometerse 
el  delito.  (Sent.  18  enero  1876. — Ga- 
ceta 30  marzo,  pág.  68.) 

XLtlí.  Exacciones  con  intimidación. 
Constituyen  robo  y estafa. — Las  exaccio- 

(1)  Conforme  este  fallo  con  nuestro  Cuadro 
«inóptico  de  la  pág.  311  y con  la  escala  39;  pero 
adverlinios  que  la  nota  Í3  de  la  pág.  308  debe 
rectificarse  leyendo:  »Esia  pena  inferior  < esca- 
la 39)  es  el  arresto  mayor  en  su  grado  máximo 
á presidio  correccional  en  elminimo.  Fué  una 
errata  puratncule  material,  como  se  vé. 


nes  de  cantidades  por  medio  de  la  inii-. 
midacion,  suponiendo  que  son  para  una 
partida  de  bandidos,  constituyen  delitos 
de  robo  y no  estafa,  porque  el  ele- 
mento constitutivo  de  esta  consiste  en  la 
ingeniosa  sagacidad  que  se  emplea  por 
el  agente,  dirigida  á seducir  al  que  in- 
tenta perjudicar,  y que  por  lo  mismo  ex- 
cluye tal  astucia  y sutileza  toda  idea  de 
intimidación,  violencia  ú otro  medio  de 
igual  índole  que  coarte  é impida  el  ejer- 
cicio de  la  voluntad:  Que  por  tanto  con- 
curriendo intimidación  están  bien  cali- 
ficados los  heclios  como  robo^Sent.  24 
junio  1875.— Gac.  27  agosto,  pág.  27.) 

XLÍV.  Violencia  para  o/o7*^aí’  nn  do- 
comento.  Es  robo. — El  hecho  de  obli- 
gar á una  persona  con  violencia  ó inti- 
midación á suscribir,  otorgar  ó entregar 
una  escritura  pública  ó documento , cons- 
tituye el  delito  de  robo  conforme  al  ar- 
tículo 520,  por  lo  que  está  bien  aplicado 
el  caso  5.°  del  art,* 616,  ai  que  emplean- 
do violencia  obligó  á otro  á que  le  firma- 
ra un  pagaré  de  cierta  cantidad  confe- 
sando haberla  recibido  del  mismo. 

Dividida  la  pena  de  presidio  corree- 
eional  á presidio  mayor  en  su  grado  mc- 
dio,  conforme  al  art.  83,  en  tres  pe- 
ríodos ¡guales,  está  dentro  dei  grado 
medio  bien  aplicada  la  de  seis  años  y 
diez  meses  de  presidio  mayor  (1).  (Sen- 
tencia 21  diciembre  1875. — Gac.  16 
enero,  pág.  27.) 


(1)  Conforme  con  la  división  de  la  10.*  pe- 
nalidad de  nuestra  tabla  de  la  pág.  273. 


SENTENCIAS.  En  la  pág.  324  y si- 
ijuientes,  hacíamos  una  ligera  reseña  de 
. o establecido  en  la  Ley  orgánica  y en  las  ! 
de  procedimientos  sobre  el  número  de 
magistrados  necesarios  para  dictar  autos 
y sentencias,  añadiendo  también  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  Supremo  en 
cuatro  casos,  si  bien  eran  anteriores  á la 


Ley  de  Enj.  crini.  Ai  final  de]  articulo 
hacíamos  mérito  de  lo  establecido  ya  por 
el  art.  86  de  esta  ley,  y concluíamos  pre- 
guntando si  con  arreglo  á dicho  articulo 
que  exige  tres  magistrados  para  dictar  en 
lodo  caso  sentencias  las  Salas  de  las  Au- 
diencias, han  de  ser  todavía  tres  votos 
conformes  los  que  constituyan  sentencia 


Ó8Í  bastará  mayoría.  Hoy,  por  virtud  del 
decreto  del  Ministerio-Regencia  de  3 de 
enero  de  1873,  que  suspendió  en  la  pane 
relativa  al  Jurado  y a!  juicio  oral  y pú- 
blico ante  los  Tribunales  de  derecho,  la 
observancia  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  no 
consideramos  ni  es  ya  aplicable  dicho 
art.  86  á las  causas  en  que  el  juez  haya 
impuesto,  ó pedido  el  íiscal  de  la  Au- 
diencia alguna  de  las  penas  perpetuas,  ó 
cuando  sin  este  precedente  la  Sala  crea 
que  la  merece  el  procesado,  pues  en  estos 
casos,  habiendo  de  estarse  á las  disposi- 
ciones que  regían  a!  publicársela  Ley  de 
Enj.,  conforme  al  art.  2.°  de  dicho  de- 
creto, exige  la  regla  42  de  la  Ley  provi- 
sional para  la  aplicación  de  las  disposi- 
ciones del  Código  de  1850,  cinco  magis- 
trados para  ver  y fallar  las  expresadas 
c,ausas,  de  acuerdo  también  con  la  ex- 
cepción contenida  en  el  art.  640  de  la 
Ley  orgánica  del  poder  judicial. 

No  tenemos  casos  de  jurisprudencia  en 
apoyo  de  esta  opinión  nuestra,  ni  cree- 
mos tampoco  que  se  oponga  á ella  la 
Real  orden  de  l.°  de  junio  de  1873  (1), 
si  ha  de  armonizarse  con  lo  dispuesto  en 
el  citado  decreto  de  3 de  enero  del  mis- 
mo ano;  porque  si  antes  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  tenia  aplicación  dicha 


(t)  La  Real  orden  de  I."  de  junio  de  í87o, 
que  eslá  Inserta  en  el  vlpendíce  á nuestro  Dic- 
tidnariú  de  la  Admmistraeion,  pág.  318,  de- 
clara y resuelve  «que  derogadas  corno  lo  fue-  i 
ron  por  la  Ley  provisional  de  organización  del 
poder  judicial  y la  de  línj.  crim.  las  disposicio- 
nes anteriores  relativas  al  ])rocedÍinicnlo  en  los 
juicios  criminales,  desde  la  promulgación  de 
dichas  leyes,  deben  y han  debido  observarse  y 
cumplirse  extrictainento  sus  preceptos  en  cuan- 
to á la  coiistitiiciún  de  las  Salas  de  justicia, 
cómputo  de  votos,  resolución  de  discordias  y 
pronunciamiento  de  sentencias  en  los  expresa- 
dos juicios.  * 

Dictada  esta  Real  órden  para  resolver  una 
consulta  do  los  presidentes  de  tas  Audiencias  j 
de  Burgos  y La  Coruña,  de  importuna  se  hu- 
biera calificado  ¡l  ser  cierto  que  están  derogadas 
las  disposiciones  anteriores  á las  leyes  orgáni- 
ca y de  linj.  crim.  Los  mismos  decretos  de  22  i 
de  diciembre  do  1872  y 3 de  enero  tic  1873  di- 
cen lo  contrario,  y lo  que  realmente  sucedo,  | 
Á pesar  de  dichos  decretos  y de  la  Real  orden 
aludida,  es  que  no  se  sabe  lo  que  de  dichas  le- 
yes  está  vigente,  y lo  que  rige  todavía  de  las 
antiguas.  La  duda  arriba  indicada  ha  lomado 
»ás  cuerpo  con  la  aclaración. 


regla  hoy  que  no  conoce  el  Jura- 
do de  dichas  causai  debe  igualmente  ser 
aplicable,  conforme  al  repelido  decreto, 
por  la  mayor  garantía  de  acierto  que  ta 
ley  exige  para  las  de  tatila  gravedad. 

Ké  aquí,  sin  embargo,  un  fallo  que 
aunque  fundado  en  ser  anterior  el  escri- 
to de  acusación  al  lo  do  enero  de  1873 
en  que  empezó  á regir  la  ley,  dá  fuerza 
y autoridad  á la  doctrina  expuesta. 

(13  abril  1874.)  Vióse  en  la  Sala 
de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Valla- 
dolid  una  causa  sobre  asesinato  cometido 
el  (lia  9 de  junio  de  1872,  y sobre  la 
cual  había  presentado  su  escrito  de  cali- 
ficación e!  promotor  fiscal  del  Juzgado  el 
dia  4 de  enero  de  i873.  La  Sala  com- 
puesta solamente  de  tres  magistrados,  sin 
duda  porque  regia  ya  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, calificó  también  el  delito  como 
asesinato  cou  circunstancia  atenuante  y 
agravante  compensables,  ó impuso  al  reo 
Mariano  Herguedas  la  pena  de  cadena 
perpétua,  accesorios  y costas. 

Interpuesto  recurso  de  casación  por 
quebrantamiento  de  forma,  fundado  en 
haberse  dictado  la  sentencia  por  sólo  tres 
magistrados,  el  Tribunal  Supremo  de- 
clara haber  lugar  al  recurso  y manda  de- 
volver la  causa  á la  Audiencia  para  que 
la  reponga  al  estado  anterior  de  dictarse 
ia  sentencia: 

«Considerando  que,  conforme  á la  regla 
42  de  ia  ley  provisional  para  la  aplicación  de 
Jas  disposiciones  del  Código  penal  de  1850, 
son  necesarios  cinco  inagistrados  para  ver  y 
fallar  los  procesos  en  que  el  juez  de  primera 
instancia  haya  iiiipue.sto  ó pedido  el  fiscal  do 
la  Audiencia  alguna  de  las  penas  perpétuas, 
ó cuando  , sin  e.sle  precedente,  la  Sala  crea 
que  ia  merece  el  procesado:  que  en  el  articu- 
lo 640  de  ia  ley  soiire  organización  del  po- 
der judicial  se  señala  el  número  de  tres  ma- 
gistrados como  bastantes  para  formar  Sala 
en  las  Audiencias  en  todo.s  los  casos  en  que 
la  ley  no  exija  delerminado  número  de  ellos; 
y que  en  el  673  de  la  misma  ley  se  previene 
que  el  número  de  magistrados  para  fallar 
causas  no  puede  bajar  dei  nece.sario  para  ce- 
lebrar audiencia  ni  exceder  del  que  basU 
para  dictar  sentencia  con  arreglo  á las  leyes 
de  Enjuiciamieiilo : 

Considerando  que  la  Ley  orgánica  expre- 
sada no  derogó  las  regias  que  quedan  citadas 
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(le  la  provisiooal  para  la  aplicación  del  Códi- 
go de  J8ü0  , ?íno  que  ai  cimírario  se  reniilió 
á ellas  coMin  parte  que  eran  de  las  leyes  de 
procedim¡-*nUi;  que  tampoco  fueron  deroga- 
dos por  la  ley  de  18  dt  junio  de  1870,  !a 
cual , limitada  á las-tefornias  necesarias  para 
pianlear  el  recurso  de  casación  eu  los  juicios 
criminales,  dispuso  en  su  art.  1.**  que  las 
causas  coiiliiiuarnn  sustanciándose  con  arre- 
glo ala  legislación  enli'»n(;es  vigente,  salvas 
las  adiciones  y reformas  contenidas  en  la 
misma  ley,  y en  ella  no  se  hizo  ninguna  no- 
vedad acerca  de!  número  de  magistrados  que 
habían  de  rallar  las  causas: 

Considerando  que  si  bien  el  art.  86  de  la 
Ley  de  Enj.  crim.  exige  únicamente  la  con- 
currencia de  tres  mitgislrados  para  dictar  sen- 
tencia en  las  Salas  de  ío  criininal  de  las  Au- 
diencias; esta  ley,  conforme  al  decreto  de  su 
publicación  do  22  de  diciembre  de  (S72  , no 
tiene  aplicación  á las  cansas  en  que  el  i o de 
enero  de  la73  bubiese  sido  presentado  el  es- 
crito de  CHiilícacion  á que  se  refiere  el  ariícn- 
lo  2.®  de  la  ya  citada  de  iS  de  junio  de  1870, 
las  cuales  coDlinuaráo  sustanciándose  con 
arregio  al  procedimiento  vigente  el  dicho'  día 
22  de  enero: 

Considerando  que  en  esta  cansa  se  presen- 
tó el  4 de  enero  de  1879  ( I escrito  de  acusa- 
ción del  promotnr  fiscal,  del  cual  se  confirió 
traslado,  y de  cofiftiiíuienle  el  lo  ilel  mismo 
nics  liabía  ya  sido  propuesto  el  escrito  de  ca- 
lificación á que  se  refiere  el  tneocionado  de- 
creto, y con  arreglo  á él  debió  seguir  el  pro- 
cesado la  sustancíacioi]  antigua: 

Y considerando  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  dictar  su  aenleneia,  constituida  por  tres 
solos  magistrados,  fia  qnelmantado  la  forma 
del  procedimiento  que  exigía  la  concurren- 
cia de  cinco. « iScnt.  13  abril  1874. — Gace- 
ta 21  julio,  pág.  26. J 

Si  el  decreto  de  5 de  enero  de  187d 
al  suspender  el  Jurado  manda  que  se 
sustancien  las  causas  á él  sometidas,  con 
arreglo  á las  disposiciones  que  regían  al 
puLlicarie  la  Ley  de  Enj.  crim.,  parece 
indudable,  como  asentamos  al  principio, 
que  la  Real  orden  de  i.°  de  junio  antes 
citada,  no  es  extensiva  á las  causas  de 
muerte  ó de  penas  perpéluas,  en  cuanto 
al  número  do  magistrados  bastantes  paro 
formar  Salí!,  y que  es  aplicable  á ellas  la 
excepción  contenida  en  el  art.  GíO  de  la 

Ley  orgánica  y la  doctrina  de  la  senten- 
cia que  queda  inserta. 

SENTENCIA:  HOtlFlCACIONES.  (¿fíai- 


tard  gue  las  notificaciones  de  sentey)cÍaT 
definitivas  se  hagan  d los  procnrndores^  ó 
deberán  hacerse  d los  procesndos^^) — Tra- 
tan de  las  nniificaciones,  citaciones  y 
emplazamientos,  los  artículos  40  á 50  y 
7"  á 79  de  la  Ley  de  Enj.  crim.,  á ios 
que  hay  que  atenerse  desde  el  15  de 
enero  de  1873  en  que  está  en  vigor,  lia- 
bienJo  regido  antes  la  disposición  14 
del  art.  ol  del  reglamento  provisional, 
la  de  la  R.  0.  de  á de  noviembre  de 
183S,  y últimamente  la  de  8 de  abril  do 
1803.  Tenit^ndo  presentes  dichas  dispo- 
siciones el  Tribunal  Supremo,  y hacien- 
do de  ellas  aplicación  en  una  causa  de 
contrabando,  declara  que  está  bien  lieoba 
á los  procuradores  do  los  proi-esados  la 
notificación  de  la  sentencia  definitiva, 
por  no  exigir  el  art.  ofi  de  la  Ley  deEn- 
juiciamiénlii  que  se  baga  á los  mismos 
interesados;  que  consiguientemente  el 
término  de  ia  apelación  se  cuenta  desde 
que  la  notificación  ha  tenido  lugar  á di- 
chos procuradores;  y que  estimándolo 
así  el  Tribunal  sentenciador,  no  es  pro- 
cedente el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  fundado  en  el 
número  o.°  del  art.  90  del  R.  1).  de  20 
de  junto  de  1852  sobre  juiisdiccion  de 
Hacienda. 

Teniendo  aplicación  la  doctrina  indi- 
cada al  Enj.  común,  como  que  es  el  mejor 
y el  más  genuino  comentario  de  las  dis- 
posiciones indicados,  vamos  á exponer 
sucintamente  el  recurso  almtido  v á co- 
oiar  textualmente  los  fundamentos  del 
alio. 


(22  abril  1875.)  En  causa  s'eguida 
en  el  distrito  de  Palacio  de  Barcelona 
contra  varios  empleados  de  la  Aduana 
sobre  defraudación,  dictó  el  juez  senten- 
cia absolutoria  de  los  procesados,  qué 
fue  notificada  ú sus  procuradores , man- 
dando que  si'  dentro  de  los  cinco  dias 
no  se  interpooia  apelación,  se  llevase  á 
efecto,  y quedando  testimonio  literal  del 


sumario,  de  la  censura  fiscal  y de  la 
sentencia,  se  remitiese  la  causa  original 
al  fiscal  de  la  Audiencia  conforme  al  ar- 
tículo 8(1  ilíd  citado  R.  Ü.  de  20  de  ju- 
nio (le  iS5á.  Notificóse  la  sentencia  á los 
procuradores  y al  promotor  fiscal,  y no 


SENTENCIAS. 

liabiéndose  interpuesto  apelación , se  pre- 
tendió que  se  declarase  firme  y así  se  es- 
timó; pero  el  promotor  á los  diez  días  ó 
más  apeló,  y como  el  juez  admitió  la 
apelación,  la  Audiencia,  oyendo  alas 
parles,  dejó  sin  efecto  el  auto  do  admi- 
sión de  la  apelación.  El  Ministerio  fiscal, 
no  oblenienuo  la  reforma  que  solicitó, 
interpuso  contra  esta  sentencia  recurso 
de  casación  por  quebrarilamiento  de  for- 
ma, faudado  en  el  núm.  o.°,  art.  9íd  del 
citado  decreto,  y el  Tribunal  Supremo 
declara  íif)  haber  tugar  en  estos  términos; 

ccConsidcrando  que  las  causas  sobre  re- 
presión de  ios  delitos  de  contrabando,  de- 
fraudación y sus  conexos  deben  sustandaíse 
con  arreglo  á lo  prevenido  en  el  U.  D.  dc'^ 
de  junio  (le  1852,  y que  «en  todo  lo  que  un 
se  halla  especialmente  deterniíuado  en  él, 
respecto  del  Enjuiciamiento,  ha  denbservar- 
se  !ü  que  dispouen  las  leyes  cofuunes,))  con- 
Ibnne  á lo  preceptuado  en  el  art.  114  def 
mismo  Beal  decreto; 

Consitlerando , por  tanto,  que  en  defecto 
de  disposiciones  concrelfis  en  e!  diado  Real 
decreto  acerca  de  la  forma  en  que  han  de 
practicarse  las  noliricaciones  de  las  senten- 
cias definitivas  dictadas  en  las  expresadas 
causas,  procede  aplicar  las  estabieddas  en 
la  vigente  Ley  provisional  de  Enj.  criní. 'des- 
de el  día  15  de  enero  de  1S73  en  que  comen- 
zó á regir: 

ConsíderaDcIo  que,  según  el  arl.  50 'de' di- 
cha ley,  «las  notUicaciones,  cjitaciorresy  em- 
plazamietilos  pueden  practicarse  á ios  procu- 
radores de  las  partes,  exctíptuauilo ; primero, 
las  citaciones  que  la  ley  disponga  que  se  prac- 
tiquijii  á Ies  nusiiios  interesados  en  persona; 
segundo,  las  citaciones  que  tengan  por  ob- 
jeto la  comparecencia  obligatoria  de  cstos;« 

Considerando  que  antes  de  publicarse  la 
precitada  ley,  conforme  á la  letra  y al  espií- 
rilu  de  la  B.  0.  de  8 de  abril  de  1803,  era 
la  legalidad  existente  ^ consentida  y repeti- 
damente declarada^  que  ias  sentencias  de 
las  segundas  instancias  que  expresa,  lo  mis- 
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moque  las  de  primera  instancia,  que  por 
disposiciones  especiales , como  en  el  caso 
actual,  podían  adquirir  igualmente  ei  carác- 
ter de  ejecutorias  en  virtud  del  consentimien- 
to ó aquiescencia  de  los  procesados,  «no  de- 
Inán  Dolilicarse  en  persona  á las  parles,  sino 
j á sus  procuradores,  haciéndose  úiiicanienU 
á aquellos  cuando  eran  ejecuturias  para  su 
cumplimiento; aprovechándoles,  sin  embar- 
go, y perjudicándoles  respecMivnmísute  la  no- 
íUicacion  hecha  al  procurador  para  todos  lo.-; 
efectos  legales;» 

Considerando  quo  no  obsta  á lo  anlcrior- 
inénte  mauifeslado  lo  prescrito  en  la  disposi- 
ción 14  del  aft.'5i  del  reglamento  provisio- 
; nal  para  la  admiriistracion  de  justicia,  y en  la 
de  la  Real  órdeu  de  4 de  noviembre  de 
1838,  porque  estas  se  refieren  directa  y ma- 
nifiestamente Vf  tas  sentencias  de  primera  ins- 
tancia sobre  delitos  comunes,  que  no  tenian 
legalmeute  fuerza  obligatoria,  ni  podían  ser 
ejecutorias  sin  la  consulta  préviay  confirma- 
ción del  Tribúual  superior  (f). 

Y considerando  que  por  consecuencia  de 
lo  expuesto  es  indudable  que  la  notificación 
hecha  á los  procuradores  de  las  parles  de  la 
sentencia  deíiuiliva,  que  dictó  el  juez  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  Palacio  de  ia 
ciudad  de  Barcelona  el  31  de  marzo  de  1874 
en  ía  causa  seguida  por  el  tmmeionado  delito 
de  defraudación  y otros  conexos,  se  ha  prac- 
ticado en  el  tiempo  y forma  prevenidos  en  la 
citada  legislación  vigente,  aplicalde  á los  ca- 
sos de  esta  naturaleza  y condiciones;  y qua 
lor  lauto  no  se  han  infringido  las  reglas  del 
ínjuiciamiento  expresadas  en  el  núm.  5.® 
del  art.  9tí  del  repetido  Real  decreto  de  20 
de  jimio  de  1852,  en  que  se  funda  el  presente 
recurso.»  (Scnl.  2 2 abril  1875. — Gao.  10 
junio,  pág.  118.) 


(1)  El  Real  decreto  de  20  de  junio  de  1852 
se  halla  inserto  en  nuestro  IHcciimario  de  la 
Adininislraccion , artículo  Ccintuauando;  la 
R.  O-  de  8 de  abril  de  1863  en  Cúlugo  piínal, 
pág.  211,  y el  Reglamcnio  provisional  cu  Jus- 
ticia. 


TENTATIVA  DE  DELITO.  Hemos  dicho 
dos  fiiilabras  sobre  le  tentativa  de  delito 
en  Dei.ito  goissumado  t frustrado,  pá- 
gina 107,  y en  Temativa,  pág.  329,  La 
tentativa  está  definida  en  el  último  pár- 


rafo del  art.  3.°.  La  pena 'correspondiente 
á los  autores,  cómplices  y encubridores 
déla  tentativa  de  un  delito  se  determina 
en  los  oris.  (57,  72  y 73,  debiendo  des- 
cenderse para  el  autor  de  tentativa  dos^ 


r 
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grados  de  la  pena  señalada  para  el  de 
delito  consumado;  para  el  cómplice  de 
tentativa  tres  grados^  y para  el  encubri- 
dor de  tentativa  cxialro  grados.  Práctica- 
mente se  demuestra  mejor  la  penalidad 
correspondiente  al  delito,  según  que  se 


le  califique  de  consumado,  de  frustrado, 
ó de  tentativa,  y según  la  participación 
que  en  él  bayan  tenido  los  procesados, 
por  medio  de  los  dos  siguientes  cuadros 
que  son  en  rigor  uno  mismo  con  dislinU 
forma: 


PRIMER  CUADRO. 


[Autor 

Homicidio  consumado.  .. ./Cómplice. .. . 

(Encubridor.  . 


Reclusión  temporal  (í). 
Prisión  mayor  (4). 
Prisión  correccional  (7). 


(Autor. 

Homicidio  frustrado.  . . . Cómplice 

(Encubridor. . . 


Prisión  mayor  (2). 
Prisión  correccional  (5). 
Arresto  mayor  (8). 


(Autor 

Tentativa  DE  homicidio,  .'Cómplice. . 

(Encubridor 


Prisión  correccional  (3). 
Arresto  mayor  (GJ. 
¡Multa  (0). 


SEGUNDO  CUADRO. 


Auron  de, 


(Homicidio  consumado,. 
( Homicidio  frustrado. , . . 
(Tentativa  de  homicidio. 


Cómplice 


Encubridor.  . 


Homicidio  consumado.. 
Flomicidio  frustrado. . . . 
Tentativa  de  homicidio. 


Homicidio  consumado.. 
.¡Homicidio  frustrado. . . . 
Tentativa  de  homicidio. 


. . ¡Reclusión  temporal  (t). 
Prisión  mayor  (2), 
Prisión  correccional  (3), 

Prisión  mayor  (4). 
Prisión  correccional  (5). 
Arresto  mayor  (GJ. 


Prisión  correccional  {7}. 
Arresto  mayor  (8). 

Mulla  (9). 


« * 


ir  iD  La  pena  nij*®  1®  l*^y  senalA  al  delito  se  entiende  al  consumado  (art.  64):  y consiguiente- 
mente  la  pena  del  homicidio  consumado  es  la  reclusión  temporal  ¡art.  419). 

(2)_  A ios  autores  de  delito  fru.strado  corresponde  la  pena  inmediatamente  inferior  en  erado  á 
la  señalada  para  el  delito  consumado  (art.  66j.  ® 

iada  poí  UleT^rl  íll  yenTo'c'onsSmadó"  -lo'  «rados  á la  soSa- 

ladi  p.fa'“  5S' ¡nmedialame.to  inferior  en  grado  á la  aeña- 

frnsírado'°arL°Ko'‘"’'‘  P^^-infarlor  en  grado  á la  señalada  para  el  delito 

ticnlo  72)'“  ‘«"‘“‘i''»  '1  pena  ¡"ferior  en  grado  á la  señalada  para  la  tentativa  (ar- 

cl‘deiito  'ZTntioZtl  69,^°"“’  ™ ¿da  grados  d la  señalada  para 

I=fi.rtérdSluSo‘‘mu  71)/'“'“^“  ■*“  ^dñalada  por  la 

taíh’a  id  '«Plativa  la  pena  inferior  en  dos  grados  á la  señalada  para  la  ten- 
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Cuando  se  interponga  recurso  de  ca- 
sación sol)re  error  en  la  calificación  del 
delito  ó de  su  participación,  deberá 
fijarse  bien  el  recurrente  en  si  el  motivo 
es  la  calificación  del  delito  como  consu- 
mado ó como  frustrado  ó como  tentati- 
va; ó si  lo  es,  la  calificación  en  la  parti- 
cipación que  se  le  atribuye,  ó tal  vez  las 
dos  cosas.  En  el  primer  caso,  el  recurso 
debe  fundarse  en  el  núm.  3.*^  del  ari.  798 
de  la  Ley  de  Enj.  crim. , y citar  como 
infringido  él  art.  3.°  del  Código,  y ade- 
más el  dsl  respectivo  delito.  En  el  segun- 
do caso,  deberá  apoyarse  en  el  núm. 
del  mismo  art.  71)8  y designar  como  in- 
fringidos los  artículos  que  correspon- 
dan, según  los  casos,  06  al  75.  Y si  el 
error  que  se  atribuye  es  en  las  dos  co- 
sas, deberán  hacerse  las  citas  de  ambos, 
números  y de!  art.  3.°  y los  demás  in- 
dicados. Hé  aquí  un  caso  que  demuestra 
la  necesidad  de  poner  mucho  cuidado 
en  este  punto; 


Error  ó no  en  considerar  como  autor  de 
tentativa  al  guCj  según  los  hechos  que  se  de- 
claren prohados , deha  declararse  sólo  edm- 

plice  ó encubridor  de  tentativa. 

* 

El  Tribunal  Supremo,  ai  decidir  los  recur- 
sos de  casación,  no  puede  ménos  de  hacerlo 
declarando  ó no  infringidas  las  leyes  que  se 
supongan  haberlo  sido  al  interponerlo.  Con- 
siguientemente, si  uno  que  es  penado  como 
ouíor  de  tentativa  de  violación  cree  que 
sólo  debe  serlo  como  cómplice  ó como  en- 
cubridor de  dicha  tentativa  é interpone  re- 
curso de  casícion,  á la  vez  que  fundarle  en 
el  caso  4.*^  del  art.  798  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento criminal,  deberá  citar  como  in- 
fringidos el  15  ó 16  y el  72  ó 73,  según  el 
caso,  y no  sólo  el  art.  3.® , pues  éste  no  tiene 
relación  con  el  fundamento  4.®  do  dicho  ar- 
tículo 798.  Citando  sólo  el  art.  3.®  y el  fun- 
damento 4.°,  no  puede  prosperar  el  recur- 
so. Esta  es  la  doctrina  consignada  declaran- 
do no  haber  lugar  á un  recurso  de  casación 
en  causa  sobre  tentativa  de  violación.  {Sen- 
tencia 24  marzo  1874. — Gao.  12  julio,  pá- 
gina 6.) 


USURPACION  DE  ATRIBUCIONES.  En 

dos  distintos  títulos  del  Código  se  dictan 
disposiciones  sobre  el  delito  de  arrogarse 
un  funcionario  público  atribuciones  que 
no  le  competen  ; en  el  lí,  «De  los  deli- 
tos contra  la  Constitución»  cap.  II,  sec- 
ción 2.^,  arts.  204  y siguientes,  y en 
el  tít.  VÍÍ,  «De  ios  delitos  de  los  funcio- 
narios públicos  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos,®  cap.  VII,  arts,  388  á 393.  Ya 
hemos  tratado  de  este  mismo  asunto  en 
la  pág.  330,  y deberá  también  consultar- 
se el  artículo  Competencias  administra- 
tivas^ págs.  147  y 420,  donde  se  indi- 
can los  medios  legales  establecidos  para 
evitar  que  las  autoridades  administrati- 
vas invadan  las  atribuciones  de  las  judi- 
ciales, y que  estas  se  entrometan  en  las 
que  son  propias  de  la  Administración. 
Los  casos  en  que  la  usurpación  de  atri- 
buciones constituye  delito,  nos  lo  dicen 
principalmente  los  arts.  388  y demás  del 
capítulo,  teniendo  en  cuenta  que  ha  de 
ser  la  usurpación  notoria  y maliciosa  ó 


indisculpable.  Son  raros  los  casos  en 
que  prosperan  los  procesos  sobre  este 
delito,  y aparte  del  caso  contenido  en 
la  pág.  330,  hé  aquí  otros  cuatro : 

.1.  Proeesamiejito  de  un  alcalde  por 
haber  impuesto  varias  detenciones  casti- 
gando infracciones  de  montes  sin  instruc- 
ción de  expediente  f y por  hurto  de  estiér- 
col de  particulares, 

Pr  cesado  el  alcalde  de  Liria  D.  Vi- 
cente Jimeno  ñor  varias  detenciones  ile- 
gales con  motivo  de  sustracción  fraudu- 
lenta de  productos  forestales  de  los  mon- 
tes de  la  villa,  sin  instruir  el  expediente 
prevenido  en  el  reglamento  de  17  de 
mayo  de  1865,  y también  por  haber  de- 
tenido tres  dias  ó impuesto  una  multa  á 
otro  por  sustracción  de  otras  de  propie- 
dad particular,  se  defendió,  en  cuanto  á 
las  detenciones  por  daños  de  montes,  di- 
ciendo que  fueron  juzgadas  con  arreglo 
al  art.  30  de  las  Ordenanzas  rurales  de 
aquella  villa. 
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La  Sala  que  entendió  en  !a  causa  con- 
denó al  referido  alcalde  por  ambos  dedi- 
tos,  detención  y usurpación  de  atribu- 
ciones; é inierpuesio  recurso  do  casación 
fundado  en  el  caso  4.°,  arl.  4°,  Ley  pro- 
visional lie  casación,  citando  como  in- 
fringidos los  arts,  2l0  yd83  del  Código, 
el  Tribunal  Supremo,  declara  «o  haber 
lugar: 

cfCiiüsidaraníI'j  (jue  en  los  recursos  por  in- 
fracción de  ley,  el  Tribunal  Supremo,  con- 
forme á lo  prescrilo  en  el  art.  7.°  de  la  pro- 
visional de  ÍS  de  jumo  de  i 870,  debe  aceptar 
los  huellos  corno  vengan  consignados  en  la 
ejeculoria,  liiniiánd  tse  á declarar  si  se  lia 
cometido  ó no  !a  infracción  alegada,  en  el  su- 
puesto de  que  sea  alguna  de  las  señaladas  en 
el  art.  4.°  de  ¡licija  ley; 

Considerando  que  uü  resulta  acreditado 
que  en  ía.>  Ordenanzas  rurales  de  Liria  estén 
penadas  con  la  mulla  de  7 p'-selas  fíü  cénti- 
mos las  sijslracciones  fraudulentas  de  produc- 
ios forestales  de  los  montes  del  común,  cuyo 
valor  no  llegue  á 10  pesetas,  según  supone  y 
alega  la  iliTensa  del  recurrente;  que  aunque 
así  fuen?,  linllándose  comprendiilas  esas  sus- 
tracciones CM!  la  regia  3.^,  con  relación  á la 
1 del  .irL.  1 21  del  reglamento  de  17  de  mavo 

m ■ 

de  18(io  [lara  la  ejecución  de  la  Ley  de  inou- 
tes  díi  iNfiO,  según  en  ella  se  previene,  el 
proci‘S.ii((i  ^'íceí^te .limeuD  Purta,  alcalde  en- 
tónces  de  dicha  villa,  debió  instruir  expedien- 
te, así  para  imponiT  inultas  á los  autores  de 
las  susiracciones,  como  para  decretar  el  ar- 
resto lie  é.''tus  por  su  insolvencia: 

CoiiftitliTando  que  Jimeno  Porta,  sin  previa 
instnicciiin  <le  expediente,  formalidad  indis- 
pensable en  el  caso  de  que  se  trata,  según  la 
ya  ciiarla  disprisicion  legal,  no  sólo  multó  y 
arrestó  á las  personas  denunciadas  por  las  re- 
feridas siisiniccioMcs , sino  que  procedió  de 
igua)^  mudo  contra  Mariano  IPiyo  y Manuel 
Tomás  Navarro  pnr  sustracción  también  de 
unas  algarrobas  y de  estiércol  de  propiedad 
part.ieulitr,  siendi  Dotoria mente  estas  últíinus 
sustracciones,  por  su  índole  y entidad,  de  tu 

exclusiva  competencia  del  juez  municipal  de 
Liria: 

Considerando  que  esos  hechos  que  han 
motiva  lio  e.-ta  causa , y se  consignan  como 
probados  vn  la  sentencia  recurrida,  constitu- 
yen indudíiblcnienle  los  dos  delitos  que  se 

liailiiii  cndiprHmlidos  respeciivamente  en  el 

párrafo  primero  del  art  21ü  y en  el  párrafo 
segundo  del  339  del  Código  penal  vigen- 

" — 

(i)  En  loi  arlíenlos  Mjntss,  pág.  2Ót;  Cow- 


Y cnnsiderarido,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  la  Sala  sentenciadora,  al  calificar  y penar 
los  hechos  que  liau  motivado  esta  causa  del 
modo  que  lo  ha  calificado  no  ha  cometido  el 
error  de  durei  ho  á que  se  refiere  el  caso  3.® 
dtd  art.  4.®  li-^  la  precitada  ley  dn  ca.?acion 
crimiuaí.  ni  infringido  ninguna  de  las  di.spo~ 
siciones  legah's  que,  en  tal  cunot-plo  fita  la  de- 
fensa d d recurri.'fite.»  (Sent.  20  abril  187 -4. 
— Gac.  26  jiili'i,  pág  34.) 


Ilt.  Proi'r$a?nien(o  de  un  juez  íjíutií- 
cipal  por  haber  diclado  senlencia  en  wíí 
y«tcío  ó arlo  de  conciliación  sobre  inju- 
rias imponiendo  la  pena  del  Código, 
¿Uwe  reglas  son  las  que  rigen  para  los 
actos  de  cotic'diacion  sobre  materia  cri- 
minal'^ (l). 

En  un  acto  de  conciliación  sobre  in- 
jurias cetebr.ido  ante  el  juez  municipal 
de  Tamajüo,  D.  Faustino  Alonso,  dictó 
este  juez  setilfiicia  condenando  á los  de- 
mandados á dos  años,  cuatro  meses  y un 
dia  de  destierro  á 23  kilómetros  de  dicha 


vdla,  y en  la  multa  de  230  pesetas  á 
cada  uno. 


En  vista  de  e.ste  fallo,  los  que  resulta- 
ban condenados  acudieron  á la  Audien- 
cia quereliandose  criminalmente  contra 


yiíTtíNci.vS  At»MiNi.sTEíAT]\’A.s,  púg-s.  147  y 420;  en 
Faltas,  níig.  2t.j;  en  llotiTO,  pág.  423  y en  Da- 
ños De  GA.NAOüS , pág  -429  , puede  estudiarse  la 
Jurisprudenoia  <!.siableciija  sobre  el  asunto  que 
es  übjtíiu  de  este  lalto, 

(1)  Nos  r.uni  linio.s  al  artículo  Acto  de  con- 
ciLiAOiuN,  pág.  ;l.al,  donde  se  inserta  una  sen- 
tencia de  4 de  marzo  de  187o  en  la  que  tenui- 
nariti'iii'Tile  ;'ie  consigna  la  doctrina  de  que  los 
aris.  20o.  212  y 213  de  la  Ley  de  línj.  civil  (y 
debe  enleniierse  lo  mismo  do  los  demás),  no 
tienen  aplieacinn  á los  actos  de  conciliación 
subr-’  materia  cnniinal.  No  bcibiejidoeatabíecido 
reglas  ¡lura  éstos  la  Ley  de  Erij.  crim.,  claro  ea 
que  rigen  todavía  ios  artículos  del  reglamento 
pruvision-i!,  y .según  estos  procede  dictar  provi- 
denci.i.  l.a  verdad  es  que  esto  no  se  piactica,  ó 
no  saberiiós  que, se  practique  ya  en  ningún  ter- 
ríiorio,  y de  lod  is  mudos  la  providencia  que  s* 
dicte  lieberá  ser  co?iCi7íaíorta.  Pero  de  que  un 
juez  iiiunicip.il,  lego,  imponga  la  pena  del  Có- 
digo más  ó ni  é nos  acería  da  me  ule  no  se  deduce, 
como  con  tanta  razón  consigna  el  Tribunal  Su- 
preiiio,  que  cometa  el  delito  de  usurpación  de 
atribuciones.  Ei  mismo  art,  23  del  reglamento 
pone  en  su  caso  el  correctivo,  puesto  que  exige 
que  las  partías  expresen  si  se  conforman  (5  no 
con  la  prov idi'iicia , y con  no  conformarse  está 
logrado  el  objeto  ile  que  la  providencia  no  surta 
efectos,  cualquiera  que  ella  sea. 
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el  referido  juez,  quien  en  su  indagatoria 
dijo  (¡ue  ignoraba  el  derecho,  y que  aun- 
que había  dictado  dicha  providencia,  no 
se  consideraba  facultado  para  llevar  á 
efecto  lo  decidido.  La  Sala,  sin  embargo, 
declaró  que  el  hecho  probado  consliluia 
el  delito  de-  usurpación  de  atribuciones 
judiciales,  sin  circunstancias  atenuantes 
ni  agravantes,  y teniendo  presente  los 
arls.  20i,  núm.  82,  núm.  l.°,  y 28 
del  Código,  la  condenó  en  cuatro  anos 
de  suspensión  de  todo  cargo  público  y 
derecho  de  sufragio  activo  y pasivo  y en 
todas  las  costas. 

Interpuso  Alonso  recurso  de  casación, 
fundado  en  los  números  primeros  de  los 
arts.  797  y 798,  citando  como  infringi- 
dos el  art.  204  del  Código,  y el  2d,  24 
y 25  del  reglamento  provisional,  y el 
Tribunal  Supremo  declara  haber  lugar 
al  recurso,  y casa  y anula  la  sentencia: 

«Considerado  que  el  recurrente  D.  Faus- 
tino Alonso  Herrauz,  al  intervenir  en  el  acto 
de  conciliíifion  por  injurias  de  que  queda  he- 
cho mérito,  lo  veriñeó  en  concepto  de  juez 
municipal  y en  uso  de  las  atribuciones  que 
como  tal  le  correspondían ; 

Considerando  que  en  toda  la  tramitación  del 
acto  incluso  la  sentencia  que  se  creyó  auto- 
rizado para  dictar,  no  tomó  otro  carácter  ni 
pretendió  ejercer  otras  funciones  que  las  de 
su  mencionado  cargo  y que  no  intentó  tam- 
poco llevar  á efecto  la  pena  que  declaraba  en 
su  providencia,  limitando  así  la  fuerza  de  esta 
á los  efectos  puramente  conciliatorios; 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el 
error  eo  que  incurriese  a!  proceder  así  en  lo 
reialivo  á la  sentencia,  no  por  eso  está  en  el 
caso  del  funcionario  público  que  se  arroqa 
atribuciones  judiciales^  puesto  que  él  las  te- 
nia de  esta  clase,  y que  á título  de  ellas  fun- 
cionaba, siquiera  Ío  hiciese  de  un  modo  im- 
procedente: ■ 

Y considerando  que  no  reúne  ese  hecho 
las  condiciones  precisas  para  constituir  el  de- 
lito que  deliue  y pena  el  art.  204  del  Código 
penal,  y que  por  tanto  la  Sala  sentenciadora, 
al  calificarlo  de  usurpación  y arrogación  de 
atribuciones  judiciales  lia  infringido  el  pre- 
citado artículo,  é incurrido  en  el  error  de  de- 
recho á que  se  refiere  el  art,  798  , núrn.  < ° 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  criminal. » (Sen- 
tencia 24  setiembre  1874.— Gac.  13  octu- 
bre, pág.  ltí9.J 

IV.  Procesamiento  de  un  juez  wtuni- 
JuR.  Pen. 


cipal  por  haber  formado  una  ronda  ar- 
mada para  velar  por  el  orden  piiblieOf 
usurpando  alribudones  de  la  autoridad 
adniinistraliva,  svi  autorización  ni  dele- 
gación de  ésta. 

Siendo  juez  municipal  de  Muro  Doa 
Juan  Solves,  formó  en  la  noche  del  5 de 
agosto  de  1873  una  ronda  «armada,  coa 
la  cual  discurrió  por  las  calles  de  la  po- 
blación para  velar  por  el  orden  público, 
y cuando  eneoniró  la  ronda  que  man- 
daba el  alcalde  diólelavoz  do  «alto»  ha- 
ciendo avanzar  á éste  para  rcconocerleo 
Formada  causa  por  este  hecho,  ia  Sala 
en  su  sentencia  lo  calificó  de  delito  de 
usurpación  de  atribuciones,  porque  al 
formar  la  ronda  el  juez  municipal  sin 
haber  obtenido  préviamente  autorización 
del  gobernador  de  la  provincia  se  salió 
de  su  esfera  é invadió  visiblemente  la  del 
alcaide,  que  por  su  parte  estaba  prestan- 
do ya  este  servicio;  y como  no  concur- 
riesen circunstancias  ápreciables,  con- 
denó á Solves  á dos  años  y un  día  de 
suspensión  del  cargo  que  ejercía  y en  las 
costas : 

Solves  interpuso  recurso  de  casación, 
fundado  en  los  núms.  1.®  y 3.°,  art.  798 
de  la  Ley  de  Enj,  crim.,  designando  como 
infringidos  losl.°,  2.“  y 398 del  Código; 
y el  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  al  recurso  ^ considerando  lo  dis- 
puesto en  los  núms.  1.®  y 3.*",  art.  79S 
citado,  y además , 

«Considerando  que , según  los  consigna- 
dos y admitidos  como  probados  por  la  Safa  de 
lü  criminal  de  ia  Audiencia  de  Valencia,  Don 
Juan  Bautista  Solves  y Rives,  juez  municipal 
de  Muro,  formó  una  ronda  con  el  objeto  de 
velar  por  el  órden  público,  y con  ella  dis- 
currió por  las  calles  del  pueblo,  arrogándose 
atribuciones  propias  de  las  autoridades  ad- 
ministrativas, incurriendo  por  tanto  en  Ja 
responsabilidad  que  marca  el  arl.  389  dei 
Código  penal  vigente: 

Y considerando  que  no  constando  en  los 
referidos  hechos  consignados  que  al  obrar 
así  lo  hiciere  por  delegado u ni  encargo  del 
alcalde  ni  de  otra  autoridad  administrativa. 
Ja  Sala  sentenciadora  al  declararle  culpable 
y condenarle  con  Ja  pena  de  dos  años  y uu 
dia  de  suspensión  del  cargo  de  juez  munici-* 
pal  no  ha  incurrido  en  el  error  de  derecho 
eu  que  apoya  su  recurso  el  procesado,  ni 
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infringido  los  artíoulo»  delCodigo  que  cita.i 
(Sent.  31  octubre  1874.— £?ac.  15  diciem- 
bre , pág.  222. J 

V.  Procesamiento  de  alcaldes  por 
haber  dictado  providencias  con  celo  in- 
discreto  á consecuencia  de  hallarse  emba- 
razada una  mxijcr  soltera^  para  eiritar  ó 
precaver  todo  aUntado  ron  ira  la  prole. 

En  17  de  junio  de  1870  D.  Santiago 
Urdíales,  alcali.'e  de  Gradefes,  oBció  al 
pedáneo  de  Cifuentes  D.  Marcos  de  Caso 
que,  noticioso  por  diferentes  quejas  de 
que  Petra  del  Rio,  sirviente  det  cura  de 
Gifuenies,  se  hallaba  embarazada,  con  el 
fin  de  evitar  el  escándalo  que  se  ocasio- 
naba, asegurar  el  feto  y prevenir  cual- 
quiera ocurrencia  desagradable,  creía 
conveniente  que  acompañado  de!  secre- 
tario del  Municipio  y dos  testigos  pasara 
á la  casa  del  cura  é hiciera  sabt^r  á la 
Petra  se  trasladase  á la  de  otro  vecino;  y 
caso  de  no  veníicarlo,  se  la  designara  el 
mismo  pedáneo;  el  cual,  en  su  cumpli- 
miento y próvio  permiso  del  cura,  se 
constituyó  en  casa  de  éste,  acompañado 
del  secretario  y dos  testigos,  haciéndole 
presente  la  órden  del  alcalde  popular  en 
presencia  de  la  Petra,  que  propuso  tras- 
ladarse á la  casa  de  Feíifie  Hornandez; 
pero  como  éste  era  un  pobre  jornalero 
que  no  podría  proporcionarle  la  asisten- 
cia d-bida,  se  la  propuso  la  de  D.  Caye- 
tano de  la  Varga,  cont'^stando  la  Petra 
que  en  aquella  hora  no  salía  de  casa,  pero 
lo  verificaría  por  la  noche,  extendién- 
dose de  ello  una  acta  que  firmaron  todos 
ios  mencionados. 

La  Petra,  sm  llegar  á presentarse  en 
casa  do  la  Varga,  se  fué  al  amanecer 
del  sigunmte  dia  á Saei  hures,  jurisdic- 
ción deCubillas,  á casa  de  una  hermana, 
cuyo  alcalde,  también,  en  virtud  de  oficio 
del  dé  Cifuenies,  se  presentó  en  casa  de 
la  Petra  con  el  secretario  y un  cirujano, 
y hallándola  con  calentura,  encargó  á su 
cuñauo  que  mirase  pnr  ella  hasta  que 
leí  minase  el  mal;  perú,  no  obsi¡ínle,se 
marchó  á Pesquen  donde  dió  á luí  un 
niño  que.  llevó  al  Httspicio  de  León. 

^ Querellóse  la  Petra  de  los  h."cli(js  refe- 
ridos, é instruida  la  correspondiente 
causa , solicitó  se  declarara  quo  coosti- 


tuian  los  detiiGsde  detención  arbitraria, 
atentado  contra  la  Constitución  y los  de- 
rechos individuales,  usurpación  de  atri- 
buciones, etc. , etc.,  pero  en  definitiva 
declaró  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Au- 
diencia de  V'^alladolíd  que  los  hechos  no 
conslituian  delito  alguno,  y absolvió  á 
los  alcaldes  procesados,  imponiendo  las 
costas  á la  acusadora. 

Esta  interpuso  recurso  de  casación, 
fundada  en  el  núm.  2.*^,  ari,  798,  Ley  de 
Enj.  crim.,  citando  como  infringidos  los 
381),  495,  497,  503  y 510  del  Código  pe- 
nal, y el  Tribunal  Supremo  declara  no 
haber  lugar  al  recurso: 

«CuLsiiJeraudo  que  los  actos  de  precau- 
ción y celo  más  ó iiiénos  discreto  referentes 
al  alcalde  de  Grad«f«s  y demás  procesados  no 
cousliliiyen  verdadera  detención  ni  coacción 
de  la  denunciante,  puesto  que  si  bien  se  la 
intimó  que  mudase  de  morada,  designán- 
viola  en  donde  debiera  permanecer,  estuvo 
donde  lo  creyó  más  conveniente,  sin  moles- 
tia ni  privación  de  su  libertad , alternando 
de  uno  á otro  sitio  y lugar  según  le  permi- 
tía su  estado; 

Considerando  que  el  hecho  de  intimida- 
ción á la  Petra  no  es  de  arrogación  tle  utri- 
iiuciones  jii  iíciales,  ni  fuó  ilispuesto  por  un 
[lartictilar , ni  mediaron  en  su  virtud  actos  de 
aprehensión  para  presentarla  á la  autoridad, 
ni  de  detención  y coacción  como  se  ha  ex- 
jtiesto,  y por  consiguiente  ninguno  de  los 
lechos  se  halla  comprendido  bajo  la  sanción 
de  los  artículos  38M,  405,  497,  503  y 510  del 
Código  penal,  como  se  supone  por  funda- 
mento del  recurso: 

Y coDsíderanilo,  en  virtud  de  lo  expuesto, 
que  aunque  io.s  heclios  coustiluyeran  delito, 
no  ha  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en 
error  comprendiiio  en  el  núm.  2.®  del  artí- 
culo 79í^  de  la  Ley  de  Enj.  crim.  por  infrac- 
ción de  los  ánies citados  del  Código,  los  cua- 
les en  aquel  ca.so  no  serian  los  aplicables  f 1).» 

(1)  En  pI  Consultor,  núm.  19, correspondien- 
te al  2o  Je  split'inbre  1853,  pág.  pxposi- 
mus,  contesUindü  á una  cousulia,  las  medidas 
de  iirpcaucton  que  en  algún  cuso  podrían  adoptar 
los  alcaides  para  evitar  que  alguna  mujer  des- 
graciada, que  h.<ya  cuncebidu  ilegítiniainente, 
aienU-  contra  la  j.rule,  y condenamos  por  regl.i 
gi'neral  toda  inedida  ttirecta  coinoatenlatoria  al 
pudor  y á la  desgracia. 

Otra  vez  en  el  mismo  periódico  volvimos  i 
tratar  del  asunto,  en  el  iiüm.  de  10  de  marzo 
de  18ÍÍ9.  también  en  el  propio  sentido,  á pro- 
üsiiü  ilf  Una  circular  de  la  Jauta  provincial  dfr 
eDeticflQcia  de  Soria. 


USURPACION...-— VIOLACION.  {Jurisp.  penal). 


{Sent,  5 diciembre  1874.— 6’ac.  26  eDero, 

página  31 .) 

USURPACION  Da  ESTADO  CIVIL.  El  es- 
tado civil  es  la  condición  que  una  perso- 
na ocupa  en  la  sociedad  ó en  la  fami- 
lia, atendido  su  nacimiento,  su  filia- 
ción, su  sexo,  etc.,  de  modo  que  el  de- 
lito (le  usurpación  del  estado  civil  tiene 
que  consistir  en  suponerse  otra  persona 
real  y efectiva,  para  usurparla  sus  dere- 
chos de  padre,  de  hijo,  de  esposo,  de 
heredt-ro  ó legatario,  etc.  El  estado  de 
las  personas  es  ini prescriptible  y no  pue- 
de ser  objeto  de  transacción  ni  de  com- 
promiso . 

Suele  alguna  vez  confundirse  en  cier- 
to modo  con  la  estafa  y con  la  falsedad, 
pero  sus  diferencias  son  esenciales,  aten- 
dido lo  que  dejamos  dicho  y lo  dispues- 
to en  los  arts.  483  al  485.  Fié  aquí  un 
caso  en  que  la  Audiencia  de  Madrid  ca- 
lificó como  usurpación  de  estado  civil  lo 
que  era  falsedad,  habiendo  casado  y 
anulado  la  sentencia  del  Tribunal  Su- 
premo : 

(29  abril  1874.)  D.  Víctor  Moreno 
luhia  presentado  ante  la  Comisión  pro- 
vincial tie  Madrid,  al  llamar  al  quinto 
Joaquín  Martínez,  á otro  mozo  á quien 
sedujo,  que  conle^tó  por  dicho  nombre 
para  que  sirviera  su  suerte.  Procesado 
Moreno,  fue  condenado  como  reo  de  fal- 
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sedad  de  documento  público  y de  usur- 
pación del  estado  civil  á la  pena  corres- 
pondiente. Interpuesto  por  el  Ministerio 
fiscal  recurso  de  rasa  ció  n , porque  st 
bien  había  habido  delito  de  falsedad  no 
así  el  de  usurpación  del  estado  civil,  el 
Tribunal  Supremo  declara  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  , y casa  y anula 
la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Madrid: 

((Considerando que  según  los  mencio- 

nados heclios  consignadfts  y admitidos  por  la 
Sala  sentenciadora  en  la  furnia  que  vienen 
expresados  en  !a  sentencia  repetida , siendo 
imugiDarios  los  nombres  de  las  personas  que 
intervinieron  en  la  escritura  de  consenti- 
miento para  fingir  el  que  dt^lna  usar  Isidro 
Rubio  Rodríguez  á íin  de  ingresar  en  el  ser- 
vicio de  las  armas,  !a  l'at.^edad  de  este  docu- 
menlo  y la  de  los  demas  que  se  pre.'íentaron 
por  Víctor  Moreno  para  llevar  á cabo  esta  fic- 
ción, no  constituyen  más  delito  que  el  de  i'al- 
.«edad  definido  y penado  en  la  sección 
cap.  IV  de!  Código  penal  de  1670;  pero  no  el 
de  usurpación  á la  vez  del  e.^lndu  civil  de  las 
personas  de  que  trata  el  cap.  1 del  tít.  Xldeí 
citado  Código,  porque  no  se  ha  causado  per- 
juicio alguno  á tercero,  ni  usurpado  derecho 
alguno  a’j  que  llevase  legílimaineiite  el  su- 
puesto nombre  sí  existía: 

Y considerando  que  ai  declararlo  así  la 
Sala  sentenciadora,  ha  incurrido  en  el  error 
de  derecho  é infringido  lo-S  artículos  que  cita 
diclio  Ministerio  pú tilico  su  referidorecur- 
.so.B(Sent.  29  abril  1874.— Cíoc.  29  julio,  pá- 
gina 48.) 


V. 


ViOLACiON.  Dijimos  dos  palabras  so- 
bre e.-'U'  grave  delito  en  la  pág.  331,  y 
510S  non  i limos  á ADLti.Tjsnio,  donde  se 
enciientta  resuelta  la  cuestión  indicada 
por  los  ('.ementa dores  del  Código  sobre 
si  era  ó no  punihle  la  tentativa  de  estos 
delitos,  de  lo  cual  no  puede  quedar  ya 
el  menor  rnoiivo  de  duda  por  estar  afir- 
maii  va  mente  resuelta  por  el  Tribunal 
Supivino. 

Ño  hallamos  decidido  ningún  otro 

O 

puiui)  grave  sobre  esto  delito  en  los  cua- 
Sro  caso»  de  recurso  que  tenemos  pre- 
sentes, tres  sobre  tentativa  y uno  sobre 


I delito  consumado;  no  habiéndose  dado 
i lUgar  á casación  en  ningouo  tie  ellos  por 
no  guariiar  relación  el  fumlamento  ex- 
puesto con  el  artículo  ciiaiti'  como  infrin- 
giilc,  y por  haber  diícuiido  la  prueba  ó 
prescindido  de  los  liHclms  declitrados 
• probídos.  Haremos  sin  embargo,  un  ex- 
Iraoiü  de  estos  fallos. 

I.  Sent,  a marzo  i 87  í.— Se  dí'ciara  no 
haber  lugar  a!  recurso  en  ca.isii  por  tentativa 
I de  violación,  porque  condemiiio  «I  rer orrente 
i como  autor  de  tentaliva,  riiinliiha  su  interpo- 
■ sicion  en  ei  caso  4.°  del  url.  798,  Luy  de  En- 
i juiciamiento  criminal,  éiuvocaha  como  ín- 


VIOLACION.  {Jurisp.  penal). 

dado  principio  á la  ejecución  del  deliio  direc- 
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friogido  ei  art.  del  Código,  cuyo  funda- 
ineüto  4°  se  refiere  á otro  órden  de  infrac- 
ciones. Es  el  mismo  failo  citado  en  Tentati- 
va DE  DELITO,  pág.  523,  á donde  nos  remi- 
timos. 

II.  Sent,  27  febrero  1875. — Declara- 
do N.  como  autor  de  tentativa  de  violación 
por  indicios  graves  y concluyentes,  sentando 
(jue  el  culpable  sólo  iiabia  dado  principio  ó ia 
ejecución  del  delito,  y haciendo  la  Sala  apli- 
cación de  los  arls,  453,  núms.  i.“,  3.°,  18, 
62,  67  y regia  1.'‘  de]  82  del  Código  penal, 
le  condenó  en  ia  pena  de  dos  años,  cuatro 
meses  y un  dia  de  prisión  correccional  con 
su  accesoria,  indemDizaeion  y costas,  con 
abono  de  la  inilad  del  tiempo  de  la  prisiou 
sufrida.  Interpuso  recurso  de  casación  A'., 
fundado  en  el  caso  3.°,  art.  798,  Ley  de  En- 
juiciamiento criminal,  citando  como  infrin- 
gido ei  454  en  relación  con  el  párrafo  3.® 
de! 3.° del  Código,  y no  se  estima,  porque  los 
beclios  que  determinan  el  delito  de  violación 
no  pueden  confundirse  con  los  abusos  desbo" 
nestos  (1),  y además  «porque  áun  admitida 
ea  hipótesis  esta  apreciación  que  es  contra- 
ria á ia  prueba  de  autos,  no  aproveciiaria 
tampoco  para  la  menor  penalidad  del  proce- 
sado; porque  si  se  calificara  e!  hecho  de  abu- 
sos deshone.'^tos , con  la  circunstancia  de 
fuerza,  se  castigaría  como  delito  consumado 
con  la  pena  de  prisioa  correccional  en  su 
grado  medio  y máximo;  y habiéndolo  debida- 
mente calificado  la  Sala  de  violación,  pero  de 
tentativa,  sentando  que  ei  culpable  sólo  había 


fi)  El  heclio  sejfun  se  describe  en  la  sen- 
tencia, es  nolüriaiiienle  como  le  califica  vioU- 
cion-lenlativii  de  violación,  porque  el  culpa- 
ble asió  de  un  brazo  á la  ofendida,  y sujetándola 
las  manos  y tratando  de  taparla  la  boca  la  ten- 
dió y se  echó  sobre  ella,  empleando  para  con- 
seguir su  inlenlo  todos  los  medios  imaginables 
jtor  espacio  de  media  hura. 


lamente  por  hechos  exteriores,  y bajando  ec 
su  virtud  dos  grados  la  pena,  se  ha  impuesto 
en  el  mínimo  del  grado  medio  de  la  prisiou 
correccional.»  (ü’ac.  7 abril  1875,  pág.  90.) 

III.  Sent.  24  diciembre  1B75, — Se  de- 
clara no  haber  lugar  á la  admisión  del  re- 
curso de  casación  contra  seiUeucia  que  apre- 
ciando los  datos  de  la  causa  como  constitu- 
tivos de  otros  tantos  indicios  graves  y con- 
cluyentes de  la  criminalidad  de  N.,  lo  con- 
denó como  autor  del  delito  de  violación  co- 
metido por  medio  déla  fuerza é intimidación, 
sin  circunstancias  apreciables,  á catorce  años 
ocho  meses  y un  dia  de  reclusión,  acceso- 
rias y costas.  El  recurrente  citaba  como  in- 
fringido el  art,  i 2 déla  Ley  provisional, sobre 
reformas  en  el  procedimiento  de  IB  de  junio 
de  1870,  y el  Tribunal  Supremo  funda  la  de- 
negación de  admisión  en  que  no  es  lícito  com'- 
batir  la  prueba.  (Gac.  16  enero  4876,  pá- 
gina 29.) 

IV.  Sent,  T¡  diciembre  487S. — Conde- 

nados. como  autor  de  tentativa  de  violación, 
sin  circunstancias  apreciables,  á tres  años  de 
prisión  correccional,  interpuso  recurso  de 
casación  fundado  en  e)  caso  3.®,  art.  798, 
Ley  de  Enj.  crirn.,  designando  como  infrin- 
gido el  art.  433  del  Código,  porque  no  ha- 
biéndose encontrado  .señal  de  violencia  en  la 
ofendiiJa,  no  liiibo  resistencia  de  parte  de 
ésta,  y por  lo  tanto  no  existió  la  tentativa  de- 
violación,  sino  cualquier  otro  abuso  desho- 
nesto. El  Tribunal  Supremo  declara  no  haber 
lugar  a!  recurso,  considerando  que  dados  los 
lieclios  que  declara  probados  la  sentencia,  no 
puede  rnérios  de  estimarse  que  e!  recurrente 
es  reo  del  delito  de  tentativa  de  violación, 
puesto  que  por  su  parle  dió  principio  ála  eje- 
cución del  delito  por  actos  exteriores,  no 
aracticáiiuolüs  todos  por  las  voces  dadas  por 
a joven (Cae.  27  enero  1S7C,  pág.  33.) 
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23.  Recurso  de  casación,  X.  . 509 


27.  Violación 527 

Marzo  1.®  Competenc.  crim.,  XCVII..  4Ü0 

2.  Hurlo,  XXilI 476 

4.  Acto  de  conciliación 352 

8.  Allanamiento 360 

8.  Infidelidad 486 

8.  Recurso  de  casación,  11, . . 50$ 

9.  Falsedades,  XI 463 

13.  Competencia  crini. , CIV. . 402 

13.  Desobediencia,  VI 438 

15.  Atentado,  XLVHI 379 

17.  Lesiones,  XVI 49B 

!S.  Injurias,  X 487 

22.  Competencia  crim.,  GV. . . 403 
22.  Intrusos,  II 49! 
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Ppchas-  Materia  de  las  disposiciones.  Páps. 

22.  Hecurso  de  casación,  XV..  509 

29.  Circunstancias,  XXXVI 390 

Abril  í Competencia  crim.,  ex 403 

3.  Amenazas 36í 

3.  rteciirso  de  casación,  XXVI.  511 
5,  Imprud.  temeraria,  XXIII. . 484 
5.  Recurso  de  casación,  X. . . 5Í3 

7.  Competencia  crim.,  CVIII.  403 

7.  Competencia  crim.,  CXVII.  405 
7,  Danos,  V 432 

7.  Recurso  de  casación,  Vil. . 513 

8.  Circunstancias,  XXV 386 

8.  Estupro,  IV 4G0 

9.  Compelen  cía  crim, , C.XI. . 403 

9.  Homicidio,  XXXI 471 

10.  Acusación . 354 

10.  Competencia  crim. , XCYI.  400 
10.  Comptítencía  crim.,  CIX. . . 403 
10.  Recurso  de  casac.,  XXXIV.  511 
13.  Competencia  crim.,  CXXX.  414 

13.  Compet.  crim.,  CXXXIII..,  415 

14.  Asesinato 371 

16.  Competencia  crim.,  CXVII.  406 

17.  Inlidelidad 487 

19,  Competencia  crim. , XCIX.  401 
.19.  Competencia  crim.,  XCVllI.  401 

19.  Competencia  criminal,  C. , 401 

20.  Competencia  criminal,  C..  401 

21.  Circunstancias,  6* 391 

21.  Desacato,  V 438 

22.  Sentencias C20 

26.  Estafa,  XXI 458 

26.  Injurias,  XI 487 

27.  Compeicneia  crim. , CVÍ. . 403 

30.  Competencias,  XLVÍII -122 

Mayo  I.*"  Compet.  crim.,  CXXVIII.. . 412 

3.  Delito  , II-, 434 

5.  Pruebas  .XIV 505 

7.  Cesioiítis,  XVII 495 

8.  Compet.  crim.,  CXXXIV..  416 

8.  Confesión,  1 42o 

10,  Lesiones,  XVIII 495 

11.  Delito,  III 435 

14.  Asesinato 371 

14.  Atentado,  XLLX 379 

14.  Circunstancias  agrav.,  C. . 396 

14.  Estupro,  V 461 

19.  Circunstancias,  XXXV 389 

19.  Allanamiento 360 

24.  Circunstancias  agrav.,  . 395 

24.  Circunstancias,  fí 389 

24.  Circuoslancias,  /? 391 

24.  Recurso  de  casac.,  XXYIII.  511 

25.  Compet.  crim.,  CXXXV. . . 417 

28.  Alentado,  L 380 

29.  Recurso  de  casación,  XVi.  510 

3i*  Circuostancias^  C. 389 

31.  Compet.  crim.,  CXXÍX...I  413  , 
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Junio  l.“  Competencias,  XLlX 422 

I. °  Desórdenes  públicos 441 

2.  Allanamiento 360 

2.  Circunslancia.s  agrav.,  y?. . 396 

2.  Costas  procesales,  IV 428 

2.  Pruebas , Xlll 505 

2.  Robo,  XXXIX.. 517 

4.  Competencia  crim.,  CXX. , 407 

5.  Estafa,  XX [1 458 

8.  Recurso  de  casación,  VIH,  513 

9.  Compet.  crim.,  CXXXVI. . 417 

10.  Competencias,  L 423 

II.  Desobediencia,  Vil 439 

11.  Injurias,  XVIII 489 

14.  Recurso  de  casación,  II. , . 508 

15.  Recurso  de  casación  IX...  o 13 
15.  Quebrantamiento.  .......  50o 

18.  Palsedades,  XII 464 

21.  Lesiones,  XXX 496 

22.  Compet.  crim.,  CXXXVH..  418 

24.  Compet.  crim.,  CIIÍ 402 

24.  RobOjXLIlI 518 

25.  Daños,  VI.  . 433 

30.  Lesiones,  XIX 495 

Julio  1,°  Imprud.  temeraria,  X.XIL. . 484 

Robo,  XXXII 515 

3.  Alentado,  LI 361 


o.  Disparo  de  arma,  XXVIIÍ. , 449 
10.  Circunst.  agrav.,  XXXVIII.  394 
10.  Recurso  de  casacinn,  I. . . . 508 

12.  (Circunst.  agrav.,  XXXVllI.  394 
12.  Recurso  de  casación,  I 50S 

12.  Recurso  de  ca.^acioD,  XVI.  510 

13.  Recurso  de  casación,  XIH.  509 

Agosto  23.  Competencias,  Ll 423 

Sbre.  3.  A.sesinato.. 371 

9.  Compet.  crim. , CXVII 406 

18.  Compet.  crim.,  CX.XXVIII.  418 

23.  Compet.  crim,,  CXlli 404 

24.  Estupro,  VI.. 461 

25.  Circunstancias,  XXVI 386 

27.  Circunstancias,  Ü 392 

27.  Circunst,  agrav.,  XXXV. . . 394 
27.  Compet.  crim.,  CXIV.  ...  404 
27.  Juegos 491 

^ 28.  Circunstancias,  E 392 

29.  CircuDStancia.s,  XXXVII. . . 390 

Octub.  l.°  Hurlo,  XXYIII 477 

2.  Costas  procesaltí-s,  V 428 

2.  Homicidio  frustrado,  III...  472 

3.  Competencia  crim,,  Cl. . . . 401 

5,  Lesiones,  X 493 

7.  Acusación 3.54 

7.  Competencia  crim.,CIÍ..  402 

9.  CircunslaDcias,  X.VXIV.  ..  389 
9.  Circunst.  agravante.s,  C...  395 

9.  Circunst.  agrav.,  XLHI 397 

9.  Homicidio,  XiX. 466 
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H.  Delito,  y.  435  i 

DesobedieDcia , YIII 440 

13.  Disparo  de  arma,  XXll...  447 

14.  Estafa,  XXIV 459 

14.  Falsedades,  XIII 464  ! 

18.  Comp.  crim. , CXLÍ 419 

18.  EocuÍ3ridor 452 

28,  Compet.  crim. , CXLIl 420 

Nov.  2.  Competeocias,  LlI 424 

2.  Competencias,  LUI 424 

2.  Desobediencia,  IX 440 

2.  Hurto,  XXXYl 479 

2.  Recurso  de  casación,  IV...  509 

3.  Circunstancias,  XXXt 387 

3.  Recurso  de  casación,  XXII , 510 

4.  Contrabando,  XI 427 

4.  Recurso  de  casación,  1 508 


10.  Circunst.  agrav. , XXXYL,  394 

10.  Competencias,  LIV 425 

10.  Daños,  VII 433 

12.  Circunstancias,  XXVII. .. . 386 
12.  Circunstancias,  XXXVIII. . 390 

12.  Costas  procesales,  VI.  ...  429 

13.  Recurso  de  casac.,  XXIIL.  510 

15.  Alentado,  Lll 381 

15.  Circunstancias,  D 389 

15.  Circunstancias,  £ 389 

15.  Circunstancias,  B 392 

46.  Recurso  de  casación,  XUI.  509 

16.  Recurso  de  casación,  XXV.  510 

47.  Injurias,  XIV 488 

20.  Circunstancias,  F 389 

20.  Recurso  de  casación,  H...  508 

22.  Recurso  de  casación,  XXII.  510 

24.  Hurlo,  XXXIIÍ 478 

26.  Recurso  de  casación,  X.. . 509 

29.  Homicidio,  XXVI 468 

30.  Rapto,  III 507 

Dic.  2.  Malversación,  IX., 497 

3.  Homicidio,  XXIV 468 

3.  Hurto,  XL 480 

3,  Recurso  de  casación,  VII. . 509 

4.  Recurso  de  casación,  X. . . 509 

7.  Homicidio,  XXV 468 

7,  Hurto,  XXXV 479 

9.  Arresto 366 

9.  Malversación,  X 497 

10.  Homicidio,  XXX 470 

1 1 , Incendio . 484 

13.  Injurias  á la  autoridad 489 

14.  Circunst.  agrav.,  XLIL, . . 397 

15.  Recurso  de  casación,  II. . . 508 
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16.  Hurto,  XXVI 477 

16.  Compet.  crirn.,  CXXXIX. . 418 

16.  Compet.  crim.,  CXL 419 

16.  Quebrantamiento.  505 

16.  Recurso  de  casación,  VIH.  509 

16.  Recurso  de  casación,  XVII . 510 

17.  Robo,  XXX. 515 

18.  Recurso  de  casación,  XVI.  510 

21,  Robo,XLlV 518 

23.  Competencia  crim.,  CXll. . 404 

24.  Atentado,  LUI 381 

24.  Compet.  crim.,  CXVIll. . . 406 

24.  Recurso  de  casación 508 

24.  Violación,  UI 528 

27.  Competencia  crim. , CXXl . 408 

27.  Danos,  VIII 433 

27.  Lesione.s,  XXXI — . 466 

27.  Recurso  de  casación,  L . . . 508 

27.  Violación,  IV... 528 

28,  Competencia  crim.,  GYIi..  403 

30.  Recurso  de  casación 508 

31.  Compet.  crim,,  CXIX 407 

31.  Compet,  crim.,  CXXXI...  414 

31.  Recurso  de  casación,  I.. . , 508 

I 

Año  1876. 

Enero  3.  Estafa,  XXV 459 

3.  Recurso  de  casación 508 

3.  Recurso  de  casac.,  XXIIL.  510 

3.  Robo,  XXXIII 516 

4.  Homicidio  frustrado,  IV. . . 473 

4.  Recurso  de  casación,  XIII,  509 

5.  Circunstancias,  G 389 

5.  Falsedades,  XIV 464 

5.  Recurso  de  casación 508 

7.  Recurso  de  casación,  XXII.  510 

10.  Circunstancias,  XXXII....  388 

10.  Circunstancias,  C? 392 

10.  Circunstancias,  F 392 

10.  Circunstancias,  D 393 

10.  Coacciones,  V ;%%••• 

H.  Recurso  de  casac,,  XXXI. . 511 

13,  Homicidio,  XXXII 471 

13,  Recurso  de  casación,  II. . . 508 
13.  Recurso  de  casación,  XVIL  510 
15.  Homicidio,  XXXII........  471 

20.  Recurso  de  casación,  XVII.  510 

21.  Recurso  de  casación,  IV...  509 

22.  Recurso  de  casación 508 

22.  Recurso  de  casación,  XIX,  510 
24.  Recurso  de  casac.,  XXXV.  511 


ám  los  ARTÍCULOS  contenidos  en  este  Diccionario;  y de  REFERENCIAS  para 

su  mas  fácil  consulta. 


A. 

Abandono  de  destino;  pág.  349. 

Abogado  (ApercibiinieDto  á).-~V.  Recurso 
DE  CASACION,  núin.  V,  pág.  509. 

Abono  de  la  prisión  so/ridá;  pág.  í. 

Aborto;  pág.  350. 

Absolución  lie  la  instancia;  pág.  2. 

^buso  de  autoridad;  pág.  2. 

Abusode  confianza.  Agravante  10.  , pag. 
y ver  núius.  XVIU  y Xl.X,  pág.  87.  Es 
taiTihien  calificativa  del  hurto  clel  art.  533. 

Abuso  de  superioridad*  Agravante  9.%  pági- 
Das  2 y 77,  y ver  los  núms.  ]ll,  pág.  31; 
YII,  pág.  53-  XI,  pág.  67;  VI,  pág.  80;  X á 
XVII,  pág.  83;  XXXIX,  pág.  394  y XX, 
pág.  496. 

Abusos  deshonestos;  pág.  351. 

Acción  civil-.  No  excluye  el  ejercicio  de  la 
criminal.  Núm.s.  11,  pág.  211;  XVUI,  pá- 
gina 457. — V.  INDESMZACION. 

Acción  penal;  pág.  2.  Debe  aplicarse  de  un 
modo  reslriclivo:  núms.  Ilí,  pág.  355; 
XVUI,  páíí.  457,  y II,  pág.  459. 

Acción  g omisión  voluntaria;  pág.  2. 

Áceptacio7i  de  los  hechos;  pág.  4. 

Acío  de  conciliación;  pág.  351. — V.  Inju- 
rias, núin.  XI;  pág.  487  Usurpación  de 
ATHiBu<;iONES,  iiúm  llíjpág.  524. 

Acíos  religiosos  (Perturbación  de)  y escaroe* 
cimiento  det  dogma,  etc. — V,  Libertad  de 
CULTOS,  pág.  257. 

Acusocion  y denuncia  falsa;  págs.  4 y 352. 

Adhesión  al  recurso  de  casación;  págs.  13 
y 355. 

Admínisfracion;  pág.  14. 

Adulterio;  págs.  14  y 355. 

Agentes  de  la  autoridad;  pág.  15. 

Agresión;  pág.  15. 

Alcaide;  pág.s.  15  y 357. 

Alcaides  y regidores;  pág.  15,  y ver  los  nú- 
meros III,  pág.  36;  XV,  pág,  228;  y XLVI 
y siguiente.s,  pág.  421;  y además  los  artí- 
culos .Atentado:  Denegación:  Usurpación 

DE  atribuciones. 

Alcaides  de  barrio;  págs.  18  y 357. — Véanse 
además  los  núm.s.  V y VI,  pág.  37;  L,  pá- 
gina 131,  y XLUI,  pág.  377. 

Aieuosía;  pág.  18,  Ver  los  núms.  11  á X, 
pág.  31;  vi  y Vil,  pág.  80;  XllLpág.  184 
y XI,  pág.  367. 

Al»omienío.— V.  Quiebra. 


Allanamiento  de  morada;  págs.  18  y 358 

Adulterio,  DÚín<  víj 

pág.  357. 

Amenazas;  págs.  22  y 361. 

Amnisíia;  pág.  362. 

ApretíiÍGS  tiegiíimos;  págs.  24  y 362.  Véa- 
se Denegación  de  adxiljo. 

Armas  prohibidas;  pág.  25. 

ATTebüto  y cbcccüciofi.  AltíDUintE  7.  , píigi— 
na  67.— Ver  núms.  XIl,  pág.  74;  XV  á 
XIX,  pág.  75;  XL,  A á F;  pág.  301;  XLVll, 
págs.  393,  y X.Xl,  pág.  466. 

Arresto  mayor;  págs.  25  y 365. 

— Distintas  combinaciones  en  que  el  Có- 
digo impone  el  arresto.  Núin.  V,  pág:  26. 

— Tabla  sinóptica  de  su  división,  y dura- 
ción de  cada  uno  de  eus  grados;  pág.  29. 

Asesiíiflío;  págs.  31  y 367. 

Asociaciones  ilegales;  pág,  35. 

Astucia.  Es  circunstancia  agravante  8.®,  pá- 
gina 77,  y calificativa  de  la  estafa:  ver  nú- 
mero vi,  pág.  53. 

Atentados:  Desacatos:  Amenazas  contra  la 
autoridad  ó sus  agentes;  pág.s.  35  y 373. 

Afnbucíoncs;  pág.  43.— V.  Usukpacton. 

Aumento  deliberado  del  mal  del  delito.  Agra- 
vante 6.^;  pág.  77. 

Autor  de  deiiío;  pág.  43. — V.  Delitos  en  ca- 
te índice. 

Autoridad  pública;  pág.  46.  (Desprecio  k 
ofensa  á la)  Agravante  le.*^  y cousliUiliva 
del  desacato,  etc.;  pág.  77,  y m'im.  XXIV, 
pág.  41.  Agravante  19. ejecutar  el  deli-^ 
to  donde  ejerza  sus  funciones;  pág.  78. 

Autorización  para  procesar;  pág.  46. 

Auxilio  de  gente  armada  para  cometer  ei 
de/fío.  Agravante  14.®,  pág.  77,  y ver  nú- 
mero Xí,  pág.  367. 

At/uníamieníos;  pág.  46. — V.  Alcaldes. 

B. 

Fondos. — V.  Faltas:  Competencia. 

Foulísmo  (Escarnecimiento  del  dogma  y ce- 
remonia del).  Núm.  II,  pág.  258. 
Bigamia. — V.  EscAndalo  público,  nútn.  11, 
pág,  455. 

Buena  conducta.  No  e.'i  circunstancia  ate- 
nuante; uúins.  X.X,  págs.  76,  y XLll,  pági- 
na 392. 

C. 

Cabos  de  establecimientos  penales.  Son  agen- 
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tes  de  la  autoridad.  Núm.  XXIX,  páf?.  42. 

Cadena:,  pág.  4fi.  Formas  en  que  el  Código 
la  seña  a y tahia  sin  ó plica;  pág.  47. 

Calumnia:  pág.  40. — V.  Acusación:  Injdeia. 

Capellanes  casírt-nses;  pág.  ól*  , 

— Se  consiilerjt)  iiiitilareá  en  activo  servi- 
cio. Núin.  IV,  pág.  l(ít. 

Caro ÍJínírrn; pág.  SI.  y iiiifns.XVIll,XXXIU 
á XXXVI,  piígs.  112  y tiiguientes. 

Cflfóofer  mTlitar'j  píig.  Bl. 

Carácter  público  (prevalerse  det).  Agravan- 
te pág.  77,  y nú/í!.  XVllI,  pág.  66. 

Casación, — V.  Recurso  be... 

Casas  de  ;ut;go.— Y.  Juegos  prohibidos;  pá- 
gina 51 . 

í7aucion;  pág.  51. 

Causas  crimijiale'if  pág.  51. 

Caza  y pesca.  Infracciones.  Núm.  lY,  pági- 
na 218. 

Centinela  (Insullo  á);  pág.  24f^. 

...  4 / k I ú~\  ¿fV 


ua  üt)|  7 1 Y A Tf  11,  F'^b“ 

Circunstancias  agravantes'y  pags.  77  y 394. 

— Sobre  cofi'pftisacion  con  ateniiante.'í; 
núm.«.  XUI,  XXXVI  y XXXYIII,  págs.  55 
y 382. 

— Una  sola  agravante  impide  el  descenso 
de  la  regla  5.*  del  art.  82;  núm,  XXIV, 
pág.  77,  y XXXVI,  pág.  382.  Esta  doc- 
trina nn  es  aplicab  e al  caso  del  art.  87; 
DÚm.  XXIX,  pág.  469. 

Circunstancias  atL-nnanfes;  págs.  67  y 388. 

Circunstancias  afenuautes  muy  calibeadas 
(sin  concurrir  agravante).  Descenso  de 
pena.  Art.  82,  regla  5.*,  y núms.  XI,  pá- 
gina 55;  XXÍ,  pág.  57;  V,  pág.  69;  VII, 
pág.  70;  XXXVl,  pág.  382,  y XLllI  á 
XLVn,  pág  393. 

¿Es  conciliable  la  aplicación  del  art.  90 


na  ,377,  y XIV,  pág.  441. 

Círcunsíancírts  ca;iníC7iíe.s  (de  responsabili- 
dad criminal);  págs,  58  y 383. 

Id.  con  falta  de  algún  requisito.  Arts.  87 
del  Códign,  y núms.  IX,  pág.  54;  XII,  pá- 
gina 66;  V,  pág.  60;  XVI II  y XIX,  pág.  66; 
_XXX,  pág._77;  V(Il,  pág.  223. 

Cí’rcun.stancías  constituí  toas  d inherentes  al 
delito.  Aunque  agravantes,  no  se  toman 
en  cuenta  conforme  ai  art.  79.  Ver  los  nú- 
meros V al  Vil,  pág.  63;  XIII,  pág.  85; 
XVI,  pág.  80;  XI,  pág.  367;  XXV,  pág,  37  í 
y otros. 

Coacciones;  piíp.  90  y 397.— V.  Desobedien- 
cia, núm,  Ut,  pág.  175,  y Eclesiásticos, 
pág.  186. 


Código  penal  (de  1850  y de  1870);  pag  - 
ñas  92  y 398.  Tabla  de  la  corresponden- 
cia de  los  artículos  de  ambos  Códigos;  pá- 
gina 382.— V,  Efecto  retroactivo;  pági- 
na 188. 

Comisionados  de  apremio',  pág,  92. — Véase 

ArRKMlOS. 

Competencia  (en  materia  criminal);  pígi- 
na.s  92  y 399. 

Competenctas  administrativas  Ó conlíendííS 
de  competencia  entre  la  Administración  y 
ios  Tribumde.s;  pág-í.  147  y 420, 

Cómplice',  pág.  1 58. 

Confesión',  pág.  158  y 425. 

Con^namtcnfo;  pág.  158, — Combinaciones 
de  esta  pena  y tabla  siuópUca;  pág.  159, 

Contiendas  de  competencia]  pág.  159. 

Contrabando  y defraudación  á la  fíarienda: 
pág.s.  159  V 426,  V núms.  XXXV,  XXXVl 
Y LXXX.'pág,  141.— V.  Sentencias,  pá- 
gina 520, 

Contribuciones. — V.  Apremios. 

Cortas  de  leñas, — V.  Competencias  con  la 
Administración,  pág.  420.  Montes:  Hurto, 

Costas  procesales]  págs.  164  y 428. 

Criterio  judicial. — V.  Pruebas,  y en  Cir- 
cunstancias, los  núms.  l!í,  pág.  52;  VIH, 
pág.  54;  IX,  XII  Y XIV,  págs.  54  y 55,  y 
XIX,  pág.  67. 

GuadrtUa]  pág.  165,  y núm.  Xllt,  pág.  85. 
—V.  Despoblado:  Circunstancias:  Com- 
petencias: Robo. 

Cuerpo  de  guardia:  pág.  167.  Desacato  del 
jefe  del  mismo  a ín  autoridad  judicial,  nú- 
mero XLVllI,  pág.  128. 

Cultos.  (Libertad  de);  pág.  257. 

Curador,  Inhumanos  tralamientos  á- pupilos. 
Núm.  lll,  pág.  254. 

— Sobro  su  nombramiento  en  las  causas 
criminales. — V,  Menor,  pág.  261. 

D. 

Caños;  pág.  166. 

Caños  de  ganados]  pág.  429. 

Deber  y derecho.  (Obrar  en  cumplimiento  de, 
ó ejercicio  de).  Exeocion  H.%  pág.  58,  y 
nútBP.  XVI,  pág.  65,  y XVIÍÍ,  pág.  66. 

Declaración]  pág.  166. 

Ccc/írtaforia  de  jurisdicción]  pág.  434. 

Defensa  de  su  persona  y derechos.  Eximen- 
te 4.*^,  y núms.  f!I  á IX,  pág.  60;  XVI,  pá- 
gina 65;  XX  á XXVU,  pág.  383;  XXX,  pá- 
gina 387;  XXIX,  pág.  469,  y lY,  pág.  463. 

Defensa  de  su  cónyuge,  ascendientes,  des- 
cendientes y hermanos.  Eximente  5.*,  pá- 
gina 58,  y miriis,  X á XU,  pág.  63;  XXYIU 
y XXIX,  pág.  386. 

Defensa  de  un  extraño.  Eximente  6.%  pági- 
na 58. 
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Defensa  por  pohre‘,  páp,  43  í. 

Deformidad.  Lo  que  es  parn  los  efectos  del 
delito  de  lesiones;  .WII  á XiX;  pág.  4!íS. 

DcfTaudacion. — V.  Coktrauando:  Estafa, 
y DÚJU.  LI,  pág.  423 . 

Degradacion\  pág.  i 07. 

/)W/ncuenciíi  anferíor  del  proresado.  Agra- 
vante i 7.®  distinta  de  la  reincidencia,  pá- 
gina 77,  y nútns.  XVI  á XViU,  pág.  88,  y 
XLI,  pág,  395. 

Deliios  consumado  y frustrado’,  págs,  ^67 
y 434. — Véase  también  Ío  dicho  en  AoToa 
DE  DELITO,  pág,  43;  en  Tentativa,  pági- 
nas 329  y o2I,  y en  la  nota  de  la  pág,  34. 

Delitos  conexos]  pág.  167, 

Delitos  de  imprenta]  pág.  170. 

Delitos  electorales]  págs.  107  y 433. 

Deiiíos  mi/ííorcs;  pág.  171. 

Denegación  de  auxilio]  pág.  1 7 1 . — V.  Exac- 
ciones ILEGALES. 

Denuncia  calunmiosa,  etc.;  págs.  475  y 436. 

Depost/arío.  Negativa  á serlo.  N'úni.  lí,  pá- 
gina 17.3. 

Depósito  judicial.  {Violación  del).  Núm.  I, 
página  177. 

Desacato]  págs.  175  y 436. 

Desafuero  de  militares. — V,  Competencia, 
núms.  XVI,XVIi,  XXI  á XXVll,XXXVll 
á XL,  XUl  á LIl  y CXV  á CXIX,  p.  110. 

Desafuero  de  paisanos.— í'ompetencia, 
núm.s.  XXVIII  á XXXÍV,  XXXVf,  XI>,  y 
CXIX  á CXXIl,  págs.  1 17  y siguientes. 

Descarrilamiento  de  locomotora.  Agravan- 
te 4.®,  pág.  78,  y DÚrn.  XE-a-,  pág.  124. 

Desfalco]  pág.  175. — V.  Malvebsacion, 

Desobediencia  á la  autoridad]  págs.  175 
y 438. 


Desobediencia  á /unciofiorios  públicos]  pá 
gipa  440. 

Desordenes  ;)iiti/ícos ; pág.  441. 

Despoblado  y en  cf<adr¿//a.  Agravante  15.“ 
pág.  77,  y DÚrns.  Xlll,  pág.  85;  XXll 
y XXIV,  pág.  87;  XL,  pág.  395;  XXI,  pá 
gina  322. 

Destierro]  pág.  176. 

Detención  o prisión  ilegal]  pág.s.  176  y 442 

Dignidad  y morada  del  ofendido,  edad 
setxo.  (Ofensa  de  la).  Agravante  20. % pá 
gina  77,  y núms.  X yXl,  pág.  83;  XXi: 
á XXXI,  pág.  88;  XXXV,  pág.  371;  XLIll 
pág.  397,  y VII,  pág.  53. 

Disensiones  cont/wí^üíes,  Núm.  I,  pág,  177. 

Disfraz,  Agravante  pág.  77,  y núme' 
ro  XII,  pág.  85,  y XXXVIÍf,  pág.  394. 

Disparo  de  arma  de  fuego;  págs.  179  y 412 

Diüwíon  de  penas.  Núms.  Vil  á X,  pág.  26 
XXXl  pág.  42;  xiII,  pág.  55;  XXll  á XXV 

?í*v  XXXVn,  pág.  374 

XUY  y XLV,  pag.  377;  XL,  pág.  517.- 


V.  Arresto,  pág.  365,  y núm.  XIlí,  pági- 
na 366. 

■ — Es  conciliable  la  aplicación  del  art.  90 
con  las  reglas  de!  arl.  86,  de  modo  que  el 
grado  máximo  forma  una  penalidad  divi- 
sible en  grados , etc.,  etc.;  núm.s.  VIH, 
pág.  71;  XXXVil,  pág.  .374;  XLIV,  pá- 
gina 377,  y XIV,  pág.  444. 

Doble  de/lío;  pf  gs.  186  y 430. 

Dolo.  Es  requi.sito  esencial  en  la  estafa.  Nú- 
mero VI n,  pág.  20.6.^ 

Duelo,  desafio  ó reAo]  pág.  186. 

Duración  de  las  penas:  simples,  compuestas 
y fraccionadas;  pág.  302. 


E. 


£c/esiasfícos.  (Delitos  de  los);  págs.  186 
y 450;  núm.  IX,  pág.  463. 

Edad]  pág.  187. — V.  Menor. 

Efecto  retroactivo]  pág.  188. 

Ejecutor  de  apremios.  Núm.  XXVII,  pág.  41. 
£'/eccíorjes. — V.  Delitos  electorales. 
fimbarí^o  iíeí/a/;  pág.  190. 

£mí)ríar;ues.  Atenuante  6.%  pág.  190,  y 
núms.  XI  á XVI,  pág.  73;  XXXVII,  pá- 
¡ gina  374;  XXXIX,  E y G,  pág.  369,  y XL, 
pág.  390. 

Empleados  y funcionarios  públicos;  pági- 
na 190.  — V.  Sll.s PENSION. 

^írt/iresas  de /rflí/ior/c;  pág.  191. 

' Encubridor  de  delito;  págs.  191  y 452,  y 
núm.  VIH,  pág,  462. 

Envenenamiento.  Circunstancia  4.*^ agravan- 
te, y constitutiva  ó cal  i (i  cal  i va  del  asesi- 
I nato,  pág.  454;  núm.  VIH,  pág,  81;  XXY, 
pág.  371. 

Escala  general  de  penas  : y accesorias  que 
llevan  consigo;  pág.  498. 

Escalas  graduales  de  las  penas;  págs.  íOJ, 
434  y 300. 

— Cómo  se  forman  las  escalas  graduales  de 
penas  fraccionadas  y compuestas;  pá- 
gina 192. 

— Reglas  para  la  formación  de  las  escalas 
de  penas  fraccionadas  y compuestas;  lí, 
pág.  192. 

— Defectos  é inconvenientes  de  las  reglas 
del  art.  76  dcl  Código;  llí,  pág.  191. 
Escalamiento.  Agravunte  21.*^  y calificativa 
del  robo;  pág.  77,  y núm.  XXIX,  pág.  324. 
Escándalo  público;  pág.  454. 

£'scríbono, — ^V.  Infidelidad  en  la  custodia 
DE  DOCUMENTOS,  pág,  486,  y Abandono  de 
destino,  II,  pág.  330. 

Estado  civil. — V.  Usurpación,  núms,  CXXU 
y siguientes,  pág.  408. 

I Estado  de  guerra;  pág.  203, — Y.  Compbten- 
I cías;  págs.  92  y 399, 
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Estafa]  pífís.  203  y 456.— Id.,  núm.  XXXIII, 
pág.  516  y XLUÍ,  pág.  518. 

Estupro-,  págs.  208  y 459. 

Ej:acciQncs  ilegales-,  \}üQs.  209  y 461. 

E‘xpropiacion  ilegal]  pág.  210. 

Extrañamiento]  pág.  212. 
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grados  para  su  aplicación,  según  las  cir- 
cunstancias; pág.  474. 

Hurto  en  cuarteles,  etc.  Níun.  LXYII;  pági- 
na 138. 

I. 


F. 

Facción]  pág.  213. 

Falsedades]  págs.  21 3 y 462. 

Falso  testimonio]  pág.  215. 

Faltas]  págs.  213  y 465,  y núms.  Cí  y CU» 
pág.  401. — y.  Daños:  Competencias. 
Ferro-coíTí'íes;  pjig.  220. 

Fianza  del  querellante]  págs.  465  y 511. 
Fractura  de  puerta  ó ventana.  Califica  el  ro- 
bo. Ními.  Y;  pág.  230. — Y.  UoBO. 
Fraudes]  pág.  220. 

Fuero]  pág.  220. 

Fuerza  irresistible. — V.  Violencia  por... 
Fuga  de  presos. — Y.  Alcaide:  Qdebranta- 

MIENTO  DE  CONDENA. 

Funcionarios  públicos]  pág.  220. — ^Y.  Aban- 
dono: Desobediencia. 

G-, 

Ganados]  pág,  220.— V.  Daños,  pág.  429,  y 
Falta.s,  pág.  215. 

Ganzúas]  pág.  220. 

Gente  de  mar;  pág.  220,  y núms.  XIX  á XXI, 
pág.  212,  y CXIII,  pág.  403. 

Gobernadores  de  provincia]  pág.  220,  y nú- 
meros Y y siguientes,  pág.  151. 

Guardas  del  campo,  Núms.  XíX,  pág.  56,  y 
XXXIV,  pág.  373  y otros. 

Guardia  civil]  pág.  220,  y ver  los  núme- 
ros XV  li  XVII,  pág.  109;  XX  á XXll,  pá- 
gina lt8;XL  á XLYI;  pág.  194;  GVlíI,  pá- 
gina 406;  GXX  y CXXI,  pág.  407. 

Guardia  [oral  de  Navarra.  Núm.  CIV;  pá- 
gina 402. 

Guias  provinciales]  pág.  220. 

H. 

Heredad  ajena  (Tránsito  de  carros  por).  Nú- 
mero XLYllI;  pág,  422. 

Hoinicidio]  págs,  220  y 465. 

Homicidio  frustrado]  pág.  471. 

Hospital  militar.  Resistencia  del  adminis- 
trad or  á que  et  juez  lome  declaración  á un 
herido.  Núrn.  XLl.X,  pág.  130. 

Hurto]  págs.  229  y 473,  y ver  los  núms.  VI, 
pág.  53;  Y,  pág.  104;  LXVII,  pág.  138, 
y XIII,  pág.  366.— Y.  Montes. 

— Tabla  sinóptica  de  la  penalidad  que  en  los 
distintos  casos  de  hurto  simple  y calificado 
corresponde  al  delito  consumado,  al  frus- 
trado, á la  tentativa,  á los  autores,  cóm- 
plices y encubridores,  y cou  división  de 


Imbécil  y loco.  Eximente  1.^  del  art.  8.'*, 
pág.  58,  y núm.  II,  pág.  59. 

imprenta  (rielilos  de);  pág.  170,-  y núme- 
ro LX.XXIX,  pág.  143.  Es  la  cireuns- 
laucia  agravante;  pág.  77. 

¡'mprudcncia]  págs.  237  y 480, — V.  Alcai- 
des, núm.  II,  pág.  357;  Homicidio,  núme- 
ro XI,  pág.  226;  Circunstancias,  núme- 
ro XIV,  pág,  63. 

Incendio]  pág.  áS4.  Ejecnlar  el  delito  por 
medio  de  incendio,  agravante  4.^;  y con 
ocasiúu  de  incendio,  agravante  IS.'^,  pá- 
gina  77. 

/ní¡íííj?i7íízücíon  de  ¡ierjuicios  (Acción  de); 
pag.  485. 

Infaniicidio]  pág,  486. 

Infidelidad  en  la  custodia  de  documentos] 

pág.  4116, 

Infracción  de  ley]  pág-  242. 

Inhabilitación]  pág.  242.  Combinaciones  de 
esta  ])eiia  y tabla  sinóptica,  pág,  244. 

i/t/u'í)¿íüría;  ])ág.  244. 

Injurias]  pág.  244. — Y.  Amnistía,  núm.  I; 

pág.  362. 

Injurias  á la  autoridad  de  hecho  ó de  pala^ 
bra]  pág.  489.— V.  Eclesiásticos:  Aten- 
tado; Desacato. 

injurias  á fiuicionarios  públicos]  pág.  489. 

Insolveneia  punible]  pág.  506. 

Insulto  á centinela]  págs.  248  y 489. 

— Ün  breve  comentario  sobre  la  doctrina 
de  una  resolución  ministerial,  pág.  250. 
Intención:  No-loncr  et  delincuente  intención 
de  cau.=ar  mal  de  tanta  gravedad^  Ate- 
nuante 3,'^  Ver  núms.  1 á V,pág.  67;  XIIÍ, 
pág.  74;  Xi,  pág.  83,  XX.XIV  y XXXV,  pá- 
■ XXXí,  pág.  471 , XY  y XYl,  pá- 


gina 488. 


Interdicción  civil-y  pág.  489. 

Intrusos  en  las  /acuiíaties  de  jlítíiitcína  g 
Farmacia;  pág.  489. 

J. 


XLIX,  pág.  379.— Y.  Usurpación  de  atri- 
buciones. 

Jueces  de  instrucción]  pág.  252.  Sobre  ex- 
ceso de  atribuciones,  núm.  XLVHI,  pági- 
na 128. 

Turísdicciotífis;  pág.  252. — De  guerra  y ttá* 
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riña,  Compeíencia  en  lo  criminal,  pág.  íí8, 
ycums.  lá  XCiV,  pá^g.  103. 
./«rwprtícíefjcao;  pág.  2o2. 

L. 


Mujer;  pág.  268. — Id.,  núm.  XXXY,  pági- 
na 516. 

Aftiíío;  pág.  269. 

N. 


Lesiones  corporales;  págs.  253  y 492,  y nú- 
mero VH,  pág.  53. 

Ley  de  Enjuiciamiento  cri'mínai;  pág.  256. 

Ley  orgánica  judicial;  pág.  256. 

Leyes.  Contradicción  entre  unas  y otras. 
Ñúm.  I,  pág.  15, 

jLiberíad  de  cu/tos;  pág.  257. 

Lugar  del  delito.  {Competencia  por  razón 
del).  Núm.s.  LXXi  á LXXIV  y LXXXIl  á 
XC,  págs.  139  y siguientes. 

/.u^ar  sai^rado.  (Delito  enj.  Agravante  19.*, 
pág.  ’íV. 

M. 

Maestros  de  primera  enseñanza.  (Faltas  por). 
Núm.  Vil,  pap.  219.— V.  Abandono  ds 
DESTINO,  pág.  349. 

Mal  por  accidente  sin  culpa  ni  intención. 
Exiitiente  8.%  pág.  58,  y núms.  Xlll 
y XIV,  pág.  63. 

Mal  causado  por  evitar  otro  mayor.  Exi- 
mente 7.%  pág.  58,  y núm.  XXXI,  pá- 
gina 387. 

JWaíversacion  de  cfludaíes;  págs.  259  y 497. 

Mar.  (Delitos  en  el).  Nutns.  LXXV  á LXXX, 
página  1 40. 

Matrimonio  civil;  pág.  187. — V.  Escíndai.o 
PÚBLICO,  núm  II,  pág.  455. 

Menor  de  edad;  pág.  26  í. 

Menor  de  nueve  años.  No  delinque:  Eximen- 
te 2.*,  pág.  58. 

Menor  de  quince  años  y mayor  de  nueve. 
Cuándo  delinque:  Eximente  3.“,  pág.  58. 

Menor  de  diez  y ocho  año.t  Atenuante  2.*^ 
Ver  Eiims.  1,  pág.  351;  XXXI  á XXXIII, 
pág.  388;  XXXV,  pág.  479,  y XXI,  pá- 
gina 496. 

Miedo  insuperable  de  un  mal  mayor.  (Obrar 
por).  Eximente  10.%  pág.  58,  y núme- 
ro XXXIII,  pág.  388. 

ID7í7ares;  pág.  261 . — Cumplimiento  de  con- 
deoa,  DÚiiK  XCIV,  pag.  140. 

Militares  de  reemplazo.  Núrri.  Clfí,  p.  402. 

l/i7tfares  dados  de  baja.  Núrn.  XI V,  pági- 
na 108. 

1//Íi7ares  en  destinos  públicos.  JVúms.  XXI 
y XXII,  pág.  113. 

Jl/on(es;  pííg.s.  261  y 498  v ver  núms.  XLL 
pág.  125;XCV1  á LIV,  pág.  421. 

1/orada  dcl  ofendido.  (Dtdiios'en  la).  Agra- 
vante 20.«— V.  Dignidad  , y núms.  XXX 

y XXXI  y su  Iluta,  pág.  89,  y XVIII, 
pág.  369. 

Kueríc.  (Pena  de);  pág.  267, 


Noche.  Circunstancia  agravante.  Núme- 
ros XXIX  á XXXI!,  pág.  87,  y XXX,  pa- 
gina 395. 

JVofan'o.  (Injurias  á).  Núm.  I,  pág,  489. 

O. 

Obcecación. — V.  Abrebato. 

Obediencia  debida.  Kximerite  12.*,  págs.  58 
y 269,  y núms.  XYiI  y XVllI,  pág.  65; 
IV,  pág.  169. 

Oficiales  de  reemplazo  Núm.  I,  pág.  103. 
Oficio  ó cargo.  (Obrar  en  el  ejercicio  de). 

Eximente  U.*,  pág.  58, 

OmiVion;  por  causa  legílirna  é in.si]perable. 
Eximente  i3.*,  pág.  58,  y núm.  XXIII, 
pág.  484, ~V,  Acción,  pág.  2. 

Orden  público ; pág.  269. 

Ordenanzas  de  riegos.  Infracciones.  Núme- 
ro XLXIX,  pág.  422. 


Palacio  de  las  Cortes:  6 del  jefe  del  Estado; 

(Delito  en).  Agrítvante  19,^,  pág.  77. 
Parentesco.  Agravante  l.“,  páfj.  57,  y ver 
núms.  I á V,  pág.  79;  Vi II,  pág.  82;  XXXIV 
á XXX Vil,  pág.  394;  V,  pág.  398;  XVI, 


pág.  496, 


Parricidio;  págs.  269  y 498. 

Pastores  de  ganado.  Su  respnn.sabilidad  ó 
de  los  amos. — V.  Daños  de  GANADOS,  pá- 
gina 429. 

Penas;  págs.  269  y 498. 

— Escala  general  de’pena.s  con  un  cuadro 
de  su  duración  y otro  de  las  accesorias  que 
lleva  consigo  cada  una,  pág.  498. 

— Escalas  graduales  de  penas  simples, 
compuestas,  fracciunadas  y subfracciona- 
das, pág.  500. 

— Duración  de  las  penas  símpie.s,  com- 
puestas y fraccionadas,  y Ueiiipn  que  abra- 
za cada  uno  de  sus  grados,  pág.  502. 

■“  Se  resuelven  algunas  dudas  ."^obre  divi- 
sión de  penas  fracci"n:i  ¡as,  ele. — Ver  ios 
casos  citados  eii  División  di;  penas  en  este 
índice. 


Precio  en  el  delito.  Agravante  3.%  pág.  77  y 
calificativa  de  a.sn.dnatn. 

Premeditactoji  en£l  dthio.  Es  circunstancia 
calificativa  del  asesínalo,  y agravante  7.“' 
genérica;  pág.  77,  y f.úiri-í;  VIII  y IX,  pá- 
gina 81;  XIX,  pág.  370,  yXXXVilí,  pá- 
gina 394. 

Prescripción  de  delito  y de  pena;  pág.  271. 
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Presidio  ecrreccional;  pág.  272. 

— Combinaciones  que  se  hacen  de  esta 
pena  y tabla  sinóptica;  pág.  272. 

Presidio  mayor]  pág.  275. 

Prevaricación]  págs.  275  y 505. 

Prisión  arbitraria]  pág.  275. 

Prisión  preventiva;  pág.  275. 

Prisíon  correccional;  pág.  276. 

Prisión  mayor]  pág.  276. 

— Tabla  sinóptica  de  las  combinaciones 
que  se  hacen  de  esta  pena;  pág.  277. 

provocación  ó amenaza  adecuada.  Atenuan- 
te-i.'^. Ver  núms.  Vil  á XII,  pág.  70; 
XXVI  á XXVIII.  pág.  390. 

Pruebas;  págs,  277  y 50-i.  Precauciones  de 
la  ley  desde  los  primeros  momentos  de 
toda  causa  criminal,  pág.  277. 

— Doble  objeto  de  la  ley:  armonía  entre  las 
reglas  del  sumario  y la  sentencia:  diferen- 
tes sisíenias  ó criterios  jurídicos;  pág  278. 

— Cuestiones  de  prueba  y de  apreciación  ó 
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áVIII,  pág.  09;  XXXVI  á XXXIX;  pá- 
gina 390;  XXXÍ,  pág.  466,  y XX,  pági- 
na 370. 

Violación;  págs.  33!  y 527. 

Violencia  por  fuerza  irresistible.  Eximen- 
te 9.\  pág.  58,  Y DÚms,  XV,  pág.  65, 
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ERRATAS  Y CORRECCIONES. 


Las  más  notables  que  hemos  encontrado  en  esta  obra  son  las  si  guien  íes: 


Págs.  Columna 


Linea. 


d95 

195 

499 

208 

256 

275 

276 
276 


365 

366 
378 
386 
396 
395 


2.^ 

a."» 

2.® 

1.® 

1.® 

» 

2.® 

2.® 


2.a 

1.® 

a 

i.® 

4." 

4." 


11  de  la  nota 
Penúltima 
3.^y4.’‘de  Esc. 29 
5 de  estupro 
Ultima  de  ta  nota 
Penúltima 
27 
40 
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20 

2.® 

12 

19 

16 

38 


Dice. 


Debe  deeir. 


presidio  mayor 
13  junio  1873 
reclusión  temporal 
mayor  de 

pág.  71 
art.  82 

6 meses  y 1 dia  á 6 años 
prisión  menor 

|Arresto  mayor  en  sus^ 
grados  mínimo  y me- 
dio 

% 

10  de  marzo 
10  de  marzo 
págs.  28  y 363 
del  22  regla  5.® 
mayo  1873 
Décima  sexta 


presidio  correccionaJ 
13  junio  4872 
prisión  mayor 
menor  de 
pág.  18o 

art.  98. 

6 años  y 1 dia  á 12  años 
prisión  correccional 
Arresto  mayor  en  su  gra- 
do máximo  á presidio 
correccional  ea  el  mí- 
nimo. 

lo  de  marzo 
lo  de  marzo 
págs.  28  y 366 
del  82  regla  5.® 
mayo  1874 
Décima  quinta 


